La Constitución española de 1978 reconoció 
el derecho de las «nacionalidades y regiones» a 
constituirse en Comunidades Autónomas, y acceder 
así a su autogobierno. Surgieron de esa forma un 
total de diecisiete Comunidades. España, Estado 
tradicionalmente unitario y centralista, se transfor- 
mó en un Estado autonómico. La configuración de 
alguna de las Comunidades fue objeto de debates 
y discusiones, y fue vista con recelos y reservas. 
Por ejemplo, se dudó de la oportunidad de que 
Cantabria y La Rioja se constituyeran en entidades 
autonómicas propias y distintas, cuando, de siem- 
pre, estuvieron vinculadas a Castilla; la creación de 
la Comunidad Autónoma de Madrid pareció espe- 
cialmente artificial e inconveniente; hubo reticen- 
cias a que un territorio tan históricamente singula- 
rizado como el reino de León se integrara con Cas- 
tilla en una entidad común a ambas; se vio 
claramente que el nivel de conciencia regional era 
muy distinto de unos territorios a otros, y que, en 
algunos de ellos, era poco menos que inexistente. 
Pero, con todo, existía en 1978 una convicción ge- 
neralizada: que era necesario dar a España una 
nueva estructura territorial, en la cual, junto a las 
provincias, creadas en 1833, estuviesen reconocidas 
las regiones, a las que, de alguna forma, se reco- 
nocían características culturales, históricas y socio - 
económicas diferenciadas. 
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DEL ESTADO 
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JUAN PABLO FUSI AIZPÚRUA 


INTRODUCCIÓN 


La Constitución española de 1978 reconoció el derecho de las «nacio- 
nalidades y regiones» a constituirse en Comunidades Autónomas, y acce- 
der así a su autogobierno. Surgieron de esa forma un total de diecisiete 
Comunidades. España, Estado tradicionalmente unitario y centralista, se 
transformó en un Estado autonómico. La configuración de alguna de las 
Comunidades fue objeto de debates y discusiones, y fue vista con recelos 
y reservas. Por ejemplo, se dudó de la oportunidad de que Cantabria y 
La Rioja se constituyeran en entidades autonómicas propias y distintas, 
cuando, de siempre, estuvieron vinculadas a Castilla; la creación de la 
Comunidad Autónoma de Madrid pareció especialmente artificial e incon- 
veniente; hubo reticencias a que un territorio tan históricamente singula- 
rizado como el reino de León se integrara con Castilla en una entidad 
común a ambas; se vio claramente que el nivel de conciencia regional era 
muy distinto de unos territorios a otros, y que, en algunos de ellos, 
era poco menos que inexistente. Pero, con todo, existía en 1978 una 
convicción generalizada: que era necesario dar a España una nueva es- 
tructura territorial, en la cual, junto a las provincias, creadas en 1833, 
estuviesen reconocidas las regiones, a las que, de alguna forma, se re- 
conocían características culturales, históricas y socio-económicas dife- 
renciadas. 

Esa percepción mayoritariamente colectiva tenía un evidente funda- 
mento. Los nacionalismos regionales venían siendo desde el siglo xIx una 
de las cuestiones esenciales de la política española. Cataluña fue, proba- 
blemente, el mayor problema del país entre 1900 y 1936. El País Vasco, 
o mejor, el terrorismo de la organización vasca ETA, constituiría el prin- 
cipal obstáculo a la estabilidad política en la transición a la democracia 
tras la muerte del general Franco en 1975. Casi todos los españoles reco- 
nocían hacia 1978, de algún modo, que Cataluña, País Vasco y Galicia 
tenían una identidad diferenciada o, al menos, un innegable particularismo 
lingúístico, cultural y político. 
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El problema de la organización territorial del Estado español tenía, así, 
una larga historia. Muchos historiadores remontan la cuestión a la política 
centralizadora seguida desde el Estado a raíz de la instauración de la di- 
nastía borbónica en el siglo xvIr. Creo que ésta es una interpretación 
equivocada o que, por lo menos, necesita ser debidamente matizada. Es 
una perspectiva que ignora las muchas debilidades del Estado y de la Ad- 
ministración Central, tanto en el siglo XVI como todavía en el xIX; y que 
desconoce la excepcional complejidad de los procesos de aparición de la 
conciencia de identidad nacional, tanto a nivel estatal como a nivel regio- 
nal. Manuel Azaña (1880-1940), el político republicano, escribiendo a pro- 
pósito de Cataluña en unos artículos sobre la guerra civil publicados en 
1939, observó que la aplicación de una política asimilista y unitaria por el 
centralismo estatal —que es lo que se suponía que había ocurrido desde 
el siglo xvni— habría exigido la existencia de un Estado potente y de gran 
prestigio; y vio, con acierto, que el Estado español del siglo XIX y pri- 
meras décadas del xXx careció de todo prestigio y de todo poderío. Por 
eso se explicaba Azaña que pueblos y culturas singulares del territorio 
español —como Cataluña— hubiesen permanecido impermeables a la cul- 
tura castellana ?. 

La observación de Azaña parece oportuna y convincente. Debería re- 
cordarse que la unidad de España siguió siendo artificial hasta entrado el 
siglo XIx. Así, la unidad de la Monarquía hispánica de los Austria fue 
compatible con la diversidad de los reinos y de sus respectivos ordena- 
mientos jurídicos ?; aquella Monarquía, además, carecía de la idea de na- 
cionalidad española. A lo largo del siglo XVI y buena parte del xIx la 
fragmentación social y económica de España siguió siendo considerable. 

El siglo XVIII vio la aparición de dos procesos coincidentes: las prime- 
ras formulaciones —el descubrimiento si se quiere— de la nacionalidad 
española, y el surgimiento de la vida provincial.:La elaboración de aquella 
primera identidad nacional fue evidente. Basta citar algunos ejemplos sig- 
nificativos. En 1713, se creó la Real Academia Española; en 1738, la Real 
Academia de la Historia y, poco después, en 1744, la de Bellas Artes de 
San Fernando. Mayans, Burriel, Masdeu y el padre Enrique Flórez —cuya 
España Sagrada empezó a publicarse en 1747— echaron las bases de una 
historiografía nacional basada rigurosamente en fuentes históricas (aunque 
Mayans lo hiciera desde perspectivas críticas, y Flórez, en cambio, desde 
la apología nacionalista del pasado de España). Algunas observaciones de 
Montesquieu, primero, y la aparición, en 1782, en la Encyclopedie Mét- 
hodique, del artículo sobre España de Masson de Morvilliers —unas y otro 
hostiles a la cultura y a la significación histórica de España— provocaron 
una primera reacción del nacionalismo intelectual español, cuyas mejores 
expresiones pudieron ser la obra de José Cadalso (1741-1782) —su De- 
fensa de la Nación española contra la Carta persiana LXXVU1 de Montes- 


1 


M. Azaña, Causas de la guerra de España. Prólogo de G. Jackson (Barcelona, 1986), 
págs. 119 y sigs. 

? Francisco Tomás y Valiente, Gobierno e instituciones en la España del Antiguo Régi- 
men (Madrid, 1982). 
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quieu, sus Escritos autobiográficos, sus Cartas marruecas— o la Oración 
apologética por la España y su mérito literario, de Juan Pablo Forner, 
publicada en 1786”. 

En los viajeros de la Ilustración —el más interesante de los cuales, 
Antonio Ponz, publicó su Viaje de España a partir de 1772—, alentaba 
una percepción de la identidad nacional previamente desconocida, como 
era el caso en geógrafos como Antillón o Tomás López. Más aún; en el 
siglo XVII apareció la política nacional, pues lo que entonces se llamó 
«economía civil» —y que Jovellanos creía era una de las grandes aporta- 
ciones del reinado de Carlos III (1759-1788)— no era sino preocupación 
desde el Estado por el bienestar de los súbditos y por la realización de 
políticas concretas de alcance nacional (como construcción de caminos, 
puertos y canales, fomento de la agricultura y de la industria, etcétera): 
no sin razón se ha visto en la Instrucción Reservada de Floridablanca, de 
1787, el primer programa nacional de gobierno debidamente estructurado 
y formalizado. El siglo XVI vio, por tanto, el nacimiento de la naciona- 
lidad española, reflejada, al menos, en cuatro de las cuestiones que aca- 
bamos de ver: a) en la formulación de una idea histórica de España, de 
su lengua y de su arte; b) en la manifestación de sentimientos de preo- 
cupación, interés y hasta emoción por el propio país (a lo que habría que 
añadir las manifestaciones de un cierto chauvinismo casticista en las clases 
populares, que se reflejaría en cosas tan distintas como el motín de Es- 
quilache, la afición a los toros, o la fijación de tipos como «majos» y 
«manolas»); c) en la creación de instituciones nacionales de cultura (añá- 
dase a las Academias, ya mencionadas, la fundación de la Biblioteca Real, 
precedente de la Nacional, en 1713; y las del Museo de Ciencias —luego, 
del Prado—, Jardín Botánico y Observatorio Astronómico, ya a finales 
del siglo); d) en el planteamiento de planes de actuación de gobierno 
(casos de Ensenada, Ward, Campomanes, Cabarrús, Jovellanos, Florida- 
blanca, y muchos otros). 

Pero, como ya quedó apuntado, el XvIH conoció también la primera 
aparición de una vida —y de unas preocupaciones— provinciales o regio- 
nales. En el País Vasco, el jesuita Larramendi (1690-1776) inició la labor 
de recuperación y sistematización de la lengua vasca: en 1728 publicó De 
la antigúedad y universalidad del Bascuence en España, y, al año siguiente, 
El imposible vencido. Arte de la Lengua Bascongada, trabajos en los que 
alentaba un acusado particularismo vasco que, con el tiempo, convertiría 
a su autor en un precursor del nacionalismo de su tierra. Ilustrados vas- 
congados —con el conde de Peñaflorida a la cabeza— crearon en 1765 la 
Real Sociedad Bascongada de Amigos del País, la primera de su clase en 
España, para cultivar las ciencias, las bellas artes y la literatura en «la 
Nación Bascongada» y para estrechar la unión «de las tres Provincias Bas- 
congadas de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa», como fijaba el artículo 1.* de 
sus Estatutos. En 1790, el archivero Juan Ramón de Yturriza, escribió 
una historia general de Vizcaya; y poco después, en 1798, el sacerdote 
Joaquín José de Landázuri publicaba una erudita historia de la provincia 


3 Sobre Cadalso, véase N. Glendinning, Vida y obra de Cadalso (Madrid, 1962). 
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de Álava. El ya citado padre Flórez escribió en 1768 su obra La Canta- 
bria, en la que disipaba definitivamente el confusionismo existente en 
torno a la realidad de la Cantabria romana —que los eruditos vascos iden- 
tificaban con su región— y probaba que aquélla coincidía con los límites 
de la moderna Santander, que adquiría de esa forma sus señas de identi- 
dad histórica. 

En Galicia, algunos ilustrados —el padre Martín Sarmiento, el cura de 
Fruime, Cornide, Zernadas, el padre Pascasio de Seguin, Francisco So- 
moza de Monsoriú— mostraron una preocupación por Galicia, su econo- 
mía, su cultura y su lengua que anticipaba, de forma vaga e incipiente, 
argumentos que luego haría suyos el galleguismo romántico *. En Asturias, 
Jovellanos mostró en los años en que permaneció allí, entre 1790 y 1797, 
la fuerza de sus sentimientos regionales, con proyectos —como la carre- 
tera de Castilla, el fomento de la industria del carbón o el Instituto de 
Náutica y Mineralografía de Gijón, inaugurado en 1794 ”. No sólo eso. El 
ejemplo de la Sociedad Bascongada de Amigos del País cundió impulsado 
por los ministros más reformistas de la Corona: un total de cuarenta y 
cinco sociedades de ese tipo se crearon —con muy distinto éxito— entre 
1775 y 1786, todos con espíritu similar, y volcadas, por tanto, a la labor 
de fomento e impulso de sus respectivos entornos (locales o provinciales). 
Incluso Madrid tuvo su primera —y aún insegura— manifestación de iden- 
tidad en los tipos y hablas de los sainetes de don Ramón de la Cruz y en 
la labor realizada por la Sociedad Económica Matritense, creada en 
ESE 

Y es que lejos de constituir una unidad social vertebrada o cohesio- 
nada, España aparecía como una red social de regiones naturales o his- 
tóricas mal o insuficientemente integradas. Las diferencias regionales eran 
notables. En sus Cartas marruecas, escritas en 1774, Cadalso hablaba de 
la «variedad increíble» que diferenciaba a las provincias españolas: «Un 
andaluz —escribió— en nada se parece a un vizcaíno; un catalán es total- 
mente distinto de un gallego; y lo mismo sucede entre un valenciano y un 
montañés» ?. 

Esa realidad iba a durar todavía largo tiempo. Cuando Richard Ford 
publicó en 1846 Las cosas de España, todavía podía argumentar que Es- 
paña estaba en realidad formada por varias regiones diferentes, y pudo 
aún apreciar cómo las diferencias regionales de lengua, costumbres, tra- 
diciones sociales y carácter local permanecían inalteradas *. 


Véase la tesis doctoral de Justo González Beramendi, «El nacionalismo gallego en el 
primer tercio del siglo XX», 3 vols., Universidad de Santiago de Compostela, 1986, vol. I, 
págs. 136-161, y la bibliografía allí citada. 

? Javier Varela, Jovellanos (Madrid, 1988), págs. 76-108. 

* G. y P. Demerson y F. Aguilar Piñal, Las Sociedades Económicas de Amigos del País 
en el siglo XVIII. Guía del investigador (San Sebastián, 1974); y Luis Miguel Enciso Recio, 
«Los cauces de penetración y difusión en la Península: los viajeros y las Sociedades Econó- 
micas de Amigos del País», en La Época de la Ilustración. Volumen 1: El Estado y la Cultura 
(1759-1788) (Madrid, 1987), págs. 5-56. 

7 J. Cadalso, Cartas marruecas (Madrid, edición Cátedra, 1985), pág. 85. 

y Richard Ford, Las cosas de España. Prólogo de Gerald Brenan (Madrid, 1974), págs. 
13 y sigs. 
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En España, hubo desde el siglo xvII elementos de nacionalismo, preo- 
cupaciones nacionales, lenguajes patrióticos, teorías de España, interpre- 
taciones de lo nacional. La invasión napoleónica de 1808 provocó una 
explosión de patriotismo popular, aunque sea significativo que fuese un 
patriotismo a menudo fragmentado y, además de nacional, localista, como 
pusieron de relieve los continuos conflictos entre la Junta Central y las 
distintas Juntas Provinciales, creadas al producirse el colapso de la Mo- 
narquía fernandina. Más todavía; las preocupaciones patrióticas y nacio- 
nales impregnaron el pensamiento y los programas de políticos e ideólogos 
—tanto conservadores como liberales— del siglo XIX, así como los libros 
y Obras de poetas, historiadores, prosistas y autores de teatro. 

Pero la construcción de un Estado moderno y centralizado no fue tan 
inmediata. Fue, además, menos resultado del nacionalismo político que, 
como en otros países, consecuencia de un largo proceso histórico de adap- 
tación de la maquinaria del Estado a los distintos y sucesivos problemas 
de la sociedad española, proceso que ocupó todo el siglo XIx y que se 
prolongó en el xx. Además, hasta bien entrado este último, la localidad, 
la provincia, la comarca y la región —y no la nación— fueron el verda- 
dero ámbito de la vida social. Todavía en 1910, el escritor vasco José 
María Salaverría decía que se decidía a escribir sobre Guipúzcoa en la 
prensa nacional —en ABC, concretamente— «para que nos conozcamos 
mutuamente los españoles, cosa bastante necesaria —añadía—, pues so- 
mos gente que nos ignoramos de tal manera que hablar de Guipúzcoa a 
muchos españoles es como mentarles un país remoto». «No nos conoce- 
mos —era su conclusión— ni sabemos cómo somos» ?. Toda la tesis de 
Ortega y Gasset, expuesta primero en varios artículos de los años 1917- 
1918 y desarrollada luego en La redención de las provincias (1927) era que 
la realidad más auténtica de España era la provincia; que sobre el loca- 
lismo —dJesde las provincias y para las provincias— habría que construir 
la emoción nacional, el nacionalismo, que, en su opinión —no recogida 
por los historiadores posteriores— no existía en España ””. 

El nacionalismo español fue, por tanto, evidentemente débil como 
fuerza de cohesión social del territorio español. Pese a las tendencias cen- 
tralizadoras que inspiraron la creación del Estado español moderno, la 
fragmentación social y económica del país siguió siendo —como ha que- 
dado dicho— considerable hasta que las transformaciones sociales y téc- 
nicas terminaron por crear un sistema nacional cohesivo, lo que no 
culminó hasta las primeras décadas del siglo xx. Ello no tiene nada de 
excepcional. El nacionalismo moderno es, según Karl W. Deutsch, el re- 
sultado de un largo proceso social de asimilación nacional que culmina en 
la formación de una nacionalidad común. Ello requirió en España, como 
en todas partes, el crecimiento y la integración de mercados, regiones y 
ciudades; el desarrollo de un sistema de educación unitario y común; y la 


2 ABC, 16 de marzo de 1910. 

10 Además del libro citado, véanse los artículos de Ortega y Gasset, «La verdadera 
cuestión española», en El Sol, 12 y 26 de agosto de 1918; y su brindis en el banquete de la 
revista Hermes, en Obras Completas, tomo VI (Madrid, 1983), págs. 217-220. 
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expansión de los medios modernos de comunicación de masas (prensa, 
telégrafos, correos, transportes interurbanos, ferrocarriles, prensa grá- 
fica, etc.). Requirió eso que el propio Deutsch llamó procesos lentos de 
cristalización de una voluntad y de una conciencia nacionales, y procesos 
más o menos largos de aprendizaje social y de control. Requirió, final- 
mente, algo más (señalado por Ernest Gellner): que la colectividad viniese 
a ser la base de la autoridad política y de la legitimidad del poder ”. 

En España, como en Francia y como en Italia, esos procesos se pro- 
longaron por lo menos a todo lo largo del siglo XIX. La integración de la 
economía española se aceleró con el establecimiento de instituciones como 
la Bolsa de Madrid (1831) y el Banco de España (1856), con monopolio 
de emisión de moneda; y una vez que tanto el sistema fiscal (1845) como 
la moneda (1868) quedaron unificados sobre bases nacionales. Las comu- 
nicaciones sociales se multiplicaron con la extensión de la red de carrete- 
ras y con la construcción de ferrocarriles, iniciada en 1848. No menos de 
9.000 kilómetros de carreteras y otros 6.000 de ferrocarriles se construye- 
ron entre las décadas de 1840 y 1860. 

El proceso de crecimiento de las ciudades, aunque comparativamente 
lento, se aceleró por los mismos años: diecisiete capitales de provincia 
duplicaron su población entre 1851 y 1866. El control del Estado sobre la 
sociedad adquirió bases sólidas tras la creación de la Guardia Civil en 
1844. La unificación del derecho, elemento esencial del Estado y de la 
vida modernas, progresó con la promulgación de un primer Código Penal 
en 1848, y otro en 1870 —vigente hasta la II República—, con las Leyes 
de Enjuiciamiento Civil (1855 y 1880), la Ley Orgánica del Poder Judicial 
(1870), la Ley de Enjuiciamiento Criminal (1870), y, en general, con la 
copiosísima extensión de normativas de derecho civil, procesal, y adminis- 
trativo, aunque la compilación del Código Civil tuviese que esperar hasta 
1889. La introducción de sistemas nacionales de educación secundaria y 
superior en 1845 y 1857 —respectivamente— favoreció la homogeneiza- 
ción cultural del país: el mismo efecto tuvo la aparición de una prensa 
nacional (que en España siguió la misma evolución que en Europa, por 
lo que no hubo prensa de masas —barata y popular— hasta prácticamente 
la última década del siglo xIx). La Administración Central se modernizó 
con el establecimiento definitivo en 1823 de un sistema ministerial de go- 
bierno bajo la autoridad de un presidente del Consejo de Ministros. El 
gobierno local se uniformó, como en seguida veremos, con la reforma de 
la administración de las provincias de 1833. La socialización de la política 
avanzó después de ese mismo año con la introducción de sistemas consti- 
tucionales de gobierno, con la formación de partidos políticos nacionales 
y con la celebración regular de elecciones aunque, como es bien sabido, 
todo ello tuviera limitaciones más que notables. 

Fue sólo después que el efecto combinado de tales procesos cambiase 
la percepción política y las preocupaciones de los españoles, cuando el 


'! Las tesis de Deutsch en: Karl W. Deutsch, Nationalism and Social Communication 


(M.LT. Press, Massachussets, 2.* edición, 1966); las de Gellner, en Ernest Gellner, Culture, 
Identity and Politics (Cambridge University Press, 1987). 
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nacionalismo «nacional» español se transformó en la primera fuerza de - 
cohesión social del Estado (y aún entonces, se vería desafiado por los 
nacionalismos catalán y vasco, surgidos en las últimas décadas del 
siglo XIX). Como vengo diciendo, todo ello fue un proceso lento y gradual 
cuyos efectos se pudieron percibir ya claramente en torno al cambio de 
siglo. Claro que hubo antecedentes. Las guerras que España libró en 
torno a 1860 en el norte de África, en México y en el Lejano Oriente 
provocaron una verdadera marea de exaltación patriótica por todo el país; 
fueron, en palabras de Raymond Carr, una «emoción política unifica- 
dora» *. Pero fue en torno a 1900 cuando los sentimientos nacionales apa- 
recieron definitivamente madurados. Por lo menos, la pérdida de Cuba, 
Puerto Rico y Filipinas en 1898 abrió la más intensa crisis de la conciencia 
nacional hasta entonces expresada por la intelligentsia española: nada si- 
milar ocurrió cuando los españoles perdieron entre 1810 y 1826 nada me- 
nos que todo el Imperio americano. En torno a 1900, España era ya una 
entidad nacional cohesiva y vertebrada; en 1826, sencillamente, no lo era. 

Tal vez se entienda ahora mejor la afirmación inicial de que España 
fue, hasta entrado ya el siglo xx, una red social de comarcas mal integra- 
das, definida, además, por la fuerte fragmentación social y económica de 
su territorio, o eso que he repetido ya en otros trabajos: que la España 
del siglo xIx fue un país de centralismo legal, pero de localismo real. 

El siglo xIx vio no sólo la extensión de la idea de nación y de los 
sentimientos nacionales: vio también la cristalización de la provincia, y 
aun de la región, aunque ésta no tuviera reconocimiento administrativo. 
Que las Diputaciones provinciales, órganos rectores de la vida provincial 
desde su creación en 1835, nacieran en dependencia de la Administración 
Central —como instrumento, por tanto, de control de la vida local des- 
de el Estado— importa tal vez menos que lo que sucedió en la práctica: 
1) que las capitales de provincia se convirtieron pronto en los verdaderos 
centros neurálgicos de la vida regional, al extremo de condicionar decisi- 
vamente aspectos fundamentales del desarrollo del mismo Estado, como, 
por citar algún ejemplo, el trazado del ferrocarril, la distribución territo- 
rial del Ejército o la organización judicial; 2) que las Diputaciones, aún 
fuertemente oligarquizadas, aún desprovistas, salvo en el caso vasco, de 
una verdadera Hacienda provincial, aún dotadas de muy escasas compe- 
tencias, fueron consolidando las bases de un poder local propio y diferen- 
ciado. El caso vasco entre 1840 y 1876 pudo ser excepcional pero no fue 
por ello menos significativo, tanto más cuanto que se produjo después de 
que se iniciara el proceso de abolición foral a raíz del Real Decreto de 25 
de octubre de 1839. Pues bien; en aquellos años, lejos de desaparecer en 
aras de la uniformidad y del centralismo las históricas constituciones pro- 
vinciales de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa, las tres provincias vivieron una 
etapa de plena madurez foral. En Vizcaya, en concreto, la Diputación se 
convirtió en la Administración pública más importante; acertó, además, a 
utilizar sus recursos para impulsar una notable labor de construcción de 
carreteras y ferrocarriles, y colaboró, con el Ayuntamiento de Bilbao, en 


1 Raymond Carr, España 1808-1939 (Barcelona, 1968), pág. 258. 
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hacer de esta villa el primer puerto del Norte, lo que ya era probable- 
mente a mediados de la década de 1860 ”. 

El arraigo de la división provincial llegó a permear en profundidad la 
idea de España de los siglos xIx y XX. La progreslva uniformización cul- 
tural del país pugnó en todo momento, por lo menos hasta la guerra civil 
de 1936-1939, con la pervivencia de estructuras distintas de costumbres, 
tradiciones y formas de vida cotidiana en regiones, comarcas y provincias. 
Andalucía fue un descubrimiento del romanticismo del reinado de Isa- 
bel II, difundido hasta la saciedad por el costumbrismo literario y artístico. 
Pero los mismos años, 1833-1868, vieron la irrupción de Madrid en la vida 
española, la Renaixenga catalana, que puso fin al eclipse de casi dos siglos 
de la identidad catalana, la cristalización del fuerismo moderado como 
teoría del País Vasco, y muchas otras manifestaciones que evidenciaban la 
existencia de una innegable conciencia local en las distintas regiones es- 
pañolas. Desde la segunda mitad del siglo xIx se produjo un hecho que 
vino a reforzarla: la consolidación de diarios locales en casi todas las ca- 
pitales de provincia. Desde entonces, y sobre todo desde los últimos años 
del siglo, los españoles leyeron preferentemente la prensa local: El Diario 
de Barcelona, creado nada menos que en 1792; La Vanguardia y otros, en 
Barcelona; El Mercantil Valenciano o Las Provincias, en Valencia; El 
Faro de Vigo; El Cantábrico, en Santander; El Nervión, El Noticiero Bil- 
baíno y luego, desde 1901, El Liberal, en Bilbao; La Voz de Guipúzcoa, 
en San Sebastián; El Norte de Castilla, en Valladolid; El Carbayón, en 
Oviedo; El Diario de Cádiz, en esta localidad, y así sucesivamente. La 
prensa nacional, o madrileña, se leía en la capital, y subsidiariamente, por 
las minorías cultas, en el resto del país. La novela realista de la segunda 
mitad del xIx fue novela regional; el paisajismo español fue también pai- 
sajismo regional. 

El mismo retraso que la compilación del Código Civil experimentó se 
debió a un hecho revelador: a la vigencia de legislaciones civiles regionales 
en Cataluña, Castilla, Aragón, Baleares, Vizcaya, Galicia y Navarra. El 
nuevo Código incorporó, de hecho, los derechos privativos de cada región 
y dejó subsistente toda aquella variedad legislativa —salvo en materias de 
aplicación general—; en las regiones citadas, el Código Civil se aplicó sólo 
como derecho supletorio; prevaleció, pues, la legistación propia. 

Pero hubo más; el Estado español del siglo xIx fue un Estado débil, 
pobre e ineficiente, lo que en parte explica dos cosas: a) la debilidad del 
nacionalismo español como fuerza de cohesión social; b) la apropiación de 
funciones del Estado por el caciquismo y las oligarquías locales. La ma- 
quinaria administrativa central fue pequeña, de escasas dimensiones: en 
1900, tan sólo había ocho ministerios. El gasto del Estado quedó absor- 
bido durante décadas por guerra, marina y deuda, en detrimento, por 


13 


J. Agirreazkuénaga, Vizcaya en el siglo XIX (1814-1876): Finanzas públicas de un 
Estado emergente (Bilbao, 1987); José María Portillo, Los poderes locales en la formación 
del régimen foral. Guipúzcoa (1812-50) (Bilbao, 1987), y José María Ortiz de Orruño, «La 
Hacienda foral de Álava 1800-1876», 2 vols., tesis doctoral, Universidad del País Vasco, 
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tanto, de los servicios de un Estado moderno. La función pública perma- 
neció hasta bien entrado el siglo xx marcada por la ineficacia, la arbitra- 
riedad y la falta de verdadera regulación. La ordenación de la 
Administración no comenzó, en serio, hasta el Real Decreto de 18 de 
junio de 1852, de Bravo Murillo, que, además, afectaba sólo a Hacienda, 
Gobernación y Justicia; hasta la Ley de 22 de julio de 1918 no hubo un 
solo estatuto de funcionarios de la Administración Civil. Ésta se definió, 
antes y después de esa fecha, por una fuerte fragmentación interdeparta- 
mental, por la escasa profesionalidad de la burocracia, por la debilidad de 
los cuerpos generales “y por la patrimonialización del poder por cuerpos 
especiales, elitistas y minoritarios y, en su mayoría, de creación tardía: 
último tercio del siglo xIx '*. Piénsese que la institución más eficaz del 
Estado español contemporáneo, la Guardia Civil, tenía en 1900 unos 
18.000 efectivos de plantilla, número muy insuficiente en relación con la 
superficie del país: provincias como Albacete, Badajoz, Cáceres, Ciudad 
Real, Cuenca, Huesca, León, Lugo, Salamanca y Teruel, estaban poco 
menos que desguarnecidas. Pues bien; la presencia de la Benemérita era 
en muchos puntos del territorio nacional casi la única manifestación de la 
existencia del Estado ”. 

El localismo dominó, por tanto, la vida social y política española hasta 
entrado el siglo XX: todavía en 1910, había 4.011 pueblos sin comunicación 
de un total de 9.266 (aunque en términos de población suponían el 19 por 
100 de la población española) '. Por eso que la localidad, la comarca y 
la provincia fueron el ámbito de esa vida hasta fechas avanzadas. España 
era, como dijo Ortega, pura provincia (lo era, al menos, cuando escribió 
eso, en su libro ya citado, en 1927). | 


II 


De lo dicho se desprende la importancia que tuvo el Real Decreto de 
30 de noviembre de 1833 del ministro de Fomento, Javier de Burgos. Creó 
la estructura administrativa fundamental de la España de los siglos xIXx 
y xx: creó la provincia, a cuyo frente aparecerían, una vez aprobadas 
diversas disposiciones posteriores, el representate del Estado central —que 
acabaría por recibir el nombre de gobernador civil— y la Diputación, ór- 
gano electivo de representación de la propia provincia. Con la numerosa 
legislación que, a partir de 1835, vino a regular la vida municipal; con la 
división judicial iniciada en 1834, que se ajustó a la provincial, sobre 
la base de juzgados de primera instancia en los partidos judiciales y de 
audiencias territoriales; con la división militar en capitanías generales, co- 


14 Todo ello, en la tesis doctoral de Rafael Jiménez Asensio, «Políticas de selección en 
la función pública española», 2 vols., Universidad del País Vasco, San Sebastián, 1988. 

15 «La Guardia Civil del siglo xIx», en Revista de Estudios Históricos de la Guardia Civil, 
núm. 36, 1986. 

16 Véase el gráfico estadístico de pueblos en Enciclopedia Universal Ilustrada Europea- 
Americana (Espasa-Calpe, 1923), tomo XXI, págs. 288-89. 
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mandancias militares y departamentos marítimos; con las disposiciones de 
los años 1839 a 1844 que incorporaron la administración de las provincias 
vascas y de Navarra al modelo general de la administración territorial, 
mediante el traslado de las aduanas a la frontera, la sustitución de las 
viejas Juntas Generales forales por Diputaciones, y la conversión de Na- 
varra de reino en provincia foral; con todo ello, y de esa forma, la es- 
tructura territorial básica del Estado quedó diseñada. En ella, la provincia 
se constituía en el escalón administrativo necesario para la prestación de 
los servicios del Estado ”. 

La necesidad de reformar la Administración territorial no nació en 
1833. Venía de antes. El problema preocupó a regímenes y gobiernos de 
significación social y política muy distinta, indicación de que se trataba de 
un asunto de interés general y ajeno, por tanto, a intereses sectoriales. La 
cuestión fue abordada por Floridablanca en 1789; por el régimen de José 
Bonaparte en 1810; por las Cortes de Cádiz en 1812, y por el régimen 
constitucional de 1820-1823 '. De lo que se trataba en todos los casos era 
de sustituir el conglomerado de territorios y administraciones locales y 
comarcales del Antiguo Régimen, que subdividía hasta la atomización la 
Administración territorial —a través de provincias, intendencias, partidos, 
villas, consejos, hermandades, merindades, alcaldías mayores, uniones, co- 
rregimientos, juntas, alfoces, hoces, quadrillas, etc.— por un sistema uni- 
forme y racional. 

Es lo que hizo la división de 1833, que creaba un total de cuarenta y 
nueve provincias y suprimía definitivamente toda aquella confusísima or- 
ganización anterior. La división recogía propuestas apuntadas tanto en el 
mapa de prefecturas proyectado por el régimen de José Bonaparte en 
1810, como en las previsiones de la Constitución de Cádiz, esbozadas en 
el decreto de las Cortes de 23 de mayo de 1812 —sobre elecciones a 
diputados a Cortes—, que enumeraba un total de treinta y dos provincias. 
Pero, sobre todo, se asemejaba a la división ordenada por el régimen 
constitucional de 1820, por Decreto de 27 de enero de 1822, que implan- 
taba un total de cincuenta y dos provincias. Había, sin embargo, al menos 
dos diferencias significativas: primero, la división de 1833 respetaba las 
denominaciones de Álava, Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra, expresión de 
una sensibilidad hacia el carácter especial —foral— de tales territorios que 
no existía en la división de 1822, que denominaba a aquéllos con los nom- 
bres de sus capitales; segundo, la división de 1833 hacía referencia explí- 
cita —en su artículo 2."— a los antiguos reinos, aunque no les concediese 
personalidad administrativa, como reconocimiento de la vieja división geo- 
gráfica e histórica de la Monarquía española, reinos que ascendían a trece 
o dieciocho según se considerase a Andalucía como una sola entidad o 
como cuatro (reinos de Jaén, Sevilla, Córdoba y Granada), y según cómo 
se contabilizasen las islas. 
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Así, la reforma de Javier de Burgos implantó, como tantas veces se ha 
dicho, la uniformidad provincial y la centralización administrativa. Pero 
con las siguientes matizaciones: 


1. Que la centralización del Estado respondió a criterios burocráticos 
y administrativos más que ideológicos o políticos. Lo que se quería hacer 
en 1833 era racionalizar la Administración, no imponer un proyecto nacio- 
nal y, mucho menos, nacionalista. Javier de Burgos (1778-1849), protegido 
de Meléndez Valdés y de Jovellanos, afrancesado, que en 1810 había sido 
subprefecto de Almería con el régimen de José Bonaparte, colaborador 
después de Fernando VII, era un ilustrado y un administrativista. No era, 
desde luego, un nacionalista del xIx: lo revelaba el lenguaje de los textos 
de los reales decretos de 30 de noviembre, del que creaba las provincias, 
y del que contenía las instrucciones a los subdelegados de Fomento sobre 
la labor que habrían de realizar al frente de aquéllas. 

2. Que la división de 1833 estuvo muy lejos de ser un mero ejercicio 
de insensibilidad centralizadora. Quiso aunar criterios muy diversos: ad- 
ministrativos, demográficos, geográficos, económicos e histórico-culturales. 
Resultó, por ello, una división desproporcionada y falta de homogeneidad, 
al extremo de que había provincias cuya extensión era hasta once veces 
mayor que la de otra, y de que las diferencias en densidad de población, 
comunicaciones, riqueza, municipios, etc., entre las distintas provincias 
eran considerables. Burgos no optó por una solución a la francesa: no 
quiso ni acabar con todo vestigio de los territorios históricos ni crear re- 
giones geométricamente uniformes. 

3. Que la división de 1833 supuso un sensible avance respecto a la 
organización del Antiguo Régimen, ya que llevó a la administración pro- 
vincial y local la eligibilidad de cargos y la participación electoral de los 
ciudadanos. 


El sistema de 1833 no provocó resistencias. El problema foral vasco- 
navarro, que estalló a partir de 1837, tuvo más relación con la guerra 
carlista que con la división provincial; y, además, el pleito navarro se 
resolvió merced al acuerdo logrado en torno a la Ley de 16 de agosto de 
1841, y el vasco, a partir del Real Decreto de 4 de julio de 1844: ya ha 
quedado dicho que desde esas fechas y hasta 1876 esas provincias lograron 
una plena madurez foral. La división de 1833 perduraría con muy pocas 
modificaciones. En 1876, tras la segunda guerra carlista, serían abolidos 
los Fueros vascos. Álava, Guipúzcoa y Vizcaya quedaron plenamente in- 
corporadas al sistema general, pero ello no afectó a la ordenación terri- 
torial, puesto que, tanto bajo el sistema foral como bajo el constitucional, 
la unidad esencial jurídico-administrativa, y aún política, en aquellos te- 
rritorios fue siempre la provincia. Además, la singularidad vasca reapare- 
ció a partir de 1878, en virtud del Real Decreto de 28 de febrero, que 
establecía para las tres provincias citadas un régimen de Conciertos Eco- 
nómicos, por el que las contribuciones de aquéllas al Estado quedarían 
fijadas en un cupo, administrado por las respectivas Diputaciones provin- 


ciales. 
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Por lo demás, una Ley de 11 de julio de 1912 creó los Cabildos insu- 
lares, uno por cada una de las siete islas canarias, división intermedia, por 
tanto, entre el municipio y la provincia; y en 1927, la provincia única de 
Canarias se desdobló en dos, Tenerife y Las Palmas, elevándose el nú- 
mero de provincias, por tanto, a cincuenta. ' 

El sistema de 1833, adaptado al hilo de los distintos sistemas consti- 
tucionales que rigieron el país, funcionó bien; sirvió, al menos, a la con- 
solidación de la estructura territorial del régimen liberal de la burguesía 
decimonónica española. Aquélla sólo haría crisis en los últimos años del 
siglo xIx y, sobre todo, a partir del cambio de siglo, esto es, a partir de 
la irrupción en la política española del nacionalismo catalán (pues los de- 
más, incluido el vasco, fueron inicialmente demasiado minoritarios). 

Con todo, la conveniencia de crear un escalón administrativo entre el 
Estado y la provincia no quedó descartada. Así, en 1847, Patricio de la 
Escosura propuso la creación de once gobiernos regionales: los de Castilla 
la Nueva, Cataluña, Andalucía, Valencia y Murcia, Galicia, Aragón, Gra- 
nada, Castilla la Vieja, Extremadura, Navarra —en el que se integraban 
las tres provincias vascas—, Burgos, Baleares y Canarias. Era una división 
evidentemente arbitraria desde un punto de vista histórico. Pero el mero 
hecho de su planteamiento revelaba que el concepto de región tenía al- 
guna vigencia en la concepción que de España tenían los españoles (o 
algunos de ellos). Veremos en seguida que la idea no se desvanecería. 

Mucho más alcance y enjundia política tenían los proyectos del fede- 
ralismo español, que empezaron a fraguar a mediados del siglo XIX y que 
impregnaron la experiencia de la 1 República española en 1873. Conviene 
no equivocarse, sin embargo. Que en España se intentara aplicar, en esa 
oportunidad, una fórmula federal de Estado respondió más a razones de 
naturaleza ideológica que a razones de carácter funcional, esto es, a dis- 
funcionalidades de la Administración territorial.. En otras palabras: el fe- 
deralismo no fue ni la respuesta a una crisis del Estado, ni la respuesta a 
las aspiraciones de las regiones. El federalismo fue una abstracción doc- 
trinal, una forma extrema de republicanismo, que llegó al poder —la Re- 
pública federal se proclamó el 7 de junio de 1873— sin verdadera 
apoyatura social o política, como consecuencia del rapidísimo agotamiento 
de soluciones políticas que vieron los años 1868-1872. A los federales no 
les llevaron al poder ni los votos ni las regiones: les llevaron al poder unas 
Cortes monárquicas. 

En el federalismo, con la excepción del federalismo prenacionalista ca- 
talán personalizado por Valentí Almirall (1841-1904), la descentralización 
política era quizá menos el resultado de una sensibilidad hacia la realidad 
regional y territorial histórica de España, que el complemento doctrinal 
de la que se creía era la fórmula quintaesenciada de la democracia polí- 
tica. Por supuesto que Pi i Margall (1824-1901), el líder del federalismo 
español, quería un Estado que fuese una federación de nacionalidades o 
pueblos. Pero, en su idea de federación, las nacionalidades o pueblos que- 
daban subordinados al organismo unitario, a la «nación» (además de que 
dijera que dichos pueblos y nacionalidades debían estructurarse en provin- 
cias). Pero ni siquiera eso era lo significativo. Pi i Margall concebía el 


INTRODUCCIÓN 28 


federalismo ante todo como una filosofía, como una concepción raciona- 
lista y metafísica del hombre, de la libertad, de la justicia y del progreso 
histórico; una filosofía que aspiraba fundamentalmente a la libertad del 
individuo mediante, de una parte, la autodeterminación de la voluntad 
guiada por la razón y, de otra, mediante su inserción en una nación cuyo 
fundamento no podía ser otro que el libre consentimiento de los indivi- 
duos y grupos que la integran '”. Pi i Margall, por lo dicho, no era ni un 
nacionalista ni siquiera un regionalista: por lo menos, en su concepción no 
entraban argumentos que basaran la identidad regional, o la nacionalidad, 
en la lengua, la historia, las fronteras naturales, la raza o en algún otro 
factor favorecido por nacionalistas y regionalistas. 

En la práctica, además, el proyecto de Constitución federal de 1873, 
inspirado más por Emilio Castelar que por el propio Pi i Margall —y que 
no llegó a aplicarse— fue expresión, en el mejor de los casos, de un 
federalismo moderado ”. Reconocía como forma de gobierno la República 
federal integrada por diecisiete Estados. De ellos, trece eran peninsulares: 
Andalucía Alta, Andalucía Baja, Aragón, Asturias, Castilla la Nueva, 
Castilla la Vieja, Cataluña, Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Va- 
lencia y Regiones Vascongadas; dos, insulares: Baleares y Canarias, y las 
dos restantes, ultramarinas: Cuba y Puerto Rico. Las demarcaciones co- 
rrespondían, por tanto, a los territorios o reinos históricos, de los que sólo 
faltaba León (ya que Santander y Logroño continuaban siendo conside- 
radas como parte de Castilla la Vieja). 

El proyecto reconocía autonomía político-administrativa a los Estados 
federales, pero se trataba de una autonomía limitada por la existencia del 
Estado, por la soberanía de la Nación. Así, se explicitaba que la consti- 
tución de cada Estado no podría contravenir la Constitución de la Repú- 
blica; el poder federal retenía amplias competencias y, desde luego, las 
competencias fundamentales: las fuerzas militares, el orden público fede- 
ral, el mantenimiento de la paz y la declaración de guerra, la unidad e 
integridad nacionales, la forma misma del Estado. Se transferían, indu- 
dablemente, numerosas facultades y responsabilidades a los Estados fede- 
rales, como su constitución interna, industria, hacienda, obras públicas, 
caminos regionales, beneficencia, instrucción e incluso fuerzas para su po- 
licía y seguridad interiores. Pero, de hecho, el proyecto no era sino un 
sistema de descentralización regional en la que la unidad del Estado que- 
daba plenamente salvaguardada. 

Era, además, un proyecto inocente e inmaduro, que no se planteaba 
ni regulaba ninguna de las cuestiones esenciales en las relaciones entre el 
poder federal y el poder de los Estados en lo que podía afectar a la 
distribución de las competencias. Era, pues, más una declaración de bue- 
nos deseos de reorganización territorial —implantada, además, desde 
arriba— que otra cosa. Pero como el proyecto de Escosura, y los que en 


1% B. Oltra, F. Mercadé y F. Hernández, La ideología nacional catalana (Barcelona, 
1981), págs. 127-139. Además: J. A. González Casanova, Federalismo y autonomía. Cataluña 
y el Estado español, 1868-1938 (Barcelona, 1979). 

22 La expresión es de Rubiales Torrejón: op. cit., pág. 91. 
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seguida se mencionarán, el proyecto federal de 1873 volvía a poner de 
manifiesto la existencia de una cierta conciencia regional. 

En cualquier caso, la restauración monárquica de diciembre de 1874 
volvió las cosas a su cauce: al sistema provincial creado en 1833. Ya no 
se volvería a intentar una solución federal en España: tal vez lo más pró- 
ximo a ello fuese la Constitución «federalizable» de 1978. No; ideas y 
principios federalistas impregnaron después de 1873 los planteamientos 
tanto de algunos movimientos republicanos como de distintos grupos na- 
cionalistas, sobre todo en Cataluña, como ejemplificaría el pensamiento y 
la actividad política de Antoni Rovira i Virgili (1882-1949). Pero el fede- 
ralismo, como cuerpo doctrinal, como proyecto de Estado y como movi- 
miento político, salió de 1873 profundamente desacreditado, identificado 
con la situación de desgobierno que España vivió aquel año: los mismos 
republicanos de 1931 no ocultarían las muchas reservas que les merecía la 
I República. 

Precisamente, la estructura territorial del Estado no se modificó hasta 
ese año de 1931. Pero, entre 1876 y esa fecha, la cuestión regional adqui- 
rió nuevas dimensiones en la vida social y política española: la aparición 
de los nacionalismos catalán y vasco, y, en menor medida, el gallego, y 
las formulaciones regionalistas en otros territorios del país, terminaron por 
poner en crisis el tipo de Estado creado a lo largo del siglo XIX. 

El régimen de 1876 descansaba, ciertamente, en una concepción uni- 
taria de España como nación, como pondrían de manifiesto las propias 
reflexiones sobre la idea de nación del principal hombre de aquel régimen, 
Antonio Cánovas del Castillo y también las ideas de España de Menéndez 
Pelayo, Galdós y Joaquín Costa que, según el testimonio de Azorín, for- 
maron la imagen de España de su generación ”.. Dicha concepción no 
excluía, sin embargo, la idea de región, o no la excluía enteramente, aun- 
que la entendiera desde perspectivas radicalmente distintas a los plantea- 
mientos que, desde mediados de la década de 1880, irían perfilando los 
nacionalistas catalanes y vascos. 

Prueba de ello fue, en primer lugar, el establecimiento en 1878 del 
régimen de Conciertos Económicos para las provincias vascas que, de al- 
guna forma, prolongaba, como ha quedado dicho, la vieja foralidad vas- 
congada y que, desde luego, hizo de las Diputaciones provinciales de 
Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, organismos político-administrativos excepcio- 
nalmente importantes: la misma dictadura de Primo de Rivera optó por 
respetar esas atribuciones y competencias ?. 

Hubo, en segundo lugar, proyectos de reforma de la administración 
local orientadas precisamente hacia el reconocimiento del concepto de re- 
gión, como nueva circunscripción administrativa entre el Estado y las pro- 
vincias, aunque todos respetaran éstas: así, los proyectos de Moret (1884) 
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y Silvela (1891), ciertamente interesante, ya que creaba 13 regiones, coin- 
cidentes con los reinos históricos, salvo por lo que se refería a Murcia y 
León, y los dotaba de Gobiernos y Consejos regionales por lo que hacía 
de las regiones verdaderos entes autónomos. Y hubo, finalmente, los pro- 
yectos de régimen local de Antonio Maura de 1903 y 1907-1909 que, aun- 
que pensados en principio para modernizar la vida municipal, afectaban a 
la división territorial puesto que preveían la mancomunidad de provincias. 
Fueron, justamente, el precedente del decreto de Mancomunidades de 18 
de diciembre de 1913, al que se acogerían las Diputaciones catalanas 
—que realmente habían sido las promotoras de tal política desde 1911— 
para constituir, el 6 de abril de 1914, la Mancomunidad catalana, com- 
puesta por las provincias de Barcelona, Gerona, Lérida y Tarragona ”. 

El primer presidente de la Mancomunidad fue Enric Prat de la Riba 
(1870-1917), que ya era presidente de la Diputación de Barcelona desde 
1907, y que era el principal teorizador del nacionalismo catalán conserva- 
dor encarnado políticamente en la Lliga Regionalista (1901). Su designa- 
ción suponía el reconocimiento de una realidad: la irrupción del 
nacionalismo catalán en la política española. La citada Lliga, que encon- 
traría su gran líder político en Francesc Cambó (1876-1947), hegemoniza- 
ría la política catalana hasta 1923. Paralelamente, los nacionalistas vascos 
lograban en 1907 la alcaldía de Bilbao, y en 1917, el control de la Dipu- 
tación de Vizcaya. Fue suficiente: los nacionalismos catalán y vasco cam- 
biaron, como ya he indicado, la naturaleza de la política española; y 
obligarían a un replanteamiento en profundidad de la estructura territorial 
del Estado (de lo que la creación de la Mancomunidad catalana no fue 
sino un pequeño, pero significativo, anticipo). 


1081 


La aparición de los nacionalismos catalán y vasco, y en general, la 
aparición de los distintos nacionalismos de las regiones españolas, respon- 
dió a razones extraordinariamente complejas. En síntesis, esos nacionalis- 
mos fueron resultado de largos procesos históricos de consolidación de la 
propia identidad particular; resultado, por ello, de procesos igualmente 
largos de integración y vertebración regionales. Ello requirió la creación 
de economías regionales más o menos integradas, el dinamismo unificador 
de las ciudades, la aparición de una opinión pública local, una educación 
común, medios modernos de comunicación de masas: la cristalización, en 
suma, de una conciencia colectiva que interpretara la personalidad regio- 
nal como constitutiva de una nacionalidad propia y distinta. 

El fundamento último de los nacionalismos fue la existencia en ciertas 
regiones de elementos históricos, lingúísticos, culturales, etnográficos e 


23 Para la historia de la Diputación de Barcelona, véase Historia de la Diputació de 
Barcelona, dirigida por Borja de Riquer (Barcelona, 1987), 3 vols.; para las reformas de la 
Administración local, J, Tusell, La reforma de la Administración Local en España, 1900-1936 
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institucionales particulares. En Cataluña, la lengua y la historia; en el País 
Vasco, la lengua y los Fueros; en Galicia, la lengua igualmente, la historia 
y hasta la misma marginalidad y subdesarrollo de su vida rural. En esas 
regiones, las más caracterizadamente nacionalistas, existía ya en el si- 
glo xIx una más o menos acusada conciencia de diferenciación, aunque 
lejana todavía a toda idea de nacionalidad. De ahí, realidades como la 
Renaixenca catalana; el carlismo y el fuerismo vascos; las connotaciones 
provincialistas del levantamiento militar de 1846, la obra y pensamiento 
de A. Faraldo y el Rexurdimento (Rosalía, Curros, Pondal) en Galicia; la 
fuerza del federalismo y del tradicionalismo catalanes, la proliferación de 
estudios históricos, lingiísticos y gramaticales en las tres regiones a todo 
lo largo del citado siglo, la abundancia en aquéllas de expresiones y ma- 
nifestaciones folclórico-culturales localistas, la publicación continuada de 
prensa en catalán desde 1870, y un largo etcétera. 

En Cataluña, un particularismo catalán de amplia raigambre popular 
existía antes de que apareciese el catalanismo político; en el País Vasco, 
la persistencia y extensión de la conciencia fuerista —aun abolidos los 
Fueros en 1876— revelaba la existencia de un hecho vasco antes también 
de que surgiese el nacionalismo; en Galicia, un primer regionalismo, pre- 
ferentemente cultural, adquirió perfiles ya bien definidos entre 1885 y 
1900 y, desde luego, entre esta fecha y 1915; en otras regiones, la perso- 
nalidad regional se manifestaba de alguna u otra forma. 

Los movimientos políticos nacionalistas aparecieron en las últimas dé- 
cadas del siglo XIX y primeros años del xx. Estuvieron lejos de constituir 
movimientos homogéneos. En Cataluña, el catalanismo conservador de la 
Lliga, Cambó y Prat de la Riba, fue ciertamente el nacionalismo hege- 
mónico entre 1901 y 1923. Pero hubo formulaciones catalanistas de sig- 
nificación muy diferente: tradicionalistas, radicales, federalistas, democris- 
tianas y aun marxistas. El catalanismo de la Esquerra Republicana de 
Catalunya, el partido dominante entre 1931 y 1936, tenía poco de conser- 
vador y de burgués: era federalista, republicano y reformista. En el nacio- 
nalismo vasco, junto al independentismo racial y antiespañol del funda- 
dor, Sabino Arana (1865-1903), convivieron tendencias regionalistas y au- 
tonomistas, tendencias, por ejemplo, ascendentes en los años 1914-1923. 
Habría incluso, en 1930, la escisión del sector laicista, aconfesional y li- 
beral, que formaría el partido Acción Nacionalista Vasca. El mismo Par- 
tido Nacionalista Vasco evolucionó desde la muerte de Arana hacia 
posiciones moderadas, populistas y socialcristianas, como quedaría de re- 
lieve en los años 1931 a 1936. En Galicia coexistirían varios galleguismos: 
en la fase regionalista, coexistieron el regionalismo liberal de Murguía y 
el regionalismo tradicionalista, neocarlista, de Alfredo Brañas; en la etapa 
nacionalista, el nacionalismo se escindiría en un sector republicano y de- 
mócrata —representado por el Partido Galeguista de Alfonso Castelao—, 
y un sector conservador y reaccionario, encarnado por Vicente Risco y la 
Dereita Galeguista. 

Esos nacionalismos eran, además, muy diferentes. Desde la década de 
1890, el nacionalismo catalán concretó sus aspiraciones en tres puntos (en 
palabras de Miguel Artola): la autonomía para Cataluña, la unidad nacio- 
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nal catalana y la proyección de la influencia catalana sobre el Estado 
español ”. El nacionalismo vasco de Sabino Arana tenía connotaciones 
étnicas y religiosas que no aparecían en el catalanismo: raza y catolicismo 
eran en el aranismo el fundamento de la nacionalidad vasca. El naciona- 
lismo vasco carecía, además, de dimensión española: aspiraba a la reuni- 
ficación de todos los territoriós vascos —los españoles, los franceses y 
Navarra— en una confederación vasca soberana, cuya integración en Es- 
paña quedaría, en todo caso, supeditada a un pacto de soberanía entre los 
pueblos vasco y español. El regionalismo liberal gallego, que tuvo su me- 
jor expresión en la obra de Manuel Murguía (1833-1923), era historicista, 
celtista, progresista y autonomista (y en ningún caso, independentista); el 
regionalismo tradicionalista de Alfredo Brañas (1859-1900), recogido en su 
obra El regionalismo, de 1889, pensaba en la restauración de una Galicia 
histórica y católica en el marco de una Monarquía regional española igual- 
mente católica y tradicional; el nacionalismo de Vicente Risco —cuya Teo- 
ría do nacionalismo galego, 1920, constituyó la elaboración más sistemática 
y coherente de la cuestión— era un nacionalismo racial, neotradicionalista, 
antidemocrático y autoritario. El andalucismo que su principal inspirador, 
Blas Infante, sistematizó en su obra /deal Andaluz (1915), era un regio- 
nalismo regeneracionista, solidario, español y profundamente social y 
agrarista. 

La extensión de los sentimientos nacionalistas y regionalistas fue, con- 
viene subrayarlo, lenta y desigual: fue, además, paralela a la extensión de 
la conciencia de españolidad por el territorio nacional, incluidas las mis- 
mas regiones nacionalistas. Inicialmente, en Cataluña, el nacionalismo fue, 
sobre todo, un hecho de Barcelona y Gerona; y en el País Vasco, de 
Vizcaya y Guipúzcoa. En Galicia, el nacionalismo fracasó políticamente, 
tal vez porque, de acuerdo con las tesis de Gellner ya citadas, las socie- 
dades agrarias no engendran nacionalismo. Pese al evidente localismo de 
la sociedad española, al arraigo de la institución provincial y aun a la 
extensión de la conciencia regional, nacionalismos y regionalismos políti- 
cos carecieron, salvo en Cataluña y País Vasco, de apoyatura social sig- 
nificativa y no fueron, desde luego, verdaderos movimientos de masas ”. 

Y es que la aparición de movimientos nacionalistas en determinadas 
regiones no fue la única circunstancia que determinaría el problema —o 
los problemas— de la organización territorial del Estado español en los 
primeros treinta años del siglo xx. Al menos, otras dos circunstancias fue- 
ron igualmente decisivas: primero, fue entre 1900 y 1936 cuando en Es- 
paña cristalizó la plena «nacionalización» de la vida política y social, esto 
es, cuando la nación, y no la localidad o la región, pasó a ser el ámbito 
de la acción social y política, incluso aunque el país siguiese siendo en 


24 M. Artola, Partidos y programas políticos 1808-1936 (Madrid, 1974-1975), vol. I, pá- 
gina 416. 

5 La bibliografía sobre los movimientos nacionalistas es abundantísima; una introducción 
comparada a los casos catalán, vasco y gallego, en X. Estévez, «El nacionalismo vasco en el 
concierto de los nacionalismos peninsulares», en Euskal Herria. Historia eta Gizartea. His- 
toria y Sociedad (San Sebastián, 1985). 
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muchos sentidos pura provincia, como se indicó, siguiendo a Ortega; se- 
gundo, fue también en esos años cuando terminó de completarse la ho- 
mogeneización cultural de España, como resultado de la mayor 
integración nacional producida por el creciente control del Estado sobre 
la sociedad, el desarrollo de la educación de masas, el aumento de la 
circulación de prensa popular, y la intensificación de todo tipo de comu- 
nicaciones sociales. Invertebrada o no, negada en Cataluña y en el País 
Vasco, la España de 1900-1936 era, a todos los efectos, una comunidad 
nacional plenamente consolidada. 

Por eso, el desastre de 1898 provocó, como ya quedó apuntado y es 
bien sabido, una profunda crisis de la conciencia nacional entre los inte- 
lectuales españoles, anticipada en los años anteriores por Ganivet y Una- 
muno. Se inició entonces una intensa reflexión metafísica sobre el ser de 
España, que tuvo, entre otras manifestaciones, el mismo pesimismo crítico 
de los escritores de la generación del 98, o la preocupación menos litera- 
ria, más constructiva, menos negativa y más optimista de la generación 
del 14, la generación de Ortega, Azaña, Madariaga, Marañón, Menéndez 
Pidal y otros. 

Por entonces también, iría cristalizando un nacionalismo español nue- 
vo, unitario e integral. Como tal, reflejaría una devoción ferviente a un 
concepto abstracto e idealizado de la patria española: en concreto, la afir- 
mación de la unidad nacional frente al ascenso de los nacionalismos cata- 
lán y vasco constituyó uno de sus componentes esenciales. El nacionalismo 
español de las dos primeras décadas del siglo xx no se tradujo, como en 
Italia, en la aparición de un partido o movimiento político nacionalista, ni 
se aglutinó, como en Francia, en torno a unas publicaciones y círculos 
intelectuales concretos: eso no ocurrió hasta los años de la II República, 
1931-1936. En cambio, sus principios e ideas impregnaron a una variedad 
de movimientos, grupos e iniciativas. Elementos de ese nuevo sentimiento 
nacionalista afloraron en los discursos y escritos de hombres del tradicio- 
nalismo de la derecha como Vázquez de Mella y Víctor Pradera, y, en 
general, en parte del pensamiento católico; en el lenguaje y las afirmacio- 
nes de las Juventudes Mauristas, la organización de jóvenes conservadores 
que surgió en 1913 en torno a la carismática figura de Maura, y en los de 
un sector del maurismo; en editoriales y artículos de periódicos conserva- 
dores como ABC y El Debate; en los intelectuales de la dictadura de 
Primo de Rivera; en el Ejército, particularmente en los oficiales jóvenes 
del ejército de Marruecos de la llamada generación de 1915, que acabaría 
por ver en los nacionalismos un enemigo interior incompatible con la idea 
de unidad nacional encarnada por la institución militar. La tensión entre 
este nacionalismo nacional y los nacionalismos periféricos se hizo por pri- 
mera vez evidente en 1905, cuando oficiales de la guarnición de Barcelona 
asaltaron la redacción del semanario catalanista radical Cu-Cut; y luego, 
en los intensos debates que sobre la autonomía catalana y sobre el nacio- 
nalismo vasco se produjeron en las Cortes en los años 1917-1920. En ene- 
ro de 1919, los monárquicos de Vizcaya se unieron en una Liga de Acción 
Monárquica para combatir el «separatismo» vasco. Por los mismos años, 
un diario de Bilbao, El Pueblo Vasco, integró en sus páginas las colabo- 
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raciones de un número de intelectuales como Ramiro de Maeztu, José 
Calvo Sotelo, Víctor Pradera, Salvador Aunós o Rafael Sánchez Mazas: 
desde ellas fueron formulando el concepto ultranacionalista de España que 
inspiraría las dictaduras de Primo de Rivera y Franco ”. 

Por todo ello, la Monarquía de Alfonso XIII dio la Mancomunidad 
sólo a Cataluña, en 1914. Cuando poco después, en diciembre de 1918, 
los diputados catalanes pidieron la plena autonomía para su región, sólo 
recogieron el rechazo prácticamente total de las Cortes. Los vascos no 
tuvieron mayor suerte: no se atendió la petición de reintegración foral 
planteada desde el verano de 1917 por las Diputaciones provinciales de 
las tres provincias vascas, pese a estar dos de ellas controladas por polí- 
ticos monárquicos y pese a que la reintegración foral no contemplaba en 
modo alguno la formación de una unidad política vasca autónoma. 

La coyuntura de 1918-1919, que tuvo su momento álgido en los deba- 
tes parlamentarios sobre Cataluña, fue significativa en un doble sentido: 
1) porque puso de relieve que el nacionalismo catalán aspiraba, no a una 
mera descentralización de funciones, sino a una autonomía plena, aunque, 
como también quedó de manifiesto en aquellos mismos años, no renun- 
ciase a asumir funciones de gobierno en el Estado; 2) porque, por primera 
vez, la izquierda no monárquica, formada por republicanos y socialistas, 
asumió la idea de autonomía de las regiones. 

Esto último no fue, en modo alguno, un cambio menor. La tradición 
liberal, la tradición intelectual de la que la izquierda española había deri- 
vado históricamente sus puntos de vista y sus ideales, era una tradición 
hondamente preocupada por el problema de España e impregnada por una 
retórica intensamente regeneracionista y nacional, como reflejaban el pen- 
samiento y la obra de Giner y Costa, de Unamuno y Ortega. 

En ella alentaba aquel «fiero españolismo» que Ortega apreció en Ga- 
nivet y Unamuno ”. Su idea era la reforma del ser de España, la revita- 
lización moral de la sociedad española, ilusionándola en un proyecto 
común; la cuestión Estado centralizado-Estado descentralizado resultaba 
secundaria. 

Con la excepción del federalismo, ni republicanos ni demócratas ha- 
bían visto nunca el problema de España en términos territoriales. El re- 
publicanismo español creyó siempre que lo que había fracasado en España 
en determinadas circunstancias críticas —por ejemplo, en 1898— había 
sido la forma política del Estado, esto es, la Monarquía, no su organiza- 
ción territorial. Desde esa perspectiva, el problema de España estaba en 
la sustitución de una Monarquía vieja y oligárquica, por una República 
moderna y democrática; también aquí la cuestión centralismo/autonomías 
resultaba, en principio, secundaria. 

Con pocas excepciones, la izquierda española mostró muy escasas sim- 
patías por los nacionalismos regionales cuando éstos aparecieron. El polí- 


26 Véase el prólogo de Rafael Sánchez Mazas a J. Ybarra, Política nacional en Vizcaya. 
De la Restauración a la República (Madrid, 1947), págs. MI-VII. 

7. Prólogo a Cartas finlandesas y Hombres del Norte, de Ángel Ganivet: en J. Ortega y 
Gasset, Obras Completas (Madrid, 1983), vol. 6, pág. 373. 
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tico joven más significado del republicanismo radical de principios de si- 
glo, Alejandro Lerroux, rompió con el partido republicano cuando en 
1905 la vieja guardia se unió al nacionalismo catalán para combatir las 
leyes militares —la Ley de Jurisdicciones— que amenazaban la libertad de 
prensa. El anticatalanismo sería uno de los rasgos dominantes del Partido 
Radical que Lerroux fundó en 1907 ”. 

No se trató de un caso aislado. Republicanos moderados como Mel- 
quiades Álvarez y liberales monárquicos como Montero Ríos se opusieron 
tanto al proyecto de reforma de la Administración local de 1907 como a 
la formación en 1914 de la Mancomunidad catalana. El socialismo español 
no fue más favorable. No tenía influencia alguna en Cataluña, era extre- 
madamente hostil al nacionalismo en el País Vasco —uno de los baluartes 
del partido— y veía en un Estado central fuerte el instrumento de la 
reforma y del cambio social. 

El cambio se inició en los años de la primera guerra mundial, tal vez 
por dos razones: por el reconocimiento internacional que entonces tuvo el 
derecho a la autodeterminación de las nacionalidades oprimidas, y por la 
creciente importancia que en Cataluña fueron tomando, también en aque- 
llos años, grupos catalanistas republicanos y de izquierda. En cualquier 
caso, fue significativo que la revista España, Órgano de la intelligentsia 
democrática entre 1916 y 1923, dirigida sucesivamente por Ortega y Gas- 
set, Luis Araquistain y Manuel Azaña, publicara un alto número de artí- 
culos favorables a la autonomía catalana (aunque también en sus páginas 
aparecieron colaboraciones hostiles al catalanismo, como, por ejemplo, las 
de Unamuno). El Partido Socialista Obrero Español reconoció en su Con- 
greso de 1918 el derecho de las «nacionalidades ibéricas» a su autogo- 
bierno en una «confederación republicana». Ya en abril de ese año, un 
discurso en las Cortes del líder de los socialistas vizcaínos, Indalecio 
Prieto, había indicado que el Partido Socialista podría adoptar una actitud 
receptiva respecto a las aspiraciones vascas (si es que éstas se formulaban 
desde perspectivas fueristas y liberales). Luego, diputados socialistas —Ju- 
lián Besteiro, concretamente— defenderían la autonomía de Cataluña. El 
Partido Reformista de Melquiades Álvarez asumió también la posibilidad 
de tal solución y aún buscó, en los años 1918-1920, alguna forma de apro- 
ximación al nacionalismo de la Lliga y Cambó ”. Fue, finalmente, durante 
la dictadura de Primo de Rivera (1923-1930) cuando el cambio —esto es, 
esa apertura de la izquierda hacia los nacionalismos y la idea de autono- 
mía territorial — se completó: cuando el nacionalismo catalán de izquierda 
luchó junto a republicanos y socialistas en favor del establecimiento de 
una República democrática. Democracia se identificó con República y con 
autonomía para las regiones «nacionales». 


2% El libro ya clásico sobre el lerrouxismo es J. Romero Maura, «La Rosa de Fuego». 
El obrerismo barcelonés de 1899 a 1909 (Barcelona, 1975). 

2 Sobre este último punto, véase M. Suárez Cortina, El reformismo en España (Madrid, 
1986), págs. 227 y sigs.; sobre los socialistas, L. Gómez Llorente, Aproximación a la historia 
del socialismo español (hasta 1921) (Madrid, 1972), págs. 345-48. 
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IV 


La II República, proclamada en 1931, fue, por tanto, el primer régi- 
men político español que intentó dar respuesta y solución al problema de 
los nacionalismos regionales. Fue, sin embargo, extremadamente prudente 
y responsable a la hora de hacerlo. De hecho, en los cinco años que 
transcurrieron hasta el estallido de la guerra civil, sólo se había concedido 
autonomía a Cataluña, en 1932. En el Parlamento sólo se había llegado a 
discutir otro Estatuto de autonomía, el vasco, que entraría en vigor ini- 
ciada ya la guerra, el 1 de octubre de 1936. Los restantes no pasaron de 
anteproyectos. El Estatuto gallego llegó a ser plebiscitado el 28 de junio 
de 1936, votando a favor de la autonomía un total de 993.351 de los 
1.343.135 electores. Pero entró en las Cortes el 15 de julio, tres días antes 
del levantamiento militar, y no llegaría a ser aprobado. 

La principal aportación de la II República fue la idea del Estado «in- 
tegral», recogida en el artículo 1.” de la Constitución de 1931. Quería ser, 
desde la perspectiva de los constituyentes republicanos, una alternativa 
tanto al Estado unitario como al Estado federal. Frente al primero, la 
República admitía las autonomías regionales, aunque establecía un proce- 
dimiento exigente y laborioso para la aprobación de los estatutos autonó- 
micos. Frente al Estado federal, la República creaba un Estado 
descentralizado no uniforme, y no admitía la federación de regiones au- 
tónomas (artículo 13 de la Constitución). 

El Estado integral republicano no era un Estado unitario con otro 
nombre. Pero, detrás de la idea de Estado integral, había un claro con- 
cepto de España, que veía a ésta como una unidad histórica, lingúística, 
cultural y estatal en la que se reconocía la existencia de varias culturas 
particulares —Cataluña, País Vasco y Galicia— y sentimientos más o me- 
nos afirmados de identidad regional. El Estado integral de 1931 tendió a 
configurarse en la práctica como un Estado regional: el retraso en la apro- 
bación incluso de autonomías indiscutidas como la vasca y la gallega re- 
velaba que los hombres de 1931 admitían diversos grados de autonomía y 
que ésta se concedería preferentemente sólo a regiones con una acusada 
personalidad político-administrativa *. 

Como se ha dicho, el procedimiento de elaboración y aprobación de 
la autonomía regional era laborioso: exigía la propuesta por la mayoría de 
los ayuntamientos de la región, su aprobación en plebiscito por las dos 
terceras partes de los electores de la misma —con imposibilidad de re- 
plantear la propuesta en cinco años— y la aprobación final de las Cortes, 
como institución soberana del Estado. Además, la Constitución de 1931 
distinguía meridianamente entre competencias exclusivas del Estado, com- 


3% Para entender la percepción de las autonomías por los hombres del 31, véase Luis 
Jiménez de Asúa, La constitución de la democracia española y el problema regional (Buenos 
Aires, 1946). Además, S. Varela, El problema regional en la 11 República española (Madrid, 
1976). 
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petencias cuya legislación correspondía al Estado, y su ejecución, si así se 
acordase, a las regiones autónomas, y competencias de legislación y eje- 
cución de estas últimas. Más todavía: la Constitución atribuía las compe- 
tencias residuales al Estado (artículo 18), y hacía prevalecer el derecho 
del Estado español sobre el de las regiones autónomas en todo lo que no 
estuviese atribuido a la competencia exclusiva de aquéllas (artículo 21). 

La II República, por tanto, aun consciente de la necesidad de reorganizar 
el Estado, optó por una política gradualista de descentralización, por una 
política que satisficiese a las regiones nacionalistas y, antes que a ninguna, a 
Cataluña, pero que dejase intactas las potencialidades del Estado: éste seguía 
siendo a los ojos de los responsables de aquel régimen el instrumento esen- 
cial para la regeneración nacional que querían emprender. 

El caso de Manuel Azaña ejemplifica la idea que en la II República 
hubo de España, y la actitud de aquel régimen ante el hecho nuevo de la 
autonomía regional. Azaña fue la encarnación de la República; fue, ade- 
más, pieza esencial en la concesión de la autonomía a Cataluña y fue 
probablemente —como suele afirmarse— el político e intelectual de la 
izquierda española que mejor y más inteligente y generosamente entendió 
el problema catalán, el gran problema —recuérdese— de la política es- 
pañola antes de 1936. 

Pues bien, dicho clara y esquemáticamente: Azaña tuvo siempre un 
profundo sentimiento de españolidad; desconoció durante mucho tiempo 
el problema regional; «descubrió» Cataluña y el catalanismo tarde, en 
marzo de 1930, cuando visitó aquella región en compañía de un numeroso 
grupo de intelectuales castellanos; asumió, con todo, sin reservas y con 
sinceridad, y hasta con apasionamiento, la idea de la autonomía de Cata- 
luña, y lo hizo con particular intensidad entre 1932.y 1934; apenas si le 
interesaron, en cambio, el País Vasco y Galicia; y, finalmente, Cataluña 
le decepcionó amargamente (y aún guardaría para ella algunos de sus más 
agrios y despectivos comentarios). 

El españolismo de Azaña tenía una doble raíz: el regeneracionismo 
republicano y la obsesión noventayochista por el ser de España (por más 
que a Azaña le irritasen el pesimismo y la egolatría de los hombres del 
98). Este sentimiento profundo de preocupación por España inspiró toda 
su biografía política, desde su primera conferencia pública en 1911 —ti- 
tulada, significativamente, «El problema de España»— hasta sus amargas 
reflexiones de La velada en Benicarló y de sus espléndidos artículos sobre 
la guerra escritos en Collonges-sous-Sáleve. En toda su primera obra (El 
problema de España, Estudios de política francesa contemporánea, «Los 
motivos de la germanofilia», «El ideárium de Ganivet», etc.), no alentaba 
otra preocupación que España, su decadencia, su pobreza intelectual, la 
anemia de su vida pública, el caciquismo, el atraso económico, la ausencia 
de un ideal nacional: «me interrogo —como incumbre a cada uno—», 
escribía en 1923, «para desentrañar el ser de España» ”'. 

Azaña tenía una visión idealizadamente regeneracionista de la Repú- 


YM. Azaña, «Una constitución en busca de autor» en España, 12 de enero de 1924, 


recogido en Obras Completas, 1 (México, 1966), pág. 485. 
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blica. Creía en ella, ante todo, como instrumento esencial para la restau- 
ración de España como nación. La concebía como un régimen esencial- 
mente nacional, como la encarnación —según diría en más de una 
ocasión— del ser nacional, como el sistema que, al devolver las libertades 
a los españoles, devolvería a éstos su propia dignidad nacional. Siempre 
creyó en España como una unidad cultural. Antes de 1930, hizo alguna 
alusión vaga y ocasional o al localismo o a la individualidad de los distin- 
tos pueblos de España: pero su idea —como la del liberalismo histórico 
español— era la de vigorizar las entidades locales (no, las regionales), 
hacer del municipio escuela de soberanía, recuperar la vieja tradición cas- 
tellana —comunera— de las libertades municipales. Después de 1930, y 
siempre pensando principalmente en Cataluña, Azaña admitió la necesi- 
dad de reestructurar el Estado y de otorgar a los pueblos del mismo que 
manifestasen una conciencia histórica diferenciada la autonomía que de- 
mandase la voluntad popular. Pero con tres salvedades: que Azaña creía 
con españolismo «profundo, puro y ardiente» —son sus palabras— en la 
solidaridad moral de los pueblos hispánicos; que entendía que las liberta- 
des de esos pueblos eran consecuencia de las libertades de España; y que 
veía en España y en la cultura española, la síntesis superior en la que se 
reconciliaban la conciencia y las culturas diferenciadas de las regiones y 
pueblos españoles. 

Desde antes de proclamarse la República, desde su visita a Barcelona 
de 27 de marzo de 1930, Azaña, como he dicho, asumió la defensa de la 
autonomía de Cataluña. En esta ocasión dijo incluso sentir «la emoción 
del catalanismo». Luego, en 1932, llevó el Estatuto catalán al Congreso, 
y su gobierno lo promulgó el 15 de septiembre de ese año. Aquella emo- 
ción fue, ciertamente, enfriándose, pero, a cambio, se impuso en Azaña 
su talante de hombre de Estado (que, en este punto, no le falló): tenía la 
firme convicción de que la República fracasaría si no resolvía el problema 
catalán —en el que veía el «primer problema español»— y estaba conven- 
cido de que había que reconocer la realidad del sentimiento nacionalista 
catalán, y obrar en consecuencia «aunque nos duela nuestro corazón de 
españoles», según dijo en las Cortes el 25 de junio de 1934. 

Azaña, con todo, ponía condiciones y límites a su política autonomista. 
En concreto, tres: a) derivación de la autonomía del marco constitucional 
español, lo que excluía admitir principio alguno de soberanía de las regio- 
nes; b) autonomía como expresión de la voluntad de las regiones o, lo 
que era lo mismo, rechazo a una generalización de autonomías regionales 
(Azaña decía que las autonomías de regiones sin conciencia histórica ni 
tradición regionalista serían «flores de estufa»; no creía en la República 
federal); c) estructuración de la autonomía regional sobre principios de- 
mocráticos y republicanos, lo que apuntaba a impedir que determinadas 
regiones autónomas pudieran constituirse en bastiones de la reacción y de 
la derecha, como podía ocurrir, en 1931-1936, en el caso del País Vasco. 
Sobre todo, dos principios eran para Azaña por definición irrenunciables: 
la unidad de España y la preeminencia del Estado. 

Desde 1935, Azaña habló poco de Cataluña. En su libro MI rebelión 
en Barcelona, publicado en ese año, dejó dicho lo que pensaba al respec- 
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to. No ignoraba que el catalanismo era indiferente a la forma del Estado 
español ni siquiera que muchos catalanistas rechazaban toda vinculación 
con España; pero seguía creyendo que la autonomía terminaría por pro- 
vocar la adhesión de numerosos catalanes a la República y a España. 
Evidentemente, Azaña seguía creyendo en su política, pero, probablemen- 
te, ya no sentía el catalanismo con la misma emoción con que lo sintió en 
1930. Con la guerra, lo que quedase de su fe en Cataluña debió derrum- 
barse. Al menos, eso cabe pensar a juzgar por las palabras que hacía decir 
a su alter ego, Garcés, en La velada en Benicarló, escrita en 1937: «... el 
Gobierno de Cataluña, por su debilidad y por los fines secundarios que 
favorece al amparo de la guerra, es la más poderosa rémora de nuestra 
acción militar»; «un país rico, populoso, trabajador, con poder industrial, 
está como amortizado para la acción militar. Mientras otros se baten y 
mueren, Cataluña hace política...». Más aún, Garcés se lamentaría de que 
se hablase de Cataluña como «nación» y recordaría los esfuerzos que la Re- 
pública tuvo que hacer para vencer la hostilidad que suscitaban las reivin- 
dicaciones catalanas. Azaña estaba, pues, profundamente decepcionado por 
el escaso apoyo que Cataluña prestaba al esfuerzo de guerra republicano; 
en su novela, ni siquiera los personajes catalanes defendían a su región. 

La decepción de Azaña fue todavía más patente y explícita en los úl- 
timos artículos que escribió en su vida, los ya mencionados artículos de 
Collonges-sous-Saléve. Allí censuraba, sin disimulos ni cautelas, la pasivi- 
dad de Cataluña en la guerra, y culpaba públicamente de ello al gobierno 
de Cataluña —y por extensión, al nacionalismo catalán— y a los sindica- 
tos: a los primeros, por anteponer sus intereses particularistas a las nece- 
sidades de la guerra; a los segundos, por paralizar, con su política 
revolucionaria, el esfuerzo industrial y económico de la región. 

Azaña era bien consciente del efecto que producían sus comentarios. 
En una carta que escribió el 10 de febrero de 1940 a su antiguo secretario 
Juan José Domenchina, le decía que había quien le tenía por «el mayor 
enemigo de Cataluña». 

No lo era. Ni menos aún lo había sido: al contrario, podía jactarse con 
razón de haber sido el último político español que había conseguido que 
se vitorease a España en Cataluña, en razón, precisamente, de su leal de- 
fensa de la autonomía catalana (lo que no era desdeñable en quien decía 
ser —y era— español y castellano por los cuatro costados). Azaña creyó 
en el tipo de Estado que creó la República, en el Estado «integral». Azaña 
llegó a ver en ese Estado la encarnación de una España libre y restaurada. 
Creyó en la autonomía, porque la veía como parte sustancial de las liber- 
tades españolas. Que su intensa españolidad, así entendida, chocara 
con la realidad de los particularismos nacionalistas, no era sino expresión 
de la complejidad que el problema territorial tenía ya en España *. 


2 Los textos principales para entender el pensamiento de Azaña en el aspecto estudiado 


son, además de los citados: «La República como forma del ser nacional», Madrid, 28 de 
marzo de 1932; «La República como pensamiento y acción», Valencia, 4 de abril de 1932; 
«La Hacienda de la Generalidad de Cataluña», Cortes, 31 de agosto de 1932; «La República 
y la autonomía de Cataluña», Barcelona, 26 de septiembre de 1932. Todos, en Obras Com- 
pletas, 11 (México, 1966). 
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La solución constitucional adoptada en 1931 parecía, pues, razonable 
y mesurada. Sin embargo, era inadmisible para el nacionalismo español, 
cuya ideología unitaria y españolista estaba detrás del levantamiento mi- 
litar del 18 de julio de 1936, e inspiraría los cuarenta años de dictadura 
del general Franco (1936-1975). Como ha quedado indicado, ese nacio- 
nalismo español no dio lugar a un movimiento de masas liderado por un 
solo partido, al estilo del fascismo italiano o del nacionalsocialismo ale- 
mán: los fascismos españoles de los años treinta, incluida la Falange de 
José Antonio Primo de Rivera, fueron política y electoralmente partidos 
marginales. En cambio, el carácter anticatalanista y antivasquista de aquel 
nacionalismo apeló a importantes sectores del Ejército español. Des- 
de principios de siglo y al hilo sobre todo de la guerra de Marruecos 
(1909-1927), se forjó una nueva mentalidad militar que gradualmente fue 
identificando partidos y parlamentarismo con decadencia nacional, y que 
veía en los nacionalismos regionales un enemigo interno y una amenaza a 
la unidad nacional. 

Militarismo y antiseparatismo fueron dos de los componentes princi- 
pales del nacionalismo español del siglo xXx: junto a ellos, una exaltación 
entusiasta de la idea de España, una fe casi mística en sus destinos y la 
glorificación de su pasado religioso y militar. El nacionalismo español de- 
sarrolló una teoría nacional-militar que hacía del Ejército el símbolo y la 
columna vertebral de la unidad nacional; del catolicismo, la esencia de 
la nacionalidad; y de un Estado autoritario, fuerte, centralista y unitario, 
la clave de la salvación nacional ?. 

Tales ideas inspiraron los principios del régimen militar y del Estado 
que se establecieron tras el triunfo de la sublevación militar en la guerra 
civil de 1936-1939. Los Estatutos de autonomía de Cataluña y del País 
Vasco fueron fulminantemente derogados; Vizcaya y Guipúzcoa fueron 
consideradas como provincias «traidoras» y no conservaron ni siquiera el 
régimen de Conciertos Económicos de 1878 —que subsistió en cambio en 
Álava y Navarra, provincias que secundaron el levantamiento. Los movi- 
mientos nacionalistas fueron duramente reprimidos, y muchos de'sus di- 
rigentes y militantes fueron fusilados (el líder andalucista Blas Infante, y 
el que fuera presidente de Cataluña Luis Companys, entre ellos). Las ma- 
nifestaciones más acusadamente representativas de las identidades parti- 
culares de las regiones —lengua, literatura, folclore, banderas, himnos— 
fueron, igualmente, prohibidas y perseguidas. Los nacionalismos catalán, 
vasco y gallego no tuvieron otra alternativa que el exilio o la cárcel. Los 
cuarenta años del régimen de Franco se definieron por la enérgica y sis- 
temática aplicación de políticas culturales unitarias y asimilistas, por una 
total centralización administrativa y por una completa uniformización le- 
gislativa en materia de Administración territorial (aunque desde la década 


3 Véase el libro de Raúl Morodo, Acción Española. Orígenes ideológicos del franquismo 
(Madrid, 1980). 
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de los años sesenta pudo apreciarse cierta tolerancia respecto a las culturas 
catalana, vasca y gallega). 

Y sin embargo, el problema regional no iba a desaparecer: reapareció 
abiertamente —pese a la represión policial— desde finales de la década 
de 1950. En Cataluña, la conciencia catalana se mantuvo viva tras la gue- 
rra civil merced al vigor de la lengua y de la cultura catalanas. Escritores, 
intelectuales, cantantes, historiadores, filólogos, grupos folclóricos, la Igle- 
sia —sobre todo, la Abadía de Montserrat—, estudiantes, y hasta una 
entidad deportiva como el Club de fútbol Barcelona, actuaron bajo el 
franquismo como depositarios del fuerte sentimiento de identidad diferen- 
ciada de la región. Cataluña no conoció graves conflictos de carácter na- 
cionalista bajo aquel régimen. Pero aún así, los hubo bien significativos, 
como el proceso en 1960 del joven nacionalista Jordi Pujol y la expulsión 
en 1965 del abad de Montserrat, Aureli Escarré *. 

En el País Vasco —donde como en Cataluña los sentimientos de iden- 
tidad no habían desaparecido, donde la cultura euskaldún, no obstante el 
formidable crecimiento industrial y urbano que la región experimentó en- 
tre 1939 y 1970, había sobrevivido a través de la labor de los poetas ora- 
les, filólogos, antropólogos y sacerdotes, y a través de los vigorosos de- 
portes rurales y marineros—, en el País Vasco, la protesta regional adqui- 
rió, en cambio, particular violencia. Ello se debió, en parte, a que la 
conciencia vasca fue siempre más radical que en Cataluña, precisamente 
por estar menos extendida socialmente y más amenazada culturalmente, 
al apoyarse en una lengua y una cultura minoritarias. Pero se debió, sobre 
todo, a la aparición en 1959 de la organización ETA, y a su estrategia de 
lucha armada y terrorismo. Entre 1968 y 1975, murieron, víctimas de ac- 
ciones de ETA, cuarenta y siete personas, entre ellas, en 1973, el presi- 
dente del gobierno Carrero Blanco, y murieron, también, veintisiete eta- 
rras. El franquismo desencadenó en aquellos años una muy dura represión 
en el País Vasco: fue un revulsivo de la conciencia vasca, como pudo verse 
en el juicio de Burgos de 1970 contra varios dirigentes de ETA. La repre- 
sión dejó una amarga herencia de rencores y crispación; desacreditó deci- 
sivamente el españolismo en aquella región; deshizo muchos de los senti- 
mientos de españolidad que históricamente pudo haber sentido —y de 
hecho, sintió— la población vasca *. 

La reacción regional de los años 1960-1975 puso de manifiesto el fra- 
caso del modelo de Estado unitario y ultraespañolista impuesto por la 
España «una, grande y libre» del 18 de julio. Cuando recobraron la liber- 
tad, más de un millón de catalanes se manifestaron en Barcelona, el 11 
de septiembre de 1977, para reclamar la autonomía para Cataluña: era la 
manifestación más impresionante conocida hasta entonces en toda la his- 


% J. Benet, Catalunya sota el régim franquista. Informe sobre la persecució de la llengua 


i la cultura de Catalunya (Barcelona, 1978); Josep M. Colomer, Els studiants de Barcelona 
sota el franquisme (Barcelona, 1978), 2 vols. 

* Sobre ETA, véase G. Jáuregui, Ideología y estrategia política de ETA. Análisis de su 
evolución entre 1965 y 1968 (Madrid, 1981); y John Sullivan, El nacionalismo vasco radical 
1959-1986 (Madrid, 1986). 
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toria de España. De nuevo, como en 1931, democracia aparecía como 
sinónimo de autonomía para las regiones. Y en efecto, la nueva Consti- 
tución democrática española, la Constitución de 6 de diciembre de 1978, 
creó lo que pronto vino a denominarse como el Estado de las Autono- 
mías: como se dijo al principio, entre ese año y 1983, se constituyeron un 
total de diecisiete Comunidades Autónomas, todas ellas reguladas por sus 
Estatutos de autonomía, y regidas por sus respectivos gobiernos y Parla- 
mentos autonómicos. 

Los constituyentes de 1978 habían, por tanto, reemprendido el cami- 
no de 1931, pero con notables diferencias. La II República no admitía, en 
el fondo, más que tres autonomías: Cataluña, País Vasco y Galicia (aun- 
que la letra de la Constitución dijera otra cosa). La Monarquía parlamen- 
taria de 1978 optó por la generalización del principio autonómico. En 
1931, se quiso, ante todo, hacer frente a un problema urgente e inapla- 
zable: Cataluña. En 1978, se quiso abordar en profundidad la total trans- 
formación de la organización territorial del Estado, proceder a una refor- 
ma tan determinante de ésta como fue la que hizo en su día, en 1833, 
Javier de Burgos. La Constitución de 1931 hablaba de «regiones autóno- 
mas»; la Constitución de 1978, de «nacionalidades y regiones», aunque, a 
cambio, incorporaba una declaración de clara enjundia nacionalista cuan- 
do decía, en su artículo 2.”, que se fundamentaba «en la indisoluble unidad 
de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles», 
declaración inexistente en el texto republicano. Este no reconocía más 
lengua oficial que el castellano; la Constitución del 78 reconocía como 
oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas, a las demás lenguas 
españolas. La Constitución de 1931 no contenía alusión alguna a los Fueros 
vascos, último problema, como se recordará, en la formación del Estado 
español moderno. La Constitución de 1978 los aludía dos veces: la dispo- 
sición adicional primera proclamaba que la Constitución amparaba y res- 
petaba «los derechos históricos de los territorios forales», y la disposición 
derogatoria segunda declaraba definitivamente derogados el Real Decreto 
de 25 de octubre de 1839 y la Ley de 21 de julio de 1876, es decir, dero- 
gaba toda la legislación abolitoria de los Fueros. 

El Estado de las autonomías así resultante era un Estado complejo y 
de articulación difícil y complicada. Parte de esa complicación se derivó 
de los mismos mecanismos que la Constitución instituía para la formación 
de las Comunidades Autónomas. De hecho, establecía dos vías de acceso 
a la autonomía, una rápida —la disposición transitoria segunda, que valía 
para Cataluña, País Vasco y Galicia—, y otra más lenta, el artículo 143, 
para todas las demás. La razón era clara. Los constituyentes —que, por 
lo que hizo al Título territorial de la Constitución, el VIII, fueron Miquel 
Roca Junyent, Eduardo Martín Toval, José Luis Meilán y Jordi Solé 
Tura— quisieron combinar la necesidad de atender a los problemas vasco 
y catalán, con la idea de crear un sistema uniforme de autonomía *. Fi- 
nalmente, parte de aquella complejidad se derivó también de la misma 


36 J, Solé Tura, Nacionalidades y nacionalismos en España. Autonomías, federalismo, 
autodeterminación (Madrid, 1985), págs. 89 y sigs. 
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extremada dificultad que conllevaba articular Ja distribución de competen- 
cias de un Estado ya extraordinariamente desarrollado y amplio —como 
era el Estado español en 1978— a un número elevado de autonomías. 

Pero, contra lo que se temió en un primer momento, no hubo auto- 
nomías de distinto grado. Lentamente y eso sí, con ritmos diversos, el 
desarrollo del proceso autonómico en los años posteriores a la aprobación 
de la Constitución tendió hacia la homogeneización del sistema. Las dife- 
rencias entre unas y otras autonomías estarían en la diversidad de su con- 
ciencia particularista: clara y mayoritariamente nacionalista en el País Vas- 
co (o Euskadi) y en Cataluña —y en mucha menor medida en Galicia y 
Andalucía—, y simplemente, regionalista en las restantes. Esas diferencias 
no estarían en que las regiones recibiesen un trato diferenciado en el texto 
constitucional. 

La Constitución de 1978 quiso, así, integrar tres realidades: España, la 
nación española; las nacionalidades, territorios que veían su pasado y su 
cultura como constitutivo de una identidad nacional propia; las regiones, 
entidades territoriales supraprovinciales dotadas, igualmente, de un pasado 
y de una personalidad singulares. La historia parecía avalar todas y cada 
una de esas realidades: de ahí las numerosas alusiones históricas que aque- 
lla Constitución contenía. En todo caso, la Constitución de 1978, y el 
Estado de las Autonomías, era, como escribió Francisco Tomás y Valien- 
te, magistrado, primero y luego, presidente del Tribunal Constitucional, 
producto de la decisión de la Nación española en uso de su soberanía ”. 


7 F. Tomás y Valiente, La Constitución de 1978 (Madrid, 1985), pág. 28. 
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Provincias: Almería, Cádiz, Córdoba, 
Granada, Jaén, Huelva, Málaga y Sevilla. 
Superficie: 87.268 km.? 

Población: 6,44 millones de habitantes. 


ANDALUCÍA 


1. GEOGRAFÍA FÍSICA Y HUMANA. HÁBITAT 


Andalucía, la Comunidad Autónoma más meridional de España —a 
tan sólo 14 kilómetros de las costas africanas—, es tierra de agudos con- 
trastes, aunque éstos no pongan en entredicho una fuerte conciencia de 
unidad entre sus pobladores. 

Con sus 87.268 kilómetros cuadrados de superficie, ocupa un 17 por 
100 del total de la superficie nacional. Se trata de una región de un fuerte 
carácter mediterráneo, pero abierta a la influencia del Atlántico en su 
zona oeste. Si sus contornos marítimos son, lógicamente, nítidos, sus lí- 
mites territoriales con otras regiones revelan una cierta imprecisión y son 
fruto de la división territorial de 1833, que estableció límites precisos en 
zonas que podrían calificarse como de transición hacia Extremadura, La 
Mancha y Murcia. 

En la actualidad está dividida en ocho provincias de las que cuatro 
—Sevilla, Córdoba, Jaén y Granada— recogen la tradición política de 
unos reinos que llevaron esos nombres, pero de los que hubo que desgajar 
las otras cuatro —Cádiz y Huelva, del de Sevilla; Málaga y Almería, del 
de Granada— por razones administrativas que han demostrado su opor- 
tunidad en el transcurso de los años. 


El medio físico 


La región andaluza podría dividirse en tres grandes unidades, de las 
que dos corresponderían a sistemas montañosos (Sierra Morena y las cor- 
dilleras Béticas), y la tercera a la depresión intermedia o del Guadalquivir. 

El sistema montañoso que está más al norte —Sierra Morena— con- 
siste en un macizo herciniano, que se elevó en diversos bloques durante 
el período Terciario. Fuertemente afectado por los fenómenos de erosión, 
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ha sido repetidamente calificada como una «ruina de cordillera», reducida 
a su carácter de borde inferior de la meseta. 

La depresión del Guadalquivir es la que recibe las aguas de los dos 
sistemas montañosos andaluces, y consiste en una zona de hundimiento, 
de 300 kilómetros de longitud, sobre materiales marinos, predominante- 
mente del período Mioceno. Abundan los suelos de margas, con escasas 
excepciones, representadas por areniscas y calizas. Esta depresión forma 
un triángulo, un tanto disimétrico, orientado desde el nordeste al suroeste, 
con uno de sus lados en la fachada atlántica. 

Las cordilleras béticas consisten en un extenso y complejo sistema de 
origen alpino, que se prolonga desde Alicante hasta Cádiz, pero que tiene 
su zona de máxima profundidad en la parte oriental de Andalucía lo que 
permite caracterizarla como Andalucía montañosa o alta Andalucía. Junto 
a la zona interna del sistema —Bética, propiamente dicha, aunque se haya 
consolidado la denominación de Penibética— habría que señalar una zona 
externa al norte (que se extiende desde la sierra de Grazalema, en Cádiz, 
hasta la de Espuña, en Murcia), en la que se distinguiría un sector pre- 
bético (que va desde Martos hasta el cabo de la Nao) y un sector subbé- 
tico, al sur del anterior, que llegaría hasta las sierras de Cádiz. 

Estas diversas zonas montañosas dan origen, a su vez, a cuencas inter- 
nas en donde se suceden, perdiendo amplitud conforme ganan altura, las 
vegas de Antequera, Archidona, Granada, Guadix, y Baza. 

Existe, finalmente, una franja costera mediterránea, escasamente pro- 
funda, al sur de las béticas, y una zona de difícil adecuación, como es el 
flysch del Campo de Gibraltar. 

De estas divisiones geomorfológicas se ha derivado una nítida separa- 
ción entre una baja Andalucía, que tendría su centro de gravedad en el 
valle del Guadalquivir, y una alta Andalucía, asentada sobre las tierras 
montañosas de la parte oriental. Esta separación se ha visto respaldada 
por el hecho de que algunas condiciones de su poblamiento y, muy espe- 
cialmente, la diferencia de más de dos siglos con que experimentan el 
proceso de la Reconquista, se ha traducido en formas de vida y estructuras 
sociales bien diferenciadas. 


Climatología 


Responde a unos comportamientos relativamente marginales a los cli- 
mas templados del planeta que, por su posición en la zona más meridional 
de la franja de latitudes medias, son los que corresponden a Andalucía, 
bajo una remota influencia de la Jet Stream y de la acción del casquete 
Polar. Aunque, por sus características generales, responde a las condicio- 
nes de un clima mediterráneo, con unas medias térmicas altas (alrededor 
de 18”), una pluviosidad escasa e irregular, y una segura sequía estival, 
existen notables diferencias dentro de la región, condicionadas por el re- 
lieve (pluviometría y oscilaciones térmicas) y por la mayor o menor lejanía 
de la costa. 

Las temperaturas medias oscilan en enero entre algo más de 1” (Sierra 
Nevada) y los más de 14” que se registran en algunos puntos de la Costa 
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del Sol malagueña. Estas medias también están fuertemente condicionadas 
por la distancia a las costas y por la elevación del territorio. 

La franja costera que va desde Almería a Estepona registra, durante 
ese mes, unas temperaturas medias que oscilan entre los 12” y los 14” y 
constituye una carasol especialmente apto para cultivos tropicales, mien- 
tras que, hacia el oeste, incluyendo la fachada costera de la depresión del 
Guadalquivir y buena parte del sur de la provincia de Sevilla, se experi- 
mentan medias entre 10” y 12”. El resto de la depresión del Guadalquivir, 
hasta Bailén, registra medias invernales que oscilan entre los 8? y los 10%, 
iniciándose en el contacto con los sistemas montañosos una disminución 
de las medias que afecta, de una forma muy homogénea, a la zona interior 
de la Andalucía oriental, en donde las medias de este mes nunca superan 
los 6” y en donde se alcanzan las mínimas de toda la región. 

En cuanto a las medias del mes de agosto, los extremos se producen 
entre algunas cumbres de las béticas, que no alcanzan los 20”, y las zonas 
más cercanas al cauce del Guadalquivir, en donde se superan los 28”. Se 
trata, en este caso de las medias estivales, de una manifestación clara de 
climatología continental, que prolonga los valores altos en la zona norte 
de la depresión del Guadalquivir, hasta los límites de Extremadura, mien- 
tras que el resto de la depresión y las costas se mantienen en valores 
moderados, 24” a 26”, que aún lo son más en las zonas interiores del 
sistema de las béticas, con medias que van de los 22” a los 24”. 

Las precipitaciones oscilan entre los menos de 200 milímetros anuales 
que se registran en una franja de la costa oriental de Almería, a partir 
del cabo de Gata, hasta los más de 2.200 milímetros que se recogen en la 
sierra al sur de Grazalema. 

Las zonas de menores precipitaciones corresponden a la costa oriental 
mediterránea, así como a la totalidad de la provincia almeriense y a la 
parte oriental de la granadina. Por el contrario, los dos sistemas monta- 
ñosos resultan catalizadores de las mayores cifras de precipitación, aunque 
a veces provocan situaciones de abrigo que pueden afectar a cuencas cer- 
canas. 

La depresión del Guadalquivir ofrece valores homogéneos —entre los 
500 y los 600 milímetros— aunque, en definitiva, es el régimen de preci- 
pitaciones el que ocasiona que el fenómeno de la aridez sea común a toda 
la región, habida cuenta la casi total desaparición de las precipitaciones 
durante los meses de verano. 


Hidrografía 


Al margen de una gran variedad de acuíferos, especialmente importan- 
tes en la desembocadura del Guadalquivir y en algunas sierras granadinas, 
y de notable importancia económica en la agricultura de Almería, los ríos 
andaluces dividen sus aguas entre el Atlántico y el Mediterráneo, con las 
cumbres de la zona interna de las sierras béticas como divisoria de aguas 
entre ambos mares. 

Esa división hace que los ríos mediterráneos (Guadiaro y Guadalhorce, 
en Málaga; el Guadalfeo, en Granada; y el Adra, Andarax y Almanzora 
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en Almería) tengan longitud y que, al tener que vencer grandes diferen- 
cias de altitud con un régimen muy irregular, provoquen fuertes fenóme- 
nos de erosión en sus cauces, y de acumulación en sus desembocaduras, 
en donde se producen los poblamientos y se intensifican los cultivos. 

Los ríos que aportan al Atlántico (Guadiana, Tinto y Odiel, Guadal- 
quivir y Guadalete) tienen mayor longitud, lo que atenúa la pendiente de 
su trayectoria. La máxima importancia, desde luego, corresponde al Gua- 
dalquivir, cuya cuenca equivale al 70 por 100 de la extensión andaluza, y 
que se estira 666 kilómetros para vencer los 1.360 metros de desnivel que 
existen entre su lugar de nacimiento, en la sierra de Cazorla, y Sanlúcar 
de Barrameda, en donde desemboca. Constituye, sin lugar a dudas, un 
elemento aglutinador de la realidad andaluza. 

Su caudal no es excesivo hasta que recibe, por su margen izquierdo, 
las aguas del Guadiana Menor frente a Úbeda y, cerca de Mengibar, las 
del Guadalimar, por el margen derecho. Con todo, su principal afluente 
es el Genil, que se le une por el margen izquierdo en el tramo medio, ya 
en Palma del Río, y que produce un notable efecto regulador en verano, 
al aportar las aguas procedentes del deshielo de Sierra Nevada. 

A partir de ahí se inicia el curso bajo, en el que la pendiente dismi- 
nuye y el valle se extiende, hasta que desemboca en Sanlúcar con un 
caudal medio de 185 metros cúbicos por segundo que, aparte de su irre- 
gularidad, resulta muy bajo, y que es consecuencia de la pequeña exten- 
sión de la cuenca, de la pobreza de las precipitaciones, de la fuerte 
evaporación y de las extracciones para regadíos. 


Embalses 


La irregularidad del Guadalquivir ha conducido a peligrosas inundacio- 
nes cuando se superaban los 4.000 metros cúbicos por segundo con una 
frecuencia cercana a los diez años. 

Eso llevó a una política de regulación a partir de embalses, que se 
inició en la década de los treinta del presente siglo, con la construcción 
de tres embalses, pero que se intensificó a partir de 1940, con una especial 
atención a los ríos que afluían desde Sierra Morena. Los más grandes, sin 
embargo, son el del Tranco de Beas (500 Hectómetros cúbicos), cons- 
truido en 1945; el de Iznájar (1.100 Hectómetros cúbicos), que se inau- 
guró en 1969 y que embalsa las aguas del Genil; y el reciente del Negratin 
(546 Hectómetros cúbicos), en el Guadiana Menor. 

Esta política hidraúlica ha permitido regular las aguas del Guadalquivir 
en más de 5.000 Hectómetros cúbicos, que significa más de la mitad de la 
aportación total del río, lo que ha permitido conjurar las inundaciones y 
realizar una ambiciosa política hidroeléctrica y de regadíos. Sin embargo, 
ni éstos ni el abastecimiento de agua a las poblaciones pueden conside- 
rarse aún asegurados. Por otra parte, la producción eléctrica procedente 
de estos embalses no llega al tercio de lo que se consume en la región, y 
es probable que esta proporción aún se reduzca en los próximos años. 
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La huella del hombre y los paisajes 


La más característica y tradicional de las actividades económicas en 
Andalucía es la agricultura que, en lo que se refiere al PIB de 1985 su- 
ponía un 12,4 por 100 del total regional y, según la encuesta de población 
activa de 1985, ocupaba el 19,9 "por 100 de la misma. Sin embargo, la 
variedad a la que se viene aludiendo reiteradamente a la hora de carac- 
terizar cualquier fenómeno, obliga a señalar cuatro grandes tipos de pai- 
sajes en el mundo agrario andaluz. 

En primer lugar, el paisaje agrario de Sierra Morena en donde los 
espacios cultivados apenas significan una cuarta parte del total, aparte 
de que muchos de estos cultivos tienen un carácter marginal. Los elemen- 
tos más característicos son el cultivo extensivo de los cereales y, sobre 
todo, la existencia de dehesas, que son explotaciones en las que se mez- 
clan las actividades agrícolas y las ganaderas. Las dificultades económi- 
cas experimentadas por esas unidades de explotación ha dado lugar a 
que deriven hacia aprovechamientos de tipo forestal o simplemente cine- 
géticos. 

La depresión del Guadalquivir es la zona más adecuada de Andalucía 
para los aprovechamientos agrícolas ya que le favorecen la bondad de los 
suelos, un régimen pluviométrico adecuado, y la relativa benignidad de las 
temperaturas. Un régimen de propiedad fuertemente concentrado ha sido 
una tradicional fuente de conflictos sociales, que aún mantiene vivas las 
esperanzas de una reforma agraria. Los aprovechamientos más usuales son 
el olivo, la vid, los cereales de las tierras calmas de secano y los cultivos 
de regadío. Estos dos últimos han registrado transformaciones muy acu- 
sadas en los sistemas de cultivo durante los últimos cuarenta años, que se 
han traducido en resultados espectaculares. 

El tercero de los grandes paisajes agrarios andaluces es el que propor- 
cionan las sierras béticas en donde existe una amplia zona de monocultivo 
olivarero, facilitado por la gran tolerancia del olivo a las oscilaciones tér- 
micas y pluviométricas, y por su excelente adaptación a los suelos cálizos. 
Muchas más dificultades encuentran las altiplanicies cerealistas del nor- 
deste, mientras que la franja mediterránea experimenta, a la vez, el boom 
de los cultivos intensivos y la crisis de las pobres y cada vez más desha- 
bitadas zonas del interior, fuertemente afectadas por las demandas del 
sector turístico. 

El regadío, finalmente, ha venido a constituir la gran innovación de la 
agricultura andaluza de los últimos años, hasta el punto de haber origi- 
nado la aparición de un paisaje específico. El mejor aprovechamiento de 
los recursos hidraúlicos permitió impulsar, desde comienzos de los años 
cincuenta, una política de regadíos que afecta especialmente a la cuenca 
del Guadalquivir. A ellas habría que sumar los regadíos, ya tradicionales, 
de las cuencas interiores de las béticas (vega de Granada), y los cultivos 
intensivos que, utilizando la técnica del enarenado y el cultivo bajo plás- 
ticos, ha permitido la obtención de frutos extratempranos de gran renta- 
bilidad en la costa almeriense y granadina. Técnicas parecidas se han 
empleado en la costa onubense para la producción de fresas. Según datos 
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del Anuario de Estadística Agraria, para 1985, el total de las hectáreas 
regadas se situaba en 649.600, lo que suponía un 1,56 por 100 sobre el 
total de las 4.167.300 ha. de superficie cultivada. 


Las zonas industriales 


Un elemento clave para la caracterización de Andalucía como una re- 
gión subdesarrollada es la debilidad de su sector industrial, muy alejado, 
tanto en producción (28,4 por 100 de su PIB en 1985) como en puestos 
de trabajo (25,6 por 100 de la población ocupada en ese mismo año), de 
los valores medios españoles (35,5 y 33,2 respectivamente). Se trata de 
una industria dependiente, con un alto grado de concentración territorial 
y escasamente integrada en la vida regional. La construcción, que signifi- 
caba en 1985 casi una cuarta parte del PIB industrial regional y que ocu- 
paba a un tercio de la población activa de ese sector, está sobre- 
dimensionada en Andalucía con respecto a las magnitudes nacionales, lo 
que proporciona un nuevo dato sobre la debilidad de la estructura indus- 
trial andaluza. 

Esta realidad es especialmente patente en el caso de la minería, que 
ha contribuido escasamente a la consolidación de industrias de transfor- 
mación y a la mejora de las comunicaciones. 

Las escasas zonas industriales se han originado por decisiones políticas, 
como la industria química de Huelva o la petroquímica del campo de Gi- 
braltar, o para abastecer la demanda de las mayores entidades de pobla- 
ción, como son la ciudad de Sevilla, y las ciudades gaditanas, en donde 
existía además una importante industria naval, ahora en profunda crisis. 


La Andalucía del turismo 


Las tres cuartas partes de la oferta hotelera andaluza se concentra en 
un 70 por 100 de sus 875 kilómetros de litoral para recibir a un 13 por 
100 del turismo extranjero que acude a España, y que convierte a Anda- 
lucía en la tercera región española por el número de extranjeros que re- 
cibe. A ellos habría que añadir los procedentes del turismo interior, sobre 
los que no hay datos fiables, aunque sí la seguridad de que su importancia 
económica es cada vez mayor. Estas afluencias han provocado profundas 
alteraciones en el paisaje litoral andaluz, especialmente en la Costa del 
Sol, cuya significación económica se verá en un apartado posterior. 

También habría que destacar, por su aparente excepcionalidad y por 
su importancia económica creciente, la existencia de un turismo de in- 
vierno en la estación de esquí de Sierra Nevada, y las grandes posibilida- 
des que el turismo cultural ofrece en esta región. - 


La red de comunicaciones 


A las dificultades de extensión y relieve, se ha venido a añadir una 
persistente falta de voluntad política que se ha traducido en una deficien- 
tisima articulación de las comunicaciones andaluzas en la actualidad. 
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La red de carreteras andaluzas está necesitada de un gran eje interior 
que una la Baja y la Alta Andalucía, que asegure la rapidez de las co- 
municaciones y la distribución hacia las otras carreteras existentes. 

Más grave aún es el panorama de las comunicaciones viarias, en donde 
las condiciones de tendido de las primeras líneas han perjudicado la posibi- 
lidad de organización de una red eficaz. A los desequilibrios ya patentes 
entre la Andalucía Occidental y Oriental, ha venido a sumarse el hecho de 
que, mientras la primera parece que podría beneficiarse en el futuro de nue- 
vos tendidos para trenes ultrarrápidos, la segunda ha tenido que soportar la 
pérdida de líneas y el cierre de sus comunicaciones con Levante. 


Las poblaciones 


En Andalucía existen casi 1.600 núcleos de población, de los que sólo 
180 superan los 5.000 habitantes, aunque en ellos se acumula el 85 por 
100 de la población andaluza. La mayoría de los pequeños núcleos de 
población se encuentran enclavados en Almería y Granada. 

Ese poblamiento urbano se ha acentuado en los últimos tiempos en 
beneficio de las ciudades más populosas que son, fundamentalmente, las 
capitales de provincia. En ese conjunto, Sevilla (645.827 habitantes en el 
censo de 1981) ejerce de capital regional, sin otro relativo contrapeso que 
el de Málaga (502.232 habitantes en ese mismo censo). Ésta, así como las 
restantes capitales de provincia, Jerez y Algeciras, quedarían como capi- 
tales subregionales, que son los verdaderos centros de articulación de la 
vida andaluza. 


2. EVOLUCIÓN HISTÓRICA 


Son muchos los riesgos que se corren al tratar de comprimir en pocas 
páginas la evolución histórica de una región que ha sido escenario de tan- 
tos pueblos y culturas, que han dejado en ella unos rasgos tan caracterís- 
ticos. Se trata de una historia que hunde sus raíces en la más remota 
antigúedad y en la que hay testimonios muy tempranos del poder de atrac- 
ción que las tierras andaluzas ejercieron sobre sus visitantes, lo que las 
convirtió en repetido objetivo de invasiones y conquistas, y en forjadora 
de mitos aún más persistentes. 

Desde épocas prehistóricas, Andalucía fue un territorio con un asen- 
tamiento humano cada vez más abundante, cuya presencia está probada, 
desde los comienzos del Cuaternario, en Cúllar Baza (Granada) y Puerto 
de Santa María (Cádiz). Estos primeros pobladores procedían, probable- 
mente, de África. Durante el Paleolítico medio, hombres de Neanderthal 
vivieron en Andalucía, como lo prueban los restos hallados en Gibraltar 
y en la cueva de la Carigúela de Piñar (Granada). 

El Homo Sapiens aparece en Andalucía en el Paleolítico superior, en- 
tre el 30000 y el 10000 a. de C., aunque sus industrias y culturas son 
menos ricas que en otras zonas de la Península. Los más importantes ya- 
cimientos correspondientes a culturas de cazadores se encuentran en Gra- 
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nada, Almería y, sobre todo, en Málaga, con' utillaje de piedra y hueso 
muy desarrollado, así como con un arte rupestre que corresponde a los 
períodos Solutrense y Magdaleniense (del 18000 al 8000 a. de C:). del que 
hay huella en Nerja y Benalmádena (El Toro), pero que tiene su principal 
manifestación en la cueva de la Pileta (Benaoján). 

Andalucía recibió la influencia de la «revolución neolítica», que se ha- 
bía iniciado hacia el 10000 a. de C. en el Oriente Medio, a mediados del 
sexto milenio, a través de hombres procedentes de la cuenca oriental del 
Mediterráneo. Ese neolítico andaluz está muy bien documentado a través 
de la decoración de conchas en objetos de barro (cerámica cardial) o la 
cerámica «a la almagra» (decoración en relieve y con un baño rojo de 
óxido de hierro). 

El uso de la cerámica proporciona un testimonio de que hay una po- 
blación asentada, con animales domésticos (Nerja), que se dedica a la 
agricultura (Cueva de los Murciélagos, Córdoba), y en la que es también 
significativa la existencia de objetos de ornato personal. 

La aparición de culturas de la metalurgia (Cobre y Bronce) se produce 
en el sur de la Península con una notable prontitud, como consecuencia 
del atractivo de las riquezas mineras de la región. A partir de ese período 
las tierras del sur peninsular entran en las leyendas y en los testimonios 
literarios de pueblos ajenos. 

La fase más brillante de la cultura megalítica, en la época del Cobre, 
está representada por Los Millares, en Almería, con un fuerte sabor au- 
tóctono, pese a que durante años se haya hablado de la influencia del 
mundo egeo. Las formas de esta cultura (poblados fortificados, viviendas 
circulares y sepulcros colectivos con cámara de cúpula) se extienden hacia 
el occidente de la región y parecen sugerir nuevas formas de organización 
social y económica. Tiene su manifestación más valiosa en la cueva de 
Menga (Málaga). 

Un nuevo fenómeno, de finales del tercer milenio, lo representa la 
aparición del Vaso Campaniforme que se extiende por toda Europa, re- 
lacionado con monumentos funerarios, y que revela formas decorativas 
muy específicas en los testimonios hallados en Carmona. 

Entre el 1700 y el 1200 a. de C. se desarrolla la «cultura argárica», 
que se difunde desde los focos mineros almerienses hasta Granada. Las 
necrópolis con tumbas individuales (primero en cistas; en grandes vasos 
después) y otras formas culturales sugieren una cultura urbana con una 
fuerte especialización en las actividades económicas. 

A comienzos del primer milenio, los pueblos afincados en la actual 
Andalucía parecían disponer de una cierta organización urbana, una cre- 
ciente actividad económica, basada en la minería y la agricultura, y hasta 
un cierto grado de bienestar material. A ello debió añadirse un aumento 
notable de la población, lo que proporcionaría las bases materiales indis- 
pensables en las que apareció una civilización de la que hay tan ricos 
testimonios arqueológicos como literarios: Tartesos, que inició su esplen- 
dor a comienzos de la séptima centuria. Las piezas del tesoro del Caram- 
bolo (Sevilla), o los candelabros de oro de Lebrija (Sevilla), son testi- 
monios concluyentes del alto nivel de esa cultura. 
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La clave de su riqueza parece descansar en la fuerte demanda de es- 
taño, indispensable para la obtención del bronce, que se obtenía mediante 
una intensa actividad comercial con pueblos del Atlántico. Junto a esto, 
la fertilidad del Bajo Guadalquivir, convierten a la zona en foco comercial 
que atrae las inmigraciones y las riquezas de otros pueblos. 

Los testimonios arqueológicos parecen sugerir la existencia de una 
casta militar sobre la que se asentaba una monarquía que gozó de un 
prestigio mítico entre los historiadores clásicos, pero seguimos teniendo 
escasa información de la procedencia, quizá indoeuropea, de unos hombres 
que podían haber iniciado su asentamiento a finales del siglo X a. de C. 
Los restos encontrados parecen sugerir la existencia de un fuerte senti- 
miento sobre la otra vida, que se trasluce por la riqueza de los ritos fu- 
nerarios, y la existencia de un sistema de escritura, que parece relacionado 
con el fenicio, y que ha resultado hasta hoy indescifrable. 

Las investigaciones realizadas en las orillas de Río Tinto (Huelva), han 
puesto de manifiesto la existencia de intensas actividades de extracción 
argentífera, realizada por medios artesanales, pero que se supone que de- 
bió resultar altamente rentable, y que fue pieza básica de una vida co- 
mercial en la que también tenían gran importancia los productos ela- 
borados de bronce y algunos bienes agrícolas y ganaderos. 

Los intermediarios de ese comercio, también asentados en las costas 
andaluzas, fueron los fenicios (Torre del Mar, Adra, Almúñecar, Cádiz) 
y, en menor medida, los griegos, cuya cultura coincidiría con la tartésica 
hasta el declive de ésta. 

Mientras tanto, en el interior se habían desarrollado monarquías, de 
origen celta o ibero, fuertemente dependientes de la civilización tartésica. 
Cuando ésta se difuminó, durante los siglos V y IV a. de C., estas entida- 
des políticas del interior cobraron protagonismo político y cultural. 

La presencia celta estuvo más extendida en la parte occidental (turde- 
tanos), mientras que los iberos tuvieron un asentamiento más intenso en 
la zona oriental, en donde podríamos destacar a los pueblos oretanos y 
bastetanos. A esta última cultura corresponde la Dama de Baza, escultura 
del siglo tv a. de C. que representa a una diosa sedente, ricamente ata- 
viada. 


Nuevos colonizadores 


Al perder los fenicios metropolitanos su imperio mercantil, el relevo 
es tomado por la colonia fenicia de Cartago, que disputará a griegos, 
etruscos y romanos el control del Mediterráneo occidental. En el siglo v 
a. de C. comienza la instalación púnica en Andalucía, que aporta la no- 
vedad de proteger los intereses comerciales por medio de un férreo do- 
minio territorial y con una rígida estructura militar. 

El objetivo fundamental del comercio seguía siendo las explotaciones 
mineras, pero los cartagineses impulsan también la explotación pesquera 
y, con ella, la industria de salazones, que convierte a la costa mediterrá- 
nea andaluza en centro de una industria alimentaria que perdurará du- 
rante la ocupación romana. 
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La primera guerra púnica entre Roma y Cartago (264-241 a. de C.) 
supone un debilitamiento del imperialismo cartaginés pero no resta im- 
portancia al proceso colonizador en el sur de la península ibérica, que 
queda bajo el control de la familia Barca. El más destacado de ellos, 
Aníbal, provocará la segunda guerra púnica, con su ataque a la colonia 
romana de Sagunto, en el 219 a. de C. 

Andalucía se convertirá en escenario decisivo del enfrentamiento entre 
los dos grandes imperios, que tratan de inclinar a su causa a los pueblos 
de la zona. Los romanos tardarían diecisiete años en hacer valer su su- 
perioridad militar y diplomática, tras la batalla de Zama. 

Este desenlace abrió las puertas a la conquista romana de los territorios 
de la Península, y dio paso a una intensa y bien estructurada presencia 
romana en las tierras andaluzas, que se completaría a lo largo del siglo 1 
a. de C. En la división provincial del 197 a. de C. las tierras andaluzas 
quedaron incluidas en una Hispania Ulterior, que pasaría a llamarse Bé- 
tica —ya como provincia senatorialk— con la reorganización del 27 
a. de C.,en la que se le desgajaron las tierras de lo que sería la Lusitania. 

Las tierras del sur peninsular, que habían sido ya escenario apasionado 
de las luchas civiles de finales del período republicano, se romanizaron 
profundamente durante el Imperio, hasta el punto de que ciudadanos de 
esas tierras (Trajano, Adriano y, más adelante, Teodosio) alcanzaron la 
dignidad imperial. 

A los objetivos iniciales de control político-militar y de explotación 
económica sucedería muy pronto una colonización en la que la riqueza 
agrícola y minera andaluza ofreció posibilidades para el establecimiento de 
soldados romanos en una coyuntura en la que el hambre de tierras era 
muy acusada en la metrópoli y Andalucía ofrecía la posibilidad de satis- 
facer esas necesidades. 

La colonización se realizó, ordinariamente, en buena armonía con las 
poblaciones indígenas y permitió la aparición de colonias como Itálica (206 
a. de C.), Iliturgi (Andújar), Corduba o Carteia, en los años siguientes. 
Las ruinas de esas ciudades permiten calibrar la importancia que el arte y 
la ingeniería civil romana alcanzaron en esas tierras. 

El proceso de colonización sería acelerado por César y, posterior- 
mente, por Augusto, mediante la concesión de privilegios a las ciudades, 
que fueron dotadas del derecho romano, de magistrados, y de los mismos 
miembros de la Administración que el resto del Imperio. La vida cultural 
de estas ciudades fue decisiva para un proceso de aculturación que per- 
mitió a los hijos de la nobleza indígena participar de la educación romana 
e integrarse en sus instituciones. 

De hecho, los pueblos del sur de la Península se hallaban inmersos 
desde antes en una dinámica cultural en la que los romanos se habían 
insertado “Sir violencias, ya que compartían unas comunes influencias de 
la cultura helenística. Contaban, esos pueblos del sur peninsular, con una 
antigua técnica agrícola y minera que los romanos aprovecharon; se man- 
tuvieron las creencias religiosas de los indígenas y el Panteón romano au- 
mentó con los dioses hispanos. Se fusionaron las tradiciones artísticas y 
pervivió hasta muy tarde el bilingitismo, a la vez que se cultivaba el griego 
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en las principales urbes. De hecho, el pensamiento, la filosofía y la me- 
dicina romanas tuvieron tan extraordinarios cultivadores en la Bética, que 
ésta llegó a alcanzar un gran reconocimiento en todo el imperio romano. 

Desde el punto de vista económico, la Bética contó con una agricultura 
muy desarrollada y las iniciales exportaciones de cereales terminarían por 
ceder en importancia a los vinos y aceites, que permitieron grandes be- 
neficios a los terratenientes, a la vez que dinamizaron una importante 
industria cerámica complementaria. 

También siguió siendo importante la minería, que experimentó un de- 
sarrollo técnico muy considerable y que facilitó un fuerte incremento de 
la producción de oro (Granada), plata (Linares), cobre y plomo (Sierra 
Morena), lo que obligó además a la creación de una estructura viaria y 
de puertos acorde con la importancia de estas actividades. La actividad 
pesquera y la industria de salazones, que contaban ya con una larga tra- 
dición, experimentaron también un fuerte auge. 

La irrupción del cristianismo en ese escenario no está aclarada en to- 
dos sus detalles, aunque conviene resaltar la intensidad de la tradición 
apostólica. Debió ser, desde luego, muy temprana y las actas del concilio 
de Iliberris (Granada), a principios del siglo tv, sugieren una fuerte im- 
plantación del cristianismo en la provincia Bética, que ha sido ratificada 
por los testimonios arqueológicos. Confirmación de la importancia de esa 
difusión habría de ser el hecho de que, cuando se reunió el Concilio Ecu- 
ménico de Nicea (325), el obispo cordobés Osio desempeñó las tareas de 
presidente. 


La crisis del Imperio y las invasiones 


Las invasiones de suevos, vándalos y alanos, que penetran en las tie- 
rras de la Península desde el año 409, significan el final de la crisis del 
imperio y la destrucción de su orden político. A pesar de que uno de esos 
pueblos, los vándalos silingos, se asiente fugazmente en las tierras de la 
Bética, el nuevo orden político vendrá de los visigodos, que habían lle- 
gado a mediados de la centuria para defender los intereses del Imperio, 
aunque no consolidarán su control sobre el sur peninsular hasta fines del 
siglo VI. 

Durante ese largo período, la nobleza hispano-romana disfrutó de una 
notable autonomía y se consolidaron formas de propiedad y relaciones 
sociales clientelares que han marcado profundamente la vida andaluza. 
Por otra parte, tensiones políticas en el seno de la minoría visigoda, fa- 
vorecieron las revueltas políticas e hicieron posible un asentamiento bizan- 
tino entre Denia y Medina Sidonia que se prolongaría durante más de 
medio siglo y que no vería su final hasta el año 625. 

Aunque Leovigildo había ocupado Córdoba en el 571 y vencido la 
resistencia hispano-romana, la sublevación de Hermenegildo, en el 579, 
reveló la fragilidad de la nueva estructura, a lo que vinieron a sumarse 
problemas religiosos derivados del enfrentamiento entre arrianismo y ca- 
tolicismo. 

Cuando éstos se superaron, con la conversión de Recaredo (589), la 
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Iglesia católica pasó a desempeñar un papel de primordial importancia en 
la vida política y económica, aparte de convertirse en fuerza rectora de la 
vida cultural. Especial importancia, en ese aspecto, tienen San Leandro 
(535c.-600c.) y San Isidoro (560c.-636), que realizaron una extraordinaria 
labor de recuperación y sistematización de los saberes del mundo clásico. 


Al-Andalus 


El siglo vin traerá un cambio decisivo en la trayectoria histórica del 
sur peninsular, pues el 711 se produce la invasión musulmana de la Penín- 
sula, tras el desembarco en las playas cercanas a Tarifa. Se inician así una 
serie de transformaciones políticas, económicas, religiosas y culturales que 
afectaron especialmente al sur peninsular durante casi ochocientos años. 
Había nacido Al-Andalus, que sirvió para denominar el territorio penin- 
sular sometido a los musulmanes, y del que derivaría posteriormente la 
denominación Andalucía. 

La invasión parece que se produjo en el marco de las tensiones inter- 
nas del estado visigodo, que apareció como fácil presa del expansionismo 
musulmán, con el posible apoyo de la perseguida comunidad judía, y se 
desarrolló con gran rapidez, tanto por la supremacía militar musulmana 
como por la firma de capitulaciones en las que los notables hispano-visi- 
godos procuraron poner a salvo sus intereses. Las clases populares debie- 
ron asistir con cierta indiferencia al relevo de dirigentes. 

Hasta mediados de siglo los invasores extendieron sus conquistas hacia 
el norte (hasta que son derrotados en Poitiers, 732), mientras que afian- 
zaban su autoridad ante los nuevos súbditos, y experimentaban las pri- 
meras tensiones intestinas, entre árabes y bereberes, .por el reparto de las 
nuevas tierras Ocupadas, que llevarían el 740 a una revuelta bereber, so- 
focada con el apoyo de árabes del norte (qaysies), que terminarían tam- 
bién por chocar con los árabes del sur (yemeníes) que habían sido los 
protagonistas de las primeras oleadas de invasión. 

Este período de «Emirato dependiente», que se prolonga hasta poco 
después de la caída del califato Omeya (750), registra la presencia de un 
número de invasores que no debió ser superior a los doscientos mil. 

La existencia en Al-Andalus de un fuerte partido Omeya permitió 
brindar apoyo a un príncipe de esa familia, Abd al-Rahmán, que se había 
refugiado en Marruecos, huyendo de la represión abbasí, y que desem- 
barcaría el 755 en Almuñécar. Las tensiones internas de los mulsumanes 
peninsulares hicieron posible que se apoderara de Córdoba, y que se hi- 
ciera proclamar emir independiente de Al-Andalus. 

Desarrolló allí el embrión de un Estado sobre la base de afianzar las 
relaciones clientelares con el partido omeya, fundar una escuela jurídica, 
de acuerdo con el rito máliki, aumentar la presión fiscal, expropiar tierras 
de la nobleza hispano-goda, y organizar un ejército profesional con el que 
él y sus sucesores, Hixám 1 y al-Hakam I (796-822), extendieron su control 
hacia las tierras del norte. 

Estos éxitos permitieron, desde finales del siglo VIH, una normalización 
política que llegó hasta la integración de mozárabes y muladíes, que se 
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integraron en la administración civil y militar, y que provocaría las reti- 
cencias de nobles, clérigos integristas, mercaderes y artesanos, que alen- 
tarían las revueltas de los arrabales cordobeses en el 805. 

El cambio de timón vino con el reinado de "Abd al-Rahmán II (822- 
852), que amplió la burocracia, impulsó las manufacturas textiles y favo- 
reció el proceso de urbanización de la cultura arábigo-andaluza. El pres- 
tigio del emirato cordobés se hizo patente con el establecimiento de 
relaciones diplomáticas con Bizancio, en donde brillaría la presencia de 
Al-Gazal, un poeta representativo de toda una época. Este estado, sin 
embargo, también tenía algunas debilidades, como se puso de manifiesto 
el 844, cuando los normandos saquearon Sevilla y concibieron la idea de 
atacar la capital cordobesa. 

El proceso de asimilación distaba, sin embargo, de ser completo y, a 
las resistencias de mozárabes, que insultaban a Mahoma y al Islam para 
provocar su martirio (Eulogio), vino a sumarse una larga guerra civil (875- 
929) en la que fue figura destacada el muladí Umar ibn Hafsun, que hizo 
de Bobastro, en la serranía de Ronda, su capital, aunque el conflicto tuvo 
muchos otros protagonistas rebeldes a los emires de Córdoba. 

"Abd al-Rahmán II (912-961) pondría fin a esta situación de inestabi- 
lidad, acentuada por el establecimiento de los califas fatimíes en Qayra- 
wán, e inauguraría el Califato de Córdoba a comienzos del 929. Se inicia 
entonces un período de fuerte centralización administrativa y de bienestar 
material, que se vio respaldado por el éxito de las campañas militares 
contra los vecinos del norte y el reconocimiento diplomático por parte de 
los reinos del norte de África y por el imperio bizantino. 

Es el siglo x el del esplendor de sus ciudades (Córdoba, sobre todo, 
pero también Elvira —Granada—, Sevilla, Almería, y Úbeda) en cuyas 
medinas se sitúan los servicios fundamentales del Estado, mientras que los 
arrabales se agrupaban por consideraciones étnicas (judíos), de origen geo- 
gráfico, o de afinidades gremiales. 

El Califato, que se asentaba sobre la fuerza de un ejército profesional, 
formado casi exclusivamente por bereberes, acentuó su carácter militarista 
desde el 981, con el acceso al poder del generalismo ”Abu Ámir, que se 
dio el sobrenombre de Almanzor («el victorioso»), durante el reinado de 
Hixám II (976-1009). Las campañas de Almanzor se prolongarán hasta el 
1002 en que muere y, tras el gobierno de su hijo, se suceden los califas 
cordobeses, sin que consigan imponerse a las intrigas que se desencadenan 
en la Corte, ni a la guerra civil, hasta provocar la abolición del Califato 


el año 1031. 


Disgregación y nuevas invasiones africanas 


Se iniciará entonces el período de los reinos de taifas (pequeños esta- 
dos independientes) que señalará el inicio del predominio cristiano en las 
tensiones bélicas entre ambas civilizaciones y la constante exigencia para 
que este mosaico de reinos pagasen tributos a los reyes cristianos que, por 
lo demás, hicieron avances territoriales que culminaron con la conquista 
de Toledo (1085). 
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De ahí que los reyezuelos andaluces (abbadíes sevillanos; ziríes gra- 
nadinos; fatas de Almería) tuvieran que recabar ayuda de los almorávides. 
Los reinos de taifas habían provocado una profunda decadencia política, 
sólo paliada por el fulgor y la profundidad de unos poetas que tornaban 
hacia el pasado sus ojos añorantes. ; 

Los almorávides vencieron a Alfonso VI cerca de Badajoz (Zalaca, 
1086) y, aunque se retiraron momentáneamente a sus tierras africanas, 
una nueva petición de ayuda por parte de al-Mu'tamid de Sevilla, les hizo 
volver (1089) para quedarse y restaurar la unidad política y la conciencia 
religiosa de Al-Andalus, tras la conquista de Granada (1090), Córdoba y 
Sevilla (1091). 

La ocupación almorávide, sin embargo, no fue muy prolongada y, por 
estar basada en la organización militar, terminaría por provocar resquemor 
antimilitar entre las clases populares, que se transformó en abierta rebe- 
lión en el año 1144. Algunos soberanos andalusíes reconocieron, a partir 
de esa fecha, la soberanía de los almohades, que era otro movimiento de 
carácter integrista, formado por bereberes montañeses del Atlas, que ha- 
bían puesto fin (1147) al imperio almorávide norteafricano. 

Hasta el 1171, en que se apoderan de Sevilla, los almohades no hacen 
acto de presencia en Al-Andalus, pero consiguen un rápido y casi com- 
pleto control del territorio. Pasarán, sin embargo, muchos años hasta con- 
seguir derrotar a Alfonso VIII de Castilla en Alarcos (1195). La batalla, 
en todo caso, no sólo no consiguió frenar el avance cristiano, sino que 
provocó una amplia cruzada que desembocó en la batalla de las Navas de 
Tolosa (1212), cerca de La Carolina, que marca el inicio del rápido declive 
almohade y del desbordamiento de los cristianos en la cuenca del Gudal- 
quivir. : 


La conquista cristiana de Andalucía 


Un nuevo monarca, Fernando III (1217-1252), que había unificado 
León y Castilla, será el encargado de sacar provecho a la situación creada 
por la derrota almohade y sustituir la política de cobro de tributos por la 
efectiva ocupación de las tierras del Guadalquivir. 

La fase primera la constituye la conquista del Reino de Jaén, que se 
prolonga desde 1224 (Quesada) hasta 1246 (Jaén) y, sobre esta base, con- 
solidó los avances que se venían realizando en el valle del Guadalquivir, en 
donde Córdoba había caído el 1236 en manos castellanas, y Sevilla lo haría 
el 1248. Alos antes (1244) el rey aragonés Jaime 1 y el heredero del trono 
castellano, Alfonso, habían firmado en Almizra un tratado por el que Cas- 
tilla se reservaba en exclusiva la tarea reconquistadora en Andalucía. 

A la conquista de los nuevos territorios, realizada inicialmente según 
un sistema de capitulaciones en las que se respetaban los derechos de las 
poblaciones existentes, sucedió un proceso de repartimientos de casas y 
tierras, cuando la sublevación de los mudéjares (1264) obligó a la despo- 
blación masiva. 

Estos repartimientos fueron determinantes en la fijación de una estruc- 
tura de propiedad cuyas huellas han llegado hasta nuestros días, ya que 
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permitió la existencia de grandes propiedades, de las que los principales 
beneficiarios fueron las Ordenes Militares, la Iglesia y la nobleza, de 
acuerdo con los servicios prestados en las tareas reconquistadoras o de las 
funciones que se les asignasen en la defensa de las nuevas fronteras. 

De todos modos, también las clases populares tuvieron acceso a la 
propiedad de las nuevas tierras, bajo la forma de heredamientos, aunque 
con la obligación de fijarse en sus tierras y, con ello, asegurar la defensa 
de los nuevos territorios. Según estudios realizados para Sevilla los repar- 
timientos hicieron posible que casi el 90 por 100 de las tierras repartidas 
fuera a parar a beneficiarios entre los que eran mayoría los que recibieron 
lotes que iban de las 30 a las 100 ha. 

Todas estas fórmulas de repartimiento no sirvieron para impedir la 
fuerte despoblación que se inició desde la sublevación múdejar de 1264, 
con lo que se acentuó la tendencia a la concentración de la propiedad y 
al absentismo de los grandes propietarios. La gran crisis demográfica del 
siglo xIv (Peste Negra, en 1348) no hizo sino empeorar la situación. 

Por lo demás, las fórmulas de reparto dieron la base material de un 
sistema señorial (nobiliario o eclesiástico) que fue pieza decisiva en la 
organización del nuevo Estado, ya que aseguraba el control militar y po- 
lítico de extensos territorios de frontera, aseguraba una posición de pree- 
minencia y una fuente de ingresos a la nobleza, y mantenía la necesaria 
jerarquía política, sin obligar a la Corona a esfuerzos centralistas. Estas 
circunstancias ayudan a entender el acusado proceso de señorialización 
que se registra durante los siglos XIV y XV, y que marcará profundamente 
a la zona occidental de Andalucía. 

La Monarquía pareció dedicar lo mejor de sus desvelos a la organiza- 
ción y control de las ciudades, en donde confluían los intereses oligárqui- 
cos (nobleza y clero), con los de las clases populares y la misma 
Monarquía. Ésta terminaría por imponer un sólido control de las institu- 
ciones locales a través de regidores y corregidores. Los concejos munici- 
pales, en cualquier caso, manifestaron un fuerte dinamismo en sus 
primeros años y la constitución de Hermandades, que rebasaron el marco 
estricto de la política local y fueron protagonistas destacadas de las accio- 
nes militares de frontera, son buena prueba de ello. 

Desde el punto de vista político-militar, los últimos años del siglo XII 
y la primera mitad del siguiente están dedicados a la «batalla del Estre- 
cho», con la que se esperaba taponar la vía de acceso de los benimerines, 
último de los pueblos norteafricanos que pasaron a la Península en apoyo 
de los musulmanes. Será Alfonso XI el que logre ese objetivo después de 
su triunfo en la batalla del Salado (1340) y de la toma de Algeciras (1344). 
En realidad, las grandes empresas conquistadoras habían quedado parali- 
zadas a finales del siglo anterior. 


La guerra de Granada y la cuestión morisca 


La conquista del valle del Guadalquivir por los castellanos había sido 
coetánea con el nacimiento del reino de Granada, fundado por un rey de 
Arjona, al que Fernando III había obligado a desalojar Jaén y a que le 
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prestase vasallaje. Desde entonces, y hasta finales del siglo XV, se pro- 
longó una entidad política, establecida sobre unas tierras densamente po- 
bladas, y en la que la cultura y las artes alcanzaron nuevos momentos 
culminantes. Aunque siempre estuvo claro el carácter residual de esta en- 
tidad política, las dificultades del terreno, las disensiones en la Monarquía 
castellana, y las dificultades para absorber una población tan densa, y 
homogénea en lo religioso, cuentan entre los motivos que explican la 
fuerte diferencia cronológica que existe entre la conquista castellana de las 
dos zonas de Andalucía. Sólo algunas acciones aisladas, como la toma de 
Antequera (1410), la batalla de la Higueruela (1431) —de tan profundo 
eco en el romancero— y la toma de Archidona (1462), servían para alen- 
tar los afanes conquistadores, que empezaban a gozar de un cierto eco 
popular. 

El asalto al reino de Granada no se acometió, sin embargo, hasta que 
los Reyes Católicos concluyeron una política de pacificación entre los no- 
bles andaluces, que resultaba indispensable para preparar el ataque a la 
zona oriental de Andalucía. La guerra comienza con la toma de Zahara 
por Muley Hacén y la réplica cristiana de la toma de Alhama (1482), que 
da paso a una serie metódica de conquistas de plazas que minan la capa- 
cidad de resistencia de los granadinos. Alora (1484), Ronda (1485), Loja, 
Illora y Moclin (1486), Vélez y Málaga (1487), Baza (1490), Guadix y 
Almería, son las etapas que conducen a la rendición de Granada (1492) y 
al fin del poder musulmán en la Península y, desde luego, en Andalucía, 
que empieza a recibir esa denominación a partir de esas fechas. 

Quedan, sin embargo, muchos musulmanes, que reciben garantías, en 
las capitulaciones de rendición, de respeto a sus propiedades, costumbres 
y prácticas religiosas, pero que no tardarán en experimentar problemas de 
integración en la nueva sociedad. De ahí la sublevación de 1501 y el le- 
vantamiento de 1568, que daría lugar a una encarnizada guerra de tres 
años en la Alpujarra. Las cicatrices del conflicto no cerrarían nunca y 
condujeron a la expulsión general de los moriscos, dictada el 1610. 

Con anterioridad a esta crisis étnico-religiosa, la expulsión de los ju- 
díos, en 1492, causó graves perjuicios en la vida andaluza, especialmente 
en su parte occidental. 

La ocupación de la Andalucía oriental se hizo en condiciones muy di- 
ferentes a las que se dieron tras la conquista del valle del Guadalquivir y 
eso marcó decisivamente las diferencias entre ambas zonas de Andalucía. 
En lo que había sido reino de Granada la Monarquía castellana mantuvo 
un control más fuerte y directo, mientras que la fuerte densidad de pobla- 
ción dificultó el establecimiento de señoríos asentados sobre grandes lati- 
fundios. 


La puerta de América 


Dentro del escenario andaluz, la atención se desplazaría muy pronto 
hacia el occidente porque, ese mismo año 1492, Colón había encontrado 
tierras del continente americano, acompañado de un fuerte contingente de 
andaluces, y porque sería Sevilla, después de la fundación de la Casa de 
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Contratación en 1503, la que habría de transformarse en la llave de las 
comunicaciones con el nuevo mundo, y en uno de los centros económicos 
y financieros más importantes de Europa. 

Vivió entonces la baja Andalucía la época de su mayor esplendor, pero 
también fue rápida la comprobación de que los capitales sólo pasaban por 
tierras andaluzas y apenas contribuían a la dinamización económica de la 
región. El comercio benefició especialmente a Sevilla y Cádiz, que serían 
polo de atracción de comerciantes venidos de todos sitios (fue muy im- 
portante la colonia genovesa), pero también Córdoba y Jaén experimen- 
taron un auge alentado por aquella corriente comercial. 

En el plano político sostuvieron con lealtad a la nueva Monarquía y se 
negaron a secundar el movimiento comunero en 1520. Más adelante, man- 
tuvieron su respaldo a unas empresas exteriores en el norte de Europa 
que ayudaron a confirmar el desplazamiento hacia el bajo Guadalquivir 
del eje básico de la vida económica. 

Andalucía sufrió muy especialmente la crisis del siglo xvIt, sometida, 
como estaba, a las oscilaciones de la coyuntura económica y a la inflación, 
agravada por epidemias (1637, 1649, 1677 y 1685), pérdidas de cosechas y 
motines de hambre (1652), y por agitaciones nobiliarias, como el delirio 
independentista del noveno duque de Medina Sidonia, que ponían al des- 
cubierto la debilidad de la Monarquía, Andalucía experimentó, por lo de- 
más, una intensificación del proceso de señorialización a costa de las villas 
realengas y de la libertad de los municipios. 

En ese panorama, el cambio de siglo trajo un relevo dinástico que 
costó la pérdida de Gibraltar (1704), pero que sirvió para contener a las 
oligarquías locales, aunque no disminuyeron las tensiones sociales (ban- 
dolerismo y marginación), ni lo que era uno de sus focos más caracterís- 
tico: el proceso continuado de concentración de la propiedad. El comercio 
americano, desplazada la Casa de Contratación de Sevilla a Cádiz desde 
1717, permitió grandes ganancias que, por lo general, se desviaron hacia 
la Deuda Pública y las propiedades rurales. 

También tiene importancia en esta época el impulso ilustrado, del que 
hay una temprana manifestación en la fundación, en 1697, de la Real 
Sociedad Médica Hispalense, que desencadenaría la polémica de los no- 
vatores contra los tradicionales, y las repoblaciones en el camino de Sevilla 
a Madrid (La Carlota, La Luisiana, La Carolina), bajo la dirección del 
intendente Olavide, autor en 1769 de un Informe sobre la Ley Agraria, 
que es pieza clave para ilustrar el problema central de Andalucía: las de- 
sigualdades en la propiedad de la tierra. 


Revolucionarios y románticos 


El tránsito al siglo XIx se hizo con la trágica experiencia de la aparición 
del cólera en las tierras andaluzas, a lo que vendría a sumarse el desastre 
de la guerra con Inglaterra, con las derrotas de Cabo San Vicente (1797) 
y Trafalgar (1805), que supondrían el casi completo colapso del comercio 
con América. 

Andalucía fue, a partir de 1808, escenario forzado de una resistencia 
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militar y política que sentó las bases, a partir de la Constitución de Cádiz 
de 1812, de la revolución liberal española. Andalucía, en todo caso, quedó 
esquilmada tras los tres años de ocupación francesa, y las transformaciones 
de la vida económica europea iban a conducirla paulatinamente a una 
condición cada vez más marginal, a medida que se alejaba de un proceso 
de industrialización que apenas si quedó esbozado con el auge de la mi- 
nería en las tierras andaluzas, y las primeras empresas siderúrgicas mala- 
gueñas. Sin embargo, las esperanzas de una posible industrialización 
andaluza, se habían frustrado ya a mediados de siglo. 

Esta marginación no impidió que la nueva mentalidad romántica, que 
se difundía por toda Europa, convirtiese a Andalucía en paradigma de 
toda España, como antes lo había sido Castilla. Los viajeros de aquellos 
años (Gauthier, Mérimée) difundieron muchos de los elementos pintores- 
cos que aún sirven para caracterizar lo andaluz. 

La gran modificación en el siglo xix andaluz residió en el proceso de- 
samortizador, que se prolonga durante los dos tercios finales del período. 
Aunque los territorios de propios y comunes eran más extensos que 
las tierras de la Iglesia, fueron éstas las inicialmente afectadas por el pro- 
ceso desamortizador y las que más importancia económica tuvieron. El 
proceso se acometió sin otro ánimo que el de sustituir la vieja estructura 
señorial por un nuevo entramado en el que los nuevos propietarios de 
la tierra, burgueses y nobles, detentaban también la plenitud del poder 
político. 

El balance del proceso desamortizador resulta difícil de establecer, 
pero parece probado que se tradujo en un incremento de la productividad, 
sin que se alterase apenas la estructura de la propiedad, ni se remediase 
la condición de las masas campesinas. Eso ayuda 'a entender estallidos de 
protesta como el acaudillado el 1861 por Pérez del Alamo en Loja. 

La marginación económica y los desequilibrios sociales crearon un 
caldo de cultivo en el que se desarrollaron formas extremas de protesta, 
con una fuerte implantación de las ideas anarquistas, que ya operaban en 
la revuelta cantonalista de 1873 y en el episodio jerezano de la Mano 
Negra. 

Andalucía entró, por tanto, en el siglo xx en un clima de profunda 
crisis social, crudamente reflejada en las páginas dedicadas por Azorín a 
la carestía del año 1905. La reforma agraria se exigía ya con un grado de 
exasperación apenas contenido por la efímera mejora que trajo la guerra 
europea, o por la implantación de la República en 1931. La matanza de 
anarquistas en Casas Viejas (enero de 1933), es la triste ilustración del 
clima de angustia y rabia que se vivía en el campo andaluz. 

La guerra civil (1936-1939) provocó grandes violencias en ambos ban- 
dos, y dividió las tierras andaluzas de una forma prolongada, ya que el 
gobierno republicano mantuvo el control de casi toda la zona oriental, con 
la excepción de las ciudades de Málaga y Granada, hasta los momentos 
finales del conflicto. Aunque los frentes de guerra fueron escasamente 
na la ES el de la caída de Málaga— crearon mu- 

: , que la durísima represión de los vencedores tar- 
daría en apaciguar. 


ANDALUCÍA 61 


Los años más recientes, en los que lo más significativo ha sido el in- 
tenso proceso migratorio que se estudia en otras páginas, no han servido 
para modificar sustancialmente tan preocupante panorama de marginación 
y subdesarrollo. 


3. LA POBLACIÓN Y SU EVOLUCIÓN CONTEMPORÁNEA. 
LA ESTRUCTURA SOCIAL 


La población total de Andalucía, que estaba sobre los 3,5 millones a 
comienzos del presente siglo, superaba ligeramente los 6,1 millones en 
1975 y alcanzaba los 6,4 millones en el censo de 1981. Era el fruto de un 
constante crecimiento, iniciado en el siglo XVIII, a cuyo final se había lle- 
gado con una población cercana a los dos millones de habitantes. 

Las cifras de distribución provincial de la población andaluza han sido 
elaboradas por Josefina Cruz Villalón y Antonio López Ontiveros, a partir 
del Censo de Población de 1981, en el cuadro que se ofrece a conti- 
nuación: 


CUADRO 1.—Distribución provincial de la población 


Densidad 


Almedina aoiot 405.313 46 

[CAVA Va EAS SA TO 1.001.716 136 

(CODA ts MT AZ VS, 5 

EEE EA 761.734 61 

ETA o rt 414.492 41 

TA 627.598 46 
e AA IA 1.036.261 


....o.o... .......o 


.oo..........o 


Se trata, en realidad, de un crecimiento no muy acusado, ya que se ha 
mantenido en niveles inferiores a los nacionales, lo que ha determinado 
que la población andaluza haya bajado en importancia relativa con res- 
pecto al conjunto de la población nacional. Si en 1950 los andaluces cons- 
tituían el 20 por 100 de la población española, la proporción había bajado 
en 1960 al 19 por 100, y en 1970 ya suponían tan sólo el 17,5 por 100 del 
total nacional y esta proporción, que es idéntica a la que representa 
la extensión territorial andaluza, ha bajado al 17 por 100 en el censo 
de 1981. 

Mientras que la población absoluta española se había incrementado 
entre 1950 y 1980 en un 34,2 por 100, la población andaluza sólo lo había 
hecho en un 14,9 en el mismo período y, si se observa la evolución por 
provincias durante el mismo período, sólo dos de ellas estaban por encima 
del porcentaje nacional (Cádiz, 43 por 100; Málaga, 38,2 por 100), mien- 
tras que Sevilla lo igualaba. Las restantes quedaban muy lejos en sus in- 
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crementos (Almería, 13,4 por 100; Huelva, 12,6 por 100), o incluso sufrían 
pérdidas absolutas (Jaén, 18 por 100; Córdoba, 8,3 por 100; y Granada, 
2,7 por 100) de población. 

El crecimiento natural, cuando se produjo, se basó en las fuertes tasas 
de natalidad (por encima del 30 por 100) que se mantuvieron durante el 
primer tercio del presente siglo, y que no conocieron un descenso signifi- 
cativo hasta después de la guerra civil, situándose en la década de los 
cuarenta en torno al 24 por 1.000 y asegurando un fuerte crecimiento 
vegetativo, ya que la tasa de mortalidad andaluza se situó, desde comien- 
zos de los años cincuenta, por debajo de la media española. Con todo, el 
crecimiento natural de la población andaluza, que en la década de los 
cincuenta supuso un 26,18 por 100 del crecimiento natural español, bajó 
al 23,75 por 100 en la década siguiente, y al 21,02 por 100 en la década 
de los setenta, según se desprende de datos ofrecidos por Carmen Ocaña 
y Eusebio García Manrique. 

En cualquier caso, este proceso de crecimiento, aunque débil, se vio 
contenido por las corrientes migratorias, que se aceleraron desde comien- 
zos de la década de los sesenta y que no remitieron hasta el segundo 
tercio de la década de los setenta, como consecuencia de la crisis econó- 
mica general. Cabe estimar que Andalucía ha perdido unos dos millones 
de habitantes en el siglo xx como consecuencia de estos procesos migra- 
torios y, en las pirámides de edad y sexo de la población andaluza, se 
pone de manifiesto por un claro estrechamiento de los grupos compren- 
didos entre veinticinco y cuarenta y cinco años. 

De acuerdo con las cifras de Ocaña y García Manrique, los 200.000 
emigrantes de la década de los cuarenta, pasaron a ser 583.000 en la si- 
guiente y 847.000 en la de los sesenta, provocando 'un volumen de emi- 
grantes superior a la población de cualquiera de las provincias andaluzas. 
Las cifras totales de la emigración andaluza en la década de los sesenta 
se habían acercado al número total de los andaluces emigrados durante 
los cincuenta primeros años de este siglo (942.000). 

Las cifras proporcionadas por García Barbancho sobre la participación 
provincial en ese proceso migratorio permiten señalar que el saldo migra- 
torio arrojó pérdidas netas para todas las provincias andaluzas durante el 
período 1950-1980, y que la de Jaén ha tenido el liderato absoluto en ese 
triste proceso, al que brindó, en la década de los cincuenta y en la de los 
setenta, más de la cuarta parte del caudal migratorio andaluz. Sólo en la 
década de los sesenta, Córdoba consiguió igualar el número de emigrantes 
jiennenses. 

Consecuencia inmediata de este acusado proceso de emigración ha sido 
un notable envejecimiento de la población andaluza, aunque el manteni- 
miento de una tasa de fecundidad alta ha permitido que, a comienzos de 
la década de los setenta, siguiera siendo más joven que el conjunto de la 
población nacional. Frente a un 31,6 por 100 de andaluces menores de 
quince años, y un 8,7 por 100 mayores de sesenta y cinco años, los por- 
centajes nacionales eran del 27,8 y 9,7 por 100 respectivamente en 1970. 
También ha aumentado el índice de dependencia, que fija la relación en- 
tre población activa e inactiva. 
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El comportamiento demográfico andaluz parece haberse modificado 
desde mediados de la década de los setenta, con el frenazo a la corriente 
migratoria (en la primera mitad de esa década habían salido todavía de la 
región 260.000 personas) y por el menos acusado descenso del índice de 
natalidad andaluz con respecto al nacional, lo que se ha traducido en un 
crecimiento de 300.000 habitantes entre 1975 y 1981. Este crecimiento, en 
todo caso, no ha sido suficiente para impedir que siguiese aumentando el 
índice de envejecimiento de la población andaluza durante esos años. 


Efectos en el espacio regional andaluz 


Con una densidad media en 1981 (73,8 habitantes por kilómetro cua- 
drado) ligeramente inferior a la nacional (74,7), Andalucía presenta agu- 
dos contrastes, intensificados por los procesos migratorios, en los que las 
bajas densidades (inferiores a 25 habitantes por kilómetro cuadrado) son 
generalizadas en los sistemas montañosos y en la Andalucía oriental, 
mientras que las más altas densidades se registran en los términos muni- 
cipales de las capitales de provincia, así como en buena parte de la fa- 
chada costera de Cádiz y en toda la costa malagueña, tan beneficiadas por 
el turismo. Las tierras olivareras del sur de la depresión del Guadalquivir 
y las campiñas cultivadas constituyen las zonas en la que se encuentran 
más generalizados los valores medios (de 50 a 100 habitantes por kilóme- 
tro cuadrado). 

Ocaña y García Manrique han confeccionado el cuadro, que se ofrece 
a continuación, sobre la participación de las diferentes provincias andalu- 
zas en el proceso migratorio y la evolución de sus respectivas densidades. 


CUADRO 2.—Evolución de los saldos migratorios y de las densidades 
provinciales 


Saldos migratorios 


Densidades Hab/Km? 


Almera ad ajo 262.081 43.315 
Granada 213.551 | 156.994 
VEDA AORÁ A EARORATA 212.199 | 183.201 
Malas 0 136.378 25.218 
Cadiz O 4.505 97.553 
Córdoba. e ns 112.838 | 183.116 
Huelva rare — 43.976 


Sella oa ae — 113.980 


La diferencia que hoy existe, a favor de las provincias de Andalucía 
occidental, en cuanto al volumen de población y a densidades, supone una 
inversión de la situación con respecto a lo que ocurría a mediados del 
siglo pasado, fenómeno que resulta tanto más acusado si se tiene en 
cuenta que, dada la casi nula importancia de los poblamientos costeros en 
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aquella época, resultaba una clara manifestación del predominio demográ- 
fico de las zonas montañosas de la Andalucía oriental, lo que las convirtió 
en foco casi absoluto del caudal migratorio andaluz anterior a 1960, y 
favoreció la supremacía actual de la Andalucía occidental. Z y 

La aceleración de las emigraciones, a partir de 1960, dejó a la región 
con unas tasas de crecimiento real claramente inferiores a las del creci- 
miento vegetativo, apenas compensado por la región extremo occidental 
de la depresión del Guadalquivir, y por la costa mediterránea, en donde 
se dan los casos extremos de fuerte atracción migratoria, que son la Costa 
del Sol malagueña, por causa del turismo, y la comarca almeriense del 
campo de Dalías, en donde se desarrollan los cultivos enarenados. 

Como ya se ha señalado, las provincias más afectadas por las corrientes 
migratorias fueron las de Córdoba, Granada y Jaén, que perdieron sus 
efectivos en el mundo rural pues, a las cifras absolutas de emigración, se 
unió el fenómeno de la absorción de población rural por parte de las 
capitales de las provincias. Eso ha determinado la pérdida de importancia 
de las agrociudades cordobesas en beneficio de la capital, que acumulaba 
en 1981 el 40 por 100 de la población de la provincia, o el crecimiento de 
Granada (34 por 100 de la población total de la provincia) en detrimento 
de los pequeños núcleos de población y de las cabeceras de las comarcas 
del interior. 

Por el contrario, las cifras de más acusado crecimiento de población 
en el siglo Xx corresponden a las provincias en donde ha sido más intenso 
el proceso de urbanización. Ese es el caso de Sevilla, Cádiz y Málaga, 
aunque estas dos últimas tuvieron que superar situaciones de estanca- 
miento ocasionadas por crisis agrarias o por el impacto del fenómeno mi- 
gratorio. Huelva experimentó un crecimiento muy lento, mientras que el 
de Almería fue casi nulo. Ambas capitales, en cualquier caso, han doblado 
su población con respecto a las magnitudes de 1950, y acogen en torno a 
un tercio del total de la población de sus respectivas provincias. 

Si se toma como referencia la organización comarcal, sólo una quinta 
parte de ellas manifiestan actualmente un cierto dinamismo demográfico, 
y se corresponden con las que albergan a las capitales de provincia o 
grandes ciudades, o las que se dedican al turismo o a los cultivos intensi- 
vos o de primor. Un 44 por 100 de las comarcas, en su mayoría monta- 
ñosas, experimenta, sin embargo, fuertes tasas de decrecimiento que 
ponen en peligro su futuro. 


Poblamiento 


Las condiciones económicas y sociales de los últimos decenios han con- 
firmado un proceso de urbanización en el que Andalucía cuenta con una 
larga tradición, por las experiencias vividas durante las colonizaciones ro- 
mana y musulmana. 

En Andalucía predomina un tipo de poblamiento concentrado que se 
traduce en la proliferación de núcleos de población de más de 20.000 ha- 
bitantes, con apariencia de entidades urbanas aunque con una fuerte de- 
pendencia de las actividades agrarias. Estos núcleos son especialmente 
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numerosos conforme se avanza hacia el oeste en la parte sur de la depre- 
sión del Guadalquivir (Jaén, Córdoba, Sevilla y Cádiz). 

También existe una población fuertemente concentrada en la costa ma- 
lagueña. Especial importancia tienen los núcleos de población que orlan 
las bahías de Cádiz y de Algeciras. 

Los núcleos con poblaciones comprendidas entre 10.000 y 50.000 ha- 
bitantes significaban en 1950 un 34 por 100 del total regional, mientras 
que esa proporción bajaba al 21,4 por 100 en el total español. Ese tipo 
de poblamiento concentrado se simultaneaba con un tipo de hábitat dis- 
perso —ahora en decadencia— representado por los cortijos que se espar- 
cen entre las diferentes poblaciones, y que era manifestación del carácter 
proletario de la población rural de la Andalucía occidental, ahora muy 
disminuida. 

Las poblaciones de más de 50.000 habitantes, que en 1950 albergaban 
un 27 por 100 del total de la población de la región, han pasado a signi- 
ficar en 1981 un 44 por 100, mientras que las poblaciones entre 10.000 y 
50.000 habitantes han descendido al 28,4 por 100. Este tradicional sistema 
de poblamiento concentrado se ha visto acentuado, en el presente siglo, 
por la importancia que la población de las capitales ha adquirido sobre el 
total de la población de las diferentes provincias. 

Los casos más significativos son los de Sevilla y Málaga, cuyas capitales 
acogen a la casi mitad de las poblaciones de sus respectivas provincias, 
pero el crecimiento ha sido también significativo en Córdoba, Almería, 
Huelva y Granada, mientras que Jaén y Cádiz han experimentado una 
menor variación, como corresponde a provincias en las que existen nú- 
cleos de población de un volumen análogo al de la capital. 

La evolución del resto de los núcleos de población ha acentuado el pro- 
ceso de concentración del poblamiento a lo largo del presente siglo, de tal 
forma que las poblaciones de menos de 2.000 habitantes significaban en 1975, 
menos del 5 por 100 del total de las poblaciones en las provincias de Cádiz, 
Sevilla, Córdoba, Jaén y Málaga, mientras que Granada y Almería se dis- 
tanciaban de este modelo, al situarse por encima del 13 por 100. 


La estructura social 


No es necesario insistir también aquí en la notable heterogeneidad de 
la sociedad andaluza ni subrayar la importancia de algunos factores que, 
como los intensos procesos migratorios o el alto grado de urbanización, 
han sido ya tratados en otros apartados de este mismo capítulo. Si cabe, 
en todo caso, advertir que los grandes indicadores socioeconómicos seña- 
lan un retroceso andaluz desde comienzos de la década de los sesenta 
hasta principios de los ochenta, con una pérdida de más de un punto 
porcentual en el PIB español, y con una renta per cápita inferior al 75 
por 100 de la media nacional. 

Ello se ha producido después de una profunda alteración en la estruc- 
tura del empleo por sectores ya que, frente a un 56,7 por 100 de traba- 
jadores en la agricultura y la pesca en 1955, la proporción bajó al 19,9 en 
1985. Por el contrario, y en el mismo período de tiempo, el sector de los 
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servicios creció desde un 21,3 a un 53,1 por 100. El sector industrial, que 
pareció aumentar sus puestos de trabajo a finales de los sesenta, ha per- 
manecido estancado, mientras que ha sido más acusado el crecimiento 
en la proporción de trabajadores de la construcción (de un 6,4 a un 
11 por 100). 4 

El mayor de los azotes de la sociedad andaluza, en cualquier caso, es 
el paro, siempre superior a la media nacional, y exacerbado desde que se 
interrumpió la corriente migratoria. En 1983 había doblado su proporción 
con respecto a 1975 y equivalía a un 24,7 por 100 de la población activa 
andaluza, y superaba en más de seis puntos la media nacional, aunque la 
diferencia se acercaría los diez puntos en 1985, cuando el paro alcanzó a 
un 31 por 100 de la población activa. Aunque esta última cifra deba ha- 
cerse compatible con el desarrollo de una fuerte «economía sumergida», 
Andalucía se ha puesto a la cabeza de las regiones de la Comunidad Eu- 
ropea por el número de parados, muchos de ellos jóvenes a la búsqueda 
del primer empleo. 

Un elemento clave en la caracterización de la estructura social anda- 
luza es, desde luego, la existencia de una estructura de propiedad agraria 
que se traduce en la coexistencia del latifundio y del minifundio, y que se 
convierte un factor de proletarización (70 por 100 de los empleos en 1980) 
de los trabajadores agrícolas, afectados por el paro en un alto porcentaje 
(superior al 50 por 100 en algunas poblaciones). 

También los trabajadores de la industria se han visto afectados por la 
crisis de los setenta, ya sea por el carácter escasamente dinamizador de 
las industrias predominantes (minería, industrias agro alimentarias y cons- 
trucción), como por la escasa entidad de muchas de esas empresas, como 
se pone de manifiesto en el hecho de que, a comienzos de los ochenta, 
casi un 90 por 100 de las empresas andaluzas ocupaban a menos de 20 
empleados. De ahí que los años más agudos de la crisis (1974-81) hayan 
supuesto la pérdida de casi 80.000 puestos de trabajo en las industrias 
andaluzas. 

Una visión general de los principales indicadores socioeconómicos que 
sirven para fijar el nivel de vida revela unos índices ordinariamente más 
bajos que las medias nacionales, estableciendo unas distancias que se 
acentúan cuando se toman referencias provinciales o comarcales para la 
fijación de esos índices. De ellas se desprende que las zonas más depri- 
midas corresponden a la Andalucía montañosa, lo que afecta especial- 
mente a las provincias orientales de Granada, Jaén y Almería. 

En cuanto a la estructuración de la sociedad andaluza en clases socia- 
les, ésta se halla fuertemente condicionada por la tradicional importancia 
que el sector agrario ha tenido en el conjunto de la vida económica an- 
daluza. Las clases altas han coincidido tradicionalmente con una minoría 
de terratenientes —alguien la ha estimado en 50.000 propietarios, para 
comienzos de la década de los ochenta— mientras que la inmensa mayoría 
de los trabajadores agrícolas lo eran en condición de asalariados y se si- 
tuaban en las clases bajas de la sociedad. 

Las alteraciones recientes en la distribución de la población trabaja- 
dora andaluza han consistido, fundamentalmente, en un fuerte crecimiento 
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del sector de los servicios, pero no como consecuencia de las necesidades 
de atención de una industria que apenas ha incrementado su capacidad de 
atraer mano de obra, sino en actividades de hostelería y servicios perso- 
nales, con un fuerte carácter de marginalidad. De ahí que, también en ese 
sector servicios, predominen los trabajadores con muy escaso nivel de 
renta. 

Las clases medias, por último, que deben significar poco más de un 
tercio de la sociedad andaluza, no han encontrado otros apoyos para su 
consolidación que las actividades en ese sector de los servicios, especial- 
mente en el comercio y en la función pública. 

Un panorama, en suma, en el que las transformaciones de la sociedad 
no parecen descansar en modificaciones profundas de la estructura eco- 
nómica, y que mantienen a Andalucía en condiciones de verdadero sub- 
desarrollo. 


4. INSTITUCIONES POLÍTICAS AUTONÓMICAS. 
VIDA POLÍTICA 


El Estatuto de Autonomía de Andalucía, promulgado por la Ley Or- 
gánica 6/81, de 30 de diciembre de 1981, constituye la pieza básica de una 
nueva organización política, establecida al amparo de la Constitución es- 
pañola de 1978. En sus dos primeros Títulos establece las competencias 
de la Comunidad Autónoma y la Organización Institucional de la misma, 
mientras que los cuatro restantes se refieren a materias judiciales, Ha- 
cienda, relaciones con la Administración central y otras administraciones 
autonómicas, y reforma del propio Estatuto. 

De acuerdo con esa organización, «la Junta de Andalucía es la insti- 
tución en que se organiza políticamente el autogobierno de la Comunidad 
Autónoma. La Junta de Andalucía está integrada por el Parlamento, el 
Consejo de Gobierno y el Presidente de la Junta» (art. 24, 1). Por otra 
parte, existe un Tribunal Superior de Justicia de Andalucía que, «sin per- 
juicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culmina la 
organización judicial en el territorio andaluz (art. 24, 2). 

El Parlamento tiene entre 90 y 110 diputados, que son elegidos por 
cuatro años, por el mismo sistema con el que se realizan las elecciones 
para el Congreso de los Diputados. Entre las competencias más destacadas 
del Parlamento están (art. 30) el ejercicio de la potestad legislativa propia 
de la Comunidad Autónoma, así como el de las facultades normativas 
atribuidas a la misma, la aprobación de los presupuestos, el control de la 
acción del Consejo de Gobierno, la potestad de establecer tributos, y la 
elección del presidente de la Junta. 

El Consejo de Gobierno «es el órgano colegiado que ostenta y ejerce 
las funciones ejecutivas y administrativas» (art. 34), de acuerdo con un 
régimen jurídico y administrativo regulado por el Parlamento, ante el que 
responde políticamente (art. 36). De acuerdo con el Decreto de Presiden- 
cia 130/1986, de 30 de julio, se reestructuró la composición del Consejo 
de Gobierno y, junto a la Presidencia de la Junta de Andalucía, se for- 
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maron consejerías de Presidencia, Gobernación, Economía y Hacienda, 
Trabajo y Bienestar Social, Obras Públicas y Transporte, Fomento y Tu- 
rismo, Agricultura y Pesca, Salud, Educación y Ciencia, y Cultura. 

El presidente de la Junta, elegido de entre los miembros del Parla- 
mento, ante el que es responsable políticamente, «dirige y coordina la 
actividad del Consejo de Gobierno, coordina la administración de la Co- 
munidad Autónoma, designa y separa a los Consejeros, y ostenta la su- 
prema representación de la Comunidad Autónoma, y la ordinaria del 
Estado en Andalucía» (art. 35). 

Este edificio autonómico empezó a levantarse con la aprobación de la 
Ley de la Reforma Política, el 4 de enero de 1977, que hizo posible la 
promulgación de un real Decreto Ley, de 27 de abril de 1978, por el que 
se estableció un régimen preautonómico para Andalucía en el que se 
creaba la Junta de Andalucía y se preveía la constitución de una Comisión 
Mixta (Administración del Estado/Junta de Andalucía) para la transferen- 
cia de atribuciones al nuevo ente autonómico. 

En las dos primeras .elecciones generales legislativas celebradas en Es- 
paña después de la restauración de la democracia, Andalucía repartió muy 
equilibradamente sus preferencias entre el partido entonces en el Go- 
bierno, la Unión del Centro Democrático (UCD), y el Partido Socialista 
Obrero Español (PSOE). 

En las primeras elecciones democráticas, celebradas el 15 de junio de 
1977, triunfó el PSOE en Andalucía, con un 35 por 100 de los votos 
emitidos y 27 escaños. Muy cerca estuvo la UCD, que recibió el 34 por 
100 de los votos y consiguió 26 escaños. El resto de la representación 
parlamentaria andaluza quedó en manos del Partido Comunista de An- 
dalucía (PCA), que consiguió 5 escaños con el 11 por 100 de los votos, y 
el Partido Socialista de Andalucía (PSA), que obtuvo 1 escaño con el 4,5 
por 100 de los votos. : 

El predominio de los dos partidos hegemónicos disminuyó ligeramente 
en las siguientes elecciones legislativas generales, que se celebraron el 
1 de marzo de 1979, pues el apoyo electoral al PSOE en Andalucía bajó al 
33,1 por 100, y el de UCD al 31,4, lo que se tradujo también en una 
disminución de sus escaños (23 y 24, respectivamente). Se registró, por el 
contrario un aumento del voto comunista, que permitiría la obtención de 
7 escaños con el 13 por 100 de los votos y, sobre todo, un fuerte incre- 
mento de los andalucistas, que llegaron hasta el 11 por 100 de los votos, 
que les valían 5 escaños parlamentarios. 

El panorama político andaluz se completaría, en este período preau- 
tonómico, con la celebración, el 3 de abril de 1979, de las primeras elec- 
ciones municipales en las que, con una mayor abstención, se acentúa el 
carácter izquierdista de los votantes pues el PCA, con un 17,6 por 100 de 
votos, resulta el único claramente beneficiado, mientras que los perjudi- 
cados son el PSOE, que baja al 30 por 100 de los votos, y Alianza Po- 
pular, que obtiene un 1,4 por 100 de los votos, que significaba la pérdida 
de un 70 por 100 de sus votos de un mes antes. 

Del conjunto de esas consultas quedaba claro que la posibilidad de un 
sistema bipartidista había caducado, y que el pluralismo se consolidaba, 
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pese a la polarización de un electorado que siempre había otorgado más 
del 60 por 100 de los sufragios a los dos partidos hegemónicos. 

La acción de los parlamentarios andaluces y la normalización de la vida 
política local dinamizaron las reivindicaciones autonómicas y, de las vías 
constitucionales existentes para el acceso a la autonomía (arts. 143 ó 151), 
el referéndum de 28 de febrero de 1980 puso de manifiesto la mayoritaria 
voluntad de los andaluces para acceder a su autogobierno a través del art. 
151. Todas las provincias andaluzas, salvo Almería (42,4 por 100), regis- 
traron una mayoría absoluta de electores favorables a dicha vía, y provo- 
caron una delicada situación constitucional y política que dañó gravemente 
al partido del Gobierno. 

El texto del Estatuto sería finalmente aprobado por abultada mayoría 
en otro referéndum celebrado el 20 de octubre de 1981, en el que hubo 
una muy discreta participación de electores, y sería promulgado como Ley 
Orgánica 6/81 de 30 de diciembre de 1981. 

Se iniciaba así una trayectoria de autogobierno que permitió, el 23 de 
mayo de 1982, celebrar las primeras elecciones para miembros del Parla- 
mento andaluz. De los 109 diputados elegidos, 66 correspondieron al 
PSOE, que recibió casi millón y medio de votos, lo que equivalía al 52,8 
por 100 de los emitidos. Los escaños restantes se repartían entre Alianza 
Popular (AP), que obtenía 17, que era también su porcentaje de voto; la 
UCD, con 15 escaños y un 13,1 por 100 de votos; el PCA, con 8 escaños 
y un 8,6 por 100 de votos; y el PSA, que obtuvo 3 escaños con un 5,4 
por 100 de los votos. La participación se había situado en un 66,2 por 100 
de los 4.342.408 electores que componían el Censo. 

Las elecciones autonómicas de mayo de 1982 suponen un punto de 
inflexión en el comportamiento electoral pues significaron el inicio de un 
fuerte desplazamiento electoral en beneficio del PSOE y de AP, mientras 
que dejaban constancia del hundimiento de la UCD, que perdía 565.000 
votos (el 60 por 100 de sus votantes en las legislativas de marzo de 1979). 
Los beneficiados eran el PSOE, que ganaba 512.000 electores (incremen- 
taba sus votos de 1979 en un 52 por 100) y, sobre todo, AP que incre- 
mentaba sus cifras en 385.000 electores, lo que equivalía a casi quin- 
tuplicar los resultados que había obtenido en las legislativas de 1979. Tam- 
bién fueron muy significativas las pérdidas proporcionales de electores de 
1979 experimentadas por el PSA (52 por 100) y el PCA (38 por 100). 

La tendencia aún se acentuaría a favor del PSOE en las elecciones 
legislativas generales de 28 de octubre de ese mismo año 1982 pues el 
número de sus votantes se incrementó en otros 566.000, con lo que el 
partido dobló ampliamente la cifra de los que la habían votado en marzo 
de 1979. El crecimiento de AP no fue en esta segunda ocasión tan acusado 
pero, en números absolutos (273.000) había sextuplicado sus resultados de 
1979 y se había consolidado como la segunda fuerza electoral de la región. 
Si a eso se suma el hundimiento de la UCD, que perdió 170.000 electores 
más, y las nuevas pérdidas del PSA (77.000) y del PCA (32.000), no re- 
sulta extraño que muchos pensasen que la vida política andaluza se enca- 
minaba nuevamente hacia un sistema bipartidista. 

Los dos procesos electorales de 1982 habían significado una profunda 
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transformación del mapa político andaluz y dieron paso a la Prmeaer 
periencia de pleno autogobierno desde las instituciones autonómicas. El 
21 de junio de 1982 se celebró la sesión constitutiva del Parlamento an- 
daluz, que eligiría como presidente al socialista Antonio Ojeda, y el día 
30 el Parlamento aprobó que Sevilla fuera la capital del nuevo ente au- 
tonómico. e 

El candidato del PSOE a la Presidencia de la Junta, y presidente de 
la Junta desde junio de 1979, Rafael Escuredo, fue elegido como primer 
presidente del Gobierno andaluz el día 15 de julio y los consejeros to- 
maron posesión de sus cargos el 3 de agosto de ese mismo 1982. Ese 
gobierno se mantuvo hasta marzo de 1984, en el que cuestiones internas 
del PSOE llevaron a la dimisión de Rafael Escuredo y a la elección de 
José Rodríguez de la Borbolla como nuevo presidente. 

Los gobiernos socialistas han marcado, desde las elecciones autonómi- 
cas de mayo de 1982, unas directrices políticas en las que la iniciativa más 
ambiciosa, a la vez que polémica, tal vez sea la ley de Reforma Agraria 
de julio de 1984. 

Los comicios de 22 de junio de 1986, en los que confluyeron las elec- 
ciones generales legislativas y las de parlamentarios andaluces, no rectifi- 
caron sensiblemente el panorama existente de 1982, pero marcaron un 
retroceso del PSOE, especialmente acusado en el ámbito de la represen- 
tación autonómica. 

Por lo que hace referencia a las elecciones generales, los 42 escaños 
conseguidos por el PSOE en 1986 suponían la pérdida de sólo uno con 
respecto a 1982 y tampoco era muy importante la disminución del porcen- 
taje de votantes (56,4 de 1986, frente al 59,7 anterior). Las pérdidas del 
PSOE repercutieron en beneficio de la coalición comunista Izquierda 
Unida, que pasó a 3 escaños con el 7,9 por 100 de los votos, frente al 
escaño de 1982, obtenido con un 6,1 por 100 delos votos. Coalición Po- 
pular, mientras tanto, mantenía sus 15 escaños y apenas mejoraba su por- 
centaje de voto (22,4 en 1986, frente a 21,9 en 1982). 

Más acusadas fueron las oscilaciones en las elecciones autonómicas, 
realizadas con mayor participación que en 1982 (71,4 por 100 frente a 
66,2) pues el PSOE, que había obtenido un 52,6 por 100 de los votos en 
las anteriores elecciones autonómicas, vio reducida su aceptación hasta un 
46,4 por 100 en 1986, lo que supuso bajar desde los 66 escaños de 1982 a 
60. Pero, más significativo aún era el hecho de que 343.000 electores (un 
10 por 100 del total de votantes andaluces), que habían dado su voto al 
PSOE en las elecciones generales, desplazaron su voto hacia otras Opcio- 
nes en las elecciones autonómicas. 

La Coalición Popular apenas se benefició del antiguo voto de UCD y su 
21,8 por 100 de votos de 1986, que le proporcionaba 28 escaños, representó 
un decepcionante avance con respecto a los 17 escaños, y la misma cifra de 
porcentaje de votos, obtenidos por Alianza Popular en 1982. No resultó ex- 
traña la inmediata descomposición de la Coalición, como consecuencia de la 
defección de los diputados del Partido Demócrata Popular, de supuesta ins- 
piración democristiana, que formaron grupo aparte. 

Quienes sí se beneficiaron de la pérdida de voto socialista fueron los 
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componentes de la coalición Izquierda Unida, que obtuvieron 19 parla- 
mentarios, con un 17,6 por 100 de los votos. Suponía una fuerte progre- 
sión frente a los 8 escaños del PCA de 1982, obtenidos con un 8,6 por 
100 de los votos. El Partido Andalucista, que obtuvo 2 escaños con un 
5,8 por 100 de los votos, no lograba igualar los resultados del PSA en 
1982, con un 5,4 por 100 de los escaños y 3 parlamentarios. 

Las elecciones municipales de 1987 ratificaron el descenso del PSOE 
en los ayuntamientos de las principales capitales andaluzas, ya que fue 
generalizada la pérdida de la mayoría absoluta de que disponía hasta en- 
tonces, a la vez que posilitaba las funciones de partidos bisagra que podían 
realizar Izquierda Unida, el Partido Andalucista, o el Centro Democrático 
y Social. 

La imagen política de Andalucía después de los procesos electorales 
experimentados entre 1982 y 1987 permite hablar de la persistencia de un 
pluralismo polarizado en torno a dos partidos hegemónicos, aunque fuer- 
temente desequilibrados entre sí, ya que Alianza Popular parece haberse 
estabilizado en torno al 22 por 100 de los votantes y no se ha mostrado 
capacitada para amenazar la indiscutible primacía del PSOE, que no pa- 
rece expuesto a otros peligros que los que se pudieran derivar de sus 
propias tensiones internas. 


5. ESTRUCTURA ECONÓMICA 


Andalucía cuenta con una vida económica en la que el sector primario 
(agricultura y pesca) resulta predominante, especialmente en las provincias ' 
de Córdoba, Jaén, Granada y Almería. Las otras cuatro provincias cuen- 
tan con un desarrollo algo mayor de los sectores secundario (industria) y 
terciario (servicios). Tanto por su participación en el PIB (12,9 por 100 
del nacional en 1981) como por su renta per cápita (71,8 por 100 sobre la 
media nacional en 1979) Andalucía registra unas claras y persistentes con- 
diciones de atraso económico, aunque también son notables las transfor- 
maciones de su estructura económica en los últimos años. 

Los rasgos generales de la economía andaluza, en opinión de Manuel 
Martín Rodríguez, podrían resumirse en una notable desarticulación pro- 
ductiva, que se traduce en la escasa relación entre sus diversas actividades 
económicas, así como la desarticulación territorial que se deriva de la de- 
ficiencia de sus comunicaciones. A ellas habría que sumar las disparidades 
económicas intrarregionales y la escasa diversificación de sus actividades, 
así como la fuerte dependencia exterior. 

No son, por eso, extrañas las notables diferencias existentes entre la 
distribución sectorial del PIB nacional y el andaluz. Las oscilaciones más 
significativas se producen en el sector de agricultura y pesca (12 por 100 
sobre el total andaluz en 1981, mientras que sólo significa el 6,3 por 100 
del total nacional) y en industria (19 y 28,9 por 100, respectivamente). La 
proporción representada por la construcción y los servicios son ligera- 
mente superiores en el caso andaluz (8,7 y 59,3 por 100, respectivamente) 
que en la distribución nacional (7,5 y 57,3) para ese mismo 1981. 
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Agricultura 


Más de la quinta parte (21,4 por 100) de la población activa andaluza 
desarrollaba en 1982 su trabajo en el mundo agrario, lo que significaba 
una proporción claramente superior a la media nacional, que estaba en el 
16,1 por 100. Esa población activa agraria, que viene disminuyendo osten- 
siblemente desde mediados del presente siglo, está formada en su mayor 
parte por trabajadores asalariados, con la única excepción de Almería, en 
donde los cultivos de primor han permitido el predominio de los trabaja- 
dores agrícolas autónomos. 

De los casi 8 millones de Ha. de espacio agrario de que dispone la 
región, la superficie cultivada es de poco más de 4 millones, lo que supone 
una proporción superior a la nacional. En algunas provincias, como en 
Almería, Cádiz y Huelva, las superficies improductivas y no cultivadas 
superan con amplitud a las cultivadas pero, mientras que en Cádiz y, so- 
bre todo, en Huelva hay un considerable aprovechamiento forestal, más 
de la mitad de la superficie agraria almeriense corresponde a eriales y 
terrenos improductivos, lo que no impide que esta provincia cuente con 
algunos de los sectores más dinámicos de toda la agricultura andaluza. 

Los regadíos, que han registrado un fuerte incremento en los años 
posteriores a 1950, afectaban en 1985 a un 15,6 por 100 de la superficie 
agraria, pero su significado económico es considerablemente mayor. 


Productividad agraria 


A pesar del acusado carácter agrario de la economía andaluza, la pro- 
ductividad agraria provincial sólo supera a la media nacional en las provincias 
de Cádiz y Sevilla, fuertemente condicionadas por el régimen de grandes 
explotaciones, en la provincia de Jaén, gracias a la producción olivarera, y 
en Almería, debido a los brillantes resultados de los cultivos enarenados. Por 
el contrario, la productividad de Granada y Málaga, provincias con una agri- 
Cultura tradicional y con un régimen en el que predomina la pequeña pro- 
piedad, quedan muy por debajo de la media nacional. 

El régimen de propiedad, marcado, al igual que en el resto del país, 
por la convivencia entre el latifundio y el minifundio, tiene una notable 
influencia sobre el conjunto de la actividad agraria. Si se tiene en cuenta 
la distinción entre superficie total y superficie cultivada, se hace más pa- 
tente que la Andalucía occidental es la zona de predominio latifundista, 
con una fuerte proporción de explotaciones que superan las 200 Ha., 
mientras que en la parte oriental (Jaén, Granada y Málaga) tienen una 
considerable importancia las explotaciones con menos de 5 Ha. de super- 
ficie cultivada. 


Cultivos 


Los productos más significativos de la agricultura andaluza son el oli- 
var, la vid, el algodón y la remolacha. Al primero con más de 1,2 millones 
de Ha. cultivadas, según el Anuario de Estadísticas Agrarias de 1982, 
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corresponde la máxima implantación en las comarcas jiennenses de la ori- 
lla izquierda del Guadalquivir, especialmente las de Jaén y Martos, así 
como en los bordes montañosos de las campiñas cordobesas y sevillanas, 
y también en las comarcas sevillanas de Dos Hermanas, el Aljarafe, Los 
Alcores y Utrera. 

El viñedo, por su parte, no tiene tanta importancia por el volumen de 
su producción (ocupa unas 110.000 Ha.) como por el valor de la misma. 
Tiene su zona de máxima extensión en las campiñas cordobesas y en el 
condado de Huelva, que cuentan con las denominaciones de origen «Mo- 
riles-Montilla» y «Condado de Huelva», respectivamente. La zona de Je- 
rez, aunque inferior a las 15.000 Ha. de cultivo en tierras albarizas, que 
son las del vino de calidad, tiene una extraordinaria importancia econó- 
mica, como consecuencia del prestigio de la denominación de origen «Je- 
rez-Xerés-Sherry». 

En Andalucía oriental pueden destacarse, dentro de la menor impor- 
tancia de este cultivo, la producción de vino de Málaga, con esa denomi- 
nación de origen, y la zona de «vino de costa», en la Alpujarra granadina. 

Un caso aparte lo constituyen las 10.000 Ha. de regadío de los parrales 
de Almería, con una producción de uva orientada a la exportación, y que 
ha experimentado grandes dificultades en los últimos tiempos. 


Industria 


A pesar de una considerable industrialización reciente, el peso de la 
actividad industrial en Andalucía (8,9 por 100 del total de la producción 
nacional en 1981) no se corresponde con la importancia territorial de esta 
región ni con el número de sus habitantes. La situación es tanto más 
llamativa cuanto que las condiciones naturales andaluzas no constituyen 
un impedimento insalvable para el proceso de industrialización, ya que se 
beneficia de las posibilidades que brinda una población relativamente nu- 
merosa, una extensa fachada costera, y la existencia de recursos minerales 
de suficiente importancia. Por el contrario, la debilidad de sus recursos 
energéticos y las deficiencias de su red interior de comunicaciones, contri- 
buyen a la perduración de una situación que ha dejado marginada a An- 
dalucía del proceso de industrialización española. 

La producción minera ha ido perdido importancia progresivamente y 
se distribuye en dos grandes áreas que se corresponden con los dos siste- 
mas montañosos. En el de Sierra Morena tienen importancia los yacimien- 
tos de plomo de La Carolina y Linares y, sobre todo, las piritas de 
Huelva, fundamentales en la minería del cobre y que abastecen la indus- 
tria química de esa provincia. En las sierras béticas, destaca el yacimiento 
de hierro existente en Alquife (Granada). El valor añadido bruto de las 
actividades mineras de Andalucía representaban, en 1981, un 13 por 100 
del total español en esa rama de la producción. 

La creciente industrialización de los últimos años ha desembocado en 
un fenómeno de clara concentración geográfica de estas actividades, en las 
provincias de Sevilla, Cádiz y Huelva, cuyo valor acumulado de produc- 
ción significaba a finales de los setenta un 58,3 por 100 del total del valor 
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de la producción industrial regional y que. ocupaban, en 1984, e 54 
por 100 de la población activa industrial andaluza. También hay una fuerte 
concentración de especialidades, pues las industrias agroalimentarias, de 
transformados metálicos y químicas suponían también, para 1981, un 57,3 
por 100 del valor añadido bruto regional. La primera de ellas representaba 
en ese año más de la cuarta parte del total andaluz y más de un quinto 
del total español. pa 

La industria onubense, que es una de las más importantes provincias 
industriales, aparece muy polarizada en favor de la industria extractiva y, 
sobre todo, de la química, que es activada por aquella. Se trata, esta 
última, de una industria con un alto valor de producción, pero con escasa 
capacidad de generar empleo. ne 

Más diversificadas aparecen las actividades industriales en Cádiz, en 
donde existe una larga tradición de industria naval, y una industria quí- 
mica, instalada en el Campo de Gibraltar con criterios más políticos que 
económicos, y en Sevilla, en donde adquieren cierta importancia los trans- 
formados metálicos y las industrias alimentarias. 

Elemento indicativo de la debilidad de esa industrialización es la escasa 
capacidad de generar empleo, lo que en algunos casos, como ocurre en 
Málaga y en Granada, sólo se logra por la notable incidencia que la 
industria de la construcción adquiere en el conjunto de la actividad 
industrial. 


El sector servicios 


Se trata de la actividad de mayor crecimiento en los últimos años —re- 
presentaba un 59,3 por 100 del PIB regional en 1981—, aunque su valor 
esté por debajo (12,6 por 100 del total nacional en 1981) de lo que re- 
quiriría la región, y se ha visto fuertemente afectado por la interrupción 
de la tendencia migratoria y de la crisis de otros sectores económicos 
desde comienzos de la década de los setenta, lo que proporciona un fuerte 
tono de marginalidad a muchas de estas ocupaciones. Los subsectores con 
mayor peso económico en la producción nacional son, por este orden, los 
de la Administración Pública, la enseñanza y la sanidad, el comercio, y la 
hostelería, aunque todos ellos por debajo de lo que debería corresponder 
por su extensión y por el número de sus habitantes. 

No hay grandes desequilibrios en la estructuración de este sector en 
las diferentes provincias, aunque resulta claro el predominio de Sevilla y 
Málaga por el número de la población empleada en estas actividades. En 
el caso sevillano tiene especial importancia la ocupación en los servicios 
comunales, sociales y personales, mientras que Málaga manifiesta una 
clara especialización en las actividades turísticas. 

Los servicios comerciales se articulan en torno a las capitales de pro- 
vincia y, con menor intensidad, en unidades de población que van de los 
10.000 a los 30.000 habitantes. Estos centros son más numerosos en las 
campiñas del Guadalquivir y en las zonas costeras. 
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Turismo 


Se trata, en una proporción muy importante, de un turismo de masas, 
que ha experimentado un fuerte crecimiento en los últimos años, y que 
permite una capacidad de recepción global hotelera superior a las 200.000 
plazas, entre hoteles, hostales y “apartamentos. 

De ese total, más de la mitad corresponden a la provincia malagueña, 
lo que la convierte en la provincia líder en el sector de los servicios turís- 
ticos. El predominio malagueño es similar en lo que se refiere a disponi- 
bilidad de plazas hoteleras, pues contaba con casi 40.000 de las 75.000 
totales que existían en la región en 1984. 

Fuera de la costa y, especialmente, de la malagueña, el resto del atrac- 
tivo turístico depende de las ciudades monumentales del interior, como 
son Granada, Córdoba, y Sevilla. 


6. LA CULTURA 


No resulta nada fácil encerrar en tan corto espacio los muchos aspectos 
que cabría resaltar cuando se aborda esta cuestión ya que, como ha escrito 
Domínguez Ortiz, «la cultura andaluza es el resultado de la decantación 
de varios estratos culturales que se han sucedido por lo común importados 
por vías terrestres y marítimas, por métodos pacíficos y guerreros; todos 
ellos han sido asimilados, reelaborados y luego exportados a todos los 
confines de la Tierra como testimonio perenne de la creatividad anda- 
luza» ?. 

La cultura andaluza constituye una original interpretación de la evo- 
lución histórica mediterránea y occidental. Desde las oscuras migraciones 
prehistóricas, las colonizaciones mediterráneas o el clasicismo grecorro- 
mano, hasta la más occidental de las versiones del Islam. En la Edad 
Moderna el Renacimiento imperial da lugar a uno de los más importantes 
patrimonios clasicistas, que la Contrarreforma no extingue, sino que trans- 
forma y populariza en el arte religioso barroco. 

Por todo ello, el Romanticismo reelaborará obsesivamente este legado 
en una serie de imágenes que han llegado a condicionar la identidad an- 
daluza, que sólo ha podido redefinirse a partir del excepcional esfuerzo 
de su cultura y su arte contemporáneos. 

La cultura arqueológica ofrece, desde la prehistoria, importantes testi- 
monios culturales y antropológicos sobre el proceso que configura esta 
extensa región entre el Mediterráneo y el Atlántico, y su notable apertura 
a los grandes centros europeos y de la cuenca mediterránea, rasgos que 
se han de reproducir en sucesivas secuencias históricas. Las primeras ma- 
nifestaciones corresponderían al fenómeno cultural que se ha denominado 
arte rupestre penibético y que supondría la expresión más meridional del 
arte cuaternario. En el conjunto de las cuevas gaditanas y malagueñas 
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destaca la de la Pileta. La cerámica neolítica es un característico instru- 
mento de integración mediterránea. El megalitismo y la cultura del Vaso 
Campaniforme son elementos monumentales de una cultura protohistó- 
rica, que se enriquecerá pronto con las aportaciones de las culturas his- 
tóricas del Mediterráneo oriental. Me 

A comienzos del primer milenio, la expansión comercial fenicia pre- 
cederá a la griega, creando establecimientos en toda la zona costera, desde 
Adra hasta Cádiz, sin que falte la penetración hacia el interior. La indu- 
dable influencia helénica, sin embargo, no se corresponde con la impor- 
tancia de los testimonios arqueológicos. Por lo que respecta a Tartesos, 
constituye un mito cada vez más próximo a la comprobación de su rea- 
lidad. a 

Preocupación vigente en la cultura andaluza desde el Renacimiento, la 
grandeza de Tartesos se define por su arte que, en la metalurgia, la or- 
febrería, los marfiles o la cerámica constituye un reflejo de la importante 
cultura material desarrollada en la mítica monarquía. Carriazo piensa que 
es una consecuencia de tres factores como serían la acumulación de recur- 
sos económicos, el dolmenismo, y las influencias del Mediterráneo orien- 
tal. La cultura ibérica en Andalucía va a definir el perfil político y cultural 
de la región, y supone un legado arqueológico de privilegio, que no cesa 
de enriquecerse. Brillante ejemplo de esto es el hallazgo, aún reciente, de 
la Dama de Baza. 

La primera página de plenitud histórica corresponde a la Andalucía 
romana, fruto de un proceso favorecido, de un lado, por los importantes 
episodios prerromanos ya descritos, y en especial la colonización griega y, 
de otro, por los cambios cualitativos impuestos en las ciudades de la Bé- 
tica por la conquista romana. En arte, lo romano penetra propiciado por 
la helenización del gusto entre las clases dominantes y facilita el auge de 
los talleres provinciales. Por esta vía, las tierras andaluzas se incorporarán, 
por segunda y definitiva vez, a los grandes hogares del clasicismo antiguo, 
viéndose enriquecidas constantemente por las aportaciones metropolitanas 
y norteafricanas. 

Grandes obras públicas, con una red viaria con testimonios como la 
vía Augustea y la vía de la Plata, grandes puentes y acueductos y, sobre 
todo, una gran cultura urbanística de la que, entre otras, son buenos 
ejemplos Itálica e Hispalis, van a suponer un modelo histórico de Organi- 
zación del territorio, llamado a pervivir y condicionar la historia posterior. 
Las artes plásticas, sobre todo la escultura y el mosaico, ofrecen en los 
museos arqueológicos andaluces un patrimonio de variedad y calidad úni- 
cos en el mundo mediterráneo. 

El final de la Edad Antigua y los inicios del arte cristiano en Andalucía 
resultan envueltos en interrogantes por la escasez de testimonios. Sin duda 
la crisis en que se produjeron los últimos momentos de la historia tardo- 
rromana debió ser la causante de la penuria cultural, a la vez que la 
importancia del elemento hispano romano aseguraría la pervivencia de las 
tradiciones de esta comunidad dentro de la época visigótica y aún con 
posterioridad. Habría que subrayar el enorme esfuerzo intelectual prota- 
gonizado por San Isidoro de Sevilla, cuyas ideas estéticas iluminaron no 
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sólo la cultura peninsular, sino la de todo el Occidente medieval. Conti- 
nuaron los intercambios con el norte de África y la presencia bizantina no 
debió ser ajena a la evolución de nuestra cultura altomedieval. 

Andalucía desarrollará bajo la dinastía de los Omeyas la más elevada 
de las culturas europeas de su tiempo. El arte cordobés, religioso y pala- 
tino, constituye la más occidental de las experiencias de un arte princi- 
pesco, como es el sirio omeya, de raíces helenístico romanas y bizantinas. 
La mezquita de Córdoba, cuya erección en el 786 fue obra de ”Abd al- 
Rahmán I, supone el momento de la plenitud política y cultural del Islam 
en España. Las obras serán continuadas por sus sucesores hasta el siglo X, 
incorporando soluciones técnicas y decorativas de distintas tradiciones me- 
diterráneas, desde Roma al Islam contemporáneo. El gran proyecto de 
ciudad-palacio emprendido por *Abd al-Rahmán III en Madinat al-Zahra 
supone una evolución del modelo político y de su expresión artística, bajo 
la influencia de Bagdad y el Imperio bizantino. 

Al-Andalus mantuvo el carácter preferentemente urbano de la cultura. 
La medina y, en su interior, la aljama y el zoco, supone un cosmos re- 
sumido de las ideas y los intereses de la sociedad islámica. Los barrios, 
con su diversidad étnica y productiva, la completan, resultando incom- 
prensible la vida social sin las minoría mozárabe y judía, y sus brillantes 
manifestaciones artísticas, los reinos de taifas resultarán de la fragmenta- 
ción política y cultural del califato. Desde el punto de vista cultural, no 
obstante, será un momento de irradiación de lo cordobés, modelo re- 
creado nostálgicamente en las pequeñas cortes provincianas, entre las que 
destaca la Sevilla de al-Mutamid. 

El período comprendido entre los inicios del siglo XI y finales del 
siglo XV corresponde a una época fundamental en la cultura andaluza, en 
que, sobre el solar de la Andalucía islámica en repliegue, van a coincidir 
nuevas etnias, sociedades, ideologías, y modelos estéticos y culturales, de 
cualidad y duración muy variable, pero que configuran una tradición plu- 
riforme. En primer lugar hay que mencionar la africanización de Al-An- 
dalus, como consecuencia de la crisis de poder surgida tras la desaparición 
del califato, endémica en los taifas, y que creará un vacío que cubren los 
poderes políticos e ideológicos surgidos al otro lado del estrecho. La apor- 
tación de los invasores africanos se percibe en un arte militar y religioso 
en el que destaca la Giralda. En lo técnico y en lo decorativo es una 
reelaboración de la tradición andalusí, que pervive en el mudejarismo y 
en el arte nazarí. 

Los otros dos grandes programas de la cultura andaluza bajomedieval, 
el gótico y el mudéjar, son una consecuencia de la conquista del valle del 
Guadalquivir, iniciada en el siglo x111, y de la consiguiente castellanización 
de los nuevos dominios. En una correcta interpretación del arte y la cul- 
tura andaluzas a partir de aquel siglo deben considerarse ambas corrientes 
estilísticas como técnicas y sistemas ornamentales absolutamente solida- 
rios, capaces de expresar alternativa o complementariamente, una única 
realidad urbana, social y cultural. El gótico meridional debe ser justa- 
mente valorado, puesto que marcará profundamente, la imagen y el pa- 
trimonio de la Andalucía medieval, con monumentos que van desde la 
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escala recogida de las primeras iglesias de la cabecera del valle del dos 
dalquivir, a la inabarcable grandeza de la catedral sevillana, asombro de 
río camino de su desembocadura. : 

Por lo que se refiere al mudéjar, sólo es comprensible dentro de las 
transformaciones sociales que se imponen en el valle del Guadalquivir y 
en la alta Andalucía, al servicio de las cuales, de un nuevo urbanismo, de 
las nuevas funciones y tipologías, se explica la organización productiva, la 
tecnología, y el repertorio formal mudéjar. Y ello, desde los usos corte- 
sanos en el alcázar de Sevilla hasta las más modestas parroquiales. 

El arte nazarí granadino posee una rara calidad estética y espiritual, 
desarrollando en el conjunto militar y cortesano de la Alhambra un per- 
fecto símbolo político del último sultanato, expresión a su vez de las fuer- 
tes determinaciones religiosas que regían la ideología y el arte de este 
pequeño estado, agobiado de habitantes y en permanente sitio militar y 
diplomático. 

El siglo xvI supone un período de gran personalidad política y cultural 
en tierras andaluzas. El Renacimiento que, desde finales de la segunda 
década del siglo xv1, habrá de identificar a la principal Monarquía de oc- 
cidente con una serie de obras maestras a uno y otro lado del Atlántico, 
será introducido por la nobleza castellana, en especial por los Mendoza, 
que favorecerán la importación de obras y artifices italianos, dejando un 
testimonio de su talante político y espiritual en obras de una extraordi- 
naria rareza y calidad, como el castillo-palacio de La Calahorra, en la 
hoya de Guadix. Progresivamente, la aristocracia cortesana, al servicio de 
la Monarquía absoluta, desarrollará la estética renacentista en las residen- 
cias imperiales de Andalucía, las grandes catedrales del quinientos, y en 
las universidades y los ayuntamientos andaluces. Asimismo, el renaci- 
miento andaluz constituiría un laboratorio de tipos y formas, que habrían 
de trasladarse al nuevo mundo recién descubierto. 

Este clasicismo constituye una lección permanente en la cultura de la 
Andalucía moderna y puede sostenerse que alienta bajo su Barroco. En 
ninguna parte el Siglo de Oro lo es tanto como en Andalucía, con excep- 
ción de la propia Corte, en lo grandioso y lo sombrío, en la vitalidad de 
un arte característico, con valores que superan lo local y la incontenible 
decadencia social. Arquitéctonicamente, la Sevilla del primer tercio del 
siglo XVI, ciudad todavía opulenta, se encuentra impregnada de italia- 
nismo de inspiración manierista, que derivará en ella y en los demás cen- 
tros urbanos, hacia un arte más ritual y decorativo, como puede com- 
probarse en el Hospital de la Caridad de Sevilla, en la obra de los Figue- 
roa, o en la Cartuja granadina. La escultura policromada —desde el Mon- 
tañés sevillano a los Mora granadinos— es una síntesis de ritual 
contrarreformista y espiritualidad popular. La gran escuela de pintura an- 
daluza —la de Cano, Velázquez, Zurbarán y Murillo— representa, como 
señalara Lafuente Ferrari, aún por encima del arte madrileño, un «espíritu 
que tuvo ideales profundos». 

Los siglos recientes no han sido testigos de logros tan espectaculares 
como los hasta ahora aludidos, si se exceptúa la efímera atención de los 
hombres de la Ilustración hacia esta tierra. Los románticos popularizaron 
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la imagen de una Andalucía pintoresca y un tanto quimérica, que en cierto 
modo ha contribuido a que la región haya terminado mimetizando estas 
imágenes artísticas. El siglo xX ve nacer corrientes intelectuales y artísticas 
que se esfuerzan por deshacer la imagen tópica y centrar la cultura en 
torno a la realidad social y existencial de esta tierra. 

Entre los episodios recientes habría que destacar la cultura democrática 
de anteguerra —la generación del 27—, en la que, sobre bases poscubistas 
y surrealistas, se desplegará una nueva poesía y un arte (Lorca, Alberti, 
Cernuda, Vázquez Díaz, o José Caballero), que más allá del drama colec- 
tivo de la guerra civil, han permanecido como referencia de las nuevas 
generaciones que, en la literatura o en las artes plásticas, mantienen a 
Andalucía, en nuestros días, en un lugar privilegiado del panorama cul- 
tural. 


ORIENTACIÓN BIBLIOGRÁFICA 


Una utilísima visión general puede encontrarse en el volumen titulado 
Antalucía (Editoriales Reunidas Andaluzas, Sevilla, 1986), que reúne las co- 
laboraciones de destacados especialistas. Es reflejo de un prolongado interés 
por el tema que llevó, a comienzos de la misma década a publicar, con el 
mismo título, dos lujosos volúmenes que también reunían colaboraciones de 
otros especialistas en aspectos geográficos, históricos, artísticos y literarios 
(Fundación Juan March/Noguer, Madrid, 1980-1981). Y a la misma concep- 
ción corresponde un libro de bolsillo publicado con el título de Los Andaluces 
(Istmo, Madrid, 1980). 

La vuelta a la democracia y las expectativas autonómicas avivaron el in- 
terés por Andalucía y, entre otras ambiciosas iniciativas, no exentas siempre 
de oportunismo, cabe destacar la publicación de la Gran Enciclopedia de 
Andalucía (Promociones Culturales Andaluzas, Sevilla, 1979-1980, 9 volú- 
menes). 

Está en curso de publicación una Geografía de Andalucía (Tartesos, Se- 
villa) y puede servir de excelente introducción el Atlas de Andalucía (Diáfora, 
Barcelona, 1981), que combina los aspectos geográficos, con los económicos 
y con los históricos. También contiene información muy clara y actualizada 
el volumen de Eusebio García Manrique y Carmen Ocaña Ocaña, Geografía 
humana de Andalucía, lokos-Tau, Barcelona, 1986. 

Una copiosa información en materias socioeconómicas se puede encontrar 
en la Bibliografía socioeconómica sobre Andalucía (Instituto de Desarrollo 
Regional, Universidad de Granada, 1980), preparada por G. Cámara y 
J. Terrón, y también puede ser útil la consulta de la Estructura económica de 
Andalucía (Cámaras de Comercio, Industria y Navegación de Andalucía, 
Jaén 1978), realizada bajo la dirección de Joaquín Bosque Maurel. 

La historia de Andalucía tiene la suerte de contar, como el más destacado 
de sus colaboradores, con la obra de Antonio Domínguez Ortiz, que ha am- 
parado y dirigido la edición de una monumental Historia de Andalucía (Pla- 
neta, Barcelona, 1980-1981, 8 volúmenes) y que ha dejado su personal 
concepción de la misma en Andalucía, ayer y hoy (Planeta, Barcelona, 1983). 
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Trabajos colectivos que reflejan la historia andaluza son los contenidos 
en la Aproximación a la historia de Andalucía (Laia, Barcelona, 1979) y en 
la Historia de los pueblos de España (Argos Vergara, Barcelona, 1984), mien- 
tras que José Manuel Cuenca Toribio acometió en solitario su Andalucía. 
Historia de un pueblo (Espasa, Madrid, 1982). 

Los aspectos relacionados con el funcionamiento de las nuevas institucio- 
nes autonómicas andaluzas puede seguirse a partir de la publicación por las 
Cortes del Estatuto de Autonomía de Andalucía. Trabajos parlamentarios 
(Madrid, 1984). También puede ser útil el volumen preparado por Javier 
Pérez Royo y Antonio J. Porras Nadales, El Parlamento de Andalucía. Aná- 
lisis de la primera legislatura (1982-1986), Tecnos, Madrid, 1987. 
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ARAGÓN 


1. (GEOGRAFÍA FÍSICA Y HUMANA. HÁBITAT 

La actual Comunidad Autónoma de Aragón comprende tres unidades 
provinciales, Huesca, Teruel y Zaragoza, que suman una extensión de 
47.669 kilómetros cuadrados, cifra esta que representa el 9,44 por 100 de 
la superficie total de España. Su configuración geográfica no corresponde 
a una comarca de caracteres diferenciados, sino a un proceso de formación 
basado en la voluntad humana, cual fue la sustitución de la cultura me- 
dieval musulmana por la cristiana, proceso este que duró desde el siglo 1x 
hasta el XII, y que se llevó a término mediante guerras intermitentes. Esta 
génesis hace que Aragón no posea más que una frontera natural indiscu- 
tible, la que la separa de Francia, formada por un tramo de los Pirineos, 
y que las demás obedezcan a criterios políticos o militares. Por esa misma 
génesis, Aragón se asienta sobre tres zonas geográficas distintas, y que de 
norte a sur, conforme fue el avance militar, son el tramo central de los 
Pirineos, ya citado; el valle medio del río Ebro, y las principales estriba- 
ciones del sistema Ibérico. Existe, pues, un predominio de tierras altas y de 
montaña que ocupan el 59 por 100 del solar aragonés, entendidas como tales 
las que sobrepasan los 600 metros de altitud sobre el nivel del mar. 

Las tierras más bajas se hallan fundamentalmente en la depresión del 
Ebro y en los tramos finales de sus principales afluentes. Esta depresión 
constituye un conjunto geográfico diferenciado y es el eje central de la 
Comunidad aragonesa. Está formada por tres tipos de suelos, las muelas 
O planas, separadas por barrancos y cursos fluviales, con predominio de 
calizas, yesos o arcillas; los glacis, con materiales de arrastre en los que 
abunda el cascajo, y las terrazas, con materiales finos de aluvión. La red 
fluvial, con el río Ebro como colector general a su paso por Aragón, está 
formada en su margen izquierda por los ríos Arba y Gállego que bajan 
desde los Pirineos, al igual que el Segre, que si bien pertenece a Cataluña, 
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lleva su mayor aporte de caudal del Cinca que proviene de zona arago- 
nesa. En la margen derecha, los ríos son menores, pero más abundantes, 
partiendo del sistema Ibérico; son éstos los siguientes: Huecha, Jalón, 
Huerva, Aguas Vivas, Martín, Guadalope y Matarraña. Cuando el Ebro 
entra en Aragón lleva un caudal de 240 metros cúbicos por segundo, y 
cuando sale alcanza los 452 metros cúbicos, gracias principalmente a los 
aportes de los afluentes de procedencia pirenaica. / 

El segundo conjunto natural de la Comunidad Autónoma es el tramo 
aragonés de los Pirineos, tramo este que es el más escarpado de la cor- 
dillera, y que decrece de norte a sur, conforme se aproxima al valle del 
Ebro. Las estribaciones más altas se hallan cercanas a la frontera con 
Francia en la franja axial, alcanzando altitudes superiores a los 3.000 me- 
tros, en las cumbres del Aneto (3.404 metros), Perdiguero (3.321 metros) 
y La Maladeta (3.309 metros). Los materiales de este sector que afloran 
en circos y escarpaduras son granitos, cuarcitas, pizarras y calizas paleo- 
zoicas, que se continúan sin solución en la franja denominada prepirineo 
interior, alternando con calizas mesozoicas, plegadas predominantemente 
de este a oeste. La erosión de los hielos de las glaciaciones cuaternarias 
y de los ríos que nacen en la cordillera han labrado un paisaje grandioso 
en el que se alternan las lagunas residuales o ibones, las cascadas, los 
congostos, así como los valles, de los cuales merecen mención por su am- 
plitud y belleza entre otros muchos los de Ordesa, Benasque, Echo y 
Ansó. Se completa la cordillera con una depresión que facilita las comu- 
nicaciones desde Jaca hasta Pamplona, y con el prepirineo exterior, com- 
puesto por un conjunto de sierras con predominio de materiales calcáreos 
más recientes, entre los cuales destaca la sierra de Guara, con altitudes 
que oscilan entre los 1.500 y los 2.000 metros. 

El tercer conjunto natural aragonés lo constituye el sector central de 
la cordillera Ibérica límite sur de la depresión del Ebro, y conjunto de 
montes y valles que empalman con la meseta castellana. El sistema Ibérico 
es muy complejo de estructuras, si bien tiene dos cadenas que partiendo 
del vértice común del Moncayo (2.313 metros) van de noroeste a sudeste, 
dejando entre ambas una depresión de caracteres similares a la del Ebro, 
pero de dimensiones muy reducidas, y que se conoce con el nombre de 
Calatayud-Daroca-Teruel. Los materiales de las sierras alternan las cuar- 
citas y pizarras poleozoicas con las rocas calcáreas mesozoicas, en tanto 
que la depresión presenta calizas y yesos terciarios en tamaño decreciente 
hacia el fondo de la misma con glacis y terrazas de aluvión, generados por 
los ríos Jalón y Jiloca. Los cursos de los ríos menores han formado cortes 
y profundos barrancos, pero en general todo el sistema presenta montes 
redondeados en su cima, sin grandes riscos, con alturas que van desde los 
2.300 metros en el Moncayo o en las sierras de Javalambre y Gúdar a los 
1.250 metros de la sierra de Cucalón. Una parte de su sistema colector de 
agua no revierte hacia la depresión central, sino que lo hace hacia la 
vertiente mediterránea de la Comunidad Valenciana, siendo los ríos Mi- 
jares, Turia, Cabriel y Júcar exponentes de esta realidad. 

La climatología de la Comunidad aragonesa presenta algunas variacio- 
nes, detectables en las tres franjas naturales de los Pirineos, la depresión 
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del Ebro y el sistema Ibérico, si bien, en conjunto, puede calificarse a 
este clima de templado mediterráneo, con rasgos de continentalidad apre- 
ciable más en las zonas montañosas, y con alteraciones pluviométricas acu- 
sadas entre la vertiente pirenaica, más lluviosa, y el valle del Ebro, 
extremadamente seco. La zona más templada es precisamente el valle del 
Ebro, con una temperatura media anual de 14,6” en Zaragoza con míni- 
mas y máximas que pueden ir de —10” a +40%, si bien hay tres matices 
importantes a destacar. Uno, la gran cantidad de días en los cuales sopla 
el viento (cierzo), que proveniente del norte o noroeste, establece una 
corriente entre el golfo de Vizcaya y el Mediterráneo, por el corredor 
natural que representa la depresión; otro, la escasa pluviometría que re- 
gistra el valle, en parte motivada por la presencia del viento, que crea un 
efecto de microanticicilón. Esta falta de precipitaciones convierte a Zara- 
goza en la tercera capital de provincia peninsular por sequedad, sólo aven- 
tajada por Murcia y Almería, con valores que no sobrepasan los 351,5 
milímetros anuales, promedio este registrado en los últimos cincuenta 
años. El tercer matiz climático del valle son los bancos de niebla inver- 
nales y los bochornos veraniegos, favorecidos por la propia depresión, que 
enfrían o recalientan, respectivamente, el ambiente de forma extrema, y 
que suelen ser aliviados por la presencia del cierzo. La continentalidad del 
clima se hace más acusada en el sistema Ibérico, donde la altitud media 
es muy superior a la del valle del Ebro. Teruel, situada a 913 metros de 
altitud, registra una temperatura media de 10,5”, y unas oscilaciones es- 
tacionales que pueden ir desde los —30* a los +40", en tanto que la plu- 
viometría registra un promedio de 406,5 milímetros anuales, es decir, 
presenta un cuadro climático más extremado. Por último, la vertiente pi- 
ranaica disfruta de un régimen de precipitaciones de nieve y lluvia cercano 
a los 600 milímetros anuales, al retener por la altitud las masas nubosas 
procedentes de las borrascas atlánticas, que circulan de oeste a este, y que 
en parte son repelidas o dispersadas por la acción del viento al aproxi- 
marse al valle del Ebro. La ciudad de Huesca, situada al pie del Pirineo 
exterior, es la más lluviosa de las capitales de la Comunidad Autónoma, 
con una precipitación de 581 milímetros anuales, en tanto que su tempe- 
ratura media anual es de 13,3”, con oscilaciones que van de los —13" a los 
+39", rigurosidad esta causada por la altitud de 488 metros y por la pro- 
ximidad al macizo montañoso pirenaico. 

A la vista de lo expuesto, los factores determinantes para la distribu- 
ción del hábitat en la Comunidad aragonesa son la disposición central de 
la depresión del Ebro, hacia donde confluyen las redes hidrográficas y de 
comunicaciones. Es precisamente en esa zona donde merced a un proceso 
histórico de abandono de las tierras altas, se ha ido concentrando la mayor 
parte de población. El segundo factor es el agua, que ha obsesionado 
históricamente a la Comunidad hasta fechas relativamente recientes, pues 
se centraba su desarrollo económico futuro casi exclusivamente en los re- 
gadíos. Hoy la industria y los servicios han relegado a tercer término los 
problemas del agua, si bien la constante alteración de los suelos, transfor- 
mados de secano en regadío, permiten cambios en el hábitat. Los embal- 
ses crecen lenta pero inexorablemente, en una comunidad ávida de agua. 
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Entre 1975 y 1984 se ha incrementado en un 8,31 por 100 el volumen de 
agua embalsado, pasando de 5.800 millones de metros cúbicos a 6.282 
millones. Estas aguas por canales y acequias riegan casi 400.000 Ha. de 
tierras, y son el resultado de un aprovechamiento hidráulico de la cuenca 
iniciado en época romana, y que está aún lejos de completarse. Los prin- 
cipales embalses se hallan ubicados en el prepirineo exterior, destacando 
por su capacidad los de Yesa, de la Peña, Sotonera, El Grado y Barasona. 
En el curso del Ebro destacan el pantano de Mequinenza y el de Riba- 
rroja, en tanto que en el sistema Ibérico se encuentran numerosos embal- 
ses menores tales como el de la Tranquera, las Torcas o Santolea. Estas 
grandes masas de agua están transformando el paisaje de la Comunidad, 
anegando valles, permitiendo la excavación de canales y acequias, y sus- 
tituyendo amplias zonas semidesérticas, como Los Monegros y la Violada, 
por zonas de cultivos y plantaciones herbáceas y arbóreas. 


2. HISTORIA DE LA COMUNIDAD ARAGONESA 


El proceso de formación del antiguo reino de Aragón es un aconteci- 
miento medieval, enmarcado dentro de la Reconquista, y que tuvo una 
continuidad diferenciada dentro de la concepción mayor de España, a tra- 
vés de su estatus como reino, con una legislación específica, los fueros, y 
una idiosincrasia social y cultural que permite definir a los aragoneses 
como grupo humano peculiar. Sobre esta modalidad histórica se asienta la 
constitución de la actual Comunidad Autónoma, si bien es preciso matizar 
algunos aspectos de este devenir histórico. Para empezar, es preciso saber 
que la invasión musulmana de España alcanzó sin duda alguna a la mayor 
parte de los territorios de la actual Comunidad, y consta que en el si- 
glo vii la zona central intrapirenaica de Jaca estaba bajo dominio musul- 
mán. No obstante, este dominio sobre los distintos valles no debió quedar 
afianzado, sobre todo en aquellos en los que existía un paso natural hacia 
Francia, cuyos pobladores, los francos, debieron prestar ayuda frente a la 
invasión. Precisamente sobre uno de estos valles, el de Echo, por el que 
discurría la calzada de Bearn a Zaragoza, es donde aparece documentada 
la existencia en el siglo Ix del primer condado de Aragón. La presencia 
de los francos en esta zona, en tarea de preservación fronteriza, propició 
la construcción de monasterios y fortalezas como los de Siresa o Grosín, 
quedando como resto toponímico destacable el de Canfranc o Campo de 
Francos, precisamente en uno de los valles con puerto hacia Francia. La 
primera dinastía condal aragonesa se inició con el conde Aznar, documen- 
tado a partir del año 828, y asentada en el valle alto del río Aragón 
Sobordán, más conocido como valle de Echo. Durante los siglos IX y X, 
en los cuales el territorio siguió bajo la casa condal, éste se extendió a 
otros valles como el de Veral, Estarrún, Lubierre, Aurín y cuenca alta del 
Gállego, con el límite hacia el sur de la peña Oroel. 

La Reconquista avanzó de forma más rápida durante los siglos XI y XIL, 
dando lugar a la configuración del reino aragonés definitivamente. Con 
Ramiro I (1035-1063), que como hijo natural primogénito del rey de Na- 
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varra Sancho el Mayor (1004-1035), administró de hecho el territorio de 
Aragón, sin que pudiese ostentar el título de rey, se inicia una dinastía 
que se continuó en su hijo Sancho Ramírez (1036-1064), el cual ya se 
tituló rey de los aragoneses. Ramiro dejó ampliado el reino a toda la 
vertiente pirenaica, incluida la depresión de Jaca, en tanto que Sancho 
Ramírez continuó hacia el sur, ocupando puntos claves del prepirineo tales 
como Graus o Ayerbe. Su sucesor, Pedro I (1094-1104), ocupó la mayor 
parte de los actuales partidos judiciales de Huesca y Barbastro, con ambas 
ciudades incluidas. Alfonso 1 el Batallador (1104-1134) sucedió a su her- 
mano Pedro, y dio un impulso enorme a sus dominios. Conquistó una 
buena parte del partido de Cinco Villas, el valle del Ebro desde Tudela 
hasta Pina de Ebro, incluida Zaragoza, y el tramo del sistema Ibérico 
desde el partido de Tarazona al de Daroca, pasando por el de Calatayud. 

El siguiente avance de la reconquista aragonesa se dio en el reinado 
de Petronila, hija de Ramiro II el Monje (1134-1137), casada con Ramón 
Berenguer IV, conde de Barcelona, el cual ocupó las tierras de la Litera, 
el curso bajo del Cinca, con las tierras de Fraga y parte del Bajo Aragón, 
con la plaza de Alcañiz, entre los años de 1137 y 1162. Alfonso Il el Casto 
(1162-1196) terminó de completar el territorio aragonés, ocupando el 
curso bajo del Ebro y las zonas de Albarracín y Teruel. Las acciones 
conquistadoras de los posteriores monarcas aragoneses tales como Jaime I 
el Conquistador (1213-1276), no tuvieron un reflejo territorial en lo que a 
Aragón se refiere, que más bien perdió áreas de sus primitivas fronteras. 

Las fronteras de la Comunidad Autónoma conforme las conocemos 
hoy se delimitaron tras sucesivos tratados y acuerdos a lo largo de los 
siglos XI al XIV. La frontera con Navarra fue la primera en quedar defi- 
nida, dada la temprana fecha de su paso de dominio a manos cristianas. 
En 1035, al morir Sancho el Mayor de Navarra se hizo una primera deli- 
mitación fronteriza, que fue objeto de ajustes definitivos durante el rei- 
nado de Ramiro Il el Monje (1134-1137), quedando la separación práctica- 
mente en los lindes actuales. La frontera con Castilla se estableció tam- 
bién bajo el reinado de Ramiro el Monje (1136) en los límites actuales, 
si bien las conquistas aragonesas en esta zona occidental de Aragón en el 
reinado de Alfonso I habían alcanzado puntos como Soria (1119) y Molina 
de Aragón (1128), que quedaron incorporadas a Castilla. Las fronteras 
con Cataluña y el reino de Valencia se vieron profundamente alteradas en 
el curso de los siglos XII y XIV en perjuicio de Aragón. Se perdió una 
parte importante del Pirineo leridano; Lérida y toda su comarca, con parte 
de la Litera hasta el Ebro; la margen derecha del Ebro hasta la desem- 
bocadura, así como la mayor parte del Maestrazgo, y el término de Ade- 
muz. De todas estas pérdidas, cuya extensión aproximada alcanza los 
10.000 kilómetros cuadrados, la más significativa fue la concerniente al 
dominio sobre el bajo Ebro y la salida al Mediterráneo que han supuesto 
un aislamiento territorial y económico para Aragón no superado hasta 
época contemporánea. 

Desde el siglo xI1 el reino de Aragón permaneció vinculado dinástica- 
mente a Cataluña por la unión entre Petronila y el conde de Barcelona, 
Ramón Berenguer IV, dando lugar a la formación de la corona de Ara- 
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gón, en la cual se integrarán más adelante los: reinos de Valencia y Ma- 
llorca, tras ser conquistados en el siglo XIV. Las diferencias entre estos 
pueblos, tanto de comportamiento social, como de legislación, institucio- 
nes, etc., se mantuvo en todo momento, al ser la figura vinculante del 
monarca común el lazo único que unía estos territorios. El peso demográ- 
fica y económico de Cataluña, y en concreto de Barcelona, fue determi- 
nante a lo largo de los siglos XII al XV, para entender tanto las amputa- 
ciones territoriales de Aragón como la formación de reinos diferenciados 
en Valencia y Mallorca, sobre cuyas tierras los aragoneses esperaban en 
vísperas de conquista ampliar su perímetro. También la expansión arago- 
nesa hacia Provenza, Rosellón o Languedoc, y después la mediterránea 
hacia Córcega, Cerdeña, Nápoles, Atenas y Neopatria estuvo motivada 
por el mayor peso específico que Cataluña y Valencia ejercían sobre la 
política global de la corona de Aragón. La ciudad de Zaragoza, sede ti- 
tular de la Corona, fue más una capital simbólica que real. Este período 
de la corona de Aragón empieza a oscurecerse al producirse el matrimonio 
entre Isabel I de Castilla y Fernando II de Aragón (1479-1516). El nieto 
de ambos, Carlos I, recibirá las coronas castellana y aragonesa, con lo que 
se iniciará una separación paulatina de los intereses aragoneses, catalanes, 
valencianos y mallorquines. 

Aragón, aislado del mar, sitiado al norte por la frontera pirenaica con 
Francia muchas veces hostil, y punteado de aduanas con Navarra, Castilla 
y Cataluña, durante la Edad Moderna sufrirá un proceso de depaupera- 
ción endógeno, que le llevará a unas pérdidas paulatinas de su identidad, 
a la par que conservaba, sin apenas erosiones, estructuras medievales en 
el orden socioeconómico. La disminución paulatina de la población fue el 
primer factor de depauperación. Desde 1547 a 1608 la población arago- 
nesa creció en un 36 por 100, pasando de 255.000 habitantes a 400.000. 
Entre 1609 y 1646 la población descendió en un 15 por 100, al ser expul- 
sados los moriscos (60.818) y presentar un crecimiento cero en los años 
subsiguientes. Entre 1646 y 1718, los habitantes de Aragón bajaron en un 
34 por 100 como consecuencia de las pestes, las guerras y la emigración, 
lo que nos lleva a estimar que entre 1608 y 1718 la población aragonesa 
había descendido en un 45 por 100. Si la pérdida de la población morisca 
sirvió para romper el proceso productivo aragonés, al afectar enormemente 
a la agricultura intensiva y al sector manufacturero, y por consiguiente al 
comerio exterior del reino, la consecución del proceso de despoblación pos- 
terior significó el afianzamiento de las estructuras laborales, sociales y eco- 
nómicas de corte medieval, al faltar la presión demográfica imprescindible 
para cualquier proceso de cambio de estas estructuras. 

El siglo XvInt, tras la guerra de Sucesión, presentó un crecimiento de- 
mográfico muy acusado, pues entre 1718 y 1776 los habitantes del reino 
pasarán de 225.000 a 575.000, lo que significó un aumento del 255 por 
100. Esta nueva situación evidenció pronto una inadecuación de los siste- 
mas productivos a las necesidades materiales de los aragoneses. Un nú- 
mero cada vez mayor de población no tenía acceso al trabajo incremen- 
tando. la caterva de mendigos, respigadores, truhanes, etc., y en conse- 
cuencia insatisfechos, que dejaron sentir su presión en motines y alborotos 
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frecuentes. Estas gentes tampoco tenían acceso a la propiedad de la tierra, 
ya que ésta se hallaba, en lo que a cultivable se refiere, repartida en un 
80 por 100 entre señorío nobiliario y eclesiástico, lo que la hacia prácti- 
camente intransferible a nuevos propietarios y difícilmente alcanzable para 
nuevos arrendatarios. Los artesanos a su vez, atrincherados en unos gre- 
mios cada vez más selectivos en sus operaciones, y tendentes a subdivi- 
dirse, habían dado origen a muevas corporaciones, lamentablemente 
exiguas en recursos humanos y económicos; en consecuencia producían 
niveles de calidad muy inferiores a los catalanes, valencianos o franceses, 
con el consiguiente coste adicional, reflejado en la balanza de pagos de la 
necesidad de importar productos manufacturados. Estos mismos gremios 
trataron de entorpecer cualquier intento de llegar a fórmulas protoindus- 
triales de producción, en aras de la defensa de sus monopolios. Los defi- 
cientes caminos y las aduanas con los reinos peninsulares colindantes 
entorpecían el comercio sobre todo de los excedentes agrícolas. Era pre- 
ciso diseñar un cambio de mentalidades y de estructuras productivas y 
sociales, y en esa línea desde 1770 a 1808 se comprometió el movimiento 
ilustrado aragonés en sus dos fracciones, la nobiliaria-agraria netamente 
aragonesa, cuya Obra más apreciable fue la construcción del Canal Impe- 
rial de Aragón, y la burguesa-institucional, que proyectó su acción a través 
de la Real Sociedad Económica Aragonesa de Amigos del País, conforme 
a los modelos reformistas dimanados tanto de las directrices de la corte 
como de los ejemplos dados por los mercantilistas e ilustrados en Francia, 
Inglaterra, Italia y Holanda, y que paulatinamente fue ofreciendo solucio- 
nes reformistas a los grandes problemas económicos y sociales que arras- 
traba el reino de dos siglos atrás. En medio de una situación conyuntural 
favorable al reformismo, y con un desarrollo demográfico y socieconómico 
en líneas generales ascendente, sobrevino la invasión francesa que rompió 
este proceso, causó daños irreparables a la ciudad de Zaragoza en sus dos 
asedios, y generó, de una parte, el resurgimiento del sentimiento arago- 
nés, y, de otra, una conciencia generaliza de rechazo a fórmulas reformis- 
tas procedentes del extranjero. 

El segundo factor de depauperación aragonesa en la Edad Moderna 
fue la pérdida paulatina de su identidad política, traducida en una debili- 
tación de su independencia causada por las modificaciones introducidas en 
los Fueros, o textos legales propios del reino, proceso este que terminó 
con la total abolición, como consecuencia de la intervención de Aragón 
en la guerra de Sucesión (1700-1715). Los Fueros de Aragón fueron pro- 
mulgados en 1247, al objeto de regular la vida política y la administración 
de justicia en el reino, que hasta entonces se venía haciendo conforme a 
fueros, leyes, etc., que los foristas guardaban celosamente, a fin de man- 
tener su prestigio. En principio fueron ocho los libros, pero andando el 
tiempo aumentó el número de volúmenes, conforme las Cortes de Aragón 
aprobaban nuevas leyes. La primera edición conocida es la de 1476, des- 
tacando entre las posteriores la de 1552, considerada por los juristas como 
la más completa y acorde con la tradición aragonesa. Durante la segunda 
mitad del siglo xv1I y a lo largo del siglo xvH, según queda evidenciado 
en las ediciones de 1624 y 1667, la ingerencia de la corte de los Austrias 
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dejó huellas claras en los Fueros, pero en esencia la fórmula de autogo- 
bierno aragonés se mantuvo, así como los usos del derecho civil. El reino 
era gobernado, de acuerdo a los Fueros, por un virrey nombrado por la 
Corona; la justicia era administrada por un tribunal encabezado por el 
justicia, y las leyes eran elaboradas por las Cortes aragonesas y la Dipu- 
tación General. El reino contaba en la corte con un Consejo propio, que 
entendía de los asuntos concernientes al mismo. El gobierno municipal 
aragonés se organizaba en torno a los jurados elegidos por insaculación, 
y los ciudadanos aragoneses, si bien podían ocupar cargos en Castilla, se 
reservaban en exclusiva determinados puestos de responsabilidad política 
y jurídica en Aragón. En el orden fiscal Aragón llevaba un sistema propio 
de tradición medieval que servía para mantener su administración, sin con- 
tribuir apenas a los gastos de la Corona, y aun esto de forma irregular, y 
conforme a los acuerdos que se tomaban en las Cortes, a la vista de la 
situación económica del reino. Las rentas reales, como las de la sal, más 
bien tendieron a disminuir durante el siglo XVII, de manera que los ara- 
goneses, junto a catalanes, valencianos o mallorquines sufrían una presión 
fiscal muy inferior a la de los castellanos. Todo este régimen en parte 
privilegiado contemplado por los Fueros se desplomó el 29 de junio de 
1707 cuando Felipe de Orleans, Felipe V, de Castilla, promulgó los decre- 
tos de Nueva Planta, que sometían el gobierno y las leyes de Aragón al 
sistema castellano, incluyendo una adecuación a las prácticas tributarias 
castellanas, más onerosas para los aragoneses. El tránsito hacia las nuevas 
instituciones fue contestado sin éxito por los aragoneses que no habían 
apoyado al archiduque Carlos, y los impuestos empobrecieron enorme- 
mente al pueblo aragonés, que entre 1707 y 1720 vio cómo se hacían 
intentos y ensayos de aplicación de las alcabalas y Cientos, y más tarde de 
la contribución única, lo que supuso una serie de irregularidades perjudi- 
ciales a los intereses de los contribuyentes, que se subsanaron, a partir del 
expresado año de 1720, cuando la presión fiscal por habitante quedó casi 
equiparada entre castellanos y aragoneses. La castellanización de Aragón 
se consolidó poco a poco. El virrey fue sustituido por el capitán general, 
que asumía el mando del ejército en Aragón y la presidencia de la Real 
Audiencia. El puesto fue encomendado sucesivamente a militares de pres- 
tigio, que recibían el encargo concreto de reprimir todo intento de vuelta 
al sistema foral, llegándose incluso a prohibir la publicación, a finales del 
siglo XVII1, de una historia del reino de Aragón en un semanario editado 
en Zaragoza, por orden expresa del capitán general, tras consultar con la 
Secretaría de Gracia y Justicia. El derecho aragonés se siguió aplicando 
en la sala de lo civil de la Real Audiencia, pero en la sala de lo criminal 
se aplicaba el derecho penal de Castilla. Por último, el reino quedó divi- 
dido a su vez en trece corregimientos al estilo de Castilla, con un corre- 
gidor al frente de designación real. 

La tentativa más seria de reivindicación foral que se llevó a cabo en 
la segunda mitad del siglo XvIIr, sin resultado positivo alguno, la prota- 
gonizó la facción o clientela política encabezada por el conde de Aranda, 
denominada partido aragonés, cuando este noble, por prestigio militar, y 
ante el peligro de los motines de 1766, ocupó la presidencia del Consejo 
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de Castilla, desde el citado año de 1766 al de 1773. Su planteamiento 
político, basado en la idea de potenciar al estamento militar; la vuelta a 
formulas más jerarquizadas, con el relanzamiento de la nobleza hacia 
puestos políticos, y la reconsideración de la supresión de los Fueros, in- 
cluidos los aragoneses, le acarrearon su sustitución al frente del Consejo 
y su paso a la embajada de París, que ocupó hasta 1787. La vía de la 
recuperación de los Fueros quedó definitivamente agotada a lo largo del 
siglo XVIII, y la toma de decisiones a nivel local muy mermada; el modelo 
borbónico de administración centralizada incardinó al reino aragonés bajo 
las directrices de la corte, la cual fue responsable de la división provincial 
del mismo en 1833, y de que entre este año y el de 1878, el reino como 
tal estuviera privado de vida política y administrativa. La castellanización 
era un hecho consumado. 

Durante los dos últimos siglos el sentimiento particularista de Aragón 
como antiguo reino o como región natural diferenciada se ha manifestado 
por numerosas vías. La tradición jurídica de los Fueros se ha mantenido 
viva entre los principales juristas aragoneses, con ediciones notables como 
la de 1866 debida a Pascual Savall Dronda y Santiago Penén Debesa. En 
esta línea Andrés Jiménez Soler, Antonio Moneva Puyol, y más recien- 
temente Jesús Lalinde Abadía son ejemplos de historiadores y juristas que 
han dedicado buena parte de su producción científica al análisis de este 
derecho exclusivo de Aragón, cuya continuidad como derecho privativo se 
consiguió en 1925 con la aprobación del Real Decreto de 7 de diciembre, 
que añadía al Código civil un apéndice de Derecho Foral aragonés. Por 
otra parte, el sentido de capitalidad ejercido por Zaragoza, como antigua 
sede de las instituciones del reino, no ha desaparecido, y de hecho éste 
es uno de los factores que explicarán la génesis de la misma como gran 
urbe, fenómeno este netamente contemporáneo. El pueblo aragonés a lo 
largo de los siglos xIX y Xxx ha manifestado reiteradamente su sentimiento 
regionalista cuantas veces se le ha dado oportunidad, desde la invasión 
francesa hasta la actual situación de autonomía, y en consecuencia ha 
dado expresión a este sentimiento a través de las instituciones netamente 
aragonesas dedicadas a salvaguardar los hechos etnológicos y culturales 
diferenciados, o en política por vía de diversos partidos políticos surgidos 
en las dos centurias citadas, no obstante esta vía política, nunca contó con 
un sentimiento independentista serio con respecto a España. 

Las tendencias regionalistas tuvieron su primera expresión durante el 
sexenio revolucionario (1868-1874), por cuanto que los republicados ara- 
goneses aceptaban el modelo de estado federal con su variante radical del 
cantonalismo, que anteponía la soberanía de los estados federales a la de 
España, y Aragón constituía naturalmente uno de estos estados. Andando 
el tiempo se fraguará una tendencia regionalista burguesa, que manifestará 
sus objetivos en la Asamblea Regionalista del Bajo Aragón, reunida en 
1897, que no cuajó en una formación política consistente como ocurriera 
entre catalanes y vascos por las mismas fechas. Los objetivos políticos de 
la burguesía aragonesa fueron canalizados por vía de colaboración en el 
turnismo de los partidos Conservador y Liberal que caracterizó a la Res- 
tauración, si bien la inquietud de grupos intelectuales, no conformes con 
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el turnismo y el caciquismo, acabaron formando la Liga Regional Arago- 
nesa (1910) y la Unión Regionalista Aragonesa (1916), las cuales prota- 
gonizaron en 1913 y 1920 una actividad política de corte regionalista 
realmente notable en comparación con la de épocas anteriores y posterio- 
res. Con simultaneidad, se produjo en Barcelona la formación de la Unión 
Aragonesa compuesta por emigrantes aragoneses de clases medias, que 
por contagio catalán derivó a partir de 1919 hacia posturas políticas pro- 
clives a la autonomía, las cuales no tuvieron demasiado eco entre los com- 
ponentes de la Liga y la Unión Regionalista ubicadas en Zaragoza, si bien 
mantuvieron un contacto fraternal permanente. En general, todos estos 
movimientos no fueron sustentados por buena parte de las clases medias 
y de las formaciones obreras, tanto sindicales como políticas, cuyos obje- 
tivos iban por otros derroteros. La mayor parte de la población aragonesa, 
si bien es cierto que tenía un sentimiento diferenciado regionalista, no 
optó por manifestarlo por vía política; de hecho, la celebración en Caspe 
del Congreso pro Autonomía de Aragón en el mes de mayo de 1936, 
reunido por fuerzas políticas de Izquierda y Unión Republicana, el Partido 
Socialista y la Unión General de Trabajadores y con el destacado apoyo 
de los catalanes de la Unión Aragonesista, si bien tenían a su favor el 
ambiente autonomista que propiciaba el triunfo electoral del Frente Po- 
pular, no pasaron de redactar un anteproyecto del Estatuto de Autonomía 
de Aragón, de manera que al sobrevenir la guerra civil, la burguesía ara- 
gonesa, que en ningún momento apoyó la iniciativa de Caspe, se acabó 
adhiriendo al nuevo orden establecido, ya que favorecía sus intereses eco- 
nómicos, y no mantuvo ningún intento de hacer sobrevivir en la clandes- 
tinidad, ni en el exilio, entidad alguna que guardase el rescoldo del arago- 
nesismo político. i 

Se cerraba así un largo período histórico iniciado en el siglo VII con 
la creación del condado de Aragón, y terminaba con una total pérdida de 
la identidad política aragonesa, lo que en ningún caso significará la desa- 
parición del sentimiento de lo aragonés, que aflorará pacífica y unánime- 
mente, cuando Aragón, a partir de 1978, gracias al nuevo diseño de la 
división autonómica de España, recogida en la Constitución de ese año, 
asume esta responsabilidad histórica, cuya conexión con los antiguos pri- 
vilegios, fueros y demás rasgos diferenciadores, es a todas luces inexis- 
tente, pues el régimen de las Autonomías es un proceso de descentraliza- 
ción político-administrativa, y de reconocimiento de la pluralidad cultural 
española, en ningún caso un intento de volver al fraccionamiento de los 
antiguos reinos medievales. 


3. LA POBLACIÓN Y SU EVOLUCIÓN CONTEMPORÁNEA. 
LA ESTRUCTURA SOCIAL 


La evolución demográfica de la Comunidad Autónoma de Aragón en 
los siglos XIX y XX presenta dos hechos fundamentales, uno la paulatina 
disminución de la población con respecto al resto de la nación española, 
pues si en 1776 los 575.340 aragoneses estimados representaban el 6,18 
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por 100 del total español, en 1986 los 1.215.594 habitantes de derecho 
también estimados, suponen el 3,13 por 100 del país, dinámica ésta que 
ha relegado a Aragón junto con Extremadura al penúltimo puesto entre 
las comunidades autónomas en cuanto a densidad de habitantes por kiló- 
metro cuadrado, ya que asciende tan sólo a 25. El segundo hecho funda- 
mental es la concentración demográfica que ha experimentado la ciudad 
de Zaragoza, que si en 1776 albergaba al 6,6 por 100 de la población del 
reino, en 1983 alcanzaba ya el 49,76 del total de habitantes de la Comu- 
nidad. Esta anómala distribución de poblamiento hace que la densidad 
demográfica de las provincias de Huesca y Teruel esté muy por debajo 
del señalado para el total de la Comunidad Autónoma, alcanzando cifras 
de 14 y 10 habitantes por kilómetro cuadrado, respectivamente, que con- 
vierten a ambas provincias, y muy especialmente a la de Teruel, en casi 
desiertos demográficos. 

La evolución global de la población aragonesa según los censos oficia- 
les es la siguiente, en miles de habitantes: 


Porcentaje 
de Aragón 


1857 eicinde 5,76 
an IE 5,20 
A 4,90 
e 4,66 
REA 4,07 
E IR 3,62 
ET id 3.21 


1986 (estim.)... 


Durante este largo período las tasas de natalidad han pasado de un 40 
por 1.000 a mediados del siglo xIx a un 11,2 en la actualidad, en tanto 
que las tasas de mortalidad han evolucionado de un 30 por 1.000 a un 
8,3. No obstante, y de acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística, 
el crecimiento vegetativo de la población aragonesa es aún menor del que 
permiten presumir estas cifras, ya que es de 1,4 por 1.000, en tanto que 
la media de España, y a cifras de 1983, ascendía al 4,74. De seguir así la 
tendencia, no está lejano el día en que la Comunidad dé un crecimiento 
cero, pues la natalidad disminuye y la mortalidad irá aumentando por 
envejecimiento de la actual población. Si observamos la evolución del creci- 
miento vegetativo de Aragón a lo largo de la Edad Contemporánea, veremos 
que no es sustancialmente distinto al del resto de país, si bien las epidemias 
de cólera como la de 1885, o la de gripe de 1918, registraron una mayor 
mortalidad en Aragón que en otras zonas de España. El factor que dese- 
quilibró este crecimiento hasta alejarlo, como apuntábamos, de la media na- 
cional, ha sido la emigración, cuya cuantificación es difícil de hacer, si bien 
es cierto que los hábitos migratorios aragoneses son más conocidos. 

El continente americano representó el objetivo preferente durante el 
siglo xIx y parte del xx, en una línea similar a la del resto de España, 
flujo este que se frenó en parte durante la primera guerra mundial, y 
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después a partir de 1929 con la gran depresión que afectó a todo el con- 
tinente americano. Tras la guerra civil, y coincidiendo con la mecanización 
del campo iniciada en la década de los cincuenta, el éxodo al extranjero 
se centró en Europa, con preferencia por Francia, seguida de Suiza y 
Alemania, Simultáneamente se producía un movimiento de migración in- 
terna española, desde Aragón hacia otras zonas, de las cuales destaca la 
ciudad de Barcelona, que recibe al 60 por 100 de los aragoneses que optan 
por buscar dentro de España oportunidades laborales; siguen a Barcelona, 
Valencia con un 17 por 100, Madrid con un 10 y Cataluña con un 9. Se 
ha estimado que el saldo migratorio total aragonés en 1970 ascendía a 
144.001 personas, es decir, que el 11,43 por 100 de las personas vivas 
nacidas en Aragón residían fuera. Con tales cifras, el crecimiento vegeta- 
tivo aragonés no es extraño que esté por debajo de la media nacional 
como habíamos apuntado. A partir de 1965 se ha frenado mucho tanto la 
emigración exterior como la interior, en primer lugar a causa de la crea- 
ción del polo de desarrollo de Zaragoza capital, después por la conyuntura 
económica europea, desfavorable desde el comienzo de la crisis energética 
de 1973, y por último por la propia crisis en España, cuyos niveles de 
paro aún se sitúan en el 21,5 por 100 de la población activa. Sin embargo 
no se ha registrado un avance destacado de los habitantes al aparecer el 
factor del control voluntario de la natalidad por parte de los aragoneses; 
de hecho el crecimiento vegetativo ha caído al 1,4 por 1.000 y esta situa- 
ción hace a todas luces improbable que Aragón, a medio plazo, consiga 
aumentar su participación en el total nacional de la población, que cifrá- 
bamos en un 3,13 por 100, y lo que es más grave, que se vaya a situar 
muy pronto en un crecimiento cero. 

La concentración demográfica en la ciudad de Zaragoza es un fenó- 
meno netamente contemporáneo y muy especialmente, de nuestro siglo, 
como lo demuestran las cifras siguientes: 


Zaragoza 


Habitantes Porcentaje 
de Aragón 


Esta concentración en la ciudad de Zaragoza de casi la mitad de los 
efectivos humanos de la Comunidad tiene unas causas bastantes claras. En 
primer lugar, el emplazamiento de la urbe junto al Ebro, en el cruce de 
caminos entre las comunidades vasca, valenciana, catalana y madrileña 
hace que su ubicación sea ideal para la creación de industrias y servicios, 
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y que su futuro siga siendo muy esperanzador, como lo vaticinan los es- 
tudios de prospectiva. En segundo lugar, debido al nacimiento de indus- 
trias y servicios desde comienzos de siglo, Zaragoza ha sido un punto de 
atracción de emigración interna aragonesa y de otras regiones de España. 
Ya en 1910, los habitantes de la urbe habían nacido en un 48,8 por 100 
en la ciudad, el 32,7 en la provincia de Zaragoza, el 6,2 en la de Teruel, 
el 4,8 en la de Huesca, y el 16,8 por 100 restante fuera de la Comunidad. 
Conforme al cuadro general presentado podemos observar cómo entre 
1900 y 1940 la población creció en un 140,72 por 100, en tanto que entre 
1940 y 1983 el incremento ha sido del 153,52 por 100, es decir, el proceso 
de macrocefalia se ha ido aumentado conforme pasa el siglo, sobre todo 
a causa de la emigración. Entre 1961 y 1965 el crecimiento vegetativo 
representó el 42,04 por 100 del total registrado, en tanto que la inmigra- 
ción supuso el 57,96 restante, las cifras para 1976 y 1981, han pasado a 
ser más contundentes, pues el crecimiento vegetativo supone sólo el 27,31 
por 100 y el de la inmigración el 72,69, lo que nos mueve a afirmar que 
la ciudad sigue y seguirá suponiendo la meta natural de muchos aragone- 
ses y sorianos que abandonan sus lugares de nacimiento. Esta concentra- 
ción en la ciudad de Zaragoza hace que la provincia del mismo nombre 
acoja al 69,44 por 100 de la población general de Aragón, en tanto que 
la provincia de Huesca alberga el 18,12 y la de Teruel el 12,44 por 100 
restante. Las capitales de estas dos últimas provincias tienen, respectiva- 
mente, 43.241 y 26.902 habitantes, y su crecimiento vegetativo, calculado 
en el total provincial, y a fecha de 1983, era negativo, Huesca en un 
—0,25 por 1.000 y Teruel en un —2,89. Son numerosos los autores que se 
muestran esperanzados con que los nuevos regadíos ya terminados o pro- 
yectados en las tierras situadas en la margen izquierda del Ebro, Bardenas, 
La Violada y Los Monegros, puedan detener el éxodo de población e incluso 
incrementarla; no obstante, este deseo es muy difícil que se plasme en rea- 
lidades, pues la nueva agricultura de estas zonas será, so pena de no ser 
competitiva a nivel europeo, altamente tecnificada, por lo que el éxodo no 
se detendrá hasta que la población agrícola aragonesa se sitúe en torno al 7 
por 100 del total de la activa, es decir, que de las 70.000 familias que hoy 
viven de la agricultura, sobrarían más de la mitad, caso de acercarnos a una 
distribución laboral acorde con la de los países más avanzados. 

En la estructura social de la población aragonesa existe muy poca di- 
ferencia entre mujeres y hombres, ya que éstas suponían el 50,51 por 100 
del total, por el 49,49 de los hombres, según los datos de 1981. Esta 
población a finales de 1985 tenía un 34,51 por 100 de personas empleadas, 
lo que situaba a la Comunidad con cierta ventaja con respecto a otras, ya 
que si en orden a población Aragón ocupa el puesto undécimo de España, 
en empleo ocupa el décimo. La distribución de la población activa por 
sectores, conforme a los cálculos dados para 1987, adscribían el 15,97 por 
100 a la agricultura, el 26,95 a la industria y el 40 por 100 a los servicios, 
situándose la tasa de desempleo en un 17,08 por 100, algunos puntos por 
debajo de la nacional, que alcanza al 21,5 por 100. La distribución del 
paro no es regular en toda la Comunidad, pues mientras la provincia de 
Zaragoza registra niveles del 20,8 por 100, la de Teruel se sitúa tan sólo 
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en el 11,1 y Huesca en el 9,3 por 100, lo que se explica por la estructura 
económica de las mismas, en la que Zaragoza, por concentrar la mayor 
parte de las industrias de la Comunidad, ha sufrido más intensamente el 
impacto de la crisis. Dentro de lo que puede denominarse población no 
activa, conforme a la terminología habitual, cabe encuadrar a la población 
estudiantil de la Comunidad, que supone el 22,19 por 100 del total de los 
habitantes. Esta colectividad estudiantil, durante el curso 1982-1983, as- 
cendía a 269.207 personas, y su distribución era la siguiente: el 12,9 por 
100 estaba en educación preescolar, el 55,06 en Educación General Bá- 
sica, el 13,36 en Bachillerato Unificado Polivalente, el 8,27 en Formación 
Profesional y el 10,41 por 100 restante en estudios universitarios. 

Hacer una valoración global acerca del futuro desarrollo demográfico 
de la Comunidad Autónoma de Aragón es muy difícil, pero su evolución 
pasa por afrontar al menos cuatro retos de estructura demosocial. De con- 
tinuar la tendencia actual, con una tasa de crecimiento vegetativo anual 
del 1,4 por 1.000, conducirá a que no se cumpla la previsión de un 5 por 
100 de crecimiento estimado para el conjunto de Europa entre 1980 y el 
año 2000. Es decir, Aragón no crecerá entre 1980 y el 2000 más allá de 
un 3 por 100, lo cual es a todas luces altamente comprometedor para el 
futuro del territorio. El mejorar esta tasa de crecimiento es el primer reto 
que el gobierno aragonés debe afrontar con toda urgencia; es preciso es- 
timular la natalidad, y adecuar la estructura productiva a la permanencia 
de los habitantes, y no a su éxodo. Por otra parte, la ciudad de Zaragoza 
seguirá creciendo a costa del resto de la Comunidad, pues su infraestruc- 
tura industrial y de servicios seguirá atrayendo población, a pesar del fan- 
tasma del paro. No obstante, el segundo reto para el gobierno autónomo 
ha de ser el de la dotación de servicios viales, energéticos, sanitarios, 
escolares y de medios de comunicación suficientemente dignos como para 
que la población no precise marcharse de su comarca para conseguirlos. 
La agricultura presenta un porcentaje de población activa excesivo que 
alcanza al 15,97 por 100, y este factor incrementará la migración interna; 
conforme avancen los regadíos tendrá que facilitarse la redistribución de 
la población agrícola, pero ésta tenderá a disminuir por la mecanización y 
tecnificación de muchas de las labores, tanto agrarias como ganaderas. Si 
este proceso de capitalización agroganadera se cumple, el porcentaje de 
agricultores se pondrá en el año 2000 en un 7 por 100, y éste es el tercer 
reto de la Comunidad Autónoma, la capitalización del campo, para poner 
su producción en competencia con la europea, o se producirá la ruina 
prácticamente total del sector cuando la libertad de circulación de produc- 
tos se consolide. El cuarto reto para la Comunidad es su estructura estu- 
diantil, pues es evidente la desproporción existente entre la formación 
profesional y los estudios de bachillerato más los de la universidad; unos 
y otros representan el 8,27 y el 22,77 por 100 del total de estudiantes, y 
parece conveniente incrementar los estudios de formación profesional, 
tanto los dirigidos al sector industrial como los dedicados a servicios y 


agricultura, ya que esta tendencia acabará mejorando los niveles de pro- 
ductividad en todos los sectores. 
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4. INSTITUCIONES POLÍTICAS AUTONÓMICAS. 
VIDA POLÍTICA 


La Constitución española de 1978 comprendía la existencia de nacio- 
nalidades y regiones en el seno de España, y esbozaba las vías del acceso 
al autogobierno parcial para estas realidades territoriales en los artículos 
143 y 151. Aragón acabó optando por la vía del artículo 143, cuando en 
diciembre de 1980 consiguió desbloquear el proceso autonómico, gracias a 
la actuación de una mesa de partidos, en la que participan la UCD, el 
PSA-PSOE, el PAR, el PC y AP. Posteriormente, en febrero de 1981, la 
mesa de partidos para la autonomía redactó las bases del futuro Estatuto, 
coincidiendo en los elementos diferenciales de Aragón, en la regulación 
de funciones de las Cortes, del Consejo de Gobierno y del Tribunal de 
Justicia, así como en la estructuración de la Hacienda. No obstante, fue- 
ron muy discutidos otros puntos tales como el número de diputados por 
provincia, la figura del justicia y sus funciones, las atribuciones futuras del 
presidente de la Comunidad, etc. 

La redacción del primer borrador del Estatuto fue llevada a cabo por 
los ponentes en el parador de Alcañiz en junio de 1981, pasando a ser 
discutido por la asamblea mixta de parlamentarios y diputados provinciales 
al mes siguiente. Un año más tarde, en julio de 1982, concluyó el trámite 
parlamentario del Estatuto, que fue firmado por el Rey en el palacio de 
Miravent el 10 de agosto, y publicado en el BOE del 16, para entrar en 
vigor veinte días más tarde. La intervención de los partidos en este largo 
proceso fue mayoritaria por parte de UCD y PSOE, que en general pac- 
taron en lo básico, en tanto que el PAR y el PC lamentaron no optar por 
mayores cotas de autonomía, para equiparar el Estatuto a los vigentes en 
Vasconia, Cataluña y Galicia. 

El Estatuto quedó dividido en 62 artículos, 5 disposiciones adicionales 
y 14 transitorias, que se recogían en seis títulos, el primero de los cuales 
se consideraba preliminar. Reflejaba este título que Aragón era una uni- 
dad e identidad histórica, sin entrar a denominarla ni región ni nacionali- 
dad. Se autogobernaría de acuerdo con la Constitución española, y su 
territorio era el de las provincias de Huesca, Teruel y Zaragoza, recono- 
ciéndose como bandera y escudo de Aragón los tradicionales. Eran ara- 
goneses o pueblo de Aragón todos los españoles con vecindad adminis- 
trativa en Aragón, lo que sentaba el principio fundamental del carácter 
administrativo de la Comunidad Autónoma. El poder autonómico se com- 
prometía a salvaguardar los derechos y libertades contenidos en la Cons- 
titución, a mejorar las condiciones de vida y trabajo de los aragoneses, 
a frenar el éxodo de población, a procurar el regreso de los emigrados, 
y por último a nivelar las desigualdades económicas, sociales y cultura- 
les existentes entre los diversos territorios aragoneses. Por otra parte, 
reconocía la existencia de modalidades lingiísticas dignas de ser defendi- 
das, la obligatoriedad de aplicación de determinados aspectos del Derecho 
Civil Aragonés, y la posibilidad de agregar o segregar de la Comunidad 
municipios, por vía del consentimiento de sus integrantes. Como puede 
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observarse, una parte de estos principios de :acción obedecían a crite- 
rios políticos que compartían los partidos dominantes, es decir UCD y 
PSOE. , ; 

La organización institucional de la Comunidad quedaba reflejada en el 
título primero, donde se definían la creación y funciones de las Cortes de 
Aragón, el presidente, la Diputación General, la administración de Justi- 
cia y la figura del justicia. Las Cortes, máximo órgano de representación 
del pueblo aragonés, ejercerían la potestad legislativa, impulsarían y con- 
trolarían la acción de la Diputación General, aprobarían los presupuestos 
regionales y realizarían las restantes competencias previstas en la Consti- 
tución, el propio Estatuto y demás normas legales vigentes. Se organiza- 
rían para su funcionamiento en plenos, comisiones y Diputación 
permanente, en los períodos, esta última, en los cuales no hubiera sesio- 
nes. Los diputados, en número entre sesenta y setenta y cinco, se elegirían 
por sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, teniendo en cuenta 
criterios de proporcionalidad y de territorialidad, y su mandato sería por 
cuatro años. De estas Cortes saldría por elección el presidente de la Di- 
putación General, que ostentaría la máxima representación de la Comu- 
nidad Autónoma, y dirigiría y coordinaría las tareas de la mencionada 
Diputación General. Esta Diputación ejercería la función ejecutiva de la 
Comunidad y podría proponer reglamentaciones. Estaría compuesta por el 
presidente y los consejeros, hasta un máximo de diez, nombrados por él. 
La sede de la misma quedaba establecida en la ciudad de Zaragoza, y se 
encargaría muy especialmente de interponer los recursos de inconstitucio- 
nalidad ante el Tribunal Constitucional. 

En lo concerniente a la administración de Justicia, se establecía la crea- 
ción del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, máximo órgano en el 
ámbito territorial, con numerosas atribuciones y con unos magistrados, 
jueces y secretarios nombrados conforme a las leyes orgánicas del Poder 
Judicial y del Consejo General del Poder Judicial. Los notarios, registra- 
dores de la propiedad y mercantiles, si bien serían nombrados por la Co- 
munidad Autónoma, lo harían de conformidad con las leyes del Estado, 
el cual además nombraría al ministerio fiscal. Se valoraría especialmente 
en todo el funcionariado, para su elección, el conocimiento del Derecho 
Aragonés, cuya tutela correspondía al justicia de Aragón, figura de larga 
tradición, que velaría además por la defensa de los derechos individuales 
y colectivos reconocidos en el Estatuto. 

El título segundo del Estatuto está dedicado a fijar las competencias 
de la Comunidad, empezando por asignarle aquellas concernientes a la 
organización de sus instituciones de autogobierno. Buena parte de la ac- 
ción del Estado en materia de administración territorial, la conservación, 
modificación y progresión del Derecho Aragonés, así como la posibilidad 
de coordinar y aumentar los policías locales, eran tranferidas como los 
puntos básicos del Estatuto en materia de política interior. El segundo 
bloque de transferencias correspondía al amplio campo de la economía, 
en el que se contemplaba la planificación económica a nivel autonómico, 
en consonancia con el desarrollo nacional; la creación de unos servicios 
estadísticos capaces de controlar el pulso socioeconómico aragonés; el 
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apoyo al incremento de la agricultura, cuyo futuro aparece vinculado a la 
realización del plan general de regadíos, lo que suponía adquirir la auto- 
nomía total en la dirección de este plan. En el sector industrial se men- 
cionaba el deseo de incrementar el grupo agroalimentario, las restantes 
industrias en general y la artesanía. Los transportes, el comercio y el tu- 
rismo a nivel territorial también eran transferidos, de la misma forma que 
la Comunidad se reservaba la competencia exclusiva sobre las instituciones 
de crédito cooperativo público y territorial, y cajas de ahorro, que pudie- 
ran fomentar el desarrollo económico. El tercer bloque de transferencias 
correspondía al bienestar social, así, la sanidad e higiene, la creación de 
centros para la juventud, la promoción del deporte y la adecuada utiliza- 
ción del ocio, pasaban a formar parte de las responsabilidades autonómi- 
cas. Un cuarto bloque de transferencias lo componían las relaciones con 
la cultura aragonesa, desde los centros propiamente institucionales como 
museos, archivos, bibliotecas, conservatorios, academias, etc., hasta las 
expresiones del arte popular como bailes, canciones, indumentarias, ins- 
trumentos musicales, o restos de las lenguas y dialectos aragoneses. Sobre 
todos estos aspectos la Comunidad podría legislar teniendo en cuenta las 
leyes generales del Estado, en tanto que en otros supuestos sería la propia 
Comunidad la encargada de hacer cumplir la legislación y normativa es- 
tatal, en materias tales como ordenación de transportes y viajeros, deno- 
minaciones de origen, protección al medio ambiente, juego, publicidad y 
espectáculos, y planificación industrial a nivel nacional. Existía además en 
el Estatuo otro conjunto de materias cuya transferencia posterior reque- 
riría un tratamiento especial, bien de orden legislativo de acuerdo con el 
gobierno de la nación, o de orden temporal, pues habían de pasar cinco 
años para su vigencia. Estas materias eran legislación laboral y de coope- 
rativas; Seguridad Social; prensa, radio y televisión; cámaras agrarias, de 
la propiedad, de comercio e industria; colegios profesionales, y ejercicio 
de profesiones tituladas. En el terreno de la enseñanza se especificaba que 
las transferencias corresponderían a todos sus grados, y particularmente, 
se señalaba el deseo de fomentar la investigación sobre temas aragoneses 
y el de crear centros universitarios en todas las provincias. 

El título tercero del Estatuto se dedicaba a la administración pública, 
que dependería jerárquicamente de la Diputación General. Como princi- 
pios básicos se definían la descentralización de funciones, la profesionali- 
dad del funcionariado, equiparado al estatal, y la no proliferación de la 
burocracia. En general, todos los cargos con responsabilidad administra- 
tiva, hasta el equivalente a director general, se nombraría entre los fun- 
cionarios, si bien cabía que se nombrasen personas de fuera en los cargos 
de apoyo inmediato a los órganos políticos. La coordinación de funciones 
entre la Diputación General y las diputaciones provinciales se establecería 
bajo el principio de la dependencia de las segundas con respecto a la 
primera en aquellas funciones que fueran de interés general para la Co- 
munidad, y todo esto dentro de la normativa legal del Estado. La orga- 
nización de la Hacienda de la Comunidad se recogía en el título cuarto, 
en el que se declaraba la articulación de la misma dentro de las normas 


100 ESPAÑA 


contenidas en la Constitución y en la Ley Orgánica de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, con tres principios básicos para su funciona- 
miento, la suficiencia, la solidaridad en la distribución intrarregional y el 
equitativo reparto de la carga fiscal entre los ciudadanos. La Hacienda de 
la Comunidad se nutriría por las vías recaudatorias de procedencia estatal 
o propias legalmente sancionadas, por el producto de su patrimonio, por 
la adquisición de préstamos, y por las emisiones de deuda; además, anual- 
mente se elaboraría un presupuesto de gastos e Ingresos bajo la aproba- 
ción de la Diputación General. El último de los títulos, el quinto, el más 
breve en extensión, recoge la normativa para las reformas del Estatuto, 
cuyas posibles propuestas deberían ser formuladas por un quinto de los 
diputados como mínimo, ser aprobadas por dos tercios de componentes 
de las Cortes, y sancionadas por la Ley Orgánica de las Cortes Generales 
de la nación. 

El Estatuto de Autonomía supuso una nueva concepción de la admi- 
nistración para las provincias que integraban el antiguo reino de Aragón, 
y su andadura hasta nuestros días es claramente perceptible por dos vías: 
una, la organización y funcionamiento de la Diputación General, y otra la 
promulgación de un conjunto numeroso de leyes que paulatinamente van 
desarrollando el Estatuto. Desde 1982 hasta 1986 las instituciones auto- 
nómicas han comenzado a ejercer su acción política sobre la sociedad ara- 
gonesa, y los problemas y carencias de ésta van siendo afrontados con los 
medios materiales de que van disponiendo. La Diputación General de 
Aragón ejerce el gobierno efectivo contando con un presupuesto de cerca 
de 34.000 millones de pesetas y con una organización humana de 6.500 
funcionarios; sus problemas administrativos mayores han surgido y surgen 
a la hora de reorganizar en el territorio de la Comunidad las diferentes 
administraciones públicas existentes, pues mientras la autonómica crece y 
se encarga de las competencias que le han sido encomendadas, las peri- 
féricas del Estado se ven sometidas a un proceso de reorganización a veces 
muy difícil de conseguir, puesto que los decretos de transferencias ofrecen 
interpretaciones divergentes. 

La actual Diputación General ha quedado estructurada en los siguien- 
tes departamentos: Presidencia y Relaciones Institucionales; Economía y 
Hacienda; Urbanismo, Obras Públicas y Transportes; Agricultura, Gana- 
dería y Montes; Industria, Comercio y Turismo; Sanidad, Bienestar Social 
y Trabajo; Cultura y Educación, que de una forma clara reflejan el con- 
tenido de los diversos paquetes de transferencias que han asumido o que 
están en vías de asumir, y cuyas decisiones anteriormente, y en buena 
medida, se tomaban fuera del territorio aragonés. 

La vida política autonómica se centra en las Cortes de Aragón, y en 
las mismas se hallan representados los diversos partidos políticos con 
fuerza numérica de votantes suficiente como para obtener escaño. A los 
pocos meses de promulgado el Estatuto, pactado como ya apuntábamos 
anteriormente entre la UCD y el PSOE, las elecciones autonómicas de 
1983 dieron el triunfo al PSOE, que con sus 33 escaños igualaba en nú- 
mero a los obtenidos por todas las restantes fuerzas políticas. Esta reali- 
dad permitió a los socialistas situar a sus hombres al frente de la 
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Diputación General, por lo que ésta ha podido gobernar enteramente res- 
paldada, y en la mayor parte, los políticos de este partido han sido los 
diseñadores de la política autonómica en esta primera fase del desarrollo 
legislativo e institucional del Estatuto. Las elecciones de 1987 han repre- 
sentado un nuevo triunfo del PSOE en cuanto al número de diputados; 
no obstante una coalición de los partidos de centro-derecha arrebataba la 
mayoría, y por lo tanto el gobierno de la Comunidad. Los resultados com- 
parados de ambos años son los siguientes: 


Partidos políticos 


Partido Socialista Obrero Español ................ 2 
Alianza POPULAR o e a 13 
Partido Aragonés Regionalista ................... 19 
Gentro ¡Democrático y Socialistas dedos desees 6 
ExquierdaUnidad 0.0 e. den. ones Denia eje 2 


otalfescanos A o. aia 


A la vista de estos resultados, la coalición de centro-derecha sustituye 
en el ejecutivo autonómico al PSOE, que aun contando con los apoyos de 
1U, queda en minoría. El hecho más significativo de estas elecciones lo 
constituye indudablemente la ascensión del Partido Aragonés Regionalista, 
que aglutina a propietarios agrarios y a clases medias urbanas, captando 
abundantes votos que anteriormente iban a la cuenta de Alianza Popular. 
Por otra parte, de la pérdida de votos registrada por el PSOE parece que 
se han beneficiado el CDS e IU, lo que ha permitido al primero de éstos 
convertirse en el partido visagra, de momento inclinada a formar coalición 
con las fuerzas de la derecha que aglutinan el PAR y AP. El reto para 
esta nueva coalición es grande, pues una parte importante de la función 
pública diseñada en el Estatuto de Autonomía, como específicamente re- 
servada para el gobierno autonómico, aún no es ejercida. Las competen- 
cias a transferir por vía temporal han llegado a su tope cronológico y 
es preciso que se asuman íntegramente para completar el proceso iniciado 
en 1982. 

El PAR es la fuerza política que más ha expresado la necesidad de 
acelerar el proceso autonómico, y va a tener la oportunidad de hacerlo 
desde la presidencia de la Diputación General. Su campaña electoral se 
ha basado en la petición de equiparación autonómica con respecto a las 
ejercidas por Cataluña, Vasconia o Galicia, culpando al PSOE de some- 
timiento a las decisiones del poder central. En consecuencia, el PAR ha 
solicitado la revisión del Estatuto, para hacerlo más acorde con los de las 
comunidades autónomas citadas, y la ejecución inmediata de las transfe- 
rencias en enseñanza y sanidad, en todos sus grados. Define el PAR en 
su programa de gobierno a Aragón como una nacionalidad histórica, he- 
cho que no se refleja en el Estatuto vigente y que a todas luces marca 
una clara diferencia con las ambigiiedades que al respecto se aprecian en 
el mismo. La vía del nacionalismo aragonés se refleja en una serie de 
reivindicaciones históricas y actuales, que son claramente sentidas por 
buena parte del pueblo aragonés. Primero, un rechazo generalizado a la 
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prepotencia administrativa ejercida por Madrid; los políticos del PAR 
quieren una gestión directa de la mayor parte de los asuntos concernientes 
a Aragón. Después, se aboga por la realización del proyecto general de 
riegos, sin el cual Aragón no podrá competir en producción con Europa; 
esta ampliación del regadío conllevaría un aprovechamiento superior del 
agua aragonesa, hoy utilizada en buena parte por Cataluña. Los restantes 
recursos naturales de Aragón, como energía eléctrica, gas, etc., debían ser 
aprovechados en mayor medida dentro de la propia Comunidad. Su polí- 
tica de transportes va encaminada a disminuir el tradicional aislamiento 
con respecto a Europa sufrido por Aragón desde la Edad Moderna; pro- 
yectan la ampliación de las comunicaciones aéreas, hoy centradas en el 
aeropuerto de Zaragoza, en parte limitado su uso por la presencia militar 
conjunta hispano-estadounidense de una base ampliamente rechazada por 
la opinión pública aragonesa. La red de carreteras, con autopistas hacia 
Bilbao y Barcelona, precisa a juicio del PAR de una nueva arteria que 
una a la Comunidad con Francia y su red de autopistas, e igual dotación 
sería preciso hacerla por ferrocarril a través del túnel de Canfranc. Por 
último, en el programa han hecho especial mención del fracaso del PSOE 
a la hora de designar al justicia, figura ésta contemplada en el Estatuto, 
y no elegida aún, cuyo carácter netamente aragonés hace que el PAR la 
exija con reiteración. El futuro de esta corriente política en ascenso, que 
puede equipararse sociológicamente al Partido Nacionalista Vasco o a 
Convergencia y Unión de Cataluña, es difícil de predecir, pero es indu- 
dable que marca una nueva línea política enraizada con la tradición ara- 
gonesa, y que, hoy por hoy, es el grupo político más netamente aragonés 
de cuantos componen el abanico ideológico de la Comunidad. 


5. ESTRUCTURA ECONÓMICA DE ARAGÓN 


En los últimos cien años la Comunidad aragonesa ha pasado de tener 
una economía tradicional, basada en las estructuras heredadas de las eda- 
des Media y Moderna, a presentar síntomas de poder ser considerada 
como una sociedad de consumo de masas, o lo que es lo mismo, ha pa- 
sado del predominio de las actividades agrarias y ganaderas a la fase po- 
sindustrial. Este cambio se ha obrado en dos fases, la primera, que 
comprende los años de 1885 a 1936, se caracterizó por la aparición de 
varios sectores industriales nuevos, que forman el entramado básico de 
una nueva estructura industrial; estos sectores fueron el agroalimentario 
(azúcar y alcoholes), de transformaciones metálicas (ferrocarriles), quí- 
mico (abonos), textil y piel (calzado). Simultáneamente, en el sector ser- 
vicios, las entidades financieras, bancos y cajas de ahorros, se 
consolidaban mediante un período de fusiones e incorporaciones, que les 
permitieron afrontar la etapa de desarrollo siguiente con solvencia y efi- 
cacia. La segunda fase del cambio estructural económico se inicia a partir 
de 1936 y llega hasta nuestros días, siendo su característica más acusada 
el crecimiento paralelo de los sectores industrial y de servicios, los cuales 
tuvieron un primer momento de reactivación por la coyuntura de la guerra 
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civil, y consolidación, a partir de mediados de la década de los sesenta, al 
instalarse en Zaragoza el Polo de Desarrollo. Dentro de esta segunda fase, 
los veinte últimos años constituyen un período de expansión muy fuerte, 
frenada en parte a partir de 1975 por el impacto de la crisis energética de- 
satada a nivel internacional dos años antes, y cuyos efectos en la Comunidad 
aragonesa no han sido tan recesivos como en otras zonas de la nación. 

Dentro del conjunto nacional de las diecisiete autonomías, Aragón 
ocupa el puesto noveno en cuanto a ingresos por habitante (526.668 pe- 
setas), situándose también en novena posición en volumen de producción, 
cuando por su población se halla en el lugar undécimo. Estas cifras, re- 
feridas al año de 1983, señalan para la Comunidad aragonesa una posición 
media en el total de España, tanto por producción como por ingresos. 
Llama la atención el hecho de que la recesión económica la tenido menos 
incidencia en Aragón que en otras zonas de España, tal vez por el pre- 
dominio de la industria de transformación y consumo. Así, el empleo en- 
tre 1973 y 1977 creció un 4 por 100, mientras que en el total de la nación 
decae en un 8 por 100; además, el valor añadido bruto aragonés en 1973 
era el 3,4 por 100 del total nacional, en tanto que en 1981 había ascendido 
al 3,62. Para las mismas fechas el empleo en la Comunidad con respecto 
al español pasó también de un 3,22 al 3,48 por 100. El crecimiento eco- 
nómico global de Aragón entre 1979 y 1983 puede cifrarse en un promedio 
anual del 2,1 por 100, en tanto que el de España no sobrepasaba el 1,5, 
lo que corrobora el hecho anotado de la menor incidencia de la crisis en 
la Comunidad. 

El análisis de la estructura productiva aragonesa en 1985 permite dar 
las siguientes cifras: 


Valor añadido bruto a coste de factores (VAB a CF) 
en millones de pesetas 


Porcentaje 


SECO PIMArOo os 93.057 9,78 
Sector secundario .......... 335.711 35,28 
SECTOML CICLO 522.644 


Si comparamos estos porcentajes con los obtenidos en 1978 sobre las 
aportaciones a la economía del VAB a CF, que se cifran en un 14,14 por 
100 asignable al sector primario, un 41,25 al sector secundario y el 44,61 
por 100 restante al sector terciario, resulta muy evidente el crecimiento 
del sector servicios en relación con los restantes, lo que viene a determinar 
una estructura que presenta rasgos de posindustrial, y el definitivo peso 
de la ciudad de Zaragoza como motor de la riqueza aragonesa. 

El sector primario, conforme hemos visto, aporta el 9,78 por 100 del 
VAB, y da empleo en Aragón al 15,97 por 100 de la población activa. En 
general su productividad es superior a la del resto de España, ya que 
supone el 5,5 por 100 del valor añadido nacional, en tanto que su pobla- 
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ción apenas rebasa el 3 por 100. No obstante, esta productividad agrícola 
dista mucho de poderse comparar con la norteamericana O la de los as 
europeos de la vertiente atlántica, y esto aun cuando en mecanización de 
labores se ha avanzado mucho, pues la Comunidad cuenta con 43.457 
tractores, 10.386 motocultores, 21.021 sembradoras, 11.425 motosierras, 
5.461 cosechadoras, etc. La distribución de la tierra en Aragón en el año 


de 1985 quedaba de la siguiente manera: 


4.351.127 
388.140 
48.032 


Regadío ¿casan 
Ríos y lagos ...... 


8,11 


La utilización de esta tierra para cultivos en 1985 nos permite estable- 
cer el cuadro siguiente: 


A 945.868 


A 100.213 7,40 
Ur E 99.969 7,39 
o e 84.710 6,26 
OVA E 56.669 4,19 
Cultivos industriales .... 28.060 2,07 
Hortaliza 18.364 1,36 
JRANSISMIO ascocsorosobad 13.245 0,98 
Tesumbre aa A 5.626 0,42 
Planta vivio 513 0,04 
Blantallenos an Sl 


o oa 36 


Es evidente el descenso paulatino porcentual del VAB procedente del 
sector primario entre 1978 y 1985, que cifrábamos, respectivamente, en 
un 14,14 y en un 9,78 por 100. No obstante, el valor a cifras totales 
muestra un claro incremento del valor de este sector primario, que pasa 
de los 53.605 millones de pesetas en 1978 a los 93.057 de 1985. La pro- 
ducción agraria aragonesa es irregular en cuanto a su distribución porcen- 
tual con respecto al total español, pues mientras el maíz supone casi el 22 
por 100, con un rendimiento por hectárea de 74,25, superior en ocho pun- 
tos a la media nacional, en otros productos como uva y oliva, apenas se 
rebasa el 2 por 100 de la cosecha de toda España. Aun con todo, en estos 
tres productos, más el trigo, frutas, hortalizas, tubérculos y alfalfa, Aragón 
es excedentario, y vende fuera del ámbito de la Comunidad. La tendencia 
actual de la agricultura apunta a disminuir las superficies dedicadas a 
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trigo, viñedo y olivar, que han compuesto tradicionalmente el paisaje agrí- 
cola aragonés, en tanto que el centeno, el maíz, la alfalfa, frutas, tubér- 
culos y hortalizas están en ascenso. Esta transformación del paisaje 
agrícola se va Operando en gran parte por el incremento de los suelos 
puestos en regadío, cuya extensión actual, como apuntábamos en líneas 
anteriores, es de 388.140 hectáreas, de éstas el 11,80 por 100 se riegan 
por aspersión. El objetivo marcado para completar los regadíos de la Co- 
munidad asciende a medio millón de hectáreas, lo que se conseguirá me- 
diante la terminación de la canalización de las extensiones de tierra 
comprendidas entre los afluentes de la margen izquierda del Ebro, y co- 
nocidas como las Bardenas, La Violada y Los Monegros. 

Los sectores forestal y ganadero están también en período de expan- 
sión. En concreto, el forestal ocupa 1.280.929 Ha., es decir, el 26,76 por 
100 de la superficie aragonesa, que suponen casi el 9 por 100 de los bos- 
ques españoles, si bien la superficie de monte maderable representa la 
mitad del mencionado. Este sector aporta el 3 por 100 a la producción 
global agrícola, y en general aumenta, pues en la provincia de Huesca 
sólo se tala al año el 27 por 100 de sus posibilidades, según crecimiento. 
En el sector ganadero existen dos tipos de explotación, el tradicional, re- 
presentado por ovejas, cabras y una presencia residual de équidos, y el 
moderno en granjas especializadas, donde se crían gallinas, cerdos y vacas, 
cuya expansión ha contribuido de forma notable en los treinta últimos 
años a mejorar la dieta alimenticia de la Comunidad. La cabaña aragonesa 
en 1985 era la siguiente: 


Porcentaje de España 
(Estimación) 


(AO 2.535.338 15 
Porcino 1.516.640 11 
MO 118.396 


NR 67.947 


De estas especies está en progresión muy notable la porcina con un 
aumento del 10,5 por 100 con respecto al número de cabezas de 1983. El 
ovino también ha crecido en los dos últimos años un 2,61 y el caprino en 
un 5,19, en tanto que el bovino da una regresión del 6,13 por 100. Estas 
progresiones obedecen en general a la demanda de carne, la de porcino 
por su precio y la de oveja por ser muy apreciada en la Comunidad; 
además, la demanda creciente de leche de oveja y cabra para la elabora- 
ción de quesos ayuda a promover esta progresión, la cual tenderá a au- 
mentar en el caso del caprino aún más, por el déficit de producción de 
esta leche que experimenta la CEE. 

El sector secundario oO industrial, conforme hemos visto, aporta el 
35,28 por 100 del valor añadido bruto, y da empleo en Aragón el 26,95 
por 100 de la población activa. La distribución geográfica de la industria 
en general es irregular y formada preferentemente por pequeñas y media- 
nas empresas. La ciudad de Zaragoza y las áreas de Sabiñarego, Monzón 
y la cuenca minera turolense constituyen las zonas de más concentración, 
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de lo que resulta que la provincia de Zaragoza tiene casi el 70 por 100 de 
la actividad industrial, un 20 por 100 la de Huesca, y el 10 restante la de 
Teruel. Estas desproporciones han tratado de mitigarse creando trece po- 
lígonos y zonas de preferente localización industrial, pero en general esta 
política ha fracasado y fracasará en lo sucesivo, puesto que lo lógico es 
que el eje del Ebro, sobre todo en su margen derecha por la que discurre 
la autopista Zaragoza-Bilbao, se convierta en la zona industrial por exce- 
lencia en Aragón, hasta sus límites con Navarra. De hecho, la mayor fac- 
toría de Aragón, la General Motors, ha optado por esta ubicación en 
términos de Figueruelas (Zaragoza). 

Los sectores industriales aragoneses principales, en 1985, son los si- 
guientes, por orden de aportación al producto interior bruto a coste de 
factores: 


Fuentes de energía 
Agroalimentaria Jess e dara ! 10,44 


cooooooo.o.oooop..ooonoo.r.oooooo..$ooo.oo 


+... ..................o...»>».on.o.oor.s” 
o... o... . ...o... ...o.ooro..r.o.os.r..rros 
co. ooo.o..o.....r.oo..oa.RXa.o.....o. 


.. o. . o... ............................. 


... o... .o.o.o.o.r..$3>.9oo.oo.opSX.o$Q. ..os..o.....so 


oo... .o...a..oo$o...r..r.rr. 


ES A OL A DA 


Si comparamos la cifra global sumada por el sector industrial al VAB 
en 1985 con la de 1978, cuyo alcance era de 156.336 millones de pesetas, 
vemos cómo la aportación industrial total es netamente superior a la de 
la agricultura, pues si ésta incrementó su montante en un 73,60 por 100, 
la industria lo hace en un 114,70. Simultáneamente, se ha producido una 
reducción importante de la participación de la mano de obra industrial en 
el total de la población activa aragonesa, que en los siete años compren- 
didos entre 1978 y 1985 ha pasado del 41,25 al 35,28 por 100, lo que 
puede explicarse por el aumento del paro, y denota, por otra parte, un 
incremento notable de la productividad. 

De los sectores industriales reseñados anteriormente, parece que tienen 
especial futuro el agroalimentario y el energético. El agroalimentario, 
dada la cada vez mayor producción agraria especializada orientada, por 
una parte, a las conservas, con destino a Cataluña, Vasconia y la CEE, 
y, por otra, a piensos compuestos. El energético, por el potencial, aún no 
explotado del todo, que suponen las cadenas pirenaicas en recursos mi- 
neros e hidroelétricos, si bien el capítulo de nuevas energía, como la solar, 
está siendo impulsado pues se estima que la Comunidad reúne unas con- 
diciones óptimas para producir energía eléctrica de origen solar, cuya fu- 
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tura explotación podría multiplicar por siete la actual producción eléctrica 
general, procedente tanto de las centrales hidroeléctricas como de las tér- 
micas, basadas en el consumo de los lignitos turolenses, cuyas reservas al 
ritmo de uso actual, y si no se descubrieran nuevos yacimientos, durarán 
todavía un siglo. Por su parte, el sector de transformaciones metálicas y 
maquinaria, con una variada oferta, la General Motors en plena produc- 
ción, y una gran tradición, es de esperar que confirme también una ten- 
dencia augurada de desarrollo, aunque presenta las limitaciones propias 
de un sector falto de tecnología propia. La industria química, por el au- 
mento de demanda de abonos, y las de construcción y madera, también 
deberían experimentar una progresión continuada, dada la conyuntura ac- 
tual. En general el sector industrial aragonés es equilibrado en cuanto a 
su diversificación, y ha soportado la crisis sin recesiones muy acusadas, de 
una parte por la preponderancia de las pequeñas y medianas empresas, y 
de otra por que éstas son de transformación, auxiliares y de consumo. 
El sector terciario de la economía aragonesa se ha convertido en el 
más potente, tanto por su contribución al VAB a CF como por su volu- 
men de mano de obra activa. En efecto, aporta el 54,94 por 100 del VAB 
y el 40 por 100 de empleo. La progresión del sector es evidente a lo largo 
de los últimos siete años, en los cuales ha pasado de aportar al VAB el 
44,61 por 100 al 54,94 señalado para 1985. Mas si nos fijamos en el incre- 
mento de las cifras, que pasan de 169.026 millones de pesetas en 1978 a 
522.644 en 1985, el incremento registrado es de un 209,21 por 100 frente 
a un 73,60 para el sector primario y un 114,74 por 100 para el secundario 
en las mismas fechas. La distribución pormenorizada del VAB a coste de 


factores dentro del sector es la siguiente: 
Millones 
de pesetas 


Concepto Porcentaje 


Transportes y COMUNICACIONES .......ooooccoccmc.... 17,99 
Comercio ES e O as VEZ, 
¡Ra a oe dado SADO ES A OS OS 12,05 
E O A 10,52 
Sector público (sanidad, educación, etc.) ......... DO 
OSEA pérooARO  OAR 6,31 
REDAraciones y TecuperaciOnEs onoueaoocac ooo ee 4,97 
Enseñanza y sanidad prIVadaS ......coocpocinoo co. 4,40 


IAE NE nIDTESaS ad cea coa 
VI A A A A 


oo... .....o.............o......o..o. 


El sector de transportes y comunicaciones ha sido y será de gran tras- 
cendencia en el desarrollo económico de la Comunidad, dado que ésta se 
halla entre Castilla y Cataluña, y entre las comunidades vasca y valen- 
ciana. Además su amplia frontera con Francia muy pronto verá suprimidos 
los derechos arancelarios, y la conexión con la CEE más bien tenderá a 
ampliarse. La red de carreteras aragonesas, como en general las de todo 
el país, presenta notables irregularidades, pues mientras la ruta por el 
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valle del Ebro de Zaragoza hasta Bilbao, pasando por Logroño, y la de 
Barcelona, por Lérida, cuentan con sendas autopistas de peaje, las carre- 
teras Madrid-Zaragoza, y Zaragoza-Valencia por Teruel, son absoluta- 
mente insuficientes para el tráfico que soportan, con un firme y un trazado 
pésimos, y con travesías, como las de Ateca, Calatayud o la Almunia, 
entre otras, inadmisibles. Por desgracia, existe una evidente desproporción 
entre un sector transportes en constante evolución y la red de carreteras 
de la Comunidad, que es en general desastrosa, lo que se traduce, entre 
otros ejemplos, en la inexistencia de una sola carretera aceptable que con- 
duzca a Francia. De los 9.798 kilómetros de carreteras aragonesas, 2.050 
son de titularidad oficial, si bien soportan el 70 por 100 del tráfico. Este 
tráfico, a su vez, es de carácter intrarregional en un 80 por 100, interre- 
gional en un 10 por 100 y de tránsito exterior en el 10 por 100 restante, 
siendo lo normal que estas cifras tiendan a variar en favor de las de trán- 
sito exterior. La red ferroviaria no está en mejores condiciones, a pesar 
del esfuerzo, tardío e inconcluso, de la doble vía Madrid-Barcelona por 
Zaragoza; las carencias de la red son más evidentes que en las carreteras; 
es notable la desconexión con Francia, y la línea valle del Ebro-Valencia 
es muy deficiente, calificativo éste aplicable al resto del trazado que dis- 
curre por la Comunidad, y que ha conducido a la preferencia del trans- 
porte por carretera y a la irremisible inviabilidad económica de buena 
parte de la red interna. La Comunidad Autónoma aragonesa tiene ante sí 
la gran responsabilidad de adecuar su estructura viaria a las necesidades 
del futuro inmediato, pues si hoy ya constituye un enclave fundamental 
en los transportes y comunicaciones peninsulares, pronto se va a convertir 
en territorio de tránsito entre la Península y el resto de la CEE. 

El comercio por su aportación al VAE es el segundo subsector del 
sector servicios. En general presenta una atomización excesiva, es decir, 
prima el comercio familiar, y está excesivamente concentrado en Zaragoza 
capital, que prácticamente monopoliza el comercio al por mayor y la ac- 
tividad ferial de la Comunidad. La excesiva atomización del comercio al 
por menor conlleva una búsqueda de rentabilidad a través de altos már- 
genes comerciales, lo cual además de encarecer los productos de cara al 
consumidor, hace al sector altamente vulnerable ante fórmulas de organi- 
zación importadas. El grupo de comercio de comestibles, entre otros, está 
sufriendo el acoso de grandes empresas francesas en su mayoría, porque 
la fórmula tradicional del comercio español de pequeñas tiendas y grandes 
almacenes en donde se encontraba «de todo», ha sido sustituida por los 
grandes comercios especializados, que bajan precios al consumidor en un 
porcentaje que varía del 10 al 25, en base a racionalizar la inversión ini- 
cial, adquirir grandes partidas en origen a precios mucho más ajustados y 
reducir enormemente los gastos fijos, sobre todo los de personal, por la 
fórmula del autoservicio, ante el público, y la informatización de sus ser- 
vicios de almacén y gestión administrativa. No obstante, el comercio de 
exportación de los productos industriales y agrarios de la Comunidad pre- 
senta una dinamicidad evidente, en contraste con la polarización del co- 
mercio interior de distribución. Este comercio de exportación al extranjero 
en 1983 ha hecho incrementar el superávit de la balanza comercial ara- 
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gonesa en 22.349 millones a raíz de la instalación de la General Motors, 
pues esta sola empresa supone el 62 por 100 de esta cifra, repartiéndose 
el resto los subsectores de material de transporte, cuero y calzado, trans- 
formaciones metálicas, maquinaria eléctrica, agroalimentario, textil y con- 
fección. Hasta esta fecha la balanza comercial aragonesa con el extranjero 
había sido de distinto signo, pues en 1972 fue deficitaria en 4.485 millones, 
en tanto que en 1978 se tuvo un ligero superávit de 500 millones. 

El subsector financiero aragonés cuenta con dos grandes instituciones 
propias, la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Zaragoza, Aragón y 
Rioja (CAZAR), fundada en 1876, y cuyas actividades se extienden ade- 
más a la comunidad riojana y a la provincia de Guadalajara, y el Banco 
Zaragozano, fundado en 1910 y muy vinculado a la capital de la nación. 
De menor entidad, pero con actividad en Aragón se encuentran el Banco 
de Huesca y la Caja de Ahorros de la Inmaculada. A estas instituciones, 
se suman en la actividad financiera los siete grandes bancos y algunas 
Cajas de Ahorros de otras comunidades, que extienden sus oficinas por 
todo Aragón. Los depósitos de recursos ajenos de estas instituciones as- 
cienden a 715.500 millones de pesetas en 1987, que suponen el 3,71 por 
100 de los recursos de este tipo existentes en el país, cuando la población 
alcanza el 3,13 por 100. La distribución de estos recursos ajenos entre el 
grupo banca y el grupo cajas, da la ventaja a los primeros de un 55 a un 
33 por 100; no obstante, como el porcentaje a nivel nacional es de 63 por 
100 para la banca y 32 por 100 para las cajas, es evidente un nivel de 
mayor aceptación en Aragón de las cajas que en otras comunidades, a lo 
que contribuye de forma notable la CAZAR, situada en el puesto cuarto 
entre las cajas de ahorros confederadas en España. En la dotación de los 
servicios restantes, la Comunidad presenta una ligera ventaja sobre el ni- 
vel nacional en relación al porcentaje de su población, cifrada en 1986 en 
un 3,13 del total de España. 


Dotación de algunos servicios 


Porcentaje de España 


BIDHOLECAS donan nooo 7 en locales y 
2,83 en libros 
Dentista ds 3,84 
Médicos ia cord 4,34 
Emisoras de radio ......... 4,58 
Restaurantes deis at 2,39 
VEMOS co ARI 4,37 


497.047 sy 


e.oooooooooo...r..»s 


Para concluir estas notas generales sobre la estructura económica de 
Aragón, es conveniente revisar las Opiniones vertidas recientemente sobre 
el futuro de esta economía, por cuanto que no son coincidentes. Para 
algunos el futuro no es esperanzador, y la economía aragonesa tenderá a 
estancarse, pues presenta rasgos de estar demasiado mediatizada. En prin- 
cipio, los sectores industriales impulsados para salir de la crisis no son los 
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más idóneos en orden a estimular el efecto multiplicador. Además la falta 
de tecnología autóctona, y el poco empeño en desarrollarla, incrementan 
esta mediatización apuntada. La propia situación de Aragón en el con- 
texto geográfico, no dominadora, no parece la indicada para atraer inver- 
siones. En el polo opuesto, es decir, en el de quienes sí esperan un futuro 
prometedor para la economía aragonesa, opinan los que sopesan y super- 
valoran el efecto de nuestra integración en la CEE. En una tercera línea 
se hallan quienes haciendo estudios comparativos sobre la evolución re- 
ciente de las industrias regionales en España, estiman que la Comunidad 
aragonesa se encuentra en la zona con mayor futuro, en un triángulo com- 
prendido por el valle del Ebro y las comunidades de Cataluña y Valencia, 
con algún polo aislado en Galicia, Andalucía (Algeciras) o Madrid. De 
hecho, la provincia de Zaragoza, en el cuadro sobre intensidad relativa de 
la localización industrial, aparece en el puesto cuarto de la nación, supe- 
rada tan sólo por Barcelona, Madrid, y Valencia. Parece que se impone 
la tendencia a considerar a la Comunidad aragonesa con un futuro espe- 
ranzador con respecto a su desarrollo económico, si bien presenta unos 
retos a medio plazo de difícil solución. En el sector agrícola-ganadero, 
serán estos retos la reducción de sus excedentes de mano de obra agraria 
y la adecuación definitiva de la producción a las necesidades comunitarias. 
En el sector industrial, por una parte, la consolidación del valle del Ebro 
como un gran corredor industrial entre la línea divisora con Navarra y la 
ciudad de Zaragoza, mediante la atracción de inversiones destinadas a 
producir para el mercado exterior, constituirá el primer reto, y, por otra, 
la potenciación de las investigaciones tecnológicas, el segundo. En el sec- 
tor servicios el reto más acuciante es el de potenciar al máximo la mejora 
de las comunicaciones por carretera y ferrocarril entre las comunidades 
colindantes, y buscar salidas a Francia alternativas a las existentes por 
Guipúzcoa y Gerona. : 


6. LA CULTURA ARAGONESA 


Como consecuencia del proceso histórico en el cual se ha desarrollado 
la Comunidad aragonesa, tendente a una castellanización de sus estructu- 
ras políticas, sociales y económicas, y a la propia dinámica marcada por 
la cultura europea cristiana occidental, las peculiaridades culturales de 
Aragón se han visto mermadas paulatinamente, y puede asegurarse que 
éstas sólo persisten en el folclore y en los residuos lingúísticos del arago- 
nés arcaico, en tanto que en las restantes manifestaciones culturales son 
escasas estas peculiaridades, unas veces porque el contagio cultural exte- 
rior motivó los cambios en modas y estilos, y otras porque lo netamente 
aragonés entró en desuso por el paso del tiempo, como es el caso de la 
arquitectura mudéjar. 

La existencia de una lengua aragonesa diferenciada, derivada del latín 
vulgar, y evolucionada durante la Edad Media en las zonas pirenaicas no 
islamizadas, viene siendo defendida por numerosos investigadores, que es- 
tán recopilando cuantos textos y voces populares se conservan, y que son 
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originales O diferenciados de los usados en Castilla, Cataluña y Francia. 
El intento, muy loable, es arduo y permite establecer unas diferencias 
lingúísticas evidentes, pero no coincidentes en los diferentes valles y co- 
marcas pirenaicas. Es un hecho claro, que a partir del siglo xvI no se 
encuentran textos en los que poder apreciar la continuidad de las moda- 
lidades lingúísticas aragonesas, y que hasta el siglo xIx, con la floración 
del sentimiento nacionalista en las distintas zonas y regiones del país, no 
se vuelven a hallar textos con modismos aragoneses; pero éste es un in- 
tento de creación voluntaria y no de fluidez espontánea, y por lo tanto, 
ha de ser encuadrado en la tarea de rescate y reconstrucción de las fablas 
aragonesas, que hoy, y como apuntaba en líneas anteriores, han conti- 
nuado diversos investigadores, que además están componiendo en prosa y 
en verso aragonés sus creaciones literarias. La restauración fidedigna de 
estas fablas aragonesas, cuando se culmine, podrá considerarse como una 
acción cultural de primer orden. 

La acción cultural en Aragón a través de centros estables obedece a 
los modelos propios de la cultura española y europea, en la cual se alter- 
nan las iniciativas públicas con las privadas, bibliotecas, archivos, museos, 
casas de cultura, teatros, cines, auditorios, centro deportivos, etc. irradian 
actividad; los restos arqueológicos, templos, castillos, palacios, cascos ur- 
banos, casas antiguas, etc., testimonian con su conservación y restauración 
el legado cultural del pasado, y la identificación de la sociedad actual con 
este pasado. La situación de estos centros y lugares es variada, en con- 
creto las bibliotecas en la Comunidad ascendían a 164 en 1984, lo que 
representaba un 7 por 100 de las existentes en España, si bien su dotación 
en libros suponía tan sólo el 2,83 por 100. Es evidente que hay unas claras 
desproporciones entre las ubicadas en Zaragoza y las de los restantes lu- 
gares; entre las primeras caben destacar las bibliotecas de la Universidad, 
la Pública y la Municipal entre las estatales, y entre las privadas la de José 
Sinués. Los documentos para el estudio del pasado aragonés están bas- 
tante dispersos en general, y esto es debido en primer lugar a que el 
Archivo de la Corona de Aragón se encuentra en Barcelona, lo que pro- 
duce problemas a los medievalistas. Además, hay muchos conjuntos do- 
cumentales aragoneses procedentes de organismos oficiales y de conventos 
y monasterios desamortizados en el Archivo Histórico Nacional de Ma- 
drid. En ambos casos, se debería reclamar la vuelta de estas series docu- 
mentales a Aragón, cuando la Diputación General cuente con las 
instalaciones adecuadas, pues a la descentralización administrativa debería 
seguir, entre otras, la descentralización documental. Los restantes archi- 
vos, públicos o privados, están dispersos por la geografía de la Comuni- 
dad, y distan mucho de poder dar servicio regular a los historiadores. Son 
de particular importancia los municipales de Huesca, Teruel y Zaragoza, 
en general accesibles; los de protocolos notariales, la Audiencia de Ara- 
gón y el Arzobispado, todos en Zaragoza, poseen fondos de gran interés, 
si bien la consulta en los dos últimos no resulta fácil. Existen archivos de 
entidades privadas tales como la Casa de Ganaderos, el Canal Imperial, 
la Sociedad Económica de Amigos del País, etc., cuya consulta es difícil, 
aunque no parezca existir peligro de deterioro. Los restantes archivos ecle- 
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siásticos, de municipios menores, los nobiliariós, etc., corren una suerte 
variada según son y pueden sus custodios O dueños, y es precisamente en 
esta tarea de salvaguarda de las mismas donde también podría notarse la 
acción de la Diputación General. 

Los museos de la Comunidad ascienden a veintidós, de los cuales doce 
son eclesiásticos. La mayor concentración en volumen de obras se encuen- 
tra en Zaragoza, ya que cuenta entre otros con el Museo Provincial, el 
Etnológico, el dedicado a la memoria de José Camón Aznar, el de Tapices 
de la Seo, o el de la Academia General Militar. De todos estos destaca 
el Museo Provincial, ubicado en un edificio del arquitecto R. Magdalena, 
y que posee unas secciones de arqueología y arte bien diseñadas. Las salas 
de arqueología presentan materiales desde las culturas paleolítica a mu- 
sulmana, entre los que destacan los mosaicos romanos procedentes de ya- 
cimientos aragoneses como el de Azaila o el bronce de Botorrita, pieza 
singular bilingiúe ibero-romana. La sección de pintura primitiva aragonesa 
románica y gótica, y los relieves de Damián Forment, destacan entre las 
obras de arte, así como algunas obras de Francisco de Goya. Cuenta ade- 
más con interesantes colecciones de cerámica de Muel y Teruel, puesto 
que son las más representativas de los alfares aragoneses de tradición mu- 
sulmana; en las piezas medievales turolenses alternan los colores verde y 
morado, en tanto que en las de Muel se aprecia la tonalidad de reflejo 
metálico, para dar paso en época moderna a la decoración en azul, con 
motivos figurativos, que evolucionaron hacia formas abstractas. El museo 
está concebido conforme a criterios modernos de museografía, y se ha 
completado con secciones auxiliares de suma utilidad como la de restau- 
ración, dibujo, fototeca, etc. El Museo Etnológico fue creado y diseñado 
en 1955 por Antonio Beltrán Martínez, bajo cuyo magisterio se han for- 
mado los etnólogos y arqueólogos aragoneses de los últimos treinta y cinco 
años. El edificio, dotado de elementos arquitectónicos propios de varios 
valles pirenaicos, acoge colecciones de enseres y ambientes propios de 
diversos puntos de la geografía aragonesa. Muy distinto en su contenido, 
el Museo José Camón Aznar alberga la colección de obras de arte que 
fuera de su titular, en 21 salas, de las cuales merece especial atención la 
dedicada a las cuatro series de grabados de Goya. El Museo de Tapices 
de la Seo alberga 62 piezas, de las cuales se exhiben 20 excepcionales, 
procedentes de los mejores telares de Países Bajos, Francia y España; en 
tanto que el Museo de la Academia General Militar presenta recuerdos 
de sus hombres ilustres, uniformes, banderas, etc. 

De los restantes museos de Aragón, merece especial mención el Museo 
Provincial de Huesca por los edificios que lo albergan, ya que se trata de 
la antigua universidad Sertoriana, de planta octogonal, dotado de un gran- 
dioso patio central, y edificado en 1690, con elementos barrocos, pero de 
austeridad herreriana; adosado a éste se halla habilitado también como 
museo el antiguo palacio de los reyes de Aragón, de fábrica en piedra de 
estilo románico y techos artesonados, que datan del siglo xt. Contiene este 
museo arqueología y arte desde la prehistoria al siglo x1x, pero lo más no- 
table son sus salas de pintura gótica. También podríamos destacar algunos 
de los museos eclesiásticos repartidos por la geografía aragonesa, como el 
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del Pilar con los bocetos de todas las pinturas murales del templo, firmadas 
por los Bayeu o por Goya, o los de Barbastro, Jaca, Huesca o Alquézar, en 
los cuales se pueden estudiar numerosas piezas de la orfebrería aragonesa 
destinada al culto, así como numerosas obras de arte de primer orden. 

Todo el conjunto de obras arqueológicas y artísticas que se guardan en 
los museos aragoneses son un buen testimonio del pasado de la Comuni- 
dad, pero no es completo, porque mucho es lo que ha salido de Aragón; 
unas veces por expolios arbitrarios, como los perpetrados por la invasión 
napoleónica; otras por ventas desafortunadas, que llevaron a otras comu- 
nidades o al extranjero obras señeras del arte aragonés, como pueden ser 
los frontales y las tablas de pintura medieval existentes en museos catala- 
nes; también acciones extremas, como nuestra guerra civil, han ocasionado 
pérdidas muy lamentables, situaciones éstas que han operado también so- 
bre el patrimonio arquitectónico aragonés. Cuenta la Comunidad en la 
actualidad con 96 edificios románicos, 92 góticos, 85 mudéjares y algo más 
de un centenar de edificios barrocos, en diferente estado de conservación. 
Iglesias parroquiales, colegiatas, catedrales, monasterios, castillos, mura- 
llas y palacios componen un patrimonio arquitectónico muy complejo que 
es preciso conservar a todo trance. Se tiene noticia de la construcción en 
Aragón de 500 edificios destinados a palacios, castillos, torres, murallas, 
etc., de los cuales quedan restos de diversa entidad en 350 lugares; una 
vez analizados, se ha establecido una tipología de trece modalidades di- 
ferentes, según los elementos arquitectónicos de que disponían y la fina- 
lidad de los mismos, y son de destacar por su estado de conservación e 
importancia en la provincia de Huesca los de Alquézar, Jaca, Loarre, 
Montearagón y Monzón; en la de Teruel, Alcañiz, Albalate del Arzo- 
bispo, Mora de Rubielos, Peracense y Valderrobres, y en la de Zaragoza, 
los de Calatayud, Maella, Biel, Navardún, Illueca, Mesones de Isuela, 
Calatorao, Sos y Uncastillo, además del existente en la propia ciudad de 
Zaragoza, la Aljafería, de origen musulmán, que se ha conservado en 
buena parte gracias a su carácter estratégico militar. 

Los edificios románicos se hallan en su mayoría en la zona norte de 
las provincias de Huesca y Zaragoza, y datan de los siglos XI y XII. Los 
más antiguos parecen hechos por maestros canteros de origen lombardo, 
como puede apreciarse en el monasterio de Obarra, si bien el centro prin- 
cipal de difusión del estilo estuvo en Jaca, cuya catedral, muy bien con- 
servada, es una muestra de la mejor factura románica del siglo xI. Algo 
posterior es la construción de San Pedro el Viejo de Huesca, templo de 
tres naves y claustro adosado, también en buen estado de conservación, 
mientras que en Zaragoza, la Seo primitiva se terminó de construir en 
1189, convirtiéndose en el modelo a seguir por las construcciones del ro- 
mánico tardío, cuya prolongación hacia el sur puede apreciarse en las pa- 
rroquias de Daroca. En los templos citados, catedral de Jaca, San Pedro 
el viejo de Huesca, la Seo de Zaragoza, así como en el castillo de Loarre, 
el monasterio de San Juan de la Peña y las iglesias de Uncastillo, se con- 
servan las representaciones escultóricas románicas más notables, en tanto 
que de las pinturas románicas conservadas, que ascienden a un total de 
once conjuntos, la más destacable es la de Bagiles, datada hacia 1080. 
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El área de expansión de las construcciones góticas es más amplia, pues 
abarca las Cinco Villas, zonas llanas de Huesca, el valle del Jalón, el Bajo 
Aragón y las serranías turolenses, y su cronología va del siglo XII al XVI. 
Este estilo arquitectónico se solapó en el tiempo con el mudejar, y no 
respondió a los prototipos y evolución del gótico francés, si bien es cierto 
que en las zonas más orientales se aprecia el influjo del levantino a partir 
del siglo xrv. Los primeros templos góticos obedecían al modelo cister- 
ciense, pero pronto el foco de Huesca, donde se construía su catedral, 
irradió su influjo a un buen número de edificios góticos. Esta catedral, se 
construyó entre 1273 y 1526, si bien se respetó bastante su plan inicial, 
Es de tres naves, cuatro tramos, capillas adosadas, crucero, capillas absi- 
dales y bóvedas de crucería simple, excepto en el crucero que es estre- 
llada, pues se acabó a finales del siglo xv. En el Bajo Aragón predominan 
los edificios de gótico radiante, de inspiración levantina, del que es buena 
muestra la iglesia de Santa María la Mayor de Valderrobres. Algo más 
tardío, el gótico flamígero cuenta con ejemplos tan notables como la Seo 
de Zaragoza, que es uno de los mayores templos góticos del país, y que, 
inmerso en un largo proceso de restauración, va siendo poco a poco 
liberado de las numerosas construcciones adosadas que lo atenazan. En- 
trados ya en el siglo XVI, se produjo una curiosa mezcla arquitectónica en 
templos como el parroquial de Longares, donde sobre columnas renacen- 
tistas, con capiteles jónicos, se apoyaba una bóveda estrellada de tradición 
gótica, de efectos visuales agradables, edificios muchos de éstos cuyos re- 
mates decorativos pertenecían ya al plateresco. 

La escultura gótica en exteriores ha resultado muy dañada con el paso 
de los años, de manera que no existen grandes conjuntos destacables. No 
por esta causa hemos de olvidar que esta escultura es en parte deudora 
de modelos franceses, a través de Navarra, o de Italia vía Cataluña y 
Valencia. La escultura en piedra policromada destinada a retablos, sepul- 
cros, púlpitos, doseles, etc., tuvo en tierras aragonesas una gran acepta- 
ción, al ser utilizado el alabastro, que por sus especiales características de 
blandura se prestaba al preciosismo en la ejecución. Durante el siglo xrv 
se aprecia un influjo borgoñón muy acusado, del que es buena muestra el 
retablo de la Seo de Zaragoza, para ir poco a poco hacia modelos de 
inspiración alemana en el siglo xv, tendencia ésta que puede apreciarse, 
entre otras obras, en el retablo del monasterio de Montearagón, conser- 
vado en el Museo Provincial de Zaragoza. De la pintura gótica tenemos 
abundantes obras aún en templos y museos. El gótico internacional del 
siglo XIV, con maestros tan notables como el de Lanaja, o el gótico na- 
turalista, inspitado en modelos flamencos, con el magisterio de Bartolomé 
Bermejo, que creó una larga y fecunda escuela, constituyen algunas de las 
muestras más destacadas de este legado pictórico bajomedieval. 

La expresión arquitectónica más genuinamente aragonesa es el mudé- 
Jar, que constituye una armoniosa síntesis del buen hacer de alarifes, ce- 
ramistas y aljeceros. El área de expansión mudéjar corresponde a los 
valles medio del Ebro y de los afluentes de su margen derecha, en tanto 
que la cronología del estilo se inicia en el siglo Xt y perdura hasta el XVI, 
apreciándose una mayor pujanza durante el siglo XIv y primera mitad 
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del xv. Iglesias y torres-campanario son los edificios más consevados; di- 
señadas con plantas similares a las góticas, se construían en ladrillo, de- 
corado al exterior con mosaicos de tonalidades blancas, azules, verdes, 
etcétera, que alternaban en bandas con los adornos geométricos propios 
del ladrillo, en una fórmula heredada plenamente de una arquitectura mu- 
sulmana, cuya mejor muestra era y es el palacio-fortaleza de la Aljafería 
de Zaragoza. Moriscos, judíos y cristianos fueron conjuntamente los cons- 
tructores de estos edificios, cuya decoración interior era dejada a los al- 
jeceros, para que plasmasen en yeso motivos y adornos de inspiración 
cristiano-occidental con la más pura técnica musulmana. Arquitectura 
pues, de gran belleza plástica, casi en su totalidad construida en tierras 
aragonesas, y cuyos ejemplos más destacables son, entre otros muchos, 
el ábside de La Seo y la iglesia de la Magdalena en Zaragoza, los tem- 
plos catedralicio y de San Martín en Teruel, o las torres de Utebo y Mon- 
talbán. 

Tan abundantes como los románicos o los góticos, los edificios barro- 
cos aragoneses de los siglos XVII y XVIII se esparcen por las tierras de 
Zaragoza y Teruel principalmente. De todos, por su hechura, sobresale el 
templo de Nuestra Señora del Pilar, que fue construido en base a los 
planos de Felipe Sánchez, modificados por Francisco de Herrera el Mozo, 
cuando se hizo cargo de la dirección del proyecto en 1679. El templo, 
cuya silueta ortogonal coronada de cúpulas sirve al viajero para atisbar la 
ciudad a muchos kilómetros de la misma, es de planta de salón, con tres 
naves, decorada profusamente de eleimmentos arquitectónicos realizados en 
yeso, conforme a la tradición mudéjar, y completado en 1754 por la ca- 
pilla de la Virgen, obra de Ventura Rodríguez, que constituye un alarde 
de copiosidad ornamental propio del último barroco español. Si el templo 
del Pilar sirvió como modelo de estilo barroco a numerosos templos cons- 
truidos en Aragón, también puede decirse otro tanto de la torre-campa- 
nario de la Seo de Zaragoza, cuya reproducción en proporciones menores 
se prodigó bastante. 

La escultura barroca aragonesa estuvo sujeta siempre al influjo italiano 
por una parte, y a las tradiciones propias de los maestros afincados en 
Aragón, que marcan una continuidad familiar dentro de la estructura gre- 
mial. Los Franco, los Sanz, los Orliens, etc., son ejemplos de estas fami- 
lias, sin que alcanzasen un gran nivel artístico; otra cosa fue la pintura 
barroca, que tuvo una floración muy destacada en la segunda mitad del 
siglo XVIII, pues del taller de José Luzán Marínez salieron pintores de la 
talla de Francisco Bayeu y Francisco de Goya. Este último sobrepasó am- 
pliamente las fórmulas pictóricas barrocas, para dar una visión personal 
del mundo exterior e interior, que entra ya dentro de una concepción 
creativa netamente contemporánea. Tanto la arquitectura como la escul- 
tura y la pintura aragonesas van a tender hacia los modelos neoclásicos a 
partir de 1784, al fundarse la Escuela de Dibujo de la Real Sociedad 
Aragonesa de Amigos del País, que pasará a denominarse Real Academia 
de las Tres Nobles Artes de San Luis a partir de 1792. Para completar 
este bosquejo del patrimonio artístico aragonés, es obligado hacer referen- 
cia al movimiento modernista, cuya floración entre 1905 y 1915 dejó no- 
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tables edificios en la Comunidad tales como el Museo de Bellas Artes, la 
Escuela de Arte y Oficios y el Centro Mercantil en Zaragoza, o la casa 
del Torico de Teruel, en los que por un afán historicista paralelo, se ha- 
llan elementos decorativos de inspiración mudéjar, conforme a los diseños 
de los arquitectos más notables del movimiento, los cuales fueron Ricardo 
Magdalena, Pablo Monguío o Francisco Albiñana. 

La riqueza folclórica aragonesa es muy notable y tan variada como su 
geografía. La pluralidad de culturas que han desfilado por sus tierras han 
dejado improntas de este folclore; así, conviven rasgos célticos, como la 
gaita o el pito, con restos de cultura musulmana apreciables en los instru- 
mentos de cuerda, o de clara tradición medieval-cristiana, como los ro- 
mances, en los cuales, la cultura derrotada y sus protagonistas, con el rey 
moro a la cabeza, salen malparados, como portadores de un dechado de 
males o hacedores de aberraciones. Los bailes e instrumentos transpire- 
naicos, como valses, polcas o acordeones, completan este complejo fol- 
clore aragonés, hoy en día objeto de la atención de numerosos grupos de 
investigadores. 

De las manifestaciones folclóricas aragonesas, las más complejas son 
los bailes, pues precisan de varios elementos: los bailadores, los músicos 
y los cantantes. Existen dos modalidades de baile entroncados totalmente 
con el sentir del pueblo aragonés. Uno es el dance y el otro la jota, si 
bien el bolero, la polca y el vals también se bailan. El dance, de formación 
más antigua, se ejecuta en todo Aragón con motivo de festividades, y se 
conocen unas cien variedades. Se realiza por grupos, que a distintos rit- 
mos, entrelazan cintas, entrechocan palos o espadas, buscando efectos co- 
reográficos y de percusión acompasada, con evidentes muestras de 
actitudes bélicas, tal vez como reminiscencias de: enfrentamientos entre 
moros y cristianos, si bien muchos han evolucionado hacia textos religio- 
sos, que afianzaban el cristianismo y las virtudes del santo patrón sobre 
las restantes creencias. Para algunos autores es preciso remontarse a época 
celta para encontrar la raíz primitiva de estos bailes rituales con armas. 
La jota es de difícil ubicación cronológica, pues si para algunos autores 
procede del zéjel arabe, o es deudora del fandango andaluz y de la jota 
valenciana, no se puede precisar cómo y cuándo se generalizó su ejecu- 
ción. Los primeros testimonios literarios de su existencia se remontan a 
finales del siglo XvVIt, pero es en el siglo actual cuando ha sufrido una 
evolución muy clara, pues si en un principio sobre un ritmo establecido 
las parejas bailaban a su aire, hoy se ha pasado a una tipificación de los 
pasos y a una coreografía-espectáculo, alejada de la espontaneidad popu- 
lar. Tiene en común la jota el que es un baile que se acompaña de ins- 
trumentos de cuerda y percusión, y que al cantarse se emplean seis versos 
de cinco a siete sílabas, de los cuales se repiten dos, pero los ritmos y la 
variedad de pasos es propia de cada lugar; si en el Pirineo hay valles 
donde la pareja baila agarrada, con ritmo lento, en el Bajo Aragón está 
más elaborada y presenta textos procedentes de otras partes de la geogra- 
fía española. Hoy por hoy, la jota es la muestra folclorica aragonesa por 
excelencia, porque se han plasmado intencionalmente en su ejecutoria los 
rasgos de comportamiento humano que los aragoneses consideran como 
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propios, es decir, la franqueza, la fuerza, la austeridad, la gallardía y el 
individualismo, si bien este último, dentro de la jota, va quedando rele- 
gado más a la acción de los joteros que a la de los bailadores. 

La canción aragonesa es muy variada, pues a las jotas de baile y ronda 
hay que añadir por lo menos catorce modalidades, de las cuales seis son 
de contenido religioso. Destacan de entre éstas las auroras, que invitaban 
a los feligreses a acudir temprano al templo; los gozos, dedicados a la 
Virgen o a determinados santos; cánticos de penitencia y Semana Santa, 
los cánticos de Pascua, etc. Las canciones profanas tienen destinos y tiem- 
pos muy variados, pues mientras las albadas, cantadas al amanecer, son 
amatorias o salutatorias, ejecutadas por un solista y los acompañantes que 
repiten los estribillos, los romances hacen referencia al pasado, con his- 
torietas y leyendas de lo más variopinto y en ocasiones llenas de dispara- 
tes. Las canciones de siega, de bodega o de hoguera, son propias de esos 
momentos, y los mayos son los dedicados por el majo a la maja, a cara 
descubierta O tapada. Los instrumentos del folklore aragonés que acom- 
pañan a bailes y cantos son numerosos y de antigiedad en muchos casos 
difícil de precisar. Entre los de viento más antiguos destacan la gaita de 
fuelle, usada tan sólo en algunos dances, y el chiflo, flauta primitiva de 
tres registros, tañido en determinados valles pirenaicos. Más modernos son 
la dulzaina, flauta evolucionada, que se utiliza preferentemente en el Bajo 
Aragón, y el acordeón, que importado tal vez de Francia, se toca mucho 
en los Pirineos y las Cinco Villas. De los instrumentos de cuerda tradicio- 
nales, la guitarra, el laúd y la bandurria, hay profusión de uso, formando 
rondallas, que cuentan además con dos instrumentos menores propios de 
la región, el guitarro, de cinco cuerdas, pequeño tamaño y sonido agudo, 
y el requinto, aún menor, de cuatro cuerdas, y en Ocasiones de caja de 
resonancia redonda. La percusión cuenta con abundantes instrumentos, 
tambores y bombos, usados en la Semana Santa del Bajo Aragón de 
forma ensordecedora; tamboriles, panderos, cañas rajadas, castañetas, de 
madera de boj y de diversos tamaños, y por último, y dada su rareza, 
es obligado citar el chicotén, que es una caja de resonancia estrecha y 
de altura cercana al metro, en cuyo frente hay seis cuerdas monoso- 
nas, que se golpean para obtener un sonido grave, y acompañan los to- 
ques del chiflo. Su área de utilización se ciñe a las zonas de Jaca y Yebra 
de Basa. 

La perduración y recuperación constante de tradiciones folclóricas en 
vías de extinción e incluso ya en desuso, parece que se está consiguiendo 
en la Comunidad aragonesa. Son numerosos los grupos de personas, que 
por afición al folclore de su patria chica se afanan en esta tarea, como es 
el caso entre muchos otros, del grupo folclórico de San Juan de Plan, en 
el que la práctica totalidad del pueblo bailan y cantan composiciones anti- 
guas y modernas. Con la jota se ha tenido una mayor dedicación a su 
estudio y recuperación, pues datan de hace medio siglo instituciones como 
el Orfeón Zaragozano, Alma Aragonesa o la propia Escuela Oficial de 
Jota dependiente del Ayuntamiento de Zaragoza. Así, hoy en día, pasan 
de cincuenta las agrupaciones existentes por toda la geografía de la Co- 
munidad dedicadas a la difusión de la jota y sus múltiples modalidades. 
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La recuperación de las tradiciones folclóricas y la difusión de otras mani- 
festaciones culturales tales como el teatro, los conciertos, conferencias y 
exposiciones, se viene canalizando cada vez más a través de las Casas de 
Cultura locales, cuya construcción continuada ha elevado a veintidós las 
existentes a finales de 1986. La transferencia del área de la cultura a la 
Diputación General de Aragón por parte del Estado, ha puesto en sus 
manos la gran responsabilidad de recuperar las tradiciones de la Comuni- 
dad, y la de definir un diseño de culturización permanente, que esperamos 
todos dé pronto frutos importantes. 
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Provincia: Asturias. 
Superficie: 10.565 km.? 
Población: 1,13 millones de habitantes. 


ASTURIAS 


1. GEOGRAFÍA FÍSICA, HUMANA. POBLAMIENTO 


En los sucesivos intentos de establecer una regionalización del territo- 
rio español a lo largo del siglo xXx, Asturias ha aparecido siempre como 
una unidad susceptible de ser integrada en formaciones distintas, según 
predominasen en su clasificación los criterios de región natural O geográ- 
fica, como hicieran Martín Cereceda en 1922 o Lautensach, más tarde. 
Dando prioridad en su clasificación a los elementos del relieve, Martín 
Cereceda incluía Asturias como una parte de la región Aasturleonesa, que 
integrabayel límite oriental de Galicia hasta el flanco oriental de los Picos 
de Europa y por el sur las tierras montañosas de León y Zamora. Más 
tarde, el geógrafo alemán Lautensach en una nueva clasificación distingue 
la denominada región de Asturias, limitada al este y al oeste por las de 
Cantabria y norte de Galicia, formando parte de la denominada España 
húmeda. Esta división que integra territorios históricos de Galicia y la 
actual Cantabria, cubría un espacio superior al de los límites adminis- 
trativos de la actual Asturias y llegaba por el este hasta Comillas y al 
sur las comarcas leonesas de Valdeón y La Babia. Más recientemente, 
con unos criterios de regionalización que hacen hincapié tanto en los 
elementos naturales como en la integración hombre-medio, Solé Sabaris 
incluye Asturias, junto con Santander, en la denominada región 
cantábrica ?. 

Asturias se nos presenta, por tanto, como una unidad susceptible de 
ser clasificada de forma diversa, según se tomen en consideración elemen- 
tos naturales —relieve, y dentro de él, a los factores litológicos y tectó- 


1 Francisco Quirós Linares: prólogo al tomo 1 de la Historia de Asturias, Ayalga eds., 
Salinas, 1977. 
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nicos— geográficos, o culturales e histórico-administrativos. En cualquier 
caso, dentro de la unidad de relieve y biogeografía que es la cordillera 
Cantábrica, Asturias constituye, como ha reconocido Manuel de Terán, 
un conjunto diferenciado por matices topográficos y morfológicos, pero 
es, ante todo, una región histórica dotada de una gran personalidad, en 
la que el relieve ha permitido una percepción del territorio asturiano como 
una realidad diferenciada, fortalecida por la existencia de unos límites ad- 
ministrativos estables y unos órganos propios de gobierno hasta el defini- 
tivo triunfo en 1835 de la revolución liberal en España. 


Medio físico 

Asturias forma parte de la vertiente oceánica de la cordillera Cantá- 
brica cuyos relieves descienden en escalones hacia el mar. La combinación 
de líneas de montes paralelos y valles transversales forman un conjunto 
de sierras y valles sobre materiales primarios —al oeste— y secundarios 
—al este— que, desde el punto de vista morfológico de norte a sur per- 
mite distinguir dentro de la región tres conjuntos básicos, alargados de 
este a oeste. El primero, las rasas y sierras litorales; el segundo, los valles 
y depresiones que forman el surco prelitoral, y el tercero, las cumbres del 
eje cantábrico y el conjunto de sierras que, paralelo a éste, con menor 
altitud y cortado por los ríos, le precede. 

Las rasas, plataformas que caen sobre el mar en acantilados, se extien- 
den por todo el litoral, constituyendo una especie de rampas de unos tres 
a cinco kilómetros de anchura y 300 metros de altitud, en las que las 
playas son escasas y los puertos naturales se reducen en los estuarios de 
los ríos (Eo, Navia, Villaviciosa...). La depresión prelitoral se extiende 
desde Grado hasta el valle medio de Cares-Deva y forma un espacio entre 
los 100 y los 400 metros de altitud comprendido entre las sierras litorales 
y las del interior que, a través de los valles del Nalón y del Caudal, co- 
necta con la cuenca hullera central. La región de las altas cumbres, la zona 
del interior, está formada por un conjunto montañoso variado por su es- 
tructura y morfología que de sur a norte y de oeste a este presenta rasgos 
característicos. Las altitudes van aumentando de norte a sur en escalones 
separados por depresiones hasta alcanzar el eje que lo une a la Meseta. 
Es la cordillera Cantábrica que se extiende en Oeste a Este, desde el 
Macizo Galaico hasta los Montes Vascos, integrando su parte central los 
macizos Asturiano y Cantábrico, con unas altitudes que oscilan entre los 
800 metros y los 2.500-2.600 y en los Picos de Europa forman una gran 
masa caliza llena de personalidad. 

A pesar de su reducida extensión los Picos de Europa constituyen por 
su volumen y altura uno de los paisajes montañosos más atractivos de la 
Península. En ellos podemos distinguir dos compartimentos escalonados, 
uno septentrional, de 1.000 a 1.400 metros de altura, cuyo sector más 
característico es la plataforma del Enol, y Otro meridional, que alcanza los 
2.500-2.600 metros, con un relieve kárstico de alta montaña afectado por 
el glaciarismo. Pese a su orientación este-oeste y a que incluyen las cum- 
bres más elevadas de la cordillera Cantábrica, no constituyen una línea de 
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separación de aguas y están atravesados por ríos (Sella, Deva, Cares) pro- 
cedentes de las montañas de la divisoria que excavan grandes desfiladeros 
y cañones de cientos de metros de profundidad. 

Por su clima y vegetación, situada entre las alturas del Macizo Astu- 
riano y el mar, presenta unos rasgos climáticos, ecológicos y agrarios pro- 
pios del dominio atlántico. Una pluviosidad alta (nunca inferior a los 850 
milímetros de media anual y generalmente entre los 1.000 y los 1.300 
milímetros) y una temperatura media no superior a los 20 grados, con 
inviernos suaves, determinan un clima claramente atlántico, que en los 
territorios prelitorales y litorales por su suavidad térmica y alta humedad 
es típicamente oceánico. En las zonas montañosas, generalmente más al 
interior, se mantiene la humedad y la altura provoca un mayor rigor en 
las temperaturas, produciendo un clima húmedo de montaña. Este clima, 
con temperaturas suaves y humedad casi permanente, ha permitido el 
mantenimiento de una cubierta vegetal que destaca por su color verde 
característico, que responde a la influencia sobre la región de los factores 
climáticos dominantes: una dinámica atmosférica propia de las latitudes 
medias y la influencia del contacto del Atlántico con un territorio carac- 
terizado por el vigor de su relieve. Por la primera, Asturias está sometida 
a la influencia de continuas situaciones borrascosas; son frecuentes los cen- 
tros de acción ciclónicos durante más de 150 días del año, con predominio 
del oeste —el gallego— o del sudoeste. Las situaciones anticiclónicas de 
origen cálido que producen días soleados no alcanzan los sesenta días al 
año, concentrados principalmente entre abril y octubre. Las fuertes pen- 
dientes de la montaña también ejercen una influencia decisiva sobre las 
condiciones meteorológicas, haciendo de divisoria entre la zona norte y 
sur de la dorsal. Al norte, la recepción de los ciclones de dirección norte- 
sur chocan con la cordillera manteniendo la duración e intensidad del mal 
tiempo, mientras que en la cara meridional predominan las condiciones 
favorables a la formación de vientos cálidos y secos de tipo Foehn. El 
efecto combinado de la presencia del mar y las brisas marinas junto a 
las montañas genera las características nubosidades que en ocasiones 
sólo son nieblas matinales, aunque frecuentemente producen lluvias. La 
existencia de comportamientos térmicos muy distintos según la estación, 
la cercanía o distancia al mar y la presencia de altitudes superiores a 
los 1.500 metros producen diferencias que no alteran, sin embargo, la 
característica general de suavidad y escaso rigor del clima de la mayor 
parte de la región. 

No es de sorprender, por tanto, que nos encontremos ante una de las 
regiones con una mayor riqueza hídrica, acentuada por la influencia del 
conjunto montañoso, lo que ha fortalecido la caudalosidad de los ríos as- 
turianos a pesar de su corta longitud. Los ríos, con una red fluvial muy 
jerarquizada, descienden en vertical de la cordillera surcando valles pro- 
fundos y regando un territorio que mantiene un alto índice de humedad 
casi todo el año, del que sobresale un suelo de tierra parda húmeda en 
las zonas de menor altura y pendiente. Casi la mitad de la superficie 
de la región es drenada por el Nalón, cuya cuenca, aparte de la del 
Miño, es la más importante del norte de la Península; el resto corres- 
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ponde en gran parte al sistema fluvial de los. ríos Eo, Navia, Narcea, 
Sella y Deva ?. : eel 

Estos rasgos climáticos e hídricos permiten el mantenimiento de una 
continua humedad que proporciona una exuberante cobertura vegetal for- 
mada casi a partes iguales por los bosques caducifolio —robles, hayas, 
castaños— y perennifolio —pino y eucalipto—, por las áreas de matorral 
—helecho, tojo— y por la pradería. . 


Actividades humanas y poblamiento 


En este marco físico se han ido sucediendo a lo largo de los siglos 
actuaciones humanas que han conformado una determinada estructura de 
hábitat. Su transformación, en consecuencia, ha sido la respuesta a los 
distintos sistemas de ocupación y explotación del territorio: un pobla- 
miento rural que aparece asociado a una función agrícola-ganadera, que 
ha sido dominante hasta el siglo pasado, ha sido sustituido por un sistema 
urbano-industrial que ha roto los patrones dominantes de aquél. La rea- 
lidad del poblamiento asturiano actual es, por tanto, la expresión combi- 
nada de forma desigual y asimétrica de ambos procesos. La coexistencia 
de ambos, el rural y el urbano, expresión de dos modos de producción y 
de dos sistemas sociales diferenciados, es perfectamente perceptible desde 
la costa a las montañas del interior. Por sus actividades económicas, for- 
mas de ocupación del territorio y modos de vida la Asturias rural y urbana 
aparecen claramente contrapuestas, unidas solamente por una red de es- 
pacios intermedios formados por zonas residenciales periurbanas, a me- 
nudo intercalados con núcleos agrarios y con una muy alta tasa de 
actividades mixtas en la agricultura y la industria y los servicios. En cual- 
quier caso el tradicional poblamiento rural ha perdido su viejo dominio 
sobre la ocupación del espacio y aparece como un residuo, a menudo 
intocado, de formas de asentamiento y producción hoy caducas. El ur- 
bano, por su parte, registra las características de un brusco proceso de 
transformación por el impacto de la explotación industrial y minera desde 
el siglo XIX. 

El poblamiento rural asturiano aparece condicionado por dos elemen- 
tos definidores del espacio regional: las condiciones naturales y las estruc- 
turas agrarias. El primero es perceptible por la distinción que ha 
producido en el poblamiento de las zonas de montaña en oposición a los 
territorios más bajos. Las zonas de montaña, por encima de los 800 me- 
tros, han generado un poblamiento en el que los elementos característicos 
son el dominio de la casa-bloque y una tendencia al agrupamiento, resul- 
tado en ambos casos de la exigitidad del terrazgo y la adaptación del 
hábitat a una economía agrícola-ganadera. Las zonas bajas, de topografía 
más favorable, han podido desarrollar un caserío con elementos disociados 
y proclive a la dispersión. Este poblamiento rural está extendido por toda 


? Julio Muñoz Jiménez: Geografía de Asturias, vol. 1, Geografía Física. El relieve, el 


clima y las aguas, Ayalga eds., Salinas, 1984. Una síntesis en Francisco Quirós Linares Geo- 
grafía, vol. Asturias, Fundación Juan March, Madrid, 1976. 
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la región y, allí donde no se ha visto quebrado por la superposición de 
otro, minero, industrial o turístico-residencial, expresa a la perfección la 
naturaleza de las actividades socioeconómicas que lo determinaron. Aun- 
que todavía en los setenta casi el 50 por 100 de la población asturiana 
vivía en zonas rurales, frente a un 38 por 100 en zonas urbanas, el proceso 
de urbanización y, sobre todo, sus pautas de comportamiento han provo- 
cado en las últimas décadas la casi desaparición de las comunidades rura- 
les como centros de relación y reproducción social y territorial 
dinámicamente activos. Con todo, ha sido más el abandono del terrazgo 
y su no sustitución por otro nuevo lo que ha permitido la persistencia de 
un poblamiento cuya matriz se sitúa en la Edad Media. 

Con independencia de la naturaleza y formas de asentamiento que la 
primitiva población asturiana haya tenido fue en la Edad Media cuando 
se intentó establecer un sistema de ocupación del espacio. Clero y nobleza 
como grupos dominantes impusieron entonces una organización del terri- 
torio en el que la aldea se conformó como centro de un espacio formado 
por las tierras de cultivo, los prados y el monte. Una estructura agraria 
caracterizada por la existencia de grandes propietarios y el predominio de 
un régimen indirecto de explotación, junto a la adaptación a la topografía 
accidentada del terreno dieron al hábitat una gran homogeneidad, bajo la 
forma de la aldea en disposición laxa. 

Salvo la parroquia, unidad administrativa de la Iglesia de singular im- 
portancia en Asturias, que llegó a conformar de forma más precisa la 
compartimentación del espacio, ninguna otra forma de ocupación del es- 
pacio fue tan efectiva hasta que en los siglos XHI y XIv se fundan una 
treintena de pueblas —las polas—, reconocibles hoy bajo el nombre de 
Pola de Siero, Pola de Lena, Pola de Laviana, etc. Bajo la iniciativa del 
poder real, o de la mitra de Oviedo, las polas fueron dotadas de un mer- 
cado y de un término, el alfoz, por el cual las aldeas integradas en él 
pasaron a tener una situación de dependencia, convirtiéndose aquéllas en 
centros de cabecera. Desde entonces las polas se han convertido en nú- 
cleos de integración de amplias comarcas, conformando las redes viarias y 
convirtiéndose en elementos activos de la jerarquización espacial. 

Este poblamiento a partir de aldeas con disposición interna laxa se 
mantuvo hasta el siglo XvIH1, momento a partir del cual se fue quebrando 
como resultado de varios factores: aumento demográfico, transformación 
del sistema productivo provocando la alteración de los cultivos, el desdo- 
blamiento de los poblamientos en unos casos, o el apiñamiento del pree- 
xistente, en otros. Desde el siglo pasado la uniformidad de este espacio 
se vio alterada por la lógica del sistema de producción capitalista y de la 
transformación y uso de los espacios preexistentes. La aparición de pobla- 
dos mineros en la zona central y de fuertes espacios industriales en este 
siglo han fomentado la existencia de un poblamiento que en la actualidad 
no tiene uniformidad alguna. 

Las actividades industrial o de administración y servicios han generado 
un fuerte proceso de urbanización que ha basculado hacia la zona central 
de la región la gran mayoría no sólo de la población, sino también de la 
infraestructura y equipamientos. El eje Oviedo-Avilés-Gijón ha trastocado 
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de forma total el espacio tradicional no sólo propio, sino circundante, 
generando profundas alteraciones del hábitat y permitiendo en la actuali- 
dad la zonificación del territorio en las áreas siguientes: 

La zona central, integrada por el espacio de la gran zona urbana y 
periurbana de Gijón, Oviedo y Avilés, alcanza un amplio territorio que 
tiene por espina dorsal la autopista —Y— y cubre el territorio que ha 
percibido con más intensidad las transformaciones derivadas de la indus- 
trialización. Es la gran red urbana por excelencia y ha llegado a alterar 
de forma brusca las formas de poblamiento preexistentes. Gijón con su 
especialización portuaria e industrial y Oviedo como centro administrativo 
dominan sobre el resto de la región. La zona minera, asociada a la explo- 
tación de los cotos mineros de los valles y montañas del interior, forma 
un territorio con una variedad de poblamientos en los que se combina la 
precedente ocupación agraria con nuevos núcleos de carácter residencial- 
minero. La zona costera occidental y oriental que, junto a su baja altitud 
y suelos llanos, ha podido convertirse en un importante eje de comunica- 
ciones que recorre de este a oeste y comunica la región con Santander y 
Galicia. Aquí el antiguo poblamiento disperso ha tendido a transformarse 
en poblamiento lineal por efecto de las líneas de comunicación paralelas 
a la costa. La zona de montaña, por encima de los 800 metros, de hábitat 
concentrado y reducidas dimensiones, no ha conocido transformaciones 
bruscas y, salvo núcleos que desarrollaron una opción turístico-deportiva, 
mantienen su viejo poblamiento. Por último, la zona intermedia, entre la 
costa y la montaña, en la que el poblamiento disperso intercalar se con- 
serva sólo alterado por la presencia de vías de comunicación que generan 
poblamientos lineales en su entorno ?. 


2. HISTORIA 


Toda aproximación a Asturias como una realidad histórica reconocible 
a través de rasgos propios y morfológicamente específicos plantea algunas 
dificultades derivadas, en su mayoría, de la necesidad de explicar, y en 
último extremo justificar, los contenidos que en cada caso se atribuyen a 
esa realidad, incluso en el caso de que los grupos humanos que la cons- 
tituyen se autorreconozcan en ella como tal. 

La primera surge con la Asturias prehistórica, las etapas iniciales de 
su poblamiento, las formas de vida y de organización social primitiva, o 
las manifestaciones culturales, todas ellas con carácter de restos arqueo- 
lógicos que no permiten en ningún caso establecer hipótesis acerca de un 
posible autorreconocimiento de sus pobladores. Aunque existen una serie 
de elementos comunes que aparecen repetidamente en todas las manifes- 
taciones culturales del paleolítico superior en el área cantábrica y que, por 
lo tanto, hablan en favor de una cierta uniformización derivada en gran 
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medida de un medio geofísico determinante, lo cierto es que la identifi- 
cación de Asturias en el conjunto general que representaba la zona norte 
no es sino muy posterior a la cultura de Altamira, al megalitismo e, in- 
cluso, a la cultura castreña. 

Asturias como territorio específico, como región de los astures, no es 
reconocible hasta los textos romanos en los que Plinio habla de veintidós 
tribus diferentes dentro de la etnia astur, cuyo territorio sitúa entre el 
Duero y la costa, en un espacio limitado al oeste y al este por los ríos 
Navia y Sella. Aquellos astures que aparecen en las fuentes caracterizados 
por su extraordinaria fiereza eran pueblos que practicaban el pastoreo, 
que como galaicos y cántabros habían experimentado la indoeuropeización 
en mayor o menor medida y que mantuvieron su unidad política antes y 
después de la ocupación de su territorio por Roma. Era la zona central, 
pese a la imprecisión de las fuentes, la que se consideraba propiamente la 
región de los astures, y que más tarde con la administración romana tomó 
el nombre de conventus asturicense. Sin embargo, Asturias no entró en la 
historia de Roma hasta la conquista. En torno al año 30 a. de C. Augusto 
llevó a aquel territorio una guerra más larga y costosa de lo previsto, que 
alcanzaría una extraordinaria trascendencia para la consolidación de su 
política personalista. En la resistencia suicida de cántabros y astures tuvie- 
ron los escritores del régimen la inspiración más fecunda para la exaltación 
de la figura de Augusto. 

Cuando la guerra se dio por finalizada, las milicias romanas impusieron 
su orden en la región, pero ello no supuso, al menos durante los primeros 
años, ni la pacificación total del territorio ni la implantación de los patro- 
nes de vida de Roma en la zona conquistada. 

La romanización en Asturias no fue una colonización sino un proceso 
de aculturación en el que se combinaron hasta llegar a fundirse, en unos 
casos, o a subordinarse, en otros, elementos indígenas y romanos. No 
cabe duda de que ciertos rasgos morfológicos hubieron de modificarse y 
los cambios no fueron poco importantes en aquellos aspectos derivados de 
la explotación de las minas astures y de los suelos agrícolas: el trazado 
viario para facilitar la comercialización y los abastecimientos, la creación 
de ciudades según el patrón romano que iría en detrimento de los castros 
o la implantación de la administración, del derecho y de la lengua del 
Imperio, son aspectos específicos de la Asturias romana que conviven con 
modos de vida y de organización social propios de los astures que se re- 
sistían a desaparecer *. 

Con la crisis del Imperio, a partir del siglo 111, sin embargo, los cam- 
bios y las transformaciones se precipitaron. La uniformización que había 
supuesto la ciudadanía romana para los habitantes de las antiguas colonias 
o la difusión del cristianismo nada tenía que ver con la progresiva descom- 
posición de la unidad política del Imperio, incapaz de repeler las presio- 
nescada vez más fuertes de los pueblos bárbaros asentados en sus límites. 


4 TF. Jordá Cerdá, Prehistoria, volumen 1; J.M. González y Fernández-Vallés, Asturias 
Protohistórica, volumen 2; F. Diego Santos, Asturias romana y visigoda, volumen 3 de la 
Historia de Asturias, Ayalga eds., Salinas, 1977. 
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Así, cuando se produjo la penetración en la:Península de suevos, ván- 
dalos, alanos y visigodos, el Imperio había perdido su carácter de referen- 
cia política y administrativa para los hispano-rromanos, y fue la monarquía 
visigoda la que trató de ofrecer una cierta unidad política, la que creó 
nuevos marcos de organización, de articulación de la comunidad sobre la 
que se asentaban las nuevas instituciones, y en ellos es donde hay que 
buscar los antecedentes de lo que escasamente dos siglos más tarde repre- 
sentarían los símbolos de Pelayo y Covadonga en los que se funde el 
origen de una España históricamente reconocible con una Asturias igual- 
mente reconocible y que en lo sucesivo, a lo largo de la Edad Media, va 
a desempeñar un papel de extraordinaria importancia política. 

Asturias en el siglo VI, cuando se produjo la invasión musulmana, 
era una región apenas visigotizada que mantenía en muchos aspectos in- 
tacto su patrimonio cultural y sus tradiciones y que, como ocurriera ya 
con las legiones romanas, opondría una resistencia pertinaz a los musul- 
manes que en poquísimos años habían obligado a buena parte de la po- 
blación hispano-visigoda del centro y del sur de la Península a retroceder 
hacia el norte. 

El contacto entre los astures y las primeras oleadas de refugiados 
fue probablemente fecundo porque rompió el aislamiento y estimuló a 
la resistencia que se produjo ante los primeros intentos de penetración 
y de asentamiento musulmán en la zona trasmontana. En la necesidad 
de organizarse para hacer frente a quienes pretendían ocupar el terri- 
torio se fraguó el caudillaje de Pelayo sobre los astures como primer 
rey de una monarquía que no se legitima como tal hasta más tarde, 
cuando la resistencia consumada se convirtió en Reconquista. Y es la 
propia monarquía que busca en el pasado su reconocimiento histórico 
la que hace de Covadonga, un siglo después, el símbolo exaltado de su 
legitimidad. > 

Con Pelayo, como primer rey de la monarquía astur, se iniciaba un 
proceso que además de reconquista militar del territorio ocupado por los 
invasores era también una reconstrucción histórica para buscar en la mo- 
narquía visigoda, cuyo último vestigio se había perdido en Guadalete, las 
raíces de su propia continuidad, tal y como se había transmitido desde 
Pelayo hasta Alfonso HI, que consolida la monarquía plenamente durante 
su reinado, en el tránsito del siglo vi al 1X, y sienta las bases del nuevo 
estado en lo político, administrativo y cultural. 

A partir de Alfonso 11 la monarquía astur se convierte en un poder 
centralizado y fuerte que, aunque adopta formas visigodas, reserva para sí 
el control de todas las funciones, incluso de aquellas que estaban en la 
monarquía visigoda en manos de la nobleza y de los obispos, y en ese 
proceso de reorganización se alzó con el único poder autónomo frente a 
la disgregación de poderes de su entorno. No hubiera sido posible de otro 
modo ni el renacimiento cultural que experimentó Oviedo, sede de la 
corte, cuando además de la actividad militar de conquistas a los musul- 
manes se llevaban a cabo más allá de las fronteras establecidas para el 


reino, ni las relaciones que el propio Alfonso II estableció con Carlo- 
magno. 
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Su sucesor, Ramiro I, continuó el proceso de afianzamiento con una 
política implacable contra los intentos de sublevación nobiliaria para pre- 
servar la integridad política y las fronteras del reino astur, para garantizar 
su independencia y la fuerza de la monarquía, constantemente engrande- 
cida por el esplendor y la riqueza creativa que revelan las construcciones 
civiles y las iglesias del ramirense, sin duda el período más fecundo y más 
original del arte asturiano en el que aparecen prefigurados los elementos 
arquitectónicos del románico. El reinado de su sucesor Ordoño I estuvo 
ocupado en la defensa de las fronteras, amenazadas en todos los flancos 
por las sublevaciones independentistas de los vascones y los galaicos, por 
las presiones de los musulmanes en la frontera sur y por los ataques a las 
costas de los normandos, lo que le obligó a una política militarista y de 
defensa que sirvió para ampliar las posibilidades de repoblación de los 
territorios al sur de la cordilleras, en tierras de León, que por primera vez 
iban a ser ocupadas después de la invasión musulmana por descendientes 
de sus antiguos pobladores. 

La figura de los reyes de la monarquía asturiana había dejado de ser 
la del caudillo expedicionario con un pequeño grupo de fieles por ejército, 
como lo habían sido Pelayo y sus inmediatos sucesores. Pero si Alfonso II 
había sido el fundador del neogoticismo astur, la pieza más sólida de la 
construcción del reino sería Alfonso III, quien lo desarrolla por completo 
en cuanto a la organización interna y a las relaciones con los demás reinos 
peninsulares. Alfonso III reunía además las características específicas del 
monarca medieval: unas dotes militares que le permitieron hacer grandes 
avances en la demarcación fronteriza, una extraordinaria habilidad política 
y diplomática con la que mantuvo la unidad del reino, a pesar de los 
brotes independentistas de galaicos, a los que logró contener interesán- 
dolos en la política de repoblación de la frontera occidental del reino, o 
de los vascones, entre otras su propio matrimonio con Jimena, princesa 
de Navarra, que no pretendía sino reforzar la protección del flanco orien- 
tal sellando relaciones de amistad con el cada vez más poderoso reino de 
Navarra. 

Alfonso II aparece comprometido no sólo en el afianzamiento de las 
bases de su reino, sino también en su proyección exterior, como revelan 
las tres grandes Crónicas escritas en su reinado, que constituyen la pri- 
mera y más importante fuente sobre la Reconquista y en las que se narran 
los episodios más significativos para la exaltación de su figura como au- 
téntico hombre de estado. Porque, en efecto, toda su política estuvo 
orientada a la expansión territorial del reino por medio de la conquista 
militar, y a la consolidación de dichas ampliaciones territoriales, bien por 
la política de matrimonios, bien por las repoblaciones que pudo llevar 
hasta la línea del Duero. 

Pero, a la muerte de Alfonso III, en los primeros años del siglo X, la 
propia expansión que había llevado la frontera del reino hasta el Duero 
obligó a un desplazamiento de lo que hasta entonces había sido el centro 
de gravedad de la monarquía asturiana; la corte se traslada de Oviedo a 
León con García, el sucesor del llamado Rey Magno, con lo que Asturias 
perdería el protagonismo que había tenido desde la época de Pelayo. 
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A partir de entonces y hasta la fusión con Castilla los reyes serán reyes 
de León y el proceso de urbanización y prosperidad económica producido 
por las repoblaciones estaría representado en las ciudades castellano-leo- 
nesas, entre ellas Burgos, Zamora, Toro y Astorga además de León, y no 
en las asturianas ?. , 

Hasta el siglo xIv, Asturias, sin dejar de participar en la articulación 
política del reino, donde algunos representantes de la nobleza asturiana 
tuvieron un papel destacado desplazando progresivamente del poder a la 
mitra ovetense, no recuperó, sin embargo, parte de su antiguo protago- 
nismo y cuando esto sucedía la coyuntura política era extraordinariamente 
delicada. Para entonces León y Castilla constituían un solo reino, la Re- 
conquista era un proceso consolidado en el que se había desarrollado la 
sociedad hispano-cristiana a lo largo de los siglos X, XI, XI y XUL, y los 
reyes de Castilla trataban de contener el ascenso de la nobleza, en pugna 
con el poder real. De ahí que la Corona de Castilla se viera obligada a 
beneficiar con donaciones territoriales de su propio patrimonio en recom- 
pensa a la fidelidad de algunas facciones nobiliarias. 

Entre los apoyos más firmes a la Corona se contaba el asturiano don 
Rodrígo Álvarez, que a costa de las donaciones recibidas se hizo titular 
del mayor señorío jurisdiccional de Asturias. A su muerte sin herederos 
directos, su patrimonio pasó por su expresa voluntad al conde don Enri- 
que de Trastámara, hijo bastardo de Alfonso XI, que más tarde reinaría 
en Castilla al haber triunfado sobre el heredero legítimo a la sucesión, el 
infortunado rey Pedro 1; con ello Asturias volvía a integrarse al realengo 
y unía su futuro al de la nueva dinastía reinante. De este modo, en 1388, 
el rey Juan I, hijo y sucesor de Enrique, el primer Trastámara, constituía 
el Principado de Asturias como título vinculado a la persona de su hijo 
Enrique, su heredero en la sucesión al trono de Castilla. La decisión de 
Juan I trataba de frenar las pretensiones del duque de Lancaster al trono 
reclamadas por su matrimonio con doña Constanza, hija de Pedro I. La 
investidura de Enrique como príncipe de Asturias, título que llevaba apa- 
rejados los derechos a la sucesión de forma similar al Delfín de Francia, 
significaba además la promesa de que la tierra asturiana del realengo no 
fuera enajenada a la Corona. Pese a todo no dejó de sufrir amputaciones 
importantes a partir de donaciones hechas por los reyes a los linajes o los 
abades que prestaban apoyo a la Corona en épocas de turbulencia nobi- 
liaria. 

Pero lo que resultó extraordinariamente importante en la organización 
administrativa e institucional de Asturias fue la constitución de la Junta 
General del Principado, organismo que se cree surgido de las diferentes 
asociaciones y hermandades concejiles medievales asturianas, y Cuyo fun- 
cionamiento como asamblea magna o ayuntamiento intermunicipal fue an- 
terior, incluso, a la constitución del principado, aunque con la de- 
nominación de Junta General no parece haberse constituido antes de 1444, 


5 


E. Benito Ruano, Alta Edad Media, volumen 4; J.I. Ruiz de la Peña Solar, Baja Edad 
Media, volumen 5 de la Historia de Asturias, Ayalga eds. Salinas, 1977. 


ASTURIAS 133 


actuando en ella como autoridad efectiva el heredero de la Corona, el 
futuro Enrique IV. A partir de entonces, la Junta ejerció la función de 
gobierno y de administración interna y la de representación y gestión de 
los intereses del principado de Asturias ante la Corona *. 

Sin representación en las Cortes castellanas, Asturias, con la constitu- 
ción del principado y de su Junta General, obtuvo dentro del sistema de 
administración de los Reyes Católicos el reconocimiento de sus tradicio- 
nales formas de gobierno y de representación. De ahí que la participación 
en la Junta General y, en consecuencia, su control fuese uno de los ob- 
jetivos políticos de la nobleza asturiana en un proceso en los que los per- 
files de funciones y atribuciones de la Junta se hicieron más nítidos a lo 
largo de los siglos XVI y XVII. 

A principios del siglo XIx, con la desaparición de las instituciones del 
Antiguo Régimen, la Junta General del Principado dejaría de funcionar y 
desaparecería asimismo, aunque para entonces muchas de sus funciones 
iniciales habían sido limitadas a lo largo de los siglos anteriores, porque 
la Junta lejos de ser un órgano de gobierno y de defensa de los intereses 
de Asturias se había convertido durante la transición a la plena Edad 
Moderna en un auténtico instrumento de control político de la nobleza 
territorial que detentaba la propiedad de la tierra garantizada por el ré- 
gimen señorial. Esa nobleza territorial representada por unos pocos linajes 
no fue, sin embargo, comparable a los hidalgos, con diferencia el grupo 
más numeroso, cuyos orígenes probablemente habrían de hallarse en las 
concesiones que habían hecho los reyes asturianos durante las repoblacio- 
nes y cuya representatividad social es característica de toda la zona norte 
de España, a los que el disfrute de ciertos privilegios jurídicos propios de 
una sociedad estamental no eximía, sin embargo, de la obligación del tra- 
bajo al carecer de rentas. A excepción, por tanto, de la nobleza territorial, 
tanto la civil como la eclesiástica, fueron amplios los sectores sociales que 
padecieron los efectos de una economía agraria poco desarrollada a la que 
los cambios estacionales O las malas cosechas abatían con hambrunas y 
epidemias, tal y como se pone de manifiesto en una estructura de pobla- 
ción con tasas muy altas de mortalidad y de morbilidad. 

Dentro de lo que fue una estructura social rígida en la que la nobleza 
y los grandes propietarios fueron reacios a las reformas, fue extraordinario 
el impacto de los ilustrado asturianos, que constituyeron un grupo espe- 
cífico dentro del pensamiento del siglo XvIH1, en donde parece tener origen 
toda una corriente cultural que llega hasta nuestro siglo. Jovellanos, Cam- 
pomanes, Martínez Marina y otros fueron los representantes en Asturias 
del sector liberalizante de la Ilustración en pugna con el clero y la no- 
bleza. Como partidarios de la ruptura con el Antiguo Régimen, compro- 
metidos en mayor o menor grado con su espíritu reformista, tuvieron 


6 J.L Ruiz de la Peña Solar, «Poder central y “Estados” regionales en la Baja Edad 
Media castellana. El ejemplo del Principado de Asturias», en Centralismo y descentralización. 
Modelos y procesos históricos en Francia y en España. Coloquio Franco-Español, Madrid, 
octubre de 1984. Madrid; 1985, págs. 235-257. F. Tuero Bertrand, Instituciones tradicionales 
en Asturias, Ayalga, Salinas, 1976. 
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ocasión de ponerse a prueba a raíz de los sucesos de 1808, con una co- 
yuntura de transición, el régimen liberal, que adquirió, sin embargo, en 
nuestro país caracteres de guerra nacionalista. ind . 

En los círculos ilustrados ovetenses aún muy minoritarios causó un pro- 
fundo impacto la invasión napoleónica, y apenas ocho días más tarde del 
2 de mayo la Junta General del Principado declaraba oficialmente la gue- 
rra a Napoleón, mientras que la movilización crecía en los días sucesivos 
hasta que la Junta, ante las presiones populares, asumió la plena sobera- 
nía. Pero la guerra de la Independencia no fue en Asturias lo que en 
Madrid y en otros lugares; pasados los primeros momentos de conquistas 
revolucionarias la situación pudo mantenerse y la Junta se manifestó in- 
capaz de desenvolverse política y militarmente hasta que en 1809 fue di- 
suelta por orden de la Junta General Suprema. Algunos de los ilustrados 
asturianos tendrían a partir de entonces un lugar destacado en las Cortes 
y en la Constitución de Cádiz ?. 

Pero en las dificultades para la implantación del régimen liberal no fue 
Asturias excepción y los reducidos núcleos de burguesías liberales en las 
ciudades no pudieron desarrollar más función política durante la restau- 
ración del absolutismo que la de minorías en oposición a un régimen al 
que apoyaban igualmente amplios sectores de la nobleza, el clero y el 
campesinado. Durante la primera mitad del siglo XIX, por tanto, la As- 
turias tradicional seguía prevaleciendo sobre otros elementos distintos que 
había incorporado la corriente liberal, y los primeros síntomas de ruptu- 
ra no se manifestarían sino a partir de la industrialización que abriría 
un proceso de cambios y transformaciones en cascada, cuyos efectos se 
proyectan, ampliando la trayectoria del propio proceso, a lo largo del 
siglo XX. : 

La industrialización como proceso múltiple con implicaciones sociales 
y económicas nunca ajenas, por otro lado, a su vez, a implicaciones polí- 
ticas aparece, además, como el gran factor de los cambios y alteraciones 
que conformaron, en consecuencia, la morfología actual. De ahí su im- 
portancia como referencia, porque fue a raíz de la industrialización cuando 
el espacio asturiano se estructuró tal como hoy lo conocemos, consagrando 
la hegemonía industrial y urbana de la franja central del área que admi- 
nistriva y tradicionalmente respondía a la región, frente a la Asturias rural 
del oriente y occidente y fue en esa nueva organización del espacio donde 
tuvieron lugar los procesos sociales, políticos y culturales, especialmente 
en las ciudades, que sustituyen al campo como eje y marco de las relacio- 
nes que caracterizan la Asturias contemporánea. 

Dependiente, desde sus mismos orígenes, de la minería del carbón la 
industrialización tuvo en Asturias en el último tercio del siglo XIX el re- 
levo de su segundo eje, la siderometalurgia, cuando el carbón asturiano 
empezó a plantear los primeros problemas serios de comercialización, ante 
la fortísima competencia que ofrecía el carbón británico. El futuro del 


7 “VV.AA. Edad Moderna I; G. Anes, Edad Moderna, 11, volúmenes 6 y 7 de la Historia 
de Asturias, Ayalga eds., Salinas, 1988. F. Carantoña Álvarez, La guerra de la Independencia 
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desarrollo económico asturiano que se sustentaba en la explotación de sus 
minas de hulla quedaba, por tanto, vinculado ya en épocas tempranas a 
la protección oficial. La fabricación de acero, impulsada por los adelantos 
técnicos en el proceso de fundición, trató de alzarse como iniciativa du- 
rante un cierto tiempo hasta que adoptó una posición subordinada a la 
política de protección del Estado, incapaz, asimismo, de competir frente 
a la siderurgia vasca. Pese a todo, minería y metalurgia fueron entonces 
y ahora las dos actividades características de la Asturias industrial y en 
ellas estuvo el pulso de la región, puesto que fue precisamente esa Astu- 
rias minera, industrial, urbana y portuaria la que dio forma a la imagen 
que de la región se tuvo entonces y se tiene ahora dentro del conjunto 
del Estado. Fue, por tanto, la industrialización la que estimuló de una 
manera impulsiva a las transformaciones sociales: la aparición de nuevos 
grupos sociales como el proletariado y las distintas burguesías patronales 
y comerciales que surgieron en el último tercio del siglo XIx, o los cam- 
bios que experimentó el campesinado, progresivamente incorporado a 
nuevas funciones que modificaron su antiguo estatus, indicaban que la 
estructura tradicional de la sociedad asturiana había desparecido y en su 
lugar tomaba forma la nueva estructura social que se consolida plena- 
mente ya en los primeros años del siglo XxX. 

Ni la expansión demográfica, producto más de la inmigración que de 
un fuerte crecimiento vegetativo, ni el crecimiento espacial de algunas ciu- 
dades como Gijón y en menor medida La Felguera, Sama, Mieres, Tru- 
bia, por no hablar de Oviedo como verdadero centro administrativo de la 
región, fueron fenómenos ajenos a la industrialización. La aparición de las 
nuevas ideologías y la progresiva implantación de nuevas formaciones po- 
líticas que sustituyeron progresivamente a los viejos partidos de notables 
propios del siglo XIX, o la lenta, pero creciente, implantación de las or- 
ganizaciones obreras y de sus sindicatos fueron episodios que aparecieron 
en el último tercio del siglo XIx, pero que como la nueva estructura social 
se consolidan en el siglo XX. Así, cuando en 1914 estalla la guerra europea 
son las fuerzas políticas conservadoras las que se enfrentan, tomando 
como pretexto la conflagración, con las que habiendo heredado el legado 
histórico de aquellos grupos ilustrados del XvIII que veían en el apoyo a 
Alemania y a los imperios centrales la encarnación del espíritu de la reac- 
ción. Para los republicanos, socialistas e incluso, para algunos líderes des- 
tacados del anarcosindicalismo, la causa de la Francia invadida era la 
causa de la democracia, era, como repetidamente simbolizaba la prensa 
de la época, la barbarie contra la civilización, y en aquella dialéctica se 
tuvo conciencia de que el futuro de la Europa liberal, el futuro de la 
democracia liberal pasaba por el triunfo en la guerra. 

Esa tradición liberal y progresista que se mantuvo en franca Oposición 
al conservadurismo y que, especialmente fuerte y arraigada en Asturias, 
se mantiene a través de la Extensión Universitaria, vinculada a su vez con 
la Institución Libre de Enseñanza, de la política del Partido Reformista 
del asturiano Melquiades Álvarez, de las actividades de socialistas como 
Manuel Vigil y Manuel Llaneza, fundador del Sindicato Minero, y a la 
que tampoco fueron ajenos anarcosindicalistas como Quintanilla, y fueron 
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los grupos y las formaciones políticas y sindicales a la izquierda del con- 
servadurismo los que estuvieron alentando el proyecto político que había 
tras la huelga de agosto de 1917 y los que trataron de buscar alternativas 
a un régimen caduco como el que se había iniciado en 1876 con la 
Restauración *. 

La crisis política generalizada en el país en los años veinte tuvo en 
Asturias los rasgos propios de un movimiento de fuerza al que se habían 
sumado amplios sectores sociales. Durante los últimos años de la dictatura 
de Primo de Rivera, la coincidencia de fuerzas políticas y sociales diversas 
acerca de la necesidad de liquidación del régimen monárquico que la Dic- 
tadura había tratado de sostener y la sustitución por la República tenía, 
sin embargo, otros componentes distintos que aquel bloque formado en 
1917. En abril de 1931, con la proclamación de la Segunda República gran 
parte de las clases medias urbanas así como los sindicatos se manifestaron 
a favor del nuevo régimen. Con todo, la posición de las viejas fuerzas 
conservadoras no tardó en fortalecerse con la formación de nuevas orga- 
nizaciones políticas como la CEDA y el Bloque Nacional. 

En una región en la que el Sindicato Minero había llegado a ser el 
árbitro de la mayoría de las negociaciones obrero-patronales y el interlo- 
cutor social con las instancias gubernativas en caso de tensión o de crisis, 
no podía menos que tomar enfrentamiento grave la polarización izquierda- 
derecha que experimentaba la política en todo el país. La sublevación 
militar del 18 de julio de 1936 esgrimía como justificación moral la revo- 
lución, la comuna asturiana de 1934. Desde octubre del 34 hasta julio del 
36 la sombra de la subversión y de la revolución proletaria planeó sobre 
la derecha más radical, justificando el golpismo como más tarde justifica- 
ría la guerra civil. h 

Tras el triunfo de los sublevados en 1939, la izquierda asturiana sufrió 
en carne propia la represión y el exilio, y los intentos de derrocamiento 
del régimen del general Franco, tanto desde el exterior como desde el 
interior, no dejarían de alimentar lo que ya en los años sesenta constitui- 
rían los primeros intentos de choque frontal con el régimen tanto en las 
huelgas mineras, que resucitaban una vez más el mito revolucionario de 
los mineros asturianos, como en las primeras y decisivas Comisiones Obre- 
ras creadas en Asturias. Pero no sólo hubo en Asturias contestación al 
régimen durante el franquismo, hubo desarrollo y también los primeros, 
aunque muy tenues, síntomas de crisis. Pero eso forma parte ya de los 
problemas de la extructura política, social e industrial actual. 


8 


VV.AA. Edad Contemporánea, 1 y II, volúmenes 8 y 9 de la Historia de Asturias, 
Ayalga eds., Salinas, 1977; J. García Fernández, Sociedad y organización tradicional del 
espacio en Asturias, Silveiro Cañada ed., Gijón, 1980; D. Ruiz, Asturias Contemporánea, Si- 
glo XXI, Madrid, 1975. 
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3. POBLACIÓN Y ESTRUCTURA SOCIAL 


Tanto por su volumen como por su distribución y estructura la pobla- 
ción asturiana en la época contemporánea es el resultado del doble pro- 
ceso de transformaciones socioeconómicas iniciado en la región el siglo 
pasado, junto a la modernización demográfica experimentada por España 
a partir de los primeros años de la centuria actual. Desde 1850 el proceso 
de industrialización, junto a la creciente explotación de los cotos mineros de 
la zona central, provocó una concentración demográfica que, más allá de 
crisis transitorias o momentos de freno en la tendencia, no ha cesado a lo 
largo de los 150 años siguientes. Este crecimiento demográfico se efectuó 
en medio de una marcada sangría de las zonas rurales, en especial de los 
territorios de montaña alta y media. El resultado ha sido la concentración 
en la zona central de los recursos materiales y humanos, con el despobla- 
miento simultáneo del resto del territorio. Pero esta alteración no ha sido 
exclusivamente en su distribución demográfica, sino que ha transformado 
significativamente la evolución y estructura de la población regional. La 
zona central refleja los efectos de un territorio que ha experimentado el 
impacto de la ubicación de la industria y la explotación minera: altas den- 
sidades, migraciones en ocasiones masivas, mayor dinamismo demográfico, 
descenso del sector primario. Por el contrario, las zonas meridionales y 
marginales de la región han conocido un paralelo proceso de despobla- 
miento —tanto intrarregional como nacional o exterior— como una reali- 
dad más de la sociedad asturiana contemporánea. 


Evolución de la población 


Hasta que en el año 1857 no se llevó a cabo la elaboración de un censo 
de población fiable, los registros anteriores daban a la región unas densi- 
dades altas. El censo de Floridablanca de 1787 le atribuye 345.800 habi- 
tantes; el de 1797, 364.200, lo que representaba una densidad de 38,2 habi- 
tantes por kilómetro cuadrado, de las altas del país. En 1832, este núme- 
ro se había elevado a 434.600, según el censo del Real Decreto. Estas 
cifras, aunque inexactas, demuestran que Asturias participaba desde la segun- 
da mitad del siglo xvi en el crecimiento económico y demográfico de 
la España periférica. Desde 1857 hasta 1981 Asturias duplicó su población, 
pasando de 524.500 habitantes en 1857 a 1.127.000 en 1981, lo que repre- 
senta un incremento moderado, entre el 0,5 y el 1 por 100 de crecimiento 
anual no acumulativo, comparativamente inferior al experimentado en 
el mismo tiempo por el conjunto del país. Y si por su volumen Asturias 
ocupa una posición elevada superada solamente por Madrid, Barcelona, Va- 
lencia, Alicante, Sevilla y Vizcaya, la existencia de una emigración constante 
ha provocado en algunas fases de su historia crecimientos demográficos en 
exceso débiles para una economía necesitada de mano de obra abundante. 

La puesta en explotación de sus cotos mineros desde la segunda mitad 
del siglo xIx y la subsiguiente recepción de mano de obra foránea no hizo 
nada más que suavizar las consecuencias de una migración transoceánica 
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de fuerte arraigo en la región. En el bienio 1885-1886 Asturias ocupaba 
el cuarto lugar en la lista de las provincias con una tasa de emigración del 
8,5 por 1.000, y a finales de siglo eran ya unos 200.000 los asturianos que 
residían en Cuba y medio millón los repartidos por toda América. Con el 
cambio económico producido tras la crisis colonial de 1898 y la pérdida 
de Cuba, la población asturiana conoció una mejora apreciable, para al- 
canzar en 1920 los 743.700 habitantes. A ello contribuyeron dos fenóme- 
nos: la expansión económica de la primera década, producida por el 
aumento de las inversiones tras la repatriación de capitales antillanos, y la 
disminución de la tasa de mortalidad por efecto de la modernización de- 
mográfica. En la década siguiente, la favorable coyuntura de la primera 
guerra mundial y la explotación intensiva de los cotos mineros, Asturias 
facilitó la recepción de una considerable masa de emigrantes, pero esta 
llegada se vio contrarrestada por el abandono del territorio hacia ultramar 
de unos 90.000 efectivos, uno de cada cuatro varones, tendencia que se 
mantuvo en la década de los veinte. Esta doble realidad de ser emisora y 
receptora de población a un mismo tiempo será una constante hasta nues- 
tros días. Mientras que desde el sur de la cordillega llegaron oleadas su- 
cesivas de fuerzas de trabajo al amparo de los distintos ciclos económicos 
regionales, una masa considerable de la población autóctona emigró ya 
hacia Madrid, Barcelona u otras ciudades, O hacia la mítica América pri- 
mero, O la Europa comunitaria en los años sesenta. En conjunto, el nú- 
mero de emigrantes entre 1835 y 1935 fue de unas 330.000 personas, 
aproximadamente un tercio de su población ?. 

A la fuerte emigración de los años veinte siguió la recesión en los 
treinta, acentuada por la guerra civil y la caída definitiva de las tasas de 
natalidad. Sólo a partir de 1945 se inició una nueva etapa de expansión, 
perceptible desde 1950, con una fuerte inmigración y la aceleración de la 
emigración interregional. Es el momento en que los municipios centrales 
de la región acumulan una población cada vez más densa en una dinámica 
que los ha llevado a concentrar en la actualidad bastante más de la mitad 
de sus recursos demográficos, exteriorizando la transformación del sistema 
económico regional. Estas tendencias dominaron en los años sesenta, com- 
binadas con una fuerte corriente migratoria hacia Europa que sustituía la 
tradicional salida de asturianos hacia América Central y del Sur; Francia, 
Alemania, Suiza y Bélgica fueron entonces los lugares de destino de una 
población tradicionalmente migratoria. 

En los últimos años se ha producido un estancamiento, resultado de la 
exigua capacidad reproductora de una socidad cuya natalidad (9,26 por 
100) es inferior a la media española. En 1985, el número de nacimientos 
(10.681) fue inferior a las defunciones (10.834), provocando un déficit de 
153 personas. En consecuencia, frente a la pirámide de población de 1960, 
en vías de envejecimiento, pero todavía fuerte en sus clases activas, las 
dos décadas posteriores presentan una tendencia hacia el envejecimiento 


? G. Ojeda y J.L. San Miguel, Campesinos, emigrantes, indianos. Emigración y econo- 


mía en Asturias, Ayalga eds., Salinas, 1985; A. Martínez Cachero, La emigración asturiana 
a América, Ayalga eds., Salinas, 1976. 
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creciente. Una población que ha necesitado de los aportes de la inmigra- 
ción, fuerte en los cincuenta, más débil después, lo que ha permitido el 
descenso del porcentaje de nativos: en 1950 los nacidos fuera de la región 
representaban el 6,8 por 100, en 1960 eran el 12,3 por 100 y alcanzaba en 
1975 el 14 por 100. Una estructura demográfica que en ese año presentaba 
como elementos característicos un elevado índice de envejecimiento (48 
por 100 frente al 41 por 100 de España) y una razón de masculinidad 
moderadamente baja (91,5 por 100 frente al 96,5 por 100). La primera, 
como resultado de ese descenso de la natalidad que provoca el envejeci- 
miento de la pirámide de población por su base; la segunda, por la su- 
permortalidad masculina pero igualmente por el efecto combinado de la 
guerra civil y de la emigración '”. 


CUADRO 1.—Tasas de crecimiento demográfico en Asturias y en España 
(en tanto por mil habitantes) 


Natalidad Mortalidad Migración 


Periodo 


España 


1900-10 .... 
1911-20 .... 
1921-30 .... 
1931-40 .... 
1941-50 .... 
1951-60 .... 
1961-70 .... 
1970 


FUENTE: Anuarios Estadísticos de España. Emilio Murcia, «Estructura social de Asturias», en Asturias-Cataluña. Actas del 
I Coloquio sobre cultura y comunidades autónomas en España, Oviedo, 1983. 


La distribución de esta población presenta la existencia de áreas per- 
fectamente contrastadas. Una zona central que concentra la gran parte de 
la población, y unas áreas marginales, en depresión creciente, cuyos efec- 
tivos demográficos y económicos pierden fuerza en la región. El drenaje 
de población y recursos hacia la zona central ha acentuado la urbanización 
de la zona; en 1960 los municipios urbanos (Gijón, Oviedo, Avilés) y los 
mineros (Langreo, Aller, San Martín del Rey Aurelio y Mieres) agrupa- 
ban ya el 50 por 100 de la población (en 1970, el 51,80 por 100). En 1980, 
un 79,39 por 100 de la población reside en esta zona y solamente cinco 
municipios (Gijón, Oviedo, Avilés, Mieres y Langreo) se reparten el 57,01 
por 100. Tal concentración en estas áreas ha quedado reflejada en su den- 
sidad. Frente a una densidad media de 106,92 habitantes por kilómetro 
cuadrado, alcanzada solamente por 18 de los 78 municipios, Avilés pre- 
sentaba, en 1980, 3.472,61 habitantes por kilómetro cuadrado, en con- 


10 R. Pérez González, La población de Asturias, volumen 4 de la Geografía de Asturias, 
Ayalga eds., Salinas, 1983; C. Criado Hernández y R. Pérez González, Notas sobre la di- 
námica y estructura de la población de Asturias, 1857-1970, Universidad de Oviedo, 1875; G. 
Morales Matos, Evolución reciente de la población en Asturias, en Boletín del Instituto de 
Estudios Asturianos, Oviedo, 1981. 
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traste con los 6,44 habitantes por kilómetros cuadrado de Ponga. No obs- 
tante, tampoco existe uniformidad en este área central; en las últimas dé- 
cadas se ha producido un doble proceso de atracción o estancamiento de 
población que acentúa las desigualdades en la Zona. Los valles del Nalón, 
Caudal y Aller son recesivos en contraste con el potente incremento de 
población de tradicionales espacios rurales como Gozón, Carreño, Siero O 
Castrillón, favorecidos por su proximidad con Oviedo, Gijón y Avilés. El 
crecimiento de algunos municipios ha sido enorme. Gijón experimentó un 
incremento del 89,77 por 100 entre 1960 y 1975, pasando de 124.714 a 
236.681 habitantes. Avilés creció en el mismo período un 75,25 por 100, 
de 48.503 a 85.280 habitantes ”. 

Por el contrario, en la Asturias marginal algunos municipios perdieron 
entre un tercio y la mitad de su población: Allende y Amieva, el 35 por 
100; Cangas de Onís, el 37 por 100; San Martín de Oscos y Santo 
Adriano, el 41 por 100; Pesoz, el 43 por 100, e Illano el 50 por 100. Esta 
zona, económica y demográficamente deprimida, coincide con territorios 
cuyas características orográficas son perores y se localizan indistintamente 
en zonas diversas, desde las cadenas prelitorales a las cumbres más altas 
del Macizo Asturiano. En ocasiones, a unas elevadas pendientes se une 
unos suelos ácidos o la excesiva parcelación de las explotaciones, poco 
aptas para obtener rendimientos económicos elevados. En el oeste, Navia, 
Narcea y Grado, y al este, Llanes y Arriondas pueden representar estas 
áreas deprimidas. Un claro predominio del sector primario y unas rentas 
municipales y per cápita extremadamente bajas reflejan esta situación. En 
definitiva, los contrastes tienden a incrementarse y las distancias entre zo- 
nas deprimidas y desarrolladas es creciente, acentuando la crisis general 
que padece la región. Estas diferencias quedan reflejadas en los índices 
de renta municipal y per cápita. La renta municipal por unidad de super- 
ficie más alta la tiene Avilés, con 724,24 millones de pesetas por kilómetro 
cuadrado (le siguen Gijón, con 284,99, y Oviedo, con 213,16), en con- 
traste con Ponga, Yermes y Tameza, Caso, Somiedo y Villanueva de Os- 
cos que no alcanzan el millón de pesetas por kilómetro cuadrado. Los 
cinco municipios más ricos acumulan el 61,52 por 100 de la renta regional, 
por un 4,52 de su superficie. Los cinco más pobres, poseen un 0,33 por 
100 de la renta para un 8,58 por 100 de la superficie. El contraste no es 
menor en la renta per cápita. La más alta (Oviedo) es de 224.900 pesetas, 
seguida de Noreña, Avilés y Gijón (esta última con 207.760 pesetas). Por 
el contrario, Somiedo, el más pobre, tiene una renta per cápita de 70.860 
pesetas. Otros municipios como San Tirso de Abres o Ponga presentan 
proporciones similares. Oviedo concentra el 20,35 por 100 de la renta re- 
gional, con el 115,3 por 100 de población; Gijón el 26,49 por 100 y el 
21,61 por 100 de población. Al mismo tiempo, Somiedo concentra el 0,10 
por 100 de la renta, frente al 10,23 por 100 de la población, no mucho 
más pobre que San Tirso de Abres o Ponga ”. 


ll E. Murcia, «Estructura social de Asturias», en Asturias-Cataluña. Actas del I Coloquio 
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Estratificación y desigualdad social 


Al igual que en el resto de sociedades marcadas por el impacto de la 
industrialización, el fenómeno más visible y efectivo en su estructura social 
es el de la salarización creciente. Asturias ha experimentado este fenó- 
meno en distinto grado desde principios de siglo hasta el punto de que en 
1950 el 57 por 100 de la población activa era asalariada; en 1960 esta 
proporción alcanzaba el 55 por 100, y en 1970 el 70 por 100. La situación 
actual, tras el impacto de la crisis de los setenta, muestra una regresión, 
para alcanzar en 1986 un porcentaje de asalariados del 59,61 por 100 
frente al 40,39 de autónomos. Esta alta proporción del empleo autónomo 
en relación con el asalariado se debe en la actualidad al alto porcentaje 
que dentro del mismo tiene el sector primario (45,45 por 100). Un sector 
dentro de la economía regional con un peso económico débil, pero que 
mantiene a un 19,07 por 100 de su población activa y presenta un alto 
grado de envejecimiento, niveles de renta muy bajos y una notable inca- 
pacidad para adecuar sus estructuras a las exigencias de la sociedad actual. 


CUADRO 2.—Estructura del empleo, 1986 


Porcentaje 
s/total 


72.070 
102.075 

214336 
176.468 


2.677 
89.909 
20.155 


Sector Primario .... 
Sector Industrial ... 
Const. y Ob. Púb... 
Sector Servicios . 


27,01 
7,24 


...o..» 


FUENTE: SADEI, Evolución del empleo en Asturias. 1980-1986, Oviedo, 1987. 


De los datos proporcionados por el cuadro se pueden extraer los rasgos 
más característicos de la estructura del empleo en la región en los ochenta. 
El primero es el alto porcentaje que dentro de la población activa posee 
en sector primario (el 19,07 por 100). El segundo, el peso indiscutible del 
empleo industrial, sobre todo, como resultado del impacto que poseen las 
actividades extractivas (21.251) y metálicas básicas (18.423) y de transfor- 
mación (20.230). Por último, el incremento que desde los años cincuenta 
ha tenido el sector servicios, pasando a ocupar del 21,5 por 100 del em- 
pleo en aquel año al 46,68 por 100 en 1986. En este sentido las transfor- 
maciones de la estructura sectorial de la población activa en Asturias han 
sido enormes en los últimos treinta años. 

En el cuadro 3 se puede observar cómo en este período el proceso de 
transformación de la estructura de la población activa ha experimentado 
una profunda alteración. Los activos del sector primario han bajado a 
menos de la mitad, mientras que el sector servicios, que en 1950 no ocu- 
paba más que una quinta parte, alcanza ahora el 46,6 por 100. Entre 1980 
y 1986 esta tendencia se ha acentuado. Los sectores primario y secundario 
han perdido activos, mientras que los servicios los han incrementado en 
un 18,29 por 100, sobre todo, por la expansión del empleo autónomo en 
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CUADRO 3.—Estructura sectorial de la población activa 


43,3 38,8 
36,7 


Secundario! diia 
Tercio all ado aaa 


........o.o.oo.o.o.... 


FUENTE: Rosa González Corugedo, Sociología de Asturias, Salinas, 1977; SADEI, La renta de los nunicipios asturianos, 
1980, Oviedo, 1984; SADEI, Evolución del empleo en Asturias, 1980-1 986, Oviedo, 1987. 


el sector. El impacto de la crisis ha provocado la alteración de las pro- 
porciones entre el trabajo autónomo y el asalariado de una forma decisiva. 
La pérdida constante de efectivos asalariados ha facilitado un incremento 
de los autónomos. Desde 1980 los asalariados han descendido en un 7,5 
por 100, al tiempo que se incrementaron los trabajadores autónomos en 
un 21,58 por 100. Sus efectos se acusan en el hecho de que solamente en 
el sector servicios se ha ampliado la demanda de asalariados. En el mismo 
período, el número de trabajadores autónomos ha aumentado en los sec- 
tores secundario y terciario en un 96 y 54 por 100, respectivamente, mien- 
tras que el primero perdía un 2,36 ”. 

Por tanto, la crisis, junto a la pérdida de empleo, ha comportado, al 
mismo tiempo, la transformación de su estructura de una forma evidente. 
La distribución sectorial del empleo en Asturias se ve alterada, además, 
por el alto grado de incidencia que tienen en la región las empresas es- 
tatales, sobre todo Hunosa y Ensidesa. Su alto porcentaje en el empleo 
regional y la mayor pérdida de empleo privado que publico en los últimos 
años ha permitido que la tasa de paro haya ido en Asturias por debajo 
de la media española. En cualquier caso, más allá de disparidades regio- 
nales, una comparación con la distribución sectorial del empleo con Es- 
paña, la CEE, Reino Unido e Irlanda, permite percibir en su justa medida 
su situación. 


CUADRO 4.—Distribución sectorial del empleo, 1980 


Agricultura y pesca 
IU E 
SETVICIOS A O E 


cc... ..o.oo..on.oooooo 


FUENTE: SADEI, La renta de los municipios asturianos, 1980, Oviedo, 1984. 


La sociedad asturiana aparece, en su conjunto, como un tejido social 
poco integrado. A las disparidades interregionales en población y recursos 
se suma una considerable estratificación social que tiende a agrandarse de 
forma palpable. Si desde principios de siglo la industrialización fue pro- 
vocando una clara diferencia de renta, hábitos, costumbres e ideología 


13 


SADEI, Paro y empleo en Asturias, Oviedo, 1985. 
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entre el campo y la ciudad, y, muy especialmente, entre el campesinado 
y el proletariado, la situación actual no ha favorecido su neutralización. 
Antes bien, la pérdida del trabajo asalariado no conlleva una vuelta a las 
actividades agrarias, sino la expansión de autónomos en los sectores se- 
cundario y terciario, o en el peor de los casos, hacia la marginación social. 
La fortaleza estadística de la franja de propietarios agrícolas esconde en 
la práctica un campesinado minifundista cuyas condiciones de vida están 
muy por debajo de cualquier asalariado de la industria y los servicios. 

El campesinado asturiano, con una media de edad muy elevada (el 50 
por 100 supera los cincuenta años y sólo el 20 por 100 tiene menos de 
treinta), unas explotaciones agrarias de dimensiones medias muy reducidas 
(el 75 por 100 no superan las 5 Ha.), un alto índice de parcelación, una 
mecanización muy baja y con cotas de autoconsumo muy elevadas, y una 
fuerte descapitalización, tiene ante sí un panorama en extremo difícil. Es 
esta situación de creciente deterioro que hace del campesino asturiano (en 
un 95 por 100 propietario) un grupo social en total regresión desde hace 
varias décadas, y son las difíciles condiciones del medio las que explican 
el fuerto éxodo rural de la juventud. A la vieja tradición migratoria del 
campo asturiano se ha sumado la intensa urbanización de la zona central 
y la enorme regresión demográfica, económica y de servicios que padecen 
las zonas rurales. 

Edad, niveles de renta muy reducidos (una media de 130.000 pesetas por 
persona), con unos equipamientos extremadamente reducidos hacen del cam- 
pesinado asturiano la clase social más deprimida. En esta situación el aban- 
dono de las caserías ha sido creciente, lo que ha dado lugar a una regresión 
notoria en las tierras labradas y pastizales (desde 1955, 39.400 y 33.000 Ha. 
respectivamente) acentuada, además, por la dificultad de una modernización 
del sector a partir de su mecanización. La situación no se ha mejorado con 
una posible concentración parcelaria (solamente unas 12.000 hectáreas en 
Llanes y Luarca) ni con una mejora de los equipamientos pues son notorias 
las deficiencias en servicios generales. El bajo nivel de consumo y unas con- 
diciones de vida muy limitadas han provocado que una gran parte de la 
población rural asturiana comparta su dedicación a las actividades agrarias 
con otra ocupación. Según el censo agrario de 1982, el 54,05 por 100 de los 
empresarios de las explotaciones censadas tienen su actividad principal fuera 
de la agricultura. Al mismo tiempo, se puede observar un acentuado proceso 
de feminización del sector, con un 25 por 100 de mujeres al frente de las 
explotaciones, por encima del 20 por 100 de la media nacio nal, aunque 
inferior al de Galicia y el País Vasco. "Tampoco el equipamiento de los ho- 
gares campesinos es muy notable, aunque en los últimos años, ya con en- 
deudamiento, ya por una mayor gravación de la economía o con los aportes 
de las remesas de emigrantes, se ha producido una mejora **. 

La clase obrera presenta una situación más ventajosa. Tanto por su 
mejor nivel de renta (800.000 pesetas para los obreros industriales y 
600.000 para los de servicios, superior al millón en la minería o la side- 


14 R. González Corugedo, Sociología de Asturias, Ayalga eds., Salinas, 1977; E. Murcia, 
Ob. cit. 
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rometalurgia en 1981) como por el aprovechamiento de los mejores equi- 
pamientos de las ciudades, sus condiciones de vida son notablemente me- 
jores que las del campesinado. Con una notable estratificación interna, la 
clase obrera asturiana conoce una alta gama de situaciones económicas y 
sociolaborales que el propio sistema económico está favoreciendo. En 
1975, más del 60 por 100 de la población asturiana podría ser integrada 
en ella, y en su interior un porcentaje casi igual eran trabajadores cuali- 
ficados, en contraste con un 20 por 100 de no cualificados. Una fuerte 
tradición sindical, una cultura política que hace del obrero asturiano un 
tradicional militante de izquierdas, cierto espíritu anticlerical y su prota- 
gonismo en la historia regional, la convirtieron en sujeto histórico de es- 
pecial relevancia en el último siglo. La clase obrera actual, cincuenta años 
después de la revolución de octubre de 1934, tiene, sin embargo, muy 
poco en común con aquélla. 

Por su parte, las clases medias (el 18 por 100 en 1975) presentan una 
amplia gama de situaciones sociolaborales y financieras. Este grupo está 
formado en una proporción del 60 por 100 por empresarios sin asalariados 
y personal intermedio de la administración y los servicios, con unos recur- 
sos relativamente bajos. Por su actividad, estos pequeños empresarios de 
trasportes, comercio, servicios, aunque están muy repartidos por la región 
residen de forma mayoritaria en Oviedo, Gijón y Avilés, ciudades en las 
que se concentran en mayor proporción los administrativos y técnicos in- 
termedios de las empresas privadas y estatales. Las tres ciudades, sobre 
todo Gijón y Oviedo, concentran a los empresarios no agrarios y los di- 
rectores y gerentes de empresas. Mientras que en Gijón residen aproxi- 
madamente el 30 por 100 de empresarios y directores, por el contrario, 
en Oviedo vive el alto personal administrativo y técnico de las empresas 
y el Estado (35 por 100). Con una gran disparidad de situaciones estos 
grupos tienen un nivel de renta notablemente “superior al de la clase 
obrera (unas tres y media veces superior al de los obreros no cualificados 
para el personal directivo y mandos superiores). La diferencia de un grupo 
tan heterogéneo con la clase obrera se percibe de forma clara en el nivel 
de consumo y la calidad de vida. En 1977, frente a un 16,2 por 100 de 
los hogares campesinos y un 29,3 por 100 de los obreros, tenían coche el 
63 por 100 de los cuadros medios, el 70,9 de los empresarios con asalaria- 
dos y el 78,6 por 100 de los cuadros superiores. Los estudios superiores 
son igualmente otro indicador elocuente. Los estudiantes universitarios as- 
turianos tienen una extracción social inequívocamente de clases medias. 
Por un 2,9 por 1.000 de estudiantes de origen campesino, el 1,1 de obre- 
ros sin cualificación, profesionales liberales y directores y gerentes de em- 
presas alcanzan el 150. ) 

Unas clases medias, en definitiva, que junto a la clase obrera ocupa el 
espacio central de la actividad económica y de la posición social, y que de 
forma creciente acentúa las disparidades entre un campesinado en regre- 
sión y marginal y una reducida alta burguesía, cuya actuación está media- 
tizada por la fuerza que tienen en la región la empresa pública y acentúa 
la debilidad que presenta como clase social dominante desde su formación 
a finales del siglo pasado. 
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En su conjunto, las pautas de comportamiento sociocultural son las 
propias de una región desarrollada, pero es perceptible la existencia de 
alteraciones significativas entre los niveles sociales y su respuesta ante la 
realidad. Así como la clase obrera muestra un alto grado de conciencia y 
crítica sociales, en sus diferentes manifestaciones socioculturales y políticas 
(actitud religiosa, partidos políticos, autonomía regional, etc.) el campesi- 
nado, con mucho la clase social más desfavorecida, muestra una mentali- 
dad muy conservadora y presenta un altísimo grado de conformismo, 
explicable en parte por su bajísimo nivel de instrucción (en 1975 el 98,8 
por 100 no había cubierto los estudios primarios). Casi el 50 por 100 del 
campesinado afirma su optimismo ante la situación económica y tradicio- 
nalmente ha emitido un voto conservador, con valores religiosos tradicio- 
nales fuertemente arraigados, en contraste con la clase obrera, incon- 
formista, reivindicativa, pesimista ante la realidad y futuro de la economía 
asturiana y motor histórico de la izquierda política en la región. 

Entre ambos grupos las clases medias integran dos posiciones contra- 
puestas que, por su origen social y formación cultural, desarrollan actitu- 
des de integración y rechazo respectivamente. La primera, formada por 
grupos laborales intermedios o superiores de nuevo cuño han aceptado el 
proceso general de asalarización de los profesionales —enseñanza, sani- 
dad— sin ningún problema. La segunda, heredera de las tradicionales cla- 
ses medias, formada por profesionales liberales, perciben con temor y a 
menudo reaccionan con rechazo ante la creciente asalarización que impone 
el sistema socioeconómico en la actualidad y la competencia de efectivos 
provenientes de otra extracción social beneficiada del mayor nivel de ins- 
trucción general *. 


4. INSTITUCIONES POLÍTICAS AUTONÓMICAS 


Aunque no había bases sólidas jurídicas O políticas para legitimar ve- 
leidades autonomistas, Asturias había figurado como estado regional en el 
proyecto de Constitución Federal de la 1 República de 1873, y por las 
razones históricas derivadas de los principios de la monarquía astur y de 
su antiguo carácter de reino, tenía todos los derechos y facultades atribui- 
bles a una plena autonomía, a excepción de los incompatibles con la na- 
ción. El fracaso de la república federal no impediría, sin embargo, que 
dentro del programa político del Partido Republicano Federal se mantu- 
viesen prácticamente invariables aquellos principios durante años. 

La ausencia de una verdadera foralidad, esto es, de un derecho espe- 
cífico que se opone al derecho común, y la falta de una conciencia política 
regional no permitieron, pese a las iniciativas de los federales, de grupos 
o de otras individuales para estimular el conocimiento y la investigación 
en y sobre Asturias, desde principios de siglo, un desarrollo de las vías 
autonomistas ni de las instituciones regionales. Por tanto, no será sino 


15 Véanse Asturias, Primera Encuesta Regional, Oviedo, 1979; Asturias, Segunda En- 
cuesta Regional, Oviedo, 1984; Asturias, Tercera Encuesta Regional, Oviedo, 1987. 
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dentro del proceso general de expansión de los regionalismos cuando se 
desarrolle un claro espíritu regionalista que se manifiesta a través de di- 
versos movimientos, no todos de signo conservador, y que tuvieron amplia 
incidencia en la opinión pública a través de la prensa, al menos, desde 
1918 hasta la dictadura de Primo de Rivera. 

El primero de ellos, el llamado Catecismo Regionalista inspirado por el 
tradicionalista Vázquez de Mella y elaborado por el vizconde de Campo 
Grande, Ceferino Alonso y José González, tenía una orientación regio- 
nalista de corte reaccionario. Sus autores abogaban por una descentrali- 
zación que permitiera alcanzar el autogobierno, es decir, el derecho a 
constituirse y a organizarse de acuerdo a sus necesidades en todos los 
órdenes, objetivos que de forma expresiva quedaban reflejados en la frase 
de «Asturias libre regida por sí misma», 

De signo conservador, igualmente, fue el movimiento de la Liga Pro 
Asturias impulsado en 1918 por Nicanor de las Alas Pumariño pero que, 
a diferencia del Catecismo, mo propugnaba objetivos tan tajantemente au- 
tonomistas sino, sólo un horizonte de desarrollo y de progreso regional. 
En unas bases redactadas por la Liga y elevadas al gobierno central se 
establecía que, pese a la plena conciencia de su personalidad regional, de 
sus tradiciones y costumbres, Asturias convivía con las demás regiones en 
la unidad de la patria sin querer atentar a la soberanía del Estado ni 
aflojar los lazos de la unidad nacional, con ello la Liga ponía de mani- 
fiesto que sus planteamientos regionalistas para potenciar el desarrollo as- 
turiano pasaban únicamente por la combinación de esfuerzos de los 
diputados asturianos en las Cortes Generales y por una mayor autonomía 
y eficacia a través de la Diputación Regional **. 

La admiración hacia las instituciones de Cataluña, más por su gestión 
eficaz que por su valor de símbolos autonomistas, no dejó de influir en 
las aspiraciones regionalistas que en Asturias, como en el resto de España, 
se inscribían en la crisis de subsistencias que azotaba el país en aquellos 
momentos y en la demanda, ya habitual, de una mayor protección para el 
carbón asturiano. En este sentido, el movimiento municipalista que recla- 
maba autonomía administrativa para los ayuntamientos, fue secundado en 
Asturias rápidamente por los alcaldes republicanos, por los socialistas e, 
incluso, por los conservadores que habían asimilado la filosofía de Maura 
de la reforma municipal, y que confiaban en que una mayor flexibilidad 
administrativa y una gestión descentralizada de los recursos redundase en 
beneficio de Asturias, en su desarrollo potencial y en la consolidación de 
las industrias y los bienes regionales ya existentes. 

Esa idea básica del fomento y de la defensa de los intereses de Astu- 
rias no quedó bloqueada con la dictadura de Primo de Rivera. La crisis 
hullera, el problema del carbón, llevó a la creación de la llamada Junta 
de Fomento y de Defensa de los intereses de Asturias, en la cual subsistie- 
ron las instituciones de la Junta General de la provincia (la Diputación 
Provincial, los Ayuntamientos, las Cámaras de Comercio de Oviedo, Gi- 


'* F, Tuero Bertrand, Instituciones tradicionales en Asturias, Ayalga eds., Salinas, 1976; 


F. Tuero Bertrand, La Junta General del Principado, Ayalga eds., Salinas, 1978. 
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jón y Avilés, las Cámaras de la Propiedad, la Cámara Agrícola, la Cámara 
Minera, las Juntas de Obras de los puertos de Gijón y de Avilés, las 
asociaciones patronales, las de ganaderos, la Federación Católica Agraria, 
las Casas del Pueblo, la Unión General de Trabajadores, el Sindicato Mi- 
nero, el Sindicato Católico Agrario, etc.), con funciones que conservó 
hasta 1932. : 

Pero no fue hasta la Constitución de 1931, que establecía en su artícu- 
lo 1 la posibilidad de autonomía de municipios y regiones cuando rebro- 
taron los intereses autonomistas. Sabino Álvarez Gendín redactó unas ba- 
ses para un proyecto de Estatuto que se orientaba a una autonomía 
administrativa y a una amplia descentralización de funciones ejecutivas y 
de servicios públicos regionales que gravitaba sobre la Diputación Regio- 
nal como máximo órgano político y administrativo, con una asamblea de- 
liberante de diputados regionales, un consejo regional con funciones 
ejecutivas y un presidente que presidiría el consejo y la asamblea, pero 
sin funciones de carácter político. El proyecto de Álvarez Gendín, sin 
embargo, como iniciativa individual no llegó a cristalizar, aunque ya en 
abril de 1931 se había intentado proclamar un Estatuto autonómico para 
Asturias. A raíz de ello se formó oficialmente una comisión para trabajar 
sobre las bases de un Estatuto, pero lo cierto es que no llegó a desarro- 
llarse, quizá porque el conflicto político de aquellos años postergara el 
regionalismo, quizá también porque el problema hullero endémico de As- 
turias no podía ser aliviado sino a través de la protección del Estado, y 
por tanto, en dependencia directa con una política nacional. á 

De una u otra forma, el sentimiento regionalista había ido gestando 
distintos proyectos cuyas bases orgánicas descansaron siempre sobre las 
instituciones regionales históricas, en las cuales se trataba de legitimar la 
reivindicación autonomista O la descentralizadora. El caso más represen- 
tativo fue el de la Junta General del Principado; desde sus orígenes la 
Junta había sido un municipio de todo el país asturiano, como señala 
Tuero Bertrand, una especie de asamblea representativa de todos los con- 
cejos de la región, deliberante y consultiva, éncargada de velar por los 
intereses públicos del principado, a través de la cual participan los asturia- 
nos en la gestión de sus asuntos para promover el bien general del Estado 
y el particular de su provincia. Pero por la propia oscuridad de sus orí- 
genes las hipótesis acerca de la naturaleza histórica de sus atribuciones y 
de sus competencias han sido objeto de innumerables polémicas ””. 

Se sabe con certeza que a finales de la Edad Media existía ya una 
asamblea o junta que se reunía cada tres años, excepto en momentos de 
crisis, y que asumía la representación popular, integrada por los represen- 
tantes de los concejos libres cuyo nivel de representatividad era diferente 
según el origen eclesiástico o de realengo, o de la importancia de la co- 
munidad concejil. La Junta fue, en ese sentido, una asamblea de notables 
en las que los representantes eran, a su vez, los de los grandes linajes a 


1 F. Tuero Bertrand, ob, cit. B. Fernández Pérez, «Movimientos regionalistas. 1916- 
1932, en Historia General de Asturias, volumen 6. Silveiro Cañada eds., Gijón, 1978. 
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tiempo, los de las mesocracias regionales, por 


los que se sumaron, con el de les, 
ó en un objetivo para la nobleza territorial y 


lo que su control se convirti 


para la Iglesia. ] ; 
Había en la Junta miembros natos, como, por ejemplo, el alférez ma- 


yor, y la presidía, primero, el corregidor y, más tarde, el regente de la 
Real Audiencia. Según parece, en el intervalo entre sesiones delegaba sus 
poderes en una Diputación elegida por la propia Junta y que era presidida 
por el corregidor o el regente. De entre los diputados destacaba el pro- 
curador general encargado de funciones ejecutivas, cargo con carácter ro- 
tativo. La Junta no tenía atribuciones legislativas, por tanto, no tenía la 
facultad de ejercer veto alguno a leyes o disposiciones generales del reino. 
Con el tiempo perdería algunas de sus funciones, sus sesiones se espacia- 
ron cada vez más e, incluso, quedó reducida a una simple representación 
ante el monarca, cuando en 1717 se creó la Real Audiencia de Asturias, 
que las absorbió. Sin embargo, con el paso de los años y a causa, entre 
otras, del control de la nobleza que hizo que perdiera su genuino carácter 
de representación popular, la Junta fue languideciendo hasta, práctica- 
mente, la guerra de la Independencia, coyuntura en la que recuperó e, 
incluso, amplió su antiguo protagonismo, como antes se señalaba. 

Las funciones de la Junta, sus competencias, nunca excesivamente am- 
plias que no disminuyen su papel histórico en defensa de los intereses de 
la región, se ponen de manifiesto en las sucesivas reformas de sus orde- 
nanzas, en su dedicación al mantenimiento, en esa política de defensa, de 
los usos, costumbres y tradiciones; de ahí que sean un indicador del pulso 
de la región, pongan de manifiesto con extraordinaria claridad las institucio- 
nes y las tradiciones asturianas, al menos, hasta su desaparición en 1835. 

Sin llegar a plasmar normas de Derecho positivo, Asturias conoció a 
lo largo del siglo xIx la ebullición de un regionalismo que rebasaba el 
campo de lo cultural. Pero, a diferencia de otros, el regionalismo astu- 
riano no fue nunca virulento. Los sentimientos de los asturianos hacia su 
región no se manifestaban incompatibles con los de ser españoles. Quizá 
por ello, cuando a finales de 1978 quedó constituido el gobierno preau- 
tonómico de Asturias se abría un proceso esperado, no tanto en expecta- 
tivas políticas de una auténtica autonomía de gobierno, como en la 
esperanza de mejora de la gestión de los servicios y en el estímulo de la 
participación de los ciudadanos. 
nes deta Fenosa ao O 

e do 1 Orar un proyecto de estatuto, 
o e del régimen preautonómico distrajo la tarea del 

a utario. n noviembre de 1978, una vez constituido el Con- 
com de 
ls los partidos representados en Poo EN 
boración oficial del ce oo casio lo Lt 

proyecto de Estatuto. 

Las discrepancias entre los grupos políticos que constituían la comisión 
dificultaron su elaboración; mientras UCD se inclinaba or la vía del 
tículo 143, y el PSOE inicialmente defendía la del Sl AP b a 
comisión quedando excluido del pacto. Despué ; A caco naDa A 

5 pués de una etapa difícil, la 
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- Situación se desbloqueó en octubre de 1979, mediante un acuerdo acerca 
de la vía del 143, defendida por UCD en solitario, con lo que se iniciaron 
las fases sucesivas de su tramitación. 

En la fase de redacción y elaboración del proyecto, abierta en enero 
de 1980, las discrepancias fueron aún mayores en los temas de las com- 
petencias, del sistema electoral y de las fechas de celebración de las elec- 
ciones. Pero las mayores complicaciones se produjeron en la 
interpretación que el gobierno dio al artículo 146, con lo que pretendía 
controlar la posibilidad de acelerar o de retrasar la tramitación del Esta- 
tuto. No sin problemas se llegó a una situación salomónica mediante la 
cual el proyecto fue remitido simultáneamente a las Cortes y al gobierno, 
y admitido por la Mesa del Congreso llegó a su aprobación, finalmente, 
en diciembre de 1981. El Estatuto de Asturias, como el de Cantabria, fue 
el primero tramitado por la vía del 143, y, por ello, resulta significativo. 
Era la primera autonomía uniprovincial tramitada por el 143 y represen- 
taba un modelo que seguirían otras regiones. Su propio proceso resulta 
ilustrativo para el análisis de las relaciones, no siempre fáciles, entre los 
partidos y grupos políticos con representación parlamentaria por Asturias 
en las Cortes elegidas en 1977. El equilibrio de fuerzas políticas (4 dipu- 
tados de UCD, 4 del PSOE, 1 de AP y 1 del PC) determinó el curso del 
proyecto estatutario. La expectación suscitada por la forma en que habría 
de dar solución a algunos de los aspectos incógnita de la vía del 143 tuvo 
dimensiones nacionales. 

En el proyecto se establecía un órgano legislativo, la Junta General del 
Principado, con lo que quedaba resuelto el problema del control sobre el 
ejecutivo regional en aquellas comunidades de autonomía limitada como 
las que se les aplicaba el 143. Asturias en ese sentido no se diferenciaba 
de las comunidades catalana y vasca, avance sustancial que se producía 
también en la cuestión de los órganos judiciales mediante un capítulo com- 
pleto con definición plena de competencias civiles, penales y contencioso- 
administrativas, así como facultades plenas para autoorganizarse. 

Había en la redacción del proyecto elementos decisivos para caminar 
hacia una verdadera descentralización política, lo que, a su vez, hacía que 
los partidos escasamente comprometidos con las posiciones autonomistas 
intentasen reducirla en la medida de lo posible, durante el proceso de 
debate y de modificación. Socialistas y comunistas aceptaron en términos 
generales el contenido del proyecto, de ahí que sus enmiendas se orien- 
tasen a aspectos concretos de perfeccionamiento del sistema de control 
contencioso-administrativo, a aspectos de financiación de la comunidad, o 
al aumento de competencias. Distinta fue la actitud de UCD, como ins- 
pirador del proceso por la vía del 143, defendiendo la reducción de com- 
petencias, la limitación de capacidades y facultades para aquellas 
autonomías que no habían entrado en la vía del 151. Más radical aún de 
la postura de Coalición Democrática, que pidió la retirada del proyecto 
aludiendo razones absolutamente en contradicción con algunas de las de- 
mandas que había sostenido AP previamente: Coalición Democrática planteó 
una enmienda a la totalidad por la supuesta inconstitucionalidad de un pro- 
yecto cuyas competencias eran las de las comunidades tramitadas por el 151. 
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La enmienda fue rechazada y en poco tiempo se dispuso el texto para 
la votación. Sin embargo, el proyecto estuvo estancado durante meses. 
Las razones que se barajaron para explicar el retraso eran las de que el 
gobierno pretendía dar salida en primer lugar al proyecto de Cantabria, 
cuyo techo de competencias y de autoorganización eran muy inferiores al 
de Asturias. Pero, hasta tal punto se complicó la situación con la demora 
para el proyecto asturiano, que en enero de 1981 el PSOE solicitó una 
reunión de la que se obtuvo el acuerdo de los partidos mayoritarios por 
el cual se comprometían para exigir la tramitación final del Estatuto de 
Asturias. Así, el 15 de diciembre de 1981 el Pleno del Congreso aprobaba 
el Estatuto de Autonomía para Asturias con algunas modificaciones res- 
pecto al proyecto inicialmente presentado =e 

En enero de 1987, cuando el Estatuto acababa de cumplir cinco años, 
prácticamente todos los grupos de la oposición coincidían en evaluar la 
gestión de los socialistas, en el gobierno regional desde las elecciones au- 
tonómicas de mayo de 1983, como de poco enérgica, de suma docilidad a 
las decisiones del gobierno central. La sensibilidad hacia la crisis que 
arrastra la región y la necesidad de alternativas específicas a los problemas 
de Asturias ha crecido de manera espectacular entre la población, y en 
ella se explican las reticencias de amplias capas de la sociedad hacia el 
partido del gobierno por la distancia entre las expectativas abiertas en 
1982, cuando el PSOE acababa de obtener mayoría en las llamadas «elec- 
ciones del cambio», y las realidades en 1987, cuando ni siquiera el desafío 
de la CEE representa acicate alguno para la región. La caída significativa 
de votos para el PSOE en las últimas elecciones autonómicas y munici- 
pales de junio de 1987 son suficientemente expresivas de que en Asturias 
los socialistas siguen contando con amplia base electoral, pero no la sufi- 
ciente para garantizar la mayoría absoluta de 1983. Los efectos de lo que 
la oposición y la prensa habían dado en llamar «sucursalismo» parecen 
haberse puesto de manifiesto en los resultados de junio de 1987. 

En el primer Parlamento constituido después de la transición, 4 dipu- 
tados de UCD, 4 del PSOE, 1 de AP, 1 del PCE, 3 senadores de una 
coalición progresista que se presentó bajo el nombre de «Por un Senado 
democrático» y 1 por UCD constituían la representación parlamentaria 
por Asturias que apenas experimentó variación en las elecciones de marzo 
de 1979 (4 diputados de UCD, 4 del PSOE, 1 del PC y 1 de CD, a 
excepción del Senadol con 3 senadores del PSOE y 1 de UCD). Las mo- 
dificaciones y los cambios experimentados por el sistema de partidos en 


A E S a , 
El proyecto Autonómico Asturiano, Consejo Regional de Asturias, Diputación Provin- 


cial de Oviedo, Oviedo, 1981; VV.AA., Estudios sobre el Proyecto de Estatuto de Autonomía 
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España, que se reflejó en las elecciones de octubre de 1982, también se 
pusieron de manifiesto en la distribución de la representación parlamen- 
taria en Asturias. El PSOE conseguía 6 diputados, mientras que la coali- 
ción AP-PDP lograba 3 y el PC conservaba por Asturias uno de los pocos 
diputados con que iba a contar en la legislatura. 

La mayoría conseguida por los socialistas en las «elecciones del cam- 
bio» también se proyectó en las municipales y en las autonómicas que se 
celebraron simultáneamente en mayo de 1983. Pedro de Silva Cienfuegos- 
Jovellanos, como nuevo presidente del gobierno regional representaba una 
imagen diferente a la que había representado al frente del primer ejecu- 
tivo regional el «histórico» Rafael Fernández. La doble consulta de mayo 
resultó un éxito rotundo para el PSOE: de los 45 escaños de la Junta 
General del Principado, los socialistas ocupaban 26, lo que les daba la 
mayoría absoluta frente a los 14 de la coalición AP-PDP-UL y a los 5 del 
PCE. En las municipales, por su parte, la victoria no fue menor y confir- 
maba la orientación del voto de la anterior consulta de 1979: de los 1.030 
concejales electos el PSOE conseguía 465; AP-PDP, 328; PCE, 117; CDS, 
36; MC, 1, y los 83 restantes correspondían a candidaturas independientes; 
pero más aún, el PSOE tenía 42 alcaldes, entre ellos los de Oviedo, Gi- 
jón, Avilés, Langreo, Siero y Mieres, los núcleos más poblados de la pro- 
vincia, cifra notablemente superior a la de la coalición AP-PDP con 18 
alcaldes, a la del PC con 7, y a la del CDS con 3. 

Sin embargo, los cuatro años de gestión en las instituciones autonómicas 
parecen haber debilitado en cierta medida la confianza electoral de los as- 
turianos en el proyecto socialista. Las recientes elecciones a la Junta y a los 
ayuntamientos ponen de manifiesto la erosión de una política que ha su- 
puesto en los últimos cinco años una fuerte reconversión en la industria de 
la región (no parece así con las elecciones al Parlamento europeo por sus 
características especiales y por el prestigio de la candidatura de Fernando 
Morán). En junio de 1987 el PSOE perdía seis escaños en el Parlamento 
regional respecto a 1983, mientras que AP sólo perdía 1 IU aprovechaba la 
fuerza de los comunistas para obtener 4 escaños. El CDS con 8 escaños 
lograba lo que en palabras del propio Adolfo Suárez ante la prensa constituía 
los mejores resultados desde 1977». La caída del voto socialista fue aún más 
llamativa en las municipales porque los ayuntamientos de la zona central, a 
excepción de Oviedo que mantuvo prácticamente resultados, redujeron no- 
tablemente el número de concejales socialistas hasta perder las mayorías ab- 
solutas conseguidas en 1983 en Gijón, Avilés, Siero, Langreo, etc., lo que 
proyecta sobre la gestión de estos ayuntamientos la sombra de dificultades 
que obligarán a los alcaldes a practicar acuerdos y flexibilizar notablemente 
la política que se había practicado hasta entonces ”. 

Por completo distinto, en cuanto a instituciones políticas autonómicas 
se refiere, es el caso del llamado Consejo Interprovincial de Asturias y 


19 M. Martínez Cuadrado, El sistema político español y el comportamiento electoral re- 
gional en el sur de Europa, Madrid, 1980; J. Estéban, y L. Lopéz Guerra, eds., Las eleccio- 
nes legislativas del 1 de marzo de 1979, Madrid, 1979; Anuario El País, años 1983, 1984, 
1986, 1987, El País, Madrid, 24-VI-1986; La Nueva España, Oviedo, 31-1-1987 y 12-VI-1987. 
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León, que funcionó desde su creación en diciembre de 1936 hasta la sus- 
titución por el Consejo Soberano de Asturias y León creado en agosto de 
1937. Ambas instituciones surgieron como respuesta a la peculiar situación 
vivida por la región en medio de la guerra civil, más que a la conforma- 
ción de una alternativa regionalista propiamente dicha. 


5. ESTRUCTURA ECONÓMICA 


Tradicionalmente Asturias ha venido siendo considerada como una de 
las regiones históricas de la industrialización española. En efecto, desde la 
segunda mitad del siglo XIX conoció la implantación de una industria que, 
junto al País Vasco y Cataluña, la convirtió en uno de los centros de la 
actividad industrial. Por su estructura productiva, nivel de renta y empleo, 
ocupó durante la primera mitad del siglo un lugar preferente en el ránking 
provincial español. Sin embargo, en los últimos años, esta posición ha ido 
deteriorándose como consecuencia del impacto de la crisis de dos sectores 
fundamentales en la estructura económica de la región: la minería y la 
siderurgia. Con todo, no es posible obviar el hecho de que, a pesar del 
impacto de la crisis, el peso del sector industrial en la región es evidente; 
en 1980 ocupaba el 40,56 por 100 de la población activa y su VAB alcanza 
209.208 millones de pesetas, el 49,30 por 100 del PIB, frente al sector 
primario con un 20,96 por 100 de la población activa y 29.297 millones de 
VAB, el 6,88 del PIB, y el de servicios, con un VAB de 186.545- millones, 
el 40,39 por 100 de la población activa y el 43,82 por 100 del PIB. 

La extraordinaria debilidad del sector primario dentro de la economía 
regional en relación con su volumen de empleo, y la presencia de una alta 
proporción, tanto por el empleo como por la producción, de la industria 
de cabecera dentro del sector industrial, son dos indicadores que acentúan 
las peculiaridades y debilidades que presenta la estructura económica de 
la región. El sector industrial es, al mismo tiempo, el que tiene una mayor 
productividad, algo superior a los servicios y cuatro veces el del primario. 


CUADRO 5.—Producto interior bruto al coste de los factores 
por empleo en 1980 (miles de pesetas) 


boe 21:297:225 77.564 
A 209.908.356 
A A E 186.545.475 | 142.382 


OS 425.751.054 | 370.061 


FUENTE: SADEI, La renta de los municipios asturianos. 1980, Oviedo, 1984. 


Actividad Índice Med. 


32,83 
121,54 
113,18 


Esta concentración en la industria de cabecera y en la minería ha in- 
cidido en la evolución de la economía asturiana, al amparo de las necesi 
dades y posibilidades de ambos grupos en la economía española a 
política autárquica y la exigencia de recursos energéticos y nera bá- 
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sicos seguros colocó a a la región hasta 1960 en una situación de privile- 
gio, cuyo resultado era que la industria asturiana crecía más que la media 
nacional. Entre 1955 y 1960 su participación en el PIB asturiano se sitúa 
por encima de la media española, pasando del 52,01 por 100 en 1955 al 
55,61 por 100 en 1960, como consecuencia del crecimiento de la minería 
y de la siderurgia. Asturias estaba en el quinto puesto entre las provincias 
de más renta, con el 3,75 por 100 de la renta total, y en el sexto en renta 
per cápita, 15.657 pesetas frente a las 13.524 de la media española. La 
década de los cincuenta, por tanto, permitió la consolidación de una es- 
tructura industrial muy concentrada espacial y sectorialmente, con un ele- 
vado grado de concentración en producciones básicas ”. 

A partir de los sesenta, por el contrario, con la crisis hullera y la 
posterior reconversión siderúrgica, la situación de la economía asturiana 
iba a conocer una clara concentración, frenando los índices de crecimiento 
previos y con una pérdida creciente de protagonismo en la economía na- 
cional, en medio de una constante desviación de recursos y población de 
la zona central hacia la costa fortaleciendo el eje Oviedo-Avilés-Gijón. 
Esta pérdida de dinamismo de la economía asturiana ha provocado su 
regresión en la participación del PIB nacional (del 3,85 por 100 en 1955 
se pasa al 3,22 en 1975) y un claro descenso en el ránking de la renta per 
cápita, pasando de la sexta posición en 1960 a la decimonovena en 1973 
y a la decimoquinta en 1979. 


CUADRO 6.— Valor añadido bruto de Asturias 


Sector Industrial .... 
Sector Servicios .... 


FUENTE: Banco de Bilbao. La Renta Nacional de España y su distribución provincial, varios años; Juan Antonio Vázquez 
García; «Notas sobre el crecimiento de la economía asturiana, 1955-1981», en Mineros, sindicalismo y política, Oviedo, 1987. 


CUADRO 7.—Estructura porcentual del VA B 


1955 1973 


España 


Agricultura ....... 5,65 
Pesca Marítima ... 0,78 
Sector Industrial .. 37,96 | 55,61 34,00 


Sector Servicios ..| 31,30 | 41,55 | 29,36 | 40,65 


FUENTE: Banco de Bilbao. La Renta Nacional de España y su distribución provincial, varios años; Juan Antonio Vázquez 
García, «Notas sobre el crecimiento de la economía asturiana, 1955-1981», en Mineros, sincalismo y política,. Oviedo, 1987. 


2 VV.AA. «Desarrollo económico y condiciones de vida en Asturias», en Mineros, sin- 
dicalismo y política. Oviedo, 1987. 
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La situación tras la crisis de los setenta permite hablar de un proceso 
de desindustrialización, de una evidente pérdida de dinamismo en la in- 
dustria. Como se puede observar en el cuadro de la estructura porcentual 
del VAB, el sector industrial asturiano ha perdido, entre 1973 y 1981, 9,5 
puntos por 4,97 del sector secundario en el conjunto del país. Ello explica 
el crecimiento económico de la región por debajo del español en el mismo 
período. Por el contrario, los servicios han experimentado la mayor ex- 
pansión, con una tasa de incremento acumulativo anual de 3,4 puntos por 
encima del nacional (3,1), reorientando hacia ellos una parte de la activi- 
dad económica y de los recursos humanos antes en la agricultura o en la 
industria. El declive de actividades básicas, como en la minería y la side- 
rurgia, ha arrastrado por su alto peso relativo a todo el sector industrial. 
La minería, que representaba en 1955 el 15,08 por 100 del VAB de la 
región, en 1981 ha descendido al 10,63 por 100, muy superior al 1,55 por 
100 del conjunto de España. Las industrias fabriles, que comprendían en 
1973 el 36,24 por 100 descendieron al 25,89 en 1981, en una proporción 
superior en seis puntos, sin embargo, a la media nacional. Esta situación es 
el resultado de una estructura económica descompensada, con unos rasgos 
específicos que indican los límites y posibilidades de cada sector ”. 

El sector primario, con una alta proporción de mano de obra, pone de 
manifiesto su baja productividad, una de las más bajas del país. Presenta 
una clara especialización ganadera que se manifiesta en la aportación de 
un 80 por 100 de la producción final agraria, que contrasta con el 40 por 
100 nacional. El envejecimiento de la población campesina, el tamaño de 
las explotaciones, muy por debajo del óptimo y con grandes dificultades 
de transformación, no permiten augurar un buen momento para el sector, 
en especial tras la incorporación a la CEE. 

El descenso del papel del sector en la economía asturiana se pone de 
relieve en la evolución de la renta agraria. Aunque entre 1955 y 1983 
multiplicó por doce su renta en pesetas corrientes (pasando de 2.114 mi- 
llones a 26.774), en el mismo período la renta agraria española lo hizo 
por dieciséis. No obstante, si comparamos la renta agraria de ambos años 
en pesetas constantes se observa que ésta ha pasado de 2.114 millones a 
1.664, el 21 por 100 menos, período en el que, además, se han triplicado 
los gastos de fuera del sector y se ha producido una constante transferen- 
cia de rentas a otros sectores ”. El sector secundario, hace diez años el 
más importante de la economía asturiana, ha experimentado una regresión 
considerable, perdiendo 10 puntos del PIB entre 1973 y 1981 (del 55,23 al 
45,73 por 100), como consecuencia del mayor impacto de la crisis be 
SN 
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licos, ha originado que la regresión de estas actividades afectase en mayor 
medida la economía regional. En 1981, la minería representaba el 10,63 
por 100 del VAB regional frente al 1,55 por 100 del conjunto de España. 
En 1986, Asturias cuenta con 65 empresas mineras (22 de antractita y 43 
de hulla) con un volumen de mano de obra de 28.300 trabajadores, más 
del 60 por 100 del sector en toda España ?. 


CUADRO 8.—HUNOSA, 1967-1980 


Empleo Producción Redimiento Resultados a 
Miles Miles/Tm. — | Kilos/Jornal Millón/Pts esos 


18.541 - 390 


Días trabajo año 


1968 .... 


-—964 Ena 
1969 ... - 1.580. Ez 
1970 .... E 2441 278 
19714: - 2.503 299 
IT - 3.832 277 
1073 - 4.451 272 
101437 — 4.491 260 
Se. — 6.479 258 
1076. — 8.259 261 
MIES — 10.086 261 
19782 — 14.928 259 
TE — 18.995 257 
19800 2 — 18.390 258 
190815,.: - 17.841 (1) 257 
1 2) 257 
13 >. — 20.013 (3) 252 
NA — 26.907 (4) 240 

- 25.290 (5) 

— 26.838 (6) 


Nota: Los rendimientos se refieren a la producción subterránea lavada. En los resultados desde 1981 aparecen subven- 
ciones. Las notas indican las desviaciones registradas en el ejercicio: (1)—75, (21.437, (3)—4.340, (4)—1.566, (5)—8.400, 
(6)-12.253. 

FUENTE: Instituto Nacional de Industria. Memoria y resumen de actividades. Hunosa, varios años; La nueva España, 
Oviedo, 14-VII-1987. 


La empresa pública en la región constituye otro elemento significativo. 
Tanto por el volumen de empleo como por su participación en el PIB el 
INI tiene en Asturias un porcentaje de intervención muy elevado. En 1980 
daba empleo a 53.654 personas, el 35,6 por 100 del empleo industrial y el 
14,5 por 100 del total de la región, y acaparaba el 39,5 por 100 del VAB 
del sector industrial. La evolución de los últimos años permite resaltar 
un proceso de desinversión al alcanzar en 1982 el 44 por 100 de la que 
se había realizado en 1975. El estancamiento y la caída de actividad de 
las empresas públicas es notoria y el porvenir de algunas de ellas parece 
incierto. Ensidesa ha conocido en los últimos años un proceso de re- 
conversión similar al de otras muchas empresas estatales y Hunosa, con 


La Nueva España (Oviedo), 14-VII-1987; SADEI, Estudio económico sobre la activi- 
dad industrial asturiana, Oviedo 1983. 
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pérdidas anuales crecientes desde su formación, tiene ante sí un futuro 
difícil ”. Ñ : 

El sector servicios, por su parte, ha ido teniendo en las últimas décadas 
un papel creciente en la economía. En 1982 los servicios aportaban el 
43,93 por 100 del PIB regional, con el 42,18 por 100 del empleo, cifra 
que en 1986 alcanzaba el 46,68 por 100. Su productividad, aunque inferior 
a la del sector industrial, es semejante a la media nacional y presenta 
como rasgo peculiar su elevada concentración en el área central de la 
región. 

En esta situación, la economía asturiana se muestra poco flexible, con 
una zona central que concentra la gran parte de su población, infraestruc- 
tura y recursos, lo que representa un claro desequilibrio con las zonas 
oriental y occidental, tanto por su distribución sectorial como por la evo- 
lución del empleo y renta. Si en el conjunto nacional Asturias ha ido 
perdiendo posiciones en la renta per cápita, pasando del puesto 9 al 15 
de las provincias españolas, en su interior se perciben enormes disparida- 
des en su distribución. Frente a una población con una renta per cápita 
media en la zona central relativamente alta (390.825 pesetas/habitante en 
Oviedo y 343.536 pesetas/habitante en Gijón) en las zonas más deprimidas 
la media no alcanza la mitad, con un margen de desviación muy alto sobre 
la media regional. 


CUADRO 9.—Renta familiar disponible relativa a la población de los diez 
concejos con mayor y menor cociente de pesetas por habitante en 1980 


A Renta Familiar disponible 
Co 
(pesetas/abitants) 


Número orden 


Salina 420.521 
LOPE o 1 390.825 . 124,88 
OO 371.008 118,84 
AA 343.536 109,77 
DE ree 327.150 104,53 
PA ah 166.543 3d 
LI 164.091 52,43 
Id 163.657 52,30 
caia 162.657 31,97 


DORIAN 158.508 
312.150 


FUENTE: La Renta de los Municipios Asturianos, 1980, Oviedo, 1984. 


100,00 


En definitiva, la crisis económica ha acentuado las diversidades inter- 
nas, en medio de un creciente empobrecimiento de la región en relación 
con el conjunto nacional. La población activa ha descendido en los últimos 
años de forma sensible, aunque por el efecto amortiguador de la empresa 
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pública su tasa de paro es de unos tres puntos por debajo de la media 
nacional. Desde 1980 las empresas asturianas han perdido 19.191 empleos 
en valores absolutos (el 7,85 por 100), de forma especial la industria, que 
perdió 18.727 (17,24 por 100 del sector). Por el contrario, el sector ser- 
vicios experimentó un incremento de 4.781 empleos, el 4,44 por 100. No 
obstante, la respuesta a la crisis ha provocado un aumento del empleo 
autónomo, que en ese mismo período ha conocido una expansión de 
27.099 empleos (21,58 por 100) de los cuales 22.404 corresponden al serc- 
tor servicios. El paro, aunque encubierto bajo formas de subempleo en 
los servicios y, sobre todo, en actividades agrarias, se ha convertido en el 
problema más acuciante. En 1984, el 40 por 100 de los parados no había 
tenido trabajo previamente, y por edades, el 83,3 por 100 tenía menos de 
cuarenta años (49,3 menores de treinta). Por sectores, frente a un 0,8 por 
100 del sector primario, la construcción, con un 17,1 por 100, y el comer- 
cio y la hostelería con un 11,5 por 100 tenían los índices más elevados *?. 


6. CULTURA 


Caracterizar los rasgos fundamentales que ha tenido y tiene la cultura 
en Asturias no es hoy un tema baladí. Referirse a cultura asturiana en 
lugar de cultura en Asturias implica una posición de partida cual es la de 
aceptar que la Comunidad Autónoma asturiana posee en el ámbito cul- 
tural unos rasgos peculiares, específicos, diferenciables del resto del estado 
español tras siglos de convivencia entre elementos culturales autóctonos y 
foráneos. Unidad y pluralidad se convierten en elementos de referencia a 
partir de los cuales cabe determinar lá naturaleza única o múltiple de la 
cultura asturiana. A lo largo de la historia la defensa de uno y otro ele- 
mentos ha sido objeto de debate. Recientemente, desde posiciones regio- 
nalistas y nacionalistas la recuperación de la cultura tradicional asturiana 
se ha convertido en el basamento sobre el cual se intenta construir un 
nacionalismo asturiano, a imagen y semejanza del vasco o del catalán. La 
existencia de una lengua o habla específica (el bable), instituciones propias 
desde el siglo xIv (la Junta General del Principado), una rica tradición 
folclórica y mitológica, y creaciones literarias y artísticas que abarcan 
desde el arte asturiano prerrománico al hórreo y la arquitectura indiana, 
hasta una literatura en bable desde los siglos XVI y XVII, permiten señalar 
la capacidad de la sociedad asturiana para dotarse de una fuerte perso- 
nalidad cultural e institucional. 

Por otra parte, estos rasgos distintivos de la cultura asturiana convivie- 
ron, a veces en desafortunada competencia, con una multiplicidad de for- 
mas culturales exteriores que hacen de Asturias una comunidad autónoma 


25 J.L. Sanz Benito, «Evolución de la economía asturiana durante la crisis de los setenta 
y en los años de crecimiento: algunos indicadores económicos», en Boletín del Instituto de 
Estudios Asturianos, número 121, enero-marzo de 1987, págs. 229-252; J.A. Vázquez, «Notas 
sobre el crecimiento de la economía asturiano, 1955-1981», en Mineros, sindicalismo y polí- 
tica, Oviedo, 1987, SADEI, Evolución del empleo en Asturias, 1980-1986, Oviedo 1987. 
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que muy bien podría ser caracterizada al mismo tiempo como universal y 
cosmopolita. Universalidad y cosmopolitismo que no siempre ranas 
una ruptura con los ingredientes más firmes del asturianismo. Jovellanos 
y Clarín, íntimamente vinculados con la región, en modo alguno represen- 
tan una forma de pensamiento y acción exclusivistas, a pesar del profundo 
interés del primero por la cultura, el arte, la lengua e instituciones de su 
tierra. Pérez de Ayala, profundamente asturiano sl cabe hablar de psico- 
logía asturiana específica —ironía, aire socarrón— fue, al mismo tiempo, 
un espíritu universal y cosmopolita, como lo pueda ser en la actualidad la 
poesía de Ángel Álvarez o la pintura de Orlando Pelayo, sin que por ello 
aparezcan como menos asturianos que Evaristo Valle o Nicanor Piñole. 
El debate entre el carácter unitario o plural de la cultura asturiana será 
estéril si no se aborda desde una perspectiva constructiva, abierta e 
integradora. La defensa de la cultura autóctona asturiana, mantenida a 
menudo en una minoría de edad perenne por razones culturales y so- 
cioeconómicas seculares, abordada desde una posición exclusivista y Xe- 
nófoba será tan negativa como la marginación de la cultura popular 
asturiana alimentada desde principios de siglo por prejuicios extendidos 
entre la clase dirigente asturiana y española en general. Hoy resulta inútil 
negar que la cultura asturiana en sus mejores manifestaciones es el resul- 
tado de la integración de formas provenientes de la doble fuente castellana 
y asturiana. 


Lengua y literatura 


La situación lingúística y literaria de Asturias se nos presenta como 
una proyección directa de las circunstancias históricas de la región. Tras 
la penetración romana en Hispania al final del siglo 111 a. de C. y en una 
lenta asimilación de la cultura latina en la zona cantábrica —a excepción 
del País Vasco—, los indígenas fueron aprendiendo desigualmente el latín, 
a menudo de forma muy deficiente, eliminando gradualmente las lenguas 
autóctonas. Desde entonces una romanización no muy intensa, acentuada 
más tarde por la penetración del cristianismo y, sobre todo, la posterior 
inmigración de hispano-visigodos tras la invasión musulmana, impuso la 
existencia de una lengua romance heredera del latín, que en sus diversas 
formas pervivió durante siglos en la sociedad tradicional asturiana. Las 
variedades romances coinciden con la distribución geográfica de sus pobla- 
ciones indígenas, lo que permitió la persistencia de variedades dialectales 
perfectamente perceptibles en la actualidad, cuya coexistencia con el cas- 
tellano, dominante desde la época moderna, genera vivos debates sobre la 
naturaleza del bable, sobre su carácter de lengua o dialecto. La multipli- 
cidad de hablas, de formas dialectales en la región, más allá de posiciones 
conocidas, no hace sino presentar un panorama lingúístico en el que es 
posible distinguir dentro del mismo tronco común una gran variedad de 
formas lingúísticas. 

e ES y alternancia de tres 
; : el castellano, que en estado 
puro o con interferencias de otras hablas constituye la lengua de interco- 
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municación real en la región; b) el gallego, que en una variedad del ga- 
llego asturiano se extiende hacia el oeste desde el río Navia; c) un con- 
junto de hablas no castellanas ni gallegas por su origen que, procedentes 
del latín, poseen una gran variedad y que desde el siglo xvI1 han recibido 
el nombre de dialecto asturiano o bable ?. 

El bable pertenece, por tanto, al conjunto de lenguas románicas penin- 
sulares, con una variable del bloque central que engloba las hablas caste- 
llanas, aragonesas y leonesas. Dentro del dominio leonés, el norte de la 
cordillera Cantábrica hasta el mar, la región asturiana integra un hábitat 
relativamente aislado y estable que permitió la persistencia de una gran 
variedad de situaciones lingúísticas hasta época muy reciente. El proceso 
de incorporación del castellano como lengua dominante desde la Recon- 
quista y la pervivencia de las distintas variedades del bable en amplias 
zonas de su geografía facilitaron la existencia de un bilingitismo asimétrico 
con una clara diglosia para el bable. 

El debate, vivo en la actualidad, sobre si cabe hablar del bable como 
una realidad unitaria, O de la existencia perfectamente constatable de, al 
menos, tres variedades de bables, no altera el hecho básico de que es el 
castellano la lengua absolutamente dominante en la sociedad asturiana, 
casi con independencia de la extracción social de los hablantes. La pérdida 
creciente del bable en los dos últimos siglos se generalizó como efecto de 
las transformaciones sociales y económicas, pero de forma muy activa por 
la educación exclusiva en castellano y por las formas veladas y directas de 
represión de la comunicación en asturiano. 

Los límites del bable en modo alguno se ajustan a delimitaciones ad- 
ministrativas presentes O pasadas. Como el leonés no se ajusta al antiguo 
reino de León, el bable se extiende hacia el este por la antigua Asturias 
de Santillana, pero encuentra un obstáculo natural al oeste en el río Na- 
via, límite geográfico bien definido entre el gallego y las lenguas centrales. 
En el bable se han distinguido tres grupos: el central, geográficamente 
comprendido entre el Sella y el Nalón, agrupa la mayor parte de la po- 
blación asturiana, la más urbanizada y castellanizada lingúísticamente, y, 
al mismo tiempo, la que se identifica con más fuerza con lo asturiano por 
su misma realidad socioeconómica y geográfica central, es la variedad del 
bable a partir de la cual se intenta normalizar el uso de las distintas hablas 
de la región; el oriental, que se extiende desde la frontera natural del río 
Sella hacia la actual Cantabria, y, por último, el bable occidental, inte- 
grado por las hablas asturianas comprendidas entre el río Navia y la de- 
sembocadura del Nalón. 

El abandono paulatino del bable como lengua oral y escrita fue cons- 


2%  J. Neira Martínez, El bable. Estructura e Historia, Ayalga Eds., Salinas, 1976; «La 
situación lingúística en Asturias», en Revista de Occidente, números 10-11, Madrid 1982; «El 
bable», en Lengua y Literatura, tomo 6 de la Enciclopedia Temática de Asturias, Silverio 
Cañada ed., Gijón, 1981 (1987); M. Ramos Corrada, Bables y castellano en Asturias, Gijón, 
1981; N. A. Kovalinka, «La situación sociolingúística de Asturias», en Lletres Asturianes, 
número 16 (1984), págs. 29-66; F. J. Llera Ramo, «Lengua e identidad colectiva: el caso astu- 
riano», en Lletres Asturianes, número 14 (1985), págs. 5-19; J. L. Pensado Tomé, «Evaluación 
del asturiano entre las lenguas hispánicas», en Lletres Asturianes, número 1 (1982), págs. 28-40. 
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nos. José Caveda y Nava, en su Colección de poesía 

(1839), se refería al bable como la lengua de sus 
antepasados y la que se hablaba en las aldeas. Este relegamiento como 
medio de comunicación a los ámbitos de la vida familiar ha provocado la 
pérdida gradual de bablehablantes hasta el punto de que en la sociedad 
asturiana actual entienden el bable con soltura solamente el 15,2 por 100 
en 1983, cuando en 1979 representaban todavía el 19,2 por 100 de la 
población. Si la referencia se dirige a los que lo leen y escriben (Q,6 y 
10,4 por 100 respectivamente) queda patente la difícil situación de la len- 
gua asturiana. Comparativamente, el bable es mucho menos conocido por 
los nativos de lo que lo son el catalán (95 por 100), el gallego (82 por 
100), el valenciano (62 por 100) y el euskera (34 por 100) en sus regiones 
y nacionalidades respectivas ”. Esta situación de dominio total del caste- 
llano no ha impedido, sin embargo, la eclosión en las dos últimas décadas 
de una significativa actividad de normalización del bable que permite la 
recuperación de un patrimonio cultural cuya herencia más notable es, 
junto a la comunicación oral secular, la existencia de una literatura en 
asturiano, casi siempre mediocre en sus realizaciones, sobre todo si se 
la compara con la producción en castellano, pero que es constatable 
desde el siglo xvi y ha visto cientos de publicaciones hasta nuestros 
días, para desconocimiento, incluso, de una gran parte de la población 
asturiana. 

Los intentos de normalización del bable desde los años setenta, la for- 
mación de la Academia de la Llingua y el reconocimiento explícito del 
bable como lengua de Asturias en el Estatuto de Autonomía —aunque a 
diferencia del catalán, gallego y euskera no se le atribuye el reconoci- 
miento de lengua oficial—, permiten augurar si no su total recuperación 
inmediata sí, al menos, un cambio de actitud perceptible ya en la sociedad 
asturiana de los ochenta ”. 

Con todo, y sin alcanzar los logros de la literatura asturiana en castella- 
no, el bable ha sido vehículo de expresión escrita desde que en el siglo xm 
apareciera en textos medievales, en una literatura jurídico-administrativa 
de uso oficial (testamentos, préstamos, donaciones, arrendamientos). Ál- 
varo Ruiz de la Peña ” ha establecido una periodización de la literatura 
en bable desde entonces hasta el presente resaltando varias fases. El pri- 
mer período (siglos XII y XIV) estuvo constituido sobre todo por literatura 
Jurídica; junto a estas manifestaciones frecuentes antes señaladas, sobre- 
salió su uso en fueros como el de Avilés (1155), o el de Campomanes 
(1247) que delatan el manejo del bable en escritos de carácter oficial. El 
segundo período (siglos XV, XVI y XVII), momento de auge de la literatura 
castellana, el bable experimentó un fuerte estancamiento, roto solamente 
por la irrupción en el siglo xvu del poeta Antón de Marirreguera. El uso 
del bable por Marirreguera en los ambientes cultos ovetenses indica que 


tatado ya por Jovella 
en dialecto asturiano 


27 Asturias, Primera Encuesta Regional, Oviedo, 1979. * 


2% X. Ll. García Arias, Bable y regionalismo, 
riana, Gijón, 1984, segunda edición. 
2 A. Ruiz de la Peña, Introducción a la literatura asturiana, Oviedo, 1981 
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la lengua asturiana no era rechazada ni infrecuente entre la nobleza rural 
del principado. En el plano literario, sus fábulas mitológicas, sátiras socia- 
les y costumbristas apuntan la coexistencia de dos culturas, la clásica y la 
asturiana. El tercer período (siglo XVI) constituyó el primer momento de 
eclosión de una producción en bable más abundante. Desde los trabajos 
sobre la lengua del mismo Jovellanos hasta los escritos de la denominada 
generación de medio siglo, el bable fue objeto de interés y cauce de ex- 
presión en poesía: Josefa Jovellanos, Bruno Cepeda, Antón Baldivares, 
Juan G. Villar, Teresa Consul... Los estudios dialectológicos y lingiísticos 
de los ilustrados asturianos mostraron un vivo interés por el bable y au- 
tores en castellano y en bable permitieron desde entonces la recuperación 
de su producción literaria. La constatación de una literatura en bable no 
impide, sin embargo, percibir la gran distancia que separa esta producción 
cultural de la que en aquellos momentos ofrecía la cultura asturiana en 
castellano. El alcance de la actividad intelectual de Feijoo, Jovellanos, 
Campomanes, Ceán Bermúdez, Martínez Marina..., forma parte del pa- 
trimonio de la cultura española de los siglos XVI y XIX. 

El cuarto período cubre desde mediados del siglo xIx hasta los años 
setenta del actual. Más de un siglo en el que la realidad de la literatura 
bable asturiana ha conocido sus mejores momentos, pero que ha visto la 
imposibilidad de generar, a la vez, una alternativa cultural a la castellana - 
dominante. Con unos años de «plenitud» entre 1880 y 1920, la decadencia 
del bable como medio de expresión literaria se ha consumado. La reclu- 
sión a la temática del mundo rural, una clara conciencia de inferioridad 
hacia la producción en castellano, y la misma marginación recibida por los 
nuevos fenómenos económico-sociales de los dos últimos siglos colocan al 
bable como lengua literaria en una situación de extrema penuria. Tan sólo 
en los años finiseculares y en las dos décadas iniciales del siglo actual se 
elaboró una literatura bable más abundante y rica, con autores como Pe- 
pín Quevedo, Teodoro Cuesta, Ángel García Peláez, Pachín de Melás, 
Marcos del Torniellu, Pepín de Pría...; la misma debilidad de la reivindi- 
cación regionalista en los inicios del siglo actual no facilitó su cristaliza- 
ción, y autores asturianos tan importantes como Palacio Valdés, con su 
obra de temática rural arcaizantes, acentuó la vinculación de esta litera- 
tura al mundo de lo rural, extendiendo una identificación bable-campesino 
que impidió el fortalecimiento y la renovación del bable como lengua li- 
teraria si no dominante, sí al menos sin complejos de inferioridad frente 
al castellano ?. 

El quinto período corresponde a los esfuerzos que desde los años se- 
tenta se están realizando por recuperar la lengua como medio de expre- 
sión literaria. Un grupo de poetas, lingúistas y asturianos en general formó 
a mediados de los setenta Conceyu Bable y fundó una revista, Asturias 
Semanal. La formación de la Academia de la Llingua Asturiana y una 
nueva generación de escritores en bable con una producción creciente que 
dispone de una revista en bable, Lletres Asturianes, permite pensar que 


su recuperación es posible. 


30 M. Ramos Corrada, ob. cit.. 
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En cualquier caso, ha sido la producción en castellano la que ha ob- 
tenido los mejores resultados. Aunque la literatura en bable constituya 
uno de los elementos distintivos más notables, el elemento constitutivo 
básico de la cultura del principado se da en lengua castellana. Si la cultura 
tradicional en bable no ha logrado siguiera ser reconocida como tal por 
una parte significativa de la población asturiana, resulta imposible negar 
que Feijoo, Jovellanos, Flórez Estrada, Argúelles, conde de Toreno, Cam- 
poamor, Palacio Valdés, Clarín, Pérez de Ayala, Fernando Vela, Alfonso 
Camín, y en la actualidad autores tan distintos de los anteriores como 
Carlos Bousoño oO Ángel Álvarez, representan manifestaciones culturales 
ricas y variadas que con una mayor o menor identificación con lo «astu- 
riano», son reconocibles como eminentes figuras en el ámbito cultural mo- 
derno y contemporáneo. Es, por tanto, esta convivencia desigual entre la 
cultura asturiana en bable y la cultura asturiana en castellano la que per- 
mite que autores profundamente asturianos sean a un tiempo representan- 
tes máximos de la cultura española, sin rupturas ni crispación ”. En esta 
misma dirección se inscribe la experiencia de la Extensión Universitaria 
desde finales del siglo pasado, otra manifestación de la cultura asturiana 
en castellano por parte de la intelectualidad de la Universidad de Oviedo 
a través de individualidades tan representativas como Sela, Altamira y 
Posada, junto a Canella y Secades, Julio Somoza, Aramburu, Adolfo Al- 
varez-Buylla, Bellmunt, Rogelio Jove, etc. 

Junto a ellos la sociedad asturiana del siglo xXx, dentro y fuera de su 
universidad, percibió con distinta intensidad y desde perspectivas políticas 
e ideológicas muy distintas el trabajo de etnólogos, historiadores, folclo- 
ristas y costumbristas tan estrechamente vinculados a la realidad e inquie- 
tudes de la región como Constantino Cabal, Juan Uría Riu o Antonio 
García Oliveros. Actividades intelectuales, filosóficas, artísticas, literarias 
y científicas tan dispares en todos los órdenes como las de Jesús Evaristo 
Casariego, Juan Santana y Magín Berenguer, al lado de las de Gustavo 
Bueno, Emilio Alarcos o Severo Ochoa hacen extremadamente difícil, casi 
imposible, hablar con rigor de una «cultura asturiana» sustantiva. Una vez 
más unidad y pluralidad se presentan como elementos difícilmente discer- 
nibles. Lo constitutivo y lo distintivo de la cultura asturiana son percepti- 
bles, pero en modo alguno lo segundo puede prevalecer sobre lo primero, 
sin riesgo de mutilar lo más representativo de ella ?. 


Arte 


Situada la región en un enclave geográfico marginal, entre la cordillera 
y el mar, con grandes dificultades en las comunicaciones, las creaciones 
artísticas han estado estrechamente vinculadas a los distintos momentos de 
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esplendor y aislamiento conocidos por el principado. Receptora de cultu- 
ras diversas desde la prehistoria hasta el siglo xx, ha integrado una mul- 
tiplicidad de estilos, formas y variaciones en cada una de las artes que 
permite percibir la coexistencia de numerosos elementos propios, especí- 
ficos, tan representativos como las construcciones prerrománicas, en las 
que se integran influencias carolingias, italianas y bizantinas, con una ar- 
quitectura popular tan representativa de la región como la palloza o la 
cabaña, la casa rural, y de forma especial, el hórreo y la casa del indiano. 
Expresiones de la arquitectura asturiana que remarcan la existencia a lo 
largo de los siglos de momentos de fuerte personalidad en la creación 
artística, que funden esas formas específicas en las grandes corrientes del 
arte occidental. Desde la integración en el área franco-cantábrico del arte 
paleolítico (Tito Bustillo), mesolítico (Asturiense), dolménico (Peña Tú), 
Edad de Hierro (los castros) hasta la Cámara Santa o las estructuras ba- 
rrocas de Fernández de la Vega o los lienzos de Nicanor Piñole o Marola, 
formas propias y ajenas se han integrado de forma flexible. 

Pocas épocas han proporcionado un momento de esplendor con tanta 
personalidad como los siglos IX y X bajo la monarquía asturiana, con cons- 
trucciones perrománicas como Santa María del Naranco, San Julián de los 
Prados y San Miguel de Lillo, cuyo interés en la arquitectura occidental 
sobrepasa el estrictamente regional o nacional. La incorporación de no- 
vedades constructivas como la bóveda de medio cañón, generalizada en la 
Europa meridional desde el año 1000, una armonía en las dimensiones y 
los espacios internos y externos, ventanas cerradas por celosías, pilares 
con imposta o columnas de fuste sogueado indican la capacidad de la corte 
asturiana para establecer un medio cultural intensamente activo. No obs- 
tante, el arte prerrománico, con su fuerte personalidad y sus novedades 
constructivas constituye una isla, que precede a una yerma etapa altome- 
dieval rota por la presencia de un gótico tardío, en la catedral de Oviedo. 
A una débil etapa renacentista le siguen siglos de exigua producción ar- 
quitectónica, solamente interrumpidos por una arquitectura civil barroca 
en los siglos XVI al XVHI: construcciones para la Iglesia y las Órdenes y 
una clientela de la nobleza rural y urbana que muestra las posibilidades y 
las limitaciones de la época, y delatan la influencia de formas y tendencias 
de los maestros barrocos de la escuela montañesa * 

Esta debilidad del arte asturiano no impide, sin embargo, la existencia 
de una arquitectura propiamente regional en la Arquitectura Popular As- 
turiana. La arquitectura popular constituye una adaptación, una respuesta 
de las necesidades humanas al territorio en el que se instala. Los materia- 
les (madera, barro, piedra), la topografía (asentamiento) y las condiciones 
climáticas (necesidad de aislamiento de la humedad y el frío: aleros am- 
plios, zaguanes, portalones), determinaron el desarrollo de una arquitec- 
tura adaptada al medio con una variada gama de formas arquitectónicas 


3 Véanse los trabajos de C. Cid Priego, «Aproximación a las artes plásticas de Astu- 
rias», y M. C. Morales Saro, «Especifidad y creatividad en la Historia de la Arquitectura en 
Asturias», en VV.AA. Asturias-Cataluña. Actas del 1 Coloquio sobre Cultura y Comunidades 
Autónomas en España, Oviedo, 1984. Sobre la arquitectura de indianos, VV.AA. Arquitec- 
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que abarcan desde las antiguas cabañas y pallozas, ligadas a la agricultura 
trashumante de la montaña asturiana y leonesa, a la multiplicidad de casas 
(mariñana, de corredor, semiurbana, de pescadores...), casonas y ed 
rurales; junto a ellas dos contrucciones —0s hórreos y la casa de in- 
diano— no exclusivamente asturianas, constituyen seguramente lo más ex- 
presivo de la arquitectura popular regional. 

En la historia del arte asturiano, la pintura y el resto de artes orna- 
mentales y decorativas se nos presentan como una irregular sucesión de 
luces y sombras. A una gran riqueza de la cultura prehistórica, con más 
de una veintena de cuevas con grabados, pinturas y abundantes manifes- 
taciones del arte mueble (Tito Bustillo, Pindal y aun Candamo poseen una 
riqueza semejante a muestras del área franco-cantábrica tan importantes 
como Altamira) y una más expresiva pintura mural en el arte prerromá- 
nico (iglesia de Santullano, de la época de Alfonso II), una rica orfebrería 
con dos ejemplos tan notables como las cruces de los Angeles (808) y de 
la Victoria (Alfonso III), sucede la debilidad del románico y la mediocri- 
dad de las producciones góticas, renacentistas y manieristas. 

Las artes plásticas: reforzarán su personalidad durante el barroco 
cuando, junto a la sobriedad de su arquitectura, aparece una escultura de 
gran personalidad de influencia castellana en los trabajos del gijonés Luis 
Fernández de la Vega. Supuesto discípulo de Gregorio Fernández, instaló 
un importante taller del que salieron los retablos de la capilla de los Vi- 
gilantes, de San Martín, y Santa Bárbara en la catedral de Oviedo. Con 
una gran parte de su obra destruida o desaparecida su mayor valor reside 
en la formación de una escuela con discípulos como Pedro Sánchez de 
Agrela. La imaginería asturiana se orientó en el siglo xvI hacia suave 
churrigueresco, en la producción de Antonio Borja. Retablos y conjuntos 
como los de la colegiata de Pravia, los de Santa María de Valdediós, el 
convento de Santo Domingo de Oviedo y el de la girola de la catedral 
muestran el interés de este período, sobre todo si se le compara con la 
mediocridad y la pobreza de la pintura, con la excepción de Juan Carreño 
de Miranda, de origen asturiano, pintor de cámara de Carlos II. 

Tal vez sea en la pintura donde se manifestó más claramente la per- 
sonalidad del arte asturiano. Si Darío de Regoyos lo fue sólo por su na- 
cimiento, los paisajes de Luis Menéndez Pidal y las escenas costumbristas 
de Ventura Alvarez Sala son profundamente asturianos, como lo iban a 
ser, ya en el siglo actual, las pinturas de Evaristo Valle, Nicanor Piñole, 
Marola O Paulino Vicente. En la actualidad, incorporando a corrientes tan 
distintas que resulta imposible encerrar el término «pintura asturiana» 
bajo una dirección única, Orlando Pelayo, García Linares, Adolfo Barto- 
lomé, Bernardo Sanjurjo, Miguel Angel Lombardía o Alejandro Mieres, 
desde dentro o fuera de Asturias (Madrid, París), reflejan la variedad y 
riqueza del arte en la Asturias del siglo XX. La escultura de Sebastián 
Alvarez Miranda, Joaquín Vaquero Palacios, su hijo Vaquero Turcios o 


Rubio Camín refuerzan esta imagen de vigor en las artes plásticas en los 
siglos XIX y XX. 
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Folclore, mitología, instituciones tradicionales y costumbres 


La Asturias tradicional, como el resto de las sociedades agrarias tra- 
dicionales, proporciona una abundantísima gama de manifestaciones cul- 
turales, cuya pervivencia en la actualidad, con sus correspondientes aco- 
modos a la realidad de cada medio social, es palpable. En el folclore, las 
canciones populares, mitos, costumbres e instituciones tradicionales la cul- 
tura asturiana se presenta llena de matices. La mitología regional consti- 
tuye un sistema de representación de la realidad que muy bien podría ser 
caracterizado por su «bondad» si se le compara con la mitología de otras 
culturas. Ni aquellas formas que representan los aspectos tenebrosos de la 
naturaleza, las tormentas o la destrucción (el nuberu), o el miedo (la gúes- 
tia) poseen un carácter agresivo. Mitos como el de la bondad de la natu- 
raleza (les xanes), especie de ninfa que habita en las cuevas y fuentes, 
perviven en la cultura asturiana actual y dan nombre a lugares o territorios 
determinados de la región (desfiladero de Las Xanas). Estos y otros mitos 
(el cuélebre, el trasgu, las ayalgas) impregnan el folclore, las canciones 
populares y las distintas manifestaciones festivas de la Asturias tradicional, 
mantenidas hasta hoy en reuniones y actividades colectivas como la esfo- 
yaza, el magúestu o la espicha, y en un conjunto de formas de copartici- 
pación en actividades profundamente enraizadas en el mundo rural 
asturiano. La persistencia de formas de derecho civil, consustanciales a la 
comunidad rural desde la época visigoda o medieval, son todavía hoy 
parte visible de la Asturias rural. La casería (con la vivienda, cuadra, 
antojana, hórreo y fincas colindantes), unidad de explotación agropecuaria 
de la familia campesina, con características de indivisible, transmisión ín- 
tegra y perpetuidad de arrendamiento, ha conformado el marco de explo- 
tación y convivencia agraria hasta la actualidad. La parroquia y el concejo 
abierto expresan costumbres y formas de agrupación social y territorial, 
no exclusivas, pero sí propias tanto de la Asturias tradicional como de la 
actual más enraizadas que el municipio. Manifestaciones varias de un co- 
lectivismo agrario han conocido una recesión en las zonas más urbanizadas, 
pero aún tienen vigencia en las zonas rurales. La sextafería, la endecha, la 
comuña, constituyen elementos de las instituciones tradicionales asturianas 
como en la gastronomía lo son la fabada y la sidra, los bolos en el deporte, 
la gaita en la música y el corri corri y la danza prima ?. 

Establecer como exclusivos de la cultura tradicional asturiana estos ele- 
mentos folclóricos, mitológicos e instituciones resultaría abusivo, en la me- 
dida en que son propios de la sociedad tradicional de la España 
cantábrica. La comuña y la aparcería, formas tradicionales de la Asturias 
agraria, penetran igualmente en Galicia y Cantabria, como los bolos en 
toda Cantabria y el foro gallego se extiende por Asturias. Esta misma 
consideración puede ser aplicada a la llamada canción popular asturiana, 
patrimonio cultural en gran medida salvado por la labor de recopilación 
de Eduardo Martínez Torner en su Cancionero musical de la lírica popular 


4 F. Tuero Bertrand, Instituciones tradicionales en Asturias, Ayalga, Salinas, 1976; L. 
Castañón, Supersticiones y creencias de Asturias, Ayalga, Salinas, 1976. 
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asturiana, que se extiende, con sus variantes, hacia Cantabria. En la mi- 
tología, instituciones tradicionales, gastronomía o lengua, el estableci- 
miento de fronteras políticas o administrativas rígidas resulta imposible. 
Asturias, con sus rasgos específicos y peculiaridades, con una identidad 
bien definida, es, sin embargo, intensa copartícipe de toda una tradición 
común a la España de la cornisa cantábrica. La cultura del norte de León, 
la de la parte oriental de Galicia y la del occidente de Cantabria se funden 
en distintas gradaciones con una cultura asturiana típica que se resiste al 
establecimiento de visiones monolíticas. Asturias ha sido siempre perci- 
bida, desde el interior y desde el exterior, como una realidad unitaria, 
pero en modo alguno monocorde. 
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BALEARES 


1. (GEOGRAFÍA Y HÁBITAT 


Las islas Baleares están situadas frente a la costa valenciana. Forman 
un archipiélago orientado en dirección sudoeste-nordeste que se aleja pro- 
gresivamente de la península ibérica; su distancia mínima con ella es de 
algo más de 90 kilómetros desde el islote de Es Vedrá, en Eivissa, al cabo 
Sant Martí, en Jávea. Cuatro son las islas habitadas, de norte a sur, Me- 
norca, Mallorca, Eivissa y Formentera, además de Cabrera, que tiene una 
pequeña guarnición militar. Luego Dragonera y un sinfín de islotes com- 
pletan el total de 5.014 kilómetros cuadrados, de los que 3.640 correspon- 
den a Mallorca, 702 a Menorca, 541 a Eivissa y 82 a Formentera. 

Su clima es mediterráneo aunque con variantes y matices según la al- 
titud, el grado de humedad o la aridez de algunos suelos. La temperatura 
media anual es de 17”, con veranos cálidos mitigados por la insularidad y 
las brisas marinas, e inviernos suaves. La lluvia es irregular, aunque se 
concentra en otoño y, en menor medida, en primavera. Fauna y flora no 
son especialmente variadas. La agricultura tiene que afrontar el problema 
de la escasez de agua y acude con frecuencia a los recursos subálveos, la 
ganadería se basa en las cabañas bovina y porcina y la pesca presenta 
escasa relevancia. 

Mallorca es la isla más variada, tanto por las diferencias en su relieve 
como por los distintos modelos de aprovechamiento de sus recursos e im- 
plantación humana que se han ido desarrollando a lo largo de su historia. 
Se puede distinguir en la isla seis comarcas: Tramuntana, Raiguer, Pla, 
Llevant, Pariatge y Migjorn. 

La Serra de Tramuntana, con las mayores alturas del archipiélago 
(Puig Major, 1.445 metros; Puig de Massanella, 1.340 metros), orientada 
de noreste a sudoeste, cierra Mallorca a los vientos septentrionales, pro- 
tegiendo al resto de la isla. Su vertiente norte registra un alto índice de 
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lluvias al año y aparece cubierta de densa vegetación. Forma En costa 
abrupta y acantilada, sólo interrumpida por pequeñas calas en a desem- 
bocadura de los barrancos y la ensenada de Sóller. Valles fértiles, como 
los de Valldemossa o Sóller, alternan con agricultura en terrazas —Deia, 
Estellencs...— y bosques en ladera. El olivo en las terrazas y los frutales 
en los valles han sido los cultivos tradicionales de esta comarca, caracte- 
rizada también por una escasa población dispersa y grandes fincas. 

El piedemonte y la zona de transición entre la sierra y Es Pla es el 
Raiguer, cuyo centro más importante es Inca, población industrial y arte- 
sana, con fábricas de pieles y zapatos. Se trata de una comarca muy po- 
blada debido a su rica agricultura, a cuyo través corre la carretera de 
Palma a Alcudia y Pollensa. Estas dos poblaciones, con las amplias bahías 
a que dan nombre, caracterizan la costa nordeste de la isla, con largas 
playas dedicadas intensamente al turismo. 

Es Plá es la comarca más amplia. Se trata de una zona llana que com- 
bina grandes extensiones agrícolas de secano y monte bajo con zonas de 
huerta muy ricas, como la de Sa Pobla, donde se crían la mayor parte de 
las hortalizas que abastecen a la isla o productos como las patatas tem- 
pranas, que son objeto de exportación. 

El ángulo nororiental de Mallorca es Llevant, una comarca que alterna 
montaña (Sa Talaia Freda, 561 metros) con llano. La primera conforma 
la zona de Artá, con acantilados sobre el mar, calas y barrancos. Luego 
una franja costera, desde Capdepera hacia el sur, se ve invadida por ur- 
banizaciones de variado tipo. Su principal centro urbano es Manacor —la 
segunda ciudad de las Baleares—, un centro industrial importante (mue- 
bles, bisutería) y también agrícola. ¿ 

El sur de la isla se reparte entre el Pariatge, Palma y su área de in- 
fluencia, y el Migjorn. El Pariatge ocupa un espacio restringido que se 
corresponde con el piedemonte de la Serra de Tramuntana y los terrenos 
ondulados de Andratx y Calviá. Zona de escasos recursos agrarios y ocu- 
pada por extensiones notables de bosque bajo mediterráneo, se ha con- 
vertido, sobre todo en el caso del término municipal de Calviá, en un sa- 
turado espacio de uso turístico, por lo general de mediana y escasa calidad. 

Al este se encuentra Palma, con su amplia bahía y la zona turística de 
su playa, que comparte con el término de Llucmajor. La Ciutat de Ma- 
llorca, con más de 300.000 habitantes, es una gran población que ha ex- 
perimentado un espectacular desarrollo en estos últimos años. Es el centro 
industrial y comercial del archipiélago, así como el político y administra- 
tivo, además de controlar una de las áreas de mayor densidad turística. 

El Migjorn es una comarca donde se mezclan suelos pobres, huertas y 
espacios de uso turístico con cuatro enclaves urbanos relevantes, Llucma- 
jor, Felanitx, Campos y Santanyí, todos ellos agrícolas y los dos primeros 
también industriales. El suelo del Migjorn está ocupado en buena parte 
por la denominada Marina de Llucmajor, una amplia y árida garriga que 
cae sobre el mar en acantilado casi continuo. Hacia el interior existen 
numerosas huertas, alguna, como la de Campos, excepcional por la bon- 
dad de sus productos. 


Menorca se divide en dos espacios de origen geológico, uno al norte y 
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otro al sur, que marcan la historia, la vida y la economía de la isla. El 
norte es quebrado, con suelos antiguos cubiertos por bosques entre los 
que se abren algunos valles cultivados. Su población es escasa, con un 
solo núcleo, Fornells, una aldea de pescadores convertida en sitio de 
atracción turística, además de algunas urbanizaciones de reciente creación. 
La costa alterna abruptos acantilados con amplias playas arenosas y en- 
senadas profundas. 

La población de Menorca se concentra en el sur, una planicie leve- 
mente ondulada, sólo interrumpida por agrestes barrancos, que termina 
en un acantilado y, en ocasiones, da paso a playas amplias, como Son 
Bou, o más frecuentemente a pequeñas calas. Es comarca agrícola y ga- 
nadera, con pastizales que se benefician de una relativa humedad. Alaior, 
Ciutadella y Maó combinan la economía agrícola con una serie de indus- 
trias de arraigo tradicional, como la bisutería, el calzado o la alimentación. 
El carácter rural de la isla domina al urbano, con una población dispersa 
y armónicamente repartida que se adapta al paisaje natural, compartimen- 
tado hasta el infinito por paredes de piedra seca cerrando los espacios de 
uso agrícola y ganadero de cada finca. El turismo en Menorca se concen- 
tra en varios puntos de la costa —términos de Sant Lluis, Alaior o Ciu- 
tadella— y, salvo alguna desagradable excepción, hasta ahora no ha mo- 
dificado sustancialmente la estampa tradicional, y a la vez moderna, de la isla. 

Eivissa es más homogénea. Su relieve alterna zonas abruptas y eleva- 
das (Sa Talaiassa, 475 metros) con otras más bajas y onduladas sobre las 
que tradicionalmente se ha asentado una población campesina para desa- 
rrollar su agricultura familiar, que ha constituido hasta la irrupción del 
turismo la base económica del territorio. Una costa recortada y acantilada, 
con numerosas playas y calas, y el bosque mediterráneo enmarcan a esa 
población dispersa que todavía es mayoritaria, pese al crecimiento reciente de 
algunos núcleos urbanos, como St. Antoni de Portmany. La Vila d'Eivissa 
es la única ciudad de la isla y en ella se concentra las escasa industria exis- 
tente, además de los florecientes negocios inmobiliarios y derivados del turismo. 

Formentera son dos roquedales acantilados —Sa Mola y Berbería— 
unidos por un istmo en cuyas costas se extienden las largas playas que 
han hecho de esta isla un atractivo lugar para cierto tipo de turismo. La 
vida tradicional ha estado ligada a la agricultura de secano sobre suelos 
pobres y salinos de escaso rendimiento que se cubren, cuando no se cul- 
tivan, con monte bajo, pinar y sabinas, el árbol emblemático de la menor 


de las Pitiusas. 


2. HISTORIA 


La secuencia histórica de las islas Baleares presenta bastantes rasgos 
propios frente a lo que podríamos llamar el modelo español, y ello lo 
mismo para sus fases más antiguas que para tiempos recientes. La historia 
del archipiélago resulta en determinados momentos compleja, como con- 
secuencia de la mezcla de tradiciones culturales que registra, en la línea 
que suele ser habitual en los países mediterráneos. La insularidad es otro 
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de los factores fundamentales para comprender los mecanismos que rigen 
la historia común del archipiélago y, a la vez, los propios de cada isla, y 
también los diversos procesos de aculturación que allí se produjeron. 

La personalidad de cada isla está ya presente a lo largo de los Poma 
prehistóricos. Cuando los romanos se apoderaron de ellas, aducien o que 
proliferaban los piratas pero sin duda impulsados por la necesidad de con- 
tar con buenas bases para sus rutas de navegación hacia la península ibé- 
rica, percibieron las diferencias que existían entre Mallorca y Menorca por 
un lado, a las que llamaron propiamente baleares, y Eivissa y Formentera, 
que siguieron conociendo con el nombre griego de Pitiusas. En efecto, en 
las dos islas mayores los romanos encontraron una cultura común, aunque 
con personalidad propia en cada caso, que no aparece en Eivissa ni For- 
mentera. 

La referencia más antigua para el poblamiento del archipiélago pro- 
cede de Mallorca y sitúa la llegada de los primeros hombres a estas tierras 
dentro del quinto milenio a. de C. A finales del tercer milenio una pobla- 
ción que se dedica fundamentalmente a la caza y pastoreo y vive dispersa 
por toda la isla, empieza a fundir minerales de cobre, y poco a poco, a 
lo largo de la primera mitad del segundo milenio a. de C., constituye los 
primeros núcleos de población superiores a las unidades familiares. De ese 
momento se conocen los primeros datos para el poblamiento de Menorca. 
Hacia 1300 a. de C. surgen los poblados de la llamada cultura talayótica, 
que se desarrolla hasta aproximadamente el cambio de era, cuando desa- 
parece como consecuencia del proceso de aculturación impuesto por los 
romanos tras la conquista del archipiélago en 123 a. de C., obra de un 
ejército capitaneado por Quinto Cecilio Metelo, apodado precisamente «el 
baleárico» a consecuencia de tal lance. 

En Eivissa, por el contrario, hay una población indígena dispersa en 
núcleos de escasa entidad y desconectada de Mallorca y Menorca, sobre 
la que a finales del siglo vi a. de C. se superponen fenicios llegados 
desde el sudeste de la península ibérica o tal vez desde alguna otra colonia 
del Mediterráneo occidental. Levantaron una auténtica ciudad dedicada al 
comercio, la manufactura de productos diversos y, sobre todo, a servir de 
escala a los navegantes, además de instalarse en establecimientos rurales 
de carácter agrícola: un genuino modelo colonial que mantuvo raros con- 
tactos con Mallorca y Menorca. 

La romanización de las islas Baleares está poco estudiada. Sólo se co- 
noce bien un establecimiento romano, la ciudad de Pollentia, en Alcúdia 
(Mallorca), una de las dos colonias construidas en la isla —la otra fue 
Palma—, a la que se trasladaron colonos procedentes de Hispania. Maó y 
Ciutadella fueron igualmente ciudades romanas en Menorca y también Ei- 
vissa tuvo esa condición. Otros núcleos rurales de menor entidad y los 
propios poblados talayóticos romanizados completan el panorama de la 
implantación en el archipiélago, que debió producirse gradualmente y no 
ser intensa hasta época avanzada, conforme se percibe en la pervivencia 
de ritos a cultos indígenas o de nombres propios de persona. Las nume- 
rosas basílicas paleocristianas descubiertas en Mallorca y Menorca, con 
una concentración muy superior a la que se registra, por ejemplo, en la 
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península, así como otros documenteos arqueológicos y literarios, como la 
conocida carta-encíclica del obispo Severo, demuestran una intensa cristia- 
nización de las islas a partir del siglo v, aunque no sin tensiones con 
comunidades de otras confesiones, entre ellas la judía. Las destrucciones 
causadas por los vándalos de Genserico en 455, evidentes en Pollentia que 
es arrasada y deja de ser un centro municipal, interrumpen seguramente 
la vida urbana en las islas, que tal vez pasen a depender de Bizancio, tras 
los éxitos en occidente de Justiniano y las campañas militares de Belisario. 

En 707, una flota musulmana bajo el mando de Abd Allah ibn Musa, 
que regresaba de Sicilia y Cerdeña, saquea Mallorca y Menorca y secues- 
tra a los llamados reyes de las islas, tal vez unos gobernadores teóricos 
representantes de la administración bizantina. Es posible que a lo largo 
de los siglos vin y IX los francos y el condado de Ampurias ejercieran un 
cierto control sobre las islas, como prueban algunos choques entre la es- 
cuadra musulmana y barcos de aquel condado en aguas de Mallorca, así 
como las noticias de diferentes razzias en las fuentes omeyas, que en oca- 
siones parecen dar a entender, por el contrario, la existencia de una re- 
lativa dependencia feudataria del Califato. A principios del siglo x, Isan 
al-Jawlani se detiene en Mallorca de viaje a La Meca y, a la vuelta de su 
peregrinación, solicita y logra del emir Abd Allah la autorización para la 
conquista del archipiélago, que pasa a depender de Al-Andalus con su 
conquistador como walí. En 1014, las Baleares son conquistadas por Mu- 
yahid de Denia, que las incorpora a su reino y luego, entre 1087 y 1114 
se hacen taifa independiente, hasta que se produce la expedición de sa- 
queo pisano-catalana de 1114-1115, concebida como cruzada. Tras ella, los 
almorávides primero y los almohades después (1203) ocupan las Baleares, 
hasta que el reino de Aragón las conquista, so pretexto de que las fre- 
cuentes razzias que asolaban las costas de Cataluña dificultaban el comer- 
cio aragonés. El 31 de diciembre de 1229, Palma es conquistada y sa- 
queada por las tropas de Jaime 1, aunque musulmanes refugiados en el in- 
terior de la isla resistieron hasta 1236; un año antes había caído Ibiza, mien- 
tras que Menorca no deja de ser islámica hasta que Alfonso II la conquis- 
ta en 1287, si bien desde 1231 era ya tributaria del reino de Aragón. 

La evolución histórica del archipiélago balear desde la romanización 
hasta la conquista catalano-aragonesa marca las características básicas de 
una población definida precisamente por la acumulación progresiva de esa 
triple herencia. Sobre una población romanizada de estructura agraria se 
implanta el modelo islámico, mucho más urbano y centralista, en el que 
la ciudad de Palma, fortificada y concebida como enclave principal de 
todas las islas, jugó un auténtico papel de capital de gobierno. Sin em- 
bargo, el tipo de poblamiento disperso y rural que caracteriza la historia 
más antigua de las islas no desapareció en época musulmana, con una 
distribución en aldeas y alquerías que se mantiene intacta incluso después 
de la conquista cristiana y tras los repartos de tierras entre los vencedores. 
En efecto, los datos que poseemos sobre la propiedad en época aragonesa 
inicial muestran una distribución de la tierra entre los protagonistas de la 
conquista que coincide con la de las alquerías musulmanas, lo que indica 
claramente que el modelo económico basado en fincas de buen tamaño 
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como continuará haciéndolo a partir del siglo XIII y 
hasta época bien reciente. Este sistema es particularmente claro en Ma- 
llorca, y muchas de las tensiones que después vivirá la isla nacen preci- 
samente de él. La Ciudad de Mallorca, luego Palma, reordenada en su 
urbanismo sobre la olvidada traza romana, enriquecida con mezquitas, ba- 
ños públicos y palacios, protegida con murallas, se convierte en el centro 
de la vida económica, política y administrativa del archipiélago tras la 
conquista musulmana, y así continúa en época cristiana, al margen de que 
en cada isla se instalen sistemas propios de autogobierno y Ciutadella de 
Menorca y Eivissa sean capitales de sus propios territorios insulares. 

A la muerte de Jaime 1 (1276), el reino de Mallorca —que comprende 
esa isla, las de Eivissa y Formentera, el Roselló, la Cerdanya y algunos 
núcleos más en el sur de Francia— es heredado por su hijo Jaime II de 
Mallorca, hermano de Pedro HI de Aragón. Las disputas entre los her- 
manos, al exigir el de Aragón que el otro acepte ser feudatario suyo, 
provocan enfrentamientos militares y una nueva ocupación de Mallorca 
por los aragoneses, zanjada desde el papado. Jaime 11 terminó la repobla- 
ción de Mallorca, poco habitada tras la expulsión de los musulmanes, re- 
novó las fortificaciones de Palma, inició la construcción del castillo de 
Bellver, convirtió la Almudaina en un palacio al gusto cristiano y puso en 
marcha la expansión de la ciudad y su nueva fisonomía, en la que de todos 
modos los rasgos islámicos perduraron durante mucho tiempo. En esos 
años y en los del reinado de su hijo Sancho I, ya en el siglo XIV, se 
produce la expansión comercial del reino, que participa, por ejemplo, en 
empresas como la conquista de Cerdeña junto al reino de Aragón. Pe- 
dro IV, en 1349 y tras derrotar y dar muerte en la batalla de Llucmajor al úl- 
timo rey de Mallorca, Jaime TIT, incorpora el archipiélago al reino de Aragón. 

Las fuentes históricas referidas a la segunda mitad del siglo XIv y a 
todo el xv hablan de la existencia de un casi constante clima de tensión 
en las Baleares. La crisis financiera del reino de Aragón afectó sin duda 
al archipiélago, en particular a su comercio exterior, pero junto a aquélla, 
otros problemas internos contribuían a la inestabilidad social. Hechos 
como las persecuciones a la comunidad judía floreciente, el levantamiento 
foráneo contra la ciudad de Palma en 1450 o los sucesos de Las Germa- 
nías, ya en el siglo XvI, confirman el malestar vivido, sobre todo, en la 
isla de Mallorca. Las luchas por el poder económico entre las familias más 
notables, las malas cosechas y las epidemias, así como la incipiente tensión 
creada por los piratas berberiscos fueron sin duda los principales factores 
de inestabilidad. Pese a una cierta mejoría en el nivel de vida —aumento 
de salarios, cierta capacidad para influir en las decisiones políticas...— el 
campesinado se mostraba cada vez más insatisfecho por sus condiciones 
de dependencia de los señores, y algo similar les ocurría a los menestrales 
y artesanos en la ciudad, que además veían cómo sus productos a finales 
del siglo xv perdían competencia en los mercados mediterráneos. Similar 
es el panorama en las otras islas, quizá más grave aún en Menorca, donde 
a lo largo del siglo XIV se asiste a un general despoblamiento de su terri- 
torio que obligó a traer repobladores en diferentes momentos. 

Todas esas calamidades tienen su desenlace en Mallorca con el levan- 


imperó en las islas, 
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tamiento foráneo de 1450. En el siglo xv la isla está gobernada por un 
Consejo General en el que se integran la Universidad y el Consejo de la 
Ciudad, por una parte, y la Universidad de las Villas foráneas y Consejo 
del Sindicato foráneo por otra. Es decir, la ciudad-capital frente a las 
villas rurales. Los foráneos son: hombres libres, a veces propietarios pero 
en la mayoría de los casos arrendatarios, descontentos con la administra- 
ción centralizadora de la ciudad, a la que acusan de un permanente de- 
rroche que obra en contra de sus intereses. Los agricultores se quejaban 
de los impuestos, el clero foráneo de los gravámenes que se les impone 
desde la ciudad, pero sobre todo la crisis se produjo como consecuencia 
de la ruptura de la voluntad negociadora que durante años se había im- 
puesto entre las dos partes en el seno del Consejo General, a causa del 
espectacular aumento del precio del trigo en un año de fuerte sequía. El 
27 de julio de 1450, Palma amaneció sitiada por los foráneos y, aunque 
se retiraron en los primeros días de agosto, hubo saqueos y asaltos. En 
abril y mayo de 1451 se reprodujeron los incidentes y el estado de insu- 
rrección frente a la ciudad se generalizó. El rey se vio obligado a organi- 
zar una intervención armada, que se retrasó por falta de medios para 
financiarla hasta agosto siguiente. Las consecuencias de esos dos años de 
práctica guerra civil fueron funestas para la ya maltrecha economía, con 
la agricultura estancada, la artesanía en crisis y el comercio exterior y la 
navegación prácticamente paralizados. 

La llegada del rey Fernando 1 al trono de Aragón (1479) significó poco 
para la solución de los problemas, en particular los económicos, y tam- 
poco sirvió para aliviar las secuelas de la guerra civil, que unida a la de 
Cataluña (1462-1472), había empeorado notablemente la situación del 
país, mala desde mediados del siglo xIvV. A una sociedad dinámica y em- 
prendedora, la de los siglos XIH1I y parte del xIv, le había sucedido otra 
frenada por la crisis, los antagonismos familiares y sociales, las pestes y 
las malas cosechas. El rey Fernando se desentendió de las Baleares y, 
aunque propuso desde Barcelona algunas medidas de saneamiento econó- 
mico, la situación apenas mejoró. 

A lo largo de tan dilatada crisis tan sólo un grupo social parece man- 
tenerse pujante: el de los judíos conversos de Mallorca, dedicados pese a 
todo al comercio y objeto de persecución en diferentes momentos por 
razones de variada índole, que en el fondo casi siempre fueron de origen 
económico. Tras los sucesos particularmente violentos de 1391 y las for- 
zadas conversiones masivas de 1435, los judíos baleares —más exacta- 
mente, mallorquines— se convirtieron en un grupo marginado, visto con 
hostilidad por los cristianos viejos, a causa del supuesto mantenimiento en 
secreto: de sus prácticas religiosas y, sobre todo, por su actuación como 
grupo cohesionado en defensa de sus intereses y hasta de sus vidas. 
A fines del siglo xv hay en Mallorca unos 1.500 conversos, que residen 
prácticamente en Palma, pues en la parte foránea, con una intolerancia 
mucho mayor desde las persecuciones de finales del XVI, apenas viven. 
Los conversos se dedicaban mayoritariamente al comercio y a determina- 
dos oficios, como la joyería, aunque también destacaron en actividades 


intelectuales, como, por ejemplo, la medicina. 
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Las medidas económicas tomadas por Fernando el Católico en el reino 
de Aragón repercutieron de todos modos en las Baleares, que e una 
pequeña recuperación de su economía en los primeros años del siglo XVI, 
lo que le permite incluso intervenir a sus expensas En hechos de armas en 
el exterior, como la toma de Bujía en 1515, o los asedios de Argel. Es cier- 
to que, por una parte, ésas y otras empresas similares tenían como fina- 
lidad dificultar los asaltos berberiscos a las islas, muy frecuentes a lo largo 
de todo el siglo XVI, pero en mayor medida obedecían a la intención de compen- 
sarse creando un área de influencia propia ante la decisión tomada por 
Isabel la Católica en su testamento (1504), por lo que se excluía al reino 
de Aragón de las aventuras económicas en América y Africa atlántica. 
Sin embargo la recuperación fue efímera. Las Germanías en Mallorca y 
la paralización de la actividad comercial en los puertos de Menorca y 
Eivissa a consecuencia de la piratería berberisca sume a las islas en 
una nueva y profunda crisis a lo largo de todo el tiempo que dura el dominio 
de la Casa de Austria sobre el reino de Aragón. Maó (1535) y Ciutadella 
(1558) son arrasadas por los piratas. Eivissa es atacada prácticamente cada 
año, aunque sus murallas contienen una y otra vez los ataques, y lo 
mismo les ocurre a las pocas villas que en Mallorca se asientan cerca del mar. 

El suceso más grave ocurrió en Mallorca: el levantamiento de Las Ger- 
manías, en 1520, a imagen del acaecido el año anterior en Valencia. En 
el caso de la revuelta mallorquina, al menos en su arranque, tuvo un 
cierto papel la escasez de trigo de 1520 a causa de la mala cosecha, pero 
es evidente que el mal de fondo era, una vez más, el descontento de 
menestrales y artesanos contra las medidas económicas de gobierno. La 
sublevación fue general en la isla, excepto en la plaza fuerte de Alcudia, 
que acogió a los perseguidos y se mantuvo fiel a Carlos V, el mismo rey 
al que vitoreaban los levantados en armas contra el gobernador, acusado, 
y no sin razón, pues le correspondía ser el brazo ejecutor de una serie de 
medidas económicas que asfixiaban los intereses de los agermanados. 

Hasta la guerra de Sucesión, a la muerte de Carlos HI, ningún aconte- 
cimiento reviste especial interés en las Islas Baleares. Mallorca e Ibiza 
militan en el bando que defiende al archiduque de Austria, incluso tras la 
firma del tratado de Utrecht de 1713, por el que Menorca pasaba a ser 
considerada colonia británica, como consecuencia de su conquista en 1708, 
en plena guerra. Tras la caída de Barcelona, en 1714, Mallorca resistió 
todavía hasta 1715. La derrota de los mallorquines ante las tropas fran- 
cesas, aliadas lógicamente del bando que apoyaba a Felipe V, significó la 
implantación en la isla del Decreto de Nueva Planta y el final de la exis- 
tencia de cuantas leyes, fueros y privilegios caracterizaban el ordena- 
miento Jurídico del antiguo reino de Mallorca, que pasaba ahora a 
llamarse provincia y estar sometido al mando de un capitán general. El 
Gran i General Consell fue abolido, sustituyéndole en sus funciones la 
Real Audiencia, y toda la autonomía económica y financiera desapareció. 
Similar suerte corrió Eivissa, donde se documentan conspiraciones anti- 
borbónicas en 1716 y 1719, en gran parte debidas al perjuicio que para la 
isla suponía la pérdida de los ingresos por el comercio de la sal, que 
después de 1715 pasó a estar controlado por el rey. 
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Pero donde el siglo xvII presenta sin duda mayor atractivo es en Me- 
norca. Conquistada por una numerosa escuadra anglo-holandesa, en parte 
a causa de la escasa guarnición con que contaba y en parte por la nula 
colaboración de sus habitantes, que se habían enfrentado al gobernador 
militar en el marco de las confrontaciones originadas por la guerra de 
Sucesión y habían sido derrotados, los británicos van a gobernar Menorca 
durante prácticamente todo el siglo, excepción de los seis años que fue 
francesa (1756-1762) y los que estuvo controlada por España. Durante el 
primer período de dominio británico (1708-1756) sus gobernadores se es- 
forzaron en reforzar la estructura defensiva de la isla, iniciando obras de 
carácter militar y algunas civiles. Hicieron de Maó uno de los puertos más 
importantes bajo su control en el Mediterráneo, lo que supuso el auge de 
la ciudad y, en consecuencia, el traslado de la administración pública y el 
peso político a ella desde Ciutadella, tradicional sede de la nobleza terra- 
teniente insular, del poder económico y del eclesiástico. Hubo por parte 
de los menorquines cierta resistencia a aceptar el nuevo orden. Quienes 
habían llegado como libertadores y defensores de la causa del partido aus- 
triaco se convirtieron, por obra del tratado de Utrecht, en dominadores. 
Sin embargo las medidas económicas que Francia e Inglaterra pactaron en 
1713 contribuyeron a disipar en parte las reticencias que los menorquines 
tenían respecto a su independencia y fidelidades políticas. Ciutadella de- 
cae, Maó y sus comerciantes progresan y en pocos años Menorca olvida 
sus ideales y se entrega en los brazos del desarrollismo británico, repre- 
sentado magistralmente por el gobernador Kane. La isla se modernizó, 
aunque en contrapartida las clases menos pudientes tuvieran que soportar 
las levas, y la Universidad de Menorca los impuestos. 

En 1756, Francia declara la guerra a Inglaterra a consecuencia del sa- 
queo sistemático que los corsarios británicos mantenían sobre navíos fran- 
ceses, particularmente los de América. Uno de los primeros hechos es la 
conquista francesa de Menorca, que se mantendrá así hasta 1763, recu- 
perada por los ingleses tras la paz de París. En 1780, animada por los 
éxitos en Honduras y golfo de México, España generaliza su guerra contra 
Inglaterra; Carlos III, en 1782, recupera Menorca, con el razonable be- 
neplácito de Francia, lo que supone para la isla, aunque tardíamente, la 
eliminación de ciertas franquicias y privilegios de autogobierno, ya más 
ficticios que reales, que la dominación inglesa había respetado. Entre 1798 
y 1802, Menorca vuelve a ser dominada por los ingleses. El tratado de 
Amiens la restituye a la corona española, una transmisión que tampoco 
en esta ocasión fue aceptada de buen grado por los menorquines, teme- 
rosos de las consecuencias económicas que comportaba. 

A partir del siglo xix la historia de las islas Baleares registra pocos 
hechos que la distingan de la del resto de España, o que no sean conse- 
cuencia de acontecimientos comunes. La guerra de la Independencia o la 
larga lista de enfrentamientos entre liberales y carlistas apenas inciden en 
la vida monótona de una sociedad tradicional captada, no sin exageracio- 
nes, por George Sand en Un invierno en Mallorca. Los hechos más sin- 
gulares son el lento declinar de su rancia aristocracia, los cambios en la 
agricultura, que se analizan más adelante, en ocasiones propiciados por 
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factores externos pero que en todo caso responden a una indiscutible pa 
pacidad para adaptarse a las nuevas situaciones por parte del aa: o 
balear, y la recuperación de las ciudades y los comerciantes, en particu Al 
Palma y su puerto. Otra novela, Bearn, de Villalonga, recrea magistral- 
mente los estertores de esa nobleza terrateniente, que tan sólo en Me- 
norca mantuvo a hurtadillas su existencia. eS 

La guerra civil divide una vez más al archipiélago. Mientras Menorca 
se mantiene fiel al legítimo gobierno de la República, Mallorca e Ibiza 
se suman a la sublevación franquista. El hecho de armas más sobresa- 
liente es un intento republicano de recuperar Mallorca, con desembarco 
en las costas de Manacor que fracasa debido a la incompetencia de los 
nuevos invasores, pese a la reducida capacidad defensiva nacionalista en 
la isla. Á 

A partir de los años cincuenta el turismo y sus economías complemen- 
tarias transforman Mallorca e Ibiza y mucho menos Menorca, con una 
personalidad y recursos económicos propios más fuertes, Y convierte a 
buena parte del archipiélago en el máximo exponente de la industria más 
pujante del franquismo, asociándose los beneficios que tal situación genera 
a una sociedad muy activa, heterogénea e interesada en ser complaciente 
con el orden aparecido tras el conflicto civil. 


3. LA POBLACIÓN Y SU EVOLUCIÓN DEMOGRÁFICA 


La evolución de una población a partir de un estado inicial viene de- 
terminada por su crecimiento vegetativo, definido éste como nacimientos 
menos defunciones, y por el saldo migratorio resultante de restar los emi- 
grantes de los inmigrantes. 

En una primera aproximación, el número de nacimientos depende de 
factores demográficos, económicos, sociológicos y técnicos. Entre los pri- 
meros cabe citar la composición por edad, sexo y estado civil de una cierta 
población; entre los segundos, están la riqueza, la renta y su distribución 
respectiva. De forma análoga, las defunciones dependen de factores simi- 
lares a los anteriores. Sin embargo, a lo largo del presente siglo y, en 
especial durante las últimas décadas, el número de fallecimientos ha pa- 
sado a depender, fundamentalmente, de la estructura por edades de la 
población junto con el nivel sanitario alcanzado. Esta situación no siempre 
ha sido así, puesto que existen diversas teorías que han involucrado a las 
variables económicas, en un papel relevante, para explicar las defunciones. 
Un ejemplo lo constituye la teoría de Malthus, que suponía que, si bien 
la curva de nacimientos podía ser insensible al nivel de vida, la tasa de 
mortalidad sí respondía a sus variaciones: por debajo del «nivel de subsis- 
tencia», el hambre y las epidemias diezmaban la población. Sólo a partir 
de ese nivel mínimo, la tasa de crecimiento vegetativo era positiva. Un 
país con una población caracterizada por elevadas tasas de mortalidad y 
natalidad corresponde a lo que se denomina en términos demográficos 
como sociedad tradicional. Este tipo de sociedades da paso, en la mayoría 
de los países europeos a lo largo del siglo xIX, a otra denominada de 
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transición demográfica en la que decae, en primer término, la tasa de 
mortalidad y más tardíamente la de natalidad, lográndose, así, elevadas 
tasas de crecimiento vegetativo. Este último modelo ha evolucionado, en 
las pasadas décadas, a otro en el que disminuye de forma brusca la nata- 
lidad. Esta dinámica demográfica, también ha sido seguida por las Balea- 
res, como veremos más adelante. 

El saldo migratorio depende de forma fundamental del diferencial exis- 
tente entre las condiciones económicas de los lugares de emigración e in- 
migración, así como también de sus condicionamientos legales y 
administrativos, éstos últimos, actualmente, sólo son relevantes para la 
emigración extranjera pero no así para la nacional. Éste ha sido el caso 
para Baleares puesto que el crecimiento de la población de las últimas 
décadas ha sido mucho mayor que el aportado por su crecimiento vege- 
tativo, como consecuencia del fuerte saldo migratorio procedente de la 
Península. 

Los comentarios anteriores indican que una explicación completa de la 
evolución de una población debe buscarse en relación con un conjunto 
amplio de variables y que, en particular, deberán incluirse también las de 
naturaleza económica. 

Una primera aproximación a la trayectoria demográfica de Mallorca 
puede obtenerse de los datos que se recogen en las tablas I y II. En la 
primera se exponen las poblaciones de Mallorca y de su capital; en la 
segunda, las tasas de crecimiento medio y las acumulativas entre los pe- 


TABLA 1.—Evolución de las poblaciones de Mallorca 
y su capital 


Palma (1) Mallorca (11) 


YI 
(porcentaje) 


IS ada 115.787 Eu 
16 99.192 26,20 
UPA: tons 120.664 27,45 
VE 136.917 ZII 
1826-29 174.856 

203.993 


......s 


FUENTE: Cronologia de les crisis demográfiques a Mallorca segles XVII-XIX, de 1. Moll, 
A. Segura y J. Juan (1983). 


TABLA H.—Tasas de crecimiento medio y anual acumulativo 


Mallorca 


Período 


TCA 
(tanto por mil) 


IO PIIEI on -1,88 
1746-1667 ........ 2,48 
1784-1746 ........ 3199 
1820784 Ii 5,45 
18STIB2O es 


ASILO Epi: 
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ríodos seleccionados. Ambas tasas están representadas por TCM (por 100) 
y TCA (por 1.000), respectivamente. De 

De acuerdo con la tabla II vemos que las tasas de crecimiento a lo 
largo del período que comprende entre 1585 y 1857 han sido muy redu- 
cidas y variables, no llegando, en ningún caso, a un crecimiento anual 
acumulativo del 10 por 1.000 que corresponde al 1 por 100. Y es bien 
sabido que una población que crece a esta tasa tarda alrededor de setenta 
años en duplicarse. La única excepción la constituye el período 1857-1829, 
en el que la población de Palma de Mallorca, a tenor de las no siempre 
seguras informaciones con que contamos, parece crecer el 14,47 por 1.000, 
reflejando, posiblemente, un elevado índice de emigración del campo a la 
ciudad. Por otra parte, el hecho de que durante el período 1746-1784 se 
reduzca la población de Palma, mientras que aumenta en un 13 por 100 la 
de toda la isla, puede deberse más a un problema de fiabilidad de los datos 
que a una dinámica diferente entre la evolución de las poblaciones de toda 
la isla y de su capital. En todo caso, las posibles inexactitudes de tipo esta- 
dístico que puedan existir no invalidan la conclusión de que entre 1585 y 
1857 la demografía de Mallorca ofrecía unas reducidas tasas de crecimiento. 

La situación anterior, caracterizada por unas modestísimas tasas de cre- 
cimiento, es la que corresponde al modelo de evolución de la población 
de una sociedad tradicional en el que nacimientos y defunciones son ele- 
vadas y prácticamente iguales. A largo plazo su diferencia es positiva o 
negativa de acuerdo con la mayor o menor bonanza económica. Este com- 
portamiento demográfico fue también el que siguieron hasta la primera 
mitad del siglo pasado los países europeos más avanzados, aunque con 
una cronología diferente, siendo Inglaterra el país que experimentó el 
cambio de forma más temprana, hacia finales del siglo xvH1. 


TABLA 1M1.—Tasas de natalidad, mortalidad y saldo 
migratorio de Baleares 


FUENTE: Llibre Blanc del Turisme a les Baleares y Anuario estadístico del INE (1987) 
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El modelo de transición demográfica rompe con el anterior al obser- 
varse que mejoras del nivel de vida que antes originaban un incremento 
de la natalidad y disminución de la mortalidad ahora se asocian con un 
fuerte y continuado descenso de la mortalidad junto con reducciones pos- 
teriores de la natalidad, dando como resultado, a largo plazo, incrementos 
sustanciales de la población. - 

En Baleares existe cierta evidencia de que la fecundidad, y posible- 
mente la mortalidad, iniciaron un descenso lento y continuo ya desde prin- 
cipios del siglo XIX. Este comportamiento también se detecta en otras 
regiones de España: Cataluña, Valencia y la Cornisa Cantábrica. Con fia- 
bilidad, el paso desde el modelo tradicional hacia el de transición demo- 
gráfica puede situarse en el último tercio del siglo pasado. En efecto, de 
acuerdo con la tabla II, en la que se muestran las tasas de natalidad y 
mortalidad, resultan crecimientos vegetativos importantes que se traducen 
en aumentos de población, que pueden verse en las tablas IV y V. 


TABLA IV.—Población de hecho de las islas Baleares 


: AAN 
NA Eivissa 


Palma de 
Mallorca 


262.893 203.993 es 19d 

269.818 209.064 54.526 
289.035 230.396 59.690 
312.593 249.008 62.006 
306.926 244.322 63.982 
311.649 248.259 65.421 
326.023 257.015 69.019 
338.849 269.762 77.418 
365.512 293.447 88,262 
407.497 327.119 114,405 
422.089 341.450 136.814 
429.107 348.805 145.142 
443.302 363.199 159.084 
492.060 406.007 190.877 
558.287 460.030 234.098 
633.016 524.976 282.050 
685.088 561.215 


753.210 620.890 


FUENTE: Llibre Blanc del Turisme a les Baleares (1987), y Del Hoyo y García Ferrer (1988). 


A efectos comparativos, tenemos que las tasas de natalidad y mortali- 
dad para toda España eran, respectivamente, del 36 y 31 por 1.000 en la 
década de 1880-1890 y que, en general, se observa un retraso próximo a 
los treinta años con respecto a la natalidad y que ambas tasas de natalidad 
se aproximan a partir de la década de 1930-1940. 

Entre 1888 y 1897 el crecimiento vegetativo de Baleares es del 6,9 por 
100 mientras que el global muestra una disminución de casi el 2 por 100 
como consecuencia de una fortísima emigración asociada a la crisis eco- 
nómica finisecular. Demográficamente tiene, por tanto, una evolución más 
precoz que la media de España, que no alcanza plenamente este modelo 
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hasta comienzos del presente siglo. En España, las tasas Nica ii 
mortalidad hacia 1900 se sitúan en torno al 34 y 29 por 1.000, Ea 
que en Baleares, véase tabla III, son del 27 y 20 por ES prDeS he 
mente, siendo, además estas pr tasas, OS a las que ten 
aís de Gales en las mismas j 

on más reciente de la población se muestra en las tablas IV 
y V. En ellas se recogen las poblaciones de las distintas islas, junto con 
sus tasas de variación, referidas al período 1857-1986. La columna con la 
población de todo el territorio nacional se ha incluido a efectos compara- 


tivos. 


TABLA V.—Tasas medias de variación, entre períodos, de la población 
de hecho de Baleares y de sus islas (porcentaje) 


1,3 


1900-1897 
1910-1900 


FUENTE: Elaboración a partir de la tabla IV. 


En la tabla VI, calculada a partir de la tabla IV, se recoge la evolución 
de la participación de cada una de las islas sobre el total y se observa que 
si bien Mallorca representa un porcentaje muy estable y próximo al 80 
por 100, éste ha tenido una dinámica de crecimiento muy lento. Por otra 
parte, Eivissa, que también supone una participación muy estable y pró- 
xima al 9 por 100 del total, ha pasado a tener unos efectivos poblacionales 
superiores a los de Menorca que, en el mismo período, ha visto caer su 
importancia relativa desde un 13 hasta el 8 por 100. 

Un aspecto que merece la pena destacar es el elevado porcentaje que 
supone la población de Palma de Mallorca sobre la total de la isla y, por 
tanto, sobre la de Baleares. Si nos fijamos en la tabla VII vemos que, 
entre 1857 y 1986, han aumentado desde un 26,16 y 20,30 por 100 hasta 
un 51,72 y 42,63 por 100, respectivamente. Este fenómeno de concentra- 
ción de la población en núcleos urbanos importantes no es privativo de 
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TABLA VI.—Porcentaje de participación de las Islas sobre la población 
de hecho de Las Baleares 


FUENTE: Elaboración a partir de la tabla IV. 


Palma de Mallorca puesto que, de acuerdo con las investigaciones de 
I. Moll y J. Suau (1985), entre 1667 y 1784 las poblaciones que superaban 
los 2.500 habitantes, representaban un 53,50 por 100 del total de la po- 
blación no residente en Palma, porcentaje que se incrementa hasta el 58 
por 100 entre 1784 y 1857. Para los mismos períodos, los pueblos de más 
de 5.000 habitantes suponían el 17,55 y 23,66 por 100, respectivamente. 


TABLA VI.—Porcentaje que representa la población de Palma de 
Es sobre la de Mallorca y la de Baleares : 


FUENTE: Elaboración a partir de la tabla IV. 


Las cifras anteriores junto con las de la tabla I son muy elocuentes, 
puesto que indican que la estructura económica debía tener desde fecha 
muy temprana una composición propia de una sociedad relativamente 
avanzada, al soportar a lo largo de un período de tiempo muy dilatado, 
por lo menos en el caso de Palma de Mallorca, una población creciente 
que no podía dedicarse en su mayoría a tareas agrícolas. Es decir, el 
sector secundario y terciario tenían una participación notable tanto en la 
producción total como en la población activa. 

Una idea aproximada que puede ilustrarnos esta situación nos la pro- 
porciona la composición de la población activa de Palma de Mallorca en- 


tre finales del siglo XV y principios del XVI. 
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FUENTE: M. Barceló Crespi (1988). 


El fenómeno migratorio es el otro componente clave que determinará 
el crecimiento global de una población. Sin embargo, ya hemos comen- 
tado que el saldo migratorio responde, en gran medida, a condicionantes 
económicos y, por tanto, su evolución en el período que consideramos 
corresponde a la crónica económica de las Baleares. Téngase en cuenta 
que el grueso de los emigrantes de Baleares se dirigieron fuera de nuestras 
fronteras nacionales, mientras que la inmigración, a partir de 1950, pro- 
cede, en su mayoría, de otras regiones españolas (si bien en la década 
actual se registra también presencia de inmigrantes extranjeros). 

En la tabla II, junto con las tasas de natalidad y de mortalidad, se 
recogen las del saldo migratorio, que muestran cuatro períodos diferencia- 
dos. El primero, que alcanza hasta la década de 1920, indica que si bien 
ha habido emigración neta ésta no ha supuesto una disminución de los 
efectivos poblacionales de las Baleares, salvo entre 1888 y 1897 a conse- 
cuencia de la fortísima tasa migratoria (8,76 por 1.000) que superó, en 
este período, al crecimiento vegetativo (6,90 por: 1.000). Los motivos de 
esta elevada tasa se encuentran en la crisis de la vid, entre 1890 y 1905, 
que llevó a la emigración a unos veintisiete mil habitantes, en su mayoría 
con destino a Chile y Argentina. 

Al segundo período, entre 1920 y 1940, le corresponde un saldo posi- 
tivo como posible consecuencia del auge económico de los años veinte, 
junto con los retornos forzosos del extranjero motivados por la gran de- 
presión de la década siguiente. El tercer período se sitúa entre 1940 y 
1955 y se caracteriza por un ligero saldo migratorio negativo, siendo éste 
resultante de las consecuencias económicas de las guerras civil y mundial, 
no resueltas con la política económica de corte autárquico, y agravadas 
por el bloqueo económico. 

El último período, en el cual todavía nos encontramos, está asociado 
a la gran expansión económica de las Baleares propiciada por el auge del 
turismo. La repercusión de las elevadas tasas de inmigración junto con el 
notable crecimiento vegetativo, hasta mediados de los setenta, ha dado 
como resultado que en las últimas décadas la población total muestre for- 
y 1086 —equivaleoroarun cositas aalica 
En el gráfico 1, obtenido de la tabl o E es. 
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décadas como consecuencia tanto de una cierta saturación del sector turís- 
tico balear, que ofrecerá, así, menores oportunidades de empleo, como de 
una mejora en las condiciones económicas de las regiones autonómicas de 
donde proceden los emigrantes. 

Otro aspecto que hay que considerar con respecto a la estructura de 
la población es la de su envejecimiento progresivo, entendiendo por tal 
que el porcentaje de individuos de mayor edad va incrementándose en 
relación a los otros grupos más jóvenes. Una idea más concreta de este 
fenómeno demográfico se obtiene de una inspección de la tabla VIII, en 
la que se recoge la evolución, con datos censales, de la proporción de los 

- menores de quince años, mayores de sesenta y cuatro años y el grupo con 
edades comprendidas entre quince y sesenta y cuatro años. 
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Si bien las cifras censales ofrecen dudas, tanto mayores cuanto los cen- 
sos más alejados están en el tiempo, podemos tomar los resultados de la 
tabla VIM como razonablemente indicativos del grado de envejecimiento 
de la población. De ella observamos que el grado de envejecimiento es 
semejante al que muestra en su conjunto la población española, siendo, 
además, este fenómeno común a la de todos los países desarrollados. Dos 
son las causas fundamentales: la primera está asociada al notable incre- 
mento de la tasa de supervivencia de los grupos de edad adulta, mientras 
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TABLA VIN.—Estructura de la población por grupos de edad 


Menores de 15 años Entre 15 y 64 años 
MEE E 


Mayores de 64 años 


oo... 


oo...» 


.oo... 


roo...» 


FUENTE: Llibre blanc del Turisme a les Baleares, S. del Campo-M. N. López (1987). 


que la segunda causa viene explicada por el marcado descenso de la na- 
talidad, que se traduce en fuertes descensos de la tasa de crecimiento 
vegetativo. En el caso de las Baleares puede verse en el gráfico 1 que 
esta última tasa disminuye de forma notable desde mediados de los se- 
tenta. De no ser por los elevados saldos migratorios, compuestos funda- 
mentalmente por personas en edad laboral que, además, suelen tener 
asociada una mayor fecundidad, de seguro el envejecimiento de la pobla- 
ción de Baleares sería mucho más pronunciado. 

Por último, nótese que la proporción de menores de quince años au- 
mentó como respuesta a la evolución creciente del saldo vegetativo entre 
mediados de la década de los cincuenta y mediados de los setenta. 


4. LA ECONOMÍA BALEAR 


A lo largo del siglo xIx la historia económica de las Baleares es, en 
esencia, la de su agricultura y comercio. La actividad agraria estaba aso- 
ciada, fundamentalmente, al autoabastecimiento, generando excedentes 
exportables muy escasos. De forma complementaria, la actividad comer- 
cial facilitaba tanto la exportación de esos excedentes agrícolas, algunas 
manufacturas textiles y la de cierta producción artesanal, como la impor- 
tación de cereales y manufacturas. 

Ha sido una opinión muy generalizada la rigidez y aislamiento de la 
sociedad y economía balear, traduciéndose, todo ello, en una agricultura 
atrasada, estancada e ineficiente. Sin embargo, esta opinión es un tanto 
precipitada puesto que no se funda sobre un análisis de tipo económico 
riguroso. En particular, no parece tomar en consideración que la estruc- 
tura económica de una región responde a condicionantes tanto naturales 
como humanos y que, por tanto, no sólo cuentan los deseos de mejora y 
progreso de sus gentes, sino también las alternativas económicas viables 
que se les presentan en el transcurso del tiempo. En efecto, la estructura 
productiva depende de la dotación y asignación de sus acia tOs producti- 
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vos. Así, en Baleares, el trabajo ha sido el factor productivo abundante; 
al existir un exceso de mano de obra, aquél era barato con respecto a los 
otros dos factores productivos: capital y tierra. Por tanto, desde un punto 
de vista económico, era y es completamente racional utilizar con mayor 
intensidad un factor relativamente barato que, además, dada la tecnología 
existente, tenía un elevado grado de sustituibilidad con el capital (abonos, 
etc.). El resultado era que la agricultura presentaba un aspecto atrasado 
al utilizar poco capital y un exceso de mano de obra. Esta situación resulta 
de falso «paro encubierto» puesto que una reducción de aquélla, sin com- 
pensarla mediante nuevas dotaciones de capital, hubiera llevado a una 
disminución de la producción agrícola. 

Hemos visto cómo la estructura de la economía balear, tildada de tra- 
dicional, era la consecuencia lógica de una asignación óptima de sus fac- 
tores productivos. Pero también hemos dicho que la estructura depende 
de las oportunidades reales que, desde un punto de vista económico, se 
presentan a una sociedad. Veamos cómo la sociedad balear supo aprove- 
char sus Oportunidades. 

Como consecuencia del desplazamiento del centro de gravedad del co- 
mercio desde el Mediterráneo al Atlántico desde el siglo XVI, en respuesta 
tanto a la importancia creciente de los mercados de ultramar y del nor- 
deste europeo como por la inseguridad del tráfico marítimo comercial de 
tipo regular en el Mediterráneo, la actividad económica en las Baleares 
debió ir menguando de forma paulatina hasta llegar a un estado de cuasi- 
autarquía. Esta situación se mantuvo hasta la promulgación de los sucesi- 
vos reales decretos de Carlos III por los que se abrían legalmente los 
puertos americanos al tráfico comercial desde diferentes puertos peninsu- 
lares e insulares. En el caso de Mallorca, su puerto fue habilitado el 12 
de octubre de 1778. 

En un principio, la respuesta ante las nuevas oportunidades fue lenta 
puesto que el tráfico comercial generado fue relativamente escaso, cen- 
trándose éste en la exportación de la tríada aguardiente, aceite y vino. 
Este resultado fue lógico dado que la supresión de las barreras legales de 
entrada a los mercados no significa, simultáneamente, su apertura real al 
existir elevados costes de información. Entre éstos destacan los necesarios 
para la consolidación de una red comercial que haga efectivas las oportu- 
nidades de negocio al cesar tanto las exportaciones de productos desde las 
Baleares hacia las colonias americanas como la exportación de productos 
coloniales hacia las islas. Téngase en cuenta que ésta era una condición 
básica si se querían rentabilizar los viajes de ida y vuelta de la nave. Sin em- 
bargo, esta componente del coste no era la única puesto que, además, ha- 
bía que sumarle los costes derivados de las fuertes inversiones necesarias 
para financiar las mercancías, el flete y el riesgo inherente a la navegación. 

Con el transcurso del siglo xIX la actividad económica fue en aumento 
a medida que iban aprovechándose las posibilidades de comercio colonial 
y de exportación a Europa. Un hito especialmente relevante lo constituye 
la apertura, en 1838, de las líneas marítimas regulares como consecuencia 
directa del fin de la piratería berberisca con la toma de Argel por los 
franceses. La seguridad en el transporte marítimo permitió ampliar el co- 
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mercio tanto con las colonias americanas, en especial Cuba y Puerto Rico, 
como con Europa y el norte de África al aumentar el margen de beneficio 
de los exportadores, eliminada por completo una de las mayores compo- 
nentes del coste derivado del riesgo. Además, el comercio balear se be- 
nefició de una demanda creciente de productos agrarios, fundamental- 
mente cítricos, y calzado provenientes de las naciones europeas que se 
encontraban en una fase de actividad económica expansiva derivada de su 
industrialización. e, 

La respuesta de la economía balear a los incentivos económicos fue la 
esperada. Como ejemplo podemos citar el caso del cultivo de la vid. Eran- 
cia, a consecuencia de la plaga de la filoxera en sus viñas, se vio precisada 
a efectuar fuertes importaciones de vino. Para facilitarlas concluyó con 
España, en 1877 y 1882, acuerdos comerciales por los que reducía consi- 
derablemente sus barreras arancelarias. Los efectos de la nueva situación 
no se hicieron esperar puesto que, entre 1875 y 1890, la superficie dedi- 
cada a la vid aumentó desde 18.000 Ha. hasta alcanzar 30.000 Ha. Esta 
bonanza finalizó en los primeros años de la década de 1890 al recuperar Fran- 
cia su producción vinícola y al propagarse la plaga de filoxera en Ma- 
llorca. Sus repercusiones sociales se tradujeron en un importante saldo migra- 
torio hacia Argentina, Chile y Argelia, como rápida respuesta a las condi- 
ciones económicas adversas y a la existencia de esas oportunidades de emigrar. 

El retorno de capitales, generados con el comercio del aguardiente y 
aceite a lo largo de la primera mitad del siglo XIX, motivado por la in- 
dependencia de las colonias de ultramar, tuvo unos efectos económicos 
que vinieron a sumarse a los derivados de la creciente actividad económica 
de la segunda mitad del siglo. Así, propiciaron la construcción en Mallorca 
de una incipiente red ferroviaria junto a la fundación de una serie de 
instituciones financieras que, en su mayoría, tuvieron una vida efímera 
como consecuencia de sus desacertadas actividades especulativas. También 
aparecieron, a imitación de lo que sucedía en otros países industrializados, 
talleres dedicados a las manufacturas de calzado con especial éxito en Me- 
norca y, más tarde, en Mallorca. A su vez, la bonanza económica asociada 
a la fase expansiva de la exportación de vino contribuyó de forma notable 
a reforzar el auge de la economía balear y lo contrario sucedió al reducirse 
ésta bruscamente, agravando la crisis económica de finales de siglo, que 
alcanza su período álgido durante la guerra y pérdida definitiva de las 
colonias de ultramar. 

El cultivo y la exportación de cítricos se fue desarrollando de acuerdo 
con la demanda creciente de los núcleos de los países europeos industria- 
lizados. El valle de Sóller constituye uno de los ejemplos de su cultivo 
intensivo, que fueron la base de un comercio de exportación muy impor- 
lantes junto a su industria textil, y que produjeron grandes beneficios eco- 
nómicos. Otro acontecimiento importante desde un punto de vista agrario, 
fue la generalización del cultivo del almendro hacia finales del siglo XIX, 
que pasó a ser la mayor partida de las exportaciones agrícolas. En la 
actualidad, se encuentra en fuerte crisis, al igual que otros cultivos, como 


consecuencia de su baja productividad frente a competidores nacionales y 
extranjeros. 
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Hemos visto en el apartado de población que, en conjunto, las islas de 
Menorca e Ibiza-Eivissa representan un 20 por 100 del total y que simi- 
lares consideraciones cabe hacer sobre la dotación de sus recursos produc- 
tivos. Sin embargo, si bien podríamos considerar equilibrada su 
distribución entre las dos islas, la evolución económica de Menorca e 
Ibiza-Eivissa fue muy diferente. Mientras que Ibiza-Eivissa continuó du- 
rante el siglo xIX y bien entrado el acutal en una situación de aislamiento 
con una economía de tipo familiar, Menorca alcanzó un notable grado de 
industrialización, fundamentalmente a través del calzado, proceso que se 
intensificaría en los primeros decenios del siglo xx. De esa manera, la 
participación de Menorca en el comercio fue muy superior a la de Ibiza- 
Eivissa y, porcentualmente, más importante que la de Mallorca, lo que 
también indica un mayor grado de apertura y dependencia de los merca- 
dos exteriores. 

Las transformaciones de la economía balear iniciadas desde el nuevo 
marco que supuso la apertura de los mercados coloniales junto con la 
regularización de las líneas marítimas y las diferentes ondas expansivas 
inducidas por la industrialización de Europa, fueron acentuándose a lo 
largo del siglo XIX y la crisis finisecular sólo supuso una interrupción tem- 
poral de esta dinámica que se reemprendió a finales de la primera década 
del presente siglo. La primera guerra mundial fue otro episodio impor- 
tante que originó una baja en la exportación de algunos productos agrí- 
colas y artesanales que los países importadores, dada la situación de 
guerra, restringieron, mientras que, en su lugar, crecieron las exportacio- 
nes de textiles y calzado para los combatientes. Este incremento de ex- 
portaciones favoreció la industrialización de las dos islas mayores y la 
apertura de nuevos mercados de exportación que se consolidaron con la 
prosperidad de los años veinte, durante los que, además, se reemprendie- 
ron las exportaciones agrícolas de preguerra. Las consecuencias de la gran 
depresión no tuvieron, globalmente, efectos muy acusados sobre el con- 
junto de la economía, pues si bien disminuyeron algunas exportaciones 
agrícolas y manufacturas, sus negativas incidencias fueron, en parte, com- 
pensadas por el incremento del turismo que ya se constituye como fenó- 
meno económico importante entrada la década de los años veinte. 

En la tabla IX se muestra la evolución de las poblaciones activas vin- 
culadas a la agricultura, industria y servicios desde 1900 hasta 1985, y en 
ella se observa la temprana e intensa reasignación entre sectores, que ex- 
perimenta la población activa balear en la década de 1920 a 1930, en 
concordancia con la expansión de la industria y los servicios turísticos de 
esa década. 

Las consecuencias económicas de la guerra civil, segunda guerra mun- 
dial y sus secuelas, también se captan con facilidad en la tabla IX. En 
1940, en consonancia con la disminución de la renta real y la actividad 
industrial, la población activa del sector primario aumenta en casi la 
misma proporción en que disminuye la del sector secundario y ambos re- 
tornan a los mismos niveles que en 1920. Hacia finales de la década de 
1940 vuelven otra vez a alcanzarse los niveles de preguerra en respuesta 
a las mejores condiciones económicas que se consolidan en la siguiente. 
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TABLA 1X.—Composición de la población activa (porcentaje) 
Sector III 
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FUENTE: El turismo en las islas Baleares (1981); M. Aleyar, B. Barceló y P. Arnaiz (1986), y Renta Nacional de España, 
Banco Bilbao (1988). 


La tabla X complementa la anterior, y muestra la evolución reciente 
de las contribuciones de cada uno de los tres sectores al PIB de las islas. 
Su rasgo principal es la rápida transformación estructural, ilustrativa del 
proceso de modernización económica experimentada por la economía ba- 
lear, que es similar al de toda la economía española, salvo su mayor re- 
percusión relativa a los sectores de industria y servicios. 


TABLA X.—Composición sectorial del PIB 1955-1985 (porcentaje) 


AAA 
Ep 


FUENTE: Renta Nacional de España y su distribución provincial, Banco Bilbao, diversos años 
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El acontecimiento clave del proceso de modernización fue la puesta en 
marcha del plan de estabilización de 1959, que tuvo una repercusión 
enorme. En efecto, la fijación de un tipo de cambio realista de 60 pesetas- 
dólar, junto a una serie de medidas económicas y administrativas, abrió 
las puertas al auge turístico que -fue el proceso que instrumentó y canalizó 
el gran impacto generado desde esas fechas tanto en el ámbito económico, 
modificando profundamente el nivel de vida y la estructura productiva, 
como en el social. 

En la tabla anterior se ponen de evidencia profundas transformaciones 
experimentadas por los sectores agrícola, industrial y servicios. Entre 1960 
y 1985, el sector primario se ha convertido en casi residual al haber dis- 
minuido su contribución al PIB desde un 21,8 hasta el 2,6 por 100. A lo 
largo del mismo período, el sector secundario también ha reducido su 
participación en casi un 50 por 100, desde su nivel inicial del 33,7 por 100. 
A su vez, el sector terciario ha tenido un crecimiento espectacular alcan- 
zando una magnitud de casi el 80 por 100 del PIB total de las islas, sig- 
nificando así casi la duplicación de su participación en la generación del 
PIB desde 1960. 

De la consideración de las cifras anteriores surge una respuesta de gran 
importancia, ¿continuará el proceso dinámico de reasignación de la pobla- 
ción ocupada entre los distintos sectores productivos? La respuesta no es 
sencilla dado que un análisis cuidadoso debe pasar por efectuar prediccio- 
nes sobre la evolución futura de los mercados, precios y cantidades de 
cada uno de los sectores, y ésta no es una tarea trivial. Sin embargo, 
suponiendo que en conjunto los rasgos principales de las tendencias actua- 
les continuaran, puede deducirse que el proceso de sustitución no ha ter- 
minado. Para ilustrar esta situación presentamos las tablas XI y XII, en 
las que se recogen la evolución de la estructura del PIB entre 1955 y 1985 
y las variaciones experimentadas recientemente por la productividad apa- 
rente por empleo en el período 1979-1985. 


TABLA XI.—Estructura y evolución del PIB (al coste de los factores 
en miles de millones de pesetas de 1979) 


FUENTE: Elaboración propia a partir de la Renta Nacional de España y su distribución provincial, Banco Bilbao, diversos 


años. 


La trayectoria del PIB sectorial, a lo largo de los años que se han 
seleccionado, permite formarse una imagen bastante clara de las conse- 
cuencias económicas del turismo desde la apertura de la economía espa- 
ñola propiciada por el plan de estabilización de 1959. El sector primario, 
en pesetas constantes de 1979, ha experimentado un modestísimo creci- 
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miento, estando prácticamente estancado desde mediados de la eS 
pasada. Durante el mismo período el sector secundario, y en especial e 
terciario, han aumentado de forma espectacular, si bien también se ob- 
serva un cierto grado de estancamiento más notorio en la industria. Su 
evolución también permite detectar que los efectos del ciclo sobre el sec- 
tor industrial son apreciables, mientras que en el terciario apenas deja 
sentir sus efectos, salvo en lo que se refiere a la crisis del período 1974- 
1977 que llevó a una disminución del PIB. 2 

Para una más completa información sobre la evolución tendencial de 
los sectores necesitamos conocer la de sus porductividades y costes sala- 
riales. Para ello presentamos en la tabla XII la productividad aparente por 
empleo en los últimos años. 


TABLA XIL.— Productividad aparente por empleo 1979-1985 
(miles de pesetas) 


FUENTE: Elaboración propia a partir de la Renta Nacional de España y su distribución provincial, 1985, Banco Bilbao. 
Nota: En el sector primario se incluye la pesca y en el secundario la construción. 


La productividad del sector primario ha aumentado de forma notable, 
54,7 por 100, si bien su nivel está todavía bastante alejado del de los otros 
dos sectores. En el mismo período, el sector secundario ha elevado en un 
20 por 100 su productividad, mientras que la del sector terciario está prác- 
ticamente estancada. En principio, estas diferencias en las productividades 
indican que continuará la reasignación de factores, si bien a un ritmo sen- 
siblemente inferior al registrado hasta ahora. Sin embargo, gran parte de 
sus diferencias pueden tener su origen en las distintas dotaciones de ca- 
pital, y de su remuneración, asociadas a los procesos productivos de los 
distintos sectores. De esta manera, se pueden admitir discrepancias entre 
las productividades que no den, necesariamente, lugar a reasignación de 
los factores productivos. Una información complementaria a la anterior 
proviene de considerar los distintos costes por asalariado en los sectores 
productivos, que recogemos en la siguiente tabla. 


TABLA XII.—Coste por asalariado (en miles de pesetas) 


Agricultura .... 
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FUENTE: Elaboración propia ir d : - A 2d: 
CAS propia a partir de la Renta Nacional de España y su distribución provincial, años 1979-83-85, 
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Si tenemos presente que los costes salariales están estrechamente re- 
lacionados con las remuneraciones que perciben los asalariados, la tabla 
anterior muestra que en la industria y los servicios se está alcanzando una 
cierta equiparación, mientras que en el conjunto de la agricultura, exclu- 
yendo la pesca, el nivel de remuneración está todavía alejado de las an- 
teriores. 

De la consideración conjunta de las tablas anteriores puede deducirse 
que la fase de reasignación de factores productivos, por lo que respecta al 
trabajo, todavía no ha terminado puesto que existen condiciones econó- 
micas que continúan haciendo ventajoso para los agricultores el abandono 
de este sector hacia los otros y, en concreto, hacia el terciario. Un dato 
adicional que puede completar este panorama es que entre 1979 y 1985 el 
número de asalariados agrarios, excluyendo pesca, ha pasado desde 12.096 
hasta 3.999 empleos. 

El proceso anterior no se limita, en el caso de la agricultura, al factor 
trabajo puesto que también afecta de forma muy acusada a la tierra como 
factor productivo. En efecto, se están abandonando los cultivos menos 
rentables que, en términos generales, supone el abandono de los cultivos 
de secano que otrora fueron la base de la producción agraria balear. La 
contracción del sector agrícola no se manifiesta en todas sus líneas de 
producción dado que el regadío está en fase expansiva. Las razones que 
explican este diferente comportamiento son de tipo económico y técnico. 
Entre las primeras cabe decir que los productos de regadío tienen una 
mayor demanda por parte de los sectores turísticos y, además, al tener 
una demanda caracterizada por una elasticidad renta relativamente ele- 
vada con respecto a los productos de secano, han visto aumentar su de- 
manda global procedente de los núcleos urbanos, cada vez mayores, y con 
poder adquisitivo más elevado. Razones técnicas también han influido en 
el incremento del regadío puesto que la mayor demanda de sus productos 
hace beneficiosa la utilización de abonos y tecnologías productivas más 
eficientes. Su efecto conjunto hace que la rentabilidad del regadío sea muy 
elevada y pueda competir con la de los otros sectores productivos a efec- 
tos de mantener vinculados a su producción trabajo y capital en propor- 
ciones crecientes. 

Dentro del sector primario, el subsector ganadero también ha experi- 
mentado los efectos estimulantes del turismo puesto que las producciones 
ovina, porcina y bovina han aumentado, respondiendo a similares motivos 
económicos y técnicos que en el caso del regadío. 

Los subsectores productivos que se han beneficiado en mayor medida 
de los efectos expansivos del turismo son aquellos que han visto incre- 
mentada la demanda de los bienes que producen y servicios que ofrecen, 
en respuesta, tanto a sus estímulos directos como a los derivados. Entre 
los de mayor crecimiento están el sector de la construcción, alimentación 
y transportes, mientras que, en los servicios, destacan los de hostelería, 
comercio y banca. 

Como conclusión podemos decir que a partir de un lento proceso de 
desarrollo económico en el último tercio del siglo XVIII, y su consolidación 
posterior con el aprovechamiento inteligente de las oportunidades de mer- 
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cado que se ofrecieron a la economía balear a lo largo del siglo XIX y 
primera mitad del xx, el efecto más espectacular, dada su rapidez e in- 
tensidad, proviene del impacto de la apertura económica propiciada por 
el Plan de estabilización. Este fue el acontecimiento que permitió que el 
turismo se constituyera en el catalizador del proceso de cambio económico 
de las Baleares que ha transformado radicalmente, su estructura produc- 
tiva. Este cambio le ha permitido incrementar el PIB, entre 1955 y 1985, 
en más de un 400 por 100 en pesetas constantes, al mismo tiempo que ha 
elevado a Baleares a los primeros lugares de renta per cápita entre las 


comunidades autónomas. 

De cara al futuro, se observa que ha desacelerado notablemente el 
proceso de reasignación de factores entre los sectores productivos, como 
consecuencia de la tendencia a la equiparación entre productividades e 
ingresos salariales de los distintos sectores. Sin embargo, el efecto que 
tendrá la progresiva integración en la CEE repercutirá en mayor medida 
en los subsectores industriales no directamente relacionados con el tu- 
rismo, así como también en alguna de las líneas de producción ganadera 
que experimentarán una contracción. Por el contrario, la preponderancia 
de los servicios aumentará de forma moderada, en respuesta también a las 
nuevas oportunidades del mercado único europeo. 


5. INSTITUCIONES AUTONÓMICAS Y PANORAMA POLÍTICO 


La Comunidad Autónoma de las Islas Baleares se creó por Ley Or- 
gánica 2/1983 de 25 de febrero, donde se regulan los términos de su Es- 
tatuto de Autonomía, de acuerdo con lo que dispone el artículo 148 de la 
Constitución española. 

La organización institucional autonómica de Baleares está integrada 
por el Parlamento, el Gobierno y el presidente de la Comunidad Autó- 
noma. A tales instituciones deben sumarse los Consejos Insulares de Ma- 
llorca, Menorca y Eivissa-Formentera, un rasgo que diferencia al estatuto 
balear de los restantes y que tan sólo encuentra teóricos paralelos en las 
islas Canarias. El hecho plurinsular es la explicación inicial de tal peculia- 
ridad, pero no debe ocultarse que tras él está latente la existencia de 
diferencias sensibles entre las islas, además de la necesidad de adaptar su 
administración a la realidad geográfica. 

El Parlamento, con sede en Palma de Mallorca. ejerce la potestad le- 
gislativa, aprueba los presupuestos, controla al Gobierno de la Comunidad 
y ejecuta las restantes competencias que señala el Estatuto. Está consti- 
tuido por los diputados autonómicos, elegidos por sufragio universal ba- 
sado en el sistema de representación proporcional al número de habitantes 
de cada una de las islas, corrección que asegura la presencia de todas ellas 
de forma adecuada. La duración del mandato de los diputados es de cua- 
tro años y el Parlamento sólo puede ser disuelto en caso de que, trans- 
curridos sesenta días a partir de la primera votación para la investidura de 
presidente de gobierno, ningún candidato haya obtenido la confianza, lo 
que automáticamente obliga a convocar nuevas elecciones. El Parlamento, 
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que funciona en Pleno y Comisiones, consta de un presidente, una Mesa 
y una Diputación Permanente. 

El Gobierno de las Baleares es un organismo colegiado con funciones 
ejecutivas y administrativas, compuesto por el presidente y los consejeros 
y, en su caso, un vicepresidente. Su sede es Palma de Mallorca, pero 
puede reunirse en cualquier otro lugar del territorio de la Comunidad; 
posee la potestad reglamentaria y responde ante el Parlamento de su 
gestión. 

El presidente de Baleares es elegido por el Parlamento autonómico de 
entre sus miembros y nombrado por el Rey. Elige y nombra a los miem- 
bros de su Gobierno y representa a la Comunidad Autónoma, así como 
al Estado en ese mismo ámbito. Cesa al expirar su mandato, a petición 
propia, por incapacidad o fallecimiento o como consecuencia de la pérdida 
de confianza por parte del Parlamento, tras moción de censura aprobada 
a favor de otro cantidato. 

En general, por tanto, las funciones y atribuciones de las instituciones 
autonómicas son prácticamente las mismas que se fijan para el resto de 
las CC. AA. amparadas en el artículo 148 de la Constitución. Su peculia- 
ridad más significativa viene dada por la existencia de los denominados 
Consejos Insulares, que son organismos creados para el gobierno, admi- 
nistración y representación de las islas, con autonomía de gestión. Los 
consejos insulares están integrados por la totalidad de los diputados ele- 
gidos para el Parlamento en su respectiva isla. Cada Consejo tiene su 
presidente y sus consejeros. Actualmente el Consell de Mallorca cuenta 
con 33 diputados, el de Menorca con 13 y el de Eivissa-Formentera re- 
parte 12 para la primera isla y uno para la segunda. En total 59 diputados 
que constituyen, a su vez, el Parlament balear. 

Los Consejos Insulares, en virtud de lo que dispone el artículo 39 del 
Estatuto de Autonomía, poseen la gestión sobre distintas materias. En la 
práctica, sin embargo, tales competencias apenas si han sido transferidas 
desde el Govern Balear, por lo que su actividad es escasa y crea tensiones 
entre las islas, en particular en los casos de Eivissa-Formentera y Me- 
norca, y más aún en el de esta última, al no coincidir desde las primeras 
elecciones autonómicas de 1983 el color político de su gobierno con el de 
la propia autonomía. 

El Referéndum para la Reforma Política de 1976 fue aprobado en las 
Baleares por una gran mayoría de los ciudadanos, con tan sólo el 1,7 por 
100 de votos en contra. La abstención media fue del 17,4 por 100, con 
valores constantes para todo el territorio excepto en la isla de Eivissa, 
donde se registró un porcentaje notablemente mayor, en torno al 25 por 
100 en la capital e incluso por encima del 30 por 100 en alguna población. 
La tendencia a la abstención en esta isla en muchas consultas y elecciones 
es uno de los fenómenos electorales a señalar. Sus causas deben buscarse, 
por un lado, en el tipo de población rural dispersa, pero también en la 
pervivencia de un modelo de sociedad poco acostumbrada a movilizarse, 
si no es a instancia de clientelismos personales. 

Las elecciones de 1977 dieron el triunfo a UCD, que alcanzó casi la 
mayoría absoluta. El voto conservador y de centro-derecha, es decir, re- 
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sultado de sumar los de UCD más AP, dio un valor para el conjunto de 
las islas en torno al 58 por 100, mientras que el voto izquierdista, PSOE 
más PSP y PCE, se situaba entonces en el 31,4 por 100. UCD ganó las 
elecciones en las cuatro islas y su principal contrincante, el PSOE, fue 
adversario tan sólo en Mallorca y a larga distancia (50,7 por 100 frente a 
24,2). En Menorca PSOE y AP obtienen resultados muy similares, en 
torno al 14 por 100, frente al 41 de UCD, y en Eivissa-Formentera AP, 
con el 20 por 100 de los votos, se situó en segundo lugar, con el PSOE 
en 8,5 y UCD en 45,8. Los resultados en las ciudades no fueron muy 
distintos a los globales. El más destacable, por su desviación del general, 
se produjo en Palma de Mallorca, donde UCD bajó cinco puntos respecto 
al valor medio de la isla, colocándose en el 45 por 100, mientras que el 
PSOE logró el 30 por 100 de los votos. El desigual comportamiento entre 
la ciudad y el resto de la isla comienza a sentirse, como se percibe tam- 
bién el incremento de los valores del voto conservador en Eivissa y su 
tendencia a la abstención: más del 32 por 100 frente al 21 para el total de 
las Baleares. 

La aprobación de la Constitución en referéndum en 1978 estuvo res- 
paldada por un 89,5 por 100 de votos, que se reduce al 63 si se considera 
el total del censo, dado que el índice de abstención rondó el 30 por 100, 
un valor que fue constante en las principales ciudades y bastante regular 
salvo en núcleos de escasa entidad, excepto, una vez más, el caso de 
Eivissa, donde superó el 45 por 100 (40 por 100 en la capital). Una po- 
blación, Santa Eulalia del Río, que en sucesivas elecciones se caracterizará 
por un voto marcadamente conservador, se abstuvo en más del 50 por 
100. En la isla de Eivissa la Constitución fue aprobada con el 89,1 por 
100 de los votos favorables, pero tal porcentaje desciende hasta el 48,9 si 
se considera el censo. Analizadas globalmente las tres primeras consultas 
tras la recuperación de la democracia, Eivissa aparece como la isla más 
conservadora del archipiélago, la más abstencionista y la que menos apoyó 
la nueva Carta Magna. 

En 1979 se celebran las primeras elecciones generales constitucionales 
y también las primeras municipales. Las generales confirman a UCD, que 
vuelve a ganar con un 46,7 por 100 de votantes. PSOE, con un 28,1 por 
100, disminuye la distancia que le separa de UCD. El voto total de iz- 
quierda ronda el 36 por 100, con el PCE estancado por debajo del 5 y la 
irrupción en la escena política de una coalición electoral en dos de las 
islas —Socialistes de Mallorca i Menorca— que apenas sobrepasan el 3 
por 100 de los votos pero que, tras la fugaz Unió Autonómica, significa 
la aparición del primer grupo nacionalista de ámbito autonómico, y tam- 
poco de manera total pues en Eivissa queda inédito. Los intentos por 
crear una formación similar conservadora estaban en marcha, pero no cua- 
Jarán hasta más adelante, tras la descomposición de UCD. 

Los resultados parciales de cada isla repiten prácticamente los totales. 
UCD vence en todas y el PSOE es la segunda fuerza en Mallorca y Me- 
norca, con notable avance en esta isla, donde pasa del 14 por 100 en 1977 
al 25. En Eivissa-Formentera CD, con el 24 por 100 de votos, es segunda, 
y el PSOE tercero con el 23. El valor de CD en esta isla es destacable, 
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sobre todo si se tiene en cuenta que en el conjunto del archipiélago no 
alcanzó el 9 por 100. También resulta significativo el progresivo avance 
del PSOE en las capitales insulares. Así, por ejemplo, en Palma el PSOE 
alcanza casi el 34 por 100 de votos (30 por 100 en 1977), en Mao el 30 
(18 por 100 en 1977) y en Eivissa el 31 (11 por 100 en 1977). Debe 
igualmente señalarse la elevada abstención, que superó el 30 por 100 en 
total y llegó hasta el 39 en Eivissa. 

Días más tarde las elecciones municipales confirman esos datos. El 
triunfo global es para UCD, pero en las capitales las diferencias respecto 
del PSOE y otros grupos de izquierda son cada vez menores o incluso se 
invierten. En Palma UCD obtiene el 45,6 por 100 de los votos, pero 
PSOE, PSM y PCE suman en conjunto el 47,5 por 100 y un concejal más. 
En Mao PSOE, PSM y PCE suman 10 concejales, frente a los 11 de UCD 
y CD, y 8 frente a 9 en Ciutadella. Tan sólo en Eivissa el triunfo de la 
derecha es claro, con 13 concejales para UCD más CD frente a 7 del 
PSOE y 1 del PCE-PCIB. En contraste, las ciudades mayores del interior 
de Mallorca, como Manacor o Inca, dan la mayoría absoluta, o valores 
muy próximos, a UCD, con resultados muy bajos para el PSOE (14,8 
y 18 por 100, respectivamente) y similares para el PSM (19,5 y 14,4 
por 100). 

Las generales de 1982, como ocurrió en gran parte de España, modi- 
fican sensiblemente el mapa político de las Baleares, aunque el PSOE esté 
aquí lejos de llegar a la mayoría absoluta. En el conjunto de la comunidad 
resulta ser el partido más votado, con el 38,8 por 100 de votos, pero el 
salto de AP la coloca sólo tres puntos por debajo que, con los restos de 
UCD, llegan hasta el 45,6 por 100. CDS obtiene el 5 por 100, PCE queda 
reducido al 1,5 y la coalición de partidos socialistas nacionalistas pierde 
también votos. Los resultados ratifican el modelo bipartidista que se im- 
pone en toda España, pero con la diferencia que fácilmente se aprecia: la 
suma de votos de centro-derecha y conservadores supera ligeramente el 
50 por 100. 

Isla a isla, el PSOE gana en Mallorca y Menorca (39,7 y 39 por 100, 
respectivamente, frente a 34,9 y 30 por 100 para la coalición AP-PDP). 
Por el contrario, en Eivissa-Formentera AP-PDP alcanza el 46 por 100 de 
los votos, frente al 28 del PSOE. Las diferencias a favor de este último 
son mayores en Palma (43 por 100 frente a 33); el PSOE gana en Mao, 
Ciutadella e Inca y se acerca en Eivissa. El voto de las ciudades y el alto 
índice de participación parecen ser factores decisivos en favor del PSOE 
en las generales de 1982. Sin embargo, las elecciones autonómicas del año 
siguiente demostrarán que la tendencia mayoritaria de voto no es socia- 
lista. 

El sistema de candidaturas en Baleares no es general para todas las 
islas, sino que cada una de ellas elige sus propios diputados. Los resulta- 
dos deben, en consecuencia, analizarse isla por isla, aunque la visión glo- 
bal sea la que permite comprobar la tendencia política dominante en 
conjunto. En las elecciones de 1983 entra en escena Unió Mallorquina, un 
partido regionalista conservador en el que encuentran acogida antiguos 
líderes de UCD, más por intereses y relaciones personales que por soste- 
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ner una postura política O ideológica coherente y propia. Si se comparan 
los resultados con las anteriores generales parece obvio que UM restó 
entonces votos al CDS y recogió parte de los de UCD. El hecho es que, 
formando alianza de gobierno con AP-PL (el Partido Liberal ha mante- 
nido en Baleares —sobre todo en Mallorca— una identidad muy por en- 
cima de la que tiene en el resto de España), inclina la victoria hacia la 
derecha por mayoría absoluta. El PSOE pierde votos mientras que el PSM 
los gana, probablemente a expensas de aquél, y se sitúa en el 6,5 por 100. 
El 21,5 por 100 de los votos son para partidos de ámbito regional o na- 
cionalistas, un caso éste insólito y, hasta ahora, nunca repetido. PSOE 
vence, sin embargo, en Menorca y gobierna en coalición con PSM, con- 
firmando la tendencia hacia la izquierda de esa isla. En Mallorca la alianza 
AP-PL y UM obtiene la mayoría absoluta (50,8 por 100), lo mismo que 
AP-PL en Eivissa. El único diputado de Formentera es para el PSOE. El 
primer gobierno autonómico balear pasa a ser regido por AP-PL en coa- 
lición con UM. 

Las elecciones municipales de ese mismo año afianzan el voto socia- 
lista, y en general el de los partidos de izquierda, en las ciudades más 
importantes. En Palma, con 14 concejales frente a 13, el PSOE alcanza la 
mayoría absoluta. En Inca es el PSM quien llega al 49 por 100, con no- 
table retroceso del PSOE. La transferencia de votos entre esas dos for- 
maciones políticas en ciudades medias de Mallorca, como Inca, es 
fenómeno constante y obedece seguramente a la cambiante incidencia que 
cada partido tiene en la vida local, además de una cierta tendencia del 
voto nacionalista a apoyar al PSOE en las elecciones generales y volverse 
más radical en las autonómicas y municipales. En Maó el PSOE alcanza 
también la mayoría absoluta, y en Ciutadella gobierna en coalición con el 
PSM. Por el contrario, en Manacor, segunda ciudad de Mallorca, el Ayun- 
tamiento es AP-PL y UM. En Eivissa AP-PDP-PL y PSOE igualan su 
número de concejales. 

Las últimas elecciones generales aumentan el porcentaje de votos del 
PSOE, que se sitúa en el 39,4 por 100 frente al 33,3 de AP, que es la 
gran perdedora, pues en la coalición conservadora deben computarse teó- 
ricamente también los votos de UM. Los votos perdidos quizá hayan ido 
en parte hacia el CDS, un partido que también vive vaivenes electorales 
con UM. El PSM, con el 2,1 por 100 de los votos, parece haber encon- 
trado en torno a ese valor su punto de equilibrio ante unas elecciones 
generales. Aunque distintos, estos resultados no desentonan de los obte- 
nidos por los distintos partidos en las anteriores elecciones autonómicas y 
municipales, si bien se percibe un relativo deslizamiento del voto hacia la 
izquierda, muy probablemente debido a la ausencia en la escena política 
del partido regionalista UM, que renunció a presentarse en beneficio de 
la coalición AP-PDP-PL, en ese momento en su cota más baja de popu- 
laridad y voto. 

Analizados los resultados por islas y en las principales poblaciones, se 
observa que las tendencias continúan siendo las vistas, aunque con ciertos 
cambios. En Mallorca aumenta el voto del PSOE, que sube hasta el 39 
por 100. Este ascenso es aún más fuerte en Palma (42,7 por 100 frente al 
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32 de AP-PDP-PL). En Inca el PSOE alcanza el 45 por 100 y, por primera 
vez, gana en Manacor. En Menorca el PSOE consigue el 42 por 100 de 
los votos, frente al 28,6 de AP-PDP-PL, y la distancia es aún mayor en 
Mao (46 por 100 frente a 27). Gana asimismo en Ciutadella y queda por 
detrás en Eivissa, aunque no en la capital de la isla, donde se sitúa diez 
puntos por encima de la coalición conservadora. 

Los resultados de las elecciones de 1986 son los mejores para el Par- 
tido Socialista y marcan un momento de crisis para las formaciones con- 
servadoras, de la que sin embargo se recuperarán en las siguientes 
autonómicas y municipales, en parte por el efecto de desgaste que empie- 
zan a sentir los socialistas, tras varios años de gobierno estatal, y en parte 
por la tendencia al voto conservador que se detecta en esa clase de co- 
micios. 1986 fue también el año del referéndum sobre la permanencia de 
España en la Alianza Atlántica, un hecho que debe asimismo valorarse 
a la hora de analizar el posterior voto de cierto sector del electorado. 
Con un alto índice de abstención, prácticamente el 48 por 100, el 
voto fue favorable a la permanencia en la Alianza en un porcentaje 
del 55,6 por 100. 

Las elecciones autonómicas de 1987 conocieron, en efecto, un descenso 
de voto para PSOE y PSM respecto de las de 1983 y una evidente recu- 
peración conservadora frente a resultados inmediatos. Ello sirvió a la coa- 
lición AP-PL y UM para mantener su mayoría en el Parlament balear (29 
diputados, frente a 21 del PSOE y 4 del PSM), aunque en precario debido 
a la incierta actuación del CDS con 5 diputados y a los cambios de filia- 
ción de algunos diputados. La irrupción del CDS ha hecho disminuir la 
diferencia entre los votos de izquierda y derecha, que ahora es de menos 
de ocho puntos frente a los casi diez de 1983. El Consell de Mallorca 
repite aproximadamente los porcentajes generales, con gobierno de AP- 
PL junto a UM. En Menorca el partido más votado resultó ser también 
AP-PL pero la alianza PSOE-PSM sumó 7 diputados frente a 5 AP-PL y 
1 CDS. En Eivissa, con el 52,9 por 100 de los votos, AP-PL obtiene la 
mayoría absoluta. El único diputado de Formentera es del PSOE. 

Las municipales de 1987 proporcionaron resultados muy próximos a los 
de las elecciones autonómicas, manteniéndose la dicotomía entre ciudades 
grandes y pequeñas —siempre en relación con el territorio insular corres- 
pondiente— y entre ambientes urbanos y rurales. En Palma el triunfo fue 
de nuevo para el PSOE, con 12 concejales, pero el conjunto AP-PL y 
UM obtienen respectivamente 10 y 2 concejales. Los votos conservadores 
aumentan en todas las ciudades. En Manacor e Inca vencen y en Mao el 
PSOE, comu le ocnrriera en Palma, pierde la mayoría absoluta, aunque 
continúa siendo el partido mas votado y gobierna en coalición con el PSM, 
al igual que ocurre en Ciutadella, donde, sin embargo, el grupo más vo- 
tado es AP-PL. Por el contrario, en Eivissa el PSOE logra por primera 
vez la victoria (42,4 por 100 frente a 39,5 para AP-PL) y gobierna, como 
en Palma, merced a la decisión del CDS de apoyar las listas más votadas. 
Las tres capitales insulares tienen por primera vez alcalde socialista, pre- 
cisamente en el año en que los resultados globales de AP-PL son mejores. 

En síntesis, el panorama político balear valorado a partir de los resul- 
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tados electorales es bastante similar al medio del Estado español, Ao 
con ligera ventaja a favor de los partidos conservadores y de ed 
recha, que se apoya sobre todo en el voto de los centros a Es 1OS 
y pequeños y en el voto rural. Las capitales de cada isla han ido decan- 
tándose hacia el voto de izquierda, aunque las diferencias con el conser- 
vador son cada vez menores. Los partidos regionalistas o subestatales 
tiene escasa fuerza e implantación, reduciéndose prácticamente a la con- 
servadora Unió Mallorquina y a la coalición electoral de los dos partidos 
socialistas mallorquín y menorquín, de carácter izquierdista. La primera, 
aliada permanente de AP-PL, tiende a perder votos excepto en algunos 
núcleos urbanos del interior de Mallorca; los otros dos, aliados circunstan- 
ciales del PSOE, están estancados en torno al 5 por 100 de votos. El voto 
en las Baleares buza de izquierda a derecha conforme se restringe el ám- 
bito de la elección. Así, mientras que en las dos últimas generales la lista 
del PSOE fue la más votada, en las dos autonómicas venció la coalición 
AP-PL con UM, excepto en Menorca. En las elecciones municipales de 
1987 el número total de votos de derechas rondó el 42 por 100, mientras 
que la suma PSOE y PSM-EN apenas sobrepasa el 34 por 100. La dife- 
rencia, en este caso, no está fijada desde los dos grandes partidos, muy 
igualados (32 por 100 AP-PL y 31 PSOE), sino por los regionalistas que 
les apoyan, donde UM se acerca al 10 por 100, mientras que PSOE-EN 
apenas pasa del 3 por 100. Si los partidos regionales representan los in- 
tereses locales, nacionalistas y las dependencias personales en las respec- 
tivas poblaciones, es evidente que, al igual que ocurre en la mayor parte 
del estado español, en las Baleares resultan ser de talante marcadamente 
conservador. 


6. CULTURA 


La cultura tradicional de Baleares mezcla elementos de diferente ori- 
gen. En su base se rastrea el substrato islámico, mantenido sobre todo en 
determinadas canciones campesinas y tal vez en algunos bailes. Sobre él 
las influencias catalanas y castellanas están bien patentes, así como las de 
aires de procedencia mediterránea. Atuendos, formas musicales, algunos 
ritmos y deteminadas letras indican que el folclore de las islas que cono- 
cemos se sistematizó entre los siglos XVIII y XIX, asociando elementos de 
raigambre popular con otros cortesanos o menos espontáneos. 

Mallorca conserva un rico y variado folclore musical en el que mientras 
las canciones relacionadas con faenas agrícolas —cangó de collir s'oliva, 
cangó d'es llaurar...— recuerdan en su monotonía melodías de corte islá- 
mico, las de baile y fiesta —Copeo, mateixes, fandangos— son de clara 
procedencia peninsular, y en algún caso, el bolero, de salones diecioches- 
cos. Perviven danzas de supuesto carácter ritual documentadas desde la 
Edad Media, como es ball de cossiers d'Algaida, donde un personaje bur- 
lesco, es dimoni, ahuyenta a los habitantes de la población. Menorca con- 
serva asimismo danzas populares similares a las mallorquinas y otras en 
las que algunos autores pretenden ver dudosas influencias británicas. En 
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ambas islas el fabiol y el tambor interpretan la música tradicional básica, 
instrumentos a los que debe añadirse en Mallorca la xirimía O gaita me- 
diterránea. 

Eivissa ha guardado mejor sus tradiciones populares, que tanto sor- 
prendían a los viajeros hasta hace pocos años. Las relaciones familiares, 
los noviazgos, el matrimonio, las herencias, toda la vida campesina estaba 
impregnada de profundas costumbres, emparentables muchas veces con 
manifestaciones similares documentadas a lo largo del Mediterráneo, en 
las que un atávico sentido del honor y la aventura domina voluntades y 
razones. Un traje tradicional adornado frecuentemente con rica joyería de 
tradición púnica, gritos y raptos, o las violentas escenas entre los candi- 
datos al cortejo —festeig— de una muchacha, componían un peculiar pa- 
norama que asombró los ojos de Blasco Ibáñez y así quedó plasmado en 
Los muertos mandan. Pero tal vez lo más sorprendente y vivo sean sus 
danzas: las mujeres —la mirada baja, los pasos cortos y tímidos— son 
asediadas por los hombres, que saltan y se arrodillan ante ellas, a la vez 
que hacen sonar unas enormes castañuelas. 

En Baleares perviven fiestas de estación, entre las que las de mayor 
arraigo son las de vendimia, en el interior de Mallorca. Pero la celebra- 
ción más singular tiene lugar en Menorca: el jaleo. Todas las ciudades de 
la isla, desde Ciutadella por Sant Joan hasta Maó en la Virgen de Gracia 
tienen esa fiesta a lo largo del verano. La de tradición más antigua parece 
ser la de Ciutadella, documentada ya en el siglo xIv. El atuendo que 
ahora utilizan los caballeros, bicornio y levita, hace pensar que su insti- 
tucionalización debió ser obra del siglo xvHr. El jaleo es una reunión de 
jinetes que, tras la correspondiente cabalgata por las calles, deben demos- 
trar su habilidad haciendo que sus caballos se levanten y avancen saltando 
sobre las patas traseras en medio de una multitud enfervorizada que excita 
a los animales y recompensa a gritos las virtudes de los caballistas. Una 
junta de mayordomos o caixers tiene a su cargo el orden de la fiesta, así 
como otros diversos acontecimientos que se desarrollan en torno a ella. 
En esa junta están representados los antiguos estamentos de cada pobla- 
ción: el caixer senyor, o mayordomo noble; el caixer fadrí, que porta el 
pendón de la ciudad y la representa, y los caixers menestrals y pagesos. 

En el folclore balear hay también sitio para el mundo mítico, impreg- 
nado aquí de leyendas sobre gigantes constructores de monumentos me- 
galíticos, moros que en esos mismos lugares o en cuevas profundas 
escondieron sus tesoros al huir de las islas, y doncellas que son raptadas 
por piratas berberiscos o escapan enamoradas con ellos. Un mundo fan- 
tástico y a la vez de base real, donde testimonios del pasado más antiguo 
y de trágicas historias se mezclan con ficciones que hunden sus raíces en 
el substrato cultural mediterráneo. 

La historia de las islas está plasmada igualmente en su excepcional 
patrimonio histórico. En Mallorca y Menorca sorprenden los restos de la 
cultura talayótica: talaiots, navetas, taulas, amplios poblados amuralla- 
dos..., todo construido a base de grandes bloques de piedra que en oca- 
siones conservan muchos siglos después un desconcertante equilibrio. Esta 
antigua arquitectura es, en sitios como Torre d'en Gaumés, Trepucó y 
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Torralba d'en Salort en Menorca o Ses Paisses y Capocorp Vell en Ma- 
llorca, la mejor prueba de lo que fueron capaces los primeros pobladores. 
En Eivissa la necrópolis de Puig d'es Molins constituye uno de los más 
notables cementerios púnicos del Mediterráneo occidental. Las ruinas de 
Pollentia, con su teatro excavado en la roca y abierto al mar, permiten en 
contrapartida valorar el paso de Roma, y las abundantes basílicas paleo- 
cristianas de Mallorca y Menorca ayudan a reconstruir la vida de unos 
monjes que tal vez eligieron ya esos sitios para su retiro y descanso. 

En Menorca deben tenerse en cuenta los conjuntos que forman sus 
dos principales ciudades, Ciutadella y Mao. La primera es exponente del 
peso eclesial y nobiliar en la isla hasta el siglo XVIII, con su calle principal 
porticada, la catedral gótica del siglo xIv erigida sobre la mezquita, los 
restos de sus murallas y, sobre todo, los muchos palacios aristocráticos 
escondidos por todas sus calles. En contrapartida Maó debe su aire de 
ciudad mediterránea atípica a la dominación británica. El Ayuntamiento, 
reconstruido en 1778, y las discretas viviendas señoriales de las calles pró- 
ximas dan buena fe de lo que fue su vida en estos últimos siglos. 

Mallorca resulta aún más difícil de abarcar en pocas líneas. Desde la 
irreductible Alcúdia, cuyas murallas de los siglos XII y XIV cierran un 
dédalo de calles con singulares casas de los siglos XVII y XVIH, hasta la 
modernista y burguesa Sóller, cada pueblo de la isla conserva iglesias y 
palacios, casas señoriales, fincas y bellos jardines. La síntesis, claro está, 
se encuentra en la Ciutat de Mallorca. Los principales monumentos de 
Palma son el castillo de Bellver, la Almudaina, la catedral, la lonja y las 
murallas. Bellver, con su patio circular ceñido por bellas arcadas y su 
grandiosa torre del homenaje, es obra del siglo XIV que sirvió, entre otros 
fines, de injusta cárcel a Jovellanos. La Almudaina es el antiguo alcázar 
musulmán convertido en palacio cristiano tras la caída de Medina Ma- 
yurka. Junto a ella la catedral, una masiva Obra gótica mediterránea cuya 
construcción comenzó en el siglo xn y no finalizó hasta que en el xIX se 
levantó su fachada principal. En contraposición a tal joya de la arquitec- 
tura religiosa, la lonja, también gótica y construida toda ella en los años 
centrales del siglo xv, es una de las mejores muestras de edificios medie- 
vales civiles en España. En fin, las murallas, sólo en parte conservadas, 
ciñeron un casco histórico lleno de palacios, casas de amplios patios, con- 
ventos y jardines, que forman un conjunto delicioso por su riqueza y va- 
riedad. 

La parte alta de la Vila d'Eivissa es lo más destacable de esa isla. Está 
cerrada por una muralla de planta heptagonal, con sólidos baluartes limi- 
tando sus lienzos, que mandó construir Carlos 1 a mediados del siglo XVI, 
y acabó Felipe IL, para proteger a la ciudad de los repetidos ataques ber- 
beriscos; una historia de la que más tarde Eivissa se resarció convirtiendo 
su puerto en base de corsarios. En su interior hay edificios notables, aun- 
que ninguno excepcional y, sobre todo, una arquitectura popular cierta- 
mente destacable. Luego por la isla aparece diseminada una excelente 
muestra de arquitectura religiosa rural, a veces de carácter militar, como 
es el caso de la Iglesia-fortaleza de Sant Jordi de Ses Salines, a veces más 
popular y de singular encanto, como en Sant Carles o en Santa Eulalia. 
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Al patrimonio arquitectónico le acompaña el que se guarda en museos 
y archivos. Además de las colecciones documentales eclesiásticas, en 
Palma se encuentra el Archivo del Reino de Mallorca. El Museo de Me- 
norca, en Maó, contiene una buena colección arqueológica, completada 
con otra muy modesta que se exhibe en el Ayuntamiento de Ciutadella. 
El Museo de Mallorca, en Palma, tiene salas de arqueología y bellas artes, 
y una atractiva sección etnográfica en Muro. A ellas hay que añadir una 
colección arqueológica depositada en el castillo de Bellver y otra mono- 
gráfica sobre la ciudad romana de Pollentia abierta al público en Alcudia. 
Entre los museos privados de Mallorca destaca el de la cartuja de Vall- 
demossa, con especial recuerdo al fugaz paso por allí de Chopin y donde 
también vivieron algunos días Unamuno o Rubén Darío. Cerca, hacia 
Deia, se levanta Son Marroig, una de las bellas casas que el archiduque 
Luis-Salvador tuvo en la isla, convertida igualmente en museo. En el mo- 
nasterio de Lluc puede verse otra colección arqueológica y de arte popular 
mallorquín. Museos locales de variopinto contenido hay en Artá, Mana- 
cor, Petra, Sóller y Pollenca, este último con una interesante muestra pic- 
tórica de Anglada Camarasa. En Eivissa, entre dos museos, se guarda una 
de las mejores colecciones de arqueología púnica del mundo: uno es el 
monográfico sobre la necrópolis de Puig d'es Molins, en las afueras de la 
ciudad, otro el Arqueológico, en la plaza de la Catedral, el punto más 
alto de la ciudadela, donde conviven también un museo religioso y otro 
de arte contemporáneo. : 
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1. EL MARCO GEOGRÁFICO Y HUMANO 


El marco geográfico de la región canaria —llamada hoy Comunidad 
Autonóma de Canarias, dotada de Estatuto de Autonomía por Ley Or- 
,gánica de 10 de agosto de 1982— explica sobradamente muchas de las 
características históricas del archipiélago. Y, naturalmente, arroja luz sobre 
el estado actual de Canarias dentro del Estado español al que pertenece. 

El archipiélago canario está constituido por siete islas: Tenerife y Gran 
Canaria o islas mayores por su mayor extensión física, superior peso de- 
mográfico y más alta capacidad productiva y comercial. Las cinco restantes 
islas, La Palma, Gomera y El Hierro, de una parte, forman las islas me- 
nores de la provincia de Santa Cruz de Tenerife, mientras que Lanzarote 
y Fuerteventura, de otra, configuran, también en calidad de islas menores, 
la provincia de Las Palmas de Gran Canaria. 

La extensión total del archipiélago (incluidos los islotes de Alegranza, 
La Graciosa, Lobos, Montaña Clara, Roque del Este y Roque del Oeste) 
es de 7.273 kilómetros cuadrados, y la población total asciende a 1.367.000 
habitantes (según censo de 1981). La densidad de su población es de 187,9 
habitantes por kilómetro cuadrado, sensiblemente superior a la media na- 
cional (70,5), e incluso a la de la Comunidad Económica Europea (124,9). 

Las islas Canarias están situadas en una latitud que oscila entre los 27 
y 29 grados de latitud norte. Se encuentran a una distancia de 1.500 ki- 
lómetros de la España peninsular; la costa vecina de África —actual Sá- 
hara occidental— está a 110 kilómetros de las islas más orientales del ar- 
chipiélago, es decir, Lanzarote y Fuerteventura. 

Como puede apreciarse en el mapa 1, el marco geográfico de Canarias 
es muy determinante de su pasado y presente. Geógrafos, botánicos y 
naturalistas han convenido en denominar Región Macaronésica al conjunto 
de archipiélagos hispano-portugueses de Azores, Madeira, Cabo Verde y 
retropaís del continente africano que se extiende desde el sur del litoral de 
Marruecos hasta Cabo Blanco, ya en la costa de Mauritania. El aislamiento 
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secular canario, al mismo tiempo que su condición de punto de apoyo para 
la navegación transatlántica de galeones, bergantines y buques de vapor 
—ayer— y petroleros, barcos de pesca de altura y graneleros —hoy—, está 
en función de su emplazamiento sui generis en el Atlántico Norte. 

La distancia de la España peninsular y la proximidad al hínterland 
africano, el repliegue típico de toda sociedad insular y su apertura simul- 
tánea al mundo, o cosmopolitismo, la bondad del clima (sin grandes cam- 
bios de temperatura ni estaciones bruscamente marcadas) y la belleza 
—dura, a veces, suave otras— del marco natural, han hecho de las islas 


Canarias un territorio muy diferenciado dentro del conjunto geográfico e 
histórico español". 


l . A E 
Para todo lo concerniente al marco natural de las islas, véase la obra colectiva Geo- 


grafía de Canarias, en particular los volúmenes 1 y II Geografía Física y Humana, Editorial 
Interisnsular Canaria, Santa Cruz de Tenerife, 1985. 
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El origen volcánico del archipiélago ha sido determinante de la confi- 
guración del relieve insular. La población se distribuye desigualmente en 
la costa, en la que se sitúan las capitales de cada isla (a excepción de La 
Laguna de Tenerife, antigua capital del archipiélago), en las denominadas 
«medianías», situadas a unos 300 metros sobre el nivel del mar, y en la 
zona de montaña alta, poco poblada y de escasa productividad aunque de 
legendaria belleza natural (valle de Ucanca en Tenerife, Caldera de Ta- 
buriente en la Palma, Cumbre de Gran Canaria). 


MAPA N.? Il. —ISLAS CANARIAS: CAPITALES Y NÚCLEOS. 
DE POBLACIÓN IMPORTANTES 
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Las capitales de las islas, con Santa Cruz de Tenerife y Las Palmas a 
la cabeza, son el punto de atracción del comercio, de la actividad admi- 
nistrativa y de las relaciones del archipiélago con el exterior. La importan- 
cia del asentamiento portuario se remonta a la incorporación de Canarias 
al reino de Castilla, y no ha dejado de incrementarse, hasta llegar a la 
macrocefalia urbana laspalmeña, con más de 350.000 habitantes. En la 
sabia adaptación al accidentado terreno insular, la población canaria ha 
sacado partido de la zona denominada «medianías», en las que han pros- 
perado desde el cultivo de la viña en los siglos XVII-XVII1, hasta el «millo» 
(grano de maíz), la patata y otros tubérculos. Esta productividad agrícola 
de la zona de «medianías», estrechamente ligada a los recursos hídricos 
de Canarias, explica asentamientos urbanos tan importantes como Icod 
(de los Vinos, precisamente), La Orotava en Tenerife, Arucas y Galdar- 
Guía en Gran Canaria, Las Breñas y Tazacorte en La Palma. Los cultivos 
dominantes como el plátano han prosperado en fincas naturales o «ena- 
renadas», protegidas por lo general del alisio y emplazadas a unos 120- 


200 metros sobre el nivel del mar. 
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La mengua de población insular en zonas situadas por encima de los 
600 metros de altura viene dada por el territorio agreste, el fraccio- 
namiento del habitat, las rudimentarias comunicaciones y el bajo rendi- 
miento del terreno, poblado de especies termófilas de sabinas, acebuches 
y pinus canariensis. 

Haciendo, pues, virtud de necesidad, la población canaria ha demos- 
trado una adaptación al terreno y a sus posibilidades productivas en fun- 
ción de factores tales como la temperatura, el riego natural o «alum- 
brado», las facilidades viarias existentes y la venta de los productos cose- 
chados. El «hogar» canario ha sabido adaptarse a las condiciones reinantes 
en el archipiélago desde época prehispánica. El hombre puede ser —y ha 
de entenderse— históricamente, pero hasta tiempos recientes, e incluso 
hoy en día en muchas latitudes del globo terráqueo, sigue siendo inteligi- 
ble, casi del todo, en sus manifestaciones antropológicas si se atiende sólo 
al marco geográfico que le rodea y envuelve. Todavía se puede comprobar 
lo anterior en algunos estilos de vida y modos de producción antiguos que 
perviven en Canarias ?. 

Para completar esta sumaria caracterización geográfica y humana de 
Canarias, recuérdese que si las islas han estado bastante incomunicadas 
entre sí hasta fin de siglo, las relaciones comerciales y humanas existentes 
entre ellas han sido tenues, débiles, y han pasado por el control de las 
capitales de las dos provincias. 


2. TRAYECTORIA HISTÓRICA DEL ARCHIPIÉLAGO 


La conquista e incorporación de Canarias a la corona del reino de 
Castilla se produce a lo largo del siglo xv y queda consolidada en la 
centuria siguiente. : 

Disputadas por los portugueses —adelantados en la conquista y ane- 
xión de otros archipiélagos del Atlántico, como los ya citados de Azores 
y Madeira—, las islas Canarias fueron incluidas, sin embargo, dentro 
del área de exploración e influencia hispana a través de bulas pontificias, 
máxima sanción legitimadora en los conflictos internacionales de la 
época. 

Fue de este modo y previa adjudicación territorial como se inició la 
formación de la sociedad canaria en la Edad Moderna, genuino laborato- 
no etnocultural en Occidente. Al sustrato autóctono —sedicente guan- 
che— se sumarán componentes iberos (andaluces, portugueses), 
mediterráneos (malteses, genoveses), noreuropeos (irlandeses, flamencos) 
semíticos (judíos expulsos) y africanos (berberiscos capturados en las raz- 
zlas practicadas en la costa-frontera de África y negros bozales de Calabar 
incorporados a la mano de obra esclava, adscrita a las haciendas e inge- 
nios azucareros). Historiadores como Robert Ricard, Serra Ráfols, Rumeu 
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de Armas y Fernández Armesto han puesto de relieve, en importantes 
monografías, tanto el carácter mestizo de la naciente sociedad insular 
como el valor de laboratorios de explotación productiva que poseyeron las 
islas Canarias en la Edad Moderna. 

El archipiélago quedó inserto, muy pronto, en medio de las líneas de 
comunicación marítimas tanto ibéricas como europeas. La nueva frontera 
de los reinos peninsulares —Castilla, particularmente— se desplazó de la 
costa africana (fortín de Santa Cruz de la Mar Pequeña, Alarache) al 
Nuevo Mundo descubierto en 1492. Fue a partir de entonces cuando Ca- 
narias quedó avizorada, desde la óptica de la administración castellana, 
como un punto de apoyo precioso para la navegación de la flota de Indias. 
El avituallamiento de galeones y naos de aquella flota en las bahías y 
radas de Canarias fue favorecido por la corriente de los alisios que pro- 
pulsaban sus velas con energía eólica. 

El emplazamiento geográfico del archipiélago le hizo presa del en- 
granaje trapezoidal constituido por Andalucía (sede de la Casa de 
Contratación en Sevilla-Cádiz), Canarias (punto de apoyo para la nave- 
gación hacia Indias), Antillas (plataforma insular del Imperio español en 
tierra firme americana) y golfo de México (zona de culminación para 
los periplos de la flota de pabellón hispano antes de iniciar su viaje 
de retorno con el «tesoro» a los puertos peninsulares, previa escala en las 
Azores). 

Como puede comprobarse más gráficamente en el cuadro 1, la deter- 
minación de los intereses materiales de la naciente sociedad canaria fue 
de raíz exterior ?. 

La caña de azúcar cosechada en plantaciones ad hoc y procesada en 
los- ingenios terminaba por ser exportada al mercado en Indias. Otros fru- 
tos canarios, como los vinos y viñuedos que llenaron durante los siglos 
XVII y XvIn miles de pipas, fueron también exportados al Nuevo Mundo. 
La economía de escalas crecientes practicada en Indias y la concurrencia 
de los «caldos» portugueses y andaluces arruinaron en el correr del tiempo 
los cultivos de la caña de azúcar y de los vinos canarios. 

La periferia archipelágica del gran sistema comercial ibero-americano, 
al que otras potencias expansionistas como Inglaterra y Holanda no fueron 
del todo ajenas, sufrió en repetidas coyunturas los efectos demoledores de 
su vulnerabilidad compleja. Ésta venía provocada por la dependencia de 
las regulaciones administrativas del reino de Castilla y del monopolio del 
comercio con Indias defendido celosamente por la sevillana Casa de Con- 
tratación; por las crisis cíclicas de empobrecimiento y desmonetización 
hasta llegado el momento de la anhelada recuperación, cuya duración es- 
tuvo siempre muy atada a la coyuntura exterior. 

El libre comercio con el Imperio español en Indias, decretado en-un 
principio en 1765, y reforzado en virtud del Reglamento y Aranceles Rea- 


3 Véase V. Morales Lezcano, «Cultivos dominantes y ciclos agrícolas en la Historia Mo- 
derna de las Islas Canarias», en Historia General de las Islas Canarias de A. Millares Torres, 
complementada con elaboraciones actuales de diversos especialistas, vol. IV, págs. 11-22, 
Edirca, Las Palmas de Gran Canaria, 1977. 
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CUADRO 1.—CANARIAS EN EL ENGRANAJE DEL 
COMERCIO TRIANGULAR, 1660-1783 
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les de 1778, agravó aún más la precariedad del archipiélago, desde el mo- 
mento en que la competencia mercantil de regiones peninsulares como el 
principado de Cataluña y el sistemático contrabando anglo-holandés limi- 
taron la función reexportadora de Canarias al Nuevo Mundo. 

La sociedad señorial, del Antiguo Régimen, se había configurado en 
el archipiélago mientras tanto. Las competencias de los gobernadores y 
regidores militares desde la sede central de la administración en Tenerife 
intentaron gobernar y hacer justicia, con discutible acierto, en unas islas 
alejadas de la Corona y de los Consejos del Reino, fraccionadas en siete 
entidades geopolíticas y productivas no muy comunicadas entre sí. A fi- 
nales del siglo XVH y principios de la centuria siguiente, al entrar en crisis 
los fundamentos de la legitimidad política y económica del Antiguo Ré- 
gimen en toda la Europa occidental, Canarias no dejó de acusar el ma- 
rasmo reinante en el viejo mundo desde el desencadenamiento de la 
Revolución francesa y la quiebra de la monarquía absoluta en España 
(1789-1833). 

A lo largo del siglo xIx —que en Canarias, como en otras sociedades 
atrasadas con respecto de los epicentros propulsores de las transformacio- 
nes y cambios históricamente decisivos, se prolongó hasta entrado el si- 
glo xx—, la trayectoria del archipiélago ha de entenderse a partir de tres 
coordenadas vertebradoras del conjunto de su sociedad: 

a) La aparición del capitalismo industrial y financiero, y la consi- 
guiente expansión colonial europea, doble fenómeno en el que sobresalie- 


ron naciones como el Reino Unido, cuya impronta en la historia con- 
temporánea de Canarias sería poderosa; 
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b) el descenso de España a categoría de pequeña potencia, luego de 
haber jugado un papel de primera línea en la Europa moderna; y la pér- 
dida del Imperio español en América, que culminó en 1898 y que tendría 
en Canarias repercusiones de diferente naturaleza, y 

c) la escisión interinsular, protagonizada por las clases sociales domi- 
nantes en Tenerife y Gran Canaria, con algunos apoyos en Madrid, y que 
daría lugar a la denominda «cuestión canaria», o pleito insular reeditada 
sucesivamente hasta la actualidad *. 

Las tres coordenadas anteriores se encabalgaron en sus reflejos histó- 
ricos y provocaron alteraciones sustantivas en el archipiélago, en particular 
entre 1852-1927. 

La subsistencia material de Canarias en el ochocientos se vio sometida 
a serias pruebas, en particular durante la primera mitad del siglo. La mala 
gestión económica y financiera del reino, las guerras dinásticas y la ines- 
tabilidad política del régimen liberal impidieron entender desde Madrid 
los problemas de una región ultramarina remota y poco boyante como era 
entonces Canarias. Ni los cultivos residuales (caso de los vinos) bastaban 
para pagar las importaciones ni los nuevos intentos agrícolas (orchilla y 
cochinilla) lo permitieron holgadamente. Las quejas y cuadernos de agra- 
vios por todo ello se remontaban al marqués de Villanueva del Prado, al 
polígrafo Viera y Clavijo y a los diputados canarios en las Cortes docea- 
ñistas. A la perentoria coyuntura económica se sumaba el problema de la 
capitalidad del archipiélago, dividido por primera vez en 1852 merced al 
Real Decreto de Gobernación firmado por Beltrán de Lis, abolido poco 
después y vuelto a promulgar en 1858 por el ministerio que presidía Is- 
túriz. De hecho, la pugna de las clases dominantes en Tenerife y Gran 
Canaria por conservar la capitalidad de la región en Santa Cruz (punto de 
vista tinerfeño) o proceder a una división administrativa de Canarias en 
dos provincias en pie de igualdad (punto de vista laspalmeño) se prolongó 
hasta entrado el siglo XxX. 

En el siglo xx, en efecto, el llamado pleito insular tuvo visos de re- 
solverse. Primero con la Ley de Cabildos insulares de 1912, que creaba 
estos organismos en Canarias para la gestión y fomento de las necesidades 
y riquezas de cada una de las siete islas del archipiélago. La administra- 
ción del ministerio de Canalejas en Madrid y los diputados de la nación, 
reunidos en Cortes, creyeron resolver el «pleito insular» con una medida 
que sentaría un precedente en el control de las islas menores por las di- 
chas islas mayores a través de las mancomunidades de Cabildos. 

La Ley de Cabildos insulares fue entendida en Las Palmas como una 
suerte de maniobra centralista para no arrancar a Tenerife el título de 
capital del archipiélago; en consecuencia, la lucha por la división continuó 
hasta que se procedió a la división provincial. Tuvo lugar ésta en el pe- 
ríodo de la dictadura de Primo de Rivera (Decreto-Ley de 21 de septiem- 


* Para este aspecto de la historia de Canarias en el siglo XIx como para otros muchos 
de aquel siglo (demografía de tipo antiguo, desamortización, luchas políticas, etc.), véase las 
colaboraciones de M. Guimera Peraza, J. J. Ojeda, A. Millares Cantero at alia, en Historia 
General de las Islas Canarias de A. Millares Torres, vol. V. 
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bre de 1927), acabando con el ae E a que las oligarquías 

ían sometido a la región durante un siglo. 
AS Ia notables de Tenerife (Benítez de Lugo) y Gran Canaria 
(León y Castillo) encabezaron el pleito insular, otras fuerzas políticas de 
la sociedad canaria (Gil Roldán en Tenerife; Franchy Roca en Las Pal- 
mas) percibieron entre 1900-1936 la conveniencia de pergeñar una concep- 
ción autonómica de la región dentro de un Estado español republicano 
federal. Esta concepción no pudo cuajar durante la Segunda República en 
Canarias, por lo que habría que esperar cuatro decenios (1936-76) antes 
de que aquellas fuerzas políticas experimentaran una asunción histórica 
relativamente palpable. 

Ahora bien, si el pleito insular fue producto tanto del fraccionamiento 
geográfico y territorial del archipiélago como del cantonalismo ibérico en 
un siglo de crisis políticas permanente cual fue el xIx, los problemas de 
la subsistencia económica, del saneamiento de la hacienda y del fomento 
de la riqueza en las islas fueron provocados por la rigidez administrativa 
del Estado español (corsé proteccionista) y por el descenso de categoría 
internacional sufrido por España entre 1812-1898. ed 

Un texto revelador de la antinomia existente entre el proteccionismo 
de una pequeña potencia, como España, y el anhelo librecambista de una 
de sus regiones ultramarinas, como Canarias, decía olímpicamente que 
«no siempre coincide el interés español con el interés canario, o mejor 
dicho, no siempre coincide el interés de algunos sectores de la economía 
canaria y en definitiva la española, pues el Estado se ha beneficiado siem- 
pre y se beneficia de nuestro progreso... y del hecho económico diferen- 
cial canario» ?. 

Ante las reiteradas manifestaciones de queja inspiradas por el lamen- 
table atraso de las islas (azote de epidemias, emigración permanente y 
otros males que las afligían), los gobiernos de Isabel II no pudieron hacer 
menos que contemplar —ya desde el decenio moderado— la posibilidad 
de conceder un régimen de franquicias especial para una región distante 
de Madrid y en estado de necesidad reformista. La Ley de Puertos Fran- 
cos (11 de junio de 1852) vino a reconocer las razones que aconsejaban 
la implantación del nuevo sistema económico y fiscal en términos ya pro- 
verbiales: 

«Declárense Puertos Francos las Islas Canarias, y todos estos incon- 
venientes desaparecerán. Sueltas las trabas que embarazan ahora la acción 
mercantil, se formará allí naturalmente un gran centro de contratación, 
acudirán los capitales, se crearán establecimientos, se fomentará el tra- 
bajo, y aquellas Islas ahora olvidadas, serán el enlace y punto de comu- 
nicación de apartados continentes.» Y añadía enfáticamente: 

«Sea cual fuere el sistema económico que prefiera la opinión de cada 
uno, nadie podrá negar que las condiciones mercantiles de las Islas Ca- 
narias son esencialmente distintas de las que concurren en la Península. 


*  Apud A. M. Bernal, «En torno al hecho econ 


ante el cambio, Instituto de Desarrollo Re 
páginas 25-37. : : 


Ómico diferencial canario», en Canarias 
gional de la Universidad de La Laguna, 1981, 
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Las industrias que allí existen, verdaderamente indígenas por su misma 
especialidad, no pueden resentirse de la concurrencia. El contrabando no 
debe temerse: la distancia de nuestras costas, la navegación, tan laboriosa 
por lo común a la venida como fácil es a la vuelta, la presencia de las 
Autoridades y dependientes del Gobierno, son otros tantos obstáculos 
para este tráfico, y más si lo comparamos con el que tan activamente nos 
hostiliza desde puntos extranjeros más inmediatos» *. 

Los puertos beneficiarios de la concesión fueron los de Santa Cruz y 
La Orotava en Tenerife; Ciudad Real de Las Palmas en Gran Canaria; 
Santa Cruz de La Palma; Arrecife de Lanzarote; Puerto de Cabras en 
Fuerteventura y San Sebastián en la Gomera. Valverde, en la isla de El 
Hierro, quedaría incluido en el ámbito de las franquicias mediante ley de 
22 de junio de 1870; una nueva ley de 6 de marzo de 1900 ratificaría en 
Canarias los puertos francos en cuanto regulación especial llamada a po- 
tenciar el hecho diferencial canario en lo económico, dentro de un con- 
junto nacional bastante proteccionista, ya antes —y después— de 1939. 

Los efectos benéficos derivados de la Ley de Puertos Francos de poco 
hubieran servido si no se hubiesen construido diques de abrigo, muelles y 
tinglados para la carga en tránsito en Santa Cruz de Tenerife y en 
el puerto de Refugio de las Isletas (Las Palmas). Ambos, como los puer- 
tos de insulares menor envergadura, se acogieron a la Ley de Puertos 
de 1880 ?. 

Gracias al impulso recibido por el capital extranjero, pudo empren- 
derse, rematarse y dar plenitud de sentido a la obra de los dos grandes 
puertos canarios entre 1880 y 1914. De hecho, la extraversión de la eco- 
nomía insular a través del comercio exterior, que era una tendencia secu- 
lar, fue reforzada con la Ley de Puertos Francos y la dotación de una 
infraestructura portuaria que llenó de posibilidades reales el tenor de la 
Ley. 

Es aquí donde entra en liza, precisamente, la presencia británica en 
los archipiélagos hispano-portugueses por tres claros motivos que pasamos 
a desglosar: 

a) Necesidad imperiosa de contar con grandes depósitos de carbón en 
Canarias para hacer posible la navegación de los buques de vapor de pa- 
bellón británico destinados al África occidental, Sudáfrica, la India (antes 
de 1869) y América del Sur; 


6 Preámbulo al Real Decreto del Ministerio de Hacienda sobre Puertos Francos en Ca- 
narias de 11 de julio de 1852. Esta vital disposición fue consolidada por Ley del 22 de junio 
de 1870, extendiendo las franquicias a otros puertos de las islas Canarias, y por Ley del 
6 de marzo de 1900, confirmando y ratificando la declaración de puertos francos a favor de 
las islas Canarias, acompañada de su reglamento pertinente. Importantes aportaciones al 
tema y a las ramificaciones del librecambio en Carballo Cotanda (Canarias región polémica), 
y Antonio Macias («Aproximación a la historia económica contemporánea de Canarias: 1800- 
1960», Geografía de Canarias, vol. VI, págs. 10-23, Ed. Interinsular Canaria, Santa Cruz de 
Tenerife, 1985. 

7 La relación de sentido entre el aparato legislativo, la inversión de capital extranjero 
en los puertos de Canarias y la transformación socioeconómica de su población en F. Quin- 
tana Navarro, Barcos, negocios y burgueses en el Puerto de la Luz: 1883-1913, Centro de 
Investigación Social y Económica de Canarias, Las Palmas, 1985. 
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b) importación regular en el Reino Unido de los nuevos rs ca- 
narios predominantes en el agro insular hacia fin de siglo —p átanos y 
tomates—, a causa de la prodigalidad de las cosechas, de la distancia entre 
emisor-receptor (relativamente corta) y, por tanto, del rendimiento sd 
fletes en viajes de ida (transportando carbón u otras mercancías manufac- 
turadas) y vuelta (de regreso al Reino Unido, transportando los frutos 
canarios), y ) 

c) creciente interés turístico en Gran Bretaña por las denominadas 
Western Islands, o sea los archipiélagos hispano-portugueses, tan ligados a 
su historia desde un principio. La actividad inglesa en la hostelería, la 
inversión en servicios agilizadores de la comunicación y potenciadores de 
la confortabilidad, imprimieron una tónica cosmopolita a determinadas z0- 
nas urbanas de Santa Cruz de Tenerife y Las Palmas de Gran Canaria 
hacia 1900. 

Nadie captó mejor que el poeta Tomás Morales, en Las Rosas de Hér- 
cules, la transformación socioeconómica iniciada en la segunda mitad del 
siglo XIX y que, hacia los años veinte de la centuria actual, le incitó a 
escribir: 


«Todo aquí es extranjero; las celosas 
gentes que van tras el negocio cuerdo, 
las tiendas de los indios, prodigiosas, 
y el Bank of British, de especial recuerdo... 
Extranjero es el tráfico en la vía, 
la flota, los talleres y la banca, 
y la miss que, al descenso del tranvía, 
enseña la estirada media blanca.» 


La relativa prosperidad insular resultante de la apertura de su mercado 
a las importaciones extranjeras y la utilización geoestratégica de sus puer- 
tos de escala no fue una línea recta trazada con firme pulso. La depen- 
dencia generada desde el exterior —en este caso, del epicentro británico— 
determinó que en coyunturas bélicas como las de 1914-18, y más tarde, 
en 1939-45, Canarias acusara sensiblemente —a pesar de la neutralidad 
del Estado español en las dos guerras mundiales— la alteración sufri- 
da por las comunicaciones marítimas, con el consiguiente trastorno del 
avituallamiento regular de su mercado e insatisfacción de la demanda 
local. 

Si las coyunturas bélicas del siglo xx incidieron en los puertos canarios, 
en el abastecimiento de la población y en su misma seguridad y soberanía, 
la guerra civil española y el régimen político victorioso al término de aqué- 
lla no dejó de atentar, por su parte, al «hecho económico diferencial». Es 
decir, el aparato franquista vulneró los principios de la franquicia, primero 
en diciembre de 1938, sometiendo el comercio exterior canario a interven- 
ción administrativa, y luego, en sendos decretos promulgados el 5 de 
agosto y 27 de septiembre de 1941, instauradores del período conocido 
con el nombre de Mando Económico, bajo el control del capitán general 
del archipiélago, a la sazón García Escámez. En virtud de estos dos últi- 
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mos decretos, Canarias reforzó su vinculación al mercado peninsular. 
De la España peninsular comenzó a llegar una oleada de funcionarios 
e incluso de empresarios que no lograron contrarrestar en un principio 
las fuertes ataduras insulares con Europa y América. La dependencia 
Canaria del exterior quedó establecida a partir de entonces de manera 
tripartita. 

Resumiendo el bosquejo histórico anterior, cabe subrayar el hecho de 
que Canarias es región «neófita» dentro del Estado español a partir del 
comienzo de la Edad Moderna. El rasgo experimental de la sociedad for- 
mada en el archipiélago se combinó pronto con la pertinaz dependencia 
económica del exterior (Indias de América, Europa occidental, y Reino 
Unido más tarde y más concretamente). Para salir del marasmo econó- 
mico y social en que se sumergió cíclicamente el archipiélago, se prove- 
yeron medidas legislativas de excepción, diferenciadoras con respecto de 
las otras regiones del reino, como la de 1852, pero esta operación libera- 
lizadora que involucró a Canarias de hoz y coz en el circuito de las co- 
municaciones marítimas (y aéreas, a partir de 1940) y de los intercambios 
comerciales intercontinentales, la hizo la más frágil región de España en 
coyunturas bélicas o en circunstancias económicas apremiantes. El ensayo 
proteccionista de la etapa autárquica del franquismo no pudo ignorar la 
rentabilidad de todo tipo que ofrecía Canarias a la hacienda —y a la ima- 
gen del régimen— a partir del atractivo que ejercían su clima y su bajo 
nivel de vida a las masas de turistas europeos que comenzaron a afluir a 
las islas a partir de los años cincuenta. 


3. ESTRUCTURA SOCIAL Y ECONÓMICA DE CANARIAS 


La población de las islas recibió a lo largo del siglo XVI una aportación 
inmigratoria considerable: eran tiempos de expansión ibérica en el hemis- 
ferio de su proyección natural. Hacia 1585 el número de almas en todo el 
archipiélago oscilaba, según cálculos aproximados, entre 35 y 40.000. Un 
siglo después la población contaba ya con un total de 105.375 habitantes, 
y durante el crítico período de finales del siglo XvIH1 y principios de la 
centuria siguiente, el número de almas censadas en Canarias oscilaba entre 
190.000 y 200.000, incremento acumulado (0,54 por 100) que era superior 
al de la España peninsular (0,43 por 100). 

La tendencia al crecimiento de población a lo largo del siglo xIx fue 
una constante demográfica. Siguiendo simplemente el crecimiento inter- 
censal comprobado entre 1888-1940, se puede ver nítidamente la progre- 
sión poblacional de las islas, con un saldo vegetativo que sube de 35.465 * 
a 104.111 habitantes. 

Es decir, Canarias entra en el siglo XxX registrando un modelo de cre- 
cimiento demográfico bastante antiguo, en el que las tasas de fecundidad 
y natalidad superaban con mucho las de mortalidad y contrarrestaban con 
holgura los efectos mermadores de los azotes cíclicos —hambres provo- 
cadas por la escasez de subsistencias, consiguientes oleadas migratorias al 
Nuevo Mundo y estragos causados por epidemias que, como la fiebre 
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amarilla y el cólera, castigaron a los habitantes de las islas hasta avanzado 
p qedar del aumento de población en Canarias hay que enten- 
derla a la luz, además, de dos factores históricos muy detractores. Pri- 
mero, la «contribución de sangre» que la Corona impuso a Canarias para 
mantener poblado el Imperio en América; y en segundo lugar, la emigra- 
ción hacia América (esporádica a veces, más regular en otras), que adqui- 
rió tasas elevadas en la segunda mitad del siglo xIX. El emigrante canario, 
como otros muchos de la España «peregrina» (Galicia, Andalucía), via- 
jaba a Cuba, Venezuela, Uruguay y Puerto Rico movido por el hambre, 
el desempleo, la evasión del servicio militar, la sed de prosperidad y, en 
minorísima medida, el gusto de la aventura. 

Para poder emigrar al Nuevo Mundo, había de obtenerse la deno- 
minada comendaticia o autorización de los poderes públicos encargados 
de certificar «las buenas costumbres del emigrante, no estar encausado, 
no deber a los fondos públicos, ni tener contraídos compromisos de los 
que con su ausencia se sigan perjuicios a terceros, contar con recursos 
para sufragar los gastos que se ocasionen en el viaje, etc.». Obvia- 
mente, cuando el emigrante no era capaz de cumplir estos requisitos 
obligados, se trasladaba clandestinamente al puerto de su elección, oO 
a donde le llevara al buque de turno —La Habana, Montevideo, Buenos 
Aires... 

Nunca se pondrá de relieve lo suficiente cuánto ha pesado sobre la 
sociedad insular la pérdida de mano de obra joven y vigorosa detraída por 
la emigración, auténtica válvula de escape de un archipiélago superpo- 
blado, con población relativa muy por encima de la media nacional y ex- 
puesto a los avatares de la economía y comercio internacional como pocos 
«enclaves» del hemisferio al que pertenece. El fenómeno volvió a conocer 
una nueva y dramática edición en los años cuarenta del siglo XX, convir- 
tiéndose entonces Venezuela en la Meca de los emigrantes canarios, por 
oposición a la orientación hacia Europa que llevaron los contingentes mi- 
gratorios de la España peninsular a partir de la posguerra. 

Como es fácil de observar en la tabulación que se inserta a continua- 
ción, la tónica poblacional de Canarias en la segunda mitad del siglo XX 
es elocuente. El índice de variación entre 1940-1980 ha sido más acusado 
en las islas mayores, capitalinas, como Gran Canaria y Tenerife; no en 
vano, el centralismo canario, a escala archipielágica, las ha convertido en 
los epicentros inesquivables de la región. Fuerteventura y Lanzarote, se- 
guidas en menor medida de La Palma, han experimentado un crecimiento 
considerable, mientras que Gomera y El Hierro han visto muy mermado 
su contingente de población. 

Las actividades turísticas y terciarias, en el caso de las islas orientales, 
y la pervivencia de un modo de producción fundamentalmente agrícola, 
en el caso de las islas occidentales (a excepción de Tenerife) dan razón 
de los índices de variación en la zona de fechas elegida * 


8 


Véase J. F. Martín Ruiz y María C. Díaz Rod 


ríguez, Población, empleo aro en 
Canarias, Colección «Guagua», núm. 52. Las Palmas : o 


de Gran Canaria, pág. 9. 
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CUADRO 2.—Población e índices de variación de la población 
de las islas Canarias entre 1940 y 1980 


Archipiélago 


1940 ..| 279.875 261.817 | 680.294 28.571 
AOSORS- S3IE72S 8.182 | 317.727 793.328 
1960 ..| 400.837 7.957 | 387.767 944.448 
1970 ..| 519.606 5.503 | 500.381 | 1.170.224 
1980 ..| 631.027 6.517 | 557.297 | 1.368.495 
1940 ..| 100,0 100,0 100,0 100,0 
1950- ..| 118,5 92,5 121,3 116,6 
1960 ..| 143,2 89,9 148,1 138,8 
185,7 62,2 191,1 172,0 


USES 73,6 212,8 201,2 


Ahora bien, de poco serviría hacer una di- y vivisección de la población 
canaria y de su estructura sectorial (lo que nos llevará inmediatamente al 
análisis de su estructura económica), si no se tiene en cuenta la perviven- 
cia de la agricultura en cuanto apoyo sustantivo del modo de producción 
insular; y ello, aunque con probada tendencia a la baja, hasta cumplida la 
primera mitad del siglo XxX. 

La pervivencia del ciclo demográfico de corte antiguo hasta el siglo XIX 
sería la traducción poblacional de la subsistencia de un modo de produc- 
ción fuertemente vinculado a la tierra, a la cosecha de frutos de exporta- 
ción, a la provisión de hortalizas y legumbres y, en suma, a lo que se ha 
bautizado como componentes de «ensalada y postre». Cierto es que ya 
desde la creación de puertos francos, a mitad del siglo xIx, el comercio 
al por mayor y al menudeo robusteció el sector de la población depen- 
diente más de las comisiones derivadas de'la transacción e intercambio 
que de los precios de cotización frutera en la Península y Europa occiden- 
tal, sin que la industria mostrara atisbos de despegue local en ninguna de 
las siete islas hasta principios del siglo XxX. 

Así como la agricultura y sus cosechas fueron determinantes de la so- 
ciedad canaria, con las oligarquías agua-y-terrateniente a la cabeza, hasta 
entrado el siglo xx, la característica diferencial canaria, insular, dentro del 
conjunto nacional, consistía en que en la posguerra —y sobre todo a partir 
de la consolidación económica del régimen franquista en España— Cana- 
rias mutó bruscamente su estructura económica y, por ende, social. Es 
decir, la economía canaria se «terciarizó» sin ningún género de transición, 
como se recoge gráficamente a continuación ?. 

La distorsión generada por el crecimiento hipertrofiado de los servicios 
en Canarias, tanto en los de naturaleza administrativa, con base en las 
capitales y aglomeraciones urbanas considerables, como los ligados al 
boom turístico en ciudades-balneario (Puerto de la Cruz) y neometrópolis 
(Playa del Inglés), es un fenómeno reciente y que ha tenido como conse- 
cuencias principales las que se relacionan a continuación: 


?  Apud, J. F. Martín Ruiz, «Dinámica del empleo, trascases de población activa y en- 
vejecimiento rural en Canarias (1940-1979)», en Canarias ante el cambio, págs. 113-128. 
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a) Cambio de una sociedad tradicional a una sociedad moderna pero 
distorsionada; 

b) canalización del ahorro e inversión de capital en la nueva fuente 
de ingresos, el turismo; 

c) concentración elevada de los servicios en la dimensión turística de 
las islas; 


d) dependencia canaria de los flujos turísticos europeos, eminente- 
mente de procedencia germana, y 

e) asalarización de los empleados en los servicios y, en cierta propor- 
ción, mantenimiento de una vinculación complementaria con el agro. 

Véase en términos comparativos con la España peninsular cómo las 
tasas de actividad, ocupación y paro son en Canarias notoriamente más 
bajas (las dos primeras) y más elevada (la última), cuadro nada alentador 
si tenemos en cuenta que España dista algunas leguas de ser un modelo 
de sociedad igualitaria y con un desarrollo equilibrado, si medido, por 
sectores y por regiones integrantes del conjunto nacional '”. 

La política desarrollista de los años sesenta y la profundización de sus 
efectos en el decenio siguiente —con vivos coletazos todavía en los 


10 Véase, J. Alcaide Inchausti, «Estructura y evolución de la economía canaria», en 
Canarias ante el cambio, págs. 61-80. Para la actualización de los problemas canarios, véase 
Información Comercial Española, núm. 543. 
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ochenta— fue la causante del fenómeno de marras: auténtico crecimiento 
desigual y combinado de los parámetros socioeconómicos de una región 
tan frágil como es Canarias. 

Ha habido crisis internacionales que han podido favorecer, en grado 
muy a determinar, la actividad económica del archipiélago, como la crisis 
del petróleo. Sin embargo, otras coyunturas económicas —<comerciales y 
financieramente concebidas— y desafíos de reajuste, como los planteados 
por la política económica del sistema democrático del Estado de las Au- 
tonomías, han planteado laberínticas situaciones al ejecutivo, al Parla- 
mento, a las fuerzas vivas e, incluso, al interés general de Canarias. 
Aludimos, naturalmente, al tema del ingreso de España y Portugal en la 
Comunidad Económica Europea con fecha de 12 de junio de 1985 y a la 
resonancia y debate que tuvo en Canarias el hecho, debido al especial 
régimen económico-fiscal del archipiélago. 

Otros aspectos de la estructufa socioeconómica de Canarias no han 
dejado de tener una clara conexión con la política internacional del Estado 
tardofranquista, y luego democrático, como es el caso de las relaciones 
hispano-magrebíes, los ensayos de penetración comercial española en 
África en general, y la ruptura del tráfico mercantil canario con el Sáhara 
occidental de resultas de la situación conflictiva provocada en aguas ca- 
nario-saharianas a partir de la retrocesión de la ex-colonia española a Ma- 
rruecos y Mauritania. 

Se trata de un «paquete» de temas, unos más vitales que otros, pero 
obviamente necesitados de un enfoque y tratamiento tal que ayuden en 
las enseñanzas que se desprenden de ellos al mejoramiento de las condi- 
ciones económicas reinantes en Canarias en la actualidad, cuando a la 
euforia del boom turístico ha sucedido la era del paro estructural. 

Veamos cómo el sistema y los partidos políticos de la Autonomía en 
Canarias han planteado y resuelto, en su corta existencia, estos problemas 
y otros varios, concomitantes entre sí. 


4. COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANARIAS 
(INSTITUCIONES Y VIDA POLÍTICA) 


El franquismo empezó a agonizar con la muerte del «delfín» almirante 
Carrero Blanco en diciembre de 1972 a manos de ETA. Mientras se ave- 
cinaba el final de la Dictadura, las fuerzas políticas e ideológicas de la 
Oposición —y muchos miembros «liberales» de las familias del sistema im- 
perante desde 1939— iniciaron las Operaciones y maniobras orientadas al 
cambio de régimen político. Unos propugnaban la ruptura con todo lo que 
tuviese resonancia franquista; otros abogaban por una transición gradual; 
y, naturalmente, los inmovilistas creían imponerse bajo el aforístico lema 
de plus ga change, plus ga reste la méme chose. 

El desenlace de la incertidumbre que siguió a la muerte de Franco es 
conocido. España accedía políticamente al rango de Monarquía parlamen- 
taria, y su Estado se declaró social y democrático. La Constitución espa- 
ñola, aprobada en Cortes el 31 de octubre de 1978, así lo reconocía en 
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los artículos del título preliminar de la nueva Carta Magna de la nación. 
Se cumplía de este modo la primera etapa de la transición conducente de 
la dictadura a la democracia pluralista. 

Una innovación jurídica de la Constitución fue recogida en el capítulo 
tercero, artículos 143-158, referidos a las comunidades autónomas implan- 
tantables en el territorio nacional, archipiélagos balear y canario incluidos. 
La tradición regionalista ibérica ha sido siempre fuerte, no ha cesado de 
manifestarse con tenacidad desde 1812 (por no remontarnos más lejos) y 
ha sido plasmada política e ideológicamente por diversos sectores del país 
hasta 1936. La guerra civil y el Nuevo Estado abrieron un dilatado parén- 
tesis a este respecto, como a otros muchos. Con el advenimiento del sis- 
tema político democrático, la tradición regionalista, recogida por los 
fautores de la transición y del texto de la Constitución en su formulación 
actual (Comunidades Autónomas), volvió a abrirse paso con amplio apoyo 
público. 

Canarias no fue excepción de la regla. La distancia física que la separa 
de la España peninsular, su condición de región biprovincial asentada en 
un archipiélago integrado por siete unidades territoriales y humanas dife- 
renciadas, las franquicias portuarias y el presunto carácter de paraíso 
aduanero, cuando no fiscal, bastaron para incluirla desde un principio en 
el paquete de regiones —de países naturales— más definidas del conjunto 
nacional. 

La Junta de Canarias, constituida en calidad de órgano provisional de 
la autonomía regional en junio de 1978, fue la encargada de gestionar la 
transición con fortuna discutible. El acceso del archipiélago al rango de 
Comunidad Autónoma por vía del artículo 143 de la Constitución dejaría 
un cierto mal sabor de boca en partidos políticos de inspiración regional, 
insularistas o sedicentes nacionalistas-canarios, pero el reconocido sucur- 
salismo de muchos miembros de la Junta de Canarias la obligaron a entrar 
por el embudo de la concepción autonómica de los gabinetes ministeriales 
presididos por Adolfo Suárez. Por su parte, las fuerzas políticas de la 
oposición, aglutinadas en torno al PSOE-PSC en el ala izquierda del es- 
pectro, Coalición Democrática en el ala derecha y Unión del Pueblo Ca- 
nario en calidad de opción nacionalista, forcejearon con la Junta por los 
términos del futuro Estatuto del archipiélago. 

Éste fue aprobado el 10 de agosto de 1982. Canarias poseía, a partir 
de ese momento, su propia Carta Magna, legitimadora de una identidad 
regional indiscutible que, en general, casi todas las regiones del Estado 
han exacerbado; obedeciendo probablemente a la ley de oscilación pen- 
dular que les ha llevado de su sometimiento al centralismo a la exaltación 
del nuevo tratamiento dispensado por el Estatuto de Derecho. 

El Estatuto de Autonomía de Canarias no podía hacer menos que fijar 
una equidad mínima entre las dos islas mayores del archipiélago, fijando 
la capitalidad compartida y estableciendo también compartidamente la 
sede de la presidencia del gobierno entre Santa Cruz de Tenerife y Las 
Palmas. El Parlamento de la región quedó adscrito en consecuencia a la 
primera, pero la vicepresidencia del ejecutivo se fijaba para cada legisla- 
tura local en una sede distinta a la que tocara por alternancia acoger al 
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presidente (artículo 3.%). Este ejercicio de inspiración salomónica presa- 
giaba ya ulteriores conflictos interinsulares con raíces hondas en la pugna 
por la división provincial abierta en la primera mitad del siglo XIX y ce- 
rrada, aparentemente, en 1927. 

Las instituciones de la Comunidad Autónoma, los engranajes encar- 
gados de actualizar las aspiraciones canarias en materia política, adminis- 
trativa, judicial y territorial, han sido fijados en el articulado del Estatuto. 
Veamos, sucintamente, cómo quedó recogido todo ello en el texto de ma- 
rras: 


a) Parlamento regional integrado por los diputados (entre 50 y 70) 
elegidos de acuerdo con el sistema electoral representativo, como en el 
resto de España, y partiendo de la base de que cada isla constituye una 
circunscripción electoral de pleno derecho, con adjudicación proporcional 
de escaños. El Parlamento mismo se encarga de fijar su reglamento, or- 
ganización interna y funcionamiento de su mecanismo. 

b) Gobierno de Canarias o ejecutivo, formado por el presidente, el 
vicepresidente y once consejeros, pertenecientes al partido político mayo- 
ritariamente representado en el Parlamento o por la coalición que resulte 
de la distribución de los escaños después de celebrados los comicios de 
ámbito regional. 

c) Organización territorial por islas, y de cada una de éstas en muni- 
cipios administrados por Cabildos y ayuntamientos. El reconocimiento de 
que «el Cabildo constituye el órgano de gobierno y administración insular» 
(art. 22.2) significa reconocer la competencia asignada a la entidad local 
desde 1912, aunque poniéndole el manto de la intervención gubernamental 
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por encima de los hombros. Esto puede ser causa y motivo de una latente 
tensión e, incluso, de conflictos de competencias entre el Cabildo, sus 
mancomunidades provinciales y el gobierno de Canarias. 

d) Tribunal Superior de Justicia encargado de organizar el aparato 
judicial del archipiélago, con competencias específicas en el orden civil, 
penal, social y contencioso-administrativo que no excluyen la jurisdicción 
correspondiente al Tribunal Supremo en Madrid. 


El esquema de aplicación estatutaria a la realidad insular de Canarias 
queda reflejo, además, en las competencias asignadas a la Comunidad (tí- 
tulo II, capítulo 1, artículos 29-45), a su patrimonio (capítulo II, artículos 
46-49) y a la praxis del régimen financiero y tributario (capítulo III, artícu- 
los 50-59). A lo largo de este último título se contemplan aspectos espe- 
cíficos de la región, como son los recursos recaudados por los Cabildos y 
la Comunidad Autónoma, los ajustes financieros con la Hacienda del Es- 
tado, el grado de autonomía fiscal y, en el fondo, la paulatina transferen- 
cia de competencias concentradas en manos de la administración central 
hasta 1975 y cedidas al conjunto autonómico de España entre 1976-86. 

No hay necesidad de extenderse innecesariamente en las dificultades 
implícitas en la aplicación práctica del Estatuto de Canarias, muchas de 
ellas propias de otras regiones (tensión bipolar entre el Estado español y 
la región X), pero enraizadas, algunas de ellas, en el hecho diferencial 
canario: discontinuidad territorial de la región; tensión bipolar entre las 
dos islas mayores y, a su vez, entre las dos sedes provinciales y las islas 
menores; expectativas surgidas en torno a la Ley de Cabildos prevista en 
los Estatutos y, por último, pero no por ello menos importante, recelos 
insulares en lo concerniente al mantenimiento del régimen económico-fis- 
cal especial y su vulneración por la adhesión de España a la Comunidad 
Económica Europea. Este extremo merece una puntualización mínima. 

Al intentar hacer el Estado español definido por la Constitución de 
1978 un replanteamiento de las prioridades hispanas en el área de la orien- 
tación más adecuada para el ejercicio de las relaciones con el exterior, se 
ha reservado aquél el área de los tratados internacionales en cuanto com- 
petencia de las Cortes Generales y gobierno de la nación. En Canarias, 
como ha ocurrido ya en otras regiones (País Vasco y Cataluña son las más 
señaladas), la nueva reorientación de la política económica, militar y cul- 
tural del Estado de las Autonomías ha entrado en colisión con la sensi- 
bilidad, los intereses y la tradición regional insular. 

Así, la Constitución recogió en la disposición adicional tercera el prin- 
cipio de «que la modificación del régimen económico y fiscal (REF) del 
archipiélago canario requerirá informe previo de la Comunidad Autónoma 
o, en su caso, del órgano provisional autonómico». Era lo menos que 
podía recogerse, tratándose de asunto tan espinoso como ha sido siempre 
en Canarias el REF. 

La previsión del texto constitucional no ha bastado para que primero 
la Junta de Canarias, y luego el gobierno autónomo formado a raíz de las 
elecciones autonómicas que dieron el triunfo en las urnas al PSOE-PSC 
en mayo de 1983, hayan reaccionado con vigor ante los recortes y trastor- 
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nos que la adhesión española a la CEE pudiera acarrear a las islas y a su 
inveterada tradición de librecambio. ' . 

En puridad, las franquicias de 1852 sufrieron recortes de diversa índole 
durante un siglo; pero la administración central no pudo hacer menos que 
aceptar mutatis mutandi el «hecho diferencial» canario. En el tardofran- 
quismo se forcejeó bastante en torno a la ley aprobando el régimen eco- 
nómico fiscal de Canarias (1972), régimen que reconocía tanto la 
franquicia aduanera como la comercial y la impositiva. Consolidó, además, 
el denominado arbitrio insular a la entrada de mercancías (de intención 
recaudatoria y no concebido como si fuese una barrera arancelaria u otro 
instrumento clásico de política económica proteccionista). A lo largo del 
decenio de los setenta, el régimen económico-fiscal sufrió, sin embargo, 
las consecuencias del «parcheo» desvirtuador a que suelen quedar some- 
tidas las grandes directrices orgánicas con el tiempo. 

La adhesión de España (y Portugal) a la CEE planteó a la Autonomía 
en Canarias un conjunto de opciones globales a partir de las cuales se 
definiría tanto el régimen especial (REF) para el archipiélago como la 
naturaleza de su vinculación con la Europa comunitaria y su grado de 
ligazón con el mercado de la España peninsular. A grandes rasgos, la 
cuestión quedó planteada como sigue. 

La opción primera contempló la posibilidad de que Canarias se inte- 
grara en la CEE como si se tratase de cualquier otra región del Estado 
español, opción inadmisible en general para los partidos políticos, las fuer- 
zas vivas y la opinión insular. La segunda opción abogó por la integración 
del Archipiélago en la CEE en «condiciones especiales» que conciliaran la 
normativa y los objetivos comunitarios establecidos a partir de la firma 
del Tratado de Roma (1957) con la tradicional: franquicia insular respal- 
dada por la Ley Bravo Murillo (1852). Hay pequeños territorios y enclaves 
continentales e insulares pertenecientes a la CEE, aunque con modalida- 
des aduaneras, comerciales y fiscales especiales (Andorra, Mónaco, Cór- 
cega, Helgoland, Chipre, etc.). Desde la óptica canaria hubo pronto un 
interrogante elemental: ¿Por qué no acogerse a las «condiciones especia- 
les» cuando existen precedentes dentro de la CEE que han compatibili- 
zado lo especial con lo general? La tercera opción consistió en dar por 
bueno el hecho de la integración de España en la CEE, pero solicitar de 
Madrid la exclusión del archipiélago del decisivo paso internacional a dar 
en breve plazo de tiempo. Este rechazo maximalista al desafío comunitario 
no llevó demasiados visos de prosperar en cuanto se perfilaron las sedi- 
centes tres opciones; era demasiado numantino para los tiempos de ne- 
gociación exhaustiva que se vivían entonces al respecto. 

Los informes emitidos por las Cámaras de Comercio, Industria y Na- 
vegación de Las Palmas y Santa Cruz de Tenerife (informes Granell-1979 
y Musto-1981), así como el de la Junta de Canarias (informe Payno-1980) 
contribuyeron a crear un clima de opinión algo vivo sobre la cuestión 
palpitante entonces **. De resultas de todo lo anterior, el gobierno de Ca- 


a , 
Estas tres reflexiones recogen exhaustivamente la polémica inserción de Canarias en 


la CEE: F. Granell Trías, La opción CEE para la economía canaria, estudio preparado por 
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narias llevó al Parlamento de la región un informe autonómico, tal y como 
indicaba la Constitución en su disposición adicional tercera, para debatir 
y elevar finalmente a la Moncloa y a las Cortes de la nación (diciembre 
de 1983-enero de 1984) el texto resultante. Los contactos entre la dele- 
gación española y la Comisión y Consejo de Ministros de la CEE a lo 
largo de 1984 fueron seguidos con altibajos por el gobierno de Saavedra 
y, sobre todo, por el Parlamento canario con sede en Santa Cruz de Te- 
nerife. El resultado final del proceso, como es sabido, consistió en que 
Bruselas aceptó la petición española de dispensar tratamiento especial a 
Canarias en algunos artículos del Tratado de Adhesión de España a la 
CEE (artículos 25 y 155) y añadir un protocolo de nueve artículos, espe- 
cificando las condiciones reguladoras del comercio, los derechos y exaccio- 
nes de la pesca y la agricultura aplicables en las transacciones e 
intercambios de la Comunidad Europea con Canarias, de una parte, y 
Ceuta y Melilla, de otra. 

Al llevarse el texto negociado entre Bruselas y Madrid al Parlamento 
canario, la oposición al gobierno socialista de Saavedra se pronunció en 
contra del protocolo ad hoc por 30 votos contra 27. La primera crisis de 
gobierno regional quedó flagrantemente planteada; las contradicciones in- 
ternas de la política regional, el choque de enfoques discrepantes en lo 
que al ingreso en la CEE se refiere, y algunas incongruencias comunitarias 
abocaron al fracaso de la tentativa. El hecho de que el gobierno presidido 
por Saavedra lograra muñir un «pacto de progreso» para terminar la le- 
gislatura antes de la celebración de los comicios autónomos anunciados 
para el 10 de junio de 1987, no garantizaba que el respaldo regional al 
texto negociado entre Madrid y Bruselas no fuese a sufrir profundas mo- 
dificaciones a manos de otros partidos políticos y grupos de intereses. Ni 
el ayer ni el mañana volvían a quedar escritos para siempre. Este aserto 
resulta más categórico que nunca considerado a la luz de los resultados 
electorales de los últimos comicios autonómicos celebrados en 1987. El 
gobierno de coalición CDS-ATI-AP que ha sucedido al «pacto de pro- 
greso» puede muy bien reabrir la «cuestión palpitante». 

Si nos hemos molestado en detallar los avatares de la cuestión comu- 
nitaria en cuanto reto histórico para el archipiélago, lo hemos hecho mo- 
vidos por el afán de poner de relieve —una vez más— la especificidad 
insular dentro del conjunto nacional. 

Veamos ahora cómo el juego democrático, en régimen pluripartidista, 
ha funcionado en la región canaria durante un decenio aproximadamente. 

Como algunos analistas especializados han subrayado en más de una 
ocasión, los resultados obtenidos en los comicios no deben de descontex- 
tualizarse alegremente; de hacerlo así, el cuadro no traduce, sino deforma 
la realidad que pretende trasladar al lienzo. 


encargo de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación de Las Palmas, 1979; 
Informe a la Junta de Canarias, Servicios de Estudios del Banco Exterior de España, 1.* ed., 
1980; S. Musto, Las Islas Canarias y las Comunidades europeas: estructuras, problemas y 
opciones políticas de integración, preparado por encargo de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Navegación de Santa Cruz de Tenerife, 1981. A éstos siguieron otros informes 
de C. Muñoz y R. Tamames. 
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Hay varias características históricas (cosmopolitismo insular, rivalidad 
entre las dos islas capitalinas de las provincias canarias), sociológicas y 
políticas (volatilidad del voto, considerable grado de sucursalismo) y eco- 
nómicas (coexistencia de actividades laborales por parte del obrero-cam- 
pesino) que son peculiares del archipiélago e imprimen carácter al 
comportamiento electoral de su ciudadanía. Sin conjugar estas variables 
no puede entenderse lúcidamente la trayectoria electoral canaria de estos 
últimos diez años ”. 

Como puede verse en la tabulación que sigue, las elecciones generales 
en Canarias, indistintamente de las matizaciones provinciales —e incluso, 
de isla por isla— que cabría hacer, arrojan un perfil bastante sucursalista. 
Partidos estatales como UCD y PSOE obtuvieron arrastres electorales de 
consideración en las legislaturas de 1977, 1979 y 1982. UCD, siguiendo la 
línea de auge y caída en picado que tuvo en toda España entre 1977-82, 
pasó del 43,3 al 12 por 100 de votos emitidos en Canarias, mientras que 
el PSOE subió del 14,7 al 27 por 100 para el mismo período. La recons- 
titución de la derecha encarnada en AP saltó del 5,2 al 20 por 100 durante 
el quinquenio ”. 

Merece un punto y aparte el fenómeno nacionalista canario encarnado 
en la coalición electoral Unión del Pueblo Canario (UPC), resultante final 
de un bloque nacionalista tanto de corte indigenista como de izquierda 
canaria comunista. El impulso inicial de esta voluble formación electoral 
se remonta, en rigor, a los años sesenta, cuando un grupúsculo separatista 
dirgido por Antonio Cubillo desde el exterior (principalmente desde Ar- 
gelia), hizo circular la idea del derecho inalienable del archipiélago a la 
autodeterminación (MPAIAC). 

La proclamación cubillista vino a coincidir con la descolonización es- 
pañola del retropaís africano de Canarias. Primero fue la evacuación de 
Ifni en 1968, y luego, entre 1972-75, se arrastró en Madrid, en Naciones 
Unidas, Rabat, Nuakchott y Argel, el tema de cómo y cuándo evacuar el 
Sáhara occidental. El MPAIAC abrazó en el «Comité de Liberación» de 
la Organización para la Unidad Africana (OUA) una doble causa: la re- 
presentatividad del Frente Polisario y la necesidad de celebración de un 
referéndum en el Sáhara occidental antes de su adjudicación a Marruecos 
y Mauritania tal y como se estableció finalmente en los acuerdos de Ma- 
drid, en noviembre de 1975. De este modo, el MPAIAC, y pequeños 
grupos separatistas arraigados en Canarias iniciaron su campaña a favor 
de la autodeterminación para el archipiélago coincidiendo con el inicio de 
la transición política en España (y Portugal) y la culminación del proceso desco- 
lonizador a que hubieron de enfrentarse Madrid y Lisboa en los años setenta ”*. 


Véase J. Hernández Bravo de Laguna, Las elecciones políticas en Canarias: 1976-86. 


Resultados y análisis. La década democrática en Canarias, Consejería de la Presidencia, Go- 
bierno de Canarias, 1986, págs. 20-24. 

y _Apud José Tabares, y equipo EDEIC, «Evolución Electoral y sistema de partidos en 
Canarias (1977-1982), en Canarias siglo XX, Edircas, Las Palmas de Gran Canaria, 1983 
páginas 69-84. : 


1 Véase V. Morales Lezcano, «Canarias y el noroeste de África. Esbozo de sus relacio- 
nes», en Gaceta de Canarias, núm. VI (1984), págs. 41-51. 
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Si bien la conexión entre una situación colonial (Sáhara occidental) y 
otra de corte sucursalista (región canaria) no fue nunca muy lógica y sí 
descaradamente coyunturalista, la verdad de los hechos es que la evacua- 
ción española del retropaís canario dejó a las islas, fulminantemente, en 
una situación de región-frontera con el noroeste de África que había sido 
velada hasta el momento por el establecimiento español en Río de Oro 
en 1886. El deterioro de la seguridad de los pesqueros de matrícula ca- 
naria y andaluza que faenaban en aguas y caladeros marroquíes, saharia- 
nos y mauritanos, vino a poner un punto más de ignición en la hoguera 
encendida por los nacionalistas canarios entre 1977-82. La diplomacia de 
los gobiernos de UCD hubo de esmerarse en aquellos años para contra- 
rrestar en Addis Abeba y otras capitales africanas la visión cubillista del 
africanismo de Canarias. 

El ascenso electoral registrado por la coalición UPC en el período aco- 
tado es elocuente —3,6 por 100 en 1977; 6,6 por 100 y 8,8 por 100 en 
1979. Un diputado laspalmeño (Salvador Sagaseta) fue enviado al palacio 
de la Carrera de San Jerónimo, en Madrid, a defender a la región canaria 
en cuanto presa fácil de los intereses imperialistas en la zona con la su- 
puesta anuencia del gobierno central. Esta línea de vertebración ideológica 
se mantuvo viva hasta el referéndum celebrado en febrero de 1986 sobre 
la voluntad nacional en la cuestión del ingreso de España en la OTAN. 
No fue, por tanto, un azar el hecho de que la provincia de Las Palmas, 
constituida por las Canarias orientales, votara a favor del mantenimiento 
del país fuera de la organización militar que patrocina los Estados Unidos 
de América. ; É 

La posible utilización de Canarias en la tensión internacional ameri- 
cano-soviética es francamente malquista por la opinión pública insular. El 
Estado español tiene en este tema una responsabilidad histórica de enver- 
gadura, aunque a veces parezca que la ignora. . 

Que el bloque nacionalista canario —con claros ribetes independentis- 
tas— haya cosechado muchos menos votos en las elecciones generales de 
1986 y en las autonómicas del 10 de junio de 1987 no ha de entenderse 
como si hubiese sonado la hora de la extinción definitiva de esta orienta- 
ción nacionalista en las islas. A lo que parece, tanto a su izquierda como 
a su derecha, Izquierda Canaria y Asociación Tinerfeña de Independientes 
(ATI), parece haberse canalizado el enfoque regional, más o menos se- 
paratista o federal, que tiende hacia dos formaciones políticas con fuerte 
raigambre en Tenerife. 

En cuanto a la composición del Parlamento canario resultante de las 
elecciones autonómicas de 1983 y 1987 cabe destacar la pervivencia del 
sucursalismo a través de políticos locales. El PSOE (Jerónimo Saavedra), 
el CDS de Adolfo Suárez (con Olarte Cullen a la cabeza en Canarias) y 
AP han monopolizado el voto canario al Parlamento regional, estando 
ausente una formación política insularista poderosa (ATD, hasta el mo- 
mento en que ha conseguido el impacto electoral notable registrado en los 
comicios del 10 de junio de 1987. Si el PSC-PSOE logró gobernar durante 
la primera legislatura (1983-87) con no pocas zozobras debido a su fragl- 
lidad ante la oposición, ésta ha conseguido muñir una coalición de centro- 
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derecha que persigue otros objetivos que los del ejecutivo que presidiera 
Saavedra. en terrenos tan conflictivos en Canarias como son la Ley de 
Aguas, el régimen económico-fiscal, el fortalecimiento de los Cabildos y 
la descentralización universitaria a escala regional (obstaculizada en cam- 
pos facultativos como la Medicina y las Humanidades por las autoridades 
académicas de La Laguna en Tenerife). 


CUADRO 5.—Parlamento de Canarias. Representación por grupos 


políticos 
Elecciones autonómicas 1983 Elecciones autonómicas 1987 
(PSOE) Partido Socialista Ca- (PSOE) Partido Socialista Ca- 
Baro- PSOE so oe nario-PSOE 
(AP) Alianza Popular ......... 
(CDS) Centro Democrático y 
IAS o er (AIC) Agrupación Indepen- 
(AM) Asamblea Majorera .... dientes de Canarias 
(AGI) Agrupación Gomera In- (AP) Alianza Popular 
a e (AM) Asamblea Majorera .. 
(PCC) Partido Comunista de (AC-INC) Asamblea Canaria- 
Ganarias- PCE elias. mue Izq. Nacionalista Canarias ... 
(PRC) Partido de la Revolu- (ICU) Izquierda Canaria Unida. 
EXOn. CapaTiarcoa to ae (AHD Agrupación Herreña In- 
(INC) Izquierda Nacionalista dependiente 
ETA E O ÓN 


(AHI) Agrupación Herreña In- 
UT A yr 
(CCR) Convergencia Canaria 
Reformista Lodo vana doo 


Por los mismos motivos —y por otros de cuño diferencial— que en el 
resto del Estado, Canarias ha roto en 1987 con el éxito arrollador obte- 
nido por el PSOE en octubre de 1982. Con este dato dejamos abierta al 
futuro desarrollo político la cuestión de si Canarias contribuirá junto con 
otras regiones autonómicas de España, pioneras y determinantes del pro- 
ceso de restructuración del Estado, a que el actual sistema afine sus me- 
canismos o, por el contrario, se deteriore sensiblemente. En cuyo caso, 
no tanto el separatismo como la concepción federal del Estado puede ga- 
nar arraigo de nuevo en los pueblos y países de España, y pasar cualita- 
tivamente de rancia utopía a opción adecuable a la futura realidad 
histórica de la nación. 


5. LA CULTURA EN CANARIAS 


Los románticos gustaban comentar que la «cultura de un pueblo es la 
flor de su destino». Luego se intentó interpretar el fenómeno a partir de 
las coordenadas geográficas y ambientales de cada cultura; más tarde se 
diluyeron estos parámetros de comprensión y enfoque para dar paso al 
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relativismo cultural, al naturalismo y a la talismánica «estructura pro- 
funda» de una obra de arte. Los pontífices de estas propuestas fueron, 
entre otros, Herder y Taine, Zola y Lucaks. p 

La alta cultura en Canarias ** fue desde el barroco —es decir, desde el 
momento en que la formación social insular generó sus oráculos artísti- 
cos— una manifestación sincrética de las corrientes dominantes en su con- 
trapartida ibérica, andaluza y portuguesa en particular. Tanto para la 
arquitectura y las bellas artes como para otras manifestaciones artesanales 
y decorativas, los siglos XVII-xIX en Canarias siguieron de manera algo 
rezagada y peculiar las corrientes que se imponían en Europa y América. 
En el terreno de las bellas letras ocurrió otro tanto, muy en particular en 
el de la poesía, género harto cultivado en Canarias. Así, la Ilustración 
tuvo una resonancia estética e ideológica notoria en las islas, con la figura 
del arcediano José de Viera y Clavijo a la cabeza (1731-1813), historiador, 
naturalista, y mente enciclopédica donde la haya habido. 

En el siglo xIX no faltaron escritores románticos de cierto alcance que 
exaltaron la excelencia de la «raza» y la bondad del «hogar» isleño. Ni- 
colás Estévanez y Murphy (1838-1914) pasa por ser la expresión más acen- 
drada del descubrimiento de la canariedad recoleta: versus el mundo 
extranjero: 


«La patria es una peña / la patria es una roca 
la patria es una fuente / la patria es una senda y una choza. 
Mi patria no es el mundo; 
mi patria no es Europa; 
mi patria es de un almendro, 
la dulce, fresca, inolvidable sombra.» 


Aparecen de este modo, en las artes en general, y concretamente en 
la prosa y la poesía canarias, la oscilación pendular entre el imperativo de 
apertura hacia la ciencia, el progreso, y el nivel de los tiempos (compo- 
nente denominada por Valbuena Prat cosmopolitismo insular) y el para- 
lelo reflejo —mitad defensivo, mitad ensimismante— del aislamiento 
(caracterizado por Pérez Minik de constante narcisista) **. 

Con la aceleración del tiempo histórico que imprimió la revolución 
industrial al hemisferio occidental, la cultura en Canarias se vio envuelta 
en la vorágine de los ismos y corrientes que desde fin de siglo hasta la 
actualidad han hecho acto de aparición con variada intensidad y fortuna. 
Pérez Galdós (1843-1920), hijo de sus días, dio lo mejor de sí a partir del 
retablo nacional concentrado para él en el Madrid de la segunda mitad 
del xix (y en Galdós encontramos la «fuga» más notable de un canario 
hacia el continente europeo). Pero otros escritores, como los poetas mo- 
dernistas de Gran Canaria, encontraron su musa en la realidad inmediata 
de unas islas aisladas, aunque con un ventanal abierto de par en par hacia 


15 Para hacerse una idea de conjunto, véase S. de la Nuez Caballero (ed.), Noticia de 


la Historia de Canarias, Ed. Planeta, Barcelona, vol. II. 


; 15 Véase D. Pérez Minik, «La condición humana del insular», en Aguayuro, Boletín 
informativo de la Caja Insular de Ahorros de Canarias, marzo-abril de 1987, págs. 6-12. 
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el universo-mundo. Tomás Morales (1884-1921) fue el cantor inigualable 
de la canariedad lírica en su nueva fisonomía emergente, de resultas del' 
volcamiento europeo hacia la zona de África en la que las islas interpretan 
papel de adelantadas. Pero el escritor más sintomático de aquella gene- 
ración fue Alonso Quesada (pseudónimo de Rafael Romero, 1886-1924), 
autor de un registro genérico amplio impregnado de mórbida sensibilidad 
hacia cuanto le rodeaba en Canarias: 


«Vagar, vagar 
por esta lejana ciudad de ultramar 
de excelente clima. 
Ya lo dice el reclamista oficial: 
ingleses tuberculosos 
ambulante sanatorio liberal, 
bastión de extrajeros, 
de extranjeros de tarjeta postal.» 


No seríamos justos si no evocáramos en este fresco, del panorama cul- 
tural isleño forzosamente reducido, la aparición del indigenismo en el 
campo de la investigación antropológica y etnográfica a partir de núcleos 
dispersos de intelectuales en Tenerife (Bethencourt, Alonso y más tarde 
el grupo aglutinado en torno a la Revista de Historia publicada por la 
Universidad de La Laguna) y en Las Palmas (Chil y Naranjo fundador de 
El Museo Canario, y también más tarde, en La Casa de Colón, patroci- 
nada por el Cabildo Insular). 

El florecimiento de estas disciplinas hay que relacionarlo con la bús- 
queda de la identidad canaria, tendencia cultural que en otras regiones 
españolas había despuntado hacia 1850 y en la que se ha seguido profun- 
dizando después de 1976. Néstor Martín de la Torre ” (1887-1938) fue, 
una vez más, el producto acabado del sincretismo entre las tendencias 
estéticas de Europa (residió largo tiempo en París) y la indagación pers- 
picaz en la vernacularidad etnocultural y medioambiental del archipiélago: 
las artes plásticas, el boceto arquitectónico, la escenografía y el diseño no 
le fueron ajenos y acertó a infundirles la esencia de lo marítimo y mito- 
lógico de una parte, de lo terrestre y sensual de otra. A partir de Néstor, 
la proclividad indigenista no ha hecho sino acusarse en Canarias (Nicolás 
Massieu, Santiago Santana, Felo Monzón, Plácido Fleitas y Antonio Pa- 
drón). 

Ahora bien, obedeciendo a la oscilación pendular entre cosmópolis y 
autoctonía, ya señalada como rasgo caracterizador de las artes, las letras 
y, si nos apuran, de la sensibilidad colectiva insular, volvemos a encontrar 
en Canarias una expresión internacional de la inquietud creativa motiva- 
dora de las sempiternas minorías locales '. Aludimos en cuestión a la eclosión 
surrealista de los años treinta en la isla de Tenerife («castillo estre- 
lado», en frase de Bretón) y a su plasmación más elocuente, Gaceta de Arte. 


1" Véase Saro Alemán, Néstor un pintor atlántico, Labris, Santa Cruz de Tenerife, 1987. 
18 Véase, J. Rodríguez Padrón, «Ochenta años de literatura: 1900-1980», en Canarias 


siglo XX, Edirca, Las Palmas, págs. 101 y sigs. 


234 ESPAÑA 


En Gaceta de Arte apareció con más transparencia que nunca antes la 
voluntad de vanguardismo intelectual y artístico que animaba a la elite de 
creación que la insufló de rico contenido: «Conectados a la cultura occi- 
dental, queremos tendernos sobre todos sus problemas, el contagio uni- 
versal de la época. Nuestra posición geográfica aislará los problemas y, a 
través de esta soledad propia para la meditación y el estudio, procurare- 
mos hacer el perfil de los grandes temas, descongestionándolos para bus- 
carles una expresión. Creemos movernos entre naciones, ser islas en el 
mar Atlántico, mar de la cultura, es apresar una idea occidental, conver- 
tirla en sentimiento. Queremos ayudar a una nueva posición de España. 
Ésta será nuestra política.» 

La vinculación de la cultura canaria al exterior quedó bastante lesio- 
nada de resultas de la guerra civil y del establecimiento de la dictadura 
del general Franco (1936-50). No obstante ello, nuevas generaciones de 
poetas (Pedro Lezcano y el grupo aglutinado en torno a Antología Cer- 
cada, publicada en 1947), pintores y plásticos (Manolo Millares, Martín 
Chirino y César Manrique) y otros muchos creadores (Claudio de la Torre 
y Eduardo Gregorio, por ejemplo) dieron talla nacional e internacional a 
las expresiones de su creatividad. Poesía canaria última (Las Palmas, 1966) 
no vino sino a ratificar el intimismo vanguardista de los poetas insulares, 
más conectados que nunca con la tradición lírica iberoamericana de César 
Vallejo y Pablo Neruda. 

En cuanto al campo de la investigación científica, las humanidades han 
seguido cosechando logros considerables, tanto a partir de la Universidad 
de La Laguna como de contribuciones canariólogas (Pérez Vidal) e his- 
toriográficas realizadas a veces en Madrid. La investigación científica en 
Canarias ha despertado tarde, pero ha logrado implantarse con autoridad 
reconocida en campos como la química (departamento del doctor Gonzá- 
lez en la Universidad de La Laguna), la oceanografía (sendos institutos en 
las islas mayores) y, más recientemente, la astrofísica (observatorio de 
Izaña en Tenerife). Estos fundamentos pueden hacer de Canarias, con el 
tiempo y previa planificación bien dotada, un punto de encuentro inter- 
nacional para la investigación científica y una plataforma idónea para la 
cooperación euroafricana ””. 

Dentro del marco jurídico y político de la Autonomía, el futuro cul- 
tural y científico de Canarias es un interrogante que queda abierto a las 
expectativas más amplias. La regionalización de los enfoques culturales 
españoles sólo podrá contribuir a que la diversidad hispana encuentre los 
canales adecuados para su transmisión a los cuatro puntos cardinales de 
aquello que la lengua alemana denomina Weltverkehr. Canarias, en este 
sentido, es una región potencialmente virgen. 


19 ; o . as eee 
Está pendiente todavía la redacción de una síntesis de la historia de la ciencia y de 


la investigación científica en Canarias. Las Universidades de La Laguna y Politécnica de Las 
Palmas son los pivotes de esa actividad actualmente, con un punto de apoyo en La Casa de 
Colón (Las Palmas), alentadora de los Coloquios Bienales consagrados a las relaciones entre 


Canarias-América y Canarias-África que han conseguido una progresiva implantación de di- 
mensión internacional. 
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Provincia: Santander. 
Superficie: 5.289 km.? 
Población: 0,51 millones de habitantes. 


CANTABRIA 


1. DESCRIPCIÓN GENERAL. COMARCAS * 


Por su situación y características físicas, la Comunidad Autónoma de 
Cantabria forma parte de la franja costera norte de la Península —a la 
que el pueblo que, más O menos, habitaba su territorio dio nombre en la 
antigúedad— y de la España húmeda, y participa, por tanto, de las carac- 
terísticas más importantes de éstas. Su paisaje, de gran belleza, está do- 
minado por el mar y la montaña. Este último elemento, la montaña, ha 
servido para designar tradicionalmente a la región. Precipitaciones medias 
superiores a 1.000 milímetros, repartidas de forma relativamente regular a 
lo largo del año, y temperaturas suaves, con escasas oscilaciones, carac- 
terizan su clima marítimo. Su vegetación natural está constituida princi- 
palmente por bosques de robles y hayas y por prados; eucaliptos y pinos, 
no obstante, son especies abundantes en la actualidad. 

Su extensión es de 5.288,55 kilómetros cuadrados, el 1,1 por 100 del 
territorio nacional. Sólo La Rioja y las islas Baleares, entre las 17 Co- 
munidades Autónomas, ocupan una extensión menor. Según el censo de 
1981, la población de hecho de Cantabria era de 510.816 habitantes, lo 
que supone una densidad de 96,6 habitantes por kilómetro cuadrado, algo 
más elevada que la media de España, 74,2, semejante a la de Galicia 
y Asturias y muy inferior a la del País Vasco, por establecer una compa- 
ración con las demás Comunidades costeras del Norte. Entre sus 102 
municipios, destacan Santander, la capital, que cuenta con 180.328 
habitantes, y Torrelavega, con 55.786; del resto, ninguno alcanza los 
25.000 habitantes y sólo siete superan los 10.000. 


* Agradezco a Pedro Reques Velasco, M.* Remedios Serna y Carmen Díez Herrera sus 
observaciones sobre algunas partes de este trabajo. La responsabilidad sobre su contenido es 
exclusivamente del autor. 
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A pesar de su pequeña extensión, Cantabria no constituye una región 
uniforme. En términos generales, podemos distinguir en ella tres grandes 
unidades, de Norte a Sur: 1) la zona costera, 2) una serie de áreas de 
montaña comprendidas entre esta zona y el eje de la cordillera Cantábrica 
y 3) la vertiente sur de la cordillera. > 

1) La zona costera está situada entre el mar y la cadena montañosa 
que, formada por las sierras del Escudo de Cabuérniga, Quintana, de la 
Matanza y Malliz, recorre la región de Oeste a Este. Predominantemente 
llana —el 85 por 100 de su superficie tiene menos de 300 metros de altitud 
y el 88,1 por 100 pendientes menores del 30 por 100— comprende el 
litoral y la parte baja de los valles. La temperatura media anual oscila 
entre los 12 y los 15” y las precipitaciones entre los 1.100 y los 1.300 
milímetros. La costa de Cantabria, de unos 250 kilómetros, se extiende 
entre la ría de Tina Mayor y Ontón, en el municipio de Castro Urdiales; 
está formada en su mayor parte por acantilados, aunque también existen 
en ella rías, de dimensiones relativamente pequeñas, numerosas playas, y 
algunas dunas, como las de Liencres y Somo. Esta zona costera ocupa una 
superficie de 1.697,33 kilómetros cuadrados, el 32,1 por 100 regional y en 
ella viven 428.644 habitantes, el 83,9 por 100 de la población de Canta- 
bria, con una densidad de 252 habitantes por kilómetro cuadrado. Todos 
los municipios de más de 5.000 habitantes, excepto Reinosa y Los Corra- 
les de Buelna, están situados en ella. Entre sus núcleos de población des- 
tacan, por su relevancia histórica, las «cuatro villas» marineras —San 
Vicente de la Barquera, Santander, Laredo y Castro Urdiales—, Torrela- 
vega, que debe su desarrollo al movimiento económico de los últimos si- 
glos, Comillas, Suances y Santoña, en el litoral, y, en el interior, Cabezón 
de la Sal y, sobre todo, por el encanto de su conjunto en el que parece 
haberse detenido el tiempo, Santillana del Mar. En esta zona costera se 
desarrollan la mayor parte de las actividades económicas de la región de 
carácter industrial y de servicios, aunque también la actividad agrícola, 
especialmente la ganadería intensiva, tiene gran importancia en ella, lo 
mismo que la pesca. 

2) La franja central de la provincia está constituida por una serie de 
comarcas o regiones —Liébana, Tudanca, Cabuérniga, Iguña, Pas y Asón, 
de Oeste a Este— que, en algunos casos, tienen una personalidad espe- 
cífica pero que comparten la característica común de ser regiones de mon- 
taña, de altitudes moderadas, atravesadas por valles de disposición Sur 
Norte, en la mayor parte de los casos, por el fondo de los cuales discurren 
los ríos que desembocan en el mar Cantábrico. Estos valles han sido apro- 
vechados desde siempre para establecer las vías de comunicación entre la 
meseta castellana y la costa cantábrica y en ellos están enclavados los 
principales núcleos de población. En su conjunto, esta franja comprende 
2.586,05 kilómetros cuadrados, el 48,9 por 100 del territorio de la Comu- 
nidad Autónoma; su población, sin embargo, es sólo de 56.375 habitantes, 
el 11,1 por 100 del total, lo que supone una densidad de 21,8 habitantes 
por kilómetro cuadrado. Las temperaturas medias son algo menores que 
en la zona costera y las precipitaciones algo superiores. 

La Liébana es una de las regiones naturales e históricas mejor defini- 
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das de Cantabria. Consiste en cuatro valles, recorridos por el Deva y sus 
afluentes encerrados entre las grandes moles de caliza carbonífera de los 
Picos de Europa y los abruptos relieves de la sierra de Peña Sagra. La 
disposición de los valles y la altitud modifican considerablemente el clima, 
dando lugar a microclimas mediterráneos en el fondo de los valles y al- 
pinos en las alturas; la vegetación natural experimenta también una gra- 
dación semejante, desde la encina y el alcornoque a los robles y hayas. 
Potes, situado en el centro de la región es su capital tradicional y su 
núcleo de población más importante. La comarca Tudanca-Cabuérniga, 
constituida por los valles del Nansa y el Saja, registra el mayor grado de 
despoblación de la Comunidad Autónoma, con una densidad de 8,7 ha- 


CUADRO 1.—Distribución comarcal de la superficie y población 
de Cantabria 


Superficie a o 
(km.?) J (habitantes) d 


Comarca Densidad 


TO Costera q 83,9 252,0 
TP MEDIDA AAA 12,0 
8,7 


. Tudanca-Cabuérniga .... 
> IESIIIENEL cosopobaso cube 


FUENTE: Situación actual y perspectivas de desarrollo de la Comunidad Autónoma de Cantabria, Madrid, 1985, 
vol. I, pág. 263. 
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bitantes por kilómetro cuadrado y es una de las más agrestes y deprimidas 
económicamente. El valle de Iguña, recorrido por el Besaya, es utilizado 
por el ferrocarril y la carretera nacional Palencia-Santander. Los Corrales 
de Buelna, con su fuerte implantación industrial, concentra más del S0 
por 100 de la población del valle. Los valles de los rÍOS Pas y Miera 
constituyen la región pasiega, otra de las mejor definidas, geográfica e 
históricamente, de Cantabria. En la zona alta se encuentran las llamadas 
tres villas pasiegas, Vega de Pas, San Roque de Río Miera y San Pedro 
del Romeral; la carretera nacional Burgos-Santander, desde el puerto de 
El Escudo, discurre por su límite occidental. Por último, la comarca más 
oriental de esta franja central de Cantabria, es la del Asón, formada por 
los valles de los ríos Asón y Gándara, que se unen en Ramales de la 
Victoria. Con la única excepción ya citada de Los Corrales de Buelna, la 
actividad económica fundamental de estas regiones es la ganadería, junto 
con el aprovechamiento de los montes, el 80 por 100 de los cuales, por 
término medio, es de propiedad pública en la parte occidental, y el 60 por 
100 en la central y oriental. 

3) Campoo es la parte de la vertiente sur de la cordillera Cantábrica 
incluida en la provincia de Santander, cuando ésta se constituyó en el si- 
glo xIx. La razón de su pertenencia a la Comunidad Autónoma de Can- 
tabria es, por tanto, de naturaleza histórica, no geográfica, y sus límites 
son completamente artificiales. Por sus características físicas forma parte 
de las estribaciones de la Meseta, con una altitud que en pocos lugares es 
menor de 800 metros, precipitaciones anuales en torno a los 1.000 milí- 
metros y temperaturas medias alrededor de 10”. La comarca está surcada 
por dos grandes corredores: el vertical, utilizado tradicionalmente como 
vía de acceso a Cantabria y el horizontal del valle del Ebro, río que nace 
en su territorio. La superficie de la comarca es 1.005,17 kilómetros cua- 
drados, el 19 por 100 de la Comunidad y su población 25.717 habitantes, 
el 5,0 por 100, con una densidad de 25,6 habitantes por kilómetro cua- 
drado. Reinosa es su capital y núcleo de población más importante con 
13.172 habitantes; su actividad industrial contrasta con la caracterización 
casi exclusivamente agrícola de la comarca. 


2. EVOLUCIÓN CONTEMPORÁNEA DE LA POBLACIÓN 


A lo largo del presente siglo, Cantabria casi ha duplicado su población: 
276.003 habitantes en 1900, 510.816 en 1980; un crecimiento del 85,04 
por 100, algo menor que el experimentado por la población española 
en el mismo período, de 102,99 por 100. En consecuencia, Cantabria 
ha visto disminuir su peso relativo en el conjunto nacional del 1,48 al 
1,35 por 100. 

Si analizamos por décadas la evolución de la población cántabra en 
relación con la española (cuadro 2), podemos observar que hasta 1930 el 
crecimiento regional fue ligeramente superior al nacional. La relación 
cambia de signo a partir de esa fecha, alcanzando su máxima diferencia 
de 5,27 puntos en la década 1940-1950, durante la cual el crecimiento de 
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la población cántabra fue considerablemente pequeño, sólo el 2,84 por 
100. Una vez superada la ralentización del período 1930-1950, la población 
de Cantabria, lo mismo que la española, ha ido aumentando progresiva- 
mente, aunque a un ritmo ligeramente inferior. No obstante, la conside- 
ración más detenida de la última década nos muestra que en ella se 
produce un cambio de tendencia, hacia un crecimiento menor, tanto a 
escala regional como nacional, aunque menos acusada en aquélla que en 
ésta: si en el período 1970-1975 el incremento de la población fue del 4,94 
por 100 en Cantabria y del 6,51 por 100 en España, en el período 1975- 
1980 estas cifras disminuyen hasta el 4,19 y el 4,77 por 100, respectiva- 
mente. Hay, por tanto, una aproximación entre el aumento de población 
en Cantabria y el nacional. 


CUADRO 2.—Evolución de la población, 1900-1980 


EE 

re Ae OA 276.003 18.594.405 
OO E a ars 302.956 19.927.150 7,16 
LONE 327.669 21.303.162 6,90 
DEW 364.147 23.563.867 10,61 
O ctas 393.710 25.877.971 9,82 
LAY SS 404.921 27.976.755 8,11 
A 432.132 30.430.698 8,17 
VVS A 467.138 33.823.918 MLS 
E RA de 490.249 36.026.319 


A Rai ri 510.816 37.746.260 


FUENTE: Censos de población. Citado por Situación actual..., pág. 14. 


La explicación de este comportamiento demográfico de Cantabria a lo 
largo de las ocho últimas décadas —crecimiento, pero menor que el na- 
cional— radica, por una parte, en el positivo, y elevado, saldo vegetativo 
y, por otra, en la importancia de la corriente emigratoria, a América en 
las dos primeras décadas del siglo, posteriormente a Europa, y siempre al 
resto de España. En efecto, tasas altas de natalidad, comprendidas entre 
casi el 40 por 1.000 a principios del siglo y las próximas al 20 por mil que 
se mantuvieron hasta mediados de los años setenta, y tasas bajas de mor- 
talidad, entre el 25 y el 10 por 1.000, en las mismas fechas, dieron como 
resultado un elevado saldo vegetativo, entre el 15 y el 10 por 1.000. Sin 
embargo, la sangría de la emigración, considerable en el período 1900- 
1930 y muy abundante en los 30 años comprendidos entre 1940 y 1970, 
redujo el potencial demográfico de Cantabria. En el cuadro 3 se muestran 
los valores absolutos del saldo vegetativo, el crecimiento real y la diferen- 
cia entre ambos que expresa el resultado de los movimientos migratorios 
en la región, que siempre presentan saldos negativos. Destaca, no obs- 
tante, la coincidencia prácticamente total entre saldo vegetativo y creci- 
miento real de la población de Cantabria desde 1970, lo que indica una 
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CUADRO 3.—Saldo vegetativo, crecimiento real y saldo migratorio, 
Cantabria, 1900-1980 


Porcentaje 
S. migratorio/ 
S. vegetativo 


1900-1910 28,5 
1910-1920 36,8 
1920-1930 ZA 
1930-1940 7,6 
1940-1950 65,9 

48,3 


1950-1960 
1960-1970 
1970-1980 


FUENTE: Censos de población. Citado por Situación actual... pág. 14, y J. ORTEGA VALCÁRCEL, Cantabria 1886-1986. 
Formación y desarrollo de una economía moderna, pág. 31. 


reducción drástica de la emigración, prácticamente igualada con la inmi- 
gración. En el gráfico 1 he representado la relación porcentual entre el 
saldo migratorio y el saldo vegetativo. 

No es que el crecimiento demográfico experimentado por la Comuni- 
dad Autónoma en el presente siglo no se haya repartido uniformemente 
por todo su territorio, sino que existe un fuerte contraste en la evolución 
de la población de sus distintas comarcas. Mientras que la región costera, 
de acuerdo con la delimitación que establecimos anteriormente, ha incre- 
mentado sus efectivos humanos, todas las demás comarcas, las pertene- 


GRÁFICO 1.—RELACIÓN PORCENTUAL ENTRE SALDO 
MIGRATORIO Y SALDO VEGETATIVO 
CANTABRIA 1900-1980 
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cientes a la franja central de la provincia y Campoo, han experimentado 
una evolución demográfica negativa, escapando muy pocos municipios de 
las mismas a este comportamiento general de su entorno. En la zona cos- 
tera, el área de Santander-Torrelavega es la gran beneficiaria del creci- 
miento demográfico, seguida por la de Santoña-Colindres-Laredo. El 
municipio de Torrelavega es elque ha experimentado un incremento re- 
lativamente mayor, al pasar de 7.777 habitantes en 1900 a 55.786 en 1980. 
El crecimiento de Santander, aunque importante, es menor que el alcan- 
zado por la media de las capitales españolas de provincia, en nuestro siglo 
(índice medio, 448,18; Santander, 329,70; 1900 = 100). En las comarcas 
del interior, el despoblamiento ha afectado especialmente a Liébana y 
Campoo, aunque sus capitales han registrado una evolución positiva, y, 
en menor medida, a la comarca del Asón. Reinosa, junto con Los Corra- 
les de Buelna son las excepciones más significativas del comportamiento 
demográfico regresivo de las comarcas del interior. 

Podemos considerar que el 63,8 por 100 de la población de Cantabria 
es urbana —vive en entidades de más de 10.000 habitantes—, el 11,1 por 
100 es rural —vive en entidades de menos de 2.000 habitantes—, y el 25,1 
por 100 restante tiene una caracterización intermedia al vivir en munici- 
pios comprendidos entre los 2.000 y los 10.000 habitantes. La tendencia 
de la última década ha sido hacia el estancamiento de la población rural 
y el crecimiento de los mayores núcleos de población a costa de los más 
pequeños. En cuanto a las formas de poblamiento, la mitad occidental de 
la provincia, grosso modo, registra un poblamiento predominantemente 
concentrado, sobre todo en las comarcas de Liébana y Campoo, mientras 
que en la mitad oriental el poblamiento es disperso, alcanzando los ma- 
yores índices de dispersión las comarcas del Asón y Pas-Iguña. Especial- 
mente característica en este aspecto es la zona pasiega, cuyo poblamiento 
—un conjunto de cabañas de utilización estacional— es considerado ultra- 


disperso. 


3. ¿ECONOMÍA REGIONAL 


La actividad económica de Cantabria está considerablemente diversifi- 
cada. Se manifiesta en una importante cabaña ganadera, en torno a la 
cual gira la mayor parte del trabajo agrícola que, junto con la pesca y el 
aprovechamiento forestal, constituyen los campos tradicionales de la eco- 
nomía cántabra; una implantación industrial en sectores como el siderúr- 
gico, el químico y el de alimentación, basados en cierta medida en re- 
cursos naturales propios, que data del presente siglo; el comercio, a través 
del puerto de Santander en primer lugar, lejos hoy de las cotas de pros- 
peridad que alcanzó a mediados del siglo pasado; los servicios requeridos 
por la comunidad regional, y una actividad turística, especialmente en la 
costa, de creciente importancia. 

El producto interior bruto de Cantabria, en 1981, en millones de pe- 
setas corrientes, fue de 225.208, al que el sector primario contribuyó con 
el 8,0 por 100, el secundario (industria y construcción) con el 38,3 por 100 
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y el terciario con el 53,7 por 100 restante. El sector agrícola y el industrial 
tienen un peso proporcionalmente mayor a escala regional que nacional, 
y el sector de servicios, menor (cuadro 4). La contribución de Cantabria 
al producto interior bruto nacional, en 1981, fue del 1,35 por 100; agri- 
cultura y pesca fueron el sector que, relativamente, contribuyó en mayor 
medida, con el 1,67 por 100, seguidos de la industria, 1,59 por 100; los 
servicios, 1,22 por 100, y la construcción, 1,20 por 100. (Porcentaje sobre 


el PIB de cada sector.) 


CuADRoO 4.—Producto interior bruto, al coste de los factores 
(Millones de pesetas) Cantabria. España. 1981 


Agricultura mera dads scans ¿ ! S,1 
Pesca O , Ñ 0,7 
Indust ab olo p IZ, 27,4 
Construcción 


Ser VICIOS 20 oe aa 


e... ...o...o.........o 


FUENTE: Banco de Bilbao, Renta Nacional de España. Citado en Gran Enciclopedia de Cantabria, vol. UI, pág. 175. 


Por lo que se refiere a la población empleada, en el cuarto trimestre 
de 1985, era del 83,6 por 100 de la población activa, un porcentaje supe- 
rior al nacional, del 78 por 100 (cuadro 5). A pesar de la crisis económica, 
que en Cantabria ha llevado a la desaparición de más de 40.000 puestos 
de trabajo entre 1973 y 1985, el paro en la Comunidad Autónoma es cinco 
puntos y medio menor que el nacional. El sector primario da trabajo al 
23,4 por 100 de la población empleada, una proporción mucho mayor que 
la media nacional, del 17,0 por 100; el sector secundario al 33,9 por 100, 
proporción algo mayor que la nacional, del 32 por 100; y el terciario al 
42,7 por 100 restante, mucho menor que el 51,0 por 100 nacional. Hay 
una correspondencia, por tanto, entre el peso de los distintos sectores en 
la economía regional, su contribución a la renta nacional y la población 
que emplea. 


CUADRO 5.—Encuesta de población activa 
Cuarto trimestre de 1985 (miles de personas) 


Agricultura 
Industria 


Total empleos 
Población activa 
Parado a e o ce 16,4 sobre 
pob. activa) 


10.420,0 
13.345,5 
2.934,0 


22 (sobre 
pob. act.) 


FUENTE: INE, Anuario Estadístico de España, 1986. Elaboración propia. 
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CUADRO 6.—Estructura de la renta 
(millones de pesetas corrientes) Cantabria. España. 1981 


Porcentajes 


Rentas del trabajo ............ 9.862.120 65,9 
Rentas e 3.000.882 20,0 
Rentas del capitalinas 1.620.821 10,8 
Rentas del sector público 495.338 ExN6) 


A qe 218.751 100 14.979.161 


FUENTE: Banco de Bilbao, Renta Nacional de España. Citado en Gran Enciclopedia de Cantabria, vol. VII, pág. 126. 


La renta regional de Cantabria, en 1981, fue de 218.751 millones de 
pesetas corrientes, el 1,46 por 100 de la renta nacional. Comparativa- 
mente, la contribución de las rentas del capital, en especial de las rentas 
del sector público y de las rentas mixtas, fue mayor a escala regional que 
nacional, mientras que la contribución de las rentas del trabajo fue menor 
(cuadro 6). El índice de la renta regional per cápita, en 1981, era 107,1 
(medida nacional = 100). Según este criterio, Cantabria ocupaba el quinto 
lugar entre las Comunidades Autónomas y el noveno entre las provincias 
españolas. 

Sector primario. A pesar de que la actividad pesquera tiene una cierta 
importancia, tanto desde el punto de vista de la producción como del 
empleo, el sector primario de la economía cántabra está dominado por la 
ganadería, especialmente la dedicada a la producción de leche, por lo que 
se ha llegado a decir que se trata de un caso típico de agricultura de 
monocultivo, en este caso la leche. Según los datos de 1980, el 86 por 100 
de la producción final agraria de Cantabria correspondía a la ganadería, 
el 7,7 por 100 al subsector agrícola y el 4 por 100 al forestal. El valor de 
la pesca desembarcada, en aquel mismo año, era equivalente al 12,1 por 
100 de la producción final agraria. No obstante, la mayor parte de la 
superficie de la región está ocupada por terreno forestal que, en 1981, 
alcanzaba el 54,9 por 100 de la superficie total. En todas las comarcas, 
excepto en la costera, el bosque es predominante, llegando a su máxi- 
ma extensión en Cabuérniga, Tudanca y Liébana, comarcas donde en su 
mayor parte es de propiedad pública. La carencia de planes adecua- 
dos de explotación, debido en parte a la complejidad de su situación ju- 
rídica, explica el bajo rendimiento económico de este abundante espacio 
forestal. 

La superficie agraria útil de Cantabria supone el 36,36 por 100 de la 
superficie total de la región. La mayor parte de la misma, concretamente 
el 86,6 por 100, según las estadísticas de 1981, corresponde a prados per- 
manentes; junto con el 7,9 por 100 dedicada a cultivos forrajeros tempo- 
rales, suman un 94,5 por 100 de superficie agraria útil explotada en 
función de la ganadería, cifra suficientemente indicativa de la importancia 
de ésta en el conjunto de la actividad agraria. El prado natural y las 
tierras de cultivo, de excelente calidad media, son especialmente abundan- 
tes en la comarca costera. Los cultivos no forrajeros, en su mayor parte 
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cereales de invierno, trigo, centeno, cebada y avena, son casi exclusivos 
de Campoo. Los terrenos dedicados a huerta, flores y frutales apenas su- 
peran el 1 por 100 de la superficie. Dos características importantes y sig- 
nificativas de la agricultura de Cantabria —del aprovechamiento de su 
superficie agraria útil— son el predominio del régimen de propiedad sobre 
otras fórmulas jurídicas como el arrendamiento y la aparcería, y el re- 
ducido tamaño medio de estas propiedades que, además, alcanzan con 
frecuencia un alto grado de dispersión. Ambos factores, la pequeña di- 
mensión de las parcelas y la dispersión de las que componen una misma 
propiedad, suponen un obstáculo importante para mejorar el rendimiento 
económico de su explotación, en la medida que impiden la mecanización 
del trabajo agrícola, mecanización dificultada, por otra parte, en muchos 
casos, por la pendiente del terreno. 

En 1980, la cabaña ganadera de Cantabria estaba formada en su 74,6 
por 100 por ganado vacuno, lo que representaba el 7,2 por 100 de la 
cabaña nacional de este tipo. La raza predominante es la frisona, que 
alcanzaba el 84,8 por 100 del total de las cabezas de ganado vacuno de la 
Comunidad Autónoma, cuyo aprovechamiento principal es la producción 
de leche, producto al que Cantabria debe el 50 por 100 de su producción 
final agraria, aproximadamente. La raza tudanca, autóctona, tiene en la 
actualidad unos efectivos muy reducidos, geográficamente delimitados a 
las comarcas occidentales. El tamaño medio de las explotaciones ganade- 
ras es pequeño, de unas diez cabezas de ganado, en correspondencia con 
las reducidas parcelas agrícolas. Esto implica también un gran obstáculo 
para mejorar su rendimiento económico por las dificultades que impone a 
la mecanización y a la mejora de las especies y las condiciones sanitarias 
y por los problemas que plantea para una adecuada comercialización. La 
integración en la Comunidad Económica Europea —con un gran exce- 
dente de producción lechera y derivados lácteos de mayor contenido gra- 
so y menor precio que los que se producen en Cantabria— supone un 
importante reto para la ganadería de la región —<que ocupa, como 
hemos dicho, a un elevado porcentaje de su población activa— que 
habrá de transformar profundamente sus estructuras si quiere resultar 
competitiva. 

La orientación fundamental del subsector pesquero está determinada 
por el destino final de sus capturas. Como promedio del período 1975- 
1979, el 45 por 100 de las mismas era dedicado a la fabricación de sub- 
productos, como la harina de pescado; el 36 por 100, al consumo directo, 
y el 19 por 100 restante a salazón y conserva. Esta proporción expresa 
una reorientación del sector, que se ha incrementado en los últimos años, 
desde la industria conservera como mercado prioritario, que tenía como 
base la anchoa, hacia la industria de derivados basada en el jurel y espe- 
cies similares, a causa del agotamiento de los recursos explotados antes 
masivamente. La flota cántabra está compuesta principalmente por barcos 
de tonelaje medio, entre 50 y 100 toneladas, para la pesca de cerco que, 
en 1985, sumaban un registro total de 5.453 toneladas, aunque también 
hay una presencia significativa de barcos de volumen superior a las 
100 toneladas, que alcanzan un registro total de 2.745 toneladas. La acti- 
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vidad pesquera se concentra especialmente en los puertos de Santoña y 
Santander, donde se desembarca aproximadamente el 60 por 100 de las 
capturas. 

Sector secundario. El actual modelo industrial de Cantabria tiene, en 
algunos aspectos, las características opuestas del modelo agrícola y gana- 
dero de la región; si éste se distinguía, como hemos visto, por el predo- 
minio absoluto de las pequeñas propiedades y explotaciones, la industria 
cántabra, por el contrario, aparece fuertemente concentrada en torno a 
algunas grandes empresas, con gran volumen de producción y empleo. 
Según el censo industrial de España de 1978, por ejemplo, 19 grandes 
empresas, de más de 500 trabajadores, daban trabajo al 42,2 por 100 
de la población industrial de Cantabria. Un grado de concentración mu- 
cho mayor que el nacional ya que en el conjunto del Estado, la po- 
blación industrial empleada en este tipo de establecimientos era sólo del 
24,2 por 100. 


CUADRO 7.—Producción, por grupos industriales. Cantabria, 1979 
Valor Añadido Bruto y Valor Total de la Producción 
(en millones de pesetas) 


Porcentajes 


Transformados metálicos ......... 26,3 
(Construc AA Ed 10,4 
Industrias QUÍMICAS ............... 20,7 
Alimentación, bebida y tabaco ... 16,7 
Industrias metálicas básicas ....... RO 
IT 0 MA 27 
Cerámica, vidrio y cemento ...... 0 
Papel y artes gralicas . o... oooodon: 2,6 
Agua, pas y electricidad .......... 1,6 

2,0 


Madera y Coca to aa 
Cuero, vestido y calzado ......... 
Industriasttextiles o io cla 


Pcia > 


FUENTE: Banco de Bilbao, Renta Nacional de España. 


Los sectores fundamentales de la industria de Cantabria, por orden de 
importancia del valor añadido bruto industrial, son el de transformados 
metálicos, construcción, químico, alimentación, bebida y tabaco e indus- 
trias metálicas básicas; por el valor total de la producción, sin embargo, 
la construcción figura detrás de los otros grupos indicados. Otros sectores 
presentes en la economía regional, aunque de menor importancia, son 
minería y petróleo, cerámica, vidrio y cemento, papel y artes gráficas, 
agua, gas y electricidad, madera y corcho, cuero, vestido y calzado, e 
industrias textiles (cuadro 7). Por lo que se refiere a la contribución de 
estos sectores a la producción industrial nacional, figura en primer lugar 
el de industrias metálicas básicas, cuyo VAB es el 3,7 por 100 del VAB 
nacional del sector, seguido de las industrias químicas, minería y petróleo 
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CUADRO 8.—Contribución de los grupos industriales de Cantabria 
al conjunto nacional (Porcentaje de VAB industrial de Cantabria 
en el VAB industrial nacional de cada grupo. 1979) 


Grupo industrial 


Industrias metálicas básicas ..... Construcción oa 12 
Industrias químicas ............. Madera y corcho 1 1,1 
Minería y petróleo .............- Papel y artes gráficas ETA 0,9 
Transformados metálicos ....... Agua, gas y electricidad .... 0,8 
Alimentación, bebidas y tabaco . Industrias textiles .. erre 0,5 
Cerámica, vidrio y Cemento .... Cuero, calzado y vestido ... 0,4 


FUENTE: Situación actual..., vol. 1, pág. 66. 


y transformados metálicos (cuadro 8). Por el valor total de su producción 
industrial, en 1979, Cantabria aportaba el 1,7 por 100 del conjunto nacio- 
nal, figurando en el puesto número 16 entre las provincias españolas. 

La actividad industrial de Cantabria está localizada principalmente en 
cuatro grandes zonas. En primer lugar, la bahía de Santander —que ade- 
más de la capital, comprende los municipios de Camargo y Astillero— 
donde se concentra casi la mitad del empleo industrial de la región; en 
esta área predominan la siderurgia y los derivados metálicos. El valle del 
Besaya, con Torrelavega, Reocín y Los Corrales de Buelna, es la segunda 
zona en importancia con el 30 por 100 del empleo, dedicada al sector 
químico y minero. La totalidad de las industrias metálicas básicas y al- 
gunas de transformados metálicos están radicadas en Reinosa que, con el 
11 por 100 del empleo, es la tercera zona industrial de Cantabria. La 
cuarta y última es la bahía de Santoña que, con-su industria conservera 
da trabajo al 7,3 por 100 de la población industrial de la región. La in- 
dustria láctea y de derivados está localizada en.zonas rurales, al margen 
de estas relativamente grandes concentraciones industriales. 

La crisis industrial de los últimos años ha afectado a Cantabria de 
forma particularmente grave, dada la importancia de este sector en su 
economía y la orientación preferente de sus industrias siderúrgica y 
química hacia productos básicos, que han sido los más afectados, junto 
con la minería. El valle del Besaya y Reinosa son las zonas donde la crisis, 
con la consiguiente pérdida de puestos de trabajo, se ha hecho notar de 
forma más intensa, dada su especialización en los campos indicados. 

Sector terciario. Como ya he dicho, en 1981, este sector aportaba el 
53,7 por 100 del producto interior bruto de Cantabria y su contribución al 
total del sector nacional era del 1,22 por 100, una contribución relativa- 
mente menor que la de los otros dos sectores. Por orden de importancia, 
que coincide a escala regional y nacional, los principales grupos de acti- 
vidades que componen este sector son comercio, enseñanza y sanidad, 
transportes y comunicaciones, administración pública y defensa, propiedad 
de viviendas, ahorro, banca y seguros, y hostelería (cuadro 9). 

El comercio supone, aproximadamente, el 20 por 100 de la producción 
del sector. Cabe distinguir la actividad comercial que se desarrolla a través 
del puerto de Santander, del comercio interior de la Comunidad. El 
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puerto de Santander es el único, de los ocho con que cuenta la región, 
que en la actualidad realiza un tráfico de mercancias y de pasajeros, ade- 
más de la pesca común a todos. Como tendremos ocasión de ver en el 
apartado dedicado a la historia regional, el puerto ha sido el factor más 
importante en el desarrollo económico contemporáneo de Cantabria. Sin 
embargo, su papel en la economía regional es, en la actualidad, muy se- 
cundario; aparece, ha escrito J. ORTEGA VALCÁRCEL, «como un puerto 
regional cuya base, modesta y limitada, es la industria y la demanda re- 
gional». El tráfico de cabotaje, como ocurre en los demás puertos espa- 
ñoles, tiene una importancia menor que el comercio exterior en el que las 
importaciones, especialmente de productos vegetales como el maíz, la soja 
o el café, predominan sobre las exportaciones de productos y desechos 
industriales. Para su función actual el puerto está excelentemente dotado 
y aunque algunos confían en la recuperación de su importancia económica, 
las dificultades de comunicación de la región y la pobreza del hinterland 
del puerto, parecen obstáculos importantes para la misma. El tráfico de 
pasajeros, recuperado recientemente en cantidades modestas, éstá en re- 
lación con una línea de ferrys con Gran Bretaña. Por lo que se refiere al 
comercio interior, el comercio minorista está caracterizado por una proli- 
feración excesiva de establecimientos, en relación con la demanda regio- 
nal, de pequeñas dimensiones que, en muchos casos, no sobrepasan la 
unidad familiar. 

La relevancia de la actividad turística no queda recogida, en absoluto, 
en la cuantía de la partida Hostelería y similares. En primer lugar, porque 
hay otros aspectos, además de la oferta de residencia, que se benefician 
de la presencia turística, y, en segundo lugar, porque incluso la residencia 
no se realiza, según estimaciones realistas, más que en un 33 por 100 en 
establecimientos hoteleros y similares, oficialmente registrados. La mayor 
parte de los visitantes de la región se alojan en casas privadas, en apar- 
tamentos y casas de alquiler o en viviendas propias que constituyen su 
segunda residencia. En 1985, se calculaba en 50.000 millones los ingresos 
reportados a la región por el turismo. En la actualidad existe una gran 
confianza en las posibilidades futuras de esta actividad en Cantabria, aun- 


CUADRO 9.—Contribución del sector terciario al producto interior bruto 
Cantabria. España. 1981 (en millones de pesetas corrientes) 


Porcentajes 


Transportes y comunicaciones.. 1 Pa E! 11,4 
Comercio Ha. caflao AED 20,6 
Ahorro, banca y seguros ...... 881.625 8,9 
Propiedad de viviendas ....... 897.501 9,0 
Admón. pública y defensa .... 1.103.116 11,0 
Enseñanza y sanidad .......... 1.291.163 13,0 
Hostelería y similares ......... 833.010 8,4 
Servicios CIVEISOS nee ocmeoco.» 1.756.096 17,7 


PERERA DAA ANA 121.049 100 9.947.774 


FuENTE: Banco de Bilbao, Renta Nacional de España. Citado en Gran Enciclopedia de Cantabria, vol. MI, pág. 175. 
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que su desarrollo estará en función de la capacidad para crear O potenciar 
alternativas —culturales, ecológicas, de montaña u otras— que sirvan para 
superar la concentración en el litoral y la fuerte estacionalidad de un tu- 
rismo como el actual, basado principalmente en el sol y la playa. 

Las comunicaciones terrestres —carreteras y ferrocarril— en una re- 
gión conocida tradicionalmente como «la Montaña», tienen la importancia, 
y encuentran los obstáculos, que fácilmente se puede imaginar. Está muy 
extendida la opinión de que la falta de una red de comunicaciones terres- 
tres adecuada ha sido, y es, un lastre insuperable para un mayor desarro- 
llo económico de la región. Hasta 1986 no existía en Cantabria un solo 
kilómetro de autovía o autopista. El ferrocarril une Santander con Ma- 
drid, a través de Palencia y Valladolid; la aspiración secular en este te- 
rreno, parece que definitivamente desechada, es la creación de una línea 
Santander-Mediterráneo. El ferrocarril de vía estrecha que recorre la cor- 
nisa cantábrica atraviesa también la región. 

En cuanto a la dotación sanitaria, el estudio Situación actual y pers- 
pectivas de desarrollo de la Comunidad Autónoma de Cantabria, editado 
por la Confederación Española de Cajas de Ahorro, en 1985, expresaba 
«la posición ventajosa de Cantabria en comparación con la media nacio- 
nal», aunque ponía de manifiesto la concentración de los servicios médicos 
en la zona costera, especialmente en la capital donde el Centro Nacional 
Marqués de Valdecilla reunía, en 1980, cerca del 60 por 100 del total de 
camas hospitalarias de la región, por lo que dicha superioridad no es real 
en las demás comarcas de Cantabria. Por lo que se refiere a la enseñanza, 
cabe destacar la creación, en 1972, de la Universidad de Santander, más 
tarde de Cantabria, que inicialmente contó con las Facultades de Ciencias 
y Medicina y la Escuela Técnica Superior de Ingenieros de Caminos, a las 
que posteriormente habrían de añadirse diversas Escuelas Universitarias y 
las Facultades de Filosofía y Letras y Derecho. Santander es, además, 
sede preferente de la Universidad Internacional Menéndez Pelayo. 


4. INSTITUCIONES Y VIDA POLÍTICA 


Cantabria accedió a su autonomía de acuerdo con el procedimiento 
general, establecido por el artículo 143 de la Constitución española de 
1978. Según este artículo, «las provincias singulares con entidad regional 
histórica» podían constituirse en Comunidades Autónomas si tal decisión 
fuese acordada por mayoría de la Diputación provincial y, al menos, por 
dos terceras partes de sus municipios, siempre que la población de éstos 
comprendiese más de la mitad del censo electoral, en un plazo de seis 
meses a partir del primer acuerdo de las Corporaciones locales. En Can- 
tabria, el proceso fue iniciado por el Ayuntamiento de Cabezón de la Sal 
al aprobar, el 30 de abril de 1979, la propuesta autonómica y, tras el 
pronunciamiento a favor del número necesario de ayuntamientos, culminó 
con su aprobación unánime por la Diputación provincial, el 22 de junio 
del mismo año. 

Para la redacción del Estatuto de Autonomía se siguió también la vía 
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general, marcada por el artículo 146 de la Constitución, según el cual el 
proyecto de Estatuto debía ser elaborado por una Asamblea compuesta 
por los diputados provinciales y los diputados a Cortes y senadores elegi- 
dos por la provincia, y remitido a las Cortes para su tramitación y apro- 
bación como ley Orgánica. En el caso de Cantabria, la Asamblea Mixta 
de diputados provinciales y parlamentarios aprobó el proyecto del Esta- 
tuto el 2 de junio de 1980, sobre la base del trabajo de una ponencia 
compuesta por seis miembros de UCD, tres del PSOE y uno del PRC 
(Partido Regionalista de Cantabria). En la tramitación del proyecto en el 
Congreso, fue presentada una enmienda a la totalidad por el Grupo Par- 
lamentario de Coalición Democrática, defendida por Manuel Fraga en el 
seno de la comisión constitucional, en la que se cuestionaba la entidad 
regional histórica de Cantabria, que fue rechazada por 24 votos contra 
uno. Después de su discusión en el Congreso y el Senado, el Estatuto de 
Autonomía de Cantabria fue aprobado el 15 de diciembre de 1981, siendo 
ratificado por Su Majestad el rey el 30 de diciembre en Baqueira Beret. 

En el Estatuto queda definida Cantabria como entidad autónoma com- 
puesta por los 102 municipios que formaban la anterior provincia de San- 
tander, provincia que, por disposición final del Estatuto, también cambia 
su nombre por el de Cantabria. El Estatuto consta de 58 artículos, distri- 
buidos en 6 títulos, además de diversas disposiciones adicionales y transi- 
torias. En su preámbulo se establece la ciudad de Santander como sede 
de la Diputación regional y se adopta como bandera propia de Cantabria 
«la formada por dos franjas horizontales de igual anchura, blanca la su- 
perior y roja la inferior». El título primero trata de la Diputación regional 
que es el órgano para el autogobierno de Cantabria, integrada por la 
Asamblea regional, el Consejo de gobierno y el presidente. La Asamblea 
es el órgano legislativo, al que compete controlar e impulsar al Consejo; 
el número de sus miembros queda fijado entre treinta y cinco y cuarenta 
y cinco, elegidos por sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, de 
acuerdo con un sistema proporcional. El Consejo de gobierno ha de dar 
cuenta de su gestión a la Asamblea, con cuya confianza debe contar. El 
presidente del Consejo lo es también de la Diputación y ostenta su más 
alta representación, además de la ordinaria del Estado en la Comunidad. 
Los siguientes títulos del Estatuto tratan de las competencias de la Co- 
munidad Autónoma, su régimen jurídico y de lo referente a la Adminis- 
tración de Justicia y la Economía y Hacienda de la misma. El sexto y 
último recoge el procedimiento para la reforma del Estatuto y contempla 
la posibilidad de que la Comunidad acuerde su incorporación a «otra li- 
mítrofe, a la que le unen lazos históricos y culturales». 

La autonomía, asentada sobre la conciencia del carácter específico de 
la región, es hoy un fenómeno plenamente asumido y parece que irrever- 
sible. La opinión en favor de la misma en los inicios de la transición 
española no era, sin embargo, unánime ni especialmente poderosa. To- 
davía en agosto de 1977, la Junta de Parlamentarios de Santander se 
proponía elaborar un Estatuto de Autonomía «si ese fuera el sentir ma- 
yoritario de nuestro pueblo». La provincia de Santander se había adaptado 
sin problemas al régimen liberal durante el siglo xIx, integrada en la re- 
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gión administrativa de Castilla la Vieja. El carlismo tuvo escaso apoyo a 
la región, quizá por el peso en la misma de la nueva burguesía e la 
capital, de carácter liberal, y por la inexistencia de instituciones particu- 
lares dentro del Estado del Antiguo Régimen. A fines del siglo AI En 
el marco del despertar de las nacionalidades del Estado español, tuvo lu- 
gar un movimiento regionalista, apenas dotado de contenido político, que 
a lo sumo defendía la vigencia de algunas costumbres tradicionales. Un 
texto de José MARÍA PEREDA, su máximo exponente literario, en Peñas 
arriba (1895) es sumamente expresivo del carácter de este regionalismo. 
«Yo le diría al Estado desde aquí: “Tómate en el concepto que más te 
plazca, lo que en buena y estricta justicia te debemos de nuestra pobreza 
para levantar las cargas comunes de la Patria; pero déjanos lo demás para 
hacer de ello lo que mejor nos parezca; déjanos nuestros bienes comuna- 
les, nuestras sabias ordenanzas, nuestros tradicionales y libres concejos; 
en fin (y diciendo a la moda del día): nuestra autonomía provincial y 
Cristo con todos.”» Durante las primeras décadas del siglo xx, hubo una 
defensa explícita de los intereses de la Montaña, desde diversas instancias, 
pero sin plantearse la necesidad de instituciones políticas propias. El par- 
tido republicano federal redactó un Estatuto del Estado Cántabro Caste- 
llano, no delimitado geográficamente, que fue presentado en la 
Diputación en 1936, quedando paralizada su tramitación por la guerra ci- 
vil. Durante el franquismo no se produjo ninguna manifestación de algo 
parecido a una reivindicación autonomista. 

Para la consecución de la autonomía fue positiva la labor llevada a 
cabo por la Asociación para la Defensa de los Intereses de Cantabria, 
ADIC, fundada en 1976, pero, sobre todo, resultó decisivo el pronuncia- 
miento claro en favor de la misma de los políticos regionales durante el 
período 1978-1980. Tanto la UCD, partido mayoritario, como el PSOE se 
manifestaron abiertamente en favor de la autonomía en sus primeros Con- 
gresos regionales, que tuvieron lugar en 1978, logrando vencer las reticen- 
cias del poder central a la concesión de autonomía a una provincia singu- 
lar, y superar la dificultad de haber sido incluida inicialmente Cantabria 
en la región de Castilla-León. En el seno de la UCD, no obstante, hubo 
un movimiento contrario que llevó a algunos de sus miembros a participar 
en la creación de una Asociación de Cantabria en Castilla, ACECA, cuya 
opinión no prevaleció. 

Los partidos que han obtenido representación parlamentaria desde la 
celebración de las primeras elecciones en 1977, han sido UCD, AP (Coa- 
lición Popular), y PSOE. UCD consiguió la mayoría en 1977 y 1979, y 
PSOE en 1982 y 1986. En las primeras elecciones para la Asamblea regio- 
nal, celebradas en 1983, Coalición Popular obtuvo mayoría absoluta, lo- 
grando también representación PSOE y el Partido Regionalista de 
Cantabria, PRC. En las celebradas en 1987, la victoria fue también para 
AP, aunque perdió la mayoría absoluta; en esta ocasión, además de los 
socialistas y los regionalistas, obtuvieron representación los centristas de 
CDS. También los partidos del centro y la derecha han controlado el 
Ayuntamiento de Santander desde el inicio del período democrático. To- 
rrelavega y Camargo, por el contrario, han tenido alcalde socialista. 
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5. HISTORIA 


El término cántabro, según JOAQUÍN GONZÁLEZ ECHEGARAY, deriva 
de la raíz «cant», al parecer de origen ligur, y quiere decir «pueblo que 
habita en las peñas» o «montañés». Las dos denominaciones históricas de 
la región, Cantabria y la Montaña, vendrían así a significar lo mismo. Los 
primeros testimonios escritos en relación con Cantabria, romanos, del si- 
glo 11 a. de C., hacen referencia a un espacio y un pueblo específicos. Su 
localización exacta ha sido objeto de polémica desde el siglo xvI; aunque 
no cerrada definitivamente, hoy es mayoritaria la opinión expresada por 
el autor antes citado: «Cantabria era fundamentalmente lo que hoy se 
entiende por esta región, si bien rebasando algo sus límites, ya que incor- 
poraba por el Oeste la actual zona asturiana de más acá del Sella, una 
pequeña parte de la montaña de León, con Riaño, Crémenes y Cistierna; 
por el Sur, la parte más alta de Palencia con Guardo y Cervera de Pi- 
suerga, la franja colindante de Burgos con la provincia de Cantabria, in- 
cluyendo Valdelucio, Bricia, Valdebezana, Valdeporres, Sotoscueva, 
Espinosa y Montija. Por el Este, la zona de Castro-Urdiales debió de 
quedar fuera de Cantabria e integrada dentro del territorio del pueblo afín 
de los Autrigones» (mapa 2). 

Los orígenes. Fue precisamente en sus orígenes prehistóricos cuando 
se produjo la que quizá sea, hasta la fecha, la principal contribución de 
Cantabria a la historia universal: las pinturas de las cuevas de Altamira. 


muy culta y aficionada a los buenos estudios», diría de él MARCELINO 
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MENÉNDEZ PELAYO, exponente del nivel cultural alcanzado por Santan- 
der en la segunda mitad del siglo XIx—, a quien abundantes lecturas y la 
visita a la Exposición Universal de París de 1878, dieron la capacidad para 
comprender la importancia del hallazgo —que, en realidad, fue hecho por 
su hija María— y exponerlo por escrito al año siguiente. La datación pre- 
histórica de las pinturas, tal como proponía Sautuola, no fue aceptada 
hasta 1902 por la comunidad científica, dominada en las últimas décadas 
del siglo pasado por una interpretación simplista del evolucionismo, que 
no consideraba que las cotas de sensibilidad y capacidad estética manifes- 
tadas en la gran bóveda de los bisontes, fueran posibles en el hombre 
«primitivo». 

Altamira, situada en el municipio de Santillana del Mar, aunque ex- 
cepcional por su calidad, no es, en absoluto, un caso aislado, ya que los 
testimonios prehistóricos son muy abundantes en la región. De acuer- 
do con los restos encontrados, el primer poblamiento de Cantabria tuvo 
lugar en la fase final del último período interglacial Riss-Wurm, 120000- 
95000 a. de C., una fecha bastante tardía- en relación con el poblamiento 
del Sur y el centro peninsulares. No se han encontrado hasta la fecha 
restos antropológicos en Cantabria, pero se supone que fue realizado por 
el homo sapiens de Neanderthal, que también habría de vivir en la región 
durante el Paleolítico medio 95000-32000 a. de C., caracterizado por el 
complejo cultural musteriense, durante el cual se abandonaron los anterio- 
res asentamientos al aire libre y comenzó la ocupación de cuevas. La ma- 
yor parte de los restos correspondientes al Paleolítico inferior se han 
encontrado en la costa, especialmente entre Cuchía y Ribamontán, quizá 
porque en esta zona próxima a la capital se ha efectuado una investigación 
más intensa, y en la cueva de El Castillo (Puente Viesgo), en las excava- 
ciones realizadas a principios de siglo bajo la dirección de H. Obermaier. 
Las estaciones de El Pendo (Escobedo de Camargo), La Flecha (Puente 
Viesgo), Cueva Morín (Villanueva de Villaescusa), y El Castillo (Puente 
Viesgo) son las más importantes del complejo musteriense. 

No obstante, los testimonios más importantes corresponden al Paleolí- 
tico superior, que se desarrolló en la segunda parte de la glaciación, 
32000-8000 a. de C., y en el que ya vive el homo sapiens. El descenso de 
nivel de las nieves perpetuas vino a hacer más difícilmente franqueable la 
cadena formada por el macizo asturiano, la cordillera Cantábrica y las 
montañas del País Vasco, delimitando la franja costera como única zona 
habitable. Las comunicaciones a lo largo de la misma dieron lugar a una 
comunidad de características económicas y culturales semejantes, que co- 
nocemos a través de una serie de yacimientos que, sin solución de conti- 
nuidad, se extienden desde la cuenca del Nalón, en el sector central de 
Asturias, hasta el Suroeste francés, para la que se ha acuñado el término 
«Paleolítico superior cantábrico». J. A. MOURE ROMANILLO ha conside- 
rado como elementos comunes de los complejos industriales de este período 
el empleo de la técnica laminar, la creciente especialización en la caza, el 
desarrollo de la industria de hueso o asta y, sobre todo, el arte tanto mueble 
como rupestre que alcanzó sus máximas cotas de calidad en el período mag- 
daleniense, al que corresponden las citadas pinturas de Altamira. 
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Las últimas etapas de las sociedades de cazadores-recolectores tuvieron 
lugar en los aproximadamente cuatro mil años que transcurrieron desde el 
fin de la última fase glaciar hasta la aparición de los primeros productores 
de alimentos, hacia el 3500 a. de C., que reciben el nombre de Epipaleo- 
lítico. El mejoramiento del clima con sus consiguientes repercusiones en 
la vegetación —proliferación de las especies arbóreas— y en la fauna 
—desaparición de especies como el bisonte o el reno— fue acompañado 
por cambios económicos y culturales, entre los que se han destacado una 
mayor diversificación en el aprovechamiento de los recursos, especial- 
mente los marinos —peces y moluscos— en el período Asturiense, la 
desaparición del arte parietal, una considerable reducción tanto de la in- 
dustria Ósea como de la variedad y complicación de los útiles, y una ten- 
dencia más acusada al microlitismo. 

El Neolítico, caracterizado por una sociedad productora de alimentos 
gracias a la agricultura y la ganadería, es un fenómeno tardío en la región, 
lo mismo que en toda la cornisa cantábrica. Algunos restos de cerámica 
permiten suponer la existencia de relaciones entre las poblaciones epipa- 
leolíticas y Otras ya neolitizadas de la Meseta. La penetración de los nue- 
vos modos económicos —que convivirían durante largo tiempo con los 
antiguos— parece relacionada con la presencia de grupos de pastores, per- 
tenecientes a la cultura megalítica que, procedentes del norte de Portugal, 
fueron ocupando las estribaciones montañosas hasta los Pirineos. Los ha- 
llazgos correspondientes a la Edad del Bronce, 1800-800/700 a. de C., no 
permiten establecer una vinculación precisa entre las poblaciones asenta- 
das en Cantabria y las diversas culturas existentes en la Península durante 
este período, aunque son claras las relaciones con la Meseta, salvo al final 
del mismo en el que es evidente la conexión con el «Bronce atlántico». 

Es en la transición de la Edad del Bronce a la del Hierro, hacia el 
700 a. de C., cuando, al parecer, debido a los movimientos de población ini- 
ciados en Centroeuropa, tiene lugar la penetración en la Península de 
los llamados tradicionalmente pueblos celtas que, junto con la población 
preexistente en nuestra región, dieron lugar al pueblo cántabro. No se ha 
encontrado ninguna documentación arqueológica correspondiente al Hie- 
rro 1, 700-400 a. de C., aunque se supone que estos primeros cántabros, 
propiamente dichos, estarían relacionados con la cultura Hallstatt de ori- 
gen centroeuropeo. El pueblo que encontraron los romanos era el corres- 
pondiente a la cultura posthállstica de la Edad del Hierro II. 

Cantabria antigua. Los cántabros, que ocupaban el territorio definido 
anteriormente, estaban divididos en tribus o «gentes», formadas por «gen- 
tilidades» o clanes, que eran la unidad social elemental. Los lazos políticos 
entre las tribus, salvo en caso de guerra, eran muy débiles. Algunas de 
sus características, como un cierto carácter matriarcal, manifestado en la 
preeminencia de la familia de la mujer en cuestiones de propiedad, por 
ejemplo, parecen deberse a la persistencia de elementos culturales previos 
a la invasión indoeuropea. Habitaban en «castros», poblados edificados en 
alto, de los que quedan importantes testimonios en la comarca de Cam- 
poo, como monte Cildá, monte Bernorio y Peña Amaya. Su economía era 
de subsistencia, basada en una agricultura y ganadería elementales. Los 
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restos de su cultura material, cuchillos afalcados, placas de cinturón o 
vainas, entre otros, no presentan diferencias respecto a los de las pobla- 
ciones de la Meseta, aunque también son claras sus relaciones con otros 
pueblos celtas del Atlántico. Se supone que poseían embarcaciones rudi- 
mentarias, recubiertas de pieles. Habrían de adquirir reputación por su 
calidad y heroísmo como guerreros, especialmente hábiles con las armas 
cortas, llegando a figurar como mercenarios en diversos bandos. Venera- 
ban a varios dioses, como una diosa madre, o a los de la guerra y la 
tormenta, además de a dioses locales, y también a determinadas fuerzas 
de la naturaleza, como las fuentes y los ríos, y a las cumbres de las mon- 
tañas. Entre sus ceremonias, alcanzó fama entre los romanos la costumbre 
de los guerreros de la tribu de los concanos de beber la sangre de los 
caballos. Practicaban la incineración de los difuntos, excepto los muertos 
en combate que eran dejados para ser destrozados por los buitres, a fin 
de que sus almas llegaran antes al cielo. El suicidio, procurado por un 
veneno obtenido a base de las hojas del tejo, era practicado en circuns- 
tancias adversas tanto por los guerreros como por el resto de la población. 

La región fue, junto con Asturias, la última de la Península en ser 
dominada por los romanos, tras una campaña que recibe el nombre de 
guerras cántabras, dirigida personalmente por Augusto, y que se desarro- 
lló entre el 29 y el 19 a. de C. Los historiadores romanos justificaron la 
ofensiva por la necesidad de defender a los pueblos limítrofes —vacceos, 
turmogos y autrigones— ya sometidos, de las incursiones y ataques de los 
cántabros, pueblo del que destacan sus características de bárbaro, salvaje 
y cruel. No serían éstas, sin embargo, las únicas razones, sino también la 
conveniencia de los romanos, manifestada en todas sus conquistas, de ex- 
tender los límites de las zonas ocupadas hasta las fronteras naturales, en 
este caso, el mar; la posesión de los yacimientos de hierro y plomo exis- 
tentes en Cantabria, y, por último, el interés: personal de Augusto de 
aumentar su prestigio mediante una campaña victoriosa. 

Tras la conquista, la romanización de Cantabria fue muy superficial, 
limitada casi exclusivamente al ámbito de las ciudades que crearon, entre 
las que destaca Julióbriga, cuyos restos han sido localizados en Retortillo, 
a 5 kilómetros de Reinosa. La penetración cultural en los valles y mon- 
tañas fue muy reducida, como puede comprobarse por la pervivencia de 
nombres, costumbres y dioses propios. No obstante, fueron construidas 
calzadas, especialmente dos ejes principales que casi coinciden con las ac- 
tuales carreteras Palencia-Santander, que en la época romana terminaba 
en Portus Blendium (Suances), y Bilbao-Oviedo, a lo largo de la zona 
costera. Fenómenos de carácter general como la decadencia de la vida 
urbana, desde principios del siglo 111, o la crisis económica de esta centuria 
y la siguiente, también afectaron a la región que, a partir del 409 d. de 
C., con la desaparición del poder romano de la Península, recobró su 
independencia. Esta habría de durar hasta el 574 en que Leovigildo exten- 
dió la dominación visigoda a toda la anterior Hispania romana, creando 
el ducado de Cantabria, unidad administrativa que comprendería la re- 
gión, aunque su localización precisa es desconocida, porque desde el final 
de la época romana tiene lugar un proceso de progresiva indeterminación 
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del nombre de Cantabria, como denominación de un espacio dotado de 
personalidad específica, que culminará con su desaparición en la Edad 
Media. Nombre que, como se sabe, no ha sido recuperado plenamente 
hasta fecha reciente, aunque fuera usado en los siglos XVIII, y XIX. 

La Edad Media. La Cantabria actual aparece durante la Edad Media 
dividida en seis comarcas: Asturias de Santillana, Liébana, Campoo, Val- 
derredible, Trasmiera y una sexta, el área entre el Asón y Ontón, que a 
veces se denomina Merindad de Vecio. 

JÓSE ÁNGEL GARCÍA DE CORTÁZAR ha señalado cuatro etapas signi- 
ficativas en la evolución de estos seis espacios entre los siglos V y XVI. 
1. La introducción y aclimatación del cristianismo y otras pautas acultura- 
doras de signo mediterráneo (siglos VI a X). 2. La implantación de estruc- 
turas feudales a través del nacimiento y consolidación de los señoríos mo- 
násticos, verdaderos protagonistas de la organización social del espacio 
(siglos xI y XII). 3. La diversificación de la actividad económica y de la 
estructura social, factor y resultado de la creación de las villas, fenómeno 
apendicular de la dinámica de desarrollo del reino de Castilla (siglo XIII y 
primera mitad del xIv). Y 4. La consolidación de la nobleza laica regional 
en la obtención y disfrute de rentas, en competencia con los antiguos be- 
neficiarios (monasterios, villas), estimuladora de la señorialización del te- 
rritorio, caldo de cultivo de los conflictos sociales (segunda mitad del si- 
glo XIV y siglo XV). 

Los principales agentes de lo que GARCÍA DE CORTÁZAR llama pautas 
aculturadoras de signo mediterráneo fueron, en un primer momento, ere- 
mitas, que se establecieron principalmente en el alto valle del Ebro, y, a 
partir de mediados del siglo vi, grupos de emigrantes procedentes de la 
meseta del Duero. Además del cristianismo y el idioma, estos agentes 
promovieron una dedicación económica más intensa, basada en la gana- 
dería extensiva que se tradujo en la disminución del espacio arbóreo y de 
formas de aprovechamiento colectivo de la tierra, en favor del espacio 
agrícola y de formas de explotación individual. También se produjo una 
variación en el modelo de familia, de menor número de componentes a 
partir de entonces. Las comarcas de Liébana, Campoo y Valderredible 
fueron las más receptivas a la nueva cultura que, en los Beatos y en la 
iglesia de Santa María de Lebeña, nos ha dejado manifestaciones de ex- 
traordinaria calidad. 

El inicio, a mediados del siglo Ix, de una corriente emigratoria hacia 
la Meseta, que se prolongaría durante siglos, y la implantación y consoli- 
dación de estructuras feudales, son los dos fenómenos más importantes de 
la segunda etapa. En el origen de estas estructuras, GARCÍA DE CORTÁ- 
ZAR señala dos componentes fundamentales: la herencia de aguda diferen- 
ciación social y de disolución, en beneficio de un grupo restringido de 
familias poderosas, de las competencias antiguamente atribuidas al poder 
público, legada por los inmigrantes del siglo vn, y la doctrina, posterior, 
que consideraba superiores las funciones de rezar y luchar sobre la de 
trabajar. Los principales señoríos que se constituyeron fueron de carácter 
eclesiástico, destacando los monasterios de Santo Toribio de Liébana, 
Santa María de Piasca y Santa María del Puerto y la abadía de Santa 
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Juliana de las Asturias (Santillana del Mar), de impresionante arquitectura 
románica, que también promovieron determinadas dedicaciones económl- 
cas con los consiguientes circuitos comerciales. Tanto desde el punto de 
vista civil como religioso, a partir de mediados del siglo XI, las institucio- 
nes regionales serán dependientes de otras situadas fuera de la región 
—reinos de León y Castilla, obispados de Burgos y León, monasterios de 
Oña, Sahagún y Santa María de Nájera—, dando comienzo a lo que GAR- 
CÍA DE CORTÁZAR considera uno de los rasgos históricos más permanentes 
de Cantabria: la excentricidad con relación a los centros de toma de de- 
cisiones que le afectan. l 

La aparición y desarrollo de las villas, dotadas de un estatuto socio- 
político propio, el fuero, a partir del último tercio del siglo XII, al contra- 
rio de lo que ocurrió en las limítrofes Vizcaya y Asturias, tuvo lugar en 
un lapso relativamente corto de tiempo, cincuenta años, fue protagonizado 
por un solo rey, Alfonso VIII, y afectó a un pequeño número de pobla- 
ciones, ya existentes antes de la concesión del fuero: Castro-Urdiales, San- 
tander, Laredo, Santillana y San Vicente de la Barquera. Todo ello es 
indicativo de que para entonces ya se había producido una organización 
del espacio de Cantabria sin intervención del poder real. La aparición de 
estas villas debe ser interpretada no tanto como consecuencia del creci- 
miento de la región, sino de las necesidades de enclaves marítimos por 
parte del reino de Castilla y de las conveniencias políticas del monarca. 
Como ha indicado CARMEN DÍEZ HERRERA, las villas de la costa se con- 
virtieron en los núcleos más dinámicos de la sociedad regional, consa- 
grando la zona costera como la zona privilegiada del poblamiento de 
Cantabria. Su desarrollo estuvo en función de la combinación de las acti- 
vidades marítimas que estaban en la base de su economía: la construcción 
naval, la pesca y el comercio, actividades en las que alcanzaron una re- 
conocida relevancia. 

Durante el siglo XIv, las cuatro villas de la costa trataron de aumentar 
los beneficios de sus actividades mercantiles mediante la obtención de pri- 
vilegios, al mismo tiempo que buscaron nuevas fuentes de ingresos con el 
control de las tierras adyacentes. Este expansionismo urbano, en busca de 
la seguridad otorgada por los bienes raíces, chocó lógicamente con los 
intereses de los poderosos grupos familiares rurales, que se venían for- 
mando desde el siglo XIII, tras la decadencia de los dominios monásticos, 
mediante la apropiación de los bienes comunales y la sistemática presión 
sobre los demás miembros de la comunidad. Surge así un modelo social 
claramente oligárquico —de predominio de unos pocos sobre la mayoría— 
que será reforzado, paradójicamente, por un proceso paralelo, el de la 
expansión de los recursos y funciones de la monarquía centralizadora. En 
efecto, en lugar de los resultados igualitarios que este proceso debería 
haber tenido, reforzó el poder de la oligarquía al ceder los monarcas, 
especialmente los Trastámara, algunas de sus funciones y recursos, como 
la capacidad de ejercer justicia o de cobrar impuestos indirectos, a los 
grandes linajes que habían apoyado sus pretensiones dinásticas. Las casas 
de la Vega, los Mendoza y los Velasco fueron los más beneficiados en el 
territorio de Cantabria. De la extensión de su poder y pretensiones, y 
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también de la resistencia que el expansionismo señorial provocó en las 
diversas comunidades, son indicativos la pretensión de Diego Hurtado de 
Mendoza, segundo marqués de Santillana, en 1466, de incorporarse la ciu- 
dad de Santander, y la lucha abierta de los naturales de la ciudad, ayuda- 
dos por los de Castro-Urdiales y Trasmiera, oponiéndose a dicha anexión, 
lo mismo que el «Pleito Viejo» y el «Pleito de los Valles», que afectó a 
nueve de las Asturias de Santillana, resuelto en el siglo XvI contra el 
duque del Infantado, proclamando la condición de realengo de dichos 
valles. 

Siglos XVI y XVII. La organización política del territorio durante estos 
siglos —y hasta 1833— fue compleja y variable, fruto de las luchas entre 
señoríos civiles y comunidades locales y de los diversos intentos del poder 
real de articular el país. Alrededor del 60 por 100 del actual espacio de 
Cantabria fue prácticamente siempre de realengo; ocupaba casi toda la 
comarca costera —excepto Val de San Vicente y el valle bajo del Pas— 
y Campoo, y estuvo integrado en dos grandes corregimientos, el de las 
cuatro villas de la costa y el de Reinosa. Los titulares de los principales 
señoríos fueron el duque del Infantado —en quien confluyeron las casas 
de la Vega y los Mendoza—, el marqués de Aguilar y el duque de Frías, 
procedente de la familia de los Velasco. Los primeros dominaban la parte 
occidental: prácticamente la totalidad de Liébana y grandes zonas de Tu- 
danca e Iguña, mientras que los duques de Frías ejercían su jurisdicción 
en los valles de Ruesga y Soba, en la comarca del Asón. 

Bajo esta estructura, persistió el concejo, de origen altomedieval, 
como institución de gobierno de cada localidad. En el ámbito rural, el 
llamado «concejo abierto» estaba constituido por todos los varones que 
reunían el requisito de vecindad, con casa abierta y hacienda propia; era 
convocado y presidido por oficiales, elegidos anualmente por los mismos 
componentes del concejo; sus atribuciones eran de carácter económico, en 
los asuntos propios del lugar, y jurisdiccional, en materias de escasa enti- 
dad. Los concejos urbanos, por el contrario, eran «concejos restringidos», 
compuestos por quienes ocupaban los cargos del ayuntamiento, controla- 
dos por muy pocas familias. En el caso de las cuatro villas de la costa, las 
cofradias de pescadores, en las que estaba agrupada la mayor parte de la 
población, constituyeron órganos de representación popular, en muchos 
casos enfrentados con los concejos. 

La gran mayoría de la población de la Montaña ostentaba la condición 
de hidalguía, como se sabe, una especie de nobleza de segunda fila, cuyos 
orígenes también eran medievales, que llevaba aparejada una serie de pri- 
vilegios, entre otros, la capacidad para ejercer cargos en la administración 
del Estado, o no poder ser obligados a prestar servicio de armas. Su si- 
tuación económica, sin embargo, era muy precaria en la mayor parte de 
los casos, limitada su propiedad a una pequeña parcela de tierra, llegando 
en ocasiones a la más absoluta pobreza. Al contrario que en otros lugares, 
el ejercicio de oficios artesanales no suponía la pérdida de la condición de 
noble. 

Los siglos XVI y XVI fueron de estancamiento demográfico y econó- 
mico. La población de la región se ha calculado en unos 120.000 en 1500 
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y unos 140.000 a mediados del siglo XVIII. No obstante, las variaciones 
debieron ser importantes como consecuencia de las epidemias, especial- 
mente graves en el siglo XVI; en Santander, por ejemplo, se tiene cono- 
cimiento de cuatro que, en los peores casos, redujeron la población en un 
66 por 100, de unos 3.000 a unos 1.000 habitantes. El cultivo del maíz, 
más adecuado a las condiciones climáticas de la mayor parte del territorio 
que los cereales, se difundió rápidamente a partir del siglo XVI, mejorando 
la economía de subsistencia propia de la región y llegando, incluso, a ser 
objeto de exportación. 

El elemento arquitectónico más característico de la región, la casona 
montañesa, con fachada de piedra y escudo nobiliario, data de este pe- 
ríodo, especialmente del siglo XVII, aunque también se construyeron mu- 
chas en la centuria siguiente. Son una manifestación de riqueza que se ha 
relacionado con las ganancias de los numerosos cargos de la administra- 
ción del Estado procedentes de Cantabria, y de una emigración temporal 
cualificada, sobre todo canteros, tallistas y campaneros, originarios de 
Trasmiera. 

Cantabria contemporánea. Algunos de los rasgos que caracterizan a 
Cantabria en la actualidad, que he analizado anteriormente —la estabili- 
dad demográfica, no afectada por movimientos migratorios, el acusado 
desigual reparto de la población entre sus comarcas, la crisis de su eco- 
nomía industrial, sus instituciones políticas y culturales, por ejemplo— son 
recientísimos, no datando, en algunos casos, sino de la última década. Sin 
embargo, con una visión más amplia, puede hablarse de una Cantabria 
contemporánea, que comparte con la actual elementos significativos fun- 
damentales en contraposición a otras épocas, que comienza a formarse 
a mediados del siglo XvVImI y que cabe dividir en dos grandes etapas: 
1) c. 1750 a 1898, en la que el puerto de Santander va a desempeñar el 
papel dinamizador más importante y en la que.se configura la realidad 
política de la provincia de Santander y 2) de 1898 a nuestros días, carac- 
terizada por un gran crecimiento económico, con una decisiva participa- 
ción de la gran industria, y en la que se ha producido, especialmente en 
los últimos años, un redescubrimiento, tanto desde dentro como desde 
fuera, de su personalidad y su naturaleza. 

1) A mediados del siglo xvVII tuvieron lugar una serie de decisiones 
de los poderes centrales del Estado, de largo alcance para la vida de San- 
tander, en primer lugar, y, en menor medida y distinto grado, para la de 
la región. La primera y más importante fue la de construir el camino de 
Burgos a Santander, por Reinosa —terminado en 1753—, que tenía como 
finalidad desviar el tráfico de las lanas castellanas desde el puerto de Bil- 
bao al santanderino, con objeto de mejorar los ingresos fiscales de la Co- 
rona que, por diversas circunstancias —exenciones y fraude— apenas 
proporcionaba el puerto vasco. En años posteriores, este camino de Bur- 
gos habría de quedar relegado por el camino de Valladolid y Palencia, 
también por Reinosa, que hizo del puerto de Santander la mejor salida 
para el trigo castellano. En 1754, Santander fue constituida como cabeza 
de la diócesis creada con su mismo nombre, y el año siguiente recibió el 
título de ciudad. La decisión de 1765 de habilitar su puerto, junto con 
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otros ocho peninsulares, para el comercio con América fue de enorme 
trascendencia. Por último, la constitución en 1785 del «Consulado de Mar 
y Tierra» de Santander vino a facilitar la gestión de sus propios asuntos 
por parte de la ciudad. 

Primero el tráfico de las lanas y después, y sobre todo, el del trigo y 
las harinas, con el resto de la. Península y con las colonias de Ultramar 
——<on el consiguiente comercio de tornaviaje éste último— fueron un po- 
tente factor de transformación de las zonas recorridas por el camino de 
Castilla y, a partir de 1866, por el ferrocarril —que reforzó este circuito 
comercial—, y de Santander, que pasó «de villa a ciudad», en expresión 
de TOMÁS MARTÍNEZ VARA; una ciudad cosmopolita a mediados del si- 
glo XIx, «la capital marítima del norte de España», según un periódico 
inglés de 1852, que de unos 2.000 habitantes en 1750, había pasado a 
30.202 en 1860, con una poderosa burguesía de base mercantil y finan- 
ciera. En las zonas de influencia del camino, además del empleo en el 
transporte y del estímulo para la actividad agrícola y ganadera, surgieron 
fábricas de harinas e industrias del cuero, vidrio, madera (tonelería) y 
refinado de azúcar. Torrelavega, una pequeña aldea al principio del pro- 
ceso, habría de ser el núcleo urbano más beneficiado. En agudo contraste, 
la mayor parte de la región permaneció al margen de las nuevas corrien- 
tes, sumida durante la mayor parte del siglo xIx, en la tradicional eco- 
nomía de subsistencia. 

Cualquier cambio en los pilares sobre los que se asentaba la prosperi- 
dad santanderina —el trigo castellano y las colonias de Ultramar, ambos 
exteriores a la región y fuera de su control— tenía que afectarla necesa- 
riamente. Así, las variaciones que el ferrocarril introdujo en el mercado 
nacional del trigo —facilitando la integración de otras áreas, además de la 
castellana, hasta entonces predominante, y proporcionando otro medio de 
transporte que la navegación— que, lógicamente, afectaron negativamente 
a la actividad del puerto, y, por supuesto, la pérdida de Cuba y Puerto 
Rico en 1898, que determinó su total declive, porque las compañías san- 
tanderinas, que se resistieron a la incorporación del vapor, no encontraron 
otras bases para su desenvolvimiento. 

La constitución de la provincia de Santander en 1833, dentro de la 
reforma territorial de España de Javier de Burgos, dotó a Cantabria —en 
los mismos límites de la Comunidad Autónoma actual— de unidad admi- 
nistrativa, por primera vez en la historia. La creación de la nueva provin- 
cia puso fin, por otra parte, a una serie de iniciativas tomadas por las 
mismas entidades de la región, a lo largo del siglo XVIII y primera década 
del siglo xIx, con objeto de estrechar sus lazos; así, los fracasados intentos 
de constitución de una «Provincia de Cantabria» en 1727 y 1732, que se 
vieron coronados por el éxito en 1779, al ser aprobada por la Corona una 
entidad con tal nombre —con límites y atribuciones distintos de los de la 
provincia de 1833—, cuyo centro estuvo en la Casa de Juntas de Puente 
San Miguel, o la «Provincia Marítima de Santander», de corta vida, entre 
1801 y 1805. En todos estos intentos es manifiesto el interés de la ciudad 
de Santander por asegurar su preeminencia regional, que al final habría 


de conseguir. 
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2) JÓSE ORTEGA VALCÁRCEL ha señalado recientemente las princi- 
pales características de la historia económica de Cantabria en nuestro si- 
glo, tras la quiebra definitiva del que T. MARTÍNEZ VARA ha llamado 
«sistema mercantil-colonialista». Para ORTEGA VALCÁRCEL, la economía 
y la sociedad de Cantabria han experimentado en los últimos 80 años un 
profundo cambio cualitativo, cuyo principal responsable es la gran indus- 
tria. Frente a otras alternativas, en Cantabria se optó por seguir un mo- 
delo de industrialización semejante al vasco, por cuanto se trataba de 
industrias de primera transformación, basadas en gran parte en recursos 
propios, en dos sectores, el siderúrgico y el químico, y de gran volumen 
por su producción y empleo. Esta vía llevó a un acaparamiento de los 
recursos disponibles —el capital acumulado por el comercio colonial y la 
explotación minera, el trabajo y la tierra— haciendo inviables otras salidas 
en la agricultura, la dedicación turística o un desarrollo industrial más 
diversificado. Fruto de la industrialización ha sido un extraordinario au- 
mento de la riqueza, difícilmente cuantificable, que ha tenido como prin- 
cipales consecuencias la erradicación de la miseria, de «las relaciones 
sociales de dependencia personal, la otra cara de la miseria rural», el fin 
de la secular necesidad de emigrar, y la rápida transformación de «una 
sociedad de jornaleros y renteros en otra de obreros y empleados». Una 
nueva economía y una nueva sociedad, modernas, y también problemáti- 
cas. Tras un período de esplendor con la autarquía de los años cincuenta, 
Cantabria ha sufrido un continuo declive, especialmente acusado con la 
crisis de la última década. ORTEGA VALCÁRCEL señala la semejanza entre 
la situación actual y la de fines del siglo XIX, caracterizadas por la crisis 
del sistema económico predominante —industrial ahora y mercantil colo- 
nialista antes— y por la búsqueda de soluciones nuevas y alternativas an- 
tes abandonadas. 


6. ARTE Y CULTURA 


Cantabria es una región de considerable y variada riqueza artística, 
manifestación de las diversas civilizaciones que se han desarrollado en su 
suelo. Ya he señalado la importancia de las pinturas prehistóricas locali- 
zadas en Cantabria. Por su carácter monumental destacan las cinco gran- 
des estelas encontradas en el valle de Buelna, sobre todo la de Zurita, 
que se consideran obra de la población cántabra prerromana. De la alta 
Edad Media, existen algunas iglesias rupestres en la comarca de Campoo, 
además de varios ejemplos de arquitectura mozárabe entre los que cabe 
mencionar Santa María de Lebeña. La arquitectura románica es muy 
abundante, presentando algunas características específicas; sus mejores 
muestras son las cuatro colegiatas: Santillana del Mar, Castañeda, Cerva- 
tos y San Martín de Elines, y las iglesias de Piasca, Bareyo, Silió y 
Yermo. En la portada y el claustro de Santillana del Mar y en Cervatos 
y en Santa María de Piasca se encuentran además magníficas y originales 
esculturas de este estilo. Las manifestaciones del arte gótico son más es- 
casas; las principales son el claustro y la cripta de la catedral de Santander 


CANTABRIA 263 


y la iglesia de Santa María de Castro-Urdiales, que cuenta también con 
una excelente escultura exenta, la Virgen Blanca. Los monumentos más 
característicos de la época moderna son las casonas y palacios rurales, 
entre ellos el de Elsedo en Pámanes y el de Soñanes en Villacarriedo. En 
el siglo xIX se forma una escuela pictórica montañesa, de carácter regio- 
nalista, en la que figuran Casimiro Sainz, Manuel Salces, Victoriano Po- 
lanco, Fernando Pérez del Camino y Agustín Riancho. Hay distintos 
ejemplos de arquitectura historicista, como las obras de Eladio Laredo en 
Castro-Urdiales, o modernistas, como El Capricho de Gaudí en Comillas. 
Ya en nuestro siglo, Leonardo Rucabado será el principal representante 
del movimiento arquitectónico regionalista que surge, en parte, como 
reacción a edificios como los citados, o el palacio de la Magdalena en 
Santander, considerados procedentes de tradiciones extrañas. María Blan- 
chard y Pancho Cossío son considerados pintores cántabros, lo mismo que 
José Gutiérrez Solana. Por último, Antonio Quirós, Julio de Pablo o Ma- 
nuel Raba, entre otros, son exponente de la variedad de los pintores cán- 
tabros contemporáneos. 

El Museo Regional de Prehistoria y Arqueología, situado en la Dipu- 
tación regional de Santander, fue creado en 1925. Su fundador y primer 
director, hasta su muerte en 1961, fue el investigador Jesús Carballo. En 
el museo se encuentran valiosos materiales procedentes de los yacimientos 
regionales. El Museo de Bellas Artes de Santander, que ocupa el edificio 
contiguo a la Biblioteca Menéndez Pelayo, está dedicado en especial a 
pintores cántabros, aunque también cuenta con otras obras importantes, 
como un retrato de Fernando VII, de Goya. El Museo y Archivo de la 
Diócesis se instalaron en 1969 en Santillana del Mar, en un antiguo con- 
vento dominico del siglo xvI1, donde se ha reunido una parte considerable 
del patrimonio eclesiástico, obras de carácter popular y artesanal en su 
mayor parte. 

Resulta problemático caracterizar como cántabra o montañesa una 
creación literaria, dada la inexistencia de una lengua propia de la región. 
Originarios de Cantabria fueron Garcilaso de la Vega, Lope de Vega y 
Quevedo, entre otros grandes escritores castellanos. En la segunda mitad 
del siglo xIx, se desarrolló lo que se ha llamado «Escuela Montañesa», 
cuya vinculación con la tierra fue más intensa. Entre sus componentes se 
puede destacar a AMÓS DE ESCALANTE y a JOSÉ MARÍA PEREDA que, 
junto con su sentimiento regionalista, adoptaron actitudes claramente tra- 
dicionalistas. BENITO PÉREZ GALDÓS, que se consideraba a sí mismo 
«santanderino de corazón», escribió muchas de sus obras en «San Quin- 
tín», una Casa que hizo construir a la entrada de la península de La Mag- 
dalena. Su amistad con PEKEDA, de quien ideológicamente le separaban 
tantas cosas, es uno de los episodios más notables de la historia de la 
tolerancia en nuestro país. MARCELINO MENÉNDEZ PELAYO, cuya vida 
estuvo íntimamente ligada a Santander, donde nació y murió, es la figura 
intelectual montañesa o cántabra más importante, por la trascendencia na- 
cional de su obra. Dentro de la creación literaria, ya en nuestro siglo, 
destacan MANUEL LLANO y GERARDO DIEGO. 

En Cantabria, o desde la misma, también se han realizado aportacio- 
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nes significativas a otras formas de expresión artística. Por ejemplo, en 
música, la obra de Juan Antonio García de Carrasquedo (1734-1812), pri- 
mer maestro de capilla de la catedral de Santander, del violinista y com- 
positor Jesús de Monasterio (1836-1903), y, ya en el siglo xx, del compo- 
sitor Arturo Dúo Vital y del director de orquesta Ataúlfo Argenta. En la 
creación cinematográfica cabe señalar a Manuel Gutiérrez Aragón. 

En relación, por último, con la cultura popular, Cantabria participa de 
las características comunes de los «pueblos del Norte», como ha señalado 
JuLIO CARO BAROJA, aunque presente algunos rasgos específicos. El mo- 
delo típico de casa montañesa es de planta rectangular, con zaguán abierto 
y balcón sobre el mismo, generalmente orientado al Sur, y cubierta a dos 
aguas. Interiormente, la casa se distribuye en tres plantas de las que la 
planta baja se dedica a cuadra, la intermedia a vivienda y la superior a 
pajar. Está construida en piedra y cubierta por teja árabe. Entre las va- 
riedades comarcales destaca la cabaña pasiega en cuya distribución, origl- 
nariamente, apenas aparecían diferenciadas cuadra y vivienda. 

Algunas leyendas y tradiciones orales hacen referencia a personajes 
mitológicos, procedentes en su mayor parte de la tradición romana, como 
el ojáncano, especie de cíclope de un solo ojo y fuerzas descomunales, 
que habita en las cuevas de las altas montañas, la ojáncana, de carácter 
más sanguinario y cruel, la anjana, una especie de hada buena, el trasgo, 
diablillo juguetón e inofensivo, y el trenti, personificación del viento en el 
bosque. La misma procedencia, aunque hayan recibido una cobertura y 
apariencia cristiana, tienen muchas fiestas características que se celebran 
a lo largo del año: la «bijanera» de principio de año, las «marzas» y las 
de Carnaval y Pascua, las fiestas del solsticio de verano, que coinciden 
con las de San Juan y San Pedro, las de agosto,-con un menor contenido 
pagano, la «magosta» y las de comienzo del invierno, más extendidas en- 
tre los pescadores. 

Se considera como traje típico el utilizado en la primera mitad del si- 
glo xix. Carácter relativamente reciente tienen también el pito y el tam- 
boril, instrumentos considerados hoy como los más representativos de la 
Montaña. El rabel fue introducido en el siglo xvi. Por el contrario, la 
gaita, la dulzaina, la pandereta y las castañuelas tienen una mayor anti- 
gúedad. Entre los bailes destaca la «danza de las lanzas», de carácter gue- 
rrero, conservada en el pueblo de Ruiloba. 

En el Museo Etnográfico de Cantabria, situado en la casa natal de 
Pedro Velarde, héroe de la guerra de Independencia, en Muriedas, se 
muestra una interesante colección de distintas manifestaciones de cultura 
popular montañesa. 
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Provincias: Avila, Burgos, León, Palencia, 
Salamanca, Segovia, Soria, Valladolid y Zamora. 
Superficie: 94.147 km.? 

"Población: 2,54 millones de habitantes. 


CASTILLA Y LEÓN 


La expresión «Castilla y León» se utiliza, en nuestros días, para desig- 
nar a una de las diecisiete comunidades autónomas existentes en España. 
Su génesis se encuentra en la Constitución democrática del año 1978, la 
cual preveía la construcción en España del denominado «Estado de las 
Autonomías», al indicar, en el artículo segundo del título preliminar, que 
dentro de «la indisoluble unidad de la nación española» se reconoce «el 
derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran». 
Ahora bien, a diferencia de otras comunidades, como Cataluña o el País 
Vasco, que tenían detrás de sí una experiencia histórica (ambas habían 
disfrutado en la década de los treinta de este siglo, bajo el gobierno de la 
Segunda República, de estatutos de autonomía propios), la de Castilla y 
León ha surgido ex nihilo, pudiendo decirse, por lo tanto, que su naci- 
miento es un acontecimiento político de recentísima actualidad. 

Una vez aprobada la Constitución de 1978 funcionó en Castilla y León 
un sistema de «preautonomía», al que se puso fin cuando, después de ser 
aprobado el Estatuto de Autonomía de la Comunidad (el 23 de febrero 
de 1983 obtuvo el apoyo del Parlamento; la Ley Orgánica correspondiente 
lleva fecha del día 25 de febrero, y su entrada en vigor tuvo lugar el 2 de 
marzo), se celebraron las primeras elecciones regionales, lo que aconteció 
en mayo de 1983. Retengamos un dato, anecdótico en apariencia, pero 
cuando menos simbólicamente significativo: el Estatuto de la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León fue el último en ser aprobado de los dieci- 
siete elaborados para toda España. Así pues, Castilla, núcleo fundamental 
en la configuración de la nación española («Castilla hizo España», ha- 
bían dicho, desde posiciones divergentes, Ortega y Gasset y Sánchez 
Albornoz), fue la última en ver reconocida su autonomía en un texto 
escrito. 

Castilla y León fue definida como «región ómnibus» en un editorial de 
un prestigioso diario madrileño de los días siguientes a la aprobación de 
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su Estatuto de Autonomía. Por su parte, un político de proyección nacio- 
nal, oriundo de la tierra, dijo que Castilla y León formaba una región 
«mal cosida». Hubo incluso quienes calificaron de «engendro», con indu- 
dable tono despectivo, a la Comunidad de que venimos hablando. Los 
motivos para esas afirmaciones ciertamente no faltaban, al menos en una 
aproximación superficial. El primero de ellos era la propia configuración 
territorial de la Comunidad. Ésta estaba integrada, según el Estatuto de 
Autonomía, por las provincias de Ávila, Burgos, León, Palencia, Sala- 
manca, Soria, Valladolid y Zamora. Segovia, que había abandonado por 
propia iniciativa el marco preautonómico, fue incorporada a la Comunidad 
por el gobierno mediante una Ley Orgánica de 1 de marzo de 1983, ale- 
gando para ello motivos de interés nacional. Por si fuera poco, en el mes 
de junio de 1983 se presentaron dos recursos de inconstitucionalidad, so- 
licitando la exclusión de León y Segovia del ámbito de la Comunidad de 
Castilla y León. El marco territorial sólo quedó definitivamente fijado en 
los últimos meses de 1983, una vez que los recursos antes mencionados 
fueron desestimados por el Tribunal Constitucional. 

La delimitación territorial había planteado problemas. ¿Qué sucedía 
con la identidad histórica o cultural de Castilla y León? Y, planteando la 
cuestión desde otra perspectiva, ¿qué decir de la conciencia colectiva de 
los habitantes de la Comunidad? Daba la impresión de que en la organi- 
zación del «Estado de las Autonomías» se había procedido reconociendo, 
en primer lugar, los derechos de las denominadas nacionalidades históri- 
cas, aceptando, en segundo lugar, la inclusión en el marco autonómico de 
regiones que parecían bien definidas, ya fuera por su historia o por su 
cultura peculiar (pensemos en Andalucía), para, finalmente, distribuir de 
forma más o menos arbitraria y caprichosa «lo que quedaba de España», 
por utilizar la expresión que acuñara Jiménez Losantos. Castilla y León 
pertenecían, por supuesto, a este último grupo. El nombre de la Comu- 
nidad incluye, caso único en España, dos términos histórico-geográficos 
unidos por una conjunción copulativa. Si se trataba de conceder autono- 
mía a las nacionalidades y regiones del Estado, ¿por qué fusionar dos 
regiones en una misma Comunidad? He aquí uno de los interrogantes que 
sin duda se pueden plantear, pero a la vez una cuestión conflictiva que 
afecta a la esencia misma de la Comunidad. Los grupos leonesistas siem- 
pre se opusieron a la fusión castellano-leonesa, por entender que León 
tenía suficiente personalidad para convertirse en una comunidad autónoma 
propia. Pero también desde ciertos sectores castellanistas se cuestionó la 
unidad de Castilla y León. 

Otro problema importante derivaba del alcance que se diera al término 
Castilla. El histórico reino de Castilla, qué duda cabe, desbordaba amplia- 
mente los límites de la actual Comunidad de Castilla y León. ¿No hay 
incluso otra Comunidad Autónoma que se denomina asimismo Castilla (la 
Mancha)? Por otra parte las antiguas provincias de Santander y Logroño, 
hoy Comunidades Autónomas de Cantabria y Rioja, ¿no han estado, en 
lo fundamental, histórica y culturalmente integradas en Castilla? ¿No for- 
maban parte de Castilla la Vieja, según recitábamos de niños en las es- 
cuelas? Todo esto explica que se hayan propuesto las más diversas y aun 
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variopintas soluciones para la configuración territorial de Castilla y León, 
desde la reclamación de la autonomía uniprovincial (caso, por ejemplo, 
de Segovia), hasta la defensa de la denominada «Gran Castilla» (que in- 
cluiría las actuales Comunidades Autónomas de Castilla y León, Canta- 
bria, Rioja, Madrid y Castilla-La Mancha). 

Si nuestra mirada se dirige -al terreno de la cultura difícilmente podre- 
mos admitir la existencia de unos rasgos singulares, y a la vez diferentes 
de los demás, en el ámbito espacial de la Comunidad de Castilla y León. 
Frente a otras comunidades, que reivindican el uso de lenguas propias, 
Castilla y León, solar originario en su día del romance castellano, posee 
como vehículo esencial de comunicación un idioma que no sólo es el ofi- 
cial de España, sino también patrimonio de otros muchos pueblos del uni- 
verso. En cuanto a las manifestaciones culturales, lo mismo las 
consideradas de minorías que las de carácter popular, en modo alguno se 
ajustan a los estrictos límites territoriales de la actual Comunidad. Nada 
resultaría más aberrante que fabricar de la noche a la mañana una su- 
puesta cultura castellano-leonesa. 

Señalaremos, finalmente, la inexistencia de un regionalismo con 
arraigo popular, o cuando menos su escasa consistencia. Las reivindicacio- 
nes autonomistas de los años setenta se reducían, en definitiva, a unos 
grupos de profesionales e intelectuales. Pero en la conciencia colectiva de 
castellanos y leoneses nunca se despertó un fervor popular de signo regio- 
nalista. 

Así las cosas, puede parecer que las críticas lanzadas contra la Comu- 
nidad Autónoma de Castilla y León eran certeras. Estimamos, no obs- 
tante, que la configuración de esta Comunidad no es ni un capricho ni el 
producto de la arbitrariedad. Es evidente que los puntos de partida de la 
Comunidad de Castilla y León nada tienen que ver con los de otros terri- 
torios españoles, en particular con los de las llamadas nacionalidades his- 
tóricas, considerados habitualmente como el paradigma de las rei- 
vindicaciones autonomistas. Pero eso no significa que en la construcción 
de la Comunidad Autónoma de Castilla y León estén ausentes elementos 
objetivos, heredados del pasado unos, producto de los problemas del pre- 
sente otros. 

Hay una indudable racionalidad en la Comunidad Autónoma de Cas- 
tilla y León. Tal es nuestra hipótesis de partida. Para intentar desentra- 
ñarla nada mejor que abordar el análisis de la problemática de Castilla y 
León desde distintas perspectivas. En las páginas que siguen estudiaremos, 
sucesivamente, 

Los fundamentos geográficos, 

El legado histórico, 

La realidad socio-económica, 

Las manifestaciones culturales, 

La actividad política contemporánea. 
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1. Los FUNDAMENTOS GEOGRÁFICOS 


El primer aspecto que destaca de la Comunidad Autónoma de Castilla 
y León, desde el punto de vista de su configuración espacial, es su gran 
extensión. Las nueve provincias que la integran abarcan en total 94.147 
kilómetros cuadrados, lo que significa el 18,6 por 100 del territorio nacio- 
nal. Al fin y al cabo se trata de la Comunidad más extensa de todas las 
españolas. 

Pero es mucho más significativo el aspecto de unidad física que ofrece, 
en su conjunto, el territorio de Castilla y León. Basta ver un mapa físico 
de la península ibérica para darse cuenta de este hecho. Hay sin duda 
comunidades autónomas cuyas señas de identidad son muy firmes, pero 
ninguna posee, por lo que se refiere a sus elementos físicos, una unidad 
tan marcada. Se trata de una amplia plataforma interior, rodeada por un 
cíngulo montañoso, excepción hecha del sector sudoccidental, en donde, 
sin embargo, existe una barrera de naturaleza política, la frontera entre 
España y Portugal. Estamos en presencia de la mitad septentrional de la 
gran meseta central española, o Macizo Central Ibérico. Asimismo son 
frecuentes expresiones como submeseta norte o incluso meseta del Duero, 
debido a ser éste el principal río colector de las aguas que corren por ese 
territorio. 

Lo indicado no supone, ni mucho menos, establecer un postulado de- 
terminista. Ahora bien, esa indiscutible homogeneidad física, que admite 
por supuesto numerosas matizaciones, ha proporcionado unos condicio- 
namientos a la acción humana. La ausencia de barreras en el interior de 
la submeseta norte, en contraste con las murallas, a veces infranqueables, 
que la aislan del exterior, explica que determinados procesos históricos 
desarrollados en su seno tengan un carácter homogéneo, y al mismo 
tiempo se diferencien de los que tenían lugar fuera de ese territorio. Quizá 
el ejemplo más representativo en ese sentido lo constituye la colonización 
de la cuenca del Duero, proceso efectuado entre los siglos IX y XI, y 
sobre el cual volveremos páginas más adelante. 

Pero sigamos con los elementos físicos de la Comunidad de Castilla y 
León, comenzando por referirnos someramente a sus formas de relieve. 
Por de pronto nos encontramos con un rasgo sobresaliente del relieve de 
la meseta septentrional, su elevada altitud. Más de dos terceras partes del 
territorio, correspondientes a la plataforma interior, oscilan entre los 600 
y los 1.000 metros de altitud. Cerca de 30.000 kilómetros cuadrados, por 
otra parte, se sitúan entre los 1.000 y los 2.000 metros, superándose in- 
cluso los 2.000 metros de altitud en algunos picos y cumbres de las cor- 
dilleras que rodean la meseta. Hay también, en sentido contrario, unos 
1.800 kilómetros cuadrados con altitudes comprendidas entre los 600 y los 
200 metros. En los Arribes del Duero, caso sin duda extremo, la altitud 
es inferior a los 200 metros. Pero lo dominante es, sin lugar a dudas, la 
elevada altitud. 

En cuanto a las formas del relieve encontramos en tierras de Castilla 
y León tanto llanuras como montañas, si bien las primeras son predomi- 
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nantes. En efecto, las llanuras no sólo ocupan la mayor parte del territo- 
rio, sino que han sido en el pasado y son en el presente el escenario 
fundamental de la acción del hombre. Más aún, la llanura sin fin se ha 
convertido en el tópico por excelencia del paisaje de la meseta norte, en 
elemento repetido hasta la saciedad por pintores y escritores. Pero no hay 
que olvidar la importancia que tienen las montañas, presentes, de una u 
otra forma, en todas las provincias de la Comunidad, con excepción úni- 
camente de la de Valladolid. 

La plataforma central, que se encuentra ligeramente inclinada hacia el 
oeste, ofrece, desde el punto de vista geológico, un contraste notable en- 
tre la cuenca sedimentaria y el zócalo paleozoico. La cuenca, recubierta 
por materiales del terciario, ocupa la mayor parte del territorio de la Co- 
munidad, en tanto que el zócalo paleozoico aflora en las provincias de 
Salamanca y Zamora. 

En la cuenca sedimentaria las formas de relieve características son los 
páramos y las campiñas. Los páramos aparecen allí donde las calizas, capa 
superior de los depósitos sedimentarios, han sido capaces de resistir a la 
erosión. Los páramos destacan por sus formas planas pudiendo recordarse, 
como típicos, los denominados Montes Torozos. En el sector occidental 
de la cuenca nos encontramos con los llamados páramos de rañas o detrí- 
“ticos, que se diferencian de los anteriores porque la capa que recubre los 
sedimentos no es de calizas, sino de gravas y arenas cuarcíticas. En exten- 
sas zonas de la cuenca la acción erosiva de los ríos ha dado lugar 
a las campiñas. Situadas, lógicamente, a un nivel inferior al de los pára- 
mos, las campiñas presentan también un relieve de llanuras, aunque con 
suaves ondulaciones, pues han sido modeladas sobre materiales blandos 
de tipo arcillo-arenoso. El paisaje de campiñas por excelencia se localiza 
sin duda en la Tierra de Campos. En ocasiones la acción erosiva no ha 
podido impedir que permanezcan restos del antiguo páramo, aunque ais- 
lados. Son los oteros o cerros testigos. En el fondo de los valles fluvia- 
les se encuentran las riberas, que en ocasiones pueden alcanzar gran 
amplitud. 

En la zona sudoccidental de la meseta norte la forma de relieve pe- 
culiar es la penillanura. Se trata de superficies de arrasamiento desarrolla- 
das sobre los materiales del zócalo paleozoico, fundamentalmente granito 
y pizarras, que afloran en esta zona. Hay diferencias apreciables entre 
unas y otras penillanuras (por ejemplo entre la del Aliste, la del Campo 
de Ledesma, granítica típica, o las del sur de Salamanca). En todas ellas, 
no obstante, suelen aparecer relieves residuales, como la sierra de la Cu- 
lebra o la de Tamames. La red fluvial, con frecuencia, se ha visto obligada 
a encajarse, alcanzando su máxima espectacularidad en los Arribes del 
Duero. 

La plataforma central está rodeada de montañas, la cordillera Cantá- 
brica al norte, el sistema Ibérico al este, el Sistema Central al sur y los 
montes Galaico-Leoneses por el noroeste. En agudo contraste con la re- 
lativa simplicidad morfológica de las zonas llanas, las formas del relieve 
del reborde montañoso son de una gran variedad. En las proximidades de 
la orla montañosa aparecen en ocasiones fosas de origen tectónico, de las 
cuales la más conocida es la del Bierzo. 
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La cordillera Cantábrica ofrece un relieve vigoroso, particularmente en 
la zona leonesa de los Picos de Europa. El sistema Ibérico, por el contra- 
rio, se caracteriza por sus cumbres aplanadas, destacando en él la sierra 
de Urbión. En cuanto al sistema Central hay que señalar, como elementos 
sobresalientes, los bloques elevados de Guadarrama y Gredos. El aspecto 
más singular de las montañas Galaico-Leonesas, caracterizadas asimismo 
por sus culminaciones romas, es la existencia en su seno del imponente 
lago de Sanabria, de origen glaciar. En su conjunto este anillo montañoso 
pone serios obstáculos a las comunicaciones de la meseta norte con el 
exterior, las cuales, salvo en el corredor de la Bureba (paso hacia el valle 
del Ebro) o en los Arribes del Duero (enlace con Portugal), deben efec- 
tuarse a través de puertos situados entre los 1.100 y los 1.700 metros de 
altitud. 

¿Qué características presenta el clima en Castilla y León? La dualidad, 
que acabamos de señalar, entre la cuencia central y el reborde montañoso, 
se traduce, lógicamente, en una diversidad climática entre ambas zonas. 
Sin duda es el clima de la cuenca del Duero, o lo que es lo mismo de las 
tierras llanas de Castilla y León, «el que ofrece una mayor singularidad, 
lo mismo por su extensión que por su unidad», según ha puesto de relieve 
recientemente el profesor J. García Fernández '. El clima de la cuenca ha 
sido definido como «mediterráneo continentalizado», siendo sus rasgos 
más significativos el rigor y sobre todo la larga duración de los inviernos, 
la brevedad de los veranos y la escasez de las precipitaciones, práctica- 
mente nulas en la época estival. Estamos en presencia de un clima duro, 
por lo que a las temperaturas se refiere, y poco generoso en cuanto al 
aprovisionamiento de agua. La elevada altitud media de la región, por 
una parte, y el papel de las barreras montañosas del norte y del noroeste, 
por otra, tienen mucho que ver con la existencia de esos rasgos climáti- 
cos, que constituyen, en definitiva, un condicionante físico de carácter 
negativo. 

En las zonas llanas del interior las temperaturas medias anuales oscilan 
entre los 10” y los 12” y las precipitaciones entre los 350 y los 550 milí- 
metros anuales (375 en Valladolid, 407 en Salamanca, 527 en León). En 
estas zonas los inviernos son duros y prolongados (las temperaturas medias 
de enero se sitúan entre los 2” de León y los 4,4” de Zamora), los veranos 
cortos, elevado el número de días con riesgo de heladas (hasta 125 al año) 
y fugaces tanto la primavera como el otoño. 

Ahora bien, esas condiciones climáticas varían a medida que nos acer- 
camos a las áreas de montaña. En éstas se registra un descenso de las 
temperaturas, aunque no de forma significativa, pero sobre todo un incre- 
mento de las precipitaciones, que en una elevada proporción tienen su 
origen en las nevadas. No obstante, hay importantes diferencias entre unas 
zonas montañosas y otras, pudiendo definirse como húmedas la cordillera 
Cantábrica y las montañas Galaico-Leonesas, en contraste con la Ibérica 
y el sistema Central, más secas. 


1 


«El clima en Castilla y León», Ed. Ámbito, Valladolid, 1986, pág. 359. 
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Tales son, en líneas generales, los rasgos básicos del clima de Castilla 
y León. Hay, sin embargo, algunas comarcas, claramente individualizadas, 
que poseen un microclima de caracteres mucho más benignos. Así, en 
Saucelle, en los Arribes del Duero, la temperatura media anual sobrepasa 
los 17”. También el Bierzo es una zona protegida de los rigores invernales. 

Por lo que se refiere a la red hidrográfica la mayor parte del territorio 
de la Comunidad de Castilla y León pertenece a la cuenca del Duero, que 
ocupa en total 78.879 kilómetros cuadrados. De ahí que con frecuencia se 
identifique sin más a la meseta norte con la cuenca del Duero. Estrecha- 
mente dependiente de sus afluentes, el Duero tiene un régimen pluvioni- 
val. La aportación de sus afluentes es de tal magnitud que el caudal del 
río, con 60 metros cúbicos por segundo en los primeros tramos de su 
recorrido, se eleva a 160 metros cúbicos por segundo después de la desem- 
bocadura del Pisuerga, asciende a 360 metros cúbicos por segundo en tie- 
rras zamoranas, una vez recibidas las aguas del Esla, y llega a los 490 
metros cúbicos por segundo en los Arribes, cuando ya ha desaguado en 
él el Tormes. Esas contribuciones de sus afluentes y el deshielo primaveral 
de la nieve acumulada en la orla montañosa explican que el Duero tenga 
un caudal bastante regular y un estiaje mucho menos acusado del que 
cabría suponer por la aridez del verano. En los últimos tramos de su 
recorrido por tierras de Castilla y León se han instalado importantes cen- 
trales hidroeléctricas, que permiten aprovechar los recursos acuíferos de 
la meseta norte. 

El resto del territorio de la Comunidad Autónoma de Castilla y León 
se reparte entre diversas cuencas hidrográficas: el Ebro al nordeste, el 
Tajo al sur (algunos de sus más importantes afluentes, como el Alberche 
o el Tiétar, nacen en la submeseta septentrional), el Sil en el noroeste. 
Asimismo nacen en tierras meseteñas diversos ríos que luego desembocan 
en el Cantábrico, como el Sella o el Cares. Pero esta presencia de otras 
cuencas hidrográficas no amengua el peso decisivo del río Duero, el padre 
Duero de los poetas. 

La cubierta vegetal de Castilla y León responde a las condiciones eco- 
lógicas de la región. Esto explica que predominen las especies xerófilas, 
propias de un medio caracterizado por la aridez. Pero también existe una 
estrecha vinculación entre el paisaje vegetal y la acción humana en el 
transcurso de la historia. Las otrora extensas masas forestales de la meseta 
norte han retrocedido considerablemente, debido fundamentalmente a la 
actividad humana, generadora de un intenso proceso de deforestación. 

El árbol más representativo de la submeseta septentrional es sin lugar 
a dudas la encina, que se adapta fácilmente a la sequía. No obstante, la 
encina tiene hoy una presencia mucho menor en Castilla y León de la que 
alcanzó en épocas pasadas. En las zonas orientales de la cuenca del 
Duero, de temperaturas más rigurosas, la especie predominante es la sa- 
bina albar. Es también muy significativo el pino, localizable básicamente 
en las campiñas arenosas del sur del Duero. Allí se encuentra la Tierra 
de Pinares, en la que aparecen dos variedades fundamentales, el pino ne- 
gral y el albar. La vegetación de las áreas montañosas varía: rebollos, 


robles, hayas, pinos silvestres... 
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Buena parte de la cubierta vegetal de Castilla y León está ocupada por 
formaciones arbustivas o matorrales. Allí aparecen el carrasco, el tomillo, 
la retama, la jara o el brezo. Por lo general suelen ser testigos de la 
antigua pujanza de las formaciones arbóreas que, por diversas razones, 


han ido desapareciendo. 


El asentamiento humano sobre el territorio de la meseta norte, que 
data de tiempos muy remotos, se ha traducido en unas formas concretas 
de poblamiento. Castilla y León han sido en el trancurso de la historia, y 
en cierta medida lo es aún en nuestros días, una región eminentemente 
rural. De ahí que el tipo esencial de asentamiento humano lo constituya 
el pueblo o aldea. Estos núcleos rurales, dispuestos en un poblamiento 
concentrado típico, ofrecen el aspecto de núcleos compactos, con un ca- 
serío apretado, organizado generalmente en torno a la iglesia. Ciertamente 
también hay ejemplos de poblamiento disperso, en las proximidades de 
las grandes ciudades, o de minúsculas aldeas con el caserío laxo, lo que 
acontece en las áreas comarcanas a las montañas del norte y del noroeste. 
Pero lo dominante es el pueblo antes descrito, con una población que 
generalmente oscila entre los 500 y los 1.000 habitantes, al menos en las 
tierras llanas de Castilla y León. Este tipo de poblamiento se asemeja al 
de otras regiones españolas, por ejemplo, la meseta meridional, pero di- 
fiere de ésta por el menor tamaño de sus núcleos de población así como 
por su mayor proximidad. 

Hay asimismo en tierras de la Comunidad de Castilla y León núcleos 
de mayor entidad. Nos referimos a las villas, muchas de las cuales han 
desempeñado un importante papel histórico, aún visible en sus vestigios 
materiales, y que suelen actuar como cabeceras de comarcas. En el esca- 
lón superior se encuentran las capitales de provincia, sin duda los núcleos 
de mayor dinamismo, a las que habría que añadir algunas ciudades, pro- 
tagonistas en las últimas décadas de un importante proceso expansivo, 
como Ponferrada, Miranda de Ebro o Aranda de Durero. 

Dentro de esos rasgos generales hay, sin duda, importantes matices 
diferenciales dentro del poblamiento de la meseta norte. Introduce varia- 
bles, por ejemplo, el tipo de material en que se construyen las viviendas 
rurales: barro en unas comarcas (en forma de adobe o de tapial), piedra 
en otras (caliza, granito, pizarra...). No obstante, las transformaciones ex- 
perimentadas en las últimas décadas, y en particular el proceso migratorio 
desarrollado desde el campo, han traído como consecuencia la desarticu- 
lación del poblamiento rural tradicional. Muchos lugares han quedado to- 
talmente deshabitados. Por lo demás el descenso de los efectivos demo- 
gráficos en los núcleos rurales ha alcanzado tales proporciones que hoy 


día los municipios con menos de 500 habitantes representan el 67,8 por 
100 del total de los de la región. 
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De lo expuesto hasta ahora podemos sacar una conclusión: el territorio 
de la meseta norte ha sido visto tradicionalmente como una unidad. Ha 
existido una percepción unitaria del espacio que corresponde en la actua- 
lidad a la Comunidad Autónoma de Castilla y León, como ha puesto de 
manifiesto, con indudable autoridad, J. García Fernández ?. Los testimo- 
nios que pueden aducirse en este sentido son abundantísimos, desde la 
Edad Media hasta nuestros días, desde los viajeros ilustrados que se acer- 
caban a estas tierras hasta las gentes del pueblo. Ciertamente en la meseta 
norte se constituyeron dos reinos diferenciados, Castilla y León. De este 
hecho nació una tradición erudita, que resurgió con gran fuerza en la 
primera mitad del siglo xIx, cuando Javier de Burgos, en su reorgániza- 
ción de las provincias españolas, concibió las regiones de Castilla la Vieja 
y León. 

No obstante, la retina humana ha sabido captar el aspecto unitario de 
la meseta norte, basado en sólidos fundamentos geográficos. Acudamos a 
un ejemplo que estimamos significativo. Se trata de la visión que tuvo de 
estas tierras el viajero Antonio Ponz, el cual recorrió casi toda España en 
la segunda mitad del siglo xvH1I, dejándonos un espléndido testimonio li- 
terario de esos viajes. Pues bien, Antonio Ponz utiliza sin más la expre- 
sión Castilla para referirse a las tierras llanas de la actual Comunidad de 
Castilla y León. Habla en ocasiones de Castilla la Vieja, bien para dife- 
renciarla de Castilla la Nueva o del reino de León, al que alude en algu- 
nas ocasiones. Pero en otros muchos párrafos de su obra Castilla designa 
tanto tierras de Castilla la Vieja como de León, pero nunca de Castilla la 
Nueva. «No hay duda de que la fachada referida, es en su línea de las 
cosas más singulares de Castilla», dice a propósito de San Marcos de 
León. Pero quizá el párrafo más expresivo es aquel en que define a Cas- 
tilla como un territorio limitado por la sierra de Guadarrama, León, Bur- 
gos y Salamanca: «Algunas veces me viene al pensamiento que Castilla 
vale doscientos, Ó trescientos millones de pesos menos de lo que podía 
valer en el espacio de pocos años; pues figurándome un quadro entre el 
puerto de Guadarrama, y Leon, y entre Burgos, y Salamanca...» Ponz no 
pretende menoscabar la singularidad de las tierras leonesas. Simplemente 
tiene una percepción unitaria del territorio, y el término con que lo de- 
signa no es otro que Castilla. Al fin y al cabo desde Salamanca, ciudad 
del antiguo reino de León, escribía Unamuno aquellos versos que comien- 
zan «Tú me levantas, tierra de Castilla...», y los asturianos que cruzan 
Pajares y se acercan a los pueblos del norte de la provincia leonesa dicen 
que van a secarse a Castilla. 


2 En su libro Castilla (Entre la percepción del espacio y la tradición erudita), Ed. Es- 
pasa-Calpe, Madrid, 1985. 
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2. EL LEGADO HISTÓRICO 


Se ha dicho, con razón, que la historia es el fundamento en que se 
basa cualquier idea de nación. Pues bien, esta reflexión puede aplicarse 
también a las nacionalidades y regiones del Estado español. De ahí que 
el conocimiento histórico haya adquirido en los últimos años un valor po- 
lítico, pues a él se ha acudido, en ocasiones realizando las más increíbles 
piruetas, para intentar justificar, apoyándose en el pasado, las pretensio- 
nes políticas del presente. 

Por lo que se refiere a Castilla y León es preciso señalar, de entrada, 
que no hay una correlación directa entre su historia y su presente auto- 
nómico, lo que contrasta con otros ámbitos territoriales españoles. Así, 
por ejemplo, en el caso de la que fuera antaño corona de Aragón, cada 
una de las entidades político-territoriales que la formaban constituye en 
nuestros días una comunidad autónoma. En la antigua corona de Castilla, 
por el contrario, no se ha producido nada parecido. Jamás existió un te- 
rritorio denominado sin más Castilla y León cuyas fronteras coincidieran, 
en líneas generales, con las que hoy delimitan la Comunidad. 

La historia de Castilla y León es, sin la menor duda, mucho más que 
el ayer del territorio actual de las nueve provincias de la Comunidad. Pero 
eso no quiere decir, en nuestra Opinión, que no existan fundamentos his- 
tóricos, de suficiente entidad, en favor de la solución adoptada en los 
pasados años al constituirse la Comunidad Autónoma de Castilla y León. 
Un análisis riguroso y desapasionado del pasado histórico aporta, desde 
nuestro punto de vista, racionalidad. 

Desde posiciones «historicistas» se ha insistido con frecuencia en se- 
ñalar los contrastes entre Castilla y León, poniendo el acento particular- 
mente en los tiempos aurorales de ambos núcleos. ¿No surgió el condado 
de Castilla precisamente como una fuerza centrífuga dentro del vasto con- 
junto que era el reino astur-leonés? Más aún, en los siglos Ix y X las 
diferencias entre el ámbito estrictamente leonés y el castellano eran pro- 
fundas: señorialización notoria en León, frente a la presunta sociedad de 
«hombres libres» de Castilla; ley escrita en León mientras en Castilla se 
regían por la costumbre, e incluso, simbólicamente, quemaban una copia 
del Fuero Juzgo; cultura oficialista y eclesial en tierras leonesas, en tanto 
en Castilla predominaba una cultura juglaresca, de raíz popular; arcaísmo 
lingúístico en León, frente a la lengua revolucionaria que triunfaba en 
Castilla. La expresión de ese «hecho diferencial» sería el conde Fernán 
González y su actitud, prácticamente de independentismo, ante los mo- 
narcas leoneses. Reconozcamos que éstas son ideas comúnmente admiti- 
das, que incluso han pasado a los manuales de historia de España. 

Ahora bien, sin negar los matices diferenciales que en tantos órdenes 
había en las tierras propiamente leonesas y en las castellanas en la Alta 
Edad Media, es preciso indicar que los aspectos homogeneizadores fueron 
de mucha más consistencia. Por de pronto la submeseta norte fue prota- 
gonista de un proceso colonizador sin precedentes, la denominada «repo- 
blación del valle del Duero». Fue en el transcurso de ese proceso, 
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desarrollado, grosso modo, entre los siglos IX y XIH, cuando, ni más ni 
menos, se gestaron tanto León como Castilla, o lo que es lo mismo el 
reino de León y el condado de Castilla. 

La colonización de la meseta norte se efectuó sobre un territorio que 
se encontraba, si no totalmente despoblado, como han supuesto algunos 
autores, sí escasamente habitado, y, por lo menos, desarticulado desde 
mediados del siglo vII1, pues a partir de esas fechas no se encontraba ni 
bajo el dominio islámico ni bajo la dependencia del incipiente reino astur. 
Por lo tanto la actividad que desarrollaron los colonos que, poco a poco, 
se iban asentando en la meseta norte, a medida que lo posibilitaba la 
correlación de fuerzas entre la Cristiandad y el Islam, partía prácticamente 
de cero. La cuestión fue estudiada monográficamente en su día por C. 
Sánchez Albornoz, en su libro Despoblación y repoblación del valle del 
Duero ”. Esto quiere decir que, para el más insigne historiador español de 
este siglo, el valle del Duero, es decir la submeseta norte, de hecho el 
territorio actual de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, fue el 
escenario en el que tuvo lugar un proceso histórico que sin lugar a dudas 
podemos calificar de trascendental, la repoblación. 

Pero aún hay más. Ese proceso no tuvo lugar ni al norte de la cordi- 
llera Cantábrica, por la sencilla razón de que allí no hubo vaciamiento 
previo (hubo por lo tanto continuidad), ni al sur del sistema Central, pues 
en el valle del Tajo la presencia del islam fue muy importante, por lo que, 
cuando Alfonso VI entró en Toledo el año 1085, los conquistadores su- 
perpusieron un poblamiento nuevo al preexistente en aquella ciudad. La 
colonización sobre unas tierras más o menos vacías, y como tal punto de 
partida de la edificación de una nueva sociedad, sólo tuvo lugar, dentro 
de lo que más tarde sería la corona de Castilla, en la submeseta norte. 
¿Hubo diferencias entre la colonización de las tierras leonesas y la de las 
castellanas? Indudablemente, pero en el fondo son simples matices, dentro 
de un magno proceso, uniforme y homogéneo, que afectó a todo el terri- 
torio del valle del Duero. En la zona castellana la mayor presencia de 
vascones, escasamente romanizados, explica la mayor importancia de los 
elementos sociales propios de un mundo gentilicio. En la zona leonesa, 
por el contrario, participaron gentes más romanizadas, como los astures, 
lo cual, unido a la proximidad de la corte y a la llegada a esas tierras de 
importantes grupos mozárabes, dio lugar a una sociedad más jerarquizada 
desde sus inicios. Pero, insitimos una vez más, son diferencias de especie 
dentro de un mismo género, la colonización de la cuenca del Duero. 

Si esto aconteció en los siglos en que la distancia entre León y Castilla 
parecía mayor, con posterioridad al siglo x1 los elementos de aproximación 
entre ambos núcleos fueron cada vez más sólidos. Es cierto que la unidad 
política entre los reinos de Castilla y León, iniciada a mediados del siglo 
XI, con el monarca Fernando l, atravesó fases muy diversas, rompiéndose 
en algunas ocasiones. En los últimos años del siglo XII y primeros del XII 
la hostilidad entre ambos reinos fue manifiesta, dándose incluso el hecho 


3 Instituto de Historia de España, Buenos Aires, 1966. 
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de que en la batalla de las Navas de Tolosa, empresa dirigida por el rey 
de Castilla Alfonso VIII y en la que estuvieron presentes combatientes de 
otros reinos peninsulares e incluso de más allá de los Pirineos, los leoneses 
no participaron. Pero el año 1230 se consiguió la unión definitiva de Cas- 
tilla y León, en la persona del monarca Fernando 1II el Santo. En esas 
fechas se inició lo que Sánchez Albornoz, desde su atalaya del año 1980, 
denominó «750 años de historia fraterna y unida». 

Los rasgos más sobresalientes del proceso colonizador, a partir del año 
1000, son ajenos al hecho de que aquél se desarrolle en la zona oriental 
o en la occidental de la meseta norte. La repoblación de las Extremaduras 
(nombre que en aquellas fechas designaba al territorio comprendido entre 
el río Duero y el sistema Central) es similar en la tierra de proyección 
castellana y en la leonesa. En ambos sitios se organizaron comunidades 
de villa y aldeas, lo mismo en Béjar que en Sepúlveda, en Salamanca que 
en Ávila. Lo que singulariza a la colonización de las Extremaduras es su 
carácter de repoblación de frontera, aspecto que a su vez la diferencia de 
la efectuada al norte del río Duero. Pero nada sustancial distingue en ese 
proceso al área castellana del área leonesa. 

Consideraciones similares pueden hacerse si fijamos la atención en 
otros aspectos de la historia medieval de Castilla y León. Veamos lo su- 
cedido en el desarrollo urbano de la meseta norte. Las grandes líneas del 
mismo se sitúan en bandas paralelas, de norte a sur: burgos del camino 
de Santiago, núcleos urbanos de la línea del Duero, ciudades y villas de 
las Extremaduras. Las diferencias entre unos y otros núcleos obedecen 
fundamentalmente a la época en que se inició el proceso urbanizador y a 
las características del área en que aquél se incardina, pero nada tienen 
con ver con presuntos contrastes entre León y Castilla. Los burgos del 
camino de Santiago tienen entre sí muchos elementos comunes, como la 
organización del caserío en torno a un eje central (la ruta de los peregri- 
nos), pero ese modelo se da tanto en Santo Domingo de la Calzada, en 
tierras castellanas, como en Sahagún, situada en el ámbito leonés. Asi- 
mismo las ciudades de las Extremaduras se constituyeron como agrupacio- 
nes de diversas aldeas o barrios, poblados por gentes de diferentes 
orígenes, pero esto acontece lo mismo en Salamanca que en Segovia. 

El contraste entre una sociedad abierta, la de la primitiva Castilla, 
integrada básicamente por «pequeños propietarios libres», y otra cerrada, 
la de las tierras leonesas, en donde la dependencia de los labriegos apa- 
recía como el rasgo dominante, aunque hubiera sido muy acusado en la 
época inicial de la colonización del valle del Duero, se fue borrando con 
el tiempo. Comunidades de aldea las hubo tanto en la zona castellana 
como en la leonesa. El comunalismo agrario o el concejo abierto, aspectos 
atribuibles supuestamente en exclusiva a la primigenia democracia caste- 
llana, tienen una representación muy amplia en tierras del antiguo reino 
de León. Por lo demás la dependencia generalizada del campesinado se 
convirtió en un aspecto homogeneizador, desde el punto de vista social, 
de Castilla Ey León. Basta con asomarse a las páginas del Becerro de las 
Behetrías, libro confeccionado a mediados del siglo XIV y que se refería a 
las tierras de Castilla la Vieja situadas al norte del Duero, para comprobar 
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la amplitud que en esas fechas alcanzaba la dependencia de los antaño 
hipotéticos labriegos libres y dueños de sus predios. 

Pero quizá es en el terreno de las instituciones en donde se observa 
con mayor claridad la importancia de la fusión conseguida entre los reinos 
de León y Castilla. Las primeras reuniones de Cortes tuvieron lugar en 
los últimos años del siglo XI, es decir, cuando ambos reinos se encontra- 
ban separados. Habitualmente se considera que la más antigua reunión 
fue la de León del año 1188, si bien las Cortes de Castilla nacieron prác- 
ticamente por las mismas fechas. Aunque en 1230 los dos reinos se unie- 
ron bajo un mismo monarca, lo cierto es que cada uno de ellos siguió 
conservando por algún tiempo sus propias Cortes. Pero antes de que 
transcurriera un siglo de esa unión los propios procuradores de las ciuda- 
des y villas solicitaron a sus monarcas que en adelante reunieran la insti- 
tución de forma conjunta (Cortes de Burgos de 1301; nueva súplica, en 
idéntico sentido, al año siguiente, en las Cortes de Medina del Campo). 
En la corona de Aragón, en abierto contraste con lo sucedido en Castilla 
y León, se mantuvieron diferenciadas las Cortes de cada uno de los nú- 
cleos políticos que la integraban, al margen de que hubiera en ocasiones 
Cortes generales de todos los territorios. En Castilla y León, por el con- 
trario, sólo hubo unas Cortes, que englobaban a todo el ámbito territorial 
de la Corona, desde comienzos de la decimocuarta centuria, salvo conta- 
das excepciones. 

Interesante es también analizar lo que ocurrió en el terreno jurídico. 
En la época del nacimiento de León y Castilla, mientras en las tierras 
leonesas imperaba la vieja norma visigoda, el Fuero Juzgo, en las castella- 
nas se regían por la costumbre. Frente a la ley vigente en León, Castilla 
era un «país sin leyes». Con posterioridad alcanzaron un gran desarrollo 
los fueros, normas específicas de cada villa o ciudad. En cualquier caso lo 
que caracterizaba a Castilla y León, en vísperas del reinado de Alfonso X 
el Sabio, era, en el ámbito jurídico, la dispersión normativa. Se había 
iniciado, ciertamente, la tarea de recopilar las dispersas normas existentes, 
con vistas a la formación de un derecho territorial. Pero antes de que esa 
labor hubiera fructificado se impuso el derecho de la Corona, cuyo punto 
de partida estaba en la introducción del romanismo por Alfonso X, y cuya 
culminación fue la aprobación, en tiempos de Alfonso XI, del Ordena- 
miento de Alcalá. En definitiva, a diferencia de lo acontecido, por ejem- 
plo, en la corona de Aragón, en donde se preservó el derecho específico 
de cada territorio, en los reinos de Castilla y León, si exceptuamos las 
tierras vascongadas, no se logró nada parecido. 


Hemos apuntado hasta ahora algunas ideas que, en nuestra opinión, 
inciden en una consideración histórica favorable a la aproximación entre 
Castilla y León. Pero queda otro problema, no menos peliagudo, por re- 
solver, asimismo de naturaleza histórica. Cuando decimos, refiriéndonos 
al pasado, reinos de Castilla y de León, o simplemente corona de Castilla, 
aludimos a un variado mosaico de territorios, que abarcaban desde Galicia 
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hasta Murcia y desde Guipúzcoa hasta el golfo de Cádiz. ¿Por qué decir 
en nuestros días Castilla y León es limitarse exclusivamente al ámbito de 
las nueve provincias de la Comunidad Autónoma? Así, por ejemplo, las 
Cortes de Castilla y León de la tradición histórica englobaban a todo el 
territorio que se hallaba bajo la soberanía de unos mismos monarcas, pero 
las Cortes de Castilla y León de la actualidad sólo abarcan el ámbito de 
la Comunidad. ¿No hay en esto una contradicción? Desde un punto de 
vista formal es posible que la haya, respondemos nosotros, pero en el 
fondo no hay tal contradicción, como vamos a intentar probar. 

En la meseta norte, antes lo dijimos, nacieron León y Castilla, en el 
transcurso de un proceso exclusivo de la cuenca del Duero. Por lo tanto, 
aunque siglos más tarde decir reino de León o reino de Castilla equiva- 
liera, en términos de soberanía regia, a aludir también a Galicia, en un 
caso, o al señorío de Vizcaya, en otro, estaba muy claro que era en la 
cuenca del Duero donde estaban de facto las específicas sociedades leo- 
nesa y castellana. Por otra parte, a medida que avanzaban los ejércitos 
cristianos y retrocedían los musulmanes, los reinos de Castilla y León se 
fueron extendiendo hacia el sur, y con ello propagaron sus señas de iden- 
tidad (lengua, instituciones, normas jurídicas...) a las tierras que iban con- 
quistando. Pero al sur del sistema Central no sólo había una considerable 
presencia de pobladores de la época musulmana, sino que había también 
otras denominaciones geográficas para aquellos territorios. Por una parte 
estaba el reino de Toledo, por otra cuajó definitivamente la expresión 
Extremadura para referirse a la máxima proyección del reino de León 
hacia el sur. Nada digamos de Andalucía, tierra sometida a un proceso 
radical de castellanización, pero en la cual, sin embargo, prevaleció de 
forma abrumadora la vieja toponimia de época arábiga. Al sur del sistema 
Central hubo, por lo tanto, castellanización (o leonización en su caso), 
pero esos territorios se diferenciaban claramente de lo que podríamos de- 
nominar Castilla y León por excelencia. Incluso la exportación del término 
Castilla, con un valor geográfico (para componer Castilla la Nueva), fue 
muy tardía. 

Pero hay más. El territorio de la meseta norte fue, desde diversos 
puntos de vista, el corazón de la actividad de la corona de Castilla. Esto 
se comprueba con toda nitidez si nuestra mirada se dirige a la época más 
brillante de la historia de Castilla, los siglos Xv y XVI. La meseta norte 
era, en aquella época, el territorio más poblado de cuantos integraban la 
corona de Castilla. En ella se localizaba, asimismo, la principal red ur- 
bana: el gran centro de la vida mercantil (Burgos), la capital burocrática 
y política (Valladolid), el foco intelectual por antonomasia (Salamanca), 
el núcleo fabril de mayor consistencia (Segovia), las principales ferias his- 
pánicas (Medina del Campo). La meseta norte era el cordón umbilical de 
la economía de la corona de Castilla, que se proyectaba hacia los puertos 
cantábricos al norte y hacia las ciudades de Toledo y Sevilla por el sur. 
Estudios recientes de naturaleza fiscal han demostrado, por otra parte, 
que era la submeseta norte el territorio que contribuía con unos ingresos 
más elevados al sostenimiento de la hacienda regia. 

Por lo que concierne a la actividad política, ésta se desarrolló de forma 
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prioritaria en tierras de la meseta norte. En ella tuvo lugar el mayor nú- 
mero de reuniones de Cortes. En Valladolid se estableció asimismo, en el 
siglo XV, la Chancillería. En cuanto a la representación del tercer estado 
en Cortes, cuando se redujo a sólo diecisiete ciudades, nueve de ellas (por 
lo tanto más de la mitad) pertenecían a la meseta norte. Eran las actuales 
capitales de provincia, excepción hecha de Palencia, lugar de señorío epis- 
copal, pero con el añadido de Toro, brillante urbe en aquellas fechas. Las 
otras ocho ciudades con representación en Cortes se distribuían entre el 
reino de Toledo, Extremadura, Andalucía y Murcia, sin que acudieran 
procuradores de Galicia o de las regiones cantábricas. 

Una última reflexión acerca del período «áureo» de la historia de Cas- 
tilla. ¿Podemos sacar alguna enseñanza útil, por lo que a nuestra argu- 
mentación interesa, del levantamiento comunero? La rebelión de las 
Comunidades de Castilla, en la primera mitad del siglo xvI, afectó a toda 
la corona, no limitándose al ámbito de la meseta norte, por más que en 
nuestros días Villalar sea una referencia histórica de la Comunidad Au- 
tónoma de Castilla y León. Incluso cabe recordar que el alzamiento co- 
munero se inició en Toledo, concluyendo asimismo en la ciudad del Tajo. 
No obstante, la mayor parte de los acontecimientos de esa rebelión, así 
como los principales participantes y dirigentes de la misma, se sitúan en 
la cuenca del Duero, entre Segovia y Medina del Campo, Valladolid y 
Tordesillas, Ávila y Villalar. Por su parte las revueltas campesinas que se 
produjeron simultáneamente a la rebelión urbana, se localizan, de forma 
abrumadora, en tierras de la meseta norte. Todo ello era lógico si tenemos 
en cuenta lo apuntado líneas atrás acerca del protagonismo indiscutible 
del territorio que fuera en su día solar originario de Castilla y León. 


* * * 


La derrota del Imperio hispánico, a cuya suerte estuvo estrechamente 
ligada la corona de Castilla, supuso también el declive de ésta. Los pri- 
meros síntomas de la crisis aparecieron a finales del siglo xvI, cuando la 
rebelión de los Países Bajos supuso el inicio de la quiebra de las ferias de 
Medina del Campo. Pero la crisis alcanzó su punto culminante en el siglo 
xvHu, afectando de forma destacadísima a aquellas regiones que habían 
sido el soporte del Imperio. Por eso las tierras de la meseta norte, es 
decir Castilla la Vieja y León, conocieron en la centuria citada la deca- 
dencia económica y el retroceso de la población. De esos siglos, tanto los 
de la expansión como los de la crisis, se conserva documentación abun- 
dantísima en dos archivos localizados en el territorio actual de la Comu- 
nidad, el General de Simancas y el de la Chancillería, sito este último en 
Valladolid. 

Al término de este breve recorrido por la historia de Castilla y León 
se impone una conclusión. ¿Castilla y León unidos o separados? Sin duda 
son mucho más consistentes los puntos de aproximación entre ambos nú- 
cleos que los de distanciamiento, tanto en su nacimiento como en su apo- 
geo o en su declive. No tiene por ello nada de extraño que, cuando a 
finales del pasado siglo y comienzos de éste, surgiera un espíritu regiona- 
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lista en la meseta norte, éste se proyectara sobre todo el territorio de 
Castilla la Vieja y León. Podía haber dudas acerca de la participación en 
los proyectos políticos en curso de las provincias de Santander y Logroño, 
pero en ningún momento se cuestionó la posible escisión entre Castilla y 


León. 


3. LA REALIDAD SOCIOECONÓMICA 


«Castilla miserable, ayer dominadora, 
envuelta en sus andrajos, desprecia cuanto ignora». 


Estos conocidos versos del poeta Antonio Machado, escritos a comien- 
zos de este siglo, ponen de manifiesto el contraste entre el pasado esplen- 
doroso de Castilla (término utilizado por el escritor en sentido amplio, 
que incluye, por supuesto, las tierras del antiguo reino de León) y el 
presente aciago. Desde entonces han sido numerosas las voces que han 
señalado el declive irremediable de la región, víctima de lacras que pare- 
cían incurables. Recordemos, entre los clásicos, a Julio Senador Gómez, 
autor de la memorable obra Castilla en escombros y, entre los contempo- 
ráneos, a Andrés Sorel, con su Castilla en agonía. 

Despoblamiento y pobreza son los dos indicadores esenciales de esa 
situación. El número de habitantes de la región, ciertamente, no ha de- 
jado de descender en el transcurso de este siglo, habiéndose convertido 
algunas comarcas prácticamente en desiertos humanos. Asimismo la eco- 
nomía de la región ha seguido basándose en la agricultura, por lo demás 
una agricultura anclada en viejas tradiciones y creadora de muy parca 
riqueza. Tal es, en síntesis, el desolador panorama que, al menos a simple 
vista, ha ofrecido Castilla y León en los últimos tiempos. 

He aquí algunos datos suficientemente reveladores. En 1982, la región 
tenía el 6,9 por 100 del total de la población española, cuando su exten- 
sión territorial comprende casi la quinta parte. Asimismo su contribución 
al producto interior bruto nacional es del 6,1 por 100, inferior por lo tanto 
a lo que le correspondería por su población. Estamos en presencia de una 
región deprimida, desde el punto de vista socioeconómico, y cuya evolu- 
ción a la baja parece incontenible. No obstante, antes de emitir un juicio 
definitivo estimamos que es necesario hacer un análisis más pormenori- 
zado de estos datos. 

Comenzaremos por la población. En 1981, Castilla y León contaban 
con 2.583.137 habitantes. Cuatro años más tarde la población se había 
elevado ligeramente (2.653.753 habitantes), pero habida cuenta del incre- 
mento general de la población española, el porcentaje correspondiente a 
Castilla y León había disminuido al 6,7 por 100 del total nacional. Si 
tenemos en cuenta que la población de la cuenca del Duero en la segunda 
mitad del siglo XVI oscilaba entre 1.800.000 y 2.000.000 de habitantes, 
llegaremos a conclusiones francamente estremecedoras. 

Mas no hace falta remontarse a tiempos remotos para corroborar el 
retroceso demográfico de Castilla y León, tanto en términos absolutos 
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como, sobre todo, en términos relativos. Veamos simplemente lo aconte- 
cido en este siglo. Hacia el año 1900 la población de Castilla y León 
suponía el 12,4 por 100 del total nacional, en 1960 había descendido al 
9,5 por 100 y en 1970 al 7,8 por 100. Pero junto a este descenso relativo 
hay que consignar el absoluto, pues en 1950 Castilla y León tenían una 
población superior a la actual (2.864.378, máximo de su historia). El con- 
traste con regiones como Cataluña o el País Vasco, que en lo que va de 
este siglo han más que triplicado sus efectivos demográficos, es espec- 
tacular. 

Esta situación no obedece a un comportamiento demográfico específico 
en Castilla y León. La natalidad y la mortalidad han seguido en la región 
pautas similares a las observadas en el resto de España. El factor básico 
para explicar el retroceso demográfico de esta región ha sido el movi- 
miento migratorio. Numerosos ciudadanos han abandonado Castilla y 
León en busca de mejores oportunidades de trabajo. La emigración, cier- 
tamente, no es un fenómeno de los últimos años, pero ha sido en el pe- 
ríodo 1950-1975 cuando ha alcanzado sus cotas más altas. Se calcula que 
en ese período de tiempo cerca de un millón de personas salieron de las 
diversas provincias de Castilla y León, dirigiéndose preferentemente hacia 
Cataluña, el País Vasco o Madrid, y en menor medida a países extranje- 
ros. En esos años todas las provincias de la región, con excepción de la 
de Valladolid, han tenido saldos migratorios negativos, encontrándose a la 
cabeza por este concepto León, Salamanca y Zamora. No obstante, a par- 
tir del año 1975 la emigración parece haberse detenido. Concretamente en 
el período 1976-1981, aunque aún salieron de la región más de 25.000 
personas, cuatro provincias (Valladolid, Burgos, Salamanca y Palencia) tu- 
vieron saldos migratorios positivos. 

Este proceso migratorio ha tenido graves consecuencias en la región. 
Hay que tener en cuenta que los que marchaban eran gente joven, en 
edad de trabajar. Ello ha supuesto una reducción considerable de la mano 
de obra disponible en Castilla y León, pero al mismo tiempo un enveje- 
cimiento de su población. El gran perdedor ha sido el campo, pues la 
mayor parte de los emigrantes procedían del medio rural. La emigración, 
por lo demás, no se realizó de forma planificada, sino que tuvo frecuen- 
temente caracteres traumáticos para sus protagonistas. De ahí que algunos 
autores consideren que éste ha sido el acontecimiento más importante, 
aunque de signo negativo, de la historia reciente de Castilla y León. 

Una población escasa en la región, con una densidad media de 27,4 
habitantes por kilómetro cuadrado (frente a los 75,2 de la media nácio- 
nal), tal es la principal conclusión a la que llegamos al analizar la situación 
demográfica de Castilla y León. Ahora bien, esta población está desigual- 
mente repartida. Ha retrocedido espectacularmente la población rural, al 
tiempo que ha aumentado la de carácter urbano, particularmente en las 
capitales de provincia y en algunos otros núcleos de indudable dinamismo. 
Es asimismo muy desigual la distribución poblacional por provincias. En 
la de Valladolid, la más poblada, la densidad alcanza los 59,7 habitantes 
por kilómetro cuadrado, en tanto que en la de Soria sólo llega a los 9,8. 
Las mayores concentraciones humanas se localizan en las áreas próximas 
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al río Duero y en los tramos finales de sus principales afluentes. Hay en 
cambio comarcas prácticamente vacías, en el este, nordeste y sudoeste de 


la región. 
* *k * 


Cuando se habla de la economía de Castilla y León se piensa, indefec- 
tiblemente, en la agricultura. Las llanuras centrales de la meseta norte 
han sido, desde la época en que los repobladores hacían retroceder los 
otrora frondosos bosques de la región, tierras labrantías por excelencia. 
A la cabeza de los cultivos se hallaban los cerealistas, lo que explica que 
se considerara a la región como granero de España. Por lo demás se tra- 
taba de una agricultura de secano, que exigía largos períodos de descanso 
de la tierra y que proporcionaba unos rendimientos muy bajos. Tal era el 
aspecto más llamativo de la economía de la región, aspecto que, conver- 
tido en tópico, ha perdurado hasta nuestros días, pudiendo aún encon- 
trarse en algunos escritores cuando hablan de Castilla y León. 

Es preciso, no obstante, tener en cuenta los imporantes cambios regis- 
trados en la agricultura de esta región en los últimos años. Subsisten, 
ciertamente, muchos rasgos del pasado. Los cereales siguen siendo los 
cultivos preferentes, hasta el punto de ocupar, en 1983, más de tres cuar- 
tas partes del total de la superficie sembrada. Por lo que se refiere a las 
estructuras agrarias predominan el minifundio y la explotación de tipo me- 
dio. Pero el éxodo rural se ha traducido en un aumento de la dimensión 
media de las explotaciones, así como en un incremento considerable de la 
explotación directa, reduciéndose en cambio la explotación en renta o en 
aparcería. Importantes han sido, asimismo, la puesta en marcha de la con- 
centración parcelaria, a partir del año 1956 (a comienzos de 1982 ya ha- 
bían sido concentradas más de 3 millones de Ha.) y la creciente 
mecanización del campo (la imagen del labriego con el arado romano es 
una reliquia del pasado; en realidad hoy han triunfado el tractor, de los 
cuales había en la región casi 5.000 a finales de la década de los setenta, 
y la cosechadora). 

Sigue predominando en la agricultura de Castilla y León el cultivo de 
secano, pero se ha reducido notablemente el tiempo de barbecho (en 1960 
el 45 por 100 de la tierra cultivada se encontraba en descanso; en 1982 
sólo se hallaba en esa situación el 31,4 por 100). Ha habido, por otra 
parte, cambios importantes en la propia orientación de los cultivos: la 
cebada prosigue su avance, a costa del trigo; las leguminosas declinan, 
ascendiendo en cambio el girasol; la vid tiene cierta importancia, sobre 
todo en determinadas comarcas, pero no posee el peso que tuvo antaño. 

Una novedad significativa es el progreso del regadío. Los canales, el 
aprovechamiento de los embalses (el último, muy discutido, ha sido el de 
Riaño) o las simples perforaciones efectuadas por los labradores en busca 
de agua, son el punto de partida de la situación actual, en la que se riega 
aproximadamente medio millón de Ha., con una tendencia continuada ha- 
cia la expansión. El Páramo leonés, la zona de la Bañeza o las campiñas 
meridionales del Duero se encuentran entre las principales zonas regadas 
de la región. El regadío ha significado, en definitiva, una mayor diversi- 
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ficación de los cultivos (remolacha, cebada, forrajeras, trigo, patatas, etc.) 
a la par que la obtención de unos rendimientos más altos. 

Aparte de las dedicadas al cultivo hay en Castilla y León tierras ocu- 
padas por montes y herbazales, que suponen casi la mitad de la superficie 
agraria. El monte alto tiene un aprovechamiento muy variable: maderas, 
alimentación del ganado, resina (caso del pino negral), etc. Son de gran 
importancia, en tierras salmantinas, las dehesas o montes huecos de enci- 
nas. Por lo que se refiere al monte bajo o matorral su principal aprove- 
chamiento es la caza. En contraste con el monte, en retroceso, el herbazal 
está en proceso de expansión, teniendo en cuenta fundamentalmente la 
incorporación de las praderas artificiales. 

Cambios importantes se observan también, en los últimos años, en la 
composición de la cabaña ganadera de Castilla y León. Si nos fijamos en 
los datos del año 1982 veremos cómo ha desdendido el papel de la oveja 
(aunque sigue figurando en primer lugar, con más del 50 por 100 de toda 
la cabaña regional), así como el de la cabra y los equinos. En cambio 
están en ascenso los cerdos (más del 23 por 100 en la fecha citada) y las 
vacas (el 13,6 por 100). La producción de leche y carne son hoy día los 
dos objetivos básicos de la ganadería de esta región. En cuanto a la ca- 
baña menor su orientación predominante ha sido la producción de huevos 
y de carne de pollo. También tienen su importancia las colmenas, fuente 
de obtención de miel. Hay que señalar, por último, el proceso de susti- 
tución paulatina de las razas autóctonas, que en 1978 suponían ya menos 
del 50 por 100 del total de la cabaña regional. 


* * * 


La industria ha tenido tradicionalmente un papel secundario en Castilla 
y León. En tiempos pasados florecieron algunas actividades industriales de 
carácter artesanal o familiar, como la pañería. Pero con la crisis general 
de la región en el siglo xvH entraron en declive. Hubo que esperar a la 
segunda mitad del siglo XIX para encontrar en la región un despertar de 
las actividades económicas no agrarias. En esas fechas destacaban las ex- 
plotaciones hulleras del norte de León y de Palencia, las fábricas harine- 
ras, las del textil de Béjar, algunas industrias del hierro en los bordes de 
la cordillera Cantábrica y, sobre todo, Valladolid, única ciudad que tenía 
antes del año 1900 un cierto peso industrial. Su papel como encrucijada 
en las comunicaciones ferroviarias explica la instalación en Valladolid de 
los talleres de Renfe. Allí surgió la Sociedad Industrial Castellana y el 
Banco Castellano, concebidos ambos como cauces idóneos para el desa- 
rrollo de la región. 

Un nuevo impulso industrializador tuvo lugar en Castilla y León en los 
años que siguieron al final de la guerra civil, con la autarquía económica. 
Aparte de diversas industrias dedicadas a la alimentación, los textiles, la 
madera o la construcción, las principales orientaciones fueron la metalur- 
gia y la química. Por lo que se refiere a la metalurgia fue importante el 
foco de Valladolid, en donde confluían la tradición, su estratégica ubica- 
ción para las comunicaciones y la proximidad de la Mudarra, punto clave 
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en el aprovisionamiento de energía. Así surgió Endasa y, en 1951, Fasa. 
La industria química se localizó preferentemente en tierras burgalesas 
(Fefasa...), sin olvidar la instalación de Nicas en Valladolid. En cual- 
quier caso, hacia 1960, vísperas del inicio de la etapa desarrollista de la 
economía española contemporánea, la producción industrial significaba 
el 28 por 100 de la producción regional de Castilla y León, lo que quiere 
decir que su papel seguía siendo secundario, aunque había mejorado lige- 
ramente. 

El panorama actual ha experimentado, asimismo, importantes cambios, 
aunque de ello no haya que deducir que Castilla y León haya dejado de 
ser una región preferentemente agrícola para convertirse en industrial. Por 
de pronto hay en la meseta norte amplias posibilidades energéticas, así 
como reservas minerales. Aparte de la producción hullera del norte de la 
región, actividad hoy en retroceso, destaca en el campo energético la pro- 
ducción hidroeléctrica, particularmente en la zona sudoeste (confluencia 
del Esla con el Duero y Arribes). Si añadimos la producción termoeléc- 
trica del noroeste y la central nuclear de Garoña veremos cómo Castilla y 
León es una región destacadísima en la producción de energía, si bien la 
mayor parte de la misma (más del 80 por 100) se exporta a otras regiones. 
En cuanto a minerales hay en la meseta norte importantes yacimientos de 
hierro (en la provincia de León, aunque su explotación presente hoy pro- 
blemas), pero también hay estaño, wolframio y uranio. 

A estos factores de base hay que añadir la puesta en práctica, a partir 
de los años sesenta, de una política de promoción industrial, fundamen- 
tada en la creación de polígonos y polos de desarrollo. Esta política, no 
obstante, tuvo unos resultados insatisfactorios, si exceptuamos los polos 
de Valladolid y Burgos. Más tarde las iniciativas institucionales continua- 
ron: declaración, en 1979, del Gran Área de Expansión Industrial; crea- 
ción posterior de Sodical. ; 

En el momento actual puede decirse que la región presenta, por lo 
que a la actividad industrial se refiere, un panorama contradictorio, con 
unas pocas empresas muy dinámicas y otras muchas apenas viables. Sólo 
hay once grandes empresas con más de mil empleados que dan ocupación 
a casi la cuarta parte del total de los trabajadores industriales de la región. 
De todas ellas destaca Fasa, con más de veinte mil trabajadores entre las 
factorías de Valladolid y Palencia. Abundan, en el otro extremo, las pe- 
queñas empresas, de menos de cincuenta empleados, que suman en total 
el 97 por 100 de las de la región. 

Los transformados metálicos son la principal actividad industrial, y 
muy en particular la fabricación de automóviles. Le siguen las industrias 
químicas y, en tercer lugar, las de alimentación. En este último ramo han 
adquirido gran importancia las azucareras (sólo Acor produce el 11 por 
100 de todo el azúcar del país). Pues bien, estas tres actividades citadas 
proporcionan aproximadamente el 75 por 100 de toda la producción in- 
dustrial de la región. En cuanto a su localización hay dos focos básicos, 
Valladolid, claramente destacado, y Burgos. Entre los dos recogen el 50 


por 100 de todo el empleo industrial de Castilla y León y el 50 por 100 
de su producción industrial. 
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Ahora bien, este reciente desarrollo industrial, elemento modernizador 
sin duda de la economía regional, tiene también sus aspectos negativos. 
Por de pronto nos encontramos con unas industrias polarizadas desde 
el punto de vista de su localización espacial. Simultáneamente hemos 
asistido en los últimos años a una notable acentuación de los desequi- 
librios internos de la región. Muchas de esas industrias, por otra parte, 
están en función de decisiones no sólo extraregionales, sino incluso ex- 
tranacionales. 

La Comunidad de Castilla y León, en otro orden de cosas, juega un 
importante papel como espacio de paso obligado en la comunicación de 
un gran número de regiones españolas (en particular de Madrid con toda 
la fachada cantábrica), así como de Portugal con otros países europeos. 
Sin embargo su red interna de transportes se resiente de notables defi- 
ciencias. El ferrocarril, implantado en la región a partir de 1860, tiene una 
disposición radial, desde Madrid, pero no favorece en modo alguno la 
comunicación intraregional. Algo parecido puede decirse de la carretera, 
base de los transportes dentro de Castilla y León en la actualidad. Sigue 
habiendo espacios en la Comunidad prácticamente aislados (como el su- 
doeste de la región y buena parte de la provincia de Soria). 

La situación socioeconómica de Castilla y León, por lo tanto, presenta 
luces y sombras, arcaísmos persistentes y ráfagas de modernidad. Tal es 
el panorama en vísperas del gran reto, no sólo para Castilla y León, sino 
para toda España: la incorporación al Mercado Común Europeo. 


4. LAS MANIFESTACIONES CULTURALES 


Cualquier viajero que recorra las tierras de Castilla y León podrá con- 
templar el impresionante patrimonio artístico conservado así como la ri- 
queza y variedad de sus fiestas, costumbres, folclore o gastronomía. Ahora 
bien, el problema principal que se plantea en el momento de abordar este 
capítulo es cómo distinguir lo que pudiéramos denominar «señas de iden- 
tidad» de Castilla y León desde el punto de vista cultural. Por de pronto el 
principal vehículo de comunicación de toda colectividad humana, el idioma, 
no sólo no es exclusivo de esta Comunidad, sino que es la lengua oficial de 
los españoles, aparte de su proyección a otras naciones del universo. En 
cuanto a las artes plásticas el patrimonio de Castilla y León se inscribe en 
estilos artísticos que, por lo general, desbordan no ya el territorio de la 
Comunidad, sino incluso el español. ¿Puede hablarse de una literatura pe- 
culiar de Castilla y León? Estimamos imposible seguir la pista, a lo largo de 
la historia, a esa hipotética literatura regional, por más que en el idioma 
castellano y por gentes nacidas en el ámbito de lo que hoy es la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León se hayan escrito auténticas Obras maestras. 

¿Y qué decir de las manifestaciones de la cultura popular? Sin duda hay 
numerosos elementos peculiares de las tierras de Castilla y León, pero difí- 
cilmente son propios de todo el ámbito territorial de la Comunidad, siendo 
más bien específicos de ésta o de aquella comarca. Así pues, la denominada 
cultura popular de Castilla y León sería en realidad la suma de todos los 
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aspectos culturales de esa naturaleza que se desarrollan a lo largo y a lo 
ancho de la Comunidad. Pero a su vez, ¿cuántos aspectos de esa cultura 
popular no ofrecen puntos de similitud con los de otras regiones españolas? 


*k *k * 


El idioma castellano, convertido posteriormente en lengua española, se 
gestó básicamente en el territorio que hoy constituye la Comunidad de Cas- 
tilla y León, así como en tierras de la Rioja y de Cantabria. El castellano 
es una lengua romance derivada del latín que hablaba el pueblo. Sus pri- 
meras manifestaciones se encuentran en documentos escritos en latín tardío, 
así en las Glosas Emilianenses (en donde tenemos «los primeros vagidos de 
la lengua castellana», según la feliz expresión de Dámaso Alonso) y en las 
Glosas Silenses. Poco a poco el romance se fue afirmando, si bien con nu- 
merosas vacilaciones en los primeros tiempos. En cualquier caso, en el terri- 
torio de la actual Comunidad había, en el período comprendido entre los 
siglos IX y XI, diversas variedades regionales de romance, por una parte el 
habla astur-leonés, por otra el castellano, este último con sus modalidades 
cántabra, riojana, de la Extremadura soriana y el denominado «castellano 
central», que se hablaba en el actual territorio burgalés. 

La lengua castellana, que demostró tempranamente las grandes posi- 
bilidades con que contaba (se ha hablado de su carácter revolucionario, 
frente a los arcaísmos de otras lenguas romances coetáneas con las que 
entró en contacto), fue cauce de expresión de una literatura popular, que 
se transmitía por vía oral, y que tenía como temas principales los de ca- 
rácter épico. No obstante, llegó un momento en el que la lengua caste- 
llana fue utilizada para la redacción de un texto literario importante. Nos 
referimos al Poema del Cid, primer texto literario escrito en castellano, 
que data, al parecer, de mediados del siglo x11. Vino después la labor del 
llamado «mester de clerecía», trabajo desarrollado por los clérigos, de los 
cuales el más afamado, entre los pioneros, fue sin duda Gonzalo de Ber- 
ceo. Pero el paso adelante fundamental para la consolidación de la lengua 
castellana se dio en tiempos del monarca Alfonso X y tuvo mucho que 
ver con la propia iniciativa del rey sabio. A él se debió la normalización 
del castellano, utilizado desde entonces para la redacción de los documentos 
de la corte, pero convertido asimismo en vehículo de expresión literaria, 
jurídica y científica. Al castellano se vertieron en la época del rey sabio en 
la escuela de Toledo numerosas obras orientales. En castellano se redactaron 
las Partidas o el Espéculo, pero también las grandes obras de historia que 
impulsó Alfonso X, rompiendo así con la tradición que hacía del latín la 
lengua propia de la historiografía. Ahora bien, la base en que se apoyó el 
rey sabio para esa tarea fue la denominada «norma toledana», convertida 
por lo tanto en el patrón por excelencia de la lengua castellana. 

La lengua castellana se expandía hacia el sur, al unísono del avance de 
las armas cristianas. Pero simultáneamente entraba en contacto con otras 
lenguas, en particular el árabe. Este aspecto, expresión en última instancia 
de la fecunda convivencia entre las culturas cristiana e islámica, se tradujo 
en la llegada al castellano de numerosos arabismos. Pero la gran oportu- 
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nidad para la expansión de la lengua castellana se produjo con motivo de 
la unidad dinástica de las coronas de Castilla y Aragón, lo que aconteció 
en tiempos de los Reyes Católicos. Por esas mismas fechas Antonio de 
Nebrija elaboró la primera Gramática de la lengua castellana, pronto lle- 
vada a tierras americanas por los conquistadores hispanos. 

Así pues, desde la perspeetiva de la actual Comunidad de Castilla y 
León puede decirse, a propósito del castellano, que en ella se encuentra 
su cuna y su foco primigenio de irradiación hacia el exterior. Pero ningún 
otro privilegio particular se puede alegar, ni siquiera el de ser el territorio 
en donde mejor se habla dicha lengua, pues el castellano o español es hoy 
patrimonio de muchos pueblos. En todo caso puede hablarse de la exis- 
tencia de una norma específica para el idioma que se utiliza en las tierras 
meseteñas, norma diferente de la vigente, por ejemplo, en Andalucía o 
en América. Sería, según la expresión del profesor S. de los Mozos, «la 
norma castellana del español», título de uno de sus libros *. 

Volviendo al territorio de la actual Comunidad es preciso señalar la 
persistencia, en determinadas áreas de la misma, de hablas leonesas. Esta 
situación se observa en el oeste de la meseta norte, aunque casi exclusi- 
vamente en la provincia de León, y en estrechas franjas de las de Zamora 
y Salamanca, pues el resto del antiguo reino de León ha sufrido un fuerte 
proceso de castellanización lingúística. 


* * * 


Planteábamos al principio de este capítulo el problema de la literatura 
de Castilla y León, señalando la imposibilidad de definir su contenido. 
Puesto que el vehículo de expresión es común a otros muchos pueblos, 
¿cuáles serían sus rasgos definitorios, los temas, los autores, o simple- 
mente el lugar de impresión de las obras? A comienzos de este siglo, en el 
contexto de un incipiente movimiento regionalista, Narciso Alonso Cortés 
abordó el estudio de la «literatura regional castellana» ?. Indicaremos, de 
entrada, que para este autor el término castellano comprendía todo el terri- 
torio de la cuenca del Duero: «Podemos y debemos llamar territorio caste- 
llano al formado por los dos reinos (Castilla y León)..., pues todas sus 
comarcas contribuyeron de forma idéntica a levantar el edificio de nuestro 
idioma y de nuestra literatura», decía Alonso Cortés. Lo característico de 
esa literatura sería su temática:«... el lenguaje, las costumbres, las penas y 
las alegrías del labriego sufrido y laborioso», añadía el mencionado autor. 
Una obra particularmente representativa de esa literatura regional castellana 
sería la novela La Tierra de Campos, del polifacético Macías Picavea. 

Si efectuamos un traslado de estos presupuestos a nuestros días, ¿ca- 
bría ver en la obra novelística de Miguel Delibes un paradigma de la 
literatura castellana? Es probable, pero a condición de no circunscribir al 


* Ed. Ámbito, Valladolid, 1984. 

5 En 1909 escribió una Historia de la literatura regional castellana, con la que ganó unos 
Juegos Florales en Salamanca. Se ha publicado parcialmente en su libro Ensayos sobre lite- 
ratura regional castellana, Ed. Ambito, Valladolid, 1985. 
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ámbito puramente regional una obra que, aunque basada en las gentes, 
las costumbres y los paisajes de la región, tiene una indudable proyección 
universal, a la par que el valor auténtico de lo clásico. 


*k *k *k 


El patrimonio artístico de Castilla y León es ciertamente impresio- 
nante, pues refleja, lógicamente, la pasada grandeza de estas tierras. Ma- 
jestuosas catedrales o humildes ermitas rústicas, casonas de hidalgos O 
vigorosos castillos, los vestigios de la historia están presentes por doquier 
en el ámbito de la Comunidad. En muchas ocasiones el pasado parece 
aplastar al presente. ¿No se tiene esa sensación al contemplar cómo, en 
tantos pueblos hoy misérrimos, la iglesia o el castillo señorean el paisaje? 

Si nuestra mirada se ciñe al mundo de las artes plásticas es posible 
señalar diversos hitos en el discurrir histórico de Castilla y León, que de 
alguna manera particularizan a la región, aunque se inscriban en las gran- 
des corrientes artísticas del occidente de Europa. Quizá el primero de esos 
hitos se refiera a la época visigoda. La importancia del asentamiento de 
este pueblo en tierras de la meseta norte explica que sea en ella en donde 
se localicen los más abundantes y más valiosos restos de la arquitectura 
visigoda, desde San Pedro de la Nave, en tierras zamoranas, hasta San 
Juan de Baños, en la zona palentina. Es asimismo la cuenca del Duero 
ámbito territorial preferente del denominado arte mozárabe, desarrollado 
en la época de la colonización de la cuenca del Duero. San Miguel de 
Escalada, en León, o San Baudilio de Berlanga, en Soria, son ejemplos 
espléndidos de la arquitectura mozárabe. 

Con posterioridad al año 1000 Castilla y León se integraron en las 
grandes corrientes artísticas europeas. El románico se difundió amplia- 
mente a lo largo del camino de Santiago, dejando por lo tanto su huella 
en las llanuras de la meseta norte (San Martín de Frómista...). En la zona 
del Duero, por otra parte, se desarrollaron variantes regionales de este 
estilo arquitectónico, una caracterizada por los pórticos laterales (zonas de 
Segovia y Soria), otra por las cúpulas gallonadas (Zamora y Salamanca). 
Por lo que se refiere al gótico, en la meseta norte se localizan dos de las 
tres grandes catedrales que se erigieron en el siglo xt en la corona de 
Castilla, las de Burgos y León. Asimismo tuvo gran importancia, en el 
siglo Xv, el foco artístico burgalés, en el que sobresalió la labor escultórica 
de Gil de Siloé. Al margen del arte religioso, sin duda predominante, tuvo 
también gran importancia la arquitectura civil, particularmente los casti- 
llos, muchos de los cuales se construyeron en la decimoquinta centuria. 
Debemos mencionar, finalmente, la difusión en tierras de la meseta norte 
de la arquitectura mudéjar, que combinaba estructuras románicas o góticas 
con elementos típicamente musulmanes (Sahagún, Arévalo, Tordesillas...). 

El arte de la época renacentista tuvo un gran florecimiento en Castilla 
y León. Bastaría recordar, como testimonio insuperable de belleza, el pla- 
teresco salmantino, con la universidad como monumento más significativo. 
En la segunda mitad del siglo xvI se impuso la arquitectura herreriana, 
cuya severidad parecía entonar con la corte de Felipe II, y cuyos edificios 


CASTILLA Y LEÓN 293 


más representativos se encuentran precisamente en tierras de la meseta 
norte. En el terreno de las denominadas artes menores es preciso señalar 
el auge de la platería, puesta de manifiesto particularmente en las incom- 
parables custodias de los Arfe. 

El inicio de la decadencia histórica de Castilla tuvo su reflejo en el 
mundo artístico. No obstante, en el siglo xvH1 alcanzó gran esplendor la 
escuela castellana de imagenería, dedicada a la producción de obras de 
carácter religioso, entre las cuales cabe recordar los pasos procesionales. 
Probablemente fue éste el último movimiento artístico surgido de las tie- 
rras de Castilla y León con auténtica fuerza. A partir del siglo XxvIm las 
manifestaciones artísticas de estas tierras tienen escasa originalidad, siendo 
simples remedos de los grandes modelos nacionales o internacionales. 


* * * 


La cultura tradicional de las tierras de Castilla y León es, sin duda, de 
gran riqueza. Puede decirse, no obstante, que sus fundamentos no son, en 
lo esencial, diferentes de los de otras regiones. En la interpretación de 
esa cultura hay que tener presente la existencia de un viejo fondo pagano, 
al que se sumó posteriormente el elemento religioso cristiano. ¿Qué decir, 
por otra- parte, del papel, ciertamente básico, que desempeña el mito? 
¿Y de las manifestaciones típicas en que esa cultura popular se despliega, 
los romances o las leyendas, los cuentos o las adivinanzas, las canciones 
o las danzas? Señalemos, finalmente, la gran diversidad de instrumentos 
musicales que encontramos en Castilla y León, así como el vigor, mante- 
nido hasta hace poco tiempo, de la artesanía popular. 

Es difícil presentar, en un inventario que forzosamente ha de resultar 
sintético, los aspectos verdaderamente singulares de la cultura tradicional 
de la Comunidad. Indicaremos, no obstante, aquellos que consideramos 
más representativos de esa peculiaridad regional: la danza del paloteo, el 
arte popular de base pastoril (particularmente desarrollado en las zonas 
occidentales de la meseta norte) y, como instrumento musical más desta- 
cado, la dulzaina, que tuvo uno de sus cultivadores más notables en el 
inolvidable Agapito Marazuela. Ni que decir tiene que el traje regional 
alcanza en algunas comarcas cotas muy elevadas y que la alfarería puede 
proporcionar productos de primerísima calidad (recordemos los ejemplos 
de Moveros, o Pereruela, ambos en Zamora). 

Por lo que se refiere a las fiestas de la región puede hablarse de la 
existencia de un calendario circular, en el que todo se complementa, com- 
binándose las épocas de alegría con las de tristeza. Una buena parte de 
esas fiestas tienen lugar entre el 15 de agosto y el 30 de septiembre, 
siendo particularmente abundantes las que se celebran en honor de Nues- 
tra Señora de la Asunción y de San Roque. Sus elementos son similares 
a los de las fiestas de otras regiones españolas. Hay algunas fiestas que 
no sólo son espectaculares, sino en cierta medida singulares de la meseta 
norte: la de las alcaldesas de Zamarramala (Segovia), la del Toro Enma- 
romado de Benavente (Zamora), la de las Móndidas de San Pedro Man- 
rique (Soria) o la del Toro Vega de Tordesillas (Valladolid). Tienen gran 
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importancia en tierras de Castilla y León los encierros, considerándose 
tradicionalmente que los de Cuéllar son los más antiguos de España. Sin 
salir del ámbito de lo lúdico hay que mencionar la existencia de diversos 
juegos, considerados característicos de las tierras de la Comunidad: la 
tanga, la calva, los bolos leoneses o la lucha leonesa. 

Capítulo aparte, y sin duda de gran interés, merece la gastronomía de 
Castilla y León. En principio la región destaca en los dos elementos fun- 
damentales de la alimentación secular, el pan y el vino. Lo primero no es 
sorprendente, si tenemos en cuenta que estamos en una región triguera 
por excelencia. En cuanto a los vinos hay que señalar su variedad (tintos, 
blancos y claretes), pero sobre todo su calidad, especialmente en los de la 
ribera del Duero (dentro de los cuales alcanzan casi categoría mítica los 
de Vega Sicilia). Platos típicos son, entre otros, los asados (el lechazo o 
el cochinillo resultan insuperables en algunas comarcas), las sopas de ajo, 
en cierta manera el cocido (que compite con el clásico madrileño), algunas 
variedades de caza menor (perdiz o codorniz), incluso los cangrejos de río 
(aunque hoy se encuentran en franco retroceso). No hay que olvidar, por 
último, determinadas variedades de quesos, particularmente de oveja (de 
Burgos o de Villalón). 


5. LA ACTIVIDAD POLÍTICA CONTEMPORÁNEA 


La creación de la Comunidad Autónoma de Castilla y León obedece, 
en última instancia, a una decisión política. Ni la existencia de una unidad 
física en la región, ni los rasgos de carácter cultural, ni la tradición his- 
tórica unitaria entre Castilla y León, por más que constituyan elementos 
favorables, hubieran sido suficientes para desembocar, en fechas recientes, 
en la formación de una comunidad autónoma, de no haber contado con 
una decidida voluntad política. 

Llegados a este punto surge una pregunta, ¿esa actitud política, con- 
taba con una conciencia regional como base de apoyo? En principio re- 
sulta difícil admitir la existencia de un sentimiento regionalista en Castilla 
y León. El regionalismo, o el nacionalismo en su caso, ha surgido en 
España en aquellos territorios que propugnaban la defensa de unas señas 
de identidad específicas, que variaban del patrón común de lo español, y 
que, al mismo tiempo, se encontraban en peligro de perecer, o al menos 
de ser desfiguradas. Pero esa situación no se daba en Castilla y León, 
debido, por una parte, a la estrecha identificación que generalmente se 
admite entre lo peculiar de esos territorios y el paradigma de lo español 
y, por otra, a que, en parte como consecuencia de lo anterior, no había 
agresión de ningún tipo contra sus señas de identidad. 

Por lo tanto el regionalismo de Castilla y León no podía nacer de las 
mismas fuentes que constituían su elemento nutricio en otras regiones espa- 
ñolas. Ahora bien, Castilla y León han conocido brotes regionalistas, y no 
sólo en los años que siguieron al final del régimen franquista. Antes al con- 
trario, el regionalismo tiene detrás de sí en esta región un pasado mucho 
más denso de lo que a primera vista pudiera parecer, como han puesto de 
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relieve recientes estudiosos del tema *. En efecto, desde finales del siglo XIX 
hasta 1936 se desarrolló un regionalismo en Castilla y León de relativa enti- 
dad, cuyas manifestaciones fueron a la vez culturales, económicas y políticas. 

La exaltación de los valores culturales de la región se canalizó a través 
de los Juegos Florales, pero también contribuyeron a ella los Ateneos y 
sociedades como la Castellana de Excursiones. Nombres señeros entre los 
intelectuales preocupados por el problema regional de Castilla y León fue- 
ron, entre otros, R. Macías Picavea, N. Alonso Cortés y G. de Azcárate, 
sin Olvidar a J. Senador Gómez, cuyos postulados se inscriben claramente en 
la corriente del regeneracionismo. En su libro El problema nacional, escrito 
en 1899, Macías Picavea definía el regionalismo como «la aspiración de las 
«naturales regiones» españolas a constituirse en órganos de la vida nacional, 
ya social, ya políticamente, gobernándose con autonomía». Todos estos au- 
tores concebían unitariamente a las tierras de Castilla y León, aunque fre- 
cuentemente emplearan el término Castilla, con un claro sentido 
globalizador. En este sentido es altamente significativa la afirmación del leo- 
nés G. de Azcárate: «... porque soy castellano, puesto que soy leonés...». 

La proyección económica del regionalismo de la cuenca del Duero tenía 
como finalidad esencial la defensa de los intereses agrarios. El principal ve- 
hículo de expresión de estos intereses fue el periódico vallisoletano. El Norte 
de Castilla, desde cuyas páginas se alentó una y otra vez a los agricultores de 
la región a que aunasen sus esfuerzos. Su principal objetivo era conseguir me- 
didas proteccionistas para los productos del campo, en especial para los trigos. 

Desde el punto de vista político el regionalismo de Castilla y León 
salió a la palestra con un fuerte contenido anticatalán. A raíz de la cons- 
titución de la Mancomunidad de Cataluña, los representantes de las di- 
putaciones de Castilla y León, reunidos en Burgos, redactaron un escrito 
al que se conoce como «Mensaje de Castilla» (diciembre de 1918). Se 
trata del primer documento colectivo de carácter regional. El «Mensaje...» 
afirmaba la unidad nacional, admitía la descentralización de municipios y 
provincias y se oponía a la autonomía de cualquiera de las regiones es- 
pañolas. De ahí que se le haya considerado expresión del denominado 
«regionalismo sano». Pero, pese a todo, era un paso importante en el 
camino del regionalismo en Castilla y León. 

Después de unos años de tregua, particularmente los que coincidieron 
con el gobierno de Primo de Rivera, el regionalismo rebrotó, con nueva 
fuerza, tras la proclamación de la Segunda República. La marcha de Cata- 
luña hacia la consecución de su Estatuto de Autonomía dio lugar a una 
animada campaña de oposición en Castilla, cuyo principal portavoz fue A. 
Royo Villanova. No obstante, también la región castellano-leonesa terminó 
por recabar su propio Estatuto. Desde 1932 hasta 1936 se emprendieron 
diversas acciones, siendo particularmente intensas en los meses que siguieron 
al triunfo del Frente Popular. Quizá el paso más importante dado en ese 
sentido fueron las «bases» para el Estatuto de Castilla y León, elaboradas 
por el doctor Bañuelos y publicadas por El Norte de Castilla en mayo de 


6 Particularmente E. Orduña, en su libro El regionalismo en Castilla y León, Ed. Ám- 
bito, Valladolid, 1986. 
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1936. El citado proyecto comprendía, además de, las provincias hoy integradas 
en la Comunidad, las de Santander y Logroño. En cualquier caso, todas esas 
iniciativas naufragaron al estallar, en julio de 1936, la guerra civil española. 


* * * 


A mediados de los años setenta, sobre todo a raíz de la muerte de 
Franco, el regionalismo renació en Castilla y León, estrechamente asociado 
a las reivindicaciones democráticas. Se trataba, eso sí, de un regionalismo 
auspiciado por grupos minoritarios, básicamente intelectuales, aparte de al- 
gún político de signo aperturista. A comienzos de 1976 se constituyeron dos 
entidades de esa naturaleza, la Alianza Regional de Castilla y León, acogida 
a la entonces vigente Ley de Asociaciones, y el Instituto Regional Castellano- 
Leonés, organizado como sociedad anónima. Las diferencias entre una y otra 
entidad se hallaban en la orientación conservadora de la Alianza, en con- 
traste con el tinte progresista del Instituto. La reunión celebrada en Villalar 
de los Comuneros, en abril de 1976, por unos cientos de personas, pese a la 
prohibición gubernativa, adquirió pronto un valor de símbolo. 

La celebración de las primeras elecciones democráticas, después de más 
de cuarenta años, en junio de 1977, fue el punto de partida de la nueva 
organización del Estado, de signo claramente regionalizado, en contraste con 
la vieja tradición centralista. El 13 de junio de 1978 se aprobó la concesión 
del régimen preautonómico a Castilla y León. Se iniciaba con ello una an- 
dadura, por lo general compleja, y en ocasiones difícil, que iba a durar casi 
cinco años, hasta la aprobación, a comienzos de 1983, del Estatuto de Au- 
tonomía de Castilla y León y la celebración, unos meses después, de las 
primeras elecciones regionales. , 

En octubre de 1979 el Consejo General de Castilla y León puso en mar- 
cha el proceso autonómico, acudiendo para ello. a la vía establecida en el 
artículo 143 de la Constitución. Cantabria y la Rioja, aunque fueron invitadas 
a formar parte de la Comunidad, optaron por constituir comunidades pro- 
pias, de carácter uniprovincial. De las restantes provincias hubo problemas 
con León y con Segovia. La provincia de León se incorporó finalmente al 
Consejo General, pero a comienzos de 1983 dio marcha atrás a aquella de- 
cisión, presentando a continuación un recurso para intentar salir de la Co- 
munidad. El caso de Segovia fue diferente, pues no llegó a integrase en el 
proceso autonómico, siendo posteriormente incluida en la Comunidad me- 
diante una Ley Orgánica del gobierno. También Segovia presentó un recurso 
de inconstitucionalidad, que tenía pretensiones idénticas al de León. 

Lo que acabamos de indicar es demostrativo de las dificultades que se 
plantearon en el desarrollo del proceso autonómico de Castilla y León. Por 
de pronto no todos los grupos aceptaban la constitución de esa comunidad. 
Los grupos leonesistas, por una parte, y algunos grupos castellanistas (así, 
por ejemplo, Comunidad Castellana) la rechazaban, amparándose en argu- 
mentos preferentemente históricos o culturales. Pero fueron esencialmente in- 
tereses políticos, de signo muy diverso, los que actuaron en los casos citados. 
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«Castilla y León, de acuerdo con la vinculación histórica y cultural de 
las provincias que la integran, se constituye en Comunidad Autónoma», 
se lee en el artículo primero del Estatuto de Autonomía, que es «su 
norma institucional básica». Tal es la declaración con que se abre el texto 
del Estatuto, que pasa a ocuparse a continuación de cuestiones como el 
ámbito territorial de la Comunidad o su emblema y bandera. 

Importancia capital reviste, no obstante, el artículo octavo, en el cual 
se especifican cuáles son las instituciones básicas de la Comunidad Autó- 
noma. Son éstas las Cortes, el presidente y la Junta de Castilla y León. 
Las Cortes, representación del pueblo de Castilla y León, están integradas 
por procuradores, lo que significa una recuperación de la denominación 
tradicional. Los procuradores son elegidos, por sufragio universal, a través 
de la circunscripción electoral de la provincia. Cada provincia tiene como 
mínimo tres procuradores, y uno más por cada 45.000 habitantes o frac- 
ción superior a 22.500. El presidente de la Junta, se lee en el artículo 15, 
lo eligen las Cortes de Castilla y León de entre sus miembros, correspon- 
diendo su nombramiento al rey. En cuanto a la Junta de Castilla y León 
es «el órgano de gobierno y administración de la Comunidad». Sus miem- 
bros son nombrados por el presidente, no pudiendo en ningún caso exce- 
der de diez. Tales son los postulados fundamentales que contiene el 
Estatuto de Autonomía. 


Veamos, finalmente, cuál ha sido la evolución de las fuerzas políticas 
en Castilla y León en los últimos diez años. Para empezar hay que señalar 
la escasa incidencia de los partidos regionalistas. Hace unos años se creó 
el denominado Partido Nacionalista de Castilla y León. Hay, por otra 
parte, en tierras leonesas diversos partidos políticos de signo localista, 
como el Partido Regionalista del País Leonés. Pero cada vez que han 
concurrido estos partidos a las consultas electorales han obtenido unos 
resultados pobrísimos. 

En realidad dentro de Castilla y León sólo tienen auténtico peso es- 
pecífico los partidos de carácter nacional. Durante la etapa preautonómica 
el partido mayoritario fue Unión de Centro Democrático, figurando como 
cabeza de la oposición el Partido Socialista Obrero Español. A UCD per- 
tenecían los dos presidentes que tuvo el Consejo General de Castilla y 
León, Manuel Reol Tejada y José Manuel García Verdugo. Dicho par- 
tido, lógicamente, llevó el peso principal en el desarrollo del proceso que 
desembocó en la Autonomía. 

En las elecciones regionales de mayo de 1983, celebradas unos meses 
después del triunfo del PSOE a nivel nacional y del descalabro de UCD, 
el reparto de escaños en las Cortes de Castilla y León fue el siguiente: 
42 procuradores del PSOE, 39 de la Coalición Popular (integrada por 
Alianza Popular, el Partido Demócrata Popular y la Unión Liberal), dos 
del Centro Democrático y Social y uno del Partido Demócrata Liberal. El 
PSOE, de acuerdo con esos resultados, pudo formar el primer gobierno 
regional, que estuvo presidido por Demetrio Madrid, hasta que en no- 
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viembre de 1986 le sustituyó José Constantino Nalda. La presidencia de 
las Cortes la ostentó también un socialista, Dionisio Llamazares. 

En las últimas elecciones regionales, celebradas en junio de 1987, ha 
habido importantes cambios. El reparto de procuradores ha sido el si- 
guiente: 32 de Alianza Popular, 32 del PSOE, 18 de CDS, uno del Partido 
Demócrata Popular y uno de Solución Independiente. La presidencia de 
las Cortes ha recaído en un centrista, Carlos Sánchez Reyes, y la de la 
Junta en el aliancista José María Aznar, el cual ha constituido un gobierno 
regional integrado por sólo cinco consejerías. Tal es el panorama político 
existente en Castilla y León en el momento de escribir estas líneas. 
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ls GEOGRAFÍA DE LA REGIÓN 


1. Formada por las antiguas provincias de Toledo, Ciudad Real, 
Cuenca, Guadalajara y Albacete, Castilla-La Mancha ocupa una extensión 
de 79.226 kilómetros cuadrados, equivalente a un 15 por 100 del territorio 
nacional, lo que la sitúa en el tercer lugar, en cuanto a dimensiones terri- 
toriales, de las regiones integrantes del Estado español. 

Está conformada por un gran espacio centropeninsular, cuya estructura 
más característica es una dilatada llanura bordeada por formaciones mon- 
tañosas. Esa extensa planicie, coincidente en gran medida con la región 
manchega, no es sólo una realidad geográfica, sino también una imagen y 
hasta un símbolo, creados o recreados literariamente, cuyos perfiles, sue- 
len ser muy imprecisos. «La llanura, la llanura inmensa, la llanura infinita, 
la llanura desesperante se ha extendido ante nuestra vista», describiría 
Azorín ese peculiar paisaje castellano. Un poeta de la región, el tomello- 
sero Eladio Cabañero, acudía a esta imagen: 


«La Mancha frente al sol: una sandía 
de corazón quemante y duradero 
frente a un circo de cal y lejanía.» 


Un desigual llano rodeado de un circo montañoso: las formaciones si- 
líceas que, desde la era primaria, afloran al oeste y al sur; las más recien- 
tes formaciones orogénicas del nordeste, de origen secundario y terciario. 
Macizos montañosos, muy definidos, aunque de relieve escasamente des- 
collante de la media orográfica peninsular: la serranía de Atienza, por el 
norte; los Montes de Toledo, al oeste; el sistema Ibérico, a oriente; la 
Sierra Morena, escalón meridional de la meseta. Alternando con ellos, 
zonas de paulatina transición hacia el paisaje extremeño, hacia el oeste, y 
hacia la región murciana en el sudeste. 
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Comencemos por sus unidades interiores. Con una altitud media de 
700 metros, la Mancha es una gran cuenca de sedimentación miocénica, 
limitada por la Alcarria, los campos de Calatrava y de Montiel, el sistema 
Ibérico, los Montes de Toledo y la región extremeña. Sin duda es la uni- 
dad más extensa del espacio castellano-manchego, además de ser la mayor 
llanura peninsular. Para algunos geógrafos es la pieza más característica y 
la que parece prestar especial personalidad a toda la región. Tierra de 
aparente monotonía: «Aquel paisaje de llanura absoluta no lo comprende 
casi nadie —escribe Francisco García Pavón—. Hace falta mucho aco- 
modo a de los ojos. La gente ante el paisaje va al bulto: árboles, montes, 
valles y lomerales. Los viajeros de toda la vida se aburren al atravesar las 
llanuras manchegas camino de Levante o Andalucía» *. Es la constatación 
literaria de una realidad apreciada también por los propios geógrafos: 
«Viajando, por ejemplo, de Madrid a Albacete —escribe Julián Alonso— 
y recorriendo por consiguiente suaves topografías, incluso no pudiendo en 
grandes extensiones apreciar en el entorno la menor energía de relieve, se 
comprende el porqué de la estereotipada percepción, de la irreal identifi- 
cación de Castilla-La Mancha con una región de amplios horizontes —así 
los hay y así lo son, como señala incluso la etimología árabe de «Man- 
cha»— pero que, en modo alguno, son los únicos. Se comprende; mas no 
se justifica: la región esconde una muy rica complejidad» ?. 

Así, pese a esa cierta homogeneidad, se distinguen en la propia Man- 
cha una serie de comarcas o subregiones, tanto desde el punto de vista 
geomorfológico como desde el paisajístico. Existe una Mancha alta, la que 
limita con las Alcarrias y penetra en la Mesa de Ocaña; es la zona con- 
quense y toledana de la región. Hay una Mancha baja, ciudarrealeña y 
albacetense, que se extiende hacia el sur y el sudeste para terminar enla- 
zando con otra Mancha, la llamada de Montearagón, exclusivamente al- 
baceteña que llega hasta las proximidades de la meseta de Chinchilla. Esta 
penillanura responde a morfología muy regular caracterizada por la dis- 
posición tabular de sedimentos, tanto calizos como arcillosos y areniscos, 
formados durante varios períodos de la era terciaria, que han permanecido 
horizontales desde la época de su depósito. 

Al sur de la Mancha y limitando en su zona meridional con la Sierra 
Morena, el Campo de Montiel, con más de 7.000 kilómetros cuadrados de 
extensión, es una plataforma de sedimentación con abundancia de calizas 
dispuestas tabularmente, con zonas muy erosionadas, como las formadas 
por margas y arcillas yesosas que corresponden a las lagunas de Ruide- 
ra, uno de los fenómenos más característicos de la comarca. Es zona 
endorréica, con frecuente succión de las aguas superficiales que nutren 
acuíferos. 

Al oeste del Campo de Montiel se sitúa el otro Campo, el de Cala- 
trava, de menor elevación —500 metros— constituido por una gran super- 
ficie de erosión, cuyo carácter más peculiar son algunas muestras de un 


' F. García Pavón, Voces en Ruidera, Barcelona, Destino, 1975, pág. 31. 


Julián Alonso, «El medio físico de Castilla-La Mancha», en Castilla-La Mancha: es- 
pacio y sociedad, Junta de Comunidades, 1986, vol. III, pág. 15. 
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pasado volcánico, en forma de pequeños altozanos llamados «castillejos» 
Oo «negrizales», así como algún testimonial cono volcánico, convertido 
luego en pequeña laguna, tal la de la Posadilla, en la provincia de Ciudad 
Real. 

Al sur de esta provincia se sitúa el valle de Alcudia, cuya fama va 
fundamentalmente unida a la economía pecuaria de la región y a la his- 
toria de una institución tan característica de la transhumancia como fue la 
Mesta. Es una zona de transición a Andalucía, formada geológicamente 
por el afloramiento del escudo precámbrico, una de las estructuras básicas 
de la Península. 

Incluidas también en este gran espacio central se pueden individualizar 
otras unidades naturales. Los páramos alcarreños o «alcarrias» son una de 
ellas. Son formaciones del terciario, limitadas por el sistema Ibérico y 
enlazadas con las parameras de Molina y Sigúenza. Son terrenos de cali- 
zas, cortados por el curso de algunos ríos como el Tajo, el Henares, el 
Tajuña y el Guadiela. «Alta, pedregosa, surcada en todas direcciones por 
hondos valles o más bien barrancos por donde se deslizan apacibles y 
nombrados ríos —describía en el siglo XIX a la Alcarria José María Qua- 
drado— pingúe y feraz en las cañadas, desnuda y yerma en las alturas o 
de bajos matorrales solamente vestida, pero brindando con sabrosos pas- 
tos a numerosas greyes y a densos enjambres de abejas con aromáticas 
flores» *. 

Dispuestos de este a oeste, con cierto paralelismo respecto del sistema 
Central, los Montes de Toledo, el menor de los sistemas orográficos pe- 
ninsulares, son viejas formaciones hercinianas dislocadas por las convulsio- 
nes terciarias del período alpino, que las dispuso en bloques cortados por 
valles o fallas. Una de las funciones de esta zona montañosa es la de servir 
de difusora de aguas. Los Yébenes, Malagón, la sierra Calderina, la del 
Pocito, son algunas de sus alineaciones. 

Dentro de la provincia de Toledo dos regiones como la Jara y la Sagra 
tienen caracteres definidos. La primera está enlazada al conjunto de los 
Montes de Toledo y de las terrazas que forman en su zona occidental ríos 
como el Pusa, el Gébalo y el propio Tajo. Mientras que la planicie de la 
Sagra se extiende sobre una zona miocénica, donde se encuentran Torrijos 
y Maqueda, deslizándose hasta las tierras de Talavera. 

Bordeando este gran espacio central se sitúan los sistemas montañosos 
que constituyen sus fronteras naturales. Por el norte el sistema Central, la 
gran divisoria de la Meseta, que limita la zona nororiental de Castilla-La 
Mancha, enlazando con el sistema Ibérico, a través de las parameras de 
Barahona, las sierras de Ayllón y de Peña, la Sierra Ministra y los altos 
de Miedes de Atienza, todos ellos en la provincia de Guadalajara. 

Otra de las fronteras naturales de la región castellano-manchega es la 
que se denomina «rama castellana» O «rama interna» del sistema Ibérico. 
Es, ante todo, una gran divisoria de aguas entre la vertiente atlántica y la 
mediterránea. Una de sus alineaciones más características es la serranía 


3 José María Quadrado, Recuerdos y bellezas de España, Toledo, Edit. Zocodover (edi- 
ción. facsímil de la Caja de Ahorros de Toledo), 1981, pág. 570. 
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de Cuenca, grandes formaciones calcáreas que conforman un paisaje de 
extraordinaria belleza, cubierto por una de las reservas arbóreas mejor 
conservada de toda la región centropeninsular. ' 

Las formaciones prebéticas o subbéticas que sirven de límite regional 
por la provincia de Albacete están constituidas por calizas, areniscas y 
margas, procedentes de un antiguo fondo marino y dispuestas en varias 
alineaciones, entre las que cabe distinguir la sierra de Alcaraz, la de Calar 
de Mundo, la de Cabras y Taibilla, con alturas superiores a los 1.500 
metros. El campo de Hellín, en el que todavía penetra, alternándose con 
valles, el relieve prebético, es ya una clara zona de transición hacia la 
región murciana. 

Por último, la Sierra Morena, borde meridional de la Meseta, ha sido 
definida como el balcón sobre el Guadalquivir. De hecho, la transición 
desde la provincia de Ciudad Real es lenta y suave; nada presagia el gran 
espectáculo de Despeñaperros, la brusca bajada desde la Meseta al valle 
del Guadalquivir, a través de ese inmenso reborde, labio inferior de la 
Meseta realzado como consecuencia de los movimientos orogénicos del 
final del terciario. Vieja ruta de obligado y difícil tránsito entre el centro 
peninsular y la depresión bética, de importancia no sólo comercial, sino 
también estratégica, como vienen a probar la localización en sus aledaños 
de tres batallas claves en la historia peninsular: Munda, las Navas de To- 
losa y Bailén. 


2. Desde el punto de vista hidrológico, Castilla-La Mancha es una de 
las regiones peor dotadas de recursos hidráulicos. Las razones de tal des- 
ventajosa situación son varias. Proceden unas de su clima, con lluvias muy 
escasas y repartidas de forma muy desigual; más abundantes y frecuentes 
en las zonas montañosas periféricas, con niveles pluviométricos superiores 
a los 600 milímetros; inferiores a los 500 milímetros en las zonas llanas, 
acentuándose este descenso pluviométrico según se desciende a las tierras 
del sudeste. Las lluvias torrenciales que originan grandes avenidas y fre- 
cuentes catástrofes, casi siempre unidas a tormentas del final del verano o 
del otoño, alternan con largos períodos de continuada sequía. De hecho 
y pese a las ocasionales tormentas con fuerte precipitación, la media plu- 
viométrica del verano casi nunca supera el 10 por 100 del total anual. 

Una segunda causa que condiciona esa mala situación hídrica procede 
de las condiciones de los terrenos sobre los que cae tal irregular precipi- 
tación. El drenaje de los suelos es muy deficiente, como consecuencia de 
la existencia de numerosas depresiones cerradas. Habría que añadir tam- 
bién una elevada capacidad de evaporación atmosférica. 

No poca incidencia tiene la propia situación mesetaria de la región, 
con altitudes medias entre los 500 y los 700 metros, lo que origina que se 
configure como cabecera hidrográfica de numerosos ríos que vierten a 
otras cuencas de menor altitud, situadas en zonas periféricas a la meseta. 

Así, en su conjunto, Castilla-La Mancha presenta caracteres muy pe- 
culiares tanto por la irregularidad de sus ríos como por la abundancia y 
diversidad de zonas lacustres y, de forma muy particular, por la riqueza 
de aguas subálveas, en contraste con la aridez de su suelo. 

Los cursos de agua que recorren sus tierras pertenecen a tres cuencas 
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hidrográficas: la del Tajo, la del Guadiana y la del Júcar. El primero de 
ellos, el mayor de los ríos peninsulares, tiene su cabecera en el conjunto 
montañoso que forman las serranías de Cuenca y Guadalajara, precisa- 
mente zonas de superior pluviosidad, con índices por encima de los 600 
milímetros. También nace en ese enclave el Júcar, que discurrirá hacia la 
vertiente mediterránea. Cruza el Tajo la zona norte de la provincia de 
Cuenca, casi toda la de Guadalajara, donde ya se transforma en un típico 
río mesetario, cuyo curso se hace más lento en la provincia de Toledo. 
En su curso alto lleva abundante caudal, con fuertes crecidas primavera- 
les, especialmente notables en abril; luego su caudal, aunque afectado por 
el estiaje, se mantendrá más estable que el de los otros ríos de la región. 

Quizá el más característico río castellano-manchego, en cuanto traduce 
las causas climáticas y edafológicas que antes mencionábamos, sea el Gua- 
diana. Es un río de comportamiento extraño, acentuado por la mantenida 
incógnita de su nacimiento, que se situaba en los manantiales de Pinilla, 
en el Campo de Montiel, para formar luego parte de las lagunas de Rui- 
dera y, tras continuar su curso por la llanura manchega, ocultarse y dis- 
currir en un cauce subterráneo para terminar aflorando en los llamados 
Ojos del Guadiana. Tal era la explicación clásica, dada incluso en textos 
de Plinio al referirse al río Anas. Pero desde hace más de un siglo se fue 
abriendo paso la hipótesis de que realmente se trataba de dos ríos: el 
Guadiana de las lagunas y el Guadiana que aparecía en los Ojos. Métodos 
hidrogeológicos han venido a confirmarlo; hay un Alto Guadiana, cuyas 
aguas en parte se infiltran, se evaporan o, en muy reducida proporción, 
van al Záncara; mientras que el que aflora en los Ojos procede del gran 
acuífero existente en esa zona. La tesis de Alfredo Pérez González sos- 
tiene que «el sistema fluvial del Guadiana en la zona de la Mancha pro- 
cede de una red residual elaborada en el pleistoceno; se trata de un 
sistema complicado de paleocanales y depósitos asociados que a lo largo 
del Pleistoceno modelaban las regiones centrales de la llanura manche- 
ga» *. Así, para algunos autores, el río Záncara no sería más que el curso 
conservado de las antiguas redes y se podría considerar como el auténtico 
Guadiana, teoría que ya sostenían geógrafos como Dantín Cereceda y 
Hernández-Pacheco. 

En la región castellano-manchega no existen propiamente lagos, pero 
sí numerosas lagunas o zonas lacustres, generalmente asociadas, en su ori- 
gen y morfología, a fenómenos cársticos, a terrenos volcánicos o al carac- 
terístico endorreísmo de la región, con zonas de difícil desagúe y cauces 
mal definidos en un espacio de llanura tan acusada. 

No es cuestión de pormenorizar las innumerables lagunillas y zonas 
encharcadas consecuencia del endorreísmo, ni de detenerse en los escasos 
ejemplos de pequeñas lagunas que ocupan el antiguo cráter de un volcán, 
especialmente en el Campo de Calatrava. Pero sí es preciso destacar dos 


4 Alfredo Pérez González, Neogeno y cuaternario de la llanura manchega y sus relaciones 
con la cuenca del Tajo, Tesis doctoral, Univ. Complutense, 1982, cit. VV.AA., El espacio 
geográfico de la provincia de Ciudad Real, Ciudad Real, Diputación Área Cultura, 1985, 
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conjuntos especialmente importantes de la región: las Tablas de Daimiel 
y las lagunas de Ruidera. Ñ 

Uno de los exponentes más característicos de la zona húmeda de la 
Mancha son las tablas de Daimiel. En la región manchega hay muchas 
tablas, término con que se conocen esas zonas de aguas superficiales sobre 
las que emergen plantas anfibias, arraigadas en fondo pantanoso y cuyo 
tallo atraviesa la delgada capa acuosa: carrizales, espadañas, masiegas, 
rancínculos, lirios, juncales..., y como única especie arbórea asociada al 
agua, los tarayes que emergen en los bordes de algunas islas. 

El origen de tal fenómeno procede de la conjunción de varias causas: 
la aportación superficial de aguas dulces y salobres procedentes de ríos 
que, como el Gigúela y el Záncara, discurren perezosos por la llanura 
originando, aquí y allá, zonas palustres. El Gigúela, procedente de la se- 
rranía de Cuenca, afluente del Guadiana de régimen muy irregular, es el 
que, tras cruzar lentamente la Mancha, aporta mayor contenido salobre. 
Otro caudal procede de la aportación de aguas subterráneas, de salinidad 
intermedia, consecuencia de la afloración de un importante acuífero, de 
más de 5.000 kilómetros cuadrados, principal suministrador hídrico de las 
tablas. 

En los últimos años, las tablas han adquirido una frecuente presencia 
en los medios de comunicación, tanto nacionales como extranjeros. En 
1962 un grupo de científicos de distintos países, reunido en la localidad 
francesa de Saintes Maries de la Mer, estudiaron la situación —ya por 
entonces preocupante— de las zonas palustres europeas. De allí salió el 
proyecto MAR, para la protección de estas zonas en peligro de extinción 
y degradación, que comenzó a elaborar una relación de parajes de este 
tipo que tuvieran importancia internacional. Tal lista fue publicada en 
1965; en ella se incluían diez zonas españolas, cuatro de ellas de categoría 
A, es decir, de interés excepcional: las marismas del Guadalquivir, el delta 
del Ebro, la albufera de Valencia y las lagunas de la Mancha; en este 
último grupo se incluían casi dos centenares de formaciones lacustres, 
desde las de Ruidera a las de naturaleza esteparia, como las de Alcázar 
de San Juan, Retamar o Manjavacas, pasando por las tablas de Daimiel. 

Esta atención internacional, que se iría intensificando en los siguientes 
años, llevó a que se tomase conciencia del interés por estas zonas y sur- 
giese en España una legislación tendente a su protección. Por lo que hace 
al conjunto de Daimiel, la ley de 31 de mayo de 1966 lo convertía en 
Reserva Nacional de caza; años después, el Decreto 1874/1973, de 28 de 
junio, le concedía la categoría de Parque Nacional; en tal concepto, se le 
atribuía el de reserva integral de aves acuáticas o Refugio Nacional de 
caza, con una permanente prohibición de la actividad cinegética, «por ra- 
zones biológicas, científicas y educativas». 

En sus 182 Ha., entre zonas pantanosas e islotes —la isla del Pan, la 
de los Asnos, la del Moreno, la de Martinete, la de Algeciras, la de los 
Tarayes— vive una abundante y variadísima fauna, desde peces, anfibios 
y reptiles, hasta más de una veintena de especies de mamíferos y —su 
mayor riqueza faunística— una sorprendente variedad de aves acuáticas: 
diversas familias de ánades —algunas únicas en Europa—, colonias de 
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garzas imperiales; alcaravanes, gangas, sisones; numerosísimas especies de 
pájaros, muchos de ellos migratorios; no pocas rapaces, como el aguilucho 
lagunero, el halcón peregrino, el alcotán, el águila culebrera o el aguilu- 
cho cenizo. 

Uno de los problemas actuales más inquietantes para la conservación 
de tal conjunto es el descenso del nivel de las aguas como consecuencia 
de la sobreexplotación del acuífero, drenado en exceso para fines de re- 
gadío. No poco contribuye también a su deterioro la contaminación de las 
aguas fluviales que vierten en sus lagunas. 

Entre los elementos más representativos del Campo de Montiel, situa- 
das entre la provincia de Ciudad Real y de Albacete, están las lagunas de 
Ruidera. 

Ruidera es un conjunto de quince lagunas, que se extienden en una 
longitud de 28 kilómetros, dispuestas en cadena, de sudeste a noroeste. 
En contraste con la aridez de la región, conforman un sorprendente pai- 
saje de aguas transparentes que discurren desde el Campo de Montiel. 
Como fenómeno geográfico, las lagunas responden a un origen cárstico, 
dispuestas en cubetas excavadas por la erosión de las aguas sobre las ca- 
lizas y dolomías, en una secular acción disolvente que ha formado sus 
características orillas, llenas de pequeñas cuevas y caprichosas formas. 

Tienen las lagunas nombres entre solemnes y populares: la del Rey, la 
Colgada, la Blanca, la Redondilla, la Santo Amorcillo, la cueva Morenilla, 
la del Cenagal o Cenagosa..., muy próxima a las lagunas está la cueva de 
Montesinos, por «cuya boca, espaciosa y ancha, pero llena de cambroneras 
y cabrahígos, de zarzas y malezas», se sumió don Quijote provisto de «casi 
cien brazas de soga» ”. 

Quizá una de sus máximas notas de belleza sea, en años lluviosos, el 
discurrir de sus aguas, vertiendo de una a otra. «En los días de primavera 
—escribe Francisco García Pavón— las aguas de escorrentía multiplican, 
los saltos de agua de laguna a laguna se asonoran, y en algunos parajes 
todo es concierto de aguas saltadoras y escaloneras. Que por eso Ruidera 
se llama como se llama. Porque es la zona «roidera» o ruidosa del Gua- 
diana» *. 

Hemos indicado también que uno de los caracteres más relevantes de 
la región, en cuanto a recursos hídricos se refiere, es la existencia de aguas 
subterráneas; estos acuíferos adquieren especial valor por su caudal en la 
zona oriental de la provincia de Ciudad Real, el conocido como acuífero 
23, y el situado en la Mancha oriental, en la provincia de Albacete, cuyos 
recursos representan el 25 por 100 del total de las aguas subterráneas de 
toda la región, cuyas existencias se estiman en 65.000 hectómetros cúbicos, 
aun cuando las reservas susceptibles técnica o económicamente de ser ex- 
plotadas no representan más que el 10 por 100 de esa gran cifra. El lla- 
mado acuífero 23, que ocupa una extensión de unos 5.000 kilómetros 
cuadrados, viene experimentando una sobreexplotación, regando sus aguas 


5 Don Quijote de la Mancha, II parte, 22. 
6 F. García Pavón, Voces en Ruidera, págs. 42-43. 
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más de 100.000 Ha. a mediados de la presente década, lo que ha condu- 
cido a un descenso de su nivel superior en algunas zonas a los veinte 
metros. Como se concluía en un reciente informe, «la situación hidráulica 
del acuífero está desequilibrada, con unas extracciones que exceden en 90- 
100 hectómetros cúbicos al año los recursos medios renovables» ?. 

Habría que indicar, por último, que el aprovechamiento de tales re- 
cursos hídricos, no excesivamente abundantes aunque sí variados, se ha 
potenciado con la construcción de una serie de embalses, cuya capacidad 
total se cifra en 9.100 hectómetros cúbicos, lo que representa el 22 por 
100 del total nacional. Precisamente tales embalses están situados cercanos 
a las cabeceras de los ríos: las aguas del Tajo procedentes de la serranía 
de Cuenca se embalsan en el conjunto de Entrepeñas y Buendía; las del 
Júcar en Alarcón y Contreras; las escorrentías de los Montes de Toledo, 
en Cíjara; las de Sierra Morena, en los embalses de Zújar y la Serena..., 
si bien hay que tener en cuenta que algunos de estos embalses, aunque 
aprovechan aguas de la región, están situados fuera de ella o en zona tan 
marginal que su uso aprovecha más a otras regiones periféricas; valga el 
caso del pantano de Cíjara para los riegos del plan Badajoz o del apro- 
vechamiento hidroeléctrico que la región valenciana hace de los embalses 
de Alarcón y Contreras. 


2. HISTORIA 


1. En una síntesis como la que, en estas páginas, se pretende no tiene 
mayor sentido detenerse en pormenorizar un pasado remoto que, si bien 
conforma las raíces más añosas de la región y emerge no sólo en vestigios 
arqueológicos sino en múltiples manifestaciones culturales y folclóricas, no 
explica suficientemente el ser actual de los hombres que pueblan Castilla- 
La Mancha. 

Fue ésta, sin duda, una tierra poblada desde tiempos remotos. Los 
numerosos vestigios prehistóricos —tanto paleo como neolíticos— anali- 
zados en muy diversas estaciones de la región testimonian una continuada 
población, especialmente detectable en las terrazas fluviales de los ríos 
que la atraviesan: Tajo, Jarama, Henares, Guadiana, Júcar... Los mo- 
dernos y bien instalados museos provinciales de Albacete o de Ciudad 
Real, de reciente creación, ofrecen una magnífica lección, expuesta con 
gran riqueza plástica de numerosas y escogidas piezas representativas de 
los diferentes períodos culturales de la prehistoria castellano-manchega. 

Especialistas en Historia Antigua y en práctica arqueológica han ido 
añadiendo, en los últimos años, líneas a un capítulo apenas iniciado y con 
mucha carga de leyenda y erudición local, como es el de la protohistoria 
de este área de la meseta inferior. Al tiempo que la lectura del terreno, 
en las numerosas campañas arqueológicas emprendidas en los últimos 
años, ha salvado numerosas piezas de la afición, más o menos generosa, 


7 «Economía de las Comunidades Autónomas: Castilla-La Mancha», en Papeles de Eco- 
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de los coleccionistas, cuando no del ilegal comercio de los «furtivos» de 
la arqueología. Hasta hace poco tierra de nadie en el mapa arqueológico 
de España —contadas excepciones aparte— hoy quizá sea ésta una de las 
líneas de investigación histórica más rejuvenecidas y potenciadas, tanto 
por lo que este capítulo supone de búsqueda de las raíces más vetustas de 
la común historia regional cuanto por lo que la excavación arqueológica 
tiene de tarea juvenil y de «campo de trabajo» en contacto directo con la 
naturaleza. Sería prolijo enumerar las campañas arqueológicas que, desde 
yacimientos ibéricos a los de época tardomedieval, se están llevando a 
cabo en Castilla-La Mancha *. Quizá sean los pertenecientes al período 
del Bronce los que están iluminando especialmente una larga etapa cul- 
tural mal conocida en la región, permitiendo reconstruir líneas de contacto 
peninsulares con el comercio y las culturas mediterráneas; pongamos como 
ejemplos las campañas desarrolladas en los enclaves del cerro de la En- 
cantada, próximo a Almagro (Ciudad Real), del cerro del Bu (Toledo) o 
del Acequión y la Morra del Quintanar, en la provincia de Albacete. 

Así se está volviendo a revisar la variada historiografía local, las leyen- 
das y tradiciones populares y los contados pero preciosos testimonios de 
geógrafos e historiadores clásicos. La presencia de lo celta y lo celtíbero, 
los testimonios de carpetanos, oretanos y vacceos van teniendo hoy otros 
puntos de referencia que Complutum, Titulcia, Toletum, Castulo, Oretum 
o Sisapo, por citar sólo algunos de sus núcleos más característicos. 

Pese a los siglos de presencia romana en la Península, se ha tenido a 
esta zona por débilmente romanizada, con marcadas pervivencias de las 
culturas indígenas y con una fuerte dicotomía entre los núcleos de impor- 
tancia militar o comercial situados junto a las vías de comunicación —cuyo 
trazado se conoce con gran aproximación— y los núcleos interiores aleja- 
dos de los focos de aculturación. Los avances arqueológicos y los descu- 
brimientos de villae —como el espectacular conjunto de mosaicos re- 
cientemente hallado en Carranque (Toledo)— parecen ir matizando la an- 
terior afirmación, en el sentido de constatar una mayor incidencia de la 
penetración cultural romana en estas tierras meseteñas. Cruzadas por le- 
gionarios y mercaderes, los dos elementos más influyentes de la romani- 
zación de la Hispania interior, son los centros de interés estratégico o de 
valor económico —fundamentalmente las explotaciones mineras— los pun- 
tos básicos de estudio de la huella romana en la región. 

Pero si algún enclave ha adquirido, a lo largo de los siglos, renombre 
histórico entre los de estas tierras, sin duda ha sido Toledo. La Toledo 
carpetana, intensamente romanizada —fortaleza natural junto a la gran vía 
fluvial del Tajo— capital luego del reino visigodo. Uno de los símbolos 
de la propia historia de España con resonancia universal. Cierto es que 
hoy la misma significación del período visigótico y de lo que, en su con- 
texto, significa el reino toledano han sido objeto de una profunda revisión 
que ha intentado despejar el hecho histórico de lo visigodo de cuanto se 
le había añadido por parte de la historiografía del siglo xIX. De un lado, 


8 Cfr. Arqueología en Castilla-La Mancha, Toledo, Junta de Comunidades de Castilla- 
La Mancha, 1987. 
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situándolo como un apéndice de la llamada «edad antigua» y quitándole 
el hipertrofiado protagonismo de pórtico de la «edad media», con todo lo 
que de convencional tienen tales criterios de periodización; en todo caso, 
clasificando el mundo visigodo como «la sociedad hispano-romana de de- 
cadencia» o como «la Hispania que prolonga la estructura socioeconómica 
del Bajo Imperio» ?. 

De otro lado —y esto es más significativo—, quitándole la carga de 
«nacionalismo unitario» que le había echado la historiografía liberal mo- 
derada del pasado siglo y sus epígonos entusiastas de los últimos cincuenta 
años, para quienes los reyes de Toledo —especialmente Leovigildo o Reca- 
redo— eran los «primeros reyes de España». Lo que indudablemente repre- 
sentó el reino de Toledo fue el centralismo del poder visigodo: por primera 
vez la Meseta se convertía en centro de poder, en ese proceso de identifi- 
cación de la elite visigótica con el espacio territorial de la Península. 


2. Pero —al lado de este prestigio de Toledo conservado en los pri- 
meros tiempos de la invasión musulmana— la historia de toda Castilla, la 
del norte y la meridional, hay que observarla en el contexto de ese gran 
capítulo de contactos y conflictos entre Al-Andalus y los reinos cristianos. 
Castilla es hija de la reconquista. Reconquista y repoblación, la perma- 
nente dinámica de la España medieval: fijar límites, consolidarlos, repo- 
blar tierras yermas y peligrosas zonas fronterizas. Desde los días del 
primitivo reino de Asturias hasta la consolidación de la frontera del Duero 
median casi tres siglos. Precisamente en ese período nació Castilla, fron- 
tera oriental del reino de León, región fortificada para defender ese por- 
tillo natural por el que con harta frecuencia se colaban las razzias mu- 
sulmanas en el reino leonés. Allí estaba el germen renovador de Castilla, 
en aquel «pequeño rincón» fronterizo, como le define el poema de Fernán 
González. 

Afianzada la frontera del Duero y defendido el límite oriental, otra 
nueva etapa, otra frontera ansiada, la del Tajo. Siempre la frontera. Cas- 
tilla, país y pueblo de frontera, tantas veces evocado por Sánchez Albor- 
noz: «El pueblo de Castilla fue durante largos siglos un pueblo con alma 
fronteriza; un pueblo que en los altos de su avance hacia el sur pensaba 
y soñaba en el cercano salto hacia tierra de infieles; un pueblo que se 
regodeaba con la esperanza de nuevas conquistas, que saboreaba de an- 
temano la hora alegre en que haría suyos olivares y viñedos, huertos y 
trigales, prados y cortijos.» 

Hito en la historia de la Reconquista, la capitulación del reino de To- 
ledo en 1085 abre otro capítulo de la vida de Castilla y de su repoblación. 
Alfonso VI hacía posible el camino hacia el sur; la posesión de Toledo no 
sólo significaba el prestigio de la antigua capital del recordado reino visi- 
gótico, colmando la vieja aspiración de la monarquía asturiana, que se 
tenía por heredera y continuadora de los reyes godos y definidora del 
nuevo ordinem toletanum, sino que además, desde el año clave del Jae 
su conquista rompía el eje principal de comunicaciones de Al-Andalus, 
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desde el valle del Guadalquivir a la depresión del Ebro, a través de los 
valles del Jarama y del Jalón. Las ricas y codiciadas tierras del sur que- 
daban ya más a mano de los reinos cristianos del norte. También la re- 
conquista avanzaba por tierras de Guadalajara, el «río de piedras» de los 
musulmanes, con hombres como Alvar Fáñez de Minaya, uno de los com- 
pañeros del Cid, o el propio.rey Alfonso VI que tomaba Atienza, «las 
torres que moros las han», como decía el poema del Cid, al relatar el 
camino del héroe hacia el destierro. 

Avance y retroceso; también característicos de la secular lucha. Ahora 
el retroceso vino del formidable empuje almorávide, la más brutal de las 
oleadas norteafricanas sobre Al-Andalus, que amenazó con la pérdida de 
las recientes conquistas de Alfonso VI, cuya vida incluso corrió grave 
riesgo en la sangrienta derrota cristiana de Zalaca o Sagrajas. Pero Toledo 
pudo permanecer como llave del Tajo, como nuevo y ya permanente hito 
de la Reconquista. Su valle, más poblado que el yermo del Duero en el 
siglo x, ya síntesis de población musulmana con el anterior sustrato his- 
pano-romano, experimentó una nueva repoblación. La vida de sus ciuda- 
des y villas no se interrumpió empero con la llegada de los conquistadores, 
de los hombres que bajaban de la meseta norte, de tierras de Segovia y 
de Ávila, incluso de la lejana Galicia, al tiempo que grupos de población 
musulmana emigraban hacia los taifas del sur. La conquista y repoblación 
del valle del Tajo la afirmaría Alfonso VII el Emperador cuando, por los 
mismos años, otro nieto de Alfonso VI, Alfonso Enríquez —el primero 
de los reyes portugueses— culminaba su conquista con la toma de la ciu- 
dad de Lisboa. 

Una nueva etapa, entre 1150 y 1212, llevaría el proceso reconquistador 
al valle del Guadiana, mientras en la zona oriental Alfonso VIII conquis- 
taba la vieja ciudad de Cuenca, clave en el camino hacia Valencia, en 
1177, y la frontera entre Castilla y las tierras de la corona de Aragón se 
iban delimitando por los tratados de Tudilén, en 1151, que firmaban el 
rey castellano y el conde de Barcelona Ramón Berenguer IV, y de Cazola, 
en 1179, que concedía a la corona de Castilla la conquista del reino de 
Murcia, al tiempo que se trazaba una frontera entre ambos reinos desde 
el puerto de Biar al promontorio de Calpe. 

Un papel decisivo corresponde, en la etapa que conforma y perfila esta 
región, a esas significativas instituciones de la vida medieval peninsular 
que fueron las Órdenes militares. Cuerpos armados que conservaron su 
autonomía respecto de la Corona, sus monjes guerreros respondían, en su 
talante vital, tanto al viejo ideal del miles Christi, del guerrero que vive 
esa dimensión de guerra santa contra el islam, cuanto al influjo del con- 
cepto musulmán de la guerra divina y al modelo de sus santones guerreros 
que vivían en comunidad en los ribats o fortalezas fronterizas. Ambos 
orígenes, muy debatidos, parecen compatibles en esa síntesis de lo cris- 
tiano y lo musulmán que convive en las costumbres y en muchas de las 
instituciones peninsulares. Sea cual fuere su raíz, su valor histórico viene 
dado en el permanente apoyo que dieron a la monarquía en la conquista 
de nuevas tierras y en la defensa de las débiles fronteras del reino, per- 
manentemente amenazadas por nuevas incursiones norteafricanas. Su ac- 
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ción de conquista y repoblación y, paralelamente, los fundamentos de su 
poder se fueron afirmando en la segunda mitad del siglo XI. 

En 1157, en el viejo recinto de Calatrava —hoy muñones ruinosos de 
lo que fuera gran recinto fortificado desde época romana— surgía, en el 
espíritu del Císter, la Orden de Calatrava, sucesora en ese recinto de los 
templarios. Sus monjes guerreros tendrían pronto que hacer frente a la 
embestida almohade que se apoderaría de aquella fortaleza tras la reso- 
nante victoria sobre Alfonso VIII en Alarcos, cuyo castillo también per- 
tenecía a la Orden. En el eco del triunfo, los vencedores ocupaban 
seguidamente las fortalezas de Caracuel, Benavente, Malagón y Guadaler- 
zas. Un año más tarde, en 1196, tomaban la fortaleza de Piedrabuena. El 
camino hacia el sur parecía perdido y la frontera volvía a replegarse hacia 
la zona del Tajo. Pronto vendría, sin embargo, la recuperación. 


«Ya se salen de Castilla 
castellanos con gran saña; 
van a desterrar los moros 
a la vieja Calatrava», 


como dice el romance medieval anónimo, conservado en la Biblioteca Na- 
cional de Praga '”. Los primeros años del siglo xH11 fueron decisivos en la 
marcha de la Reconquista tras el descalabro de Alarcos. Asentada la Or- 
den en las fortalezas de Salvatierra y de Dueñas, junto a la vieja vía 
romana de Toledo a Córdoba que hoy evoca el nombre de un pueblo 
—Calzada de Calatrava—, serían también estos bastiones arrollados por 
el ímpetu almohade. Pero en la primavera de 1211 partía de Toledo 
Alfonso VIII con unas nutridas huestes que pronto recuperarían Malagón, 
Calatrava la Vieja, Alarcos, Piedrabuena, Benavente y Caracuel. Defini- 
tivamente el camino hacia el valle del Guadalquivir quedaría abierto tras 
la formidable victoria de las Navas, en la que también intervendría la 
Orden de Santiago, cuya fundación databa de 1170, cuando Fernando II 
de León la estableciera en Cáceres para defender aquella zona del avance 
almohade. El aliento del triunfo obtenido en las Navas lleva a nuevas 
conquistas en la zona oriental. El 28 de mayo de 1216, Alfonso VIII se 
apodera de Alcaraz, a la que repuebla dándole el fuero de Cuenca; otra 
nueva puerta hacia el Guadalquivir. En 1241, el comendador mayor de 
Santiago toma el magnífico enclave de Chinchilla. Poco a poco, otra re- 
gión de frontera, la de Albacete, de importancia decisiva tras la conquista 
de Cuenca y con enclaves como Alcalá del Júcar, Alcaraz, Almansa, Pe- 
ñas de San Pedro o Riopar, que van definiendo el irreversible avance 
castellano hacia el sur. 


3. La historia de Castilla es una continuada afirmación del valor de 
la libertad. La vivieron y la defendieron los hombres de la Castilla del 
norte, que nació rebelde, innovadora, frente a la tradición representada 
por la monarquía leonesa; la que se fue asentando y perfilando sus cos- 
tumbres y sus instituciones al hilo de la reconquista y la repoblación; la 
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de los hombres que poblaban las tierras yermas y las peligrosas fronteras 
de moros a cambio de privilegios y franquicias; los pocos hombres libres 
en una Europa de predominio feudal. 

«Los que fueron a pie, caballeros se facen», decía el poema del Cid. 
El fenómeno de los villanos ennoblecidos en la lucha contra el islam; el 
nacimiento de la caballería villana, que luego tan gran actividad desarro- 
llaría en el seno de las milicias concejiles, destacando en avances de la 
Reconquista tan singulares y decisivos como las tomas de Toledo y de 
Sevilla. Desde el siglo XII y especialmente tras la resonante victoria sobre 
los almohades en las Navas, la vida en las tierras de la Castilla meridional 
presenció un desarrollo de los municipios y un fortalecimiento de las ins- 
tituciones concejiles. «Entre sus prietas mallas —escribe Sánchez Albor- 
noz— quedó prendido el impulso feudalizante que recibió el reino durante 
la etapa europeizadora de los días de Alfonso VI y de Alfonso VII.» 

Un doble proceso: pequeños y grandes concejos de realengo, munici- 
pios poblados por hombres libres, y avance del régimen señorial en las 
tierras conquistadas desde el siglo XIII. Cuenca, con su Fuero, modelo de 
equidad jurídica, aplicado en la repoblación de otras villas y ciudades, 
como Villa Real, la futura Ciudad Real repoblada por Alfonso X o Al- 
caraz tomada por Alfonso VIII. O Guadalajara, declarada por Alfon- 
so VII villa de realengo y con su «fuero largo» concedido por Fer- 
nando III. O el de Toledo, junto con el de Cuenca, uno de los más co- 
diciados por la amplitud y liberalidad de las franquicias, exenciones e in- 
munidades que concedía a sus pobladores. 

El final de la Edad Media supuso el progreso del régimen señorial, la 
cesión real a los conquistadores de las apetecidas tierras del sur, de enor- 
mes dominios, bien en plena propiedad o simplemente con jurisdicción 
sobre sus lugares, como recompensa a su colaboración con la Corona en 
la guerra. Así se fueron afirmando los grandes territorios de las Órdenes 
o los señoríos de la ascendente nobleza. 

Uno de los ejemplos más notables de territorio de señorío en esta 
región fue el marquesado de Villena, en la llamada Mancha de Montea- 
ragón, de límites mal definidos entre los reinos de Toledo y Murcia, en 
un enclave de gran valor comercial por ser cruce de rutas. Entre los 
siglos XIII y XIV llegó a constituirse en un verdadero estado tapón, entre 
Castilla y Aragón, de cuyos reyes teóricamente era vasallo, aunque ac- 
tuase de forma muy independiente en la práctica, sobre todo durante el 
gobierno de don Juan Manuel, de quien se escribe que «nieto, primo, tío, 
yerno y padre de reyes de los principales reinos, sólo le faltó coronarse a 
sí mismo» ''. Hasta que en 1480, con la firma de la paz definitiva entre 
los Reyes Católicos y el marqués don Diego López Pacheco, el antiguo 
estado de Villena se disolviese, pasando la mayor parte de sus dominios 
a la Corona, fue uno de los núcleos más resistentes al avance del poder 
real, afianzado en su magnífica situación estratégica, defendida por una 
serie de bien situadas fortalezas como Garci Muñoz, Belmonte, Alarcón, 


1 Aurelio Pretel Marín, Breve bosquejo histórico del señorío de Villena y sus institucio- 
nes, Albacete, Instituto de Estudios Albacetenses, 1980. 


314 ESPAÑA 


Chinchilla, Villena, Hellín y Yecla. Si bien, ya Enrique III había forzado 
el proceso de integración del marquesado a la corona de Castilla. 

Iría impetuosamente brotando un deseo de recobrar la libertad perdida 
entre los hombres de estas tierras. A finales del siglo xrv —hito en el 
camino ascendente del poder nobiliario— en Montiel se viviría la tragedia 
de la muerte de un rey castellano, Pedro el Justiciero, quizá última espe- 
ranza de quienes defendían aquellas libertades comunales, a manos de 
Enrique de Trastámara, tras el que se agrupaba el ansia de poder de la 
nobleza que, fortalecida y consolidada por las mercedes —tierras, villas, 
rentas, señoríos— que les darían los monarcas, eclipsaría por largo tiempo 
la libertad tan querida a Castilla. 

Ese ansia de libertad se muestra viva en el apoyo que muchos castella- 
nos dan a los Reyes Católicos en su política de sometimiento de la nobleza 
a la Corona. Y más aún en el movimiento de signo claramente antiseñorial 
de las Comunidades, que desde la Toledo de Padilla, con su señero pro- 
tagonismo, a Cuenca y a Guadalajara, levantó también a los hombres de 
estas tierras de Castilla en defensa de la siempre valorada libertad. 


4. Una de las notas definidoras de Castilla ha sido su condición his- 
tórica de tierra de paso. Tierra abierta y con predominio de llanura, la 
Castilla meridional ha sido a lo largo de la historia un cruce de caminos, 
una región de encrucijada. Entre el sistema Central y la Sierra Morena, 
de Extremadura al macizo Ibérico y a las estribaciones más orientales del 
sistema Bético, Castilla-La Mancha ha estado surcada, desde siglos muy 
pretéritos, por las grandes rutas que comunicaban el norte con el sur y el 
interior con la costa. 

El avance de los estudios arqueológicos en las provincias que hoy for- 
man esta Comunidad confirman lo que ya se conocía por tradición, fuen- 
tes literarias o documentos epigráficos y testimonios materiales, al tiempo 
que deparan continuas sorpresas sobre la remota actividad humana y el 
alto nivel de las culturas que, desde la prehistoria y, especialmente, desde 
la Edad del Bronce se asentaron en estas tierras y mantuvieron enrique- 
cedores contactos con otras culturas del mundo mediterráneo. Tal podían 
testimoniar desde piezas ya paradigmáticas de la aportación cultural de la 
protohistoria de esta región como la Dama oferente del cerro de los Santos 
o como la Bicha de Balazote, a los resultados de campañas arqueológicas 
como la que viene estudiando el enclave amurallado del cerro de la En- 
cantada, situado en la proximidad de Almagro. 

Utilizada hasta siglos muy recientes, idéntico su trazado, en muchos 
casos, hasta nuestros días, la red viaria romana que surcaba todo el terri- 
torio sería la misma que sirvió a la penetración de las oleadas musulmanas 
y los mismos caminos recorridos palmo a palmo por las mesnadas de los 
reinos cristianos en su avance hacia el sur. Toletum, en el camino de 
interés fundamentalmente militar entre Emerita Augusta (Mérida) y Cae- 
saraugusta (Zaragoza); Laminium —la actual Fuenllana— sobre la vía que 
desde Mérida conducía a Cartago Nova (Cartagena) y enlazaba esta ruta 
con Toledo, por el interior de la región, pasando por Consaburum (Con- 
suegra); Segobriga (Saelices), la Caput Celtiberiae, como la calificaba Pli- 
nio, en la ruta que a través de Saltici (Chinchilla) unía las actuales tierras 
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conquenses con el camino hacia el sudeste, hacia el puerto de Cartago 
Nova. Rutas todas ellas que serían las grandes vías de intercambios hu- 
manos y mercantiles de la Edad Media. La gran fortaleza de Calatrava 
nacería a la vera de la calzada entre Toledo y Córdoba; Al-Kasr ben Atiya 
—la actual Alcázar de San Juan— surgiría en el camino de Calatrava a 
Uclés y Zaragoza. 

Tierras de tránsito, cruzadas por mesnadas y por mercaderes, tierras 
de intercambio y de síntesis cultural de lo cristiano, lo musulmán y lo 
judío; ciudades con nutridas y activas aljamas, donde las iglesias, las mez- 
quitas y las sinagogas coexistieron, como símbolo de convivencia religiosa 
y Cultural hasta las crisis postreras de la Edad Media. Tierras también de 
pastores y de rebaños transhumantes, surcadas por las cañadas de la po- 
derosa Mesta, creadora de un activo comercio y de una pujante industria 
textil que llevaría prosperidad a muchas de sus ciudades. 

Tierras de fuertes movimientos migratorios, de gentes que sintieron la 
llamada de las Indias; en nuestro siglo, escenario de un acusado éxodo 
rural hacia otras zonas de promisión, de gentes atraídas por el señuelo de 
Madrid o por otras zonas de desarrollo industrial —dentro o lejos de nues- 
tras fronteras— donde hubiera un puesto de trabajo. Aún pervive esa 
imagen de esta tierra como zona de paso, como tierra de difícil vivir; así 
en la palabra de Agustín García Calvo: 


«Tierras de pasar, que cruzan 
los trenes y recuas y mesnadas 
de campeadores hideputas, 
¿quién pudo un día en ellas 
quedarse a vivir nunca? 
Oh, tres veces benditos 
los que aquí, sin razón alguna, 
morada hicieron, los que a fuerza 
de fantasía alzaron muros y república, 
los que han dado nombres de sitios 
a la nada, los que surcan 
de radios el orbe sin fin 
de la llanura!» ”. 


5. Porque nunca en Castilla la vida fue fácil. Tuvo el castellano que 
luchar siempre contra muchas adversidades que fueron conformando su 
talante combativo, austero, sufrido y, no pocas veces, fatalista. Un hom- 
bre afrontado a una climatología hostil y a una tierra áspera. Tierras duras 
y castigadas de la Meseta, sometidas —de por siglos— a unos implacables 
ciclos climatológicos que condicionan y ponen a prueba la vida y la acti- 
vidad de sus hombres. «Cuándo, desuella estío la llanura; cuándo, la pela 
el riguroso invierno», definía don Miguel de Unamuno esos «nueve meses 
de invierno y tres de infierno» que ha venido soportando, con fatídica 
normalidad, el centro de este castillo roquero peninsular. Los dramáticos 


2. A. García Calvo, prólogo al libro de Publio López Mondéjar, Retratos de la vida, 
1875-1939, Madrid, Edit. Mayoría, 1980. 
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versos del poeta de Tomelloso Eladio Cabañero, muestran hasta qué punto 
aún en nuestro siglo se vive y se padece esa dependencia: 


«Raíces y terrones, tumba y cielo. 
Sangre y agua, Señor, para la tierra 
amortajada de sol en la llanura. 

Agua y llanto, Señor, pájaro y vuelo. 
Siémbranos, lluévenos. Siega y destierra 
esta sed que nos quema y nos moltura.» 


Una economía de subsistencia en la que, resistiendo un clima hostil y 
los efectos fiscales de una administración no menos lesiva, han venido 
coexistiendo y complementándose agricultura y ganadería. Así durante si- 
glos y casi hasta nuestros días, como una realidad histórica de «larga du- 
ración». Quien se haya acercado a ese caudal de datos, radiografía de 
nuestra tierra en el siglo xvI, que son las Relaciones topográficas de 
Felipe II, habrá comprobado el común denominador en las respuestas de 
todos los lugares de estas tierras: «El lugar y sus términos son de tierra 
de labranza y crianza», o de esta otra forma: «Viven de la labor de pan, 
viñas y de criar ganados», teniendo en cuenta el sensible ascenso de la 
agricultura sobre la ganadería durante aquel siglo y, especialmente, el gran 
desarrollo que adquirió el viñedo. 

El amplio y rico mundo de las tradiciones populares —romerías, bailes, 
canciones, coplas y refranes— está plagado en estos pueblos de referencias 
a los ciclos agrícolas, a la época de la siembra, al esperado tiempo de la 
recolección, a las temidas plagas, a las prolongadas sequías, a las amena- 
zadoras nubes de verano. El folclore de todos los pueblos del mundo 
guarda una estrecha relación con los ciclos de la naturaleza. El de estas 
tierras meseteñas es una memoria anónima y colectiva de esta secular 
pugna del hombre con la naturaleza. Quienes, desde el oficio de la his- 
toria se han acercado alguna vez a la investigación de los problemas agra- 
rios y de las crisis de subsistencias en la España de los últimos siglos han 
podido constatar documentalmente esa insoslayable realidad para la com- 
prensión de la vida de los hombres en este amplio enclave de nuestro país: 
al menos cuarenta y nueve años de malas cosechas, algunos de auténticas 
hambrunas, se pueden detectar en las tierras de Castilla durante el si- 
glo xvI. El 1507 y el 1521 fueron extraordinariamente secos. El siete y 
sus múltiplos se tuvieron por nefastos entre los castellanos de aquella cen- 
turia: «Año de siete, deja a Castilla y vete», decía un refrán. El 1535, el 
1542, el 1566 fueron también extraordinariamente secos, mientras que en 
1544 y entre 1573 y 1576 se perdían las cosechas por lluvias torrenciales e 
inundaciones. En general, la década de 1580 fue pésima para el campo. 
En ese período aceleró Felipe II la creación de pósitos que actuasen 
como reguladores del mercado de cereales e incluso como instituciones 
de ayuda y de crédito agrícola a los empobrecidos campesinos. Por si 
fuera poco, el siglo se cerró con una agudísima crisis cerealista mientras 
que en 1598 se podía decir que se habían helado todas las vides de 
Castilla la Nueva. 
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Tampoco fue muy favorable el siglo xvIt, con más de treinta años de 
malas cosechas, originados no sólo por sequías sino especialmente por 
épocas de intensos fríos —se ha podido hablar de una pequeña era glaciar 
en el xVII— y de continuas y torrenciales lluvias. Rogativas y procesiones 
—on la Virgen del Sagrario en Toledo, con la del Prado en Ciudad Real 
o con el cuerpo de San Julián en Cuenca— se suceden, como noticias de 
algo ya acostumbrado, en las más diversas crónicas e historias locales. 
Incluso en las páginas de los escritores más famosos de la época, como 
puede ser el caso de don Francisco de Quevedo, cuando en su amplio 
epistolario, desde Villanueva de los Infantes o desde su señorío de La 
Torre de Juan Abad, da cuenta de los años de intensas lluvias, con efectos 
tan perniciosos como los anteriores de sequía, que se vivieron hacia me- 
diados de siglo: «El tiempo ha sido tal que, de haber imaginado caminar, 
estoy medio anegado y no ha sido encarecimiento escupir ranas ni criar 
berros», escribe con su cáustico humor a don Sancho de Sandoval. «Aquí 
hace tiempo ciego, que es menester luces a mediodía. Ni han sembrado, 
ni pueden, ni hay pan; los más lo comen de cebada y centeno, cada día 
traemos pobres muertos de los caminos, de hambre y desnudez. La mi- 
seria es universal y ultimada», anota en noviembre de 1966 ”. 


6. Un proceso de despoblación. 


En los últimos cuatro siglos, la evolución demográfica de este ámbito 
regional ha sido, en gran medida, el lento pero continuado proceso de 
despoblación que sólo, en ocasiones, ha paliado algún pasajero alivio. En 
un esquema general de la demografía peninsular, el declive de la pobla- 
ción del interior en favor de un marcado ascenso demográfico de las zonas 
periféricas es realidad histórica conocida y analizada por demógrafos, so- 
ciólogos e historiadores. De la Castilla casi superpoblada del siglo xvVI, en 
contraste con los reinos de la corona de Aragón que apenas superaban el 
millón de habitantes o con la población portuguesa que rozaba también 
esa cifra, se ha llegado, en un largo y dramático camino, a la Castilla 
semivacía y envejecida de nuestro siglo. También las tierras castellanas 
«aquende los puertos», excepción sea hecha —naturalmente— de Madrid, 
continuo centro de absorción demográfica de las tierras de su entorno, 
han sufrido similar proceso de despoblación, aun cuando no fuera tan 
espectacular su crecimiento demográfico al comienzo de los tiempos mo- 
dernos, cuando en la meseta norte se concentraba casi un 35 por 100 de 
la población peninsular. 

El proceso de crecimiento demográfico de la submeseta meridional 
también ha sido sensible en aquel período, como atestiguan las múltiples 
fuentes eclesiásticas o municipales utilizadas o como se puede constatar 
en la lectura de las Relaciones topográficas de Felipe II, aun cuando la 
densidad de población quedase por debajo de la media nacional —14 ha- 
bitantes por kilómetro cuadrado frente a los 75 de nuestros días— y 


13 F. de Quevedo, Epistolario, Edic. de Luis Astrana Marín, Madrid, Lib. Ed. Afrodisio 
Aguado, 1946. 
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algunas zonas, como Albacete, fueran de las tierras menos pobladas de 
España. , 

Las causas de este ascenso demográfico fueron múltiples y variadas: 
unas mejores condiciones sanitarias y una menor incidencia de las epide- 
mias que durante el siglo XVI fueron especialmente frecuentes y mortíferas 
en Castilla la Vieja y en Andalucía, sin que por ello dejasen de afectar a 
estas tierras al sur del sistema Central; unos mejores niveles de alimenta- 
ción, consecuencia de una superior producción agrícola, originada, entre 
otras causas, por una ampliación de la superficie cultivada, y una menor 
presión fiscal, sobre todo en las tierras de realengo, atractivo para las 
poblaciones que huían del peso de las cargas señoriales; en general, un 
mejor tiempo económico que permitió un desarrollo bien visible tanto en 
el área agrícola y ganadera como en el comercio. No cabe olvidar la in- 
yección que supuso para muchas ciudades y villas el repartimiento de mo- 
riscos, tras la guerra de las Alpujarras hacia 1571, no sólo por lo que tuvo 
de aumento cuantitativo de sus poblaciones como por tratarse de grupos 
especialmente expertos en el cultivo de la tierra, sobre todo en la agricul- 
tura de huerta y de regadío, creadores de una amplia y variada artesanía 
y duchos en el oficio de la arriería o trajinería. 

Es cierto que el ascenso demográfico fue más sensible en unas ciudades 
y en unas regiones que en otras. Toledo, con todo su pasado histórico y 
su peso político en tiempos del emperador Carlos V, conoció años de 
prosperidad económica, auge social y consecuente aumento de población. 
Si para 1528 se le calculan alrededor de 29.000 habitantes, en 1597 había 
superado los 45.000. La época de mayor densidad de población corres- 
ponde a la década de 1570, en la que afluye además la población morisca 
trasladada desde las tierras granadinas. Pero .el declive demográfico se 
iniciaría bien pronto. En comparación con esa populosa Toledo, en el 
sudeste de Castilla, en la poco poblada llanura manchega, Albacete tam- 
bién conoce un notable crecimiento. En 1556 tiene una población de 1.104 
vecinos, es decir, familias; en 1572 ha subido a 1.358 vecinos. En el re- 
partimiento de 1572 se especifica que 349 de ellos son moriscos. 

Los estudios de Jerónimo López Salazar ' demuestran cómo la Man- 
cha creció espectacularmente entre 1500 y 1530, período en que duplicó 
su población, pudiéndose afirmar que aún se podía considerar como una 
zona de repoblación, centro de atracción de una marcada corriente migra- 
toria. Aunque en las siguientes décadas se atenuase tal tendencia, sin em- 
bargo, el aumento demográfico fue todavía visible; comarcas como la de 
Ocaña o la de Quintanar obtuvieron incrementos entre el 50 y el 63 por 
100. En el último tercio del siglo el crecimiento bajó sensiblemente, pero 
todavía, en algunos casos, se mantuvo en torno al 30 por 100. 

El descenso de población ya fue claro en la última década del siglo, 
aunque bien por razón de malas cosechas o por presión fiscal, originada 
en la quiebra de la Hacienda real, los síntomas de la crisis se hicieran 


1 J. López-Salazar Pérez, cfr., entre otros, «La población manchega en los siglos XVI y 


XVI», en Revista Internacional de Sociología, núm. 37, 1981, págs. 7-31, y núm. 38, 1981 
págs. 355-407. 


CASTILLA-LA MANCHA 319 


notar antes. A título de ejemplo: tras la bancarrota de 1575, una de las 
tres que experimentó el Estado durante el reinado de Felipe II, se elevó 
la tasa de la alcabala —aquel impuesto castellano que gravaba toda ope- 
ración comercial— del 5 al 10 por 100, asignándosele a Toledo en el en- 
cabezamiento general de 1576 una contribución de 73 millones de 
maravedíes, que las quejas de los procuradores de la ciudad consiguieron 
rebajar a 63 millones, lo que no dejaba de ser una carga desorbitada. De 
ahí que, junto a las causas ya naturales de las malas cosechas o de las 
plagas y epidemias, que todas ellas hicieron presencia en el siglo XVI, 
fuera la mayor presión fiscal especialmente intensa en la corona de Cas- 
tilla la que originase mayor pérdida de población. El abandono del campo 
por la ciudad, de éstas por la corte, el espectacular crecimiento del nú- 
mero de personas que ingresaban en el clero secular o, más aún, en ór- 
denes religiosas, el trasvase de población hacia regiones fiscalmente 
privilegiadas —como Cataluña o el País Vasco—, la emigración a América 
son fenómenos comunes en las tierras castellanas durante la larga deca- 
dencia de aquel formidable imperio con pies de barro que fue la monar- 
quía hispánica de los Austrias. Castilla, corazón de aquella espectacular 
amalgama de reinos que precisaba ríos de oro para su defensa y mante- 
nimiento, fue su primera víctima. Castilla, «la más pechera», pagó a costa 
de un progresivo empobrecimiento y de una incontenible despoblación el 
alto precio de la defensa de los intereses dinásticos de los Habsburgo en 
el continente europeo y de la salvaguarda de las propias costas de los 
reinos peninsulares acosados por ingleses y franceses. En la medida en 
que las necesidades de la Corona y de su costosísima política europea 
apremiaban, la despiadada presión tributaria sobre Castilla aumentaba y 
la vida en sus ciudades, aldeas y lugares se deterioraba. Con frecuencia 
los pueblos se tenían que endeudar, entrando en una situación de la que 
difícilmente podían salir. Así, por ejemplo, Camuñas, en Toledo: «Es pue- 
blo muy endeudado, pobre por razón de que para pagar la jurisdicción 
que Su Majestad le dio tomaron un censo de 3.000 ducados y ansí se han 
ido muchos vecinos y nunca han podido redimir ni quitar el censo.» En 
su afán de obtener dinero, la Corona vendía la jurisdicción de muchos 
pueblos de realengo, que se autocompraban o, mejor, compraban su li- 
bertad, aun a costa de endeudarse pidiendo prestado y cayendo, incapaces 
de remontar la deuda, en una dependencia señorial de sus acreedores. 
Ejemplo característico de ello en nuestra región, el señorío que en La 
Torre de Juan Abad ejerció don Francisco de Quevedo, venido de una 
deuda que el pueblo, al comprar su jurisdicción, contrajo con la madre 
del escritor, doña María de Santibáñez, acreedora de un censo de 8.200 
ducados a favor de La Torre. 

El atractivo de la corte, la venta de hidalguías y de hábitos de las 
Órdenes militares —otra vía que la Corona usó para obtener recursos—, 
la soñada posibilidad de «vivir de rentas» como vivían los nobles, la au- 
téntica psicosis de ennoblecimiento que experimentó la sociedad del 
siglo xVI1, tanto para zafarse de los múltiples y continuos tributos como 
por adquirir prestigio social, fueron también causas del abandono de los 
pueblos y de la marcha a Madrid que, desde su creación hasta nuestros 
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días, ha incorporado a ritmo acelerado población de sus tierras periféricas. 
Ya en 1621 el arbitrista toledano Juan Belluga de Moncada se dolía de la 
despoblación de Toledo, «pues desde el año 1606 se han ido a vivir a la 
Corte seis mil de sus vecinos». , 

Con todo ello y con la expulsión de los moriscos en 1609 ya no se 
recuperarían las ciudades y pueblos castellano-manchegos. Habría, efecto 
de un fenómeno general, un cierto y desequilibrado crecimiento demográ- 
fico dentro de la marcada recuperación de la población española en el 
siglo xvi. En algunas regiones, como la Mancha, el ascenso sería más 
sensible que en otras zonas de Toledo, Guadalajara, Albacete o Cuenca. 
En el espacio de ese siglo la Mancha elevaría su densidad media en cuatro 
habitantes por kilómetro cuadrado, quedando, sin embargo, aún por de- 
bajo de la media española; 9,5 en la Mancha frente a 30 en el ámbito 
nacional. 

Los dos siglos posteriores, aun con lo que significó la introducción de 
nuevos cultivos o la extensión de la superficie cultivada con la roturación 
de nuevas tierras tras el proceso de las desamortizaciones, no mejoraron 
mucho la situación. Aunque lo hiciera en términos absolutos, la población 
no remontó su distancia respecto a la media nacional. 

Tomando como punto de referencia los datos proporcionados por Ma- 
doz, a mediados del pasado siglo la actual región de Castilla-La Mancha 
contaba con una población de 1.200.000 habitantes aproximadamente; en 
1857 era exactamente de 1.203.248 habitantes, en tanto que España con- 
taba con 15.455.000. La provincia más poblada era Toledo, con 250.906 
habitantes, y la menos poblada Guadalajara, que contaba con 172.184 ha- 
bitantes. 

A la altura de 1900, la región castellano-manchega había alcanzado una 
población de 1.386.153 habitantes, manteniendo un crecimiento sostenido 
durante las primeras décadas del siglo, de tal forma que la incidencia ne- 
gativa de la guerra civil, no sólo por pérdidas en el campo de batalla y 
por la doble represión, sino también por el descenso de natalidad en esos 
años, apenas se notó en ese proceso demográfico —si bien existieran cla- 
ros matices por provincias— y se compensó con el aumento de la tasa de 
natalidad en los inmediatos años de la posguerra. De hecho, al menos 
hasta 1950 la población regional creció. A partir de esa década, la ten- 
dencia fue cambiando de signo. Había alcanzado a mediados de siglo la 
región los 2.030.598 habitantes, lo que representaba un índice 146,5, to- 
mando como índice 100 la población de comienzos de la centuria. Sin 
embargo, veinte años más tarde esa población había descendido a los 
1.706.367 y en 1986 a 1.654.435 habitantes. 

Cierto es que tales cifras generales de toda la región no traduzcan 
fenómenos aplicables a todas y cada una de las provincias que la forman, 
que acusan marcados perfiles particulares. Así, la provincia de Toledo, 
donde, por cierto, la incidencia de las pérdidas de la guerra civil es más 
acusada —si bien pronto superada—, mantiene de forma más sostenida su 
crecimiento hasta avanzada la década de los sesenta, de forma que el 
escalón demográfico se nota a partir del comienzo de la siguiente década, 
con una posterior tendencia a la recuperación en la década actual, conse- 
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cuencia tanto del papel que adquiere Toledo en el conjunto autonómico 
castellano-manchego como por el ascenso de su atractivo como ciudad 
turística y por el propio proceso de descongestión de Madrid. 

La población de Ciudad Real, de crecimiento sostenido, incluso muy 
destacado desde los 321.580 habitantes de 1900 a los 583.948 en 1960, 
experimenta en estas últimas décadas una grave sangría emigratoria que 
la colocará en los 468.327 habitantes en 1981, si bien experimenta un le- 
vísimo, pero significativo aumento en la presente década, especialmente 
visible en sus núcleos urbanos. Dentro de la provincia, el estudio de Félix 
Pillet sobre la capital * analiza cuatro momentos en su evolución demo- 
gráfica: hasta 1910 caracterizado por un claro estancamiento de su pobla- 
ción, seguido de una etapa de auge, en el que incluso puede quedar 
incorporada la guerra civil, si bien en el siguiente período —entre 1940 y 
1965— se inicie un proceso de envejecimiento. La década de los años 
setenta la define Pillet por «un equilibrio marcado por el freno de la emi- 
gración, pero por otro lado, la constante de un envejecimiento mante- 
nido». En contraste con el lento pero marcado despegue demográfico que 
está mostrando durante la década actual. 

Más pesimista es la visión que ofrecen provincias como Cuenca y Gua- 
dalajara en que la tendencia al descenso de población se muestra muy 
acusado. La Cuenca de 1985 tenía incluso menos habitantes que la de 
1900, habiendo pasado de los 249.696 a los 210.850. Lo mismo se puede 
decir de Guadalajara, que había pasado de los 200.186 a los 145.571. 

Distinto es el caso de Albacete, como ha podido mostrar —entre 
otros— el estudio de Juan Romero González **. Del Albacete de comien- 
zos de sigo con una población de 237.877 habitantes se alcanza la cifra de 
los 397.100 en 1960. Tomando como índice 100 la población de 1900, a 
mediados de siglo ha pasado a un índice 166,9, muy superior al corres- 
pondiente a la media nacional, el 154,6. Sin embargo, el fenómeno de la 
emigración campesina iniciado en la década de los cincuenta se incremen- 
tará en la siguiente. A partir de ahí —escribe Romero— «la regresión de 
la población será ininterrumpida y creciente. En 1975 la población abso- 
luta de la provincia será prácticamente similar a la de 1930». Mientras que 
su capital, cuya población apenas aumenta entre 1950 y 1960, desde este 
último año comienza un proceso de crecimiento, ligado —como es tam- 
bién el caso de la anterior capital citada, Ciudad Real— a la condición 
capitalina, sobre todo como ciudad de servicios, aunque también en Al- 
bacete se inicie un despegue industrial del que puede ser un ejemplo el 
polígono de Campollano. 

Una de las consecuencias más graves de este proceso es el elevado 
índice de envejecimiento de la población de Castilla-La Mancha. Casi un 
17 por 100 de sus habitantes supera los setenta años, tendencia que parece 
ir en aumento. Y éste es uno de los frenos para el desarrollo de la región. 
En tal sentido, las conclusiones de un reciente informe son ciertamente 


15 Félix Pillet Capdepón, Geografía urbana de Ciudad Real, Madrid, Akal, 1984. 
16 3. Romero González, La despoblación de La Mancha. Evolución de la población de 
Albacete y su problemática actual, Albacete, Inst. de Estudios Albaceteños, 1980. 
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negativas: «De hecho la situación geodemográfica es consecuencia de la 
escasa vitalidad económica que se observa en la mayor parte de su terri- 
torio.» Una de las esperanzas y, al tiempo, de las exigencias para un 
cambio demográfico debería venir «de una auténtica reordenación de su 
territorio, que permita una transformación socioeconómica eficaz... El fu- 
turo de la población de Castilla-La Mancha depende lógicamente de la 
capacidad regional en asumir esa transformación socioeconómica. El fe- 
nómeno demográfico no es irreversible, aunque haya llegado a situaciones 
extremas, si cambian los condicionantes socioeconómicos» a, 


3. LA REALIDAD ECONÓMICA 


1. Muy recientemente, al abordar un análisis económico de la región 
castellano-manchega y de sus posibilidades de desarrollo, se emitía este 
diagnóstico tan realista: «Una región demasiado dependiente aún del sec- 
tor primario, condenada a basar cualquier modelo económico de futuro 
en el aprovechamiento de su riqueza natural mediante el impulso de una 
industria agroalimentaria de transformación y comercialización de produc- 
tos agrarios, con polos industriales escasos y desvertebrados, víctima de la 
incomunicación interna por falta de redes propias de transporte, con un 
peligroso índice de despoblación, sin mercado interno y expuesta a los 
vaivenes coyunturales derivados de su irregular y dura climatología» **. 

Cuando, recién constituida la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha, se lanzaba una campaña destinada a crear una conciencia regio- 
nal, en el tríptico que, con profusión y escaso eco, se repartió en las cinco 
provincias se decía: «Castilla-La Mancha no puede seguir siendo una re- 
gión cuyos índices socioeconómicos sólo expresan el desaliento de un pue- 
blo deprimido y en decadencia.» : 

Parece que el análisis de la realidad demográfica y socioeconómica no 
permitía demasiado optimismo. Veamos los datos más recientes, habida 
cuenta de la negativa incidencia de la pérdida de población en una menor 
tasa de actividad regional por falta de «capital humano». El sector con 
mayor peso es el primario. Castilla-La Mancha es una región prioritaria- 
mente agrícola y ganadera. Representa dicho sector el 15,8 por 100 del 
VAB, lo que significa más del doble del nacional; mientras que el sector 
industrial, sin incluir la construcción —que, en torno al 8,5 por 100, está 
por encima de la media nacional—, se sitúa alrededor del 24 por 100 del 
VAB, cuatro puntos por debajo de la media española, de la que se con- 
tinúa despegando, ya que en 1980 sólo estaba a dos puntos de distancia. 
En contraste con ambos sectores, el terciario, es decir, los servicios repre- 
sentan el 52,3 por 100 del VAB. La conclusión es que Castilla-La Mancha 


1 Cfr. «Economía de las Comunidades Autónomas: Castilla-La Mancha», en Papeles de 


Economía..., pág. 89. 

1%. César García Serrano, «Castilla-La Mancha. El reto de superar una identidad regional 
y económica desvertebrada», en Papeles de Economía Española, Fed. de Cajas de Ahorro 
de Castilla-La Mancha, 1987, pág. 429. 
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«está inmersa en un proceso de tercerización de su economía aunque to- 
davía la separan seis puntos de la media nacional» *. 

Dentro del sector primario, y concretamente del subsector agrícola, 
cereales y vid son los cultivos más importantes, dentro de un sistema de 
producción extensivo. Este subsector es fundamental en la economía de la 
región. En 1983 representó el 58,5 por 100 de la producción final agraria, 
cuatro puntos por encima de la nacional. Los cereales constituyen un 
típico cultivo de secano, muy propio de las condiciones climatológicas de 
la región; sólo un 8 por 100 de ese cultivo, formado principalmente por 
maíz y avena, procede de un sistema de regadío. En 1986, Castilla-La 
Mancha fue la primera región productora de maíz y de avena de España, 
la segunda de cebada y la tercera de trigo y centeno. 

El principal cereal, en cuanto a superficie dedicada y producción, es la 
cebada, que ocupa un 63 por 100 de la tierra cultivada y genera un 61,1 
por 100 de la producción regional cerealera, siendo el producto que mayor 
aumento de superficie y producción ha experimentado. Le sigue el trigo, 
con un 28,8 por 100 de la superficie y un 16,7 por 100 de la producción. 
En cuanto a su distribución por provincias, sin duda es Albacete la pri- 
mera productora de cereales, seguida por Toledo, Ciudad Real, Cuenca y 
Guadalajara. 


2. Junto a los cereales, el vino constituye el primer producto regional 
de Castilla-La Mancha, hasta el punto de que sea la mayor zona produc- 
tora de vinos del mundo. A la cabeza de esa producción están las provin- 
cias de Ciudad Real y de Toledo; la primera con una superficie de 292.540 
hectáreas y la segunda con 211.871 Ha. dedicadas al cultivo de la vid, del 
total de las 767.879 Ha. que se dedican en el conjunto de la superficie 
regional. Ciudad Real produce una media de 7,5 millones de hectolítros; 
siempre fue, y especialmente en su zona manchega, la más abundante 
región vinícola de España. «Imperial, más que Real ciudad, recámara del 
dios de la risa» llamaba Cervantes a la capital manchega en El Licenciado 
Vidriera. Toledo produce una media de 4 millones de hectolitros. 

Las variedades de uva más cultivadas son la Airen (69 por 100), Bobal 
(7,3 por 100), Garnacha (6,2 por 100), Cencibel (3,5 por 100), Garnacha 
Tintorera (2,8 por 100) y Monastrel (2,1 por 100). Un 90 por 100 de su 
producción se dedica a la fabricación de vinos, para los que se han con- 
seguido, en los últimos años, las siguientes denominaciones de origen: La 
Mancha, Valdepeñas, Almansa, Méntrida y Jumilla, por la zona de su pro- 
ducción correspondiente a la provincia de Albacete, 19.265 Ha. de las 
52.517 que bajo la denominación Jumilla se dedican al cultivo. 

Es cierto que los vinos castellano-manchegos no han conseguido —al 
menos cualitativamente— colocarse, salvo excepciones, al lado de otras 
denominaciones regionales de origen. No están bien introducidos ni valo- 
rados en el mercado nacional y, menos aún, en el internacional. El sector 
vinícola castellano-manchego acumula grandes problemas y deficiencias en 
su comercialización, originados por la conjunción de varias causas, entre 


19M. A. Moltó Calvo, «Aspectos generales de la economía castellano-manchega», en 
Papeles de Economía..., pág. 20. 
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ellas la ausencia o la debilidad de un auténtico sentido de empresa que 
empujase hacia una más decidida y mantenida financiación; la mala ima- 
gen, que actúa aún como lastre, de una tradición de vinos comunes, de 
escasa calidad y de difícil conservación; la excesiva atomización empresa- 
rial que ha venido caracterizando su producción; la búsqueda de un ren- 
dimiento económico inmediato, que no ha sabido mantener y mejorar una 
calidad conseguida y en vías de prestigiarse; la resistencia a introducir una 
tecnología avanzada que hiciera competitiva tal industria. 

El ingreso de España en la Comunidad Económica Europea ha aña- 
dido urgentes cuestiones a tan problemática situación, lo que no impide, 
paralelamente, un horizonte más esperanzador. 

En el Informe socioagrario de Castilla-La Mancha elaborado por un 
grupo del Gabinete de Estudios Sociológicos, a instancia y promoción de 
la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid ”, se establecieron una 
serie de sugerencias, a modo de conclusiones, destinadas al mejor rendi- 
miento de este importante producto regional. Entre ellas destacaban la 
búsqueda de calidad, con un apoyo eficaz a las denominaciones de origen, 
el asesoramiento técnico y las campañas de información al agricultor, una 
atención preferencial a la comercialización y la elaboración de un mapa 
regional de viñedos, con objeto de conocer qué zonas son menos rentables 
para dicho cultivo y proceder a una racional política de subvenciones por 
arranque de viñas. 

Cultivo muy tradicional en la región, aunque con menor incidencia 
económica, es el olivo, que ocupa el 13,6 por 100 de la superficie penin- 
sular, siendo Toledo la más olivarera de las cinco provincias, con una 
producción superior a los 700.000 quintales métricos, seguida de la de 
Ciudad Real, que supera también el medio millón. Dicho sector tiene en 
los últimos años muchos problemas, comunes a toda la producción oleícola 
nacional, especialmente acusados tras el ingreso en la CEE y la compe- 
tencia de otros tipos de grasas y aceites comestibles que, en las últimas 
décadas, van desplazando en la cocina española al tradicional aceite de 
oliva. Muchas de las deficiencias de este sector son estructurales y preci- 
sarían de una radical renovación, en la que se incluye la recolección me- 
canizada —lo que no es rentable en las provincias de menor producción— 
y la adaptación y mejora técnica de las almazaras, junto a una mayor 
atención al refinado y condiciones higiénicas del producto destinado al 
mercado. 

Por su parte, el subsector ganadero contribuyó con el 31,4 por 100 a 
la producción total agraria de la región en el trienio 1983-85. Es la gana- 
dería ovina la más tradicional de Castilla-La Mancha, aunque actualmente 
se encuentra en retroceso. La cabaña de Ciudad Real aporta un 27,9 por 
100 del total regional, y la de Albacete un 23,2 por 100. Existen varias 
formas de explotación de esta ganadería: la trashumancia, sin duda la más 
antigua y famosa, muy ligada a zonas de pastos como el valle de Alcudia, 
pero actualmente en fase casi residual; la situada en fincas de aprovecha- 


%  Agrocasman 2001. Informe socioagrario de Castilla-La Mancha, La Mancha y sus po- 
sibilidades de desarrollo, Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid, 1983. 
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miento mixto (agrícola y ganadero), con una orientación doble, de carne 
y de leche; las grandes explotaciones extensivas, con una media de mil 
cabezas, dirigidas especialmente a la producción cárnica. 

Mientras que el ganado ovino desciende en número de cabezas, el ca- 
prino ha experimentado un claro crecimiento. Uno y otro tienen una gran 
importancia en relación con la industria quesera, una de las más caracte- 
rísticas de la producción agroalimentaria de la región. Sólo la provincia de 
Ciudad Real aporta el 28 por 100 de la producción nacional de leche de 
oveja. Conseguida la denominación de origen «queso manchego», la in- 
dustria quesera de la región, muy renovada y tecnificada en los últimos 
años, ofrece un buen futuro para la economía regional. 

Por su parte, el ganado vacuno se concentra principalmente en Toledo, 
sobre todo en la zona de Talavera, con un 57 por 100 del total regional y 
un incremento del número de cabezas muy superior al nacional. 


3. En fuerte contraste con el sector agrícola, la industria castellano- 
manchega ocupa un nivel muy inferior, situándose a la cola de las re- 
giones españolas. Las actividades industriales suponen sólo el 24,5 por 
100 del VAB y el 21 por 100 de la actividad regional, muy por debajo 
de la media ocupacional española. «Su papel y función tradicionalmente 
—escribe J. J. Ramírez Hijosa— ha consistido, en esencia, en suminis- 
trar materias primas, energía, alimentos, recursos humanos y capital, 
contribuyendo así al desarrollo y consolidación de los grandes centros 
indusjtriales» ”. 

Es una industria además muy concentrada, que se localiza fundamen- 
talmente en las provincias de Ciudad Real, que alberga un 37,2 por 100 
de la industria regional, y Toledo, con un 23,2 por 100. Son Guadalajara 
y Cuenca las provincias menos industrializadas. En Ciudad Real, la mi- 
nería ocupa el primer lugar, hasta el punto de que concentra esta provin- 
cia el 84,6 por 100 de la minería regional. Puertollano, que alberga 
también una importante industria química —un 74,8 por 100 del sector—, 
y Almadén, con su antiquísima y rica explotación de mercurio, de la que 
es la primera productora mundial, son los principales núcleos mineros de 
la región, a la que sigue la industria extractiva de mineral de hierro de 
Saelices, en la provincia de Guadalajara, que abastece al complejo side- 
rometalúrgico de Sagunto. 

La industria toledana, en gran medida condicionada por el cercano 
mercado madrileño, se dedica fundamentalmente a la cerámica, el vidrio 
y el cemento; en los últimos años también ha experimentado un impor- 
tante desarrollo el sector maderero y, de forma muy especial, la industria 
del mueble en algunos pueblos de la provincia, como Sonseca. Industrias 
como la del cuero, y muy en concreto, la fabricación del calzado, y la 
textil están bien representadas en la provincia de Albacete. 

Pero uno de los sectores con más futuro en la región es el de la in- 
dustria agroalimentaria, hasta el momento casi exclusivamente represen- 
tado por la producción vitivinícola —La Mancha, Valdepeñas— y la quese- 
ra, también muy ligada a la provincia de Ciudad Real. Los estudios de 


21 3. J. Ramírez Hijosa, «La estructura industrial», en Papeles de Economía..., pág. 229. 
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prospectiva industrial de esta región insisten en la necesidad de promover 
la agroindustria, transformando la producción agraria propia y acabando 
con la secular tradición de exportar productos que luego volverán a la 
región transformados para el consumo humano o animal. 


4. LA CREACIÓN DE UNA CONCIENCIA REGIONAL 


1. La larga polémica que suscitó el análisis del artículo segundo de la 
Constitución de 1978, en el que se reconocía y garantizaba «el derecho a 
la autonomía de las nacionalidades y regiones» que integraban la nación 
española, condujo a que se decantase la opinión por la conveniencia de 
un maximalismo autonómico, por el que todas las regiones alcanzasen el 
mismo techo de posibilidades autonómicas, lo lograsen bien por el camino 
del artículo 151 del texto constitucional —el llamado «camino rápido»—, 
bien lo hicieran por la vía más lenta del artículo 143. Iniciado el proceso 
autonómico, condujese éste a una modalidad de Estado regional, cercano 
al establecido en Italia por la Constitución de 1947, o a otra forma de fe- 
deralismo, más o menos vergonzante, lo cierto es que la pugna interregio- 
nal por el tratamiento, precedencias y vehículo legal para alcanzar el ape- 
tecido nivel de autonomía, enfrentó a aquellas regiones con añeja 
conciencia histórica de su personalidad nacional con aquellas otras donde 
esa conciencia sólo tenía muy débiles y próximas raíces, o con las que, 
por último, carecían de tal conciencia y pesaba en ellas más el hecho 
administrativo de lo provincial o su pertenencia secular al conjunto de la 
nación española. Eran regiones donde lo comarcal definía más que lo pro- 
vincial, que ya con siglo y medio de tradición era también elemento aglu- 
tinante. Y donde, por último, la conciencia de lo español envolvía y 
presidía ambas vivencias. 

Este era el caso de las provincias que iban a constituir la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha. Y poderosas razones obraban en tal 
sentido. Su «hecho diferencial» no residía en fundamentos étnicos ni en 
razones lingúísticas mi en delimitaciones geográficas. Como otras tierras 
españolas sus diferencias habían nacido al hilo del discurrir de los siglos. 
Las tierras de Castilla-La Mancha integraban comarcas y hombres más 
perfilados por la historia que por ningún tipo de barrera geográfica ni de 
uso lingúístico. Un conglomerado de comarcas naturales —la Sagra, la 
Jara, la Mesa de Ocaña, La Mancha, el Campo de Calatrava, el Campo 
de Montiel, el valle de Alcudia, los Montes de Toledo, la serranía de 
Cuenca, la Alcarria—, cada una de ellas con una personalidad cultural 
característica, sobre una base étnica y lingúística común, y con un centro 
de atracción en torno al cual han girado durante siglos —se llame Toledo, 
Sigúenza, Albacete, Ciudad Real, Almagro, Tarancón o tantos otros— 
pero carentes de un centro único que, desde lo geográfico a lo admi- 
nistrativo, haya actuado secularmente como eje indiscutible de la vida 
regional. 

La vieja y afirmada simbiosis de lo español y lo castellano propia de 
la historia de este centro peninsular; la agobiante proximidad de Madrid, 
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el gran centro de succión demográfica para las provincias de su inmediato 
entorno; la ausencia de una tradición regionalista, que sólo contaba con 
superficiales y pasajeros intentos en las primeras décadas de este siglo, 
muy individualizados y con escaso eco social; todo lo más, una conciencia 
de olvido y agravio históricos por parte de los gobiernos de Madrid, más 
interesados y generosos con otras provincias españolas. Esas notas defi- 
nían la actitud de estos castellanos del sur ante la opción autonómica. 
Pocas regiones se aprestaban a ella tan carentes de una conciencia propia. 
Iba a ser éste uno de los primeros y más persistentes problemas de su 
proceso de conformación autonómica. 

Realidad que, tras seis años de andadura regional, no ha cambiado 
mucho, aunque haya claros indicios de que si la conciencia autonómica no 
despierta aún fervorosas adhesiones, el conocimiento de esa nueva estruc- 
tura administrativa se haya extendido entre los habitantes de la Comuni- 
dad, aunque no sea más que por el necesario contacto con los órganos de 
la administración, aparte del continuado y laborioso esfuerzo que ésta 
viene realizando para cambiar tal situación, dándose a conocer, ofrecién- 
dose al ciudadano y fomentando —especialmente por la vía cultural— el 
desarrollo de esa incipiente conciencia autonómica. 


2. Los hitos del proceso autonómico. 


Tomando como punto de partida la estructura centralista del Estado 
borbónico del siglo xvIIt, el catastro de Ensenada de 1749 y el nomenclá- 
tor de Floridablanca, iniciado en 1785 y terminado diez años más tarde, 
constituyen las iniciativas más empeñadas en dotar a España de una nueva 
organización territorial y censal. En la división de Floridablanca se confi- 
guran 31 provincias, agrupadas en regiones administrativas. La región de 
Castilla la Nueva aparece dividida en cinco provincias: Madrid, Cuenca, 
Guadalajara, Toledo y Mancha. 

La invasión francesa y, como consecuencia, la configuración del Estado 
bonapartista durante el breve reinado de José I, supusieron un nuevo in- 
tento de división territorial, tomando como modelo la del Imperio francés. 
De este modo, España quedó dividida en 38 prefecturas y 111 subprefec- 
turas. Incluso en la nomenclatura se acudió al mimetismo con el modelo 
francés de denominarlas por las cuencas de los ríos. Así la prefectura de 
Ciudad Real se llamaría Ojos del Guadiana; la de Cuenca, Júcar Alto; la 
de Madrid, Manzanares; la de Guadalajara, Tajo Alto, y la de Toledo, 
Tajo y Alberche. Ni que decir tiene que tal toponimia no pasó de la 
anécdota y que la distribución en departamentos no tuvo más vigencia que 
la del propio proyecto bonapartista en España. 

La división territorial más característica y permanente de la España 
contemporánea vendría al hilo del proceso de construcción del Estado 
constitucional. Un claro punto de partida sería el artículo 11 de la Cons- 
titución de 1812, desarrollado luego e interpretado durante el Trienio Li- 
beral en el Real Decreto de 27 de enero de 1822. La configuración 
centralista del Estado liberal burgués y la entidad de la provincia, conju- 
gadas con una conciencia histórica reverente hacia el proceso de formación 
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de la nación española y hacia los perfiles de los reinos que la habían 
forjado, llevaron a la división administrativa propuesta por Javier de Bur- 
gos y materializada en el Decreto de 3 de diciembre de 1833, en el que 
el territorio de la nación española quedaba estructurado en 49 provincias, 
agrupadas en 15 regiones administrativas. La de Castilla la Nueva inte- 
graba a las de Madrid, Toledo, Ciudad Real, Cuenca y Guadalajara. Las 
tierras de la Mancha albaceteña, constituida en nueva provincia, bascula- 
rían hacia el reino de Murcia. Hasta la Constitución de 1978 tal división 
administrativa se mantuvo vigente. Y llegó a conformar una mentalidad 
provincial y hasta un comportamiento provinciano en relación con Madrid, 
la capital por antonomasia, inevitable término de comparación de donde 
procedían algunos bienes y muchos males. 

No sería hasta los años de comienzos de siglo, cuando la ola de pesi- 
mismo que se abatió sobre España tras la crisis del 98 golpease también 
a Castilla, cuando se buscasen soluciones regeneracionistas a los problemas 
castellanos. En ese proceso ya fue, de por sí, un hito la conciencia de que 
sólo desde la propia Castilla se podrían afrontar sus problemas. Era un 
significativo paso desde una actitud de fatalismo e inhibición. Julio Sena- 
dor, en su dramático alegato Castilla en escombros Y podía rememorar el 
tiempo en que Castilla «jamás ha reclamado nada ni protestado contra 
nada», cuando en realidad «desde el desfiladero de Pancorbo hasta Des- 
peñaperros no hay un solo labriego que no esté absolutamente persuadido 
de que nadie remediará su infortunio; y de que sus únicos derechos son 
obedecer, sufrir y callar». Hubo conciencia de que los prolongados silen- 
cios no conducen más que a la postergación y al olvido. El punto de 
referencia para muchos castellanos fue Cataluña. «Como Cataluña tiene 
energía para gritar y defender el arancel —diría en el Congreso el dipu- 
tado castellano Benito Andrade—, Cataluña es considerada y atendida por 
los gobiernos; como Castilla ha callado siempre, estos gobiernos han to- 
mado su carne como carne de cañón y no han reparado en arruinarla.» 

En la Castilla septentrional, Valladolid es el centro de ese regionalismo 
que, a través de Ateneos, juegos florales y reivindicaciones económicas, 
intenta hacerse oír en Madrid. Desde la segunda década del siglo, regio- 
nalismo y Castilla empiezan a ser términos inseparables. El impacto de la 
primera guerra mundial, con todas sus secuelas de transformaciones eco- 
nómicas y sociales, pero también con el estímulo que todos los nacionalis- 
mos europeos, incluidos los peninsulares, recibieron tras su final, es- 
pecialmente de las doctrinas wilsonianas, condujo a resoluciones como el 
manifiesto que las diputaciones castellanas y leonesas elevaron al rey 
Alfonso XIII, recordándole que había llegado la hora de «la autonomía 
regional» y que a ese movimiento también se sumaba la voz de Castilla: 
«Hay muchos millones de españoles que están dispuestos a resolver 
el problema de las autonomías. Son aquellos cuya voz no ha sonado 
todavía.» 

No era tan viva la conciencia ni tan decidida la actitud de las tierras 
castellanas meridionales. Tierra dominada por la gran propiedad, feudo de 


2 Julio Senador, Castilla en escombros, Valladolid, 1915, pág. 112. 
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caciques, con mayor desmovilización social y política, amplias masas cam- 
pesinas y una marginación más acusada, tuvo un regionalismo de tono 
menor y de escasa incidencia, con brotes intermitentes en Toledo, Gua- 
dalajara, Albacete y, con más acusada presencia, en la región manchega. 
Con frecuencia tal regionalismo nació y creció de los manchegos afincados 
en Madrid. Así, desde el Centro Regional Manchego, fundado en Madrid 
en 1906, se llevó a cabo una labor de propaganda y de captación de hom- 
bres que actuasen como fermento de esa política de definición regional y 
de solidaridad entre todos los manchegos, los que vivían en la región y 
los de la diáspora. 

En aquel incipiente regionalismo —de escaso eco— obraron también 
los condicionantes económicos y, de forma más atenuada, los culturales. 
Respondía a los primeros el proyecto de crear en 1914 una mancomunidad 
manchega, diferenciada de la castellana y tomando también como modelo 
las iniciativas catalanas. Se hablaba incluso de «formar una región político- 
administrativa con carácter propio». Todavía en los años de la II Repú- 
blica se alzaron voces que reclamaban la creación de una Generalidad 
Manchega, aprovechando que estaban todos los españoles «en la hora de 
pedir» e insistiendo en que se votase en las Cortes un «Estatuto man- 
chego». Quedaría todo en esfuerzos sin respuesta, en actos de afirmación 
regional, en algún himno «de la Mancha» o en algún proyecto de bandera. 
Latía en todo ello además no sólo la conciencia de superar una margina- 
ción que animaba todas las reivindicaciones regionales castellanas, sino la 
conciencia y el deseo de diferenciación que muchos manchegos sentían 
hacia lo castellano. 

Posiblemente resida ahí una de las causas que incidirían, en estos in- 
mediatos años de constitución autonómica, en la polémica sobre la deno- 
minación que se le iba a dar a la Comunidad. Sólo dos comunidades son 
conocidas por un binomio: Castilla y León —con ese nexo copulativo que 
diferencia— y Castilla-La Mancha —con ese guión que une e integra—. 
Región de múltiples comarcas, sigue causando, dentro y fuera de la Co- 
munidad, reticencias e incluso abiertas críticas tal dicotomía nominal que 
parece privilegiar a la región manchega. Cierto es que fue el manchego 
uno de los pocos regionalismos detectables en esa submeseta castellana. 
Cierto es también —y creo que sea esta razón culturalmente poderosa— 
que el nombre de la Mancha va implícito a la resonancia universal de la 
obra cervantina: «Pero acordándose que el valeroso Amadís no sólo se 
había contentado con llamarse Amadís a secas, sino que añadió el nombre 
de su reino y patria, por hacerla famosa, y así se llamó Amadís de Gaula, 
así quiso como buen caballero, añadir al suyo el nombre de la suya y 
llamarse Don Quijote de la Mancha, con que, a su parecer, declaraba muy 
al vivo su linaje y patria, y la honraba con tomar el sobrenombre de 
ella» 9. Tal identificación entre tierra y personaje le hacía escribir tres 
siglos después a José María Quadrado: «El prosaico país vive identificado 
con el caballeresco libro; y el nombre de la Mancha resuena en pos del 


2 Miguel de Cervantes, El ingenioso hidalgo don Quijote de la Mancha, primera parte, 
cap. primero. 
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fantástico don Quijote con más lustre que si un conquistador lo hubiera 
tomado por divisa de su blasón» ”. 

El mismo año en que se aprobaba el texto constitucional, un Decreto- 
Ley publicado el 15 de noviembre de 1978 creaba el ente preautonómico 
de Castilla-La Mancha, que presidiría el diputado de Unión de Centro 
Democrático Antonio Fernández Galiano. 

La andadura autonómica se consolidaría durante el año 1980, especial- 
mente cuando, siguiendo lo establecido por el artículo 143 de la Consti- 
tución, 715 municipios —de los 915 que integraban la región— se 
definieron por la opción autonómica, frente a 25 que la rechazaron y un 
importante número de ellos que no se pronunciaron o cuyas respuestas 
llegaron fuera del plazo marcado. Con ello comenzó realmente la etapa 
de redacción del borrador de Estatuto de Autonomía, cuyo texto ratifi- 
cado por el Congreso y el Senado los días 17 y 26 de julio, respectiva- 
mente, sería publicado como Ley Orgánica en el Boletín Oficial del Estado 
el siguiente 16 de agosto de 1982. En su artículo primero se establecía 
que «las provincias de Albacete, Ciudad Real, Cuenca, Guadalajara y To- 
ledo se constituyen en Comunidad Autónoma bajo el nombre de Castilla- 
La Mancha para acceder a su autogobierno, de conformidad con la Constitu- 
ción española y con el presente Estatuto que es su norma institucional básica». 

En el artículo quinto se definía la bandera representativa de la Co- 
munidad, «un rectángulo dividido verticalmente en dos cuadrados iguales: 
el primero de color carmesí, con un castillo mazonado de sable y aclarado 
de azur; el segundo en blanco». 

Los artículos 9 al 12 se referían a las Cortes regionales, compuestas 
por «un mínimo de 40 diputados y un máximo de 50». Tras la presidencia 
de Gonzalo Payo, también de UCD como lo era Antonio Fernández Ga- 
liano, dimitido en febrero de 1982, un gobierno provisional de mayoría 
socialista —tras las elecciones generales de octubre de ese mismo año— 
presidido por Jesús Fuentes convocó las primeras elecciones para las Cor- 
tes castellano-manchegas. Se celebraron el 8 de mayo de 1983, simultá- 
neamente con las municipales, y con un alto índice de participación (74 
por 100). El partido más votado fue el PSOE, que consiguió 23 escaños, 
seguido por Alianza Popular con 21. Desde tal fecha ocupa la presidencia 
de la Junta de Comunidades José Bono. 

El siguiente 31 de mayo se celebraría la sesión constituyente de las 
primeras Cortes de la región. Tal fecha quedaría fijada como Día de la 
Región castellano-manchega, cuya celebración se desarrolla cada año en 
una de las capitales de las provincias que la integran. 


3. La Universidad de Castilla-La Mancha. 


Desde que se diseñara la nueva Comunidad Autonómica, se tuvo con- 
ciencia de la necesidad de crear una infraestructura universitaria que evi- 
tase la obligada salida de estudiantes hacia otros distritos. El 12 de 
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José María Quadrado, Recuerdos y bellezas de España. Ed. facsimil de Toledo y Ciu- 
dad Real, Barcelona, Ediciones El Albir, 1978, pág. 412. 
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septiembre de 1979 llegaba a las Cortes, para su discusión, el proyecto de 
ley de creación de la Universidad de Castilla-La Mancha. Las razones que 
se aducían para su creación eran muy variadas, pero pesaban entre ellas 
las políticas, en cuanto que existía una conciencia de agravio comparativo 
con otras regiones, dotadas incluso de varias universidades. Cuando el 
Consejo de Gobierno de la Junta de Comunidades presentaba su pro- 
puesta para la creación de centros, insistía en estas razones: «Castilla-La 
Mancha es la única región pluriprovincial de España que carece de uni- 
versidad, y la universidad es una necesidad social y científica para el de- 
sarrollo de la región.» 

Cierto era que, para entonces, existían en la Comunidad 17 centros 
universitarios de primer ciclo, adscritos a diferentes universidades perifé- 
ricas a la región, con una matrícula de 6.500 alumnos. Mientras que al- 
rededor de 15.000 estudiantes seguían saliendo de la región a cursar sus 
estudios en otras universidades; más de un 70 por 100 lo hacía en Madrid 
y, de ellos, un 43 por 100 en la Universidad Complutense. 

El texto legal que crease la universidad castellano-manchega no tardó 
en llegar. En julio de 1982, el BOE publicaba la ley 27/1982 que convertía 
en realidad legal la solicitada institución. Quizá lo más difícil fue el cum- 
plimiento del artículo 37, que atribuía a la Comunidad la propuesta de 
creación y localización de centros educativos así como las modalidades de 
enseñanza. 

Preciso es subrayar el interés y la dedicación que los órganos de go- 
bierno de la Comunidad pusieron en el diseño de la nueva universidad. 
Se pudo decir, con razón, que iba a ser la universidad más estudiada e 
informada antes de su apertura. Fue tema ampliamente debatido en la 
prensa, en seminarios, coloquios y jornadas de estudio, una de las cuales 
—<e singular importancia por el número y cualificación de los participan- 
tes— reunió a expertos de las cinco provincias en Toledo, en enero de 
1984, que contaron con pormenorizados estudios técnicos ”. El diseño y 
distribución de los centros venían condicionados en gran medida por una 
de las características de la región, la ausencia de un gran centro urbano 
que pudiese coordinar o aglutinar toda la actividad académica; pesando, 
por el contrario, la atracción secular de los centros universitarios de Ma- 
drid o de Murcia y Valencia. Terminaron por imponerse los intereses pro- 
vinciales como consecuencia de la, por entonces, escasa cohesión regional, 
acentuada por la precaria red de comunicaciones interprovinciales. Y de 
todo ello vino la renuncia al modelo de campus único, articulando la uni- 
versidad sobre las cuatro capitales provinciales de Toledo, Ciudad Real, 
Albacete y Cuenca, ya que la propia ley creadora de la universidad había 
permitido a Guadalajara el establecimiento de centros dependientes de la 
de Alcalá de Henares. El modelo descentralizado no era, por otra parte, 
más que reflejo de la propia realidad regional. 


25 Entre otros cabe citar Las bases de la Universidad de Castilla-La Mancha, elaborado 
por María Elvira Glenz y Rafael María Llombart; y el estudio, encargado por la Cámara 
Oficial de Comercio e Industria de Ciudad Real, elaborado por F. J. Martín Pliego y José 
A. Parejo Gámir. 
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En cuanto a su contenido y actividad académica existió un inicial deseo 
de promover una universidad de tamaño óptimo, lejana a la masificación, 
basada en las facultades «como unidades administrativas, pero articulán- 
dose en torno a los departamentos como unidades docentes y de investi- 
gación», y dedicada a especialidades que, junto a los estudios ya clásicos, 
respondiesen a necesidades socioeconómicas de la región. Se miraba más 
al modelo anglosajón de universidad, con especial hincapié en su dimen- 
sión investigadora, que al viejo modelo francés, de tan larga tradición en 
España. Sin embargo, aunque este proyecto sea todavía viable y algunas 
especialidades, como la Informática o las Ciencias Empresariales, atesti- 
gúen este empeño de renovación, han pesado las especialidades clásicas, 
ya cursadas en el primer ciclo de los precedentes colegios universitarios. 
Aunque esta programación de estudios repita, en esencia, la de otras uni- 
versidades, es muy probable que las mismas necesidades de la región, 
venidas de su impulso renovador, abran paso a otros planteamientos con 
mayor aliciente de futuro profesional que revierta en beneficio de la pro- 
pia región. 


5. ELLEGADO CULTURAL DE CASTILLA-LA MANCHA 


1. La afanosa búsqueda de raíces culturales que permitan definir una 
entidad autonómica, con más historia común que perfiles étnicos o lin- 
gúísticos diferenciales, ha contribuido a una creciente atención prestada al 
desarrollo de la actividad cultural tanto por la propia administración 
—desde la local a la autonómica— como por una entusiasta iniciativa pri- 
vada. Ha sido ésta una positiva consecuencia de la nueva organización 
autonómica, que ha resucitado la vida cultural de muchos pueblos, devol- 
viéndoles poco a poco el interés por sus casi olvidadas tradiciones popu- 
laes, de las que de nuevo se sienten solidarios y orgullosos. 

Este clima de primavera cultural, con todo lo que tiene de positivo, 
corre también algunos riesgos: de un lado, saber qué se entiende por cul- 
tura popular y en qué medida ésta se confunde, en ocasiones, con impor- 
taciones comercializadas de formas de una subcultura marginal; existe 
también la tendencia a encastillarse en un localismo empobrecedor, a mag- 
nificar lo minúsculo; esa tentación de una empequeñecedora cultura de 
fronteras lleva, con alguna frecuencia, a acaparar como algo propio y pa- 
trimonial nombres y obras que, sin dejar de ser legado de su tierra natal, 
representan hitos en el patrimonio común de lo español e, incluso, de la 
cultura universal. 

Sirva esta precisión para justificar que nos resulte osado contabilizar 
en el legado cultural de Castilla-La Mancha a toda esa pléyade de figuras 
señeras en el campo de la creación literaria, de la ciencia o de la creación 
artística. Alfonso el Sabio, don Juan Manuel, Fernando de Rojas, el ar- 
cipreste de Talavera, fray Luis de León, Alfonso y Juan de Valdés, Gar- 
cilaso de la Vega, Bernardo de Balbuena, San Juan de Ávila, Santo 
Tomás de Villanueva, Juan de Mariana, Vicente Yáñez de la Almedina, 
Sánchez Cotán, Melchor de Macanaz, Hervás y Panduro..., son, entre 
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tantos otros nombres, orgullo de esta tierra, donde tuvieron su cuna, pero 
al tiempo herencia cultural común de lo hispánico, ni siquiera de lo es- 
pañol. Como lo es el pintor más toledano, no nacido en Toledo: El 
Greco; o la obra más manchega y al tiempo más universal: El ingenioso 
hidalgo Don Quijote de la Mancha. 

De ahí que nos decidamos por dar algunas notas de la creación cultural 
de nuestro siglo, aquella que precede o es coetánea a esta dimensión au- 
tonómica, sin que ello quiera decir que tales manifestaciones no tengan 
también resonancia nacional incluso universal. 

Sin duda ha sido en nuestro siglo la creación pictórica una de las gran- 
des aportaciones de Castilla-La Mancha a la cultura española. Aunque 
sería objeto de debate saber si realmente se puede hablar de una escuela 
castellano-manchega y si algunos o la totalidad de sus componentes han 
considerado inserta su Obra en esa dimensión regional. Empecemos por 
decir que casi todos ellos tuvieron que salir de su tierra y formarse en 
Madrid, en París o en Roma. La Escuela de San Fernando fue centro de 
coincidencia para muchos de ellos. Y Madrid el primer lugar de resonan- 
cia de su Obra. Tal puede ser el caso de tres hombres muy representativos 
de la generación artística del 27; albaceteño uno, toledano otro, valdepe- 
ñero el último: Benjamín Palencia, Alberto Sánchez y Gregorio Prieto. 
Palencia y Alberto Sánchez fueron extraordinarios paisajistas, más ligados 
a Madrid, a la llamada «escuela de Vallecas», que a su propia tierra, 
aunque ésta tuviera en la obra de Palencia un lugar señero, no en vano 
se ha dicho que sea Palencia quien mejor ha recogido el paisaje agresivo 
de la España árida. De Alberto Sánchez, el toledano que murió en Moscú 
en 1962, expositor en el pabellón de París de 1937, el que albergó el 
Guernica, escribió Pablo Picasso a su muerte: «Era un hombre grande, 
muy grande, nuestro Alberto.» El nonagenario Gregorio Prieto es un val- 
depeñero universal, que ha sabido conjugar su raíz y su talante manchegos 
con las corrientes y las tendencias estéticas más renovadoras de nuestro 
siglo. «Manchego y de vida cosmopolita —escribe José Corredor 
Matheos— a un tiempo ha pintado molinos de su tierra y adolescentes 
coronados de laurel entre rotas columnas neoclásicas. Más tarde nos daría 
su personalísima versión del pop con mucho de la imaginación del arte 
verdaderamente popular. Amigo de poetas, como Lorca, Alberti y Ne- 
ruda, su obra es plástica pura.» 

Una gran veta artística con ilustres nombres en Castilla-La Mancha es 
el realismo en pintura, que hunde sus raíces en el siglo xIX y se manifiesta 
con los ejemplos de Ángel Andrade o Joaquín Araujo. El primero (Ciu- 
dad Real, 1866-1932) se inscribe en la tradición de Sorolla, Aureliano de 
Beruete o Darío de Regoyos. Formado en Roma, es uno de los maestros 
del paisaje. Algunos de los grandes de nuestros días reconocerán su ma- 
gisterio; así el que posiblemente sea el mejor intérprete del deslumbrador 
y requemado paisaje de la llanura manchega, el tomellesero Antonio Ló- 
pez Torres (1902-1987), de quien escribe Joaquín de la Puente que su obra 
«es mística transidamente extática del rastrojo, el reseco barbecho, el al- 
tiplano abrasado y el adobe cual alma calcinada por el sol». Es una de las 
raíces de otros pintores nacidos en la Mancha pero que difícilmente se les 
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puede encasillar como manchegos; tal el caso de Antonio López García, 
su sobrino, uno de los nombres más representativos de la actual pintura 
española, maestro de una personalísima visión, misteriosa, mágica, del hi- 
perrealismo; conquistado, en los últimos años, por el paisaje de la gran 
urbe; en contraste con el realismo del pequeño rincón de un Madrid pro- 
vinciano y recoleto que se muestra en la obra de la toledana Amalia Avia 
(Santa Cruz de la Zarza, 1930). y 

En esa nómina de artistas lugar muy señero ocupa Manuel López Vi- 
llaseñor (Ciudad Real, 1924), uno de los maestros de la pintura mural, 
formado en Roma, en la admiración y el estudio de los del Quattrocento 
—Piero de la Francesca— y en una larga y continua búsqueda de la rea- 
lidad de las cosas y, sobre todo, de la dramática realidad del hombre. 
Y nombres ligados a la interpretación del paisaje físico y humano de la 
tierra manchega, como Antonio Guijarro o Gloria Merino; o un man- 
chego de resonante eco parisino como Agustín Ubeda (Herencia, 1934). 

Un hito en la aportación pictórica de Castilla-La Mancha fue la crea- 
ción en 1966 del Museo de Arte Abstracto, instalado y casi fundido en 
uno de los paisajes más abstractos de España: la ciudad de Cuenca. Los 
primeros nombres de esa corriente artística están en él representados, gra- 
cias al poderoso estímulo de un gran pintor y escultor conquense, Gustavo 
Torner (Cuenca, 1925). 


2. Más reducida cuantitativamente, pero con figuras de primera línea, 
es la nómina de la aportación literaria de Castilla-La Mancha a las letras 
de nuestro siglo. No se podría trazar una semblanza de la región sin acudir 
a textos de novelistas y narradores de la categoría de Francisco García 
Pavón, conocedor como pocos del talante pausado y sentencioso del man- 
chego, cuya lengua ha incorporado a su puro castellano. Los liberales, 
Cuentos republicanos O El rapto de las Sabinas ya le acreditarían como 
uno de los mejores narradores de nuestra lengua. Añade García Pavón el 
ser uno de los escasísimos escritores en español que ha cultivado la novela 
policiaca, situándola en el ambiente rural de su Tomelloso natal y creando 
el personaje de un singular detective, Plinio. Aunque más ligado a la 
región murciana, por su nacimiento en Baides (Guadalajara) se puede 
considerar castellano-manchego Ángel María de Lera, de cuya amplia 
creación novelística quizá sea Las últimas banderas su obra más leída y 
una de las cualificadas en la copiosa aportación novelística a la guerra civil 
española. 

La poesía que tuvo en esta tierra cumbres como fray Luis, Garcilaso 
o Bernardo de Balbuena, ha sumado en nuestro siglo nombres cuya obra 
ha traspasado la frontera y se ha incorporado a las antologías de la crea- 
ción poética de este tiempo. Federico Muelas (Cuenca, 1925) es una de 
las voces más limpias de la lírica; Juan Alcaide, el valdepeñero, quizá sea 
el poeta más identificado con el paisaje y la lengua de la Mancha, el poeta 
manchego por excelencia; en su línea, quizá con acento más dramático, se 
instala la obra de Eladio Cabañero (Tomelloso, 1930). Félix Grande, na- 
cido en Mérida, pero ligado por familia y por talante a Tomelloso; Rafael 
Morales (Talavera de la Reina, 1919), vinculado en sus comienzos —Poe- 
mas del toro— a la voz de Miguel Hernández, o Ángel Crespo (Ciudad 
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Real, 1926), el más internacional de los actuales poetas manchegos, son 
nombres con personalidad propia en la creación lírica española. 

Como lo son en el campo de la creación teatral figuras de la categoría 
de Antonio Buero Vallejo (Guadalajara, 1916), uno de los autores ya 
clásicos de la actual escena española con hitos en la gran aportación de 
nuestra tierra al teatro universal como Historia de una escalera, En la 
ardiente oscuridad, Un soñador para un pueblo o El concierto de San Ovi- 
dio; en su doble actividad de autor teatral y de magistral escenógrafo, es 
hoy uno de los renovadores del teatro español Francisco Nieva (Valde- 
peñas, 1927); formado en París, sus obras —El combate de Opalos y Ta- 
sia, Coronada y el toro— enlazan con la tradición artística del barroco. A 
esta presencia de la creación cultural en el terreno del arte escénico, hay 
que añadir hoy la dimensión cinematográfica personificada por el reciente 
éxito que un director como Pedro Almodóvar, nacido en Calzada de Ca- 
latrava (Ciudad Real), ha conquistado tanto dentro como fuera de nues- 
tras fronteras, nominada su última película para el Oscar de la Academia 
de Hollywood. Su cine «tiene una comicidad difícil de negar. Es hablador 
y no vacila en maquillar sus comedias con la profusión barroca, fantasía, 
mal gusto. Tan seguro y español como su antecesor Berlanga», escribía 
Le Monde en 1982; aunque, para algunos críticos, pueda haber en su ma- 
nera de hacer incluso la referencia de Buñuel. 


3. Junto a la cultura con nombres está, como uno de los legados más 
ricos de la vida de una región, la cultura anónima, la cultura popular. 


«Hasta que el pueblo las canta, 
las coplas, coplas no son, 
y cuando las canta el pueblo, 
ya nadie sabe su autor», 


escribía Antonio Machado. Una parte muy importante de la cultura es- 
pañola —<quizá la menos académica de las culturas europeas— es obra 
anónima. Al intentar un balance de la vida cultural de una región es pre- 
ciso atender a esa gran aportación del pueblo, acumulada por los siglos, 
transmitida de generación en generación: cuentos, cantares, tradiciones, 
bailes y festejos; muchos de ellos casi olvidados y hoy rescatados. Obras 
como la reciente de Julio Camarena Laucirica, Cuentos tradicionales re- 
copilados en la provincia de Ciudad Real , muestran la pervivencia de 
ese género de tan pura raíz popular, con una viveza y una profusión te- 
mática que no cabía sospechar. Entre los 1.200 cuentos recogidos por tra- 
dición oral se pueden rastrear viejos mitos perfectamente identificables 
con temas como los de Androcles y el león, Eros y Psiquis, Ulises y Po- 
lifemo o Danae; se ofrece en ese conjunto el cuento como legado cultural 
de épocas remotas y casi como creación intemporal. 

Son pocos los pueblos de Castilla-La Mancha que no conserven tradi- 
ciones y festejos que no hayan pervivido por siglos o que, interrumpida 


2% Julio Camarena Laucirica, Cuentos tradicionales recopilados en la provincia de Ciudad 
Real, prólogo de Maxime Chevalier, Ciudad Real, Inst. Est. Manchegos, 1985. 
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su celebración, no vuelvan ahora. Coincidentes con los ciclos agrícolas y 
con las estaciones del año, son especialmente numerosos sus ejemplos en 
el buen tiempo de la primavera y del verano, cuando casi todos los pue- 
blos celebran las fiestas de su patrón. 

Una de las celebraciones típicas del comienzo de la primavera, con 
gran arraigo en la región, es la Semana Santa. Especialmente en dos pro- 
vincias, Ciudad Real y Cuenca, adquiere singular relieve, pese a que la 
mayoría de los pasos de los desfiles procesionales —algunos de ellos obra 
de grandes imagineros castellanos— hubieron de ser repuestos tras la gue- 
rra civil. La de Cuenca tiene el carácter austero y dramático de Castilla 
la Vieja. La de Ciudad Real se presenta como una transición al modelo 
barroco andaluz de Semana Santa, aunque cuente con hermandades como 
la «del Silencio», rigurosamente penitencial y de una sobriedad admirable. 

En algunos pueblos de la región se siguen celebrando representaciones 
de la Pasión o versiones populares de algún pasaje evangélico; cohortes 
de «romanos» O «armaos» recorren muchos de ellos con uniformes más o 
menos pintorescos; en otros, los días de esta semana se ven atronados por 
el retumbar de cientos de tambores, tal es el caso de Hellín y de Tobarra, 
en Albacete; muchas localidades siguen la tradición del «Judas», el mu- 
ñeco O pelele apedreado y destruido el Sábado Santo. No pocos pueblos 
celebran las fiestas de su patrona con motivo del Domingo de Resurrec- 
ción; casi todas incluyen romerías a los santuarios donde se venera la 
imagen, que es trasladada a la parroquia del pueblo: así, la Virgen de la 
Encarnación en Carrión de Calatrava (Ciudad Real) o la Virgen de Rus 
en San Clemente (Cuenca) o la Virgen de Bienvenida en Puente del Ar- 
zobispo (Toledo). 

Los «mayos» constituyen el segundo festejo popular de la primavera, 
con una dimensión literaria popular, que viene conservando por tradición 
oral numerosas canciones de amor. Quizá sea la provincia de Ciudad Real 
donde esta costumbre se encuentre más extendida. En localidades como 
Alcázar de San Juan o Pedro Muñoz se han llegado a organizar festivales 
de «mayos», con creciente eco en la provincia y en la región. 

Muy próxima a esta fiesta se sitúa la que celebra la Cruz de Mayo, el 
día 3, que a veces se confunde o se superpone a la anterior. En esa oca- 
sión, algunas calles, las puertas de las casas o su interior se adornan con 
altares, cubiertos de ramajes y flores, en torno a la cruz, que visitan los 
vecinos del pueblo y son obsequiados con dulces y vino. Casi siempre 
estos dulces son elaborados expresamente para tal celebración, a la que 
van unidos. Valga el caso de los «rollicos de Alpera», en Albacete, ben- 
decidos bajo la cruz, que incluso llegaron a utilizarse como amuletos para 
defender la casa de las tormentas. En muchos otros pueblos son los «hor- 
nazos», panes de gran tamaño con huevos cocidos incrustados y recubier- 
tos de anises, los que bendice la cruz. 

Numerosas son, además, en este mes las romerías a santuarios maria- 
nos, con añeja tradición en las cinco provincias: la Virgen de Alarcos o 
la de los Santos, en la de Ciudad Real; Nuestra Señora de la Cruz, en 
Lezuza (Albacete); la Virgen del Valle, de Toledo; la Virgen de la En- 
carnación, en El Hito (Cuenca)... 
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La Ascensión y Pentecostés concentran un buen número de festejos 
populares. Quizá el que tenga más renombre en la región sea la Caballada 
de Atienza (Guadalajara), tradición muy ligada a la historia de la villa y 
a la protección que los de Atienza dieron al rey Alfonso VIII, defendién- 
dole de su tío Fernando II de León. En torno a la fiesta de Pentecostés 
existen otros festejos notables como la traslación del Cristo del Sahúco 
hasta Peñas de San Pedro (Albacete) o la romería del Sapo, organizada 
por la cofradía de las Ánimas, en Mota del Cuervo (Cuenca). 

Quizá la fiesta del Corpus Christi —uno de los tres jueves «que relucen 
más que el sol»— sea la que concentre mayor espectáculo popular en las 
tierras de Castilla-La Mancha: adornos de fachadas, alfombrado de calles 
con flores y hierbas del monte, altares a las puertas de las casas, bailes 
rituales... Sin duda es el Corpus de Toledo el que tiene renombre incluso 
internacional. Es la gran fiesta de la ciudad, presidida por la procesión 
del Santísimo Sacramento, expuesto en la formidable custodia de los Arfe, 
una de las más preciosas joyas de la orfebrería española. 

En la provincia de Ciudad Real, el Corpus de Porzuna, llevado bajo 
palio, en calles engalanadas por el pueblo, recibe el homenaje de una 
monótona y solemne danza ejecutada por doce mozos ataviados con atuen- 
do multicolor, en el que destaca un mantón de Manila. En la de Toledo, 
Camuñas ofrece otro singular espectáculo, la lucha de las virtudes y los 
pecados, interpretada por jóvenes y niños también con atavíos de gran 
simbolismo,. en cuyas prendas de muy variado origen se superponen tra- 
diciones seculares. 

Tras las fiestas de San Juan, coincidentes desde tiempos remotos con 
el solsticio de verano, unidas a la magia del fuego y el agua, que tienen 
numerosos ejemplos en pueblos castellano-manchegos, las grandes celebra- 
ciones del verano —el tiempo de la recolección— son la «Virgen de 
agosto» y «el Cristo», la exaltación de la Santa Cruz (14 de septiembre). 
Entre ambas festividades, a las que habría que añadir la celebración ma- 
riana del 8 de septiembre, tienen sus fiestas casi todas las localidades de 
la región. 

En algunos pueblos y como efecto de una secular influencia levantina, 
pues la cultura no suele saber de fronteras administrativas, sean éstas pro- 
vinciales o autonómicas, pervive la tradición de las fiestas de «moros y 
cristianos», con todas las características de colorismo, riqueza de vestuario 
y parafernalia de música, simbólicas batallas y derroche de fuegos artifi- 
ciales. Tales, entre otros, los ejemplos de Caudete (Albacete), de Val- 
verde del Júcar o Alberca de Záncara (Cuenca) o de Maqueda (Toledo). 

También el otoño y el invierno tienen su ciclo festivo, vinculado al año 
litúrgico y a viejas tradiciones. Junto a las diversas formas de preparar y 
conmemorar la Navidad y a la riqueza folclórica de los villancicos popu- 
lares, las inmediatas fiestas de San Antón, en tierra de añeja economía 
ganadera, y de la Candelaria, dan lugar a múltiples festejos, materializa- 
dos en procesiones, bailes, romances y, por supuesto, gastronomía. 

Pero, sin duda, ha sido en los últimos años cuando se ha recuperado 
una tradición popular, no del todo desaparecida en muchos pueblos, aun 
contraviniendo la expresa prohibición oficial que, durante el régimen del 
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general Franco, hubo contra ella: los Carnavales. De antiquísima raíz po- 
pular, desde luego precristiana, el Carnaval es la gran fiesta del invierno 
y el pórtico de la primavera, de la naturaleza que resucita. Habría que 
diferenciar, en este proceso de recuperación de los festejos carnavaleros, 
todo cuanto queda de antiguo y autóctono, manifestación de una rica sim- 
bología mágica, hoy día incomprensible para quienes la protagonizan, y 
cuanto se va añadiendo de exótico, para mayor brillantez de la fiesta. 

El viejo Carnaval burlesco, medieval —ecos del arcipreste de Hita—, 
de máscaras remedando animales de carácter totémico; la magia de los 
gallos colgados o de los muñecos rellenos de paja —miércoles de paja, de 
Alcaraz— o el popularísimo «entierro de la sardina», cuya esperpéntica 
imagen plasmaron Goya y Solana, son un legado cultural de inestimable 
valor, ahogado o desplazado por el mimetismo televisivo de las espectacu- 
lares cabalgatas de carrozas y comparsas, copiadas del modelo brasileño 
de Río. 


4. No se podría esbozar una síntesis de cualquier panorama cultural 
de una región sin referirse al capítulo de la gastronomía. Desde el punto 
de vista historiográfico, los estudios sobre alimentación, insertos en el área 
de los dedicados a la vida material, constituyen una aportación con biblio- 
grafía ya muy copiosa y con prestigiosos especialistas. Der Mann ist was 
er isst, decía un viejo refrán alemán; el hombre es lo que come. La ali- 
mentación es, por un lado, reflejo de unas estructuras climáticas, agrarias 
y económicas; también de unas formas culturales, de una mentalidad. De 
otro lado, la alimentación conforma un tipo de hombre, una fisonomía 
regional y hasta unos comportamientos. 

Castilla-La Mancha conserva una variedad gastronómica digna de con- 
siderarla como parte integrante de su legado cultural. Característica de 
una región agrícola, de no muy abundantes recursos. En una de las múl- 
tiples sátiras de Quevedo a don Luis de Góngora, burlándose de sus cul- 
teranas Soledades, le decía: 


«Y hasta los pastores de la Mancha, 
atestadas de ajo las barrigas, 
hacen ya soledades como migas.» 


Pan y ajo; dos de los humildes componentes de la comida de un pue- 
blo de pastores. Las migas manchegas tienen otras variantes en la región, 
en gran medida procedentes de la forma de cocinarlas y del acompaña- 
miento que se une a sus básicos elementos. Como sus humildes colegas, 
las gachas. 

Otra familia culinaria la forman los platos elaborados a partir de pro- 
ductos de huerta, fundamentalmente pimientos y tomates. A ella perte- 
necen los pistos, los asadillos y el propio tiznao o somallao, aunque en 
este caso el pimiento sea seco y el bacalao sea también uno de sus prin- 
cipales componentes. También se podrían incluir aquí las populares beren- 
jenas, típico plato abundantemente representado en la cocina medi- 
terránea, que tiene en la versión almagreña una de sus más jugosas ver- 
siones. 
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Región de práctica cinegética, la caza integra otro de los capítulos de 
su gastronomía, bien es cierto que de mesa mejor surtida y de días de 
fiesta. Quizá el plato príncipe de la región sean los galianos, con generosa 
presencia de diversas carnes de caza: conejo, perdices, liebre... y la cal- 
dereta de cordero, en sus diversas variedades comarcales. O el morteruelo 
conquense. - 

En el mundo de la repostería perviven formas en las que es fácil ver 
un característico gusto oriental, heredado sobre todo de la aportación mo- 
risca, incrementada por la dispersión de los moriscos granadinos después 
de 1570, instalados en tierras de Toledo, la Mancha... Postres como el 
mostillo, el arrope, el alhajú, las flores o el típico mazapán navideño no 
pueden negar ese origen. 

Los dos productos alimentarios de la región que constituyen una parte 
importante de su economía —como hemos destacado páginas atrás— y de 
su renombre en este capítulo de la gastronomía son el queso y el vino. 
Buenos complementos para abrir y regar una comida que represente a la 
cocina castellano-manchega. 


5. Dentro de la vida cultural de un pueblo, la artesanía del barro 
forma un capítulo de la creación artística de gran valor y muy revelador 
de su carácter. La alfarería ocupa un lugar destacado en la actividad ar- 
tesanal de Castilla-La Mancha, con renombre nacional. Tal es el caso de 
la producida en dos localidades con sobrada tradición, Talavera de la 
Reina y Puente del Arzobispo; pero esta manifestación artística, de raíz 
tan popular, no agota en esas localidades su añeja presencia en la región, 
como lo demuestran las cerámicas de Chinchilla, Santa Cruz de Mudela, 
Cuenca, Priego, Mota del Cuervo... Otras producciones artesanales muy 
características de la región son las múltiples variedades de cestería; el rico 
muestrario de bordados y encajes, que tiene en Lagartera (Toledo) y Al- 
magro (Ciudad Real) sus máximos exponentes, respectivamente. O el anti- 
guo y noble arte del damasquino que perpetúa la secular tradición de las 
manufacturas de armas y armaduras afincada en la ciudad de Toledo. 


ORIENTACIÓN BIBLIOGRÁFICA 


1. Aunque todavía se dista de contar con un repertorio bibliográfico 
amplio y actualizado sobre Castilla-La Mancha, si bien existen algunos de 
valor muy distinto sobre las provincias que la componen como el de Isabel 
Pérez Valera para la provincia de Ciudad Real (Instituto de Estudios 
Manchegos, 1976) o el de Pilar Cecilia Sanz García para la de Toledo 
(Caja Provincial de Ahorros, 1983), consideramos un importante paso 
adelante el repertorio de estudios regionales elaborado por Juan Sánchez 
Sánchez, la Bibliografía en Castilla-La Mancha, en La Cultura en Castilla- 
La Mancha y sus raíces, catálogo de la exposición celebrada en el Palacio 
de Velázquez en abril de 1984, publicado por el Ministerio de Cultura y 
la Fundación Cultural de Castilla-La Mancha, páginas 558-607. 

Constituyen, en principio, una bibliografía de necesaria consulta las 
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revistas especializadas publicadas por las diversas instituciones de estudios 
locales o regionales. Así, la revista Cuadernos de Estudios Manchegos, 
editada por el Instituto de Estudios Manchegos de Ciudad Real; los Ana- 
les Toledanos, publicada por el Instituto de Estudios Toledanos; la revista 
Al-Basit, editada por el de Estudios Albacetenses; la revista Toletum, bo- 
letín de la Real Academia de Bellas Artes y Ciencias Históricas de To- 
ledo; la revista Wad-Al-Hayara, publicada por la Institución provincial de 
Cultura «Marqués de Santillana». Aunque solamente publicase seis nú- 
meros constituyó un proyecto de gran interés, ya que procedía de una 
iniciativa no oficial de carácter colectivo, la revista Almud, iniciada con 
carácter trimestral en 1980. Tuvo esta revista un precedente importante, 
aunque igualmente interrumpido tras el número sexto, La Mancha. Re- 
vista de estudios regionales, editada en Daimiel (núm. 1, enero-marzo de 
1961), pero destinada a Albacete, Ciudad Real, Cuenca y Toledo, dirigida 
por el conocido novelista Francisco García Pavón, con un importante con- 
sejo asesor. 

Los citados institutos de estudios locales han publicado repertorios de 
sus ediciones. Pero, en todo caso, es conveniente la consulta del Catálogo 
Colectivo de Publicaciones, elaborado por la Confederación Española de 
Centros de Estudios Locales (CECEL) (Badajoz, Institución «Pedro de 
Valencia», 1982). 


2. Para el estudio del medio físico, aparte de las obras ya tomadas 
como obligada referencia clásica de Hernández Pacheco, son obras tam- 
bién con caracteres de clásicas las producidas por la escuela de geógrafos 
que se formó en torno a la personalidad científica de don Manuel de 
Terán, cuya Geografía de España y Portugal (Barcelona, Montaner y Si- 
món, 1958) aporta en su tomo IV una formidable síntesis de la región; en 
esa línea se inscriben los estudios más recientes de Antonio López Gómez 
que ofrece también una actualizada revisión geográfica de la región en 
Castilla la Nueva (Madrid, Fundación Juan March, Edit. Noguer, 1982, 
tomo 1). Síntesis más breves en Julián Alonso y Rafael Puyol, Síntesis 
geográfica de Castilla la Nueva (Pamplona, Salvat, 1976, tomo X). Como 
también Elena González y Félix Pillet, Geografía física, humana y econó- 
mica de Castilla-La Mancha (Ciudad Real, Diputación Provincial, Área de 
Cultura, 1986). Y por lo que hace a la provincia de Ciudad Real el libro 
de varios autores El espacio geográfico de la provincia de Ciudad Real, 
publicado en la Biblioteca de Autores Manchegos, Ciudad Real, Diputa- 
ción Provincial, 1985. 

Un gran esfuerzo de replanteamiento de los estudios geográficos sobre 
la región, al tiempo de aportación de un importante conjunto de mono- 
grafías son las Actas de la ] Reunión de Estudios Regionales de Castilla- 
La Mancha, publicadas por la Junta de Comunidades en 1986, en 3 vo- 
lúmenes (1 y II, La ordenación del territorio; WM, El medio físico). 

Por lo que hace a los aspectos botánico y de estudio de la fauna au- 
tóctona, Manuel Peinado Lorca y José María Martínez Parras, El paisaje 
vegetal de Castilla-La Mancha (Toledo, Junta de Comunidades, 1985); R. 
Coronado, F. León Jiménez y C. Morillo, Guía del Parque Nacional de 
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las Tablas de Daimiel (Ciudad Real, Diputación, ICONA, 1979); C. Mar- 
tul y J. Montoro, Flora de Castilla-La Mancha (Toledo, Junta de Comu- 
nidades, 1985), y Luis F. Basanta Reyes, Fauna de Castilla-La Mancha, 1. 
Aves, y F. Márquez Sánchez, Fauna de Castilla-La Mancha, 1H. Mamífe- 
ros, anfibios y reptiles, publicadas por la Junta de Comunidades en 1986 
y 1987, respectivamente. 

Un gran esfuerzo editorial que viene a cubrir una auténtica necesidad 
ha sido la publicación también por el Servicio de Publicaciones de la Junta 
del Atlas de Castilla-La Mancha, aparecido en 1986 y que se puede con- 
siderar como un magnífico instrumento de trabajo. 

Por lo que ya tenía de obra clásica y de riquísimo fondo de datos para 
la región, la reedición facsímil del Diccionario Geográfico-Estadístico-His- 
tórico, de Pascual Madoz, en la parte correspondiente a las provincias que 
hoy forman Castilla-La Mancha ha sido en 1987 otra valiosa aportación 
editorial promovida por la Consejería de Cultura de la Junta y confiada a 
Ámbito Ediciones (2 volúmenes). 

Para los aspectos climáticos, es interesante la consulta de las Jornadas 
de la Asociación Meterológica Española (AME) y, en concreto, las cele- 
bradas en Toledo y Ciudad Real (octubre de 1985) recogidas bajo el título 
Meteorología y naturaleza (Madrid, Instituto Nacional de Meteorología, 
1986). 


3. La bibliografía histórica es mucho más abundante, pero a la vez 
más dispersa. No existe hasta el momento una buena síntesis sobre Cas- 
tilla-La Mancha, salvo algunas de carácter escolar y de elaboración preci- 
pitada como la titulada Castilla-La Mancha. Historia, Arte y Etnología 
(Servicio de Publicaciones de Castilla-La Mancha, 1985), destinada a los 
niveles de BUP y COU. Existen obras de más amplio contenido y superior 
nivel como la voluminosa Historia de Castilla y León (Valladolid, Edit. 
Reno, 1982-86, 10 volúmenes), que incluye también toda la comunidad de 
Castilla-La Mancha; o el volumen II de la colección Tierras de España 
(Edit. Noguer, Fund. Juan March) dedicado a Castilla la Nueva. En los 
últimos años, diversos organismos culturales de carácter local o provincial 
han publicado síntesis históricas, de muy distinto valor y nivel científico. 
Una interesante aportación han sido los congresos y simposios dedicados 
a la historia regional, comenzando por el / Congreso de Historia de Cas- 
tilla-La Mancha, cuyas voluminosas actas en 10 volumenes han sido edi- 
tadas por la Junta de Comunidades en 1988. En la producción editorial 
de los respectivos institutos de estudios locales o de las áreas de Cultura 
de las diputaciones existen diversas recopilaciones de ponencias y comu- 
nicaciones de tales simposios dedicados a localidades de cada provincia. 
Para la época contemporánea existe una reciente síntesis de Isidro Sán- 
chez, Castilla-La Mancha en la época contemporánea, 1808-1939 (Junta de 
Comunidades, 1986). 

Entre las numerosas monografías sobre la evolución histórica de la re- 
gión cabe destacar la magnífica aportación al estudio de su poblamiento 
en la Edad Media del profesor Julio González La repoblación de Castilla 
la Nueva (Madrid, Universidad Complutense, 1975-76), así como la colec- 
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ción de ponencias reunidas en el libro VII Centenario del Infante D. Fer- 
nando de la Cerda (Ciudad Real, IEM, 1976). 

Para el estudio del regionalismo castellano, Enrique Orduña, El regio- 
nalismo en Castilla y León (Valladolid, Ámbito, 1986); José Luis Martín, 
Castellano y libre: mito y realidad (Valladolid, Ámbito, 1982); M. Espadas 
Burgos, prólogo al volumen IX de la Historia de Castilla y León (Valla- 
dolid, Editorial Reno, 1986). 

Para los aspectos culturales, aparte de las obras generales citadas y, en 
especial, del Catálogo de la Exposición de Castilla-La Mancha, conside- 
ramos entre las obras de divulgación, bien ilustradas y destinadas al via- 
jero por Castilla-La Mancha, José Luis Loarce y Carlos Muñoz Mendoza, 
Rutas arquitectónicas de Castilla-La Mancha (Junta de Comunidades, 
1985); Cándido Barba Rueda, Artesanía de Castilla-La Mancha (Junta de 
Comunidades, 1985); Consolación González Casarrubios, Fiestas Populares 
en Castilla-La Mancha (Junta de Comunidades, 1985). Los aspectos gas- 
tronómicos en Recetario gastronómico regional (Junta de Comunidades, 
Consejería de Agricultura, 1982). 
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Provincias: Barcelona, Gerona, Lérida 
y Tarragona. 


Superficie: 31.930 km.? 
Población: 5,66 millones de habitantes. 
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Jo sóc d'una petita terra 

sense rius de debo, sovint assedegada de pluja, 
pobra d'arbres, gairabé privada de boscos, 
escassa de planures, excessiva de muntanyes, 
estesa per llevant al llarg de la vella mar 

que atansa el difícil i sangonós diáleg 

de tres continents. 


Salvador Espriu, «M'han demanat que parli de la meva 
Europa» (1959). 


(«Yo soy de una pequeña tierra 

sin ríos de verdad, a menudo sedienta de lluvia, 
pobre de árboles, casi privada de bosques, 

escasa de llanuras, excesiva de montañas, 
extendida hacia levante a lo largo de la vieja mar 
que acerca el difícil y sangrante diálogo 

de tres continentes»). 


Salvador Espriu: «Me han pedido que hable de mi 
Europa» (1959) 


Este fragmento del poeta catalán Salvador Espriu pone de manifiesto 
algunos rasgos identificadores del marco físico catalán. Cataluña es, cier- 
tamente, una tierra pequeña: su superficie, que es de 31.932 Kilómetros, 
representa solo el 6,3 por 100 de todo el territorio español. Es también 
un país de montañas en el que escasean las llanuras, no abundan los bos- 
ques y faltan las aguas, pero en el que las lluvias torrenciales aparecen a 
menudo desbordando el reducido caudal de sus ríos y rieras. Cataluña 
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mira hacia el Mediterráneo y su posición estratégica entre tres continentes 
ha hecho de ella un punto de contacto entre culturas, una vía de penetra- 
ción de pueblos e ideas. Como ha señalado Pierre Vilar, Cataluña es una 
regió-passadís, un gran corredor con una puerta pirenaica abierta hacia 
Europa y una orientación mediterránea que ha dominado su destino a lo 
largo de los siglos. Pero a pesar de ser tierra de paso, de inmigrantes y 
de influencias culturales variadas, Cataluña ha sido permeable y ha sabido 
estructurar una impronta propia y una particularidad que le han conferido 
una acusada personalidad que se ha mantenido a lo largo de toda su aza- 


rosa historia. 


1. EL MARCO GEOGRÁFICO Y ECONÓMICO 


1.1. El medio físico 


A primera vista, los límites geográficos de Cataluña pueden parecer 
muy precisos: los Pirineos, el Ebro y el Mediterráneo. Sin embargo, la 
historia se ha encargado de demostrar cuan imprecisos podía llegar a ser. 
Durante la Edad Media, Cataluña desbordó lo que podía parecer sus fron- 
teras naturales. Las alturas del Pirineo no fueron obstáculo, primero, para 
vincularse a los francos y para que, luego, los condes de Barcelona exten- 
dieran su influencia más allá de esta cadena montañosa. La derrota de 
Muret (1213) se encargó de frenar este sueño expansionista, pero hasta 
cuatrocientos cincuenta y seis años más tarde el Rosellón no pasó a formar 
parte del estado francés. 

Cataluña y Aragón también unieron sus destinos a pesar de la barrera 
natural que suponen los desérticos Monegros: casi cuatro siglos de confe- 
deración catalano-aragonesa abalan este hecho. Y hacia el sur los límites 
son, si cabe, todavía más ambiguos: la divisoria que marca el río Senia es 
del todo convencional. Estos parajes fueron un día escenario de cruentas 
luchas entre moros y cristianos y el afán conquistador del rey Jaume no 
se detuvo hasta el Segura. La Confederación se amplió así con dos nuevos 
Reinos, los de Valencia y Mallorca, que a partir de este momento unieron 
sus destinos con los de catalanes y aragoneses. Porque el ánimo conquis- 
tador catalán llegó también a las Baleares y las empresas comerciales de 
sus navegantes dejaron su impronta a lo largo del Mediterráneo. De todo 
ello ha quedado un testimonio claro: la lengua que ha sobrevivido a los 
avatares políticos de los siglos venideros en lugares tan alejados como 
lPAlguer (Cerdeña), Salses (Rosellón) y Guardamar (Alicante). 

Cataluña sorprende realmente al viajero por la variedad de sus paisa- 
jes. Si la comparamos con la enorme extensión de las llanuras trigueras y 
de los páramos de la Meseta, con la amplitud de los verdes valles del 
Cantábrico o con los olivares andaluces, Cataluña se caracteriza por su 
diversidad. El paisaje catalán participa con la misma intensidad de las 
influencias pirenaicas, de las mediterráneas y de las continentales y esa 
triple confluencia es lo que le confiere su carácter específico. Pero empe- 
cemos por analizar su relieve. 
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Tal como han señalado los geógrafos, Cataluña es un país muy mon- 
tañoso. Su relieve es accidentado y presenta una gran variedad de mate- 
riales y estructuras geológicas. Pierre Vilar ha caracterizado a Cataluña 
como un laberinto que resume toda la historia geológica mediterránea y 
pirenaica. En ella se suceden colosales montañas y pequeñas colinas, am- 
plios valles glaciares y estrechas gargantas, pequeñas llanuras litorales y 
amplias depresiones en el interior. En definitiva, tiene un relieve muy 
variado, pero que se estructura en tres grandes unidades: 


e el Pirineo es la primera y más importante de todas, tiene 
unos 250 kilómetros de extensión en Cataluña, constituye una 
frontera natural con Fracia y rebaja su altura al aproximarse a 
la costa dejando abierto un paso natural por la llanura del Alt 
Emporda. 

e la Depresión Central es la segunda gran unidad del re- 
lieve catalán y se extiende entre el Pre-pirineo y las Sierras 
Costeras para acabar enlazando hacia poniente con la Depre- 
sión del Ebro. Pero el nombre puede conducir al error ya que 
no se trata de una verdadera depresión, sino más bien de una 
sucesión escalonada de altiplanos que descienden desde los 
1.000 metros hasta los 100 del llano de Lleida. Tan sólo en su 
parte oeste es verdaderamente una llanura, una cuenca, donde 
el Ebro recoge sus afluentes, especialmente el Segre. 

e la tercera unidad fundamental está constituida por las 
Sierras Litorales que se elevan paralelas a la costa, a escasa 
distancia del mar, y levantan una larga barrera a lo largo del 
Mediterráneo. Este conjunto montañoso está compuesto por 
dos sistemas paralelos, el litoral y el pre-litoral, en medio de 
los cuales se abre una pequeña depresión, la Pre-litoral, que 
comprende comarcas tan activas como La Selva, el Vallés Oc- 
cidental y Oriental, el Penedés y el Camp de Tarragona. 


El litoral catalán, con sus 550 kilómetros de costa, presenta una línea 
relativamente recta, truncada tan sólo por dos accidentes geográficos no- 
torios en sus dos extremos: al norte, el cabo de Creus, verdadero finisterre 
oriental catalán, y el delta del Ebro, al sur. Ambos ejemplifican muy bien 
la diversidad de las costas catalanas. El cabo de Creus, en plena Costa 
Brava, es una muestra de costa alta, recortada por pequeñas calas de 
arena gruesa que se abren en medio de los pinos que llegan hasta el mar. 
Es ahí, donde la simbiosis de mar y montaña que tantos poetas catalanes 
han cantado es más evidente: «vinyes verdes vora el mar», decía Josep 
M.* de Sagarra. Al otro extremo, el delta del Ebro pone fin a unas costas 
bajas y arenosas con amplias y extensas playas. La línea de separación 
entre un tipo de costa y el otro lo constituye el macizo de Garraf, situado 
al sur de Barcelona. 

La triple influencia pinenaica, mediterránea y continental es también 
evidente en el clima catalán. Hay, tan sólo una notable excepción, el Valle 
de Arán, único valle del Pirineo catalán que se abre hacia el Atlántico, de 
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donde le llegan sus influencias climáticas. El geógrafo Solé ¡ Sabarís ha 
establecido cuatro variantes del clima mediterráneo catalán: el de alta 
montaña que se extiende por las altas cumbres del Pirineo, con tempera- 
turas bajas y pluviosidad abundante; el de montaña media y baja carac- 
terístico del pre-pirineo y de la parte oriental de la depresión central con 
las mismas características específicas, pero no tan acentuadas; el del lito- 
ral, que responde al prototipo del clima mediterráneo; y finalmente el de 
tendencia continental situado en las tierras del interior y en el que la 
pluviosidad decrece, convirtiendo estas tierras en una región casi semiárida 
en la que la oscilación térmica aumenta considerablemente. 

Los geógrafos han hecho la clásica división entre una Cataluña seca (la 
occidental) y una Cataluña húmeda (la septentrional). Esta división res- 
ponde a una realidad evidente cuyos extremos se ponen de manifiesto al 
contrastar los 1.300 milímetros de precipitación anual de los Pirineos (Es- 
tany Gento) con los 350 milímetros anuales de Lleida. Sin embargo, sus 
límites con imprecisos, de tal manera que habría que interponer entre 
ambas una cataluña central intermedia en la que se yuxtapondrían y en- 
trelazarían ambas tendencias. 

La vegetación de Cataluña, igual que su suelo y su clima, es también 
variada. En las altas montañas del Pirineo se encuentran abundantes pra- 
dos naturales con amplios bosques de abetos y de pino negro similares a 
los de la europa alpina. En la montaña media de las zonas húmedas (Ga- 
rrotxa, Ripollés, Montsant) son frecuentes las especies vegetales de hoja 
caduca como el roble y el haya, que constituyen el típico bosque caduci- 
folio mediterráneo. En la zona mediterránea domina el bosque de hoja 
perenne adaptado para resistir mejor la sequedad del verano y en el que 
predomina la encina, que constituye el tipo de bosque mediterráneo por 
excelencia. En la zona norte (Selva, Baix Emporda) aparecen los alcor- 
noques y en el sur y el oeste, en las comarcas más secas, aparece un bajo 
bosque muy típico del Mediterráneo, la garriga. 

Cataluña tiene una red hidrográfica pobre. Tan sólo el Ebro y sus 
afluentes pirenaicos (Segre, Noguera Pallaresa, Noguera Ribagorzana) 
constituyen una excepción. Son éstos, unos ríos de fuerte pendiente y de 
caudad regular que los convierte en muy apropiados para su aprovecha- 
miento hidroeléctrico. El Pirineo y el Pre-pirineo catalán está lleno de 
embalses y pantanos para generar electricidad. Frente a estos, los ríos 
costeros mediterráneos, nacidos en la cadena litoral y pre-litoral, tienen 
recorridos cortos y escasos caudales, que se ven afectados por estiajes 
veraniegos y algunas crecidas otoñales y primaverales que, aunque raras, 
pueden llegar a ser exorbitantes (50 veces su caudal medio). Estas irre- 
gularidades no han sido impedimento para el aprovechamiento industrial 
de sus aguas desde muy antiguo. Las fábricas papeleras, los molinos y las 
herrerías, creados en la Edad media, así como las colonias textiles del 
siglo pasado son una muestra de esta utilización. 

Cataluña no es una tierra rica en recursos naturales. Sus riquezas son 
más el fruto del empeño de sus hombres que no de una excepcionales 
condiciones físicas. La agricultura ha constituido, quizá, una de sus bases 
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más sólidas a lo largo de los siglos, a pesar de su orografía poco favorable, 
de las irregularidades de su clima, de la diversidad de sus suelos y de sus 
lluvias no demasiado abundantes. Su potencial hidráulico, a pesar de ser 
notable, cuenta con el handicap de la irregularidad de sus ríos y de sus 
fuertes estiajes. 

Cataluña no posee muchos de los recursos que facilitaron a tantas otras 
naciones el camino de la industrialización. Su subsuelo es pobre y no po- 
see ninguna riqueza minera notable que jugase un papel motor de la in- 
dustrialización, como lo fueron las minas de hierro de Vizcaya. Sus minas 
de carbón son escasa, hecho que contribuyó sin duda a la prolongación 
del uso de la energía hidráulica en los tiempos en que el vapor se imponía 
en todas partes. El verdadero «talón de Aquiles» de la industrialización 
catalana, como ha señalado Jordi Nadal, han sido los condicionamientos 
energéticos, que, sin duda, pesaron notablemente en el encarecimiento de 
los tejidos catalanes. Sin embargo, esto no fue un obstáculo insalvable 
para que la industria algodonera catalana se pusiera a la cabeza de la 
industria española. Como ha escrito Pierre Vilar, las riquezas naturales de 
un país son solo una parte de sus «capacidades», la interacción de estas 
con su potencial humano es lo que muestra su rel vigor en cada etapa 
histórica. Pasemos, pues, a ver el desarrollo del potencial humano de Ca- 
taluña. 


1.2. Población y poblamiento 


Cataluña cuenta hoy en día con unos 6 millones de habitantes, mien- 
tras que al iniciarse el siglo su potencial demográfico no alcanzaba los 
2 millones (1.966.282). Como puede apreciarse, en poco más de ochenta 
años, Cataluña ha triplicado sus efectivos, hechos que la convierte en una 
de las regiones con mayor crecimiento de Europa. El cuadro demográfico 
de la Cataluña del siglo xx se completa con otros dos fenómenos que 
caracterizan su dinámica poblacional: el importante peso que la inmigra- 
ción ha tenido en este crecimiento y la mayoritaria urbanización de la 
población catalana. 

Sin embargo, el comportamiento demográfico da virajes bastante ra- 
dicales y en los últimos quince años, Cataluña ha pasado de un alto cre- 
cimiento, casi «tercermundista» según definición de las demógrafas Anna 
Cabré e Isabel Pujadas, a tener uno de los índices de crecimiento más 
bajos de europa: hoy Cataluña esta rayando el crecimiento cero. Veamos, 
pues, con más detalles, la evolución demográfica de Cataluña. 


1.2.1. Un poco de demografía histórica. 


Numerosos testimonios ponen de manifiesto la vitalidad demográfica 
de Cataluña a lo largo de los siglos. Pinturas paleolíticas, restos neolíticos 
y testimonios griegos y romanos hablan de una periferia peninsular am- 
pliamente poblada. Se calcula que en los momentos de máxima prosperi- 
dad del Imperio Romano, Cataluña llegó un nivel de población muy 
elevado, que no volvería a sobrepasarse hasta bien entrada la Edad Mo- 
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derna. Con las invasiones musulmanas, los Pirineros fueron el lugar de 
refugio de todos aquellos que huían de los sarracenos y en ese período el 
Pirineo catalán tuvo sus máximas densidades históricas. P. Bonnasie da 
indicios de que las montañas catalanas estuvieron pobladas en esa época 
hasta el límite de sus posibilidades. Fue con estos efectivos que se repo- 
blaron los nuevos territorios, aunque para esta inmensa labor, que com- 
portó la reconquista de Cataluña Nueva, se utilizaron inmigrantes 
procedentes de las zonas más dispares (homines de spania, francos, vascos, 
gascones...). El mestizaje fue desde muy antiguo uno de los rasgos carac- 
terísticos de los habitantes de Cataluña. 


La población catalana (principado de 1300 a 1717 


FUENTE: Nadal, J: «La població» en Wolf, Ph (dir: História de Catalunya). _ 


Como puede verse en el cuadro, la curva ascendente llegó a su cenit 
en los momentos álgidos de la Corona catalano-aragonesa, presentando ya 
entonces el poblamiento catalán una característica peculiar que se ha per- 
petuado, salvo algunos períodos excepcionales, al largo de toda la historia: 
la macrocefalia de Barcelona. Jaume Vicens Vives calculó para la segunda 
mitad del siglo XI un máximo de medio millón de habitantes para Cata- 
luña. Durante la segunda mitad del siglo XIV y todo el xv, Cataluña sufrió 
una notoria disminución de su potencial humano a causa de un sin fin de 
pestes y guerras. La densidad de población pasó de un estimado 15,6 por 
100 habitantes por Kilómetros cuadrado hacia 1300 a un 7,0 a finales del 
siglo XV. 

En medio de este sombrío panorama cabe citar la recuperación de- 
mográfica del siglo XVI que tuvo una notable amplitud y en la que jugó 
un importante papel la llegada de inmigrantes franceses. Una vez más, la 
inmigración se presenta como clave de la recuperación demográfica cata- 
lana. En conjunto, la Baja Edad Media y Edad Moderna suponen el gran 
bache demográfico catalán: los estragos de las pestes fueron notables, la 
población decreció, los caminos se llenaron de bandoleros y las actividades 
agrícolas y comerciales decayeron notablemente. En su conjunto Cataluña 
se ruralizó, la ciudad de Barcelona se despobló notablemente y a finales 
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del siglo xv albergaba tan sólo el 10 por 100 de la población catalana. 
Quizá fue ésta la única ocasión en la historia peninsular en que el balance 
demográfico y económico fue más favorable a la España interior que a la 
periférica. 

El cambio de ritmo demográfico se inició en el siglo xvi. La pobla- 
ción, a remolque de las nuevas orientaciones agrícolas, empezó a crecer. 
Las cifras son muy significativas: entre 1718 y 1787, la población catalana 
se duplicó, acercándose al millón de habitantes. El crecimiento fue gene- 
ralizo para todas las comarcas catalanas, tanto del interior como de la 
periferia, aunque las intensidades del crecimiento fueron diferentes. El 
área barcelonesa volvió a recuperar su protagonismo demográfico, hecho 
que se acentuaría en el siglo siguiente con la industrialización y que se 
mantendría a lo largo de todo el siglo xx. El segundo rasgo característico 
fue el aumento de la población de la Cataluña Nueva, las comarcas sur- 
occidentales, fruto de la actividad agrícola de unas zonas que nunca ha- 
bían sido muy densas y que en los siglos XVI y XVII perdieron gran parte 
de su población. Una última tendencia: Cataluña inicia un ritmo de ur- 
banización creciente y hacia 1787 existían ya 15 ciudades que sobrepasa- 
ban los 5.000 habitantes. Como resultado de todo ello se produce una 
concentración sin precedentes de la franja marítima y en los pasadizos del 
interior. 

En el siglo xIx la población catalana tuvo un ritmo de crecimiento 
irregular aunque, a grandes rasgos, continuó aumentando. El inicio del 
nuevo siglo vino marcado por una sucesión de enfrentamientos bélicos que 
culminó con la ocupación francesa y esto comportó un estancamiento, y 
hasta un cierto retroceso de la población que no se recuperaría en muchos 
casos hasta la década de 1830. Según Jordi Nadal el cuatrienio compren- 
dido entre 1809 y de 1812 se saldó con un déficit entre el 7 y el 8 por 100 
de los efectivos humanos de Cataluña. En las décadas centrales del siglo 
la población reemprendió su incremento, aunque en la segunda mitad la 
tasa de crecimiento vegetativo se redujo a la mitad y por primera vez 
desde el siglo XVI se situó por debajo de la del resto de España. El cre- 
ciente éxodo rural había comenzado ya a marcar las líneas maestras de la 
distribución de la población catalana en su territorio. Tomás Vidal en su 
contribución a la «Gran geografía comarcal de Cataluña» establece la si- 
guiente comparación: «Cataluña es topográficamente como un anfiteatro 
con el escenario en Barcelona. La distribución de la población desde 1860 
se acerca a la imagen recíproca: el volumen demográfico es máximo en el 
escenario y mínimo en las gradas más altas de la periferia». Así, las co- 
marcas más pobladas son el Maresme, Barcelonés, Vallés, Penedés, Alt 
Camp y Camp de Tarragona, y las menos densas, las pirenaicas. 

La población catalana continuó creciendo a buen ritmo a lo largo del 
siglo xx. En el primer tercio la población catalana llegó a los 2.800.000 
habitantes gracias al concurso de la inmigración, fenómeno que ha tenido 
un gran relevancia en la historia demográfica de Cataluña. Los emigrantes 
que llegaron a Cataluña en esta época provenían fundamentalmente de las 
zonas vecinas (Castellón, Huesca, Teruel, Murcia, Zaragoza, Baleares...) 
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y aunque es difícil calcular con exactitud su volumen, se da una cifra 
aproximada de 500.000 inmigrantes para el período 1911-30, cifra que su- 
pone el 77 por 100 del incremento total de población del período. Ahora 
bien, fue después del paréntesis del período 1930-1950, azotado por la 
depresión de los años treinta, la guerra civil y la difícil posguerra, cuando 
la población catalana sufrió un crecimiento espectacular, sin precedentes 
en su historia. 


1.2.2. El crecimiento de los años 60: el papel decisivo 
de las migraciones. 


En la década 1950-1960, Cataluña inició un importante cambio de 
signo demográfico. Superadas ya las consecuencias más inmediatas de la 
guerra civil, su población comenzó un período de crecimiento que tuvo su 
momento más explosivo en la década de los sesenta y que se prolongó 
hasta 1974, aproximadamente. Las demógrafas Anna Cabré e Isabel Pu- 
jadas han calculado que en los veinticinco años transcurridos entre 1951 y 
1975, la población de Cataluña aumentó en un 75 por 100. Estos años han 
sido, sin lugar a dudas, los de mayor crecimiento demográfico de toda la 
historia de Cataluña, con una tasa media de crecimiento anual del 2,25 
por 100, el doble de la española. Este fuerte aumento de la población fue 
el resultado de la llegada a Cataluña de un verdadero alud de inmigrantes, 
fenómeno que comportó también cambios notables en las otras variables 
demográficas como la natalidad, la población activa, la estructura por eda- 
des y la distribución de la población. 

En 1950 la población de Cataluña era de 3.218.596 personas, en 1960 
ya alcanzaba los 3.888.489 y en 1975 era de 5.662.791. Se ha calculado 
que en la década 1950-60 la inmigración neta suministró el 67,8 por 100 
del incremento de la población catalana de esta década, hecho que per- 
mite destacar el importante papel que jugó la inmigración en el creci- 
miento demográfico de Cataluña. A partir de 1960, y a pesar de que las 
cifras absolutas de inmigrantes aumentaron, la participación de ambos fac- 
tores (crecimiento vegetativo e inmigración) en el aumento de la población 
tendió a igualarse. Esto fue debido al aumento de las tasas de fecundidad 
y natalidad como consecuencia de la llegada masiva de emigrantes en edad 
de procrear. 


Crecimiento de la población catalana (1951-1975) 


ci 93.994 199.877 
NA es 151.598 239.997 
LOs 213.466 345.162 
oca JADE MEA Ñ 262.880 366.280 
ed: ; 308.393 231.831 
EN 1.030.331 | 1.392.147 


FUENTE: História Económica de la Catalunya Contemporánia, vol I. 
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Entre 1950 y 1974 llegaron a Cataluña aproximadamente 1.392.147 per- 
sonas que procedían mayoritariamente de las zonas rurales del sur de Es- 
paña. El ritmo temporal de esta inmigración fue desigual y sigue bastante 
fielmente la evolución económica del período. Se inicia en la década de 
los cincuenta, sufre una notable caída hacia 1959-60 y da el gran salto 
hacia 1961 para obtener su cifra.récord el año 1964; después se produce 
un progresivo declive a partir de la década de los setenta. 

Del análisis de los inmigrantes llegados a la provincia de Barcelona se 
constata un gran predominio de los andaluces (49,2 por 100), seguidos de 
los provenientes de Extremadura, Castilla la Nueva y de emigrantes del 
resto de Cataluña. Si examinamos la pirámide de edad de estos inmigran- 
tes se pone de manifiesto un gran predominio de los grupos de edades 
jóvenes (el 64,9 por 100 tenían entre 16 y 45 años) y un escaso número 
de población mayor de 66 años (2,14 por 100). Los inmigrantes eran ma- 
yoritariamente solteros y con una escasa cualificación laboral, puesto que 
la mayoría de ellos eran campesinos que pasaron a ejercer trabajos de 
peonaje en la construcción, obras públicas O industria. La llegada de este 
importante contingente de población joven afectó sin duda las otras varia- 
bles demográficas, entre las que cabe destacar el rejuvenecimiento de la 
población, la reducción de las tasas de mortalidad, el aumento de la na- 
talidad y finalmente el aumento de la población activa. 

Sin embargo, el crecimiento demográfico no fue homogéneo en toda 
Cataluña. La provincia de Barcelona fue la que concentró la parte más 
importante de él. La población se concentró en las zonas industrializadas 
y las mayores densidades demográficas las tuvieron las comarcas del Bar- 
celonés, Baix Llobregat, Valles y Maresme. Girona vio aumentar también 
su ritmo de crecimiento, aunque la emigración tardó más en llegar a esas 
tierras: el Baix Emporda, el Gironés y la Selva fueron las comarcas con 
incrementos más importantes. Habrá que esperar al quinquenio 1960-64 
para poder apreciar en Tarragona el inicio de su viraje demográfico, sobre 
todo a partir de la consolidación del eje industrial Tarragona-Valls-Reus. 
Lleida, por el contrario, no llegó nunca a tener la media de crecimiento 
global de Cataluña y se mantuvo siempre como una zona de emisión de 
emigrantes al resto del territorio catalán. Entre las comarcas leridanas des- 
taca tan sólo el crecimiento de Segriá, porque las otras, juntamente con 
algunas de Tarragona, siempre sufrieron pérdidas de población importan- 
tes de este período, especialmente en la Terra Alta, Conca de Barbera, 
Segarra, Baix Ebre, Alt Urgell, Garrigues... El resultado fue una distri- 
bución de la población catalana muy desequilibrada que se pone de ma- 
nifiesto en la irregularidad de densidades de población, que van desde los 
14.710 habitantes por kilómetro cuadrado del Barcelonés y los 873 habi- 
tantes por kilómetro cuadrado del Valles Occidental hasta los 6,42 habi- 
tantes por kilómetro cuadrado del Pallars Sobirá. 

El crecimiento de los núcleos urbanos de más de 10.000 habitantes fue 
un hecho evidente en toda Cataluña, pero fue en algunas ciudades del 
cinturón industrial barcelonés donde este crecimiento fue más espectacu- 
lar. Destacan sobre todo Cornellá, Santa Coloma de Gramanet, Sabadell, 
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Hospitalet de Llobregat, Tarrasa y Badalona, que tuvieron un mayor cre- 
cimiento llegando muchas de ellas a multiplicar por 5 o por 10 su pobla- 
ción en dos décadas (1950-70). Hay que constatar la tendencia de la 
población inmigrada a concentrarse en determinadas localidades de la pe- 
riferia barcelonesa O en barrios concretos de Barcelona (Torre Baró, Tri- 
nitat Vella...) que se convirtieron en verdaderos ghetos de la inmigración. 
El año 1970, tan sólo el 62 por 100 de los habitantes de Cataluña habían 
nacido en ella y una parte notable de ellos estaban constituida por los 
hijos de los emigrantes. Un ejemplo ilustrativo que nos lo da Joan 
B. Culla en su libro El franquisme i la transició democrática: el año 1969, 
en la Ciudad satélite de San Ildefonso de Cornellá, más del 90 por 100 de 
los adultos habían nacido fuera de Barcelona. Esta realidad suburbial e 
inmigratoria quedó de manifiesto en las primeras novelas de Francisco 
Candel: Donde la ciudad cambia su nombre (1957) y Han matado a un 
hombre, han roto un paisaje (1959) y en su ensayo-testimonio Els altres 
catalans (1962). 
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La segregación residencial promovió una separación de hecho entre las 
dos comunidades y el franquismo contribuyó muy poco a la integración de 
ambas. El inmigrante se comportó generalmente de forma bastante enda- 
gámica tanto matrimonial, como lingúística o culturalmente y mantuvo en 
buena parte su costumbre y su cultura de origen, situándose relativamente 
al margen de la sociedad receptora. La integración empezó a progresar a 
partir de la segunda generación nacida ya en Cataluña y de una mayor 
conciencia de la necesidad de aunar los destinos de ambas comunidades. 
A pesar del éxito de la proclama: «Catalá és tot home que viu i treballa 
a Catalunya», hoy existen todavía en Cataluña bastantes fasgos específicos 
de dos comunidades. Integrarlas en una sola es uno de los grandes retos 
que tiene planteados el país. 


1.2.3. Hacia el crecimiento cero. 


_ A partir de 1975, Cataluña conoció un nuevo viraje demográfico que 
puso fin al espectacular crecimiento de la etapa anterior. En estos últimos 
años se ha pasado de unas tasas de crecimiento que llegaron a alcanzar el 
3 por 100 anual a un crecimiento prácticamente cero con tendencia, in- 
cluso, a caminar hacia una progresiva pérdida de habitantes. Si entre 1970 
y 1980 la población aumentó todavía en unas 850.000 pesonas, entre este 
último año y 1987 el incremento ha sido sólo de 47.000. Nos hallamos, 
pues, ante un estancamiento de la población catalana provocado por dos 
factores básicos: el freno y la inversión de las corrientes migratorias y un 
fuerte descenso de la natalidad. 

La crisis económica no solamente ha frenado el flujo migratorio hacia 
Cataluña, sino que ha provocado, desde 1980, la inversión de su signo: 
Cataluña ha pasado a tener un saldo migratorio negativo, hecho que no 
se producía desde hacia más de un siglo. Entre 1976 y 1980 empezó ya a 
apreciarse que la crisis frenaba la emigración; durante este quinquenio el 
saldo positivo fue solamente de 35.450 personas, frente las 244.394 del 
período 1971-1975. Pero en los últimos años, entre 1981 y 1986, los resul- 
tados fueron negativos y la pérdida migratoria se ha cifrado en 112.985 
peseonas. Este flujo migratorio negativo ha efectado preferentemente a 
las ciudades-dormitorio del área industrial barcelonesa. Por primera vez, 
también en muchos años, la comarcas del cinturón industrial de Barcelona 
han perdido población: así, entre 1981 y 1985, el barcelonés ha perdido 
75.000 habitantes. El crecimiento de la población tan sólo se ha mantenido 
en comarcas como el Baix Penedés, la Selva, el Maresme, el Gironés i¡ el 
Baix Camp, en las que existía una mayor diversificación industrial, un 
turismo activo y una próspera agricultura que permitía superar mejor los 
efectos de la crisis económica. 

El segundo factor, la caída de la natalidad, ha sido aún más especta- 
cular y ha tenido una mayor trascendencia. De un índice de nacimientos 
del 20,3 por cada mil habitantes en 1967, se ha pasado al 9,8 por mil en 
1986, es decir, menos de la mitad. Este descenso de la tasa de natalidad 
catalana ha sido mucho más rápido e intenso que el de la media española, 
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situada actualmente entre el 12 y el 13 por 1.000. Estas cifras traslucen la 
probable realidad futura: sino varía este signo Cataluña empezará a perder 
población en un plazo no muy lejano. 

Esta nueva situación demográfica ha provocado discusiones y análisis 
contrapuestos. Cataluña es hoy una de las regiones europeas con las tasas 
de natalidad y fecundidad más bajas y con una población que envejece 
muy rápidamente. Sin embargo, no hay que mirar la situación con exce- 
sivo pesimismo. Para Anna Cabre e Isabel Pujadas, «no hay que olvidar 
que Cataluña dispone, a lo largo de la década de los 80, de la mayor 
proporción de jóvenes (15-25 años) de que haya gozado a lo largo de todo 
el siglo y de que vaya a gozar a lo largo de todo el siglo y de que vaya a 
gozar en un futuro previsible. Ello representa un enorme capital en diná- 
mica, movilidad y potencial de innovación. Existen, pues, las condiciones 
para que pueda tener éxito una política de población entendida de manera 
clásica, es decir, como una política de optimización de la relación entre 
hombre y territorio». 
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1.3. La economía catalana 


Cataluña fue, tal como ha indicado Jordi Nadal, el first comer de la 
industrialización española. Sin lugar a dudas, fue la primera región espa- 
ñola que pasó de una economía de subsistencia a otra de mercado. Pierre 
Vilar ha señalado muy bien las fases de esta transformación: Cataluña da 
un importante viraje económico a finales del siglo XvI1, cuando Castilla se 
halla todavía sumida en plena decadencia. A lo largo del xvi la pobla- 
ción crece y la agricultura catalana va especializándose encontrando en el 
comercio de aguardientes un buen sector para la comercialización y ex- 
portación, y a finales de siglo se encuentra ya en condiciones de crear un 
sector industrial: la industria algodonera. la Cataluña de finales del XVII 
podía calificarse sin exageración «pequeña Inglaterra». 

A lo largo del siglo xIx, el textil catalán continuó su desarrollo: la 
producción aumentó al ritmo que se modernizaba la maquinaria. Sin em- 
bargo, la industria catalana tuvo que hacer frente al que será uno de sus 
más graves problemas, la falta de mercados. Una vez perdidas las colonias 
americanas, la industria algodonera tuvo que orientarse hacia el reducido 
mercado español, estrechamente vinculado a las fluctuaciones de las rentas 
de una agrícultura no demasiado próspera. Y este mercado condicionó tam- 
bién la estructura del sector textil: el predominio de medianas y pequeñas 
empresas, muchas de las cuales no eran propiamente tales, sino que traba- 
jaban exclusivamente para otras mayores. Esta falta de mercados es lo que 
nos explica también otras de las características básicas de la industria cata- 
lana: su constante apelación al proteccionismo para hacer frente a la com- 
petencia extranjera. Cataluña también quiso dotarse de instrumentos 
financieros y de crédito própios. De esta voluntad surgió el Banco de Bar- 
celona y otras entidades bancarias de menor importancia: Banca Mas Sardá, 
Arnús, Garriga Nogués y Jover. Sin embargo, la debilidad del sistema finan- 
ciero catalán será también una de sus constantes históricas y muchas de sus 
entidades bancarias no lograron sobrevivir la gran crisis ferroviaria y bursátil 
de 1866 y a las que se produzcan en el siglo Xx. 

El textil fue el sector hegemónico de la industria catalana a lo largo 
del todo el siglo xIx. En los inicios del nuevo siglo, y paralelamente al 
proceso de electrificación, la industria catalana se diversificó aumentando 
el peso de otros sectores como la metalurgia y la química. También en 
1905 se creó la Caixa de Pensions per a la vellesa 1 d'estalvis que con el 
tiempo se convertirá en una de las más solidas instituciones de canaliza- 
ción del ahorro catalan. 

Sin embargo, las mayores transformaciones de la economia catalana 
del siglo xx ha tenido lugar en la década de 1960. Veamos sintéticamente 
en que consistieron los cambios económicos producidos durante la etapa 


franquista: 


e la población activa dedicada al sector primario descendió 
al 8,4 por 100 en 1970, situándose muy cerca de los niveles 
europeos. Cataluña pasó a tener el índice de mecanización 
agrícola más elevado de España, mientras aumentaba el ta- 
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maño medio de las explotaciones, y se elevaba la productivi- 
dad, gracias a un constante esfuerzo para responder a las exi- 
gencias del mercado. Hay que constatar también el crecimiento 
del sector ganadero como consecuencia del aumento de la de- 
manda de productos cárnicos y lácteos. 

e la industria conoció un muy notable proceso de diversi- 
ficación y el sector que se mostró más dinámico fue el meta- 
lúrgico, que ocupará pronto más mano de obra que el textil. 
Las industrias de bienes de equipo (maquinaria pesada, vehi- 
culos, máquinas...) y el de bienes de consumo duradero fueron 
los protagonistas más notorios de esa diversificación industrial. 
Aunque menos voluminosas también sufrieron un notable de- 
sarrollo la industria química, con la puesta en funcionamiento 
del completo petroquímico de Tarragona, la alimentaria y la 
del papel y artes gráficas. 

e la diversificación industrial vino acompañada de una ma- 
yor diversificación territorial. Un buen número de fábricas si- 
tuadas en Barcelona se desplazaron al cinturón industrial, 
hacia municipios del Baix Llobregat y del Vallés, que entonces 
experimentaban un crecimiento demográfico sin precedentes 
como resultado de la llegada de inmigrantes. 

e la banca catalana conoció también un cierto proceso de 
crecimiento y renovación en un esfuerzo por superar la ya tra- 
dicional falta de arraigo de las entidades financieras catalanas 
y su supeditación a la gran banca española. Entre 1962 y 1974 
se crearon cinco nuevos bancos catalanes que suponian un 20 
por 100 del total de los nuevos bancos creados en España. 
Como resultado de este nuevo empuje la banca industrial ca- 
talana logró situarse en un nivel respetable dentro del conjunto 
español ya que se calculaba que le correspondía un 23,8 por 
100 de este mercado financiero español. 

e el crecimiento del sector terciario fue, quizá, el fenó- 
meno más remarcable de este período: en 1969 ya el 39 por 
100 de la población ocupada lo estaba en el sector servicios. 
El mayor responsable de este crecimiento fue el turismo. El 
peso del turismo en la economía catalana era evidente: el 36 
por 100 de los turistas que llegaban a España lo hacían por 
Cataluña y ésta poseía el 30 por 100 de todas las plazas hote- 
leras de España. 


Veamos ahora cuales son las caracteristicas más destacadas de la re- 
ciente evolución económica de Cataluña para analizar seguidamente cual 
ha sido el impacto de la última crisis económica. 
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Algunos rasgos socioeconómicos de la Cataluña actual. 


Cataluña es un país eminentemente industrial y de servicios si tenemos 
en cuenta la distribución de su población activa 


CATALUÑA 359 


Población activa catalana 
(en porcentaje) 
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FUENTE: Reelaborado a partir de «Xifres de Catalunya. 1987-88». Consorci d'Informació i Documentació de Catalunya. 
Las cifras de 1988 corresponden a la «Encuesta sobre población activa» elaborada por el Ministerio de Trabajo en el cuarto 
trimestre de 1988). 


Tal como puede apreciarse en el cuadro, el peso de la industria es aún 
inegable, pero lo más significativo es el rápido avance sufrido en los últi- 
mos años por el sector servicios, fenómeno que aproxima cada vez más 
Cataluña a las regiones más desarrolladas del planeta. Estas cifras, sin 
embargo, necesitan complementarse con una somera explicación del es- 
- tado actual de cada uno de estos sectores ocupacioneles. 

Con respecto al sector agrario debe señalarse que el porcentaje de 
superficie cultivada en Cataluña es inferior a la media nacional, debido 
fundamentalmente a las limitaciones que impone el medio físico: sólo un 
32,36 por 100 de tierras se cultivan frente a una media española del 40,93 
por 100. La evolución de estos últimos años agudiza todavia más esta 
tendencia. Las zonas más cultivadas continúan siendo las areas de la De- 
presión Central y las zonas bajas del Pirineo. Existen comarcas en las que 
el regadio es muy importante (Segriá, Noguera, delta del Ebro, Baix Llo- 
bregat,...) aunque algunas otras el predominio del secano es casi absoluto 
(Solsonés, Ripollés, Berguedá, Segarra, Conca de Barberá, Terra 
Alta,...). 

El tamaño medio de las explotaciones agrícolas catalanas es relativa- 
mente perqueños, aunque la tendencia a engradecerlas para conseguir una 
mayor rentabilidad económica es una de las características de la evolución 
reciente. El cuadro siguiente es orientativo de esta tendencia. 


Cambio en la distribución de las explotaciones 
(en porcentaje) 
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FUENTE: Brunet, J. M. y otros: L'agricultura catalana (1980). 
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La pequeña explotación predomina en aquellas zonas con elevada po- 
blación y que disponen de actividades industriales y de servicios (Baix 
Llobregat, Vallés, Maresmes, Tarragonés...). Las explotaciones medianas 
se hallan muy dispersas (Segriá, Garrigues, Empordá...) implican un tra- 
bajo menos intensificado que las anteriores. Las explotaciones mayores se 
hallan en las zonas de montaña, tienden al cultivo extensivo y en ellas 
predominan los pastos. La mayoría de las explotaciones continúan man- 
teniendo su estructura familiar que se completa con la contratación tem- 
porera de mano de obra que viene a Cataluña en las épocas de recolección 
desde el resto de España. El nivel de mecanización es bastantes elevado 
pero las escasas dimensiones de las parcelas conlleva una notable infrau- 
tilización de esta maquinaria. 

Las necesidades de una agricultura más especializada destinada a satis- 
facer las necesidades de la demanda actual ha provocado una progresiva 
disminución de los cultivos tradicionales (viña y olivo) y el aumento de 
los de forrajes, maíz, cebada, hortalizas y frutales, así como de los prados. 
En estas transformaciones puede observarse también una mayor dedica- 
ción hacia el subsector ganadero que va adquiriendo gran importancia (so- 
bre todo vacuno, cerdo y aves) La tendencia actual, cada vez más 
marcada, es la especialización comarcal en uno o dos cultivos. El cuadro 
siguiente nos da buena prueba de estas transformaciones asi como da lugar 
que ocupa la producción catalana en el conjunto español. 
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FUENTE: «Xifres de Cataluña 1987-88». Consorci d'Informació in Documentació de Catalunya. 


Como antes señalamos la falta de recursos naturales orientó ya desde 
sus inicios la industria catalana hacia la de bienes de consumo. Cataluña 
siempre ha estado falta de una industria de base (siderúrgica) y de un 
sector energético potente mientras que los sectores que han despuntado 
han sido básicamente el textil, las transformaciones metálicas, la química, 
las artes gráficas y la alimentaria. El minifundismo empresarial, con la 
excepción quizá del sector químico, es otra de las características de la 
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industria catalana. Las empresas grandes (más de 500 trabajadores) repre- 
sentan tan sólo el 0,2 por 100 del total mientra las empresas entre 1 y 10 
trabajadores son el 71,6 por 100. 

En el cuadro siguiente podemos apreciar el peso de cada uno de los 
diferentes sectores dentro del conjunto industrial de Cataluña y los por- 
centajes que ellos representan sobre el total de la producción industrial 
española. 


Valor añadido de la producción industrial de Cataluña en 1983. 
(en millones de ptas) 
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FUENTE: «Catalunya en xifres 1987-88». Consorci d'Informació i documentació. 


Estas cifras, sobre todo por los altos porcentanes de la participación ca- 
talana en el conjunto de la producción española, nos ratifican la primacía 
que aún conserva Cataluña como principal centro industrial del estado. 

Actualmente la industria catalana es bastante dependiente del exterior, 
tanto del resto de España como del extranjero. Esta dependencia se con- 
creta a tres niveles. En primer lugar las materias primas necesarias para 
su industria trasformadora provienen mayoritariamente de fuera de Cata- 
luña. En segundo lugar, su balanza comercial con los países de la CEE es 
deficitaria, aunque sea positiva la de intercambios con el resto de España. 
En tercer lugar, la dependencia financiera catalana es acusada ya que la 
presencia de capital exterior en muchas grandes empresas es muy notable, 
sobre todo en el sector químico y metalúrgico. 

Las áreas de más alta densidad de población coinciden plenamente con 
las de mayor concentración industrial (Barcelonés, Vallés, Baix Llobre- 
gat...). Por sectores, el textil es el más disperso y el que se encuentra en 
las regiones de más antigua industrialización (Vallés, Maresme, Anoia, 
Bages, Berguedá); el siderometalúrgico y el químico se hallan basicamente 
en el Barcelonés, Baix Llobregat y Vallés Occidental, aunque este último 
se ha extendido también por la Selva y el Tarragonés. En el mapa 2 
pueden verse las principales areas industriales y el recorrido de los grandes 
ejes de comunicación. 
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FUENTE: Catalunya el país y su economía, Departamento de Economía y Finanzas, Generalidad de Catalunya, 
Barcelona, 1981. 


El auge que el sector servicios ha tenido en estos últimos años puede 
entreverse de las siguientes cifras de distribución sectorial del P.I.B de 
Cataluña. En 1983, la agricultura proporcionaba un 2,7 por 100 del total, 
la industria un 35,9 por 100, la construcción un 4,6 por 100 y los servicios 
un 56,8 por 100. Para entender estas cifras con más precisión, no hay que 
olvidar la que crisis ha golpeado mucho más duramente al sector industrial 
que a cualquier otro y que la caída del empleo en este sector no ha podido 
ser compensada por el moderado crecimiento del sector servicios. Así, al 
tratarse de una época de estancamiento generalizado no pueden echarse 
las campanas al vuelo respecto a un avance importante en el camino de 
la terciarización de la sociedad catalana. El turismo, el sector bancario y 
el de seguros, la enseñanza, la sanidad y los servicios públicos han sido 
los que mayor expansión han tenido últimamente. 
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1.3.2. Incidencia de la crisis en la economía catalana. 


Cataluña ha sido especialmente golpeada por la crisis: en 1983 tenía el 
índice de paro más elevado de todas las comunidades autónomas, el 21,9 
por 100 y su pérdida de peso dentro del conjunto de la economía española 
era evidente; Cataluña pasó de significar el 22,2 por 100 del P.I.B. estatal 
al 18,2 por 100 en tan sólo cinco años. Si tenemos en cuenta la evolución 
de la renta per cápita entre 1979 y 1981, podemos afirmar que ésta ha 
sido similar a la del resto de España. Sin embargo, si analizamos sus 
componentes veremos que en realidad Cataluña ha perdido posiciones res- 
pecto de otras comunidades españolas. Esta aparente contradicción se ex- 
plica por el hecho de que mientras en su conjunto la población española 
ha aumentado, la catalana ha disminuido en el período mencionado un 
0,6 por 100 y el valor añadido bruto ha sido inferior en Cataluña a la 
media española. Como resultado, la posición relativa de Cataluña ha em- 
peorado, pasando del tercer puesto en 1979 al sexto en 1981. 

En conjunto, la crisis ha tenido un carácter fundamentalmente indus- 
trial y ha sido también muy intenso su efecto en la construcción. El campo 
catalán ha sido quizá el que mejor ha resistido los efectos de la recesión 
y en los últimos años la participación de la agricultura catalana dentro del 
P.I.B. español ha aumentado significativamente. Esto ha sido el resultado 
de una más rápida adaptación del campo catalán a las nuevas condiciones 
interiores y exteriores en relación al resto de la agricultura española. 

Dentro del sector industrial, la crisis afectó de forma muy especial a 
la indústria textil y a la metalúrgica, a la construcción y al sector finan- 
ciero catalán. El textil, ya de por sí muy vulnerable, no pudo resistir la 
competencia exterior y quebraron muchas empresas pequeñas y medianas. 
Entre 1975 y 1983, este sector disminuyó en un 25 por 100 el valor real 
de su P.I.B. Dentro del metal, los más afectados fueron los sectores au- 
tomovilístico y de electrodomésticos que no pudieron superar la caída de 
la demanda y la creciente competencia. Un caso muy significativo fue la 
crisis de la empresa industrial más importante de Cataluña, la SEAT, que 
hizo una drástica reducción de plantilla, se desvinculó de FIAT y negoció 
la entrada de Volkswagen como nuevo socio mayoritario. En conjunto, a 
consecuencia de la crisis, la industria catalana perdió el 25 por 100 de sus 
puestos de trabajo, unos 212.000 aproximadamente. La construcción fue 
también uno de los sectores más afectados por la recesión y entre 1975 y 
1983 su actividad disminuyó en más de un tercio y perdió un 40 por 100 
de sus puestos de trabajo. 

Como resultado de la crisis, la economía catalana ha acentuado su 
tendencia a la terciarización ya que el sector servicios fue el que mejor 
sobrevivió. Los servicios han generado casi la totalidad de nuevos puestos 
de trabajo en estos últimos años, aunque no han sido suficiente como para 
compensar las pérdidas de los otros sectores. Actualmente, el subsector 
punta del terciario son los servicios a las empresas y cabe destacar la 
fuerte concentración del sector publicidad en Barcelona. Del mismo modo 
el sector financiero ha sido otro de los más activos especialmente los sub- 
sectores bancario y de seguros. Entre los subsectores menos dinámicos hay 
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que distinguir entre los que estan perdiendo puestos de trabajo (trans- 
porte, comunicaciones y servicios personales) y los que se mantienen es- 
tables (comercio interior y turismo). El turismo catalán superó la crisis 
gracias a la ampliación de la oferta turística a bajo precio. Aumentaron 
los alojamientos en campings y apartamentos y se incrementó la llegada 
de viajeros en autocar. Sin embargo, esta especialización en «turismo ba- 
rato» ha comportado una mayor dependencia del sector de los grandes 
tour-operators extranjeros. 

En el sector financiero la crisis económica significó la acentuación del 
proceso de absorción de la banca catalana por la gran banca española y 
la progresiva pérdida de cuota en el conjunto de los depósitos bancarios. 
Hoy en día, la mayoría de los bancos catalanes han quedado integrados 
en algún grupo bancario español. Especialmente traumática fue la crisis 
de Banca Catalana tanto por el volumen de pérdidas que su quiebra pro- 
vocó como por el simbolismo que implicaba el crac del primer banco ca- 
talán. Parece ser que la historia se repite y que la dependencia financiera 
de Cataluña se consolida como uno de sus grandes handicaps históricos. 

El comercio exterior de Cataluña también ha sufrido un cambio con- 
siderable en la última década. La estructura de las exportaciones catalanas 
es hoy día diferente a como era antes de la crisis. Han adquirido mayor 
importancia las exportaciones de materias primas y productos semimanu- 
facturados, mientras van cediendo terreno las ventas al exterior de pro- 
ductos manufacturados de consumo y de bienes de equipo, sectores estos 
últimos más golpeados por las crisis. 

Es indudable que la repercusión social más grave de la crisis ha sido 
el paro que en Cataluña ha alcanzado cifras muy elevadas. Así, la tasa de 
paro llegó al 13,8 por 100 en 1980, al 21,9 por 100 en 1983 y a un máximo 
del 22,3 por 100 en 1985. En estas fechas Cataluña concentraba la quinta 
parte de todo el paro español. Existen, sin embargo, notables diferencias 
entre unas comarcas y otras. Las comarcas industriales de los alrededores 
de Barcelona llegaron a convertirse en verdaderas bolsas de paro, de tal 
manera que ellas solas concentraban el 75 por 100 de todos los parados 
catalanes. El Vallés Occidental, una de las comarcas más activas en el 
período anterior y que tantos emigrantes había recibido, superaba el 30 
por 100 de población en paro, el Baix Llobregat tenía el 28 por 100, el 
Vallés Oriental el 21 por 100 y el Barcelonés el 16 por 100. Frente a este 
sombrío panorama, las comarcas agrarias de poniente tenían una tasa de 
paro por debajo del 5 por 100. La crisis y el paro hicieron proliferar el 
trabajo sumergido que en estas comarcas ha llegado a alcanzar cotas muy 
elevadas, sobre todo en el sector textil. Sus consecuencias son todas co- 
nocidas: bajo nivel salarial, trabajo a destajo, ninguna prestación social... 

Sin embargo, desde 1985 la economía catalana ha experimentado, a 
remolque de la recuperación mundial y española, una mejoría notable. 
Los niveles de ocupación han aumentado sensiblemente de manera que en 
1989, el índice de paro catalán se ha situado por debajo del 14 por 100, 
llegando así a ser casi 4 puntos inferior a la media española. Esta recu- 
peración, que ha afectado a casi todos los sectores, ha sido espectacular 
en la construcción y muy importante en la industria metalúrgica (vehículos 
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y electrodomésticos) y en algunos servicios (banca, seguros y servicios a 
empresas). De todas formas es necesario remarcar que en estos últimos 
años la presencia de las multinacionales en la economía catalana ha au- 
mentado considerablemente: tan sólo el 18 por 100 de las grandes empre- 
sas industriales del país son de capital mayoritariamente catalán. 

La entrada de España en el CEE marca un reto importante a la in- 
dustría catalana, que es sin lugar a dudas el sector más afectado por la 
competencia comunitaria de toda la economía española. El desafío del 
incremento de la productividad, de la mejora tecnológica y de la transfor- 
mación empresarial están planteados, Cataluña deberá responder positi- 
vamente a ellos si no quiere ver erosionado de nuevo su sector industrial. 


2. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE CATALUÑA, RASGOS GENERALES 
Y PRINCIPALES ETAPAS 


Hace treinta y cinco años Jaume Vicens Vives afirmó que Cataluña 
había sido siempre un país de enlace, un pasillo, entre el mundo europeo 
y mediterráneo y el resto de la península ibérica. Y por ello a lo largo de 
los siglos Cataluña había desempeñado el papel de intermediario entre los 
más desarrollados pueblos del norte y el atrasado mundo hispánico. En 
efecto, en la historia española Cataluña ha sido siempre una encrucijada 
especialmente significativa, era el privilegiado centro receptor de las ideas 
y proyectos de la avanzada Europa, y al mismo tiempo se veía sometida 
a la presión política y demográfica peninsular. Difícil ubicación histórica 
la catalana, teniendo que hacer compatible el hecho de estar en la peri- 
feria meridional europea, en «el sur», y al mismo tiempo ser «el norte» 
desarrollado de una España escasamente vertebrada. 

Y esta misma condición de territorio de paso e influencias conllevará 
la de ser un país de mezclas, de mestizaje como dijo el propio Vicens. 
Fenómeno éste que se inició ya hace treinta siglos con la llegada de los 
indoeuropeos y que ha continuado hasta la reciente recepción de casi dos 
millones de inmigrantes del sur peninsular durante la época franquista. 
Pero la propia característica de país abierto e influencias, fácil asimilador 
de gentes y de innovaciones científicas, no ha estado reñida con la de ser 
una tierra celosa de sus tradiciones y quizá excesivamente orgullosa de su 
especificidad. 

La breve descripción de la evolución histórica de Cataluña que a con- 
tinuación sigue está así profundamente marcada por los factores antes des- 
critos y ambiciona también analizar el papel desempeñado por los 
catalanes en el conjunto de la vida política española. 


3. CATALUÑA, ENCRUCIJADA DE PUEBLOS Y CULTURAS 
Los más antiguos indicios de la presencia humana en territorio del área 


catalana fueron descubiertos en 1971 en las cuevas de l'Aragó, en el Ro- 
sellón, y han sido datados en unos trescientos mil años. En la Cataluña 
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estricta la referencia humana más lejana continua siendo aún la famosa 
mandíbula de Banyoles, perteneciente a un hombre de Neardenthal, des- 
cubierta en 1871 y cuya antigúedad se cifra en unos cien mil años. Del 
Paleolítico Inferior se han localizado numerosos abrigos, principalmente 
en la zona del Empordá, en los que había abundante y variado material 
de piedra —sílex, sobre todo— y objetos de hueso. 

Estos primeros pobladores de las tierras catalanas eran cazadores, pes- 
cadores y recolectores, es decir, hombres incapaces de producir riqueza ya 
que se valían exclusivamente de lo que la naturaleza les ofrecía espontá- 
neamente. Gracias a los abundantes restos de fauna animal encontrados 
en los yacimientos sabemos que en el Paleolítico Inferior abundaba en 
Cataluña el oso de las cavernas, las cabras, los ciervos y diferentes espe- 
cies de équidos y bóvidos. 

Ya en el Paleolítico Superior se puede apreciar una lenta evolución 
hacia asentamientos al aire libre —pequeñas chozas— y un notable incre- 
mento de la recolección de vegetales. De todas formas, por evidentes ra- 
zones climáticas, predominaba aún la vida en cuevas. Las primeras 
muestras de pintura rupestre aparecidas en Cataluña, pertenecientes al 
Mesolítico, son de clara influencia levantina. En Cogull y Ulldecona han 
aparecido pinturas monocromas —en rojo o negro— que representan es- 
cenas de la vida cotidiana —caza, danzas, etc.— en las que aparecen re- 
presentados seres humanos y animales. 

Al final del Cuaternario los cambios climáticos y ecológicos posibilita- 
ron una transformación fundamental de la forma de vida: aparecio la agri- 
cultura y se domesticaron los primeros animales. Los hombres pasaban así 
a controlar la producción de los elementos vitales para su subsistencia. 
Hacia el 4500 a. de C. ya encontramos signos evidentes del cultivo de 
trigo y cebada, así como de actividades artesanales: la cerámica impresa 
cardial (cueva de Collbató). Si bien de forma general estas gentes aún 
habitaban en cuevas también construyeron pequeños poblados compuestos 
de cabañas de barro y ramas, de forma circular, que servían de corral 
para el ganado. Las zonas de Cataluña más habitadas entonces eran las 
cercanas a los cursos de los principales ríos —Llobregat, Cardener, Ter, 
Francolí, Fluviá y Ebro— y las comarcas del litoral, es decir, las tierras 
bajas más aptas para el cultivo. Los arqueólogos consideran que hacia el 
tercer milenio existían ya en Cataluña numerosos poblados que habían 
desarrollado una relativamente próspera actividad económica, aunque pre- 
dominaba aún una agricultura de carácter nómada. 

La última fase del neolítico catalán se ha denominado la de la cultura 
de sepulcros de fosa por aparecer numerosas muestras de este sistema 
funerario: fosas excavadas en la tierra y recubiertas con pesadas losas. La 
llamada etapa megalítica corresponde a los comienzos de la edad de los 
metales y se caracteriza por la presencia de monumentos funerarios cons- 
truidos con piedras de gran tamaño sin labrar (dólmenes, sepulcros de 
corredor, galerías cubiertas y cistas). Esta cultura, centrada básicamente 
en la Cataluña nord-oriental, produjo los primeros objetos de metal que 
conocemos —brazaletes de cobre y oro— y el famoso vaso campaniforme. 

A finales del segundo milenio y principios del primero el territorio 
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catalán recibió diferentes oleadas de pueblos procedentes del centro de 
Europa que fueron los que constituirán el substrato básico de las culturas 
protohistóricas anteriores a la conquista romana. Durante casi cinco siglos, 
ya en el Bronce final, la coexistencia de pueblos con tradiciones culturales 
diversas se evidenciará en los numerosos yacimientos encontrados. Estos 
pueblos invasores eran preferentemente agricultores sedentarios que ocu- 
paron las tierras más aptas para los cultivos. Ellos introdujeron el arado 
y nuevas especies —verduras, hortalizas, mijo, etc.— y desarrollaron un 
rudimentario urbanismo: sus poblados tenían calles, casas de planta rec- 
tangular con varias habitaciones, almacenes, cuadras, etc. Pese a la pre- 
sencia de algunos utensilios de hierro, de hecho, la difusión y asimilación 
de este metal por los indígenas no se produjo hasta la entrada en contacto 
con los griegos. 

La presencia de los griegos en el litoral catalán tuvo lugar a partir del 
siglo vi a. de C. y estaba motivada por la creación de una importante 
ruta comercial entre diferentes ciudades griegas y las tierras del sur penin- 
sular, productoras de los más variados y atractivos minerales. Pese a que 
Estrabón indicó que Rhode (Rosas) fue el primer establecimiento creado 
por los griegos (los rodios) en la costa catalana y que su fundación fue 
anterior a la primera olimpiada —776 a. de C.—, esta tesis no ha sido 
verificada por los arqueólogos, para los cuales dicha fundación debería 
situarse en el siglo vi. Mucho más exacta es la datación de la fundación 
de la Paleapolis de Emporiom (Empuries), hacia el 575, por los foceos. 
Un siglo después esta colonia era ya una activa polis comercial que había 
introducido entre los indígenas de la zona el torno alfarero, la metalurgia 
del hierro, la orfebrería, la vid, el olivo y, más adelante, la escritura y la 
acuñación de moneda. 

Los textos griegos y latinos que nos describen a los pueblos que habi- 
taban entonces Cataluña, pese a su desigual fiabilidad, parecen indicar que 
se trataba de tribus bastante cohesionadas, con una estructura social ba- 
sada en lazos de parentesco y con una incipiente jerarquización político- 
militar. De todas formas pronto se patentizaron importantes diferencias de 
tipo cultural entre las tribus que habitaban en las comarcas de la costa 
—cosetanos, layetanos, indiquetes, etc.— y las del interior —ilergetes, la- 
cetanos, bergistanos, ausetanos, ceretanos, etc.—, en gran medida como 
resultado del mayor o menor contacto con las colonias griegas, y después 
con los romanos. 

El típico poblado ibérico catalán, como puede apreciarse en Ullastret, 
estaba enclavado en una colina, dominaba un amplio valle y estaba dotado 
de importantes defensas artificiales: fosos, murallas y torres. Su urbanismo 
interior era de clara influencia griega, aunque la mayoría de poblados 
carecían de una arquitectura monumental. Hay claros signos de una escasa 
diferenciación económico-social, aunque sí existían especializaciones de ca- 
rácter laboral (artesanos, agricultores, pastores, etc.). Las fuentes escritas 
nos hablan de caudillos de carácter militar y de la existencia de consejos 
de ancianos y de asambleas de guerreros. Y como es harto conocido los 
especialistas en la época si bien han conseguido clasificar su complejo sis- 
tema de escritura —silábico y alfabético a la vez—, e incluso transcribirlo, 
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aún no han logrado su traducción, por lo que,la escritura ibérica continúa 
presentándose como un enigma. 

La llegada de los romanos a tierras catalanas se produjo el año 218 a. 
de C. y estuvo motivada por su pugna con los cartagineses por la hege- 
monía en el Mediterráneo occidental —segunda guerra Púnica—. Así, las 
tierras catalanas fueron escenario privilegiado del paso de los ejércitos de 
Aníbal y de los romanos de los Escipiones. Y el conflicto romano-carta- 
ginés obligó a las tribus a tomar partido por alguno de los contendientes: 
los pueblos de la costa, los más relacionados con los griegos, fueron los 
principales aliados de los romanos, mientras que las tribus del interior se 
mostraron siempre mucho más reacias. Tras la victoria romana el territo- 
rio catalán vivió una época de convulsiones, que duraron más de quince 
años, motivadas por la resistencia de los indígenas a los nuevos domina- 
dores. En 195 a. de C., cerca de Empuries el ejército del cónsul Catón 
derrotó a una amplia coalición de tribus opuestas a los romanos: la con- 
quista del territorio podía darse por finalizada. 

La ocupación y el dominio romano significó un cambio radical para los 
pueblos indígenas ya que rápidamente se fueron implantando las estruc- 
turas sociales, económicas y políticas propias del sistema romano. El cen- 
tro de la vida económica y política pasó a las ciudades y en el campo se 
introdujeron las nuevas formas de producción basadas en la gran propiedad 
y la utilización preferente de esclavos como mano de obra. La riqueza, junto 
con el origen étnico —ser romano— se convirtió en la base de la nueva 
estratificación política y social. Pronto destacarían por su peso económico y 
político algunas ciudades como Barcino (Barcelona), llerda (Lleida), Baetulo 
(Badalona), Iluro (Mataró) y sobre todo Tarraco (Tarragona), una auténtica 
colonia imperial, capital de la provincia —la Tarraconense— y única ciudad 
de Cataluña que tenía circo, anfiteatro y teatro. 

De forma progresiva se fueron difundiendo entre los pueblos indígenas 
los principales elementos culturales romanos, como la lengua, la religión 
y el derecho. De todas formas la asimilación de las costumbres y de la 
cultura romanas fue mucho más intensa en las comarcas costeras, y espe- 
cialmente en las ciudades, y dentro de ellas entre los grupos sociales me- 
dios y elevados, que estaban más vinculados a la vida política oficial. En 
cambio, los pueblos del interior mantuvieron durante siglos su lengua y 
costumbres, coexistiendo, eso sí, con el latín vulgar y otras formas de. 
romanización. La propia difusión del cristianismo fue mucho más acusada 
en las ciudades del litoral —en Tarraco desde finales del siglo 1I— que en 
el interior. Claro que su conversión en religión oficial del imperio, ya en 
siglo Iv, fue lo que en realidad permitió el arraigo del cristianismo entre 
la mayoría de la población. 

Durante el siglo 111 la Tarraconense, como gran parte del imperio ro- 
mano, se vio sumergida en una profunda crisis que provocó una acusada 
inseguridad y un notable aislamiento. Las invasiones de francos y alanos 
de los años 260-262 provocaron la destrucción casi total de las más im- 
portantes ciudades —Tarraco, Barcino, Emporion— y de buena parte de 
las villas. Esto aceleró la crisis del mundo urbano y una cierta revalori- 
zación del rural: una parte de la aristocracia pasó a residir de forma es- 
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table en sus dominios agrícolas, surgiendo así los «fundi», grandes explo- 
taciones en las que la mano de obra esclava fue progresivamente sustituida 
por colonos que trabajaban como arrendatarios. Pero esta nueva situación 
social generó pronto numerosos conflictos y acabaron por ir erosionando 
todo el sistema político-social imperial: las ambiciones de los grandes pro- 
pietarios provocaron un notable malestar entre el campesinado, al tiempo 
que el conjunto del mundo agrario se rebelaba contra las pretensiones 
fiscales de un estado en decadencia. Y así las rebeliones campesinas, los 
bagaudas, proliferan en Cataluña de la primera mitad del siglo v. 

Esta situación de crisis generalizada del poder político y militar impe- 
rial explica como las nuevas invasiones de los pueblos llamados bárbaros 
no encontraran apenas resistencia. Tras el paso de vándalos, suevos y ala- 
nos, el año 415 los visigodos al mando de Ataúlfo se instalaron en Bar- 
celona, ciudad que se convirtió así durante unos años en la capital de su 
reino. Desde hacía ya más de un siglo Barcelona, ciudad dotada de fuertes 
murallas, había desplazado a Tarragona de la capitalidad de la provincia. 

Los tres siglos de dominio visigodo tuvieron una escasa repercusión en 
la sociedad catalana. Como es sabido pese a actuar como nueva clase 
dominante los visigodos acabaron por integrarse cultural y religiosamente 
al mundo hispano-romano y no lograron detener la profunda crisis eco- 
nómica en la que éste estaba sumido. En el siglo vir el colapso del co- 
mercio con el Mediterráneo oriental acentuó la evolución hacia una 
economía cerrada, relativamente auto-suficiente pero empobrecida, en la 
que la agricultura desempeñaba un papel primordial. Por otra parte, las 
continuas rencillas y tensiones entre la nobleza goda, a la que la mayoría 
de la población permanecía ajena, acentuaron la debilidad del estado 
godo. Por ello la nula resistencia de los indígenas a la invasión musulmana 
de principios del siglo vin respondió tanto al descrédito de que gozaba la 
impuesta nobleza goda como también al deseo de los notables locales de 
pactar con los nuevos conquistadores la conservación de sus patrimonios. 


4. EL NACIMIENTO POLÍTICO DE CATALUÑA 


Cataluña se fue configurando como un país homogéneo y específico a lo 
largo de los siglos Ix y XII para acabar por consolidarse como una nación a 
partir del siglo x11. El proceso fue así relativamente largo y complejo. 

La ocupación musulmana de la Cataluña oriental —la llamada Cata- 
luña vieja— fue breve ya que a finales del propio siglo vin los francos la 
habían conquistado y convertido en la Marca Hispánica. Este territorio, 
fronterizo y por tanto inestable, fue dividido en condados, a semejanza de 
los demás territorios del imperio carolingio, y encomendado al gobierno 
de magnates francos e hispano-godos. Poco a poco la repoblación de las 
tierras de la Cataluña oriental fue ampliando la extensión y el número de 
estos condados, pese a las grandes dificultades que suponía enfrentarse a 
los elementos naturales y a las aún muy frecuentes y terroríficas incursio- 
nes musulmanas. 
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El debilitamiento progresivo de la monarquía carolingia obligó a los 
condes catalanes a enfrentarse con la realidad de tener que gobernar con 
sus propios medios y hacer frente a la presión del califato de Córdoba sin 
tener apenas ayuda de su teórico soberano. Pero además, los condes, en- 
riquecidos por el ejercicio del poder, tendieron pronto a identificar el pa- 
trimonio público que administraban en nombre del rey de los francos con 
un dominio privado que podían trasmitir en herencia a sus sucesores. 
Cuando, a partir de finales del siglo IX, se generalizó la otorgación de los 
condados de padres a hijos, este hecho actuó como un acicate más de las 
apetencias independentistas de los condes. Así, ya a finales del siglo IX el 
camino hacia la independencia política de los condes catalanes era ya im- 
parable. El condado de Barcelona, reforzado por la integración a su pa- 
trimonio de otros condados catalanes, se convirtió en el dirigente de este 
proceso: en el año 988 Borel II, conde de Barcelona, Girona, Urgell y 
Osona, se negó a rendir vasallaje al rey franco, con lo cual rompía el 
vínculo que le había unido a la monarquía carolingia. Un siglo antes, con 
Guifré el Pelós (870-897) se había iniciado una dinastía, la casa de Bar- 
celona, que llegaría a regir los destinos de Cataluña durante más de cinco 
siglos. 

Así, a partir de finales del siglo x, hace ahora unos mil años, se fue 
forjando el sentimiento de formar parte de una colectividad. Este proceso, 
lento pero progresivo, se produjo como consecuencia de muy diversos fac- 
tores: en primer lugar por la necesidad de diferenciarse tanto de los anti- 
guos dominadores —el reino franco— como de los poderosos vecinos del 
sur —el califato de Córdoba—,; igualmente facilitó este proceso la forma- 
ción de una lengua propia, el catalán, que pronto aparecería reflejada por 
escrito —las homilias de Organyá siglo X!I—; y, evidentemente, por la 
creación de un importante centro de poder —el conde de Barcelona— 
pese a que el país estaba inmerso en un acelerado proceso de feudali- 
zación. 

Porque en Cataluña, a diferencia de lo que ocurrió en el reino franco, 
la feudalización de la sociedad no produjo un cuarteamiento del poder, 
sino que las especiales circunstancias de la defensa y conquista de nuevos 
territorios forjó una nueva organización política que ha sido definida por 
el historiador PIERRE BONNASSIE como un auténtico «estado feudal». En 
efecto, los condes de Barcelona, sea por su hábil política matrimonial, sea 
por su mayor peso político-militar, fueron incorporando progresivamente 
a su patrimonio los otros condados catalanes, y con ello reforzando su 
poder. Y así, ya a principios del siglo xIr podemos encontrar en la docu- 
mentación el término «Cataluña» para designar al conjunto de tierras go- 
bernadas por Ramón Berenguer II. 

De todas formas la sociedad catalana surgida de éste proceso lento de 
ampliación del territorio pronto apareció profundamente fragmentada en- 
tre los nobles, que controlaban los diferentes resortes del poder, y los 
«ignobles», es decir, los que trabajaban en el campo y las ciudades como 
campesinos y artesanos. El campesinado acabó de forma mayoritaria a 
estar sometido a los nobles, a los que debían servir y jurar fidelidad. E 
incluso muchos de ellos, como los payeses de remensa, quedaron vincu- 
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lados a la tierra que cultivaban, sin poderla abandonar sin pagar antes un 
alto rescate a su señor. 

Durante el siglo XII el proceso de construcción de este «estado feudal» 
catalán, y de la consolidación del país como nación, se reafirmó con la 
conquista de la llamada Cataluña Nueva —comarcas occidentales más allá 
del Llobregat— y con el desarrollo de una literatura y de un derecho 
propio —los Usatges—. Proceso que no se vio interferido, sino más bien 
reforzado, ni por la unión dinástica con el reino de Aragón —año 1137 
matrimonio de Ramón Berenguer IV y Petronila— ni por el formidable 
movimiento de expansión territorial y marítimo de los siglos XIII y XIV. 

La asociación de Cataluña y Aragón fue exclusivamente una unión di- 
nástica y por eso no afectó apenas al proceso de consolidación de la na- 
cionalidad catalana. El estado pasó a tener un claro carácter confederal 
en el que cada territorio mantenía sus propias instituciones políticas y ju- 
rídicas. 

A lo largo de un siglo, entre 1229 y 1330, Cataluña protagonizará un 
impresionante proceso de expansión económica, militar, política y cultural 
hasta el punto de convertirse en una de las más importantes potencias del 
Mediterráneo y acercarse notablemente, como ha señalado PIERRE VI- 
LAR, al modelo de los futuros estados-nación de la Europa Moderna. Este 
proceso permitió un importante desarrollo del comercio marítimo gracias 
al cual emergió una poderosa y dinámica burguesía mercantil, que pronto 
se erigiría en uno de los sectores sociales básicos de la Cataluña bajome- 
dieval. Y de forma paralela estos cambios económicos y sociales pasaron 
también a reflejarse en la constitución de un nuevo equilibrio político en- 
tre la monarquía, la nobleza y la emergente burguesía urbana, que tandrá 
como instancia fundamental las Cortes. 

En el terreno estrictamente militar abandonadas las perspectivas de 
una expansión hacia Occitania tras la derrota de Muret (1213), en la que 
murió el rey Pere I, la expansión se dirigió hacia el sur y hacia el Medi- 
terráneo. Jaume 1 conquistó en pocos años las Baleares (1229-1230) y el 
País Valenciano (1232-1245) y sus sucesores continuaron con la conquista 
de Sicilia (1282) y de Cerdeña (1323). En el terreno institucional la con- 
solidación de las Cortes como principal instancia política, integrada por 
los brazos militar, eclesiástico y ciudadano, dio paso a la aparición de la 
que el historiador JAUME VICENS I VIVES designó como política «pac- 
tista»: esta implicaba que las leyes debían ser el resultado de un pacto 
libremente aceptado por el soberano y los súbditos —las Cortes—, 
acuerdo que incluía derechos y deberes por las dos partes y que signifi- 
caban, de hecho, dotar al estado catalán de un cierto régimen «constitu- 
cional». Los frecuentes conflictos sobre atribuciones políticas, jurídicas, 
militares y fiscales entre las Cortes, o su delegación permanente la «Di- 
putación del General o Generalitat», serán una evidente muestra de esta 
incipiente división de poderes que existía. Igualmente las ciudades se do- 
taron de importantes instituciones de gobierno, como el «Consell de Cent» 
de Barcelona, que estaban generalmente dominados por los patricios y la 
burguesía mercantil. La madurez institucional de la Cataluña de esta 
época quedó claramente patentizada en instrumentos jurídicos tan relevan- 
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tes como los «Usatges» o manifestaciones mercantiles como el «Consolat 
de Mar». 4 

Este desarrollo político y jurídico coincidía con una etapa de plenitud 
de la lengua, la cultura y el arte catalán. A la floreciente producción 
literaria, de la que luego hablaremos, hay que sumar la construcción en 
las más importantes ciudades de edificios monumentales tanto de carácter 
religioso (catedrales) como civil (Generalitat, ayuntamientos, etc.). 

Sin embargo ya a mediados del siglo xIv el apogeo de la Cataluña 
medieval se vio truncado por una profunda crisis demográfica, económica 
y social. Primero fue la epidemia de la peste bubónica —la peste negra 
de 1348-1350— que provocó la muerte de casi un tercio de la población 
del país. Después, y en parte como consecuencia de la despoblación, vino 
el colapso de la agricultura y del comercio exterior, que provocaron la 
quiebra de gran parte de las empresas financieras de Barcelona. Estos 
acontecimientos acentuaron las tensiones sociales y pronto estallaron mo- 
tines y rebeliones tanto en las ciudades como en el campo. Los intereses 
de grupo afloraron con intensidad en estos momentos de crisis y de ello 
se resintieron las instituciones políticas que se convirtieron en un impre- 
sionante campo de batalla entre diferentes sectores sociales. Y a estas 
condiciones de inestabilidad política y de malestar social se unió en 1410 
la grave crisis provocada por la muerte sin heredero legítimo del rey 
Martín I. Se inicio así una nueva etapa de tensiones y maniobras políticas 
que culminarían en 1412, en el compromiso de Caspe, con la elección de 
un monarca de origen castellano, Fernando de Antequera. 

Con la dinastía de los Trastámara el pactismo catalán entró en crisis y 
los enfrentamientos entre la monarquía y las instituciones catalanas fueron 
constantes. La larga y sangrienta guerra civil entre la Generalitat y el rey 
Juan II (1462-1472) fue sin duda el punto más álgido de esta profunda 
crisis de la sociedad bajomedieval catalana, en la que al lado de muestras de 
evidente sentimiento colectivo aparecieron manifestaciones claro malestar so- 
cial existente tanto en las ciudades —luchas entre la Busca y la Biga en 
Barcelona— como en el campo —rebelión de los remensas—. Fernando II, 
llamado el Católico, consiguió imponer una cierta concordia nacional tanto 
en el campo —resolución del conflicto de los remensas— como en el go- 
bierno de las ciudades —introducción de la insaculación—. Sin embargo, su 
matrimonio con la reina Isabel de Castilla, pese a ser una unión personal y 
no patrimonial, comportó de hecho el inicio de la supeditación política de 
Cataluña a los designios de unos gobernantes no catalanes. 


5. DECADENCIA Y RESURGIR DE LA CATALUÑA MODERNA 


Durante la etapa de los Austrias, siglos XVI y XVI, Cataluña experi- 
mentó una considerable pérdida de dinamismo económico al tiempo que 
se veía frecuentemente sometida a las presiones de la monarquía, intere- 
sada por acentuar su control político sobre el país. En el terreno econó- 
mico al colapso del comercio del Mediterráneo se unió la práctica 
exclusión de los catalanes de la empresa americana, con lo que las prin- 
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cipales ciudades comerciales, y especialmente Barcelona, entraron en una 
fase de decadéncia. En el campo el malestar social se tradujo en el fenó- 
meno del bandolerismo en el que participaron activamente no nólo cam- 
pesinos arruinados y sectores marginales de la sociedad, sinó también una 
buena parte de la propia pequeña nobleza. Este activo bandolerismo duró 
más de dos siglos durante los cuales la inseguridad de los caminos cata- 
lanes se convirtió en una característica consustancial del país, tal y como 
Cervantes lo reflejo en el Quijote. 

Pero también la propia decadéncia económica y política incrementó los 
antagonismos sociales internos: una buena parte de la alta nobleza entró 
pronto de un generalizado proceso de castellanización, e incluso un sector 
de ella abandonó el país trasladándose a la corte y estableciendo lazos 
familiares con la aristocracia castellana; en cambio, la pequeña nobleza 
rural, el patriciado urbano y el bajo clero tendió a refugiarse en las ins- 
tituciones políticas del país, en especial en la Generalitat y las Cortes, 
para preservar sus privilegios políticos y fiscales. 

En el terreno político las tensiones entre los virreyes y la Generalitat 
fueron acentuándose con el tiempo ya que de forma progresiva desde la 
corte se pretendía que Cataluña, como el conjunto de la Corona de Ara- 
gón, pagase también las costosas empresas imperiales y americanas. Ya a 
finales del siglo XvI el intervencionismo de los virreyes en la política ca- 
talana, con la clara pretensión de ir imponiendo un sistema político cen- 
tralizado y dependiente de la monarquía, a semejanza de Castilla, 
abrieron una profunda crisis política e institucional. Las propias Cortes 
Catalanas fueron ignoradas por los monarcas y los virreyes que apenas las 
reunían y que se negaban a aceptar sus demandas. A partir de 1632 se 
hizo patente el enfrentamiento entre el conde-duque de Olivares, valido 
de Felipe III, y la Generalitat catalana. En 1640, durante la guerra contra 
Francia, los abusos cometidos por las tropas castellanas en territorio ca- 
talán provocaron una generalizada revuelta campesina, que finalmente en- 
contró el apoyo y la dirección de la propia Generalitat. La ruptura con la 
monarquía española fue total: la Generalitat, dirigida por Pau Claris, ne- 
goció directamente con Francia la creación de una república catalana y 
después reconoció a Luis XIII como conde de Barcelona. Pero el relativo 
desinterés francés por la causa catalana y los avatares de la guerra de los 
treinta años en la que vió involucrada la «guerra de separación de Cata- 
luña» condujo a los propios dirigentes catalanes a buscar un acuerdo con 
la monarquía española. En 1652, Barcelona capituló a cambio de que las 
leyes e instituciones del país fuesen respetadas. Sin embargo, la paz his- 
pano-francesa de los Pirineos de 1659 significó la amputación del territorio 
catalán del Rosellón que pasó a formar parte del reino de Francia. 

La política centralizadora y agresiva de Felipe IV fue sustituida por 
una actitud más conciliadora y de reconocimiento de la foralidad catalana 
durante el reinado de Carlos II. Esta breve etapa de reconciliación entre 
la monarquía y los catalanes permitió una relativa recuperación económica 
que afectó principalmente a la agricultura, al comercio y a la artesanía 
con lo que la burguesía mercantil barcelonesa conoció un notable resurgir. 
Poco había de durar esta situación de entendimiento político y reactiva- 
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ción económica ya que a la muerte sin sucesión del último de los Austrias, 
Carlos II, en 1700, las clases dirigentes catalanas —burguesía urbana, alta 
y media nobleza, medio y bajo clero— dieron su apoyo al archiduque 
Carlos frente al otro principal pretendiente, el francés Felipe de Borbón, 
considerado como un claro exponente del absolutismo político galo. Este 
apoyo explícito condujo, a partir de 1705, a una nueva guerra entre la 
Generalitat y el ya proclamado rey Felipe V, conflicto que también se vio 
implicado dentro de una guerra de alcance europeo. Y fueron precisa- 
mente los acontecimientos exteriores, el acceso del archiduque Carlos al 
imperio y su renuncia al trono español, lo que condujo al aislamiento de 
la causa catalana. Abandonada por sus aliados exteriores la resistencia 
catalana acabó el 11 de septiembre de 1714 al caer Barcelona en manos 
del ejército borbónico. 

La derrota de 1714 fue seguida no sólo de la detención y ejecución de 
algunos de los más destacados dirigentes catalanes, sinó también de la 
supresión de las instituciones políticas del país —Cortes, Generalitat, Con- 
sell de Cent, etc.— y de la imposición de nuevo sistema político que so- 
metía a Cataluña directamente a la autoridad real. La «provincia» de 
Cataluña pasó a ser regida como Castilla —decreto de Nueva Planta de 
1716— y los nuevos capitanes generales se erigieron en la máxima, y de 
hecho en la única, autoridad del país. 

Pese al brutal impacto de estos cambios políticos y a la ocupación mi- 
litar del pais durante largos años, se produjo en Cataluña una progresiva 
recuperación económica desde mediados del siglo XVIII. PIERRE VILAR en 
su magistral obra Cataluya dins "Espanya Moderna ha explicado con cla- 
ridad las causas de este crecimiento económico autosostenido: primero 
fueron los cambios en la estructura y en las formas de producción agrarias, 
después se recuperó el comercio por el Mediterráneo y se pudo participar 
en el americano, y finalmente se inició el desarrollo de la producción de 
manufacturas textiles. En efecto, el motor de las transformaciones catala- 
nas fue la extensión de la viticultura en las comarcas del litoral y la co- 
mercialización de los vinos y aguardientes catalanes en los mercados 
mediterráneos y atlánticos. Y los beneficios de este floreciente comercio 
potenciaron tanto la modernización del conjunto de la producción agraria 
—nuevas rotaciones, mejoras en la irrigación, policultivos diversos, etc.—, 
como ayudaron a la consolidación de la propia red comercial catalana. La 
recuperación demográfica que empezó a manifestarse desde mediados del 
siglo XVIII fue otro acicate para la intensificación comercial ya que Cata- 
luña era muy deficitaria en productos alimenticios. La posibilidad de pe- 
netrar en los mercados europeos y, sobre todo, en los americanos, ya en 
la segunda mitad del siglo, acabó de completar el relanzamiento del co- 
mercio catalán. Así, Cataluña se fue configurando como un país de eco- 
nomía abierta, viculado a los mercados internacionales tanto para cubrir 
sus déficits como para situar sus excedentes. Y la culminación del proceso 
fue el desarrollo de una industria de bienes de consumo ya claramente 
moderna, las famosas «indianas» catalanas. El desarrollo de estas manu- 
facturas algodoneras significó una evidente ruptura con la tradicional or- 
ganización gremial de la producción artesanal. La aparición del nuevo 
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empresario —el fabricante— y del obrero industrial simbolizó el principio 
del fin de la sociedad estructurada en torno a mentalidades y estructuras 
señoriales y la emergencia del nuevo mundo contemporáneo. 

Estas transformaciones de la estructura económica provocaron una ló- 
gica mutación en la sociedad catalana: las explotaciones agrarias autosu- 
ficientes fueron dando paso a la producción para el mercado; ciudades 
como Barcelona vieron crecer dentro de sus propias murallas las nuevas 
fábricas. Las nuevas relaciones económicas basadas en un concepto dife- 
rente de la propiedad, de la producción y del trabajo asalariado, se fueron 
imponiendo pese a la existencia del orden políticio antiguo. 

Pero el crecimiento económico catalán se vio bruscamente frenado du- 
rante la larga etapa de guerras que asolarían el país desde 1793, hasta 
1814. Y a los desastres provocados por los conflictos y por la destructiva 
ocupación francesa, habrá que sumar pronto la pérdida de las colonias 
americanas —principal mercado exterior catalán— y la profunda crisis po- 
lítica y financiera del sistema absolutista español. Cataluña vivirá pronto 
una etapa de agitaciones y violentas tensiones en las que se vieron entre- 
mezclados diferentes colectivos sociales que condujeron de forma decisiva 
a la erosión y crisis del Antiguo Régimen y a la construcción del nuevo 
marco liberal y capitalista. Cataluña entre 1820 y 1843 fue escenario pri- 
vilegiado de unas intensas luchas políticas como resultado de la superpo- 
sición de conflictos muy diversos; unos estaban generados por la oposición 
a los cambios que comportaban la implantación del nuevo mundo capita- 
lista. Así, la notable resistencia de amplios sectores del campesinado ca- 
talán a las antiguas formas de extracción de excedente culminó en un 
importante apoyo rural a una opción anti-liberal como era el carlismo. 
Numerosos campesinos empobrecidos y artesanos arruinados por la pro- 
ducción manufacturera pasaron a engrosar las partidas carlistas manifes- 
tando así, más que una fidelidad dinástica, un claro rechazo a los costes 
sociales que conllevaba la implantación de las nuevas relaciones econó- 
micas capitalistas. Y a la inversa, Cataluña también será escenario privi- 
legiado de conflictos provocados por la consolidación misma del nuevo 
orden liberal, como lo serán la oposición entre la burguesía industrial y 
los grandes propietarios con las clases medias urbanas y, sobre todo, con 
el incipiente proletariado de fábrica. Así, ya en los mismos inicios de la 
revolución liberal la sociedad catalana sufrió importantes fracturas internas 
que dificultarán, como veremos, la posibilidad de que propuestas de ca- 
rácter particularista pudieran conseguir amplias unanimidades. 


6. EL DIFÍCIL LUGAR DE CATALUÑA EN EL NACIENTE 
ESTADO LIBERAL 


Algunos historiadores han afirmado que la sociedad catalana del 
siglo xIX fue la más conflictiva de Europa. Es difícil medir las tensiones 
sociales y hacer comparaciones entre países, pero sin duda la sociedad 
catalana decimonónica fue violenta y muy poco estable. Debe recordarse 
la complejidad derivada del hecho de que Cataluña, el país de la indus- 
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trialización y del obrerismo, fuese al mismo tiempo una tierra en la que 
arraigó fuertemente el carlismo. Es decir, que «mientras en la ciudades 
industriales, y muy especialmente en Barcelona, tenían lugar las primeras 
revueltas de las masas urbanas ya proletarizadas (1835-1843), se organi- 
zaban los primeros movimientos huelguísticos (huelga general de 1855) y 
se difundían las ideas socialistas, en buena parte de las comarcas de mon- 
taña la resistencia campesina al nuevo mundo liberal y burgués se articu- 
laba alrededor de la defensa de las viejas costumbres comunitarias y de la 
sociedad tradicional bajo la forma del carlismo. Cataluña fue durante el 
siglo XIX, y al mismo tiempo, un país de fabricantes moderados, de obre- 
ros radicalizados y de campesinos filo-carlistas, lo cual significaba una 
mezcolanza demasiado compleja y contradictoria para que pudiera gene- 
rarse una convivencia armónica. 

Y a esta original conflictividad debemos añadir el hecho que la ascen- 
diente burguesía catalana no acabara de insertarse de forma eficaz dentro 
de los organismos rectores del nuevo estado liberal en los años de su 
inicial configuración. A partir de 1843 la burguesía catalana perdió defi- 
nitivamente el papel dirigente —si es que en realidad lo llegó a tener 
algún momento— en el proceso de construcción del sistema liberal espa- 
ñol. Recientemente Josep Fontana ha insistido y precisado las graves con- 
secuencias que tuvo para la burguesía catalana este hecho y el que de la 
revolución liberal española no surgiese un auténtico proyecto colectivo na- 
cional. La aspiración formulada en 1835 por Antonio Alcalá Galiano de 
«hacer a la nación española una nación, que no lo es ni lo ha sido hasta 
ahora» se frustró en sus propios inicios. En efecto, no hubo un proyecto 
político y económico realmente coherente y unitario que hiciese compati- 
bles los intereses de las diversas burguesías hispánicas —agraria, indus- 
trial, comercial, financiera, etc.— Y al no haber cohiesión entre las clases 
dominantes la vida política española del siglo XIX y buena parte del xx se 
vio gravemente efectuada por la existencia de profundas fracturas burgue- 
sas que provocaron la constante inestabilidad política del sistema liberal. 
Y, al mismo tiempo, la ausencia de un auténtico proyecto colectivo espa- 
ñol fue un factor entorpecedor de la integración de las clases subalternas 
rurales y urbanas en la sociedad liberal y capitalista. 

Así, desde mediados del siglo XIX, la burguesía catalana fue plena- 
mente consciente de la grave limitación que significaba el hecho que la 
sociedad española en su conjunto no hubiese sufrido una transformación 
económica profunda. Los más perspicaces pensadores industrialistas cata- 
lanes —Giúell, Mlas, Bosch i Labrús, etc—, advirtieron pronto la debilidad 
que suponía el que el proceso industrializador quedase restringido a Ca- 
taluña —en el País Vasco no empieza a ser importante hasta finales de 
siglo—. Igualmente constataron que ni la desamortización ni la construc- 
ción de la red ferroviaria bastaban para modernizar y dinamizar la base 
agraria, y en buena medida retardataria, de la economía española. Con 
un mercado como el español, débil, poco articulado y desequilibrado, la 
expansión de la industria catalana se veía frenada y su diversificación di- 
ficultada. 

Porque Cataluña era la excepción; era un caso peculiar y único: el de 
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un pequeño país que sin disponer de los recursos naturales básicos —hie- 
rro y carbón— había desarrollado una importante industria algodonera, y 
todo eso dentro de un amplio conjunto agrario. Era la «fábrica de Es- 
paña», feliz expresión de Jordi Nadal que simboliza claramente esta ca- 
rácter pionero, y al mismo tiempo aislado, de la industralización catalana. 
Y en estas condiciones el peculiar modelo de desarrollo industrial catalán 
se vio profundamente vinculado, y subordinado, al mercado interior es- 
pañol, ya que a mediados del siglo xIX las posibilidades catalanas de tener 
incidencia en el mercado internacional eran ya practicamente nulas. Se 
estableció así una clara relación de compra-venta entre Cataluña y el in- 
terior peninsular basada en la adquisición de productos alimenticios —ce- 
reales— a cambio de la venta de los tejidos catalanes. Por ello la defensa 
del mercado interior español, como reserva comercial para la industria 
catalana, pasó a convertirse en el eje principal de la política económica 
de los fabricantes catalanes que hicieron de la causa del proteccionismo 
su principal opción de intervención en la política española. 

Con el proteccionismo se quiso identificar Cataluña con sus fábricas, 
se buscaron solidaridades interclasistas, se intentó encontrar un denomi- 
nador común catalán: la defensa del trabajo y de la riqueza del «país» 
frente a lo que se consideraba como inadmisibles «agresiones exteriores». 
La polémica entre los proteccionistas y librecambistas españoles, que no 
tiene equivalencia semejante en ningún país de Europa, fue apasionada, 
larga y frecuentemente exagerada, abundando planteamientos demagógi- 
cos y distorsionadores por ambas partes. Pese a los éxitos proteccionistas 
—<campañas de 1848-1849, 1869, 1875, 1882 y 1888-1892— la coincidencia 
interclasista, patronos-obreros, en defensa de la producción industrial cada 
vez será más difícil. 

Pero también la vehemente defensa del proteccionismo creó una cierta 
impopularidad a la «causa catalana» entre la opinión pública del resto de 
España. La opción proteccionista será calificada de egoísta e insolidaria, 
sin que sirvieran de mucho las exclamaciones de ferviente españolismo de 
alguno de los más destacados líderes proteccionistas catalanes: el famoso 
«perezca Cataluña» de Joan Gúell i Ferrer. 

En buena medida la clave del problema político de la burguesía cata- 
lana residía en el hecho de que el liberalismo español no había conseguido 
dar al proceso centralizador el sentido integrador y avanzado que tuvo en 
otros países —como por ejemplo Francia—. Contrariamente al nuevo es- 
tado centralista español le faltarán, desde sus inicios, una clara misión 
económica y una cierta estabilidad política. Fue incapaz de identificar las 
diferentes fracciones de las clases dominantes con unos objetivos comunes 
a medio y largo plazo que no fuesen la defensa pura y simple de la pro- 
piedad y del orden social. Y por ello para los industriales catalanes el 
estado liberal español de hecho representaba el predominio de los intere- 
ses de un grupo —el agrario— sobre los otros. 

La falta de estabilidad política del sistema isabelino se convertirá en 
un problema fundamental. Las continuas crisis no eran simples cuestiones 
de gabinete o de partido que se resolvían reemplazando un gobierno por 
otro, sino que frecuentemente se convertían en crisis de todo el sistema 
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político, del mismo régimen. Los partidos sólo dejaban el poder por la 
fuerza y estas oscilaciones radicales comportaban casi siempre cambios 
constitucionales que ponían en cuestión incluso a la propia institución mo- 
nárquica. Y todo ello acompañado de un distorsionador y peligroso pro- 
tagonismo político de los militares. Esta notable fragilidad política del 
sistema no hizo más que aumentar la intranquilidad y la desconfianza de 
sectores, como la burguesía catalana, que no participaban excesivamente 
de los «beneficios» de los pronunciamientos. Porque es importante recor- 
dar que en los cambios políticos que se producirán a partir de 1843 la 
participación catalana será insignificante, todo lo contrario de lo que había 
pasado entre 1835 y 1843. 

Esta situación colocó a la clase dominante de Cataluña en una posición 
compleja y relativamente contradictoria. Por un lado debía manifestarse y 
actuar como fuerza social liberal dando todo su apoyo al nuevo sistema 
político, desmarcándose claramente de los carlistas. Pero al mismo tiempo 
cada vez era más reticente respecto a los grupos gobernantes y se sentía 
escasamente representada por los hombres y los partidos que se habían 
incautado del sistema isabelino. Y así, desde mediados de siglo fue exten- 
diéndose la sensación que los «políticos profesionales de Madrid» eran 
unos administradores ineficaces y que privilegiaban los intereses de «ca- 
marilla» respecto a los generales. Pero estas críticas al funcionamiento de 
la administración estatal no eran simples censuras a los procedimientos 
utilizados por los políticos, sino que atacaban la esencia misma del sis- 
tema: el centralismo burocrático, se decía, conduce irremediablemente a 
la corrupción y a la ineficacia. 

Pero esta actitud crítica respecto al estado tenía que ser forzosamente 
moderada dada la acusada conflictividad social existente en Cataluña. El 
creciente protagonismo de las clases populares urbanas y la aparición de 
ideologías y organizaciones que ponían en cuestión la legitimidad del sis- 
tema político de los propietarios produjo entre los grupos burgueses ca- 
talanes un significativo «miedo a la revolución» ya desde la década de los 
cuarenta. En efecto, la notable presencia de grupos radicalizados política 
y socialmente dará a la panorámica catalana una significativa diferencia 
respecto al resto de España. Durante el bienio progresista 1854-1856 se 
evidenciará que en Cataluña los enfrentamientos de clase eran, sobre todo 
en las ciudades, mucho más acusados, más abiertos y conscientes. La 
misma huelga general de Barcelona de 1855 —una de las primeras que 
tienen lugar en Europa— patentizará la existencia de un obrerismo fuerte 
y la escasa influencia popular de los «liberalismos respetables». Y las me- 
didas represivas —única terapéutica que utilizarán las autoridades ante el 
«problema social»— no servirán más que para acentuar el radicalismo so- 
cial. Así en Barcelona y otras ciudades industriales catalanas adquirirán 
gran fuerza e influencia los grupos que se declaraban demócratas, repu- 
blicanos y partidarios de reformas sociales, en perjuicio del progresismo: 
los objetivos más radicales de los primeros, que aspiraban a transforma- 
ciones sociales, contrastaban con el más «prudente» programa de cambio 
sólo político propugnado por los otros. 

Esta panóramica política frenará las posibles aspiraciones reformistas y 
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avanzadas a ciertos sectores de la burguesía catalana. ¿Cómo podían los in- 
dustriales catalanes comportarse como «revolucionarios demócratas» —como 
parecen exigir algunos historiadores— si tenían que enfrentarse cotidiana- 
mente a un obrerismo radicalizado que pronto deseará incautarse de sus 
fábricas? En estas circunstancias la actitud política de la burguesía catalana 
no podía ser más que eminentemente defensiva, exigiendo del estado, per- 
didas ya las esperanzas de mandar, que como mínimo le garantizase un mer- 
cado para sus productos y la defensa del orden social conservador. 

A finales del siglo xIX era evidente la escasa incidencia de los plantea- 
mientos industrialistas catalanes entre la clase política española. Esto junto 
al miedo a las presiones del librecambismo agrario y mercantil y a las 
claras limitaciones del propio mercado interior español, forjaron una con- 
ciencia de «incomprensión», aislamiento y, finalmente, de particularismo 
en amplios sectores de la burguesía catalana. Se estaban creando las con- 
diciones para que cuajasen pronto planteamientos de tipo regionalista en- 
tre las clases altas del país. Y no fueron, evidentemente, los discursos 
historicistas sobre las pasadas glorias catalanas lo que las convenció, sino 
básicamente el constatar en 1898 las grandes deficiencias del modelo po- 
lítico liberal centralista, su escasísima eficacia y su gestión inoperante y 
corrupta. Como atinadamente señaló PIERRE VILAR el «drama» de la bur- 
guesía catalana del siglo XIX fue que comenzó el siglo intentando ser sin- 
ceramente española, pero frustrada ante el fracaso en la configuración de 
un moderno estado-nación, tuvo que refugiarse, al acabar el siglo, en un 
proyecto político que sólo era defendible en Cataluña. 


7. MODERNIZACIÓN SOCIAL Y MOVILIZACIÓN POLÍTICA 
EN LA CATALUÑA DE LA RESTAURACIÓN (1975-1923) 


Durante los cuarenta y ocho años del régimen de la Restauración las 
diferencias de carácter económico, social, cultural y político existentes en- 
tre Cataluña y el resto de España se acrecentaron de forma notable. Ca- 
taluña pasó estos años por un acelerado proceso de modernización 
provocado por diversos factores entre los cuales destacan: 


— Un rápido crecimiento de la tasa de urbanización de la 
población y el inicio del movimiento migratorio hacia Cataluña. 

— Un importante proceso de diversificación económica y 
de impulso industrializador. 

— La decadencia y despoblación de las zonas agrarias más 
atrasadas del interior del país. 


Estos cambios socio-económicos irán acompañados de un importante 
proceso de auto-organización asociativa de los diversos sectores sociales 
catalanes con lo que se irá configurando una «sociedad civil», principal- 
mente en las ciudades, que desempeñará un decisivo papel en la sensibi- 
lización y movilización cívico-política. 

Y todo esto, evidentemente, en un marco socio-laboral cada vez más 
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conflictivo: en la Cataluña urbana la lucha de clases será mucho más acen- 
tuada, mucho más abierta y patente y mucho más consciente que en el 
resto de España. 

Durante el casi medio siglo de la Restauración se producirá, como 
hemos indicado, una importante redistribución interna de la población ca- 
talana; un creciente éxodo rural y una acentuada concentración urbana 
irán pre-figurando dos Cataluñas: la más poblada y dinámica del litoral y 
pre-litoral, y la cada vez más despoblada y regresiva del interior central y 
occidental. 

El rápido proceso de concentración de la población en grandes ciuda- 
des, y sobre todo en Barcelona, puede apreciarse con los siguientes por- 
centajes de lo que representaba Barcelona y las ciudades de más de 10.000 
habitantes sobre el total de la población catalana: 


Porcentaje de la población en ciudades sobre el total 
de Cataluña 


Barcelona ER A A 
Ciudades más 10.000 h. .......... 


La capacidad de absorción de población de Barcelona, que en 1920 
superaba los 700.000 habitantes, y las mayores ciudades catalanas era sin 
duda una clara muestra de la gran expansión de la industria y los servicios 
estos años. 

Pero este proceso se había realizado hasta bien entrado el siglo xx a 
partir de la propia emigración interna catalana. Será después de 1910 cuando 
la llegada de gente procedente de fuera de Cataluña empezó a ser impor- 
tante. Si en 1904 únicamente el 4 por 100 de los residentes en Cataluña 
habían nacido fuera de ella, en 1920 el porcentaje ya llegaba al 14 por 100; 
sólo durante la década 1910-1920 llegaron unas 250.000 personas procedentes 
fundamentalmente de Aragón, País Valenciano y Castilla. 

El crecimiento vegetativo catalán era relativamente bajo como se 
puede deducir viendo que hasta 1910 la población catalana no se había 
incrementado con relación a la española: en 1877 Cataluña representaba 
el 10'5 por 100 del total y en 1910 el porcentaje era el mismo. La emi- 
gración hará que en 1920 los residente en Cataluña fueran ya 2.344.719, 
el 11 por 100 de la población total española. 

Cataluña ya que en 1900 concentraba casi el 40 por 100 de toda la 
producción industrial española. Sin embargo, durante los primeros años 
de la Restauración la situación económica catalana era crítica: la excesiva 
especialización en el textil (que en 1880 representaba el 98 por 100 de la 
producción industrial catalana) significaba depender de un sector en de- 
cadencia que tenía una tasa de crecimiento muy moderada dada la redu- 
cida demanda del mercado español. 

Pero este estancamiento se superó a principios de siglo como resultado 
de un importante proceso de diversificación industrial (desarrollo de in- 
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dustrias de construcciones mecánicas, metalurgia ligera, química y ce- 
mento) y de la creciente utilización de la energía hidroeléctrica. Si en 1913 
menos de un 10 por 100 de la energía consumida por la industria catalana 
era de procedencia hidroeléctrica, en 1920 se había llegado al 70 por 100: 
la sustitución energética había sido rapidísima. 

Además, el propio proceso de urbanización de la población hacía que 
la concentración de recursos humanos se convirtiera en un estímulo para 
el crecimiento de la industria y de los servicios. Los efectos indirectos 
provocados por la centralización de las actividades industriales, comercia- 
les y de servicios fueron notables así como la dinamización provocada por 
las grandes inversiones inmobiliarias en el Ensanche barcelonés. 

De este modo el área industrial barcelonesa en los años 1910-1920 te- 
nia incluso capacidad de atracción de inversiones extranjeras dada la pro- 
pia infraestructura de servicios de la zona: la provincia de Barcelona era 
la que tenía más kilómetros de ferrocarril de toda España y el consumo 
de electricidad per cápita era en Cataluña el triple de la media española. 

El carácter espectacular del crecimiento económico catalán de la pri- 
meras décadas del siglo queda reflejado en los cambios producidos en la 
distribución de la población activa, y aún más si se compara con la espa- 
ñola: 


Evolución de la población activa por sectores 
(en porcentaje) 


Cataluña 


Agricultura 
Dd o aire 


SELUICIO ies ada 


Como se ve las diferencias entre Cataluña y el conjunto español se 
habían incrementado notablemente en estos veinte años. 

La Cataluña de 1920 era ya un país fundamentalmente industrial que 
tenía un sector servicios creciente, a semejanza de buena parte de las 
zonas más desarrolladas de Europa occidental, mientras que el conjunto 
español aún no había salido del subdesarrollo agrario. Cataluña con sólo 
significar el 11 por 100 de la población concentraba el 30 por 100 del 
mercado español. 

La agricultura catalana tuvo grandes dificultades para adaptarse a las 
nuevas necesidades del mercado y abordar el reto de la productividad. En 
1900, el valor de la producción agraria era cuatro veces inferior al de la 
industrial, cosa que significaba que la productividad del campesino era casi 
8 veces inferior a la del obrero industrial. Sin embargo, algunas comarcas 
lograron superar las dificultades y desarrollaron una agricultura competi- 
tiva gracias a la especialización, al sistemático uso de abonos y a la intro- 
ducción de la mecanización. 
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Una sociedad como la catalana en pleno proceso de modernización de 
sus estructuras económicas lógicamente también tenía que sufrir importan- 
tes cambios en el terreno cívico y cultural. La tradición asociativa de ca- 
racter profesional, económico, cultural y recreativo se reforzó notable- 
mente; una importante red da ateneos populares, casals y centros de todo 
tipo se fueron creando por toda Cataluña como resultado de las aspiracio- 
nes populares al acceso a la cultura y, en buena medida, como alternativa 
al ineficaz, mediatizado e insuficiente sistema escolar. 

También la creciente sensibilización de caracter catalanista se patenti- 
zará con la proliferación de publicaciones, asociaciones, actos y campañas 
reivindicativas que cada vez lograban movilizar a más amplios sectores 
sociales. Esta efervescencia catalanista creará el substrato que permitirá el 
arraigo del proyecto político de la Lliga Regionalista a principios del 
siglo xx. Y dentro de este movimiento debe destacarse el papel dirigente 
desempeñado por una nueva generación de intelectuales claramente com- 
prometidos con el resurgir cultural y político de Cataluña. 


8. JFEROSIÓN Y CRISIS DEL ELITISMO POLÍTICO 


Durante el sexenio democrático (1868-1874) el panorama político ca- 
talán ya había sido notablemente diferente y extremadamente complejo: 
en Cataluña el bloque gubernamental liberal-monárquico no logró impo- 
nerse ni política ni electoralmente ya que el republicanismo federal triunfó 
de forma generalizada tanto en las elecciones generales como en las pro- 
vinciales y municipales por lo que los federales gobernaron en los princi- 
pales ayuntamientos y en las diputaciones provinciales. A esto debe 
añadirse que el carlismo controlará a partir de 1872 casi un 25 por 100 
del territorio catalán y que actuará militarmente y de forma sistemática en 
otro 25 por 100. 

Así, con una montaña dominada por los carlistas y con unas clases 
populares urbanas cada vez más radicalizadas y en plena «rebelión social» 
(creciente difusión del socialismo internacionalista), era lógico que la alta 
burguesía catalana adoptase actitudes claramente ultraconservadoras y que 
se apresurase a conspirar para liquidar aquella «pesadilla» de régimen de- 
mocrático. 

Por todo esto lo que más carácterizará los primeros años de la Restau- 
ración en Cataluña será la actitud de defensa social de la alta burguesía 
que constantemente exigirá la creación de un estado fuerte que impida a 
toda costa la difusión de las ideologías revolucionarias y la reorganización 
de los «subversivos» republicanos y sindicalistas. Para la clase dominante 
catalana la Restauración no era sólo el restablecimiento dinástico sino, 
sobre todo, el restablecimiento de la disciplina social y de los valores con- 
servadores perdidos durante la «traumática» experiencia del sexenio. 

Así, hasta 1890 habrá un evidente consensus entre los sectores domi- 
nantes catalanes para cerrar filas ante los posibles peligros del insurreccio- 
narismo republicano o de un nuevo brote carlista. El apoyo al sistema 
político será explícito pese a las frecuentes denuncias sobre las «ambigúe- 
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dades ideológicas» del canovismo o los excesivos «vicios de procedi- 
miento» de los gobiernos dinásticos. 

Esta etapa, por tanto, se carácterizará por la escasa movilización polí- 
tico-electoral y por el predominio del liberalismo oligárquico que hacía 
funcionar el sistema del turno en Cataluña sin excesivos problemas. El 
enfrentamiento entre conservadores y liberales (éstos contarán casi siem- 
pre con el apoyo posibilista) marcará la vida electoral en la que serán 
frecuentes todo tipo de alteraciones fraudulentas del sufragio y los conflic- 
tos a escala municipal. El turnismo sólo será contestado a nivel local por 
sectores de las «fuerzas vivas» que no se sentían representados por los 
cuneros de turno. 

La represión del obrerismo más radical y la política discriminatoria con 
republicanos y carlistas permitirá excluir del juego político a las fuerzas 
consideradas como más peligrosas para el sistema. 

Sin embargo, durante los años ochenta las movilizaciones de carácter 
proteccionista organizadas por las asociaciones económicas conseguirán un 
amplio apoyo social y pondrán a la clase política dinástica de Cataluña en 
el dilema de participar, o incluso encabezar, la protesta antigubernamental 
O perder gran parte de su propia representatividad. En los partidos dinás- 
ticos de Cataluña, sobre todo en el conservador, empezarán a producirse 
tensiones como consecuencia de su carácter sucursalista y su prestigio po- 
lítico comenzará a erosionarse. 

Por otra parte la crisis agraria de los ochenta no sólo patentizó la 
irreversible decadencia del mundo rural catalán y su clara subordinación a 
la sociedad urbana, sino que también generará una acusada conflictividad 
en las comarcas vinícolas en las que se producirán importantes moviliza- 
ciones campesinas que tendrán una repercusión político-electoral en la dé- 
cada siguiente. 

La última década del siglo será una etapa de transición evidente hacia 
una política de masas y de grandes movilizaciones políticas, sindicales y 
culturales. El republicanismos resurgirá con fuerza pese a sus profundas 
divisiones internas y la implantación del sufragio universal posibilitará su 
duro enfrentamiento con los dinásticos. Los republicanos lograrán éxitos 
en las elecciones generales, provinciales y municipales tanto en las grandes 
ciudades como en las comarcas de mayor conflictividad y movilización 
campesina (Penedés, Camp de Tarragona, Conca de Barverá, Vallés, Am- 
purdán, etc.). Debe recordarse que un tercio de los diputados a Cortes 
republicanos de los años 1891 y 1893 serán elegidos en Cataluña. De todas 
formas estos éxitos serán puntuales y estarán muy localizados en ciertos 
distritos por lo que con la regresión política de los años 1895-1900 el re- 
publicanismo catalán perderá buena parte de las posiciones logradas. 

El obrerismo se reorganizará notablemente y protagonizará las prime- 
ras grandes movilizaciones reivindicativas de la Restauración (huelgas ge- 
nerales de 1890 y 1891). Pero lo intentos por extender el socialismo 
marxista (PSOE) entre los obreros catalanes fracasarán como consecuencia 
de las estrechas relaciones que una parte del republicanismo mantenía con 
el sindicalismo más moderado y por el claro apoliticismo de los sectores 
más radicales (anarquistas). El estallido terrorista de los años 1893-1896 
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permitirá a las autoridades ejercer una desproporcionada y generalizada 
represión de toda la izquierda; no sólo los sectores pro anarquistas, sino 
hasta el propio republicanismo así como el sindicalismo moderado, que 
era el más influyente y organizado, serán perseguidos y desmantelados. 
La utilización del ejército contra las movilizaciones obreras y campesinas 
y contra el terrorismo ácrata demostrará la reducida capacidad integradora 
del régimen liberal y la voluntad gubernamental de cortar por lo sano toda 
posible vinculación entre el republicanismo y el obrerismo más radical. De 
igual modo la dura represión de las actitudes contrarias a la guerra colo- 
nial reflejará la escasa aceptación de las discrepancias en cuestiones «de 
estado». 

En el sistema de la Restauración el estado no moderaba las tensiones 
sociales, sino que era claramente beligerante en favor de los intereses de 
las clases propietarias, hecho que confirmará la opinión popular de que 
éste, el estado, era «su principal enemigo». Los gobiernos dinásticos, tanto 
los conservadores como los liberales, recurrirán frecuentemente estos años 
a medidas represivas de todo tipo y de este modo los años noventa serán 
en Cataluña una época extremadamente agitada y dura: entre noviembre 
de 1893 y marzo de 1901, la provincia de Barcelona estará cicuenta y seis 
meses y medio con las garantías constitucionales suspendidas o en estado 
de guerra. 

Y estos sucesos coincidían con el desarrollo de un importante movi- 
miento catalanista de carácter cívico-cultural que, si bien no actuaba di- 
rectamente en la vida política, constituía también un nuevo factor de 
desestabiliazación y erosión del sistema de la Restauración, sistema que 
no se caracterizaba precisamente por ser flexible y tolerante ante las rei- 
vindicaciones de carácter regionalista por moderadas que fuesen. 

El desastre colonial del 98 provocará en Cataluña una muy generali- 
zada reacción de rechazo de los partidos dinásticos a los que se conside- 
raba responsables directos del fracaso militar y político. Esta actitud de 
protesta tendrá como principales protagonistas a las asociaciones econó- 
micas y ciudadanas de Barcelona. El posterior fracaso del proyecto rege- 
neracionista ofrecido por el gobierno Silvela-Polavieja, en 1899 acentuará 
el desprestigio del sistema político entre las «clases neutras» barcelonesas 
que buscarán y encontrarán en el catalanismo una vía propia para encau- 
zar sus aspiraciones de reforma y regeneración de la vida política espa- 
ñola. 

A las protestas ciudadanas catalanas, que alcanzarán su máxima cota 
con la huelga de contribuyentes de 1899, responderán los gobiernos de 
nuevo con una política básicamente represiva: la provincia de Barcelona 
vivirá en estado de guerra desde 1899 a 1901, la prensa no adicta (cata- 
lanista, republicana y obrerista) será perseguida y algunos de los dirigentes 
más conocidos de la oposición serán encarcelados (Prat de la Riba) o se 
verán obligados a exiliarse. Y de nuevo el ejército desempeñará un im- 
portante papel en esta operación de represión de toda la contestación al 
sistema. 

En estas circunstancias no es de extrañar que se produjera una coin- 
cidencia política entre los más activos dirigentes de las asociaciones eco- 
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nómicas y ciudadanas barcelonesas y el sector más prágmatico del catala- 
nismo (el grupo de Prat y «La Veu de Catalunya»). La victoria electoral 
de la candidatura formada por estos sectores en las elecciones generales 
de 1901 en la ciudad de Barcelona posibilitará la formación de una nueva 
fuerza política: la Lliga Regionalista. El triunfo de la Lliga sobre la can- 
didatura de coalición dinástica reflejaba lo mucho que había cambiado la 
opinión pública barcelonesa en los decisivos y agitados años del final del 
siglo XIX. Los viejos partidos de notables poco tenían que hacer ante las 
aspiraciones y exigencias ciudadanas de participar activamente en la vida 
política. 


9. EL ENFRENTAMIENTO POLÍTICO ENTRE CATALANISTAS 
Y REPUBLICANOS 


A partir de 1901 la situación política catalana estará condicionada por 
la emergencia del catalanismo activo (la Lliga) como una fuerza con ca- 
pacidad de convertirse en el protagonista fundamental y el eje central de 
la vida barcelonesa: todas las otras formaciones políticas se verán obliga- 
das a definirse y actuar en función de lo que representaba y hacia la Lliga. 

La Lliga Regionalista contará con el apoyo fiel de amplios sectores de 
las clases altas y medias y se configurará como un moderno partido de 
cuadros y de dirigentes profesionalizados. A medida que gane influencia 
fuera de Barcelona la Lliga se convertirá en el partido de las clases con- 
servadoras urbanas y rurales de buena parte de Cataluña. 

El proyecto catalanista de la Lliga estaba basado tanto en la táctica de 
acceder al control de todos los órganos de poder existentes (ayuntamientos 
y diputaciones, fundamentalmente) como en la exigencia de un gobierno 
autonómico catalán, aspiración contemplada como un elemento básico 
para la necesaria reforma política de todo el sistema de la Restauración. 

La fulgurante aparición de la Lliga en la escena política será recibida 
con notable hostilidad por conservadores y liberales que no querían, ni 
podían, aceptar la existencia de sectores burgueses que se escindieran del 
dinastismo y que sólo veían en el catalanismo un inminente «peligro se- 
paratista». 

Pero junto a la Lliga también en Barcelona ese mismo año 1901 había 
resurgido con fuerza el republicanismo bajo el liderazgo de Alejandro Le- 
rroux. El lerrouxismo significará un nuevo tipo de partido popular de ma- 
sas, contará con miles de afiliados, recurrirá constantemente a la 
movilización en las calles y creará una amplia red de centros político- 
asistenciales en los que atender a su numerosa clientela obrera. El éxito 
de esta nueva política republicana se verá reforzado por la decepción pro- 
ducida entre los sectores obreros barceloneses por los sucesivos fracasos 
de las propuestas de «revolución inmediata» formuladas por los ácratas 
(huelga general de 1902). 

Así, Lliga y lerrouxismo se disputarán el dominio político de Barcelona 
protagonizando un enfrentamiento tan duro como peculiar: la nueva de- 
recha representada por la Lliga pretenderá erigirse en la única defensora 
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de los intereses de Cataluña; el lerrouxismo, por su parte, ambicionará 
monopolizar la representación de las clases populares barcelonesas. 

Estas aspiraciones hegemónicas de una y otra fuerza dificultarán el 
desarrollo de una vía intermedia, la del republicanismo nacionalista. Los 
diferentes intentos de cohesionar una alternativa a ambas formaciones po- 
líticas acabarán siempre en un rotundo fracaso. El dilema estaba entre 
optar o por la republicanización del catalanismo, es decir, ser la alterna- 
tiva de izquierdas a la Lliga, o por la catalanización del republicanismo, 
disputando a Lerroux la dirección de este movimiento. Los republicanos 
nacionalistas no acabaron de decidirse por ninguna de las dos políticas y 
buscaron estérilmente un espacio intermedio que aún no existía en la es- 
cena política catalana. 

La batalla de Barcelona conducirá a la desaparición en esta ciudad del 
bipartidismo dinástico sin demasiadas resistencias y de forma rápida. Esta 
ruptura política no sólo se caracterizará por su continuidad (nunca más 
será elegido en Barcelona un diputado dinástico), sino también por que 
significará el paso a un sistema político-electoral de masas; creciente par- 
ticipación en elecciones (siempre superior al 40 por 100), campañas elec- 
torales agitadas y con gran asistencia a los mítines, creación de modernos 
aparatos electorales en los partidos, eficiente control del sufragio y revi- 
sión del censo electoral, etc. Esta política de masas se fue imponiendo en 
Barcelona pese a los intentos de los diferentes gobiernos para evitar que 
se consolidara. Este hecho no es una prueba de que fuera posible la de- 
mocratización del sistema de la Restauración «desde dentro», sino de todo 
lo contrario, significa que la democratización lo que provocaba era la crisis 
del liberalismo oligárquico, que era la misma esencia del sistema cano- 
vista. p 

La modernización de la práctica político-electoral se fue extendiendo 
progresivamente a otras ciudades pero fue la Solidaritat Catalana el prin- 
cipal factor de difusión de los nuevos modos políticos y de la acentuación 
de la crisis del caciquismo dinástico en el resto de Cataluña. 

La Solidaritat Catalana se constituyó en 1906 como un evidente reac- 
ción patriótica a la creciente hostilidad anticatalanista que se apreciaba en 
los partidos dinásticos y, sobre todo, entre los militares. Por ello la Soli- 
daritat tuvo el carácter de movimiento opuesto a todo lo que representa- 
ban los partidos dinásticos cosa que explica que hiciera de la lucha contra 
«el caciquismo gubernamental» uno de sus principales objetivos. El resul- 
tado fue la movilización política más importante de la historia catalana de 
la Restauración: manifestaciones masivas, centenares de mítines y una ro- 
tunda victoria electoral en las elecciones generales de 1907: con una par- 
ticipación de más del 60 por 100 del electorado los solidarios obtuvieron 
41 de los 44 escaños catalanes. 

Pese a que esta espectacular derrota dinástica sería desigual en su con- 
tinuidad evidentemente después de las elecciones de 1907, el voto en Ca- 
taluña tendió a ser mucho más representativo, la realización de campañas 
electorales se convirtió en una exigencia obligada y la proclamación de 
diputados sin lucha fue cada vez más rara: el número de actas conseguidas 
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por el artículo 29 será en Cataluña a partir de entonces cinco veces infe- 
rior al de Galicia o Andalucía y una tercera parte de las del País Valen- 
ciano. También la corrupción será mucho menor como lo prueba el que 
el número de actas anuladas por el Tribunal Supremo entre 1910 y 1923 
fuera en Cataluña muy inferior a las regiones españolas de similar 
población. 


10. LA HEGEMONÍA POLÍTICA DE LA LLIGA: 1910-1917 


La crisis de julio de 1909 (la llamada Semana Trágica de Barcelona) 
provocará una grave división de la sociedad catala. La Lliga Regionalista 
surgirá de ella reforzada como la única opción conservadora capaz de en- 
frentarse con éxito al radicalismo anticlerical y a la «rebelión» de las clases 
subalternas. Esta confirmación de su carácter derechista, clerical y de or- 
den posibilitará un mejor entendimiento con los conservadores dinásticos 
españoles, especialmente con Maura y Dato. Igualmente la crisis de 1909 
liquidará el movimiento solidario. La heterogénea compasición de la So- 
lidaritat (sólo los dinásticos y los lerrouxistas estaban al margen) y las 
tensiones provocadas por la represión de la Semana Trágica y por la po- 
lítica de Maura de acercamiento a la Lliga (proyecto de ley de adminis- 
tración local) acabaron por deshacer este movimiento en 1909. Con 
notable pragmatismo la Lliga logrará ser el principal polo de atracción de 
toda la derecha catalana convirtiendo progresivamente en satélites de su 
política de defensa social a carlistas, ultracatólicos e incluso dinásticos. 

La hegemonía de la Lliga se construirá con ese apoyo social conser- 
vador y se concretizará a partir del control de las diputaciones provinciales 
de Barcelona y Girona, del ayuntamiento de Barcelona (desde 1915) y, 
sobre todo, de la Mancomunitat de Catalunya (a partir de 1914). 

Con la constitución de esta confederación de las cuatro diputaciones 
catalanas los hombres de la Lliga pudieron empezar a desarrollar su am- 
bicioso programa político: dotar a Cataluña de una institución que pese a 
lo reducido de sus competencias puediera servir para que ellos se ejerci- 
tasen como «hombres de gobierno» eficaces y así adquirir la experiencia, 
prestigio y fuerza suficientes para después presentarse como los nuevos 
dirigentes que necesitaba la política española. 

Pero el paso previo era «reconstruir» Cataluña, nacionalizarla y ho- 
mogenizarla ideológica y políticamente. De ahí el destacado papel que se 
otorgará a los intelectuales como creadores y transmisores del proyecto de 
la «nueva Cataluña» del siglo XxX (el noucentisme). El compromiso político 
de buena parte de la intelectualidad catalana con el proyecto de la Lliga, 
no sólo los convertirá en hombres de partido al servicio de una política, 
sino también en profesionales de la administración catalana (Mancomuni- 
tat) y, por tanto, en asalariados del poder, creando así unas nuevas rela- 
ciones de subordinación y dependencia entre los intelectuales «orgánicos» 
y los políticos. 

El control de la Mancomunitat permitirá a la Lliga extender su influencia 
política hacia las comarcas de la «Catalunya nova» (Lleida y Tarragona) 


388 ESPAÑA 


donde aún no había logrado penetrar con fuerza e intentar desbancar a 
dinásticos y republicanos. La progresiva incorpotación a la Lliga de líderes 
y caciques locales de las más variadas procedencias (dinásticos, carlistas e 
incluso republicanos) se producirá a medida que se imponía una dinámica 
política catalana, y no localista, que obligaba a resituarse o correr el riesgo 
de quedar marginado. La Lliga reconocerá y respetará los intereses locales 
de estos líderes con lo que su pragmatismo político llegará al extremo de 
defender actitudes democráticas en unos distritos y consolidar el poder 
caciquil en otros. 

El republicanismo catalán no logró después de 1909 configurar una 
alternativa de izquierdas a la Lliga ni cuando los lerrouxistas y los nacio- 
nalistas formalizaron alianzas electorales. La voluntad de proyección es- 
tatal de Lerroux le obligará a moderar su discuso extremista y abandonar 
su orientación obrerista y anti-sistema. Pero este «transformismo» de los 
radicales tampoco posibilitará el éxito de los republicanos nacionalistas: el 
fracaso de esta opción radicaba en las persistencia de formas y actitudes 
aún propias de la vieja política decimonónica, como el hecho de pretender 
hacer una política de masas populista con un partido dirigido por intelec- 
tuales no dispuestos a profesionalizarse en la política y extremadamente 
reacios a todas orientación obrerista. 

Así, el republicanismo catalán pese a conservar una importante presen- 
cia en la vida política, y más aún a escala española ya que aportaba casi 
la mitad de los diputados a Cortes, no logró erigirse como un alternativa 
de izquierdas consistente a la hegemonía de la Lliga Regionalista. Los 
republicanos mantuvieron influencias de tipo local y comarcal, pero se 
vieron obligados a ceder el control de Barcelona a la Lliga a partir de 
1915 

Sin embargo, la constitución de la Mancomunitat se había convertido 
también en el catalizador de la crisis y fragmentación de los partidos di- 
násticos en toda España. La cuestión catalana, como pudo apreciarse en 
los agitados debates parlamentarios de 1911 y 1912, actuaba como ele- 
mento acelerador de las divisiones internas de unos grupos políticos ya 
bastante fragmentados por problemas más personales que ideológicos. Con 
ello el sistema político español estraba en una fase de creciente inestabi- 
lidad ya que cada vez sería más difícil crear mayorías parlamentarias só- 
lidas. 

Como es sabido la ofensiva encabezada por la Lliga en la primavera 
de 1917 para forzar la reforma del sistema político, aprovechándose de la 
división extrema de los dinásticos y de la debilidad del gobierno Dato, 
acabará con un espectacular cambio de táctica del catalanismo conserva- 
dor. Ante el peligro de ser desbordada por la izquierda por republicanos, 
socialistas y sindicalistas la Lliga pactó con los dinásticos y aceptó formar 
parte del gobierno con ellos: así, de luchar por una radical reforma polí- 
tica del sistema, la Lliga pasó a defender el «cambio desde dentro» ante 
el temor de desestabilizar la propia monarquía y poner en peligro el orden 
social conservador. 
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11. CRISIS SOCIAL Y CRISIS POLÍTICA: 1917-1923 


Entre 1917 y 1923, la Lliga Regionalista accederá al gobierno español 
en diversas Ocasiones, pero esta presencia no implicará cambios sustancia- 
les en el funcionamiento del sistema político ni reforma alguna de impor- 
tancia. d 

La Lliga se verá obligada a desempeñar un papel contradictorio: actuar 
de «partido de gobierno» con visión de estado en Madrid y mantener el 
discurso nacionalista en Barcelona. Y esto, en el fondo, sólo hizo que 
deteriorar su propia imagen política en Madrid y en Barcelona al tiempo 
que acentuaba la inestabilidad política del régimen. 

Así, la campaña pro-estatuto de autonomía catalán de los años 1918- 
1919 provocó graves tensiones en casi todos los partidos políticos españo- 
les ya que a las divergencias político-ideológicas existentes se sumaron las 
divisiones entre los reformistas pro-autonomistas y los centralistas obsti- 
nados. 

La actitud del propio rey y de los sectores más inmovilistas de la clase 
política con la Lliga fue entonces más grosera que hábil: la creación pa- 
laciega de la Unión Monárquica Nacional, en 1919, fue un fallido y tardío 
intento de construir una derecha españolista en Cataluña frente a la «siem- 
pre sospechosa» política de la Lliga. Pero este proyecto no tenía ni unos 
líderes atractivos ni socialmente difería mucho del catalanismo conser- 
vador. 

El surgimiento en Cataluña de un potentísimo movimiento obrero de 
orientación anarco-sindicalista, la Confederación Nacional del Trabajo 
(CNT), que a partir de 1916 ejercerá una notable presión reivindicativa 
será el elemento clave de la crisis social y política de estos años. La CNT 
no sólo conseguirá una clara hegemonía entre la clase obrera catalana (en 
1919 tenía unos 400.000 cotizantes), sino que además protagonizará una 
ofensiva obrera de magnitudes hasta entonces desconocidas: entre 1916 y 
1920 la zona industrial de Barcelona tendrá el índice de huelgas más alto 
de Europa occidental. 

La dura respuesta patronal al desafío de la CNT (lock-out, listas ne- 
gras, sindicalismo amarillo, pistolerismo blanco, etc.), conducirá a una es- 
piral de violencia extremadamente dura: entre 1918 y 1923 caeran 
asesinados a tiros en Barcelona 49 patronos y encargados, 19 policías y 
205 sindicalistas. 

Y todo este duro enfrentamiento social se dirimía al margen del juego 
político-electoral. El abstencionismo activo del anarco-sindicalismo y la in- 
capacidad política de los republicanos para representar las aspiraciones 
obreras hizo que esta enorme presión social no se manifestara por los 
cauces legales con lo que la ya limitada representatividad del sistema no 
hizo más que acentuarse. Sin duda existía una clara relación entre la acen- 
tuación de la crisis social y el abstencionismo en la ciudad de Barcelona 
como queda reflejada en el hecho de que a partir de 1914 la participación 
electoral ya nunca alcance el 50 por 100 y que en ciertos momentos críti- 
cos, como en 1920, sólo vote en la ciudad condal el 30 por 100 del censo. 
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El abstencionismo consciente de buena parte de los obreros barceloneses 
también quedó patente en las elecciones de 1918 cuando la coalición de 
todas las izquierdas (republicanos y PSOE) no logró vencer a la Lliga en 
Barcelona: entonces sólo votó el 43 por 100 del censo. 

La Lliga Regionalista, presionada por su base social conservadora y 
por las organizaciones patronales, adoptó una política cada vez más defen- 
siva frente al «peligro revolucionario» cosa que significó el aplazamiento 
sine die de sus proyectos reformistas y autonómicos. Como explica Cambó 
en sus Memories había que salvar la sociedad amenazada, en ello les iba 
«la vida». Esta actitud juzgada de claudicante por algunos sectores cata- 
lanistas posibilitará el desarrollo de grupos nacionalistas radicales aunque 
ninguno de ellos tendrá aún una incidencia política y electoral destacable. 

Pero la propia crisis social y política estaba favoreciendo la creación 
entre las clases altas catalanas de un ambiente partidario a la adopción de 
medidas autoritarias para defender con mayor eficacia el amenazado orden 
social. Dirigentes de organizaciones patronales criticarán públicamente la 
acción gubernamental por considerarla vacilante y excesivamente escru- 
pulosa con la legalidad. Es importante destacar el apoyo que estos secto- 
res darán a la formación a partir de 1919 de una especie de «contra-poder 
militar» en Barcelona (generales Martínez Anido y Arlegui) cuya actua- 
ción cada vez más autónoma iba en claro detrimento de las propias atri- 
buciones gubernamentales. Este «contra-poder» se fue consolidando a 
medida que ganaba apoyos burgueses y que la crisis del sistema parlamen- 
tario español propiciaba gobiernos débiles e inestables. 

La crisis de 1917-1919 evidenció que el sistema no podía democrati- 
zarse desde dentro mediante el voto, porque la regla de oro del viejo 
sistema ideado por Cánovas era que el poder no dependía del voto sino 
los votos del poder, y eso no podía alterarse sin hundir todo el entramado 
político. Pero a partir de 1920 la crisis catalana planteó una cuestión aún 
más grave: la guerra social se estaba dirimiendo:cada vez más al margen, 
y por ello en contra, del propio sistema liberal. 

Entre 1919 y 1923 puede afirmarse que la sociedad catalana estaba 
inmersa en el duro enfrentamiento entre la política cada vez más ultracon- 
servadora de la Lliga y de los sectores burgueses antidemocráticos que se 
estaba creando con destruir la sociedad de los propietarios. Ambos pro- 
yectos tendían progresivamente a buscar sus propios medios de acción y a 
desconocer las instituciones políticas del sistema liberal como cauces váli- 
dos para expresar y lograr sus aspiraciones. 

El divorcio entre un sistema político anquilosado que había sido cons- 
truido para que no hubiesen movilizaciones ciudadanas y una sociedad 
como la catalana en plena efervescencia y confrontación no podía ser ya 
más evidente. 

En 1923, Cataluña, «la Irlanda de España», estaba llevando al sistema 
de la Restauración a un callejón sin salida legal, ya que la crisis catalana 
se había convertido en un verdadero «cáncer» que aceleraba el fin de un 
sistema político incapaz de integrar a los nuevos sectores sociales movili- 
zados. 

Pero la crisis también evidenciaba la no vertebración política, social y 
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cultural de España como una nación consolidada. En la sociedad catalana 
de estos años se estaban planteando una serie de exigencias políticas que 
los dirigentes dinásticos españoles no podían entender ni compartir, por- 
que su resolución implicaba el fin de toda una forma de hacer política y 
un cambio demasiado profundo para el viejo sistema de la Restauración. 


12. RECUPERACIÓN DEL AUTOGOBIERNO Y CRISIS SOCIAL. 
CATALUÑA DURANTE LOS AÑOS TREINTA 


El golpe militar dado el 13 de septiembre de 1923 por el general Primo 
de Rivera, capitán general de Cataluña, si bien restableció el orden social 
conservador ello se hizo a costa de sacrificar la continuidad del sistema 
liberal de la Restauración. Y en Cataluña la política represiva de la dic- 
tadura se caracterizó no sólo por la contundente desarticulación del mo- 
vimiento sindical cenetista, sino también por una serie de medidas 
anticatalanistas que, como la supresión de la Mancomunitat, provocaron 
una amplia indignación ciudadana. La Lliga Regionalista, algunos de cu- 
yos dirigentes había inicialmente alabado el golpe militar, se vio así en 
una situación comprometida y no supo desmarcarse claramente del régi- 
men dictatorial. 

La acción resistente frente a la dictadura, en la que participaron nacio- 
nalistas radicales como Francesc Maciá, republicanos e incluso algunos so- 
cialistas y cenetistas, creará las condiciones para que surja una nueva 
propuesta política que fuera a la vez una alternativa al conservadurismo 
social y al descrédito catalanista de la Lliga y al radicalismo revolucionario 
de la CNT. Ésta será una tercera vía, catalanista pero no conservadora, 
sino progresista, laica y con veleidades populistas, que tendrá la voluntad 
de incorporar a las clases populares al catalanismo político. El activismo 
espectacular de Macia —conato de «invasión de Cataluña desde Francia— 
y la propia impericia de las autoridades convertirán pronto a este político 
en el eje de la acción antidictatorial en Cataluña. Por ello desde 1928 se 
produjo un notable crecimiento y convergencia entre la oposición republi- 
cana, la catalanista y sectores del obrerismo. 

Así la ruptura política del 14 de abril de 1931 tuvo en Cataluña unas 
características peculiares. El desprestigio de la institución monárquica y de 
los partidos y dirigentes dinásticos era inmenso. Y en las elecciones mu- 
nicipales se presentaron opciones claramente diferenciadas: unas iban con- 
tra el viejo sistema monárquico, contra el centralismo y el militarismo, y 
en favor de las libertades democráticas, de la autonomía catalana y del 
progreso social. Otras, como la de la Lliga, pretendían volver a la nor- 
malidad institucional monárquica, a la vieja constitución de 1876, como si 
nada hubiese pasado en los últimos años. El resultado de las elecciones 
en Cataluña fue un auténtico referendum antimonárquico ya que se pro- 
dujo un éxito impresionante de candidaturas republicanas tanto en las 
grandes ciudades como también en muchísimas pequeñas localidades. 

Sin embargo, pronto se apreciarían las divergencias entre el conjunto 
de los republicanos españoles. La proclamación por Macia de la República 
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Catalana será finalmente reconducida, gracias a la presión del nuevo go- 
bierno republicano español, a la instauración de la Generalitat provisional, 
aplazando hasta la aprobación de un estatuto de autonomía la existencia 
de un gobierno catalán con auténticos poderes. De todas formas se había 
producido un hecho histórico: la recuperación de unas instituciones de 
poder catalán tras casi doscientos veinte años de centralismo político. 

El protagonista de excepción del cambio político de 1931 fue el nuevo 
partido político Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), constituido po- 
cos días antes alrededor de la figura de Macia. Y ERC ya no perderá la 
hegemonía política en Cataluña ya que ganará claramente las elecciones ge- 
nerales de junio de 1931 y las del parlamento catalán de noviembre de 1932. 
En el seno del nuevo partido se integraron desde sectores nacionalistas (Ma- 
cia y su Estat Catalá), hasta algunos de los decepcionados de la Lliga, pa- 
sando por la mayor parte del republicanismo histórico —a excepción de los 
radicales de Lerroux—, así como destacados dirigentes de la Unió de Ra- 
bassaires, e incluso antiguos militantes cenetistas. Se acababa así con la frag- 
mentación del republicanismo no lerrouxista y del catalanismo de izquierdas. 
El programa político de ERC intentará hacer compatible la aspiración a un 
gobierno catalán fuerte con las acuciantes demandas populares de cambio 
social. Y así ERC recibirá un voto claramente interclasista ya que muchos 
trabajadores, pese las recomendaciones abstencionistas de la CNT, votarán a 
las candidaturas encabezadas por Macia y Companys. 

Y desde el gobierno de la Generalitat los dirigentes de ERC buscarán 
mantener este apoyo de las clases medias y populares elaborando una 
oferta política de carácter populista teñida de un claro radicalismo demo- 
crático, de una voluntad de reformas sociales y de luchar por el predo- 
minio del poder civil sobre los poderes tradicionales —iglesia, ejército, 
gran capital—. La misma imagen un tanto utópica de la «caseta i l'hortet» 
—la casita y el pequeño huerto— prometida por Maciá es un claro sím- 
bolo de esta propuesta. | 

Pero el proyecto de ERC encontrará dificultades de tipo político —fra- 
gilidad del nuevo régimen republicano, actitudes hostiles hacia el cata- 
lanismo de las derechas y el centro españoles— y social —repercusiones 
de crisis económica y reactivación del sindicalismo revolucionario— para 
imponerse. La instauración de un régimen democrático y reformista 
y la consecución de un gobierno propio catalán se producía en unos mo- 
mentos de grave crisis mundial: los efectos de la depresión económica 
del 29 y del ascenso del fascismo en Europa pronto se advertirían tam- 
bién aquí. 

La concreción del nuevo marco autonómico catalán no fue fácil. El 
primer proyecto de estatuto elaborado rápidamente y aprobado de forma 
masiva en el referendum del 2 de agosto de 1931,.—el 99 por 100 votos 

í—, tuvo que ser sustancialmente modificado ya que partía 


en favor del sí 
de una concepción federal del régimen republicano español y atribuía al 
pueblo catalán una plena soberanía política. El estatuto definitivo, apro- 
bado por las Cortes republicanas en septiembre de 1932, supeditaban el 
régimen autonómico catalán a la soberanía republicana y rebajaba sensi- 
blemente tanto las competencias como los recursos económicos. Como 
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competencias en exclusiva se contemplaban los servicios de orden público, 
justicia, administración local, beneficencia, obras públicas, trabajo y 
sanidad. 

La vida de la Cataluña autonómica estuvo marcada por la hegemonía 
de ERC, que tendrá la mayoría absoluta en el parlamento catalán, y por 
las dificultades de la Lliga por-configurarse como la oposición conserva- 
dora. Esta fuerza política oscilará entre situarse en una posición centrista, 
defendiendo explícitamente la legalidad republicana, o situarse claramente 
entre las derechas antirreformistas y clericales, coincidiendo así como las 
minúsculas formaciones antirrepublicanas y antiestatutarias. 

La inestabilidad del régimen republicano y las tensiones sociales serán 
evidentemente una de las principales limitaciones de la Cataluña autonó- 
mica. En la propia CNT catalana, tras unos meses de entendimiento con 
las nuevas autoridades autonómicas, pasará a imponerse el sector más ra- 
dical —la FAI— defensor de impulsar una táctica revolucionaria. Así, la 
ofensiva cenetista que tendrá como punto culminante la insurrección del 
Alto Llobregat de enero de 1932, evidenciará hasta que punto no era un 
espejismo el proyecto interclasista y de conciliación social de ERC. Y a 
partir de noviembre de 1933, con la victoria electoral de las formaciones 
de centro-derecha, las tensiones entre el gobierno de Madrid y la Gene- 
ralitat se acentuarán notablemente. En 1934 con motivo de la aprobación 
por el parlamento catalán de la ley de contratos de cultivos, que permitía 
a los arrendatarios de las viñas —rabassaires— acceder a la propiedad 
mediante indemnización, se iniciará una grave crisis. Las fuerzas de la 
derecha catalana —la Lliga especialmente— y los grandes propietarios 
—l Institut Agrícola— apelarán a Madrid y el gobierno central interven- 
drá en el pleito en favor de ellos: el Tribunal de Garantías Constitucio- 
nales negará al parlamento catalán la facultad de aprobar la mencionada 
ley. 

En este contexto los hechos del 6 de octubre de 1934 deben ser inter- 
pretados como una respuesta de ERC al nuevo gobierno central —for- 
mado por radicales y cedistas— y a las movilizadas clases conservadoras 
catalanas. Y todo ello con la voluntad de suscitar otra movilización, la de 
carácter reformista, republicano y catalanista. La rebelión del 6 de octu- 
bre, con la proclamación del «Estat Catala» por Companys, no contó ni 
con suficientes fuerzas propias mi suscitó un amplio apoyo popular —la 
CNT se abstuvo de intervenir— por lo que fue rápidamente sofocada por 
el ejército. Y la respuesta gubernamental fue contundente: suspensión del 
estatuto, control directo de Cataluña por el gobierno central que nom- 
brará gobernadores generales, y detención y condena del gobierno Com- 
panys. Y a esto seguirá la represión generalizada de las izquierdas 
catalanas: destitución de ayuntamientos, encarcelamiento de más de 3.500 
personas, deshaucio de 1.500 rabassaraires y despido de unos 4.500 tra- 
bajadores por motivos políticos. 

Esta situación acabará provocando a la radicalización de la vida polí- 
tica y social catalana y propiciará la configuración de dos bloques sociales: 
las izquierdas opuestas a la política gubernamental formarán, ante las elec- 
ciones generales de febrero de 1936, el Front d'Esquerres de Catalunya, 
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que reunirá a ERC, socialistas y comunistas. Á su vez las derechas cata- 
lanas, desde la Lliga Catalana a los grupos claramente antirepublicanos 
—monárquicos y carlistas—, se unirán en un frente ultraconservador —el 
Front Catala d'Ordre—. La Lliga daba así prioridad a la política de de- 
fensa social en perjuicio de su anterior orientación centrista y catalanista. 

En Cataluña ganarán claramente las izquierdas en las elecciones de 
febrero del 36, —obtendrán casi el 60 por 100 de los votos—, cosa que 
permitirá —gracias a la victoria general del Frente Popular— el restable- 
cimiento de la vigencia del estatuto y liberación de Companys, que volvió 
a ocupar la presidencia de la Generalitat. 

Tras estas elecciones se inició en Cataluña un doble proceso político: 
por un lado, el gobierno ERC y la Lliga Catalana iniciaron una cierta 
aproximación y la propia patronal catalana adoptó una actitud moderada 
y de defensa de la legalidad, por lo que sólo sectores muy minoritarios de 
la ultraderecha —carlistas, falangistas, monárquicos— intervinieron en los 
preparativos de la rebelión militar. Esta etapa de relativa calma social ha 
permitido que, con notable exageración, se hablase del «oasis catalán» de 
la primavera del 36. Igualmente ésta fue una etapa de reagrupamiento en 
el movimiento obrero caracterizado por la reintegración en la CNT de los 
sindicatos de oposición —los llamados trentistas— y por los procesos de 
unificación de los pequeños partidos comunistas, socialistas y nacionalistas 
radicales que dieron lugar a la formación de Partit Obrer d'Unificació 
Marxista (POUM) y al Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC), 
éste ya iniciada la guerra. 


13. (GUERRA Y REVOLUCIÓN EN CATALUÑA 


El análisis de la guerra civil en Cataluña, y en especial del proceso 
revolucionario que en ella tuvo lugar durante treinta meses, ha motivado 
una abundantísima producción bibliográfica. De todas formas esta histo- 
riografía ha sido, a grandes rasgos, excesivamente ideologista y apasio- 
nada, y muy a menudo maniquea: igualmente debe constatarse que 
generalmente se ha utilizado una documentación escasa, basada en la 
prensa e impresiones personales, y que la mayoría de los estudios se han 
centrado exclusivamente en la ciudad de Barcelona, pretendiendo que en 
el resto de Cataluña pasaba casi lo mismo que en la capital, cosa a todas 
lueces inexacta. 

La insurrección militar que se produjo en Cataluña el 19 de julio fue 
vencida tras duros combates en las calles de Barcelona. Pero como es 
sabido ello codujo a una auténtica guerra civil, y al desbordamiento polí- 
tico de ERC y de la Generalitat. La crisis y colapso de la mayoría de los 
aparatos del estado facilitó el protagonismo de las fuerzas obreras que 
habían participado activamente en la lucha contra el ejército sublevado. 
Guerra y revolución social se producían en Cataluña al mismo tiempo. 

Pero la cuestión del poder durante la guerra civil en Cataluña es com- 
pleja y no puede ser resumida de forma simplista e ideologista como si 
unas fuerzas pretendieran principalmente ganar la guerra mientras otras 
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tan sólo estuvieran interesadas en hacer la revolución. Porque hay que 
señalar, de entrada, que los acontecimientos de julio de 1936 superaron y 
desbordaron a sus propios protagonistas que si bien esperaban un golpe 
militar no pudieron prever en absoluto la nueva situación que existiría en 
Cataluña tras el fracaso de éste. En pocas horas la administración repu- 
blicana quedó colapsada y desorganizada, las fuerzas armadas que habían 
defendido la legalidad republicana desgastadas, vencidas y disueltas las 
rebeldes y los sindicatos y partidos obreros fuertemente armados y en 
pleno estado de euforia por su éxito. La lucha contra los militares suble- 
vados les había llevado a encontrarse con el poder en las manos. 

Será ésta una situación compleja en la que se producirá la extraña 
coincidencia entre la conciencia de defender legitimidad republicana y la 
de estar forjando una nueva sociedad. Y junto al fraccionamiento del po- 
der político debe añadirse que los trabajadores se hicieron cargo de la 
dirección de gran parte de las empresas, entre otras cosas porque la ma- 
yoría de ellas habían sido abandonadas por sus propietarios. 

Las fuerzas obreras catalanas, y en especial la CNT, se enfrentaron así 
al reto histórico de organizar y dar coherencia a la nueva situación. Por 
primera vez en su historia tenían la posibilidad de cambiar profundamente 
las cosas, de transformar la sociedad. Pero también debían controlar real- 
mente la situación, evitar el caos y ser desbordados por actuaciones es- 
pontáneas e irresponsables, y también impedir el colapso económico. 

La cuestión del fraccionamiento del poder respondía a que en buena 
medida predominaba una visión localista de cómo hacer la revolución sin 
tener en cuenta problemáticas más generales de carácter político, militar 
y económico. Así, en el verano del 36 sin que de hecho ninguna fuerza 
obrera lo dirigiese —ni el Comité de milicias antifascistas creado el 21 de 
julio— tuvo lugar en Cataluña un espontáneo e incontrolado proceso re- 
volucionario que comportaba no sólo la creación de nuevos organismos de 
poder —los comités revolucionarios locales—, y la colectivización de las 
más importantes empresas por sus trabajadores, sino también la represión 
masiva de las personas sospechosas de simpatizar con los rebeldes. Fueron 
tantos los errores y abusos cometidos entonces que desde las propias filas 
revolucionarias se alzaron voces de protesta por lo que estaba pasando. 
Así, el cenetista de Badalona, Joan Mañé afirmaba, no sin ironía, que «lo 
más fácil es incautar, pero lo más difícil es hacer funcionar el nuevo sis- 
tema, un sistema que tiene unos objetivos muy diferentes a los del ante- 
rior». Igualmente, Joan Peiró, líder del sector moderado de la CNT, 
denunció con vehemencia los asesinatos cometidos de forma incontrolada 
señalando que el mayor peligro para la revolución podría venir de la re- 
taguardia y no del frente. 

De hecho los comités revolucionarios, en los que predominaban los 
militantes de los grupos obreros, trasladaron los esquemas y las formas de 
funcionar del sindicalismo a la administración local. Pero pronto, ante el 
peligro de un inminente colapso económico que decepcionaría a las clases 
populares, optaron por pactar con la Generalitat para legalizar la obra 
revolucionaria. Así, a partir de septiembre de 1936 se entró en un proceso 
de unión de las «dos legalidades», la institucional republicana y la que era 
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fruto de la revolución. Se formó así un gobierno de la Generalitat, en 
septiembre de 1936, con participación de los más importantes grupos obre- 
ros, CNT, UGT, PSUC y POUM, y se disolvió el Comité de Milicias. Y 
a escala local se unificaron los comités revolucionarios y los consistorios 
municipales. 

Este gobierno catalán logró que el 2 de octubre del 1936 la república 
traspasara a la Generalitat todos sus servicios, con lo que puede decirse 
que Cataluña era de hecho un auténtico «estado» dentro de la España 
republicana. Así, la Generalitat se dotó de consejería de Defensa, que 
dirigía de forma exclusiva el esfuerzo bélico catalán, de una Junta de Co- 
mercio Esterior, creo toda una amplia red de industrias de guerra, pasó a 
controlar las finanzas y a intervenir los bancos y cajas. 

En el terreno de la política económica destacará también el decreto de 
colectivizaciones de diciembre de 1936, que venía a legalizar lo que de 
facto ya se había producido, la colectivización de la mayoría de las em- 
presas catalanas. La obra revolucionaria fue también significativa en otros 
ámbitos como el de la municipalización de los servicios públicos —agua, 
gas, electricidad y transportes—, y la nacionalización de las industrias de 
guerra. 

Así, a partir de septiembre-octubre de 1936 las diferentes fuerzas po- 
líticas y sindicales catalanas comenzaron a ponerse en la situación de hacer 
compatible el esfuerzo bélico contra los rebeldes con la consolidación de 
las conquistas revolucionarias. La CNT que había sido la gran protagonista 
del proceso revolucionario del verano del 36, había tenido que hacer 
frente a una situación no prevista y extremadamente compleja. Por ello 
los dirigentes anarcosindicalistas fueron adaptándose a las nuevas condicio- 
nes y abandonando el utopismo revolucionario en aras a la eficacia y al 
mayor esfuerzo bélico: incluso destacados anarquistas catalanes, como 
Diego Abad de Santillán, Federica Montseny, Joan García Oliver o Joan 
Peiró, participaron en los gobiernos catalán y republicano, así como en 
los ayuntamientos, y progresivamente fueron asumiendo una actitud un 
tanto pragmática. Desbordaba por los sucesos de mayo del 1937 de Bar- 
celona, donde no supo adoptar una posición clara, la CNT fue perdiendo 
iniciativa y fuerza en Cataluña en beneficio de la Generalitat, ERC y el 
PSUC. Después los cenetistas mantuvieron una actitud vacilante frente a 
los gobiernos, entrando y saliendo de ellos con frecuencia, y todo ello no 
hizo sino acentuar sus tensiones internas que culminaron con la formación 
de diversas tendencias organizadas y enfrentadas. 

El PSUC fue la gran revelación de la guerra, tuvo un crecimiento es- 
pectacular y a partir de 1937 dispuso de una influencia política decisiva. 
Pese a lo heterogéneo de la procedencia política de sus iniciales militantes 
el PSUC supo atraer hacia sus filas a una buena' parte de la zona de 
influencia de ERC rabassaires, dependientes del CADCI, estudiantes de 
la FNEC, funcionarios— y constituir una potente central sindical —la 
UGT de Cataluña— con la que disputar a la CNT el predominio sindical. 
Porque pronto el PSUC se configuró como el nuevo partido obrero capaz 
de enfrentarse a la hegemonía de la CNT, dispuesto a acabar con el de- 
sorden interior y con la ineficacia militar. El PSUC supo, al mismo 
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tiempo, presentarse como la superación de la escisión histórica entre so- 
cialistas y comunistas y beneficiarse del prestigio de que gozaba entonces 
entre los trabajadores la revolución rusa y la propia ayuda de la URSS. 
De todas formas pronte se produjo dentro de el OPSUC un claro predo- 
minio de los sectores comunistas, partidarios de una bolchevización del 
partido y de acentuar la dependencia respecto al PCE y de la Internacio- 
nal Comunista, de la que el propio PSUC llegará a formar parte como 
sección catalana. 

Frente a la orientación claramente frente-populista del PSUC, el 
POUM se fue convirtiendo en el típico partido leninista que seguía a cie- 
gas el esquema revolucionario de 1917, proponiendo el no renocimiento 
de las instituciones republicanas y la creación de organismos revoluciona- 
rios —gobierno obrero y campesino, milicias obreras, soviets locales, et- 
cétera—. Esta posición radical le llevó a su progresiva marginación política 
dentro de Cataluña. Y al no contar con el apoyo de la CNT, el POUM 
fue pronto la víctima fácil de las pretensiones expansionistas del PSUC y 
ERC. A principios de mayo de 1937 la ocupación de la Telefónica de 
Barcelona por fuerzas fieles al gobierno de la Generalitat desencadenó un 
duro enfrentamiento en las calles que no terminó la llegada de fuerzas de 
orden público enviadas por el gobierno republicano. El POUM, que había 
sido uno de los promotores de los sucesos, fue entonces acusado de «con- 
trarrevolucionario», sus principales dirigentes fueron detenidos y procesa- 
dos y su líder Andreu Nin asesinado. 

La actitud de ERC durante la guerra fue compleja ya que este partido 
primero tuvo que recuperarse del desbordamiento político producido en 
julio del 36. A partir de septiembre del 36 sus principales dirigentes —en 
especial Companys, Tarradellas y Pi Suñer— comprendieron que la única 
posibilitad de reconstruir el poder institucional era reconocer las medidas 
revolucionarias como hecho consumado, e integrar en los órganos de go- 
bierno a los partidos y sindicatos obreros. Pero tras los sucesos de mayo 
de 1937 se inició la recuperación progresiva por parte del gobierno central 
de los servicios públicos de Cataluña. En octubre de 1937 el traslado a 
Barcelona del gobierno Negrín fue acompañado de la intervención estatal 
en las industrias de guerra, en los servicios de aprovisionamiento, así 
como del control total de ejército y fuerzas de orden público. Las tensio- 
nes entre los dos gobiernos residentes en Barcelona fueron constantes a 
causa de la duplicidad de jurisdiciones exitentes y las mutuas interferencias 
no hicieron más que incrementarse. Finalmente por un decreto de 16 de 
junio de 1938 quedaron anuladas las facultades de la Generalitar de dictar 
disposiciones sobre multitud de materias, cosa que liquidaba gran parte de 
la autonomía catalana existente y acentuaba la dependencia de la Gene- 
ralitat del gobierno republicano. 

Pese a lo que se dijo entonces, y aún se afirma por partes de algunos 
historiadores, el esfuerzo militar catalán realizado durante la guerra fue 
muy considerable: en pocos meses se crearon más de 500 industrias de 
guerra en Cataluña, en las que trabajan 80.000 obreros, y que producían 
todo tipo de armas, municiones, uniformes, vehículos militares y hasta avio- 
nes. La movilización de hombre fue también masiva: 19 quintas fueron 


398 ESPAÑA 


llamadas a filas en Cataluña, calculándose el total de los incorporados al 
ejército popular en unos 300.000 hombres, de'los cuales más de 10 por 
100 resultarían muertos en combate. En el fracasado esfuerzo final de la 
batalla del Ebro participaron más de 100.000 soldados catalanes, entre 
ellos los integrantes de la famosa «quinta del biberón», que entonces tan 
sólo tenían dieciocho años y que resultaron diezmados. 

Pero también es preciso tratar de la cuestión de la violencia, y en 
particular de la represión desencadenada durante la guerra en Cataluña. 
Ésta tuvo, inicialmente, un claro carácter espontáneo y abusivo, siendo 
ejercida por múltiples grupos de descontrolados, y estaba motivada bási- 
camente por una voluntad preventiva —reprimir a los posibles simpatizan- 
tes con los rebledes— y de venganza política, social o incluso personal. 
En total se ha contabilizado unos 8.500 asesinatos, de los cuales el 30 por 
100 eran religiosos. El carácter anticlerical de este movimiento represivo 
debe enmarcarse lógicamente en un análisis más amplio partiendo del pa- 
pel desempañado por la Iglesia católica y el clericalismo en la sociedad 
contemporánea, y singularmente teniendo en cuenta la actitud beligerante 
frente al régimen republicano de una parte importante de la jerarquía 
católica. 

Es difícil valorar la obra de la Generalitat dada la agitada vida del 
régimen autonómico catalán, la lentitud de los traspasos, la supresión tem- 
poral de la vigencia del estatuto y la situación excepcional de la propia 
guerra civil. Quizá la tarea más destacable se produjera en el campo de 
la cultura y la enseñanza donde se impulsaron los principios de catalani- 
dad, democratización y laicismo. Con la catalanización se logró consagrar 
el catalán como lengua oficial de uso público y administrativo; un impor- 
tante impulso se centró en el objetivo de poner la cultura al alcance de 
los sectores populares; igualmente se fomentó la enseñanza pública, pese 
a que la primaria no era competencia estatutaria, se creó la Universitat 
Autónoma en 1933, el Institut Escola, la Universitat Popular, la Normal 
de la Generalitat, etc. El 27 de julio de 1936 se creó el CENU, Consejo 
de la Escuela Nueva Unificada, que impulsará la catalanización y la total 
escolarización infantil, consiguiendo este último objetivo en la propia ciu- 
dad de Barcelona en 1938. 

Durante la guerra se tuvo lugar un proceso de intensa catalanización 
de la vida pública y privada. Fue sin duda el momento de máxima expan- 
sión de la prensa en catalán: 11 ciudades tenían diario en catalán y en la 
propia Barcelona se editaban 7 diarios en esta lengua. Igualmente debe 
destacarse el gran esfuerzo en terreno de la cinematografia: la productora 
de la Generalitat, Laia Films, realizó en poco más de dos años 135 do- 
cumentales y noticiarios, todos ellos en catalán. También se puede apre- 
ciar este fenómeno de la catalanización en el cartelismo, en la publicidad, 
en el incremento de las diferentes formas de literatura popular, e incluso 
en el teatro y en las revistas musicales. Sin embargo, no fue una pura 
coincidencia que en el momento de mayor predominio político e ideoló- 
gico de las clases populares coincidiera con el de máximo esfuerzo de 
catalanización de la vida pública. Porque este fenómeno no sólo respondía 
a un espíritu de rearfirmación catalanista frente a un enemigo visceral- 
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mente españolista, sino también a una clara voluntad de llegar y comuni- 
carse mejor con las clases populares utilizando su propia lengua, la que 
habitualmente era usada en la calle por la inmensa mayoría de la pobla- 
ción catalana. El propio Carles Pi y Suñer, conseller de Cultura durante 
la guerra, ha explicado claramente las razones de este fenómeno en sus 
Memorias: «El año 1938, año en que Cataluña, asediada por los ejércitos 
enemigos, sometida a un cruel bombardeo aéreo, colmada de los que ahí 
han ido a refugiarse, con la penuria de alimentos que bordea el hambre 
colectiva, y con la amenaza de la derrota cada vez más temida, pasa, no 
obstante, por un momento de actividad cultural intensa. ¿Cual fue la 
causa de este fenómeno que parece extraño y paradójico? Es que, por 
encima de todo, Cataluña es la conciencia de una cultura; el moldea- 
miento de su espíritu en un troquel de siglos; es esencialmente una afir- 
mación: la voluntad de ser, de existir. No es, pues, tan de extrañar que 
en aquella hora tuviese como reacción natural, como una forma de de- 
fensa propia, la implícita voluntad de manifestarse, de ratificarse». 


14. CATALUÑA DURANTE LA DICTADURA FRANQUISTA 


La situación de Cataluña en febrero de 1939 era la de un país hundido, 
en el que una radical división entre vencedores y vencidos se alzaba sobre 
un mar de odios y rencores. Carácter antidemocrático y represivo del ré- 
gimen franquista ha sido sobradamente analizado y quizá no haga falta 
reiterarlo aquí. Pero sí el hecho que respecto a Cataluña los vencedores 
de la guerra desplegaron desde un primer momento una política tendente 
a borrar toda manifestación de su especifidad. Para los franquistas la he- 
terogeneidad era un signo de debilidad y por ello había que acabar con 
todo signo de ella, fuera politica, ideológica, cultural o linguistica. Lo 
diverso, lo discrepante, no podía formar parte del proyecto de la «nueva 
España» del franquismo. 

Así para las autoridades franquistas se planteó como una auténtica ne- 
cesidad política el extirpar totalmente los valores constitutivos del espíritu 
catalanista para así poder reconstruir «la unidad nacional» española rota, 
según ellos, con la concesión del estatuto de autonomía de 1932. Por ello 
los vencedores impulsaron una acción más basada en la represión que no 
la integración. La represión tuvo en Cataluña un claro carácter de ejem- 
plaridad, de castigo, así como de masividad y de continuidad. Durante 
toda la dictadura se mantuvo una radical división entre vencedores y ven- 
cidos. No hubo por parte de las autoridades franquistas en ningún mo- 
mento del régimen un auténtico intento de reconciliación y de superación 
de la guerra civil. 

Pero los treinta y tantos años de régimen franquista también significa- 
ron para Cataluña un trascendental cambio que afectó tanto a su pobla- 
ción como a su economía y a la propia configuración de su sociedad. 
Quizá sea durante estos difíciles años cuando tengan lugar las más radi- 
cales transformaciones de toda la época contemporánea: la fisonomía de 
Cataluña se modificará notablemente y todo ello en el marco de un régi- 
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men político dictatorial. Cataluña se convirtió en poco más de treinta 
años, en un país sensiblemente diferente ya que sufrió unos rapidísimos 
cambios demográficos y económicos, cambios que en otros países —Fran- 
cia por ejemplo— se habían producido en un período de sesenta o setenta 
años como mínimo. 

Así, entre 1939 y 1975 Cataluña pasó de menos de 3 millones de ha- 
bitantes a casi 6 millones, es decir, dobló su población. Y dos tercios de 
los nuevos habitantes eran emigrantes procedentes de forma mayoritaria 
del sur peninsular (Andalucía y Murcia); y éstos se concentraron preferen- 
temente en las ciudades industriales cercanas a Barcelona. El más alto 
nivel de vida de Cataluña —en 1955 la renta per cápita de Barcelona era 
un 55 por 100 superior a la media española— y la situación de pleno 
empleo que existía fueron factores básicos de este impresionante flujo mi- 
gratorio. Y con él se acentuó el carácter urbano e industrial del país: ya 
en los años setenta más del 70 por 100 de población catalana residía en 
el área metropolitana de Barcelona. 

El desarrollo económico catalán de estos años se caracterizó por la 
acentuación del peso de la industria, que llegó a ocupar a más del 50 por 
100 de la población activa, merced a un importante proceso de diversifi- 
cación: así junto a la tradicional industria textil se produjo un notable 
crecimiento de sectores como el automóvil, la maquinaria, el farmacéu- 
tico, el químico, las artes gráficas, etc. Igualmente los servicios conocieron 
un importante desarrollo gracias al boom del sector turistico, así como de 
la construcción, el comercio, el bancario —las caixas— y los seguros. Y 
todo ello fue acompañado de una lógica, pero muy rápida, pérdida de 
peso del sector agrario, que de significar el 25 por 100 de la población 
activa en 1940 pasó a menos del 8 por 100 treinta y cinco años después. 
Fue durante la década de los sesenta y principios de los setenta cuando 
se dio el ritmo de crecimiento económico más importante de la historia 
catalana: entre 1962 y 1975 el incremento anual del valor añadido alcanzó 
una media del 14 por 100, siendo el mayor de España y uno de los más 
altos de Europa. 

Nuevos y graves problemas se plantearon en Cataluña como conse- 
cuencia de tan acelerado y radical proceso de cambios. Los primeros pro- 
blemas vendrán derivados de la falta de control democrático de la gestión 
pública. En efecto, al no existir unas instancias de representación popular 
el crecimiento económico y urbanístico será caótico, estará escasamente 
controlado y se tolerarán toda clase de irregularidades y desafueros. La 
nula planificación urbanística, la inexistencia de reglamentaciones coheren- 
tes, la ineficacia y abulia de las administraciones públicas y la impunidad 
con la que actuaban ciertos grupos de presión darán como resultado un 
acusado déficil en todo tipo de servicios públicos —escuelas, hospitales, 
etcétera—y un grave deterioro del contorno ecológico de las zonas urba- 
nas y costeras. Será durante esta etapa cuando surgirá una nueva burgue- 
sía especuladora que gracias a sus especiales relaciones con las 
instituciones políticas franquistas intervendrá de forma decisiva en la crea- 
ción de empresas de servicios, en las nuevas obras públicas (autopista) y 
en la construcción de polígonos de viviendas sociales de ínfima calidad. 
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Este modelo de desarrollo acelerado y desordenado además agudizará 
los ya graves problemas sociales y culturales que tenía planteados el país. 
Será muy difícil la adaptación e integración en Cataluña de los centenares 
de miles de emigrantes llegados de forma masiva y obligados a habitar en 
un auténtico gheto, en las nuevas ciudades-dormitorios del extraradio bar- 
celonés, sin que fuera nada fácil para ellos al acceso a la cultura y la 
lengua catalanas. Los costes culturales y sociales del franquismo fueron en 
Cataluña casi tan graves como los propios de carácter político. 

Algunos historiadores han querido presentar la victoria franquista de 
1939 como una derrota colectiva de los catalanes, pero quizá sería preciso 
matizar bastante esta afirmación porque puede producir confusiones. Si 
bien es cierto que la Cataluña nacionalista democrática y revolucionaria 
fue claramente derrotada en 1939, en absoluto se puede afirmar que todos 
los catalanes perdieran la guerra. Ciertos sectores de la sociedad catalana 
—básicamente las clases acomodadas—, como consecuencia del radica- 
lismo del conflicto interior de 1936-1939, consideraron la victoria fran- 
quista como propia, y otros, con el tiempo, acabaron por aceptar de forma 
más O menos prágmática la nueva situación. 

Como ya hemos dicho el régimen franquista pretendió desde el primer 
momento erradicar todo signo del pasado democrático, catalanista y re- 
volucionario y así se prohibieron partidos, sindicatos, asociaciones, coo- 
perativas, centros culturales, publicaciones y en general toda entidad 
considerada «no adicta» al nuevo régimen. Evidentemente todas las insti- 
tuciones autonómicas —Generalitar, parlamento, etc.—, fueron abolidas, 
se prohibió el uso público del catalán en la administración, enseñanza, 
prensa, radio, cine, publicidad, etc., e igualmente se procedió a una sis- 
temática depuración de funcionarios de las diferentes administraciones pú- 
blicas —unos 25.000 fueron cesados sólo en Cataluña— así como del 
sector privado. Jamás en la historia catalana, ni en 1714, un conflicto civil 
había finalizado con una represión tan absoluta de los vencidos. 

Por todo esto sí que podemos decir que la guerra civil y la victoria 
franquista supusieron un trauma colectivo para los catalanes que había 
defendido sus instituciones autonómicas o sus proyectos de cambio social. 
Hay que tener presente que la guerra provocó de forma directa más de 
50.000 muertos en Cataluña y que si a esto añadimos las muerte indirectas 
y los exiliados nos encontraríamos con que un mínimo de 130.000 catala- 
nes, es decir, un 4,5 por 100 de la población existente en 1936, había 
desaparecido del país tres años después por muerte o exilio. 

El carácter de clase de la guerra y del franquismo explica el apoyo que 
una gran parte de la burguesía catalana dio al nuevo régimen ya que éste 
le permitió recuperar sus propiedades confiscadas, le garantizaba el orden 
social y le ayudaba a recuperar su papel de clase dominante. Hubo, sin 
embargo, diferentes tipos de apoyos al franquismo: desde el minoritario 
apoyo estusiasta al nuevo régimen, abdicando explícitamente del pasado 
catalanista, hasta los que lo hacían por clara conveniencia económica. Y 
por ello, ya desde el propio año 1939, encontramos destacados elementos 
de la clase dominante del país —muchos de ellos antiguos militantes de la 
Lliga— ocupando cargos dentro de la nueva administración local, en los 
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sindicatos verticales y otras instituciones oficiales. Esto significaba dar 
apoyo y colaborar con un régimen que estaba “intentado liquidar de raíz 
los aspectos constitutivos de la tradición catalanista, que pretendía hacer 
desaparecer la memoria colectiva de pertenecer a una nación y que aspi- 
raba a «españolizar« Cataluña por métodos represivos. 

Sin embargo, la idea de nación española que el franquismo quiso im- 
poner mediante su política institucional, educativa y cultural era tan agre- 
siva como grosera y tan sólo pudo atraer a aquellos que ya estaban 
predispuestos a ello. La idea de una España eterna, fundamentada en 
pasadas glorias imperiales, ultracatólica y tradicionalista, estaba demasiado 
vinculada al antiliberalismo reaccionario y agresivo para poder ser un ins- 
trumento de integración en Cataluña. Porque de hecho, en ningún mo- 
mento el franquismo pretendió difundir una idea realmente nueva de 
España que pudiera atraer a los vencidos en la guerra civil. No. Siempre 
quedaba claro que había unos vencedores —el ejército, la iglesia, la de- 
recha tradicional, la Falange, etc.—, y unos vencidos. Y que estos últimos 
tan sólo podían formar parte de la «nueva España» si abdicaban de sus 
ideales y aceptaban los de los vencedores. 

En estas condiciones políticas la recuperación de las fuerzas vencidas 
en 1939 no fue fácil. El duro sistema represivo del franquismo se mostró 
estremadamente eficaz hasta los años sesenta, es decir, mientras el acti- 
vismo clandestino fue incapaz de movilizar a sectores significativos de la 
población. Hay que recordar que unos 40.000 catalanes pasaron por los 
consejos de guerra franquistas y que de ellos casi un 10 por 100 fueron 
ejecutados. Y que el intento de responder a la violencia gubernamental 
con la «violencia popular», es decir, la lucha armada de los maquis tam- 
bién concluyó de forma drámática: la Guardia Civil asegura haber dado 
muerte en Cataluña, entre 1943 y 1953, a nada menos que a 243 guerri- 
lleros, mientras otros 271 resultaban heridos y los detenidos sumaban un 
total de 1.251: en total casi 2.000 personas. 

Pero no sólo fue la represión, dura, tenaz y persistente, lo que dificultó 
la recuperación de las fuerzas de oposición. También estaban sus diferen- 
cias internas, muy profundas desde el final de la guerra. Las rivalidades 
ideológicas y los rencores despertados por «las responsabilidades» por la 
derrota hicieron que hasta bien entrada la década de los sesenta difícil- 
mente se pueda hablar de acciones unitarias entre los grupos de la opo- 
sición antifranquista. Igualmente es preciso considerar que los análisis que 
los grupos de la oposición hacían sobre el régimen, su carácter y sus po- 
sibles apoyos interiores y exteriores eran bastante simplistas. Si bien era 
cierto que las clases populares eran ampliamente hostiles a la dictadura, 
para las fuerzas políticas catalanas esta hostilidad era, a menudo, confun- 
dida con la predisposición para movilizarse políticamente en cualquier mo- 
mento. Para los dirigentes de la oposición el franquismo no podía tener 
en Cataluña ningún tipo de apoyo social y se sostenía tan sólo gracias a 
la represión. El régimen franquista era simplificado como un sistema po- 
lítico que sólo representaba a los militares, los curas, los falangistas y los 
oligarcas, y, por tanto, la inmensa mayoría de los catalanes «tenían que 
ser» forzosamente antifranquistas. De hecho, las fuerzas de la Oposición 
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no supieron valorar con detalle la extrema fatiga física y anímica en que 
se encontraban las clases populares catalanas. A las dificultades de los 
últimos meses de la guerra, ahora debían añadir la masiva represión del 
franquismo y las condiciones de grave penuria alimentaria y de sobrexplo- 
tación laboral de la posguerra —hasta 1954 no se recuperó la renta per 
cápita de antes de la guerra. 

Las fuerzas de la oposición fueron, así, poco sensibles a esta situación 
y durante años consideraron que las clases populares catalanas, y espe- 
cialmente los obreros, estaban dispuestos a colaborar activamente en el 
derribo de la dictadura cuando se les llamara a ello. Estos análisis erró- 
neos y subjetivistas, y las propias rivalidades internas acabaron por crear 
un progresivo divorcio entre la vanguardia resistente, que anunciaba cada 
dos por tres el fin inminente de la dictadura, y las clases populares, ocu- 
padas principalmente por subsistir a las duras condiciones de vida y de 
trabajo a que estaban sometidas. La situación catalana, y de hecho tam- 
bién la española, de 1944 no se parecía en nada a la italiana o a la fran- 
cesa de ese mismo año: aquí, a parte de no entrar los tanques de los 
aliados, la población había sufrido una cruenta guerra civil de treinta y 
dos meses y una brutal represión política durante casi cinco años, y apenas 
podía sobrevivir económicamente. 

El protagonismo en el activismo antifranquista durante los años cua- 
renta correspondió básicamente a tres tendencias políticas: al catalanismo 
de izquierdas, a los marxistas y a los anarcosindicalistas. En el campo de 
catalanismo progresista se produjo la crisis y decadencia progresiva de 
Esquerra Republicana (ERC) y la emergencia de un nacionalismo más 
radical representado por el Front Nacional de Catalunya (FNC). ERC se 
fue convirtiendo poco a poco en el partido del exilio ya que a partir de 
1946 dejó de tener organizaciones y publicaciones estables en el interior 
de Cataluña. Fueron los hombres de ERC los que mantuvieron la conti- 
nuidad institucional defendiendo la existencia de la Generalitat, e incluso 
de un gobierno de ella en exilio entre 1945 y 1946; y todo ello en buena 
medida al margen de lo que estaba pasando en el interior de Cataluña. 
El FNC, en cambio, formado por gente joven que censuraba el moderan- 
tismo nacionalista de ERC, fue un grupo muy activo en el intérior hasta 
que fue desarticulado por la policía a finales de los cuarenta. De sus restos 
organizativos surgirá, ya en los años sesenta, las principales teorizaciones 
sobre el nuevo independentismo catalán y sobre la cuestión de los «Países 
Catalanes». 

Por lo que respecta a las fuerzas políticas marxistas debe señalarse que 
el PSUC pasó por un acentuado proceso de «bolchevización» que le hizo 
perder gran parte de sus dirigentes, sobre todo en el exilio. Esta crisis fue 
acompañada de una mayor dependencia del PCE, tanto desde el punto de 
vista político como organizativo. Este proceso culminaría en 1949 con la 
expulsión de su propio secretario general, Joan Comorera. El POUM, 
fuertemente perseguido durante la etapa final de la guerra civil bajo la 
falsa acusación de ser trostkista, evolucionó hacia una posición socialista 
y así en 1945 gran parte de sus militantes del exilio crearon el Moviment 
Socialista de Catalunya (MSC). 
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La CNT, todopoderosa entre la clase obrera catalana durante casi 
treinta años, acabó la guerra profundamente dividida y erosionada. En 
1945 se formalizó la división entre los apolíticos, que controlaban los or- 
ganismos directores en el exilio francés y proponían la lucha armada, y 
los reformistas o políticos, defensores de mantener la unidad de acción 
antifranquista y de la acción obrera, que eran mayoritarios en Cataluña. 
Estas divergencias y la represión policial debilitaron de forma considerable 
a la CNT de modo que a principios de los años cincuenta quedara redu- 
cida en Cataluña a un grupo extremadamente minoritario y marginal. 

A principios de los años cincuenta la consolidación política del régimen 
franquista gracias a los apoyos políticos y económicos del bloque occiden- 
tal colocaron a la oposición en una difícil encrucijada. Las esperanzas 
puestas en los aliados durante la coyuntura de 1944-1946 se desvanecieron 
pronto, la lucha armada había resultado un fracaso y las principales or- 
ganizaciones clandestinas habían sido desmanteladas por la acción policial. 
Hasta entonces la resistencia había sido protagonizada por la generación 
que había perdido la guerra y que mantenía aún el espíritu, las consignas 
y las formas de actuar de ese conflicto, y que aún creía posible un retorno 
a 1936 ó 1931. 

La huelga de tranvías de Barcelona, y la siguiente huelga general del 
12 de marzo de 1951, vinieron a confirmar que las cosas empezaban a 
cambiar pero que había franquismo para rato. En efecto, esta formidable 
movilización popular había surgido de forma casi espontánea y había des- 
bordado las previsiones de los más optimistas miembros de la oposición. 
Pero había sido una batalla centrada en una reivindicación económica que 
la impericia de las propias autoridades había politizado. La huelga de tran- 
vías demostraba las grandes posibilidades movilizadoras de las luchas rei- 
vindicativas pero también que la lucha política contra el régimen debía 
plantearse a largo plazo y partiendo casi desde cero. 

No fueron muchas las fuerzas políticas que comprendieron la nueva 
situación. Las que se anclaron en los esquemas típicos de la primera pos- 
guerra —como la CNT— acabaron por casi desaparecer. Así desde finales 
de los años cincuenta, y junto al proceso de desarrollo económico y el 
movimiento migratorio ya descritos, el panorama de la oposición antifran- 
quista se fue modificando notablemente. De forma progresiva se creará 
un nuevo movimiento obrero, basado en la lucha reivindicativa, que uti- 
lizará los mecanismos legales del sindicalismo oficial y que será impulsado 
principalmente por comunistas del PSUC y por sindicalistas de origen cris- 
tiano que acabaran evolucionando hacia posiciones socialistas. Esta hege- 
monía de la izquierda marxista, muy clara desde mediados de la década 
de los sesenta, coincidira con un crecimiento notable del activismo cívico 
y Cultural de carácter catalanista y democrático. En este movimiento, que 
se manifestará tanto en la producción de libros y revistas en catalán como 
en canciones —el movimiento de «la nova cancó»— o en la renovación y 
catalanización de la enseñanza, también destacará pronto una intelectua- 
lidad comprometida con la lucha democrática en la cual la influencia ideo- 
" lógica del marxismo será creciente. Sin embargo, también surgiran en este 
marco de lucha cultural nuevas corrientes catalanistas, entre las cuales 
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una, de clara matriz cristiana, que dada la destacada personalidad de su 
más conocido dirigente, Jordi Pujol, será posteriormente conocida por el 
«pujolismo». Igualmente dentro del mundo de la Iglesia catalana se pro- 
dujo un cambio de relevancia al crecer la sensibilización hacia las causas 
de carácter democrático y catalanista. Las declaraciones antifranquistas del 
abad de Montserrat, Aureli M,* Escarré, así como el compromiso sindi- 
calista de algunos jóvenes sacerdotes y las misma campaña popular en 
favor de obispos nacidos en el país —«volem bisbes catalans»— fueron un 
claro signo de los cambios que se estaban produciendo en una institución 
tan vinculada al régimen como la Iglesia católica. 

Los cambios sociales y económicos, que supondrán un incremento no- 
table del nivel de vida, favorecerán también la movilización popular. Una 
nueva generación formada por gente que no había participado, o incluso 
vivido, en la guerra civil pasará a ser la gran protagonista de la recons- 
trucción, O mejor dicho de la construcción, de los nuevos movimientos 
sociales. Así ya en los años sesenta, por primera vez en el franquismo, se 
crearán movimientos de masas no espontáneos, sino relativamente orga- 
nizados y estables. Y no sólo entre los obreros industriales, sino también 
entre otros sectores de los asalariados como la construcción, los servicios 
—banca—, la enseñanza, la sanidad, el campesinado —la Unió de Page- 
sos— así como entre los estudiantes universitarios y en colegios profesio- 
nales y asociaciones de vecinos. 

El crecimiento de la fuerza de la oposición favoreció también una más 
estrecha la relación entre la lucha político-sindical y la lucha de carácter 
catalanista, cosa que posibilitará un importante proceso de toma de con- 
ciencia y de asimilación de las principales demandas de este movimiento. 
Y todo ello acabará confluyendo en la creación de toda una serie de ins- 
tancias unitarias que superaban la división histórica de la oposición anti- 
franquista existente desde 1939: con la creación de la Comisión 
Coordinadora de Fuerzas Políticas, en 1969, y sobre todo de la Asamblea 
de Cataluña, en 1971, la oposición antifranquista catalana adquirió una 
unidad de acción y un impulso considerable. El «hecho catalán» se había 
convertido en el principal elemento aglutinante de la oposición política y, 
en buena medida, de la acción de masas. 

Ya a principios de la década de los setenta el movimiento obrero, 
hegemonizado por Comisiones Obreras, tuvo un desarrollo notable y logró 
dirigir destacadas luchas no sólo de carácter reinvindicativo, sino también 
político: acciones antirepresivas, luchas solidarias, movilizaciones en de- 
manda de los derechos sindicales y políticos, etc. Las propias elecciones 
sindicales de la primavera de 1975 significaron una clamorosa victoria de 
las candidaturas obreras unitarias y democráticas cosa que demostró la 
fuerza y la consolidación de las organizaciones clandestinas de los traba- 
jadores. La panorámica política catalana se había transformado notable- 
mente en treinta años: las tres principales fuerzas históricas casi habían 
desaparecido: la Lliga, infeudada al franquismo, logró su autodestrucción; 
la ERC, anclada en el exilio, era cada vez más ajena a lo que pasaba en el 
país; y la CNT, dividida y liquidada por la represión policial, se había con- 
vertido en unas siglas históricas. Y una nueva izquierda —PSUC y los nuevos 
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grupos socialistas—, principales imopulsores de los movimientos sociales, 
así como un nuevo catalanismo democrático y liberal —el «pujolismo»— 
parecían estar llamados ha protagonizar la última y decisiva fase de la 
lucha antifranquista. 

La sociedad catalana de la etapa final del franquismo había alcanzado 
un notable nivel de bienestar y de desarrollo económico, pero también en 
ella se había producido una creciente politización. La sensibilización ca- 
talanista y democrática era ya notable, y muy importante el desarrollo 
cultura y asociativo logrado. Se podría decir que se había creado una so- 
ciedad civil muy dinámica al margen, y muchas veces en contra, de la vida 
oficial. Y al mismo tiempo en esta sociedad de los setenta se habían im- 
puesto nuevos hábitos y otras costumbres. Las propias formas de vida se 
habían profundamente alterado con la emergencia del consumismo, la in- 
fluencia de la televisión, la generalización del automóvil, o el propio im- 
pacto de la invasión turística. Y al mismo tiempo la fácil comunicación 
con Europa permitía recibir fácilmente todo tipo de influencias exteriores 
—cine, libros, etc—. La Cataluña de los setenta era ya un país en el que 
el «franquismo sociologico» era un sector minoritario y casi marginal. 


15. UNA TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA MARCADA POR EL SIGNO 
DE LA REIVINDICACIÓN AUTONÓMICA 


Qué duda cabe que la resolución del «problema catalán» ha sido un 
elemento clave para medir el ritmo y el alcance de la transición democrá- 
tica española. Y esto ha sido así porque Cataluña era, en el momento de 
la muerte del general Franco, sin duda el país en el que las fuerzas de- 
mocráticas no sólo tenían más capacidad de movilización popular, sino 
también un mayor grado de unidad política. 

La notable fuerza de las reinvindicaciones autonomistas y democráticas 
se vio pronto confirmada al ser clamorosamente rechazadas las insatisfac- 
torias fórmulas descentralizadoras anunciadas por el posfranquista go- 
bierno Arias Navarro (campaña «Volem l'Estatut» de febrero de 1976). 
Igualmente el primer gobierno Suárez ve vio impotente para controlar la 
creciente presencia en la vida pública catalana de los aún ilegales partidos 
políticos y para impedir las movilizaciones impulsadas por la Asamblea de 
Cataluña (concentración en Sant Boi de Llobregat el 11 de septiembre 
de 1976). 

Las primeras elecciones democráticas, las del 15 de junio de 1977, vieron 
a confirmar esta impresión. El proyecto suarista de ofrecer una simple des- 
centralización administrativa se vio rechazado ampliamente al obtener las 
candidaturas partidiarias del restablecimiento del estatuto de 1932 nada me- 
nos que el 75 por 100 de los votos emitidos. Y, junto a esto, la otra gran 
novedad de estas elecciones en Cataluña fue la clara victoria de las candi- 
daturas de izquierdas (28 por 100 de los votos para el PSC-PSOE y el 18 
por 100 para el PSUC) y los discretos resultados de la gubernamental UCD 
y de la coalición encabezada por Jordi Pujol (ambas obtuvieron un 16 por 
100 de los votos). Las primeras elecciones tras la guerra civil y el franquismo 
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venían a evidenciar que existía un notable contraste entre una Cataluña, 
identificada mayoritariamente con el proyecto autonomista de las izquierdas, 
y el resto de España, dominado por el ecléctico centrismo ucedista. 

La gran manifestación autonomista del 11 de septiembre de 1977, la 
más masiva de la historia catalana —se calcula en casi un millón de per- 
sonas las que desfilaron por la calles de Barcelona— fue una muestra 
clamorosa de la exigencia de unos organismos de poder catalán antes de 
que se elaborase y aprobase la propia constitución española. Y esto obligó 
a reaccionar al gobierno Suárez: el 29 de septiembre de 1977, tras un 
rápido y espectacular viaje a Madrid del exiliado presidente de la Gene- 
ralitat Josep Tarradellas para entrevistarse con el rey y Suárez, de decre- 
taba el restablecimiento provisional de esta histórica institución de 
gobierno catalana. Pero, de hecho, «la operación Tarradellas» debe con- 
siderarse tanto como una hábil maniobra de Suárez para evitar los peligros 
de la presión popular y neutralizar a las mayoritarias izquierdas catalanas, 
como también una explícita aceptación oficial de la reivindicación estatu- 
taria catalana. Porque, debe recordarse que este ha sido el único acto de 
reconocimiento y restauración de la legitimidad republicana en todo el 
proceso de la transición democrática española. 

Así, entre octubre de 1977 y abril de 1980 Josep Tarradellas como pre- 
sidente de la Generalitat de Cataluña pasó a convertirse en un elemento 
clave de la transición política. Tarradellas formó un gobierno de unidad 
—que abarcaba desde ucedistas hasta comunistas—, neutralizó gran parte de 
las iniciativas de los partidos catalanes contra el gobierno Suárez y logró 
sustraer no poco protagonismo político a las fuerzas de izquierdas, que eran 
mayoritarias en la Asamblea de parlamentarios catalanes. 

En las elecciones generales y municipales de 1979 se repitió en Cata- 
luña la victoria de las izquierdas, y así socialistas y comunistas pasaron a 
gobernar en los ayuntamientos de las principales ciudades, mientras que 
la coalición liderada por Jordi Pujol —ahora ya Convegéncia i Unio— 
empezaba a consolidarse como la tercera fuerza del país. 

Sin embargo, un año antes, la práctica totalidad de los partidos parla- 
mentarios catalanes —la excepción fue ERC— habían dado su apoyo y 
sus votos a la nueva constitución española, lo cual era una feaciente mues- 
tra de que las antiguas fuerzas antifranquistas habían abandonado sus es- 
trategias rupturista y aceptado la institución monárquica y las líneas 
generales de la reforma política suarista. El pacto constitucional de 1978 
supuso que los partidos catalanes no diesen la batalla política de la sobe- 
ranía, ni evidentemente de la autodeterminación, ni tampoco la de la 
forma federal del estado. Y que aceptasen el proyecto del «estado de las 
autonomías» que diseñaba 17 comunidades autonómicas, la mayoría de las 
cuales apenas tenían tradición regionalista ni sentimientos de país común. 
De este modo se diluía la especificidad de los casos catalán, vasco y ga- 
llego y se sustraía protagonismo a los nacionalismos históricos. 

El nuevo modelo de estado configurado por la constitución de 1978, a 
medio camino entre el tradicional sistema unitario simplemente descentra- 
lizado y el modelo federal, condicionó notablemente las características ge- 
nerales de la futura autonomía catalana. La constitución obligada a 
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mantener en Cataluña la artificial división provincial y reservaba al poder 
central amplísimas competencias exclusivas y la*clave del sistema de finan- 
ciación de todas las administraciones públicas. 

Así el proyecto de estatuto catalán fue ya elaborado sabiendo los már- 
genes que permitía la constitución por lo que muchas de las reivindicacio- 
nes históricas del catalanismo ya no pudieron ser incluidas. Elaborado por 
consenso entre UCD, PSC-PSOE, Y CiU, el proyecto de estuto fue apro- 
bado en el referendum del 25 de octubre de 1979 por una amplísima ma- 
yoría, aunque la participación había sido notablemente baja ya que sólo 
votó el 596 por 100 del censo. El nuevo estatuto entró en vigencia el 
1 de enero de 1980 concluyendo así en Cataluña más de cuatro décadas 
de férreo centralismo político. 

El estatuto catalán de 1979 es claramente superior en atribuciones al 
de 1932 en materia de enseñanza, cultura, lengua y medios de comunica- 
ción, pero es notablemente inferior en las competencias de orden público, 
justicia y obras públicas. Y además deja en una compleja y peligrosa am- 
bigúedad una materia tan decisiva como la financiación de la autonomía, 
que de hecho queda fuertemente hipotecada a los criterios de la política 
hacendística del gobierno central. 

El estatuto actual, como el de 1932, establece que integran la Gene- 
ralitat el Parlament de Catalunya —formado por 135 diputados—, el pre- 
sidente y el Consell Executiu (gobierno). Pero además se han creado otras 
instituciones de importancia, como el Tribunal Superior de Cataluña, el 
Consell Consultiu —compuesto de asesores jurídicos— y el Sindic de 
Greuges —el defensor del pueblo catalán. : 


16. (ORGANIZACIÓN DE LA AUTONOMÍA CATALANA 


Como hemos visto en septiembre de 1977 Cataluña recuperó, aunque 
de forma provisional, su tradicional institución de gobierno, la Generali- 
tat, y en 1979 se aprobó un segundo estatuto con lo que de forma defi- 
nitiva recuperaba la utonomía política. El camino para llegar a este punto 
no había sido fácil ya que se había visto lógicamente enmarcado en el 
proceso de la transición democrática española. Pero antes de entrar a des- 
cribir el funcionamiento de la actual autonomía catalana, quizá sea con- 
veniente hacer una rápida visión panorámica de lo que ha significado el 
catalanismo político durante el último siglo y medio. 


17. RASGOS Y CARACTERÍSTICAS DEL CATALANISMO 
CONTEMPORÁNEO 


El movimiento catalanista se fue configurando a lo largo del pasado 
siglo xIx a partir de cuatro elementos fudamentales: la reivindicación de 
la lengua y de la cultura propia; la recuperación de la memoria histórica; 
la diferenciación económica; y el sentimiento de carecer de influencia po- 
lítica en el nuevo estado liberal español. 
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La reivindicación de la lengua y de la cultura catalana como diferentes, 
y tan relevantes como la castellana, fue fundamentalmente obra del mo- 
vimiento conocido por la «Renaixenca», que promovió la recuperación li- 
teraria del catalán y la lucha contra su inferioridad de uso y contra el 
evidente peligro de diglósia. Es importante destacar este papel simbólico 
de la lucha por la lengua propia. El historiador Ferran Soldevila concluía 
su Historia de Catalunya, publicada en 1935, con esta significativa frase: 
«L'idioma estava salvat. I, salvat lPidioma, estava salvada Catalunya.» 

Así, la lucha por la lengua se convirtió en el símbolo más característico 
de la catalanidad. Y no lo fue, en cambio, el insistir en el factor étnico, 
como pasaba con el primer nacionalismo vasco, el teorizado por Sabino 
Arana. 

La reivindicación del pasado histórico, sobre todo de la época medie- 
val, tuvo igualmente un papel destacado. Recuperar el recuerdo que Ca- 
taluña había sido una de las más importantes naciones-estado de la 
Europa bajomedieval y que había protagonizado una brillante expansión 
por el Mediterráneo, servía para ejemplarizar lo mucho que se habría 
podido conseguir de haber continuado estando dotada de instituciones de 
autogobierno. Porque las causas de la decadéncia económica y política 
catalanas se hacían recaer, de forma harto abusiva, en la pérdida de estas 
instituciones a causa de la unificación del poder político español. 

El tercer elemento fue el destacar la diferenciación económica y social 
que se había producido desde finales del siglo XVIII. Se hacía, así, una 
contraposición mecánica entre la industriosa Cataluña y la agraria España, 
para finalmente señalar que los problemas económicos y sociales eran sen- 
siblemente diferentes de los que se producían en el resto de España y que 
ello no se reflejaba en absoluto en la política de los diferentes gobiernos. 

Este sentimiento de discriminación por la política económica oficial 
debe incorporarse al cuarto elemento constitutivo del moderno catala- 
nismo, el de considerar que los catalanes tenían una muy escasa influencia 
en la política española. Así, se considerará que el estado español estaba 
controlado por una clase política que tan sólo defendía los intereses de la 
oligarquía terrateniente del sur de España, de los financieros y los mili- 
tares, es decir, de los grupos más retardatarios y más autoritarios. Y a 
esto habrá que sumar la crítica al modelo centralista de estado, conside- 
rado por los doctrinarios catalanistas como ineficaz, corrupto y artificial. 

Estos elementos sirvieron de argumento fundamental para gran canti- 
dad de opúsculos y libros, de marcado carácter agitatorio, que pese a lo 
exagerado de mucho de sus argumentos no hacían más que responder con 
las mismas armas a la ofensiva, más sutil y poderosa, del nacionalismo 
español. 

Sin embargo, debe señalarse que no hay que confundir estos factores 
o elementos constitutivos de la conciencia de catalanidad, con el catala- 
nismo como movimiento o manifestación de carácter político. Y es impor- 
tante retener esta idea porque existe una tesis muy difundida, elaborada 
en buena medida por Eric Prat de la Riba, que pretende presentar al 
catalanismo político como el simple resultado de la toma de conciencia de 
la burguesía a finales del siglo XIx, Así, se viene a decir, tras los poetas 
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y eruditos de la «Renaixenga» vinieron los historiadores y los juristas, que 
rescataron el glorioso pasado y defendieron el derecho tradicional catalán; 
luego fueron los economistas y los publicistas que difundieron la especifi- 
dad económica catalana; y finalmente llegaron los políticos y los doctri- 
narios burgueses que elaboraron los proyectos políticos y las propuestas 
de autogobierno. Esta visión acaba, lógicamente, atribuyendo a la burgue- 
sía culta la construcción del catalanismo político en exclusiva. 

Esta tesis es demasiado lineal y simplista para ser cierta. En ella se 
privilegia el papel de las minorías intelectuales y se las presenta como 
creadoras de todas las propuestas doctrinarias y políticas, muchas veces al 
margen de su auténtico contexto social. Y, sobre todo, esta tesis olvida 
que la formación de la conciencia nacional no responde a la directrices de 
unos intelectuales, sino que es un largo y complejo proceso histórico que 
afecta al conjunto de la sociedad. Porque es falso que existieran en Ca- 
taluña unos pocos hombres lúcidos y unas mayorías pasivas y poco sensi- 
bles a lo que pasaba en su país, ya que casi se puede decir que pasaba 
todo lo contrario. La visión que atribuye a la burguesía el protagonismo 
en la construcción del catalanismo es sesgada y no responde a la realidad 
histórica, pues olvida, o minimiza, las continuas manifestaciones de clara 
conciencia de catalanidad realizadas por las clases populares; y, peor aún, 
se enmascara que la inmensa mayoría de los burgueses catalanes del pa- 
sado siglo eran política y culturalmente unos convencidos españolistas. 

Porque ya en los tiempos más agitados de la revolución liberal nos 
aparecen frecuentes muestras de actitudes populares catalanas contrarias 
al centralismo político y defensoras de diferentes fórmulas de poder pro- 
pio. Sin ir más lejos, todo el movimiento «juntista» barcelonés de los años 
1836-1843 está impregnado de una clara voluntad de autogobierno, aunque 
no se explicite de forma políticamente coherente. Y es importante resaltar 
que los grupos más anticentralistas catalanes eran los que más influencia 
tenían entre las clases populares: los demócratas, los republicanos y los 
liberales más radicales. Así, debe destacarse el carácter popular, y no bur- 
gués, de las primeras movilizaciones anticentralistas catalanas. 

De igual forma no hay duda que el propio carlismo catalán evolucionó 
durante la segunda mitad del siglo pasado hacia una opción básicamente 
tradicionalista y foralista construida sobre la aversión del campesinado al 
modelo de estado liberal centralista. Y durante el sexenio democrático 
(1868-1874) la fuerza del federalismo en Cataluña, e incluso los sucesivos 
y fracasados intentos de proclamar el «Estado Catalán» en 1873, no son 
sino una muestra del gran arraigo popular de la voluntad de autogobierno. 
Así, hasta la Restauración, puede decirse que los movimientos populares 
catalanes, fueran ideológicamente de izquierdas o carlistas, se movieron 
siempre en el campo del anticentralismo y de lo que podríamos denominar 
pre-nacionalismo. 

A partir de 1875 la represión y marginación de federales y carlistas 
propició un mayor protagonismo dentro del catalanismo de los individuos 
y las asociaciones de carácter conservador y burgués. El fracaso político 
del proyecto interclasista de Almirall, a causa del boicot de los sectores 
conservadores, fue ya una clara evidencia de la existencia de un duro 
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enfrentamiento social que dificultaría cualquier tipo de proyecto colectivo. 
Fue entonces, y sólo entonces, cuando empezaron a predominar en el 
catalanismo las visiones tradicionalistas y ultracatólicas, cuando el conser- 
vadurismo social de los intelectuales burgueses configuró una imagen del 
país y del catalanismo a su propia medida y de acuerdo con sus intereses 
de grupo. y fue esta tendencia la que preparó el camino para la formación 
en 1901 de la Lliga Regionalista. 

Las clases populares catalanas, por su parte, acabaron por refugiarse 
en diferentes formas de asociacionismo propio —sindicalismo, ateneos 
obreros, escuelas laicas, etc.— resistiendo así la ofensiva ideológica y po- 
lítica de las clases conservadoras. Pero aunque mantuvieron evidentes 
muestras de su conciencia de catalanidad —uso de la lengua, revistas y 
publicaciones en catalán, etc.—, no lograron vertebrar doctrinal ni políti- 
camente estos sentimientos. 

En páginas anteriores hemos podido seguir el proceso político del ca- 
talanismo en el siglo xXx y no es preciso reiterarlo. Debe recordarse, sin 
embargo, que hemos precisado el éxito y las limitaciones del proyecto 
burgués de la Lliga Regionalista de principios de siglo, las grandes difi- 
cultades para configurar una. alternativa de izquierdas a él, y la transcen- 
dencia del apoliticismo anarcosindicalista. Después también se ha 
intentado explicar los por qué del gran cambio en la dirección del catala- 
nismo en 1931 y de las características de la propuesta populista de Esque- 
rra Republica. Cuando se ha analizado la guerra civil igualmente se ha 
destacado el importante y singular proceso de intensa catalanización que 
se produce en la sociedad catalana en aquellos agitados años. Y, final- 
mente, al tratar la época franquista se ha insistido en el papel aglutinante 
y unificador de las fuerzas antifranquistas que desempeñaron las reivindi- 
caciones catalanistas. Como también se ha precisado en los momentos fi- 
nales del franquismo, democracia y catalanismo eran en Cataluña dos 
símbolos de una misma salida política: no se podía entender el uno sin el 
otro. Y por ello quizá Cataluña, y sus reivindicaciones autonómistas, fuera 
uno de los más destacados protagonistas de la transición democrática es- 
pañola. 


18. EL RÉGIMEN AUTONÓMICO CATALÁN (1980-1988) 


Con el inicio de la etapa plenamente autonómica se ha producido un 
importante cambio en el panorama político catalán: la coalición Conver- 
gencia i Unió, que hasta entonces era la tercera fuerza del país, se con- 
virtió en la primera al triunfar sucesivamente en las elecciones 
autonómicas de 1980, 1984 y 1988. Sin embargo, debe así mismo señalarse 
que durante estos años en las diversas consultas electorales realizadas en 
Cataluña han salido triunfantes diferentes opciones: así, en las elecciones 
generales españolas y en las europeas siempre han triunfado los socialistas, 
y en las municipales persiste la hegemonía de las izquierdas, aunque en 
menor medida que en 1979. Quizá la razón de esta disparidad de resul- 
tados se deba al hecho de que exista en Cataluña un fácil intercambio del 
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voto y a que con un cierto pragmatismo parte del electorado vote más a 
los cabeza de lista que a los partidos o ideologías que estos dicen repre- 


sentar. 


Resultados de las elecciones generales y autonómicas 
(en porcentaje) 


1 Unión del Centro y la Democracia Cristiana, coalición formada por el Centro Catalán y Unión 


Democrática. mn 
2 Pacto Democrático, coalición formada por Convergencia Democrática y el Partido Socialista (Rea- 


grupament). 


La evolución del panorama político catalán desde 1980 ha sido relati- 
vamente clara. En primer lugar se constata la escasa fuerza electoral del 
centro-derecha españolista, representado básicamente por UCD, AP y 
CDS. Estas formaciones juntas ya no han superado el 16 por 100 de los 
votos, cuando en 1979 llegaron al 22 por 100, por lo que no han pasado 
de ser la tercera o cuarta fuerza política catalana. 

En gran medida la escasa incidencia de estas opciones del centro-de- 
recha españolista se ha debido a la atracción de votos realizada desde 1980 
por Convergencia i Unió, y especialmente por su líder Jordi Pujol. Alre- 
dedor de este político se ha ido aglutinando progresivamente gran parte 
del voto moderado, sea catalanista o no. En las elecciones autonómicas 
de marzo de 1980 Pujol supo presentar con habilidad la existencia de un 
doble enfrentamiento ideológico-político en Cataluña: el que oponía a las 
fuerzas marxistas frente a las no marxistas, y el que enfrentaba a los par- 
tidos «sucursalistas» con los catalanistas. Y fue a partir de estas premisas, 
a las que las izquierdas no supieron sustraerse, como CiU logró atraer al 
«voto útil» del centro-derecha catalán. 

Las victorias convergentes en las autonómicas de 1984 y 1988 se han 
debido, además de este fenómeno del voto útil, al propio atractivo per- 
sonal de su líder Jordi Pujol, que ha sabido cuidar su imagen de hombre 
de estado, y a la útil indefinición ideológica de la coalición: así, CiU apa- 
rece como una opción en parte liberal, en parte demócrata-cristiana y en 
parte conservadora. Igualmente la ambigúedad de su propuesta catalanista 
ha permitido a Pujol conectar eficazmente con los sectores burgueses espa- 
ñolistas, con las clases medias y populares autóctonas e incluso con una 
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buena parte de la propia inmigración obrera. Así, desde 1984 CiU ha lo- 
grado una importante penetración electoral en zonas de las clases populares 
inmigradas que parecían, a priori, sólo inclinadas a votar a las izquierdas. 
De esta forma el proyecto pujolista ha logrado monopolizar totalmente el 
catalanismo moderado, neutralizar en buena medida al de izquierdas —ha 
reducido a ERC a ser un satélite suyo— y, al mismo tiempo, ha impedido 
el desarrollo de un independentismo radical influyente. 

Los socialistas catalanes del PSC-PSOE pese a mantenerse como la 
primera fuerza electoral en las elecciones generales y municipales se han 
visto relegados al papel de principal fuerza de la oposición al gobierno 
Pujol. Y este papel se tornó complejo y conflictivo a partir de 1982 
cuando el PSOE pasó a controlar el gobierno de Madrid. Porque, de he- 
cho, el PSC-PSOE se convirtió, a su pesar, en el incómodo representante 
de la política gubernamental en Cataluña, lo que le ha provocado no po- 
cos problemas y ha dañado su imagen autonomista. Lógicamente CiU ha 
aprovechado esta situación para pretender exclusivizar el catalanismo y 
para esgrimir, a menudo con notable éxito político, un cierto victimismo: 
tanto la LOAPA como el intento de procesar a Pujol en relación con la 
quiebra de Banca Catalana han servido sobre todo para erosionar la ima- 
gen de los socialistas catalanes, acusados de cómplices de la política «agre- 
siva» del gobierno de Madrid. 

Otro elemento destacado de la vida política catalana de los ochenta ha 
sido la crisis y hundimiento electoral del PSUC. Agitado por problemas 
ideológicos, en los que las intromisiones del PCE (Carrillo) jugaron un 
papel decisivo, en PSUC perdió en 1982 gran parte de sus militantes y 
tres cuartas partes de su electorado. Y así, a partir de ese año, dada la 
debilidad electoral de comunistas y del centro-derecha españolista, se fue 
imponiendo también en Cataluña un claro bipartidismo: entre CiU y el 
PSC-PSOE recogen desde 1984 más del 70 por 100 de los votos catalanes. 

Debe, así mismo, señalarse el fracaso de los intentos de movilizar a 
sectores de la población de origen emigrante por parte de fuerzas como 
el Partido Socialista de Andalucía que pretendían constituir una comuni- 
dad andaluza en Cataluña y así propiciar una auténtica escisión intraco- 
munitaria. 


Composición del parlamento de Cataluña 
(Número de diputados) 


GOnverscucla 1 UDIÓ 2... 00 cociatoco ns 
A AOS OO 
EAU LO O anta te: 


A E OO CIO OOO ROI OSORNO 


ATA RO CNO IR ARO CI ONES ORIO IDA CICACIO 


A ERROR E OO OIDO ORO 


O OOOO OS OOOO MORO RO RECTO 


a A aa o AAA aa 0019)... 
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Con respecto a la gestión de los gobiernos autonómicos debe indicarse 
que el primer gobierno catalán, formado exclusivamente por miembros de 
la coalición CiU, contó con el apoyo parlamentario de UCD y ERC. La 
política de este gobierno se centró desde un primer momento en la con- 
secución del máximo de competencias estatutarias en el mínimo tiempo 
posible. Y ello condujo a que la negociación de las transferencias y de su 
financiación se realizara a menudo de forma precipitada e improvisada. 
Este proceso se vio favorecido por el hecho que el gobierno de UCD 
necesitaba en las Cortes los votos de los diputados de CiU. 

A partir de 1984 la mayoría absoluta lograda por CiU le hubiera per- 
mitido gobernar sola pero Pujol prefirió conceder una consellería a ERC 
para acentuar la impresión de que todas las fuerzas catalanistas estaban 
en su gobierno y que fuera de él sólo restaban los partidos «sucursalistas». 

Los conflictos entre el gobierno central y el catalán han sido abundan- 
tes estos años. Hasta 1981 se podía decir que la iniciativa autonómica 
había sido claramente llevada por las fuerzas políticas catalanas y que el 
alto grado de movilización popular había sido un factor decisivo para ha- 
cer que el gobierno Suárez cediese en sus iniciales pretensiones restricti- 
vas. Sin embargo desde 1981, tras el intento de golpe de estado del 20 de 
febrero, la administración central retomó la iniciativa perdida y pretendió 
resituar y limitar importantes aspectos de las competencias autonómicas 
catalanas. La LOAPA —Ley Orgánica para la Armonización del Proceso 
Autonómico— elaborada por el gobierno Calvo Sotelo pero consensuada 
entre UCD, PSOE y AP, fue un primer paso en este camino de rectifi- 
cación y control de las competencias ya otorgadas y de limitación de los 
servicios que faltaban por transferir. 

A partir de octubre de 1982 la nueva administración socialista, enva- 
lentonada por su considerable fuerza política, empezó a difundir un men- 
saje político modernizador, con un claro substrato ideológico neo- 
españolista, que conducía a una cierta parálisis de la política autonómica 
e iniciaba un regateo constante sobre las competencias por traspasar y 
sobre el sistema de financiación. Estas tensiones han provocado la fre- 
cuente presentación de recursos de inconstitucionalidad ante el Tribunal 
constitucional por parte de los dos gobiernos. 

Y en este contencioso el gobierno Pujol ha logrado representar con 
éxito ante la opinión catalana el papel del «agredido», de que su política 
de reconstrucción del país se veía torpeada por el centralismo de nuevo 
cuño que representaban los socialistas. 

Pero también se han producido en estos años de autonomía catalana 
importantes conflictos internos, principalmente centrados en la cuestión de 
las competencias entre las diferentes instituciones del país. La Generalitat 
convergente se ha enfrentado con los municipios y las diputaciones socia- 
listas en numerosas cuestiones. Pero quizá el punto culminante de estas 
tensiones haya sido la aprobación de la Ley de división territorial de Ca- 
taluña que suprimía la Corporación Metropolitana de Barcelona, orga- 
nismo controlado por los socialistas. 
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19. CONSIDERACIONES SOBRE LA SITUACIÓN POLÍTICA ACTUAL 


Tras lo expuesto hasta ahora quizá fuera pertinente hacerse dos pre- 
guntas para aclarar algunos aspectos claves de la situación política cata- 
lana. La primera cuestión podría ser la siguiente: ¿por qué las izquierdas 
catalanas han perdido la hegemonía política y una buena parte de su ima- 
gen catalanista? La segunda pregunta vendría a completar a la primera: 
¿Cuáles son las causas del predominio político del «pujolismo»? 

Para responder a la primera cuestión sería preciso empezar recordando 
el fracaso de los proyectos rupturistas ideados antes de 1976 y las carac- 
terísticas peculiares de la reforma pactada. Pero es evidente que además, 
y ya desde 1977, las izquierdas catalanas modificaron sus propuestas polí- 
ticas en tres aspectos fundamentales: moderaron su mensaje catalanista, 
dieron prioridad a la via electoralista en detrimento de su implantación en 
los movimientos de masas, y acentuaron su dependencia en relación a sus 
homólogos españoles. 

Antes de 1975, en el marco de la lucha antifranquista, las izquierdas 
catalanas habían radicalizado sus proyectos catalanistas hasta el punto que 
tanto el PSUC como buena parte de los grupos socialistas defendían en 
sus programas el derecho a la autodeterminación de Cataluña. Sin em- 
bargo, la participación en el proceso de la reforma política les obligó a 
dejar de lado las reivindicaciones más radicales y a entrar en una política 
de consenso con todas las fuerzas políticas, incluyendo a los ex-franquis- 
tas. Pero esta moderación de los proyectos catalanistas de la izquierda 
estaba también motivada por el deseo de asegurar su fuerza electoral entre 
la población inmigrante. Las fuerzas de izquierdas llegaron a la convicción 
que las propuestas más nacionalistas eran escasamente aceptadas entre los 
sectores menos concienciados y politizados de las clases populares catala- 
nas. Á causa de esto y para evitar el peligro de una división entre los que 
se sintieran catalanes y los que se sintieran españoles, o andaluces como 
pretendía el PSA, la izquierdas decidieron abandonar las reivindicacines 
más radicales de su programa catalanista. 

Pero esta actitud está también relacionada a la opción política de dar 
prioridad a la vía electoral y al protagonismo exclusivo de los partidos en 
detrimento de las movilizaciones y de las organizaciones de masas. A lo 
largo de los primeros cuatro años de la transición las izquierdas catalanas 
habían ido aceptando la política de consenso, de pactos por arriba entre 
los dirigentes, cosa que acabó siendo perjudicial para su propia imagen 
como opción diferenciada. Se impuso así un claro tacticismo posibilista, 
abandonando las líneas más generales de su proyecto social a largo plazo. 
Y confiados en que su hegemonía electoral perduraría las izquierdas des- 
cuidaron sus vinculaciones con los sectores populares más sensibilizados y 
favorecieron su desmovilización. Y esto fue provocando un divorcio cada 
vez mayor entre la vida política —partidos, parlamento, gobierno, pactos 
por arriba, consenso, etc.—, y la dura vida cotidiana de las clases popu- 
lares catalanas: debe recordarse que estos eran los años más difíciles de 
la crisis económica: en 1985 el índice de paro en Cataluña ya superaba el 
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22 por 100; en las ciudades dormitorio de la eriferia barcelonesa la cali- 
dad de vida había disminuido sensiblemente mientras aumentaba la mar- 
ginación social y política. e 

El resultado lógico de este proceso fue el aumento del abstencionismo 
electoral, sobre todo en las elecciones autonómicas, la bajada radical de 
la militancia en partidos y sindicatos de izquierda, y la reducción drástica 
de los asistentes a los mítines electorales y a las manifestaciones convo- 
cadas por las fuerzas políticas. 

El crecimiento de la dependencia de PSC respecto del PSOE, y tam- 
bién, aunque en menor medida, del PSUC respecto del PCE, ha sido 
también un hecho de notable trascendencia política. Esto ha provocado 
que una importante parte de los intelectuales, profesionales y gentes de 
las clases medias que se sentían catalanistas y progresistas se apartase de 
estos dos partidos. Una parte, reducida eso sí, ha ido a parar al pujolismo 
o a ERC, pero la mayor parte ha engrosado la ya larga lista de los ex- 
militantes de izquierdas decepcionados. El deterioro de la imagen catala- 
nista del PSC-PSOE tras la LOAPA y a causa del comportamiento del 
gobierno González ha dificultado notablemente la formación de una au- 
téntica alternativa a CiU, sobre todo después de que la crisis del PSUC 
dejara en exclusivas manos de los socialistas esta opción. Por el momento 
los socialistas catalanes no parecen haber superado el dilema difundido 
por el pujolismo, al que ellos no han sabido sustraerse, entre su afirma- 
ción de catalanidad y su dependencia del partido del gobierno de Madrid. 

Respecto a la segunda pregunta planteada quizá convendría iniciar su 
respuesta recordando que el «pujolismo» tenía en 1975 una cierta ventaja 
respecto a la izquierda, la escasa definición de su proyecto político y so- 
cial. Porque ni la cuestión del tipo de estado, ni el carácter social del 
régimen a instaurar habían sido explícitamente abordados por el proyecto 
convergente. Catalanismo y democracia eran sus dos únicos principios, 
presentados y defendidos de forma notablemente abstracta. Cuando Con- 
vergéncia tuvo que definirse y buscar un espacio político concreto co- 
menzó con un inicial proyecto de centro-izquierda con ribetes progresistas 
—+el modelo sueco de que hablaba Pujol—. Pero ante el peligro de en- 
contrarse encerrada entre una izquierda fuerte y el centro-derecha guber- 
namental ucedista, evolucionó para convertirse en el eje de un nuevo 
centro-derecha. En efecto, en 1980 Pujol se lanzó decididamente a la con- 
quista del voto conservador, catalanista o no, utilizando hábilmente el fan- 
tasma del peligro marxista. 

Después, ya desde el gobierno catalán, el proyecto político conver- 
gente se ha ido construyendo a partir de actitudes más defensivas que no 
ofensivas, cosa que le ha permitido diluir con una cierta facilidad su ca- 
rácter conservador: defensa frente al peligro de una Generalitat gobernada 
por los marxistas; defensa frente al peligro de una Cataluña regida por 
fuerzas políticas «sucursalistas». Para el primer enfrentamiento Pujol en- 
contró fácilmente el apoyo moral de la propia Iglesia catalana y el apoyo 
material de la patronal, el Fomento del Trabajo Nacional. Y en cuanto a 
la dialéctica sucursalismo-catalanalismo, pese a ser un evidente tópico 
electoralista, no deja por ello de tener un cierto transfondo de verdad. 
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Eso ha sido útil para poder sustraer a la opinión pública el tener que 
explicarle el carácter concreto de su proyecto político. 

Y esta táctica defensiva es lo que ha continuado sirviendo a Pujol para 
responsabilizar, a veces con razón otras sin ella, de todas las deficiencias 
y dificultades de su gestión gubernamental primero a Calvo Sotelo y luego 
a Felipe González. Sin embargo, el fracaso de «la operación Roca» en las 
elecciones generales de 1986 fue una clara muestra de que cuando el pu- 
jolismo debía abandonar su ropaje catalanista para evidenciar su orienta- 
ción ideológica de forma explícita las cosas no resultaban tan sencillas. 

El proyecto pujolista ha logrado en Cataluña influir en amplios secto- 
res de la sociedad y no sólo entre las clases altas y medias. Su mensaje 
catalanista es eminentemente interclasista y siempre se ha centrado en la 
necesidad de la unidad nacional para poder emprender la reconstrucción 
del país. Y debe señalarse que actualmente la implantación o arraigo de 
los sentimientos catalanistas entre la población catalana, sobre todo entre 
las clases medias urbanas y rurales y especialmente entre los jóvenes, es 
muy considerable. Es significativo, por ejemplo, ver la escasa aceptación 
que tienen hoy en Cataluña tanto la bandera como el himno oficial espa- 
ñoles —que hay que recordar que son los mismos del franquismo— frente 
a la popularidad de la «senyera» y de «Els segadors», presentes en todas 
las manifestaciones del país, incluso en las deportivas y culturales. 


20. BREVE PANORÁMICA DE LA SITUACIÓN CULTURAL 


En el curso de las últimas décadas, que abarcan etapas tan dispares 
como el franquismo, la transición y el actual régimen autonómico, eviden- 
temente se ha producido una muy importante evolución del mundo cul- 
tural catalán. Lo analizaremos brevemente empezando por la cuestión de 
la lengua, para después tratar la situación de los medios de comunicación 
y finalmente la producción literaria. 

No hay duda que la cuestión lingúística ha tenido un notable protago- 
nismo en el conjunto de la problemática cultural catalana. Fue uno de los 
principales elementos del resistencialismo antifranquista, como lo refleja- 
ron las campañas «Catala a l'escola» y «Per lus públic del catala» de los 
años sesenta y setenta. Durante la transición continuó la movilización so- 
cial en favor de la oficialización del uso del catalán y ello provocó no 
pocas tensiones y debates. El estatus jurídico del catalán fue, sin duda, el 
principal centro de polémicas. En 1979 en el manifiesto publicado en la 
revista Els Marges, titulado «Una nació sense estat, un poble sense llen- 
gua?», se censuraban duramente las ambigúedades y restricciones legales 
a la oficialización total del catalán y el peligro de contentarse con conce- 
siones parciales, cosa que provocó un agitado debate sobre las propuestas 
lingúísticas de los partidos políticos. Y desde una posición totalmente 
opuesta a la anterior, en marzo de 1981 se publicó el manifiesto «Por la 
igualdad de los derechos lingúísticos en Cataluña» firmado por un grupo 
de intelectuales y profesionales que afirmaban que el castellano estaba en 
peligro en Cataluña ya que los castellano-hablantes podían ser discrimi- 
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nados por la política de oficializar el uso del catalán. La respuesta a este 
segundo manifiesto fue rápida y propició la formación de la organización 
llamada «Crida a solidaritat en defensa de la llengua, la cultura i la nació 
catalanes», que promovió importantes movilizaciones populares. 

La Constitución española de 1978 reconoció al catalán como «lengua 
española», juntamente con el castellano, vasco y gallego; y el estatuto de 
autonomía de 1979, declaró el catalán «lengua propia de Cataluña» y de- 
cretó su oficialidad; finalmente la ley de Normalización Lingúística, apro- 
bada por el parlamento catalán en abril de 1983, garantiza el libre uso del 
catalán y del castellano. Sin embargo, ninguna de estas leyes especifica 
que todo ciudadano de Cataluña tiene el deber de saber esta lengua, 
cuando la Constitución sí obliga a todo español a saber el castellano, con 
lo que se produce una evidente restricción legal al uso del catalán en la 
propia Cataluña. 

La política de normalización lingúística ha permitido un importante 
avance en el conocimiento y uso del catalán por parte de la población de 
este país. Según el censo lingúístico de 1986, un poco más del 90 por 100 
de los residentes en Cataluña entienden el catalán, con lo que se ha au- 
mentado 10 puntos con respecto a cinco años antes. También en 1986 el 
64 por 100 de la población catalana sabía hablar esta lengua, un 60 por 
100 leerla, pero sólo un 31 por 100 tenía capacidad para escribir en cata- 
lán. Es entre los jóvenes, y gracias a la catalanización de la enseñanza, 
donde se han producido los avances más destacados ya que según el censo 
lingúístico de 1986 casi dos tercios de los estudiantes saben escribir en 
catalán. 

La catalanización ha progresado también en los medios de comunica- 
ción. Actualmente hay cuatro diarios totalmente redactados en catalán 
(Avui, Punt Diari, Diari de Barcelona y Regió 7), aunque su difusión es 
reducida: en conjunto significan el 15 por 100 de la tirada total de los 
diarios catalanes. Ha sido mayor el crecimiento en publicaciones no diarias 
ya que a principios de 1989 se calculaban en más de 200 las revistas de 
periodicidad variable totalmente redactadas en catalán. En el mundo de 
la radiodifusión también el proceso ha sido importante ya que se ha pa- 
sado de tener en 1976 únicamente una emisora que sólo emitía en catalán 
a más de un centenar, entre públicas y privadas, en 1987. Y con respecto 
a televisión en la actualidad TE3, creada en 1983, emite exclusivamente 
en catalán, y el segundo canal de TVE tiene también un horario de emi- 
sión en esta lengua. 

En el mundo editorial el incremento de la publicación de libros en 
catalán ha sido también acusado: de los 611 títulos de 1975 se ha pasado 
a 4.145 en 1987, y la cifra de ventas se ha elevado de 3,3 millones de 
ejemplares en 1980 a más de 5,3 millones en 1984. De todas formas eso 
aún supone menos de un ejemplar por habitante y año. Este escaso con- 
sumo de libros en catalán es el lógico resultado de la falta de un público 
numeroso en esta lengua. El hecho que de la inmensa mayoría de los 
catalanes no hayan podido estudiar su propia lengua y literatura, y menos 
aún en su lengua, hacen de éstas unas grandes desconocidas. 

La política cultural en esta etapa autonómica se ha caracterizado tanto 
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por las tensiones entre las diferentes instituciones —Generalitat, ayunta- 
mientos y diputaciones— como por las pelémicas sobre el carácter mismo, 
y las prioridades, de la acción cultural. Se han manifestado visiones con- 
trapuestas sobre si es necesaria o no, y en qué medida, una política pro- 
tectora de todas las actividades culturales, desde las artísticas hasta la 
propia edición de libros. Por una. parte hay quien defiende la tesis de que 
dada la inferioridad en la que aún se encuentra la cultura catalana res- 
pecto a la española ésta precisa de una constante y generosa protección, 
único medio de superar el handicap de ser una nación sin estado propio. 
Otras opiniones abogan por una clara discriminación entre los sectores que 
deben consolidarse por sí solos en el mundo de la libre competencia y 
aquéllos que sí necesitan una específica financiación y apoyo. Pese a las 
advertencias de los peligros que significaría un dirigismo cultural oficial, 
la realidad es que, hoy en Cataluña, la inmensa mayoría de las actividades 
culturales y recreativas estan financiadas con fondos públicos. 

En Cataluña, quizá con mayor intensidad que en otros países, ha existido 
siempre la tendencia a confundir producción cultural con producción literaria, 
e incluso a identificar esta última con la poesía, mucho más que con la 
novela, el teatro u otros géneros como el ensayo o la investigación erudita. 
Tal vez la principal razón de este fenómeno sea que dado el destacado papel 
desempeñado por los poetas en la lucha por la lengua se ha tendido a mag- 
nificar la influencia y trascendencia de la producción poética. 

La literatura catalana que sobrevivió con dificultades a la dictadura 
franquista ha estado, y aún está, profundamente marcada por el hecho de 
haber desempeñado durante ella un papel claramente testimonial y resis- 
tencialista. No es de estrañar, por tanto, que en muchas de sus manifes- 
taciones nos aparezca aún como una literatura a la defensiva, poco abierta 
a influencias exteriores y a menudo autocomplaciente en exceso. 

Durante los años cuarenta y cincuenta persistieron, como signo de afir- 
mación y resistencia, las principales tradiciones estilísticas de pre-guerra, 
como la poesía de influencia simbolista o la novela de corte burgués. Pero 
esta producción literaria estaba fuertemente condicionada por la clandes- 
tinidad, la tolerancia y censura gubernamentales, o condenada a ser difun- 
dida en el exilio, y por ello tenía muy escasas posibilidades de llegar al 
público: era una literatura de minorías y para minorías. 

Con el cambio de los años sesenta, con el inicio de las corrientes rea- 
listas, si bien hubo una alteración de las formas estilísticas, persistió el 
carácter político de buena parte de la producción literaria: ahora había la 
decidida voluntad de denunciar la situación para así favorecer la toma de 
conciencia de la colectividad. La figura del intelectual comprometido con 
la causa democrática y popular será quizá la más características de los 
años finales de la dictadura. Una mayor difusión de las obras y el uso de 
un lenguaje más directo y cotidiano permitió a algunos autores salir del 
gheto resistencial, pero la difusión de las obras era aún muy reducida. 

Posteriormente con la emergencia de la llamada generación de los se- 
tenta, a caballo de la transición, las cosas han cambiado escasamente. Esta 
generación, integrada por jóvenes educados bajo la dictadura, fuertemente 
marcados por los actuales medios de comunicación de masas (televisión, 
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cine, cómic, etc.), y por la sociedad de consumo, ha intentado llegar al 
gran público —sobre todo joven— a base de un estilo más directo y de- 
senfadado. Sin embargo, pese a innovar y dinamizar notablemente el 
mundo literario, estos jóvenes no han supuesto una ruptura estilística ya 
que entre ellos hay una gran diversidad de tendencias. 

Durante la etapa de la transición y de la actual autonomía se ha inten- 
tado por diferentes procedimientos normalizar la vida cultural catalana, 
sin embargo, la producción literaria ha continuado aquejada del mismo 
problema de siempre: su público es escaso y está poco informado. Pese a 
los optimistas discursos de las autoridades culturales, la realidad es que la 
producción literaria catalana es aún una gran desconocida en su propio 
país y que los que la cultivan reciben un escaso reconocimiento social, y 
una casi nula compensación económica. Y así estamos. 
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EXTREMADURA 


El interés por el estudio del fenómeno regionalista y nacionalista en la 
España contemporánea ha sido estimulado en los últimos tiempos por la 
construcción de la España de la Autonomías, a raíz de la promulgación 
de la Constitución de 1978, a pesar de que la preocupación por estos 
temas se remonta a los últimos años del franquismo. Con todo, es evi- 
dente que, exceptuando los nacionalismos denominados históricos, sobre 
todo el catalán, el vasco y el gallego, las demás zonas del Estado español 
apenas contaban con monografías que abordasen específicamente la te- 
mática regionalista. Esta circunstancia alcanza su mayor magnitud en re- 
giones como Extremadura que no conoce todavía un estudio que abarque 
globalmente el regionalismo extremeño ', como ponen de manifiesto im- 
plícitamente Beramendi * y Orduña Rebollo ? en sus respectivos estudios 
sobre historiografía nacionalista y regionalista en España. 


1 Este vacío historiográfico lo ha intentado suplir el Área de Historia Contemporánea 
de la Universidad de Extremadura, con trabajos puntuales de Fernando S. Marroyo, Juan 
García Pérez y otros estudios en realización. Desde su creación el Departamento de Historia 
Contemporánea de la Universidad de Extremadura, en la actualidad Área de Historia Con- 
temporánea, impulsado, coordinado y dirigido por don Antonio Rodríguez de las Heras, ha 
orientado su actividad en un doble frente: el desarrollo de unos fundamentos teóricos me- 
todológicos en Historia, al mismo tiempo que se dirigían tesis y tesinas en la línea de una 
profundización histórica en el subdesarrollo extremeño. Este trabajo, como los de mis com- 
pañeros Fernando S. Marroyo, Juan García Pérez y María Jesús Merinero, se encuadra en 
esa segunda vertiente. En la actualidad realizo una tesis, dirigida por el profesor De las 
Heras, que trata de coordinar ambas líneas de trabajo. Dicha tesis lleva por título provisio- 
nal: Análisis comparado de la ideología y discurso regionalista en Cataluña y Extremadura: 
Cambó, Prat de la Riba, José López Prudencio y Juan Luis Cordero. 

2 G. Justo Beramendi: «Aproximación a la historiografía reciente sobre los nacionalis- 
mos en la España Contemporánea», en Los nacionalismos en la España de la Restauración. 
Revista de Estudios de Historia Social, núm. 28-29, 1984. 

? Enrique Orduña Rebollo: «Fuentes del regionalismo y del nacionalismo en España», 
en Nacionalismo y regionalismo en España, Córdoba, 1985. 
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Por ello al esbozar aquí una síntesis histórica del regionalismo extre- 
meño nos encontramos con la dificultad añadida de lagunas historiográfi- 
cas, que felizmente cada vez son más pequeñas. Estas carencias hemos 
intentado solventarlas en la medida de nuestras posibilidades, a la espera 
de algunos trabajos en realización que ofrezcan resultados concluyentes. 


1. EXTREMADURA-REGIÓN: DEL CONCEPTO A LA CONCIENCIA 
REGIONAL. LA COHESIÓN, LAS SEÑAS DE IDENTIDAD 
Y LA SINGULARIDAD EXTREMEÑA 


Uno de los problemas que se le plantea no sólo al historiador, sino 
también al ideólogo del regionalismo extremeño, es el de delimitar las 
señas de identidad y las singularidades colectivas del territorio y de los 
habitantes de Extremadura. Es obvio —y tendremos ocasión de profun- 
dizar en ello— que el regionalismo es antes que nada ideología y luego 
adquiere o no concreción en la realidad; pero la ideología ha de cons- 
truirse sobre un sustrato que la fundamente y que sea compartido y con- 
trastado por los receptores. 

En este sentido Extremadura juega con desventaja respecto a otras 
zonas españolas. Los elementos que se consideran definitorios de perso- 
nalidad colectiva: lengua, territorio, historia, cultura, instituciones peculia- 
res, etc., difícilmente pueden caracterizar de forma absoluta a toda la 
región, como se pone de manifiesto en un reciente estudio sobre los ele- 
mentos configuradores de la identidad colectiva en Extremadura *. Sin em- 
bargo hemos de reconocer, que si objetivamente dichos elementos no 
contribuyen categóricamente a otorgar singularidad a Extremadura, una 
visión diferente de los mismos, por lo tanto subjetiva e ideológica, puede 
presentarlos como ejes donde gire la entidad colectiva que es Extrema- 
dura. Y esto es así porque en el fondo subyace una mínima coherencia 
histórica que se superpone a hechos y acontecimientos más sólidos y de- 
terminantes. 

A esa mínima coherencia histórica, que en determinados aspectos no 
resulta tan pequeña, vamos a referirnos cuando analicemos los intentos de 
los propagandistas del extremeñismo que elaboran ideología en su deseo 
de captar la mayor cantidad de adeptos posible. Pero primero queremos 
esbozar mínimamente el proceso que culmina en 1833 con la configuración 
actual de la región extremeña. 

Bonifacio Palacios Martín ? plantea que a partir del siglo xv el nombre 
de Extremadura se utiliza para designar, únicamente, el espacio que ac- 


4 ; Z : A Pad : 
Juan García Pérez: «El problema de la personalidad regional. Algunas reflexiones so- 


bre los elementos configuradores de la identidad colectiva en Extremadura», en Extremadura 
como problema. Rev. Alcántara, núm. 13-14, Cáceres, 1988. También del mismo autor: «El 
fenómeno regionalista en Extremadura. Las dificultades de una autonomía», en Revista de 
Estudios Económicos y Empresariales, núm, 3. Plasencia, 1983. 

* Bonifacio Palacios Martín: «Origen de la conciencia regional extremeña: el nombre y 
el concepto de Extremdura», en Extremadura como problema. Rev. Alcántara, núm. 13-14, 
Cáceres, 1988. 
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tualmente corresponde casi en su totalidad al territorio extremeño, con lo 
que, concluye el autor, inmediatamente se forjará el concepto geográfico, 
todavía no administrativo, de Extremadura, pues durante todo el siglo XVI 
dicho territorio está encuadrado en la provincia de Salamanca. 

En 1653 se concede a Extremadura voto colectivo en Cortes, con lo 
que en teoría se formará en el territorio extremeño una provincia, la pro- 
vincia de Extremadura, independiente de Salamanca. La significación de 
este acontecimiento no ha adquirido una valoración historiográfica uná- 
nime. Lo cierto es que para conseguir el voto en Cortes se unieron ciu- 
dades de toda la geografía extremeña —Plasencia, Badajoz, Mérida, 
Trujillo, Cáceres, Alcántara, Llerena y Jerez de los Caballeros, aunque 
estas dos últimas al final no participaron— con el objeto de aportar la 
cantidad exigida por la Corona, lo que no deja de ser reflejo de una 
comunidad y conciencia de intereses comunes. La efectividad del voto en 
Cortes fue practicamente nula, pues apenas se convocaron en la segunda 
mitad del siglo XvVI1, pero el acontecimiento creemos que merece la aten- 
ción de los historiadores *. 

De esta manera llegamos al siglo XvHt, también denominado del cen- 
tralismo borbónico, y nos encontramos con que Extremadura posee ya una 
fisonomía determinada que ciertamente no corresponde en su totalidad a 
la actual pero que tampoco se diferencia en exceso. Si la apreciación de 
Henry Kamen ” es correcta, Extremadura sería una de las primeras pro- 
vincias en tener intendente, hecho que se produciría en 1711, y no como 
otros apuntan en 1720. No corresponde a este estudio analizar las vicisi- 
tudes de esta institución borbónica al servicio del centralismo administra- 
tivo, pero sí deseamos señalar que la Intendencia de Extremadura tuvo su 
sede en Mérida y luego en Badajoz y que el ámbito de su jurisdicción 
abarcaba toda la provincia de Extremadura. 

Otro acontecimiento relevante es la solicitud, en 1775, formulada por 
las ciudades extremeñas con voto en Cortes, de creación de una Real 
Audiencia en Extremadura, que hasta entonces dependía de las Chancille- 
rías de Valladolid y Granada, con el consiguiente perjuicio para los habi- 
tantes de la provincia en la que se apreciaba, además, excesiva per- 
misividad en el respeto a la ley. Dicha petición fue atendida, y en 1790 
se creó la Real Audiencia de Extremadura, inaugurada el año siguiente, 
con sede en Cáceres, que supuso un nuevo reconocimiento a la realidad 
provincial. 

En 1808, en los inicios de la guerra de la Independencia, se creó en 
Badajoz la correspondiente Junta Suprema de Extremadura para coordi- 
nar la guerra contra los invasores franceses y a la que sucedió una Dipu- 
tación Provincial Extremeña también ubicada en Badajoz, ya en plena 
etapa constitucional. 


$ En el Área de Historia Moderna de la Universidad de Extremadura, Felipe Lorenzana 
de la Puente está realizando una tesis doctoral sobre la presencia extremeña en las Cortes 
de Castilla durante la Edad Moderna, que esperamos aporte resultados concluyentes sobre 


este aspecto. 
7 Henry Kamen: «El establecimiento de los intendentes en la Administración española», 


en Rev. Hispania, núm. 95, 1964. 
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Sin intentar magnificar dichos acontecimientos y siendo conscientes de 
que no son exclusivos de Extremadura, lo que queremos indicar es que, 
al menos administrativamente —otra cosa es, y a los historiadores corres- 
ponde su análisis, la verdadera competencia, la efectividad y el grado de 
cohesión que produjeran en sus habitantes—, el espacio extremeño al- 
canza durante el siglo XVII, y quizá aun antes, una personalidad caracte- 
rística y una consideración particular del poder político establecido, pero 
eso sí, sólo con efectos administrativos y al ritmo de los demás territorios 
del Estado español. 

Durante el primer tercio del siglo XIX asistimos en España a la suce- 
sión de varios intentos por alcanzar una mayor racionalidad administrativa 
en cuanto a organización político-territorial se refiere, buscando sobre 
todo mayor eficacia y acabar con el confusionismo y la complicación ju- 
risdiccional características del Antiguo Régimen. Amando Melón * indica 
que el precedente inmediato de la actual estructuración territorial fue la 
estabilizada a finales del siglo xvI, y fijada con todo detalle en España 
divida en provincias e intendencias-Nomenclátor, de Floridablanca, referida 
al 22 de marzo de 1785 y publicada en la Imprenta Real en el año 1789. 
El marqués de Ustáriz, intendente de Extremadura, propuso en esta obra 
una nueva división en partidos de aquella provincia para que fuese más 
fácil y pronto el acceso de los pueblos a sus respectivas capitales. Es decir, 
y ahora seguimos a Garrigos Picó ”, el marqués de Ustáriz elaboró un plan 
reorganizativo de las circunscripciones fiscales basado en el factor de la 
distancia, que fue aprobado y se tradujo en una nueva división en ocho 
partidos de la provincia de Extremadura. : 

El 4 de mayo de 1810, durante el reinado de José I, se publicó en la 
Gaceta de Madrid un Mapa de España dividido en Prefecturas y Divisiones 
Militares. Año 1811, que organizaba el territorio español en prefecturas, 
siguiendo el modelo francés. Dicho decreto no alcanzó concreción práctica 
ya que no pudo ser aplicado por la dinámica de los acontecimientos. En 
este esquema organizativo, aparece por primera vez dividido el territorio 
de la provincia de Extremadura, pues se trataba de implantar una prefec- 
tura en Cáceres y otra en Mérida. 

Por esas mismas fechas, en las Cortes de Cádiz también se observaba 
preocupación por la caótica estructura político-administrativa de la nación 
española que, de no modificarse, dificultaría la efectiva implantación de la 
Constitución que se estaba elaborando. Se argumentaba que era necesario 
implantar una nueva organización territorial superadora de criterios y de- 
nominaciones históricas y orientada a conseguir una efectiva equidad in- 
terprovincial. Sin embargo, el proyecto elaborado, al efecto, por Felipe 
Bauza en septiembre de 1813 reproducía en buena medida dichos criterios, 
con algunas innovaciones de interés, como es el establecimiento de una 
jerarquía entre las provincias, que serían de primera, segunda y tercera 


$ Amando Melón: «De la división de Floridablanca a la de 1833», en Revista de Estudios 


Geográficos, núm. 71, año XIII, Madrid, 1952. 
? Eduardo Garrigos Picó: «Organización territorial a fines del Antiguo Régimen», en La 
economía española a fines del Antiguo Régimen, vol. IV, Madrid, 1982. 


EXTREMADURA 429 


categoría. Nuevamente Cáceres aparece como una provincia de tercera 
dentro de la provincia de Extremadura, considerada de primera clase. Con 
todo, la llega de Fernando VII anuló cualquier intento en este sentido. 

Durante el trienio liberal, volvió a ser retomado el tema, llegando in- 
cluso a aprobarse provisionalmente un decreto (27 de enero de 1822) so- 
bre la división provincial del territorio español, que quedaría estructurado 
en 52 provincias, por encima de referencias y connotaciones históricas. 
A Extremadura se la divide otra vez en dos provincias, Cáceres y Bada- 
joz, que recobraba la capitalidad de la Baja Extremadura. Nuevamente se 
produce un paréntesis con la vuelta de Fernando VII, aunque ya a finales 
de su reinado acabará aceptando la necesidad de reorganizar territorial- 
mente el Estado. Éste es el sentido del encargo, en abril de 1829, a los 
justicias y ayuntamientos de los pueblos para que respondan al /nterroga- 
torio para la división y arreglo de los corregimientos localizados en el dis- 
trito de la Real Audiencia de Extremadura. 

Pero habrá que esperar a 1833 —decreto de 30 de noviembre—, du- 
rante la regencia de María Cristina, para que se implante con carácter 
permanente una nueva organización territorial, diseñada por el ministro 
de Fomento Javier de Burgos. Ésta es la estructura organizativa vigente 
durante toda la etapa contemporánea que compartimenta el espacio extre- 
meño, la región de Extremadura, en dos provincias, Cáceres y Badajoz, 
previa reestructuración de sus límites provinciales. Así pues, aparece por 
primera vez el término región que sustituirá al de provincia de Extrema- 
dura, para designar el territorio comprendido dentro del ámbito de las dos 
nuevas provincias, Cáceres y Badajoz. 

Nos hemos detenido en estas consideraciones para significar un aspecto 
de primerísima importancia a la hora de estudiar el posterior desarrollo 
del regionalismo extremeño. Hemos podido comprobar, por una parte, 
que durante todo el siglo xvi Extremadura es concebida —al menos por 
el poder central, no sabemos si en el mismo grado por sus habitantes— 
como una unidad, mientras que todos los intentos de reforma político- 
administrativa del primer tercio del siglo xIX tienden a escindir el terri- 
torio. La división provincial conllevará, en lo referente a Extremadura, un 
distanciamiento y una relajación de los vínculos, que si eran escasos antes 
podrían haberse potenciado, en el interior del dilatado espacio extremeño. 
A partir de aquí, y unido a otros condicionantes que serán analizados, 
prevalecerá el espíritu provincial sobre el regional, tornándose, en ocasio- 
nes, dicha primacía en enfrentamientos y recelos interprovinciales, de los 
que aún en la actualidad no se está inmune. No quiere decir esto que 
durante el siglo XVIII no se reflejara esta problemática, pero la evidencia 
es que, a partir de 1833, el poder central observará divididos y parcelados 
los problemas y reivindicaciones de esta zona del territorio peninsular. 

Otro aspecto interesante para abordar el problema de la cohesión re- 
gional extremeña es que durante todo el proceso que hemos venido co- 
mentando y, sobre todo, a partir de la división provincial, hubo una 
importante rivalidad entre las ciudades más importantes de Extremadura, 
que reclamarán sus derechos a la capitalidad o a la instalación de los 
organismos administrativos provinciales. Éste es el caso de Mérida con 
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respecto a Badajoz y, posteriormente, de Plasencia con Cáceres. Ya he- 
mos referido los cambios producidos en la ubicación de la Intendencia de 
Extremadura, la aparición de Mérida como capital de la Baja Extrema- 
dura en el proyecto de Felipe Bauza, o las pugnas en torno a la ubicación 
de la Real Audiencia de Extremadura entre diversas ciudades extremeñas. 

Todas estas circunstancias, unidas —y éste es otro condicionante de 
capital importancia— a la carencia de una metrópoli lo suficientemente 
poderosa para significarse en el conjunto nacional y aglutinar los elemen- 
tos dispersos de la región, hacen de Extremadura una zona proclive a 
localismos y particularismos provinciales que impiden la cohesión de las 
ya de por sí escasas fuerzas que contiene. Porque, otro factor a tener en 
cuenta es la escasa importancia, en valores absolutos y relativos, de la 
demografía extremeña, que estuvo siempre por debajo del 5 por 100 del 
total nacional *. Por otra parte, al tratarse de una sociedad ruralizada y 
encerrada en sí misma, con pueblos de poco más de 5.000 habitantes, y 
en otros casos mucho menores, la extensa región extremeña era el medio 
idóneo para el desarrollo del caciquismo y de la indiferencia y pasividad 
política. 

Por todo ello, es fácil concluir que cuando Extremadura llega a la 
contemporaneidad, la mayoría de los elementos que la caracterizan tien- 
den a desintegrar el todo compacto de un territorio que a lo largo de la 
Edad Moderna había ido adquiriendo, paulatinamente, homogeneidad ins- 
titucional y administrativa. Es cierto que había otros elementos cohesio- 
nadores, Oo potencialmente cohesionadores, fundamentalmente de carácter 
socioeconómicos —latifundismo, absentismo, carencia de comunicaciones, 
abandono del poder central...— y a ellos fundamentalmente recurrirán los 
regionalistas del primer tercio del siglo xx para elaborar el ideario extre- 
meñista, arropados de otras consideraciones históricas y sociológicas más 
discutibles. 

Así pues, la segunda parte de nuestro epígrafe no debe ser contestada 
aquí, sino en el lugar que les corresponde hablar a los difusores del idea- 
rio regionalista extremeño, porque ellos son los que, con mayor o menor 
objetividad, nos informan de la singularidad extremeña y de la conciencia 
y cohesión regional necesaria para que Extremadura alcance el lugar que 
le corresponde en el conjunto del Estado español. 


2. EXTREMADURA ENTRA Y SE INSTALA 
EN LA CONTEMPORANEIDAD 


Sin la pretensión de abarcar toda la complejidad que anuncia este 
. 1 ' : pe : 
epígrafe ”, sí creemos conveniente apuntar unas mínimas reflexiones sobre 
el papel que desempeña Extremadura durante los siglos XIX y Xx en el 


: '* F, Sánchez, J. García y M. J. Merinero: Historia de Extremadura, tomo 1V, «Los 
tiempos actuales» Badajoz, 1985, pág. 915. 

'! No vamos a reflejar aquí la numerosa bibliografía sobre la Extremadura Contempo- 
ránea. De especial interés resulta consultar los trabajos de Fernando S. Marroyo, Juan Gar- 
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contexto del Estado español contemporáneo. La historia de Extremadura 
de este período es la historia de los desequilibrios y desajustes —internos 
y exteriores— de una comunidad anclada en un subdesarrollo cada vez 
más profundo a medida que aumenta la distancia con respecto a otras 
regiones españolas. Hablar de subdesarrollo extremeño significa hablar 
también de dependencia, marginalidad, atraso, estancamiento y de poster- 
gación; de anquilosamiento en sus fuerzas productivas, analfabetismo, ig- 
norancia, de carencia de expectativas y proyectos que apenas alcanzan 
mayor proyección que la hoja impresa de un periódico. 

Curiosamente, en una región de bajísima densidad demográfica, uno 
de estos desequilibrios se produce en la relación población-recursos, dado 
el escaso aprovechamiento productivo del espacio extremeño y la insufi- 
ciencia en la industrialización '. Una región tan grande y con tan exigua 
población absoluta, no podrá absorber el incremento demográfico que su- 
pone el descenso de la mortalidad catastrófica que caracteriza a la contem- 
poraneidad. Ello es así porque, en Extremadura, la revolución burguesa 
supone, ante todo, un cambio en la titularidad de las fincas y en las re- 
laciones jurídicas de los elementos productivos, y en mucha menor me- 
dida, una mejora sustancial del aprovechamiento del suelo y del 
incremento de los rendimientos. Cuestión agraria y regionalismo '* serán 
términos complementarios y la reforma agraria se convertirá en la máxima 
aspiración de los agriculores extremeños durante la II República. 

Otro de los desajustes observables en la Extremadura contemporánea 
es la insuficiencia de su infraestructura viaria, aspecto vital para conectar 
la región al mundo exterior, sobre todo en unos momentos en los que se 
está formando el mercado nacional. Como tendremos ocasión de compro- 
bar, la demanda de ferrrocarriles y carreteras que crucen el territorio ex- 
tremeño y lo ponga en contacto con otras zonas de la Península se 
convertirá en una constante de la Extremadura contemporánea. Frecuen- 
temente, las solicitudes de ferrocarriles y carreteras fueron acompañadas 
de intensos movimientos de movilización popular '*. Se convocaron asam- 
bleas de municipios, comarcas y, en ocasiones, de toda la región que per- 
seguían ofrecer una imagen colectiva de unidad y cohesión regional. Los 
resultados, sin embargo, serían casi siempre desalentadores. 

Un tercer aspecto a considerar es la inarticulación de la sociedad ex- 
tremeña, la escasa fluidez de su entramado social, la obsolescencia e in- 
mutabilidad de sus relaciones, y la carencia de una clase burguesa que 
pugnase por modernizar las anquilosadas estructuras socioeconómicas vi- 
gentes. El antagonismo social estallará en algunos momentos críticos re- 


cía Pérez y María Jesús Merinero Martín. Otros estudios asimismo interesantes, pero inédi- 
tos, se encuentran en la Facultad de Filosofía y Letras en el depósito de Tesis y Tesinas de 
Licenciatura. 

12 Antonio R. de las Heras apuntó esta idea en el VIII Coloquio de Pau. Antonio R. 
de las Heras: «Extremadura en la crisis del Estado español», en VIII Coloquio de Pau, 
Madrid, 1978., que fue retomada por Fernando S. Marroyo en su libro, Sindicalismo agrario 
y movimiento obrero (Cáceres 1906-1920), Cáceres, 1979. 

1 Fernando S. Marroyo: «Regionalismo y cuestión agraria», en Norba, Il, Cáceres, 
1981. 

1 F. S. Marroyo y otros: Historia de Extremadura..., op. cit., pág. 970. 
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livelando la permanencia de un estado latente de crispación, fruto de una 
sociedad desigual y sin incentivos, injusta. Así pues, en la sociedad extre- 
meña se producirá una extraña mezcolanza entre el sometimiento y la 
rebeldía, el respeto y el desprecio, el conformismo y la agitación, la resig- 
nación y la huida. Las diferencias sociales representan un abismo insalva- 
ble a pesar de la cotidianidad del trato y de las interacciones socio- 
económicas de sus sectores componentes. 

Los grandes propietarios suelen ser absentistas que viven en Madrid, 
la clase política que representa a la región es, en su mayor parte, foránea, 
cunera, desinteresada y desconocedora de la problemática regional. La 
intelectualidad también se marcha a Madrid o a otros centros más propi- 
cios. En Extremadura no habrá universidad hasta 1973. Se quedan, pues, 
en Extremadura los administradores e intermediarios del absentista, el ca- 
cique, el mediano y pequeño propietario y los agricultores, jornaleros y 
obreros del campo que no han querido, o podido, emprender el camino 
de la emigración. Y, entre ellos, débiles estratos de profesionales liberales: 
comerciantes, artesanos, funcionarios, médicos, abogados, curas, maestros 
y publicistas, que serán los que capitalicen los escasos intentos regenado- 
res y los que constituyan la vanguardia y la base social del regionalismo 
extremeño. 

Por último es necesario considerar la dependencia económica de una 
región orientada casi exclusivamente a la agricultura y ganadería que ve 
cómo otros territorios se industrializan y progresan amparados, protegidos, 
y estimulads por el mismo poder político que la tiene desatendida y pos- 
tergada. 

Muchos ejemplos podrían ilustrar estas breves reflexiones, y otras que 
no hemos dado cabida aquí, pero estimamos que su sola enunciación 
puede servirnos para delimitar las coordenadas y posibilidades de una re- 
gión que ofrece escaso interés al sistema político de la Restauración y que 
desea, tímidamente, una mínima atención a sus problemas, y un recono- 
cimiento no ya de su protagonismo en la vida nacional, sino de su consi- 
deración en las decisiones y proyectos del poder central. 


3. LOS REGIONALISMOS DE LA RESTAURACIÓN: 
LAS RESPUESTAS A UN SISTEMA EN CRISIS. 
EL INTERIOR Y LA PERIFERIA 


Tras estas breves e incompletas reflexiones, consideradas útiles para 
delimitar los condicionantes que operan en el desarrollo del regionalismo 
extremeño, vamos a referirnos a un aspecto sobre el que quizá no se ha 
reflexionado lo suficiente, a pesar de la abundante literatura que ha ge- 
nerado. La mayoría de los estudios sobre los nacionalismos y regionalis- 
mos de la Restauración, tratan de explicar las causas y los factores que 
contribuyen a la emergencia y reivindicación de los particularismos regio- 
nales, que suponen todo un cuestionamiento de la estructura político-ad- 
ministrativa del Estado español. 

Hasta hacer muy pocos años, la bibliografía sobre el tema estaba 
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circunscrita a Cataluña, el País Vasco y en menor medida a Galicia. El 
resto del territorio peninsular había merecido escaso interés a los historia- 
dores debido, como es lógico, a una menor incidencia y a un desarrollo 
desigual, en ocasiones únicamente embrionario, del fenómeno regionalista. 
Pensamos que esta circunstancia propiciaba un entendimiento y una inter- 
pretación parcial del significado de los regionalismos peninsulares, porque 
no se ponía suficiente énfasis en un aspecto que consideramos cardinal y 
que está en el origen de todo el proceso: los regionalismos de la Restau- 
ración son, antes que nada, respuestas a un sistema político en crisis, por 
encima de particularismos e identidades nacionales y regionales. Esto no 
significa infravalorar el contenido de clase del nacionalismo-regionalismo 
—que en zonas como Cataluña es irrebatible—, pero sí creemos que con- 
tribuye a una comprensión global de fenómeno, pues de esta manera to- 
dos los movimientos regionalistas de las distintas zonas del territorio 
peninsular encuentran su marco de refencia y el contexto en que se de- 
senvuelven. 

La crisis política a que aludimos es de obligada referencia en todos los 
estudios sobre la Restauración. Es una crisis sentida en la periferia bur- 
guesa, pero también en el interior agrario, y alude fundamentalmente a 
un sistema político que no recoge la pluralidad en, prácticamente, ninguna 
de sus manifestaciones: social, económica, política, ideológica ni tampoco 
la diversidad y peculiaridad territorial. Un sistema político que se revela 
inoperante e ineficaz, basado en un parlamentarismo ficticio que pierde 
progresivamente credibilidad. Esta pérdida de credibilidad afecta a todas 
las instituciones del sistema, desde el Parlamento a los ayuntamientos, 
pasando por las diputaciones provinciales que no fomentan, en la medida 
que debieran, los intereses y el progreso de sus respectivas provincias. Por 
otra parte, y más adelante profundizaremos en este aspecto, el cuestio- 
namiento del sistema afecta tanto o más a los políticos como a las insti- 
tuciones que representan. 

Ante esta situación, la periferia —fundamentalmente Cataluña— reac- 
ciona reclamando, sobre bases mucho más sólidas que el resto de los te- 
rritorios españoles, el derecho a gestionar sus propios intereses y a que se 
reconozca un particularismo regional e institucional que desde el si- 
glo xvHir le había sido arrebatado. Es cierto que durante todo el siglo XIX 
se había ido gestando en Cataluña este movimiento, pero también es ver- 
dad que no será hasta finales de siglo, y sobre todo ya en el siglo XxX, 
madurados los cambios experimentados en su sistema económico y agu- 
dizada la crisis del sistema, cuando adquiere solidez y resultados concre- 
tos. 

Otro tanto, aunque con sustanciales matices, ocurrirá en Euzkadi ante 
los cambios introducidos por el desarrollo del capitalismo. Sin embargo, 
el interior peninsular, con menos argumentos para reclamar singularidades 
y particularismos, no permanece pasivo y sus respuestas no son única- 
mente defensivas ni exclusivamente anticatalanistas '. En el fondo subyace 


IS José María Palomares incide y desarrolla este aspecto. José María Palomares: «El 
regionalismo castellano-leonés y las gestiones para conseguir el estatuto de autonomía», en 
Nacionalismo y regionalismo en España (Seminario en conmemoración del 28 de febrero), 


Córdoba, 1984, pág. 170. 
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un deseo de descentralizar la gestión con la idea de lograr operatividad y 


* 


eficacia. 
Un aspecto a tener en cuenta es también el componente económico de 


los planteamientos regionalistas ', independientemente de que provengan 
del centro o de la periferia, porque es aquí donde radica, a nuestro juicio, 
el anticatalanismo del interior y, en buena medida, el anticentralismo de 
la periferia, y donde se producen malentendidos y enfrentamientos. Tanto 
el interior como la periferia criticarán la discriminación de que son objeto 
por parte del poder central. El proteccionismo económico característico de 
la Restauración, con el que básicamente están de acuerdo burgueses ca- 
talanes y cerealistas del interior, propició no pocos enfrentamientos entre 
ambos sectores hegemónicos, por la debilidad e inarticulación del mercado 
español y por el deseo de los catalanes, en determinadas coyunturas, como 
es el caso de la primera guerra mundial, de rebajar el arancel sobre el 
trigo para detener la inflación y la consiguiente subida de salarios. Este 
hecho es interpretado en términos de egoísmo y exclusivismo. La burgue- 
sía catalana siempre considerará que el poder central coarta sus posibili- 
dades de crecimiento porque es un reflejo de los intereses de los 
agricultores del interior. Por el contrario, en el centro se considera que el 
poder central prima los intereses catalanes sobre los castellanos y que Ca- 
taluña disfruta de mayores privilegios que el resto del Estado español. 

Por todas estas circunstancias, el regionalismo catalán será considerado 
y calificado erróneamente de egoísmo separatista, incluso por los propios 
regionalistas castellanos, extremeños o andaluces, que se opondrán siem- 
pre a los intentos catalanes de conseguir autonomía política y a una con- 
sideración desigual de Cataluña con respecto al resto de los territorios del 
Estado. Se produce, pues, la aparente paradoja entre mimetismo y hosti- 
lidad: los regionalistas del interior beberán de las fuentes del catalanismo, 
pero en los momentos decisivos rechazarán las reivindicaciones catalanas. 
No obstante, es necesario puntualizar que el anticatalanismo no supone 
un discurso centralista, sino que va unido generalmente a planteamientos 
regionalistas y descentralizadores, eso sí, salvaguardando siempre la uni- 
dad española. 

Para concluir deseamos expresar que, evidentemente, los elementos y 
factores que inciden en la emergencia y desarrollo de los regionalismos 
son de muy diversa y variada naturaleza, y todos ellos suelen aparecer en 
la literatura especializada. No es nuestra intención al enfatizar el aspecto 
que hemos desarrollado relegar o minusvalorar todos los demás, pero 
creemos, y los últimos trabajos sobre regionalismos así lo corroboran, que 
es conveniente considerar y valorar globalmente el contexto y las coorde- 
nadas sociopolíticas de la crisis de un sistema que afecta a todos los terri- 
torios del Estado español. 


16 - . . . í 
Consideramos especialmente interesante la aportación de Angel García Sanz: «La for- 


mación del mercado nacional y la gestación de los nacionalismos y regionalismos en la Es- 
paña del siglo XIX: La defensa de los intereses trigueros en los orígenes del regionalismo 
castellano-leonés (1859-1908)», en Nacionalismo y regionalismo en España (Seminario 
CO PACHA 
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4. [ENTRE LA LITERATURA Y EL COMPROMISO. 
LA ARTICULACIÓN DEL DISCURSO REGIONALISTA 
EXTREMEÑO. EL EXTREMENISMO Y LA CONCIENCIA 
DE EXTREMENIDAD 


Será fundamentalmente a partir del cambio de siglo cuando se observe 
en la práctica totalidad del territorio español una reafirmación de concien- 
cias regionales. Los intelectuales y la prensa de provincias serán los en- 
cargados de elaborar y transmitir estudios y Opiniones sobre personalismos 
y singularidades regionales que confluyen en la idea de identidad regional 
y de posibilitar la cohesión de sentimientos y aspiraciones. Extremadura, 
a pesar de los condicionantes referidos anteriormente, también participará 
de esta tendencia y los esfuerzos en dicho sentido no son precisamente 
irrelevantes. Prueba de ello es la creación en 1899 de la Revista de Extre- 
madura y la publicación, en 1903, de la primera edición del libro de José 
López Prudencio, Extremadura y España. El componente regionalista 
tanto de la revista como del libro es incuestionable, y en ambos se observa 
un afán por encontrar y difundir las señas de identidad y la personalidad 
extremeñas profundizando en el estudio de la historia, la literatura, el 
arte, el folclore y las personalidades relevantes de la región. 

En los años siguientes se producirá un incremento de la «literatura» de 
carácter regional, así como de iniciativas, en no pocos casos frustradas, 
tendentes a fomentar y dar a conocer las particularidades y potencialida- 
des extremeñas. Los intentos de crear una biblioteca regional de autores 
y estudios referentes a Extremadura, los juegos florales, las exposiciones 
y las campañas de prensa motivadas por problemas puntuales, persiguen 
estos objetivos. A todo ello nos referiremos en el siguiente apartado. 
Ahora nos interesa analizar la estructura del discurso regionalista 
extremeño '”, es decir, en torno a qué conceptos gira la elaboración del 
extremeñismo, qué factores se aducen para fundamentar la singularidad 
regional, y qué argumentos se esgrimen para expresar la identidad colec- 
tiva de la región. 

Partimos de la idea, ya esbozada por el profesor Sánchez Marroyo **, 
de la permanencia en el tiempo del discurso regionalista extremeño, o lo 
que es lo mismo, la pervivencia de una conceptualización de Extremadura 
que desde la segunda mitad del siglo XIx, sobre todo a finales, llega 
hasta nuestros días, con ligeras aportaciones eruditas y algunos matices 
diferenciales condicionados por la dinámica política; el estancamiento, 


7 Éste es el objetivo que perseguimos en nuestra tesis doctoral. Aplicando una meto- 
dología, original de Antonio R. de las Heras, intentamos organizar la estructura ideológica 
del regionalismo extremeño, fundamentalmente, del pensamiento de dos regionalistas desta- 
cados, Juan Luis Cordero y José López Prudencio, para luego realizar el estudio comparado 
con la ideología de Cambó y Prat de la Riba que supone ya una elaboración ideológica 
mucho más potente. 

18 Fernando Sánchez Maroyo: «La revolución burguesa en Extremadura. Acotaciones a 
un tema polémico», en Extremadura como problema, Rev. Alcántara, núm. 13-14, Cáceres, 
1988. 
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en todos los aspectos, de la región está estrechamente relacionado con 
la invariabilidad del discurso regionalista. Esto nos permite hablar, al 
margen de la diacronía que será estudiada en otro lugar, de la intem- 
poralidad del mensaje regionalista extremeño, y de la coincidencia en 
lo básico de los rasgos que definen y caracterizan a Extremadura, que 
son, en definitiva, los que la otorgan singularidad y personalidad dife- 
rencial. 

En dicho artículo, Fernando Sánchez Marroyo analiza lo que él define 
como «discurso de la frustración» caracterizándolo como un discurso do- 
liente, escasamente original, acusadamente tópico y ahistórico en muchas 
de sus reflexiones. También indica que «paralelamente se llevó a cabo un 
esfuerzo, artificioso y siempre minoritario, para tratar de encontrar su- 
puestas raíces cohesivas de una inexistente entidad regional legitimadora 
de procesos meramente políticos» '. Su conclusión es que el regionalismo 
extremeño tiene más puntos de contacto con el regeneracionismo que con 
el verdadero nacionalismo. 

Ciertamente, éste es el sentido que caracteriza la mayor parte de las 
elaboraciones ideológicas que abordan la cuestión de la personalidad re- 
gional y que tratan de difundir el programa regionalista en Extremadura. 
Tomando estas indicaciones como referentes, en las páginas que siguen 
intentaremos desentrañar esos tópicos y esas pretendidas raíces cohesivas 
que constituyen el armazón que sustenta la producción de los regionalistas 
extremeños. 

El esquema discursivo que estructura los planteamientos regionalistas 
en Extremadura se compone básicamente de los siguientes elementos: 

1. Extremadura es la esencia de España y la síntesis del espíritu es- 
pañol, la tierra más genuinamente española. Existe una total identificación 
entre la región extremeña y la nación española. Extremadura ha contri- 
buido siempre generosamente a la obra nacional y sus hijos más conspi- 
cuos se han destacado por su españolismo y abnegado servicio al 
engrandecimiento de España. En palabras de Marcial Gómez Castaño ”, 
«Extremadura, cual ninguna otra región, generosamente incorporó su 
grande y abnegado espíritu a los ideales españoles... y así más que cola- 
borar, dirigió y propulsó el genio de nuestra raza con la intervención de 
sus hijos ilustres en las epopeyas imperecederas del descubrimiento y con- 
quista de América y en la guerra de la Independencia». 

Consecuencia de todo ello es la condena de todo intento que tienda a 
desunir o separar los lazos entre los diversos componentes del Estado es- 
pañol, y como expresión de esta tendencia el anticatalanismo interpretado 
como separatismo. El «sano» y «santo» regionalismo que se postula ha de 
suponer la prosperidad y desarrollo de la región y consecuentemente de 
España. La idea básica es, pues, que España se fortalecerá con el resur- 
gimiento de las regiones y que el sentimiento regional debe ser compatible 
con el amor a la patria. 


'%  Ibíd., pág. 79. 
”% Marcial Gómez Castaño: El problema regional. Su planteamiento y justo alcance en 
Extremadura, Badajoz, 1918, pág. 16. 
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2. A pesar de esta circunstancia, y debido a que Extremadura nunca 
se vanaglorió de sus importantes servicios y contribución a la patria, el 
poder central ha tenido siempre a la región postergada y desatendida. La 
decadencia de Extremadura es también la decadencia de España, pero 
mientras algunas regiones, como Cataluña, gozan de algunos privilegios, 
Extremadura apenas cuenta en el conjunto de la política nacional. La au- 
toconciencia de marginación, de abandono, es un componente básico del 
regionalismo extremeño y está en el origen de todos los planteamientos 
extremeñistas. 

3. La región extremeña se encuentra profundamente atrasada y arras- 
tra una serie de problemas endémicos que es necesario resolver. El prin- 
cipal problema es la estructura de la propiedad y la carencia de vías de 
comunicación. El latifundio y el absentismo son las dos rémoras funda- 
mentales que condicionan el resurgimiento de Extremadura. 

4. Unido a todo ello en Extremadura existen dos lacras que imposi- 
bilitan su regeneración: el caciquismo y el cunerismo. El caciquismo su- 
pone el sometimiento y la anulación de las potenciales fuerzas renovadoras 
existentes en la región. El cunerismo, en la mayoría de los casos, el des- 
conocimiento de la realidad regional y la desconsideración y falta de com- 
promiso con los problemas de la región extremeña. En las Cortes no se 
habla de Extremadura porque los políticos que la representan no se sien- 
ten vinculados a ella. 

5. La decadencia de Extremadura también se debe al carácter y 
forma de ser de sus habitantes, que manifiestan escaso interés por la co- 
lectividad. La apatía, la indolencia, el desinterés, la incultura y el indivi- 
dualismo son las notas definitorias del carácter del pueblo extremeño, y 
pesan como una losa a la hora de emprender proyectos regeneradores y 
afianzar la solidaridad regional. 

6. El centralismo es el principal causante de la decadencia española 
y del estado en que se encuentra Extremadura y, en última instancia, el 
sistema que permite el desarrollo de los elementos negativos arriba enun- 
ciados. Fernando Sánchez Marroyo expresa muy bien esta idea cuando 
señala que «fue el fracaso del modelo centralista en lograr el desarrollo 
integral y armónico del país uno de los factores decisivos en el despertar 
de las ansias regionalistas extremeñas que tenían en la descentralización 
su pilar fundamental» ”. 

7. De todo ello se deduce la imperiosa necesidad de que Extrema- 
dura salga de su «adormecimiento» y ocupe el lugar que le corresponde 
en el conjunto de la nación española. Esto sólo será posible aunando vo- 
luntades y fortaleciendo la conciencia regional por encima de particularis- 
mos y rencillas provinciales. Los habitantes de Extremadura han de 
sentirse solidarios y reclamar mejoras globales para la región. Para ello es 
necesario emprender una campaña de mentalización con el objeto de que 
el extremeñismo sea sentido y defendido en todos los ámbitos de la re- 


21 F. Sánchez Marroyo: «Extremadura 1918-1919: intentos de definición de una perso- 
nalidad regional», en Los Nacionalismos en la España de la Restauración, Revista de Estudios 
de Historia Social, núms. 28-29, 1984, pág. 404. 
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gión. En Extremadura ha de difundirse el sentimiento regionalista que 
porporcione unidad a una región caracterizada precisamente por el par- 
ticularismo y provincialismo. 

8. Pero ¿cuáles son las señas de identidad de Extremadura que legi- 
timan la reclamación del reconocimiento de su personalidad diferenciada 
y la petición de atribuciones político-administrativas que de ellas se de- 
duce? En este punto, intelectuales y propagandistas no dudan en expresar 
dos afirmaciones que sólo aparentemente pueden resultar contradictorias: 
en Extremadura existen suficientes elementos homogeneizadores que la 
otorgan singularidad y la capacitan para reclamar el reconocimiento de su 
personalidad diferenciada, pero aun en el caso de que no los tuviera, 
puede legítimamente expresar sus aspiraciones, porque el regionalismo es, 
ante todo, proyección hacia el futuro. 

a) Por una parte se potencian los estudios históricos sobre Extrema- 
dura en un cuádruple sentido: espacial, socioeconómico, biográfico y psi- 
cológico. El objetivo es demostrar la personalidad individualizada de la 
región a lo largo de la historia. Se emparenta a Extremadura con la Lu- 
sitania romana y con el reino taifa de Badajoz, con el fin de sentar los 
precedentes de una prematura unidad administrativo-territorial. Se recalca 
que en dichos momentos esta zona era una de las más prósperas y más 
desarrollada de la Península. El siglo xvI es otro momento culminante de 
la historia extremeña. La conquista y civilización de América será consi- 
derada como la empresa más grande que conocieron los tiempos * y su- 
pone la manifestación culminante del espíritu extremeño. Los con- 
quistadores y evangelizadores son el prototipo de los habitantes de Extre- 
madura. Su idiosincrasia y carácter son los del extremeño medio «todo 
extremeño lleva dentro un conquistador», y los hombres de esta región 
han de emular el ejemplo de sus predecesores. A partir del siglo XvI 
Extremadura y España entran en una profunda decadencia de la que han 
de salir revitalizadas, tanto una como otra. 

A lo largo de la historia los hombres nacidos en Extremadura han 
brillado con luz propia en todas las esferas: política, literatura, arte, cien- 
cia, milicia... A todos ellos se dedican numerosas monografías resaltando 
su procedencia geográfica y el sello regional de todas sus manifestaciones; 
en definitiva su extremeñismo que en ocasiones resulta muy forzado. 

De igual manera los estudios sobre folclore y tradiciones populares 
persiguen ilustrar y afianzar la singularidad y especificidad de la región 
extremeña. Lo fundamental es defender que, por encima de la evolución 
político-administrativa del Estado español, en Extremadura, a pesar de su 
prematura integración en Castilla desde la Edad Media, existen elementos 
suficientes que la singularizan con respecto a otras zonas. Pero es funda- 
mentalmente el carácter y la psicología de sus habitantes, visibles en sus 
personalidades más destacadas, lo que ha permanecido inmutable a lo 


52 : , - 
Recientemente hemos realizado un estudio en el que abordamos el tema de los con- 


quistadores y el ideal de extremeñidad en el que se desarrollan estos aspectos. Juan Sánchez 
González: Extremadura y América en la erudición e historiografía contemporánea. Un intento 
de sistematización, Cáceres, 1989. 
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largo de los siglos y lo que la diferencia con respecto a las demás regiones 
españolas. 

b) Conscientes de la debilidad de estas argumentaciones y de la im- 
posibilidad de recurrir objetivamente a otras, se postula que en Extrema- 
dura ha de afirmarse, por encima de todo, la conciencia regional re- 
clamando las atribuciones pertinentes que posibiliten su salida del subde- 
sarrollo. Se concluye, pues, que la historia no es determinante y que «es 
vano buscar bases amplias, invariables y a priori científicamente estatui- 
das, para hallar las características regionales» ?. 

Este planteamiento será asumido por la mayoría de los regionalistas 
extremeños, y alcanza concreciones como las siguientes: 

«¿Tiene Extremadura existencia propia como entidad regional? ¿cons- 
tituye una unidad histórica, con territorio homogeneizado por hombres de 
la misma raigambre, con tradiciones comunes, sobre las que fundamentar 
comunes aspiraciones? 

(...) Pero esto no hace al caso. Aun suponiendo que Extremadura de- 
biera su existencia al solo prestigio de su mote a través de los siglos, ello 
sería suficiente como título a ostentar para reclamar un puesto al organi- 
zarse España en regiones por razones de futuro» ”. 

Más explícito en este sentido es el planteamiento de José Díaz-Am- 
brona en la conferencia que pronunció en la Asociación de la Prensa en 
octubre de 1931, transcrita por el periódico pacense La Libertad: 

«El realismo histórico de matiz sentimental pertenece a distinta familia 
del regionalismo presente, nacido de la necesidad de ordenación de atri- 
buciones económicas y administrativas. (...) La historia, que pertenece al 
pretérito, tal vez sea una guía que puede aportar sabrosas experiencias; 
pero la razón regional, nuestra razón regional es una razón de futuro» ”, 

Nos hemos detenido en estas consideraciones para recalcar la obser- 
vación que apuntábamos en otro lugar, y que desde nuestro punto de vista 
es fundamental: los regionalismos de la Restauración tienen una motiva- 
ción fundamentalmente socioeconómica y pragmática que trasciende el 
condicionante de la existencia o no de identidad regional o nacional. Re- 
petimos que la bibliografía ya ha insistido en este punto, pero quizá aún 
no se le haya otorgado la importancia que merece. 

9. Definidas ya las señas de identidad de Extremadura y su «indis- 
cutible» derecho a reclamar el reconocimiento de comunidad diferenciada, 
se indica que Extremadura para consolidarse como región requiere el con- 
curso de hombres que por encima de personalismos y partidismos deseen 
trabajar por Extremadura y procuren el engrandecimiento y progreso de 
la «patria chica». Han de ser personas que no respondan a criterios de 
partido, pues por encima de la política está Extremadura. El progresivo 
deterioro de la política y los políticos de la Restauración ha generado tal 


23 Marcial Gómez Castaño, op. cit., pág. 20. 
2 La Libertad, 8 de noviembre de 1931 «El estatuto extremeño. Conferencia pronun- 


ciada en la Asociación de la Premsa por el señor Albalá García.» 
25 La Libertad, 28 de octubre de 1931 «Conferencia pro estatuto extremeño pronunciada 


por el joven abogado don José Díaz-Ambrona.» 
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desconfianza que se descalifica cualquier intento político que pretenda en- 
cauzar el movimiento regionalista. Juan Luis Cordero expresa muy bien 
esta idea cuando escribe: 

«El regionalismo extremeño tiene que ser una suma de voluntades ab- 
negadas donde los amantes de esta tierra vengan sin recelosos prejuicios 
a laborar sinceramente; tiene que ser una fusión de almas acuciadas por 
altos idealismos, y ante esta fusión tienen que borrarse todas las cautelosas 
perficias, todo los insanos apetitos, todas las inquinas sistemáticas, todos 
los personalismos desaforados que informan la actuación de las banderías 
decrépitas» ” 

La crítica a los políticos como causantes del abandono en que se en- 
cuentra Extremadura es una constante del pensamiento regionalista y es 
otro de los elementos de singular importancia a la hora de caracterizar los 
regionalismos de la Restauración. 

«El desamparo presente, las inmoralidades de los hombres públicos, 
los atávicos procedimientos de nuestros rufianes políticos deben ser fisca- 
lizados, sometidos a la acusación pública, llevados al potro del suplicio y 
expuestos al criterio de una ciudadanía consciente que puede enjuiciar 
deshonestas actitudes de un ciego egoísmo personal» ”. 

Contra la ineficacia de los políticos profesionales se plantea la necesi- 
dad de organizar conglomerados y asociaciones apolíticas de personas que, 
salvando su adscripción ideológica, trabajen por el progreso de la región. 
Éstas eran las pretensiones de organismos como la Unión Extremeña, 
Unión Regional Extremeña, Amigos de la Región y Solidaridad Extremeña, 
de los que hablaremos posteriormente. 

10. Por último, y relacionado con todo ello, la reclamación funda- 
mental es la descentralización administrativa y la autonomía municipal y 
regional. Dicha descentralización no atenta a la soberanía de la nación. 
Con esto lo que se pretende es, por un lado, revitalizar los municipios: la 
autonomía municipal está en la base de todos los planteamientos regio- 
nalistas. Por otra parte, se trata de afirmar la región en detrimento de la 
provincia. La crítica fundamental va dirigida a las diputaciones provincia- 
les y a la entidad administrativa de la provincia. Provincialismo y regio- 
nalismo serán dos conceptos antitéticos, en cuanto que la provincia es 
considerada como un baluarte del centralismo y la autonomía regional una 
garantía de progreso. 


5. EL DESARROLLO HISTÓRICO DEL REGIONALISMO EXTREMEÑO 


La carencia de monografías que aborden globalmente la evolución dia- 
crónica del regionalismo extremeño nos ha obligado a sondear períodos 
prácticamente vacíos de la historiografía extremeña y condiciona en cierta 


> ; : a 
Juan Luis Cordero: La región extremeña ante el actual momento histórico, Cáceres, 


1918, pág. 26. 


La Región, 8 de julio de 1919: «Responsabilidades», artículo firmado por Antonio 
Elviro Berdeguer. 
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medida el carácter aproximativo de este trabajo. Consideramos, pues, que 
una profundización mayor en algunas etapas sería muy conveniente y com- 
pletaría los resultados de nuestro estudio que ofrecemos a continuación. 

Los historiadores que se han ocupado del regionalismo extremeño 
han centrado sus investigaciones fundamentalmente en las dos coyunturas 
más significativas y relevantes de la experiencia regionalista en Extrema- 
dura: los años 1918-1919 y los inicios de la II República. En ambos mo- 
mentos Extremadura, al igual que muchos de los territorios del Estado 
español, estuvo a punto de conseguir el reconocimiento legal de su per- 
sonalidad diferenciada y se produjeron numerosos intentos para concien- 
ciar a la población y difundir el carácter taumatúrgico del regionalismo. 

Por nuestra parte, hemos podido comprobar que a lo largo de todo el 
período contemporáneo existen indicadores e iniciativas que nos informan 
de una constante preocupación por potenciar la región y aglutinar elemen- 
tos e ideas dispersas. Es cierto que sólo en contadas ocasiones, y en mo- 
mentos muy concretos, se llega a reclamar autonomía administrativa o un 
reconocimiento político diferenciado; pero también es verdad que al 
mismo tiempo que se denuncia el estado de sometimiento y abandono de 
la región, se la intenta dotar de singularidad y cohesión, favoreciendo e 
impulsando su protagonismo en el conjunto nacional. 

Por otra parte, es necesario apuntar, y aquí radica la debilidad del 
regionalismo extremeño, que la mayoría de estas iniciativas fracasaron y 
que se pueden aducir otros muchos indicadores que demostrasen la escasa 
conciencia regional en Extremadura, la permanente rivalidad provincial y 
el ínfimo arraigo popular del regionalismo extremeño. Con todo, creemos 
interesante reflejar aquí los hitos más significativos del movimiento regio- 
nalista en Extremadura, teniendo siempre en cuenta las indicaciones pre- 
cedentes. 


5.a. Los primeros indicios: del Sexenio al fin de siglo 


Entre 1868 y 1899 se producen un conjunto de testimonios y aconte- 
cimientos que sientan los precedentes de una prematura y débil conciencia 
regional en Extremadura. A medida que pasan los años, y el edificio de 
la Restauración se consolida, en Extremadura se multiplicarán los deseos 
de afianzarse como región y de recibir una consideración igual a la de 
otras regiones. 

Durante el Sexenio, Extremadura participará en los intentos de cons- 
trucción del estado federal. Los republicanos extremeños tratan de llevar 
a cabo un conjunto de iniciativas encaminadas a organizar el territorio 
extremeño como estado federal, pero las dificultades se harán insalvables. 
En julio de 1869 se firmó en Córdoba un pacto federal entre los repre- 
sentantes de Andalucía, Extremadura y Murcia, que no tuvo mayor efec- 
tividad al reorientarse el sistema organizativo del republicanismo español. 
En ese mismo mes celebra una reunión en Cáceres el Comité Republicano 
Federal de esa provincia, en la que se acordó enviar una invitación a los 


2  Remitimos a los libros y artículos que aparecerán citados a lo largo de este trabajo. 
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comités de la provincia de Badajoz con el fin de organizar el Cantón 
Federal Extremeño. Dos años más tarde, en la Asamblea Federal de los 
pueblos de la derecha del Tajo se acuerda por unanimidad que se celebre 
en Mérida una reunión de representantes de las dos provincias extremeñas. 

Posiblemente dichas reuniones no llegaran a celebrarse, pues la prensa, 
que es nuestro principal canal de información, no vuelve a referirse a 
ellas. No obstante, suponen un precedente a tener en cuenta, tanto por el 
aspecto positivo —deseo de que se celebrasen— como por el negativo 
—quizá no tuvieran lugar por la escasa cohesión y comunicación entre los 
republicanos extremeños—. De todas maneras, desde 1833, año en que se 
produjo la división provincial, es la primera vez que se intentan superar 
los condicionantes provinciales y se proyecta una organización regional. 

La debilidad de estas inciativas se pone de manifiesto en 1873, procla- 
mada ya la 1 República. El Cantón Extremeño, periódico republicano fe- 
deral de Plasencia, realiza en junio una convocatoria para que se organice 
una asamblea de todos los pueblos de la derecha del Tajo. Esta asamblea 
debería discutir y someter a la aprobación del partido la constitución de 
una provincia o cantón independiente en dicha comarca extremeña. Se 
argumenta que, una vez instaurada la República Federal, dentro del Es- 
tado Federal Extremeño ha de producirse una reorganización territorial 
dada la extensión y mala división geográfica de Extremadura, cuyo terri- 
torio debería ser dividido en tres O cuatro provincias. 

Esta convocatoria tuvo fuerte eco en la prensa y mereció diversas con- 
sideraciones. En líneas generales se interpretó como un intento de segre- 
gación provincial dadas las contínuas disputas entre el norte y el sur de la 
provincia, o lo que es lo mismo entre las ciudades de Plasencia y Cáceres, 
enfrentadas siempre por la capitalidad de la provincia. 

Por otra parte, y pese a que la circular referida propugna una hipoté- 
tica reunión general en Mérida que habría de ser posterior a la adopción 
de acuerdos por provincias y circunscripciones, sé aduce que sería contra- 
producente que en aquella reunión exista el condicionante de los acuerdo 
adoptados en la derecha del Tajo. Significativa es la carta que, desde 
Cañaveral, dirige Felipe Boticario al director de El Cantón, de la que 
hemos extractado el siguiente párrafo: 

«(...) lo que procede no era, no es separarnos de nuestros hermanos 
extremeños incluso los de Badajoz (...) los de aquella provincia nos han 
invitado en diferentes ocasiones a que acudamos a Mérida para tratar esta 
cuestión de las dos Provincias hermanas con el tino que se requiere; en- 
tonces vía la apatía e indiferencia con que mirábamos los de ésta tan 
laudable pensamiento (...)» ?. 

Con todo, la llegada de Castelar al gobierno de la República, y el 
posterior golpe de estado de Pavía en enero de 1874, impidieron que estas 
iniciativas alcanzaran el desarrollo pretendido. 

Durante el reinado de Alfonso XII, la primera manifestación que con- 
sideramos digna de reseña es la celebración en 1882, durante los días 3, 
4 y 5 de junio, de la Exposición Regional Extremeña de Agricultura y 


2 El Cantón Extremeño, 29 de junio de 1873 «Sección Provincial». 
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Ganadería. La idea había sido ya apuntada en 1876, pero no se retomó 
hasta diciembre de 1880. La iniciativa fue de la Junta de Agricultura, 
Industria y Comercio de Cáceres y en principio se pensaba restringir el 
ámbito de participación a la provincia cacereña, pero al final se acordó 
aceptar la propuesta de Martín y Castro para que la exposición fuese re- 
_gional y se celebrase en Trujillo. A pesar de la escasa concurrencia de 
expositores, sobre todo de la provincia de Badajoz, el secretario de la 
comisión al redactar la memoria no duda en afirmar que la Exposición 
fue «(...) la más completa de las celebradas hasta la fecha en la provincia» 
y podría haber sido «uno de los más brillantes concursos regionales» *. 

Muchísimo más importante que ésta, fue la Exposición Regional Extre- 
meña celebrada en 1892 con motivo de la conmemoración del IV Cente- 
nario del Descubrimiento de América *. En esta ocasión la iniciativa 
partió de la Real Sociedad Económica de Amigos del País de Badajoz, y 
fue un certamen auténticamente regional, a pesar del predominio de ex- 
positores de la provincia organizadora. Los contactos entre representantes 
de ambas provincias, las intensas campañas en la prensa y el deseo de dar 
publicidad a los productos agrícolas, ganaderos e industriales de la región, 
así lo manifiestan. Por otra parte, los juegos florales que se celebraron 
por estas fechas, además de otras manifestaciones, nos inducen a consi- 
derar que los meses de agosto y septiembre de 1892 constituyeron un gran 
revulsivo para el regionalismo extremeño. El Diario de Cáceres, en di- 
ciembre de 1918, inserta un artículo extraído del periódico pacense El 
Correo de la Mañana, en el que puede leerse lo siguiente: 

«Veinticinco años hace que se celebraba el descubrimiento de América 
y ni un momento se vieron en aquellos actos separados los blasones de 
las dos provincias extremeñas, apareciendo en la Exposición Regional como 
el primer paso en la conciencia de la comunidad de su vida económica» ?. 

Entre ambas celebraciones, también merece destacarse la aparición en 
1883 de la revista publicada en Frenegal de la Sierra El Folklore Frexnense 
y Bético-Extremeño, como órgano temporal de las sociedades de este nom- 
bre. En dicha publicación se persigue estudiar la identidad de lo extre- 
meño en todas sus manifestaciones, sobre todo en sus variantes culturales 
y antropológicas. En otro sentido, y según nos refiere Fernando Sánchez 
Marroyo *, en 1888 fue aprobada en octubre por la Asamblea Federal 
una Constitución extremeña, que evidentemente ha de ser considerado 
como un hecho anecdótico y carente de toda viabilidad. 

Por último destacar que en los últimos años del siglo XIx es fácil de- 
tectar en la prensa extremeña un incremento de la temática regionalista. 
El carácter y contenido de muchas publicaciones, que aparecen con el 


% Memoria de la Exposición Regional Extremeña de Agricultura y Ganadería, celebrada 
en la ciudad de Trujillo durante los días 3, 4 y 5 de junio de 1882, Cáceres, 1883, pág. 11. 

31 En la actualidad, preparamos un trabajo sobre el la celebración del IV Centenario 
del Descubrimiento en Extremadura, en el que se desarrollará el tema de la exposición 


regional. 
2 Diario de Cáceres, 10 de diciembre de 1918. «La conciencia regional y la autonomía». 
% Fernando S. Marroyo: «Extremadura 1918-1919: intentos de definición», ... art. cit., 
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subtítulo de regionales e incluso regionalistas, así lo corrobora. Al mismo 
tiempo, con motivo de la elaboración del Código civil que concluyó en 
1889, se realizó una intensa campaña de opinión que llegó hasta principios 
de siglo, que perseguía la inclusión en el Código civil del Fuero del Bailío, 
vigente sólo en algunos pueblos de la provincia de Badajoz, pero que se 
concebía como el reconocimiento de una pretendida peculiaridad jurídica 
extremeña. En la Revista de Extremadura y en otros órganos de opinión 
aparecerán estudios encaminados a tal fin, pero no se alcanzó el objetivo 
perseguido ante la inconsistencia de los argumentos y el carácter subsidia- 
rio del Fuero. 

Y así llegamos a la creación de la Revista de Extremadura (1899-1911), 
órgano de las Comisiones de Monumentos de las dos provincias, con la 
que abrimos un nuevo período en el desarrollo del regionalismo extre- 
meño. Dicha revista se dedicó a difundir estudios históricos, geográficos, 
folclóricos y toda clase de actividades artísticas, culturales, políticas..., en- 
caminadas a potenciar la región y proyectarla fuera de sus fronteras. Se 
procuraba ante todo fomentar los estudios sobre la región, que los extre- 
meños conocieran y se interesasen por Extremadura y que el resto del 
Estado español la tuviese en consideración. 

Es significativo que esta revista aparezca con el cambio de siglo, mo- 
mento en el que, según la idea apuntada por Fusi *, se produce la «cris- 
talización del “problema regional” como problema político nacional», 
es decir, cuando en todo el territorio español comienzan a generalizarse 
los planteamientos regionalistas influenciados, sin duda, por el impulso 
catalán. 


5.b. 1899-1917: años de tentativas y desencantos 


Durante la etapa que viene a continuación se multiplican los indica- 
dores de conciencia regional, que dejan constancia de la fragilidad y poca 
consistencia de los planteamientos e iniciativas regionalistas en Extrema- 
dura. No obstante, estos años de tentativas y desencantos supondrán el 
enraizamiento del raquítico árbol extremeñista. Y esto se producirá en 
torno a un conjunto de acontecimientos a los que inmediatamene nos va- 
mos a referir. 

A lo largo de este período Extremadura va a denunciar sus deficiencias 
y el abandono causado por la política económica del gobierno y la incom- 
petencia de sus representantes, que no consiguen las mejoras que la región 
demanda. Los problemas de infraestructura viaria, carreteras y ferrocarri- 
les, y el anquilosamiento de la agricultura serán los catalizadores de asam- 
bleas y reuniones, algunas de carácter regional, que irán conformando 
paulatinamente el movimiento regionalista extremeño. 

Este es el sentido de la primera reunión de los pueblos de la Vera * 
celebrada en Jarandilla, en diciembre de 1902, donde se acuerda formar 


Y Juan Pablo Fusi: «Los nacionalismos en España 1900-1936 (Notas para una discu- 
sión)», en Nacionalismo y regionalismo en España..., págs. S5 y sigs. 
*% El Dardo, 4 de enero de 1903: «La Vera saliendo de su letargo.» 
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una Liga Verata que defendiera sus intereses y gestionara la concesión de 
vías de comunicación que sacasen a la rica comarca de su aislamiento. En 
enero de 1908 se convocará la asamblea de los ferrocarriles del Valle y la 
Vera con idénticos objetivos e iguales resultados %. Por esas mismas fe- 
chas la Revista de Extremadura ” refiere que la Cámara Agrícola de Ba- 
dajoz solicitó el apoyo de los diputados y senadores extremeños para que 
se incluya dentro del proyecto de ferrocarriles estratégicos uno que co- 
necte Fregenal de la Sierra y Valencia de Alcántara. Esta circunstancia 
unida a una manifestación encabezada por el Ayuntamiento y la Diputa- 
ción provocó una respuesta esperanzadora del gobierno. El Adarve, perió- 
dico cacereño, se hace eco de estas circunstancias: 

«Badajoz ha dado un alto ejemplo, que honra a los extremeños (...) 
La región se está sacudiendo de su tradicional letargo.» ** 

Pero no será la reclamación de carreteras y ferrocarriles el hecho que 
aglutine a las dos provincias, pues en no pocas ocasiones compitieron a la 
hora de gestionar sus escasas posibilidades de desarrollar las respectivas 
infraestructuras viarias. Por ello lo que si va a actuar como elemento co- 
hesionador será la común problemática agraria en relación con el protec- 
cionismo y la comercialización de productos. Así, en 1906 se celebra en 
Badajoz una asamblea de agricultores extremeños motivada por las pre- 
tensiones de los harineros catalanes, que suponían un grave perjucio para 
las zonas productoras. En enero de 1915 se organizará otro acto similar 
como protesta por el decreto de zonas neutrales Y. A partir de esta fecha 
las Cámaras Agrícolas de Cáceres y Badajoz estrecharán sus lazos y for- 
marán un frente común de connotaciones regionalistas, planteando reivin- 
dicaciones comunes. 

Anteriormente ya nos hemos referido a la importancia de las exposi- 
ciones para medir el pulso y la vitalidad regional. Extremadura, sin em- 
bargo, mostró cierta apatía y se encontró con importantes impedimentos 
a la hora de realizar y participar en dichos acontecimientos. A pesar de 
ello, los intentos por incentivar la presencia y, en algunos casos organi- 
zación, de estos actos no son desdeñables y merecer ser referidos aquí. 
Como veremos, serán los Órganos de prensa de ambas provincias, y no las 
instituciones representativas, los que lleven a cabo, prácticamente, todas 
las iniciativas encaminadas a este fin. 

Del 30 de agosto al 10 de septiembre de 1903 se celebró en Huelva la 
Exposición Onubo-Extremeña, que no pudo realizarse en 1902 por averías 
ocurridas en las armaduras del edificio y por temores a la propagación de 
la glosopeda *. La prensa extremeña se ocupó por extenso de este acon- 
tecimiento y trató por todos los medios de incentivar la concurrencia de 
la región, ante la posibilidad de dar a conocer sus productos en una ciudad 
que es el «puerto y mercado natural de esta región» “. A pesar de ello, 


3 La Nueva Unión, 28 de diciembre de 1907 y 4 de enero de 1908. 
27 Revista de Extremadura, tomo IX, 1907, «Crónicas Regionales», pág. 527. 
38 El Adarve, 19 de diciembre de 1907: «Por Extremadura. Los ferrocarriles estratégi- 


% El Bloque, 15 de enero de 1915. 
% Revista de Extremadura, tomo IV, 1902, «Crónicas Regionales», pag. 334. 
41 El Norte de Extremadura, 24 de mayo de 1903. «Exposición Onubo-extremeña». 
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unos días antes de celebrarse la exposición, la Comisión Ejecutiva de la 
provincia de Cáceres dimitió ante la falta de compromiso de la Diputación 
Provincial y la mayoría de los municipios en procurar los medios necesa- 
rios para realizar su cometido. La Revista de Extremadura nos informa de 
la apatía de la región y de la escasa concurrencia de expositores extre- 
meños en la breve reseña que dedica a tal acontecimiento. 

A pesar de este fracaso, el periódico Noticiero Extremeño, en diciem- 
bre de 1904, difunde la iniciativa de Sánchez Asensio para que todos los 
periódicos cacereños promuevan la concurrencia conjunta de Cáceres y 
Badajoz en la futura Exposición Iberoamericana de Madrid, prevista para 
1908 P. Más significativo todavía es el titular del periódico El Adarve en 
su número correspondiente al 21 de junio de 1909: «LA EXPOSICIÓN LUSI- 
TANO-EXTREMEÑA. Extremadura quiere redimirse. Un gran pensamiento. 
Los periodistas de Cáceres y Badajoz. Propaganda de la Idea. Una cir- 
cular. ¡Adelante extremeños!» En dicho artículo se refiere que los perio- 
distas de Badajoz se han trasladado a Cáceres con objeto de interesar a 
los de esta provincia y poner en marcha la idea de celebrar en Badajoz 
una exposición lusitano-extremeña, o mejor hispano-lusa. Al final se envió 
una circular a todas las personalidades de la región para que contribuyeran 
a la realización de este importante acto. A pesar de toda esta agitación, 
dicha exposición se saldó con un nuevo fracaso. 

Los resultados prácticos, como indicábamos en otro lugar, son de es- 
casa entidad, pero el estado de opinión que generan dichos acontecimien- 
tos y los constantes intercambios y relaciones entre las dos provincias 
merecen ser considerados. : 

En el aspecto cultural, en Extremadura se observan importantes defi- 
ciencias que condicionan su afianzamiento como región. La importancia 
de los juegos florales en el renacimiento del espíritu regional ha sido su- 
ficientemente destacada para que insistamos en ella. El retraso de Extre- 
madura, y sobre todo de la provincia de Cáceres en la organización de 
estos certámenes, los expresan Luis Grande Baudesson y posteriormente 
Diego Bautista Regidor en sendas campañas de prensa. Es significativo 
que en 1906 se desistiera de organizar juegos florales para la Feria de 
Cáceres, pues «para esta clase de festivales se necesitan recursos de varias 
clases, y por desgracia no los hay. Un certamen es cosa más modesta y 
más barata» *. 

La conmemoración en 1905 del tercer Centenario del Quijote fue un 
acontecimiento que impulsó las iniciativas culturales en la región. Por una 
parte, la prensa difunde la idea de celebrar «un festival científico-literario 
donde las fuerzas intelectuales de Extremadura se pongan de manifiesto 
para tantearse y orientarse en el dilatado campo de nuestro mejora- 
miento» *. 

A pesar de todo, la Revista de Extremadura refiere la escasa entidad 
de los certámenes realizados y el poco entusiasmo con que se celebraron 


42 


El Adarve, 8 de diciembre de 1904. «Por Extremadura». 
Revista de Extremadura, tomo VIII, 1906, «Crónicas Regionales», pág. 94. 

4 El Adarve, 20 de octubre de 1904. «CERTAMEN LITERARIO REGIONAL. A los Cuatro 
Vientos», artículo firmado por Diego M.* Crehuet. 
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en Extremadura estas fiestas, que, según el cronista, han sido resultado 
de una imposición oficial *. 

También para solemnizar dicho Centenario se propone que con el pa- 
trocinio de particulares, autoridades y corporaciones civiles, militares y 
eclesiásticas de las dos provincias, se comience a publicar una Biblioteca 
regional de autores y asuntos extremeños. El Norte de Extremadura * anun- 
cia a sus lectores que la Junta del Ateneo de Badajoz ha hecho suya y 
quiere desarrollar la idea de la Biblioteca Extremeña: 

«Esta iniciativa ha tomado ya cuerpo y Cáceres debe estar a la altura 
(...) los extremeños van y han de dejar de ser los indios de la nación (...) 
si Cáceres no acude al llamamiento que Badajoz nos hace para una em- 
presa tan culta, tan noble y tan poco costosa, nuestro nombre no quedaría 
en muy buen lugar.» 

La inviabilidad de dicha iniciativa se evidencia en la carta que Carlos 
Groizard y Coronado dirige a Mario Roso de Luna en 1906 ”. La idea 
central es que la gran «Biblioteca Extremeña» es una obra que no puede 
llevarse a cabo en esos momentos, pues primero se habrían de construir 
los cimientos que sostuviesen una empresa de tal envergadura. Lo que 
propone Groizard y Coronado es la creación de una Sociedad de Excur- 
sionistas, que se constituiría en Guadalupe, al estilo de las que existen en 
otras zonas del país. En definitiva, se procuraba aglutinar a las personas 
interesadas en el progreso se Extremadura y que con carácter errante se 
conozca y difunda la cultura popular por todos los pueblos de la región. 

Uno de los acontecimientos más destacados de la etapa que estamos 
analizando es la creación del Centro Extremeño en Madrid, formado en 
un primer momento por personalidades relevantes de la región: Mario 
Roso de Luna, Rivas Mateos, Eloy Berjano, Carlos Groizard, etc. En 
julio de 1905 se inauguró este centro que nace como asamblea mediadora 
entre el poder central y la región, sin ningún tipo de adscripción política, 
y para influir en la corte con objeto de conseguir todo tipo de mejoras 
para Extremadura. La idea se materializó en el Ateneo madrileño durante 
el mes de abril y en seguida se contó con 800 adhesiones *. 

Al poco de constituirse, la Junta del Centro visitó al ministro de Agri- 
cultura y le presentó un memorándum sobre las necesidades de la agricul- 
tura extremeña. En la prensa regional dicha Junta publicó una circular o 
cuestionario para que los extremeños informasen de sus necesidades, es- 
tado y aspiraciones. * En julio de ese mismo año surgió La Voz de Ex- 
tremadura como órgano semioficial del Centro, desaparecida en 1907, año 
en el que el entonces secretario del Centro Extremeño, señor Rincón, 
editó una nueva revista, Extremadura. La actividad del Centro fue muy 


45 Revista de Extremadura, tomo VII, 1905, «Crónica Regional», págs. 312-313. 
% El Norte de Extremadura, 6 de abril de 1904. «El IV Centenario del Quijote en 


Extremadura». 
7 La Voz de Extremadura, 10 de abril de 1906. «POR LA PATRIA CHICA. Al señor don 


Mario Roso de Luna». 
18 Revista de Extremadura, tomo VII, 1905, «Crónica Regional», págs. 191-192. 
% Revista de Extremadura, tomo VII, 1905, «Crónica Regional» págs. 191-192. 
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intensa en un primer momento —se organizaron conferencias, excursiones, 
clases, certámenes...— pero a medida que fue pasando el tiempo y se 
fueron renovando los componentes de su Junta directiva, empezó un lento 
declinar hasta su definitiva extinción. 

En torno a Guadalupe también surgieron interesantes iniciativas regio- 
nalistas. La Virgen de Guadalupe era considerada la Patrona de Extre- 
madura, pero habría que esperar a 1907 para que dicho patronato reci- 
biese la declaración y confirmación canónica por el papa Pío X ”. Unos 
meses antes, en octubre de 1906, se había organizado la Romería Regional 
Extremeña a Guadalupe, que fue calificado por la revista Guadalupe, fun- 
dada precisamente en diciembre de ese año, como «el primer acto de 
nuestro regionalismo». 

En el número preliminar extraordinario de esta revista aparece una 
amplia reseña sobre la romería y comentarios como el siguiente: 

«Se dirá que es coincidencia; pero el hecho es que a los pocos días de 
la Romería, se celebra en Badajoz la magna Asamblea de agricultores, a 
la que concurren de casi toda la región; Extremadura desempeña un im- 
portante papel en la Asamblea general de Madrid; nuestros diputados a 
Cortes dan prueba de que contamos con hombres de talento político; se 
hace un llamamiento para honrar la memoria del malogrado y sin igual 
cantor del campo, el ferviente católico Galán, y toda España contesta a 
la invitación; y para perpetuar el despertar y fomentar el amor a la tierra 
del Cristu Benditu, aparece nuestra Guadalupe. 

Pero no se tome este regionalismo como nota que presagie aspiraciones 
autónomas, ni desmembraciones territoriales, ni pretensión a especial le- 
gislación: no. 

(...) No; nuestro regionalismo no quiere sacudir el poder Central. Lo 
acata, lo obedece y lo defiende» ”. : 

De otro signo, aunque de escasos resultados, fue la proposición del 
diputado en Cortes Juan Muñoz Chaves, de crear la «Unión Extremeña». 
Con ocasión del acto inaugural de la Granja Regional de agricultura de 
Badajoz, en octubre de 1907, se reunieron en dicha ciudad una gran can- 
tidad de personalidades relevantes de la región. En los discursos, Juan 
Muñoz Chaves lanzó la idea de organizar una asociación con personali- 
dades de ambas provincias para estudiar todos los problemas que afecta- 
sen a la agricultura extremeña, dejando a los políticos la acción gestora y 
efectiva de tales intereses ”. De esta manera se formaría una especie de 
junta regional encargada de controlar la labor de los parlamentarios extre- 
meños y de indicarles, con carácter vinculante, los problemas y prioridades 
más acuciantes y de urgente resolución. Dicha iniciativa fue muy bien 
acogida por las Cámaras Agrícolas y de Comercio y por la Revista de 
Extremadura. Pero la idea nació muerta pues en el mismo acto se expu- 
sieron voces e ideas discrepantes. No obstante, dicha organización es po- 
sible que tuviera un corto período de vigencia, pues en los años siguientes 


% Ibid, tomo VIL, 1907, «Crónica Regional», pág. 189. 
N % Revista Guadalupe, 8 de diciembre de 1906 «El primer grito de regionalismo», pá- 
gina 8. 

2% La Coalición, 6 de noviembre de 1907. 
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encontramos algunas referencias en la prensa que hablan fundamental- 
mente de su ineficacia. 

Así, en 1908, cuando la emigración y el hambre son las notas defini- 
torias de Extremadura, que además se ve completamente relegada en las 
previsiones de obras públicas establecidas por el gobierno central, el cro- 
nista de la Revista de Extremadura *, pronunciará el siguiente lamento: 

«No nos quejemos, pues, si somos los Boabdiles de la nación, que sólo 
sabemos llorar, lo que no somos capaces de defender. 

(...) Seguramente se acordarán nuestros lectores de aquella tan feste- 
jada Unión Extremeña, que creamos para estas ocasiones, y al ver que 
nada hace a pesar de los años transcurridos, se les vendrán a las mientes 
como a nosotros, los elegiacos, y aquí irónicos, versos de Jorge Manrique: 


Los infantes de Aragón 
que se hicieron.» 


También durante este período se llegó a hablar de constituir un orga- 
nismo que llevase por nombre Solidaridad Extremeña. Durante 1908, en 
el El Agricultor *, periódico de Aldeanueva del Camino, aparece esbo- 
zada la idea de lo que debería ser esta organización cuyo nombre presenta 
indudables resonancias catalanas. Se habla de que los intereses regionales 
han de estar por encima de los partidos y que los extremeños han de 
unirse frente al caciquismo y el centralismo para conseguir la autonomía 
regional que contribuya al fortalecimiento de la región y consecuente- 
mente de España. 

Esta idea adquiere mayor concreción en 1915, cuando se celebró la 
Asamblea de Badajoz como protesta por el régimen arancelario y el de- 
creto sobre zonas neutrales. En El Bloque * se indica que se han realizado 
reuniones para constituir la Solidaridad Extremeña formada por los dipu- 
tados y senadores de las dos provincias que habrían de renunciar a per- 
sonalismos e ¡ideologías y procurar únicamente el fomento de 
Extremadura. Pero las circunstancias y el talante de los políticos del mo- 
mento no propiciaban el desarrollo de este tipo de iniciativas: la filiación 
política se anteponía a cualquier intento cohesionador. 

Entre 1915 y 1918 el movimiento regionalista extremeño experimentará 
una aceleración que culminará en la solicitud, en 1919, de un régimen de 
autonomía administrativa. Ya hemos hablado que, desde 1915, las Cáma- 
ras Agrícolas de las dos provincias actúan conjuntamente y mantienen ex- 
celentes relaciones. También es interesante referir aquí la campaña re- 
gionalista llevada a cabo por Juan Luis Cordero en El Bloque publicando 
desde octubre de 1916 a comienzos de 1917 una considerable cantidad de 
artículos que reunirá en su libro Regionalismo. Problemas de la provincia 
de Cáceres. 

Durante estos años se organizan homenajes a personalidades extreme- 
ñas que han logrado alcanzar puestos importantes en la Administración. 


53 Revista de Extremadura, tomo X, 1908, «Crónica Regional», pág. 528. 
4 El Agricultor, 15 de abril de 1908. «Por la Solidaridad Extremeña». 
55 El Bloque, 26 de enero de 1915 «Solidaridad Extremeña». 


450 ESPAÑA 


Estos actos son un pretexto para reunirse y difundir el ideario regionalista. 
Éste es el sentido del realizado, en julio de 1916, a Federico Reaño, y ya 
en 1917, en abril y diciembre respectivamente, a José Rosado Gil, con 
motivo de su designación como fiscal del Tribunal de Cuentas, y Marcelo 
Rivas Mateos, nombrado director general de Primera Enseñanza. 

Los contactos que promueven dichos acontecimientos, la paulatina 
toma de conciencia regional en Extremadura a lo largo de las últimas 
décadas y la generalización del sentimiento regionalista en todo el terri- 
torio nacional, confluyen en la creación a finales de 1917, en Badajoz, de 
la Unión Regional Extremeña, propiciada por dos personas vinculadas a la 
Cámara Agraria, Regino de Miguel y Ricardo Carapeto Zambrano. Dicha 
organización, y su portavoz Noticiero Extremeño defenderán una concep- 
ción del regionalismo basada en los conceptos de confesionalidad 
y monarquía. Por esas mismas fechas, en Cáceres se creará otro conglo- 
merado, Amigos de la Región. Pero su análisis corresponde al siguiente 
epígrafe. 


5.c. 1918-1924: de la propaganda a los hechos. 
La materialización de un fracaso 


El período más importante en la historia del regionalismo extremeño 
es el comprendido entre los años 1918 y 1924, porque en torno a estas 
fechas se canalizaron una variada gama de iniciativas coincidentes en el 
deseo de dotar a Extremadura de una nueva configuración político-admi- 
nistrativa. Esta etapa, sobre todo los años 1918 y 1919, ha sido muy bien 
estudiada por Fernando Sánchez Marroyo desde diversos puntos de vista. 
Por ello remitimos a los trabajos de este historiador para completar la 
información que aquí se ofrece. Dado el escaso espacio con que contamos, 
hemos preferido presentar una visión global del regionalismo extremeño, 
resaltando aspectos no tratados por la bibliografía, en detrimento de pro- 
fundizar en sus momentos y acontecimientos más relevantes. 

Fernando S. Marroyo delimita perfectamente los tres frentes en que se 
expresa el fenómeno regionalista extremeño de estos años: iniciativas in- 
dividuales, instituciones no oficiales de carácter regionalista y organismos 
representativos tradicionales empujados por los acontecimientos *. Bre- 
vemente vamos a referirmos a cada uno de ellos. 

Por lo que se refiere a las iniciativas individuales, hemos de apuntar 
que muchísimas personas manifestaron a través de la prensa, y en otras 
instancias, su adhesión y compromiso para la puesta en marcha del regio- 
nalismo extremeño. Por todos los rincones de la región extremeña apare- 
cen nuevos periódicos, la mayoría de ellos con el subtítulo regionalista, 
que ofrecían sus páginas a las colaboraciones y opinión de las personas 
interesadas en el resurgimiento regionalista. 

En cuanto a las instituciones no oficiales que se crearon para encauzar 
el movimiento regionalista destacar, en primer lugar, su escasa implanta- 
ción y resultados prácticos y, en segundo término, el importante movi- 


** Fernando Sánchez Marroyo: «Regionalismo y Cuestión, art. cit., pág. 283. 
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miento de Opinión que, en torno a ellas, lograron aglutinar. Estos orga- 
nismos nacen, fundamentalmente, como resultado de la imposibilidad, in- 
capacidad y descrédito de los partidos políticos tradicionales para procurar 
el resurgimiento de Extremadura. La coyuntura política, por su parte, pro- 
piciaba el desarrollo de este tipo de organizaciones dada la quiebra del 
sistema político de la Restauración y el empuje del regionalismo catalán. 

La primera nota que las caracteriza es que son organizaciones de ám- 
bito exclusivamente provincial, a pesar de las connotaciones regionales de 
sus apelativos. Así, la Unión Regional Extremeña radica en la provincia 
de Badajoz y los Amigos de la Región en la de Cáceres. En esta última 
provincia también se habla de un grupo híbrido que presentó candidatos 
a las elecciones, y que atendían al nombre de Jóvenes Regionalistas. 

Desde el primer momento esta circunstancia fue considerada como un 
serio condicionante para un pleno desarrollo del regionalismo extremeño. 
En la propia asamblea donde se constituía el conglomerado Amigos de la 
Región, García Plata de Osma expuso el criterio de que «si Extremadura 
es la bandera única no puede admitirse que existan tres partidos regiona- 
listas»; por ello considera conveniente que la asociación regionalista ca- 
cereña ha de ponerse inmediatamente «en contacto con estos elementos 
afines, hasta llegar a la organización de una Asamblea magna, con perso- 
nalidad y entidades colectivas de las provincias de Badajoz y Cáceres, ya 
en Mérida o en otro sitio que se considere más adecuado para el objeto» *. 
Pero dicha reunión no llegó a materializarse y la vida de estos organismos 
fue lentamente extinguiéndose. 

Los planteamientos y objetivos de la Unión Regional Extremeña y de 
Amigos de la Región son prácticamente similares: apoliticismo, interclasi- 
cismo, composición y filiación política heterogénea de sus miembros, re- 
nuncia explícita de presentarse a las elecciones, actitud de crítica y control 
de los representantes parlamentarios, preocupación por el progreso y fo- 
mento de Extremadura, sobre todo, en lo que se refiere a la cuestión 
agraria, la comercialización de productos y desarrollo de infraestructuras 
básicas en la región. En definitiva, el objetivo prioritario es la defensa de 
los intereses económicos de Extremadura. Excluyen, además, cualquier 
planteamiento nacionalista o separatista. 

La Unión Regional Extremeña aparece sin embargo como más conser- 
vadora, pues declara explícitamente en su ideario la defensa de la Monar- 
quía y el catolicismo, aspectos sobre los que no se define Amigos de la 
Región, circunstancia que, paradójicamente, les restó adeptos. Curiosa- 
mente, el tema de la confesionalidad del regionalismo fue uno de los te- 
mas más debatidos en la prensa cacereña. 

Los Jóvenes Regionalistas aparecen como los más radicales, pues al 
margen de su consciente declaración de aconfesionalidad, no dudaron en 
presentar candidaturas a las elecciones de febrero de 1919 obteniendo un 
rotundo fracaso; la prensa les acusó tendenciosamente de catalanismo y 
de seguir los dictados de Cambó. 


37 Diario de Cáceres, 7 de enero de 1918. «Campaña Regionalista. Urge el unificar e 
intensificar el movimiento». 
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La inoperancia de estas entidades y el desarrollo del regionalismo en 
las restantes zonas del país impulsó a las diputaciones extremeñas a tomar 
la iniciativa y tratar de encauzar el movimiento regionalista extremeño. 
Para ello se creó en cada diputación una Comisión Especial de Fomento 
de la Región Extremeña cuyos objetivos serían trabajar para afirmar la 
personalidad de la región, estrechar los vínculos entre las dos provincias 
y proponer medidas a los parlamentarios *. El 26 de noviembre de 1918 
hubo una reunión —la primera— conjunta de los representantes de las 
diputaciones de Cáceres y Badajoz, en Mérida, donde se aprobó un cues- 
tionario que se dirigía a ayuntamientos, personalidades y corporaciones de 
todas clases, con objetos de recabar su opinión sobre la necesidad o no 
de reclamar para Extremadura un régimen de autonomía administrativa 
municipal y regional >. 

El 19 de enero de 1919 se volvían a reunir en Mérida las Comisiones 
de Fomento de la Región Extremeña para examinar el resultado de las 
opiniones recibidas, «que por su número y calidad puede considerar como 
representación de la opinión general de Extremadura» ”. 

No podemos detenernos en el interesantísimo comentario de las res- 
puestas a dicho cuestionario ”, pero baste decir que en líneas generales 
resultaron favorables a la reclamación autonómica extremeña. Por ello en 
la citada reunión se acordó acomodarlas al proyecto que sobre autonomías 
pensaba presentar el gobierno y solicitar, en régimen de igualdad con el 
resto de los territorios del Estado, un estatuto de autonomía municipal y 
regional para Extremadura. 

Sin embargo, el deterioro de la situación política y la conflicitividad 
social de estos meses motivó que Romanones suspendiera las Cortes —27 
de febrero— y que incluso en Cataluña la cuestión autonómica fuese re- 
legada a un segundo plano. Consiguientemente los avances logrados en 
Extremadura, y en el resto de las regiones españolas, con respecto a la 
cuestión autonómica quedarían momentáneamente paralizados. 

- A pesar de ello, las manifestaciones regionalistas no desaparecerán en 
Extremadura, como lo atestigua la creación, en el segundo semestre de 
1919, del periódico La Región, fundado por Juan Luis Cordero y Antonio 
Elviro, la apertura de la Casa de Extremadura en Madrid, el homenaje a 
Gabriel y Galán de 1922, o la campaña propiciada por algunos periódicos, 


* Documentación relativa a los intentos de autonomía extremeña 1918-1919, Archivo de 


la Diputación de Cáceres, carpeta núm. 2.035, «Proposición número 5 de formar la Comisión 
“Formento de la Región Extremeña”». 

* «Acta de la I Reunión de las Comisiones de las Diputaciones Provinciales de Badajoz 
y de Cáceres en el Fomento de la Unión Regional Extremeña celebrada en la ciudad de 
Mérida el 26 de noviembre de 1918», en Documentación relativa 'a los intentos de autonomía 
extremeña 1918-1919. 

% «Acta de la sesión celebrada el día 19 de enero de 1919», en Documentación relativa 
a los intentos de autonomía extremeña... 

%!  Remitimos al exhaustivo estudio de Fernando S. Marroyo publicado en la Revista de 
Estudios Sociales y presentado en el coloquio Los nacionalismos en la Restauración, cele- 
brado en Santiago de Compostela en 1983. En dicho artículo, el autor analiza las contesta- 
ciones a la encuesta remitidas por las dos provincias. 
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durante 1923, de celebrar por primera vez el Día de Extremadura en Gua- 
dalupe. 

El golpe de estado de Primo de Rivera, en septiembre de 1923, tam- 
poco supuso, en un principio, un corte brusco en las aspiraciones regio- 
nalistas extremeñas. En el último trimestre de este año dos acon- 
tecimientos merecen ser destacados: la peregrinación, en octubre, de la 
diócesis de Badajoz a Guadalupe, que resultó ser un acto de afirmación 
extremeñista ”, y la celebración en Mérida —8 de diciembre— de los pri- 
meros juegos florales de afirmación regional e iberoamericana. 

Sin embargo, el acontecimiento más relevante fue la reacción de las 
diputaciones ante la nueva división territorial político-administrativa que 
planeaba el directorio, concretada en el Estatuto Municipal de marzo de 
1924, y en el Estatuto Provincial de 1925. La sustitución de los miembros 
electos de municipios y diputaciones por representantes de gremios y cor- 
poraciones —en septiembre (1923) y enero (1924), respectivamente— no 
ocasionó mayores problemas en Extremadura. La expectación estaba en si 
el nuevo régimen reconocería, o no, la sustantividad de Extremadura 
como región y la tendría en cuenta a la hora de proceder a la reforma 
político-administrativa, o si, por el contrario, cabía la posibilidad de que 
las provincias extremeñas se incorporasen a otras unidades territoriales. 
Como el tema estaba en estudio, Noticiero Extremeño plantea la necesidad 
de que las diputaciones extremeñas promuevan una asamblea en la que se 
afirme, con objeto de que el gobierno lo tuviera en cuenta, la cohesión y 
solidaridad de las dos provincias extremeñas *. 

El periódico pacense no dudó en ofrecer sus páginas a todos los extre- 
meños que quisieran manifestar su Opinión acerca de la realidad regional 
extremeña, iniciativa que gozó de extraordinaria acogida. Sin embargo, en 
La Montaña, periódico de Cáceres, se expresaron algunas afirmaciones 
que ponían en entredicho la unidad regional, pues algunas personas ma- 
nifestaban la opinión de los beneficios que supondría para Cáceres sepa- 
rarse de la provincia de Badajoz. En el fondo latía el tema de la rivalidad 
sobre la futura capitalidad regional. 

Ya hemos indicado que en enero de 1924 se sustituyen las diputaciones 
provinciales, en medio de la mayor indiferencia y en un clima de total 
normalidad. Unos días antes, el 4 de enero, celebró sesión la Diputación 
de Badajoz y en sus acuerdos se acoge la iniciativa expuesta por Noticiero 
Extremeño. Se nombró, pues, una comisión que fuera a visitar a la dipu- 
tación cacereña para poner en marcha la asamblea y «solicitar por medio 
de un escrito que se mantenga íntegra la personalidad de Extremadura» *. 

También se pedía el concurso de la prensa regional para mover y con- 
cienciar la opinión pública. Pero la reunión prevista no pudo realizarse 


2 Noticiero Extremeño, septiembre-octubre de 1923. 

é Noticiero Extremeño, 19 de diciembre de 1923. «La cuestión regional. Extremadura, 
unida y fuerte, defenderá su personalidad regional». 

é Noticiero Extremeño, 4 de enero de 1924: «La Diputación se reúne. Se recoge la 
iniciativa de “Noticiero Extremeño” sobre el problema regional». 
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por la destitución de los diputados provinciales; el tema quedaba pen- 
diente y habría de ser retomado. En los nuevos diputados recaía la tarea 
de defender la unidad de la región y ofrecer propuestas al directorio sobre 
la Mancomunidad de Diputaciones extremeñas *. Sin embargo, los con- 
tactos entre ambas provincias fueron escasos. Entre las ciudades más im- 
portantes existían suspicacias y recelos que dificultaban una actuación 
conjunta: tanto Cáceres como Badajoz, incluso Mérida, reclamaban para 
sí la capitalidad de la futura región extremeña ”. 

A pesar de todo, el Real Decreto de 24 de marzo sólo se referiría a 
la organización y administración municipal. A partir de él, se anunciaba 
la preparación del proyecto de administración regional, que no se aprobó 
hasta el año siguiente, por lo que el tema quedó en suspenso y práctica- 
mente liquidado: Primo de Rivera ni siquiera se atrevió a poner en mar- 
cha el referido Estatuto Municipal por no correr el riesgo de realizar las 
elecciones que en dicha ley se contemplan. 


-5.d. 1924-1931: el Centro de Estudios Extremeños 
y la participación extremeña en la Exposición 
Iberoamericana de Sevilla 


A partir de estos momentos y hasta la proclamación de la República 
el movimiento regionalista extremeño pierde contenido y aspiraciones po- 
líticas y queda relegado a manifestaciones de la personalidad cultural de 
la región. Por ello, sólo vamos a referirnos, brevemente, a los dos acon- 
tecimientos más relevantes. 

El Centro de Estudios Extremeños se creó el 25 de noviembre de 1925 
por iniciativa de presidente de la Diputación Provincial de Badajoz, Se- 
bastián García Guerrero. Su reglamento expresa cuáles han de ser sus 
cometidos: 

«(...) promover, impulsar, proteger y realizar todos los trabajos de 
investigación sobre la historia y estado actual de Extremadura, y especial- 
mente de la provincia de Badajoz (...); reconocimiento y publicidad de las 
bellezas artísticas y naturales de Extremadura, de sus frutos de riquezas, 
de sus problemas, de sus posibilidades, de sus peculiaridades fonéticas, 
lexicográficas y sintácticas, de sus caracteres etnográficos y antropológicos, 
de sus costumbres en todos los órdenes (...), Además el Centro asesorará 
a la Diputación en la formación, distribución y aplicación de la parte de 
presupuesto provincial destinado a fines de cultura y desempeñará cual- 
quier cometido que la Diputación le encomiende y sea congruente con el 
objeto de la institución» ”. 

La vitalidad del Centro fue muy intensa y llega desde su constitución 


*% Noticiero Extremeño, 23 de enero de 1924: «La Diputación de Badajoz y la Manco- 


munidad extremeña». 

% Noticiero Extremeño, 7 de febrero de 1924: «Cuestiones del Día. La Mancomunidad 
extremeña». 

El Según se afirma en la copia del acta de la sesión celebrada por la Comisión Provincial 
de Badajoz el 25 de noviembre de 1925, reproducido en la Revista del Centro de Estudios 
Extremeños, tomo XVII, 1943: «Noticias. Reglamento del Centro de Estudios Extremeños» 
páginas 214-215. l 
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hasta la actualidad, con los condicionantes evidentes de la dinámica polí- 
tica. Durante este período, organizó gran cantidad de actividades: confe- 
rencias, exposiciones, cursos... En 1927, creó la Revista del Centro de 
Estudios Extremeños, que supuso una importantísima contribución al pro- 
greso y difusión de la cultura y señas de identidad de Extremadura. 

El 9 de mayo de 1929 fue el día de la apertura oficial de la Exposición 
Iberoamericana de Sevilla que permanecería abierta hasta finales de 1930. 
Extremadura se preparó para participar en dicho acontecimiento a pesar 
del revés que supuso el ser excluida, en un principio, del Comité Ejecu- 
tivo de la Exposición %. La idea central que presidía la actividad de las 
personas y comisiones Provinciales de Cáceres y Badajoz era el conven- 
cimiento de «que es indispensable descubrir Extremadura, tanto a los ex- 
traños como a sus propios hijos» ?. 

Para ello se construyó un Pabellón de Extremadura dentro el recinto 
de la Exposición que reproducía en sus fachadas e interiores los motivos 
y características arquitectónicas de los edificios prototípicos extremeños. 
El periódico Nuevo Día inserta en su primera página del día 30 de octubre 
de 1929, una amplia reseña de la inauguración de dicho edificio. Sus ti- 
tulares son suficientemente elocuentes: «MEMORABLE DIA PARA EXTRE- 
MADURA. Con asistencia del rey, de los infantes y del jefe del gobierno, 
se ha inaugurado el pabellón extremeño esta mañana. La cuna de los 
conquistadores de América, enseña al mundo sus riquezas artísticas e his- 
tóricas.» 

En su interior se exponían esculturas y pinturas de artistas extremeños 
contemporáneos, ampliaciones fotográficas de monumentos, obras de arte, 
tipos populares y paisajes de Extremadura, maniquíes vestidos con trajes 
regionales, tapices, bordados, motivos populares, muebles y objetos de 
valor histórico-artístico, documentos, mapas actuales y de la conquista de 
América, etc. Como puede observarse se trataba fundamentalmente de 
objetos de arte y otras manifestaciones culturales, mientras que otros as- 
pectos de la región apenas fueron reflejados. Es sintomático que esta de- 
ficiencia se justificara por «a la poca fortuna que se obtuvo en recabar y 
organizar elementos que pusiesen de relieve la riqueza agropecuaria de la 
región por una parte, y por otra, a la idea de que siendo más conocida 
en España esta parte económica, convenía hacer un alarde fecundo del 
movimiento artístico de Extremadura, más inédito y desconocido fuera de 
la tierra.» ” 

Del 12 al 15 de mayo de 1930 se organizó la Semana Extremeña en la 
Exposición de Sevilla de amplia resonancia, sobre todo por la actuación 
de la Coral Cacereña. Se realizaron diversos actos, entre ellos un ciclo de 
conferencias ” donde López Prudencio, Covarsi y López de la Fuente di- 


6 Sobre la presencia extremeña en la Exposición Iberoamericana de Sevilla se encuentra 
en prensa en la actualidad un libro, cuya autora es Encarna Lemus. 

% Nuevo Día, 10 de abril de 1929. «Por Extremadura. Nobleza obliga». 

1% «El Pabellón de Extremadura en la E.I.A. de Sevilla», en Revista del Centro de Es- 
tudios Extremeños, tomo IV, núm. 2, 1930, págs. 153-193. La cita corresponde a la pág. 187. 

11 Estas conferencias fueron publicadas por la diputación pacense en un solo volumen 
que llevaba por título Extremadura. 
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sertaron acerca de las señas de identidad de Extremadura y su importante 
contribución en el descubrimiento de América, y sobre arte y economía 
extremeña. 

Un año más tarde el regionalismo político volvería a hacer su aparición 
en Extremadura, aprovechando la coyuntura favorable de la proclamación 
de la II República, que supuso un nuevo cuestionamiento de la organiza- 
ción político-territorial de Estado español, ya esbozado en el Pacto de San 
Sebastián de agosto de 1930. 


S.e. 1931-1936: intentos para elaborar un Estatuto 


Durante la II República, el Estado español se decanta claramente a 
favor de una configuración en regiones autonómicas. Dos comunidades, 
Cataluña —en 1932— y Euzkadi —en octubre de 1936, ya comenzada la 
guerra civil—, vieron cómo se aprobaban sus respectivos Estatu- 
tos de Autonomía. Las demás regiones había alcanzado un desarrollo desi- 
gual en su marcha hacia la concesión estatutaria, pero en todas se experi- 
mentó un importante movimiento tendente a constituirse en comunidad 
diferenciada. 

A lo largo de 1931, en Extremadura, y más concretamente en la pro- 
vincia de Badajoz, se detecta un intenso resurgir de las iniciativas regio- 
nalistas que por no encontrar el cauce ni el compromiso debido se ex- 
tinguieron rápidamente. Otras cuestiones más tangibles como la reforma 
agraria eran las que verdaderamente preocupaban a los extremeños. 

Durante los meses de mayo y junio de 1931, nada más proclamada la 
República, se lanzó la idea de organizar, en la provincia de Badajoz, un 
partido regionalista —Solidaridad Extremeña— que concurriese a las elec- 
ciones constituyentes convocadas para el 28 de junio. El periódico Correo 
Extremeño alude a un conjunto de personalidades de reconocido prestigio 
y diversa filiación política para que formen dicha agrupación y constituyan 
una candidatura electoral extremeña ”?. La idea no era novedosa, pues se 
pretendía crear un partido regionalista en Extremadura que agrupase a los 
extremeños en la defensa de los intereses de la región respetando su di- 
versidad ideológica, es decir, crear un frente común extremeñista al estilo 
de los ya estudiados. La novedad radicaba en la intencionalidad y objetivo 
de participar activamente en la política y presentarse a unas elecciones. 
El proyecto fracasó ante el mutismo de la mayoría de los individuos pro- 
puestos y la preferencia de otros por representar a sus propios partidos en 
la contienda electoral. 

Esta circunstancia unida a la aparición de partidos que asumían el idea- 
rio regionalista hizo inviable la pretendida Solidaridad Extremeña. El 
abrumador triunfo en las elecciones de la candidatura republicano-socia- 
lista contribuyó a enterrar definitivamente las escasas expectativas que res- 
taban de forman un partido regionalista extremeño. 

Pasadas las elecciones, el 13 de julio de 1931 la Asociación de la 
Prensa de Badajoz remitió una circular a las fuerzas vivas de la provincia 


n 


Correo Extremeño, 6 de mayo de 1931 y 21 de mayo de 1931. 
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con el objeto de celebrar una reunión en el local de la Asociación para 
estudiar las bases de un futuro estatuto regional extremeño. Las personas 
e instituciones públicas y privadas de Badajoz convocadas deberían coo- 
perar en la elaboración y discusión del referido proyecto. 

Se produjeron varias reuniones, en las que se expresó la necesidad de 
sondear la opinión pública extremeña, y por fin el 27 de julio se celebró 
la asamblea convocada para elaborar el Estatuto de Autonomía. En dicha 
asamblea se nombró una Comisión Pro-Estatuto de Autonomía extremeño 
presidida por José López Prudencia, representante del Centro de Estudios 
Extremeños, organismo al que se encargó la redacción del Estatuto. El 
resto de los componentes pertenecían también a entidades relevantes. Así, 
Juan Muñoz Casillas a la Cámara Agrícola, Enrique Triviño al Cabildo 
Catedral, Manuel Giménez al Patronato Nacional de Turismo, Rafael Ro- 
dríguez Moñino al Colegio Oficial de Interventores, Antonio Arqueros al 
Partido Radical, Justo López de la Fuente a la Económica de Amigos del 
País de Badajoz, Leandro Campini al Partido Radical Socialista y Juan 
Gajardo a la Económica de Mérida ”. 

En la referida asamblea se acordó ponerse inmediatamente en comu- 
nicación con Cáceres. Se enviaron telegramas a los principales periódicos 
de la provincia alentándoles a que constituyesen una comisión similar que 
estudiase el problema, para que, posteriormente, en reuniones conjuntas 
se procediese a la redacción definitiva del proyecto de estatuto. En la 
provincia de Cáceres, sin embargo, existían mayores dificultades para po- 
ner en marcha el movimiento. Significativo es el artículo que Luis Grande 
Baudesson escribe en el periódico Nuevo Día el 22 de julio de 1931, en 
el que viene a decir que sería conveniente esperar a que se haya aprobado 
la nueva Constitución republicana y que en todo caso, de no precipitarse, 
los extremeños podrían aprender mucho de la discusión en Cortes de otros 
estatutos ”. 

A pesar de ello, la comisión pacense siguió desarrollando su cometido. 
Una de sus actividades fue la redacción y difusión de un cuestionario, que 
debería ser contestado con anterioridad al día 10 de agosto, con el fin de 
contar con más elementos de juicio para la elaboración del estatuto. En 
dicho cuestionario se preguntaba por las señas de identidad de Extrema- 
dura, el número de provincias que debería tener la región, la oportunidad 
de crear un banco regional, la igualdad de derechos entre hombres y mu- 
jeres, y otras cuestiones susceptibles de incluirse en el proyecto ”. 

A pesar de esta incesante actividad, observamos pocos avances en la 
redacción del estatuto, debido quizá, entre otras razones, a diferencias de 
criterios dentro de la comisión y a un diferente posicionamiento con res- 
pecto al estatuto catalán. Por su parte, la Asociación de la Prensa, durante 
los meses de octubre y noviembre, organizó un ciclo de conferencias sobre 


713 Correo Extremeño, 28 de julio de 1931: «Ayer se reunió en Badajoz la Asamblea 


convocada para elaborar el Estatuto de Extremadura.» 

1% Nuevo Día, 22 de julio de 1931: «Para Alusiones. El Estatuto Regional Extremeño.» 
Correo Extremeño, 1 de agosto de 1931: «Cuestiones que la Comisión de la provincia 
de Badajoz Pro Estatuto Extremeño somete al estudio y consideración de esta entidad.» 
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el Estatuto Extremeño a cargo de José Díaz Ambrona, Modesto Albalá y 
Regina Merchán, que aparecen transcritas literalmente en el periódico La 
Libertad ”*. 

La promulgación, en diciembre, de la Constitución republicana que 
sancionaba la formación de regiones autónomas dentro del Estado integral 
español, previa presentación plebiscitada del correspondiente proyecto, 
debería haber insuflado fuerzas a los miembros de la comisión en la puesta 
a punto del estatuto extremeño; sin embargo, parece ser que sucedió todo 
lo contrario, pues será precisamente por estas fechas cuando desaparecen 
las referencias sobre dicha cuestión. 

Otro aspecto destacado del regionalismo extremeño durante la Se- 
gunda República es el intento de aproximación de la provincia de Huelva 
a Extremadura, que se traduce en un deseo de constituirse las tres pro- 
vincias en región autónoma. El acercamiento de Huelva a la región extre- 
meña no era un acontecimiento aislado y carente de fundamentos. Las 
exposiciones onubo-extremeñas y la comunidad de intereses económicos 
durante los años de la Restauración constituyen un claro precedente que 
es necesario considerar. 

El tema salió a la luz nada más proclamada la Segunda República. El 
26 de abril de 1931, el presidente de la Diputación de Sevilla, Hermene- 
gildo Casas, publicó en el Diario de Huelva un artículo en el que esbozaba 
en líneas generales cómo habría de constiturise la Mancomunidad 
Andaluza ”. Éste fue el precipitante que desencadenó una activa campaña 
en la prensa onubense protagonizada por personas vinculadas al puerto y 
a la compañía de ferrocarriles de Zafra, que levantaron voces contra dicho 
proyecto enjuiciándolo como un intento más de sancionar la prepoten- 
cia y el centralismo sevillano en la comunidad andaluza. Estas personas, 
sobre todo Manuel Pérez y Pérez, expusieron todos los agravios e in- 
justicias cometidos por Sevilla sobre el resto de las provincias andalu- 
zas, sobre todo los relacionados con la provincia de Huelva. La 
argumentación central de esta campaña era que Huelva había sido siem- 
pre relegada por Sevilla y que «el porvenir de Extremadura está aquí 
en Huelva, de la misma manera que el nuestro se halla allí en aquellas 
provincias» ”. 

Esta idea se desarrollaba en el sentido de que el puerto de Huelva era 
la salida natural al mar de los productos extremeños y que tanto Huelva 
como Extremadura se beneficiarían del incremento de sus relaciones co- 
merciales en el marco de una comunidad autónoma propia. Manuel Pérez 
y Pérez plantea obsesivamente, con documentadas referencias, cómo Se- 
villa había usurpado a Huelva el tráfico de productos con Extremadura, 
utilizando sus influencias en el gobierno central y su importante peso en 
la compañía de ferrocariles MZA. Se argúía que al no estar unificadas las 
tarifas ferroviarias, la MZA practicaba una competencia desleal, que per- 


15 La Libertad, días 23, 24, 25, 28, 29 y 30 de octubre de 1931 y 6, 7, 8 de noviembre 
1931. 
7 Manuel Pérez y Pérez: Pro Huelva-Extremadura, Huelva, 1932, pág. 8. 


3 Ibíd, pág. 38. 


EXTREMADURA 459 


seguía anular a la compañía del ferrocarril de Zafra, y canalizar toda la 
produción extremeña a través del puerto sevillano. La conclusión de estos 
análisis apuntaba hacia la unión de Huelva con las dos provincias extre- 
meñas y su consiguiente segregación de Andalucía: 

«Y yo les digo a nuestros gobernantes esto es así y sólo así; (...) po- 
dremos hacer de Huelva una gran capital; de su puerto un emporio; de 
su provincia una joya de nuestra patria, y de Extremadura un vergel ri- 
sueño y feliz. Si lo dejamos, Huelva morirá tan pronto como sus minerales 
decaigan en el mercado extranjero; su provincia arruinada quedará casi 
desierta, y Extremadura vegetará rodeada por las competencias nocivas de 
sus provincias vecinas» ”. 

La campaña obtuvo sus frutos y, a medida que fue pasando el tiempo, 
se fueron multiplicando las adhesiones, sobre todo de las Cámaras Agrí- 
colas y de Comercio de las respectivas provincias. La Comisión Pro Es- 
tatuto de Autonomía se mostraba conforme en considerar a Huelva dentro 
del proyecto de Estatuto de Autonomía *, y se empredieron numerosos 
contactos y reuniones para integrar a Huelva en Extremadura. Sin em- 
bargo, la provincia más interesada era Badajoz por la proximidad e in- 
mediatez de sus relaciones. El diario Nuevo día de la provincia de Cáceres 
se manifestaba de esta manera en julio de 1932: 

«(...) demasiado atentos a otras cuestiones nacionales de esta misma 
índole, ni nos habíamos dado cuenta siquiera de esa importantísima reu- 
nión celebrada en la capital de la provincia hermana, en que representan- 
tes de las Cámaras de Comercio de Badajoz, Cáceres y Huelva y 
representantes del Comité Administrativo del puerto de esta última capi- 
tal, han tratado cuestiones de interés para las tres provincias, habida 
cuenta del deseo de Huelva de separarse de Andalucía y constituir con 
Badajoz y Cáceres la región extremeña. (...) ¡el regionalismo extremeño 
ahora o nunca! Somos más grandes que la Generalidad, porque nosotros, 
sin pedirlo, tendremos anexión territorial y Cataluña no. ¡Aún hay cla- 
ses!» *. 

A pesar de todas estas gestiones, no se consiguieron los resultados 
esperados y este movimiento fue paulatinamente diluyéndose. De todas 
maneras queremos resaltar —y así conectamos con lo expuesto en otro 
lugar sobre la primacía, a la hora de delimitar el mapa autonómico, de 
los intereses y las conveniencias sobre las argumentaciones de identidad 
regional— que no era difícil buscar ni encontrar argumentos que legiti- 
masen, precisamente, la cohesión de las regiones. El siguiente ejemplo 
ilustra, por sí solo, este aspecto sin necesidad de comentarios. En 1934 se 
publicaba en un Suplemento al Boletín del Instituto de Reforma Agraria un 
estudio estadístico sobre las provincias de Badajoz, Cáceres y Huelva, con 
objeto de sentar las bases de la futura reforma agraria. En este estudio 
podemos encontrar, amparadas en criterios geográficos y geológicos, afir- 
maciones como la siguiente: 


B  Ibíd, pág. 82. 

$ Correo Extremeño, 28 de julio de 1931: «Ayer se reunió en Badajoz la Asamblea 
convocada para elaborar el Estatuto de Extremadura». 

$l Diario de Cáceres 26 de julio de 1932: «Regionalismo extremeño». El subrayado es 
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«(...) las tres en conjunto dan origen a una de las regiones más típicas 
y con rasgos más uniformes de la Península.» Le 

Para concluir el período republicano, tan sólo queremos señalar que a 
partir de 1932 se apagaron las voces regionalistas en Extremadura. El 
clima de tensión y agitación social que vivió la región y la evolución po- 
lítica de la República tuvieron mucho que ver en ello. Durante 1932 hubo 
una intensa campaña en la prensa contraria a la concesión del Estatuto de 
autonomía de Cataluña, en la que participaron, incluso, personas favora- 
bles al regionalismo extremeño. El anticatalanismo haría nuevamente acto 
de presencia en la prensa regional. 

Fernando S. Marroyo, en su estudio sobre el regionalismo extremeño 
durante la Segunda República *, indica que durante el período del Frente 
Popular se intentaría de nuevo tímidamente poner en marcha en Extre- 
madura la maquinaria regionalista, pero la escasa conciencia regional, la 
procedencia conservadora de sus propulsores y la precipitación de los 
acontecimientos cercenaron dichas iniciativas. 


S.f. 1936-1977: la Extremadura de los conquistadores 
y del ideal de Hispanidad 


Esta amplísima etapa de la historia extremeña apenas va a ser anali- 
zada aquí. Exceptuando los años de la guerra civil sobre la que se han 
realizado algunos estudios, la etapa franquista constituye un auténtico va- 
cío en la hitoriografía extremeña que sólo en la actualidad comienza a ser 
considerado. Esta circunstancia, unida a la limitación espacial de este tra- 
bajo y, sobre todo, al carácter fundamentalmente cultural de las manifes- 
taciones regionalistas en Extremadura, imposibilita un tratamiento más 
exhaustivo del tema y estimula a los historiadores a que profundicen en 
el estudio de este período. Por ello las indicaciones que explicitaremos a 
continuación tienen únicamente valor referencial y tratan ante todo de 
abrir camino a futuros trabajos sobre el tema. 

En primer lugar, deseamos referirnos a las consideraciones establecidas 
por la Diputación Provincial de Cáceres, en abril de 1938, que trataban 
de orientar al gobierno de Franco sobre el papel que les correspondería 
desempeñar a las diputaciones provinciales en el nuevo régimen político- 
administrativo que se intentaba crear. En una reunión organizada a tal 
efecto, se llegó a un conjunto de conclusiones que nos parece interesante 
comentar. En síntesis se solicitaba que se delimitasen las competencias 
entre municipios y diputaciones para un mejor funcionamiento de ambos, 
y que se procurasen las medidas para un fortalecimiento de los organismos 
provinciales, que serían los encargados de fomentar los intereses morales 
y materiales de la provincia. Se concluía que en España no existía espíritu 


2 Instituto de Reforma Agraria: «Datos recopilados sobre las provincias de Badajoz, Cáceres 
y Huelva», Suplemento al Boletín del Instituto de Reforma Agraria, Madrid, 1934, pág. 23. 

* Fernando Sánchez Marroyo: «Notas sobre el regionalismo extremeño durante la 
IT República», en Norba, IV: Cáceres, págs. 455-456. 
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regional y que la provincia, a pesar de ser una entidad artificial creada 
por la ley, había conseguido consolidarse hasta hacerse indispensable, 
por lo que ella habría de ser la célula base del nuevo estado *. Con 
estas y otras indicaciones parecidas se constituiría un sistema político 
rígidamente centralista que impediría cualquier tipo de manifestación 
que pudiera resquebrajar los cimientos de la «unidad indisoluble de la 
Patria». 

Sin embargo, en el terreno cultural no desaparecieron las peculiarida- 
des y singularidades regionales, sino que desprovistas de motivaciones po- 
líticas, alcanzaron un desarrollo considerable. En Extremadura, sus eru- 
ditos potencian los estudios sobre el carácter, la historia, geografía, fol- 
clore y personalidades extremeñas. El Centro de Estudios Extremeños, 
que amplió sus competencias en 1943 *, realizará una incesante labor en 
este campo que quedará reflejada en su revista y en los actos culturales 
por él inspirados. En el nuevo Reglamento de 1943, se creaba una «Bi- 
blioteca del Centro de Estudios Extremeños», patrocinada por la dipu- 
tación provincial y se potenciaba la publicación de libros referentes a Ex- 
tremadura. 

En Cáceres, el Departamento de Seminarios de la Jefatura Provincial 
del Movimiento también realizó una intensa labor divulgadora comen- 
zando a publicar una «Biblioteca Extremeña», que editó obras tan rele- 
vantes como la parte extremeña, en cuatro volúmenes, del Diccionario de 
Madoz, cuya importancia no vamos a ponderar aquí. Las revistas Alcán- 
tara y Monasterio de Guadalupe también merecen ser consideradas, sobre 
todo, por su orientación divulgadora de estudios referidos al entorno ca- 
cereño. 

En los ensayos y conferencias sobre la región, se la presenta como la 
quintaesencia de los valores hispánicos. Yuste y Guadalupe, junto con 
Cortés y Pizarro son los cuatro pilares sobre los que se asienta la nueva 
conceptualización de Extremadura. Becerro de Bengoa, Pedro de Lo- 
renzo, Carlos Callejo Serrano, Miguel Muñoz de San Pedro, Pedro Caba, 
Antonio Rodríguez Moñino, Bonifacio Gil, Elías de Tejada y otros mu- 
chos serán los que proyecten la imagen de una Extremadura heroica «cuna 
de conquistadores» y baluarte fundamental de la Hispanidad. 

Se vuelve a hablar del resurgimiento de Extremadura, de su impor- 
tante contribución a la historia de España, de los rasgos psicológicos de 
sus habitantes, de los extremeños ilustres, de la necesidad de crear una 
metafísica de Extremadura, etc. Pero ahora la nota predominante es la 
retórica y la erudición, pero sin claros compromisos concretos y sin ofrecer 
medidas alternativas, ni mucho menos autonómicas. En definitiva, se pro- 
fundiza en todos casos estos aspectos para demostrar que «el extremeño, 
es por esencia, patriota, en el pleno sentido de la palabra, y su estilo es 
hondamente nacional. Más aún, cuando, a través de la historia, conquista 


$ Archivo de la Diputación Provincial de Cáceres: Algunas notas sobre la estructuración 
provincial formuladas por la Diputación de Cáceres, Cáceres, 1938, carpeta núm. 2.825. 

$5 «Reglamento del Centro de Estudios Extremeños», en Revista del Centro de Estudios 
Extremeños, tomo XVII, núm. 2, 1943, 
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imperios, ni siquiera se le pasa por la cabeza, como al loco aventurero 
Lope de Aguirre, erigirse en rey y señor de aquellos territorios que él, a 
solas sin ayudas de su misma nación, supo conquistar y poner a los pies 
de su rey y emperador (...). Pero nunca le pasa por la mente a Cortés 
proclamarse señor independiente de los territorios conquistados. Es, pues, 
contra naturam del Ser extremeño, pretender la grandeza de Extremadura 
a base de un distanciamiento de la Madre Patria, de España» *. 

Por último, tan sólo indicar que, para una mejor caracterización de 
este período, sería conveniente profundizar en otra serie de aspectos como 
pueden ser las reuniones del Consejo Económico y Sindical de Extrema- 
dura y Huelva, los Seminarios Bravo Murillo, los Congresos de Estudios 
Extremeños, la creación de la Universidad de Extremadura en 1973, etc., 
que desbordarían las dimensiones impuestas a nuestro trabajo. 


S.g. 1977-1983: Extremadura, Comunidad Autónoma. 
Un lento y laborioso proceso que culminará en Estatuto 


Con la instauración de la democracia en España, se retoma definiti- 
vamente el tema de la articulación político-territorial del Estado, que cul- 
minará en la consecución de estatutos de autonomía por todas las regiones 
y nacionalidades españolas. En octubre de 1977, por Real Decreto, se 
restablece la Generalitat provisional de Cataluña, y el 30 de diciembre, el 
régimen preautonómico de Euskadi. A partir de aquí, y sobre todo, a raíz 
de la aprobación de la Constitución española de 1978, en los diversos 
territorios del Estado se detecta un intenso movimiento tendente a la ela- 
boración de sus correspondientes estatutos. 

En Extremadura, el año 1977 supone el punto de inflexión que marca 
esta tendencia. Dos acontecimientos merecen ser destacados: las intensas 
movilizaciones contra la instalación de la central nuclear de Valdecaballe- 
ros en las que se enarbola la bandera verde, blanca y negra, y la consti- 
tución en Mérida —30 julio— de la Junta de Parlamentarios extremeños. 

Entre esta fecha y el 13 de junio de 1978 —en la que por Real Decreto 
Ley se aprueba el Régimen Preautonómico para Extremadura (BOE, 30 
de junio) que creaba, con carácter provisional, la Junta Regional de Ex- 
tremadura como ente preautonómico de la región— se intensifican los 
contactos y reuniones de parlamentarios en diversas ciudades del territorio 
extremeño. 

Tras algunos enfrentamientos sobre la designación del presidente de la 
Junta Preautonómica, el 9 de septiembre de 1978 tomó posesión de su 
cargo Luis Ramallo. Unos días más tarde se formaría el primer gobierno 
preautonómico. Tras las elecciones municipales de abril de 1979 se pro- 
duce una remodelación en el seno de la Junta y el PSOE rechaza las 
consejerías que se le asignan. En junio se crea una comisión para el es- 
tudio de las iniciativas del progreso autonómico, y se intenta establecer, 
con numerosas dificultades, un pacto autonómico entre los diversos par- 


Narciso Sánchez Morales: «¿La gran Extremadura. Una utopía?», en Revista de Es- 
tudios Extremeños, tomo XXIV, núm. Il, Badajoz, 1968. 
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tidos políticos extremeños, que tras las intensas movilizaciones populares 
y de ayuntamientos por causa de la central nuclear de Valdecaballeros, se 
constituirá en octubre de ese mismo año. Dicho pacto se rompió en enero 
de 1979 por la cuestión del camino legal a seguir para la consecución de 
la autonomía: UCD impondrá la vía del artículo 143, y los partidos de 
izquierda abandonan las reuniones del Proyecto de Bases del Estatuto. A 
finales de enero de 1980 se constituye la Comisión Mixta de Transferen- 
cias Gobierno Central-Junta de Extremadura y en mayo de este año, apro- 
bada la vía del ártículo 143, se acuerda por unanimidad iniciar y abrir el 
proceso autonómico, que culminará el 12 de diciembre de 1981, con la 
aprobación, en Mérida, por la Asamblea de Parlamentarios del Proyecto 
de Estatuto de Autonomía para Extremadura. 

Como consecuencia de mayoría absoluta del PSOE en las elecciones 
legislativas de octubre de 1982 y la designación de nuevos consejeros, Juan 
Carlos Rodríguez Ibarra, candidato de PSOE, es elegido presidente de la 
Junta de Extremadura. Tras la discusión en el Congreso y en el Senado 
del Proyecto de Autonomía de Extremadura, el 25 de febrero de 1983 se 
promulga la Ley Orgánica de Estatuto de Autonomía de Extremadura, 
que aparecerá en el Boletín Oficial del Estado número 49 del día siguiente. 
Extremadura se constituye en una de las diecisiete entidades geopolíticas 
autónomas que conforman el Estado español. 

El 21 de mayo de este año quedaría constituida, previa elección, la 
Asamblea de Extremadura con mayoría absoluta del PSOE y en junio se 
formaría el primer gobierno autónomo extremeño, la Junta de Extrema- 
dura, presidido por el socialista Juan Carlos Rodríguez Ibarra. 

De esta manera, y superando no pocos impedimentos, la región con- 
sigue definitivamente el reconocimiento jurídico de su personalidad dife- 
renciada. Sin embargo, la conciencia regionalista de la población ex- 
tremeña todavía se encontraba en estado embrionario. El Estatuto de Au- 
tonomía llegó, sobre todo, como consecuencia de un imperativo constitu- 
cional y del imparable movimiento experimentando en las restantes zonas 
del país. A partir de él, comienzan a multiplicarse los indicadores tenden- 
tes a fortalecer y desarrollar la cohesión y conciencia regional, y se dise- 
ñarán los márgenes de una nueva etapa del extremeñismo. 
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Provincias: La Coruña, Lugo, Orense 
y Pontevedra. 

Superficie: 29.434 km.? 

Población: 2,81 millones de habitantes. 


GALICIA 


1. INTRODUCCIÓN 


Galicia es una Comunidad Autónoma considerada como «nacionalidad 
histórica» en la Constitución española de 1978. Este reconocimiento se 
debe, sin duda, no tanto a la presión autonomista ejercida por sus repre- 
sentantes políticos en el período de la transición, cuanto a la relevancia 
que alcanzara el proceso estatutario durante la II República y, natural- 
mente, a la existencia de gran cantidad de rasgos nacionalitarios, a los que 
no podría dejar de ser sensible el legislador. Estos rasgos específicos de 
Galicia remiten a muy diversos ámbitos. Al del medio natural y el modo 
de ser dominado por el hombre, en primer lugar; a la peculiaridad de su 
evolución histórica, en segundo lugar, y, en tercer lugar, al peso que tiene 
la formación en común de toda una tradición cultural, que se manifiesta 
en la lengua, las formas jurídicas de regulación de las relaciones sociales, 
la estructura territorial y los modos de sociabilidad. 

De todo ello queremos dar cuenta en esta breve presentación de la 
realidad geográfica, demográfica, económica, social, histórica y cultural de 
Galicia, mediante la reflexión sobre cuatro grandes áreas. Comenzaremos 
por aludir al medio geográfico que caracteriza a Galicia y a la vinculación 
entre este medio natural, el asentamiento de la población y la formación 
histórica del paisaje, hasta alcanzar a sistematizar los principales rasgos de 
la estructura económica de la Galicia actual... En un segundo apartado, 
habremos de sintetizar la evolución histórica de Galicia, atendiendo a 
aquellos rasgos más específicos que, no obstante, deben ser más inteli- 
gibles a la luz de la historia común española y europea. En tercer lu- 
gar, nos hemos de interesar por la formación de una conciencia política 
galleguista y la construcción, en épocas recientes, de su régimen de auto- 
nomía. Para finalizar con unas breves referencias a la cultura gallega ac- 
tual, forjada en medio de una triple tensión: la del peso de la tradición, 
la de la urgencia de sobrevivir y, también, la de la necesidad de alcanzar 
una dimensión universalista. 
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2. ESPACIO GEOGRÁFICO Y ESTRUCTURA ECONÓMICA. 
UN FINISTERRE POPULOSO, EMIGRANTE Y SUBDESARROLLADO 


2.1. El medio físico 


Las descripciones geográficas de Galicia suelen ser muy reiterativas 
respecto de alguna de sus características consideradas esenciales. Galicia 
es calificada de país granítico, de suaves colinas, dilatadas costas y aco- 
gedoras rías, «esquina verde» de la Península, clima lluvioso, temperaturas 
suaves, poblamiento disperso y formas de vida tradicionales, con predo- 
minio de las actividades agrarias y pesqueras. Esta es la imagen corriente, 
cuando no tópica, que se ha acuñado de Galicia. Se destaca más su uni- 
formidad que no la diversidad. No es extraño, pues Galicia ha sido más 
explicada desde la mirada ajena que a partir de la reflexión propia. Sin 
embargo, todas estas imágenes de Galicia tienen fundamento real. El pro- 
blema consiste en su adecuada combinación a la hora de definir la realidad 
geográfica de Galicia. 

Comenzaremos por lo más evidente. Galicia es un país (o, en sentido 
geográfico, una región), de pequeñas dimensiones, de menos de 30.000 
kilómetros cuadrados, con unos límites naturales claros, a excepción de la 
frontera portuguesa, sin grandes sistemas montañosos ni cuencas fluviales, 
con un tupido manto vegetal pero escasas formaciones de gran bosque, 
extensa orla litoral, de casi 1.200 kilómetros, y abundancia de comarcas 
llanas, separadas entre sí por pequeñas colinas o por depresiones y valles 
fluviales. Si a esto le añadimos el componente de finisterre y de aisla- 
miento que caracteriza a Galicia, tendríamos una imagen de la misma 
como algo uniforme. 

Sin embargo, la realidad geográfica de Galicia es muy diversa. RAMÓN 
OTERO PEDRAYO (1926), en sus primeras apreciaciones del paisaje ga- 
llego, ya había insistido en las diferencias entre la zona oriental y la oc- 
cidental de Galicia. Y las aproximaciones de geógrafos posteriores no han 
dejado de insistir en lo mismo. Esta diversidad interna de Galicia puede 
analizarse mediante muy diferentes factores, comenzando por los de orden 
físico, tal como se sistematiza en los mapas confeccionados por A. PRE- 
CEDO LEDO (1987). 

En primer lugar, el relieve. A partir de un originario «peñasco graní- 
tico» que, como ha dicho OTERO PEDRAYO, debe compartir su hegemonía 
- con otros materiales como esquistos y pizarras, se ha ido modelando un 
paisaje, de formas onduladas y suaves, en cuya configuración, además de 
los materiales, han influido notablemente la tectónica, las diversas fases 
climáticas por las que ha pasado el territorio galaico y, obviamente, la 
propia acción del hombre. El conjunto de estos factores ha propiciado la 
formación de varias unidades morfológicas que, según A. PÉREZ ALBERTI 
(1986), pueden reducirse a cuatro: las sierras, las llanuras (chairas) y de- 
presiones interiores, el litoral, y los ríos y valles fluviales, que empalman 
E las llanuras a través de lo que OTERO PEDRAYO denominara bocarri- 

eiras. 


TOMADOS DE PRECEDO LEDO (1987) 
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Mapa 1 Mapa 3 | 


Croquis litológico Temperaturas medias anuales 
1. Granitos y afines 1. Menos de 10.9 
2. Pizarras 2: Entre,10:9y11:2 
3. Esquistos SENT MAY Zo 
4. Rocas básicas 4. Entre 12.* y 13.2 
5. Otras 5. Entre 13. y 14.2 
6. Más de 14.2 


Mapa 2 Mapa 4 
Croquís geomorfológico Superficie de regadío en relación con la S.A.U. 
1. Sierras 1. Más del 2% de la S.A.U. 

Cursos fluviales encajados Entre el 1 y el 2% de la S.A.U. 


2. 2 
3. Escarpes de falla 3. Menos del 1% de la S.A.U. 
4 4 


Fosas tectónicas Otros municipios con regadío 
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En segundo lugar, desde la perspectiva de los dominios climáticos, se 
puede constatar también una gran diversidad. Aunque predomina el clima 
oceánico, hay una gran diferencia entre el oceánico hiperhúmedo del li- 
toral cantábrico, de temperaturas suaves, elevadas precipitaciones y con 
escaso déficit de precipitaciones, al mediterráneo de los valles fluviales 
interiores, en donde florece una vegetación de olivos, madroños y alcor- 
noques y con una gran escasez de precipitaciones en los meses veraniegos. 
El cruce entre el componente de continentalidad, según la distancia de la 
costa, y el de mediterranización, según la posición latitudinal, permite 
muy acusados contrastes climáticos. 

Y, en tercer lugar, las especies vegetales y la composición de los suelos 
también contienen importantes diferencias internas. Los bosques de carác- 
ter caducifolio predominan en las sierras y llanuras interiores, frente a las 
especies de hoja perenne, que se han impuesto en las comarcas del litoral. 

Esta diversidad de Galicia también puede observarse a través de la 
influencia de factores humanos. Las formas de poblamiento, bien en al- 
deas concentradas, bien en caseríos diseminados, coexisten dentro del te- 
rritorio de Galicia. Y lo propio sucede con la organización del sistema 
agrario, bien analizado por A. BOUHIER (1979), quien distingue tres gran- 
des conjuntos, con sus correspondientes zonas de transición: la Galicia de 
los campos cerrados, muy similares al bocage del oeste francés y que, 
aquí, se sitúan en las comarcas septentrionales de las provincias de Lugo 
y Coruña; sus explotaciones agrícolas son sensiblemente más grandes que 
en el resto de Galicia y la utilización del monte más intensa y de forma 
privada; en cierto modo, se trata de un sistema agrario «arcaico» y menos 
evolucionado que el siguiente, aunque en la actualidad se halle ya total- 
mente transformado. Un segundo conjunto es el de las comarcas centrales, 
que puede denominarse como Galicia de agras, que son terrazgos agrarios 
amplios, de 18 a 20 Ha., cerrados exteriormente y con tenues divisiones 
internas, explotados bajo formas y obligaciones comunitarias, por lo que 
se corresponden con núcleos de poblamiento relativamente grandes y de 
gran cohesión social. Ésta era la modalidad más importante del sistema 
agrario tradicional. Y, en tercer lugar, los campos abiertos, tipo openfield, 
de la Galicia sudoriental, en donde la fuerza de la comunidad era muy 
superior a la de la casa individual y en donde el aprovechamiento del 
monte como recurso ganadero era objetivo principal. 

En razón de todos estos factores es por lo que se ha podido hablar de 
diferentes unidades morfológicas o, cuando menos, de distintas formas de 
agrupar la realidad geográfica de Galicia. Las divisiones internas más cla- 
ras son las que se refieren a una Galicia occidental y otra oriental, 
demarcadas por una cadena montañosa, la «dorsal galaica», que la re- 
corre desde Estaca de Bares hasta la frontera con Portugal en la zona 
de A Frieira, y que actúa a modo de barrera de las masas de aire proce- 
dentes del Atlántico. Esta división encuentra también su correlato en la 
base litológica del territorio, al distinguirse muy. netamente la parte occi- 
dental, formada por granitos y esquistos, de la parte oriental, de dominio 
de la pizarra. 

Otra forma de regionalizar Galicia es la división de la misma en sep- 
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tentrional y meridional, predominando en la primera las tierras de secano, 
unas temperaturas más frías y suelos más húmedos, frente a la Galicia del 
sur, con unas condiciones climáticas más suaves, menor humedad, utili- 
zación del regadío en la agricultura y mayor densidad de población. La 
tipología de las diferentes tierras de Galicia puede ordenarse, incluso, 
desde otra perspectiva, como sugirió en su día OTERO PEDRAYO en su 
Guía de Galicia (1926): tierras bajas (valles y litorales), bocarribeiras (tie- 
rras en pendiente sobre valles fluviales), montañas (tierras altas y llanas) 
y, finalmente, sierras, a partir de los 800 metros de altitud. 

El espacio geográfico de Galicia muestra también su rica variedad a 
través de la existencia de comarcas. Pendiente aún de efectuarse una co- 
marcalización de Galicia, puede decirse que existen algunas comarcas 
naturales (y también funcionales) de acusada personalidad, como la «Te- 
rrachá» luguesa, O Ribeiro, Valdeorras, Val de Lemos, Bergantiños, O 
Condado, Deza o las Mariñas, tanto del «arco ártabro», como de la orla 
cantábrica. 

El medio físico en el que se ha desarrollado la historia de Galicia es, 
pues, un territorio antiguo, de contrastes internos, pero intensamente mo- 
delado por la acción del hombre, que ha sido capaz de crear un paisaje 
propio. Los contrastes obedecen, por tanto, a la confluencia de un gran 
número de matices diferenciadores. La arquitectura basada en el empleo 
del granito, propia de las comarcas occidentales y sureñas, contrasta con 
la utilización de la pizarra en el interior y sierras orientales; las cepas de 
viña, a ras de tierra en Valdeorras, con los altos emparrados del Salnés; 
los bosques de robles y abedules del interior lucense y orensano, con los 
pinares del litoral; los bancales (socalcos) del Sil o del Bibei con las ex- 
tensas agras de la Galicia central. Diversidad paisajística que sólo se halla 
atenuada por la existencia de una uniformidad cultural, que abarca a toda 
Galicia, y por la acusada humanización del paisaje, de su modelación por 
la acción del hombre. Ya lo había advertido MIGUEL DE UNAMUNO en su 
descripción de Galicia; «naturaleza humanizada, hecha mansión del hom- 
bre». Esto nos introduce en el segundo aspecto a tratar, cual es el de la 
evolución del número de hombres y su distribución sobre el espacio. 


2.2. Poblamiento 


El modo de realizar los asentamientos humanos sobre el territorio es 
uno de los componentes fundamentales del análisis de una sociedad deter- 
minada. En el caso de Galicia, por la importancia que el medio natural 
ha ejercido en la organización de estos asentamientos, el poblamiento ha 
tardado en ser proceso autonomizado de las limitaciones que las condicio- 
nes físicas imponían. De ahí la importancia que se le ha concedido al 
hábitat rural gallego, entendido este concepto, al modo que propone X. 
M. SOUTO (1988), «en relacion ál carácter dominante del valor de uso del 
espacio, esto es, de las condiciones topográficas, edafológicas, climáticas 
e hídricas del espacio», frente al poblamiento, que debe responder a pro- 
yectos de ordenación del espacio. 

La estructura territorial de los asentamientos humanos en Galicia 
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tiene, sin duda, rasgos singulares. Galicia es «uno de los espacios más 
densamente humanizados de Europa» (A. PRECEDO, 1987), gracias a la 
existencia de unas condiciones naturales de relieve fragmentado y, a la 
vez, de escasas «áreas vacías», a lo que se añade, como veremos, una 
intensa presión demográfica sobre el territorio. Esta ocupación dispersa 
del espacio se fundamenta en la comprobación de que Galicia reúne la 
mitad de las entidades singulares de población censadas en el Nomenclator 
de España de 1981 (CIEG, 1988), de las que la mayoría son calificadas de 
«aldeas» o «lugares». La densidad de entidades por kilómetro cuadrado 
es, por tanto, cerca de dieciocho veces superior en Galicia que en el resto 
de España. El reparto espacial de las entidades de población es, no obs- 
tante, bastante desigual; las mayores densidades se observan en las co- 
marcas septentrionales y en el bajo Miño, frente a la Galicia sudoriental, 
en donde aquélla es mucho menor. 

Estas entidades de población tienen una morfología que, jerárquica- 
mente, va desde la casa o lugar, pasando por la aldea, parroquia o villa, 
hasta la ciudad. En la Galicia tradicional, podrían distinguirse con nitidez 
las formas del hábitat rural del poblamiento urbano. En ese sentido, fue 
el alemán NIEMEIER, en 1934, el primer autor que ofreció una tipología 
de la aldea, entendida como la forma más antigua y específica de asenta- 
miento humano sobre el territorio. Y así pudo distinguir áreas de «intensa 
dispersión» (norte de Galicia) frente a áreas de aldeas «relativamen- 
te grandes y distanciadas» (Sudeste), tratando de vincular esta tipología 
con factores como el espacio cultivado, comunicaciones, relieve, prác- 
ticas agrarias... Este análisis se ha visto confirmado posteriormente por 
A. BOUHIER (1979) y otros autores. 

Otra forma importante de organizar el espacio, por encima de la aldea, 
es la parroquia. Galicia tiene, actualmente, 3.773' parroquias, lo que da 
idea de la trama organizativa en que se halla dividido el territorio, agru- 
pada a su vez en 313 municipios y éstos en cuatro provincias. Cada mu- 
nicipio tiene, pues, un promedio de 12 parroquias, que tienen una 
extensión media de 7,7 kilómetros cuadrados. La parroquia, en palabras 
de OTERO PEDRAYO (1926), es una «unidad vital, célula del organismo 
espontáneo, constante y vital de la población», organizada bajo la batuta 
de la iglesia, que es su punto rector. La existencia de las parroquias, 
vinculada según A. BOUHIER (1979), a las formas de poblamiento de los 
castros, responde a condiciones sociales, culturales y antropológicas de la 
sociedad agraria tradicional. Pero su funcionalidad administrativa experi- 
mentó un constante "proceso de deterioro desde la implantación de la ad- 
ministración municipal en el siglo XIX. 

En la actualidad, estamos asistiendo a una crisis de la parroquia rural, 
sometida a una constante presión de los núcleos rectores de las capitales 
municipales o de los núcleos urbanos importantes. Esta crisis de la parro- 
quia se observa en algunos parámetros demográficos. El 90 por 100 de las 
parroquias, en 1981, tiene menos de 1.000 habitantes; pero, en su con- 
junto, no concentran más que el 36,3 por 100 de la población total de 
Galicia en esa fecha. En cambio, en 1970, esta misma porción de parro- 
quias todavía retenía al 45,6 por 100 de la población. 
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Los lugares, aldeas y parroquias son los núcleos básicos de asenta- 
miento y organización del espacio en Galicia. Hasta hace pocas décadas, 
éstas eran las figuras predominantes, tanto en el aspecto administrativo- 
religioso (la parroquia) como en el funcional (aldeas y lugares). Esto era 
debido a la mayoritaria condición rural de la población y, en consecuen- 
cia, a la debilidad del proceso de urbanización. En efecto, la tasa de ur- 
banización en 1857 era del 8,2 por 100 y del 10,4 por 100 en 1910, 
computando como tal la población de los siete municipios de Galicia, en 
los que se hallan los siete principales núcleos urbanos. En comparación 
con otros ámbitos geográficos, la evolución de la urbanización de Galicia, 
a lo largo de este siglo, muestra una enorme parsimonia y debilidad. 


CUADRO 1.—Población urbana gallega, europea y mundial 
(en porcentajes) 


43 ZE 24 28 


FUENTE: A. Precedo Ledo (1987), pág. 135. 


Pero con independencia del mayor o menor grado de concentración de 
la población en núcleos urbanos, es evidente que, en la actualidad, no 
existe una fractura entre urbano/rural, sino una integración de ambos con- 
ceptos en virtud de la existencia de centros urbanos con sus áreas de 
influencia que rompen la vieja dicotomía entre poblamiento rural (aldeas 
y parroquias) y urbanización. Es este sentido el que propone X. M. 
SOUTO (1988) para analizar la organización del espacio en Galicia, a través 
de la distinción entre dos grandes ciudades rectoras (A Coruña y Vigo), 
tres importantes núcleos ordenadores de la Galicia interior (Santiago, 
Lugo, Ourense), dos ciudades de apoyo de la trama urbana (Ferrol, Pon- 
tevedra) y varias villas en proceso de industrialización, terciarización (tu- 
rismo, ocio) o de conversión en grandes cabeceras de comarca, como son 
Vilagarcía, Monforte, O Barco y O Carballiño. De todas formas, lo más 
relevante a destacar es que el resto de los núcleos poblacionales no se 
consideran aldeas, sino periferia rural, en tanto que áreas dependientes de 
la dinámica establecida por los centros urbanos. Esto quiere decir que las 
morfologías tradicionales aplicadas al análisis de la organización del espa- 
cio en Galicia están en proceso de recomposición, tanto desde un punto 
de vista tipológico como conceptual. 

La distribución espacial de la población presenta, pues, rasgos también 
singulares. El primero de ellos es la elevada densidad que tiene Galicia. 
En 1981, ésta era de 94,6 habitantes por kilómetro cuadrado, frente a los 
74,8 del conjunto español. Aunque varios países europeos tienen densi- 
dades tres y cuatro veces superiores a las de Galicia, en relación a su 
grado de desarrollo económico, estamos ante un ejemplo de sobrepobla- 
ción. El segundo rasgo es el relativo al grado de dispersión espacial de la 
población. Todavía en 1970, casi el 70 por 100 de la misma vivía en en- 
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tidades de población inferiores a los 2.000 habitantes. Las densidades de 
población, no obstante, distan mucho de ser homogéneas. En 1981, en las 
comarcas de las sierras orientales se registraba una densidad de menos de 
20 habitantes por kilómetro cuadrado, mientras que en las Rías Baixas 
superaba los 500. Si agrupamos los municipios gallegos en tres grandes 
bloques, correspondientes a las unidades de «litoral», «sierras» y «valles/ 
depresiones interiores», es fácil observar estos desequilibrios demográ- 


ficos. , 


CUADRO 2.—Distribución espacial de la población gallega. 1981 


1.355.558 
182.078 
1.236.200 
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FUENTE: Elaboración propia, a partir de la clasificación municipal de Augusto Pérez Alberti (1986), págs. 243 y sigs.) 


Este reparto geográfico de la población gallega es el término de un 
largo proceso histórico de constantes desplazamientos de habitantes desde 
las comarcas del interior hacia las costeras. Las provincias de Lugo y Ou- 
rense tenían, en 1860, el 44,5 por 100 de la población de Galicia, mientras 
que en el último censo de 1981 su participación en el total alcanzaba sólo 
el 29,5 por 100. Y si caminamos hacia atrás, todavía puede percibirse 
menor desigualdad. A fines del siglo xv1I, la densidad demográfica de la 
antigua provincia de Ourense superaba a la de Coruña/Betanzos. Fue, 
pues, a lo largo de la época moderna y, muy especialmente en el si- 
glo xx, cuando tuvo lugar la reordenación espacial de la población gallega. 
Y todo indica que este proceso seguirá acentuándose en el futuro. 


2.3. Una población emigrante 


Sobre este espacio intensamente humanizado, con un sistema urbano 
deficientemente articulado, pero capaz de regir el conjunto del territorio, 
se asienta una población de menos de 3 millones de habitantes, poco más 
del 7 por 100 del total peninsular, aunque la densidad sea superior a la 
española. La población gallega actual presenta una serie de características, 
cualitativas y cuantitativas, que la singularizan dentro de la población es- 
pañola. Ello es fruto de una peculiar evolución histórica, en la que se 
combinó una fuerte presión demográfica sobre el terrazgo agrario, una 
estructura económica escasamente industrializada y, en consecuencia, una 
fuerte emigración, tanto extra-peninsular como interior, que se ha conver- 
tido en la clave explicativa del comportamiento de la demografía gallega 
en la época contemporánea. 

La evolución cuantitativa de la población gallega muestra un ritmo es- 
casamente comparable con cualquier otro país europeo. A fines de la 
Edad Media, los efectivos demográficos de Galicia serían inferiores a 
300.000 habitantes. Durante el siglo xv1, la población hizo más que du- 
plicarse, alcanzando en esa fecha más de 750.000 almas, cifra sensible- 
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mente superior a la que generalmente, se le ha atribuido al «censo» de 
TOMÁS GONZÁLEZ para el año 1591 y que se ha corregido al alza (PE- 
GERTO SAAVEDRA, 1988). A partir de esta fecha, y hasta mediados del 
siglo XVIII, la población gallega experimenta un nuevo incremento, de 
modo que, para fines de la centuria dieciochesca, casi se había duplicado 
otra vez, con respecto al siglo xvI. En cambio, en los dos siglos últimos, 
sinónimo de expansión demográfica en todo el continente europeo, el cre- 
cimiento de la población gallega ha sido muy parsimonioso, al menos en 
términos comparativos. En efecto, el conjunto de la población española, 
desde fines del siglo xvIH1 hasta la actualidad, casi se cuadruplicó, mientras 
que la gallega poco más que se duplicó. Galicia, a fines del siglo XVII, 
era la «unidad regional» más poblada de toda la monarquía borbónica, 
con densidades superiores a Cataluña y las provincias vascas (EIRAS 
RoEL, 1986). En aquel momento, la población de Galicia suponía el 13 
por 100 del total peninsular, mientras que en 1986, esa proporción había 
descendido al 7,2 por 100. La asimetría de comportamientos es notoria. 


CUADRO 3.—Evolución de la población de Galicia (1470/1986) 


Habitantes 


A A 1.950.515 


ooo... ......s 


TEA arcas AA ANA 1.230.281 
UE Ote 1012 A O 2.602.962 
ii RÓS LÍA OS Le 2.753.836 


uo cele 1.799.224 Soi Ene 2.785.394 


(*) Población estimada. 


Este comportamiento de la población gallega revela contrastes que úni- 
camente son perceptibles en un análisis cualitativo de la misma. En efecto, 
sabemos que tanto en el Antiguo Régimen como en el siglo XIx, los prin- 
cipales indicadores demográficos (natalidad y mortalidad, especialmente la 
«catastrófica) muestran una relativa precocidad en su transición hacia un 
régimen demográfico moderno. La mortalidad infantil es ya baja en el 
siglo xvI, y la catastrófica se elimina en la primera mitad del siglo XIX. 
Sin embargo, desde mediados del siglo xIXx, la población de Galicia ex- 
perimenta una tendencia de bajo crecimiento cuantitativo y, a la vez, de 
prematuro envejecimiento de sus efectivos. La evolución de las pirámides 
de edades a lo largo de este siglo muestra hasta qué punto se van acre- 
centando sus tramos superiores. La proporción de población mayor de 
sesenta y cinco años era del 7 por 100 en 1930, frente al 13,4 por 100 
en 1981, porcentaje sensiblemente superior a la media española (11,3 
por 100). La evolución de la población gallega no parece regularse, pues, 
en virtud de sus indicadores internos. Al menos desde mediados del 
siglo XVIII, es el fenómeno migratorio de dirección externa el hecho 
más influyente en la configuración de los patrones demográficos de 
Galicia. 

En el conjunto de la emigración gallega, pueden distinguirse varias 
fases o ciclos, según sea el destino prioritario a que se dirigen los exce- 
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dentes demográficos expulsados. Hay una primera fase peninsular, ya per- 
ceptible en la época bajomedieval, incrementada en los siglos XVUXVIL, 
con la constatada presencia de gallegos en la repoblación de las Alpujarras 
o entre el bullicio de los embarcaderos del Guadalquivir a su paso por 
Sevilla. Esta emigración peninsular está mejor acreditada ya para el 
siglo XVII, tanto en Castilla/Andalucía, como en el vecino reino de Por- 
tugal. La emigración hacia Castilla es, en muchos casos, de carácter tem- 
porero, aunque también es abundante la presencia de gallegos en la Villa 
y Corte, a juzgar por los testimonios coetáneos. A mediados del siglo XIX, 
una elevada proporción de los habitantes de Madrid habían nacido en 
Galicia (especialmente en Lugo). La cuantía de la emigración temporal a 
Castilla se ha estimado, de acuerdo con informaciones procedentes de Fei- 
joo o Lucas LABRADA, en 25.000/30.000 personas anuales, mientras que 
la emigración a Portugal, que era algo más estable (al menos, tres años), 
se estima entre 60.000 y 80.000 gallegos durante la segunda mitad del si- 
glo xvi (A. MEDIDE PARDO, 1960). 

Un segundo ciclo es el constituido por la emigración de carácter tran- 
soceánico, ya conocida en el Antiguo Régimen, especialmente en el si- 
glo XVII, por la presencia de gallegos en el río de La Plata y la Patagonia, 
pero especialmente intensa a partir de mediados del xIX. En efecto, fue 
en 1853 cuando comenzó a ser regulada, en España y en las repúblicas 
sudamericanas, la corriente migratoria. Los dos países de destino preferi- 
dos por los emigrantes gallegos fueron Cuba y Argentina, dependiendo de 
épocas y comarcas, y en menor medida, Brasil, Uruguay, Venezuela y 
México. La importancia de los flujos migratorios existentes entre Galicia 
y América desde 1853 hasta 1960 es difícil de sobrevalorar. Cerca de dos 
millones de salidas desde puertos gallegos (aunque no todos los embarca- 
dos eran de origen gallego) durante este período indican el constante tra- 
siego de población entre ambos lados del Atlántico. Aunque la proporción 
de emigración definitiva fue baja en el primer tercio del siglo xx (alre- 
dedor de la mitad de las salidas), la sangría que supuso la emigración 
a América fue inmensa, sólo compensada por algunas ventajas adiciona- 
les: remesas de dinero, mejora del nivel de vida, adquisición de bienes 
culturales... 

La tercera fase de la emigración gallega y, por el momento, la última, 
es la de carácter europeo, muy intensa entre los años 1960/1975, período 
en el que se produjeron más de 250.000 salidas, con destino preferente a 
Suiza y Alemania (el 80 por 100 del total). Pero las diferencias de esta 
emigración con la americana son evidentes: el porcentaje de retornos es 
muy elevado y la integración en los países de destino, muy difícil. Pero lo 
más importante a destacar es el hecho de que la emigración gallega, tanto 
transoceánica como europea, se halla regulada por los vaivenes de la eco- 
nomía capitalista mundial. La súbita repercusión de las crisis de 1929 en 
América y de 1973 en Europa sobre los flujos migratorios de origen ga- 
llego son el mejor ejemplo de integración subordinada de la economía de 
Galicia en el mercado mundial de trabajo. 

yá además de esta emigración extra-peninsular, habría que tener en 
cuenta la importante emigración hacia el interior de España, especial- 
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mente a Cataluña, País Vasco, Madrid, León y Asturias. En el año 1970, 
se censaron más de 300.000 gallegos residentes fuera de Galicia. La suma 
de todos estos flujos de población arroja un saldo migratorio extraordi- 
nariamente negativo para la población gallega contemporánea. 


CUADRO 4.—Saldos migratorios intercensales. Galicia, 1860/1980 


A ina 159.961 
ESTAITTA O AAA -111.965 
A A O — 29.246 
MS = 109.290 — 370.462 
OTTO tal it de col E 126.547 
E E po e A ETA 
A A O A OE — 99.446 = 1309.70 
E A + 63.515 + 03.31) 
A 115399 
A o 237.343 
A 229.086 
IIS A 23.169 — 586.942. 
NOS e 1.198.639 


FUENTES: X. A. López Taboada (1979), págs. 141-142; X. M. Beiras (1975), págs. 64, y X. M. Souto (1988), pág. 134. 


Los saldos migratorios reflejan las pérdidas netas de población. Si te- 
nemos en cuenta que Galicia, desde 1860 hasta la actualidad, ha crecido 
alrededor de un millón de habitantes, sobre unos efectivos demográficos 
inferiores a los dos millones, se comprende mejor cuál es la importancia 
de la emigración y su capacidad reguladora de los parámetros de compor- 
tamiento de la población. Por otra parte, más de las tres cuartas partes 
de los emigrantes eran varones en edad de trabajo, lo que contribuye a 
desequilibrar no sólo la estructura biodemográfica, sino también la eco- 
nómica. Ello nos introduce en un último apartado, relativo a la estructura 
socioeconómica de Galicia, en la que el hecho migratorio está presente 
más como síntoma que como causa. 


2.4. Estructura económica y social 


La estructura económica de la Galicia actual puede describirse a través 
de diversos parámetros, de carácter cuantitativo, que no siempre son ca- 
paces de dar cuenta de una realidad compleja y, por veces, irreductible a 
los instrumentos analíticos al uso. Conceptos tales como los de población 
activa por sectores productivos o «empresario agrario» encubren una rea- 
lidad mucho más matizada de trabajadores simbióticos, propietarios culti- 
vadores directos escasamente integrados en el mercado o titulares de 
explotaciones residuales o combinados con otro tipo de empleo. A pesar 
de todo ello, habrán de aportarse algunos datos que, de modo aproxima- 
tivo, nos remitan a la configuración estructural del aparato productivo de 
Galicia en la actualidad. 

Comenzaremos por conocer cuál es la ocupación laboral de la pobla- 
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ción para tener un primer indicador de la estructura económica. La pobla- 
ción activa está compuesta por una mayoría de personas no asalariadas, 
lo que dota de clara especificidad al mercado de trabajo en Galicia. En 
efecto, desde los años cincuenta hasta fines de los setenta, la proporción 
de asalariados sobre el total de activos es del orden del 40 al 45 por 100, 
frente a una proporción del 65 al 70 por 100 en el total español (J. G. SE- 
QUEIROS, 1986). Esto pone de relieve la importancia que tiene el propie- 
tario agrario cultivador directo o el pequeño empresario familiar en el 
conjunto de la economía gallega. Un análisis de la distribución de la po- 
blación activa, a lo largo de este siglo, muestra el predominio, hasta fe- 
chas recientes, de las actividades del sector primario. 


CUADRO 5.—Evolución de la población activa gallega 
(en porcentajes) 


FUENTES: Camilo Nogueira (1979); Banco de Bilbao (1983), y CIEG (1988). 


La evolución de la población activa indica la debilidad del sector in- 
dustrial gallego, la baja terciarización de su economía y, por consiguiente, 
el gran peso de las actividades agrarias y, en menor medida, pesqueras 
(3,4 por 100 de los empleos totales en 1983). Una simple comparación con 
el conjunto de España acentúa aún más esta divergencia: en 1984, los 
activos agrarios en España suponían el 15,7 por 100, esto es, mucho me- 
nos de la mitad de Galicia (Caixa Galicia, 1986) o, dicho de otro modo, 
la población activa gallega empleada en el sector primario supone, en 
1986, la cuarta parte de la española (CIEG, 1988). Sin embargo, el sector 
agrario gallego parece actuar de colchón amortiguador de la crisis econó- 
mica actual, al registrarse en el mismo una baja tasa de paro, frente al 
sector industrial, especialmente el de la construcción, y de servicios, con 
tasas de paro superiores a la media española (Caixa Galicia, 1986). 

El sector primario concentra, pues, una parte sustancial de la pobla- 
ción activa gallega. Pero su estructura interna y el valor de su producción 
final no se corresponde, obviamente, con esta asignación de recursos la- 
borales. El número de explotaciones agrarias es muy elevado (361.680 en 
el censo de 1982), y su tamaño, en cambio, muy bajo. La explotación 
media, en 1982, era de 6,2 Ha. distribuidas entre más de quince parcelas, 
frente al promedio español de 18,9 Ha. Y, además, algo más de la mitad 
de estas explotaciones eran inferiores a las 2 Ha. Esta organización de las 
unidades productivas agrarias responden al peso del «policultivo de sub- 
sistencia» que ha caracterizado al sistema agrario tradicional de Galicia 
hasta épocas recientes. Por otra parte, el análisis de los titulares de las 
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labranzas muestra que se trata de una población agraria envejecida, de 
difícil sustitución por agricultores jóvenes y con un nivel de cualificación 
profesional muy bajo: más de un tercio de aquéllos tenían, en 1982, más 
de sesenta y cinco años y un 83 por 100 no habían realizado estudios 
(Caixa Galicia, 1986). 

Sin embargo, el sector agrario gallego no es monolítico ni «precapita- 
lista». Su nivel de mecanización es relativamente satisfactorio, así como su 
especialización interna y su incorporación al mercado. En la producción 
final agraria (PFA) de 1983, justamente dos tercios de la misma están 
constituidos por la producción pecuaria, basada principalmente en la co- 
mercialización de carne y productos lácteos. Esta especialización ganadera, 
ya iniciada en Galicia a principios del siglo Xx, está provocando problemas 
de enorme entidad en el proceso de incorporación de España a la CEE, 
al acentuarse la relación desfavorable para los agricultores entre los pre- 
cios percibidos y los precios pagados. A pesar de ello, las transformacio- 
nes ocurridas en la agricultura gallega a lo largo de este siglo y, muy en 
especial, a partir de 1960, son de gran trascendencia y se manifiestan, 
tanto en el éxodo rural, como en el avance de los cultivos forrajeros y 
pastizales, la mecanización y comercialización y, en general, en la pro- 
funda remodelación del paisaje rural. 

Por su parte, la explotación pesquera, de gran tradición en la economía 
gallega, constituye otro de los pilares del sector primario en Galicia. Al- 
rededor del 40 por 100 de la pesca desembarcada en España en las últimas 
décadas corresponde al sector pesquero gallego, que ha vivido una fase 
expansiva desde principios de los años sesenta. En los últimos años, la 
evolución de las pesquerías gallegas está demarcada por las limitaciones 
establecidas por los diferentes países para el aprovechamiento de sus 
caladeros, desde 1977, con la instauración de la ley de las 200 millas. 
A partir de esta fecha, el sector pesquero gallego experimenta un des- 
censo, tanto de número de empleados en el mismo, como de volumen de 
capturas, así como una reordenación interna de su estructura. El mejor 
ejemplo lo constituye la política de creación de empresas mixtas, de las 
que la mitad de todas las creadas por empresas españolas corresponden a 
las dos principales firmas gallegas (Pescanova y Pebsa). 

El examen de la dedicación laboral de la población activa ya sugería 
que la estructura económica de Galicia se caracteriza por la debilidad de 
su volumen de producción industrial. Pero esta primera aproximación 
debe completarse con otras observaciones, entre las que no puede eludirse 
el conocimiento de la composición interna del sector industrial gallego. 
A partir de las Tablas Input Output (TIOGA), realizadas en 1980, se ha 
podido realizar una descripción detallada de la estructura interna de la 
industria gallega, agrupada en diez grandes ramas de actividades (véase 
cuadro 6). 

La naturaleza del sector industrial gallego queda patente a través de 
estos datos. Pero hay algún aspecto que merece un comentario. Por una 
parte, la importancia que el sector energético tiene en Galicia, en donde 
se produce un 18 por 100 de la energía eléctrica española a través de tres 
grandes empresas (Endesa, Unión-Fenosa e Iberduero). Por otra parte, la 
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CUADRO 6.—Estructura interna del sector industrial gallego (1980) 


Agua/Energía ......... 
Megalurgia ........... 
Rocas/cem./vidrio ..... 
Dumica tas. 
Elaborados metálicos .. 
Autom./C. Naval ..... 
Alimentación ......... 
Text ¡CUETO de car 
Transf. madera ....... 


nooo... ..o......o 


SOLA  n 


.a 


eo o ooooooooo.o..o..o 


1. Número de empleos. 

2. Porcentaje sobre el total de empleos. 

3. Porcentaje sobre el total del valor bruto de producción (VBP). 
4. Porcentaje de insumos gallegos sobre el total del VBP. 


FUENTE: Caixa Galicia (1986), pág. 142. 


relevancia que, tanto este sector como el de la alimentación tienen en el 
conjunto de las ventas de la industria gallega. Pero quizá lo más señalado 
es el bajo índice de «integración productiva» que tiene el sector industrial 
gallego, medido en la columna 4 del cuadro número 6. Sólo los ramos de 
la alimentación y de la transformación de la madera alcanzan unos niveles 
significativos, especialmente en algunos subsectores, como el de las con- 
servas, productos lácteos o en la fabricación de chapas de madera. La 
industria gallega no sólo se revela como un sector débil, sino escasamente 
integrado en el conjunto de la economía del país-y con un gran compo- 
nente de empresas de enclave, como son Endesa, Ence, E. N. de Petró- 
leos, Iberduero, Alúmina y varias más. 

La distribución sectorial de la población activa, el modo de efectuarse 
el asentamiento sobre el territorio y, de modo especial, la configuración 
de las actividades económicas que presenta la Galicia actual son los hechos 
a tener en cuenta a la hora de analizar su estructura social. Aunque no 
disponemos de análisis sociológicos comparables a los económicos, es evi- 
dente el peso que en la sociedad gallega sigue teniendo el propietario 
campesino cultivador directo, pero cada vez más compartido su histórico 
protagonismo con el pequeño y mediano empresario comercial e indus- 
trial, una mesocracia urbana o vilega y, obviamente, amplios sectores de 
asalariados industriales o del sector servicios, especialmente en los ramos 
del comercio, administración pública y transportes (Banco de Bilbao, 
1981). Esta estructura social no es, naturalmente, algo estático. Desde 
principios de este siglo ha sufrido ya importantes modificaciones internas, 
tanto por el proceso de propietarización del campesinado o la caída de los 
hidalgos rurales, como por la emergencia de amplias capas urbanas. La 
existencia de trabajadores en régimen «simbiótico», de combinación de 
dedicaciones industriales y agrarias, o la eclosión de la denominada «eco- 
nomía sumergida» son hechos indicativos de la complejidad que entrelaza 
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al tejido social gallego y de la que no resulta aventurado esperar que 
pueda resistir con cierto éxito los embates que la crisis económica actual 
y la incorporación al Mercado Común están provocando en el seno de la 
sociedad gallega actual. 

La dirección que siga en el futuro esta comunidad de campesinos en- 
vejecidos, obreros «reconvertidos», emigrantes retornados, funcionarios 
acomodados, abundantes tenderos y más raros empresarios y financieros, 
es de difícil previsión. Es posible, sin embargo, que una mirada hacia 
atrás, sobre su devenir histórico, pueda aportar alguna clave para com- 
prender mejor el cuadro pintado hasta aquí. Si Galicia es una «nacionali- 
dad histórica», habremos de ver a qué responde tal calificación. 


3. EVOLUCIÓN HISTÓRICA. RASGOS BÁSICOS 
Y PRINCIPALES ETAPAS 


La evolución histórica de Galicia está constituida, como el modelado 
de su paisaje, por una trama de pequeñas acciones que, en su entrelaza- 
miento, acaban por formar un manto tupido, consistente, pero de apresto 
escasamente lucido. No se perciben grandes fallas en su discurrir histórico, 
sino una suerte de continuidad que deriva más del análisis de los conte- 
nidos de la historia de Galicia que de una voluntad de explicación lineal 
y teleológica del proceso histórico. La «modestia» de la trama histórica 
galaica contrasta con la heroización encontrada en los relatos historiográ- 
ficos de otros pueblos. Los «mitos fundadores» de Galicia son escasos oO, 
al menos, han sido rechazados enérgicamente por la historiografía actual: 
el caso del celtismo es el mejor paradigma, al que también se puede agre- 
gar el de los irmandiños. Ni grandes reyes O dinastías, ni príncipes, ni 
victoriosas batallas adornan el proceso histórico de los gallegos. No po- 
dríamos tan siquiera, como Maquiavelo hiciera con los florentinos en su 
Historia de Florencia, ironizar sobre el escaso valor de los gallegos en las 
batallas ganadas. Y, sin embargo, el peso de la historia, la fuerza de la 
tradición está muy presente en el paisaje, en los patrones de comporta- 
miento y, en suma, en el imaginario mental del hombre actual. Con to- 
zudez galileana, podría decirse que, a pesar de todo, la historia de Galicia 
existe. La dificultad está en cómo contarla. Y vamos a hacerlo en dos 
fases. En la primera, trataremos de señalar algunas de las características 
centrales de la evolución histórica de Galicia, sin especial sujeción a los 
corsés cronológicos. En la segunda, habremos de sintetizar los principales 
hitos de la misma, amparados en el rodrigón del dios Cronos, pero acom- 
pañados de la simplificación que acostumbra a imponer la brevedad. 


3.1. Algunos rasgos básicos 


El elenco de rasgos generales que puedan encontrarse en la historia de 
Galicia no sólo es amplio, sino que depende de cuál sea la mirada del 
historiador. Los que vamos a enumerar a continuación son pocos y, sobre 
todo, se exponen con un fin concreto: el de aproximarse al pasado de 
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Galicia con una perspectiva generalizadora, inmune, en la medida de lo 
posible, a los pequeños detalles que paralizan la reflexión histórica. 

El primer rasgo definidor del devenir histórico de Galicia es, sin duda, 
la parsimonia con que se producen los cambios a lo largo del tiempo. Si 
el discurso histórico ha sido construido con el fin de captar las mudanzas, 
sea de los imperios o estados, sea de las naciones o de las clases, en 
Galicia topamos con una cierta opacidad en este sentido. La lentitud del 
acontecer histórico lo convierte en suceso poco perceptible para el ojo del 
historiador. Una de las explicaciones que podemos hallar a esta aprecia- 
ción general es, a no dudarlo, la capacidad de sincretismo que demues- 
tran, en diferentes momentos históricos, las comunidades asentadas en el 
espacio galaico. Se puede observar en la pervivencia de una fuerte heren- 
cia indígena (ritos, creencias, nombres...) bajo la impronta de la roma- 
nización que, pese a ello, es capaz de producir aquí formas bien elabora- 
das de cultura, como lo son las figuras de Eteria, Paulo Orosio o Idacio 
(A. TRANOY, 1981). Acontece algo similar en la rápida fusión del escaso 
contingente de suevos llegados a la Gallaecia a principios del siglo v con 
la abundante población autóctona, o en el asentamiento de sucesivas ge- 
neraciones de comerciantes (maragatos, riojanos, catalanes, vascos, fran- 
ceses, italianos...) en los siglos XVII y XIX. No se ha desarrollado, pues, 
en Galicia ningún sentimiento de etnocentrismo, sino por el contrario, de 
capacidad de captación de lo nuevo para integrarlo en lo antiguo. La so- 
ciedad del Antiguo Régimen es un buen ejemplo de ello. Se incorporan 
cultivos novedosos como el maíz y la patata, se duplican los habitantes, 
se multiplican las aldeas, se suceden los pleitos y, sin embargo, la estruc- 
tura de esta sociedad tradicional no se resquebraja, de forma cualitativa, 
hasta bien entrada la edad contemporánea (P. SAAVEDRA, 1988). 

Pero no se trata tan sólo de integrar novedades, sino de encontrar 
dificultades para iniciar procesos de crecimiento económico estables y 
autocentrados. Y este lento caminar del proceso histórico no se ha dejado 
de producir también en las dos últimas centurias, de tan acusadas mudan- 
zas en todos los continentes. El bloqueo de la industrialización desde fines 
del xv, la sangría migratoria en los siglos XIX y XX O la pervivencia de 
una agricultura de «policultivo de subsistencia» hasta fechas recientes 
constituyen buenas muestras de esta demora histórica. Por otra parte, el 
examen de algunos parámetros actuales, como la urbanización, estructura 
ocupacional de la población, débil tejido industrial o peso de la agricultura 
familiar, no hace sino reiterar esta tendencia histórica. 

El reverso de la moneda que acabamos de describir es otra imagen 
que refleja nítidamente una línea de tendencia muy clara en la historia 
gallega. Se trata del peso ejercido por el «sistema agrario tradicional», no 
tanto como elemento retardatario, sino como factor constitutivo de la es- 
tructura económica, social y cultural de Galicia durante muchos siglos. En 
ensayos y Obras literarias de RAMÓN OTERO PEDRAYO (1975) suele en- 
contrarse la reflexión de que desde la Edad Media (e incluso antes) hasta 
el siglo XIX el «estilo peculiar de las aldeas apenas ha variado». Al son 
de las campanas de la iglesia parroquial y bajo la enhiesta sombra del 
ciprés del pazo vivieron muchos siglos las aldeas gallegas. Pero lo más 
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importante a destacar es el hecho de que el mundo agrario gallego no sólo 
adquirió una enorme estabilidad interna, sino que incluso ejerció un gran 
poder de atracción sobre actividades mercantiles e industriales. La racio- 
nalidad adquirida, en la organización de los cultivos, el uso del suelo y la 
productividad, por la agricultura tradicional, ha sido bien ponderada por 
geógrafos como J. GARCÍA FERÑANDEZ (1974) y ABEL BOUNIER (1979). 
Y el efecto de atracción que sobre mercaderes y burgueses ejercen las 
riquezas agrarias se observa con claridad en la crisis de fines del XVI, en 
que acaban «ruralizándose» los patrimonios urbanos mediante su conver- 
sión en rentistas (J. GELABERT, 1982), en la quiebra del comercio colonial 
de principios del xIX (L. ALONSO, 1986), en el bloqueo de los gérme- 
nes de industrialización de fines del xvm (P. SAAVEDRA, 1985, 
X. CARMONA, 1983), o en el acceso de los comerciantes a las rentas fo- 
rales a fines del XIX, poco antes de su definitiva eliminación (R. VILLA- 
RES, 1982 a). La importancia de la cultura agraria tradicional desborda, 
pues, la imagen de «reliquia» O «supervivencia», para constituirse en un 
elemento todavía central en la comprensión de la Galicia actual. Pues no 
hubo una oposición del mundo rural al mundo urbano, sino una integra- 
ción de ambos y una sumisión del segundo al primero. 

Un tercer rasgo de orden general observable en el proceso histórico de 
Galicia es el de la enorme influencia que en aquél ejercieron las institu- 
ciones eclesiásticas, bien tratando de encauzar una poderosa religiosidad 
popular, bien intentando marcar directrices propias de la iglesia cristiana. 
El peso de la religiosidad popular se ha subrayado ya para épocas prehis- 
tóricas, como lo muestra la excepcional importancia que la muerte tiene 
en la cultura de los megalitos, o en tiempos de la cultura castreña, tanto 
antes como después de la romanización de Galicia, al registrarse un re- 
pleto panteón de divinidades, la mayoría de las cuales eran dioses meno- 
res, vinculados a accidentes naturales y cruces de caminos (A. TRANOY, 
1981). La potencia de estas prácticas religiosas explica, sin duda, la 
enorme implantación que el priscilianismo alcanzó en tierras de la Gallae- 
cia (M. Díaz y Díaz, 1976), pero es encauzada posteriormente por el 
cristianismo, como simbólicamente delata el libro de MARTÍN DE DUMIO, 
De correctione rusticorum, escrito a mediados del siglo vi d. de C. Pero 
los esfuerzos de este fraile de origen panonio no se reducen a su labor 
catequética, sino que estableció las bases organizativas de la Iglesia insti- 
tucional en Galicia, tanto en el ámbito monástico como en el episcopal. 

Sin embargo, es a partir de los siglos centrales de la Edad Media 
cuando la Iglesia alcanza una gran hegemonía en el conjunto de la socie- 
dad galaica. El primer pilar lo constituye, sin duda, la invención del 
cuerpo de Santiago y la rápida expansión de las peregrinaciones jacobeas. 
Alrededor de la tumba del apóstol se funda la principal ciudad de Galicia 
hasta el siglo xx, se crea un gran foco cultural y artístico y se une este 
finisterre con la tradición cultural de la Europa transpirenaica. El segundo 
pilar en que se asienta el poderío de la Iglesia está en la trama monástica 
establecida a partir del siglo xt. La reforma de los antiguos cenobios 
benedictinos, la implantación de fuertes monasterios cistercienses y la pos- 
terior introducción de las órdenes mendicantes pueblan Galicia de centros 
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religiosos, pero también de núcleos de importantes patrimonios rústicos. 
La colonización cisterciense del territorio (E. “'PORTELA, 1982), facilitada 
por amplias concesiones territoriales de los monarcas, es el mejor indica- 
dor de este predominio que alcanzan las instituciones eclesiásticas en la 
Galicia medieval. 

Los patrimonios eclesiásticos sufrieron algunos embates en la Baja 
Edad Media, a través de las rapiñas de los encomenderos, pero la solución 
de la crisis de fines del siglo Xv, con guerras irmandiñas incluidas, forta- 
leció de nuevo la posición de la Iglesia en Galicia, que pudo mantener su 
posición de privilegio hasta la desamortización. Pero la Iglesia no sólo 
dispuso de amplios patrimonios, superiores a los de la alta nobleza laica 
e hidalguía, o de ingresos fiscales, como los diezmos, regularmente paga- 
dos hasta su supresión en 1838, sino que ejerció un papel de hegemonía 
social y de control político del territorio que no resulta comparable a nin- 
gún otro reino de la monarquía hispana. La propia estructura del pobla- 
miento propició la fundación de mumerosas parroquias rurales que, a 
modo de pequeñas células, forjaron una organización administrativa de 
base religiosa, pero de gran capilaridad social. Es evidente que, en este 
contexto, resultaba difícil alcanzar los niveles de laicización política, se- 
cularización cultural e individualismo que forjaron el mundo moderno en 
la Europa occidental. 

La atribución del gobierno de Galicia, por parte de la monarquía, a la 
nobleza eclesiástica delata varios hechos de importancia en el conjunto de 
la historia de Galicia. Por una parte, el propio desarraigo de la nobleza 
feudal laica, en permanentes revueltas durante los siglos Ix a XI (C. SÁN- 
CHEZ-ALBORNOZ, 1981), dividida en tiempos de Gelmirez y de la forma- 
ción del reino de Portugal (J. MaTTOSO, 1983), belicosa y «malhechora» 
en la Baja Edad Media de los caballeros de nueva estirpe y merced enri- 
queña, pero radicalmente reducida tras las guerras irmandiñas y la política 
centralizadora de los Reyes Católicos (P. SAAVEDRA, 1988), y, en fin, 
«extrañada» físicamente de Galicia, en destinos imperiales en Nápoles, 
Flandes o Indias, o en destinos cortesanos a la vera del monarca, a partir 
del siglo XVI. 

Por otra parte, este arraigo de las instituciones eclesiásticas puede vin- 
cularse a la ubicación excéntrica de Galicia en la monarquía hispana, a 
partir del siglo XH, en que se produce un sustancial avance hacia el Sur y 
tiene lugar un hecho decisivo para la evolución futura de Galicia, como 
es la aparición del reino portugués, también en constante expansión hacia 
el sur y menos preocupado de su retaguardia norteña. Galicia aparece así, 
desde mediados del siglo xIt, como un territorio cada vez más desplazado 
del centro de gravedad de la política peninsular. La expansión castellana 
hacia el continente americano va a acentuar todavía más esta situación. 
El análisis de las estancias O ausencias de los reyes de Castilla y León en 
el reino de Galicia durante toda la Baja Edad Media, se revela como un 
hecho sintomático de este progresivo desplazamiento de Galicia. Apenas 
relevantes las «ausencias largas» de los monarcas entre los años 1000 y 
1230, a partir de esta fecha las venidas de los reyes a Galicia son cada 
vez más esporádicas. Desde las guerras entre Pedro 1 y Enrique II Tras- 
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támara hasta la venida de los Reyes Católicos en 1480, ningún rey ha- 
bía visitado Galicia en un período que se alarga por más de cien años 
(C. BARROS, 1988). 

Galicia tuvo el título de reino hasta la constitución gaditana. Sin em- 
bargo, las instituciones representativas de tal realidad político-institucional 
apenas alcanzaron relevancia histórica. Las Juntas del Reino de Galicia, 
reunión de las siete provincias del Antiguo Régimen, son la expresión más 
evidente de docilidad a los intereses de la monarquía, así como la figura 
del capitán general, que las presidía, o la Intendencia de Galicia, creada 
en el siglo XVII como institución comisarial y, por tanto, favorecedora de 
la administración centralizada. Por su parte, la Audiencia de Galicia, 
creada en 1480 por los Reyes Católicos para impartir justicia en Galicia, 
gozó de amplias atribuciones en los ámbitos judicial y también guberna- 
tivo, pero no podría ser considerada como institución representativa del 
reino de Galicia, tanto por su composición como por sus funciones. 

Todo ello concuerda, obviamente, con los rasgos antes señalados. La 
imagen de la historia de Galicia, durante muchos siglos, está compuesta 
por una multitud de campesinos, pescadores y artesanos, de la que emer- 
gen grandes prelados, abades monacales, frailes de convento, hidalgos de 
pazo, comisarios del Santo Oficio u oidores de la Real Audiencia. Los 
ritmos históricos eran, de ese modo, tan cansinos como paso de buey. 


3.2. Etapas principales 


El devenir histórico de Galicia, a pesar de esa ausencia de claros pun- 
tos de ruptura (turning-points) que antes señalamos, puede estructurarse 
en varias etapas, que permitan aproximarnos, de una forma global, al 
conjunto de la historia de Galicia y ordenar nuestra mirada sobre ella, sin 
que ello suponga establecer secuencias morfológicas ni ciclos evolutivos. 
Muy al contrario, en muchos casos no haremos sino esbozar un inventario 
de problemas que abran más perspectivas para acercarse con mayor pro- 
fundidad al conocimiento del pasado de Galicia. Estas grandes etapas son, 
a mi juicio, las cinco siguientes: a) la de los primeros asentamientos hu- 
manos hasta la llegada de las legiones romanas a Gallaecia, b) la roma- 
nización y primera fase de la sociedad feudal (hasta el siglo Xx), c) el 
período de esplendor feudal: de Gelmírez a Pardo de Cela, d) el largo 
Antiguo Régimen (hasta el siglo xIX), y e) la transición hacia la Galicia 
actual. 


3.2.1. Del largo período cronológico anterior a la incorporación al Im- 
perio Romano del territorio peninsular que, en la lengua latina, se deno- 
minó Gallaecia, cabe resaltar varios aspectos. El primero de ellos es el de 
su misma duración o, dicho de otro modo, desde qué fecha se hallaba 
habitado este territorio y quiénes eran sus primeros pobladores. La anti- 
gúedad de los primeros asentamientos humanos es asunto controvertido. 
Dataciones de algunas estaciones paleolíticas (Gándaras de Budiño, Toén) 
ubican estos restos entre los años 18.000 y 26.000 a. de C., aunque las 
técnicas y materiales encontrados sugieren que debe retrasarse esta data- 
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ción. Mayor controversia supuso la elucidación de los primeros pobladores 
de Galicia. Identificados inicialmente como celtas, especialmente por la 
historiografía romántica (VEREA y AGUILAR, 1839; MANUEL MURGUÍA, 
1865), y, posteriormente, a partir de fuentes clásicas, como pacíficos oes- 
trimnios que son desplazados por belicosos saefes o celtas, en la actualidad 
se han matizado todas estas opiniones, especialmente en lo que se refiere 
a la condición celta de estos pobladores (C. ALONSO DEL REAL, 1969). 
En un análisis más riguroso del componente étnico de Galicia se han de- 
tectado aportes raciales muy diversos, tanto de origen centroeuropeo 
como mediterráneo (C. GARCÍA MARTÍNEZ, 1980). 

Los modos de efectuarse los asentamientos de grupos humanos sobre 
el territorio es, sin duda, otro aspecto a destacar. Aquí pueden estable- 
cerse periodizaciones culturales claras, en virtud de esta organización del 
territorio y de su modo de dominarlo. En el período del paleolítico y 
mesolítico, los grupos humanos se establecían en campamentos al modo 
del de las Gándaras de Budiño o en abrigos rocosos, propios de estaciones 
climáticas más frías, como los descubiertos en la comarca luguesa de la 
Terrachá. El cambio más notable, en este sentido, se produce en el tercer 
milenio a. de C., con la cultura megalítica, que en Galicia ocupa buena 
parte del neolítico. La gran cantidad de dólmenes o mamoas que, pese a 
las reiteradas destrucciones que sufrieron, todavía quedan en la actuali- 
dad, testimonian varios hechos importantes. Por una parte, la extraordi- 
naria importancia que los megalíticos le concedían a la muerte, dado el 
carácter funerario de estos monumentos; por otra, el modo disperso e 
intenso de ocupar el territorio por parte de aquellos pobladores, pues son 
muchos los miles de mamoas que han construido en toda Galicia, gene- 
ralmente de forma aislada; y, en tercer lugar, la pobreza de los ajuares, el 
carácter rudimentario de las piezas halladas en estos dólmenes, y la exis- 
tencia de enterramientos colectivos muestra que la sociedad megalítica se 
hallaba escasamente jerarquizada y con una base económica poco diversificada. 

La cultura de los castros, iniciada hacia el siglo vi a. de C., supone, a 
su vez, una nueva mudanza en la organización de los asentamientos hu- 
manos. En efecto, el castro rompe con la tradición de monumento fune- 
rario del período megalítico para convertirse en un ejemplo de recinto 
destinado a usos domésticos de residencia o como lugar de defensa y re- 
fugio, al que ayudaba su emplazamiento en lugares altos, sus murallas y 
fosos y su aprovechamiento de defensas naturales (ríos, el mar...). El nú- 
mero de castros existentes en Galicia es elevado, del orden de dos mil, 
siendo algunos de ellos de grandes dimensiones, como sucede en los casos 
de Castromao, San Cibrán das Lás o Viladonga, o citanias, de estructura 
interna urbanizada, como la de Santa Trega. Aunque el hábitat castreño 
tuvo su difusión por todo el noroeste peninsular, el área de mayor im- 
plantación de esta cultura fue en el territorio de la vieja Gallaecia Ro- 
mana, pues tanto en el norte portugués como en el occidente asturiano 
existen restos de. castros importantes como Briteiros o Coaña. Como en 
el caso de las mamoas, la abundancia de recintos castreños revela un tipo 
de hábitat disperso y, al mismo tiempo, una elevada densidad demográ- 
fica, especialmente en las comarcas centrales de Galicia. 
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Un tercer aspecto importante de esta etapa es el de comprobar la pro- 
cedencia de las influencias culturales que llegan a territorio galaico, y cuá- 
les son las relaciones entre las diversas culturas coetáneas. Sobre este 
punto, una constante tradición historiográfica, representada por F. López- 
CUEVILLas y F. BOUZA-BREY, ha insistido sobre lo mismo: las modifi- 
caciones culturales que tienen lugar en la Galicia prehistórica, sea en la 
utilización de materiales sea en las técnicas cerámicas, o en el manejo de 
los metales, obedecen a influencias procedentes generalmente del Sur (va- 
lle del Tajo e, incluso, el Mediterráneo) o de otros finisterres atlánticos 
(Bretaña, Irlanda), más que de la meseta interior. Esta tendencia se per- 
cibe en la expansión de la cultura megalítica, en la aparición de la cultura 
del vaso campaniforme o en las diferentes fases del período del bronce. 
Influencias que traducen no sólo relaciones de carácter comercial, sino 
también semejanzas de tipo cultural, de lo que no dejaron de hacerse eco 
varios testimonios clásicos, especialmente la obra de AVIENO, Ora maritima. 


3.2.2. El período histórico iniciado con la romanización y que alcanza 
hasta el fin del primer milenio comporta cambios sustanciales en el deve- 
nir de Galicia, tanto por el hecho de la integración de la sociedad castreña 
en la cultura romana, cuanto por la trascendencia que tuvo la época sueva 
y, sobre todo, los siglos posteriores a la invasión musulmana, de repobla- 
ción de Galicia, configuración de una socidad feudal e invención de la 
tumba jacobea. Sin embargo, quizá sea la incorporación del territorio ha- 
bitado por los callaici y Otros pueblos al Imperio Romano el hecho de 
mayor importancia en la evolución histórica de Galicia. La organización 
del territorio, la explotación de los recursos mineros y agrícolas, la urba- 
nización, la lengua latina o la religión cristiana, son algunos de los resul- 
tados de la romanización de Galicia. 

Este proceso de aculturación de la sociedad de los castros es, sin duda, 
un fenómeno complejo, en el que interviene no sólo la calidad y proce- 
dencia de los elementos humanos que aportan los fundamentos de la cul- 
tura romana (la mayoría de ellos eran de la Hispania tarraconense), sino 
también la vitalidad autóctona, que era muy fuerte. Ello produjo resulta- 
dos aparentemente contradictorios, como lo son la tardía cristianización y, 
sin embargo, el fuerte arraigo del priscilianismo y la aparición de una 
pléyade de personas cultas vinculadas a las corrientes intelectuales más 
poderosas del Mediterráneo oriental, como es el caso de Eteria O Paulo 
Orosio. Las formas de poblamiento también muestran esta contradicción: 
se introducen las villae y se crean ciudades, pero, al mismo tiempo, se 
siguen utilizando los castros e incluso algunos se construyen después de la 
conquista romana (G. PEREIRA, 1983). 

La integración del territorio de Gallaecia en el Imperio Romano se 
produce en tiempos de Augusto (año 19 a. de C.), después de más de un 
siglo de luchas entre las legiones romanas y las tribus de callaicos, astures 
y cántabros. La fase final de la conquista, conocida como la de las «gue- 
rras cántabras», termina con un episodio de gran controversia historiográ- 
fica, cual es el de la batalla del monte Medulio, en el que se ha querido 
simbolizar la resistencia numantina de las tribus castreñas ante el ejército 
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romano. Pero del Medulio no se sabe sino que era lugar «cercano al río 
Miño», en versión de OROSIO. a 

La mutación más profunda de la romanización consiste en la nueva 
organización del territorio y en la aparición de nuevas formas de asenta- 
miento sobre el mismo. El espacio denominado Gallaecia (notablemente 
más amplio que el de la Galicia actual) se organiza en tres conventos, 
cada uno presidido por una ciudad que lleva el nombre de Augusto: Lugo, 
Astorga y Braga. La fundación de estos tres núcleos urbanos supone la 
primera ruptura de la dispersión del poblamiento que observamos desde 
la cultura megalítica. Este triángulo urbano estaba, a su vez, comunicado 
por diferentes calzadas y vías que contribuyeron, sin duda, a facilitar el 
dominio del territorio. Según el Itinerario de ANTONINO, eran tres las 
principales vías romanas en Galicia, las correspondientes a los números 
XVII, que de Braga hacia Astorga atravesaba la actual provincia de Ou- 
rense, la XIX, y, finalmente, la XX, que unía Braga con Lugo y Astorga, 
per loca maritima. La dominación romana aportó otras mudanzas de al- 
cance, como la difusión del sistema de villae, cada vez más mumerosas a 
partir del siglo 111, que conlleva una definitiva sedentarización de la explo- 
tación agrícola, así como la explotación de las riquezas minerales, espe- 
cialmente oro, de cuya extracción dejó cumplida descripción PLINIO el 
Viejo en su Historia Natural. Mudanzas que resultaron decisivas en el ám- 
bito cultural, tanto por la adopción de la lengua latina que, casi total- 
mente, borró las lenguas anteriores de las que no quedan sino restos 
aislados, como por la introducción de la religión oficial romana o la di- 
fusión de un gusto artístico del que quedan notables ejemplos en obras 
públicas, estelas o mosaicos. A partir del siglo 111, aunque de un modo 
mal conocido, comenzó a difundirse el cristianismo en Galicia. Sin em- 
bargo, el hecho más notable de estos últimos siglos de dominación romana 
fue la aparición de la figura de Prisciliano, patricio de origen galaico, 
obispo de Ávila y decapitado en Tréveris, el año 385. El arraigo del pris- 
cilianismo denota no sólo una rápida y superficial cristianización anterior, 
sino también profundos conflictos sociales, al ser práctica asumida mayo- 
ritariamente por la población rural. 

A partir de fines del siglo Iv, en el que se inicia la caída del Imperio 
Romano, tienen lugar en Galicia dos transformaciones importantes. Por 
una parte, la incorporación de elementos germánicos aportados por el 
pueblo suevo; y, en segundo lugar, la configuración de una sociedad feu- 
dal, a partir de la repoblación del territorio auspiciada por la monarquía 
asturiana. La transición del mundo antiguo se acentúa con la penetración 
de los pueblos germánicos a partir de principios del siglo v. El territorio 
de Gallaecia es ocupado por los suevos, que lograron, en períodos inter- 
mitentes, establecer un reino independiente de los visigodos. Los vaivenes 
del período suevo, muy imperfectamente conocidos a través de testimonios 
como los de Orosio, Idacio o Bíclaro, están acompañados de cambios re- 
ligiosos que revelan el carácter central que el cristianismo seguía teniendo 
entre los suevos. La labor organizadora de Martín de Dumio, a través de 
concilios, fundación de sedes episcopales y cenobios monásticos constituye 
el mejor ejemplo de ello. 
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La implantación del régimen señorial no se efectúa de un modo pleno, 
sin embargo, hasta los siglos IX y X, después de un siglo vIH indeciso por 
las frecuentes incursiones musulmanas. Este proceso de señorialización de 
la sociedad gallega comienza con la repoblación del territorio, que supone 
la acogida de pobladores venidos del Sur, pero también la propagación 
del sistema de villas (vilas), concebidas como lugares de residencia, pero 
también centros de explotación agrícola. Al propio tiempo, tiene lugar la 
instalación de nobles de origen godo (tal es el caso del obispo lucense 
Odoario) como titulares de grandes patrimonios territoriales que, con la 
ayuda de los monarcas asturianos, forman una minoría social compuesta 
por prelados, abades de monasterios (Celanova, Sobrado) y nobles laicos, 
como el conde de Présaras. Aunque las relaciones entre los monarcas y 
los nobles no estuvieron exentas de tensiones, manifiestas en constantes 
revueltas, el reino de Galicia no tuvo una vida política independiente de 
la monarquía astur, que logró mantener bajo su control el territorio ga- 
llego. A esta política contribuyó notablemente el episodio de mayor tras- 
cendencia de este período: el del descubrimiento del cuerpo del apóstol 
Santiago, en tierras del obispo de Iria, en un lugar que rápidamente se 


convertiría en núcleo urbano y centro de peregrinación. La sede de San-, 


tiago y la ciudad fundada a su alrededor constituye, pues, un elemento 
clave de la integración de Galicia en la monarquía astur-leonesa. En los 
siglos centrales de la Edad Media se acentúa todavía más este papel es- 
telar de la ciudad compostelana, que protagoniza una era decisiva en la 
historia de Galicia. 


3.2.3. Superados los temores causados por el fin del primer milenio, una 
serie de mutaciones tiene lugar en todo el espacio europeo. Para la his- 
toria de Galicia, los siglos medievales, especialmente desde fines del xI 
hasta mediado el xI11, son épocas fundamentadoras de los rasgos básicos 
de un sistema social que, con ligeros reajustes, alcanzó en su vigencia 
hasta bien entrado el siglo xrx. Los modos de explotación de la tierra, la 
red urbana, la estructura social, el gobierno político de Galicia siguen 
pautas constantes durante muchos siglos. De la abundancia de rasgos que 
caracterizan este período medieval, que va del año 1000 hasta fines del 
siglo xv, seleccionamos aquellos que mejor resumen esta condición fun- 
dacional del período. 

El primer elemento a destacar es, sin duda, la propia delimitación es- 
pacial del territorio de Galicia en sus límites actuales. De la Gallaecia 
romana y sueva, que extendía sus confines hasta el Mondego, se pasa a 
una Galicia con fronteras naturales al Este y políticas al Sur, al formarse 
el reino de Portugal, a partir del condado de Portu Cale, desde el siglo 
XII. La aparición del reino portugués no supuso la inmediata existencia de 
una frontera en el Miño; por el contrario, la permeabilidad social (espe- 
cialmente, entre los grupos nobiliarios) y cultural fue grande hasta el siglo 
XIV. Sin embargo, la progresiva expansión hacia el sur del reino portugués 
y la integración de Galicia en el reino castellano propiciaron no sólo la 
situación excéntrica de Galicia, sino el aislamiento mútuo de dos culturas 
surgidas de un tronco común. 
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Este período medieval aporta, pues, una delimitación exterior del te- 
rritorio de Galicia. Un segundo elemento decisivo es la organización in- 
terior del espacio, al sentarse las bases de las formas de poblamiento y de 
los modos de explotación de la tierra, que alcanzaron hasta la época con- 
temporánea. En el mundo agrario, esto supuso la generalización del sis- 
tema de aldeas (más o menos agrupadas, según las comarcas), la puesta 
en explotación de territorios incultos, la ordenación de los sistemas de 
cultivos, incluyendo la especialización vinatera de valles y bocarribeiras, el 
uso y aprovechamiento de espacios incultos y, finalmente, la asignación 
social de la titularidad de la tierra y las fórmulas de cesión para su explo- 
tación. Todas estas mudanzas comportaron un notable aumento de la pro- 
ducción agraria, una estabilidad de los patrimonios territoriales en manos 
de nobles laicos y, sobre todo, eclesiásticos y una importante cohesión 
social, visible en la generalización de cesiones de la tierra a largo plazo, 
que cuajaron en la figura del foro, que, pese a las modificaciones experi- 
mentadas en su larga andadura histórica, alcanzó los confines del siglo xXx 
(VILLARESs, 1982b, 1988). Desde mediados del siglo XII hasta igual pe- 
ríodo del XII, bajo la batuta de abades cistercienses y priores de granjas, 
se delinean los rasgos básicos de un mundo rural gallego que habría de 
alcanzar notable pervivencia histórica. 

Pero no es sólo en el campo donde tiene lugar esta ordenación del 
espacio. Antes del siglo XI, únicamente las ciudades de fundación romana 
o el complejo episcopal de Compostela se diferenciaban del universal po- 
blamiento de vilas, castros O aldeas. Sin embargo, a partir de esta fecha, 
se echan las bases de una red urbana gallega, con dos ejes que la rigen. 
Por una parte, el núcleo rector de la ciudad de Santiago y su Camino 
Francés de acceso de las peregrinaciones; en la urbe compostelana se de- 
sarrollaron poderosos grupos de comerciantes, provistos de fueros y fran- 
quicias desde tiempos de Gelmírez, así como artesanos especializados. Por 
otra parte, las relaciones comerciales marítimas y el desarrollo de las ac- 
tividades pesqueras impulsaron la creación de diferentes burgos en todo el 
litoral de Galicia (Baiona, Pontevedra, Noia, Betanzos o Viveiro), pero 
también en el interior, como es el caso de Ribadavia. Y aún habría de 
añadirse un tercer eje urbanizador, compuesto por las ciudades episcopa- 
les del interior, como Ourense, Lugo y Mondoñedo. 

Un tercer aspecto de interés viene dado por la remodelación de la 
estructura social y del gobierno político de Galicia que se produce en este 
período. A la sociedad alto medieval, muy polarizada, sucede ahora una 
estructura social mucho más compleja, en la que intervienen burgueses 
urbanos, alta nobleza al estilo de los Traba, prelados de poder espiritual 
y temporal sobre sus burgos, de los que fue principal exponente Diego 
Gelmírez, y abades de monasterios, como los cistercienses, que gozaron de 
los favores de los monarcas. Dividida la alta nobleza laica, como muestra 
la propia aparición del reino portugués, el gobierno de Galicia, en tanto 
que territorio de retaguardia, quedó encomendado a la nobleza eclesiástica. 
A partir de Alfonso VII, que pasa de ser rey de Galicia, consagradopor 
Gelmírez, a Imperator totius Hispaniae, la tendencia a reforzar el papel 
Se la Iglesia es constante, sólo rota esporádicamente en los siglos bajomedie- 
vales. 
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Pero estos siglos posteriores al primer milenio no se reducen única- 
mente a estos cambios materiales y sociales. La urbe compostelana, como 
ciudad de peregrinación y de vinculación íntima con el conjunto del occi- 
dente europeo, actúa de foco generador de una actividad cultural sin pa- 
rangón coetáneo en la Hispania cristiana. El triunfo del arte románico, no 
sólo en la basílica compostelana, sino en numerosas iglesias rurales; la 
redacción de obras como la Historia compostelana o el propio Códice Ca- 
lixtino, y, sobre todo, el empleo literario de la lengua gallega, tanto en 
Obras en prosa, como la General Storia, como en la poesía de los Cancio- 
neros, da la mejor medida del empuje y la dimensión universal que al- 
canzó la cultura gallega en estos años centrales del medievo. 

Este esplendor de la Galicia feudal de los siglos XH y XII experimentó 
un sensible giro a partir de mediados del siglo xIv, manifestándose tam- 
bién aquí las dificultades y crisis que caracterizara al otoño de la Edad 
Media en todo el occidente europeo. Pero lo más importante a destacar 
de este período postrero del medievo gallego no son las pestes sufridas 
por la población, el abandono de los campos ni las propias revueltas ur- 
banas, espoleadas por el deseo de liberarse de la opresión del señorío 
episcopal, que tuvieron lugar en Compostela, Ourense O Lugo. El hecho 
más decisivo es de orden social y político: la emergencia de una nobleza 
laica, formada por caballeros belicosos, enfrentados a la Iglesia. Son las 
nuevas estirpes, algunas de ellas de origen foráneo, de los Andrade, Mos- 
coso, Sarmiento o Pimentel, de cuyas riquezas y hazañas, vasallos y for- 
talezas, da cuenta el Recuento de Vasco de Aponte (DíAZ y Díaz, 1986). 

La consolidación de esta nobleza de los caballeros se halla vinculada, 
sin duda, con el triunfo de la causa trastamarista en el conflicto dinástico 
del xIv. Pero en Galicia supuso una ruptura de la hegemonía alcanzada 
por la nobleza eclesiástica en los siglos anteriores, bien manifiesta en la 
generalización de la práctica de encomiendas que los señores laicos logra- 
ron establecer sobre bienes y rentas eclesiásticas. Ello generó un clima de 
conflictividad social que caracteriza la segunda mitad del siglo xv y del 
que es el mejor exponente la guerra irmandiña de los años 1467-1469. El 
papel protagonista de esta nobleza en la formación de una conciencia de 
revuelta no parece dudoso, a la vista de los testimonios del pleito Tavera- 
Fonseca, analizados recientemente (C. BARROS, 1988). En efecto, la causa 
más alegada por los irmandiños para llevar adelante la hermandad era la 
condición de malhechores que tenían los señores, dueños de castillos y 
fortalezas. Que la destrucción de éstas fuese objetivo prioritario de los 
irmandiños no hace sino confirmarlo, pues, pese a la derrota de éstos, las 
fortalezas no fueron reconstruidas o se utilizaron con otros fines. La po- 
lítica posterior de los Reyes Católicos permitió rematar esta operación de 
reconversión de la nobleza, manteniendo sus patrimonios y rentas, pero 
despojándola de sus instrumentos de control justiciero de los vasallos. El 
episodio del mariscal Pardo de Cela, decapitado en Mondoñedo en 1483, 
simboliza el sentido de los nuevos tiempos. La monarquía somete a la 
nobleza rebelde, pero a cambio mantiene sus privilegios. Ningún otro no- 
ble corrió la suerte del mariscal, ni tan siquiera se apiadó de ella. Tan 
sólo el pueblo en sus coplas cantó la traición de A Frouseira. 
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La solución dada a la crisis bajomedieval gallega supone, pues, una 
profunda modificación de la posición que, hasta entonces, mantenía la 
nobleza laica. Si observamos cuál es la composición del bloque social que 
forman los irmandiños, vemos que se produce un reajuste que permite 
establecer una clara continuidad entre el período central de la Edad Media 
y el Antiguo Régimen que se inaugura con Isabel y Fernando el Católico. 
La baja nobleza de escuderos, los brupos burgueses urbanos, campesinos 
acomodados y clérigos formaron la hermandad antinobiliar; y estos mis- 
mos grupos serán los protagonistas de la sociedad gallega del Antiguo 
Régimen, en la que la Iglesia, y, en menor medida, la hidalguía interme- 
diaria desempeñaron un papel estelar. Ello nos introduce en la siguiente 
gran etapa de la historia de Galicia. 


3.2.4. El Antiguo Régimen es un período largo, que se extiende desde 
las reformas realizadas por los Reyes Católicos hasta bien entrada la edad 
contemporánea. A pesar de todo, es etapa que, en Galicia, presenta unos 
contornos temporales bastante difusos. La ruptura con los patrones me- 
dievales no es drástica, y tampoco su quiebra final fue proceso repentino. 
Por el contrario, muchos de sus rasgos mantuvieron su empuje hasta fe- 
chas relativamente recientes. El cuarteamiento de la sociedad tradicional 
fue tarea lenta en todo el Occidente europeo: sin embargo, en Galicia 
esta parsimonia es todavía mayor, quizá por carecer del componente po- 
lítico que caracteriza el proceso de sustitución de las monarquías absolutas 
por los estados-naciones de la época liberal. Sin embargo, el Antiguo Ré- 
gimen gallego no es un período histórico estacionario o ausente de mu- 
danzas internas. Se pueden observar en la evolución de la población, la 
organización de la agricultura, la estructura social o los intentos industria- 
lizadores. Pero todos estos cambios pudieron ser integrados en el seno de 
una sociedad tradicional, presidida por las clases rentistas, la agricultura 
de pequeñas labranzas y por un cómputo del tiempo basado, parafra- 
seando a OTERO PEDRAYO, por la sazón de los frutos de la tierra y no 
“por trimestres tributarios. De alguna de estas paradojas queremos dar 
cuenta aquí. 

En el mundo rural, que ejercía un total predominio en el conjunto de 
la sociedad del Antiguo Régimen, estos contrastes son muy evidentes. Por 
una parte, asistimos a un notable incremento de sus efectivos demográfi- 
cos, que se triplican entre principios del xvI y mediados del XVIII, como 
ya señalamos anteriormente. Esta expansión de la población conlleva la 
fundación de nuevas aldeas, la ampliación de las ya existentes y la apari- 
ción de nuevas unidades de explotación de la tierra. Por otra parte, tiene 
lugar una importante modificación del paisaje agrario, perceptible desde 
principios del siglo XVII y generalizado ya en el XVII, a través de la in- 
troducción de nuevos cultivos, de procedencia americana, como el maíz y 
la patata. La producción de recursos agrarios crece notablemente, se ali- 
mentan más bocas, en algunas comarcas costeras (Salnés, Morrazo) se 
alcanzan elevados rendimientos y sorprendentes densidades demográficas 
ye sin embargo, los rasgos básicos de la estructura agraria de Galicia se 
mantienen. Las aldeas, como núcleo básico de poblamiento, y las comu- 
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nidades campesinas, como modo de sociabilidad, adquieren todo su vigor 
durante estos siglos. El individualismo agrario no encuentra resquicios por 
los que introducirse. 

Este microcosmos de aldeas rurales se hallaba organizado por dos cen- 
tros rectores, ejemplificados en monasterios y pazos. Tanto la Iglesia re- 
gular y secular, como los nobles e hidalgos de pazo, tenían sus patri- 
monios agrarios constituidos, básicamente, por rentas de la tierra o por 
ingresos diezmales. Las relaciones entre los rentistas y sus renteros se re- 
gulaban, generalmente, a través del sistema foral. Pero lo más importante 
a destacar es la estabilidad que esta organización social alcanzó hasta fines 
del siglo XVIII, gracias a la alianza mantenida entre la Iglesia, principal 
titular del dominio directo de la tierra, y la hidalguía, grupo intermediario 
(VILLARES, 1985). La estructura social agraria de Galicia, presen- 
taba, pues, rasgos contradictorios. Por una parte, un bloque de rentistas 
agrarios sólidamente establecidos; pero, en esta condición rentista estaba 
su principal debilidad. Su participación en la organización de la produc- 
ción era ínfima, al hallarse ésta radicada, de forma casi universal, en el 
seno de la pequeña explotación comandada por campesinos foreros. Las 
transformaciones del mundo rural fueron, pues, más cuantitativas que cua- 
litativas. Ello permitió que esta cultura agraria tradicional perdurase con 
tanto éxito. 

Los intentos industrializadores o, simplemente, diversificadores de esta 
estructura económica hegemonizada por las clases agrarias chocaron con 
esta solidez del mundo rural. A lo largo del siglo xvi emergen grupos 
de comerciantes que inician empresas de gran empuje. Los salazoneros de 
origen catalán, en las rías, pretenden explotar a mayor escala los recursos 
pesqueros, especialmente la sardina; los comerciantes coruñeses, a través 
de los correos marítimos abiertos en 1764, establecer una relación comer- 
cian estable con América, sobre todo en el virreinato de La Plata; los 
importadores del lino del Báltico, en la Mariña lucense, desarrollar una 
industria rural doméstica o empresas de mayor alcance, como es el caso 
del marqués de Sargadelos, con sus fábricas de fundición y de loza. Pero 
todas estas iniciativas encontraron dificultades casi insalvables. Los sala- 
zoneros hubieron de afrontar conflictos ludditas, además de la oposición 
de perceptores de diezmos del mar; los activos comerciantes portuarios, a 
partir de 1808, no encontraron mejor ocupación alternativa, por algunos 
años, que el contrabando o la trata de negros; y el marqués de Sargadelos, 
además de haber soportado un motín contra sus fábricas en 1798, alentado 
por hidalgos y clérigos, pagó con su vida, en 1809, viejas enemistades. 
Desde principios del siglo XIX, aunque no siempre por razones internas, 
los gérmenes de industrialización de Galicia comienzan a marchitarse. Y la 
alternativa de gran parte de esta burguesía comercial no pudo ser otra que 
la adquisición de rentas agrarias, en el contexto de la crisis agraria pos- 
terior a 1817 o en la primera desamortización. 

La cultura ilustrada surgida durante el Antiguo Régimen gallego mues- 
tra, quizá, un cariz menos contradictorio. Sucesivas generaciones de ilus- 
trados reflexionaron sobre los problemas de Galicia e intentaron, a través 
de sus obras y de las instituciones que impulsaron, contribuir a su solu- 
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ción. En las obras de los benedictinos FEIJOO O SARMIENTO se encuentra 
el primer reconocimiento de unos rasgos culturales específicos de Galicia; 
y en las obras de CORNIDE, PEREIRA, CASTRO, CÓNSUL JOVE, P. A. 
SÁNCHEZ o Lucas LABRADA, agudas denuncias de la emigración, el 
atraso de la agricultura, los mayorazgos, los defectos de la industria textil 
o los fallos en la comercialización de la producción agraria. Pero, en 
suma, sus diatribas y denuncias tuvieron escasa eficacia. Las Sociedades 
Económicas tardaron en desarrollarse y la Academia de Agricultura fue 
papel mojado. 

En esta tesitura de predominio de una agricultura de pequeñas labran- 
zas, presididas por clases rentistas, y de bloqueo de las iniciativas comer- 
ciales e industriales, tiene lugar la primera quiebra del Antiguo Régimen, 
al socaire de los acontecimientos que se desarrollaron en toda España a 
partir de la invasión de la Península por las tropas napoleónicas. Pero la 
crisis del Antiguo Régimen en Galicia presenta otra vez constrastes acu- 
sados. Por una parte, se efectúa la abolición de los señoríos y del «feu- 
dalismo» que, en el imaginario de los legisladores gaditanos, tan arraigado 
estaba en Galicia; se aplica, no sin resistencia, la supresión de los diezmos 
y se procede a poner en marcha toda la operación de desamortización de 
los bienes eclesiásticos; en fin, la nueva planta administrativa surgida con 
la revolución liberal, con la implantación de provincias, municipios y «ge- 
fes políticos», no resulta desconocida en Galicia a partir de 1834. Pero 
estos cambios no son capaces de velar las permanencias. La de un régimen 
de propiedad de la tierra, con su división de dominios y su corolario de 
rentas anejas; la de una nobleza e hidalguía que, pese a perder sus atri- 
buciones jurisdiccionales, conserva lo más granado de sus patrimonios, 
pero en forma de rentas forales; la de unas comunidades campesinas que 
mantienen su vinculación a la tierra, pero también su cohesión interna y 
su solidaridad. Los rasgos básicos de la sociedad del Antiguo Régimen 
conviven, a partir de principios del XIx, con elementos que sólo muy len- 
tamente comienzan a distorsionarla. El período histórico inaugurado por 
el esplendor feudal de los años medievales y reafirmado durante el Anti- 
guo Régimen no se cierra, pues, de un modo repentino. Durante todo 
el xIx conviven las inercias del pasado con las novedades del siglo. Esto 
es algo que sucede en toda Europa, pero aquí el contraste es, sin duda, 
más fuerte. La formación de la Galicia moderna fue, pues, tarea parsi- 
moniosa. 


3.2.5. En la configuración de la Galicia contemporánea cabe destacar 
sólo algunos aspectos que complementen los puntos ya señalados en otros 
apartados, referidos directamente a la realidad actual aunque, no por ello, 
menos faltos de sensibilidad histórica, como sucede 'en el análisis de la 
población o en el de la reivindicación de la autonomía. De entre esos 
aspectos todavía no abordados, hay uno de singular importancia. Es el 
que se refiere a la evolución de la estructura económica, caracterizada por 
la formación de una situación de atraso económico, que singulariza a Ga- 
licia en el conjunto peninsular. Hay otros aspectos de no menor interés, 
pero escasamente estudiados hasta el momento, como son los modos de 
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dominación política, en especial el caciquismo, considerado, hasta fechas 
recientes, como uno de los hechos diferenciadores de la situación política. 
de Galicia en la época contemporánea. Sin embargo, es de advertir que 
sobre el caciquismo y, en general, la incardinación política de Galicia en 
el entramado político español existen más lagunas que certezas. 

La formación del atraso económico gallego es un fenómeno claramente 
contemporáneo, en el que intervienen factores muy complejos. De entre 
ellos, aludiremos únicamente a tres de ellos, dos de carácter endógeno y 
el otro, de índole externa a Galicia. Son los constituidos por el peso de 
la agricultura y de las clases a ella vinculadas, la debilidad de la industria 
y, en tercer lugar, la influencia que en ello ha tenido la evolución general 
de la economía española y, obviamente, el propio aparato estatal. 

La importancia que el sector agrario tiene todavía hoy en el conjunto 
de la estructura económica de Galicia resalta más por la gran cantidad de 
población activa que ocupa, que no por el valor de la renta generada. 
Ello delata la peculiar evolución histórica de la agricultura gallega, más 
basada en la incorporación de trabajo humano que en la implementación 
de capital técnico. Hasta fines del siglo XIX, éstas eran las pautas que la 
regían. Se logró incrementar la cantidad de recursos producidos, se me- 
joraron los rendimientos, pero, en general, fue gracias a la acumulación 
de fuerzas de trabajo y no a la renovación técnica de su estructura 
productiva. Esto se debe al hecho de que la agricultura gallega hubo de 
soportar una elevada proporción de población activa, que ni la sangría 
emigratoria fue capaz de rebajar hasta los años 1960-1970. Todavía en 
1900, los activos agrarios se elevaban al 85 por 100 del total. Durante 
este siglo, el sector agrario experimentó notables mudanzas, pero los 
activos agrarios actuales se sitúan todavía en torno al 40 por 100 del 
total. 

Entre estos cambios importantes, hay dos de gran alcance, aunque en 
sí mismos contradictorios. El primero es el proceso de propietarización del 
campesinado, al pasar de forero a propietario parcelario y, por tanto, pe- 
queño cultivador. Este acceso a la pequeña propiedad es un hecho re- 
ciente, del primer tercio de siglo, que se explica por diferentes razones, 
de las que la más importante es, sin duda, la fortaleza histórica que el 
campesinado logró con su permanencia en el dominio útil de la tierra. 
Esta generalización del campesinado parcelario se basó no sólo en la re- 
dención de los foros a su favor, sino también en la privatización, según 
modelos análogos, del cuantioso espacio dedicado a monte y que supone, 
todavía hoy, más de un tercio de la extensión de Galicia. El segundo 
hecho se refiere al proceso de mercantilización de la producción agraria, 
favorecido por una progresiva especialización. Desde principios de siglo, 
es constante la renovación técnica de la estructura productiva, la orienta- 
ción ganadera de la producción, y el acceso al mercado mediante la co- 
mercialización de los excedentes pecuarios y la adquisición de insumos de 
origen industrial (maquinaria y fertilizantes). Pero a pesar de todo ello, el 
sector agrario gallego tardó en encontrar una integración productiva con 
la industria alimentaria y, sobre todo, en servir de mercado potencial para 
la producción industrial. 
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Por su parte, la estructura y evolución del sector industrial permite 
observar, desde otra óptica, este atraso económico de Galicia. Desapare- 
cida la industria rural doméstica de fines del xvIII, hasta un siglo después 
no se forma un mínimo tejido industrial. En su aparición tiene especial 
incidencia la industria conservera, forjada en el seno de la tradición de los 
viejos fomentadores de pescado, y que actuó de sector dinamizador de 
otras actividades industriales, como la construcción naval (X. CARMONA, 
1983). Pero la capacidad de influencia de este sector en el conjunto de la 
economía gallega fue escasa. Ni el mercado interior era el prioritario ni 
las materias primas (excepto las especies capturadas) eran de origen ga- 
llego. Otros sectores industriales surgidos posteriormente, como el hidroe- 
léctrico en el primer franquismo o las industrias de enclave en la época 
de los «polos de desarrollo», acentuaron todavía más la desintegración 
interior de la economía gallega. La situación actual, a juzgar por los datos 
de las Tablas Input Output de 1980, que glosamos más arriba, sigue ado- 
leciendo de estos defectos. 

Es evidente, pues, que en la época contemporánea se produce un des- 
fase en la evolución de la economía gallega, pues, en términos compara- 
tivos, ni el peso demográfico, ni la organización de la producción agraria, 
ni los niveles de industrialización alcanzados a fines del xvHi eran desde- 
ñables. El atraso económico de Galicia no puede explicarse únicamente, 
pues, en virtud de causas internas, por muy poderosas que éstas sean. La 
aparición y consolidación del capitalismo en España contribuyó a agravar 
las diferencias existentes entre zonas que lograron industrializarse, como 
Cataluña o Asturias, Valencia o el País Vasco, y aquellas otras que que- 
daron reducidas al papel de productoras de materias primas, de mayores 
presiones tributarias y, paradójicamente, de exportadoras de figuras polí- 
ticas. Entre estas segundas se halla Galicia. El papel que en ello jugó el 
aparato estatal, sobre todo a través de la política tributaria y comercial, 
fue de doble efecto. Por una parte, contribuyó a introducir a la economía 
gallega en el ámbito del mercado interior («nacional»), erosionando así su 
estructura tradicional. Desde principios del siglo XX esta integración de la 
economía gallega en el mercado interior es cada vez mayor. Pero, por 
otra parte, este concurso de Galicia en el concierto económico español 
conlleva los desajustes propios de un desarrollo económico dependiente, 
desintegrado y escasamente autocentrado. 

Y estas coordenadas de tipo socio-económico son también observables 
en el ámbito político. La representación política de Galicia desde las Cor- 
tes de Cádiz hasta la actualidad, excepto en casos aislados como los de 
ambas repúblicas, apenas alcanzó identidad diferenciadora. Mientras que 
la alternativa galleguista, propulsadora de la «devolución de Galicia», tuvo 
más éxito en la formación de un corpus ideológico nacionalitario que en 
la construcción de un movimiento político socialmente implantado. Pese a 
todo ello, la organización de la autonomía actual no puede decirse que 
derive simplemente del marco constitucional que la ampara. Hay toda una 
tradición de reivindicación de la misma, como vamos a ver de inmediato. 
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4. LA ORGANIZACIÓN DE LA AUTONOMÍA, 
GALLEGUISMO POLÍTICO Y PROYECTOS ESTATUTARIOS 


La organización político-administrativa de España a través del deno- 
minado «Estado de las autonomías» es, como se sabe, un hecho reciente. 
Sin embargo, en la Constitución española de 1978 se reconocen algunas 
diferencias entre las autonomías que surgen a partir de ella y las «nacio- 
nalidades históricas», a las que se les posibilita una vía específica a la hora 
de establecer sus propias instituciones de autogobierno. Este es el caso de 
Cataluña, País Vasco y Galicia, en donde durante la II República había 
estado en vigor o, cuando menos, como en Galicia, había sido plebiscitado 
un Estatuto de Autonomía. Esta concesión constitucional ha facilitado, 
especialmente en Galicia, la organización de todo el proceso autonómico. 
Sin embargo, detrás de este reconocimiento constitucional se halla toda 
una tradición de lucha por mantener una especificidad cultural y por ver 
reconocida una identidad política. No sería inteligible la autonomía actual 
sin este peso del pasado. Por esa razón, antes de entrar en la descripción 
de las instituciones autonómicas actuales y de su corta andadura, conviene 
efectuar un breve repaso histórico, tanto en lo que son las diferentes épo- 
cas del galleguismo, como en el aspecto más concreto de los distintos 
proyectos que han precedido al actual texto estatutario. 


4.1. Las fases del galleguismo político 


Galleguismo es un término de evidente polisemia que, sin embargo, en 
el vocabulario historiográfico actual designa una realidad material con- 
creta: las corrientes ideológicas y las prácticas políticas que tienen por 
objetivo la afirmación del carácter diferencial de Galicia y la construcción 
de formas políticas que respondan a ese diferencialismo. La evolución his- 
tórica de estas corrientes políticas galleguistas no ha sido lineal ni siempre 
acumulativa. Es cierto que hay continuidades claras y voluntad de asentar 
una tradición política que defina el «espacio galleguista». El ejemplo más 
evidente está en el modo que tiene Risco de enlazar con el pensamiento 
de Murguía a la hora de definir los rasgos básicos del nacionalismo ga- 
llego. Pero también hay rupturas, como la que supone el nacionalismo de 
las Irmandades da Fala frente al regionalismo «sano y bien entendido», y, 
en ocasiones, olvidos, como los que manifiesta Losada Diéguez respecto 
de Brañas. Y, por encima de todo, resalta la desproporción existente entre 
la madurez conseguida por la ideología regionalista (Murguía) o naciona- 
lista (Risco) y la debilidad de las organizaciones políticas que habrían de 
llevar a la práctica tales supuestos teóricos. 

En la evolución del galleguismo pueden diferenciarse dos fases muy 
claras. La primera corresponde, cronológicamente, al siglo xIX y primeros 
años del xx y se define como regionalismo. La segunda se abre con la 
creación de las Irmandades da Fala y, sobre todo, con la celebración de 
su primera asamblea en Lugo (1918), en la que el ideario galleguista se 
define explícitamente como nacionalismo, «desde hoxe e para sempre», 


498 ESPAÑA 


como se dice en la declaración final. Dentro de cada uno de estos dos 
grandes apartados existen, asimismo, diferencias internas de importancia 
que sólo muy sumariamente aludiremos. ] 

El regionalismo no adquiere su carácter de tal hasta la época de la 
Restauración, con las figuras de Murguía y Brañas como principales diri- 
gentes del mismo, y con la aparición de las primeras organizaciones polí- 
ticas de signo regionalista, como la Asociación regionalista gallega (1891), 
Liga Gallega (1897) o Solidaridad Gallega (1907). La configuración del 
ideario regionalista se beneficia de varias tradiciones anteriores, que sólo 
parcialmente es capaz de integrar. 

Por una parte, el provincialismo, generado en la confluencia de libe- 
ralismo progresista, repudio de la uniformización propiciada por la «nueva 
planta» administrativa inaugurada por el sistema liberal español, y «pat- 
hos» romántico. En la generación de 1840, de la que forman parte Neira 
de Mosquera o Faraldo, y en el levantamiento de 1846 se simbolizan estas 
primeras muestras de toma de conciencia de la especificidad de Galicia. 
Aunque en la «revolución» de 1846 los objetivos provincialistas son secun- 
darios y tardíos (X. R. BARREIRO, 1977), es evidente que Galicia fun- 
ciona como «centro de imputación» de un proyecto político difuso, pero 
perceptible (R. MÁIz, 1986). En segundo lugar, el federalismo, de gran 
implantación en Galicia durante el Sexenio y, especialmente, en la 1 Re- 
pública, época en la que surgieron iniciativas de clara orientación galle- 
guista, como las protagonizadas por Sánchez Villamarín en Santiago. Y, 
en tercer lugar, el rexurdimento cultural, simbolizado en dos grandes lo- 
gros: la recuperación del gallego como lengua literaria, magníficamente 
ejecutada por ROSALIA DE CASTRO, CURROS y PONDAL, y la fundamen- 
tación historicista de la nacionalidad gallega, realizada por una generación 
de historiadores románticos de los que Murguía es el gran exponente. En 
su Historia de Galicia (publicada a partir de 1865) y en otras obras suyas 
desarrolla todo un «corpus» ideológico sustentador del carácter nacional 
de Galicia, que hace radicar tanto en aspectos voluntaristas, cuanto orgá- 
nico-historicistas. Su apelación al celtismo y a la raza como mito fundador 
de la comunidad nacional gallega se conjuga con su insistencia en la con- 
ciencia como factor nacionalitario (R. MÁIZ, 1984). Una frase murguiana 
lo resume perfectamente: «somos hijos de nuestra región, pero también 
de nuestro tiempo». 

El regionalismo gallego no es, sin embargo, un movimiento político 
uniforme. Hay en él varias corrientes ideológicas que, al tiempo, remiten 
a contenidos sociológicos bien diferentes. Por una parte, el regionalismo 
de raíz liberal, representado por Murguía, que aglutina a sectores sociales 
urbanos de la pequeña burguesía; de otra, la corriente tradicional, nu- 
cleada en torno a Brañas, nutrida por viejos carlistas y núcleos urbanos 
compostelanos católicos y conservadores. E incluso se ha advertido una ter- 
cera corriente, de escasa potencia organizativa, representada por Aure- 
liano Pereira, en Lugo, con propuestas mucho más radicales de integración 
del campesinado en unas propuestas regionalistas de fuerte influencia federal. 

Esta diversidad será la nota dominante en la fundación y desarrollo de 
Solidaridad Gallega, en donde convivían liberales con federales y carlistas. 
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Su condición de alianza electoral y de responder a la voluntad de la me- 
socracia coruñesa de romper el «turnismo» canovista explican su creación, 
más que sus modestos resultados políticos. En su conjunto, el regiona- 
lismo gallego presenta una doble característica. Por una parte, su «fracaso 
político» en el intento de configurar una fuerza política galleguista con 
respaldo social acorde con las-interpelaciones que los dirigentes regiona- 
listas efectuaron; pero, de otro lado, su éxito en la construcción de un 
«corpus» ideológico sólido y complejo (R. MÁIZ, 1986. 

La segunda gran fase del galleguismo político se abre a partir de 1916 
con la fundación, en la ciudad de A Coruña, del movimiento de las /r- 
mandades da Fala, que consigue agrupar a una veintena de «irmandades» 
distribuidas por las principales ciudades y villas de Galicia. Sus objetivos 
iniciales eran la defensa del idioma y la «redención» económica de Galicia. 
En 1918 se celebra la Asamblea Nacionalista de Lugo, cuyo manifiesto 
constituye un documento base del ideario nacionalista gallego, pues en él 
se recogen dos ideas clave de toda la tradición política e ideológica ante- 
rior: la definición de Galicia como nación y la concepción federalista como 
modelo de organización del Estado español. 

Posteriormente, se celebraron sucesivas asambleas en Santiago (1919), 
Vigo (1921) y Monforte de Lemos (1922). En esta última hubo una esci- 
sión del movimiento nacionalista, que desembocó, bajo la dirección de 
Vicente Risco, en la creación de una Irmandade Nazonalista Galega, cuya 
actividad quedó truncada por la dictadura de Primo de Rivera. Tras la 
caída de la dictadura, el nacionalismo gallego se reorganizó, en tanto que 
movimiento político, a través del Partido Galeguista, fundado en Ponte- 
vedra a fines de 1931 y que se concibe como el aglutinador de todas las 
«irimandades» y agrupaciones galleguistas que se habían creado en víspe- 
ras de la II República. Definido como un partido interclasista, logró cierta 
implantación social y territorial, disponiendo asimismo de un sector juvenil 
(las Mocedades Galeguistas) y de un gran poder de atracción sobre parte de 
las «irmandades» que, en 1929, se habían integrado en la ORGA de Casa- 
res Quiroga. No obstante, la evolución política de la II República agudizó 
las contradicciones internas del partido, propiciando una escisión, en 1935, 
que dio lugar a una Dereita Galeguista, formada por personas como Risco, 
reacias a un entendimiento táctico del galleguismo con el Frente Popular. 

El nacionalismo intentó, pues, en el período que va de 1916 a 1936, 
dotarse de instrumentos organizativos propios, superando así la impotencia 
vista en la etapa regionalista. Por otra parte, el rico legado ideológico y 
teórico acumulado en la época regionalista se vio enriquecido en esta fase 
a través de la aportación de la generación NOS, así llamada por agruparse 
en torno a la revista NOS, definida como «boletín mensual de cultura 
galega». De este grupo formaron parte Vicente Risco, R. Otero Pedrayo, 
Florentino L. Cuevillas y Castelao, quienes no sólo son autores de obras 
claves de la cultura gallega en los ámbitos de la literatura, el arte, la 
historia o la etnografía, sino una concepción del nacionalismo gallego ba- 
sado en las ideas de cultura y Volksgeist, que sustituyen así al celtismo 
como mito fundador. En las obras de Risco, Teoria do nacionalismo ga- 
lego (1920) y El problema politico de Galicia (1930), se hallan sistemati- 
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zadas estas ideas, así como, aunque de una forma más confusa, en la obra 
Sempre en Galiza (1935-1947) de ALFONSO R. CASTELAO. 

Con el estallido de la guerra civil y el dominio de Galicia por el bando 
franquista, queda bloqueada la posibilidad de desarrollo de la autonomía 
prevista en el Estatuto de 1936. Y, obviamente, queda también desarti- 
culado el movimiento político nacionalista. El Partido Galeguista se man- 
tiene en la clandestinidad hasta 1950, fecha en la que es disuelto, 
iniciándose así una nueva etapa en la historia del galleguismo político, al 
centrarse el núcleo galleguista del interior en la política de lucha cultural, 
comandada por un sello editorial («Galaxia») que nace con fines bien dis- 
tintos de los que caracterizan a una sociedad editora. Esta opción político- 
cultural comenzó a compartir su posición dentro del universo político del 
nacionalismo gallego a partir de los años sesenta, con la fundación de 
partidos políticos nacionalistas (UPG, PSG), cuyas opciones se han man- 
tenido, a pesar de los cambios nominales y de alianzas, hasta la época 
autonómica actual, en la que su protagonismo electoral es escaso. Sin em- 
bargo, en los años del tardofranquismo y de la transición, los partidos y 
movimiento nacionalistas alcanzaron una gran actividad, a través de or- 
ganizaciones como la Asamblea Nacional-Popular Galega o de alianzas, 
como el Consello de Forzas Politicas Galegas, activo durante todo el año 
1976, así como en la floración de un gran número de asociaciones cultu- 
rales, sindicales y estudiantiles. La reivindicación autonómica fue asumida 
también, con desigual entusiasmo, por los partidos políticos de obediencia 
estatal, cuyos representantes participaron activamente en todo el proceso 
de redacción del Estatuto y en sus reformas posteriores, hasta lograr el 
texto final de 1980. 


4.2. La autonomía actual 


En enero de 1982 tomó posesión el primer gobierno autónomo, bajo 
la presidencia de G. Fernández Albor, del partido de Alianza Popular. 
Este gobierno tiene por primera misión la de poner en práctica un Esta- 
tuto de Autonomía, aprobado en Referéndum en diciembre de 1980 y con 
arreglo al cual se habían celebrado las primeras elecciones autonómicas, 
en octubre de 1981, que permitieron constituir el primer Parlamento de 
Galicia. Las dos principales instituciones autonómicas, el poder legislativo 
del Parlamento y el poder ejecutivo de la Xunta de Galicia comenzaron 
su andadura histórica en un clima de incertidumbre por el escaso interés 
que el Referéndum estatutario había despertado en el electorado (más del 
70 por 100 del mismo no acudió a votar), por las secuelas antiautonómicas 
que siguieron al 23-F y que se concretaron en la LOAPA y, además, por 
la remodelación del sistema de partidos que estas elecciones supusieron, 
al ganar Alianza Popular en un territorio que, desde 1977, había sido 
proclive al partido de UCD. 

La autonomía gallega careció, pues, del entusiasmo auroral que des- 
piertan las instituciones de nueva planta. Es posible, sin embargo, que 
esta indiferencia no se deba sólo a una apatía del pueblo gallego o a una 
falta de conciencia política, sino también al peculiar modo con que se 
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realizó en Galicia la transición del franquismo a la democracia y, sobre 
todo, a los titubeos y zigzags que sufrió el proceso de redacción y apro- 
bación del Estatuto de Autonomía de 1980. Pero antes de entrar en el 
examen del texto estatutario y de las circunstancias políticas en que se lle- 
vó a cabo, conviene traer a colación algunos de los proyectos precedentes 
de descentralización política y de organización del autogobierno de Gali- 
cia. Entre estos precedentes, cabe destacar únicamente dos textos. El primero, 
debido a los federales del xIx, y el segundo, obviamente, el de la II República. 

Durante la época del galleguismo regionalista se concibieron varios 
proyectos de descentralización política (MÁIZ-PORTERO, 1988), tanto por 
parte del grupo liberal de Murguía, reivindicador de una autonomía para 
Galicia «semejante a la concedida a las colonias de Cuba y Puerto Rico», 
como de ALFREDO BRAÑAS, quien diseña en su obra El regionalismo 
(1889) y en su opúsculo «La crisis de la época presente y la descentrali- 
zación regional» (1892) un modelo de organización política de Galicia tri- 
butario de las Bases de Manresa y de orientación claramente 
tradicionalista. El texto más elaborado es, sin embargo, el debido al nú- 
cleo federal gallego, de inspiración pimargalliana, en la que sobresalen las 
figuras de S. Moreno Barcia y Aureliano Pereira. 

Este texto, elaborado por el Consejo Federal de Galicia en 1883 y 
aprobado en la Asamblea Federal realizada en Lugo en 1887, se define 
como un Proyecto de Constitución para el futuro Estado Gallego, com- 
puesto de cien artículos en los que se describe la forma de organizar el 
poder en el Estado Gallego. Los principios doctrinales en que se funda- 
menta este proyecto es el pactismo, por el que el Estado federal habría 
de ser el fruto del acuerdo de los estados federados, la inorganicidad, que 
lleva a la definición de Galicia como «región» despojada de toda especi- 
ficidad nacionalitaria, y, en tercer lugar, la soberanía popular, que aporta 
al proyecto una fuerte impronta democrática, de raíz gaditana. Aunque 
no se definen las competencias del Estado Gallego, lo que resulta laguna 
importante, este proyecto federal ejercería una notable influencia en la 
doctrina autonómica posterior. 

El segundo gran precedente es el Estatuto de Autonomía de 1936, 
cuya elaboración se realizó en el año 1931, a partir de varios anteproyec- 
tos presentados a la Asamblea celebrada en junio de 1931, a instancias de 
la «Federación Republicana Gallega» (FRG) de mayoritaria influencia de 
la ORGA. De los materiales presentados en esta Asamblea y tenidos en 
cuenta en la redacción del proyecto estatutario cabe destacar el Ante- 
proieito de Estatuto de Galiza, redactado por varios miembros del Semi- 
nario de Estudios Gallegos (SEG), de clara orientación nacionalista y 
democrática, así como la Ponencia de la FRG, que combina la tradición 
federal del proyecto de 1887 con la influencia ejercida por el anteproyecto 
del SEG. El texto final fue aprobado en 1932 por la asamblea de muni- 
cipios, celebrada en Santiago de Compostela. 

Las líneas fundamentales de este Estatuto se basan en la definición de 
Galicia como «región autónoma» en el marco del «estado integral» es- 
pañol, el reconocimiento de rasgos específicos de Galicia (cooficialidad 
lingúística, derecho civil gallego, parroquia rural), delimitación de las ins- 
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tituciones autonómicas, con elección directa del presidente de la región 
quien, a su vez, nombraría al presidente de la Xunta, y, finalmente, ex- 
plicitación de las diferentes competencias atribuidas a la «región». Se 
trata, por tanto, de una «descentralización política y no meramente ad- 
ministrativa» (MÁIZ-PORTERO, 1988). El Estatuto no pudo pasar el trá- 
mite del Referéndum del cuerpo electoral durante el año 1933, por 
problemas políticos y de oportunidad (la inculpación que Castelao hace a 
Casares Quiroga de ser el que bloquea la realización del Referéndum re- 
sulta excesiva). La plebiscitación del Estatuto sólo fue posible en 1936, 
tras el triunfo del Frente Popular y de la política de alianzas establecida 
por el Partido Galeguista, principal impulsor del Estatuto. Su aprobación 
por un porcentaje elevado del electorado, el 74 por 100, tiene mayor con- 
tenido político que fiabilidad, sobre la que existen fundadas dudas. Ello 
no empaña el éxito conseguido en junio de 1936. El curso posterior se- 
guido por el Estatuto del 36 es harto azaroso, aunque alcanza «estado 
parlamentario» en las Cortes de Montserrat de febrero de 1938. 

La ley de Reforma Política, aprobada a fines de 1976, supuso un 
enorme giro en la dinámica política abierta con la muerte de Franco, al 
propiciar una salida reformista de la transición frente a la alternativa rup- 
turista que buena parte de la oposición antifranquista venía manteniendo, 
así como las organizaciones políticas nacionalistas radicales. En el caso de 
Galicia, esta era la posición del Consello de Forzas Politicas Galegas, que 
abogó por el voto en contra de la ley de Reforma. Sin embargo, esta ley 
prosperó y a su amparo se celebraron las primeras elecciones generales, 
en 1977, que en Galicia fueron ganadas por el partido de UCD de forma 
abrumadora (20 diputados sobre un total de 27). Paralelamente se esta- 
blece en España el régimen de las preautonomías, cuya aplicación permitió 
preparar los distintos estatutos autonómicos, al tiempo que se redactaba 
la Constitución. l 

La Asamblea de Parlamentarios de Galicia organiza, a partir de junio 
de 1977, la preautonomía gallega, que queda fijada en un decreto de 
marzo de 1978, por el que se constituye la Xunta de Galicia como «órgano 
de gobierno de Galicia», que será presidida por el presidente de la Asam- 
blea, Antonio Rosón. A partir de este momento, se sientan las bases de 
una administración propia y, al propio tiempo, se inicia la redacción de 
un texto estatutario. La primera aportación en este sentido la constituye 
el trabajo desarrollado por la Comisión dos 16, autora de un Estatuto que 
era el resultado de múltiples propuestas de partidos e instituciones. Este 
Estatuto «dos 16», redactado ya aprobada la Constitución, situaba las 
competencias del gobierno gallego al nivel más alto permitido por la carta 
constitucional. 

El camino seguido por el texto del Estatuto desde esta Comisión «dos 
16» hasta la aprobación definitiva del actual Estatuto de Autonomía está 
salpicado de cicaterías políticas, acuerdos y «trasacordos». La Asamblea 
de Parlamentarios de Galicia, formada de nuevo mayoritariamente por 
miembros de UCD tras las elecciones generales de 1979, acepta básica- 
mente el texto de los 16. Los cambios tienen lugar en la Comisión Cons- 
titucional del Congreso, cuya ponencia propone una «autonomía degra- 
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dada» (MAIz-PORTERO, 1988), aunque sólo con el respaldo político de 
UCD. Las modificaciones más relevantes conciernen a la articulación de 
las instituciones autonómicas (reducción del número de diputados, tope 
mínimo del 3 por 100 del censo para obtener representación parlamenta- 
ria) y a la regulación de las competencias del poder gallego, que quedaban 
al albur de una posterior decisión de las Cortes. 

La tramitación parlamentaria de este proyecto provocó una importante 
movilización política en Galicia contra lo que se denominaba estatuto do 
aldraxe, que desembocó en la negociación de unas modificaciones que po- 
sibilitasen la aprobación consensuada del Estatuto. Las fuerzas políticas 
gallegas acordaron, en los Pactos do Hostal, remitir una serie de acuerdos 
a la Comisión Constitucional, aceptados por ésta, que allanaron el camino. 
A fines de 1980, el Estatuto era sometido a Referéndum del electorado y 
en 1981 aprobado definitivamente por las Cortes. Los resultados del Re- 
feréndum no fueron muy alentadores: el porcentaje de participación elec- 
toral fue del 29 por 100, aunque los votos afirmativos fueron claramente 
mayoritarios (alrededor del 73 por 100). Del régimen preautonómico se 
pasa al autonómico propiamente dicho. 

Algunas de las instituciones políticas a que da lugar el régimen auto- 
nómico estaban ya prefiguradas en la preautonomía, pero es en el propio 
Estatuto donde quedan definitivamente fijadas. Bajo la fórmula un tanto 
ambigua de poder galego se agrupa el conjunto de instituciones básicas de 
la Comunidad Autónoma: el Parlamento, la Xunta de Galicia, el presi- 
dente y el poder judicial. El Parlamento quedó fijado en un número de 
diputados «entre 60 y 80», pero en las dos legislaturas de 1981 y 1985 su 
número fue de 71 diputados, repartidos con criterio más territorial que 
estrictamente proporcional: 22 por Coruña, 19 por Pontevedra y 15 por 
Lugo y Ourense. La Xunta de Galicia, en tanto que órgano colegiado de 
gobierno, está formada por el presidente, que es elegido de entre los par- 
lamentarios, y un número variable de vicepresidentes y conselleiros, mien- 
tras que el Tribunal Superior de Justicia de Galicia, así como el Defensor 
del Pueblo (Valedor do Pobo), son instituciones estatutarias todavía no pues- 
tas en funcionamiento, ocho años después de la aprobación del Estatuto. 

La evolución de la vida política en Galicia durante los años que lleva 
vigente el sistema político democrático está condicionada por algunas 
constantes, que son de fácil observación a la vista de los resultados elec- 
torales. 


CUADRO 7.—Resultados de las elecciones generales en Galicia, 1977-1986 
(en porcentajes) 


IL. Centro-derecha (UCD, AP, CDS). II. Izquierda estatal (PSOE, PSP, PCG). II. Nacionalismo (BNG, PSG, EG, 
CG). IV. Otros. 
FUENTE: J. A. Portero, R. Máiz, R. Blanco (1983), págs. 139, 144 y 149. Elaboración propia para 1986. 
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Los procesos electorales desarrollados en Galicia desde 1977 y el aná- 
lisis del subsistema gallego de partidos muestran, a juicio de los politólo- 
gos (PORTERO, MÁIZ, BLANCO, 1983), tres características de importancia. 
La primera es la propia debilidad del sistema, que deriva de la elevada 
abstención del electorado (del orden del 40 por 100 en las consultas ge- 
nerales y mayor en autonómicas y plebiscitos) y de la tendencia a la trans- 
ferencia de votos de un partido a otro. Por otra parte, hay escasa distancia 
ideológica entre los principales partidos que concurren a las elecciones, lo 
que determina un pluralismo político restringido, a lo que se une un pre- 
dominio claro, aunque en constante retroceso, del voto conservador de 
centro-derecha. Y, en tercer lugar, destaca la escasa impronta que ejerce 
sobre el electorado la oferta nacionalista, debido a factores diversos, que 
van desde su ubicación preferente en la izquierda radical hasta su cons- 
tante rearticulación interna. 

Si tomamos como indicadores los resultados de las elecciones autonó- 
micas, la perspectiva apenas cambia. La baja representación del naciona- 
lismo y el ligero desplazamiento del electorado del centro-derecha hacia 
el centro-izquierda siguen siendo las características predominantes, a la 
par que un abstencionismo electoral todavía más elevado. La composición 
del Parlamento de Galicia en sus dos legislaturas de 1981 y 1985 refleja, 
a pesar de las posteriores escisiones y recomposiciones de los grupos par- 
lamentarios, estas líneas de tendencia del electorado gallego. 


CUADRO 8.—Composición del Parlamento de Galicia, 1981-1985 
(número de diputados por partido) 
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La vida política de Galicia no se agota, sin embargo, en la participa- 
ción, no muy elevada por lo demás, en las distintas consultas electorales. 
Hay problemas más profundos, que derivan de la peculiar estructura eco- 
nómica y social, de la evolución histórica y del propio modo de construir 
la autonomía actual, que no se reflejan en estos resultados. El comporta- 
miento político del electorado gallego ha sido explicado, con frecuencia, 
en virtud de su condición de escasa cultura política o, desde criterios más 
cómodos, por la influencia de un deus ex machina que resulta ser el ca- 
ciquismo. Innecesario es advertir que no hay respuesta satisfactoria a esta 
aparente contradicción de un pueblo que electoralmente elige no ser re- 
presentado por las alternativas políticas nacionalistas y, sin embargo, es 
capaz de identificarse Oo, cuando menos, de haber conservado una tradi- 
ción cultural de inmensa riqueza, comenzando por la propia lengua. En 
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Galicia, los contrastres no se encuentran únicamente en su paisaje geográ- 
fico. Ya lo había advertido UÚNAMUNO en sus andanzas por tierras lusita- 
nas y galaicas: «en Galicia he podido observar, más que ilustración, 
cultura». De sus rasgos básicos vamos a ocuparnos en este postrer tramo 
de la exposición. 


5. LA CULTURA GALLEGA 


La evolución histórica de Galicia se ha caracterizado por su ritmo pau- 
sado, su relativo aislamiento y, al propio tiempo, su gran capacidad de 
sincretismo y de integración de las novedades exteriores; por su parte, los 
pasos dados para la organización política de Galicia revelan una mayor 
fortaleza de sus rasgos diferenciadores que de sus organizaciones partidis- 
tas O institucionales. Si aplicamos a este ámbito la reflexión unamuniana 
de distinción entre cultura e ilustración, se podría decir que en Galicia 
existen más elementos nacionalitarios que nacionalistas, esto es, que con- 
ciencia política nacional. Fueron los miembros de la generación NOS, en 
especial Vicente Risco, quienes se esforzaron por subrayar la importancia 
que tenía para Galicia el disponer de un acervo cultural propio y singular, 
que le permitía adquirir así una dimensión universal. Este reconocimiento 
era posible no sólo gracias a la influencia que la tradición intelectual ger- 
mana, de raíz herderiana, ejercía sobre ellos, sino también del estudio de 
los principales hitos de esas manifestaciones culturales, tanto en su historia 
y vertiente culta, como en su vertiente popular. La obra etnográfica de 
V. Risco o X. LORENZO, de investigación histórica de F. LÓPEZ CUEVI- 
LLAS y F. BOUZA BREY, o geográfica de R. OTERO PEDRAYO, así como 
los principales resultados alcanzados por los grupos de trabajo incluidos 
en el Seminario de Estudos Galegos (1923-1936) son algunos de los prin- 
cipales hitos desplegados, en este siglo, en el camino de la formalización 
de la cultura gallega. A los que siguieron, en la segunda mitad de la 
presente centuria, los esfuerzos de grupos privados, como la editorial Ga- 
laxia, o múltiples asociaciones culturales surgidas del seno de la sociedad 
civil, y las aportaciones de instituciones como la universidad, Real Aca- 
demia Gallega o Instituto «Padre Sarmiento», entre otras. La importancia 
que para el funcionamiento de la autonomía tiene la cultura está patente 
en el hecho de que se haya constituido, con arreglo a una ley del Parla- 
mento de Galicia, un Consello da Cultura Galega. 

Sin embargo, la cultura gallega actual no es la misma que encomiaban 
los autores del primer tercio de siglo. Hay elementos que, en situación 
distinta, permanecen, como la lengua, literatura o arte, mientras que mu- 
chos otros se hallan en un proceso de profunda alteración, consistente en 
el deterioro, o pérdida, de muchos de los rasgos culturales propios de una 
sociedad campesina tradicional, sin que puedan formalizarse todavía las 
pautas que los están sustituyendo. Al contrario de lo que observara UNA- 
MUNO, ha avanzado la ilustración pero, en cambio, ha padecido la cultura, 
ya que era casi toda ella de tipo «popular». Dada, pues, la lábil situación 
en que se encuentra la cultura gallega actual, y la amplitud conceptual del 
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término, vamos a referirnos brevemente a tres grandes aspectos, según 
una compartimentación que obedece más a necesidades expositivas que a 
una división históricamente real: a) cultura popular, b) lengua, literatura 
y arte y c) instituciones y medios de difusión de cultura. 

1. Las innumerables formas de cultura popular que una sociedad es 
capaz de crear suelen responder a la satisfacción de necesidades que sus 
individuos o el conjunto social tiene, dentro de un marco espacio-temporal 
concreto (X. R. MARIÑO FERRO, 1985). Desde esta perspectiva, podría- 
mos agrupar la gran variedad de necesidades del hombre, sean o no bio- 
lógicas, en tres grandes apartados. Los relativos a su reproducción como 
individuo (obtención de recursos); la protección y conservación del mismo, 
incluyendo la negación de la muerte, y, naturalmente, los referentes a la 
comunicación y relación social. Las respuestas dadas por la sociedad ga- 
llega tradicional a estos problemas se concretan en un abanico de formas 
materiales y «espirituales» muy diversas. 

La obtención de recursos, generalmente de origen agrario, ha generado 
no sólo saberes concretos sobre cada fase del proceso (sazones de siembra 
o recolección, elaboración de alimentos, plagas y enfermedades...), sino 
también formas constructivas específicas (hórreos, lagares, hornos...) y un 
variado instrumental, ya sea de carácter agrario o marinero, ya propio de 
muy diversos oficios, que actualmente se ha sustituido casi en su totalidad 
por un equipamiento tecnológico de procedencia industrial. En el caso de 
los principales oficios rurales (zoqueiro, canteiro, tecelán, alfareiro...) no 
ha habido sino desaparición de los mismos. 

La necesidad de protección y conservación del individuo está en la 
base del desarrollo de una variada arquitectura popular, de una indumen- 
taria, específica, actualmente empleada únicamente en actos rituales o 
como símbolo de «galleguidad folklórica» y, naturalmente, de complejos 
saberes sobre enfermedades humanas y modos de curarlas por medios na- 
turales o extraordinarios. La arquitectura popular, en proceso de cambio 
tanto en sus materiales como en las formas, presenta grandes variedades 
(P. DE LLANO, 1981-1983), que van desde la «reliquia» de la palloza de 
las montañas luguesas (Ancares), hasta las abiertas casas meridionales, de 
corredores, solainas y grandes corralones, o las asoportaladas casas mari- 
neras. Los materiales empleados denotan, obviamente, las características 
litológicas de cada comarca, siendo la pizarra y el granito los dos grandes 
elementos diferenciadores. Pero esta arquitectura popular no se reduce a 
casas y construcciones adjetivas. Cabe destacar también la gran cantidad 
de cruces de piedra (cruceiros), bien estudiadas por A. CASTELAO, o los pe- 
tos de ánimas, ejemplos ambos de religiosidad popular de milenaria antigiedad. 

En la conservación del individuo interviene la lucha contra la enfer- 
medad y la muerte. En Galicia, hay abundantes ejemplos de medicina 
popular (V. Lis QUIBÉN, 1948) y de métodos naturales de curación, así 
como supersticiosos (remedios contra el mal de ollo, mal do aire...). Pero 
las creencias más arraigadas son las relacionadas con la muerte y su ne- 
gación simbólica, a través de mecánismos como la Santa Compaña, Santa 
Estadea, o visións del más allá. De lo que se trata es de afirmar la pre- 
sencia de los muertos entre los vivos y de su frecuente trato y relación. 


GALICIA 507 


La explicación de este comportamiento está en el hecho de que «no hay 
ruptura entre el mundo de los vivos y el de los muertos» (X. R. MARIÑO 
FERRO, 1985). 

Las manifestaciones culturales que responden a la necesidad de co- 
municación y de relación social son muy amplias, ya que van desde las 
relacionadas con el matrimonio y los ciclos de la vida, hasta las fiestas, 
juegos, romerías, instituciones, literatura y artes populares. Las más im- 
- portantes son las que todavía hoy siguen manteniendo lazos de sociabili- 
dad y formas de identidad, como las fiestas y romerías. Entre las fiestas 
de ciclo anual, vinculadas a viejas tradiciones, están el Antroido, que des- 
pide el invierno y alivia del rigor cuaresmal; los maios, que ensalzan la 
fecundidad de la primavera, o los magostos, de sentir otoñal. Pero tam- 
bién se conservan, con otro sentido, las fiestas religiosas «patronales», que 
reúnen a toda la comunidad parroquial y sirven, por tanto, de referencia 
anual. Las romerías, como las de la Virxe da Barca en Muxía, del Cor- 
piño, en Lalín, o de San Andrés de Teixido, en Cedeira, todavía mantie- 
nen su funcionalidad religiosa. 

Podrían mencionarse otros ejemplos de cultura popular, en especial los 
relacionados con ritos y creencias. VICENTE RISCO, en la Historia de Ga- 
liza dirigida por R. OTERO PEDRAYO (Buenos Aires, 1962), las agrupaba 
en tres grandes bloques: las que se relacionaban con la mitología, con la 
religión y con la superstición. Al primero, corresponden creencias relacio- 
nadas con cultos paganos (accidentes naturales, animales) o con seres mí- 
ticos. Al segundo, la variada gama de creencias relacionadas con 
advocaciones religiosas (santuarios, romerías), devociones y demás formas 
de la liturgia cristiana. Y al tercero, las sustentadoras de la existencia de 
personas con poderes sobrenaturales, como bruxas y sabias, y del poder 
de las artes mágicas y adivinatorias. 

2. Que Galicia tenga en la actualidad una identidad cultural concreta 
es debido, sin duda, al hecho de que en el seno del pueblo se conservó 
una lengua que ha servido de medio de transmisión de ese patrimonio 
cultural de raíz popular. Y también al hecho de que, al menos por parte 
de minorías ilustradas, esa lengua haya tenido un uso literario culto a 
partir de la recuperación del siglo XIx, que la liberaban así del oprobio 
de pertenecer al bando de los dialectos. Elemento diferenciador por an- 
tonomasia, la conservación de la lengua ha sido, con la humanización del 
paisaje, la más grande realización cultural del pueblo gallego (R. PIÑEIRO, 
1980), el mejor exponente de su vitalidad cultural. 

El gallego es lengua que se habla actualmente en el territorio perte- 
neciente a las cuatro provincias gallegas, y en áreas de transición hacia 
Asturias, León y Portugal. En relación estrecha con el portugués, por 
proceder de un tronco común, su evolución histórica, a partir del si- 
glo xtv ha sido muy disímil, al carecer el gallego de instrumentos de uni- 
formización, de cultivo literario y, también, del contacto con las lenguas 
mozárabes que el portugués se encontró en su avance hacia el Sur. El 
gallego es esencialmente un idioma románico, pero con aportes diversos, 
tanto prelatinos (especialmente celtas, presentes en el léxico y toponimia) 
como posteriores, de raíz germánica o árabe (ILGA, 1980), sin dialectos 
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internos, aunque con claras diferencias comarcales, más notorias por la 
ausencia de una lengua estándar. 

Las grandes etapas evolutivas del gallego se confunden con los avatares 
de la historia de Galicia. Lengua de uso literario culto en la época medie- 
val, especialmente en los siglos XII y XIII, tanto en las formas líricas de 
los Cancioneros como en la prosa de Crónicas e Historias o de documen- 
tos monásticos, la consolidación del reino de Castilla y la penetración en 
Galicia de la nobleza trastamarista a mediados del XIv, supuso un progre- 
sivo abandono del uso literario, o notarial, del idioma gallego, tendencia 
que se acentúa con la política de centralización iniciada por los Reyes 
Católicos. Se inaugura así una época oscura, del llamado «gallego medio», 
de la que no se libera hasta mediados del siglo xIx. La revalorización 
romántica de las culturas locales, la realización de Juegos Florales y la 
utilización del gallego popular con fines literarios, simbolizada en la obra 
de RosaLía, Cantares Gallegos (1863), suponen la recuperación del 
idioma. A partir de esta fecha, su empleo como vehículo de cultura fue 
cada vez mayor, especialmente en los años de las Irmandades da Fala y 
la generación NOS. A pesar de la prohibición de su uso por el fran- 
quismo, el gallego se mantuvo como lengua popular y literaria, alcanzando 
mayor implantación social e institucional a partir de la puesta en funcio- 
namiento del régimen autonómico. 

A pesar de todos estos avances, el uso del gallego no se encuentra 
exento de conflictos y problemas que amenazan su futuro, como ya ha 
sido puesto de relieve por algún autor (X. ALONSO MONTERO, 1973). Los 
principales problemas que afectan al gallego actual son de doble índole. 
Por una parte, los referentes a su uso social (normalización) y, de la otra, 
su estandarización mediante una norma común (normativización). En lo 
que se refiere a la normalización, a pesar del reconocimiento estatutario 
del gallego como lengua propia de Galicia y de la existencia de una ley 
de Normalización Lingúística (1985), el gallego se halla en conflicto con 
el castellano y, en muchos casos, en situación de clara diglosia, dada la 
división funcional y social de ambos idiomas. El número de hablantes ac- 
tivos del gallego es elevado y el umbral de acceso al mismo muy bajo, 
pero su consideración social es inferior al castellano (ILGA, 1980), lo que 
provoca dificultades para su empleo normal en la administración pública, 
servicios sociales y medios de difusión, donde el castellano sigue siendo 
lengua preferente. Un estudio reciente realizado sobre el uso del gallego 
en la enseñanza no universitaria (X. RUBAL-M.R. NEIRA, 1987) muestra 
que aunque casi todo el alumnado comprende el gallego, sólo la mitad 
está capacitado para hablarlo. Y además, una mayoría de la población 
escolarizada utiliza el castellano como lengua de relación, incluso en fa- 
milia, si se trata de residentes urbanos. Al propio tiempo, las tres cuartas 
partes del profesorado utiliza el castellano para sus explicaciones. Algo 
semejante sucede en el ámbito eclesial, donde tanto en la enseñanza como 
en la liturgia es muy bajo el índice de utilización del gallego (X. FERRO, 
1987). Todo esto muestra que la posición actual de la lengua gallega dista 
mucho de hallarse en una situación normalizada de ser la lengua de «ins- 
talación» de la población. 
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Esta recuperación del gallego como lengua normal de relación se ve 
dificultada por la inexistencia, hasta fechas recientes, de una normativa 
común y superior a las variantes locales. Pues a pesar de que existen unas 
Normas ortográficas e morfolóxicas do idioma galego (1982) elaboradas 
por la Real Academia Gallega y el Instituto da Lingua Galega, que rigen 
la mayor parte del gallego escrito actual, hay grupos de tendencias más o 
menos lusistas que propugnan otra vía para la normativización del gallego. 
Todo ello contribuye a entorpecer el proceso de normalización lingúística, 
tarea ya complicada en sí misma. 

La lengua gallega no sólo ha sido conservada como medio de comu- 
nicación oral, sino que se ha ido perfeccionando en el crisol de su cultivo 
literario escrito. La literatura en lengua gallega tiene, sin embargo, dos 
etapas históricas claramente diferenciadas, la medieval y la contemporá- 
nea. La de la época medieval se conoce como literatura galaico-portu- 
guesa, de la que destaca la poesía lírica religiosa, contenida en las 
Cantigas de Santa María, compuestas por Alfonso X, y la profana, con- 
servada en los tres grandes Cancioneros de Ajuda, Vaticana y Biblioteca 
Nacional de Lisboa, restos de una tradición lírica que debió ser mayor y 
que, de todas formas, constrastan con la abundancia de cancioneros pro- 
venzales, franceses o italianos coetáneos (G. TAVANI, 1986). Las poesías 
contenidas en los mismos son de la autoría de más de 150 trovadores, 
muchos de ellos desconocidos, y se reparten en tres grandes géneros: can- 
tigas de amigo, de amor y de escarnho e maldizer. Entre los autores más 
importantes están los monarcas Alfonso X y Don Dinis, así como los ga- 
llegos Martin Códax, Airas Nunes, Meendiño o Pero da Ponte. Las obras 
en prosa se agrupan en tres grandes ciclos: bretón, clásico y carolingio. 

En la época contemporánea se establecen varios períodos. Después de 
la etapa de los «precursores» de la primera mitad del siglo xIX, comienza 
el renacimiento pleno de la literatura gallega a través del Rexurdimento, 
del que forman. su principal Parnaso las figuras de ROSALÍA DE CASTRO 
(Cantares Gallegos, 1863; Follas Novas, 1880), CURROS ENRÍQUEZ (Aires 
da miña terra, 1880) y E. PONDAL (Queixumes dos pinos, 1886). En esta 
etapa, es la poesía la que predomina sobre el uso de la prosa. En el siglo 
Xx, la literatura gallega alcanza mayor riqueza, excepto en el período del 
primer franquismo, y se impone en todos los géneros literarios y sobre los 
más diversos temas, aunque tardó mucho en abandonar la temática rural 
(A. TARRIO, 1988). Los autores de principios de siglo agrupados en torno 
a las Irmandades da Fala, la generación NOS y el Seminario de Estudos 
Galegos, crean la prosa moderna gallega, introducen corrientes de van- 
guardia y recuperan la tradición trovadoresca medieval, desconocida para 
los autores del XIx. De entre esta pléyade de autores, cabe destacar a los 
poetas RAMÓN CABANILLAS (Da terra asoballada, 1917) y MANUEL AN- 
TONIO (De catro a catro, 1922), y los prosistas Vicente Risco (O porco 
de pé, 1928), RAMÓN OTERO PEDRAYO (Os camiños da vida, 1928) y 
A. CASTELAO (Cousas, 1934). 

A partir de la guerra civil se abre un hiato de bastantes años en el 
cultivo literario del gallego y, sobre todo, en la difusión de las obras. Las 
más destacadas figuras del período son personas formadas en la preguerra, 
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pero que alcanzan su madurez en la Galicia interior o en la emigrante. Es 
el caso de los narradores ANXEL FOLE (Terra brava, 1953), E. BLANCO 
AMOR (Xente ó lonxe, 1972), X. NEIRA VILAS (Memorias dun neno la- 
brego, 1961) y A. CUNQUEIRO, también excelente poeta (Merlin e familia, 
1955) y del poeta CELSO E. FERREIRO (Longa noite de pedra, 1962). La 
transición hacia la literatura actual, en la que conviven autores ya consa- 
grados con «novísimos», se efectúa de la mano de una nueva generación, 
formada en la oposición cultural y política al franquismo y en una militan- 
cia galleguista de diverso signo. De entre los principales autores actuales, 
cabe citar los narradores CARLOS CASARES (1lustrisima, 1981), ALFREDO 
CONCE (Xa vai o griffon no vento, 1985), el narrador y poeta X. L. MÉN- 
DEZ FERRÍN (Arnoia, Arnoia, 1985; Con pólvora e magnolias, 1976) y el 
poeta U. NOVONEYRA (Os eidos, 1955). La literatura gallega contempo- 
ránea ha tenido un gran desarrollo a partir de los años setenta, aunque, 
como sucede en el caso de la lengua, tampoco se halla totalmente nor- 
malizada. 

Si la lengua y la literatura gallegas reflejan los logros y límites de la 
evolución histórica de la cultura gallega, no sucede lo mismo con las ma- 
nifestaciones artísticas, que reflejan con más nitidez influencias y corrien- 
tes exteriores y, además, se hallan más estrechamente vinculadas a la 
posición de las clases dominantes de las diferentes épocas de la historia 
de Galicia. Ello no quiere decir que los monumentos artísticos existentes 
en Galicia no se integren en la cultura gallega, sino que desbordan am- 
pliamente este ámbito. Por esta razón, únicamente apuntaremos algunos 
aspectos de índole general. 

El primero se refiere al predominio que, entre las bellas artes, tienen 
las obras de carácter religioso, lo cual no hace sino confirmar uno de los 
rasgos básicos del devenir histórico de Galicia. En la catedral de Santiago 
se encuentra la mejor síntesis de los logros artísticos de muy diferentes 
épocas, desde el románico de su planta y alzado, fachada de Platerías y 
Pórtico de la Gloria, hasta el renacentista de su claustro, barroco de su 
fachada del Obradoiro y neoclásico de su fachada norte. Pero a este su- 
premo ejemplo de conciliación de estilos artísticos y fines religiosos cabe 
añadir muchos otros. Las catedrales de las restantes sedes episcopales, 
realizadas en emulación de la compostelana, y adornadas de bellas porta- 
das románicas, coros renacentistas, capillas barrocas y fachadas neoclási- 
cas; las humildes iglesias parroquiales, de portada y rosetón románico, 
espadaña barroca y retablo de columnas salomónicas; los monasterios e 
iglesias de fundación benedictina o cisterciense, reformados en el Renaci- 
miento y concluidos en estilo barroco; en fin, los conventos de mendican- 
tes, los colegios mayores, el Seminario de Confesores de Santiago o el 
Colegio del Cardenal de Monforte de Lemos. No es preciso hacer un 
elenco completo: los monumentos de carácter religioso, sean iglesias, re- 
tablos, coros o esculturas exentas, constituyen el principal capítulo del arte 
gallego. Pues las muestras de arte civil, aparte los castillos medievales casi 
todos derruidos, y los pazos desigualmente conservados, son escasas en el 
período que va del siglo XI al XIX. 

El segundo aspecto se refiere a la desigual importancia que tienen unos 
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períodos respecto de otros en el conjunto de la historia del arte en Gali- 
cia. OTERO PEDRAYO solía insistir en la doble condición románica y ba- 
rroca de Galicia, por ser el tiempo del románico la «edad de oro» de 
Galicia, en especial a través del foco de atracción cultural que supuso la 
Compostela de la peregrinaciones, y por ser la época barroca el período 
de mayor «perfección» alcanzada por la sociedad agraria tradicional ga- 
llega. No permite esto desconocer los restantes estilos y períodos, en es- 
pecial la época de expansión del xvI, coincidente con la claridad 
renacentista, y que en Galicia dejó monumentos de gran relieve, como el 
Hospital Real de Santiago, los monasterios de San Martin Pinario y San 
Paio, además de una rica pintura (J. M. GARCIA IGLESIAS, 1986). Sin 
embargo, las figuras de los maestros románicos (Esteban, Mateo) y de los 
grandes arquitectos barrocos (Andrade, Casas) no tienen parangón en el 
conjunto del arte gallego. Las manifestaciones artísticas de Galicia no se 
reducen únicamente a los ejemplos señalados de monumentos religiosos, 
románicos o barrocos. Pero es indudable que, de acuerdo con la evolución 
general de la historia de Galicia, los siglos que van del XI al XVII son de 
un gran empuje en su estructura social, económica y cultural, bajo la di- 
rección de frailes e hidalgos, y al propio tiempo de apertura hacia el ex- 
terior, a través del camino de Santiago. Y ello tiene su expresión en la 
evolución del arte. 

3. Damos remate a este capítulo dedicado a la cultura gallega con 
unas breves referencias a las instituciones que tienen la finalidad de crear, 
investigar, defender y difundir los diferentes aspectos que integran el rico 
patrimonio cultural de Galicia. La mención de éstas quiere subrayar que, 
a pesar de la importancia que individuos aislados o el pueblo anónimo 
tuvieron en la creación y conservación de elementos culturales decisivos 
para la identidad de Galicia, el protagonismo institucional es cada vez 
mayor, de acuerdo con el grado de normalización cultural que ha propi- 
ciado el galleguismo contemporáneo. 

Institución cultural creada con esta finalidad fue la Real Academia Ga- 
llega, fundada en 1906 a iniciativa de la colonia emigrante gallega en Cuba 
y presidida por M. Murguía, así como el Seminario de Estugios Galegos, 
fundado en 1923 por jóvenes universitarios, que logró concentrar, hasta 
1936, lo más granado de la investigación científica sobre Galicia, tanto en 
el ámbito humanístico como en el experimental. La institución que pre- 
tendió ser su continuación, el Instituto de Estudios Gallegos «Padre Sar- 
miento», fundada en 1944 en el marco del CSIC, no logró recoger todo 
el empuje de su precedente que, en 1978, volvió a ser recreado y más 
orientado hacia la investigación aplicada. Por su parte, los centros univer- 
sitarios, desde los años sesenta, han centrado buena parte de su investi- 
gación sobre campos de la realidad gallega, siendo el ejemplo más claro, 
el Instituto da Lingua Galega, fundado en 1971. Centros de diferente fi- 
nalidad son los museos y archivos. De los existentes en Galicia, hay que 
destacar los museos provinciales, herederos del trabajo de las Comisiones 
de Monumentos, además de algunos especializados, como el Museo do 
Pobo Galego, fundado en 1976, que recoge ya lo más esencial de la cul- 
tura material gallega. Entre los archivos, además de los provinciales, hay 
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que destacar el Archivo Histórico del Reino de Galicia, sito en A Coruña, 
que contiene, entre otros fondos, la documentación de la Real Audiencia 
de Galicia. 

La relación de instituciones culturales de carácter local o más especia- 
lizado, como fundaciones o patronatos de diversa índole, sería elevada. 
Pero no interesa destacar tanto su número, cuanto la función que cum- 
plen, por ser centros de recuperación de un patrimonio cultural, cuya con- 
servación, sin caer en la tentación arqueologista, constituye una riqueza 
de primera magnitud. Además, la existencia de sociedades culturales lo- 
cales, que cada vez se crean en más lugares, contribuye a fomentar 
la identificación de cada comunidad con un lugar concreto, lo que propi 
cia un sentir «municipalista» que es el germen de una convivencia demo- 
crática. 

Las instituciones de difusión de la cultura gallega son, básicamente, las 
editoriales y los medios de comunicación de masas. Hubo en Galicia casas 
editoras, y editores, de gran repercusión, como la Biblioteca Gallega, de 
A. Martínez Salazar, vinculada al períodico La Voz de Galicia desde fines 
del xIx, o la editorial Nós, en Santiago, animada por Anxel Casal, hasta 
su muerte en 1936. De las editoriales actuales, la decana es Galaxia, fun- 
dada en 1950 por el núcleo interior del Partido Galleguista; pero desde 
entonces han surgido otros sellos, como Edicións do Castro, Edicións Xe- 
rais de Galicia, Sotelo Blanco y otras de menor entidad, algunas de ellas 
muy inestables o esporádicas, como son las patrocinadas por instituciones 
políticas, financieras y culturales. La situación actual, no obstante, no 
puede decirse que sea especialmente halagúeña. Los libros publicados en 
lengua gallega en el período 1970-1985 representan sólo el 0,57 por 100 
de la producción editorial en las cuatro lenguas españolas (X. MAURE, 
1987), lo que significa que también hay hábitos de lectura diglósica entre 
la población gallega, pues el libro escrito en gallego responde, básica- 
mente, a campos concretos de la cultura, según datos del año 1985: un 34 
por 100 corresponde a la literatura (20 por 100 de poesía) y otro 38 por 
100 son libros vinculados al mundo de libros de texto y de lectura escolar. 
El desequilibrio de la producción editorial en gallego es evidente. 

Algo semejante acontece en el campo de los medios de comunicación 
de masas, especialmente los escritos, caracterizados por su dispersión y su 
escasa aceptación de la lengua gallega como vehículo de comunicación, 
excepción hecha de semanarios monolingúes, como A Nosa Terra (1978) 
o la radio y TVG autonómicas, inauguradas en 1985. La prensa gallega, 
muy abundante a principios de siglo como fenómeno local, incluso rural, 
está reducida en la actualidad a unas pocas cabeceras, de las que única- 
mente La Voz de Galicia ha adquirido implantación en todo el territorio. 
En las dos grandes ciudades de Galicia se editan cinco de los nueve pe- 
riódicos diarios existentes, y el único semanario, mientras que en la capital 
compostelana se hallan los principales medios de comunicación audiovi- 
suales. 
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Provincia: Madrid. 
Superficie: 7.995 km.? 
Población: 4,69 millones de habitantes. 


MADRID 


En 1833, Javier de Burgos ponía en marcha la reforma administrativa 
que dio lugar a la división provincial vigente hasta nuestros días. Con ella 
nacía una nueva organización administrativa del Estado, acorde con los 
postulados del régimen liberal. La nueva división provincial pretendía aca- 
bar con la compleja y disfuncional estructuración procedente del Antiguo 
Régimen, en la que la multiplicidad jurisdiccional constituía un serio obs- 
táculo para la reorganización estatal, imprescindible para la configuración 
del Estado Liberal. Superados los intentos fallidos del proyecto ilustrado, 
la revolución jurídico-administrativa desarrollada entre 1834 y 1837 sentó 
las bases para la articulación del nuevo Estado Liberal. Con ella nació la 
actual provincia de Madrid, cuyos límites conforman la Comunidad Au- 
tónoma de Madrid como una región más dentro del Estado de las Auto- 
nomías sancionado por la Constitución de 1978. 

Hasta entonces, lo que hoy conocemos como provincia de Madrid no 
era sino un conglomerado de territorios sometidos a diversas jurisdiccio- 
nes, en las que las provincias de Guadalajara, Segovia y Toledo se intro- 
ducían en sus actuales límites. Así, de Guadalajara dependían los partidos 
de Colmenar Viejo y Buitrago y el señorío del Real de Manzanares; Se- 
govia extendía su jurisdicción en el norte y oeste de la provincia, y de 
Toledo dependían los partidos de Alcalá y Chinchón, ocupando todo el 
este provincial. Por el contrario, a la Intendencia de Madrid pertenecían 
los partidos de Casarrubios, en Toledo, y Zorita, en la Alcarria manchega, 
hoy en la provincia de Guadalajara. Se trataba, pues, de un territorio 
administrativamente desarticulado, en el que las jurisdicciones señoriales 
de extensos territorios como el Real de Manzanares, Buitrago o el propio 
partido de Alcalá determinaban su adscripción a una u Otra provincia en 
función del lugar de residencia original de las casas nobiliarias de las que 
dependían; así, los duques del Infantado en Guadalajara y el obispado de 
Alcalá en Toledo. Esta discontinua organización administrativa hundía sus 
raíces en la Baja Edad Media, fruto de la forma en que se desarrolló el 
proceso de Reconquista y repoblación de la tierra fronteriza de Madrid. 
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Sin embargo, ya a la altura del siglo XVII la subordinación económica de 
los límites de la actual provincia de Madrid era una realidad, en conso- 
nancia con la capitalidad instaurada por Felipe 11 en 1561, hecho éste que 
va a actuar como el elemento definitorio por excelencia del devenir his- 
tórico de nuestra región. Existen a finales del siglo XVII dos realidades 
contrapuestas y contradictorias. De una parte, la desarticulación adminis- 
trativa de la antigua provincia de Madrid, con un territorio discontinuo y 
segregado espacial y económicamente. De otra parte, la subordinación 
económica de un amplio hinterland respecto de la capital, que excede in- 
cluso los actuales límites geográficos de la provincia de Madrid. Esta rea- 
lidad contradictoria tratará de ser salvada por el proyecto ilustrado, 
mediante una reorganización administrativa del Estado; tales intentos cho- 
caron con la estructura jurisdiccional y administrativa del Antiguo Régi- 
men, por lo que fueron condenados al fracaso. Sólo la nueva articulación 
del Estado fruto de la revolución jurídico-administrativa que trajo consigo 
la instauración del régimen liberal, resolvió esta situación a través de una 
nueva delimitación de la provincia de Madrid. 

La actual Comunidad Autónoma de Madrid no encuentra, pues, su 
justificación en unas señas de identidad diferenciales que se remontan a 
tiempos remotos. Un hecho político, la capitalidad establecida por 
Felipe II en 1561, es el elemento específico que se sitúa como origen de 
la actual Comunidad de Madrid. Sin embargo, la capitalidad no se tradujo 
en la creación de una región propia. Su posición central entre las dos 
mesetas hacía de la misma un polo de atracción, a pesar de lo cual no se 
constituyó en cabecera de una región. Castilla la Vieja mantendrá su per- 
sonalidad en torno a las viejas ciudades medievales, en franco período de 
decadencia, y Castilla la Nueva girará alrededor del potente Arzobispado 
de Toledo. 

El crecimiento demográfico de la capital, fundamentado en un secular 
aporte migratorio, impide hablar de unas señas culturales específicas antes 
del siglo XIX. La división provincial de Javier de Burgos significa, por 
tanto, para Madrid la primera articulación territorial de un espacio que ya 
había subordinado económicamente con anterioridad. No obstante, esto 
no es suficiente para hablar todavía de una región propia. Tendrá que 
transcurrir todavía siglo y medio para que la provincia madrileña se trans- 
forme en una región metropolitana, claramente diferenciada de su entorno 
geográfico más próximo: las dos Castillas. Como su nombe indica, será el 
hecho urbano el rasgo definitorio por excelencia de la nueva región ma- 
drileña; hecho urbano que no es comprensible sin la capitalidad, pero que 
no es plenamente realizado hasta la segunda mitad del siglo Xx, cuando 
los límites de la ciudad son desbordados en una amplia área metropolitana 
que conforma de manera definitiva la realidad provincial madrileña. 

Existe, por tanto, un antes y un después marcados por el fenómeno de 
la capitalidad. A este respecto, la primera mitad del siglo xvI actúa de 
bisectriz entre dos etapas claramente diferenciadas de la historia de la 
actual región madrileña. Es la frontera entre una villa de reducido tamaño 
y limitadas funciones socieconómicas, que mantiene unas relaciones equi- 
libradas con su alfoz, y lo que va a ser la capital de un imperio trans- 
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oceánico, lugar de residencia de la Corte y centro de decisiones políticas, 
función esta última que impregnará su futuro histórico y que hará cambiar 
radicalmente las relaciones con su territorio. 

A lo largo de la Edad Media la dinámica interna de la villa y de su 
alfoz no hacían sospechar su posterior desarrollo. Si no hubiera sido por 
una decisión política, Madrid nunca habría sobrepasado las dimensiones 
de un conjunto territorial secundario en la jerarquía de la red urbana 
castellana. De todas formas, antes de que Felipe II se planteara fijar la 
capital en un núcleo central y equidistante de todos los puntos de la Pe- 
nínsula, Madrid ya había adquirido una creciente relevancia política con- 
forme los monarcas itinerantes de la Reconquista adquirieron hábitos cada 
vez más sedentarios y repararon en las ventajas geográficas, climáticas y 
—+*s algo más que una anécdota— cinegéticas que ofrecía lo que antes 
había sido ciudad-frontera y su territorio. 

En esa Edad Media cabe distinguir dos grandes períodos separados por 
el siglo X1. Con ello no nos referimos tanto a la diferencia entre sus ocu- 
pantes, musulmanes o cristianos, como a la funcionalidad de la villa y su 
alfoz. Desde finales del siglo vn, Madrid es ante todo una fortaleza, y 
responde a las características de todo territorio que hace las veces de fron- 
tera. Después del siglo X11, Madrid es una reducida villa castellana, sujeta 
a una doble tensión. De una parte, el territorio madrileño actúa a modo 
de línea divisoria entre el empuje repoblador de la ciudad de Segovia, por 
el Norte, y la pujanza del Arzobispado de Toledo, cabecera religiosa de 
Castilla y, por ende, de un inmenso territorio sometido a su jurisdicción 
que llegaba prácticamente a las cercanías de la villa. De otra parte, el 
fenómeno anterior constriñe y compromete la expansión del alfoz madri- 
leño, reforzando las tendencias de sus pobladores por garantizar su inde- 
pendencia frente al acoso de dos entidades más fuertes. En este aspecto, 
el ser una villa de nuevo cuño, marcada por su reciente pasado fronterizo, 
por tanto, con una escasa población, y la proximidad de una vieja ciudad 
castellana con más tradición y atractivos económicos, Segovia, y la antigua 
ciudad imperial de Toledo, cuya primacía hincaba sus raíces varios siglos 
atrás, condicionaron su crecimiento y su limitada capacidad repobladora. 
Madrid, pues, a la altura del siglo xrv era una pequeña ciudad cuyo do- 
minio no se extendía más allá de un reducido alfoz, y que, sin embargo, 
conseguirá saldar con éxito su tenaz oposición al proceso refeudalizador 
registrado en época de los Trastámaras. 


Los PRIMEROS RESTOS HUMANOS: DEL PLEISTOCENO 
A LA OCUPACIÓN MUSULMANA 


Madrid es un producto medieval, posteriormente alterado por la capi- 
talidad, sin que ello suponga desdeñar la presencia humana anterior. Exis- 
ten poblamientos que se remotan a la noche de los tiempos, cuyos 
primeros antecedentes se localizan en el Paleolítico Inferior, de lo que 
existe constatación en los yacimientos ribereños de las principales cuencas 
fluviales en la región, las zonas comprendidas a lo largo del río Jarama 
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entre Algete y Arganda, el curso medio y bajo del Manzanares, entre San 
Isidro y su desembocadura, al igual que en el Henares, entre San Fer- 
nando y Mejorada, en los que se han contabilizado más de 150 localiza- 
ciones con industrias y restos paleontológicos del Pleistoceno. El vestigio 
más remoto está fechado en el período Achelense antiguo, en las cercanías 
de Arganda. Existe, pues, una importante presencia humana desde la 
transición del Homo habilis al Homo sapiens primitivo, consecuencia de 
la riqueza de la fauna y flora de la región, con un importante nivel de 
actividad en las edades del Bronce y del Hierro. En estos últimos asen- 
tamientos se han detectado tanto poblados estables como al aire libre, en 
los que se ha encontrado cerámica de tipo ibérico de bandas, caracterís- 
ticas de los grupos celtibéricos del área carpetana, que ya en el siglo Iv a. 
de C. habían entrado en contacto con la civilización griega, como ponen 
de manifiesto los restos de cerámica allí localizados. 

En la época de la romanización, lo que es actual territorio madrileño 
estaba ocupado por los carpetanos. Vencida su resistencia, la organización 
que la Roma imperial impuso en las provincias de Hispania adjudicó este 
territorio a la provincia Citerior, con dos núcleos principales, Toletum y 
Complutum. La primera fue asignada al conventus carthaginensis y la se- 
gunda al conventus caesaraugustanus. Complutum es el único núcleo de la 
región mencionado por los geógrafos romanos del siglo 1 después de 
Cristo, en concreto por Plinio, que la señala como ciudad estipendiaria 
del conventus caesaraugustanus. De menor importancia que Complutum 
fueron las localidades de Miaccum, en la orilla izquierda del Manzanares, 
entre la Casa de Campo y Carabanchel, y Titulcia; seguramente no eran 
las únicas, pero sí las de mayor entidad, en consonancia con el sistema 
viario romano. La región madrileña estaba surcada por las dos grandes 
vías que unían a Emérita con Caesar-Augusta y Asturicas con Corduba, 
en cuya encrucijada se situaba Titulcia. Otros hallazgos de época romana 
se han encontrado en Getafe, Villaverde Bajo y Carabanchel. 

En suma, el único centro de importancia en época romana fue Com- 
plutum, que inicia su decadencia durante el Bajo Imperio, de la que no 
saldría hasta la Baja Edad Media. A pesar de que el obispo de Toledo, 
Asturio, la convirtió en sede episcopal, tras descubrirse el sepulcro de los 
niños mártires Justo y Pastor. Durante la época visigoda se agudizó el 
declive de los asentamientos romanos. El hábitat disperso en algunas al- 
deas ha dejado testimonio en las necrópolis y yacimientos de Daganzo de 
Arriba, Alcalá de Henares, Talamanca, Getafe, Colmenar Viejo, Perales 
del Río y en los alrededores de la Casa de Campo en Madrid, segura- 
mente en la continuación del Miaccum romano. 


MADRID, TERRITORIO FRONTERIZO: MAYRIT, «RIBAT» MUSULMÁN 


Hemos señalado en líneas anteriores que Madrid era un producto me- 
dieval. ¿Qué supone tal afirmación? Entre los siglos IV y vH después de 
Cristo resulta palpable la decadencia de la población en el territorio ma- 
drileño, hasta la práctica desaparición de todo núcleo que pudiera ser con- 
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siderado urbano, incluso dentro de las coordenadas de la época. Ni tan 
siquiera Complutum conservó tal naturaleza, pues a la altura del siglo vn 
era poco más que un despoblado. Esta situación de decadencia no vino 
motivada por la invasión musulmana. Se trata de un lento, pero persis- 
tente, proceso que enraiza con la crisis del Bajo Imperio romano y que 
alcanza su cenit al final de la época visigoda. Si Toledo conservó a lo 
largo de estos siglos su personalidad, incrementada incluso por la radica- 
ción en ella de la capitalidad del reino visigodo después de la desaparición 
del reino de Tolosa, confirmada en el IV Concilio de Toledo del 633, 
cuando Sisenando ocupó el trono después de destronar a Suintila, no su- 
cedió lo mismo con los núcleos existentes en el territorio madrileño. La 
cuestión es que durante el siglo vir, una vez consolidada la presencia mu- 
sulmana en la Península, la región central se convirtió en una especie de 
tierra de nadie. Un auténtico vacío demográfico que sólo empezó a cobrar 
valor, por razones de tipo estratégico, conforme se acentuó la presión 
militar de los reinos cristianos del Norte. De esta manera, el territorio 
madrileño adquirió una creciente importancia en función de la defensa de 
Toledo, hasta llegar a ser la posición defensiva más avanzada de la comarca 
septentrional y fronteriza de la Marca media, cuya capital era Toledo. 

En este contexto de clara impronta militar, Talamanca se configuró 
como la fortaleza vigilante del camino que unía el murallón defensivo de 
la Sierra de Toledo. A partir de la segunda mitad del siglo rx, una colina 
situada en la margen izquierda del río Manzanares, enlace natural entre 
la Vía Lata y Toledo, comenzó a adquirir un destacado interés estratégico, 
hasta el punto de que, en una indeterminada fecha sujeta al debate his- 
toriográfico, pero que podemos establecer entre 860 y 880, allí se cons- 
truyó una fortaleza. La ciudad de Madrid salía a la palestra de la Historia 
bajo la forma de un pequeño núcleo amurallado, de corte militar, deno- 
minado Mayrit. En efecto, Mayrit nació como un ribat; es decir, una co- 
munidad a la vez religiosa y militar, donde pequeños grupos de 
musulmanes se preparaban para la yihad, la guerra santa. Clásica de las 
zonas fronterizas, vendría a ser la contrapartida musulmana del ideal gue- 
rrero-cristiano de los reinos de Norte, sobre el que se forjó la ideología 
de la Reconquista y que posteriormente cristalizó en la formación de las 
órdenes religiosas y sus establecimientos. 

Ese ribat llamado Mayrit pronto se convirtió en el principal enclave 
musulmán del territorio, disputando la primacía a Talamanca; incluso en 
el siglo x llegó a contar en algunas ocasiones con gobernador propio. En 
el emplazamiento que ocupa actualmente el Palacio Real se erigió en 
época del emir Muhammad I (852-886) una fortaleza con su torre y el 
recinto amurallado contiguo, ampliado y reformado en el siglo X. Sepa- 
rado por un barranco —hoy día la calle de Segovia—, se extendió el arra- 
bal por las cercanías de la Cava Baja. En el cruce de las calles de Bailén 
y Mayor estaba radicada la Mezquita Mayor. 

Este contenido militar actúa de elemento definitorio por excelencia. 
Así el territorio madrileño se jerarquiza en función de tres núcleos prin- 
cipales, Mayrit, Talamanca y Qal”-at”-Abd-Al-Salam (Alcalá de Henarés), 
los dos últimos de similar estructura a la que hemos apuntado para el caso 
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de Mayrit. Todos ellos están situados estratégicamente en las tres vías 
fluviales más importantes de la región, que además coinciden con las prin- 
cipales vías de comunicación: Talamanca en el Jarama, Mayrit en el Man- 
zanares y Alcalá en el Henares. Servían tanto de instrumentos de defensa 
como de garantía para la utilización de estos caminos. Talamanca era la 
primera plaza defensiva más acá del Sistema Central. Alcalá era un bas- 
tión fundamental en el trayecto Toledo-Medinaceli, y Mayrit se constituía 
en el más importante resguardo defensivo de Toledo. Conforme se incre- 
mentó la presión reconquistadora de los cristianos, el enclave militar ma- 
drileño adquirió una mayor relevancia en todo el sistema defensivo de la 
Marca Central musulmana. Tengamos en cuenta que si en un primer mo- 
mento —siglo vii— fue el camino del Henares el más transitado por los 
musulmanes, como salida natural hacia Zaragoza, y el que contempló las 
primeras correrías cristianas, a partir del siglo IX, el mayor empuje del 
reino asturleonés le posibilita, dada su pujanza repobladora, contar con 
sólidas bases de sustentación en la Meseta Norte, haciendo de Talamanca 
la plaza fuerte más importante de la zona, tomada circunstancialmente por 
Ordoño 1 en el 861. Los musulmanes comprendieron que el peligro pro- 
venía frontalmente del Norte, a pesar del murallón natural de la sierra. 
Con la incursión en el 881 de Alfonso III, que llegó a las inmediaciones 
de Toledo, la primacía defensiva de Mayrit se hizo más patente todavía, 
desplazando definitivamente a Talamanca; con ello la alcazaba madrileña 
se convirtió en el asentamiento humano más significativo del territorio. 

Acompañaban a estos tres núcleos de población varias pequeñas for- 
talezas y asentamientos rurales, como Qal”-at-Jalifa (Villaviciosa de 
Odón), Rivas de Jarama (Rivas-Vaciamadrid); Sal Galindo, junto al Ta- 
juña, en el actual término de Chinchón. La Marañosa (en San Martín de 
la Vega), Malsobaco (en Paracuellos del Jarama) y Cernera (en Mejorada 
del Campo). Completaba el entramado humano madrileño un hábitat dis- 
perso de alquerías y granjas por todo el territorio, y, finalmente, un con- 
junto de torres-atalaya dispuesto en cuatro hileras, situadas en lugares 
estratégicos, con la misión de alertar de posibles incursiones cristianas. 
Una primera hilera estaba situada a lo largo del río Jarama, en sitios como 
El Berrueco, El Vellón, El Molar y Alcobendas. La segunda trama vigi- 
laba los pasos de la sierra con Madrid, bordeando la vieja calzada romana, 
en lugares como Torrelodones, Hoyo de Manzanares... La tercera hilera 
localizada a lo largo del cauce del Manzanares, cubriría el camino de May- 
rit a Toledo, con torres en Torrejón de la Calzada, Torrejón de Velasco, 
Cubas y Valdemoro. Por fin, el cuarto tramo emplazado en el oeste y 
suroeste de la actual provincia, surcaba la ruta próxima del río Guada- 
rrama, con Alamín y Almenares, entre otros. Así quedó estructurado el 
territorio madrileño durante los siglos IX y X, cada vez más sujeto a la 
presión leonesa, cuyas avanzadillas asolaban con frecuencia la región. 
Ramiro II, en el 939, tomó la alcazaba madrileña, abandonándola de 
forma inmediata; igual suerte corrió Mayrit en 1047, cuando fue asaltada 
por Fernando I. Estas incursiones aventuraban la definitiva caída de Ma- 
drid en manos cristianas. 
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MADRID, TERRITORIO CASTELLANO: LA CAMPAÑA 
DE ALFONSO VI 


La descomposición del califato de Córdoba, desaparecido en 1031, y 
su sustitución por los fragmentados reinos de taifas, con la secuela de 
disputas y de tensiones internas en la España musulmana, coincidente con 
el mayor vigor del reino castellano-leonés, trajo consigo un significativo 
cambio en la correlación de fuerzas, que facilitó la expansión cristiana 
hacia el sur del Sistema Central. A este respecto, la situación interna de 
Toledo en los decenios centrales del siglo XI resume a la perfección el 
grado de conflictividad y las múltiples contradicciones de los reinos lla- 
mados de taifas. Dentro de Toledo existían dos banderías políticas enfre- 
tadas, una encabezada por Alcadir, gobernador de la plaza; la otra, en 
connivencia con el rey de Badajoz, Motawákkil, terminó por expulsar a 
Alcadir en 1080, quien se puso en contacto con Alfonso VI, que en 1079 
ya había iniciado su campaña contra el reino de Toledo. A cambio de que 
el rey castellano le cediera el reino de Valencia, Alcadir le ayudaría a 
conquistar Toledo, lo que finalmente sucedió en 1085. 

Si el papel de Mayrit en el sistema defensivo de la Marca central había 
consistido en ser el bastión de la defensa de Toledo, en la campaña ini- 
ciada por Alfonso VI en 1079 se invierten los términos: Mayrit se convir- 
tió en el objetivo deseado, para su ulterior utilización como ariete 
ofensivo en la conquista de Toledo. En 1083 caía definitivamente en poder 
del reino castellano-leonés. 

Al menos durante un siglo el territorio madrileño continuó siendo tie- 
rra de frontera, en este caso baluarte en la penetración castellana hacia el 
Sur, sufriendo varias razzias, sobre todo en época almorávide. A la altura 
de 1110 parte de las murallas de Magerit fueron destruidas. En aquella 
época, Alcalá permanecía en poder de los musulmanes. En gran medida, 
estas correrías significaban el canto de cisne del peligro musulmán para el 
conjunto del territorio. En este aspecto fue fundamental la conquista de 
Alcalá de Henares en 1118 por el arzobispo de Toledo don Bernardo, que 
incorporó la ciudad al señorío de la mitra toledana, situación que se man- 
tendrá durante siglos hasta la creación de la actual provincia de Madrid 
en 1833. Por fin, la conquista del castillo de Oreja en 1139 trajó como 
consecuencia la definitiva retirada del dominio musulmán. 

A partir del estudio realizado por Julio González, podemos establecer 
una secuencia cronológica bastante precisa de la repoblación castellana en 
todo el conjunto provincial. Se perfila como un dilatado proceso en el 
tiempo, que abarcó desde finales del siglo xI al XV. Entre 1079 y 1118 la 
ocupación castellana se concentró alrededor de los tres núcleos fortifica- 
dos, recientemente conquistados al reino musulmán de Toledo: Magerit, 
Buitrago y Talamanca. Se trata, pues, de una estrategia que aprovecha la 
existencia anterior de núcleos poblacionales que actúan como instrumentos 
de difusión. Es en esta etapa cuando el área de influencia de Magerit, su 
alfoz, queda configurado. Hasta el primer tercio del siglo XI el afán re- 
poblador se circunscribe de manera primordial a dos áreas. En el este 
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provincial, Alcalá de Henares y su entorno, en una amplia franja del te- 
rritorio comprendida entre los ríos Henares y Tajo, con especial intensi- 
dad desde el sur de Alcalá hasta el río Tajuña. En el Oeste el proceso 
abarca desde el río Guadarrama hasta los confines de la actual provincia, 
en San Martín de Valdeiglesias. Hasta aquí la repoblación del territorio 
ha estado determinada por la lógica de la reconquista, por tanto, se ha 
limitado a las poblaciones-fortaleza y sus lindes más próximas. 

Sólo con la conquista de Alcalá por el arzobispo de Toledo el afán re- 
poblador pudo extenderse, eliminada la cortapisa de la amenaza militar. De 
esta manera, desde mediados del siglo xn, una vez afianzada la población 
castellana en las áreas de influencia de los núcleos-fortaleza (Magerit, Tala- 
manca, Buitrago y Alcalá), se registra la colmatación repobladora del terri- 
torio madrileño, que afecta al noroeste, al norte y sur provincial. Esta acción 
repobladora tendrá otras características; no es ya el enfrentamiento con el 
musulmán el que lo determina, sino la pugna entre las distintas villas caste- 
llanas, Magerit y Segovia, fundamentalmente, y los enfrentamientos entre 
ciudades y señores feudales, sobre todo en época de los Trastámaras, por el 
dominio de los territorios y lugares en disputa. 

En 1118 se otorgó el Fuero de Toledo a cuatro localidades situadas en 
el territorio madrileño: Magerit, Alamin, Calatalifa y Talamanca. La de- 
bilidad de los concejos hará que sólo Magerit conserve su personalidad 
jurídica. De hecho, en el reinado de Alfonso VIII, a comienzos del 
siglo XIII, fue redactado y otorgado el Fuero viejo a Madrid, que se man- 
tendrá en vigor hasta la promulgación del Fuero Real por Alfonso X en 
1262, siendo ratificado con posterioridad por Alfonso XI en 1339. Por el 
contrario, tanto Alamin como Calatalifa y Talamanca no tardaron en ver 
diluida su personalidad jurídica. Alamin acabó bajo.la jurisdicción del se- 
ñorío de los Luna, incluidas sus aldeas como Villa del Prado. Calatalifa 
terminó por sucumbir al empuje repoblador de Segovia, y, finalmente, 
Talamanca fue a caer bajo la jurisdicción del Arzobispado de Toledo, 
cuya expansión por el Noreste le llevaría a someter bajo su dominio a 
todo el este de la actual provincia de Madrid. Así pues, durante la Baja 
Edad Media sólo Madrid consiguió mantener una personalidad jurídica 
propia, articulada en primer lugar en torno al Fuero viejo y posterior- 
mente al Fuero Real, constituyéndose en el núcleo básico de la organiza- 
ción del territorio denominado Tierra de Madrid. 


EL CONFLICTO CON SEGOVIA POR EL REAL DE MANZANARES 


Segovia, una vez desplazada Sepúlveda como principal núcleo urbano 
situado al norte de la sierra madrileña, mostrará una' fuerte pujanza re- 
pobladora hacia el Sur, en la búsqueda de amplios espacios que le garan- 
ticen la expansión de su ganadería trashumante. Aprovechará los cauces 
de los ríos para penetrar en profundidad en el territorio de la actual pro- 
vincia de Madrid. Por el Norte, los ríos Lozoya y Manzanares llevaron a 
sus pobladores hasta los confines del alfoz de Buitrago y hasta el monte 
de El Pardo, respectivamente. Por el Oeste, la cuenca fluvial del Guada- 
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rrama hasta Olmos y Batres. Dos fueron los protagonistas de la expansión 
segoviana: el concejo y la Iglesia. A Sepúlveda le arrebató el Sexmo del 
Lozoya, es decir, el valle alto del río. La decadencia de Sepúlveda es 
patente en esta época, siglos XIt-XIV, pues además pierde la Tierra de Bui- 
trago, que termina por emanciparse, mientras cede la parte oriental a Ay- 
llón. Sin embargo, la expansión de Segovia por el noroeste y oeste de la 
actual provincia de Madrid no dejó de plantear problemas con Madrid y 
Toledo, respectivamente. En efecto, en el Noroeste los segovianos cho- 
caron con los habitantes de Madrid, que, constreñidos en su expansión 
por el Sur y Este debido a la pujanza de Toledo, pugnaron con Segovia 
por el control de las tierras situadas al norte de su demarcación, dando 
lugar a un continuado pleitear que en ocasiones alcanzó el enfrentamiento 
directo entre pobladores de uno y otro lugar. Es el conflicto por el control 
del Real de Manzanares, poblado por los segovianos desde 1247, cuya 
legalidad cuestionó el concejo madrileño en función del privilegio otor- 
gado en 1176 por Alfonso VIII, por el que se le concedía el derecho re- 
poblador hacia el Norte hasta: «... singullatim a Portu del Berroco, qui 
dividit terminus Abula et Segovie, usque ad portum de Lozzoya cum om- 
nibus intermediis montibus, et serris et vallibus.» El conflicto, que en- 
cuentra sus antecedentes en el siglo XII1, se prolongará hasta finales del 
siglo Xrv, cuando Juan I ceda el señorío jurisdiccional del Real de Man- 
zanares a la Casa de los Mendoza, el 14 de octubre de 1383 en la persona 
de Pedro González de Mendoza. 

Madrid, como villa fronteriza tenía el status de concejo repoblador; ya 
en tiempos de Alfonso VIII, en 1150, es definido como «comunidad de 
villa y tierra», cuya expansión quedaba delimitada en dirección a la sierra. 
De una parte, se encuentra el territorio más cercano a la villa, su alfoz 
más inmediato sobre el que ejerce un dominio jurisdiccional pleno; de 
otra, sobre una extensión más o menos amplia, de límites imprecisos, Ma- 
drid disfrutaba de ciertos derechos, pero no de la jurisdicción plena, es la 
Tierra de Madrid, cuya proyección hacia el norte provincial no se ve obs- 
taculizada en principio debido a la ausencia de un núcleo de población de 
cierta consideración, salvo Buitrago situado en el NE. Los problemas co- 
menzaron, pues, cuando los segovianos poblaron el Real de Manzanares 
en 1247. Antes habían surgido algunos roces aislados entre pobladores de 
una y Otra ciudad a la hora de aprovechar los pastos y montes circundan- 
tes. La agudización del conflicto vino determinada, por tanto, por el em- 
plazamiento de un núcleo de población estable, a partir del cual los 
segovianos reivindicaban la jurisdicción sobre el amplio territorio del Real 
de Manzanares, que abarcaba todo el noroeste de la actual provincia ma- 
drileña. Era un conflicto entre dos ciudades castellanas que se disputaban, 
por razones de índole económica, un territorio rico en aguas, pastos y 
montes cuya jurisdicción estaba en manos de la Corona, siendo susceptible 
de caer bajo el dominio de una u otra ciudad en función de una política 
de hechos consumados, o bien mediante su compra o cesión a alguna de 
las dos parte en litigio, de ahí la persistencia del conflicto hasta la cesión 
de la jurisdicción a la Casa de los Mendoza. En esta disputa se enfrenta- 
ban un municipio ganadero con una gran capacidad repobladora, Segovia, 
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y un municipio agrícola y urbano, de menor pujanza repobladora, Madrid. 
El primero veía en las tierras en disputa los pastos necesarios para la 
expansión de su cabaña trashumante; el segundo, la leña y la caza para 
cubrir sus necesidades y garantizar su crecimiento urbano. Si Madrid es- 
grimía sus derechos en razón de los privilegios otorgados por Alfonso VII 
en 1150, y Alfonso VII en 1176, Segovia lo hacia sobre la base de tres 
documentos otorgados en 1208 por el propio Alfonso VIII, conocidos 
como Alcalde Minaya, el de la bolsilla y el pecuario, y, sobre todo, por 
la vía de los hechos consumados, poblando el norte de la actual provincia 
de Madrid. A partir de este momento los pleitos se suceden; en 1248-49 
Fernando III establece que los madrileños conserven de exclusivo derecho 
el Real de Guadarrama, que según Tormo comprendía los cursos medios 
de los ríos Guadarrama y Manzanares, mientras que sobre el Real de 
Manzanares tanto Segovia como Madrid gozarían de derechos de usu- 
fructo, pero no de poblar, a pesar de lo cual Segovia continuó con su 
política repobladora, dando lugar a algunos enfrentamientos directos entre 
vecinos de uno y otro lugar, con la consiguiente destrucción por los ma- 
drileños de algunas de las incipientes construcciones. En 1275 Alfonso X 
deslinda de manera definitiva los términos del Real de Manzanares y la 
Tierra de Madrid, estableciendo que sobre el primero tanto Segovia como 
Madrid disfrutarán de los derechos de explotación económica. Segovia si- 
guió repoblando, por lo que las tensiones se mantuvieron entre la Segovia 
ganadera y el Madrid agrícola. De nuevo en 1345 el conflicto llega a la 
Corona, cuando el Concejo de la Mesta, creado en 1273, expone ante 
Alfonso XI que los vecinos de Madrid han cerrado varias cañadas impi- 
diendo el libre paso del ganado; el rey falla a favor de Madrid, y lo mismo 
vuelve a ocurrir en 1357 y 1378. , 

Con la subida al trono de los Trastámaras, y el consiguiente proceso 
refeudalizador mediante el que Enrique de Trastámara y sus sucesores 
pagaron los servicios de sus fieles en la guerra contra el rey Pedro I, la 
solución al conflicto secular por el Real de Manzanares no tardaría en 
llegar, a través de la concesión por Juan I en 1383 de su jurisdicción a su 
mayordomo Pedro González de Mendoza, quien en 1385 instituye un ma- 
yorazgo que cede a su hijo Diego de Mendoza, almirante de Castilla. El 
2 de agosto de 1445, Juan II crea los títulos de marqués de Santillana y 
conde del Real de Manzanares, otorgándolos a Íñigo López de Mendoza. 


LA PRESENCIA DE LAS ÓRDENES MILITARES 
EN EL TERRITORIO MADRILEÑO 


Hasta aquí el conflicto entre los concejos de Madrid y Segovia, cues- 
tión que no agota ni mucho menos el marco explicativo de la configura- 
ción territorial de la provincia de Madrid en la Edad Media. La casuística 
es más compleja, y comprende otros elementos a tener en cuenta, en los 
que se entremezclan tensiones entre concejos; conflictos entre concejos y 
el poderoso arzobispado de Toledo; la pugna entre este último y las ór- 
denes militares, y, finalmente, los avances del señorío jurisdiccional desde 
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la época de los Trastámaras. La confrontación entre el Arzobispado de 
» Toledo y Segovia tomó cuerpo en los lugares de contacto entre ambas 
áreas de influencia, alcanzando su máximo exponente en el Sexmo de Ta- 
juña, bajo control segoviano entre 1190 y 1214, como una continuación 
natural del Sexmo de Valdemoro, también dominado por Segovia, al igual 
que el Sexmo de Casarrubios, hoy día a caballo entre las provincias de 
Madrid y Toledo. 

Con la creación de las órdenes militares, y en concreto la de Santiago 
en 1170, pronto su presencia se hizo efectiva en el territorio madrileño. 
A partir de sus bases de sustentación en La Mancha y la Alcarria organizó 
su expansión al norte del río Tajo, proyectándose a lo largo del territorio 
comprendido entre este río y la cuenca del Tajuña, en un proceso iniciado 
en 1177, año de la concesión por parte de Alfonso VIII, que dio lugar a 
enfrentamientos en la zona con Segovia y el Arzobispado de Toledo. El 
resultado fue la creación de varias encomiendas: Aranjuez, Oreja, la En- 
comienda Mayor de Castilla —con Valderacete, Villarejo de Salvanés y 
Fuentidueña— y la Estremera, vertebradas por el río Tajo, y cuya exten- 
sión Ocupaba todo el sureste provincial. 

Por último, la expansión de la mitra arzobispal de Toledo se extendía 
a lo largo y ancho del este provincial, principalmente en la cuenca del 
Henares y en el curso medio del Jarama. El núcleo urbano más impor- 
tante de este conjunto territorial era Alcalá de Henares, hasta tal punto 
que el arzobispo de Toledo don Raimundo, en torno a 1135, le otorgó 
fuero propio, posteriormente ampliado por los prelados de Toledo y se- 
ñores de Alcalá don Juan, don Celebruno, don Gonzalo, don Martín y 
don Rodrigo Ximénez de Rada, la última confirmación esta fechada el 11 
de marzo de 1407 por el arzobispo don Pedro de Luna. Al fuero de Alcalá 
se acogían los siguientes lugares: Aldea del Campo (Campo Real), Ajal- 
vir, Ambite, Anchuelo, Arganda, Camarina de Estermelas (Camarma de 
Esteruelas), Carabaña, Corpo (Corpa), Daganzo de Abajo, Loeches, Los 
Hueros, Olmeda, Orusco, Pezuela, Perales de Tajuña, Pozuelo de las To- 
rres (Pozuelo del Rey), Querencia, Santorcaz, Santos de la Humosa, Tiel- 
mes, Torrejón de Ardoz, Valdemora, Valdilecha, Valdetorres, Valmores, 
Valtierra, Valverde, Vilches, Villar del Olmo y Villalvilla, lo que da una 
idea de la enorme extensión del señorío arzobispal dentro de los actuales 
límites provinciales, hasta 1833. 


Los AVANCES DEL FEUDALISMO EN EL TERRITORIO 
MADRILEÑO 


A la altura de 1369, momento de la entronización de la dinastía Tras- 
támara, el territorio madrileño estaba fraccionado en cuatro grandes juris- 
dicciones: Madrid, Segovia, Toledo y la Orden de Santiago, junto a una 
reducida presencia de Sepúlveda, en el borde noreste, y de Ávila en Tie- 
rras de Bonilla (Pelayos de las Torres) y de Navamorcuende (Valdeque- 
mada). Sobre este contexto se opera el nuevo empuje feudalizante puesto 
en marcha desde finales del siglo xrv por los Trastámaras. Sería prolijo 
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caer en una enumeración exhaustiva de la casuística del proceso; baste 
señalar, a modo de ejemplo, los casos más significativos. 

En líneas anteriores nos referimos a la cuestión del Real de Manza- 
nares. En efecto, la cesión que el rey Juan I efectuó el 14 de octubre de 
1383 en la persona de su mayordomo Pedro González de Mendoza, ya 
señor de Hita y de Buitrago desde 1366, del señorío jurisdiccional en 
aquella zona, marca una estrategia paradigmática de la consolidación no- 
biliaria en la Baja Edad Media, que actuará de instrumento reproductor 
del poder económico y social de la nobleza hasta el siglo xIX. En esta 
evolución la institucionalización del mayorazgo, en 1505, desempeñó un 
papel de primer orden. En el caso que nos ocupa la cesión del señorío 
jurisdiccional en 1383 desembocó en la formación de un amplio patrimo- 
nio territorial, bajo la forma de propiedad amayorazgada, a partir de 
1385. Los Mendoza sacaron provecho tanto de su proximidad a la figura 
del monarca como de la calidad de realengo de aquella zona, en la que 
cualquier poblamiento llevado a cabo desde el siglo xI1 era considerado 
ilegal; de ahí la ausencia de resistencias a esa ampliación patrimonial. La 
ascensión de la familia Mendoza culminó en agosto de 1442 cuando 
Juan II creó los títulos de marqués de Santillana y conde del Real de 
Manzanares, concedidos a Íñigo López de Mendoza. 

Otro caso destacable es el de la familia Luna en Fuentidueña del Tajo. 
Don Álvaro de Luna, condestable de Castilla durante el reinado de 
Juan II, desempeñó un papel de primer orden en las disputas que aquellos 
años atravesaron Castilla, hasta el punto que cuando fueron despojados 
de sus bienes los infantes, como recompensa a la campaña que dirigió en 
Extremadura, contra los rebeldes a Juan II, fue nombrado maestre de la 
Orden de Santiago. Ocasión que aprovechó para fundar un mayorazgo en 
Fuentidueña de Tajo, por entonces perteneciente a la Encomienda Mayor 
de Castilla de la susodicha orden militar, que dejó a su hijo Pedro de 
Luna. Felipe II, en reconocimiento de los servicios prestados por los 
Luna a la corona, creó el condado de Fuentidueña en la persona de Ál- 
varo de Luna y Sarmiento, séptimo señor de la villa, condado que poste- 
riormente fue a parar a manos de los Portocarrero, los condes de Montijo 
y, finalmente, a la casa de Alba, ya en el siglo XIX. El proceso seguido 
por los Luna en Fuentidueña es interesante; a través de él podemos ob- 
servar cómo se constituyó una propiedad nobiliaria sobre las tierras de las 
órdenes militares, merced al cargo de maestre de la Orden de Santiago 
que ostentó Alvaro de Luna; una vez instituido el mayorazgo, éste se 
mantiene en vigor a pesar de que con la disolución de las Órdenes mili- 
tares, en tiempos de los Reyes Católicos, sus propiedades pasaron a ma- 
nos de la Corona. Posteriormente, el mayorazgo sirve de base para la 
concesión del título de condes de Fuentidueña. En el señorío de los Luna 
también cayó Alamin, con sus aldeas: Villa del Prado, Aldea del Fresno, 
Villamanta, etcétera, en el extremo suroccidental de la provincia actual, 
que aprovecharía don Alvaro de Luna para hacerse con el señorío de San 
Martín de Valdeiglesias. En esta ocasión, una pequeña villa, que había 
adoptado el Fuero de Toledo en 1118, cae bajo el dominio señorial inca- 
paz de resistir la presión feudalizadora de los Luna, cuyo papel prepon- 
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derante durante el reinado de Juan II hacía prácticamente inútil toda re- 
sistencia. Distinta trayectoria tuvo San Martín de Valdeiglesias. Hacia 
1148, en la zona vivían algunos monjes repartidos entre las diversas er- 
mitas del contorno, el rey Alfonso VIT concedió al abad Guillermo, de la 
regla benedictina, la posesión del valle aún despoblado. Años después, el 
1 de septiembre de 1177, se hicieron cargo del monasterio los monjes 
cistercienses; en 1180 los monjes dispersos por el valle bajaron al monas- 
terio, otorgando Alfonso VIII carta puebla del valle. Las exenciones tribu- 
tarias y el cultivo de la vid atrajeron a numerosos colonos, muchos de ellos 
«forajidos y gentes maleantes» (sic), que entraron en disputa con el monas- 
terio. Con el fin de someter a los pobladores, el abad de la Espina, con la 
aprobación de Roma, cedió el señorío temporal a don Álvaro de Luna, 
maestre de Santiago, por 30.000 maravedises de juro perpetuo sobre las villas 
de San Pedro y Covaleda. Los habitantes no reconocieron el dominio del 
condestable, pero su resistencia fue finalmente vencida, ya que en 1522 
Carlos V confirmó el censo de 20.000 maravedises que el duque del Infan- 
tado debía pagar al monasterio «por el servicio y montazgo que le fue tras- 
pasado, así como por todos los derechos sobre la villa». El traspaso del 
señorío a la Casa de los Mendoza fue fruto de la caída en desgracia de don 
Álvaro de Luna, ajusticiado en Valladolid el 2 de junio de 1453. 

Consecuencia de la debilidad de la dinastía Trastámara y a los per- 
manentes enfrentamientos entre distintas banderías encabezadas por la no- 
bleza, las concesiones de señoríos fueron numerosas en el territorio 
madrileño; además de los ejemplos reseñados, datan de la misma época 
los extensos dominios del conde de Puñonrostro, cuyos antecedentes se 
remontan en la zona a 1332, cuando Alfonso XI cedió Torrejón de Ve- 
lasco a Sebastián Domingo, y que abarcaban en el siglo Xv1 las localidades 
de Casarrubuelos, Cubas, Griñón, Batres, parte de Moraleja de Enmedio, 
El Álamo y Villamanta. En 1480, Isabel de Castilla segregó el Sexmo de 
Valdemoro de Segovia, cediendo el señorío a Andrés Cabrera; el 1 de 
mayo de 1520 fue creado el título de conde de Chinchón por Carlos V, 
en la persona de Fernando de Cabrera. 


LA RESISTENCIA ANTIFEUDAL DE MADRID 


Si bien Madrid fue la única localidad que conservó personalidad jurí- 
dica propia (Alcalá y Talamanca habían caído bajo el dominio del gran 
señorío prelaticio del arzobispo de Toledo, Buitrago lo había hecho bajo 
los Mendoza, Alamin bajo los Luna y Calatalifa bajo el empuje repobla- 
dor de Segovia), no estuvo exenta de las presiones nobiliarias por some- 
terla a su dominio o, cuando menos, segregar partes sustantivas de su 
territorio. En efecto, en 1202 Alfonso VIII otorgó el Fuero viejo a Madrid; 
anteriormente se había regido por el Fuero de Toledo aprobado en 1118. 
A lo largo del siglo x111 Madrid consolidó su posición como concejo cas- 
tellano, afianzando su carácter de «comunidad de villa y tierra» otorgado 
en tiempos de Alfonso VII, en 1150. La participación de huestes del con- 
cejo de Madrid en la batalla de las Navas de Tolosa en 1212, acompa- 
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ñando al rey Alfonso VIII, nos habla de la consolidación de su concejo. 
Así, en 1262 es promulgado por Alfonso X el Fuero Real que ratifica el 
carácter de realengo de la villa. La celebración de las primeras cortes en 
Madrid, durante el reinado de Fernando IV en 1309, ponen de manifiesto 
el status alcanzado en la organización concejil del reino de Castilla, hecho 
que se repetiría en otras tres ocasiones durante el reinado de Alfonso > GH 
en 1329, 1339 y 1341. El propio Alfonso XI, en 1339, ratificaría el Fuero 
Real promulgado en 1262, desarrollándolo a lo largo de 109 capítulos. De 
esta manera tiene lugar la constitución de un auténtico concejo, organi- 
zado administrativamente en diez collaciones (Santa María, San Andrés, 
San Pedro, San Justo, San Salvador, San Miguel, Santiago, San Juan, San 
Nicolás y San Miguel de la Sagra), con doce regidores elegidos por la villa 
y confirmados por el rey, es desde esta fecha cuando Madrid es un con- 
cejo cerrado, reflejo de la importancia alcanzada por la villa. 

En esta época la presión nobiliar sobre Madrid ya se ha hecho sentir, 
pues en 1332 Alfonso XI devuelve Pinto a la ciudad anulando la anterior 
concesión a Martín Ferrández; algunos años después, en 1345, Alfonso XI 
se quedó con la dehesa de Tejada, siendo devuelta a la villa por Enrique 
de Trastámara durante la guerra con su hermanastro Pedro 1, sin duda 
con el fin de atraerse a la villa a las filas de la causa Trastámara. Sin 
embargo, Madrid tomó partido a favor del rey Pedro 1; su asesinato y el 
ascenso al trono de Enrique de Trastámara, como Enrique II de Castilla, 
provocó una serie de enajenaciones de territorios bajo dominio madrileño, 
dentro de la política de cesiones a la nobleza, conocidas como las merce- 
des enriqueñas, por las que Enrique de Trastámara pagó los favores a sus 
partidarios. Así, en 1366 concedió en plena contienda Torrejón a Pedro 
Alvarez de Toledo, cesión que fue de nuevo confirmada en 1379, fecha 
de la muerte de Enrique II; mientras Alcobendas, Barajas y Cobeña eran 
cedidas a Pedro González de Mendoza en 1369, sin duda como pago de 
su traición a Pedro 1 del que había sido su mayordomo mayor, algo similar 
debió ocurrir años despues con la cesión del Real de Manzanares ya se- 
ñalada. Estas últimas donaciones provocaron profunda inquietud entre los 
madrileños, que veían amenazada su pervivencia como ciudad realenga y, 
sobre todo, porque afectaban a dos zonas vitales para la subsistencia de 
la villa: la zona de pastos del Jarama y la zona de la sagra dedicada al 
cereal. En 1374 Madrid compró Cubas y Griñón al conde de Puñonrostro 
por una fuerte suma de dinero. La culminación de este proceso de ena- 
jenación señorial de los dominios de Madrid ocurrió en 1383, cuando 
Juan I concedió la propia villa con sus rentas a León V de Armenia. La 
fuerte oposición desatada entre los madrileños obligó a Juan I, el 12 de 
octubre de 1383, a asegurarles que tal cesión del señorío sólo sería durante 
la vida de León V de Armenia. En 1391, las Cortes reunidas en Madrid, 
y bajo presión, los madrileños consiguieron, una vez muerto León V, la 
revocación del señorío; a cambio, Enrique HI obtuvo las rentas adjudi- 
cadas a León V y el sitio de El Pardo como residencia real y coto de 
caza. 

La resistencia madrileña al proceso feudalizante de los Trastámaras lo- 
gró algunos nuevos éxitos entre 1400 y 1405, al ver prosperar sus recla- 
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maciones sobre Pinto, Cubas, Griñón y algún otro lugar; sin embargo, 
fracasaron en Barajas, Alcobendas y Torrejón. No terminó aquí el peli- 
gro, pues en 1439 Juan Il donó Palomero y Pozuela a Pedro de Luxán; 
mientras en 1447 ofrecía a Madrid dos ferias francas de quince días de 
duración a cambio de la cesión de Cubas y Griñón, algo que los madri- 
leños no aceptaron, por lo que Juan II anuló las ferias, poniendo de ma- 
nifiesto la creciente fuerza de la villa en su resistencia a la feudalización. 
De hecho, en 1470, Enrique IV pensaba enajenar algunos dominios de 
Madrid; la respuesta del concejo en pleno fue tajante, oponiéndose el 21 
de agosto de 1470 a cualquier enajenación: «en que en esta dicha villa nin 
en sus terminos e lugares e jurisdicciones e propios nin parte dellos sea 
enagenado en ninguna persona que sea por título de donación sin merced 
nin satisfación nin mención por otro título». La resistencia del concejo al 
proceso refeudalizador de los Trastámaras es, pues, clara, y si bien no 
pudo evitar algunas enajenaciones como las de Alcobendas, Barajas y To- 
rrejón, en general logró salir airoso de la presión nobiliaria. Qué duda 
cabe que el carácter de concejo repoblador y el arraigado sentimiento de 
los descendientes de aquellos castellanos que participaron en la toma de 
Mayrit y en las posteriores campañas de la Reconquista, como la batalla 
de las Navas de Tolosa, debió actuar de fuerte acicate en la defensa de la 
personalidad jurídica de la villa, oponiendo una tenaz y exitosa resistencia 
a verse sometidos a vasallaje de alguien que no fuera el propio rey. De 
hecho, desde el reinado de Juan II hasta el de Enrique IV no se produce 
una merma de los dominios sometidos a la jurisdicción del concejo ma- 
drileño, antes al contrario, se registra un claro proceso de recuperación y 
conservación de los mismos. 

La continuada presión nobiliaria sobre los dominios de Madrid convir- 
tió en constante el pleitear del concejo a lo largo de los siglos XIV y XV, 
en defensa de su patrimonio. De ahí el interés de la villa por fijar con la 
mayor claridad y extensión posible sus límites así en las Ordenanzas apro- 
badas en 1380 el concejo estipuló las normas de explotación de sus do- 
minios, con el fin de evitar que un uso abusivo de los derechos de 
usufructo diera lugar a enajenaciones ilícitas O a peligrosas reclamaciones 
que hicieran mermar sus posesiones, dada la permanente tendencia de 
propios y extraños a invadir las tierras concejiles; por estas razones las 
Ordenanzas recogen y legislan de manera minuciosa el corte de leña, la 
roturación de tierras, la invasión de pastos y el cultivo de la vid en su 
alfoz. A lo largo del siglo xv dos fueron las zonas donde las disputas 
fueron más frecuentes y los pleitos más numerosos. De una parte, sobre 
los derechos de usufructo reconocidos deste tiempos de Fernando III y 
cuyos antecedentes se remontaban a época de Alfonso VII, sobre el Real 
de Manzanares, en posesión de los Mendoza y cuya propiedad amayoraz- 
gada en la zona se había extendido sensiblemente a lo largo de estos años, 
hasta el punto de confundir interesadamente el señorío jurisdiccional sobre 
el Real con el dominio pleno. De otra parte, la segunda zona más con- 
flictiva fue la de Alcobendas, enajenada por Enrique II en 1369; algo que 
el concejo madrileño nunca llegaría a aceptar. En el siglo xv el señor de 
Alcobendas era Arias Dávila, quien debía ejercer un férreo control sobre 
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el término, a juzgar por los continuos pleitos con el concejo madrileño, 
debidos al refugio que su súbditos obtenían en Madrid. La villa no desa- 
provechó la ocasión e intervino protegiendo a los siervos huidos de Dá- 
vila, fundando bajo protección real San Sebastián de los Reyes en 1492. 
A lo largo del siglo xv hay una continuada corriente migratoria a Madrid 
desde los lugares de señorío circundantes; no debería extrañarnos que este 
flujo fuese alentado por la propia villa, por activa o por pasiva al acoger 
a los prófugos, con el fin de debilitar a los feudales. Hecho que también 
fue aprovechado por la Corona en la misma dirección, si atendemos a las 
disposiciones reales promulgadas en 1477, 1480, 1492 y 1493, en las que 
los Reyes Católicos impiden que los señores feudales despojen de sus bie- 
nes y haciendas a los súbditos que huyendo se avecindasen en Madrid. 

La enajenación por parte de la Corona del monte de El Pardo, en 
tiempos de Enrique HI, como lugar de residencia y coto de caza real, 
tendría importantes consecuencias posteriores para Madrid. Sin embargo, 
durante el siglo xv no dejó de ser una cuestión de continuo enfrenta- 
miento con la Corona. En efecto, si bien desde Enrique III El Pardo era 
un sitio real, los madrileños no habían perdido el derecho de usufructo, 
lo que originó numerosas disputas entre los funcionarios reales y los ve- 
cinos de la villa, hasta el punto de que en 1481 es promulgada una sen- 
tencia por la que se prohíbe cortar, rozar y pastar en ciertos montes. Que 
la situación no mejoró lo demuestra la carta que Isabel I otorgó a su 
alcaide en 1483, para que deja acceder al agua a los madrileños, o la 
prohibición tres años más tarde de Fernando el Católico al alcaide de El 
Pardo de que invada el término de Madrid. El afán expansionista de los 
funcionarios reales se centraba, sobre todo, en la Dehesa de la Villa, cuya 
anexión intentaron infructuosamente en varias Ocasiones la oposición ce- 
rrada del concejo frustró estas pretensiones, que hubiesen supuesto un 
serio perjuicio para el abastecimiento de carne y leña de la villa. 

En la Baja Edad Media los límites de la Tierra de Madrid, según 
Montero, «quedarían algo al oeste de El Pardo y Las Rozas, hasta el 
Guadarrama; más abajo, el dominio segoviano traspasaba este río, lle- 
gando a Madrid a las inmediaciones de Villaviciosa y Móstoles; luego 
avanzaba hasta los aproximados límites de la actual provincia, compren- 
diendo Parla, Griñón, los Torrejones y Cubas, parte conflictiva bajo los 
Trastámaras. Aquí partía lindes con el segoviano sexmo de Valdemoro 
[posteriormente incorporado al condado de Chinchón], alcanzando en de- 
terminados lugares el río Jarama: se respetaron los mojones colocados por 
Fernando III. Más arriba traspasaba Madrid el río, hasta Paracuellos —de 
la Orden de Santiago—, cercanías de Ajalvir y Cobeña, en frontera con 
Toledo. Volvíase luego a cruzar el curso, hacia San Sebastián de los Reyes 
y Viñuelas, también más tarde disputados a Madrid». La Tierra de Madrid 
se articulaba administrativamente en tres sexmos, los de Aravaca, Vallecas 
y Villaverde, aunque ocasionalmente también figuró un cuarto sexmo, el 
de Manzanares. 

Madrid era en el siglo xIv una villa característica de la Meseta sur, en 
la que había existido una dilatada presencia musulmana. La población es- 
taba compuesta por los castellanos que la habían conquistado, que domi- 
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naban las instituciones concejiles; los mozárabes y los mudéjares que se 
habían mantenido después de la conquista, situados en los arrabales de la 
antigua fortaleza musulmana (en torno a la actual Cava Baja), y un núcleo 
de judíos que residía en la aljama madrileña. Sin embargo, las tensiones 
raciales, teñidas de razones religiosas, no permanecieron al margen de la 
vida de la villa. Durante la turbulenta regencia que tuvo lugar en la mi- 
noría de Enrique III, y coincidiendo con las Cortes celebradas en Madrid 
en 1390, se produjeron importantes actos violentos contra la población 
judía de Castilla, desencadenados por las predicciones del arcediano de 
Écija, Ferrán Martínez. Las matanzas de judíos de extendieron por toda 
Castilla, y Madrid no fue la excepción, dando lugar a importantes destro- 
zos en su aljama, de los que tenemos constancia por un documento fe- 
chado en 1392. 


MADRID EN TIEMPOS DE LOS REYES CATÓLICOS 


Madrid era en tiempos de los Reyes Católicos, finalizando el siglo xv, 
una villa con una población cercana a los 12.000 habitantes, cuya impor- 
tancia política se había acrecentado durante la dinastia Trastámara, como 
hemos tenido ocasión de señalar. Madrid gozaba de una privilegiada po- 
sición consecuencia de un muy favorable ecosistema; la abundancia de las 
aguas y la extensión de los bosques, prados y fuentes hacían de ella una 
ciudad bien abastecida. Fernández de los Ríos, en su Guía de Madrid, mos 
cuenta refiriéndose a la época: «Era la comarca de Madrid fértil, casi un 
paraíso, a juzgar por lo que dicen algunos cronistas: huertos, bosques, 
prados, fuentes, un cielo azul y un clima delicioso. Los frutos de la tierra 
y la caza eran sobrados para mantener la población.» La descripción no 
debía resultar muy exagerada, si tenemos en cuenta que los bosques y la 
abundante caza se proyectaban desde la sierra sin solución de continuidad 
hasta los mismos arrabales de la villa, donde árboles y caza alcanzaban la 
actual Gran Vía para enlazar con la Dehesa de la Villa y el monte de El 
Pardo. 

Los límites de la villa, siguiendo a José Manuel Castellanos, se inicia- 
ban por el sur en los arrabales de Las Vistillas y de Lavapiés, en el pri- 
mero, las casas de una planta dispersas y rodeadas de corrales y huertas 
eran la tónica, articuladas en torno al convento de San Francisco, en 
donde fueron enterrados Enrique de Villena, Enrique IV y su esposa doña 
Juana, los Vargas, Luzones y Luxanes, entre otros; en torno a las actuales 
plazas de la Cebada y de Tirso de Molina existía el arrabal de Lavapiés, 
en donde se concentraba la mayor parte de la población judía de la villa. 
La plaza de la Cebada, en aquel entonces un gran descampado, era lugar 
de comercio de granos, tocino y legumbres; al norte de la misma se lo- 
calizaba el gran caserón destinado por Beatriz Galindo a hospital, cono- 
cido como hospital de La Latina, en honor a su fundadora, cuya 
construcción se inició en 1499, donde hoy está el teatro de La Latina, 
edificado en las extensas propiedades de Francisco Ramírez, su esposo; 
cerca de él se encontraba el viejo matadero municipal, que pronto fue 
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trasladado mediante autorización de los Reyes Católicos por la insalubri- 
dad y los malos olores que del mismo se desprendían. Los restos de la 
muralla árabe vecinos al mismo, entre la actual Cava Baja y la calle del 
Almendro, fueron aprovechados para edificar casas hasta la Puerta Ce- 
rrada. Frente al hospital de La Latina se encontraba la ermita de San 
Millán, que daba nombre a otro arrabal, de extensas huertas y viñedos, 
en el que se extendían las principales propiedades del mayorazgo del ya 
mencionado Francisco Ramírez, secretario de Fernando el Católico. En lo 
que hoy es inicio de la calle de Toledo se encontraban los restos de la 
muralla árabe, prolongación de la Puerta Cerrada; por la calle de Cuchi- 
lleros se desembocaba en la plaza del Arrabal, hoy Plaza Mayor, lugar 
tradicional de mercado; en 1489 principió la construcción de la casa por- 
talada con el fin de acoger bajo techo los puestos del mercado; su finali- 
zación se demoró durante un siglo. A su derecha se encontraba el arrabal 
de Santa Cruz, cuyo apelativo tomaba de la iglesia del mismo nombre allí 
situada; en él tenían sus tiendas los gremios de los zapateros, estereros, 
guitarreros y tiradores de oro. Al norte se encontraba la Puerta del Sol, 
de origen cristiano, donde durante el reinado de los Reyes Católicos fue 
confinada la prostitución —«las mugeres del partido no puedan estar en 
otros lugares, salvo en la casa de la putería nueva ques a la Puerta del 
Sol—; en seguida se topaba uno con la Puerta de Guadalajara, en la 
actual calle Mayor, donde nacía al norte el arrabal de San Ginés, en el 
que se situaban las posesiones de los Mendoza y los Vallejos, cuyas man- 
siones se alzaban en las laderas del barranco del Arenal; alrededor de la 
iglesia de San Ginés tenían sus tiendas bordadores, coloreros y boteros. 
Al norte del mismo se encontraba el arrabal de San Martín, en el que, 
junto a los conventos de Santo Domingo y de San Martín, se emplazaban 
las casas y los rudimentarios palacios de don Álvaro de Luna, de los Oli- 
vares, Mendozas, Barrionuevos y Vallejos; la actual plaza de Isabel Ill —o 
de la Ópera— era un lugar de barrancos, huertas, pontones y fuentes, 
donde se ubicaban los curtidores de pieles y sus tenerías, trasladadas por 
los Reyes Católicos en 1495 a la Ribera de Curtidores y la cuesta de San 
Lázaro; junto a ellas radicaban las huertas de Álvaro de Alcocer, las fuen- 
tes de Hontanillas, Valnadú y la Priora, así como el arroyo de San Ginés. 
Aquí se hallaba la Puerta de Valnadú, flanqueada por las torres de los 
Huesos y de Gaona, desde donde se divisaba el Alcázar, y a su lado el 
barrio de Santiago, en el que existían hasta cinco iglesias, entre las que 
destacaban la de San Salvador, la más importante del Madrid de la época, 
y en la que celebraba sus sesiones el concejo, y la de Santa María. Era el 
barrio noble por naturaleza, donde tenían residencia los Alcocer, Herrera. 
Lodeña, Losada, Luzón, Monzón, Ramírez y Toledo. A continuación el 
barrio de Sacramento; de extracción humilde originariamente, pronto se 
convertiría en uno de los más señoriales, ocupando los Lujanes, Cisneros, 
Vozmedianos, Castillos, Ramírez, Zapatas y Cárdenas la plaza de San 
Salvador —actual plaza de la Villa—, centro neurálgico del Madrid me- 
dieval, donde se concentraban el mercado principal, la picota, la cárcel y 
la alhóndiga, lugar de reunión del antiguo concejo abierto. Cruzando la 
hondonada del vallejo de San Pedro se alzaba el barrio de la Morería. en 
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el que se encontraba la aljama musulmana y donde se erigía la mezquita 
que pervivió hasta principios del siglo xvI. Más allá, se localizaba la le- 
prosería de San Lázaro. Finalmente, el gran caserón de los Lasso, cons- 
truido a finales del siglo xv por Pedro de Castilla, bisnieto de Pedro I, en 
el que residieron doña Juana y el archiduque Felipe, así como los regentes 
cardenal Cisneros y el deán de Lovaina durante sus estancias en Madrid. 
El palacio de los Lasso, junto con la iglesia de San Andrés y una de las 
casas de los Vargas, conformaban la plaza de la Paja, la más amplia del 
recinto amurallado, desde donde se alcanzaba la punta más meridional de 
la villa, la Puerta de Moros, que enlazaba con la plaza de la Cebada en 
las afueras de la muralla y salida natural hacia Toledo. 

Madrid era a finales del siglo xv una villa que guardaba unas relacio- 
nes bastante armónicas con su alfoz. No era una ciudad con una gran 
pujanza comercial, por lo que sus burgueses no rebasaban el mero estadio 
artesanal. La presencia en sus arrabales y en el interior del recinto amu- 
rallado de apellidos de abolengo nobiliario, como los Mendoza, los Voz- 
mediano o los Luna tiene que ver con la cada vez más frecuente residencia 
de los monarcas en Madrid. Que tuvieran casa abierta no quiere decir que 
residieran de manera permanente en la villa; tengamos en cuenta que en 
esta época la Corte era itinerante. Junto a ellos residía un reducido grupo 
de notables locales, cuyos orígenes se remontaban en algunos casos a la 
conquista de Mayrit en época de Alfonso VI, serán quienes dominen el 
concejo madrileño, participando activamente en la defensa de la villa 
frente a las pretensiones de los señores feudales, son los Alcocer, Luzón, 
Losada, etc. El núcleo de la población estaba constituido por los artesa- 
nos, pequeños comerciantes y los oficiales y aprendices de ellos depen- 
dientes; en los arrabales vivían los pequeños campesinos que tenían sus 
huertas y tierras en las cercanías de la villa, así como la comunidad mu- 
déjar y judía. Algunos de cuyos más significados miembros, comerciantes, 
médicos y cargos ligados a las finanzas reales habían logrado superar las 
barreras de la aljama judía para integrarse, no sin recelos, en la cúspide 
de la sociedad medieval. El decreto de expulsión de los judíos en 1492 
pronto acabó con su presencia, bien por su forzosa emigración o por la 
más difícil vía de la asimilación. 


HACIA LA CAPITALIDAD 


Nos hemos referido a los conflictos habidos durante el siglo xv entre 
la villa y la Corona por el usufructo del Real Sitio de El Pardo. Sin em- 
bargo, la decisión adoptada por Enrique III de convertir El Pardo en re- 
sidencia y coto de caza real revelaría con el tiempo su importancia en la 
decisión de Felipe II de establecer la capital del Imperio en Madrid. En 
efecto, a partir de esa fecha las estancias de los monarcas en El Pardo se 
hicieron más numerosas y prolongadas en el tiempo. La frecuente presen- 
cia de los reyes en Madrid acrecentó la importancia política de la villa, 
como ponen de manifiesto las reuniones de Cortes; dos durante el reinado 
de Enrique II (1390-91 y 1393), tres con Juan II (1419, 1433 y 1435), dos 
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con Enrique IV (1462 y 1467), una con los Reyes Católicos (1482), una 
durante la regencia de Fernando el Católico (1510) y cuatro con Carlos pi 
y su madre doña Juana (1517, 1528, 1534 y 1551-52). Con ello el Alcázar 
madrileño sufrió importantes obras durante la dinastía Trastámara, a fin 
de adecuarlo al uso más frecuente de la Corte castellana; así Enrique IM 
«dispone el Alcázar en forma de Palacio, levantando algunas torres que 
le hermoseasen», obras que continuarán Juan II y Enrique IV. Carlos V 
dio un impulso decisivo en la conversión del Alcázar en Palacio Real, la 
ampliación y reforma del mismo fueron dirigidas desde 1536 por Covarru- 
bias como maestro mayor de las obras. La decisión de instalar la Corte 
en Madrid adoptada por Felipe II, anunciada en carta a Luis de Vega el 
7 de mayo de 1561, y la Real Cédula del 8 de mayo ratificándolo, marcan 
una nueva etapa en la historia de Madrid. Cabría preguntarse las razones 
que llevaron a Felipe Il a adoptar tal postura, cuando Madrid era todavía 
una villa de posición intermedia en la jerarquía de las ciudades castellanas. 

Varias fueron las razones que influyeron en la decisión de Felipe II de 
radicar la capital en Madrid. Su carácter de villa de realengo de dimensio- 
nes medias, y la ausencia de un fuerte poder que disputase la primacía a 
la Corona, como ocurría con Toledo, sede de la poderosa mitra arzobis- 
pal, o de un fuerte concejo celoso de sus prerrogativas como Segovia o 
Valladolid, de amargo recuerdo en la memoria del nuevo monarca, debie- 
ron pesar en la decisión de Felipe II. Si a ello le unimos su posición, 
equidistante de los diferentes territorios de la Corona en la Península, que 
terminaría por convertirla en el nudo de los caminos y comunicaciones, y 
el favorable ecosistema madrileño, en el que la abundancia de montes y 
dehesas hacían de él un excelente lugar de caza, a la que tan aficionados 
eran los monarcas, donde el Real Sitio de El Pardo constituía lugar de 
solaz y residencia eventual desde los tiempos de Enrique II, explicarían 
las variadas motivaciones que llevaron al monarca a elegir Madrid como 
capital del Imperio. 

La decisión de Felipe II iba a alterar radicalmente la historia de Ma- 
drid. Sin lugar a dudas, de no haber mediado tal elección, la villa no 
habría pasado de ser una típica ciudad castellana abocada a una lánguida 
existencia, en virtud de la ausencia de recursos naturales sobre los que 
edificar un posterior desarrollo urbano o industrial. No es, pues, exage- 
rado hablar de un antes y un después de 1561. Acontecimiento que mar- 
caría el ulterior crecimiento de la Villa y Corte, pero que también marcó 
en profundidad su territorio circundante. Supeditando en una primera 
etapa, que se extiende hasta la primera mitad del siglo xIx, a un amplio 
hinterland que excede los actuales límites de la provincia, al subordinar 
económicamente el desarrollo de una amplia franja de la Meseta Central 
a las necesidades de abastecimiento de la capital y a la voracidad de la 
Hacienda Pública, para posteriormente, ya en el siglo xX, configurar la 
provincia de Madrid como una región metropolitana de carácter neta- 
mente urbano. 
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LA FORMACIÓN DE LA PROVINCIA DE MADRID: 
DE LA DISCONTINUIDAD DEL ANTIGUO RÉGIMEN 
A LA DIVISIÓN PROVINCIAL DE JAVIER DE BURGOS 


En la España de los Austrias la ausencia de una administración terri- 
torial similar en contenido y atribuciones a lo que hoy denominamos pro- 
vincia fue la tónica general. No debe equivocarnos el prematuro empleo 
del término provincia, que ya desde finales del siglo xV aparece en alguna 
documentación elaborada con fines impositivos. Aquí la semántica está 
lejana todavía de las funciones que adquirió el concepto a partir del 
siglo XIX. No es de extrañar, pues, que la mayor parte de la documenta- 
ción fiscal durante los siglos xvI a XVII utilicen como unidad territorial 
de comprensión al obispado. No obstante, en 1591 ya existe un intento de 
definición territorial sobre la base del término provincial. Nos referimos 
al «Censo de la población de las provincias y partidos de la Corona de 
Castilla», que ha pasado a la historia como censo de Tomás González, en 
atención a su analista, que sistematizó la información y la publicó en 1824. 
Según este censo de 1591, lo que se entiende en él por provincia de Ma- 
drid difiere sustancialmente de los actuales límites. Por un lado, y si- 
guiendo las coordenadas procedentes de la Edad Media, que hemos 
estudiado en líneas anteriores, la actual provincia de Madrid estaría inva- 
dida por Ávila, Guadalajara, Segovia y Toledo, y, a la inversa, lo que 
denominaron en aquella época provincia de Madrid penetraba en las ac- 
tuales de Toledo y Guadalajara. 

De hecho, cualquier homogeneización administrativa del territorio a lo 
largo del Antiguo Régimen chocaba frontalmente con la vigencia del ré- 
gimen señorial, en cualquiera de sus variantes; es decir, con la extensa 
casuística jurisdiccional característica de aquella época, y que incluso 
quedó reforzada si tenemos en cuenta las nuevas dispersiones provocadas 
por la enajenación de jurisdicciones anejas a los procesos de ennobleci- 
miento, que tomaron cuerpo a lo largo del siglo xvH, y de las que en 
Madrid se localizan abundantes ejemplos. Veamos algunos de estos casos. 
En 1625 se concedió a Francisco Eraso el título de conde de Humanes. 
Por las mismas fechas se creó el condado de Colmenar de Oreja. Antes 
Felipe II había otorgado el ducado de Uceda el primogénito de su valido 
el duque de Lerma, que con el tiempo pasaría a la casa de Osuna; el 
mismo monarca había premiado al duque de Lerma con el señorío de 
Valdemoro, que después revendió a sus habitantes. En 1640 el conde- 
duque de Olivares compró la villa de Loeches, que en años venideros en- 
grosaría el caudal de la Casa de Alba. En 1686 se asiste a la creación 
del marquesado de Valdetorres, y en 1688, el marquesado de Valdeolmos. 
Finalmente, en una fecha tan tardía como 1734, Felipe V otorgó el 
ducado de Algete, luego englobado en los estados de la casa de Alcañi- 
ces. Significativo este último hecho, todo un símbolo de las trabas 
opuestas a cualquier intento de racionalización del territorio durante el 
Siglo de las Luces, en el que se concitaron dos fuerzas contradictorias: el 
afán centralizador de la monarquía ilustrada y la tendencia opuesta 
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desplegada por la nobleza, celosa guardiana de sus prerrogativas jurisdic- 
cionales. 

Resultaba evidente en la España del siglo xvI la naturaleza obsoleta 
de la administración territorial, prácticamente sin alterar desde la Edad 
Media. Sin embargo, cualquier transformación no fue más allá de la epi- 
dermis del sistema, si tenemos en cuenta lo enraizado de lo que antes 
hemos catalogado de dispersión jurisdiccional. Situación que en el caso 
madrileño quedaba agravada por la amplia extensión en sus cercanías de 
los llamados Sitios Reales. Todo ello provocaba una especie de rompeca- 
bezas histórico, donde la falta de continuidad quedaba puesta de mani- 
fiesto por la existencia de enclaves de unas provincias en otras, por los 
fenómenos de extraterritorialidad originados por la pervivencia del señorío 
jurisdiccional y por el original estatuto de los Sitios Reales. En el 
siglo xvIn, el actual territorio que compone la Comunidad Autónoma de 
Madrid era una clara demostración de heterogeneidad territorial, a la que 
intentaron poner lógica y razón los monarcas ilustrados. 

El primer intento de racionalización administrativa del territorio cabe 
situarlo en época de Felipe V. A tal fin conducen las Ordenanzas de In- 
tendentes de 1718, que daban origen a esta figura política, una especie de 
gobernador, presidente de la Audiencia y delegado de Hacienda al uní- 
sono, que, por encima de las ideas sobre la separación de poderes, aglu- 
tinaba en sus manos todo un conjunto de funciones político- 
administrativas dirigidas a llevar a buen puerto cualquier proyecto centra- 
lizador. Estos intendentes fueron situados a las cabezas de las Intenden- 
cias, divisiones administrativas establecidas por todo el territorio de la 
monarquía a partir de 1749. ¿Cuáles eran las características de la Inten- 
dencia de Madrid? Antes de nada, señalar que en-el caso que nos incumbe 
no se logró poner coto a la heterogeneidad territorial. En síntesis, la In- 
tendencia de Madrid ocupaba un espacio discontinuo, con tres núcleos 
más o menos homogéneos: la Tierra de Madrid, que con centro en la 
capital se extendía por el Norte hasta las lindes del Real de Manzanares 
y de la región de Colmenar Viejo y su amplia zona de influencia —en 
aquel momento perteneciente a Guadalajara—, y por el Este, hasta la 
zona de influencia de Alcalá de Henares —bajo la jurisdicción de To- 
ledo—. A la Tierra de Madrid se le añadía el sexmo de Casarrubios, hasta 
bien entrada la actual provincia de Toledo por el Suroeste, ya que incluía 
los términos de Casarrubios del Monte, Valmojado, Las Ventas de Reta- 
mosa, Santa Cruz de Retamar, Quismondo, Maqueda, Val de Santo Do- 
mingo y Carmena. Además, por el Sureste se incluía en la Intendencia de 
Madrid la comarca alcarreña del partido de Zorita, hoy día perteneciente 
a la provincia de Guadalajara. 

Más operativa y racionalizante fue la nueva división territorial llevada 
a cabo en enero de 1801, a propuesta del Consejo de Hacienda, que re- 
formó la Intendencia o provincia de Madrid hasta aproximarla a los límites 
con que quedará configurada definitivamente en 1833. Quedó reorgani- 
zada en dos partidos administrativos, Madrid y Alcalá de Henares, previa 
extinción, por Real Orden de 8 de diciembre de 1799, del partido de 
Colmenar Viejo, que ahora se incorporaba a Madrid, al igual que el par- 
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tido de Alcalá, que abandonaba para siempre a la Intendencia toledana. 
Asimismo la Intendencia de Madrid perdió 24 pueblos, que pasaron a 
formar parte de Segovia, Toledo y Guadalajara. Pero era mucho mayor 
la nueva porción de territorio conseguida, y no sólo por simples motivos 
- cuantitativos, sino también por la superior pujanza económica de los nú- 
cleos rurales incorporados: 27 pueblos del partido de Colmenar Viejo, 11 
de Guadalajara, 22 de Segovia, 39 de Alcalá (Toledo), ocho de Toledo y 
dos de Ocaña, además de los tres Sitios Reales: San Fernando, San Lo- 
renzo de El Escorial y El Pardo. En conjunto, la provincia de Madrid 
quedó compuesta de 179 pueblos, de ellos 122 correspondientes al partido 
administrativo de Madrid y 57 al de Alcalá de Henares. Insistimos en que 
esta reorganización sirvió de base, con algunas alteraciones que después 
anotaremos, para la constitución de la provincia de Madrid tal como la 
estipuló el plan de Javier de Burgos, concretado el 30 de noviembre de 
1833, sobre todo si tenemos en cuenta que los proyectos remodeladores 
del gobierno de José I no llegaron a fructificar. Nos referimos a la cons- 
titución del Departamento del Manzanares, en abril de 1809, con Madrid 
de capital, que reproducía el modelo de la división territorial francesa; al 
igual que el decreto de José I, fechado en Sevilla el 17 de abril de 1810, 
que institucionalizó la Prefectura de Madrid. En 1814 entró de nuevo en 
vigor la división territorial plasmada en la disposición de enero de 1801 
que acabamos de comentar, hasta que las Cortes del trienio, por Ley de 
1822, establecieron una nueva división territorial, antecedente muy directo 
del Real Decreto de 20 de noviembre de 1833. 

Si bien la división territorial de 1801 introdujo nuevos criterios racio- 
nalizadores, sin embargo, continuó subsistiendo la cuestión de la disper- 
sión jurisdiccional provocada por el substrato señorial, aunque al menos 
el tema de los Sitios Reales quedó resuelto. Será con la revolución liberal 
de los años treinta cuando la división provincial alcance plena coherencia 
jurídico-administrativa con la desaparición del señorío jurisdiccional. Con 
respecto a 1801, la división territorial de Javier de Burgos presentaba a 
escala madrileña las siguientes variantes. Quedaban incorporados la Tierra 
de Buitrago, antes de Guadalajara, al igual que la zona de Bustarviejo y 
Valdetorres; de la provincia de Segovia se transfería a Madrid el valle de 
Lozoya; de la de Ávila, los términos de Valdepelayos y Valdequemada, 
y, por último, de Toledo se integraban en Madrid el Sitio Real de Aran- 
juez y los términos de Cadalso, Colmenar de Oreja, Cenicientos, Estre- 
mera, Fuentidueña de Tajo, Rozas de Puerto Real, Valderacete, 
Villaconejos, Villamanrique de Tajo y Villarejo de Salvanés. En sentido 
inverso, la provincia de Toledo obtenía de Madrid varios términos, algu- 
nos de los cuales habían formado parte del Sexmo de Casarrubios: Borox, 
Casarrubios, Esquivias, Méntrida, Seseña, Torre de Esteban Ambrán, 
Valmojado y Ugena. Además se trasvasaba a la provincia de Guadalajara 
la comarca de Zorita y tierras adyacentes. Así resultó configurada la ac- 
tual provincia de Madrid, que Pascual Madoz delimita con precisión: 


«Confina al N. y NO. con la de Segovia; E. Guadalajara; 
S. Cuenca y Toledo y O. Ávila. Sus límites N. y O. son la 
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gran cordillera de los montes Carpetanos, empezando un poco 
al S. del puerto de Arcones, sigue por los de Lozoya, Peña- 
lara, Morcuera, Fonfría y Guadarrama; por entre Cereceda y 
Zarzalejo, quedando éste para Madrid y aquél para Ávila; por 
el O. de Valdequemada y San Martín de Valdeiglesias, por 
entre Cadalso y Majadillas, Rozas de Puerto Real y la Adrada, 
perteneciendo ésta y Majadillas a Ávila, y Rozas de Puerto 
Real y Cadalso a Madrid. Su límite S. empieza aquí y sigue 
por el S. de Cenicientos y el Prado, a cortar el río Alberche 
por el N. de Méntrida, que queda para la provincia de Toledo; 
continúa después por entre Navalcarnero y Casa-Rubios, y 
atravesando el Guadarrama al S. de Batres y N. de Carranque 
y Ugena, va por entre Espartinas y por el N. de Seseña a 
buscar el Jarama por más abajo de su confluencia con el Ta- 
juña, dirigiéndose luego (después de dejar dentro de la provin- 
cia todas las posesiones de Aranjuez) por el N. de Oreja, 
provincia de Toledo, S. de Colmenar de Oreja al Tajo, cuya 
orilla derecha sigue hasta más arriba de Estremera. El límite 
E. empieza en este sitio, y se encamina a atravesar el Tajuña 
por el S.O. de Mondéjar; pasa entre Loranca y Pezuela, por 
el O. de Pioz, entre el Pozo y Santorcaz, y atravesando el 
Henares, va por el O. de Azuqueca y Buges, aquél de Gua- 
dalajara y éste de Madrid; E. de Camarma y Rivatejada, O. 
del Casar; E. de Palazuelos, Valdepiélagos y Vallunquera, y 
cortando el Jarama entre Uceda y Torremocha, éste de Madrid 
y aquél de Guadalajara, se dirige por su orilla derecha hasta 
el punto llamado Pontón de la Oliva, o sea algo más arriba de 
la confluencia de aquel río con el Lozoya, donde principia el 
canal de Cabarrús o de Torrelaguna; sigue luego por el E. de 
Atazar, Puebla de la Mujer Muerta, hasta Somosierra, que- 
dando estos pueblos dentro de la provincia.» 


MADRID, CAPITAL DEL IMPERIO. LAS RELACIONES 
ENTRE LA CIUDAD Y SU TERRITORIO 


Cuando en 1561 Felipe II decidió trasladar la Corte a Madrid, quedó 
marcado el destino futuro de lo que hasta entonces había sido un reducido 
núcleo urbano de limitadas funciones. A partir de aquella época la pe- 
queña villa medieval fue creciendo en consonancia con su papel político 
hasta llegar a ser la primera ciudad de la monarquía por su número de 
habitantes a mediados del siglo XVII. Fue el fenómeno de la capitalidad, 
pues, el factor básico de impulsión que determinó el contenido urbano de 
Madrid; es decir, fue un hecho exterior a la propia dinámica de la ciudad 
el que fijó las pautas de su futuro devenir histórico, siempre impregnado 
por la dualidad Corte-ciudad. > 

Cabe incluir en un mismo contexto histórico de comprensión la trayec- 
toria de Madrid a lo largo del Antiguo Régimen. Desde la segunda mitad 
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del siglo xvI hasta bien entrado el siglo xIx la estructura global de la 
ciudad responde a la perfección a lo que Jan de Vries ha definido como 
ciudad imperial, sobre todo a partir de los últimos años del reinado de 
Felipe III cuando, después de un breve interregno en el que la Corte 
mudó a Valladolid, se estableció definitivamente la monarquía y su apa- 
rato político y social en el casco urbano madrileño. Quietud estructural e 
incremento cuantitativo son los dos rasgos que enmarcan la evolución de 
la ciudad, sin que las epidérmicas reformas de la Ilustración consiguieran 
alterar los fundamentos del conjunto social ni las específicas relaciones 
que Madrid mantuvo con su entorno más o menos inmediato, en todo 
momento mediatizadas por la propia sustancia de la capital. 

Madrid fue una ciudad imperial de inadecuado emplazamiento geográ- 
fico. Elemento este último a tener en cuenta porque al conjugarse con el 
fenómeno de la capital coadyuvó a delimitar las funciones de la ciudad y 
a definir su vinculación con el resto del territorio próximo. Siempre ha 
llamado la atención la situación espacial de Madrid en comparación con 
las capitales de las grandes monarquías del Antiguo Régimen. Cualquier 
ciudad importante del occidente europeo en esa época está localizada o 
en las proximidades del mar o tiene facilidad de comunicación, llámense 
vías fluviales o sistemas de caminos; sin embargo, Madrid, a la par que 
desarrolló su vocación política, estuvo desprovista de estas ventajas. Añá- 
dase a ello la ausencia de materias primas en las proximidades y tendre- 
mos el cuadro completo en el que se desenvuelven las relaciones entre la 
ciudad y el territorio hasta mediados del siglo xIX, caracterizadas por el 
hecho de que la ciudad transfiere a su entorno rural más elementos de 
estabilidad que de transformación, impidiendo el desarrollo de núcleos ur- 
banos de cierta consideración en sus alrededores. 

A este respecto, la primera consecuencia de la implantación de la ca- 
pitalidad en Madrid fue la desarticulación de la red urbana tradicional, 
que con centro en Toledo había organizado los intercambios y las funcio- 
nes económicas en una ajustada pirámide justificada por variables de tipo 
económico. El continuado crecimiento demográfico de Madrid desde prin- 
cipios del siglo xvH configuró un nuevo entramado dirigido a su abaste- 
cimiento. Más que provocar el incremento de la producción rural, la 
cuestión se saldó con la reorientación de la producción existente hacia la 
capital, sin ninguna alteración en profundidad de los modos y sistemas de 
producción y de vida del campesinado. Al reto del aumento de bocas que 
alimentar, la respuesta fue que Madrid incorporó a nuevas zonas agrarias 
cada vez más lejanas, en ambas mesetas, a la lógica de su abastecimiento. 
De ahí esa especie de contradicción que emerge durante tres siglos: con- 
forme Madrid absorbe un porcentaje mayor de la renta proveniente de 
todo el país, su territorio más o menos próximo tiende a empobrecerse. 

La ciudad de Madrid, pues, articuló su dinámica interna sobre la base 
de su función como capital del Imperio; todo ello entendido en su sentido 
más estricto, ya que desde Madrid se organizó toda la estrategia de con- 
servación de la estructura imperial, por lo que una parte considerable de 
la renta canalizada hasta Madrid se proyectaba posteriormente hacia este 


objetivo. 
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La capitalidad determinó una peculiar configuración del tejido social, 
cuyo incremento cuantitativo no viene explicado porque la ciudad preci- 
sara importar mano de obra para cubrir sus necesidades económicas, he- 
cho todavía más visible desde la segunda mitad del siglo XvH. A partir de 
un muestreo efectuado sobre 527 peticiones de vecindad, David Ringrose 
nos ha proporcionado información significativa, comparando la categoría 
socio-profesional de los peticionarios en dos momentos sucesivos: 1600-30 
y 1631-63. Parece evidente la atracción de la Corte y de sus funciones 
políticas: en el primer período considerado, el 34 por 100 de los nuevos 
candidatos a vecinos de Madrid eran artesanos y trabajadores cualificados, 
frente el 9,4 por 100 de la segunda etapa; sin embargo, los resultados son 
inversos para los peticionarios relacionados con el andamiaje administra- 
tivo; así, los empleados del Gobierno y de la Casa Real pasan del 4,9 por 
100 al 16,7 por 100, y la nobleza titulada y los «caballeros», del 0,3 por 
100 al 9,4 por 100 en los mismos períodos de tiempo. Evolución que per- 
manece inalterable, como no sea para acentuarse a lo largo del siglo XVI. 
Si comparamos la estructura del empleo en Madrid y Barcelona en 1787, 
en el caso madrileño, las partidas referidas al empleo público y al com- 
ponente hidalgo absorben al 28,3 por 100 de la población activa, en con- 
traste con el 3,39 por 100 para Barcelona. Por el contrario, los capítulos 
artesanos-fabricantes y jornaleros alcanzan en Barcelona el 46,80 por 100, 
mientras que en Madrid se sitúan en el 31,7 por 100, tengamos en cuenta 
además las diferentes realidades sociales que subyacen en la escueta de- 
nominación socio-profesional. En Barcelona, el empleo industrial entron- 
caba en el primer despegue manufacturero catalán; sin embargo, en 
Madrid lo que predomina es un artesanado tradicional, muy lejano todavía 
del moderno mundo industrial, que enfoca su producción, sobre todo a la 
demanda de la elite económica local. En Madrid, el término jornalero 
engloba, más que una población activa fabril, a un abigarrado conjunto 
de trabajadores sin ninguna ocupación precisa ni estable que, junto al 
servicio doméstico, forman el cuerpo principal de las capas populares, 
cuyo horizonte reivindicativo gira en torno al abastecimiento de pan, y 
está mediatizado por las relaciones de dependencia, subordinación y clien- 
tela que la Corona y la nobleza tejen cuidadosamente como antídoto al 
conflicto social y como elemento equilibrador de la «economía moral de 
la multitud». 

Por lo dicho hasta ahora se comprende que la sociedad madrileña esté 
compartimentada en cuerpos estancos sin apenas movilidad entre ellos. 
Puede argúirse que una conclusión de esta naturaleza no presenta ninguna 
novedad porque es característica de la sociedad estamental del Antiguo 
Régimen. Pero lo que aquí queremos señalar es que Madrid ofrecía es- 
casas posibilidades de promoción social a la corriente de emigrantes cam- 
pesinos que alimentan la población local y constituyen los pilares de 
sustentación del crecimiento demográfico, en una ciudad cuyo crecimiento 
vegetativo habría sido nulo si no fuera por los contingentes poblacionales 
que las provincias envían. Lo característico de aquella situación era la 
enorme bipolaridad existente en la percepción de la renta. A mediados 
del siglo xvHI, en la cúspide de la pirámide destacan los grandes propie- 
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tarios de tierras y de rentas señoriales, que equivalen al 3,18 por 100 de 
lo que con cierta licencia denominaríamos población activa, y que, sin 
embargo, absorbe el 36,69 del total de la renta. Nos estamos refiriendo 
fundamentalmente a la nobleza titulada, que a lo largo de la segunda 
mitad del siglo xvI1 y de la primera mitad de la siguiente centuria conso- 
lida su asentamiento en la capital al abrigo de la Corte. Sus palancas de 
acumulación van más allá de la cerca de Madrid, para desparramarse por 
todas las provincias de la monarquía, a lo que se añade el suplemento que 
reciben como contraprestación a sus funciones políticas cada vez más ca- 
pidisminuidas por la irrupción de las profesiones liberales en la maquinaria 
estatal, cuyos miembros más sobresalientes acabarán por integrarse en la 
nobleza. Precisamente el siglo xvI1II fue una de las etapas cenitales en la 
trayectoria de la nobleza madrileña. La revalorización de las actividades 
productivas, mercantiles o fabriles, por parte del pensamiento ilustrado y 
la conyuntura alcista de la segunda mitad del siglo, impulsaron un com- 
portamiento económico más dinámico de las filas nobiliarias, que encuen- 
tra su fundamento en la ampliación del mercado interior, sobre todo en 
el abasto de los grandes centros urbanos, en el comercio lanero y en su 
vinculación con los Cinco Gremios madrileños. Todo ello se traduce en 
un afán constante por maximizar las rentas, sin alterar las estructuras de 
propiedad o de producción, en un contexto de gestión más racional de los 
recursos, que se resuelve en el incremento de la presión sobre el campe- 
sinado, con el fin de obtener una cuota más elevada del producto agrario. 
Además, los ingresos se refuerzan con las rentas que la Corona canaliza 
hacia la nobleza a través del pago de funciones cortesanas o reactuali- 
zando los ingresos nobiliarios, en un marco fiscal privilegiado, a partir del 
sistema de pensiones, contrapartida del rescate de determinados servicios 
antes dominados directamente por la nobleza, pero de comprometido co- 
bro que ahora queda garantizado. Todo esto en lo que se refiere a las 
fuentes de ingreso; en cuanto a la estructura del gasto, la nobleza madri- 
leña parece más preocupada que en épocas anteriores por aumentar sus 
gastos productivos, para aprovechar los beneficios de la conyuntura, bien 
dirigidos a nuevas roturaciones, a la construcción de canales y a mejoras 
infraestructurales del negocio de la lana gestionado directamente por las 
administraciones centrales. No obstante, el grueso del ingreso nobiliario 
se destina al consumo suntuario, incluso se incrementa el porcentaje diri- 
gido en esta dirección a lo largo del xvIm. Se trata de una nobleza más 
cosmopolita, abierta a las influencias francesas e italianas, cuyo mimetismo 
respecto del lujo de la Corte se hace evidente, y que dedica una mayor 
parte de sus ingresos a gastos fijos de mantenimiento del status. Así el 
siglo xvi fue la gran época de construcción o remozamiento de palacios 
nobiliarios en Madrid. A modo de ejemplo, indiquemos aquí la reforma 
en profundidad o la construcción de los siguientes palacios: conde de Pu- 
ñonrostro, duque del Infantado, marqués de Perales, marqués de Miraflo- 
res, conde de Ugena, conde de Tepa, duques de Berwick, marqués de 
Santa Cruz, conde de Altamira, marqués de Grimaldi, conde de la Puebla 
del Maestre, marqués de Guadalcázar, duque de Villahermosa. En suma, 
la Corte como proveedora de empleo o como polo de atracción de grupos 
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sociales dominantes a escala peninsular es el gran foco acaparador de ren- 
tas. A la altura de 1757 entre la nobleza propietaria y la Administración 
Real y Local concentraban el 58,94 por 100 de la renta. añ 

El negativo de esta situación surge en el mundo productivo madrileño. 
Sujeto a un estadio enteramente artesanal, ocupa el 39,37 por 100 de la 
población activa a la altura de 1757, pero de él sólo procede el 17,54 por 
100 del total de la renta. El otro sector proveedor de empleo a las capas 
populares, el servicio doméstico entendido en su más amplia acepción, 
ocupa al 30,60 por 100 de la población activa, que recibe como contra- 
partida el 7,80 por 100 del total de las rentas. No resulta extraño, por 
tanto, que sea un lugar común para el siglo XVIII, insistir en la miseria 
estructural en la que están sumidas las capas populares madrileñas. Auto- 
res como Ringrose, Soubeyroux y Santos Madrazo, desde posturas ideo- 
lógicas divergentes han resaltado esta situación, que en último término 
debe ser entendida como uno de los factores paralizantes del desarrollo 
económico madrileño y cuya proyección se extiende al entorno rural pró- 
ximo dada la escasez de servicios que la ciudad demandaba al campo. 
Miseria estructural amortiguada por la red de establecimientos benéficos 
que pueblan la ciudad y por la ampliación de las prácticas caritativas que 
aportan el mínimo vital reproductor de la fuerza de trabajo, pero que 
también crean el caldo de cultivo en el que se expande la cultura de la 
pobreza, es decir, la mendicidad voluntaria y las pautas de comporta- 
miento que la acompañan. 

En los escalones intermedios de la pirámide social surge en la segunda 
mitad del siglo xvIII una reducida nómina de comerciantes de alcance na- 
cional. Se trata de una elite mercantil continuamente alimentada desde las 
provincias, que encuentra su máximo exponente en la Sociedad de los 
Cinco Gremios Mayores, primera compañía de alcance nacional, que sirve 
de preludio a la importancia que alcanzará la plaza de Madrid durante el 
siglo xIx como núcleo productor de servicios: económicos. Elite comer- 
ciante cuya reproducción está apuntalada en el abastecimiento de Madrid, 
en su actividad como intermediaria o partícipe activa en la comercializa- 
ción de la lana y el intercambio con América, y en prácticas prefinancieras 
centradas en los déficit del Estado y de la nobleza titulada. Sus integrantes 
proceden mayoritariamente de la fachada cantábrica: es la irrupción del 
hidalgo aburguesado vasco, santanderino o asturiano que llega a Madrid 
en busca de fortuna o como copropietario o apoderado de las casas de 
comercio instaladas en los puertos del Cantábrico, asegurando la relación 
de Madrid con el mercado interior y su proyección hacia el exterior. De 
sus filas emergerán algunos de los más caracterizados hombres de negocios 
que apoyarán resueltamente la revolución liberal del siglo XIX. 

Durante el Antiguo Régimen el auge de la ciudad de Madrid no de- 
pendió de su capacidad productora para abastecer a la región circundante, 
sino que más bien vivió a expensas y en función de los recursos de la 
Monarquía, cuya capacidad multiplicadora se expandió a un doble nivel: 
como creadora de servicios a través de los recursos fiscales proporcionados 
por el complejo sistema impositivo vigente y por.la riqueza que atrajo la 
presencia de la Corte, es decir, por el enorme caudal de rentas canalizadas 
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hacia la capital política. De tal forma, la coyuntura madrileña está deter- 
minada por los flujos y reflujos que experimenten los fondos presupues- 
tarios de la Monarquía y las rentas patrimoniales de los grupos sociales 
subsidiarios de la capitalidad. El declive de Madrid en la segunda mitad 
del siglo xvI o el apogeo del xvi no encuentran fundamento en la di- 
námica interna de la ciudad, sino en la menor o mayor necesidad inversora 
de la Corona o de la nobleza cortesana. La prosperidad de la Monarquía 
absoluta y de los grupos privilegiados del Antiguo Régimen arrastraba la 
paralela prosperidad de la Villa. 

En el espacio de tiempo que media entre 1560 y finales del siglo XVII, 
la población de la capital pasó de 20.000 habitantes, aproximadamente, a 
los 178.816 consignados en el censo de Godoy. A pesar de las imprecisio- 
nes estadísticas, el enorme desarrollo demográfico de Madrid resulta in- 
contestable. Es un ritmo de crecimiento inconstante, sujeto a fluctuaciones 
derivadas de las variables antedichas. Un primer crecimiento acelerado 
encuentra frontera en los alrededores de 1640. El declive del sistema im- 
perial afectó a la capital, que entró en un período de estancamiento del 
que no saldrá hasta finales de siglo, para iniciar una lenta recuperación, 
sujeta a múltiples altibajos, prólogo del crecimiento poblacional más sos- 
tenido, característico de la segunda mitad del xvi. 

El crecimiento demográfico trajo aparejada la ampliación espacial de 
la ciudad, que por lo menos hasta el siglo XVIII se realizó sin ningún tipo 
de regulación, al libre albedrío de los nuevos pobladores. En tiempo de 
Felipe II el proyecto frustrado de reformas de la plaza del arrabal y su 
entorno, elaborado por Juan de Herrera, que al menos sirvió de base para 
la construcción de la Plaza Mayor un siglo después, marca la tónica de 
ocupación del nuevo espacio. El crecimiento del recinto se realizó a partir 
del núcleo primitivo, sin solución de continuidad, proyectándose radial- 
mente alrededor de las principales vías de salida al exterior: calles de San 
Bernardo, Fuencarral, Hortaleza, Atocha, Embajadores, Toledo, conti- 
nuando la tradicional marcha hacia el Este y el Sur que había tipificado a 
la secuencia expansiva medieval. A mediados del siglo xvIH1 queda confor- 
mado el perímetro que va a subsistir hasta el Ensanche del siglo xIX: una 
ciudad con marcada impronta conventual, de rudimentario caserío, donde 
abundan las casas a la malicia, para burlar la regalía de aposento, y cuyos 
edificios más representativos son el Alcázar, el Ayuntamiento, la casa de 
la Panadería y la Cárcel de Corte. 

Habrá que esperar al siglo XVIII para que el arbitrismo urbanista tome 
cuerpo en multitud de proyectos encaminados, sobre el papel, a transfor- 
mar radicalmente el tejido urbano de la ciudad. Pero ¿hasta qué punto se 
conjugaron teoría y realidad? Ya es un lugar común insistir en la calidad 
de Carlos III como el mejor alcalde de Madrid. Ahora bien, conviene 
situar tal aserto en sus justos límites, porque el pensamiento ilustrado 
elaboró racionales propuestas de solución a las carencias de la ciudad que 
a la hora de su concreción práctica dieron lugar a unos resultados bastante 
alejados de los planteamientos iniciales. La teoría fue más allá de la rea- 
lidad, y lo que hubiera podido ser una reforma globalmente considerada 
de la ciudad quedó en reformas parciales, que no beneficiaron por igual 
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a todos los grupos sociales presentes en la escena ciudadana. A finales del 
siglo xvIn surgió una ciudad más bella y habitable, pero también una ciu- 
dad más densa que colmaba espacios vacíos y se eleva en vertical como 
solución para acoger a la corriente inmigratoria que busca asiento en Ma- 
drid. De ahí el binomio arquitectura de ornato versus arquitectura popu- 
lar, simbolizada en la corrala, exposición de dos realidades sociales 
contrapuestas. Y es que a la racionalización en profundidad del espacio 
urbano se oponía el régimen jurídico de la propiedad. Sin una transfor- 
mación radical de la naturaleza de la propiedad, que la convirtiera en un 
bien de mercado, resultaba imposible la concreción de cualquier tipo de 
planeamiento general. En este marco se inscribe la frustración de la pro- 
puesta de Jovellanos de crear un barrio extramuros que descongestionara 
la ciudad. Sería el primer atisbo de proyecto de ensanche anterior al 
siglo x1x, que postulaba la ampliación del recinto urbano en el noreste de 
la ciudad entre las actuales glorieta de Bilbao y plaza de Colón. 

Las reformas urbanas de la Ilustración se decantaron hacia tres tipos 
de realizaciones. En primer lugar, la creación de una infraestructura de 
saneamiento, viaria y de abastecimiento, en la que se entremezclan el 
empedrado de las calles, normas de higiene pública, alumbrado, y control 
de la población, sobre todo después del trauma que supuso el motín de 
Esquilache en 1766, que desde el punto de vista político-administrativo 
dio origen a tres cargos vinculados directamente con la trama social del 
espacio urbano: los alcaldes de barrio, los diputados del común y los 
personeros, todos ellos de carácter electivo, cuya actuación conjuga una 
contradictoria actividad que va desde la representación de los habitan- 
tes de la ciudad ante el Ayuntamiento hasta la vigilancia y control de la 
población. 

En segundo lugar, está el predominio de lo que ha venido en deno- 
minarse urbanismo de ornato y administrativo, en consonancia con el ca- 
rácter representativo que se quiere dar a la: capital de una monarquía 
absoluta con fuertes tendencias centralizadoras, espejo y reflejo de su po- 
der. La consolidación de la Corte en Madrid encontrará su parangón en 
el contenido emblemático del palacio nobiliario, reflejo igualmente del sta- 
tus que la nobleza reivindica en la articulación del Estado absoluto, que 
traslada al espacio urbano en forma de rotundo palacio ajardinado de 
influencia francesa y de muy diferente estructura del viejo caserón nobi- 
liario del siglo XVI y primera mitad del xvm. Son los casos de los palacios 
de Liria, Villahermosa y Buenavista y de lo que hubiera podido ser el del 
conde de Altamira, en un proceso imitativo del nuevo palacio real, ter- 
minado en 1764. Por el lado administrativo, la segunda mitad del 
siglo XVIII asiste a la construcción de varios edificios representativos: el 
Cuartel de Conde-Duque, obra de Ribera, acabado en 1754; el Hospicio 
de San Fernando (1722-1726), una de las grandes realizaciones del barroco 
madrileño, realizado asimismo por Pedro de Ribera; el Hospital General, 
encargado en 1754 a José de Hermosilla, proyectista del paseo del Prado, 
y en el que intervino posteriormente Francisco Sabatini; la Casa de Co- 
rreos, en la Puerta del Sol, ideada, en principio, por Ventura Rodríguez, 
luego sustituido por el arquitecto de origen francés Jaime Marquet, y, por 
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último, la Casa de la Aduana, actual Ministerio de Hacienda, irregular 
edificio neoclásico proyectado en 1761 por Francisco Sabatini. 

Por lo que hemos visto hasta ahora, una vez más la capitalidad cons- 
tituye el marco referencial en el que se desenvuelven las reformas urba- 
nísticas; es decir, la interacción capital política-Corte es el hilo conductor 
del urbanismo de ornato y administrativo. A lo largo del siglo xvHt la 
ciudad de Madrid consolida su impronta política dominante en el conjunto 
de los territorios de la Monarquía, y de ahí se va a derivar una serie de 
funciones, principales o subsidiarias, que dejan rastro en el espacio ur- 
bano. En este aspecto sobresalen dos elementos conformadores de la ciu- 
dad del xvm: lo religioso y lo cultural. La vieja ciudad conventual del 
siglo XVII es remozada por la Monarquía y su Corte durante el XVII, 
dando lugar a una arquitectura religiosa, síntesis del Barroco, en sus di- 
versas vertientes, que combina el estilo churrigueresco en su versión au- 
tóctona o de origen italiano, y el neoclasicismo académico, cuyo mayor 
auge se da a finales de siglo. Fruto de todo ello es un variado conjunto 
arquitectónico que va desde las Salesas Reales a San Francisco el Grande. 
El creciente protagonismo de Madrid como centro cultural encuentra su 
plasmación en la creación de las Academias, proceso iniciado en 1714 con 
la Real Academia Española de la Lengua, a la que posteriormente se 
unirían las de Medicina (1734), Historia (1735), Farmacia (1737), Jurispru- 
dencia (1742) y la de Bellas Artes de San Fernando (1757), expresión del 
ambiente científico de lo que se ha dado en llamar el espíritu de la Ilus- 
tración, y que en el plano urbanístico se concretó en tres realizaciones de 
Juan de Villanueva: el Gabinete de Historia Natural (1785-1811), posterior 
emplazamiento del Museo del Prado; el Jardín Botánico y el Observatorio 
Astronómico, ambos de finales de siglo. 

En definitiva, Madrid adquiere los rasgos representativos de toda ca- 
pital que se precie de tal. Su espacio urbano quedó determinado por el 
fenómeno de la capitalidad. No fue una elite social autóctona, originada 
por la dinámica interna de la ciudad, la que emprendió el conjunto de 
reformas, sino la Monarquía y sus cortesanos. El único ejemplo represen- 
tativo de esta elite fue la Casa de los Cinco Gremios (1789), sita en la 
actual plaza de Jacinto Benavente; su carácter singular habla por sí misma 
de la debilidad de las funciones económicas que desarrollaba Madrid en 
aquella época. En el otro extremo, la construcción de la plaza de toros 
en 1744, por orden de Fernando VI, obra originaria de Ventura Rodríguez 
y Francisco Moradillo, desvela el carácter contradictorio del Siglo de las 
Luces: espíritu ilustrado por arriba versus pan y toros por abajo. 


LA MACROCEFALIA DE MADRID CAPITAL 
EN EL CONJUNTO PROVINCIAL 


A lo largo del siglo xIx, en la provincia de Madrid se acentúa un 
fenómeno y presenta el siglo XVIII, y que va a configurar de forma defi- 
nitiva su estructura. Nos referimos al enorme peso específico, tanto cuan- 
titativo como cualitativo, que la ciudad tiene en el conjunto provincial, y que 
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va a desembocar a lo largo de la anterior centuria en un reparto preciso de 
funciones y en una jerarquización del territorio con centro en la capital. ; 
El primer hecho a tener en cuenta es el incremento del predominio 
demográfico de Madrid capital respecto de la provincia conforme avanza 
el siglo. Podemos medir esta evolución a través de los censos desde 1857 
hasta 1900, a pesar de su imperfección. En 1857 la población de la capital 
suponía el 59,10 por 100 del total provincial, cifra que se va elevando 
paulatinamente hasta alcanzar en 1900 el 69,65 por 100. Es decir, en esta 
última fecha más de dos tercios de la población de la provincia se concen- 
traban en la capital, cifra que se incrementa sensiblemente si tuviésemos 
en cuenta dos hechos que escapan a los fríos datos censales. De una parte, 
los censos y empadronamientos no recogen con fiabilidad lo que podría- 
mos denominar población clandestina, que nutre las calles de la capital 
con su cohorte de vagabundos, mendigos y subempleados forasteros, sólo 
parcialmente consignados en el censo bajo la categoría transeúnte; a la 
hora de una contabilización cierta, su número fluctúa entre las veinte mil 
y treinta mil personas. No extrañe la magnitud del dato porque otras fuen- 
tes indirectas lo confirman. Señalemos que uno de los bandos más perti- 
nazmente repetido por el Ayuntamiento de Madrid, al menos entre 1830 
y 1880, es el que se refiere a la expulsión de mendigos y vagabundos no 
avecindados en la capital. El propio hecho de su repetición es demostra- 
tivo de lo insoluble del problema. Teniendo en cuenta, pues, esta pobla- 
ción adicional que escapa a la estadística, el peso demográfico de la capital 
quedaría reforzado respecto de la provincia. De otra parte, el crecimiento 
demográfico de la capital que indican los censos de 1897 y 1900 aparece 
infravalorado porque de hecho un porcentaje sustancial de los habitantes 
de Canillejas, Vallecas y Chamartín de la Rosa debería ser adscrito a la 
ciudad de Madrid, porque es aquí donde desarrollan su quehacer diario; 
no olvidemos que en 1900 el puente de Vallecas, Tetúan de las Victorias 
y las Ventas del Espítitu Santo forman parte de los municipios antedichos 
y, sin embargo, desde el punto de vista social y económico sus pobladores 
están integrados en la vida de la capital. Precisamente el Ensanche de 
Madrid planeado por el ingeniero Carlos de Castro en 1860 dio como 
resultado una realidad bien diferente a la teoría que alimentó el proyecto. 
La especulación del suelo y la carestía de los precios originó que una 
cantidad considerable de los emigrantes que afluían a Madrid fijaran su 
residencia en los extrarradios, situados más allá del foso del Ensanche, 
mucho antes de que éste se colmatara. Así nacieron barrios no sujetos a 
ninguna planificación y desprovistos de toda infraestructura básica como 
Prosperidad y Guindalera, que quedaron dentro del municipio de Madrid, 
y Tetuán, Ventas y Puente de Vallecas asimilados a otros municipios. Si 
en términos censales la macrocefalia de Madrid capital resulta evidente, 
en términos reales el fenómeno se amplifica. De aquí se desprenden unas 
tasas de crecimiento demográfico superiores en la capital que en la pro- 
vincia. 
El mayor peso específico de la ciudad de Madrid en el conjunto pro- 
vincial se deriva, pues, del crecimiento demográfico de la Villa y Corte. 
Ahora bien, ¿cuál es la naturaleza de este crecimiento? En primer lugar, 
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es preciso realizar una constatación: a lo largo del siglo xIX el crecimiento 
vegetativo es negativo, el incremento de la población viene determinado 
por el aporte migratorio, sólo en parte sustentado por el resto de la pro- 
vincia. Por supuesto, el crecimiento poblacional madrileño no es ninguna 
novedad del siglo xIX; se trata de una constante histórica que hinca sus 
raíces en los primeros Austrias y el establecimiento de la capital en Ma- 
drid, pero también es evidente que tal fenómeno se acelera conforme 
avanza el siglo XIx, coetáneamente a la crisis global del andamiaje social 
y económico del Antiguo Régimen. Los 176.374 habitantes que recoge el 
censo de Godoy para la capital, en 1804, pasan a 236.000 habitantes en 
1852, explicitando una primera fase de ligera aceleración demográfica, si- 
tuada entre ambas fechas, que apunta una tendencia concretada en dece- 
nios posteriores. Una segunda fase se registra entre 1852 y 1860, un 
período de ocho años en el que la ciudad ha crecido tanto como en los 
cincuenta años precedentes, hasta alcanzar los 298.426 habitantes en 1860. 
Después de un breve estancamiento, entre 1860 y 1869 asistimos a un salto 
brusco en el aporte migratorio: los 309.489 habitantes de 1869 se convier- 
ten en 397.816 en 1877 y en 470.283 en 1887. Es decir, en un intervalo 
de 18 años la población de la capital ha crecido más que en los cien años 
comprendidos entre 1750 y 1850. Esta aceleración del aporte migratorio a 
partir de mediados de siglo sólo encuentra explicación en las consecuen- 
cias sociales y económicas de los sucesivos procesos desamortizadores, que 
fracturan la economía agraria tradicional; sobre todo, con la desamorti- 
zación iniciada en 1855, que al actuar sobre los bienes de Propios y Co- 
munes desarticula las economías campesinas. Es comprensible, pues, el 
paralelismo que existe entre las consecuencias de la desamortización de 
Madoz y el aumento de la población madrileña. Puede argúirse que no 
hay una perfecta correspondencia cronológica entre ambos fenómenos, ya 
que la desamortización de Madoz localiza el grueso de sus ventas entre 
1856 y 1870, mientras que el acelerón demográfico de la capital se registra 
a partir de 1869. La explicación reside en el papel amortiguador que cum- 
ple el ferrocarril entre 1856 y 1866, al crear millares de puestos de trabajo 
absorbiendo coyunturalmente los contingentes de mano de obra expulsa- 
dos de las zonas agrarias. La crisis de 1866, con el consiguiente frenazo 
de las construcciones ferroviarias y la posterior crisis de subsistencias de 
1867-68, bloquea cualquier otra salida que no pase por la emigración hacia 
Madrid o hacia otros centros urbanos. Entre 1887 y 1900 la población de 
la capital se incrementa en otros 70.000 habitantes, hasta llegar a los 
539.835 que recoge el censo de ese año. 

En contraste con el crecimiento demográfico de la capital, el resto de 
la provincia permanece estancado, a lo sumo con unas ligerísimas tasas de 
crecimiento, que convierten los 190.000 habitantes de 1800 en 194.615 a 
la altura de 1857, es decir, en cincuenta y siete años la provincia, excluida 
la capital, sólo ha aumentado en unas 4.000 personas, apenas un 2,37 por 
100, que pasan a 196.378 según el censo de 1877, y a 225.294 en 1897, 
hasta alcanzar los 235.199 en 1900. Esta ligera recuperación en los dece- 
nios finales del siglo queda contrarrestada por el crecimiento de los mu- 
nicipios situados en el extrarradio de la capital, todavía no anexionados a 
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la misma. El estancamiento demográfico de la provincia resulta, pues, evi- 
dente. En un siglo ha crecido menos de un 19,22 por 100, que se reduce 
a sólo el 6,84 por 100 si excluimos los municipios limítrofes a la capital 
(los 235.199 habitantes de 1900 quedarían en 203.957). Este estancamiento 
pone de manifiesto la absoluta subordinación de la provincia respecto de 
la capital, que absorbe mano de obra de un amplio hinterland, despo- 
blando a la provincia. La desarticulación de las economías campesinas tra- 
dicionales consecuencia del proceso desamortizador, coadyuvará de 
manera decisiva a esta situación. 

En suma, el análisis demográfico ya nos ofrece la primera clave expli- 
cativa de un desarrollo desigual entre la capital y la provincia. A su vez 
corrobora un fenómeno puesto de manifiesto durante el Antiguo Régimen 
y que se reforzará a lo largo del siglo XIx: la ciudad de Madrid ensancha 
su población a partir de la absorción de abundantes contingentes poblacio- 
nales del resto de la provincia y del conjunto nacional. Si la ciudad de 
Madrid hubiera tenido que crecer demográficamente sólo a base de sus 
recursos internos, el estancamiento habría sido la respuesta. Parece un 
lugar común, fruto de la exageración y de ciertos ribetes demagógicos, 
hablar de ciudad de la muerte, pero esa es la definición ajustada a la 
realidad demográfica de la capital durante el siglo xIx. Por muy imperfec- 
tos que sean los datos estadísticos, el crecimiento vegetativo hasta 1880 
ofrece un saldo nulo, cuando no negativo; a partir de esa fecha se perfila 
un cambio de tendencia cuyo colofón será el nuevo modelo demográfico 
en vías de consolidación durante el primer tercio del siglo Xx. Las altas 
tasas de mortalidad en la ciudad de Madrid tienen una doble naturaleza 
de alcance coyuntural y estructural. Por coyuntural entendemos las infle- 
xiones de mortalidad derivadas de las catástrofes epidémicas. Con una 
periodicidad próxima a los 10 años, las epidemias de cólera —la peste 
urbana del siglo xIXx— inciden negativamente en el desarrollo demográfico 
madrileño, como ha demostrado Antonio Fernández García. Pero la 
muerte epidémica por sí misma no explicaría tan desolador balance. Es la 
muerte estructural la que calladamente mantiene las altas tasas de morta- 
lidad, llámese mala alimentación, ausencia de infraestructura sanitaria, ha- 
cinamiento, endemias como el tifus, la gripe y la tuberculosis, o la 
alteración del ecosistema urbano madrileño provocado por la crisis del 
Antiguo Régimen y la propia lógica de la incontrolada recepción de los 
inmigrantes de provincias. Todo ello configura un modelo demográfico 
antiguo, cuya persistencia se extiende a lo largo del siglo xIx. Aunque la 
muerte se enseñorea de la ciudad, y en este aspecto es interclasista, son 
los barrios populares —más bien las calles— los más afectados por los 
embates de endemias y epidemias. No obstante, dado que hasta 1880 la 
diferenciación social del espacio urbano no evoluciona a un ritmo vivo, 
estadísticamente tal hecho es muy difícil de constatar con precisión. El 
resto de la provincia desarrolla un comportamiento demográfico paralelo 
en términos cuantitativos y en lo referente a la pervivencia del modelo 
demográfico característico del Antiguo Régimen; sin embargo, hay una 
diferencia cualitativa a destacar: en el Madrid rural la muerte epidémica 
es menos devastadora que en la capital, de ahí que el modelo demográfico 
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esté determinado por los elementos de carácter estructural, similares a los 
de la capital. 

El fenómeno demográfico, aunque no sea la única variable global ex- 
plicativa, sí actúa como una de las claves referenciales, que nos lleva a la 
sempiterna cuestión entre capital y provincia. En efecto, es una provincia 
dual, pero cuya dualidad no viene determinada sólo por motivos econó- 
micos. Existe un centro excesivamente grande en sus dimensiones demo- 
gráficas, no justificado económicamente, que desarrolla en su interior una 
economía consuntiva basada en el hecho de la capitalidad del Estado, 
generadora de un sector servicios en el que confluyen anacronismo y mo- 
dernidad, configurando una estructura en la que se yuxtaponen servicios 
políticos y financieros derivados de la capitalidad, y servicios hipertrofia- 
dos en consonancia con el escaso dinamismo económico de la ciudad, cuyo 
ejemplo más convincente lo tenemos en el incremento desmesurado del 
servicio doméstico. Como contraste, el resto de la provincia queda defi- 
nido por su mero carácter de productor agrario para el autoconsumo y 
para drenar los excedentes hacia el abastecimiento de la ciudad. 

Podría argumentarse que la dualidad que acabamos de perfilar no es 
un hecho exclusivo de la provincia de Madrid. Sin embargo, en el caso 
que nos ocupa, tal dualidad no viene explicada por la lógica de un naci- 
miento desigual capitalista de la ciudad y su entorno. No es el caso de 
una ciudad en proceso de industrialización que obliga a su hinterland más 
o menos próximo a especializarse económica y socialmente, pero siempre 
recibiendo abundantes estímulos del núcleo central. Con ello no queremos 
repetir para el siglo XIX el esquema que hemos sacado a colación para el 
Antiguo Régimen. Es visible que durante el siglo XIx la ciudad de Madrid 
ralentiza esa especie de absoluto intercambio desigual que había practi- 
cado durante los siglos XVII y XVIII. A lo largo del siglo xIx la capital se 
convierte en una pieza básica en la conformación del mercado nacional, 
modernizando sus funciones financieras y acentuando su papel de centro 
intermediario. Así Madrid establece un intercambio de recursos más equi- 
librado con el contexto nacional, situación muchas veces relacionada con 
la procedencia geográfica de la elite económica madrileña, que dirige 
parte de sus excedentes hacia sus lugares de origen o hacia aquellas zonas 
en las que se presentan sustanciosas Oportunidades de inversión. Es el 
caso, por poner un ejemplo, del marqués de Mudela, cuyos excedentes 
agrarios obtenidos del vino manchego se dirigen hacia los seguros valores 
bursátiles o el negocio inmobiliario madrileño, para posteriormente ser 
canalizados hacia la industria siderúrgica vasca. Madrid actúa, pues, du- 
rante el siglo xrx como el centro racionalizador y redistribuidor de gran 
parte del excedente nacional, y de este esquema el resto de la provincia 
de Madrid apenas participa. Es muy limitado el drenaje de recursos desde 
Madrid a su provincia. Si algún individuo caracterizado de la elite madri- 
leña, como el marqués de Manzanedo, participa activamente en la explo- 
tación agraria del valle del Jarama, es más la excepción que la regla y no 
compensa la absorción de recursos que la ciudad realiza en su entorno 
más o menos próximo. Puede decirse que desde Madrid se proyecta hacia 
la provincia un doble haz de estímulos, positivos y negativos. El estímulo 


554 ESPAÑA 


positivo residiría en el sector agrario. El crecimiento demográfico de la 
ciudad posibilita un crecimiento agrario, más efectivo a partir de las de- 
samortizaciones, en función del abastecimiento de la gran urbe, que, sin 
embargo, tiende a aprovisionarse de regiones situadas más allá de su pro- 
vincia. Se trata de un crecimiento agrario de corte extensivo que no ex- 
cluye el cambio de cultivo, buscando una especialización más definida; 
baste como ejemplo, por ahora, el caso de la campiña del Henares con la 
relativa extensión del viñedo, o el impulso de este último cultivo en las 
zonas de Vicálvaro, Arganda y Chinchón. Desde el punto de vista social, 
el mayor crecimiento agrario tiene su contrapartida en la expulsión de 
población hacia la capital, causa y efecto del estancamiento demográfico, 
fruto del nuevo marco de relaciones que establecen las desamortizaciones, 
especialmente la de Madoz con la venta de Propios y Comunes. El prin- 
cipal estímulo negativo que la ciudad de Madrid proyecta a lo largo y 
ancho de la provincia radica en el propio hecho de la capitalidad. La 
especificidad del tipo de servicios que se desarrollan en la capital da lugar 
a la castración de todo posible desenvolvimiento funcional de la provincia 
más allá del aspecto agrario. Los núcleos urbanos que tuvieron un cierto 
desarrollo en siglos anteriores, como es el caso de Alcalá de Henares, 
verán cortado de raíz todo posible desarrollo urbano. Subordinados res- 
pecto de la capital, acabarán por perder definitivamente en el siglo xIx su 
crecimiento autónomo, y funciones que antes les eran propias serán ab- 
sorbidas por Madrid; es el caso de la Universidad Complutense, trasladada 
en 1836 desde Alcalá de Henares hacia Madrid, quedando inmersas en un 
proceso de ruralización y estancamiento del que no saldrán hasta bien 
avanzado el siglo Xx, en el que su desarrollo urbano, industrial y demo- 
gráfico estará en función del desmesurado crecimiento del área urbana 
madrileña. Podría utilizarse un argumento excesivamente simple, funda- 
mentado en un análisis meramente cuantitativo basado en la epidermis de 
lo hasta aquí explicado: si existe estancamiento demográfico en la provin- 
cia y paralelamente se da un incremento agrario, aunque sea de naturaleza 
extensiva, el resultado será un incremento del ingreso per cápita. De este 
fácil silogismo cuantitativo puede desprenderse la idea de un rápido cre- 
cimiento del resto provincial con respecto de la capital invirtiendo el orden 
de factores con que nosotros hemos elaborado nuestra interpretación. Sin 
embargo, la realidad no hace sino hablar del estancamiento del resto pro- 
vincial; la razón estriba en que el incremento agrario resultante del pro- 
ceso desamortizador fue capitalizado fundamentalmente por la burguesía 
madrileña o, en su defecto, por los sectores más pujantes de las elites 
locales de la provincia, que trasladarán su domicilio a la capital conforme 
su nivel de fortuna se lo permita; de esta manera los excedentes agrarios 
extraídos serán dirigidos a la capital y no encontrarán traducción en la 
economía provincial, acentuando el proceso de estancamiento. 
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LA DUALIDAD ECONÓMICA Y SOCIAL DE MADRID. ECONOMÍA 
Y SOCIEDAD DE LA CAPITAL Y DE LA CIUDAD 


Hemos hablado de una dualidad entre la capital y el resto de la pro- 
vincia. Sin embargo, este concepto de dualidad no se agota en la contra- 
posición de las dos realidades geográficas antedichas. El mismo concepto 
cabe a la perfección para definir las dos realidades sociales y económicas 
que se yuxtaponen en la ciudad de Madrid, consecuencia del juego dialéc- 
tico entre pervivencia y cambio que acompaña a la crisis del Antiguo Ré- 
gimen y al surgimiento de la sociedad burguesa en España. Una vez más 
damos al concepto un contenido estructural, aunque desde el punto de 
vista estrictamente social esta dualidad permanece perfectamente asentada 
en el desigual reparto del ingreso en la ciudad, marcado por la extrema 
bipolarización social. Madrid es a la par capital y ciudad, en el complejo 
juego de tensiones y contradicciones que la difícil consolidación del sis- 
tema liberal impone en la España del siglo xIX. En otras palabras, la quie- 
bra del sistema del Antiguo Régimen se resuelve en un proceso histórico 
en el que la consolidación de la sociedad de clases estructurada, caracte- 
rística de la sociedad burguesa, se dilata en el tiempo; por ello partimos 
del hecho de que es la época de la Restauración donde la elite dominante 
cristaliza y se homogeiniza. Sería excesivamente mecanicista plantear a la 
burguesía como un grupo social perfectamente conformado al compás de 
las transformaciones jurídicas que emergen en la época Mendizábal y en 
sus alrededores cronológicos. Igualmente sería inexacto considerar a la 
vieja nobleza de cuna sumida en una situación de irreversible decadencia 
por las mismas fechas. La elite madrileña de mediados del siglo XIx no es 
enteramente burguesa, porque sus estrategias políticas y económicas no 
dejan de ser productos en los que confluyen anacronismos del pasado, 
pervivencias del Antiguo Régimen y elaboraciones clásicas de la sociedad 
burguesa; pero tampoco puede ser contemplada como mera ampliación del 
campo nobiliario, sacando fuera del contexto político la prodigalidad en la 
concesión de títulos nobiliarios de la que hizo gala el moderantismo es- 
pañol. Es decir, la elite madrileña, perfectamente consolidada durante la 
restauración borbónica, no es el fruto maduro de una continuada coopta- 
ción de nuevos elementos a las filas nobiliarias. Por eso nos apresuramos 
a señalar que la elite de la Restauración es el producto de la integración 
de grupos sociales que siguieron dinámicas diferentes, pero convergentes, 
a lo largo del siglo XIX. 

En segundo lugar, la definición de una elite económica madrileña topa 
con la especificidad de Madrid, o sea, con la dualidad estructural y fun- 
cional de Madrid. Madrid es a la par capital y ciudad. Como tantas veces 
se ha insistido, Madrid es el centro de la toma de decisiones políticas, a 
pesar de que el estado actual de la cuestión permita poner límites a la 
capacidad centralizadora del Estado liberal del siglo xIx. De aquí se de- 
riva una economía y una sociedad de la capital con una naturaleza pro- 
fundamente extravertida, que se mueve más a impulsos del todo nacional 
que de una dinámica local. Pero la dualidad de Madrid también contempla 
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a la ciudad, independientemente de la capitalidad, en la que predomina 
su carácter preindustrial. Es la ciudad de los oficios, donde, junto al ar- 
tesano propietario de sus medios de producción o al oficial que le acom- 
paña en el pequeño obrador o en la manufactura más desarrollada, 
coexiste el comercio de estructura familiar, condicionado en su creci- 
miento por una estructura de la demanda aquejada de perpetuo raqui- 
tismo. De la ciudad no puede surgir una elite consistente; otra cosa será 
de la capital; a lo sumo se desprenderá una clase media mercantil que en 
función de la circunscrita expansión del comercio de lujo, asentada en la 
estructura del gasto de los grupos más pudientes, conseguirá desarrollarse 
a lo largo del siglo. En suma, la ciudad, que no la capital, por lo menos 
hasta bien avanzada la Restauración, no es un cuerpo estructurado per- 
fectamente en clases. Muchas veces las clases sociales quedan subsumidas 
en el concepto de pueblo, siendo fácil la sintonía ante determinados pro- 
blemas económicos y políticos del artesano y su oficial, ambos partícipes 
de la ambigna ideología que Santos Juliá ha denominado como democracia 
artesanal; asimismo es fácil la sintonía de la clase media mercantil y sus 
subordinados ante situaciones muy concretas. Por eso, a lo largo del 
siglo xIx, cuando estalla el conflicto es muy difícil una disección clasista 
del mismo. Y es que la ciudad es más industriosa que industrial, más 
rentista que burguesa, predomina más el comerciante sujeto a una estruc- 
tura familiar que el empresario en sentido estricto. En resumen, por lo 
menos hasta los años finales del pasado siglo, la economía y la sociedad 
de la ciudad no responden a una estructuración predominantemente capita- 
lista, porque los elementos de naturaleza preindustrial tienen una mayor 
carga definitoria que los nuevos signos de la sociedad clasista propia de las 
sociedades capitalistas, que apenas quedan esbozados en un núcleo urbano 
donde mendigos y criados son más numerosos que el obrero proletario. In- 
cluso en los decenios finales del siglo, cuando el reloj de la historia parece 
acelerarse, los conflictos sociales seguirán teniendo un carácter más gremial 
que interclasista, es decir, donde el conflicto social se encontraría más defi- 
nido por su carácter de gremio contra gremio que de clase contra clase. 


MADRID, CAPITAL DEL CAPITAL ESPAÑOL 


Si la economía de la ciudad se define por la quietud, en cambio la 
economía de la capital aglutina a los sectores y personajes más dinámicos. 
El mundo de los ferrocarriles, las finanzas, los servicios, la intermediación 
de Madrid en el mercado nacional, todo esto acumulado configura la eco- 
nomía de la capital, por lo general muy poco acoplada a la economía de 
la ciudad, y es que la economía de la capital es autónoma, cuando no 
independiente, de las limitaciones impuestas por la raquítica demanda pro- 
cedente del mercado local. Así Madrid se constituye en capital del capital 
español gracias a la confluencia de varios factores. 

Tradicionalmente, al menos desde que Madrid fue elevada al rango de 
capital de la Monarquía en época de Felipe II, la nobleza de cuna emigró 
al cobijo de la Corte. Si tenemos en cuenta que las bases de sustentación 
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de las economías nobiliarias residen en la posesión de la tierra, y que este 
grupo social en su conjunto es el principal poseedor de tierras, tanto en 
forma de latifundios en Extremadura, Andalucía y La Mancha como por 
la acumulación de millares de fincas dispersas sitas en la Meseta Norte, 
deberemos de convenir que la presencia de la nobleza terrateniente en 
Madrid trajo consigo la canalización de un enorme caudal de rentas agra- 
rias hacia la capital. Por ahora no nos interesa el destino final de tales 
rentas, sino la constatación de la importación a Madrid desde las provin- 
cias de ingentes cantidades de dinero provenientes de las rentas que pa- 
gaba el campesinado, bien a través de la tupida red de impuestos 
señoriales hasta 1836, o de relaciones contractuales, cada vez estipuladas 
en un espacio de tiempo más corto, desde 1836. 

Además, en Madrid funciona la Bolsa desde 1831. Fenómeno que po- 
sibilita la recepción en la capital de una corriente de dinero que busca 
acomodo en los valores bursátiles, utilizando precisamente como interme- 
diarios a individuos de la elite madrileña, muchos de los cuales desarrollan 
la actividad de «comerciantes capitalistas». Por lo menos hasta bien en- 
trada la Restauración, el título más negociado en la Bolsa de Madrid era 
el papel de la Deuda Pública. En este sentido, la crisis secular de la Ha- 
cienda estatal nutre a la Bolsa, y a quienes buscan colocación en ella para 
su dinero. No nos extrañe que un porcentaje, más o menos variable según 
la coyuntura temporal pero siempre apreciable, de los patrimonios de la 
elite madrileña esté compuesto por títulos de la Deuda Pública en su va- 
riada gama. Así, la crisis hacendística juega un papel que no debe ser 
reducido a la simple explicación catastrofista de que el limitado creci- 
miento español del siglo XIX estuvo determinado por los enormes recursos 
que absorbía el Estado, en función de la lógica de su espiral deudora, 
detrayéndolos de la iniciativa privada que supuestamente habría realizado 
una utilización más productiva de esos recursos. Habría que considerar, 
también, la intervención económica del Estado financiando obras públicas, 
léase carreteras o subvenciones ferroviarias. En suma, aunque aceptemos, 
en el caso extremo, que el Estado esteriliza recursos por la dinámica de 
su endeudamiento, no cabe duda alguna de que la Deuda Pública y su 
entorno constituyó uno de los principales factores de consolidación eco- 
nómica de la elite madrileña. Esto no debe presuponer que apliquemos 
apresuradamente el calificativo de improductiva o inmóvil a la elite ma- 
drileña, forjada en la economía de la capital, por su afición a los valores 
seguros, a los valores refugio, en vez del riesgo empresarial; ante todo, la 
elite económica de la capital se guiaba por las expectativas de rentabilidad 
procedentes de una estructura limitada en su crecimiento. Es decir, se 
adecuaba a las ofertas de inversión predominantes en el mercado. 

La tercera corriente de capitales encaminados hacia la capital proviene 
de las inversiones del capital extranjero durante la segunda mitad del 
siglo XIx, que engrosan las arcas del Estado, la construcción de los ferro- 
carriles y el sector minero. No es aquí ocasión de realizar un análisis 
detallado de estos flujos, ya que ha sido realizado suficientemente. Lo que 
sí interesa, sin embargo, es señalar la vinculación de la elite madrileña al 
capital que viene del exterior. Esta elite jugó un papel de primer orden 
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en la compra de títulos ferroviarios, aunque desde luego no tuvo ninguna 
iniciativa empresarial al respecto. Para la elite madrileña la compra de 
valores ferroviarios era una cuestión más especulativa que otra cosa y for- 
maba parte de la cultura bursátil a la que tan aficionada era. También 
cabría indicar aquí que parte de las inversiones exteriores en ferrocarriles 
en puridad no corresponden a capitales extranjeros, sino a capitales es- 
pañoles que previamente habían emigrado a las bolsas de París y Londres 
en busca de los codiciados títulos de renta francesa del 4 y 3 por 100 o 
del consolidado inglés. Igualmente, otra parte del capital procedente de 
Francia o Inglaterra invertido en ferrocarriles o el sector minero provenía 
de Cuba, a través de un largo circuito que conectaba La Habana con 
Londres, dado que Gran Bretaña era el principal cliente europeo de azú- 
car cubana y que muchos comerciantes hispano-cubanos acabarán instalán- 
dose en Londres o París, en el decenio de los cincuenta, al socaire de los 
avances del librecambio. Un sector cualitativamente importante de la elite 
antillana terminará por integrarse en la elite madrileña durante la Restau- 
ración. 

En cuarto lugar, no puede olvidarse que uno de los instrumentos de 
consolidación de la elite madrileña, en lo que respecta a los grupos bur- 
gueses, es la compra masiva de tierras entre 1834 y 1880 a través de una 
doble vía: bien participando activamente en las desamortizaciones de Men- 
dizábal y Madoz, o aprovechando la crisis económica de la nobleza de 
cuna y el consiguiente trasvase de propiedad inmobiliaria a manos burgue- 
sas. La elite madrileña de la Restauración termina por convertirse en clase 
terrateniente. La resultante de este proceso es que en el Madrid de la 
Restauración se acentúa la concentración de rentas agrarias. 

El último punto que tipifica Madrid como polo de atracción de capi- 
tales sería la recepción de capital antillano. Como en buena medida esta 
cuestión se ha convertido en una especie de fácil comodín explicativo, 
utilizado indiscriminadamente y sin suficiente base empírica, conviene 
efectuar alguna matización. Sobre todo, situar a 1898 en su justo término. 
Con ello nos referimos a que el estado actual de nuestras investigaciones 
permite asegurar que el grueso del trasvase de capitales antillanos a Es- 
paña no tiene su epicentro ni mucho menos en aquel año. Y es que el 
año de 1898 se ha transformado en un sólido mito: no existe duda de que 
el golpe de la pérdida colonial amplificó el discurso arbitrista sobre los 
males del país, consolidando al regeneracionismo reformista, cuyas pri- 
meras formulaciones son anteriores a esta fecha. Pero desde el punto de 
vista del trasvase de capitales, 1898 es un lugar más de un amplio proceso 
temporal de transferencia de capitales a Madrid y al resto de España, cuyo 
máximo corresponde al período 1844-1885. En esta etapa arriban a Madrid 
capitales de origen antillano lubrificados por un doble fenómeno que per- 
mite establecer dos series temporales. Entre 1844 y 1870, aproximada- 
mente, es decir, desde la llegada de Juan Manuel de Manzanedo a Madrid 
y la intensificación de la guerra de los diez años en la colonia, la llegada 
de capitales cubanos corresponde fundamentalmente a beneficios y exce- 
dentes comerciales que escapan del ámbito cubano y buscan su colocación 
en Europa. En este sentido, ni Madrid ni el resto de España son los 
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principales beneficiarios de una corriente dineraria salida de Cuba que 
más bien busca su aposento en áreas centrales del capitalismo mundial 
como Gran Bretaña, EE.UU. y Francia, proceso íntimamente ligado a la 
realización y distribución del azúcar cubano en dichos países. Todo ello 
era fruto del inacoplamiento económico entre el desarrollo limitado de la 
metrópoli y el enorme crecimiento de la economía azucarera cubana. El 
capital antillano transferido a España buscó acomodo preferentemente en 
los principales puertos de la fachada cantábrica, Barcelona, Cádiz y Ma- 
drid, dibujando dos estrategias económicas diferentes. Mientras que en las 
zonas portuarias la llegada de capitales estaba estrictamente ligada a las 
actividades comerciales y al deseo expreso de vincular tales áreas en el 
circuito triangular que relacionaba a Cuba con Gran Bretaña y España, 
con su ramificación en EE.UU. La recepción de capitales antillanos en 
Madrid buscaba, ante todo, la inversión refugio. Existe, pues, una extraña 
conexión entre esos capitales antillanos y la economía de la capital, ya 
que Madrid no era ninguna pieza básica en las conexiones comerciales 
entre metrópoli y colonia. 

A partir de 1870 la transferencia de capitales antillanos a España y a 
Madrid es de naturaleza diferente. Ya no se trata únicamente de exceden- 
tes comerciales, sino del trasvase producido por la liquidación de patri- 
monios y activos de todo tipo por parte de la burguesía hispano-antillana. 
En este proceso tuvo especial importancia la conjunción de un elemento 
estructural y una coyuntura histórica muy precisa: la guerra de los diez 
años precipitó un trasvase que en último término venía explicado por la 
crisis de todo el entramado esclavista. Estos capitales se distribuyen geo- 
gráficamente siguiendo la misma ruta que acabamos de exponer para el 
caso anterior, pero buscando aquí y allá, más que nada, la inversión re- 
fugio. Esa burguesía portuaria de origen español que había dominado du- 
rante decenios los resortes exteriores de la economía cubana, cuando se 
instale en Madrid comenzará a desarrollar unos comportamientos econó- 
micos cada vez más alejados de sus orígenes comerciales. El viejo comer- 
ciante pasa a convertirse en un burgués rentista. Por eso la presencia de 
capital cubano en Madrid se distribuye en un arco económico que se aco- 
moda al máximo a las ofertas locales de inversión: Deuda Pública y adqui- 
sición de fincas urbanas son los dos principales polos de atracción de esos 
capitales. 

Por tanto, el hecho de que Madrid sea la capital del capital es causa 
y consecuencia a la par de lo que hemos denominado economía de la 
capital, que se diferencia de la economía de la ciudad por los objetivos 
que persigue, por los comportamientos económicos de nuevo cuño que 
imprime, y por los gestores y partícipes que la posibilitan y la conducen. 
La elite del Madrid de la Restauración es un producto social articulado 
en esta economía de la capital, que sólo está presente en la economía de 
la ciudad por la demanda que genera su consumo, bien de artículos co- 
rrientes o de lujo, y por la actividad inmobiliaria que desarrolla en Ma- 
drid. Esta elite reside en Madrid por ser la capital del capital español, 
pero también porque el fenómeno de la capitalidad genera un conjunto 
de expectativas y oportunidades para el ascenso social y económico. 
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Es preciso insistir en una cuestión ya esbozada anteriormente. La línea 
interpretativa que hemos desarrollado sobre la dualidad de Madrid per- 
mite llenar de contenido la siempre espinosa cuestión de las relaciones 
que Madrid mantiene con el resto de España. Si en la capital tiende a 
concentrarse a lo largo del siglo xIx un porcentaje cada vez más creciente 
del ingreso nacional, encauzado por la elite económica que domina la eco- 
nomía de la capital, esto no quiere decir, ni mucho menos, que tal porción 
del ingreso quede esterilizada en el seno de la Villa y Corte, ni tan si- 
quiera que la ciudad absorba estos flujos. La falta de acoplamiento entre 
la economía de la capital y la economía de la ciudad, ejemplificada por el 
hecho de que la elite económica esté escasamente vinculada a la economía 
de la ciudad, trae consigo una notable orfandad inversora en este último 
espacio económico. Madrid, pues, centraliza recursos de todo el país, pero 
no los absorbe en su propio desarrollo. En este aspecto cabría hablar del 
coste que la capitalidad tiene para la ciudad. Por otro lado, parece evi- 
dente que tampoco resulta apropiado ya para el siglo XIX continuar insis- 
tiendo en otro lugar común, el intercambio desigual que Madrid practica 
con el resto nacipnal, que si fue válido como variable explicativa aplicable 
al Antiguo Régimen, cualquier aproximación empírica, por epidérmica 
que sea, a la realidad económica y a las funciones que despliega Madrid, 
demuestra la inconsistencia del aserto para el siglo XIX. 


LA ECONOMÍA DE LA CIUDAD. EL MUNDO DE LOS OFICIOS 
Y DEL COMERCIO DE ESTRUCTURA FAMILIAR 


Por todo lo dicho se comprende el raquitismo de la economía de la 
ciudad en contraste con la boyante situación de la economía de la capital. 
Si esta última reproduce como figura social hegemónica a la gran burgue- 
sía de negocios, la economía de la ciudad, en gran medida sometida a 
unos recursos limitados, apenas nutre a una clase media mercantil y arte- 
sanal. A lo largo del siglo XIX las actividades comerciales que desarrolla 
la economía de la ciudad se fragmentan en un amplio abanico de estable- 
cimientos de estructura familiar, sobre los que destacan el frágil entra- 
mado de comercios de lujo y almacenistas al por mayor. El bazar del gran 
comercio que empieza a tomar cuerpo en otros núcleos europeos como 
París o Londres brilla por su ausencia en Madrid antes del siglo xx. En- 
cargado de abastecer la demanda ciudadana y de asegurar las conexiones 
de la ciudad con el mercado interior y con el extranjero, el entramado 
comercial madrileño está mediatizado por la enorme bipolaridad obser- 
vada en el reparto de la renta, que tiende a concentrarse en los enormes 
patrimonios de la elite alimentada por la economía de la capital. Tomando 
como base los datos proporcionados por Pascual Madoz es posible apro- 
ximarse a la estratificación del comercio madrileño a mediados de siglo se 
evidencia en el desproporcionado predominio del pequeño comercio de 
estructura familiar, que representa el 51,4 por 100 del total. Los datos de 
la contribución industrial y de comercio de 1870 ofrecen una situación 
similar, perfilando una pirámide jerarquizada en tres segmentos. De un 
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total de 6.519 contribuyentes, el 55 por 100 corresponde al pequeño co- 
mercio de estructura familiar; es decir, al clásico tendero, expendedor al 
por menor de los artículos de comer, beber, arder y vestir. Diseminado 
por todo Madrid, de hecho está integrado y forma parte de la ciudad 
popular a la cual abastece, compartiendo con ella las mismas penurias 
económicas que reducen el horizonte vital al sobrevivir de cada día. Los 
escalones intermedios de la pirámide agrupan al comerciante al por mayor 
y al comerciante al por menor de las calles más selectas; en total, el 30 
por 100 aproximado de los contribuyentes. Son los propietarios de comer- 
cios estables, cuyo volumen de negocios les permite plantearse una expan- 
sión más o menos inmediata. En el vértice de la pirámide se sitúa el 15 
por 100 de los contribuyentes. Son los almacenistas, corredores, agentes 
de negocios, prestamistas, es decir, la trabazón mercantil que asegura el 
ordenamiento del conjunto comercial. No olvidemos la importancia de la 
plaza de Madrid como punto de contacto con el resto del mercado nacio- 
nal y con el exterior. A este respecto, Madrid se convirtió en una especie 
de escaparate de las actividades económicas nacionales, sobre todo con el 
ferrocarril. Buena muestra son la serie de exposiciones celebradas en Ma- 
drid durante la segunda mitad del siglo, como la Agrícola de 1857, la de 
Minería y Artes Metalúrgicas de 1883 o la de Filipinas de 1887. 

En definitiva, la comparación de los datos fiscales de 1847 y 1870 de- 
muestran la quietud de la economía de la ciudad. El pequeño comercio 
continúa inmerso en estructuras minifundistas, en consonancia con la fra- 
gilidad de la demanda de las capas populares, cuyos reducidos ingresos 
per cápita tienden a perpetuarse por lo menos hasta 1880, momento a 
partir del cual se detecta un ligero despegue que irá consolidándose en 
decenios posteriores. Sin embargo, otros segmentos comerciales inician un 
proceso de renovación al amparo del ferrocarril, que posibilita la expan- 
sión más allá del mercado local para los comerciantes más dinámicos. 
A finales de siglo la estructura comercial de la ciudad se nos presenta 
bifurcada en dos conjuntos claramente diferenciados que responden a rea- 
lidades sociales y económicas diferentes. 

Si la revolución industrial del siglo xIx apenas rozó la epidermis de la 
economía española, qué decir de una ciudad como Madrid, en la que se 
acumulaban desajustes y carencias estructurales de todo tipo. Señalábamos 
en líneas anteriores —parafraseando a Santos Juliá— que Madrid era una 
urbe más industriosa que industrial. A lo largo de todo el siglo el producto 
industrial madrileño siempre se realizó en establecimientos artesanales, 
aunque a partir de 1860 sea visible la aparición en escena de algunas 
fábricas que merezcan tal denominación. Antes de esta fecha pretender 
que en Madrid surgiera cualquier embrión de despegue industrial se antoja 
como algo imposible. Sin recursos naturales próximos, con una inadecuada 
situación geográfica en un sistema ineficiente de transportes, sin agua y 
energía, la elite económica no promocionó ninguna iniciativa industrial en 
la ciudad ni en la provincia cercana, aparte la constitución de alguna so- 
ciedad industrial en el decenio de los cuarenta que no llegó a consolidarse. 
Por el contrario, la elite económica madrileña sí colaboró activamente en 
proyectos industriales fuera de la capital. Baste como ejemplo la partici- 
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pación de Pascual Madoz en la empresa catalana del textil «La España 
Industrial» y de Francisco de las Rivas y Ubieta, marqués de Mudela, 
como uno de los pioneros de la siderurgia vasca. Este segundo caso resulta 
todavía más significativo si tenemos en cuenta que parte del dinero colo- 
cado en Vizcaya procedía de unas rentables operaciones inmobiliarias 
efectuadas en el Ensanche de Madrid. 

Entre 1800 y 1850, pues, el inmovilismo industrial caracteriza la tra- 
yectoria económica de Madrid. A lo sumo se denota algún incremento 
cuantitativo en el frágil entramado artesanal heredado del Antiguo Régi- 
men. Rompen la norma los establecimientos bajo la protección del Estado 
que resuelven su producción en los niveles técnicos de la manufactura. 
Destaca de todos ellos la fábrica de tabacos, sin lugar a dudas la mayor 
concentración de mano de obra, mayoritariamente femenina, de todo el 
Madrid del siglo XIX. 

En la segunda mitad del siglo la llegada del ferrocarril y el aumento 
demográfico impulsan el nacimiento de los primeros establecimientos que 
van más allá del estadio artesanal, por el número de trabajadores que 
absorben y por los nuevos criterios de división del trabajo. De todas for- 
mas, son casos aislados que salpican diversos sectores caracterizados por 
la baja tecnología y la producción destinada al gran consumo, o aquellos 
sectores tributarios del mundo de la construcción o del editorial. Estos 
embriones de modernización industrial son promovidos por individuos de 
la pequeña burguesía local, generalmente de origen vasco, catalán y fran- 
cés, sin apenas vinculación con el sistema artesanal anterior. Baste señalar 
que sólo dos industriales del Madrid de la centuria pasada lograron alcan- 
zar un patrimonio similar en cuantía a los de la elite burguesa de negocios: 
Matías López, fabricante de chocolates, ennoblecido con el título de Casa- 
López, y Abelardo López Almansa, propietario de la gran imprenta del 
paseo de San Vicente, ambos con una fortuna superior a los veinte millo- 
nes de reales. Insuficiente tejido industrial para una ciudad que en las 
proximidades de los años ochenta superaba los 400.000 habitantes. El pro- 
ducto fabril local se elevó a cotas más estimables, sin que ello pudiera 
compensar el enorme déficit industrial de una ciudad que básicamente 
intercambiaba en el mercado nacional servicios mercantiles y políticos a 
cambio de productos industriales y alimentos. En 1885 funcionaban en 
Madrid solamente 106 máquinas movidas por el vapor y el gas, que de- 
sarrollaban una fuerza de 1.120 caballos, sin contar la maquinaria de los 
talleres del ferrocarril del Mediodía, donde trabajaban 700 obreros. En 
suma, en los decenios finales del siglo, la producción industrial seguía 
inmersa en las estructuras artesanales; es el mundo de los oficios que en 
1884 alimentaba a 9.193 maestros y 22.556 oficiales, es decir, 2,45 oficiales 
por maestro. No obstante, por aquellas fecha ya se dejaba entrever en el 
horizonte el cambio de rumbo industrial. La aparición de las primeras 
empresas eléctricas, todavía ajenas al capital financiero, y con un alcance 
muy limitado, anuncian el despegue del primer tercio del siglo Xx. 

A escala provincial, la situación industrial del XIX reprodujo el es- 
quema de la ciudad, acentuado el inmovilismo. Sin embargo, a partir de 
1860 se observa la transferencia de algún establecimiento capitalino a pue- 
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blos de la provincia. Aunque a nivel cuantitativo el proceso parezca in- 
trascendente, a nivel cualitativo la vida estrictamente rural de estos nú- 
cleos quedó alterada en profundidad. En el sector de la alimentación 
sobresalen dos grandes fábricas de chocolates: La Colonial, de los fran- 
ceses hermanos Meric, instalada en Pinto en los años setenta, empleaba a 
más de 200 obreros; la fábrica de Matías López, dotada de un moderno 
utillaje productivo, se trasladó a El Escorial en 1874, absorbiendo a 250 
trabajadores. Las fábricas de papel de Manzanares y Morata de Tajuña 
completan el breve inventario de los fabricantes que abandonaron la ciu- 
dad estimulados por la menor presión fiscal, el reducido coste de la mano 
de obra y la ausencia de conflictividad social. En otro plano, el creci- 
miento urbano de la capital alentó la aparición de varios establecimientos 
dedicados a la producción de materiales de construcción en Alcalá de He- 
nares y en Vallecas. 


NOBLES Y BURGUESES EN MADRID 


Sería un craso error interpretativo analizar la estructura social de Ma- 
drid, y la conflictividad que en ella se produce, bajo parámetros válidos 
para núcleos industriales. Las relaciones sociales vigentes, por lo menos 
hasta los dos últimos decenios del siglo xIX, están determinadas por el 
fenómeno de la capitalidad, que genera en última instancia una peculiar 
configuración social proclive a desarrollar tupidas redes de relaciones de 
clientela, de subordinación y dependencia. En Madrid se entremezclan la 
persistencia de formas y contenidos tradicionales de relación social pro- 
cedentes del Antiguo Régimen en quiebra y la emergencia de nuevas for- 
mas características de la sociedad clasista en vías de lenta consolidación. 

La dualidad capital-ciudad determina en toda su extensión la estruc- 
turación del cuerpo social. En la cúspide de la pirámide toma asiento una 
elite económica compuesta por la nobleza de cuna y la burguesía de ne- 
gocios. Se trata de un reducido grupo de 400 familias cuyo patrimonio 
global hemos estimado, a partir de las fuentes notariales, en 8.000 millo- 
nes de reales a la altura de 1860-70; es decir, gozan de una situación 
económica inalcanzable para otros miembros de las burguesías españolas, 
ni tan siquiera la vasca O la catalana. Como ya hemos señalado, es una 
elite afincada en Madrid por la atracción resultante de la capitalidad. La 
burguesía de negocios procede mayoritariamente de la fachada cantábrica 
y su primera presencia en la capital se detecta a finales del siglo XVIII con 
la llegada de los comerciantes-hidalgos, santanderinos y vascos, que de- 
sarrollaron sus actividades mercantiles en la Compañía de los Cinco Gre- 
mios Mayores y sustentaron el primer proyecto de Madrid como centro 
financiero a escala nacional. Durante el xIx y primer tercio del XX, nuevas 
oleadas de emigrantes norteños acabaron por consolidar a Madrid como 
capital del capital español. 

La nobleza de cuna, originaria de ambas mesetas y de Andalucía, dio 
su impronta al conjunto de la elite, aportando una serie de valores y 
pautas, todo un sustrato ideológico que cuadraba a la perfección con el 
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proyecto moderado de poder en cualquiera de sus versiones. La evolución 
económica de la nobleza de cuna madrileña pasa por dos etapas clara- 
mente diferenciadas, separadas por la bisectriz de los años sesenta. Antes 
de esta fecha la situación es de crisis, y si cabe adjetivarla, la denomina- 
ríamos estructural. Una espiral sin fin de deudas adquiridas a lo largo del 
siglo xvIu comprometen la viabilidad de los patrimonios nobiliarios coin- 
cidiendo con la crisis del Antiguo Régimen, que agravaron las resistencias 
campesinas al pago de los derechos señoriales entre 1800 y 1840, y el 
cambio de coyuntura agraria con el descenso de los precios. Todo ello 
creó un bloqueo patrimonial que ayuda a explicar el apoyo de la gran 
nobleza a la causa liberal: no existía más alternativa de solución que la 
conversión de la propiedad amayorazgada en propiedad enteramente libre. 
Desde 1840 hasta 1860 la nobleza de cuna centró su dedicación al sanea- 
miento de sus patrimonios, en la liquidación de deudas. Algunas casas 
nobiliarias fracasaron en sus intentos, quebrando definitivamente Osuna, 
Salvatierra, Altamira...; otras lograron establecer un nuevo equilibrio eco- 
nómico, llevando a buen puerto sus políticas de saneamiento: Medinaceli, 
Alba..., que en lo fundamental consistieron en la enajenación de una 
parte de los activos patrimoniales, con la consiguiente transferencia de 
bienes a manos burguesas. Tal evolución ayudaría a explicar la ausencia 
de la nobleza de cuna en los sectores punta de la economía española a 
mediados de siglo. Los ferrocarriles, la Deuda Pública, el negocio bursátil 
o el inmobiliario no pudieron absorber capitales de la vieja nobleza, cuya 
intromisión económica corrió pareja al saneamiento patrimonial a través 
de una cuidada estrategia tendente a maximizar las rentas agrarias. Una 
vez saneadas las fortunas, el siguiente paso de la reconversión patrimonial 
llevó a la vieja nobleza a incorporar a su horizonte económico las nuevas 
ofertas de inversión alimentadas por la economía de la capital, incorpo- 
rándose al mundo de los negocios extraagrarios desde principios del 
siglo XX. 

Más allá de la cuestión económica, lo más significativo de la nobleza 
de cuna es su capacidad para impregnar con su cosmovisión al conjunto 
burgués. Lo nobiliario echa raíces y crea unas expectativas que determinan 
el quehacer de los diferentes grupos burgueses. El triunfo en la vida, el 
éxito social por excelencia, la culminación de la carrera económica de la 
burguesía, reside en la obtención del título de nobleza. En este aspecto la 
nobleza de cuna en la España del siglo XIX es la más abierta de todas sus 
homólogas europeas. Asume en su interior, sin mostrar la menor resisten- 
cia, a lo más granado de la burguesía, sin que ello suponga reconvertir, 
al menos hasta finales de siglo, lo sustancial de su escala de valores. Se 
trata de un proceso de ennoblecimiento desarrollado desde los años treinta 
hasta el final del siglo, que alcanza sus inflexiones más significativas en 
los reinados de Isabel II y Alfonso XII. Hasta los años sesenta son las 
elites políticas y militares las más beneficiadas, mientras que en los dece- 
nios finales del siglo resulta notable la irrupción de la elite económica en 
las filas nobiliarias. Esta apertura de la vieja nobleza encuentra su fun- 
damento en la propia lógica de la evolución del sistema liberal durante la 
anterior centuria; al fin y al cabo, este grupo social era uno de los pilares 
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de sustentación del proyecto moderado de poder, sobre todo porque el 
papel activo jugado por la nobleza de cuna en la instalación del Estado 
liberal reforzó su posterior importancia política. Por otra parte, la revita- 
lización y el rejuvenecimiento del escalafón nobiliario a través de la su- 
cesiva incorporación de elementos burgueses facilitó la consolidación de 
una compacta elite de poder en tiempos de la Restauración, forjada por 
la integración de la vieja nobleza y la burguesía recién ennoblecida. Si a 
mediados de siglo resultaba excepcional el entronque entre las grandes 
familias burguesas y el vértice nobiliario a partir de los años setenta la 
articulación de ambos bloques se generaliza. A este respecto, las políticas 
matrimoniales son la infraestructura que acentúa la concentración de for- 
tunas y mezcla actitudes, comportamientos y hábitos en una singular dia- 
léctica de ennoblecimiento-aburguesamiento que acaba por reformar la 
escala de valores. 


EL HORIZONTE DE LAS CLASES MEDIAS 


Por debajo de la elite económica se sitúa el abigarrado conjunto social 
que ha venido en denominarse clases medias. Su procedencia es muy di- 
versa; engloba desde los empleados públicos a la clase media mercantil y 
al reducido círculo de la burguesía fabril, pasando por la mayoría de los 
miembros de la clase política, las profesiones liberales y los pequeños y 
medianos rentistas, cuyo nivel de ingresos les aleja de la elite económica. 
Si tomáramos al pie de la letra los imprecisos datos censales, sin someter- 
los a la necesaria exégesis valorativa, obtendríamos una aproximación 
cuantitativa totalmente sobrevalorada que alcanzaría 50.000 familias, apro- 
ximadamente, a la altura de 1870, y 80.000 familias a finales de siglo. 
Ahora bien, si utilizamos como primer criterio de definición la distribución 
del ingreso, sin que ello suponga el rechazo de las variables ideológicas, 
mentales y políticas, podremos diseñar un cuadro más representativo y 
acorde con la realidad. En primer lugar, es preciso insistir en la importan- 
cia del fenómeno de la capitalidad, que incide de manera directa en la 
composición de estos grupos sociales. Precisamente en este marco encuen- 
tra sentido la cifra de 10.000 a 15.000 empleados de la Administración 
Pública, estatal, provincial y local, de la segunda mitad del xIx. Por tér- 
mino medio, sus ingresos pueden estimarse en 7.000 reales anuales. Igual- 
mente busca cobijo en la economía de la capital la cohorte de pequeños 
y medianos rentistas. Según los datos de procedencia notarial, estimamos 
su número en 3.500 a 4.000 miembros a la altura de los años ochenta. 
Conforman patrimonios oscilantes entre los 500.000 reales y los cinco mi- 
llones, aproximadamente; es decir, disfrutan de unas rentas brutas anuales 
que se sitúan desde los 30.000 reales a los 300.000, cifra esta última que 
desde luego no estaba al alcance de muchos miembros de las elites eco- 
nómicas de otras provincias españolas, pero que en el contexto de la ca- 
pital distaba mucho de las rentas acaparadas por la nobleza de cuna o la 
burguesía de negocios. La clase media mercantil y fabril desarrolla su di- 
námica más en el marco de la ciudad que en el de la capital. En 1870 su 
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número se elevaba a unos 3.200 comerciantes y fabricantes, y a finales de 
siglo, a 3.500, aproximadamente, según los datos de la contribución in- 
dustrial y de comercio. 

En su conjunto las clases medias representan, en la valoración más 
optimista, una cifra máxima de 21.000 familias en 1870 y de 28.000 a 
finales de siglo, con unos ingresos globales al año estimados en 550 millo- 
nes de reales para 1870, es decir, una renta por familia aproximada de 
26.000 reales, que contrasta vivamente con la renta media por familia de 
la nobleza de cuna y la gran burguesía de negocios, situada por encima 
de los 120.000 reales. 

El análisis de las clases medias no queda agotado en el esbozo de su 
cuantificación. Tan heterógeneo ensamblaje originado por situaciones tan 
diversas era imposible que cuajase en una respuesta política, ideológica y 
mental unívoca; en un discurso unidireccional. No cabe, desde luego, la 
respuesta fácil que atribuye a las clases medias la orfandad de un discurso 
propio. Es evidente, y más en el caso madrileño, que las clases medias 
tienden a ser miméticas con respecto a las pautas de comportamiento bur- 
guesas y nobiliarias. Sobre todo cuando se cree a pie juntillas el mito del 
ascenso social, que el discurso liberal expande a los cuatro vientos y lo 
convierte en el /leit-motiv justificativo de su existencia. Sin embargo, las 
frustraciones se acumulan a lo largo del siglo. Las limitaciones en el ac- 
ceso al estrecho vértice de la pirámide social madrileña quedan puestas de 
manifiesto por el desigual reparto del ingreso al que hemos hecho referen- 
cia. En realidad, es en el propio seno de la elite económica donde fun- 
ciona de forma más fluida el ascenso social por el ya aludido aperturismo 
de la nobleza de viejo cuño. Frustraciones que favorecen el repliegue de 
las clases medias a la esfera privada y la extensión de lo que podríamos 
denominar apoliticismo, expresado sobre todo en los decenios finales del 
siglo, en el que subyace la implícita aprobación del régimen canovista y la 
íntima convicción de que la paz social está asegurada después de las tur- 
bulencias del Sexenio Democrático. De todas formas, este apoliticismo 
conviene circunscribirlo cronológicamente a la época de la Primera Res- 
tauración, y desde luego no a la mayor parte de la clase política; este 
hecho, por sí solo, invalidaría apresuradas generalizaciones, aunque tam- 
bién cabría plantearse hasta qué punto esa clase política no generó una 
autonomía excesiva, que desembocó en la utilización de determinados dis- 
cursos ideológicos en función de sus propios intereses, como grupo que 
protege al máximo sus canales de reproducción. Por otra parte, la versión 
madrileña del movimiento regeneracionista y las premisas arbitristas de él 
emanadas calaron hondamente en diversos sectores de las clases medias 
madrileñas, lo que pone coto a la utilización indiscriminada del término 
apoliticismo. Siguiendo con las matizaciones cronológicas, habrá que va- 
lorar la bisectriz de 1868-74, que marca un antes y un después. Antes de 
1868 la participación en política de las clases medias es más activa. A este 
respecto conviene tener presente la entusiasta e interesada colaboración 
de amplios sectores de comerciantes madrileños a la causa liberal durante 
la primera guerra carlista. 
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LAS CAPAS POPULARES. EL LENTO TRANSCURRIR 
HACIA LA CONSCIENCIA DE CLASE 


La base de la pirámide está configurada por un amplio y heterogéno 
segmento social compuesto por 70.000 individuos a la altura de 1800 y de 
120.000 a 130.000 en el último decenio del siglo. En principio podemos 
calificar tan abigarrado conjunto bajo la inderminada denominación de 
capas populares, terminología ambigua que exige mayores matizaciones. 
Por lo dicho hasta ahora no es preciso insistir en la naturaleza preindus- 
trial de la Villa y Corte. En este aspecto sus capas populares responden 
a una caracteriología diferente a la que ofrecen otros núcleos europeos de 
corte industrial como Manchester, Londres, Lyón o Barcelona. Por eso 
cualquier análisis interpretativo que no repare en esta diversidad estará 
condenado a unos resultados más ideales que reales. La ciudad de Madrid 
responde perfectamente a la tipología que utiliza Jan de Vries para los 
núcleos europeos preindustriales del Antiguo Régimen. Hecho importante 
que nos lleva una vez más a la cuestión ya debatida de hasta qué punto 
las persistencias del Antiguo Régimen siguen reproduciéndose en el Ma- 
drid del siglo xIx. En la dinámica evolutiva de las capas populares madri- 
leñas continúa actuando como variable determinante la dualidad entre 
capital y ciudad. La capital desarrolla un sector servicios, en gran medida 
hipertrofiado, donde encuentra acomodo parte de este grupo social en el 
mundo del servicio doméstico y sus aledaños. La escasa industrialización 
de una ciudad industriosa, pero en la que los embriones de una revolución 
industrial se resisten a germinar, absorben al resto de las capas populares, 
cuyo norte vital se resuelve en un doble plano: el mundo de los oficios, 
en el que el individuo permanecerá hasta el fin de sus días, en donde la 
estabilidad toma cuerpo en las consecuentes relaciones de dependencia y 
subordinación respecto del maestro y patrón; y el mundo de los jornale- 
ros, proclive a la provisionalidad, al desempleo y a la cultura de la po- 
breza, que a veces confunde al trabajador en paro con el mendigo 
voluntario. Por último, resta señalar a una amplia franja de población 
flotante que se mueve, en los cauces de la marginalidad, al amparo de la 
beneficiencia y la caridad: son los mendigos, las prostitutas, los vagos y 
maleantes que inundan las calles de Madrid, forjando la imagen tantas 
veces repetida de las gentes del mal vivir. Esta primera matización que 
hace referencia a la población flotante madrileña es de suma utilidad y 
refleja nítidamente la enorme contradicción de una ciudad que crece a 
base de contingentes poblacionales de provincias, pero que es remisa a la 
hora de conceder la carta de vecindad, generando un binomio atracción/ 
repulsión que la diferencia de los núcleos urbanos en proceso de indus- 
trialización, siempre hambrientos de mano de obra. El vigilar, castigar, 
corregir en el Madrid de la anterior centuria se saldaba con la expulsión 
del jornalero parado, mientras que en los núcleos industriales la cuestión 
se resuelve insuflando el espíritu de trabajo al individuo díscolo. 

El espectro social de estas capas populares permanece prácticamente 
inalterable a lo largo y ancho del siglo XIX. Estabilidad apenas rota por la 
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veintena de establecimientos industriales que trascienden el estadio arte- 
sanal y que dan empleo a unos 2.500 obreros, aproximadamente. En 1844 
estas capas populares se aglutinan, desde el punto de vista cuantitativo, 
en tres espacios de imprecisas fronteras. El servicio doméstico, en sentido 
estricto, atrae a 5.866 varones y 27.913 mujeres, 2.605 porteros y a 1.793 
cocheros. Los trabajadores sin cualificar quedan englobados bajo el cali- 
ficativo de jornaleros, 25.574 varones y 1.619 mujeres, de raigambre cam- 
pesina, pero cuyas funciones urbanas son difíciles de establecer: obreros 
de la construcción un día, mendigos involuntarios al siguiente; viven de 
jornal y limosna. El mundo de los oficios está surtido por un conglome- 
rado de 9.241 maestros, 23.041 oficiales y 3.453 aprendices. Es el mundo 
laboral más estable, orgulloso del trabajo manual bien hecho, receloso del 
vapor, y en donde las relaciones de dependencia encuentran caldo de cul- 
tivo en la proximidad'entre trabajador y patrón, en unas relaciones que 
huyen de lo impersonal favorecidas por el contacto diario y por la comu- 
nión de intereses y preocupaciones, en la medida en que la suerte de 
ambos estaba inextricablemente unida a los avatares de la coyuntura. Es 
en este fragmento donde el Partido Socialista echará raíces a partir de 
1879, impregnándose de la conciencia gremial que caracteriza a los tra- 
bajadores del mundo de los oficios, cuya cosmovisión se trasladará mi- 
méticamente a los comportamientos y actitudes de los socialistas 
madrileños, encontrando traducción en la escala de valores de éstos. El 
resto del elemento popular se fragmenta en el ámbito comercial, cuyo eje 
predominante son los dependientes de comercio, con 4.565 varones y 105 
mujeres, generalmente vinculados por lazos familiares con los dueños de 
los establecimientos, en una versión más de las relaciones de subordina- 
ción. En conjunto, hemos estimado los ingresos anuales de estas capas 
populares a finales del siglo XIx, a partir de las diferentes realidades sa- 
lariales, en unos 360 millones de reales, cantidad siempre inferior al in- 
greso de las 400 familias que componen la elite económica de Madrid. 

Si bien hemos hablado de la ambigúedad del término capas populares, 
como hemos tenido ocasión de ver es el concepto más apropiado para 
referirse a la base de la pirámide social. En los dos primeros tercios del 
siglo xIX las relaciones de subordinación y dependencia que hemos men- 
cionado se constituyen en el elemento mediatizador de las relaciones so- 
ciales del Madrid de la época. Conviene explicar lo que entendemos por 
relaciones de subordinación; con ello nos referimos a los vínculos de clien- 
telismo, dependencia y prácticas paternalistas que la Corona, la nobleza, 
el clero y la elite burguesa ejercieron a lo largo del siglo, configurando 
un código de conducta rígido en el que cada elemento del cuerpo social 
ocupa su lugar establecido de antemano. La estabilidad social sólo se 
rompe en ocasiones límites, alterando coyunturalmente su regular funcio- 
namiento, hasta que la misma dinámica de esas relaciones de subordina- 
ción restablecen el equilibrio. Sin embargo, estas relaciones de 
subordinación procedentes del Antiguo Régimen, aunque son dominantes 
en la primera mitad del siglo, entran en lenta decadencia irreversible en 
la segunda mitad del mismo. El continuado incremento demográfico ma- 
drileño acabó por cuartear los fundamentos de este tipo de relaciones. Las 
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espitas de la beneficencia y la caridad, que habían actuado como diques 
de contención del conflicto social, no darán abasto para asegurar la esta- 
bilidad social: se multiplican las bocas a alimentar y los recursos perma- 
necen estancados. La crisis del Antiguo Régimen había traído consigo el 
desmoronamiento de la vieja estructura de la Beneficencia clásica; su sus- 
titución por un nuevo tipo de: Beneficencia ligada al Estado y al poder 
municipal pretendió reproducir el esquema indefinidamente, pero las nue- 
vas condiciones sociales de la ciudad lo hacían inviable a medio plazo. 
En definitiva, unas capas populares integradas por un compacto con- 
junto de grupos sociales, que en su vértice llega a incorporar al pequeño 
artesano y al tendero. Su comportamiento político quedó circunscrito en 
un largo período de tiempo bajo el concepto de pueblo. Antes del Sexenio 
Democrático el conflicto social en Madrid se dirime en un ámbito externo 
al enfrentamiento capital-trabajo. Son el motín de subsistencias o la opo- 
sición a las quintas las dos formas más repetidas de rebeldía popular. En 
el plano estrictamente político, un sector de estas capas populares tiende 
a engrosar las filas de las corrientes democráticas del progresismo español, 
siendo los protagonistas efectivos del fenómeno social de las barricadas 
madrileñas. En 1854, el censo de los partícipes en el movimiento popular 
que acompañó a la Vicalvarada, y que en gran medida condicionó el 
triunfo del pronunciamiento, muestra la presencia activa del mundo de los 
oficios en las calles de la ciudad. Pero la inmensa mayoría de estas capas 
populares, sujetas todavía a las relaciones de subordinación antes comen- 
tadas, permanecen en un estado de pasividad, sólo alterado cuando el 
precio del pan se dispara. Consideramos a 1866 como una falla estructural 
en el proceso de la toma de conciencia. Quizá por primera vez en la 
historia madrileña los vivas a la República resonaron en las estrechas e 
irregulares calles y callejuelas de los barrios del sur de Madrid. Era im- 
portante el desmoronamiento del mito del buen monarca, que paternal- 
mente escucha las lamentaciones de sus súbditos populares. Mito que tan 
bien había ejemplificado Isabel II, apegada a este tipo de mensajes pater- 
nalistas, y a mostrar pautas de comportamiento que sectores de las capas 
populares reconocían como propias. A lo largo del Sexenio Democrático 
el ideal republicano comienza a tomar cuerpo en el ambiente popular ma- 
drileño, calando con mayor intensidad que los principios programáticos de 
la recién llegada Internacional. Al fin y al cabo, el republicanismo federal 
en Madrid trajo consigo el primer ensayo organizativo del mundo de los 
oficios sobre la base de un mensaje proclive a sobrevalorar un universo 
social compuesto por pequeños productores, ideal que encuentra un 
campo abonado en las condiciones estructurales de la ciudad para su rá- 
pida expansión en la base de la pirámide social madrileña. Los 15.000 
republicanos de enero de 1869 se transformarán en 25.000 a la altura de 
1873; pero todavía una enorme muchedumbre de criados en sus variadas 
vertientes, de dependientes de comercio, del servicio doméstico y de po- 
bres más o menos involuntarios continuaron fuera de esta esfera política. 
El papel jugado por los republicanos es, pues, fundamental en el lento 
caminar de toma de consciencia de las clases trabajadoras madrileñas ha- 
cia el estadio de clase obrera. Precisamente los embriones de la 1 Inter- 
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nacional en Madrid, desde 1869 en adelante, .estuvieron protagonizados por 
antiguos republicanos. El propio Pablo Iglesias procedía de este entorno 
ideológico, y hasta bien entrado el siglo xx las formulaciones republicanas 
continuarán disputando la primacía a los socialistas, cuyos orígenes entroncan 
en uno de los primeros casos de asociacionismo obrero del Madrid de la 
anterior centuria; nos referimos a la Asociación del Arte de Imprimir, que 
englobaba a una parte de los trabajadores de uno de los sectores punta de 
la industria madrileña: las artes gráficas. Aprovechando la nueva ambienta- 
ción democrática, nacida del 68, la Asociación del Arte de Imprimir consolidó 
sus cimientos; en 1874 alquiló una habitación en la calle del Salitre, en un 
momento en que sus afiliados se aproximaban a los doscientos, cifra incre- 
mentada a 977 en 1882, según las estimaciones de Santiago Castillo. 

La fundación del Partido Socialista en 1879 en la taberna Labra, de la 
calle de Tetuán, fue seguida de una lenta pero ascendente incidencia en 
el mundo de los oficios madrileños, que no tuvo su contrapartida a nivel 
electoral desde 1890, con la reinstauración del sufragio universal, hasta 
por lo menos el segundo decenio del siglo XIX. A finales del xIx los efec- 
tivos madrileños de la UGT, constituida en 1888 en Mataró, se elevaban 
a 6.349 miembros, equivalentes al 41,5 por 100 del total español. En 1900, 
un nuevo salto cuantitativo situó la afiliación en 10.310 obreros, el 69,9 
por 100 del total nacional, que alcanzaron los 28.115 en noviembre de 
1909. Si interesantes son las cifras, más aún es la cuestión de la extracción 
social de los miembros de la UGT y del Partido Socialista. En efecto, en 
los últimos años del pasado siglo la presencia de la UGT entre los traba- 
jadores madrileños se circunscribe al entramado artesanal, dejando fuera 
de su órbita al servicio doméstico y a los trabajadores subalternos. del 
comercio, al amplio núcleo de los jornaleros y-a la más importante con- 
centración obrera de Madrid: las cigarreras. Por otra parte, la organiza- 
ción interna de la UGT reproduce la estructura gremial; así, las 
asociaciones obreras de la UGT se denominan y agrupan siguiendo la es- 
tratificación del mundo artesanal. De esta manera, el conflicto social se 
desenvuelve dentro de estos parámetros; en las huelgas de oficiales pelu- 
queros de 1875, de tipógrafos en 1882, de ferroviarios o de obreros jor- 
naleros en 1895 y 1897 no se produce una respuesta unitaria del conjunto 
de la clase obrera organizada. El conflicto enfrenta a la sociedad obrera 
específica del ramo con el gremio mercantil o fabril correspondiente por 
parte empresarial, sin que se traspasen estos límites. Existe una gremiali- 
zación del conflicto social que refleja a la perfección una estructura donde 
todavía es predominante el mundo de los oficios y de los pequeños servicios. 


CAMBIOS ECONÓMICOS Y SOCIALES EN EL TERRITORIO PROVINCIAL: 
LAS CONSECUENCIAS DEL PROCESO DESAMORTIZADOR 


La formación de la clase dominante de la nueva sociedad burguesa no 
se circunscribe exclusivamente a las grandes fortunas o los grandes núcleos 
urbanos, centros del poder político y económico. Por el contrario, las nue- 
vas relaciones sociales y los cambios económicos, políticos y jurídicos que 
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afectaron al conjunto de la estructura social ejercieron una profunda in- 
fluencia en la sociedad rural decimonónica. El estudio del proceso de for- 
mación de la elite de poder en la provincia de Madrid, excluida la capital, 
nos revela cómo los cambios estructurales, en las relaciones sociales y en 
el modelo productivo que se producen en el ámbito estatal, atraviesan el 
conjunto de la estructura social modificándola profundamente. 

Durante los primeros decenios del siglo xIxX encontramos unas elites de 
poder local en la provincia constreñidas por las relaciones sociales y el 
modelo de acumulación procedentes del Antiguo Régimen, todavía hege- 
mónico en el agro madrileño. La vinculación de la tierra, la importancia 
y extensión de las propiedades de la Iglesia, la nobleza y la Corona en la 
provincia van a actuar como una rémora importante en el despegue del 
proceso de formación y consolidación de las elites locales, que a la altura 
de los años setenta del pasado siglo van a ejercer el dominio económico, 
político y social en la provincia. Dos serán los principales elementos es- 
tructuradores de la elite de poder en el agro madrileño en el período 
comprendido entre 1837 y 1874: las desamortizaciones y la nueva confi- 
guración del poder municipal, fruto de la revolución jurídica y política 
inaugurada en 1834 con la quiebra de la monarquía absoluta. Las razones 
del raquitismo de la elite del poder local a principios del siglo xIX se 
explican además de por las dificultades para la expansión de los patrimo- 
nios de las clases propietarias locales, debidas a la vinculación de la tierra 
y la permanencia de ésta fuera de los circuitos del mercado, por el serio 
obstáculo que suponía la extensión de las propiedades de la Iglesia y no- 
bleza, y en menor grado de los Propios y Comunes, así como por la exis- 
tencia del señorío jurisdiccional a la hora de ejercer el poder social y 
político por parte de los campesinos acomodados, al sustraer de su control 
directo a importantes sectores de las poblaciones locales. El proceso de- 
samortizador supuso en la provincia de Madrid una profunda alteración 
de la estructura y de los usos del agro madrileño. Para hacerse una idea 
de la magnitud de las desamortizaciones, baste señalar que sólo en los 
municipios de Alcalá de Henares, Ajalvir, Camarma del Caño, Camarma 
de Esteruelas, Daganzo de Arriba, Daganzo de Abajo, Meco, Paracuellos, 
San Fernando de Henares y Torrejón de Ardoz fueron subastadas entre 
1836 y 1873 32.500 fanegas, de las cuales 12.488 correspondieron a la 
desamortización de Mendizábal y 19.924 a la de Madoz. Tres grupos so- 
ciales fueron los beneficiarios en la provincia de Madrid: la burguesía ur- 
bana madrileña, los intermediarios y especuladores y, por último, aquellas 
personas que residiendo en el término municipal aprovecharon la compra 
de bienes desamortizados para crear, ampliar o consolidar sus patrimo- 
nios. Es este último grupo el que aquí nos interesa, integrado por cam- 
pesinos acomodados de la localidad, pequeños y medianos propietarios e 
importantes arrendatarios de fincas pertenecientes a la Iglesia, la nobleza 
y la Corona; junto a ellos aparecen los miembros pertenecientes a las 
profesiones liberales y cargos públicos de cierta relevancia en la sociedad 
rural de la época (notarios, abogados, secretarios de Ayuntamiento, car- 
gos administrativos de nivel medio...), que así afianzan su posición eco- 
nómica y política en sus respectivas localidades, convirtiéndose en 
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importantes terratenientes locales y formando el núcleo de la nueva elite 
de poder local a la altura de los años sesenta-setenta del pasado siglo. 

El agro madrileño se caracterizaba, en lo que respecta a los usos del 
suelo, por el predominio del cultivo extensivo del cereal, en el que alter- 
naban los pastos naturales y el bosque en la sierra, donde la ganadería 
trashumante mantiene una fuerte presencia, que se remonta a la época 
medieval; el viñedo en el sureste provincial, con especial presencia en las 
comarcas de Chinchón y Arganda, y la huerta en Aranjuez y las riberas 
de los ríos Manzanares, Jarama, Henares y Tajuña. El proceso desamor- 
tizador provocó un incremento de las superficies cultivadas, en detrimento 
de los eriales, pastizales naturales y bajo monte, consecuencia de la venta 
de Propios y Comunes con la desamortización de Madoz. Esta inicial ex- 
pansión de la superficie cultivada se verá parcialmente cercenada por la 
mala calidad de las nuevas tierras roturadas, que serán posteriormente 
dedicadas a otros usos agrícolas. En cualquier caso, la desamortización 
provocó, además de una transferencia masiva en la titularidad de la pro- 
piedad, el cambio de los usos del suelo de importantes superficies agrarias, 
no sólo de los eriales y pastizales antes mencionados, sino también por la 
sustitución del cereal por viñedo, en particular en la campiña del Henares 
y las comarcas de Arganda y Chinchón. 

Por otra parte, el proceso desamortizador generó en el norte provincial 
la desarticulación de la tradicional ganadería trashumante, debido a la de- 
saparición de los pastizales comunales y de Propios y al cerramiento de las 
fincas desamortizadas, que alteraron hasta hacer desaparecer las cañadas 
y rutas ganaderas, poniendo en peligro la propia pervivencia de la gana- 
dería tradicional al resquebrajar el particular ecosistema sobre el que se 
sustentaba. La ampliación de la superficie cultivada en la provincia du- 
rante el siglo xIx estuvo impulsada por un doble factor: el «hambre de 
tierras» que la desamortización puso en marcha y la cercanía de un gran 
mercado consumidor como era la capital, en continuo crecimiento demo- 
gráfico; ambos factores coadyuvaron a que los propietarios de fincas de- 
samortizadas cercaran y sembraran sus predios. El abastecimiento de 
Madrid empujó la roturación de tierras de escasa calidad, que pronto fue- 
ron agotadas y tuvieron que volver a sus usos primitivos. En cualquier 
caso, la expansión agraria no fue uniforme en la provincia. 

En el norte provincial, estudiado por Manuel Valenzuela, fue la desa- 
mortización de Madoz la que puso en circulación un mayor volumen de 
tierras y, de manera localizada, la desamortización del Patrimonio Real 
ocurrida durante el Sexenio Democrático, circunscrita a los municipios de 
El Escorial y San Lorenzo. En esta zona de la provincia de Madrid la 
estructura de la propiedad agraria a principios del siglo xIX, procedente 
del Antiguo Régimen, estaba determinada por la importancia de la pro- 
piedad real, señorial y comunal, mientras que las posesiones de la Iglesia 
ocupaban una posición secundaria, salvo en San Lorenzo y El Escorial, 
por las concesiones realizadas por Felipe 1 al monasterio de El Escorial 
en el siglo XVI; de ahí la escasa importancia de la desamortización ecle- 
siástica en la zona. Las tierras de realengo eran importantes, como hemos 
tenido ocasión de ver, por las disputas seculares en la Baja Edad Media 
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entre los concejos de Madrid y Segovia por la colonización de la sierra 
madrileña, destacando la propiedad real de El Pardo, que se remonta a 
los Trastámaras. La propiedad señorial es si cabe todavía más notable, 
con la existencia de numerosos mayorazgos, como los de Villafranca del 
Castillo, en manos de los marqueses de Sotomayor hasta 1868, fecha de 
su venta a Juan de Echegaray, hasta terminar en 1883 en manos de la 
condesa de la Vega del Pozo, con más de 1.500 hectáreas, dedicadas al 
cultivo del cereal y a la ganadería, situado en las orillas del río Guada- 
rrama; el coto redondo de Romanillos, entre Boadilla y Majadahonda, de 
origen desconocido y que a mediados de siglo es propiedad de los condes 
de Montijo, que pasaría por la fusión del título a la casa de Alba, situado 
en las proximidades del río Guadarrama, era una gran propiedad con un 
palacio, varias casas para los empleados y una iglesia, es decir, mantenía 
la estructura de las grandes propiedades del Antiguo Régimen, dedicada 
al cultivo del cereal. El monte de Boadilla era otro de los grandes ma- 
yorazgos nobiliarios de esta zona de la provincia, propiedad de los condes 
de Chinchón. Otro tanto ocurre con la posesión de Somosaguas, perte- 
neciente hasta 1787 a los condes de Clavijo, y en manos del marqués de 
Valdecorzana en el siglo xIx. Finalmente, son de destacar las propiedades 
de la Casa de los Mendoza en la zona, sin lugar a dudas los mayores 
propietarios nobiliarios de tierras en la provincia de Madrid; la casa ducal 
del Infantado detentaba el señorío jurisdiccional, así como importantes 
posesiones en el Estado del Real y Condado de Manzanares, amén de las 
propiedades que poseía en la Tierra de Buitrago y en la campiña del He- 
nares. o 

En tercer lugar se situaba la propiedad comunal, de notable importan- 
cia en la sierra madrileña, en la que los bienes de Propios y Comunes 
constituían la base de sustentación de la economía tradicional, articulada 
en torno a la ganadería trashumante desde su colonización en la época 
bajomedieval. Sobre ella actuaría de manera implacable la desamortiza- 
ción de Madoz. La desamortización de los bienes de Propios y Comunes 
desató una fuerte oposición entre la población rural, que veía en ella la 
desaparición de los montes y tierras de uso común básicos para el man- 
tenimiento del sistema de ganadería tradicional. Esta oposición se canalizó 
a través de maniobras dilatorias por parte de los municipios, que se ne- 
garon a facilitar datos sobre las propiedades comunales y de Propios, en 
muchos casos confusamente delimitadas, o mediante el recurso a expe- 
dientes de excepción, por el que los alcaldes podían interrumpir las dili- 
gencias de la Comisión Provincial de Ventas. Si bien estas maniobras no 
consiguieron paralizar el proceso desamortizador, al menos lo debilitaron 
y, en muchas ocasiones, lograron aplazarlo hasta fechas tan tardías como 
1901 en el caso de Collado-Villalba. Esta oposición municipal consiguió 
que el grueso de las ventas se retrasase hasta 1874, año en el que la 
desamortización de Madoz prácticamente había concluido el grueso de las 
ventas a escala nacional. Es a partir de esta fecha cuando se subastan las 
fincas más extensas de la Mancomunidad General de Pastos, situadas en 
los términos de Manzanares, Hoyo y Moralzarzal. En el caso de Manza- 
nares el Real se vendieron 3.277 hectáreas (el 26 por 100 de su término 
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municipal); pero más significativo aún de la: destrucción del sistema de 
ganadería tradicional que hemos comentado es el acaecido en Moralzarzal. 
En efecto, el municipio de Moralzarzal presentó un expediente sobre las 
fincas Ladera de Montarrubia, Ladera de las Suertes, La Navata, Serrejón 
y Berrocal, que sumaban más de 2.000 hectáreas de superficie. Si bien los 
aprovechamientos de estas tierras eran muy pobres: pastos extensivos, pie- 
dra, carboneo, constituían la base sobre la que se edificaba la economía 
rural del término. Claro está que los principales beneficiarios eran los 
propietarios de rebaños, los de caballerías mayores y los acarreadores que 
transportaban leña, carbón o piedra a Madrid; de ahí la oposición, final- 
mente frustrada, del municipio. 

Con la privatización de las tierras comunales y de Propios, la ganadería 
trashumante característica de la sierra madrileña fue herida de muerte, 
pues aunque su explotación por los nuevos propietarios solía reducirse a 
los pastos extensivos, la leña o la caza en las fincas mayores, y los peque- 
ños prados y terrenos de cultivo o pasto en las menores, el cerramiento 
subsecuente rompió el particular ecosistema sobre el que se asentaba la 
ganadería tradicional, al desarticular las cañadas y rutas ganaderas y re- 
ducir considerablemente las superficies de pastos libres donde pacían los 
rebaños. El resultado final en el norte provincial fue la concentración de 
la propiedad en manos de una minoría de compradores que adquirieron 
grandes fincas, por suertes o completas, según los casos, O compraron 
varias fincas colindantes en busca de la constitución del coto redondo, o 
terminaron por fusionar a sus ya extensas propiedades otras fincas vecinas. 
En general, los remates se hicieron por fincas completas, siendo minori- 
taria la división en lotes o suertes, en donde un solo comprador se hacía 
con la propiedad de numerosas fincas. Así pues, el proceso de concentra- 
ción de la propiedad rústica se acentuó a lo largo del siglo xIX, consoli- 
dándose la gran propiedad. Conforme descendemos de la sierra y nos 
acercamos a la capital, en la denominada Tierra de Madrid (Boadilla del 
Monte, Húmera, Pozuelo de Alarcón y Las Rozas), la gran propiedad 
aumenta y predomina el cereal. 

Los principales beneficiarios de la desamortización en el norte provin- 
cial fueron en primer lugar la burguesía urbana madrileña, recién enno- 
blecida, como el marqués de Remisa (que compró en El Plantío), la 
marquesa de Somosancho (Las Pueblas, en Colmenar), el conde de He- 
redia Spínola (el monte de Pozuelo), a los que se unieron algunos políticos 
de renombre como O”Donnell (que compró en Somosaguas), el conde de 
Romanones (en Los Barrancos, Las Rozas). En segundo lugar, fueron los 
campesinos acomodados, pequeños y medianos propietarios, que aprove- 
charon la desamortización para acrecentar su patrimonios rústicos, y los 
cargos públicos ligados a la administración municipal y al proceso desa- 
mortizador (abogados, peritos, notarios, etc.), así como los administrado- 
res y encargados de la propiedad señorial, que terminaron por constituir 
una nueva elite que detentó el poder económico, político y social hasta 
bien entrado el siglo Xx en sus respectivos municipios. Las grandes fincas 
adquiridas por la burguesía urbana madrileña fueron pronto dedicadas a 
la caza y al recreo, a la par que los terratenientes locales destinaban sus 
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nuevas posesiones a la ganadería extensiva, generalmente menor (ovino) 
y secundariamente al bovino. En la desamortización se encuentra el origen 
de las ganaderías bravas de la zona, como Campillo y Monasterio, el Con- 
gosto, Navalcaide, etc. 

Si en el norte provincial la propiedad eclesiástica era reducida, no ocu- 
rría lo mismo en el este. El hecho de que Alcalá de Henares fuese sede 
obispal, dependiente del Arzobispado de Toledo, explica la importancia 
de las propiedades eclesiásticas en la zona. Entre 1836 y 1868 se subasta- 
ron 6.537 fanegas de procedencia eclesiástica sólo en el término municipal 
de Alcalá, la cuarta parte de la superficie total del mismo. En los muni- 
cipios de Alovera, Camarma de Esteruelas, Torrejón de Ardoz y Meco, 
la propiedad eclesiástica rondaba, cuando no superaba, el 50 por 100 de 
la superficie del término; caso extremo es el de Camarma del Caño, prác- 
ticamente en manos de la Iglesia alcalaína, y ya sin llegar a estos límites, 
la propiedad eclesiástica era importante en Ajalvir, Daganzo de Arriba, 
Daganzo de Abajo, Fontanar, etc. Otro gran propietario de la zona era 
la Universidad Complutense y sus Colegios Mayores dependientes, con 
importantes propiedades en Ajalvir, Daganzo de Arriba, Camarma del 
Caño. En segundo lugar figuraba la propiedad nobiliaria, en la que la 
Casa de los Mendoza ocupaba un lugar preeminente. De sus ramas des- 
tacan como propietarios la duquesa del Infantado y de Pastrana, con pro- 
piedades en Azuqueca; la casa de los condes de Coruña, señores de 
Daganzo de Arriba, que además del señorío poseían la heredad del Man- 
zanero, de 940 fanegas, y 148 fanegas en Camarma del Caño; el marqués 
de Valmediano, también de la casa de los Mendoza, era el señor jurisdic- 
cional y territorial de todo el término de Fresno de Torote, que formaba 
un coto redondo de 6.846 fanegas; el marqués de Mondéjar, de la misma 
familia, poseía en Azuqueca 1.066 fanegas y media, y los marqueses de 
Salinas. Otras casas nobiliarias propietarias en la zona son el duque de 
Medinaceli, con una casa-palacio y 655 fanegas en Paracuellos; el duque 
de Osuna, en la Alameda de Osuna; el marqués del Campo y del Valle y 
el vizconde de Palazuelos, en Alovera; el marqués de San Vicente, en 
Daganzo de Arriba; el vizconde de las Torres de Luzón, en Daganzo de 
Abajo; el señor de Camarma de Encina, en las Camarmas; los condes de 
Humanes, en Humanes, y otros nobles que no viene al caso mencionar 
por la menor dimensión de sus dominios. Las propiedades reales en la 
zona este de la provincia resultan, por el contrario, de escasa entidad, en 
contraste con el norte madrileño, salvo en el caso de San Fernando de 
Henares, donde los bienes de la Corona ascendían a 858 hectáreas. Final- 
mente, la propiedad comunal constituía el tercer gran grupo, con porcen- 
tajes que oscilaban entre un 5 y un 20 por 100 de la superficie de los 
términos municipales, según los casos. 

De los datos del Catastro de Ensenada (1751-1753), estudiados por 
Josefina Gómez Mendoza, se desprende que en el Este el paisaje agrario 
venía marcado por el predominio del cereal, alrededor del 75 por 100 de 
la superficie cultivada, mientras el viñedo, a principios del siglo XIX, ocu- 
paba una posición muy secundaria, un 6,8 por 100, aproximadamente, y 
el olivar y el regadío prácticamente no existían. La zona es, por tanto, un 
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área cerealícola volcada en la producción cort destino al consumo de la 
capital. La escasa dimensión de la superficie no cultivada en la campiña 
del Henares, alrededor del 17,3 por 100 del total, repartida en pastos, 
monte bajo y yermos, indica la importancia de la agricultura en la zona. 
Estos mismos datos hablan por sí mismos de la preeminencia del cereal y 
de la posición secundaria de la ganadería en contraste con el norte pro- 
vincial. Dentro de la especialización cerealícola, destaca el trigo sobre las 
demás especies, con diferencia en cuanto a superficie cultivada, seguida 
de la cebada y a considerable distancia la avena y el centeno. La produc- 
ción de pan destinada al consumo de la capital, Alcalá y Guadalajara es, 
pues, la que determinaba el uso del suelo. El viñedo se encontraba con- 
centrado fundamentalmente en los municipios de Alcalá, Meco, Yun- 
quera, Daganzo de Abajo y Torrejón. El sistema de cultivo que 
predominaba de forma absolutamente mayoritaria era el cultivo extensivo, 
en donde sólo en las tierras de primera calidad se realizaba bajo la prác- 
tica del barbecho semillado de leguminosas. 

Resulta evidente, pues, la importancia que tuvo la desamortización en 
esta zona, tanto la eclesiástica de Mendizábal como la civil de Madoz, que 
transformaron radicalmente la estructura agraria del este provincial. Sobre 
todo en lo referente al cambio de titularidad de la propiedad de la tierra, 
con la irrupción de la burguesía urbana madrileña como gran propietaria 
agraria, y el ascenso social y económico de los campesinos acomodados y 
cargos públicos de la zona convertidos en importantes terratenientes lo- 
cales. A ello se unen los cambios en la extensión de la superficie cultivada 
y de los usos del suelo, con la ampliación del viñedo. 

Las transformaciones agrarias trajeron consigo la alteración del entra- 
mado social en el territorio oriental de la provincia de Madrid. En primer 
lugar es de destacar, tal como ocurriera con el norte provincial, la con- 
centración de la propiedad en manos de un reducido grupo de compra- 
dores, siguiendo una tónica que es general para toda la provincia. El 12,2 
por 100 de los compradores conocidos acapararon el 62 por 100 de la 
superficie desamortizada. La principal beneficiaria fue la burguesía urbana 
madrileña, que se convierte en uno de los principales grupos terratenientes 
del país. Destacan en la zona Vicente Bertrán de Lis, en Alcalá (con 1.782 
fanegas adquiridas entre las dos desamortizaciones); la marquesa de Cas- 
telvecchio y el marqués de Morante, en Alcalá; la familia Pignatelli, ori- 
ginaria de Aragón, en Torrejón; la familia Garcini, en Paracuellos; José 
Arpa, originario de Alcalá, pero residente en Madrid; Antonio Collantes, 
en Paracuellos, con 2.731 fanegas; Ramón Pasarín y Lastra, diputado por 
Pastrana y propietario de 981 fanegas en esta localidad; Juan Manuel de 
Manzanedo, en San Fernando de Henares, son algunos de los casos más 
sobresalientes. Como era de esperar, el segundo grupo beneficiario estaba 
constituido por los campesinos acomodados a los que hemos hecho refe- 
rencia anteriormente, que con la desamortización se convertirán en im- 
portantes terratenientes locales. Son los casos de las familias Azaña, 
Casado, Caterineu, Huerta, en Alcalá de Henares; los Ahijar y los Godín, 
en Daganzo; los Sanz, los Lucas, los Larrazábal y los Alonso Gasco, en 
Meco. Grupo social de procedencia diversa, pero que a partir de estas 
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fechas encuentra coherencia en su papel preeminente en la sociedad rural, 
conformando una nueva elite de poder local, que reforzará su control me- 
diante una política de entronque matrimonial entre las distintas familias 
que la componen, y el monopolio del poder municipal, donde ostentarán 
de manera continuada la alcaldía de sus respectivos municipios. 

El sureste del territorio, que comprende los municipios de Arganda, 
Chinchón, Campo Real, Colmenar de Oreja, Morata de Tajuña, Perales 
de Tajuña, San Martín de la Vega, Valdelaguna y Villaconejos, situados 
en la vega del Tajuña, se caracterizaba por ser la principal zona vitiviní- 
cola de la provincia. La producción de vino común destinada al consumo 
de la capital va a definir el paisaje agrario de la zona, en la que no faltan 
el cereal y el olivar, así como la huerta en virtud de la abundancia de 
agua. La propiedad eclesiástica era considerable, debido a la enorme ex- 
pansión del patrimonio del Arzobispado de Toledo. La propiedad nobiliar 
encontraba en Chinchón su máximo exponente, en donde los condes de 
Chinchón tenían sus más importantes propiedades en la provincia. La pro- 
piedad comunal tenía en la zona notable importancia, rondando entre el 
10 y el 25 por 100 de la superficie. Por consiguiente, también aquí el 
proceso desamortizador alteró sustancialmente el tejido social y econó- 
mico. En el caso de Arganda del Rey, la desamortización de Mendizábal 
alcanzó importantes dimensiones. La venta de nueve fincas por un valor 
nominal de 2.506.000 reales, de las cuales ocho contenían 184.150 cepas 
de vid, 2.397 olivos y 14.008 marras, además de varias casas de labor y 
eras, es prueba de ello. Sus compradores fueron personas ajenas a la lo- 
calidad, miembros de la burguesía urbana madrileña y, sólo en un lugar 
muy secundario, campesinos acomodados del término, incapaces de pujar 
por las grandes fincas subastadas, viéndose obligados a esperar a la desa- 
mortización de Madoz para incrementar sus propiedades y transformarse 
así en una auténtica elite de poder local. En Chinchón, una familia, los 
Ortiz de Zárate, hidalgos originarios de Navarra, gozaban de una posición 
de privilegio en la comarca desde finales del siglo XVIII, posición que no 
harán sino reforzar a lo largo de la centuria anterior, ejerciendo el control 
del poder político en la zona, como demuestra el hecho de la presentación 
de Joaquín Ortiz de Zárate a diputado provincial en las elecciones de 1865 
y la presencia de varios miembros de la familia como secretarios escruta- 
dores de la Junta Electoral de la zona, poniendo de manifiesto el control 
político y social de esta elite de carácter comarcal —en este caso no sería 
simplemente local— en función de su posición de importantes terratenien- 
tes agrarios. En la misma localidad, los Carretero, campesinos acomoda- 
dos a principios del siglo, se sirvieron de las desamortizaciones de 
Mendizábal y Madoz para convertirse en los más importantes terratenien- 
tes locales a continuación de los Ortiz de Zárate; su continuada presencia 
en la corporación municipal a lo largo del siglo no hace sino confirmar su 
ascenso social en la localidad y su control del poder político y social. 

Conviene realizar una apreciación sobre el sistema agrario dominante 
en la zona. El hecho de que fuese la médula vitivinícola de la provincia y 
su cercanía al gran mercado consumidor de la capital explican el acen- 
tuado interés de la burguesía urbana madrileña por la compra de bienes 
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nacionales en la zona, hasta el punto de acaparar las subastas en Arganda 
dedicadas al viñedo. La adquisición de varias casas-bodega junto a las 
fincas nos informan de la constitución de un sistema vitivinícola, que ade- 
más de la producción propia tiende a controlar la comercialización del 
vino en la zona, combinando la producción directa con el arrendamiento 
de sus tierras y la compra de las cosechas a los vecinos de la localidad; 
su capacidad de almacenaje y de elaboración del vino, así como el domi- 
nio de las espitas del crédito rural, en esta época exclusivamente articu- 
lado en torno al préstamo privado, garantizaban su hegemonía en la 
comercialización de la producción de vino de la comarca, realizándose 
importantes plusvalías a partir de la segunda mitad del siglo; además de 
constituirse en un excelente mecanismo de influencia social y control po- 
lítico, este último básico en las relaciones sociales que toman asiento en 
el campo español durante el siglo XIX; nos referimos, por supuesto, al 
fenómeno del caciquismo. 

Por último, en este esbozo de la realidad social y económica de la 
provincia durante el siglo xIx, nos resta hablar del suroeste provincial. El 
cultivo extensivo del cereal de secano era hegemónico en la zona. La su- 
perficie dedicada al mismo sobrepasaba el 90 por 100 del total cultivado. 
Conforme nos acerquemos al noroeste provincial, una vez atravesado el 
camino hacia Extremadura, el monte bajo será cada vez más importante, 
dada su proximidad al sistema montañoso de la sierra madrileña. La mala 
calidad de muchas de las tierras subastadas en la zona hicieron difícil su 
remate, quedando en muchas ocasiones «sin postor». En Getafe, Salvador 
Merlo, Esteban Pingarrón y Francisco Villalón fueron los mayores com- 
pradores de tierras durante la desamortización de Madoz; su bajo precio 
en el remate nos indica tanto la escasa dimensión de las fincas subastadas 
como la mala calidad de las tierras en general. En Navalcarnero, la de- 
samortización de Mendizábal fue aprovechada por cuatro personas: An- 
tonio Carriles, José Velasco, Pedro García y José María Monreal. Las 
ventas de tierras fueron mucho más importantes en la desamortización de 
Madoz, en donde junto a dos intermediarios madrileños, Manuel N. Za- 
mora y José García Biescas, que acapararon numerosas tierras subastadas, 
participaron activamente otros vecinos de la localidad como Carlos Grasi 
y Martín Ureña. Mientras en Arroyomolinos José Máximo Pérez se hacía 
con la mayoría de los propios del término municipal, y en Leganés, Ilde- 
fonso Braña, Luis Fernández e Ildefonso Madrid aparecían como los ma- 
yores compradores de la localidad. En Parla, las compras de bienes 
procedentes de la desamortización de Mendizábal fueron acaparadas por 
Epifanio Esteban, que compra por valor de 316.000 reales, convirtiéndose 
en uno de los más importantes propietarios de la comarca (compra en 
Parla, Casarrubuelos y Cubas), y la familia Bermejo adquiere tres fincas 
por valor de 246.000 reales en la localidad, patrimonio rural que conti- 
nuaron incrementando en época de Madoz, hasta convertirse en los prin- 
cipales terratenientes del municipio. Otras familias que participaron en la 
desamortización de Madoz son los Asenjo, los Alonso, los Bello, los Hur- 
tado, los Sacristán y los Ocaña. 

Recapitulando sobre lo escrito, podríamos concluir que durante el 
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siglo XIx se asiste a un profunda transformación de la estructura agraria 
de la provincia. El proceso desamortizador supuso, además del cambio de 
titularidad en la propiedad de la tierra de miles de hectáreas, la desarti- 
culación de las economías rurales tradicionales procedentes del Antiguo 
Régimen y la formación de una nueva elite de poder local, sustentada en 
los terratenientes locales forjados al calor de las ventas de bienes nacio- 
nales. En efecto, la venta de los bienes de la Iglesia, la identificación del 
señorío jurisdiccional con la propiedad de la tierra y, sobre todo, la venta 
de los bienes de Propios y Comunes, así como los procedentes de la Be- 
neficencia, esquebrajaron la base sobre la que se sustentaba la economía 
rural en la provincia. Los nuevos propietarios optaron por la explotación 
directa de las tierras mediante jornaleros, o por el arrendamiento de las 
fincas a corto plazo con una mayor presión sobre el arrendatario en la 
búsqueda de una renta creciente, a través del pago en metálico o en es- 
pecie si controlaban los circuitos de comercialización. De esta forma, la 
presión sobre el campesinado no propietario se incrementó notablemente 
durante el siglo xIX. La transformación del señorío en propiedad provocó 
no sólo la expropiación de la tierra al campesinado afectado, sino también 
la elevación de las cargas que tenían que satisfacer a los antiguos señores. 
En el caso de los nuevos propietarios de las fincas desamortizadas, la 
burguesía urbana madrileña debió elevar considerablemente la presión so- 
bre el campesinado al buscar una segura renta agraria; mientras que los 
terratenientes locales o bien optaron por explotar directamente sus nuevas 
propiedades, transformando a los campesinos en simples jornaleros, o in- 
crementaron sustancialmente las contratas de arrendamiento al ejercer un 
control directo sobre sus propiedades. Finalmente, la venta de los bienes 
de Propios y Comunes privó al campesinado no propietario de una fuente 
complementaria de ingresos esencial para sus frágiles economías de sub- 
sistencia. Se explica así el estancamiento de la población en la provincia, 
en franco contraste con el crecimiento demográfico continuado de la ca- 
pital durante el siglo. El campesinado no propietario, transformado ahora 
en jornalero o simple arrendatario, cortadas sus fuentes tradicionales de 
ingresos suplementarios, vio empeorar su situación o simple y llanamente 
se vio obligado a emigrar a la capital en busca de un mísero sustento, 
engrosando las filas de los jornaleros urbanos o de los mendigos y demás 
gentes del mal vivir que poblaban las calles de la Villa y Corte. 

Las transformaciones en la estructura de la propiedad de la tierra y en 
estructura social del campo madrileño acaecidas entre 1834 y 1876 se man- 
tendrán constantes a lo largo de la Restauración, sobrepasando la divisoria 
de los años treinta, adentrándose en los primeros lustros de la dictadura 
franquista hasta el desarrollo industrial registrado por Madrid a partir del 
Plan de Estabilización de 1959. Sólo en aquellos municipios próximos a la 
capital como Barajas, Canillas, Canillejas, Carabanchel Alto y Bajo, Cha- 
martín, Fuencarral, Hortaleza, Vallecas, Vicálvaro o Villaverde, la situa- 
ción experimentó transformaciones sustanciales antes de esa fecha. Las 
razones de estas alteraciones vienen determinadas por el propio hecho de 
su proximidad a Madrid, el crecimiento de la capital terminó por incor- 
porarlos al extrarradio de la misma, lugar de expansión del crecimiento 
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de la población y de localización industrial 'durante el primer despegue 
fabril de Madrid registrado en el primer tercio del siglo xx. Las expecta- 
tivas creadas por un próximo cambio de usos del suelo condujeron a sus 
propietarios a abandonar el cultivo de la tierra en espera de su conversión 
en suelo edificable o industrial. En el caso de Villaverde su posición es- 
tratégica en los primeros tendidos ferroviarios de Madrid, el ferrocarril 
Madrid-Aranjuez y el Madrid-Extremadura, favoreció la pronta instalación 
de industrias metalúrgicas ligadas al mismo, tales como los talleres de re- 
paración de la Sociedad de los Ferrocarriles de Madrid a Cáceres y a Por- 
tugal y del Oeste de España. Por otra parte, el tendido ferroviario hizo 
que se transformasen en fábricas antiguos tejares como la cerámica Norah 
y la María Paz-nueva cerámica, amén de la ubicación de otras manufac- 
turas: tres constructoras de carros, dos fábricas de harinas, cuatro herre- 
rías y una fábrica de electricidad, todas ellas antes de que finalizase el 


siglo. 


MADRID, POLO DE ATRACCIÓN DE LA INTELECTUALIDAD 
ESPAÑOLA 


Hablar de cultura en Madrid, en buena medida significa hablar de la 
cultura española y no madrileña exclusivamente. En efecto, la instalación 
de la capital en Madrid, y con ella la radicación en la ciudad de la Corte 
y de las principales casas nobiliarias, hicieron pronto de la villa lugar de 
peregrinación obligada para todo aquel que pretendiera triunfar en el 
mundo de las letras y de las artes. Escritores de la categoría de Quevedo, 
Lope de Vega o Góngora, por citar algunos nombres representativos de 
las letras españolas, o pintores como Velázquez o Ribera, encontraron en 
la capital el acomodo y el mecenazgo necesario para producir sus obras. 
Sin embargo, y salvo raras excepciones, la residencia en Madrid no signi- 
ficó que sus obras puedan catalogarse como estrictamente madrileñas, en 
el sentido de inspirarse o reflejar la vida y costumbres de la ciudad; en 
general será la Corte y no Madrid el motivo que les lleve a hacer correr 
la pluma o deslizar el pincel sobre el papel o las telas. 

Con la llegada del siglo xIx se aprecia un cambio en la consideración 
de Madrid como tema literario y pictórico, cuya ejemplificación más ex- 
celsa la encontramos en la obra de Goya, donde Madrid, sus gentes, sus 
costumbres y los acontecimientos que se sucedieron en él adquieren cate- 
goría propia en su pintura, se convierten en objeto de algunas de sus más 
logradas obras. Será, sin embargo, en el plano literario donde este cambio 
adquiera mayor resonancia, desde los artículos de Larra al costumbrismo 
de Mesonero Romanos, pasando por la denominada literatura popular, 
Madrid se erige en protagonista literario. 

Hablar, por tanto, de cultura en Madrid no deja de ser un ejercicio 
problemático, en la medida que la ciudad conjuga la doble naturaleza de 
centro urbano y capital del Estado. De tal modo que la producción cul- 
tural está mediatizada por este doble hecho. 

En el campo de las instituciones oficiales, Academias y Universidad, 
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Madrid es la cúspide de la carrera profesional y académica. La propia 
estructuración piramidal de la Universidad liberal desde la Ley Moyano 
de 1857 no hizo sino sancionar una tendencia que encontraba sus antece- 
dentes en el traslado de la Universidad Complutense desde Alcalá de He- 
nares a la capital dos decenios antes. El propio nombre de Universidad 
Central es todo un síntoma de lo que decimos. Como han estudiado Ma- 
riano Peset, José Luis Peset y Elena Hernández Sandoica, la Universidad 
Central es la meta de todo aquel que quiere triunfar tanto política como 
académicamente; su monopolio de las cátedras de Doctorado y la misma 
expedición de este título reflejan esta situación de claro predominio. Por 
otra parte, la cátedra en Madrid se convirtió en un continuado mercadeo 
de prebendas con lo que el sistema político premiaba los servicios presta- 
dos hasta bien entrado el presente siglo. 

El carácter oficial de la Universidad de Madrid provocó su encorseta- 
miento ideológico con el advenimiento de la Restauración. La separación 
de las cátedras por motivos políticos, las famosas Cuestiones Universita- 
rias, en las personas de Giner de los Ríos, Gumersindo de Azcárate y 
Nicolás Salmerón, alejaron de las aulas universitarias a algunas de las más 
renombradas figuras de la cultura española del momento, generando la 
conciencia en un amplio sector renovador de la imposibilidad de abrir las 
puertas a las nuevas corrientes de pensamiento desde la Universidad. Sur- 
gió así la iniciativa de la Institución Libre de Enseñanza bajo el impulso 
y la inspiración de Giner de los Ríos, que, imbuido del espíritu krausista 
introducido por Sanz del Río, trataba de renovar el sofocante y estrecho 
marco en el que se desarrollaba la enseñanza en nuestro país. Su funda- 
ción en 1876 pretendía presentar una alternativa a la anquilosada ense- 
ñanza universitaria. Con el retorno a las cátedras de los profesores 
afectados por la Segunda Cuestión Universitaria en 1881, la Institución 
volcó sus esfuerzos prácticos en la renovación de la primera y segunda 
enseñanza; desde el Museo Pedagógico de Albareda en 1882 al Instituto- 
Escuela de Alba en 1918, la Institución protagonizó los más importantes 
esfuerzos para el remozamiento del panorama académico. Con ser esta 
una labor ingente, que encontró posterior continuación en la Junta para 
Ampliación de Estudios e Investigaciones Científicas, fundada en 1907 
por Amalio Jimeno, el Centro de Estudios Históricos y la Residencia 
de Estudiantes fundada en 1910 por Jiménez Fraud, o en los organismos 
de la propia administración pública como la Dirección General de Pri- 
mera Enseñanza o la Escuela Superior de Magisterio; la labor de la 
Institución no se paró aquí, su influencia excedió con mucho los límites 
del marco educativo, impregnando al conjunto de la cultura española, 
a través de las actividades que como entidad cultural desarrolló, de tal 
manera que el espíritu institucionista alcanzó a buena parte de la flor y 
nata de lo que sería la intelectualidad española del primer tercio del 
siglo xx, donde Madrid actuaba como referente de obligado paso y pe- 
regrinación. 

En el terreno de la instrucción de las clases populares madrileñas, la 
actividad desarrollada desde la segunda mitad del siglo XIX fue numerosa. 
Las iniciativas que surgieron estuvieron inspiradas por muy diversas insti- 
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tuciones y movimientos, que abarcaban desde el catolicismo social al so-" 
cialismo pasando por las de la propia Institución. El Fomento de las Artes 
desde 1859; fue la iniciativa señera en este campo continuador de la Ve- 
lada de Artistas, Artesanos, Labradores y Jornaleros, fundado en 1847, 
impregnado de la ideología social del primer obrerismo democrático y de 
los postulados del socialismo utópico, se propuso como objetivo elevar el 
nivel cultural de los trabajadores madrileños como instrumento necesario 
para la liberación de los mismos. Desde 1876 se transformó en un centro 
de enseñanza primaria y profesional, que no descuidó su vertiente cultural 
a través de los ciclos de conferencias y la organización de exposiciones 
industriales, entre las que destacaron la de Artes y Manufacturas de 1883 

o el Primer Congreso Nacional Pedagógico de 1882; en esta nueva etapa 
sus planteamientos se abrieron hacia nuevas áreas, pasando a un segundo 

plano su inicial obrerismo. Desde el campo del catolicismo merecen des- 

tacarse la Real Asociación de Escuelas gratuitas dominicales, surgida en 

1857; la Asociación Católica de Señoras de Madrid y la Asociación protec- 

tora de Artesanos Jóvenes, fundadas en 1870, entre otras, en las que junto 

a una formación básica, consistente en enseñar a leer, escribir y las cuatro 

reglas, se conjugaba con una labor de proselitimo religioso que contra- 

rrestase la naciente influencia de las corrientes obreristas presentes en Ma- 

drid. Con el asentamiento del socialismo en Madrid, la labor de 

instrucción impulsada desde la Casa del Pueblo y las agrupaciones ugetis- 

tas dio un salto cualitativo con la fundación en 1911 de la Escuela Nueva, 

por Manuel Núñez Arenas, que desempeñó un papel de primer orden en 

el acercamiento y posterior incorporación de numerosos intelectuales a las 

filas del socialismo, a la par que desarrollaba una importantísima labor 

cultural en el Madrid del primer tercio del presente siglo. 

Dentro del panorama cultural de la época brilló con luz propia la ac- 
tividad del Ateneo de Madrid, como ha estudiado Francisco Villacorta, 
cuyos orígenes se remontan a la temprana fecha de 1836. Nacido bajo la 
égida de la revolución liberal, en su primera etapa cumplió un destacado 
lugar en la introducción de las nuevas corrientes del pensamiento europeo. 
Asentado como una de las principales instituciones culturales del Madrid 
decimonónico, su intensa actividad a caballo entre la disertación científica, 
la erudicción académica y la reflexión política, las salas y biblioteca del 
nuevo edificio inaugurado en la calle del Prado en 1884, constituyeron un 
punto de encuentro fundamental de la creación literaria y artística, a la 
par que espacio acogedor de la bohemia cultural. Su tradición afecta al 
liberalismo, en su vertiente progresista y republicana desde el Sexenio, 
hizo de él punto de encuentro de la contestación cultural al sistema de la 
Restauración. Los intentos de transformarlo en una Universidad paralela 
apuntados por Giner en 1865 y ratificados por Labra en 1878 no llegaron 
a fructificar, aunque la Escuela de Estudios Superiores del Ateneo, que 
funcionó entre 1896 y 1907 a iniciativa de Segismundo Moret, realizó una 
labor esencial en la difusión de las corrientes científicas internacionales en 
boga, tanto de positivismo como de evolucionismo. En los años ochenta 
la actividad del Ateneo registró una reorientación, cobrando mayor pu- 
janza la proyección cultural hacia el exterior de sus muros, a través de la 
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multiplicación de las conferencias divulgativas y de la acogida en su seno 
a todo tipo de reuniones y congresos de la más diversa índole. La reso- 
nancia de tales actividades en la prensa de la época acrecentó notable- 
mente el número de sus socios y atrajo cada vez más la atención del 
mundo intelectual. Con el cambio de siglo, y especialmente durante la 
secretaría de Azaña entre 1912 y 1921, el Ateneo se convirtió en el centro 
de reunión de los descontentos con el régimen, acogiendo a los intelectua- 
les que desde posiciones regeneracionistas evolucionaron, ante la imposi- 
bilidad de renovación interna del sistema de la Restauración, hacia 
posturas de franca ruptura con el mismo, hasta su intervención guberna- 
tiva con la llegada de Primo de Rivera al poder. 

La atracción que ejercía Madrid sobre los que querían triunfar en el 
mundo de las letras era irresistible. Conforme avance el siglo xIX esta 
tendencia no hará sino acentuarse. A Madrid se viene a triunfar, a buscar 
el reconocimiento, la fama y un público lector, entre tanto se subsiste 
precariamente merced a las colaboraciones en los cada vez más numerosos 
medios de prensa. Las páginas de El Imparcial, bajo la dirección de Or- 
tega y Munilla; El Liberal o posteriormente El Sol, por citar algunos pe- 
riódicos madrileños, la colaboración en alguna revista como La Revista 
Nueva, Germinal, Alma Española o Europa, más tarde España, La 
Pluma, Revista de Occidente, etc., sirvieron de primeras tribunas en las 
que iniciarse en el oficio de la pluma O para darse a conocer, así como 
un ingreso suplementario en sus generalmente maltrechas economías. El 
florecimiento de las tertulias en los cafés como introducción en los círculos 
culturales madrileños constituía una inapreciable escuela en la que se en- 
traba en contacto con las más diversas corrientes de pensamiento y artís- 
ticas, a la par que se pasaban las largas horas de la tarde bajo techo, al 
amparo de un café o un vaso de leche antes de retornar a las frías y 
destartaladas habitaciones de las tristes pensiones madrileñas. 

Así pues, Madrid, desde la segunda mitad del xIx, se constituyó en el 
polo de atracción de la cultura española, hasta llegar a ser con el cambio 
de siglo la capital cultural de España, sin menoscabo de la importante 
actividad que en este terreno desempeñó Barcelona, cuna del moder- 
nismo. El peregrinaje a Madrid en muchos casos se convierte en estancia 
definitiva: Galdós, Baroja o Azorín, por citar algunos ejemplos, aunque 
no siempre ocurrió así: Unamuno retornó a Salamanca huyendo de la, a 
su consideración, fatuidad de la vida capitalina; Machado fue a Soria a 
ocupar su cátedra de francés. 

Con la llegada del nuevo siglo aparece la figura del intelectual ínti- 
mamente ligado a Madrid. Dos son los acontecimientos que marcan su 
nacimiento: la solidaridad con los procesados en Montjuich y el desenca- 
denamiento de la primera guerra mundial. Las aspiraciones renovadoras 
plasmadas en la Institución Libre de Enseñanza encontraron un aldabo- 
nazo en el desastre del 98, que con las reacciones al proceso de Montjuich 
hacen que escritores, periodistas, abogados, etc., den un paso más allá de 
la mera crítica de los males del país; surge la necesidad del compromiso. 
Compromiso con la renovación y regeneración de España, en la que ellos 
como intelectuales se encuentran llamados a jugar un papel de primer 
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orden. Es en estos momentos cuando se produce el acercamiento al re- 
cientemente constituido movimiento obrero, en unos casos de manera cir- 
cunstancial, como Unamuno y Ortega y Gasset; en otros de manera 
permanente, como Besteiro, Fernando de los Ríos o Araquistain. En Ma- 
drid se encuentra el Poder, el político y el económico, pero también el 
cultural; en él está la cúspide del Saber: tanto oficial, la Universidad Cen- 
tral y las Academias, como crítico, la Institución, el Ateneo... Además, 
es el lugar donde se concentran las editoriales y los grandes diarios, y la 
naciente opinión pública tiene en la capital su principal acomodo. No es 
extraño, pues, que Madrid se constituya en el más importante foco de la 
intelectualidad española; aquí se dan cita los principales instrumentos del 
poder intelectual. 

En Madrid los intelectuales encuentran todos los órganos, todos los 
atributos del poder intelectual: un periódico, una editorial, una cátedra, 
una tribuna, una crónica, todo aquello que, al favorecer la publicidad de 
su pensamiento, parece otorgarles cierto protagonismo. Es decir, la posi- 
bilidad, la necesidad o la ilusión de tener un público y de hablar por fin 
en nombre del pueblo legitimador, como ha señalado Paul Aubert. 

En la capital se hallan los elementos que dan razón de ser al intelec- 
tual, que toma carta de naturaleza en su actuación política. La palabra se 
convierte en un contrapoder, que encuentra su fuerza en la elaboración 
de un discurso en el que se reconocen como grupo coherente, cuya arti- 
culación se traduce en la construcción de una alternativa política y cuya 
legitimación descansa en el pueblo al que se pretende liberar mediante la 
reforma de la sociedad. De esta manera, la crítica se transforma en opo- 
sición política, que en el caso de Ortega desemboca en su aspiración a 
crear un partido de la intelectualidad, cuya manifestación más aproximada 
se encuentra en la Alianza al Servicio de la República, constituida el 10 
de febrero de 1931. 

El desenlace de la guerra civil significó la desarticulación de la brillante 
cultura española. El exilio exterior, la cárcel y el exilio interior fueron el 
amargo destino de varias de las más esplendorosas generaciones que nues- 
tro país ha tenido en el campo de la cultura. Los que quedaron fueron 
condenados al silencio, bien mediante su encarcelamiento, como Buero 
Vallejo o Miguel Hernández, o al exilio interior. España se convirtió en 
un auténtico páramo intelectual, en palabras de José Luis Abellán. Es 
cierto que hubo algunos intelectuales que se pasaron con armas y bagajes 
a las filas del bando vencedor, bien por convencimiento, como Pemán o 
el marqués de Lozoya, bien por oportunismo, como Jacinto Benavente. 
Sin embargo, el rígido encorsetamiento cultural y el férreo encuadra- 
miento ideológico hacían difícil la creación cultural. En Madrid, revistas 
como Vértice, El Español, La Estafeta Literaria, Escorial, controladas por 
la Falange, y Arbor desde parámetros nacional-católicos, concentraron las 
plumas de los intelectuales afectos al nuevo Estado, los Giménez Caba- 
llero, Sánchez Mazas, Edgar Neville, Eduardo Aunós, Ridruejo, Foxá, 
Rosales, Menéndez Pidal, Zubiri, Laín Entralgo, etc. 

La disidencia no tardaría en llegar, no sólo desde el bando de los 
vencidos, como la Historia de una escalera, de Buero, o El Jarama, de 
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Sánchez Ferlosio, sino también desde las propias filas del bando vencedor, 
en el que la publicación de La Familia de Pascual Duarte en 1942 y La 
colmena en 1951 —prohibida en España— por Camilo José Cela marcan 
un hito, que pronto sería seguido por Hijos de la ira, de Dámaso Alonso, 
en el terreno poético. La disidencia se fue ampliando tímida y lentamente. 
Laín publicaba en 1948 España como problema, la fundación de la revista 
Insula en 1946 iba en la misma dirección. La disidencia se convierte en 
crisis con los acontecimientos de 1956, que significan la ruptura con el 
régimen de numerosos intelectuales, procedentes originariamente de las 
filas vencedoras, la salida del Ministerio de Educación de Ruiz-Giménez, 
las posturas de Dionisio Ridruejo, Laín Entralgo, entre otros, señalan una 
nueva etapa. De la ruptura con el régimen se pasará sin solución de con- 
tinuidad a la oposición al mismo, en el que las revistas Cuadernos para el 
Diálogo y Triunfo actuaron como faros de la oposición y aglutinadoras de 
la intelectualidad democrática. Se revela así en toda su magnitud la crisis 
de hegemonía de la dictadura, incapaz de ofrecer un marco adecuado para 
el desarrollo de la cultura; el aislamiento cultural del régimen es desolador 
y anticipa su imposibilidad de continuación después de desaparecido 
Franco. 


MADRID DURANTE EL PRIMER TERCIO DEL SIGLO XX 


La ciudad de Madrid entra en el siglo xx con alguna de sus caracterís- 
ticas actuales francamente apuntaladas, y que en el período 1900-1936 no 
hace más que confirmar. Ya es capital del capital español desde mediados 
de la anterior centuria, y no sólo por los servicios financieros que produce, 
sino sobre todo por el elevado porcentaje de la renta nacional que los 
actores de la economía de la capital —léase nobleza y alta burguesía— 
canalizan hacia Madrid. Igualmente Madrid es el centro político por ex- 
celencia, lugar de residencia de los organismos medulares del Estado y 
centro vital en la toma de decisiones, en un esquema de fuerte impronta 
centralizadora contrarrestada por las resistencias de los nacionalismos 
emergentes. Asimismo, Madrid ya se ha transformado en el primer centro 
cultural del país, más que por su pujanza creadora interna, por la propia 
lógica del fenómeno de la capitalidad, que crea el caldo de cultivo sufi- 
ciente para que germine la figura del intelectual, cuya implicación en la 
escena política y social se incrementará conforme se acentúe la escleroti- 
zación del sistema de la Restauración. 

A lo largo del siglo xx, la ciudad va a sufrir un proceso radical de 
transformación, acelerado a partir de 1959. Hasta 1936, por poner como 
límite fronterizo la guerra civil, el proceso de cambio se perfila lento, 
lleno de altibajos, de flujos y reflujos que van configurando a Madrid 
como una metrópoli más moderna. No obstante, conviene no exagerar la 
profundidad de las transformaciones antes de nuestra guerra civil. Todavía 
a la altura de los años treinta Madrid conserva abundantes elementos re- 
siduales de etapas anteriores que combinan con los nuevos embriones de 
la sociedad industrial, en la plena acepción del término. Ya hemos tenido 
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ocasión en otro lugar de plantear esa especie de contradicción entre per- 
vivencia y cambio, que acompaña el transcurrir histórico madrileño en el 
primer tercio del siglo Xx: «en su demografía, en la configuración de su 
espacio urbano, en sus actividades industriales, mercantiles y financieras 
se dibuja el choque entre dos mundos contrastados, la ciudad semiarte- 
sana, gremial y popular que se resiste a morir, y la ciudad que camina 
hacia la industrialización y la segmentación en clases, no sólo social, sino 
también políticamente diferenciadas». En otras palabras, se asiste a la cri- 
sis de la vieja ciudad de los oficios y de los pequeños servicios, mientras 
la ciudad industrial pugna por abrirse camino en los intersticios urbanos, 
sociales y políticos. 

Desde el punto de vista demográfico, Madrid sigue el cambio de ten- 
dencia que se observa en el contexto de todo el país. Se abre una etapa 
en la que toma cuerpo un nuevo modelo demográfico, que rompe con el 
modelo tradicional reproducido durante el siglo XIX. Las tasas de defun- 
ción caen vertiginosamente, como ha puesto de manifiesto Antonio Fer- 
nández García: del 28 por 1.000 de 1905 pasa al 17,90 por 1.000 en 1930. 
Retroceso de la muerte, explicado por causas estructurales y por la desa- 
parición de la mortalidad epidémica, haciendo la salvedad de la crisis de 
gripe de 1918-20. Con un ritmo paralelo las tasas de natalidad descienden 
del 34 por 1.000 en 1900 al 28 por 1.000 de 1930. El desfase entre ambas 
tasas ejemplifica el enorme crecimiento vegetativo de este período. Sin 
embargo, el aumento de la población madrileña entre 1900 y 1930 se debe 
más al mantenimiento de la tradicional corriente inmigratoria que recibe 
la capital. Sólo así puede explicarse que los 539.835 habitantes de la ciu- 
dad a principios de siglo se transformaran en 952.832 habitantes a la altura 
de 1930. j 

Madrid recibió un total de 450.493 inmigrantes en este lapso de 
tiempo, algunos de los cuales sólo recalaron provisionalmente, como 
punto de partida para encontrar acomodo en las zonas de rápida expan- 
sión industrial. La procedencia geográfica de estos inmigrantes perfila un 
mapa similar al de decenios pretéritos si no fuera porque se deja entrever 
una mayor presencia de elementos procedentes de las provincias de la 
Meseta Sur y de Andalucía, que aunque minoritarios respecto de los pro- 
cedentes de Castilla-León, Asturias y Galicia, ya anuncian el cambio de 
origen geográfico, que alcanzará su máximo exponente a partir de 1959, 
con la crisis definitiva de la sociedad rural tradicional. En 1930 únicamente 
el 37 por 100 de los habitantes de la ciudad eran autóctonos. No es ex- 
traño, pues, que a Madrid cuadren acepciones líricas como rompeolas de 
todas las Españas o caracola del rumor hispano, como la calificó el escritor 
gallego Eduardo Blanco Amor. Pero el lirismo desaparece cuando se ana- 
lizan las consecuencias de la riada migratoria sobre el espacio urbano. En 
aquella ciudad del primer tercio del siglo xx se acelera un proceso ya 
apuntado en los últimos decenios de la anterior centuria: la diferenciación 
y segregación social del espacio urbano. Los proyectos de Ensanche ha- 
bían mudado de contenido su teoría inicial, provocando el caos, la espe- 
culación y la irracionalidad en la promoción del suelo urbano. Antes de 
que el Ensanche, planteado por Castro en 1860, se colmatara, habían sur- 
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gido en Madrid zonas de poblamiento popular más allá del mismo, sin 
ningún tipo de planeamiento: la Guindalera, Prosperidad, Tetuán, Puente 
de Vallecas, huérfanos de equipamiento e infraestructura. En cualquier 
caso, la segregación en vertical siguió predominando sobre la segregación 
en horizontal, dando lugar a una forma de convivencia social que, aunque 
se diluye, todavía mantiene firme la noción de pueblo. De todas formas, 
las clases más acomodadas tienden a ocupar los distritos de Centro, Con- 
greso, Buenavista, Hospicio y Palacio. Por el contrario, son zonas de asen- 
tamiento proletario los distritos de Universidad, Chamberí, Latina, 
Hospital e Inclusa, además de los nuevos barrios del extrarradio antes 
aludidos, en el que encuentran asiento los emigrantes, plasmándose en el 
espacio urbano la diferenciación social y política existente entre las clases 
trabajadoras madrileñas. Los distritos de la ciudad serán el lugar de resi- 
dencia de los trabajadores artesanos herederos de una cultura urbana. El 
extrarradio será ocupado por los nuevos inmigrantes, que surten las filas 
más bajas de los oficios madrileños: jornaleros, trabajadores no cualifica- 
dos, etc. Esta segregación espacial encontrará traducción en las respuestas 
políticas de las clases trabajadoras madrileñas: la influencia de los socia- 
listas se extenderá fundamentalmente dentro del casco madrileño; en los 
años treinta la penetración del anarcosindicalismo y de los comunistas en- 
contró un caldo de cultivo propicio en los barrios del extrarradio. 

El caos urbanístico era causa y consecuencia de la falta de planea- 
miento, y esto a su vez repercutía en la especulación del suelo y alto coste 
de la vivienda. Como consecuencia, el tema de las viviendas pasó a ocupar 
un primer plano de debate y polémica, a la par que las organizaciones 
obreras lo incorporaron a su discurso reivindicativo. Desde el primer de- 
cenio del siglo resulta cada vez más necesaria una decidida intervención 
del Ayuntamiento que pusiera orden en el entramado urbano. Era preciso 
un plan general que tuviera en cuenta tanto la dinámica del viejo casco y 
del Ensanche planeado por Castro como las nuevas realidades surgidas en 
el extrarradio; es decir, era preciso un plan conjunto que integrase estas 
tres estructuras urbanas. Un primer paso todavía insuficiente corresponde 
al proyecto de Núñez Granes de 1911, suficientemente criticado por su 
falta de visión integradora. Habrá que esperar al decenio de los años 
veinte para que surjan los primeros intentos de un plan general para Ma- 
drid. Entre tanto, la ley de casas baratas de 1921 se convierte en el primer 
ensayo de resolución del acuciante problema de la vivienda popular, o sea, 
el ordenamiento para la construcción de barriadas económicas, diseñadas 
en teoría como ciudades satélites autónomas en lo referente a sus propios 
servicios colectivos, y siempre buscando la proximidad a las grandes arte- 
rias de comunicación o a los grandes centros de trabajo. De todas formas, 
esta ley no solucionaba el problema de la urbanización del extrarradio. 
A principios de 1922 en el Ayuntamiento madrileño se presentó un «In- 
forme propuesta de un plan general de extensión de Madrid y su distri- 
bución en zonas», elaborado por los arquitectos José López Salabarry, 
Pablo Aranda Sánchez, José Lorite y Juan García Cascales, que final- 
mente no supuso más que una importante aportación teórica a la cuestión 
del urbanismo, sin ninguna concreción práctica. Después de un denso pro- 
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ceso de recogida de datos sobre el estado de la ciudad y su zona de in- 
fluencia, en junio de 1929 fue elaborada la Información sobre la ciudad, 
publicada por el Ayuntamiento. Para empezar, tengamos en cuenta dos 
consideraciones: en primer lugar, Madrid era algo más que un municipio, 
es decir, cualquier reordenación del espacio urbano pasaba necesariamente 
por una acción concertada con los municipios vecinos directamente vincula- 
dos a la capital; en segundo lugar, resultaba palpable que cualquier esfuerzo 
de reordenación superaría las disponibilidades económicas de la hacienda mu- 
nicipal, por lo que se hacía necesaria la participación del Estado. 

El 26 de junio de 1929 se convocó el Concurso Internacional de or- 
denación de Madrid. El 30 de diciembre de 1930 fue elegido el proyecto 
firmado conjuntamente por Secundino Zuazo y el profesor Hermann Jan- 
sen, de nacionalidad alemana, que dejará una impronta imborrable en la 
futura planificación urbana madrileña. Zuazo y Jansen plantean el pro- 
blema de la ciudad desde una comprensión global en la que son tomados 
en consideración dos elementos directrices: la centralidad de Madrid como 
capital y nudo de comunicaciones, y la ordenación del territorio más allá 
de los límites municipales, con el fin de proceder a una estructuración 
racional de la extensión de la ciudad. Respecto de la primera cuestión, el 
plan Zuazo-Jansen la resuelve mediante la intensificación de la función 
simbólica del eje norte-sur, por el que se ponen en relación los diferentes 
componentes históricos de la ciudad —casco, ensanche, extrarradio y ex- 
tensión— con su carácter de unión de las carreteras del norte y del sur 
del país. El trazado propuesto por Zuazo-Jansen parte del encuentro de 
la carretera de Alcobendas con la Castallena, en donde estaba el Hipó- 
dromo (Nuevos Ministerios), hasta su unión con el cruce de Bravo Murillo 
con la carretera de Maudes, y desde aquí trazando su enlace con Fuen- 
carral. Respecto de la segunda cuestión, la ordenación de la extensión de 
la ciudad es resuelta mediante un plan general articulado en torno al tra- 
zado radial, delimitado por un cinturón verde que rodea la zona de exten- 
sión; mientras que el trazado radial del viario establece la conexión de la 
ciudad con el extrarradio existente, delineando el futuro crecimiento de la 
capital alrededor de las vías así planificadas. En el interior de la ciudad 
el plan contempla dos objetivos: la descentralización del casco urbano y 
el saneamiento de los distritos insalubres, todo ello enmarcado en una 
concepción bastante avanzada de la planificación urbana no exenta de con- 
tradicciones, al intentar conjugar la actuación municipal sobre el suelo, a 
fin de evitar la especulación del mismo, con la irrupción de capitales pri- 
vados. Para ello se plantea la edificación en vertical como forma de ren- 
tabilizar la inversión, en forma de bloques paralelos, manifestándose 
contrario a la vivienda unifamiliar por la escasa rentabilidad del suelo y 
los altos costes relativos de edificación y mantenimiento. 

La propia globalidad de la intervención urbanística del Plan Zuazo- 
Jansen se convirtió en su principal obstáculo para materializarlo, las con- 
vulsiones políticas que atravesó nuestro país durante los años treinta, 
unido a las dificultades presupuestarias existentes, con motivo de la crisis 
económica, actuaron de rémora a la hora de abordar tan ambicioso pro- 
yecto; finalmente la guerra civil terminó por imposibilitar su desarrollo. 
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De tal manera que en los años de la II República sólo fueron puestos en 
marcha algunos aspectos parciales del mismo, en concreto, la reforma de 
la Castellana, que sentó las bases para la posterior estructuración del eje 
norte-sur, y los enlaces ferroviarios entre el norte y la estación Sur (actual 
Atocha). Fue Indalecio Prieto el principal impulsor de estas reformas 
cuando ocupó la cartera de Obras Públicas. En 1932, Prieto creaba el 
Gabinete Técnico de Accesos y Extrarradio, encargado de analizar las 
propuestas contenidas en el Plan Zuazo-Jansen. Un año después se aprobó 
el proyecto de prolongación de la Castellana y de los Nuevos Ministerios 
y la primera propuesta para la estructuración ferroviaria de Madrid. Al 
frente del Gabinete se encontraba Secundino Zuazo, que en 1934 presentó 
su Plan Comarcal de Madrid, su última gran actuación de planificación del 
territorio madrileño, ya que desde 1934 quedó relegado de las funciones 
ejecutivas. Con el estallido de la guerra civil cualquier plan de ordenación 
urbana tenía que relacionarse necesariamente con el hecho de la destruc- 
ción física de una parte considerable del casco urbano. A este efecto, en 
1937 se constituyó, en el seno del Ministerio de Comunicaciones, Trans- 
portes y Obras Públicas, el Comité de Reforma, Reconstrucción y Sanea- 
miento de Madrid, con Julián Besteiro y Julián García Mercadal a su 
cabecera. Recogiendo las directrices de Zuazo, el Comité elaboró el Plan 
Regional de Madrid, que sirvio de inspirador en las posteriores propuestas 
de reforma urbanística acometidas después de la guerra civil. 


LA CRISIS DE LA SOCIEDAD TRADICIONAL. EL PRIMER 
DESPEGUE INDUSTRIAL 


Antes hemos definido a Madrid como capital del capital español, y 
hemos concretado esta definición en el hecho de que Madrid concentra un 
porcentaje significativo de la renta nacional, porque en la ciudad reside lo 
más representativo de la elite económica española. Durante el primer ter- 
cio del siglo xx Madrid consolida esta posición, añadiendo nuevos ele- 
mentos que permiten ampliar la definición con un nuevo término: Madrid, 
capital de las finanzas. En efecto, uno de los cambios cualitativos más 
visibles en el transcurrir madrileño hasta 1936 fue el impulso del sector 
servicios, reafirmando el papel de Madrid como pieza medular del capi- 
talismo español. Madrid confirma, pues, su papel como centro nervioso 
de las finanzas españolas, al cobijo de la reordenación nacionalista de la 
economía española en el primer tercio del siglo xX, que encontró uno de 
sus pilares de sustentación en la consecución de una red bancaria plena- 
mente articulada con las necesidades económicas del país. Esta situación 
dejaría su impronta en la propia fisonomía de la ciudad: la reforma de la 
Gran Vía y de la calle de Sevilla son el reflejo paradigmático del Madrid 
financiero. En el eje configurado por la calle de Alcalá, desde la Puerta 
del Sol hasta la plaza de la Cibeles, se instalarán las sedes centrales de 
los grandes bancos nacionales; bajo su sombra se emplaza toda una serie 
de establecimientos del terciario, como aseguradoras, sedes empresariales, 
oficinas, etc. Es una época de transición de un sistema financiero tradicio- 
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nal a otro de rasgos más modernos. En su formación intervienen circuns- 
tancias históricas favorables que van desde la acumulación de capitales, 
conseguida durante la Primera Guerra Mundial, tal como han analizado 
José Luis García Delgado, Juan Muñoz y Santiago Roldán, al cambio de 
comportamiento económico de la elite madrileña, que irrumpe con fuerza 
en el mundo de los negocios, superando la proclividad rentista de decenios 
anteriores. En 1922 funcionaban en Madrid 17 de los más importantes 
bancos del país, que absorbían aproximadamente el 40 por 100 de los 
recursos totales de la banca nacional: 315,7 millones de pesetas sobre un 
capital desembolsado global de 771,8 millones. Es la cúspide de una pi- 
rámide societaria que ejemplifica a la perfección la penetración de la 
banca en otros ámbitos económicos. Entre 1900 y 1930, la mitad de las 
sociedad anónimas constituidas fijan su residencia en Madrid. Conjunto 
financiero que trasciende de los límites de la ciudad para extenderse a lo 
largo y ancho de toda España, a través de un sistema de sucursales que 
aseguran la vinculación entre la capital de los servicios y los principales 
centros económicos. 

En el plano industrial es visible un conjunto de transformaciones que 
anuncian el despegue. La vieja ciudad artesanal entra en crisis. No es un 
proceso brusco de sustitución, sino un lento período de transición en el 
que coexisten antiguas estructuras tradicionales y la moderna fábrica, im- 
pulsada por dos ramas en concreto: el sector de la construcción y la in- 
dustria eléctrica. De todas formas, continúa dominando en el panorama 
madrileño la multitud de pequeños talleres del mundo de los oficios, de 
muy reducidas dimensiones, que emplean poca mano de obra, y en los 
que los motores de sangre predominan sobre la máquina. A principios de 
siglo, las únicas empresas que aglutinaban a variós cientos de asalariados 
eran las de tiansporte ferroviario o los tranvías, además de la fábrica del 
gas y la de Tabacos, sujeta esta última al monopolio estatal. En cambio, 
a la altura de los años treinta nacen empresas industriales de otra índole, 
centenarias por su número de trabajadores. Un sector punta es el eléc- 
trico, cuyos embriones surgen a finales del siglo xIx a través de ensayos 
individuales que adquieren consistencia en los primeros decenios del 
nuevo siglo. Desde 1905 se observa un proceso de concentración y racio- 
nalización en el sector, que da lugar al nacimiento de sociedades anónimas 
y con ellas a la penetración de la banca, configurando un esquema todavía 
prematuro de capitalismo financiero, concretado en la iniciativa prove- 
niente de los bancos de Urquijo y de Vizcaya, con la creación de socie- 
dades como la Hidroeléctrica Santillana (1905), Hidroeléctrica Española 
(1907) o la Unión Eléctrica Madrileña (1911). En años posteriores la ca- 
pacidad de generar demanda agregada de la electricidad trajo consigo la 
formación de otras empresas afines, dedicadas a la fabricación de material 
eléctrico: desde AEG a Standard Eléctrica, pasando por Philips. 

Este inicial crecimiento de la industria madrileña se inscribe en el des- 
pegue industrializador que recorre el país. Si nos atenemos a los datos 
elaborados por Albert Carreras entre 1913 y 1935 a escala europea, úni- 
camente Suecia ofrece un índice de crecimiento industrial superior al es- 
pañol, que alcanza su máximo apogeo en época de Primo de Rivera, 
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período en el que se hace más evidente la penetración de la banca en 
otros sectores más allá del eléctrico antes apuntado. Sobre todo, en el 
ramo de la construcción se observa la formación de sociedades anónimas 
que desplazan al tradicional maestro de obras (Agromán, Fierro, Fomento 
de Obras y Construcciones...), y en el ramo de los transportes, como es 
el caso del Metropolitano madrileño, cuya primera línea, Sol-Cuatro Ca- 
minos, se abrió al público en octubre de 1919. 

En el terreno comercial los cambios son menos apreciables. Pervive un 
arraigado minifundismo, como ha estudiado Gloria Nielfa, en donde la 
figura del pequeño tendero y del comercio de estructura familiar es he- 
gemónico respecto del gran bazar. Este minifundismo se hace más pre- 
sente en el comercio de alimentación, equivalente al 70 por 100 del total, 
hecho demostrativo de que el incremento demográfico de la ciudad en- 
cuentra traducción a escala comercial en la floración de nuevas tiendas de 
escala muy reducida, que incide negativamente en lo que los contempo- 
ráneos denominaron cuestión de subsistencias, es decir, el aumento de la 
población tiene su correlato en una mayor atomización. Es en otros ramos 
del comercio donde se dan los primeros síntomas de concentación ligados 
a la nueva funcionalidad de la ciudad: maquinaria, tejidos, artículos de 
lujo y venta de muebles. 

Con respecto al siglo xIx, el tejido social madrileño experimenta al- 
gunas transformaciones en consonancia con los cambios económicos ana- 
lizados. Lo más significativo es la aparición en escena de la clase obrera, 
con los contenidos que E. P. Thompson da al concepto; las características 
específicas de la ciudad dejarán su impronta en los comportamientos y 
actitudes de los trabajadores madrileños. De una parte irrumpen con cre- 
ciente fuerza los obreros de mono azul, los proletarios propiamente di- 
chos. De otra, el obrero de cuello blanco, empleado en el pujante sector 
servicios, que busca su identificación social más en los hábitos de las clases 
medias, a las que se aspira pertenecer, que con la problemática y menta- 
lidad del obrero consciente, reproduciendo miméticamente la cosmovisión 
de estas clases envidiadas. A principios de la II República, sobre una 
población asalariada de 350.000 personas, aproximadamente, algo más de 
80.000 están incorporados al sector de la construcción, otros 66.000 for- 
man el mercado laboral industrial propiamente considerado. El ramo de 
los transportes emplea a 30.000. El sector servicios cuenta con 42.000 em- 
pleados de comercio, 25.000 en el sector financiero y 11.000 en la Admi- 
nistración Pública. 

Otro cambio sustancial en el entramado social madrileño es la conso- 
lidación de una clase media profesional directamente imbricada en el sec- 
tor servicios. A simple vista parece que aquí no existe ninguna novedad, 
ya que una de las características del siglo XIX era la presencia de una 
mesocracia ligada a la Administración Pública. Sin embargo, aquí reside 
la diferencia; en el primer tercio del siglo xx el fenómeno de la capitali- 
dad sigue alimentando lo que gráficamente se denominó en la época la 
empleomanía, pero también es cierto que durante este período surge un 
núcleo de profesionales liberales que van a ser los gestores de ese primer 
despegue económico, y cuyo modus vivendi no viene referido a los em- 
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pleos estatales. Son los abogados, arquitectos, profesores mercantiles y, 
sobre todo, los ingenieros industriales, sobre los que va a reposar en gran 
medida la iniciativa en la constitución y gestión empresariales. 

En tercer lugar, cabría señalar el cambio de criterio económico de la 
elite madrileña. La coyuntura ofrecía nuevos cauces de reproducción pa- 
trimonial, que no se centraban ya fundamentalmente en el acopio de ren- 
tas originadas en la propiedad urbana y en la deuda estatal, ni tampoco 
en la tierra, una vez cerrado el ciclo desamortizador. No se trata de que 
la vieja elite rentista se convierta de la noche a la mañana en capitanes 
de empresa, sólo en contadas ocasiones tomó la iniciativa empresarial, que 
más bien descansó en los profesionales antedichos, sino que las expecta- 
tivas de beneficios abiertas atrajeron sus capitales, en la búsqueda de im- 
portantes plusvalías, tal como habían hecho anteriormente con sus 
inversiones en bienes inmuebles o títulos de la Deuda Pública. No fueron 
más progresistas que sus homólogos del siglo XIX, en todo caso fueron tan 
racionales como ellos, siempre que entendamos por racionalidad la obten- 
ción de la seguridad y rentabilidad, que en el siglo xIx pasaban por los 
bienes inmuebles y las rentas del Estado, y en los años veinte de la actual 
centuria, por la adquisición de valores empresariales. 


EL COMPORTAMIENTO POLÍTICO MADRILEÑO. REPUBLICANOS 
Y SOCIALISTAS, A LA CONQUISTA DE LA HEGEMONÍA 


Las transformaciones económicas y sociales encuentran su correlato en 
la evolución del comportamiento político madrileño. Con la crisis del Es- 
tado de la Restauración como trasfondo, en el mapa político se dibujan 
dos tendencias. En primer lugar, las repetidas consultas electorales mues- 
tran un relativo desinterés de la población madrileña, constatable en los 
altos índices de abstencionismo que fluctúan desde un máximo en 1907, 
cifrado en el 65,2 por 100, y un mínimo excepcional del 34 por 100 en 
1910, año de la salida a la escena política de la conjunción republicano- 
socialista. Un análisis más pormenorizado de la cuestión nos lleva a colegir 
que el abstencionismo se desarrolla, sobre todo, entre las capas populares. 
Más que un desinterés político, parece emerger la conciencia de la impo- 
sibilidad del cambio a través del mecanismo electoral tal como estaba 
planteado. A pesar de ello, el mapa político desde 1903 hasta 1923 marca 
una secuencia de auge de las ideas republicanas y socialistas, sujeta a 
altibajos, pero con una clara tendencia al alza. El voto republicano ma- 
drileño enlaza firmemente con el tradicional republicanismo de los barrios 
populares, puesto de manifiesto durante el Sexenio Democrático y reafir- 
mado a finales del siglo, una vez reinstaurado el sufragio universal en 
1890; de hecho en los distritos populares (Hospital, Inclusa y Latina) el 
predominio republicano se mantendrá, incluso en las elecciones en que 
peores resultados cosecharon, en función del alto abstencionismo. La cre- 
ciente implantación del Partido Socialista entre las clases trabajadoras se 
encuadra plenamente en la doble realidad socioeconómica madrileña: 
comparte el mundo de los oficios con las opciones republicanas y co- 
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mienza a dominar el mundo de la fábrica, surgido con el primer despegue 
industrial. En este hecho reside la segunda de las tendencias apuntadas. 
El Partido Socialista inaugura el siglo con una clientela electoral que ape- 
nas supera los 2.000 votantes, es decir, con una incidencia marginal, y 
desemboca en 1923 como el partido más votado del arco político, con 
20.291 votos, equivalentes al 28,3 por 100. ¿Qué ha ocurrido en el inte- 
rregno entre esos dos años? Es visible a lo largo del período una corre- 
lación más perfecta entre el número de afiliados a la UGT y el voto 
socialista, situación que no se daba en el primer decenio del siglo. En esta 
mayor adecuación influyó tanto la adaptación del mensaje político socia- 
lista al mundo de los oficios como la plataforma que adquirieron con su 
incorporación al Ayuntamiento, que les permitió conectar con los grandes 
temas de preocupación popular, sobre todo, el problema de la vivienda y 
la cuestión de las subsistencias. 

De esta forma, durante la II República la hegemonía de los socialistas 
se hace indiscutible. En 1931 son el principal sostén de la conjunción re- 
publicano-socialista. En las elecciones de noviembre de 1933 son el partido 
más votado, con el 28,6 por 100, y en 1936 fueron la espina dorsal del 
Frente Popular. En los años treinta, Madrid es una ciudad basculada hacia 
la izquierda. Ya en abril de 1931, en todos los distritos electorales, la 
opción republicana tuvo mayoría; en las elecciones de junio de 1931, la 
conjunción republicano-socialista logró una resonante victoria. En noviem- 
bre de 1933, aunque a escala nacional triunfase la derecha, en el contexto 
madrileño el centro-izquierda azañista, los socialistas y los comunistas ob- 
tuvieron el 54 por 100 de los votos, cifra similar a la alcanzada por el 
Frente Popular en febrero de 1936. 

Ello no quiere decir ni mucho menos que el análisis político del Ma- 
drid republicano pueda encuadrarse en la confrontación de dos bloques 
opuestos claramente delimitados. Ni las burguesías formaban un todo com- 
pacto, ni la clase obrera se articulaba en una única solución política. Por 
arriba y por abajo existían alternativas de diferente cuño, eso sí, con evi- 
dentes convergencias. En lo que respecta a la clase obrera, esta situación 
se pondrá de manifiesto durante la guerra civil, en ese Madrid que amal- 
gama tensiones, más o menos latentes y soterradas, que si no llegaron a 
aflorar con la misma intensidad que en el caso de Barcelona, no por ello 
dejaron de existir, culminando en un clima de derrota que ya no tenía 
que ver nada con las triunfantes jornadas de noviembre de 1936 —el No 
pasarán—, con la sublevación del coronel Casado, en los días inmediatos 
a la entrada en la capital de las tropas de Franco, el 28 de marzo de 1939. 


DE LA POSGUERRA AL PLAN DE ESTABILIZACIÓN 


Después de tres años de guerra civil, el territorio madrileño inició un 
lento proceso de reconstrucción económica, que se extiende a lo largo del 
decenio de los años cuarenta. Tengamos en cuenta que una parte sustan- 
cial de la provincia había sufrido gravemente las consecuencias del con- 
flicto bélico. Entre 1936 y 1937 el territorio madrileño fue el principal 
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teatro de operaciones bélicas de la guerra civil. Tres de las cuatro fases 
de lo que se denomina la batalla de Madrid se desarrollaron en las cer- 
canías de la capital. Desde la ribera del Manzanares hasta la cuenca del 
río Jarama la destrucción se enseñoreó de campos y villas. En 1939 era 
preciso reconstruir una parte importante del caserío urbano de la capital, 
al igual que municipios enteros como Seseña, los Carabancheles, Rivas... 
En suma, la provincia de Madrid fue una de las de mayor índice de des- 
trucción per cápita. 

La reconstrucción, pues, marcó la tónica de los primeros años cuarenta 
en Madrid, en un ambiente de penuria y de escasez, en el que las colas, 
las cartillas de racionamiento y el estraperlo son las figuras dominantes. 
El profesor Jiménez Díaz, a la altura de 1942, ponía de manifiesto la 
desnutrición generalizada de la población de Vallecas. No era una excep- 
ción, sino la norma que afectaba a multitud de madrileños de las clases 
menos pudientes. La lucha por la vida, el sobrevivir, llenó su horizonte 
cotidiano, sin que ello supusiera, por razones obvias, la menor alteración 
de la paz social, por lo menos hasta 1951. Hecho comprensible si tenemos 
en cuenta el desmantelamiento del movimiento obrero, el miedo y la pro- 
pia sensación de derrota. Otro conjunto de madrileños, sin embargo, hi- 
cieron suya la victoria. Era aquel 44 por 100 de votantes de derechas 
cuando las elecciones de febrero de 1936. Habían recobrado sus valores 
tradicionales, sus pautas de comportamiento, y eran capaces de soportar 
con mayor ánimo las penalidades de la posguerra. De entre ellos, una 
pequeña porción ascendió en el escalafón social aprovechando su vincu- 
lación con los vencedores. Fueron los protagonistas del negocio fácil y de 
la rápida acumulación. 

En junio de 1951, un hecho conmovió a la jerarquía del nuevo Estado: 
la huelga de tranvías, que inapropiadamente fue denominada como huelga 
blanca. A escala nacional era la culminación del lento despertar de la 
contestación social, que había empezado a tomar cuerpo desde 1947 en el 
norte de España y en Cataluña. En Madrid resultó más bien la novedad, 
después de un decenio de orden social a rajatabla. Más que a nivel cuan- 
titativo, la huelga puso de manifiesto la imposibilidad de continuar con la 
política económica autárquica. De todas formas, hemos tenido ocasión de 
comprobar a través de los archivos de la EMT que la huelga fue amplia- 
mente seguida en la capital, como indica el descenso de las recaudaciones, 
situado entre un 30 y 40 por 100 por debajo de los días normales, según 
qué líneas. 

El 18 de julio de 1951, una significativa remodelación gubernamental, 
con Arburúa al frente del Ministerio de Comercio, sentó las primeras ba- 
ses del nuevo rumbo económico español, que se concretaría a partir del 
Plan de Estabilización de 1959: el viraje hacia una política industrializa- 
dora, en el marco de una apertura económica al mercado mundial. En esa 
nueva orientación el territorio madrileño iba a cambiar radicalmente su 
estructura económica y social, a lo largo de un período de veinte años, en 
el que las transformaciones comenzadas a principios de siglo llegan a su 
culminación. Ya en los años cuarenta el nacimiento del INI había desem- 
peñado un papel de primer orden, sobre todo en el terreno infraestruc- 
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tural y de equipamiento. Se instalaron o revitalizaron en la provincia va- 
rias empresas del Instituto: ADARO, EN Elcano, EN Calvo Sotelo, 
Construcciones Aeronáuticas, SA (CASA), Pegaso... Así, al amparo y 
protección del Estado, y siguiendo los cauces abiertos por el INI, diversas 
empresas de los sectores de maquinaria, automoción, electrodomésticos y 
de transformados metálicos empezaron a radicarse en un Madrid donde 
no escaseaba la mano de obra barata y con un amplio mercado local. 
Conjunto empresarial sobre el que se edificará el posterior crecimiento 
industrial de los sesenta. 

El cambio de modelo económico iniciado en 1951 estuvo acompañado 
de un nuevo empuje migratorio hacia la capital, ya entrevisto en el de- 
cenio anterior. La población de hecho de la provincia pasó de 1.579.800 
habitantes en 1940 a 1.926.300 habitantes en 1950 y 2.606.300 en 1960. 
Incremento demográfico que tuvo rápidas repercusiones en el espacio ur- 
bano, e hizo necesario desempolvar las concepciones urbanísticas elabo- 
radas en el Plan Zuazo-Jansen y en el Plan Regional de Besteiro. Estas 
fueron las líneas teóricas que siguió Pedro Bigador para la elaboración del 
Plan General de Ordenación de Madrid, realizado en 1941 y definitiva- 
mente aprobado en 1946. En él se contemplaban la cuestión del gran eje 
norte-sur, los anillos verdes, los Nuevos Ministerios O la anexión de los 
municipios periféricos. En suma, la idea del Gran Madrid, que empezó a 
tomar cuerpo en 1950 cuando fueron agregados a la ciudad los municipios 
de Aravaca, Barajas, Canillas, Canillejas, los Carabancheles, Chamartín 
de la Rosa, Fuencarral, Hortaleza, El Pardo, Vallecas y Vicálvaro. Que- 
daba planteado el modelo de segregación espacial de Madrid consolidado 
en años posteriores, y que venía a ser la continuación de una realidad ya 
en curso desde el primer tercio del siglo. Entre 1946 y 1960 se perfila con 
toda nitidez una falla estructural que divide el norte y el sur de la ciudad, 
que después encontrará su proyección en el área metropolitana. 

Pronto se demostró la imposibilidad de que el Plan Bigador llegara a 
regular el crecimiento urbano de Madrid, más que por razones técnicas, 
por la actuación de una resultante en la que confluían varios vectores, de 
los que sobresalían tres: la especulación del suelo, el dejar hacer de la 
autoridad municipal y las carencias infraestructurales. Así comenzaba un 
crecimiento urbano que desbordó las previsiones iniciales, y que resultó 
caótico en todos los Órdenes, pero productor de extraordinarias plusvalías. 
En 1956 existían en Madrid y su entorno próximo más de 50.000 chabolas, 
sin contar los problemas de infravivienda, hacinamiento y realquiler, que 
definían bolsas de deterioro urbano de difícil solución. Los poblados diri- 
gidos y de absorción creados en 1954, Caño Roto, Entrevías, Fuencarral A 
y Orcasitas..., no lograron paliar la situación. Tampoco alteró el pano- 
rama el decreto contra asentamientos clandestinos de 23 de agosto de 
1957, ya que si posibilitó la puesta en marcha del Plan de Urgencia Social 
de Madrid, destinado a construir 60.000 viviendas en dos años, bajo la 
dirección del Ministerio de la Vivienda, a la hora de la verdad no consi- 
guió erradicar el chabolismo. 
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LA CREACIÓN DEL ÁREA METROPOLITANA DE MADRID; 
LA SUBURBANIZACIÓN DE LA PROVINCIA, 1960-1975 


La ampliación urbana registrada por Madrid en el decenio de los años 
cincuenta, a impulsos del crecimiento demográfico, los planteamientos del 
Plan Bigador y la gigantesca elevación de los precios del suelo, fruto de 
la especulación desatada, a pesar de la Ley del Suelo de 1956, dejó en 
manos de la iniciativa privada el desarrollo urbano de Madrid, cuya acti- 
vidad urbanística y constructora estuvo guiada exclusivamente por motivos 
lucrativos. Se consolidan de esta forma varios Madrid: uno de carácter 
residencial situado al Norte, de viviendas de lujo; otro de calidad cons- 
tructora y urbanística aceptable dirigido a las clases medias, como la Con- 
cepción y su ampliación promovidas por Banús...; finalmente, junto a 
estas zonas surgió una nueva periferia en la que las barriadas estatales, 
las edificaciones privadas destinadas a las clases trabajadoras, las unidades 
de absorción o simples aglomeraciones de chabolas se daban la mano, en 
un contexto de alarmante deficiencia infraestructural, como son los casos 
del Pozo del Tío Raimundo, Palomeras, la Alegría, la Celsa, la China... 
situación ésta que sentará las bases del posterior auge de las asociaciones 
de vecinos, que tan importante papel cumplieron en los años setenta, ma- 
nifestación de la lucha de clases fuera del espacio tradicional del conflicto 
clasista: la fábrica. Conflicto que se articulará en torno a la reivindicación 
de unas mejores condiciones de habitabilidad, centradas en la calidad de 
vida mediante la reapropiación del territorio, del espacio urbano, como lugar 
en el que se vive, pero también escenario de la creación de plusvalía. 

El Plan General de Ordenación del Área Metropolitana redactado en 
1961, en aplicación del artículo 37 de la Ley del Suelo, y aprobado final- 
mente en 1963, trataba de adecuarse a la nueva realidad surgida del cre- 
cimiento caótico provocado por la especulación, partiendo del reco- 
nocimiento de que Madrid, debido al desarrollo industrial y demográfico, 
excedía ya los límites del propio municipio recientemente ampliado, ex- 
tendiendo su influencia a lo que ya comienza a ser una gran región indus- 
trial. Se crea así, por el decreto del 28 de septiembre de 1964, el Área 
Metropolitana de Madrid que abarca a 23 municipios: Madrid, Alcoben- 
das, Alcorcón, Boadilla del Monte, Brunete, Colmenar Viejo, Coslada, 
Getafe, Leganés, Las Rozas, Majadahonda, Mejorada del Campo, Para- 
cuellos del Jarama, Pinto, Pozuelo de Alarcón, Rivas-Vaciamadrid, San 
Fernando de Henares, San Sebastián de los Reyes, Torrejón de Ardoz, 
Velilla de San Antonio, Villanueva de la Cañada, Villanueva del Pardillo 
y Villaviciosa de Odón. En el Plan se prevén dos grandes áreas: una de 
descentralización industrial situada en el Sur y Este (que se extiende hasta 
Talavera, Toledo, Aranjuez, Alcalá de Henares y Guadalajara), y otra 
residencial y de esparcimiento localizada en el Noroeste. Toma carta ofi- 
cial de naturaleza, pues, la segregación territorial Norte-Sur que señalá- 
bamos anteriormente; para ser más exactos, habría que decir NO-SE, y 
que se remonta al primer tercio del siglo. 

El crecimiento demográfico de Madrid en estos años continúa el nuevo 
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despegue de los años cuarenta-cincuenta, en una tendencia que es secular 
para la capital; así se pasa de unas tasas de crecimiento del 203,8 en 1940 
(sobre base 100 en 1900) a 248,5 en 1950, 336,3 en 1960 y 489,4 en 1970. 
La población de hecho de la provincia, cifrada en 1.926.300 habitantes en 
1950 pasa a 2.606.300 habitantes en 1960 y 3.792.600 en 1970. Las razones 
de este crecimiento de población —determinadas por el movimiento mi- 
gratorio interior— se encuentran en el cambio de modelo económico ini- 
ciado en 1951 con la remodelación del gobierno, por el que la agricultura 
va a ocupar un lugar subordinado en favor del desarrollo industrial, al que 
serán trasvasados los excedentes agrarios a través de la política de precios. 
La crisis de la agricultura tradicional y la creciente mecanización del 
campo harán el resto, generando un importante movimiento de población 
del campo hacia los núcleos urbanos y hacia el extranjero. La emigración 
a la capital en 1970 ejemplifica esta afirmación. En primer lugar, destaca 
la propia provincia de Madrid, con 10.990 personas (el 25,55 por 100 del 
total), reflejo de su tradicional posición subordinada. A continuación le 
siguen Toledo, con 3.344 personas el (7,78 por 100); Badajoz, con 2.927 
(6,81 por 100); Cáceres, con 2.532 (5,89 por 100); Ciudad Real, con 2.244 
(5,22 por 100); Córdoba, con 1.421 (3,30 por 100); Jaén, con 1.407 (3,27 
por 100); Guadalajara, con 1.313 (3,05 por 100); Avila, con 1.284 (2,99 
por 100), y Segovia, con 1.150 (2,67 por 100). Madrid se constituye en un 
polo atractivo, que absorbe recursos humanos de un amplio contorno que 
se extiende a las dos Castillas, Extremadura y Andalucía, siendo el prin- 
cipal núcleo afectado la población rural de la propia provincia. La llegada 
masiva de personas hacia Madrid se canalizará en una doble dirección: 
serán los pobladores de los cada vez más importantes núcleos de chabolas 
situadas en los arrabales y el extrarradio de la ciudad, como Vallecas, 
Orcasitas, San Blas, Villaverde, Chamartín...; a la vez que surtirán de 
mano de obra barata y descualificada al sector de la construcción, que 
aprovechará las condiciones de sobreexplotación mediante los bajos sala- 
rios, el destajo y el pistolerismo para realizar importantes plusvalías, li- 
gadas a los procesos especulativos puestos en marcha con la ejecución del 
Plan Bigador aprobado en 1946 y del Plan General de Ordenación del 
Área Metropolitana aprobado en 1963. 

Antes de entrar en los años sesenta conviene que nos detengamos, 
aunque sea brevemente, en la provincia. Por lo que respecta a la pobla- 
ción, los 307.876 habitantes de 1950 sólo son 346.400 en 1960, pero en 
1970 se han transformado en 646.500 habitantes. De tales datos se colige 
el mantenimiento del estancamiento de la provincia respecto de la capital 
hasta los años sesenta, fecha del despegue demográfico y económico de la 
primera, merced a los impulsos recibidos desde la capital. Este despegue 
provincial es dependiente del gran desarrollo demográfico e industrial que 
experimenta Madrid en los años del desarrollismo; la propia especulación 
del suelo desatada en la capital y la atracción que ejerce sobre la industria 
actuaron de motor del despegue provincial: la mano de obra recién llegada 
buscará alojamiento en las zonas periféricas y en los municipios suburba- 
nizados en razón del menor coste de la vivienda, aparejado a un crónico 
déficit de infraestructuras de todo tipo (urbanísticas, de transporte, servi- 
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cios...); por otra parte, la industria tenderá a: localizarse, conforme avan- 
cen los años sesenta, fuera del perímetro urbano madrileño, consecuencia 
de los precios del suelo y, a pesar de ello, por su cercanía a la capital; de 
tal manera se disocia la sede social —ubicada en la capital— del espacio 
productivo —la fábrica, localizada en los municipios limítrofes—. 

Sin embargo, como era lógico esperar, este despegue provincial no 
afectó uniformemente al conjunto provincial. Serán los municipios situa- 
dos en los ejes radiales constituidos por la red de carreteras nacionales los 
que experimenten el grueso del crecimiento, mientras que otras áreas 
mantienen su declive, sumidas en una profunda depresión secular, a pesar 
de su cercanía a la capital. 

A modo de ejemplo señalaríamos para el primero de los casos los 
municipios de Alcalá, Coslada, San Fernando de Henares, Torrejón de 
Ardoz, todos ellos situados en el eje de la carretera Madrid-Barcelona. 
En cambio, otros municipios de la misma zona como Algete, Camarma, 
Rivas-Vaciamadrid permanecen estancados por su posición descentrada 
respecto de la nacional II. 

Un esquema similar se perfila en el eje configurado por la carretera 
de Andalucía y de Toledo. Frente al crecimiento demográfico acelerado 
de Getafe, Pinto, Valdemoro, Leganés, Fuenlabrada, Móstoles y Parla, 
otros municipios continúan estancados o incluso muestran síntomas ine- 
quívocos de retroceso; más allá de este entorno próximo, en el sureste 
provincial contrastan el estancamiento de Chinchón y su área de influencia 
con el crecimiento de Arganda. Situación homóloga se produce en el área 
delimitada por el partido judicial de Colmenar Viejo, donde el incremento 
registrado de 44.336 personas entre 1950 y 1970 se concentra a lo largo 
de la carretera de Burgos, en los municipios de Alcobendas y San Sebas- 
tián de los Reyes, a lo que se añade el propio Colmenar Viejo, mientras 
que el resto del norte provincial sólo experimenta un aumento poblacional 
de 2.889 personas en estos veinte años. Sin caer en una casuística exce- 
siva, indiquemos que similares procesos se reproducen en los partidos ju- 
diciales de San Lorenzo de El Escorial, Navalcarnero y San Martín de 
Valdeiglesias. 

En suma, la provincia registra en los veinte años que median entre 
1950 y 1970 un proceso diferenciado de segregación del territorio, que 
encuentra traducción en el desigual comportamiento demográfico y eco- 
nómico que va a mantenerse hasta el presente, condicionando el futuro 
de nuestra región. Por una parte, se localizan dos grandes ejes de creci- 
miento industrial y poblacional, constituidos en torno al espacio delimi- 
tado por las carreteras de Andalucía y Toledo, en el Sur, y por la nacio- 
nal II en dirección a Barcelona, en el este provincial. La instalación ma- 
siva de industrias en los años sesenta y primera mitad de los setenta va a 
actuar como el elemento definitorio. Aparejado al mismo se producirá el 
espectacular crecimiento demográfico de los municipios colindantes, trans- 
formados en grandes ciudades-dormitorios. De esta forma, en el corto 
espacio de veinte años, municipios rurales que arrastraban una lánguida 
existencia son transformados en colmenas humanas. Su casco antiguo, de 
tipología claramente rural, con casas de una planta, queda sumergido en- 
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tre los bloques de viviendas baratas, dando lugar a la deformación del 
espacio urbano y a la despersonalización del municipio y sus habitantes. 
De otra parte, una amplia franja de municipios situados en el noreste y 
sureste provincial alejados de las grandes vías de comunicación verán 
acentuarse las tendencias de declive y depauperación que arrastraban 
desde hace más de un siglo, son los núcleos rurales aquejados de una 
permanente sangría poblacional, que viven de una agricultura en franco 
retroceso debido a su imposibilidad de competir con los productos agrarios 
nacionales e internacionales, con una permanente pérdida de peso espe- 
cífico en el abastecimiento de los grandes núcleos urbanos de Madrid y 
sometidas sus tierras, sobre todo en el SE, a un creciente deterioro por 
la progresiva contaminación de las aguas de los ríos Henares, Jarama y 
Manzanares, que les lleva a la muerte trófica por los vertidos industriales 
y humanos. Finalmente el noroeste provincial comienza a dibujarse como 
el espacio natural de la vivienda residencial de lujo y de la segunda resi- 
dencia, debido a sus buenas comunicaciones y a la cercanía de la sierra 
madrileña. En suma, la aprobación en 1963 del Plan General de Ordena- 
ción del Área Metropolitana marca un hito en la historia de Madrid. Las 
transformaciones que se suceden entre esa fecha y los veinticinco años 
siguientes suponen la radical alteración del territorio madrileño como 
hasta entonces no había sufrido, ni siquiera comparable con los cambios 
acaecidos en el período que media entre la instauración de la capital y el 
fin de la guerra civil. Es en estos años cuando Madrid sienta las bases 
definitivas que la configuran como una región metropolitana, articulada en 
torno a la capital. 


DE LA PROSPERIDAD A LA CRISIS. LA EVOLUCIÓN ECONÓMICA 
DE MADRID ENTRE 1960 Y 1975 


Con el crecimiento de los años sesenta, Madrid se convertirá en una 
de las principales zonas industriales del país. Sentadas las bases del desa- 
rrollismo industrial madrileño en los años cincuenta, éste se va a consoli- 
dar en los dos decenios siguientes, ostentando un papel privilegiado en la 
economía española, merced a la acentuación hasta límites exorbitados del 
centralismo. Madrid incrementa su papel de centro político-económico, 
articulado por el dirigismo de los Planes de Desarrollo. En estos años, 
Madrid aumenta sustancialmente su actividad en el sector servicios, hasta 
el punto de convertirse en el mayor centro productor y exportador de 
servicios, concentrando las funciones administrativas, financieras, de con- 
trol de la información y de toma de decisiones. El desarrollo industrial 
viene configurado por la instalación de una industria limpia y relativa- 
mente moderna, en la que dominan los sectores punta con fuerte peso de 
tecnología y capitales extranjeros (Madrid absorbe el 25 por 100 del total 
de la inversión extranjera), donde, junto al metal, van adquiriendo un 
mayor peso las químicas y la electrónica. De esta manera Madrid gozará 
de unos niveles de renta por encima de la media nacional. 

Varios son los indicadores que dan fe del colosal crecimiento de Ma- 
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drid entre 1960 y 1975. En el caso del consumo de energía primaria en la 
provincia de Madrid, se pasa de los 2,3 millones de toneladas equivalentes 
de carbón (MTEC) en 1960 a los 8,2 en 1975 (es decir, se multiplica por 
3,5), mientras la población pasó de 2,6 millones de habitantes a 4,2 millo- 
nes (sólo se multiplica por 1,6). El consumo de cemento, que es un indi- 
cador de gran fiabilidad para registrar la actividad constructora en general, 
crece exponencialmente entre 1960 y 1975;'así, en el primer año el con- 
sumo aparente era de 651.000 toneladas y en 1975 pasa a 2.643.000 to- 
neladas (se multiplica por 4). Por lo que respecta al parque de vehículos, 
crece a un ritmo vertiginoso, pasando de los 144.800 vehículos de 1960 a 
los 1.113.882 de 1975. 

El análisis sectorial nos muestra que en el crecimiento económico de 
Madrid entre 1960 y 1975 el peso del sector servicios es decisorio (el 66,5 
por 100 del PIB provincial en 1960 y el 66,6 por 100 en 1975), mientras 
que la industria en las mismas fechas evoluciona del 23,4 por 100 al 25,6 
por 100. La construcción mantiene unas tasas similares para el período, 
situadas en torno al 7 por 100 del PIB, y, finalmente, la agricultura, que 
en 1960 representaba el 2,5 por 100 del PIB, en 1975 sólo alcanza el 0,89 
por 100 del mismo. De estos datos se concluye que si bien la sociedad 
madrileña se ha transformado radicalmente en estos quince años, la es- 
tructura económica no ha variado en lo cualitativo significativamente. Es 
decir, a pesar del fortísimo desarrollo industrial registrado, éste no ha 
ganado posiciones significativas en el PIB (sólo ha ganado 2,2 puntos en el 
período), mientras que el sector servicios ha mantenido, e incluso incremen- 
tado ligerísimamente, su participación en el PIB provincial (+0,1 puntos). El 
incremento de la industria se ha hecho a costa de la agricultura, que ve aún 
más relegada su posición en la economía madrileña, ocupando un lugar casi 
despreciable, lo que confirma nuestras apreciaciones sobre la evolución del 
territorio en la provincia realizadas anteriormente. 

El crecimiento económico de Madrid en estos quince años se pone en 
evidencia si lo comparamos con el registrado por la economía española en 
el mismo período. En 1960, Madrid tenía el 8,4 por 100 de la población 
española y producía el 11,7 por 100 del valor añadido bruto nacional; en 
cambio, a la altura de 1975 Madrid representaba el 12,1 por 100 de la 
población y el 15,8 por 100 de la producción. Así, mientras su participa- 
ción en la población total se incrementaba en 3,7 puntos, la producción 
lo hacía en 4,1 puntos, reflejo de la mayor productividad de la economía 
provincial respecto de la nacional. La renta per cápita madrileña pasa de 
las 52.939 pesetas en 1960 a las 113.089 pesetas de 1975 (en pesetas cons- 
tantes de 1970), siendo superior a la renta per cápita española, aunque 
para el período las distancias se acorten pasando el diferencial de los 48 
puntos de 1960 a los 36 puntos de 1975. 

. Por lo que respecta al empleo, entre 1960 y 1975 se crean, según es- 
timaciones del Banco de Bilbao, 669.571 empleos netos en la provincia. 
Será el sector servicios quien se sitúe a la cabeza, al crearse entre 1955 y 
1975 502.011 nuevos empleos, seguido de la industria, con 172.172 nuevos 
empleos, y la construcción, con 90.000, mientras que la agricultura pierde 
en el mismo período 38.178 puestos de trabajo. 
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Territorialmente hablando, a lo largo de estos años se observa una 
tendencia hacia la especialización industrial de determinadas áreas de la 
provincia, explicable por la fecha de su instalación. Así, el sur metropo- 
litano, que comprende el distrito de Villaverde, recientemente anexionado 
a la capital, y el área delimitada por las carreteras de Andalucía y Toledo, 
con los municipios de Getafe, Pinto, Leganés, será la que concentre la 
industria de mayor antigúedad, siguiendo las pautas ya marcadas en el 
primer tercio del siglo de expansión industrial hacia el Sur a partir del 
distrito de Arganzuela. En este área, que ha sido denominada acertada- 
mente como La Gran Fábrica del Sur, tiende a ubicarse la gran industria 
del metal, que actuará como polo de atracción de la pequeña y mediana 
industria auxiliar, generando auténticas economías de escala. Conforme 
avancen los años sesenta, y a medida que el sur industrial vaya colmatán- 
dose, las nuevas empresas buscarán como área de localización el gran eje 
del Este, articulado en torno a la carretera de Barcelona, bien comunicado 
y menos deteriorado su tejido industrial. Será el lugar por excelencia de 
radicación de la empresa electrónica, así como de la industria química, 
farmacéutica y cosmética. En ambas zonas se localizarán las grandes fá- 
bricas de electrodomésticos. Finalmente, en el Noroeste, los polos indus- 
triales de Alcobendas y San Sebastián de los Reyes serán lugares de 
instalación de pequeñas y medianas industrias. 

La construcción es, junto a la industria y los servicios, un sector que 
presenta un gran dinamismo en este período, actuando de motor que 
arrastra en su crecimiento a otros sectores productivos. Las razones se 
encuentran, amén de su tradicional efecto multiplicador sobre la industria 
del cemento, la madera, la siderurgía y los bienes de consumo duradero, 
por el peso específico que el sector ostenta en la economía madrileña 
entre los años 1960 y 1975, etapa del boom inmobiliario en Madrid, y de 
la consecuente importancia de la población ocupada, que en los años se- 
senta representaba alrededor de un tercio del empleo industrial. El parque 
de viviendas registró, pues, un crecimiento espectacular en estos años, 
pasando de las 670.000 viviendas de 1960 a las 1.712.000 de 1981. Las 
características del boom inmobiliario, fundamentado en la construcción de 
promoción privada, originó fuertes desequilibrios, dando lugar a un pro- 
fundo desajuste entre la oferta y la demanda, debido a los altos costes del 
precio de la vivienda, situados muy por encima del poder adquisitivo de 
la demanda. Ello dio como resultado una situación contradictoria, ejem- 
plificada en el amplio parque de viviendas vacías (63.000 en 1960, 135.000 
en 1970 y 242.000 en 1981), a la par que se aceleraba la ruina y deterioro 
de la vivienda en los barrios antiguos de la ciudad. 


TRANSFORMACIONES SOCIALES Y CONTESTACIÓN AL SISTEMA 


En los quince años que median entre 1960 y 1975, el poder adquisitivo 
de la población madrileña se duplica. Irrumpe en España la sociedad de 
consumo, que revoluciona comportamientos, hábitos y mentalidades, 
transformando profundamente la estructura social española. Los crecientes 
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niveles de ingresos de la población madrileña: permitirán su acceso al mer- 
cado de bienes de consumo. Es la revolución del seiscientos (de los 67.414 
turismos de 1960 se pasa a los 885.794, un crecimiento del 1.313,96 por 
100), de la llegada al hogar familiar de los electrodomésticos, de la adqui- 
sición de la vivienda en propiedad, y para las clases medias, de la compra 
de la segunda vivienda en el campo o el apartamento en la costa. La 
revolución en las costumbres que se desprende del crecimiento económico 
provocó la laicización de lo cotidiano y la mayor oposición a la dictadura. 
El encorsetamiento cultural y la cerrazón política chocaron cada vez más 
frontalmente con las aspiraciones de la sociedad, puesto de manifiesto en 
la incorporación de sectores de las clases medias a los postulados de la 
oposición democrática, particularmente activa en los hijos de las mismas, 
cuyo ingreso masivo a las aulas universitarias hará germinar las semillas 
de la permanente revuelta estudiantil a partir de 1956. En efecto, con- 
forme avancen los años sesenta la oposición al régimen franquista no hará 
sino incrementarse, particularmente en los grandes centros urbanos e in- 
dustriales del país. Madrid no fue la excepción, si bien las movilizaciones 
universitarias de 1956 se encontraron circunscritas a un número todavía 
reducido de la población estudiantil, éstas no harán sino crecer con el 
tiempo. Las contestaciones de 1965, con la incorporación de un sector del 
profesorado, revelan la importancia que la oposición democrática iba 
adquiriendo. La fundación del SDEUM y el desmantelamiento del SEU 
en los años finales del decenio de los sesenta indican ya la protesta masiva 
de la Universidad, que mantendrá a la misma en continua agitación hasta 
la muerte de Franco. Las manifestaciones, huelgas y cierres de las facul- 
tades se suceden, extendiéndose a la Enseñanza Media. 

La protesta social no se limitó al movimiento universitario. El creci- 
miento urbano madrileño, caótico y regido por la especulación del suelo, 
actuó de caldo de cultivo para el desarrollo de un fuerte movimiento rei- 
vindicativo, Organizado a través de las asociaciones de vecinos, que cobra- 
rán un creciente protagonismo en la lucha ciudadana por la mejora de la 
calidad de vida y de la vivienda, asociada al cambio del sistema político y 
la demanda de las libertades públicas. Los antecedentes de este movi- 
miento se sitúan en la Asociación de Propietarios, Comerciantes y Vecinos 
afectados por la Gran Vía Diagonal, que trató de impedir la apertura de 
una avenida Diagonal desde la plaza de España a Colón. Las asambleas, 
impulsadas principalmente por los pequeños comerciantes de la zona en la 
Cámara de la Propiedad, consiguieron detener el proyecto. En la primera 
mitad de los años sesenta, en los barrios comienzan a aglutinarse grupos 
de vecinos alrededor de las clases para adultos, algunas parroquias, clubs 
juveniles, etc. Este incipiente movimiento ciudadano se acogió a la Ley 
de Asociaciones de 1964, para fundar las modernas asociaciones de veci- 
nos, fuertemente penetradas por los partidos de oposición a la dictadura, 
en especial el PCE y otras organizaciones de carácter marxista-leninista, 
recientemente escindidas del mismo, y algunos sectores cristianos. Será en 
los primeros años setenta cuando adquieran una importante influencia en 
la vida ciudadana. La creación de la Federación de Asociaciones de Ve- 
cinos, a semejanza de lo ocurrido en Barcelona, trataba de articular y 
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coordinar la actuación de las distintas asociaciones, incrementando así su 
capacidad de movilización ciudadana, que encontraron traducción en la 
campaña contra el fraude del pan y la importante manifestación realizada 
en Moratalaz en septiembre de 1976. La no legalización de la Federación 
desembocó en la 1 Semana Ciudadana, que culminó con una de las ma- 
nifestaciones más numerosas de las habidas en el Madrid de la dictadura, 
el 22 de junio de 1976. 

En los primeros años de la transición democrática, el movimiento ciu- 
dadano abandonó parte de su contenido político anterior y centró su ac- 
tividad reivindicativa en los problemas generados por la especulación del 
suelo registrados. Dos fueron las grandes movilizaciones que tuvieron lu- 
gar en esa época: la campaña La Vaguada es nuestra, en el barrio del 
Pilar, y la lucha por una vivienda digna, de los chabolistas. La primera se 
saldó con una derrota parcial en los objetivos propuestos, al construirse 
finalmente el gran centro comercial, en lugar de destinar todo el espacio 
a zona verde y equipamientos colectivos. La segunda, sin embargo, cons- 
tituyó un triunfo del movimiento vecinal, al conseguir que el entonces 
ministro de la Vivienda, Joaquín Garrigues Walker, comprometiera los 
recursos necesarios para la realización de la Operación de Remodelación 
de Barrios de Madrid, en marzo de 1979. Un proyecto de enormes pro- 
porciones, que ha supuesto la realización de operaciones de remodelación 
y realojamiento en 30 barrios de Madrid, con la construcción de 39.000 
viviendas, en el que se ven implicadas alrededor de 150.000 personas, 
mediante actuaciones sobre más de 800 hectáreas de suelo urbano y con 
una inversión estimada en más de 200.000 millones de pesetas de 1986. El 
asentamiento de la democracia y las primeras elecciones democráticas a 
los ayuntamientos marcan el inicio del declive de la influencia de las aso- 
ciaciones de vecinos en Madrid; la incorporación de muchos de sus diri- 
gentes a los ayuntamientos y cargos públicos ligados a la Administración 
Local y a los partidos, así como la pérdida del referente político sobre el 
que se había sustentado su existencia: la conquista de las libertades públi- 
cas, junto con las prácticas de desmovilización social impulsadas por la 
izquierda, tanto el PSOE como el PCE, provocaron una importante pér- 
dida de objetivos que ha generado la crisis del movimiento ciudadano 
hasta el día de hoy, arrastrando las asociaciones de vecinos una lánguida 
vida, de la que no han conseguido todavía recuperarse. 

Por lo que respecta al movimiento obrero después de los primeros 
lustros de durísima represión de todo intento de oposición, en los que el 
potente movimiento obrero de los años treinta fue totalmente desarticu- 
lado, se iniciaron desde la más absoluta clandestinidad los primeros inten- 
tos de reorganización. Dentro de la configuración del nuevo Estado, y 
siguiendo los parámetros del fascismo italiano y la experiencia de la dic- 
tadura de Primo de Rivera, se crearon los Sindicatos Verticales (la CNS), 
de afiliación obligatoria, tanto para empresarios como para los trabaja- 
dores. La legislación laboral estipulaba la fijación de los salarios por de- 
creto, por lo que se hacía de todo punto imposible la negociación 
colectiva, a la vez que se eliminaba uno de los instrumentos tradicionales 
de la actuación sindical. La represión y el estrecho marco de actuación 
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que dejaba la dictadura consiguió desarticular a los sindicatos tradiciona- 
les, UGT y CNT. La contestación sindical terminó vehiculizándose a tra- 
vés de las propias estructuras del sindicato vertical, sobre todo desde la 
elección de enlaces sindicales a partir de 1950, que con el paso del tiempo 
llegarían a ser, por la elección de miembros de los partidos de oposición, 
especialmente el PCE, claves en la reorganización del movimiento obrero. 
Paralelamente a ello, en los primeros sesenta comenzaron a organizarse 
comisiones y comités de fábrica clandestinos, que agrupaban a los miem- 
bros más activos del movimiento obrero; organizados de manera aislada, 
terminarían por ser el embrión directo de las Comisiones Obreras. Por 
esas fechas nacía también la USO y algunas organizaciones de ideología 
católica, impregnadas por los nuevos aires renovadores del Concilio 
Vaticano II, como la JOC, HOAC, Vanguardia Obrera... La aprobación 
en 1958 de la Ley de Negociación Colectiva abrió algunos cauces para la 
reorganización del movimiento obrero, que fueron aprovechadas funda- 
mentalmente por el PCE para articular la contestación obrera. 

Las huelgas de los años 1960-62 significaron un salto adelante en la 
lucha sindical, las Comisiones Obreras se van generalizando en los centros 
de trabajo a la vez que sus miembros van ocupando posiciones en la es- 
tructura del sindicato vertical, a través de las elecciones a enlaces sindi- 
cales. En 1964 se produce la primera coordinación estatal de las 
Comisiones Obreras, con Madrid, Barcelona, Asturias y el País Vasco 
como principales centros. En Madrid se constituyó la Comisión Obrera 
del Metal. Las elecciones sindicales de 1966 supusieron un triunfo reso- 
nante de las Comisiones Obreras; a partir de este momento el sindicato 
vertical sería un instrumento clave en la organización del movimiento 
obrero; dominado en sus estructuras de empresa y en algunas provinciales 
por la oposición, fue utilizado para impulsar la lucha sindical. En 1967 se 
reunió en Madrid la Primera Asamblea Estatal de las Comisiones Obreras; 
las huelgas de 1967, con las marchas de enero de los metalúrgicos en 
Madrid y de los mineros de Asturias, provocaron un movimiento represivo 
que se saldó con numerosas detenciones y la declaración del estado de 
excepción en Vizcaya. Las movilizaciones continuaron en octubre de ese 
año en Madrid, Cataluña, Bilbao, Asturias, Pamplona, Sevilla, Galicia y 
Zaragoza, lo que llevó al Tribunal Supremo a declarar a las Comisiones 
ilegales y subversivas en noviembre de 1967. A partir de esta fecha las 
huelgas se suceden. La detención de los dirigentes de Comisiones Obreras 
el 24 de junio de 1972, en una residencia de los padres oblatos de Pozuelo 
de Alarcón, que posteriormente sería conocido como el proceso 1.001, 
señala el intento, fallido por otra parte, de descabezar al movimiento 
obrero; en esa época la pujanza e implantación de las Comisiones Obreras 
son un hecho incontestable. En enero de 1976, un mes después de muerto 
el dictador, tuvo lugar en Madrid el más importante movimiento huelguís- 
tico habido después de la guerra civil: decenas de miles de trabajadores 
se pusieron en huelga, siendo ésta general en Getafe y en los centros 
industriales del sur de la provincia. La huelga de Madrid terminó por dar 
al traste con la política de topes salariales de Villar Mir, poniendo en 
cuestión la tímida política aperturista del gobierno Arias Navarro. A partir 
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de este momento las organizaciones sindicales inician una nueva etapa, 
Comisiones se transforma en un sindicato de afiliación, dando por termi- 
nada su fase asamblearia; el 22 de julio de 1976 se forma la Coordinadora 
de Organizaciones Sindicales, integrada por Comisiones, UGT y la USO, 
dentro de la política de unión de la oposición, manifestada en la consti- 
tución de Coordinación Democrática, que unió en una sola mesa a la 
Junta Democrática y a la Plataforma Democrática. El 12 de noviembre de 
1976, la Coordinadora de Organizaciones Sindicales convocó una jornada 
de lucha a nivel de todo el Estado, seguida por decenas de miles de tra- 
bajadores. Es la culminación del proceso de movilizaciones, que desem- 
bocarían en el reconocimiento de las libertades sindicales y, en general, 
de las libertades públicas, ratificados por la convocatoria de elecciones en 
junio de 1977, cuyas Cortes tuvieron carácter Constituyente, sancionado 
por la aprobación de la Constitución en diciembre de 1978. 


EL IMPACTO DE LA CRISIS SOBRE EL TERRITORIO: 1975-1988 


La crisis económica mundial, que tomó carta de naturaleza ante la 
opinión pública internacional con la crisis del petróleo de 1973, ha tenido 
en nuestro país un fuerte impacto, agravado por las peculiaridades del 
crecimiento económico español durante los años sesenta y por la coinci- 
dencia con la crisis del régimen franquista y los primeros años de la tran- 
sición democrática, que llevaron a retrasar algunos de sus efectos más 
negativos, por la intervención del Estado con el fin de atemperar las ten- 
siones sociales en un momento de fuerte incertidumbre política, agravando 
algunos de los problemas estructurales de la economía española, por la no 
adopción de las políticas de ajuste que ésta demandaba en el momento 
adecuado. La crisis económica en Madrid ha tenido unas características 
diferenciales respecto del resto de España debido a su particular posición 
en el contexto nacional, por el hecho de ser capital del Estado y centro 
financiero y de los servicios a escala nacional. 

La crisis en Madrid ha tenido una fuerte incidencia, puesta de mani- 
fiesto en la destrucción de 200.000 empleos entre 1975 y 1984, aunque el 
peso de los servicios y de la Administración Pública han actuado como 
factores amortiguadores. La crisis viene determinada por un doble panel 
de fenómenos. De una parte, la caída de la demanda y de la producción, 
y de otra, la sustitución de trabajo por capital y el incremento de la pro- 
ducción por persona ocupada. Por sectores, es la construcción la que ex- 
perimenta un mayor impacto relativo, con la destrucción de 75.000 puestos 
de trabajo, y con importantes consecuencias sobre otros sectores, fruto de 
los efectos multiplicadores que ésta tiene en otras ramas productivas. 
Como era lógico esperar, ha afectado a buena parte de los sectores in- 
dustriales, aunque de manera desigual. El sector servicios, sin embargo, 
ha actuado, como hemos dicho, de colchón amortiguador en la destrucción 
de empleo regional, lo que ha provocado una mayor terciarización de la 
economía madrileña; así, la población ocupada en el mismo ha pasado del 
63,3 por 100 del total provincial al 65,3 por 100 en 1984. El impacto de 
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la crisis sobre la economía madrileña queda reflejado en la existencia de 
350.000 parados en el tercer trimestre de 1984 (según los datos de la En- 
cuesta de Población Activa, EPA), el 20,25 por 100 de la población activa. 
No obstante la comparación con otras regiones españolas evidencia una 
mayor capacidad de respuesta de Madrid respecto de otras regiones de 
fuerte raigambre industrial como Cataluña, País Vasco o Asturias, debido 
al peso de los servicios y a la ausencia de industrias de primera transfor- 
mación, como la siderurgia, particularmente afectadas. 

Si bien es cierto que relativamente la región madrileña ha sufrido me- 
nos los efectos de la crisis que otras zonas industriales del país, no es 
menos cierto que sobre el territorio madrileño ha tenido un desigual im- 
pacto, como queda manifiesto por las enormes diferencias de renta entre 
unos municipios y otros. Según las estimaciones de Banesto, la renta ma- 
drileña oscila entre las 170.000 pesetas por habitante y año y las 750.000 
pesetas de cinco municipios en 1981. En efecto, como ya hemos tenido 
ocasión de señalar, el crecimiento económico madrileño registrado en los 
años sesenta se realizó de manera diferenciada en el territorio provincial. 
El sur industrializado, lugar por excelencia de localización de los sectores 
industriales de mayor antigúedad y de carácter más tradicional, en el que 
predomina la gran fábrica del sector metalúrgico, es el que ha sufrido los 
embates más negativos de la crisis. El sur madrileño será una de las zonas 
industriales más castigadas por la crisis en el contexto nacional, con ele- 
vadas tasas de desempleo, cierres de fábricas, reducciones drásticas de 
plantilla y desinversión industrial, en contraste con el norte provincial, 
incluido aquí el norte del municipio madrileño, centro de los servicios y 
del sector cuaternario, con elevados niveles de renta y con un impacto 
más difuso de las consecuencias de la crisis. 

En el tercer trimestre de 1984 había en Madrid 349.500 parados; estos 
datos se incrementarían sensiblemente si tuviéramos en cuenta la pobla- 
ción desanimada, es decir, aquellas personas que, cansadas de demandar, 
infructuosamente trabajo, han renunciado a seguir buscándolo, desapare- 
ciendo de las encuestas oficiales; el número de parados se situaría enton- 
ces en 450.000 personas, si consideramos las tasas de actividad de 1975, 
bastante bajas en comparación con otros países europeos y, por tanto, 
razonablemente estimativas. Claro está que una parte no despreciable de 
los mismos han pasado a engrosar las filas del trabajo negro, vinculado a 
la economía sumergida. La precariedad y la total ausencia de derechos y 
cobertura social de estos trabajadores hacen que sea difícil considerarlos 
dentro de la población ocupada. Por grupos de edad, más de la mitad de 
los parados son jóvenes menores de 24 años (194.200), 138.500 se sitúan 
entre 25 y 50 años, y 16.800 tenían más de 54 años. Esta gran bolsa de 
desempleo juvenil ha alterado las pautas de comportamiento social en la 
población madrileña. Se ha generalizado la familia extensa y ha aumen- 
tado significativamente el nivel de dependencia de los jóvenes, abocados 
a permanecer en el domicilio familiar hasta bien entrados en la edad 
adulta (entre los 25 y los 30 años), con el consiguiente desajuste de las 
relaciones de convivencia. Los jóvenes de las poblaciones y barrios tra- 
bajadores, ante un futuro sin expectativas, son arrastrados a una creciente 
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situación de marginación, donde la droga y la calle se les ofrecen como 
únicas vías de escape, ante una realidad que les ha convertido en una 
auténtica generación perdida. Esta situación, íntimamente ligada a la de- 
sarticulación del mercado de trabajo, con la extensión del trabajo negro y 
la precarización del empleo, está transformando profundamente las rela- 
ciones sociales, generalizando las actitudes apáticas, lo que ha sido deno- 
minado como el desencanto y el pasotismo, mediante el retraimiento de 
amplios sectores de la población madrileña a la participación activa en la 
vida social (caída de la afiliación sindical, crisis de todo tipo de organiza- 
ciones sociales), dando lugar a un marcado desmantelamiento de la socie- 
dad civil. 

Por ramos productivos, la construcción es el sector, junto a la indus- 
tria, más afectado por la crisis. En este caso es resultado de una impor- 
tantísima caída de la demanda, debida a la moderación del crecimiento 
demográfico, a la reducción de los ingresos familiares reales y a los efectos 
del retraso de la independencia de los jóvenes. En 1981 había en Madrid 
242.000 viviendas vacías (el 14 por 100 del parque provincial frente el 9 
por 100 de 1970). El importante stock en manos de los promotores in- 
mobiliarios, la caída del poder adquisitivo de la demanda potencial, las 
altas tasas de interés del crédito hipotecario y la falta de perspectivas se 
encuentran en la base de la crisis de la construcción madrileña. El empleo 
en el sector disminuyó sensiblemente en esta etapa, los 175.000 trabaja- 
dores de 1977 se redujeron a sólo 96.000 personas en 1984. A ello hay 
que añadirle la importante precarización del empleo en el sector, a través 
de la generalización de la subcontratación y del pistolerismo, con el con- 
siguiente trabajo a destajo y la disminución de la seguridad y de la cober- 
tura social de los trabajadores. La reducción de plantillas en las grandes 
empresas del sector como Dragados y Construcciones, que pasó de los 
27.729 trabajadores de 1977 a los 14.901 de 1982, hablan por sí mismas 
de este proceso de precarización del empleo. 

Pero lo que mejor define la crisis económica de los setenta-ochenta en 
Madrid, al igual que en otras regiones, es la crisis industrial, que encuen- 
tra especial incidencia en los polígonos industriales del municipio madri- 
leño, en la zona sur del área metropolitana y en el corredor Madrid- 
Guadalajara. Los efectos de la crisis se pueden seguir por la evolución de 
la ocupación del suelo industrial. Así, en el municipio madrileño ha dis- 
minuido en 212 hectáreas entre 1973 y 1980, concentrándose las mayores 
pérdidas en los distritos centrales (41 hectáreas) y en la zona sur del mu- 
nicipio (143 hectáreas). En el área metropolitana sur (Pozuelo de Alarcón, 
Leganés, Getafe, Pinto) el suelo industrial se incrementó entre 1973 y 
1983 en 16 hectáreas, pero sólo entre 1980 y 1983 perdió 18 hectáreas; 
mientras que en el este del área metropolitana permanecía estancado, y 
en el corredor del Henares se perdían 30 hectáreas de suelo industrial. 
Por sectores, todas las ramas de la industria, salvo el energético, la indus- 
tria militar (CASA, ENOSA, Cetme, Pegaso...) y la electrónica han re- 
gistrado importantes retrocesos. El impacto desigual de la crisis por 
sectores productivos ha contribuido a reforzar la especialización industrial 
de la provincia; así, la mayor natalidad y menor mortalidad relativas de 
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las empresas dedicadas a las químicas, electrónica, maquinaria, artes grá- 
ficas o material de transporte, con crecientes tasas de productividad (fruto 
de la reducción de plantillas y la innovación tecnológica) y de beneficio, 
junto con la pérdida de posiciones de las empresas dedicadas al textil, la 
confección, la manufactura del cuero, la madera y el mueble o la metalurgia 
de base, reflejan el proceso de reestructuración productiva que la crisis ha 
dibujado en la industria madrileña. Este proceso no ha hecho sino acentuar 
las tendencias apuntadas en los años finales del boom industrial. Si las quí- 
micas habían desplazado de la primera posición al sector del metal a finales 
de los años sesenta en Madrid, ahora serán, en cuanto a la estructura del 
valor añadido generado, las industrias eléctricas y electrónicas las que ocupen 
el primer lugar, seguidas por la industria química (con predominio de la 
farmacéutica), y la alimentación, bebidas, tabacos, el cuarto lugar es ocupado 
por las artes gráficas y edición, y sólo en quinto lugar aparece la fabricación 
de productos metálicos. Especial importancia han tenido las reducciones de 
plantillas en el sector de la automoción, de electrónica y electrodomésticos. 

Hemos señalado que una de las características de la crisis en Madrid 
es la acentuación de la terciarización de la actividad económica regional. 
Según la EPA del tercer trimestre de 1984, la población ocupada en el 
sector de servicios se situaba en 898.900 personas, frente a las 945.200 
personas empleadas en 1975, es decir, en los años de mayor impacto de 
la crisis se han perdido 46.300 puestos de trabajo en el sector. Ahora bien, 
estas cifras absolutas conviene que sean matizadas para poder apreciar en 
toda su extensión el proceso de terciarización de la economía madrileña 
durante la crisis; pues mientras la población ocupada entre el cuarto tri- 
mestre de 1976 y el tercer trimestre de 1984 en el comercio, restaurantes, 
hostelería y reparaciones disminuye en 7.800 personas, en los transportes 
y comunicaciones lo hace en 27.200 personas y las instituciones financie- 
ras, seguros y servicios a las empresas pierden 4.400 empleos, el término 
otros servicios registra, sin embargo, un incremento de 30.200 empleos. 
Quiere esto decir que el impacto de la crisis ha actuado de manera dife- 
renciada en el sector. Son las pequeñas empresas de carácter en muchos 
casos familiar, como el pequeño comercio, o las empresas de transportes 
de estructura obsoleta, las que han sufrido más directamente el impacto 
de la crisis. Paralelamente, los nuevos servicios a las empresas, como las 
agencias de publicidad, las empresas de servicios informáticos, consultoras, 
estudios de ingeniería, estudios de mercado, mensajerías..., en estos años 
han registrado un proceso de expansión que no se ha detenido hasta hoy, 
mientras en el sector financiero y los seguros el empleo ha permanecido 
estancado, aunque no así su actividad. Junto a ello, el empleo en el sector 
público, Administración Central, Autonómica y Local, no ha hecho sino 
incrementarse, pasando de las 108.000 personas ocupadas en 1979 a las 
130.400 en 1984. Otro tanto ocurre en educación e investigación, en donde 
se crean en el mismo período 15.700 nuevos empleos, o la sanidad y la 
asistencia social. En general, el sector público, tanto las diferentes admi- 
nistraciones públicas como el INI, han creado en Madrid alrededor de 
50.000 nuevos puestos de trabajo entre 1977 y 1984, actuando, por tanto, 
como un importante elemento amortiguador de la crisis en Madrid. 


MADRID 609 


A pesar de ello, la extremada concentración del sector servicios en la 
capital, y más concretamente en los distritos centrales y del norte de la 
ciudad, ha registrado un aumento de la tendencia a su terciarización en 
los años de crisis, que se ha acelerado con la recuperación económica. 

Recuperación económica que encuentra su punto de arranque en 1986, 
en la que todavía nos encontramos inmersos, y que no afecta por igual a 
todo el tejido económico y social. Las nuevas inversiones industriales tien- 
den a radicarse preferentemente en las zonas norte y nordeste, sobre to- 
dos aquellos sectores que presentan una mayor capacidad de innovación 
tecnológica y constituyen las ramas punta de la industria de finales de 
siglo: electrónica, informática, y químico-farmacéutica; mientras el sur no 
consigue despegar, debido a la obsolescencia de su entramado industrial y 
al deterioro infraestructural que arrastra. La recuperación está profundi- 
zando la segregación del territorio en la región madrileña, entre un norte 
rico y un sur cada vez más deteriorado. La terciarización del Municipio 
de Madrid, las nuevas tendencias de localización industrial, la diferencia- 
ción social, económica, medioambiental y urbanística entre el norte y el 
sur, corroboran la existencia de una sociedad dual en nuestra región. El 
boom inmobiliario registrado en coincidencia con la recuperación está ac- 
tuando de manera radical en la segregación económica y social del terri- 
torio madrileño. 


LA CREACIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE MADRID 


La aprobación en 1978 de la Constitución Española abría una nueva 
etapa histórica en la configuración del Estado, coetánea del restableci- 
miento de las libertades públicas en la forma de un Estado social de de- 
recho, que no viene al caso comentar. La Constitución de 1978 da lugar 
a una nueva articulación político-administrativa —nos referimos al Estado 
de las Autonomías—, que generalizó los procesos históricos de autonomía 
iniciados durante la II República en Cataluña, País Vasco y Galicia, inte- 
rrumpidos por la guerra civil y su posterior desenlace. En esta nueva arti- 
culación político-administrativa, Madrid planteaba serios problemas de 
ubicación. Era evidente que la realidad económico-social de la provincia 
de Madrid distaba años luz de la realidad castellano-manchega. Los débi- 
les lazos históricos que se podían argúir en defensa de su integración en 
Castilla-La Mancha se remontaban al proceso de Reconquista en la Baja 
Edad Media. La capitalidad instaurada por Felipe II en 1561 había su- 
puesto una 1upiura radical con el devenir histórico castellano-manchego. 
La incorporación de Madria a Castilla-La Mancha planteaba más dificul- 
tades que resolvía problemas. La propia Castilla-La Mancha hubiese co- 
rrido el peligro, de haber triunfado esta opción, de diluir su personalidad 
frente a la potencia económica y política de Madrid. Se habría reinstau- 
rado la situación vigente en el siglo XVIII, en el que la pujanza de Madrid 
hubiera actuado de gran núcleo absorbedor de recursos, acentuando hasta 
niveles extremos su posición dependiente y subordinada en el contexto 
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Así pues, una pregunta quedaba en el aire, ¿qué hacer con Madrid?, 
para cerrar completamente el mapa autonómico. En el interregno que me- 
dió entre la aprobación de la Constitución y la configuración de Madrid 
como Comunidad Autónoma, varias fueron las opciones barajadas, la ma- 
yoría de ellas faltas de rigor y en algún caso de difícil encaje constitucio- 
nal; nos referimos a la propuesta de transformar Madrid en distrito 
federal, a imagen y semejanza de Washington. Finalmente, la propuesta 
de convertir la provincia en una Comunidad Autónoma más se abrió ca- 
mino como la solución más adecuada. Así, en junio de 1981 la Asamblea 
de Parlamentarios madrileños aprobó el inicio del proceso de constitución 
de la Comunidad Autónoma, se creaba la comisión redactora del Estatuto 
de Autonomía, que finalizó sus trabajos en 1983. Nacía, pues, la Comu- 
nidad Autónoma de Madrid. En el período de tiempo que transcurrió 
hasta la celebración de las primeras elecciones autonómicas, el 8 de mayo 
de 1983, en las que el Partido Socialista se hizo con la mayoría absoluta, 
la Diputación Provincial ejerció las funciones transitorias hasta la consti- 
tución de los organismos autonómicos: Asamblea de Parlamentarios y 
Consejo de Gobierno, siendo elegido presidente de la Comunidad Autó- 
noma Joaquín Leguina en representación del PSOE, el partido más votado 
en las segundas elecciones autonómicas celebradas en junio de 1987, aun- 
que perdiera la mayoría absoluta. 

Cabría preguntarse, pues, si la Comunidad Autónoma de Madrid res- 
ponde exclusivamente a un mero acto administrativo. La respuesta, en 
nuestra opinión, no ofrece lugar a dudas, y por lo escrito hasta aquí cree- 
mos suficientemente contrastado desde el punto de vista histórico. En 
efecto, Madrid es una región con una personalidad específica propia, di- 
ferenciada del resto de las Comunidades Autónomas por su carácter ur- 
bano, que encuentra sus raíces en el hecho de la capitalidad, pero que no 
se resuelve exclusivamente en ella. Madrid es una región metropolitana 
que enlaza directamente con las grandes urbes metropolitanas del planeta 
en cuanto a sus características y problemáticas, salvando, naturalmente, 
las necesarias distancias de las diferentes realidades en las que éstas se 
encuentran inmersas. En nuestro país, sólo Barcelona disfruta O sufre — 
depende desde el prisma por el que se mire— del carácter de región me- 
tropolitana. Es evidente que esta realidad conformadora de la personali- 
dad de la región madrileña no hinca sus raíces en ancestrales señas de 
identidad que permitan reivindicar una personalidad cultural diferenciada, 
como pueden ser los casos de Cataluña o el País Vasco, por poner dos 
ejemplos significativos. 

Ya hemos dicho que lo que es hoy la actual región madrileña no quedó 
definitivamente configurada hasta la división provincial de Javier de Bur- 
gos, en fecha tan cercana como 1833. La propia dinámica de la capitalidad 
ha hecho históricamente de Madrid crisol de las Españas, en frase afor- 
tunada de un insigne escritor. De ahí la ausencia de una cultura específica 
propia, cuyos antecedentes se remontarían a la noche de los tiempos. Si 
algo es patrimonio de la región madrileña es su carácter abierto, forjado 
durante siglos por las continuadas oleadas de inmigrantes, que han hecho 
de ella en la actualidad una región abiertamente cosmopolita. 
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MURCIA 


1. UNA REGIÓN EN BUSCA DE SU IDENTIDAD 


La región murciana tal como hoy se entiende es el resultado de todo 
un proceso histórico estrechamente conectado a la Corona de Castilla 
y más tarde a la Monarquía española. Su secular función de marca fron- 
teriza es sin duda componente básico en la plasmación de su realidad 
actual. 

Esa función de frontera se ha conformado en dos fases bien diferen- 
ciadas: 

a) Medieval, con la configuración del reino como salida de Castilla al 
Mediterráneo, frente a la Confederación aragonesa de un lado, y al sul- 
tanato granadino de otro. En este sentido, Murcia —con Sevilla— viene 
a ser algo así como la Cantabria del sur. 

b) Moderna, en la que el reino murciano es frontalero del mar. Con 
las posesiones de Italia a través de la importante base naval de Cartagena, 
y sobre todo fronterizo con un islam norteafricano hostil hasta 
finales del siglo XVII, y más exactamente con el Magreb central, la actual 
Argelia. En el litoral de este país se situarán los enclaves de Orán y Ma- 
zalquivir —la Murcia del otro lado del mar—, españoles durante trescien- 
tos años, y dependientes del adelantamiento del reino murciano y de la 
capitanía general de la costa de Cartagena. 

Pero es la situación geográfica de la región, nexo entre el Levante 
peninsular y Andalucía, y entre el interior meseteño y el mar, lo que 
proporciona a aquélla su dominante carácter de crisol de pueblos, lenguas 
y culturas desde la más remota antigúedad. En tiempos recientes otro 
factor muy digno de ser tenido en cuenta es la función uniformadora de 
las dispersas comarcas asumida con variable éxito por la ciudad de Murcia, 
en su calidad de centro histórico, administrativo, económico y cultural de 


primera magnitud. 
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No deja de resultar sorprendente que en el ámbito de la historia re- 
gional murciana el mundo contemporáneo, no obstante tratarse de la 
etapa más próxima a nosotros y en la que de hecho nos hallamos inmer- 
sos, sea también la menos conocida. La aparente paradoja obedece a tres 


supuestos básicos: A ) 
1. Ausencia de perspectiva histórica para las fases cronológicas más 


recientes. 

2. La neta postergación de la contemporaneidad, y muy singular- 
mente de la historia contemporánea regional, dentro de nuestra historio- 
grafía, fenómeno que por motivaciones de orden ideológico culminará en 
las décadas iniciales del régimen cerrado en 1975. 

3. La falta, hasta bien entrado el siglo xx, de una neta conciencia 
regional murciana como consecuencia de problemas de identidad aún no 
enteramente resueltos. 

Todavía no ha sido esclarecida de forma satisfactoria la etiología del 
retraso en la aparición en Murcia y su región de una conciencia regional 
comparable y paralela a las de Valencia y Andalucía, por mencionar dos de 
sus comunidades limítrofes. Cabe apuntar, entre otras, las siguientes causas: 


e La colonización por Castilla de esta región y la acusada 
implantación aquí del centralismo castellano, de forma que 
desde el siglo xt Murcia fue simple prolongación de Castilla 
y su natural salida al Mediterráneo. 

e La abrumadora preponderancia del concejo y de la ciu- 
dad de Murcia en el ámbito regional hasta el punto de carecer 
de posible contrapeso. Los desequilibrios y los abusos genera- 
dos por esa prepotencia, amparados en privilegios tales como 
la concesión a Murcia de la global representación del reino de 
su nombre en las Cortes castellanas, generó una lógica actitud 
de rechazo en áreas periféricas, en particular por parte de con- 
cejos también de realengo tales como Cartagena, Lorca y Vi- 
llena (ésta dentro de Murcia hasta 1834), y por los concejos 
del sur y suroeste de la actual provincia de Albacete. 

e Esa ausencia de solidaridad regional se vio acentuada 
por la jurisdicción separada que en lo político-administrativo y 
en lo eclesiástico disfrutaron hasta bien entrado el siglo XIX los 
extensos territorios dependientes de las Órdenes militares. Así, 
las encomiendas de San Juan de Jerusalén en Archena y Ca- 
lasparra; los territorios santiaguistas de Totana-Aledo, Cieza, 
Ceutí y Lorquí, las villas del valle de Ricote, y sobre todo el 
compacto bloque de vicarías también santiaguistas de Carava- 
ca-Cehegín-Bullas, Moratalla, Yeste, Beas y Segura de la Sierra. 

e La inexistencia de una cultura murciana equiparable a la 
de las regiones españolas mejor definidas. Las manifestaciones 
culturales suscitadas aquí, aparte haber sido generadas casi 
siempre por influencias ajenas a la región y acomodarse en su 
proceso evolutivo a corrientes y factores exógenos, raras veces 
tuvieron vigencia en la totalidad del territorio regional. 
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De otro lado, la endeblez del componente regionalista resulta espe- 
cialmente evidente en el campo literario. En parte por no haberse logrado 
la transformación del dialecto murciano —«panocho»— en generalizada 
lengua de cultura, no obstante meritísimas aportaciones como las del 
poeta Vicente Medina. A su vez, la contribución de Murcia a la literatura 
castellana anterior a 1900 dista de ser de primera magnitud, acaso por 
resultar mínimo su contenido regional. De ahí que sea más correcto hablar 
de «literatura en Murcia» y no de «literatura murciana», según vienen 
puntualizando en los últimos años críticos de incuestionable autoridad. 

Algo parecido puede decirse de las artes, cuyas insuficiencias en cuanto 
a originalidad y empuje creativo explica la perpetuación de fórmulas acu- 
ñadas en el siglo xVInI. Acaso pueda señalarse como excepción la pintura, 
sin duda por ser —con la poesía— donde el factor regional ha penetrado 
más profundamente. 

Por lo mismo, el regionalismo murciano tampoco ha tenido tratadistas 
rigurosos hasta bien avanzada la actual centuria. En parte, por la coloni- 
zación cultural de la región, a lo que contribuyó en no escasa medida la 
ausencia de una universidad hasta tiempos relativamente recientes. Las 
contribuciones de tratadistas serios, antiguos y modernos, como F. Cas- 
cales, P. Morote, J. Lozano, P. M. Ortega, P. Díaz Cassou, A. Baquero 
Almansa, J. Fuentes y Ponte, J. Espín Rael, M. Merino Álvarez, A. Puig 
Campillo, entre otros, aunque muy meritorias, sólo en contados casos re- 
sultan equiparables a las registradas en otras regiones. Con mayor fre- 
cuencia, este tipo de aportaciones no suelen ir más allá de la mera 
exaltación de lirismos folclóricos. 

La insolidaridad regional murciana se evidenció acaso por última vez 
en toda su magnitud y con caracteres dramáticos durante los sucesos can- 
tonalistas de 1873. En tal ocasión, frente a la ciudad de Murcia, benefi- 
ciaria del esfuerzo uniformizador y centralizador culminante en la etapa 
isabelina, se manifestarán fuerzas centrífugas polarizadas en torno a Car- 
tagena. La dicotomía entre ambas localidades dentro del ámbito regional 
ha llegado hasta hoy, de igual forma que continúan sin resolverse varios 
de los problemas derivados de la histórica disociación entre Murcia y sus 
comarcas. 


2. EL MARCO GEOGRÁFICO 


La región murciana con sus 11.317 kilómetros cuadrados representa 
apenas el 2,24 por 100 del territorio nacional. En cuanto a superficie la 
corresponde el noveno lugar entre las diecisiete comunidades autónomas 
que forman el Estado español, siendo además una de las seis regiones 
uniprovinciales existentes. 

El espacio geográfico que ocupa la región en la actualidad se sitúa en 
el frente sureste de la Península y es sensiblemente inferior al que tuvo 
en el pasado, constreñido hoy, tras la incorporación de Albacete a Casti- 
lla-La Mancha, a los límites establecidos para la provincia de Murcia en 
1833-1834, mantenidos con escasos cambios hasta el momento presente. 
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La región en su conformación actual responde por tanto a criterios pura- 
mente administrativos que, aunque no exentos de unos ciertos fundamen- 
tos políticos y económicos, resultan artificiales por entrar en colisión con 
la realidad geográfica y cultural, y con una tradición histórica multisecular. 

Los principios de racionalidad y equilibrio impuestos por Javier de 
Burgos en la mencionada división provincial se tradujeron en este caso en 
segmentación de un espacio natural. Es así como quedaron fuera de Mur- 
cia y su provincia —hoy región— una parte de las tierras del alto Segura, 
los altiplanos situados al norte y este de Yecla, varios parajes del alto 
Guadalentín y todo el bajo Segura, área ésta que es prolongación de la 
depresión prelitoral murciana. Tierras todas que además de constituir una 
unidad geográfica con el territorio de que fueron segregadas, son de his- 
toria y poblamiento netamente murcianos, y aún hoy, siglo y medio des- 
pués de establecida la vigente y ya bien afianzada demarcación de 
referencia, tienden a gravitar económica y culturalmente hacia su antigua 
región. Lo que prueba que una realidad administrativa, por consolidada 
que esté, difícilmente puede sobreponerse a una realidad natural. 

Esa relativamente reducida superficie regional no impide que se dé en 
ella una profunda diversidad de paisajes impuesta por fuertes contrastes 
en cuanto a altitud, pluviosidad, clima y niveles de ocupación humana. De 
ahí que los geógrafos actuales' presenten el factor dualidad como uno de 
los rasgos dominantes en el espacio geográfico. Dualismo entre la mon- 
taña y el llano, los altiplanos de contrastadas temperaturas y el litoral 
mediterráneo, el secano y el regadío, los desiertos interiores y las grandes 
concentraciones humanas propias de huertas y determinados puntos de la 
costa. 

Cinco unidades físicas se reparten la geografía murciana”. El litoral, 
que con sus 250 kilómetros —de los cuales 73 corresponden al Mar Me- 
nor— es a un tiempo uniforme y diverso. Las llanuras, por lo general 
antiguas depresiones rellenadas por materiales aluviales, comenzando por 
los valles del Segura y el Guadalentín o Sangonera, así como el dilatado 
Campo de Cartagena. Las cuencas o cubetas neógenas de Mula, Fortuna- 
Abanilla y, en parte, de Cieza. El altiplano de Jumilla-Yecla y altiplanicies 
menores de Caravaca y Moratalla. Finalmente las montañas sub-béticas, 
béticas y pre-béticas que, por más que ofrezcan una orientación general 
suroeste-noroeste, proporcionan a la región carácter accidentado e incluso 
laberíntico. 

El rio Segura, con sus afluentes —Zumeta, Tus, Mundo, Taibilla, Quí- 
par, Argos, Moratalla, Mula, Guadalentín—, es el principal aglutinante 
regional. Todos esos ríos, alimentados de lluvias escasas pero torrenciales, 
son de caudal muy irregular, y en sus cursos altos corren impetuosos 
abriendo profundos barrancos y arrastrando gran cantidad de aluviones 


F. López Bermúdez, F. Calvo García-Tornel y A. Morales Gil, Geografía de la región 
de Murcia, Barcelona, 1986, págs. 7-8. 

* F. López Bermúdez, «El marco geográfico de la economía regional murciana», en 
J. A. Ayala (y otros), Estudios sobre Historia Económica Contemporánea de la región de 
Murcia, Murcia, 1983, págs. 25-42. 
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que depositan en llanuras y depresiones. Regulado el curso del Segura, 
hasta donde resulta factible, por todo un sistema de presas para riego de 
origen medieval y acaso anterior, que en sus rasgos definitivos ha sido 
perfilado entre el siglo xv y el momento presente, al objeto de prevenir 
las temibles avenidas de otoño y primavera —66 grandes inundaciones 
entre 1258 y 1970—, discurre desde Orihuela en su tramo final por la 
provincia alicantina, para desembocar en Guardamar entre grandes for- 
maciones dunares. 

Un clima subdesértico con temperaturas medias anuales entre 16” y 18? 
y precipitaciones inferiores a los 300 milímetros anuales —con Almería las 
más bajas de España— conforman un área litoral bien delimitada, que ha 
atraído la atención de geógrafos desde Vilá, Sermet y Roselló a Capel 
Molina, Gil Meseguer y Lillo Carpio. El clima se hace más húmedo con- 
forme nos adentramos en el interior, bajando las temperaturas a 10”-13" e 
incrementándose las precipitaciones, casi siempre lluvias equinocciales, 
hasta alcanzar un promedio de 600 milímetros. En los altiplanos las tem- 
peraturas son muy extremadas y en el de Jumilla-Yecla llegan a compu- 
tarse más de cincuenta días de heladas al año y temperaturas mínimas de 
hasta 24 grados bajo cero. Difícilmente podrá hallarse dentro o fuera de 
España una gama de climas tan variada en espacio tan relativamente 
reducido. No obstante, la aridez es signo dominante en la climatología 
regional, con una media en 1986 de 313,9 milímetros de precipitaciones, 
de las cuales 170,1 en el mes de octubre. 

Cuarenta y seis municipios forman hoy la uniprovincial región mur- 
ciana: Abanilla, Abarán, Aguilas, Albudeite, Alcantarilla, Aledo, Algua- 
zas, Alhama de Murcia, Archena, Beniel, Blanca, Bullas, Calasparra, 
Campos del Río, Caravaca de la Cruz, Cartagena, Cehegín, Ceutí, Cieza, 
Fortuna, Fuente Álamo, Jumilla, Lorca, Librila, Lorquí, Los Alcázares, 
Mazarrón, Molina de Segura, Moratalla, Mula, Murcia, Ojós, Pliego, 
Puerto Lumbreras, Ricote, San Javier, San Pedro del Pinatar, Santomera, 
Torre Pacheco, Las Torres de Cotillas, Totana, Ulea, La Unión, Villa- 
nueva del Segura y Yecla. Como puede verse, las improntas árabe y cris- 
tiano-medieval dominan ese nomenclátor y, en general, la toponimia 
regional. 

Su agrupación en comarcas, asunto sobre el que versa la tesis de 
F. Sánchez Galindo, dista de ser cuestión resuelta, siendo dispares las 
clasificaciones realizadas hasta el momento según primen en las mismas 
factores geográficos, históricos, económicos o puramente administrativos. 
Ahora bien, existe un cierto acuerdo en cuanto a aceptar las comarcas 
mejor definidas. A saber: Vega Alta del Segura, Vega Media del Segura, 
Valle del Guadalentín, Campo de Cartagena, Cuenca de Mula, Noroeste 
y Altiplano de Jumilla-Yecla. Las variables se producen según sean seg- 
mentadas o no esas unidades naturales matrices, o bien al delimitarlas, y 
al dotar de entidad propia a unidades menores periféricas, como pudieran 
ser Águilas, Mazarrón y Mar Menor con sus respectivos hínterland, y más 
al norte, Abanilla de un lado y Archena de otro. 
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3. LA DIFÍCIL TRANSICIÓN DE UNA DEMOGRAFÍA ANTIGUA 
A OTRA MODERNA. MURCIA, REGIÓN DE EMIGRACIÓN 


La región murciana anterior al siglo XVII se nos muestra como país 
de débil demografía, como «un gran vacío humano»”. Los entrecortados 
datos disponibles para ese dilatado período, recogidos por A. Merino 
Álvarez', hasta el momento no han podido ser transformados en series 
coherentes dada la escasez de contribuciones posteriores”. 

No cabe duda de que la masiva emigración de gran parte de los mu- 
sulmanes murcianos al Magreb y al vecino sultanato nasri al término de 
la reconquista cristiana en el siglo XI, sumado al desamparo en que 
quedó por largo tiempo el frente marítimo de Murcia y a la vulnerabilidad 
de su frontera con Granada, determinaron la transformación del otrora 
floreciente estado en un país despoblado y yermo, salpicado de unos cuan- 
tos oasis cultivados donde se acogieron los escasos moradores. 

Drásticas variaciones en los condicionantes apuntados, detectadas 
desde finales del siglo xv, determinarán el rápido incremento demográfico 
—hasta el 50 por 100 entre 1530 y 1590— y la consiguiente reactivación 
económica. La centuria siguiente, por el contrario, será netamente rece- 
siva bajo los efectos de una multiplicidad de factores adversos. Entre ellos 
emergen con entidad propia los desastres meteorológicos, las hambres cí- 
clicas y las mortandades catastróficas generadas por epidemias como la 
peste de 1647. 

La expulsión de los moriscos, aunque con menos incidencia que en 
Valencia y Aragón, por ser aquí menos numerosos, no podía dejar de 
repercutir muy negativamente sobre un país de débil demografía. En Mur- 
cia y su reino se distinguía entre mudéjares o descendientes de la antigua 
población musulmana, en vías de asimilación más o menos avanzada, y 
considerados —y tratados— a todos los efectos como cristianos viejos, y 
los de ulterior asentamiento conocidos como cristianos nuevos de moros, 
nuevos convertidos, moriscos o simplemente granadinos en atención a su 
país de procedencia. Los primeros representaban un grupo aparte, casi 
exclusivamente rural, frente a los granadinos que lo era urbano. En tanto 
aquéllos se nos muestran como cultivadores en la huerta de Murcia y 
como labradores y pastores en las comarcas más apartadas de la región, 
éstos vivirán del negocio sedero, del artesanado, del comercio y de la 
arriería, en mayor medida que de una agricultura circunscrita a las inme- 
diaciones de las ciudades donde tenían residencia. 

Suele presentarse a estos postreros mudéjares castellanos como gentes 
integradas en las estructuras sociales y religiosas del país, contrapunto del 


? V. M. Roselló Verger y G. M. Cano García, Evolución urbana de la ciudad de Murcia 
(831-1973), Murcia, 1975, pág. 47. 

* Geografía histórica del territorio de la actual provincia de Murcia..., Madrid, 1915 
(reimpresión: Murcia, 1978). 

? Para el siglo xvi es fundamental la consulta de F. Chacón Jiménez, Murcia en la 
centuria del quinientos, Murcia, 1979. 
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TABLA 1.—Censo de mudéjares murcianos (enero 1611) 


Individuos 


Murcia y lugares de su jurisdicción 
Villas del reino: . 
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FUENTE: J. B. Vilar, «La rebelión y dispersión de los moriscos. El caso murciano», en J. Pérez Villanueva y B. Escandell 
Bonet (eds.), Historia de la Inquisición en España y América, Madrid, 1984. 


elemento granadino, mucho más refractario. La tesis, acaso correcta en su 
sentido más general, admite matizaciones según el grado de asimilación 
del grupo. Lo es pleno en Murcia y aledaños. Menor en otras localidades 
de la región, donde la convivencia con los restantes vecinos cristianos no 
siempre resultaba fácil, aunque por motivos más raciales que religiosos, 
dándose «muchas pendencias y algunas muertes». La asimilación, en fin, 
era más imperfecta en «lugares separados, sin poblaciones de cristianos 
viejos», singularmente entre los moradores del angosto y recóndito valle 
de Ricote, encomienda santiaguista a cuyos pobladores se tenía, no siem- 
pre objetivamente, como gente inasimilable, hosca y peligrosa. 

Los granadinos inmigrados en el reino murciano, sumados a los inter- 
nados durante la guerra de las Alpujarras por el marqués de los Vélez, 
en su mayoría prisioneros reducidos a esclavitud, probablemente llegaron 
a ser más numerosos que los mudéjares locales. Tan sólo los deportados 
al Magreb entre enero y abril de 1610 fueron 6.562. Una buena mitad 
residía en Murcia y su término, distribuyéndose el resto por diferentes loca- 
lidades de la región. Desde Lorca y Totana a Hellín, Chinchilla y Albacete, 
y desde las encomiendas santiaguistas de Beas, Segura, Yeste y Caravaca a 
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los pequeños pueblos próximos al mar. Gente emprendedora e industriosa, 
excelentes horticultores y puntal del floreciente negocio sedero —principal 
riqueza del país— venían siendo vigilados muy de cerca por la Inquisición 
en razón de su resistencia a la aculturación y su dudosa cristiandad. 

Se han dado las cuantificaciones más dispares sobre el número de mo- 
riscos expulsados de Murcia. Debieron fluctuar en torno a los 13.562 
—cifra próxima a las aportadas por H. Lapeyre y J. I. Gutiérrez Nieto—, 
incluidos los 6.562 granadinos deportados en 1610. La salida de los restan- 
tes fue escalonada hasta que en 1614 le llegó su turno a los mudéjares de 
Ricote. Para A. Gil Olcina? esta pérdida de población representó el 8 por 
100 de los efectivos regionales. 

Una recuperación demográfica plena se dejaría esperar hasta el si- 
glo xvHr, en que el reino de Murcia duplica ampliamente su población: 
271.079 habitantes para el territorio de la actual región, según el censo de 
Floridablanca —1787—, el mejor hecho de los setecentistas. Bien es cierto 
que ese incremento se repartió de forma harto desigual, siendo máximo 
en Murcia y su huerta, en Cartagena y comarcas litorales, y en Lorca y 
su término, a la sazón revalorizado por mejoras hidráulicas de gran em- 
peño —véase H. Capel, A. J. Mula, J. Hernández Franco, J. Gris—, y 
mínimo en los altiplanos y montañas del interior —véase A. Morales y 
J. L. González Ortiz—. Ahora quedará asegurada por vez primera en su 
historia una ocupación efectiva y continuada de la práctica totalidad del 
territorio murciano. 

Por más que el siglo xIx se inicie con la reaparición de la muerte 
acumulativa: epidemias de fiebre amarilla de 1804-1805 y 1810-1812, ca- 
tástrofes naturales como la ruptura del pantano de Puentes en abril de 
1802 —608 muertos y daños incalculables— y escaseces alimentarias al 
acentuarse la aridez con la consiguiente secuela de hambrunas cíclicas en 
toda la primera mitad del siglo —especialmente agudas las coetáneas de 
la guerra de la Independencia y las del bienio 1840-1841—, la población 
regional incrementará pese a todo sus efectivos de forma considerable, 
pasando de 271.079 habitantes a 382.812 entre 1787 y 1860. Un creci- 
miento bastante por encima de la media nacional. 

Esa tendencia se mantendrá en la segunda mitad del siglo hasta alcan- 
zarse los 577.987 habitantes en 1900. Crecimiento tan espectacular obe- 
decía, más que a incremento de la natalidad, a la recesión de la morta- 
lidad, sobre todo la infantil, al mejorar paulatinamente las condiciones de 
vida. La emigración murciana a la Argelia francesa, Orán y su región 
principalmente, importante entre 1840 y 1880 —Murcia con Alicante, Al- 
mería y Baleares principal provincia de emigración al norte de África”—, 
se verá contrarrestada en parte con la atracción demográfica suscitada por 
el boom minero murciano sobre la Mancha, sur de la región de Valencia 


* «Introducción geográfica» en Varios, Murcia, Madrid, 1976, pág. 24 (monografía de la 


serie «Tierras de España»). 

7 J. B. Vilar, Emigración española a Argelia (1830-1900), Madrid, 1975; Vilar, Los es- 
pañoles en la Argelia francesa (1830-1914), prólogo de J. M.* Jover Zamora, Murcia-Madrid, 
1989. 
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y muy especialmente sobre la Andalucía penibética, hecho llamado a ge- 
nerar fenómenos demográficos tan singulares como el surgimiento de la 
nada y meteórico despegue de La Unión, ciudad minera por excelencia. 
Después de 1880 se frena el desarrollo demográfico con el relativo 
declive de la minería, la crisis agrícola finisecular y el pase a un primer 
plano de la emigración. Subsiste la dirigida a Argelia —por ejemplo, 7.080 
salidas computadas con tal destino desde Cartagena en el lustro 1891- 
1895—, por más que desde 1881 —masacre de trabajadores españoles en 


desviación migracional con destino a Iberoamérica y Cataluña. 

El éxodo ochocentista al norte de África contribuyó sin duda al estan- 
camiento demográfico y económico de las áreas de emigración más afec- 
tadas: campos de Cartagena y Lorca, secanos de Murcia, Mula y Abanilla, 
pequeñas localidades del litoral, altiplanos del norte y noroeste. Efecto 
negativo contrarrestado en parte con otros positivos. En particular la dis- 
minución de los niveles de conflictividad social en relación con Andalucía, 
por ser inferior la presión demográfica murciana —y el desempleo—, y la 
transformación en alguna medida de la estructura de la propiedad en Murcia 
y su región como resultado de la reinversión de los ahorros del emigrante. 

Ya en el siglo xx, la población murciana, que como queda dicho en 1900 
era de 577.987 habitantes, pasará en 1981 a un total de 957.903, siendo por 
tanto el incremento neto de 379.916 habitantes, es decir, un 65,7 por 100. 
En igual período la densidad experimentó lógicamente un notable aumento: 
de 51,1 habitantes por kilómetro cuadrado pasó a ser de 84,6 en el año 
últimamente indicado. El ritmo de crecimiento resultaría, empero, bastante 
irregular y notoriamente inferior al promedio nacional. 


TABLA I1.—Ritmo de crecimiento de la población murciana en el siglo XX 
en relación al total nacional. 


Región España 
Años . > A 
Perú 15 Py ptos Porcentaje Núm. índice 
Moa | | 100 | E | 100 
1901-1910 ..... | da a 106,4 | 7,4 EOS 
1911-1920 ..... 3,82 110,0 7,0 | 114,9 
1921-1930 ..... 1,06 07 | 10,7 127.2 
1931-1940 ..... | 11,50 124,5 99 ¡Ag 
1941-1950 ..... | 5.14 130,9 8,1 | 151,0 
1951-1960 ..... 5,78 138,5 8,6 164,3 
1961-1970 ..... 3.97 144.0 112 184,4 


I97EIOS1 0.2... | | 15,10 de ae 165,3 | 10,00 202,4 


FUENTE: F. Calvo García-Tornel: «La población», en Geografía de la región de Murcia, Barcelona, 1986. 


Para la correcta comprensión de esta tabla conviene precisar que el 
crecimiento natural ha sido siempre elevado y continuo —en la década de 
1960 el 16,4 por 1.000, uno de los más altos de España—, si bien el creci- 
miento real, aunque siempre con saldos positivos, queda muy por debajo 
de esas tasas, dado el continuo drenaje representado por la emigración. 
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Precisamente el incremento demográfico recogido en la tabla II, refe- 
rido a la década de 1930, obedece al declive e interrupción final de la 
emigración durante ese período —Cataluña, y en particular Barcelona, 
principal polo de atracción en las décadas iniciales del siglo— y a la feliz 
circunstancia de ser Murcia región de retaguardia durante la guerra civil. 
Otro tanto cabe decir de la fase abierta en 1971, de interrupción de una 
emigración a Europa, masiva desde 1955, compuesta como en los casos 
precedentes de Argelia, Iberoamérica y Cataluña por mano de obra es- 
casamente cualificada, orientada prioritariamente a Francia y Alemania 
—Suiza y el Benelux en segundo plano— y colapsada a remolque de una 
crisis económica internacional todavía no remontada. 

En cuanto a la distribución de la población, las densidades por muni- 
cipios evidencian oscilaciones importantes. Máxima densidad —datos de 
1981— en Alcantarilla, pequeño e industrializado municipio a las puertas 
de Murcia, con 4.715,8 habitantes por kilómetro cuadrado, y mínima en 
Moratalla, extenso y recóndito concejo de montaña, con 9,7. El alcance 
del equilibrio demográfico intercomunal se perfila con mayor nitidez si se 
tiene presente que en el año indicado diez de los 45 municipios de la 
región representaban el 72 por 100 de los efectivos demográficos censados. 
Es de señalar la conformación de auténticos ejes de población en los valles 
del Segura y Guadalentín y en las llanuras del litoral, como resultado del 
éxodo rural hacia las cabeceras municipales, hecho fundamental este del 
que se han ocupado C. Bel y E. Gil Meseguer. 

La etiología de tales desigualdades en la distribución espacial de la 
población es, cuando menos, compleja. No basta con subrayar el inferior 
crecimiento del ámbito rural respecto al urbano —+factor común a toda la 
geografía nacional—, que ha hecho retroceder el porcentaje de la pobla- 
ción rural murciana del 48 por 100 en 1900 al 33 en 1981, en tanto la 
urbana experimentaba un paralelo incremento del 30 al 40 por 100 del 
total, tendencia esta compartida con la llamada «población intermedia» 
—nmúcleos entre 2.000 y 10.000 habitantes—, que si bien mitiga la expan- 
sión urbana, se nutre sobre todo del éxodo rural. Por el contrario, en 
ocasiones la despoblación obedece a factores muy puntuales. Desde el 
estancamiento agrario en municipios de secano como Moratalla y Abani- 
lla, o en los menos favorecidos del valle de Ricote y Campo de Cartagena, 
al hundimiento del sector minero —La Unión, Mazarrón—, e incluso 
como resultado de acuerdos puramente administrativos, como sucederá en 
Lorca, al erigirse en ayuntamiento la pedanía de Puerto Lumbreras. 

Por último, la fuerte concentración poblacional en el término y huerta 
de Murcia —el 42 por 100 de los efectivos regionales en 1981— es otro 
de los rasgos dominantes en la demografía murciana. Tan formidable ex- 
pansión dista de haber concluido, pero hay que tener presente que no es 
polarizada sólo por la ciudad y su extenso término. También por otros 
municipios de la huerta —Alcantarilla, Santomera, Beniel—, de corta ex- 
tensión pero elevadas densidades'. 


$ F. Calvo García-Tornel, Continuidad y cambio en la huerta de Murcia, Murcia, 1982. 
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A su vez, ese crecimiento resulta inferior al constatado en varias ca- 
pitales de su región; no se nutre exclusivamente de efectivos propiamente 
murcianos —atracción de Murcia sobre Orihuela y la comarca alicantina 
de la Vega Baja, etc.—, y se equilibra con el paralelo desarrollo de otros 
núcleos urbanos en el ámbito regional, de día en día mejor comunicados 
e interrelacionados —como se evidencia en la reciente tesis doctoral de 
J. M.* Serrano—, entre los cuales la industriosa localidad de Molina de 
Segura constituye el ejemplo más significativo. Hoy por hoy nada más 
lejos de la realidad que el socorrido símil de presentar a Murcia como 
moderna y pujante macrociudad devorando una región atrasada y empo- 
brecida. 


TABLA HM1.—Población y superficie de las comarcas murcianas, 1986 


Densidad 
media 


Vega Media oa.es ceo bs 
Huerta de Murcia ...... 
Campo de Cartagena ... 
Mar Menor ts 


e 45 


eli aidan e 


Los datos cuantitativos sobre la población se completan con otros de 
índole cualitativa, tales como la distribución por grupos de edades, sexo, 
estado civil, nivel de instrucción, actividad económica, etc., aspectos es- 
tructurales de los que por razones obvias apenas podemos ofrecer una 
somera síntesis”. Respecto a la edad, Murcia es una región más joven que 
el promedio nacional. Esta circunstancia obedece sobre todo a la elevada 
proporción de menores de quince años —30,3 por 100 sobre el total—. 
Sin embargo se aprecia últimamente un cierto retroceso debido tanto a la 
disminución de la natalidad como a la prolongación de la esperanza de 
vida. El resultado es el inicio de una tendencia al envejecimiento de la 
población murciana. 

En cuanto a la composición por sexos, según el último censo se dan 
96,5 hombres por cada cien mujeres. Perdura en consecuencia la que es 
considerada una constante de la población regional siquiera desde comien- 
zos de siglo. Respecto al estado civil, la evolución demográfica puede con- 
siderarse normal en una sociedad en desarrollo. La proporción de solteros 


:2 Véase C. Bel Adell, Población y recursos humanos en la región de Murcia, Murcia, 
1982. 
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sobrepasa lo que es habitual en países occidentales, no obstante adelan- 
tarse en Murcia la edad de contraer matrimonio respecto a la media na- 
cional. 

Nota característica de la población murciana en relación al grado de 
instrucción es la todavía elevada tasa de analfabetismo, pese al fuerte des- 
censo experimentado a lo largo del siglo. Aunque el número de analfa- 
betos —según la definición censal— representaba sólo el 9,8 por 100 de 
los mayores de diez años, siéndolo en sus tres cuartas partes mujeres 
—síntoma de su marginación en el acceso a la escuela—, hay que señalar 
que la aludida definición de analfabetismo dista de ser satisfactoria, siendo 
superior el número de iletrados, amén de que el 44,3 por 100 de la po- 
blación mayor de catorce años no ha completado de forma plena los es- 
tudios primarios. 

En relación con el proceso productivo, la población económicamente 
activa creció hasta mediados de la década de 1960, para descender poste- 
riormente. La trayectoria seguida por la población activa masculina y fe- 
menina es contrapuesta, dado que disminuye el cupo masculino en tanto 
se incrementa la tasa de actividad femenina. El censo de 1960 marca un 
hito importante en la incorporación de la mujer murciana a la actividad 
laboral. Por sectores económicos, la evolución de la población activa viene 
presidida por el retroceso del sector primario en favor del industrial y 
sobre todo de los servicios, tendencia que, según subraya C. Bel, es coin- 
cidente con las constantes de un proceso normal de desarrollo. 


4. LA FUNCIÓN FRONTERIZA, DOMINANTE EN LOS FUNDAMENTOS 
HISTÓRICOS DE LA REGIÓN. DE LA MURCIA DE ALFONSO 
EL SABIO A LA DE BELLUGA Y FLORIDABLANCA 


La vinculación de Murcia a la Corona castellana se anticipa a la formal 
conquista. Castilla, que había sacado considerable ventaja a Aragón en la 
inicial ofensiva contra el islam peninsular, dudó sin embargo por largo 
tiempo entre el sur y levante a la hora de orientar ese magno esfuerzo. 
No cabe duda de que en el caso de haber elegido la salida del Mediterrá- 
neo cuando aún no había sido realizada la reconquista de los reinos mu- 
sulmanes de Zaragoza, Lérida y Tortosa, el curso ulterior de nuestra 
historia hubiera seguido derroteros bien diferentes. Pero no sucedió así, 
de forma que las tempranas y afortunadas campañas de los monarcas cas- 
tellano-leoneses Ordoño II y Fernando I, y luego del Cid y García Jimé- 
nez, en tierras de Valencia y Murcia, carecieron de efectos perdurables 
por falta de continuidad. : 

La amenaza almorávide, y más tarde la almohade, determinó a los 
príncipes musulmanes del sureste peninsular a invocar la protección y va- 
sallaje de los monarcas castellanos establecidos ya firmemente en la Man- 
cha. Este protectorado resultaba para ellos más llevadero, no sólo en el 
plano político-económico, sino sobre todo en el religioso, por cuanto al- 
morávides y almohades personalizaban sendas corrientes heterodoxas fun- 
damentalistas respecto a la ortodoxia sunnita observada en la España 
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islámica. Los tres Alfonsos, VI, VII y VIII, terminarían por entronizar 
una rama de los desposeídos Banu Hud de Zaragoza —vasallos suyos— 
en Murcia y su reino, convertido ya fácticamente en los albores del si- 
glo XI en protectorado castellano. En este ambiente de relativa seguridad 
alcanzará aquí la civilización musulmana de Al-Andalus uno de sus me- 
jores momentos. - 

Así estaban las cosas en 1230 al iniciarse el reinado de san Fernando. 
La situación geográfica del espacio murciano entre Valencia —área natural 
de expansión de Aragón y Cataluña en la Península— y Granada, plata- 
forma de la última invasión africana, la de los Banu Marin, determinaría, 
así como los levantamientos localistas en poblaciones tales como Orihuela 
y Lorca, que los últimos monarcas huditas del siglo XIII siguiesen la secu- 
lar tradición de recurrir al protectorado castellano. Sobre todo una vez 
que el reino de Valencia fuese ocupado por catalanes y aragoneses, y que 
se consolidara en Granada el potente sultanato establecido por Ibn Alha- 
mar, el primero de los monarcas nazaríes. Es así como quedó Murcia 
enquistada entre Valencia y Granada, semejando una cuña de unos 20.000 
kilómetros cuadrados de territorio pródigo en tierras estériles, pero que 
incluía comarcas densamente pobladas y de elevado interés económico y 
estratégico, en particulr en las cuencas de los ríos Segura, Guadalentín y 
Vinalopó. Aproximadamente la actual provincia de Murcia en bloque, 
buena parte de las de Alicante y Albacete, así como pequeñas porciones 
de Jaén y Granada con todo el norte de la de Almería. En suma, una 
superficie que duplicaba la de la actual región. 

Ahora bien, era éste un estado en ruinas, minado por cuestiones di- 
násticas, agitaciones internas y por la secesión de sus ciudades más impor- 
tantes, alzadas en emiratos autónomos, en tanto granadinos, aragoneses y 
castellanos presionaban sobre sus fronteras. Habiendo fracasado por invia- 
ble un intento de protectorado tunecino sobre Murcia, dado que el sultán 
de Túnez, Ibn Zaqariya, en modo alguno podía garantizar la integridad 
territorial de un estado satélite en la Península, al último monarca mur- 
ciano Muhammad ibn Hud el Chudami, llamado en las crónicas castellanas 
«Bahaodaula» o «Abenhudiel», no quedó otra salida que buscar, una vez 
más, la protección del rey de Castilla, entonces Fernando II, dueño ya 
de la totalidad de la Andalucía occidental. La crónica alfonsina refiere 
que el emir solicitó protección en la creencia, errónea por cierto, de que 
Castilla había llegado con Granada a un convenio de reparto del decli- 
nante estado intermedio. 

En Alcaraz fue concertado en 1243 el futuro status de Murcia mediante 
un tratado, protestado por la mayoría de los murcianos tan pronto fue 
conocido. Esa repulsa casi unánime necesariamente tenía que dar a la 
ocupación castellana un carácter más efectivo del previsto en un principio. 

De acuerdo con las estipulaciones de Alcaraz, los cristianos pudieron 
hacerse de numerosos lugares en completa propiedad por derecho de con- 
quista. Incluidas ciudades tan importantes como Lorca, Mula, Orihuela y 
Cartagena, tomadas al asalto o rendidas por capitulación. De otro lado, 
el futuro Alfonso el Sabio, protagonista de la campaña de ocupación, en 
modo alguno podía cumplir sus compromisos de protectorado sobre el 
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reino de Murcia, dado que la época y las circunstancias históricas sólo 
posibilitaban la total anexión a corto o medio plazo. Desde luego la do- 
cumentación disponible y los propios hechos evidencian que durante los 
cinco lustros en que aproximadamente se prolongó el protectorado caste- 
llano, los actos de soberanía de Castilla se suceden de forma ininterrum- 
pida, en tanto a ritmo paralelo se cercena la autonomía del estado 
protegido, llamado inexorablemente a desaparecer. 

Ya en 1244 llega desde Burgos el rey don Fernando, quien colocará al 
infante Alfonso junto al nominal soberano musulmán a la manera de alto 
comisario. La conducta del infante fue en todo momento la de un verda- 
dero monarca. Aprovechando la situación fronteriza de Albacete, la in- 
corpora unilateralmente a Castilla; de otro lado, fundándose en que Lor- 
ca, Mula y Cartagena eran enemigas de su señor natural el emir de Mur- 
cia, las anexiona igualmente a la Corona de Castilla; el siguiente paso será 
la restauración de la sede episcopal de Carthago Nova, a la que da por 
rentas parte de las contribuciones de diferentes ciudades, incluida la pro- 
pia Murcia. Importantes localidades como Elche, Crevillente, Aspe, Elda, 
Petrel, Villena, así como Yeste, Nerpio, Caravaca, Cehegín y Moratalla 
serán entregadas a varios jefes de su ejército y a las Ordenes militares. 
Se apodera también de Alicante, y por doquier da cartas pueblas, edifica 
iglesias y potencia abiertamente la conversión de musulmanes y judíos 
mediante misiones tales como la célebre de 1248-1249 protagonizada por 
san Pedro Nolasco. 

No podían faltar cuestiones de límites con Aragón, instalado ya en 
Valencia, diferencias resueltas mediante un tratado suscrito en Almizra, 
hoy Campo de Mirra, en mayo de 1244. La muerte del emir en 1259, la 
agitación de los mudéjares andaluces, el rompimiento de Granada con 
Castilla y el desembarco marroquí en tierras del estrecho, propició un 
general levantamiento de los musulmanes murcianos en 1264, reprimido 
por Alfonso con la ayuda de su suegro, Jaime 1 de Aragón. 

En años posteriores Alfonso X demostrará especial predilección por el 
reino murciano, su conquista de infante. La organización del mismo es 
obra personal suya, como también su repoblación y colonización mediante 
sucesivos repartos de tierra, los llamados «repartimientos», estudiados por 
J. Torres Fontes'”. El país queda dividido jurídicamente en tres áreas di- 
ferentes confiadas a los concejos de realengo, a los señores seculares y 
eclesiásticos recompensados así por su contribución a la conquista, y a las 
Ordenes militares, la de Santiago en primer lugar, necesarias para la de- 
fensa de la frontera. Pero los pobladores fueron escasos, predominando 


1 El repartimiento de la huerta y campo de Murcia en el siglo XIII, Murcia, 1971. Véase 


del mismo autor estudios similares posteriores sobre otras localidades, como también sobre 
el proceso de conquista y la repoblación. Para la precedente fase musulmana cabe destacar 
las actualizadas síntesis de J. García Antón en Varios, Historia de la Región murciana, Mur- 
cia, 1980. De entre la bibliografía referida a la etapa medieval posterior al siglo XI, de 
interés muy desigual, emergen por méritos propios sendas monografías recientes de María 
Llanos Martínez Carrillo y M. Rodríguez Llopis, referidas al realengo y al señorío respecti- 
vamente. 
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inicialmente catalanes y aragoneses sobre los castellanos. Muntaner refe- 
rirá en su crónica que en Murcia se hablaba el mejor catalán del mundo. 
Aunque esta situación experimentaría cambios fundamentales andando el 
tiempo, no cabe duda de que esos iniciales aportes catalano-aragoneses 
dejarían notable impronta en la definitiva plasmación de la personalidad 
y la cultura murcianas. 

Murcia, sede de una escuela de traductores como las de Toledo y Se- 
villa, y vinculada estrechamente a la obra jurídica, científica y literaria 
alfonsí, se identificará de tal forma con el rey sabio, que cuando al tér- 
mino de su largo reinado el monarca sea destronado por la rebelión del 
infante don Sancho, el segundo de sus hijos, tan sólo esta ciudad con 
Sevilla permanecerá leal al anciano rey, quien en su testamento dispondrá 
sepultura para sus restos mortales en la capital hispalense, exceptuando su 
corazón que debería ser trasladado a Murcia para ser inhumado en su 
naciente iglesia catedral, como en efecto se hizo. Desde entonces el co- 
razón de Alfonso el Sabio figurará en el escudo de armas de la ciudad 
como perenne testimonio de la inquebrantable lealtad, jamás desmentida, 
de las tierras murcianas a Castilla y a sus reyes. 

Tal lealtad no tardaría en ponerse de manifiesto con ocasión de la 
rivalidad castellano-aragonesa por el control del reino de Murcia. Un con- 
tencioso llamado a prolongarse durante todo el siglo XI y no liquidado 
hasta los primeros años de la siguiente centuria —sentencias arbitrales de 
Torrellas y Elche de 1304 y 1305—, quedando finalmente para Aragón la 
banda oriental del territorio disputado en torno al eje Orihuela-Alicante, 
área incorporada al reino de Valencia”. 

Las fuentes coetáneas y la historiografía posterior con buen sentido 
han deplorado la desmembración del antiguo reino murciano, denunciando 
las mencionadas sentencias arbitrales como ratificación de una situación 
de hecho emanada de un acto de fuerza: la ocupación del territorio en 
disputa por Jaime II de Aragón en 1296 durante la anárquica menoría del 
monarca castellano Fernando IV. También por suponer tal participación 
la segmentación convencional y absurda de una región natural que histó- 
ricamente siempre había constituido una unidad bien definida. Desde el 
punto de vista político se creó así una zona de fricción llamada a deterio- 
rar gravemente las relaciones de Castilla y Aragón durante los dos últimos 
siglos medievales. Sin embargo fracasaron los intentos revisionistas prac- 
ticados por ambas partes, y exceptuadas algunas rectificaciones de detalle, 
esta frontera ha llegado hasta hoy, al ser adoptada como línea limítrofe 
de las actuales provincias de Alicante y Murcia en la vigente división pro- 
vincial. 

Pero el siglo XIv es también de consolidación y crecimiento interno del 
adelantamiento murciano, con Jaén principal antemural castellano frente 
a Granada. Lo es en mayor medida el xv —véase M.* Ll. Martínez Ca- 
rrillo—, de franca expansión demográfica y económica incluso en ese 


51 Véase J. B. Vilar, Historia de la ciudad y obispado de Orihuela, Murcia, 1975-1982, 
8 vols. (vol. III). 
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mundo aparte constituido por los dominios de la Orden de Santiago, hoy 
bien conocidos en el período 1440-1515 tras la aparición de la reciente 
monografía de M. Rodríguez Llopis. Pero la función fronteriza continuará 
impregnando los destinos del reino suresteño. 

Iniciada la centuria final del medievo el peso específico de Murcia en 
Castilla es tal que sus procuradores en Cortes, junto con los de Toledo, 
Burgos, León, Córdoba y Sevilla, merecerán ejercer la regencia durante 
la menoría de Enrique HI. Por ello cuando Juan I y luego Enrique IV 
intenten hacer de Murcia y sus dependencias un principado en favor del 
primogénito del rey, curioso precedente del principado de Asturias, las 
ciudades y villas murcianas se opondrán con resolución para no perder su 
condición de realengo ni siquiera con la halagadora contrapartida de pasar 
a ser dominio privativo del heredero de la Corona. 

En tiempos modernos el reino murciano retendrá su condición fronte- 
riza, ahora frente al mar, un mar dominado en considerable medida por 
el islam, atacado en sus bases norteafricanas por los españoles. La forti- 
ficación de la costa mediante un rosario de torres de defensa coordinado 
desde el formidable bastión de Cartagena, sistema defensivo perfeccionado 
en tiempos de Felipe II por Vespasiano Gonzaga y el ingeniero Juan Bau- 
tista Antonelli, no bastó para ahuyentar el peligro turco-magrebí del lito- 
ral murciano, objeto de frecuentes asaltos y convertido en un desierto al 
verse forzados los pobladores a retirarse al interior. 

Esta situación se agravaría en el siglo xvH a remolque del debilita- 
miento de la Monarquía, la recesión demográfica y económica, y la propia 
expulsión de los moriscos, no pocos de los cuales, buenos conocedores de 
su país de origen, se dedicaron al arriesgado pero lucrativo negocio del 
corso. Son éstos los temibles «tagarinos», cuya audacia llegaría a extremos 
insospechados, hoy difíciles de comprender, como era realizar formales 
desembarcos y permanecer en tierra durante semanas e incluso meses, 
saqueando y tomando cautivos, ya que como refiere un documento coe- 
táneo, en los mares al sur de Valencia, exceptuadas las plazas de Alicante 
y Cartagena, el dey de Argel manda más que el monarca español. 

Tan penosa realidad no dejaba de ser respuesta lógica a la previa ocu- 
pación por España de varias cabezas de puente en el norte de Africa, de 
cara a una posible expansión ulterior. En lo que a Murcia concierne, por 
la anexión de varios enclaves en la costa occidental argelina, separada de 
Cartagena por un angosto brazo de mar que, como bien subrayan F. Brau- 
del y M. de Epalza, es ante todo nexo de unión. 

Mazalquivir y Orán, ocupadas por Cisneros en 1505 y 1509 en sendas 
expediciones organizadas en el puerto cartagenero, serán españolas por 
espacio de trescientos años, sin otra excepción que el paréntesis compren- 
dido entre 1704 y 1732. Perdidas durante la guerra de Sucesión —igual 
que Gibraltar y Menorca—, fueron recuperadas de manos de los argelinos 
en el año últimamente mencionado por la memorable expedición de Mon- 
temar, Cornejo y Santa Cruz. 

Durante esos tres siglos Orán y su dependencia portuaria fue una ciu- 
dad murciana más, con su concejo y privilegios, sus pobladores oriundos 
de Cartagena y Otros puntos del litoral inmediato, y que en lo militar 
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dependía del capitán general de la costa cartagenera'”. Ahora bien, desde 
mediados del siglo xvIII se cuestionará en Madrid la conveniencia de re- 
tener esos dos enclaves en Argelia, ante los enormes gastos que conlle- 
vaba su mantenimiento. Ya en 1738 el propio gobernador don José Vallejo 
recomendó la evacuación de ambos presidios. Como el corso argelino volvía 
a ser floreciente, Fernando VI y luego Carlos III dispusieron varias expedi- 
ciones contra Argel que, como la de O'Reilly en 1755 y la de Barceló en 
1783, no tuvieron éxito. Un año después, y contando siempre con la base 
de Cartagena —+engrandecida con magnas construcciones militares y civiles 
por los ingenieros de la época—, se intentó una empresa similar conjunta- 
mente con Portugal, Malta y las Dos Sicilias, también muy perjudicadas en 
su navegación por la hostilidad de los bajeles argelinos. Esta expedición de 
1784, dirigida también por la figura controvertida del almirante Antonio Bar- 
celó, antiguo pirata menorqín, adorado por las muchedumbres y despreciado 
por los marinos de carrera, tampoco desembocó en nada práctico. 

De hecho, el ministro Floridablanca, consciente como murciano que 
era de la urgencia de una solución, empeñado como estaba en sacar ade- 
lante un vasto plan de fomento de la riqueza nacional, plan en el que 
tenía muy presentes los intereses de su región de origen —Importantes 
Obras públicas, desarrollo de Cartagena, fundación de la villa y puerto de 
Águilas, etc.— buscaba desde hacía tiempo alternativas diplomáticas a la 
acción militar. Precisamente los tratados de paz suscritos por entonces con 
Turquía, Marruecos y Trípoli iban encaminados a hacer lo mismo con 
Argel. 

Así fue en efecto, dado que el 14 de julio de 1786 el almirante español 
e ilustre marino don José de Mazarredo se presentó en Argel con una 
escuadra para firmar un tratado de paz, amistad y comercio. Después de 
haberse firmado otro similar con Túnez, en 1791, se podría decir que 
España había roto su estado de guerra permanente con las potencias mu- 
sulmanas del Meditarráneo, mantenido por espacio de tres siglos. Había 
desaparecido, por tanto, el principal argumento para mantener dos plazas 
de seguridad en Argelia, desde el momento en que el litoral murciano, y 
mediterráneo en general, había dejado de estar amenazado. 

El tratado definitivo quedó suscrito el 12 de septiembre de 1791, pro- 
cediéndose a continuación a evacuar las guarniciones y la población civil. 
Ésta fue reasentada en Cartagena y otros puntos del reino murciano. Con 
ello se cerraba un importante capítulo de la historia de Murcia. El de su 
secular función fronteriza con el islam peninsular, mediterráneo y nortea- 
fricano. 

Para entonces la siempre cambiante región había experimentado trans- 
formaciones profundas. Si en la primera mitad del siglo xvVI se perfila en 
cuatro corregimientos, los de Murcia, Lorca, Hellín y Chinchilla, aparte 
la gobernación de Cartagena, en la fase final del período reseñado se les 
sumarán los de Albacete y Villena. Los extensos territorios de las Órdenes 


1. Estado de la cuestión con aportación de abundantes fuentes, en M. de Epalza y 
J. B. Vilar, Planos y mapas hispánicos de Argelia, Siglos XVI-XVIH, Madrid, 1988. 
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militares, como siempre gozarán de jurisdicción separada, gobernados pri- 
mero desde Villanueva de los Infantes y más tarde desde Cieza y Segura 
de la Sierra. , 

Como quiera que en 1564 las dependencias valencianas del obispado 
cartaginense fueron asignadas a la recién establecida mitra de Orihuela, 
liquidándose así un pleito multisecular, y a su vez el área septentrional 
del antiguo y dilatado marquesado de Villena quedó separado de la juris- 
dicción murciana, puede decirse que en adelante los límites civiles del 
reino pasarán a coincidir en líneas generales con los de la diócesis de 
Cartagena, en tanto la agrupación de los corregimientos en dos bloques 
facilitaría después la división provincial. En este marco administrativo se 
anudarán durante los tres siglos de la modernidad toda suerte de relacio- 
nes, intercambios e intereses, aglutinante necesario en la cristalización de 
una personalidad regional. 

Paulatinamente desaparece la psicosis de inseguridad con la definitiva 
normalización de relaciones con la gobernación valenciana de Orihuela, 
una vez liquidados los últimos contenciosos: beligerancia murciana frente 
a las Germanías, cuestión del obispado, enfrentamiento durante la guerra 
de Sucesión. Pero ante todo, tras la ocupación del reino granadino, em- 
presa a la que Murcia, igual que en la represión del levantamiento morisco 
cien años más tarde, tuvo participación destacada. Después de 1492 no 
subsistiría otra frontera propiamente tal que la del frente marítimo, cir- 
cunstancia que propició un lento pero irreversible proceso de colonización 
interior. También de desarrollo cultural, cuyo mejor exponente será la 
perdurable obra de artistas como los Florentino, Quijano y Llanos, los 
Vandelvira, Orrente, Villacís y Vila, y de una pléyade de hombres de 
letras —Pérez de Hita, Cascales, Lozano, Claramonte, Salucio del Poyo, 
Polo de Medina— encabezada por la figura insigne de don Diego Saave- 
dra Fajardo. Resurgimiento este llamado a culminar durante el siglo XvIn 
en las empresas del cardenal Luis Belluga'”, en el surgimiento de indivi- 
dualidades señeras como Macanaz y Salzillo, y en los magnos proyectos 
del tercio final del siglo —en Lorca, Cartagena, Murcia, Águilas, Cieza— 
en considerable medida por el apoyo que les prestase desde el gobierno 
otro murciano singular, José Moñino, conde de Floridablanca'*. Todo ello 
se traduciría en un rápido incremento demográfico. 

Las ciudades pierden su fisonomía medieval y se transforman, enrique- 
cen, hermosean y expansionan en un proceso imparable, por más que las 
mortandades catastróficas del siglo XVII y comienzos del xIX les asesten 
golpes terribles. A finales del setecientos Murcia, Cartagena y Lorca, las 
tres grandes localidades históricas de la región, continúan en cabeza en 
cuanto a efectivos demográficos, extensión de sus términos y riqueza. 
A considerable distancia las siguen las demás. 


1% Actualizada monografía sobre Belluga y su obra en Estudios sobre el cardenal Belluga, 


edición y estudio preliminar de C. M.* Cremades Griñán, Murcia, 1985. 

1 Sólido y reciente estudio sobre Floridablanca es la tesis doctoral de J. Hernández 
Franco, La gestión política y el pensamiento reformista del conde de Floridablanca, Murcia, 
1984. 
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TABLA IV.—Población del reino de Murcia (1713-1787) 


Censo 
Floridablanca 
1787 


Vecindario Catastro 
Campoflorido Ensenada Aranda 
1713 1756 


115.459 120.610 
Cartagena 31.002 45.228 
Lorca 33.285 35.480 
Cieza 45.117 45.113 
Hellín 15.585 17.238 
Albacete 9.209 10.224 
Chinchilla 12.498 14.446 
Villena 28.401 32.208 


15.606 
336.153 


13.474 


ón 146.434 252.046 | 304.030 


FUENTE: J. Melgarejo Galera, El censo de Floridablanca en Murcia y su reino, Murcia, 1987. 


Junto a una masa de laboriosos e inteligentes labradores, propietaria y 
con mayor frecuencia arrendataria sobre la base del censo enfitéutico, 
pero por igual motor de una manifiesta expansión agrícola —cerales, vid, 
frutales, hortalizas, azafrán, barrilla—, y junto a una menestralía empren- 
dedora, plataforma de negocios tan prósperos como el de la seda, coexiste 
un nutrido sector de población improductiva, encastillada en desvaídos pri- 
vilegios y esquemas existenciales del pasado —nobles, hidalgos, clero—, o 
bien marginada y abandonada a su suerte —indigentes, vagos, mendigos, 
gitanos—, pero en ambos casos ociosa y parasitaria. 

No era éste el único obstáculo al desarrollo de la región. Los había 
también de tipo institucional —señoríos jurisdiccionales, vinculación, ma- 
yorazgos, exenciones fiscales en favor de la nobleza y el clero, privilegios 
gremiales— y socioeconómico —lento desarrollo de las fuentes de riqueza 
por falta de inversión y de mercados, atraso técnico y escasez de mano de 
obra—, por no hablar de los frecuentes cataclismos naturales como sequías 
e inundaciones. Solamente la «riada» de San Calixto en 1651 ocasionó en 
Murcia más de un millar de víctimas y daños materiales en ocasiones irre- 
parables. Por no hablar de las propias limitaciones de la geografía mur- 
ciana, semiaislada de los centros neurálgicos de la meseta por centenares 
de kilómetros de desiertos, fragmentada por una orografía accidentada en 
comarcas de difícil comunicación entre sí, y con la salida al mar obstacu- 
lizada —cuando no cortada— por el corso argelino hasta la década final 
del siglo XVII. 

En el marco de estas dificultades se nos muestra en toda su grandeza 
la magnitud de la labor realizada por hombres como el adelantado Juan 
Chacón, el intendente Jorge Palacios, los obispos Trejo, Belluga y Rubín 
de Celis, los contertulios de la Sociedad Económica Murciana de Amigos 
del País, por no hablar del propio Floridablanca, para encauzar la región 
por derroteros de esperanza y progreso. 
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5. EL ESFUERZO MODERNIZADOR Y LAS AGITACIONES 
POLÍTICAS EN LOS SIGLOS XIX Y XX 


Desde mediados del siglo xvII se abre la idea de la necesidad de un 
profundo reajuste institucional como premisa necesaria para un plan de 
reformas. La cuestión se polarizó en torno a las estructuras administrati- 
vas, sin duda uno de los sectores donde se dejaba sentir con mayor fuerza 
el peso de la tradicción. A tal fin Floridablanca planteó en 1789 una re- 
forma de alcance limitado pero que no dejaba de satisfacer en parte las 
exigencias de su renovada administración. 

Las Cortes de Cádiz y paralelamente el régimen bonapartista instalado 
en Madrid, abordaron con firmeza la modernización de las estructuras 
institucionales y administrativas del país. De acuerdo con la reforma ga- 
ditana el reino murciano pasará a llamarse provincia de Murcia, con un 
jefe político —precedente del gobernador civil— y varios ayuntamientos 
constitucionales. Más interesante, aunque en este caso no llegase a regir, 
fue la división departamental trazada en 1809 por Juan Antonio Llorente y 
aprobada un año más tarde, que convertía Murcia en prefectura del río Se- 
gura, de la que dependían las subprefecturas de Albacete, Cartagena y Huercal. 

En 1814 fue restablecida la división territorial de tiempos de Florida- 
blanca. Esta situación subsistió hasta 1822, en que los liberales, durante 
el Trienio constitucional, y en el contexto de un nuevo reajuste, dividen 
el reino en dos provincias: Murcia y Chinchilla, incluyendo en la primera 
la comarca del bajo Segura. La reforma no sobrevivió a la caída del ré- 
gimen liberal en el 23. Ñ 

Creado el ministerio de Fomento en 1832, se planteó la necesidad de 
un reajuste territorial definitivo acorde con las nuevas necesidades de la 
administración pública española. Un decreto de 20 de noviembre del si- 
guiente año implantó la división provincial que, como señalamos más 
arriba, con modificaciones de detalle estudiadas por A. Merino Álvarez y 
A. Melón, continúa vigente. El reino de Murcia subsiste como mera ex- 
presión histórica, y las funciones administrativas se contemplan en el 
marco de dos provincias: Albacete y Murcia. Esta última con la extensión 
y perímetro que tiene hoy, salvo la inclusión de Sax y su término, que 
más tarde pasaría a la provincia de Alicante. 

Esta división, auspiciada por el ya mencionado J. de Burgos, y que en 
general resultó bastante satisfactoria, en el caso de Murcia tuvo dos in- 
convenientes. De un lado, la mutilación territorial de la antigua región, 
privada ahora de los territorios que siempre le habían pertenecido, tales 
como Hellín y todo el flanco meridional albaceteño, Huercal y el norte 
almeriense, así como el importante término y partido de Villena, que pasó 
a integrarse en Alicante como contrapartida a la segregación de Valencia 
del pequeño municipio de Caudete, atribuido ahora a Albacete. De otro 
lado, se confirma como hecho definitivo la escisión administrativa de la 
cuenca media y baja del Segura, asignadas respectivamente a las provin- 
cias de Murcia y Alicante. 

Otro aspecto de la reforma administrativa desarrollada a partir de 1833 
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fue el establecimiento de los partidos judiciales. Un decreto de 21 de abril 
del siguiente año dividió la provincia murciana en ocho partidos: los de 
Caravaca, Cartagena, Cieza, Lorca, Mula, Murcia, Totana y Yecla, con 
un total de 76 municipios. 

Modificación posterior fue la creación en los comienzos del Sexenio 
democrático de la ciudad de La Unión a base de la pujante villa minera 
de Garbanzal, segregada en 1859 de Cartagena, a la que se sumaron las 
también florecientes diputaciones de Herrerías, Portmán y Roche. En 
1875 La Unión se convirtió en juzgado de primera instancia, siendo en 
consecuencia el noveno partido judicial de la provincia. Más tarde el de 
Murcia se desglosó en dos, con lo que fueron diez en total, situación que 
ha perdurado hasta recientes reformas. Los partidos judiciales murcianos 
pasaron a depender de la Audiencia Territorial de Albacete, de acuerdo 
con la división introducida por decreto de 16 de enero de 1834, todavía 
vigente. 

En cuanto a los ayuntamientos, C. de Castro ha señalado cómo la 
reforma municipal se abrió camino con mayor dificultad, tanto por la re- 
sistencia de los grupos de presión locales como por la transformación de 
un asunto netamente administrativo en cuestión política entre moderados 
y progresistas. El Sexenio democrático postuló cambios de base, pero los 
más importantes no llegaron hasta la Restauración —Ley de 2 de octubre 
de 1877—. Después de 1900 la administración local ha experimentado 
transformaciones importantes, comenzando por la fundamental reforma de 
Maura, que tanta resistencia suscitó en ambientes oligárquicos de la re- 
gión, conscientes de que aquélla, caso de aplicarse, sería un formidable 
instrumento para descuajar el caciquismo. 

Complemento de los cambios administrativos apuntados serán los de 
carácter castrense. La región murciana es incluida desde 1822 en una cir- 
cunscripción militar más amplia centrada en Valencia, y desde el punto de 
vista marítimo en el vasto distrito mediterráneo con sede en Cartagena 
desde el mismo año. Desde el punto de vista eclesiástico, se pretenderá 
hacer coincidir la diócesis con la provincia en virtud del Concordato de 
1851, proyecto no ejecutado hasta un siglo más tarde. En contrapartida, 
los llamados territorios exentos, antiguas vicarías de las Órdenes militares 
con jurisdicción propia o mixta por depender en todo o en parte del 
obispo castrense de Uclés —aproximadamente un tercio del espacio regio- 
nal—, quedaron definitivamente incorporados a la diócesis de Cartagena. 

La quiebra del Antiguo Régimen apenas supuso una modificación en 
las estructuras sociopolíticas de la región. Las viejas oligarquías dominan- 
tes conservan su poder y a lo sumo lo comparten con los nuevos propie- 
tarios beneficiarios de las desamortizaciones y con los comerciantes 
enriquecidos. 

Pasada la exaltación del Trienio y los agitados años de las regencias, 
el moderantismo se impuso en la provincia. Eso sí, con la excepción de 
Cartagena, asiento de las izquierdas dinástica y antidinástica. El Sexenio 
democrático, cuyo ensayo general también fue aquí la revolución de 1854 
y el consiguiente Bienio progresista, conllevó agitaciones políticas y mo- 
vilizaciones sociales sin precedentes. La experiencia cantonalista, prota- 
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gonizada a escala nacional por Cartagena én el segundo semestre de 1873 
como consecuencia de la radicalización de la ideología republicano-federal 
dominante en esa y otras localidades mercantiles mediterráneas”, en el 
caso cartagenero fue además un gesto de rechazo de la primacía regional 
de la ciudad de Murcia, beneficiaria de varios siglos de centralismo. 

Tampoco la Restauración, con el caciquismo impuesto a escala regional 
por los dos grandes partidos dinásticos'*, pudo cortar la trayectoria pecu- 
liar de Cartagena. Las intentonas republicanas de los años ochenta tuvie- 
ron aquí amplio eco y las sociedades secretas y la masonería conocieron 
inusitada pujanza”. Incluso, la morigerada clase media engrosó en esta 
localidad el regeneracionismo noventayochista. La Cámara de Comercio 
cartagenera fue, en efecto, precursora y aglutinadora de un movimiento 
que no tardarían en reorientar Costa, Picavea y Alba. 

Esta misma realidad explica que Cartagena, después de haber sido 
cuna del Movimiento obrero regional durante el Sexenio, se convirtiese 
ahora en su principal baluarte. Durante el tercio final del siglo xIx se 
arropa bajo la ideología ácrata, en tanto el socialismo hubo de esperar a 
la siguiente centuria para comenzar a contar entre las clases trabajadoras 
murcianas. De la ruptura ideológica se siguió la ruptura orgánica en mo- 
mentos de dificultades económicas y represión política, etapa angular que 
ilumina P. M.* Egea Bruno en su tesis doctoral'*. Tras las grandes huelgas 
de 1916, 1917 y 1918 —<trienio bolchevique»—, las organizaciones prole- 
tarias quedaron diezmadas. 

Mientras tanto, en el resto de la provincia, el Movimiento obrero ape- 
nas daba señales de vida, excepción hecha de localidades en plena trans- 
formación socioeconómica como Molina, Mazarrón, Yecla o Jumilla”. No 
es de extrañar el arraigo del sindicalismo de signo cristiano en un mundo 
rural de pequeños propietarios y de arrendatarios agrícolas, organizados 
políticamente en sólidos cacicatos, estudiados por L. M. Moreno Fernán- 
dez en su tesis doctoral, y conectados directa o indirectamente a la om- 
nipotente familia Cierva. El colofón histórico del período apuntado viene 
dado por la fase primorriverista, la II República, la guerra civil y el fran- 
quismo, etapas mal conocidas salvo la primera —tesis de Diego Victoria—, 
no obstante su proximidad a nosotros, pero afortunadamente hoy en el 
centro de las preocupaciones de historiadores regionales como J. A. Ayala”, 


BJ. B. Vilar, El Sexenio democrático y el Cantón murciano, (1868-1874), Murcia, 1983. 
Una penetrante interpretación del fenómeno cantonalista cartagenero puede encontrarse en 
J. M.* Jover Zamora, Prólogo a la reimpresión del libro clásico de A. Puig Campillo, El 
Cantón murciano, Murcia, 1986. Véase a su vez, también de Jover, el excelente estudio 
preliminar a la reciente edición por Castalia de Mr. Witt en el Cantón, de R. J. Sénder. 

** Pérez Picazo, Oligarquía urbana y campesinado en Murcia, Murcia, 1979; Egea Bruno, 
La eS y los políticos en la Cartagena de Alfonso XIII (1902-1923), Cartagena, 1989, (en 
prensa). 

" J. A. Ayala, La Masonería en la región de Murcia, Murcia, 1986. 

El distrito minero de Cartagena en torno a la primera guerra mundial (1909-1923), 
Murcia, 1986. 

Y. Vilar, Egea Bruno y Diego Victoria Moreno, El movimiento obrero en el distrito 
minero de Cartagena-La Unión (1840-1930), Valencia, 1986; 2.*ed.: Murcia. 1987. 

% Murcia y su huerta en la 11 República, 1931-1939, Murcia, 1978. 
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M.* E. Nicolás” y los ya mencionados Egea” y Moreno”. Una nueva etapa 
histórica se abrirá para la región en 10 de julio de 1982, en que Murcia se 
convierte en comunidad autónoma en el marco de la Constitución de 1978, 
y de su propio Estatuto, aprobado en 17 de febrero del mismo año. 

El ritmo de la vida intelectual murciana se ha acelerado —e intensifi- 
cado— en los últimos ciento cincuenta años. Hoy viene marcado por su 
universidad, firme baluarte de un mundo cultural en expansión, cuyas cla- 
ves actuales son resultado de un proceso culminante en el siglo que pre- 
cede a la guerra civil. Un mundo en plena transformación, cuyas 
manifestaciones más visibles van desde una arquitectura ecléctica y neo- 
barroca que tiene en la ciudad de Murcia su principal asiento, y otra 
modernista mucho más interesante —el angular ejemplo cartagenero re- 
cientemente ha sido estudiado por J. Pérez Rojas—, a las contribuciones 
personales de una legión de cultivadores de las letras, las artes y las cien- 
cias —Clemencín, Tejeo, Arnao, Balart, Romea, Gil, Hernández Amores, 
Pascual y Valls, Selgas, Beltrí, Seiquer, Fernández Caballero, Medina, 
J. de la Cierva—, multiplicada después de 1939, y por ello difícilmente 
resumible, en cuyas vanguardias figuran individualidades tan atrayentes 
como el escultor José Planes, los pintores Flores, Garay, Gaya o García 
Fernández y la narradora y poetisa Carmen Conde. 

El contexto económico y social del proceso político e ideológico apun- 
tado se hallará dominado por tendencias inmovilistas hasta bien entra- 
da la actual centuria. Un estancamiento perceptible en primer lugar 
en el sector agrario. Como han subrayado M.* T. Pérez Picazo y 
G. Lemeunier”, sin modificar el carácter extensivo de la explotación du- 
rante este período se van a verificar las transformaciones institucionales y 
jurídicas del momento en el sentido de una mayor liberalización en todos 
sus niveles, desde la propiedad hasta el trabajo y el tipo de contratos 
utilizados. Pero la estructura de esa propiedad no variará sustancialmente, 
ni siquiera bajo los efectos de la desvinculación de los mayorazgos, supre- 
sión del régimen feudal y liquidación de las extensas encomiendas milita- 
res, asunto este último estudiado por J. B. Vilar en el caso de la de 
Caravaca-Cehegín. A su vez el impacto social de la doble desamortización 
tampoco parece que fuera demasiado positivo, aspecto este poco conocido 
sobre el que disponemos hasta el momento de sólo dos aproximaciones de 
conjunto realizadas por M. Villabona y P. Segura Artero, y de una mo- 
nografía sobre el caso de Cartagena a cargo de E. Carreño García. 

Por todo ello la modernización agrícola murciana en el siglo xIX res- 
ponde a un proceso tardío e incompleto, frenado bruscamente por la crisis 
agraria finisecular analizada recientemente por Martínez Carrión. En la 
actual centuria la agricultura regional sustentará, por el contrario, dos mo- 
delos de producción. Un autoabastecimiento anclado en el pasado e indi- 


2 Instituciones murcianas en el franquismo (1939-1962), Murcia, 1982. 
2 La represión franquista en Cartagena (1939-1945), Murcia, 1987. 
3 Acción Popular murciana. La derecha confesional en Murcia durante la II República, 


Murcia, 1987. 
4 El proceso modernizador de la región murciana (siglos XVI-XIX), Murcia. (s. a.). 
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ferente a la inserción de la región en el mercado nacional a partir de la 
década de 1860, y una agricultura comercial de exportación —agrios en 
primer lugar— conectada a circuitos internacionales. Las dos guerras mun- 
diales y nuestra última contienda civil, que conllevaron el colapso de las 
exportaciones, impusieron profundos reajustes en el sector agrícola sobre 
la base de una mayor diversificación de la producción. 

Menos afortunados resultaron cuantos intentos de industrialización fue- 
ron practicados en el pasado siglo. Tales esfuerzos se centralizarían en el 
ramo textil —la seda en primer lugar— y en una incipiente metalurgia 
derivada de las explotaciones mineras. Pero el sector sedero regional, domi- 
nado financiera y tecnológicamente por fabricantes lyoneses, se redujo a la 
producción de materia prima para la exportación, o en el mejor de los casos 
de géneros de escasa calidad orientados al consumo interno y de productos 
inacabados para su terminación en Cataluña y Francia. Después de la guerra 
civil el sector se hundiría totalmente arrastrado por su nula competitividad. 

Igual sucedió, aunque bastante antes, con el reputado arsenal de Car- 
tagena, puesto en marcha entre 1749 y 1782, y abandonado en los pri- 
meros años del siglo XIX, para resurgir pujante en el segundo tercio del 
siglo hasta alcanzar los 4.000 operarios en 1865. Decaerá después en favor 
de los arsenales de Cádiz y El Ferrol, en 1909 acabará por ser arrendado 
a la Sociedad Española de Construcciones Navales, para terminar arrui- 
nándolo por completo la guerra europea, después de haber sido la prin- 
cipal fuente de empleo en Cartagena durante más de un siglo, y cuna y 
bastión del Movimiento obrero murciano”. 

En el gris panorama protoindustrializador de la región, merece men- 
ción especial el espectacular boom minero centrado en la comarca carta- 
genera a partir de los años de 1840. El interesante proceso, estudiado 
inicialmente por F. Bravo Villasante, A. Cegarra y M. Malo de Molina, 
entre otros, a los que se suman las contribuciones posteriores de J. Nadal 
y M.* T. Estevan Senís, ha sido objeto de un riguroso análisis de conjunto 
para el período 1840-1930 en la reciente monografía de P. M.* Egea Bruno 
y J. B. Vilar”, completado para la fase posterior a 1930 por ambos auto- 
res —ahora en colaboración con el geólogo J. C. Fernández— en un segun- 
do libro de inminente publicación por el Instituto Geológico y Minero de España. 

El distrito de Cartagena no tardó en convertirse en el primer productor 
nacional de plomo —con la plata como mena alternativa—, figurando por 
largo tiempo, con los vinos andaluces, al frente de las exportaciones es- 
pañolas. Muy por detrás quedaban los restantes minerales obtenidos en la 
cuenca cartagenera, ampliada ésta a los municipios de Mazarrón, Águilas, 
Lorca y Cehegín, entre los cuales los más destacados fueron siempre ca- 
laminas y blendas, los productos cupríferos y singularmente los férricos, 
que conocerán un espectacular despegue en la década de 1870. 

Las favorables condiciones geológicas —grandes masas de carbonatos, 


% Egea Bruno, Apuntes para la historia del movimiento obrero de la industria naval de 
Cartagena (1898-1923), Cartagena, 1988. 4 

2% Vilar y Egea Bruno (con la colaboración de Diego Victoria Moreno), La minería 
murciana contemporánea (1840-1930), Murcia, 1985. 
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sulfuros y piritas—, la proximidad de los yacimientos al mar y la fuerte 
demanda exterior, nunca lograrían remontar por entero serios inconve- 
nientes derivados de insuficiencias de infraestructura, en particular las de 
tipo tecnológico, financiero y viario, y más tarde por la creciente pobreza 
y complejidad de los minados. El minifundismo empresarial y la descapi- 
talización fueron siempre los principales problemas, que a su vez genera- 
rían otro si cabe más grave: la práctica del arriendo y subarriendo de las 
minas. Había surgido la figura del «partido» y con ella se acabó de hipo- 
tecar el porvenir. Los partidarios, que sólo atendían a extraer la mayor 
cantidad de mineral en el menor tiempo posible, en las dos primeras dé- 
cadas del siglo XxX llevaron la explotación irracional a extremos irreversi- 
bles. Condicionantes endógenos a los que no tardó en sumarse la absoluta 
dependencia de los mercados extranjeros y sus inevitables secuelas: con- 
trol de los precios y especulación bursatil. Se comprende que la aparente- 
mente floreciente minería murciana estuviera en crisis desde sus comienzos mismos. 

Un reciente resurgimiento minero de los años 1960-1977, posibilitado 
por la favorable coyuntura internacional, la concentración empresarial 
—Sociedad Peñarroya—, y la revolución tecnológica que mediante la flo- 
tación diferencial y explotación a cielo abierto ha permitido el aprovecha- 
miento de minerales complejos de plomo y cinc, puede darse por cerrado. 
Los últimos años (1977-1989) aparecen enmarcados por la crisis económica 
mundial. La alternativa que se ofrece a la exhausta minería no puede ser 
otra que la reconversión turística, iniciada ya en Águilas y Mazarrón, y a 
la que sin duda no tardará en seguir la sierra minera de Cartagena, sumida 
por el momento con sus accesos marítimos —bahía de Portmán— en un 
auténtico marasmo ecológico. 

La verdadera industrialización murciana se dejará esperar hasta el se- 
gundo tercio del siglo actual, en que experimentarán cambios profundos 
los niveles ocupacionales de los respectivos sectores económicos, según 
puede constatarse en la siguiente tabla, cerrada en 1977, año en que se 
deja sentir de forma definitiva la crisis económica internacional iniciada 
en el lustro precedente. 


TABLA V.—Evolución de la población activa en la actual región de Murcia 
(por sectores económicos) 


o O era TO Primario. | semanario |] Terciario 
o O 281.377 155.218 62.564 63.595 
AS SEEN 283.580 150 2 (3.08 67.742 
A E 981.46? 135.409 74.523 70.520 
1 279.244 126.079 78 984 74.890 
DM O ES 281.481 119.799 09 219 79.363 
SANA AE 281.909 107.206 95,150 89.553 
¡E 222.082 98.280 0) K58 91.144 
a REL > 286.492 83.269 97.123 106.100 
IS A 309.349 78.946 106.045 124.358 
¡AAA 311.546 74.429 114.449 122.670 
307.950 78.350 108.709 120.900 
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FUENTE: J. Gomez Fayren, La industria en la región de Murcia, Murcia, 1984. 
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El declive del sector primario contrasta:con la ascensión de los otros 
dos sectores, más rápida en el terciario que en el secundario, y en franca 
crisis ambos a partir del bienio 1976-1977. Las industrias extractivas y me- 
talúrgicas derivadas figurarán en cabeza del panorama industrial del pe- 
ríodo en cuanto a número de trabajadores y potencia de kilovatios 
instalada, seguidas de las petroquímicas y alimentarias. 

Por comarcas, la de Cartagena aglutina más de la mitad de la industria 
regional, seguida muy de lejos por la Vega Media del Segura —Murcia y 
su entorno— y el Noroeste aglutinado por el eje Cehegín-Caravaca. 


TABLA VI.—Empresas, trabajadores y kilovatios de potencia instalada 
de la industria de Murcia, 1979 


1. Campo de Cartagena .......... 

2.205 Campodle. Lorta cs. A 31.101 
3. Bajo Guadalentín .............. 10.472 
4. Vega Media del Segura ........ 74.356 
So MEZA AMA 27.061 
6 Cuenca de Mula eco ta anos 3.824 
7. Sierras y cuencas occidentales 67.4 
8. ATGPÍanO” assi ceo as mane zoe p< 


¡Total, provincia. dee forera 10.132 


FUENTE: Gomez Fayren, La industria..., Op. Cit. 


Es de señalar que esas cifras no incluyen los datos de la ya pujante 
industria turística —La Manga, municipios del Mar Menor, Mazarrón, 
Águilas—, de tanto porvenir en la región, y que los desequilibrios obser- 
vados no son solamente sectoriales y geográficos, sino también en cuanto 
al volumen de las empresas. En número de operarios aparecen en primer 
lugar la Empresa Nacional Bazán, Refinería de Escombreras y Empresa 
Nacional de Fertilizantes, todas ellas en Cartagena, con 2.912, 1.197 y 800 
trabajadores, y en cuanto a kilovatios de potencia instalada, la expresada 
refinería, Española del Zinc, S. A.; la también mencionada E. N. de Fer- 
tilizantes, y la Sociedad Minero-Metalúrgica Peñarroya España, entre 
48.773 y 31.891. Todas en Cartagena y comarca. 

Por lo mismo la crisis económica a partir del bienio 1974-75 se ha 
dejado sentir especialmente en el distrito cartagenero con la liquidación o 
reconversión de varias empresas estatales, traspaso de Peñaroya (1988), 
etcétera, si bien se perciben ya inequívocos signos de reactivación, conec- 
tados en particular a la inversión extranjera, que permiten intuir esperan- 
zadoras perspectivas para el futuro. 

Mejores todavía son éstas en otros sectores económicos, comenzando 
por el turismo, llamado a convertirse acaso en la primera industria mur- 
ciana a tenor de la variedad de climas, paisajes y folclore de la región, su 
riqueza monumental y culinaria, y talante acogedor de los habitantes. Pero 
hoy por hoy es en el ámbito agropecuario, y en sus industrias derivadas, 
donde se cifran las perspectivas mejor fundadas en el marco de la CEB, 
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una vez que sean superadas por entero las dificultades de adaptación in- 
herentes al período transitorio. 

La feliz culminación de la magna empresa del trasvase Tajo-Segura 
(canal de 286 kilómetros y complejas obras de infraestructura y red de 
distribución), no obstante las dificultades tecnológicas, financieras y polí- 
ticas, lo cual ha posibilitado el regadío de amplios espacios de excelentes 
tierras sudesteñas —teóricamente 136.816 hectáreas—, el desarrollo espec- 
tacular del cultivo de hortalizas tempranas de cara a la exportación 
—tomate, pimiento, melón, alcachofa— dentro o fuera de invernadero en 
los municipios del litoral, el empuje de los vinos y los cítricos murcianos — 
el limón en primer lugar— y la agresividad de las conservas vegetales en el 
mercado exterior, parece indicar un buen futuro para el sector. En 1986 las 
exportaciones de conservas vegetales se cifraron en 27.024.028.000 pesetas, 
encaminadas en considerable medida a la CEE y los Estados Unidos. 

Contrapunto de tan alentadoras perspectivas es la crisis presente, tra- 
ducida en el grave problema actual del desempleo que por el momento 
no parece remitir. El año 1975 supuso para Murcia el inicio del paro 
generalizado, cuya tasa no ha dejado de crecer hasta rondar en 1988 las 
80.000 unidades, efectivos equivalentes a la cuarta parte de la población 
activa. Por vez primera el nivel de desempleo, que siempre estuvo por 
debajo de la media nacional, la supera ahora ligeramente. 

Más de la cuarta parte de los parados murcianos son jóvenes en busca 
de su primer trabajo, y la mitad de los afectados por el desempleo tienen 
menos de veinticuatro años. Por grupos profesionales, los más afectados 
son los trabajadores industriales, seguidos de los ubicados en los servicios, 
y en último lugar los adscritos al sector primario. Las mayores tasas de 
desempleo se localizan en municipios industrializados como Cartagena y 
La Unión, y en el cordón industrial de Murcia, comenzando por Molina 
de Segura y Alcantarilla. Las más bajas por el contrario, corresponden a 
localidades con actividades económicas diversificadas, como también a las 
netamente agrícolas donde domina el policultivo de hortalizas y frutales. 

En suma, la región murciana afronta hoy, como el resto de las nacio- 
nalidades del estado español, el reto de superar una crisis económica de 
alcance internacional, por el momento difícilmente remontable. A pesar 
de estas dificultades, las posibilidades de Murcia a medio plazo no pueden 
ser más positivas por tratarse de una de las regiones potencialmente más 
favorecidas con la incorporación de España a la Comunidad Económica 
Europea. El cambio de coyuntura pasa por la intensificación del proceso 
ya emprendido de reconversión a una agricultura altamente especializada, 
cuyo objetivo debe encaminarse no tanto a las industrias derivadas, de las 
que la CEE es autosuficiente en considerable medida, como a la produc- 
ción de cítricos, hortalizas y frutas frescas, de que Europa es deficitaria. 
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Provincia: Navarra. 
Superficie: 10.421 km.? 
Población: 0,51 millones de habitantes. 


NAVARRA 


En una primera aproximación se puede caracterizar a Navarra como la 
autonomía cuyos fuertes contrastes, en buena medida por su complemen- 
tariedad, han fundamentado una sólida conciencia unitaria. 


GEOGRAFÍA FÍSICA 


Región situada al norte de España, entre los 43” 19” y 41? 55” de latitud 
norte, y los 2* 57” y 1” 12” de longitud este, según el meridiano de Madrid. 
Corresponde a la Comunidad Autónoma y provincia de Navarra, con ca- 
pital en Pamplona. Tiene 10.421 kilómetros cuadrados de extensión distri- 
buidos de forma compacta: poco menos de 160 kilómetros en línea recta 
separan sus extremos norte (en término de Vera de Bidasoa) y sur (Cor- 
tes), y casi 150 los puntos más alejados del sudoeste y nordeste (en los 
municipios de Meano e Isaba, respectivamente). La mayor parte del te- 
rritorio (algo más del 90 por 100) está comprendido entre 200 y 1.000 
metros de altitud. La cumbre más elevada (Mesa de los Tres Reyes, 2.434 
metros) se halla al nordeste (Isaba), y el punto más bajo —poco menos 
de 200 metros— al sursudoeste (Cortes), junto a la salida del río Ebro. 

Navarra —siguiendo en su descripción a Floristán— forma parte de dos 
grandes unidades geomorfológicas cuya extensión espacial coincide, en tér- 
minos generales, con las dos regiones en que los navarros han dividido 
tradicionalmente su territorio, atendiendo esencialmente a los contrastes 
topográficos: la mitad septentrional —la Montaña— pertenece al ámbito 
geológico y morfoestructural del Pirineo y las montañas vasco-cántabras, 
de plegamiento alpino y —salvo en los afloramientos paleozoicos— sedi- 
mentación marina secundaria y eocena. Al sur, la Ribera se asienta sobre 
la depresión de subsidencia terciaria del Ebro, colmatada por sedimentos 
continentales poseocénicos. La confluencia de las unidades geomorfológi- 
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cas citadas origina fuertes contrastes en el relieve navarro. La Montaña es 
una región muy accidentada, con amplio predominio de altitudes superio- 
res a los 600 metros y pendientes medias mayores del 10 por 100, parti- 
cularmente al nordeste, donde se hallan las tierras más altas y escarpadas; 
la topografía es más baja y suave solamente en áreas reducidas ocupadas 
por cuencas (Pamplona y Lumbier-Aoiz), corredores (Barranca-Burunda) 
y valles (Ulzama, Bidasoa). En la Ribera, dominada por vastas llanuras, 
las altitudes son casi siempre inferiores a 600 metros, y las pendientes 
medias menores del 10 por 100, situándose ambos valores entre los 200 y 
400 metros el primero, y por debajo del 5 por 100 el segundo, en las 
amplias extensiones horizontales que rodean los cursos del Ebro y de sus 
principales afluentes, Aragón, Ega y Arga. La frontera meridional de la 
Montaña —y del dominio pirenaico— está delimitada por un conjunto de 
sierras orientadas de oeste a este (Lóquiz, Urbasa, Andía, Sarvil, el Per- 
dón o Reniega, Alaiz, Izco y Leyre), cuya línea de cumbres oscila entre 
los 1.000 y los 1.500 metros. Al sur de dicha alineación se extiende una 
franja amplia de tierras de piedemonte denominada Zona Media (tierras 
de Estella y Tafalla), de contornos imprecisos hacia el sur, que combina 
los rasgos propios de la Montaña y la Ribera, y sirve de enlace gradual 
entre ambas. 

La variedad del roquedo y de las estructuras originadas a lo largo de 
la historia geológica confieren una gran diversidad al relieve de Navarra. 
Pueden distinguirse tres ámbitos geomorfológicos. 

Al norte de la Montaña emerge el herciniano en los macizos de Arce, 
Quinto Real o Alduides y Cinco Villas, que constituyen los afloramientos 
más occidentales del Pirineo axil; estos pequeños islotes paleozoicos, de 
menor extensión que los del Pirineo aragonés y catalán, son fragmentos 
de una antigua cordillera herciniana desmantelada por la erosión antes de 
comenzar la era secundaria, y rejuvenecida y dislocada en bloques por el 
plegamiento alpino a mediados del terciario. Están formados esencial- 
mente por cuarcitas, que originan los relieves más vigorosos, y pizarras 
poco resistentes, que se corresponden con formas de erosión mucho más 
suaves. Presentan cumbres abombadas, testigos de los aplanamientos ero- 
sivos, y valles angostos que siguen a menudo el trazado de las fallas y 
fracturas del zócalo. Sus altitudes culminantes, como las de todo el con- 
junto pirenaico, descienden de este a oeste, desde los 1.570 metros de 
Ortzanzurieta (Quinto Real) a los 832 de Aya (Cinco Villas). 

En el resto de la Montaña, sumergida hasta comienzos de la era ter- 
ciaria bajo las aguas marinas, se depositaron espesas capas de sedimentos 
calcáreos —calizas, margas y diversos tipos de flysch margocalizo— du- 
rante el mesozoico y el eoceno, que emergieron y fueron plegados por la 
orogenia alpina, en dirección dominante oesnoroeste-estesudeste. Al 
mismo tiempo —salvo en el sector noroeste, donde las estructuras están 
volcadas hacia el norte (sierra de Aralar)— el hundimiento del macizo del 
Ebro originó un deslizamiento generalizado de los pliegues hacia el sur: 
¡as sierras más meridionales —de oeste a este, Codés, 1.414 metros; Alaiz, 
1.289; Leyre, 1.355, e Illón, 1.420 metros— son pliegues —falla cabalgan- 
tes sobre los depósitos de la cuenca del Ebro. Fruto de su génesis, esta 
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región ofrece una enorme variedad morfológica. Los principales tipos de 
relieve que pueden distinguirse obedecen esencialmente a las diferencias 
de resistencia de las rocas. Por un lado, las margas, muy vulnerables a los 
embates de la erosión, han sido fácilmente excavadas por las redes fluvia- 
les del Araquil, Arga, Irati y Salazar en forma de cuencas —Pamplona y 
Lumbier-Aoiz— y corredores —Barranca-Burunda, Améscoas, Ulzama— 
de unos 500 metros de altitud media sobre los que depositaron, durante 
el cuaternario, extensas capas de aluviones de glacis y terrazas fluviales 
que cubren buena parte de su superficie. Por otro lado, el flysch eoceno 
y Cretácico, compuesto por una alternancia de margas, calizas y areniscas, 
es la formación rocosa más extendida en el sector nordeste de la pronvicia 
y el responsable de los relieves montañosos de poca altura que caracteri- 
zan el norte de las cuencas y gran parte de los valles Pirenaicos. Final- 
mente, las calizas cretácicas y eocenas constituyen el armazón de las 
grandes sierras, orientadas de oiesnoroeste-estesudeste, que culminan a 
más de 1.200 metros de altura y tienen estilos morfoestructurales muy 
diversos: grandes cuestas modeladas sobre pliegues tumbados y fallados 
(sierras de Abodi, Illón o Leyre); anticlinales vergentes hacia el sur (Peña 
Ezcaurre, Alaiz, Santiago de Lóquiz); amplios sinclinales colgados (mese- 
tas de Urbasa y Andía); complejos pliegues con escamas de corrimiento 
(Aralar). En los valles Pirenaicos, perpendiculares a las estructuras, es 
frecuente que los ríos (Esca, Salazar, Irati, Urrobi, Erro) orientados de 
norte a sur, atraviesen las crestas calizas a través de profundas gargantas 
o foces (Lumbier, Arbayún), y por último, en algunas sierras (Urbasa, 
Andía, Aralar y, sobre todo, Larra) el modelado kárstico adquiere un 
amplio desarrollo. 

La Navarra Media y la Ribera pertenecen al dominio geomorfológico 
de la depresión del Ebro, originada por el plegamiento alpino. Paralela- 
mente al levantamiento pirenaico, se produjo el hundimiento del antiguo 
macizo del Ebro y su conversión en una cuenca de fuerte subsidencia, en 
la que se acumularon grandes cantidades de sedimentos continentales pos- 
orogénicos, ordenados desde las márgenes, que se hallan ocupadas esen- 
cialmente por depósitos detríticos —conglomerados y areniscas—, hasta el 
centro de la depresión, donde dominan las rocas de origen químico (yesos, 
calizas) y granulometría mucho más fina. Los conglomerados oligocenos y 
miocenos se depositaron principalmente en áreas de descarga, formando 
abanicos aluviales (Izaga, el Perdón, Montejurra-Monjardín, en la margen 
septentrional, y Fitero en la meridional). Las rocas evaporitas afloran 
prácticamente en toda la depresión, porque durante el oligoceno y mio- 
ceno el fondo de la cuenca experimentó un desplazamiento norte-sur, que 
se vio acompañado de la formación y sedimentación de yesos. A la varie- 
dad litológica añade esta depresión la diversidad estructural derivada de 
la actuación de dos tipos de tectónica distintos. Mientras los bordes de la 
cuenca han recibido los empujes del alpino (grandes cuestas de conglo- 
merados de la sierra de la Peña y del Perdón) y los cabalgamientos de las 
cordilleras Pirenaica al norte e Ibérica al sur, en el interior de la depresión 
los yesos y sales han originado, por halocinesis, los pliegues de rumbo 
oesnoroeste-sursudeste que surcan la Navarra Media y el norte de la Ri- 
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bera (como los anticlinales de Tafalla, Puente la Reina, Andosilla, Falces, 
hoy arrasados por la erosión y convertidos en un conjunto de colinas y 
serrezuelas). En los espacios menos afectados por los empujes orogénicos 
y las deformaciones halocinéticas los sedimentos se hallan casi horizonta- 
les, como sucede en la parte meridional de la Ribera (en los montes del 
Cierzo y la Bardena Negra) y conforman un relieve de plataformas es- 
tructurales escalonadas a diversas alturas, coronadas por un estrato duro 
de calizas lacustres miocenas, y delimitadas por laderas escarpadas. Sobre 
los sedimentos terciarios, los ríos que descienden del Pirineo —Ega, Arga 
y Aragón— y en menor medida los que proceden del sistema Ibérico 
—Queiles y Alhama— depositaron glacis y terrazas escalonadas, que cu- 
bren grandes extensiones a lo largo del Ebro y en los cursos bajos del 
Arga y Aragón. Con frecuencia, las terrazas fluviales se encuentran de- 
formadas por los movimientos de los yesos infrayacentes, debidos a su 
gran plasticidad. 

El clima y la vegetación son aún más contrastados que el relieve. De 
nordeste a sudeste, no más de 100 kilómetros separan las brumosas cum- 
bres de Urbasa o Velate, pobladas de frondosos hayedos, de las soleadas 
y secas estepas de las Bardenas. Estos formidables contrastes bioclimáticos 
obedecen, en esencia, a las modificaciónes que el relieve introduce sobre 
la circulación atmosférica regional. Dada la disposición del territorio na- 
varro —señala Creus—, la parte septentrional de la provincia, la más cer- 
cana al Cantábrico y las vías de entrada del frente polar, es barrida 
frecuentemente por las depresiones atlánticas que producen cuantiosas 
precipitaciones; en cambio la mitad meridional se ve mucho más afectada 
por las altas presiones subtropicales, generadoras de sequedad. 

Bajo esa dinámica atmosférica general, el relieve es el factor clave de 
la diversificación climática, principalmente a través de la altitud y el 
rumbo de las alineaciones montañosas. La orientación dominante de las 
grandes sierras (oeste-este) y de los valles pirenaicos (norte-sur), transver- 
sal a la dirección de los vientos procedentes del norte y noroeste, entor- 
pece el desplazamiento de las masas de aire húmedas hacia el sur y este, 
y acentúa los contrastes entre las laderas septentrionales y occidentales, 
situadas a barlovento, donde se producen los estancamientos de nubes, y 
las meridionales y orientales de sotavento en las que predomina el foéhn. 
No obstante, las montañas no llegan a cerrar totalmente el paso de los 
frentes nubosos, porque su escasa altura —en su mayor parte la divisoria 
de aguas Atlántico-Mediterráneo entre Velate y Aralar ronda los 1.000 
metros— permite que las masas de aire oceánicas desborden las cumbres 
sin descargar toda la humedad a barlovento. De estos hechos deriva uno 
de los rasgos peculiares del clima de Navarra: el descenso claro, aunque 
paulatino —y no brusco, como en otras regiones españolas— de las lluvias 
hacia el sur y el este, (a pesar del aumento de altitud en el segundo caso), 
que se traduce en una rica gama de variantes bioclimáticas y de paisajes. 
Por otra parte, en el norte de Navarra la proximidad del mar deja sentir 
su influjo en la concentración de las lluvias durante el período invernal y 
en la moderación de las temperaturas, mientras al sur, los efectos oceá- 
nicos ceden ante las influencias mediterráneo-continentales, que se mani- 
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fiestan en la aridez estival, el predominio de las precipitaciones equinoc- 
ciales sobre las invernales y los mayores contrastes térmicos, intensificados 
por la sequedad ambiental: las temperaturas medias del mes más frío y 
las del más cálido son de 6,9 y 20,4” en Santesteban, 4,5” y 21,3” en 
Pamplona, 4,8” y 22,3” en Olite, 5,5% y 25,3 en Caparroso. 

Es fácil deducir que los valores termopluviométricos permiten distin- 
guir dos grandes dominios climáticos contrapuestos (templado-oceánico en 
la Navarra del nordeste y mediterráneo-continentalizado en la Ribera) en- 
tre los que median amplias franjas de transición con caracteres mixtos, y 
a los que se añade un tercer dominio (subalpino) poco extendido, que se 
localiza en el extremo nordeste del territorio. 

El noroeste de Navarra, en particular la vertiente cantábrica, goza de 
un clima templado oceánico caracterizado por la elevada nubosidad, la 
constancia, abundancia y regularidad de las precipitaciones, la suavidad 
térmica y la ausencia de aridez estival. En los valles cantábricos, las pre- 
cipitaciones superan los 1.800 milímetros —2.200 en las montañas—, y se 
recogen en 170-190 días al año, preferentemente en la estación fría (la 
pluviosidad invernal supone más del 35 por 100 del total anual); el coefi- 
ciente de irregularidad interanual (año de mayor/año de menor precipita- 
ción) de las lluvias, de 1,8, es el más bajo de Navarra, así como el número 
de horas de sol (1.760 anuales). La moderación del régimen térmico se 
manifiesta en el bajo número de días de helada (26), y la escasa diferencia 
entre la temperatura media del mes más frío y la del más cálido, de 13,5". 
La combinación de temperaturas y precipitaciones indica que incluso los 
meses veraniegos menos lluviosos carecen de déficit hídrico, si bien las 
plantas han de utilizar la reserva acumulada en el suelo para cubrir sus 
necesidades de agua. Las frondosas atlánticas, higrófilas y planicaducifo- 
lias, se acomodan bien a este ambiente húmedo y templado. Las hayas, 
amantes de las lluvias y nieblas y del frescor estival, alcanzan sus mayores 
extensiones en Urbasa, en las montañas de la divisoria Atlántico-Medite- 
rráneo, y en las umbrías de los valles pirenaicos occidentales. Los robles 
atlánticos, menos exigentes en humedad, dominan bajo los 600 metros de 
altura. Muy a menudo, entre las hayas y los robles crecen olmos, tilos, 
avellanos, fresnos y arces, y sobre los suelos silíceos de los macizos paleo- 
zoicos, hay castaños. En las solanas y foces abrigadas aparecen bosques- 
reliquia de árboles mediterráneos como la encina, y junto a los ríos, ali- 
sedas. La tala ha convertido a muchos robledales y hayedos en landas de 
brezos, árgomas y helechos, y en prados naturales. 

Una primera área de transición es la comprendida entre la divisoria 
Atlántico-Mediterráneo y las sierras que cierran la Montaña por el sur. 
Subsisten en ella los caracteres del clima oceánico, aunque cada vez más 
desdibujados hacia el sur y el este: los rasgos subatlánticos del valle del 
Araquil coexisten con los submediterráneos en la cuenca de Pamplona, y 
les dejan paso en la de Lumbier-Aoiz y en gran parte de los valles pire- 
naicos. En relación a la vertiente cantábrica, las precipitaciones se reducen 
considerablemente; se incrementan la insolación, los contrastes térmicos 
estacionales y los días de helada. La variabilidad de las lluvias se agudiza 
fuertemente (el cociente, superior a 6, es el más elevado de Navarra) por 
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encontrarse estas comarcas en una encrucijada de influencias atlánticas y 
mediterráneas. Las precipitaciones veraniegas disminuyen, y hay un déficit 
de agua estival moderado, que se alarga de uno a tres meses de oeste y 
el este. La Navarra Media es también un área de transición, pero en ella 
dominan ya las características mediterráneas. Las lluvias, de claro régimen 
equinoccial y fuerte variación interanual, descienden considerablemente 
(de norte a sur oscilan en la Navarra Media occidental entre los 1.000 y 
500 milímetros, y en la oriental entre los 800 y 500 milímetros). La am- 
plitud térmica se incrementa (16,5? en Estella y 17,5” en Olite), así como 
las horas de sol (2.300), mientras se reducen los días de helada (38 y 39, 
en Estella y Olite) y, sobre todo, la pluviosidad veraniega, de modo que 
el período de aridez estival se prolonga durante tres o cuatro meses (de 
junio a septiembre). La vegetación, a menudo bastante degradada en am- 
bas áreas, está compuesta por bosquetes de frondosas y coníferas subme- 
diterráneas, abundantes matorrales y pastos secos. Los árboles más 
representativos son los robles secos (roble pubescente, quejigo) de hoja 
marcescente, y en los valles pirenaicos el pino silvestre. Muy frencuente- 
mente estas especies aparecen mezcladas entre sí y con las encinas carras- 
cas, en bosques mixtos. Las frondosas atlánticas quedan relegadas a las 
cumbres de las montañas (Illón, Leyre, Izaga, Izco, Alaiz, Lóquiz, Co- 
dés), donde subsisten gracias a la humedad que proporcionan las nieblas. 

La Ribera, como el centro del valle del Ebro, tiene un clima medite- 
rráneo continentalizado semiárido, con fuertes diferencias térmicas entre 
los inviernos frescos y los veranos calurosos (19,4? de oscilación media), y 
lluvias escasas (<S00 milímetros, y <400 en el extremo sur, en 40-80 días 
de sudoeste o nordeste), irregulares (cociente de 2,5) y predominante- 
mente equinocciales (las invernales suponen menos del 19 por 100 del 
total). La fuerte aridez estival que se padece de mayo a septiembre se ve 
agudizada por el efecto desecante de los frecuentes vientos. El número de 
días de helada es el más bajo de toda Navarra (34), y la insolación la más 
elevada (2.500 horas anuales). Las plantas son xerófilas, esclerófilas y pe- 
rennifolias, en lógica respuesta a las precarias condiciones ofrecidas por el 
clima. Las formaciones vegetales más representativas son los eriales, las 
garrigas de tomillos, romeros, aliagas, etc. Las formaciones arboladas se 
reducen a las alamedas que bordean los ríos y a pequeños bosques de 
pino de Alepo (Cáseda, Rada, entre otros) con coscojas, enebros, carras- 
cas, testigos de la vegetación existente antes de la acción destructora del 
hombre. 

Finalmente, las altas montañas del nordeste, entre el Ory y la Peña 
Ezcaurre tienen un clima subalpino, con inviernos largos y rigurosos y 
veranos suaves y bastante secos. Los abetos se adaptan bien a las condi- 
ciones climáticas impuestas por la altitud hasta los 1.600-1.700 metros; por 
encima hay hayedos, y desde los 1.900 metros los pinos negros son los 
únicos árboles capaces de sobrevivir. Más arriba del límite superior de los 
bosques se hallan los prados alpinos donde pastan rebaños trashumantes. 
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EVOLUCIÓN HISTÓRICA 


Desde la primera presencia humana (cuyos vestigios más antiguos se 
remontan al año 120000-100000, en el paso del paleolítico inferior al me- 
dio), y a lo largo de la prehistoria, se sucedieron en el actual territorio 
navarro, lugar de paso y proclive a la recepción de variadas influencias, 
diversas culturas extendidas por el sudoeste europeo. Entre ellas: el mus- 
teriense de tradición Achelense (al menos desde el 80-70000 hasta los años 
20-18000 a. de C.); las menos conocidas del chatelperroniense, gravetiense 
y solutrense a lo largo del paleolítico superior (35000-9000, aproximada- 
mente); el magdaleniense (a partir del 13850 a. de C.), con muestras de 
arte rupestre; y el aziliense que, en la transición hacia la situación climá- 
tica actual del epipaleolítico (aproximadamente entre el 7500 y el 5000- 
4500 a. de C.), señala el final de las culturas de cazadores. 

Desde entonces, y más claramente desde el cuarto y el tercer milenio, 
aparecieron algunas de las innovaciones neolíticas (primeras formas de 
economía pastoril y agrícola rudimentaria, descubrimiento de la cerámi- 
ca, pulimento, sedentarización) que se consolidaron durante la Edad de 
Bronce, y cuyo límite final puede situarse en torno al año 1000 a. de C. 
Dos fenómenos cabe subrayar durante dicho período: el desarrollo del 
megalitismo, que se localiza principalmente en la Montaña y se prolonga 
en la Edad de Hierro; y desde otro punto de vista, la configuración de 
tres tipos humanos diferenciados, entre los que pudo haber mestizajes 
aunque no generalizados: mediterráneo grácil (sustrato básico de la pobla- 
ción de la Península), difundido por todo el territorio de la actual Nava- 
rra; pirenaico occidental (tipo vasco), en la Montaña, y minorías étnicas 
de tipo alpinoide y armenoide, en Urbasa, que llegarían ya avanzada la 
Edad de Bronce. Entre ésta y la Edad de Hierro penetraron (años 900 y 
700 a. de C.) pueblos centroeuropeos (con actividad minera y economía 
cerealista-ganadera, y con un nuevo tipo de enterramiento, la incinera- 
ción) que originaron una cultura propia —la de «tradición celta»— que 
parece constituir el sustrato étnico histórico de Navarra. Sobre ella se asi- 
miló (durante el Hierro II, del siglo Iv a. de C. a la llegada de los ro- 
manos en el siglo 1 a. de C.) una cultura ibérica procedente del 
Mediterráneo y definida por la cerámica torneada y por innovaciones ur- 
banas que en otros lugares fueron más propias del neolítico. 

Esta secuencia cultural acabó definiendo un núcleo étnico designado 
—bajo la dominación romana y a pesar de su heterogeneidad interna— 
con el nombre de vascones, implantado entre el Pirineo occidental y el 
curso del Ebro (lindando al sur con los celtíberos), y extendido entre el 
valle del Bidasoa, quizá hasta Oyarzun al oeste, y las Cinco Villas al este, 
así como un franja al norte de Jaca. Durante la Antigúedad, Navarra 
formó parte indiferenciada de este sustrato sobre el que incidirán la co- 
lonización romana y la irradiación del cristianismo. 

Al menos desde el siglo 1 a. de C., los vascones fueron súbditos de los 
romanos, estableciéndose en general entre ambos una pacífica colabora- 
ción que permitió a aquéllos la fundación de nuevas ciudades (Cascante, 
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Calahorra), y que no impidió la implícita distinción de dos zonas: el Vas- 
conum Ager (zona meridional de la actual Navarra), probablemente bilin- 
gúe, de economía agrícola y con Pompaelo (la Navarrería de la actual 
Pamplona) como núcleo urbano romanizado más septentrional, que fue el 
principal escenario de la acción política y militar romana, y el Saltus Vas- 
conum (la Montaña), de economía pastoril y ganadera más pobre, y por 
ello, de menor interés, donde la pervivencia del vascuence denota la per- 
duración de grupos menos permeables a la penetración cultural romana. 
En cualquier caso, la generalización de las inscripciones latinas, las leyen- 
das monetarias romanas (en sustitución de las ibéricas), la toponimia, las 
influencias de Roma en la cerámica, la decoración y la estructura de las 
viviendas, las calzadas (la que seguía el curso del Ebro, la que desde 
Briviesca y pasando por Pamplona unía Hispania con Aquitania, y la que 
enlazaba Zaragoza y Pamplona) y otras rutas interiores, la introducción 
de nuevas formas de cultivos, la lengua, el derecho..., son buenos testi- 
monios del impacto de la cultura romana. 

El retroceso de la vida urbana, las invasiones germánicas, las luchas 
internas y los reajustes sociales y económicos jalonaron, desde el siglo 1H 
d. de C., el desmantelamiento de las estructuras administrativas del Im- 
perio romano, completado en el siglo v con la penetración de los bárbaros 
que encontraron resistencia entre los grupos vascónicos del Pirineo occi- 
dental. El incremento demográfico que éstos parecen experimentar, la 
consiguiente necesidad de nuevos recursos económicos, su mayor movili- 
dad y el vacío de autoridad contribuyen a explicar las convulsiones sociales 
y las numerosas incursiones que realizaron dichos grupos en el paso de la 
tardoantigúedad a la Edad Media (siglos v al vI1), contra las nuevas mo- 
narquías de francos y visigodos que se afirmaron al norte y al sur respec- 
tivamente. La presencia de la monarquía visigoda, cuya posición defensiva 
más adelantada estuvo en Pamplona, contribuyó a consolidar la romanidad 
y a extender la cristianización, diseñando un primer espacio político y de 
civilización hispano en el Vasconum Ager. Por su parte, es posible que las 
aludidas correrías facilitaran, de un lado, una mayor cohesión interna en- 
tre los pobladores del Saltus Vasconum, así como una incipiente organi- 
zación «política» de jefes locales, sometidos a tributo por los soberanos 
visigodos, y de otro, la «vasconización» de una notable porción de Gas- 
cuña y la más discutida de los dominios de los primitivos várdulos, caris- 
tios y autrigones, asentados en las actuales provincias vascongadas. 

A principios del siglo vin, y sin solución de continuidad, la invasión 
musulmana configuró dos áreas: al sur de la sierras prepirenmaicas, y con 
centro en Tudela, se instaló el cantón musulmán dominado por los Banu 
Oasi (descendientes del hispanogodo conde Casio), dependiente del emi- 
rato de Córdoba aunque propenso al autogobierno, de floreciente econo- 
mía mercantil y agrícola, y con una avanzada guarnición defensiva en 
Pamplona, arrasada en varias ocasiones entre los siglo VII y 1X por los 
francos o por los pobladores autóctonos; al norte de esa línea, el área 
agrícola y pastoril poblada por los vascones (término en el que, con ma- 
tices, coinciden varias fuentes, aunque las árabes distinguen entre basku- 
nis, en la zona occidental, y sirtaniyun, el Alto Aragón), organizados en 
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torno a poderes locales, sometidos también a tributo por los musulmanes 
y proclives —entre el vin y el Ix— a incorporarse bien a la monarquía 
carolingia, o bien a la monarquía astur, entonces extendida hasta el actual 
territorio alavés. 

En este marco vascónico afloraría desde el siglo 1x (en un período de 
florecimiento de instituciones monásticas, como las de Leire, Igal, Urdas- 
pal, Irache, La Oliva, Iranzu y Fitero, y de las órdenes militares de tem- 
plarios y hospitalarios, que se prolongó hasta el siglo XII), un reino de 
Pamplona, origen del posterior reino de Navarra que, sólidamente asen- 
tado y a través de numerosas vicisitudes, mantuvo su peculiaridad a lo 
largo de las edades Media y Moderna constituyendo la esencia de la co- 
munidad histórica navarra. 

En dicho siglo 1x, los Íñigos, cabecillas de Pamplona y sus contornos, 
bascularon hacia los Banu Qasi, con quienes establecieron lazos de paren- 
tesco, y atrajeron hacia esta política a los Velasco, cabecillas de los sirta- 
niyun. Cuando los Banu Qasi fueron derrotados por el emir cordobés 
Abd-al-Rahman II, los Íñigos se distanciaron de sus aliados y se inició el 
declive de los Velasco, finalizando así la etapa del «protectorado muladí». 
Seguidamente (último tercio del siglo IX), el núcleo de Pamplona, regido 
por García Íñiguez y después por los Jimenos, buscó la aproximación a 
los condados autónomos del Pirineo central y sobre todo al reino de As- 
turias (etapa de la «tutela astur») para enfrentarse a Córdoba y a los 
propios Banu Qasi. Pero sería en el primer cuarto del siglo x cuando uno 
de los Jimenos, Sancho Garcés I, inició la configuración del reino de Pam- 
plona surgido de la confluencia de tres elementos: base social vascónica, 
irradiación cristiana e hispanidad astur; territorialmente, y merced a la 
alianza del conde de Pallars-Ribagorza y del rey asturiano, aseguró las 
fortalezas de Monjardín y Ujué, se instaló en la actual comarca de Estella 
y en la Alta Rioja (en el «reino de Nájera») y dominó el antiguo condado 
de Aragón, tras acabar con el poderío Banu Qasi y frenar las campañas 
musulmanas, prolongadas hasta el 1002. 

Esta monarquía pirenaica se afirmaría en el siglo XI con Sancho el 
Mayor, artífice de un conglomerado político que incrementó el prestigio, 
y el territorio, de su reino al colaborar o intervenir, por distintas razones, 
en el reino de León, los condados de Castilla, Ribagorza y Barcelona, el 
ducado de Gascuña y los territorios de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya; ase- 
guró con ello la hegemonía navarra en el marco de la Hispania cristiana 
y preparó su plena integración en el concierto europeo-occidental (facili- 
tando, entre otros aspectos, el paso de los peregrinos europeos hacia San- 
tiago a través de sus reinos). Y, tras unos años de oportunista unión 
dinástica a Aragón y de participación en la reconquista y colonización del 
Ebro central, la «restauración» de la monarquía pamplonesa en 1134 daría 
paso a la consolidación del reino durante los siglos XII y XIII (con García 
Ramírez, Sancho el Sabio, Sancho el Fuerte y la Casa de Champaña) en 
los que alcanzó la contextura que le definió en los últimos siglos medie- 
vales, tanto en sus límites territoriales como en sus estructuras políticas y 
sociales, y en su denominación definitiva —desde 1160— de reino de Na- 
varra. En el primer aspecto, la segregación del «reino de Nájera», los 
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territorios aragoneses y los valles guipuzcoanos y alaveses débilmente do- 
minados en el siglo XI fue acompañada de la anexión de la Ribera tude- 
lana y de la tierra de Ultrapuertos, cuyos señores feudales se reconocieron 
vasallos de los reyes navarros. Desde el punto de vista de su estructura 
étnica y social, debe mencionarse la renovación de la vida urbana que 
supuso el asentamiento de comerciantes y artesanos, al tiempo que se 
integraron las comunidades musulmanas de la Ribera y las minorías ju- 
días, así como la progresiva diferenciación de los vascos de la Montaña (a 
raíz de la entronización de García Ramírez, señor de Tudela). Es, por 
otra parte, época de maduración de los Fueros que, al menos desde el 
siglo VII y fruto de la costumbre y su posterior consagración legal (data 
del xt la primera compilación del Fuero General de Navarra), se erigie- 
ron en el cuerpo normativo del pueblo navarro, tanto de Derecho privado 
como público, y constituyeron la expresión de su personalidad. En el 
plano político-administrativo, además de configurarse las instituciones na- 
varras que se consolidarían en los siglos modernos, el Fuero desarrolló el 
principio del pacto entre el rey y el reino (a través del juramento mutuo 
por el que aquél juraba respetar los fueros y leyes del reino, y éste juraba 
fidelidad al rey), como forma de garantizar la «soberanía popular» y más 
tarde fundamentar la peculiar forma de integración de Navarra en la Mo- 
narquía española. Finalmente, y en el plano de la evolución histórica del 
reino, debe señalarse que las tensiones para mantener la independencia 
respecto a Castilla y a la reorganizada corona de Aragón motivaron el 
recurso a la ayuda francesa y la consecuente entronización de los Teobal- 
dos, de la Casa de Champaña (1234-1274). 

En la Baja Edad Media, la evolución del reino de Navarra estuvo 
condicionada por los avatares de la Reconquista,-el deseo navarro de man- 
tener su personalidad frente a Castilla y Aragón, la política exterior de 
las monarquías francesa y castellana y las vicisitudes dinásticas y familia- 
res. En un primer momento, la aludida vinculación a Francia desembocó 
en la unión dinástica a la monarquía capeta durante el último cuarto del 
siglo XIII y primero del xrv, uno de los pocos períodos medievales en que 
el reino de Navarra careció de monarca propio, pero que aportó (junto a 
la etapa anterior de los Champaña y a la posterior de los Evreux) uno de 
los rasgos característicos de la cultura navarra medieval, así como un re- 
forzamiento de la conciencia solidaria de los destinos del país. Recobrada 
la independencia en 1328, la entronización de la dinastía de Evreux pro- 
longó la vinculación a la política francesa —lo que implicó a Navarra en 
la guerra de los Cien Años—, al tiempo que debía aceptar la hegemonía 
y la alianza castellana y —en el plano interior— fracasaban los intentos 
de Carlos 11 y Carlos HI por revitalizar la economía del reino. A la 
muerte del segundo (1425), la monarquía navarra recayó sobre la dinastía 
Trastámara durante unos años en los que reapareció la pugna entre los 
montañeses y los hombres del llano —ahora beaumonteses y agramonte- 
ses—, complicada desde mediados del siglo xv con los complejos conflic- 
tos dinásticos y sucesorios entre el futuro Juan II de Aragón (a quien 
apoyaron los agramonteses) y su hijo el príncipe de Viana (apoyado por 
los beaumonteses); la guerra civil que asoló Navarra en la segunda mitad 
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del siglo xv tuvo como resultado el paso de la corona a las dinastías de 
Foix y Albret y —con ocasión de un conflicto fronterizo entre los Reyes 
Católicos y la Corona francesa en uno de los episodios entablados a co- 
mienzos del siglo XvI por la hegemonía de Europa— la conquista de Na- 
varra por Fernando el Católico (1512) y su incorporación a la corona 
castellana (1515) en los inicios de la Edad Moderna. 

Esta incorporación, como «reyno de por sí —según declararan las Cor- 
tes navarras de 1513—, con su administración y gobierno...», se consolidó 
cuando, entre 1512 y 1521, el propio Fernando el Católico y después Car- 
los V rechazaron varios intentos de los Albret para recuperar el trono 
navarro (todavía Felipe II se planteó la posibilidad de reponer en él a los 
descendientes de la dinastía francesa); y quedó sancionada legalmente a 
mediados del siglo XvI1 al afirmar las Cortes de Olite, con el beneplácito 
del monarca, la conservación por Navarra de su naturaleza de reino tras 
la unión. En todo caso, durante los siglos XVI y XVI, Navarra quedó 
vinculada a los destinos de la corona de los Austrias, reafirmándose (ha 
apuntado A. Martín Duque) la conciencia de la propia identidad mental 
al hilo de un reforzamiento de los pilares jurídicos, de la armadura insti- 
tucional e incluso de la memoria colectiva, y robusteciéndose «la imagen 
del reino en cuanto cuerpo compacto de tradiciones y convivencia, con 
una trabazón teóricamente acabada e inviolable». 

El territorio navarro (dividido para su administración en las cinco me- 
rindades de Pamplona, Estella, Tudela, Sangúesa y Olite, conformadas en 
la Baja Edad Media en relación con las novedades introducidas por las 
dinastías francesas) adquirió pronto su fisonomía territorial actual: Fitero 
fue incorporada en el xIv y la comarca de Laguardia se perdió en el xv 
(al igual que Los Arcos, recuperada en el xvi); en 1530, Carlos V aban- 
donó la merindad de Ultrapuertos en manos de los Albret (por cuya línea 
se integraría más tarde en la monarquía francesa, cuyos soberanos siguie- 
ron jurando los fueros navarros, mantuvieron un Parlamento de Navarra 
como tribunal de apelación y ostentaron hasta 1789 el título de reyes de 
Francia y de Navarra). Con una población de unos 150.000 habitantes a 
mediados del siglo xvI (15,4 habitantes por kilómetro cuadrado de densi- 
dad, semejante a la de Castilla o el País Vasco) y cerca de 223.000 según 
el censo de Floridablanca (1787), la sociedad navarra (similar a la europea 
en su división jerárquica en estamentos con funciones y prerrogativas pro- 
pias sancionadas legalmente) pudo caracterizarse a lo largo de la Edad 
Moderna por: las escasas diferencias entre los miembros de estado llano, 
debido tanto a la ausencia de burguesía notable como a la abundancia de 
pequeña y mediana propiedad; el escaso peso de la alta nobleza junto a 
la importante influencia política de la nobleza media; y el arraigo popular 
de un clero relativamente numeroso. La economía era esencialmente agrí- 
cola, ganadera y forestal, y con una industria artesana y un comercio (fa- 
vorecido por buenos caminos interiores) muy secundarios y dependientes 
de las actividades agrarias. 

Con todo, uno de los elementos más peculiares de la modernidad na- 
varra fue el desarrollo de las bases jurídicas, concretadas en el Derecho 
foral, compilado durante la Edad Moderna en el Fuero Reducido del si- 
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glo XVI) que no llegó a entrar en vigor), las Ordenanzas Generales y 
Cuadernos de Leyes del xvI y XvI1, la Novísima Recopilación de 1735 y 
los posteriores Cuadernos de Cortes. En su vertiente de Derecho público 
(más llamativa pero no más importante que la del Derecho privado), se 
puede afirmar también que a lo largo de estas centurias se consolidó la 
estructura político-institucional del reino: el rey, en cuyo nombre se go- 
bernaba el reino, a quien correspondía el mantenimiento de la integridad 
territorial y de la paz interior a través de la administración de la justicia; 
el virrey, representante del rey y verdadero gobernante del reino, cuyos 
poderes le situaban por encima de cualquier otra autoridad civil, militar o 
religiosa, y abarcaban el nombramiento de altos cargos de la administra- 
ción y la justicia, la convocatoria de Cortes y la legitimación de las leyes 
que elaboraran, el mando de los ejércitos, la concesión de gracia, etc.; el 
Consejo Real, que fue, por un lado, una especie de organismo consultivo 
del virrey, que participó de sus tareas gubernativas y legisladoras, y, por 
otro, la suprema instancia judicial en Navarra; las Cortes, representación 
del reino, compuestas por el brazo eclesiástico, el militar o de la nobleza 
y el de las universidades o pueblos (formado por los representantes o 
procuradores de los 38 pueblos que gozaron de esta prerrogativa por con- 
cesión real), y entre cuyas funciones destacó la defensa de los fueros y 
leyes de Navarra; fue una institución que logró aumentar y consolidar sus 
prerrogativas a pesar de la progresiva disminución de sus reuniones (46 
veces en el siglo xvI; 21 en el xvi; 10 en el xvi, y 3 en la primera 
mitad del xIX); la Diputación del Reino, creada en 1576 y compuesta de 
siete miembros, fue el organismo ejecutor de las disposiciones de las Cor- 
tes y que asumía sus funciones en los períodos en que no estaban reuni- 
das; y la Cámara de Comptos y la Corte Mayor, instancias inmediata- 
mente inferiores al Consejo Real para asuntos hacendísticos y para los 
civiles y penales, respectivamente. A ello hay-que añadir que Navarra 
dispuso de Hacienda, potestad de acuñación de moneda y sistema adua- 
nero y régimen administrativo municipal propios. 

Toda esta estructura político-institucional se mantuvo durante el si- 
glo XVIII a pesar del centralismo reformista de los Borbones, de tal forma 
que, tras los Decretos de Nueva Planta de Felipe V, Navarra fue el único 
reino que subsistió como tal en el seno de la Monarquía española (sin 
olvidar la pervivencia de la foralidad en Álava, Guipúzcoa y Vizcaya). 
Esta reafirmación fue compatible, sin embargo, con la participación y la 
integración de los navarros en la vida castellana del siglo ilustrado, entre 
cuyas destacadas figuras cabe mencionar a Goyeneche, Iturralde, Uz- 
táriz... 

Desde finales del siglo XVIII, cuatro grandes acontecimientos jalonaron 
la crisis del Antiguo Régimen y la emergencia de un nuevo orden. La 
guerra de la Convención (1793-95), que motivó la entrada de los franceses 
en el norte de la provincia (refugio de aristócratas y eclesiásticos huidos 
de Francia), aunque no llegaron a ocupar su capital, a diferencia de lo 
ocurrido en San Sebastián, Bilbao y Vitoria. La de la Independencia —de 
carácter popular y trasfondo ideológico, como la anterior—, que dividió a 
Navarra en dos zonas: la controlada por las tropas españolas, al sur de la 
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línea Viana-Sangúesa, y la dominada por los franceses, con centro en 
Pamplona, en la que destacó la política de terror del gobernador Reille; 
durante la guerra surgió un importante movimiento guerrillero unificado 
por el principal de sus cabecillas, Francisco Espoz y Mina. En tercer lugar, 
el trienio constitucional (1820-23), que se inició con el pronunciamiento 
de Riego al que Pamplona se sumó tempranamente, pero naufragó —en- 
tre otras razones— ante la resistencia realista que tuvo en Navarra uno de 
los primeros y más importantes bastiones (su capital fue sede de una Junta 
gubernativa realista). Finalmente, y tras la muerte de Fernando VI (y HI 
de Navarra, último monarca que, como tal, juró los Fueros del Reino y 
acuñó moneda), la primera guerra carlista (1833-1839), que fue la resolu- 
ción violenta de la crisis del Antiguo Régimen. Aunque existiera en Pam- 
plona un importante núcleo liberal, la motivación ideológico-religiosa de 
la contienda, sus implicaciones fueristas y el apego de la sociedad (bási- 
camente agraria y con predominio de la pequeña explotación autosufi- 
ciente en la Montaña) hacia los valores y formas de vida del Antiguo 
Régimen explican en buena medida la rápida, fuerte y activa vinculación 
de Navarra (principal teatro de operaciones de Zumalacárregui) a la causa 
de don Carlos. Esta identificación provocó, en 1838-39, las desavenencias 
que impidieron a buena parte del carlismo navarro aceptar en principio el 
convenio de Vergara (31 de agosto de 1839) que puso fin oficialmente a 
la guerra. 

Fruto del convenio fue la ley de 25 de octubre de 1839, sobre confir- 
mación y acomodación de los Fueros al nuevo sistema constitucional, cuyo 
cumplimiento por las autoridades liberales navarras dio paso a la Ley de 
modificación de fueros, de 16 de agosto de 1841 (popularmente conocida 
como la «Ley paccionada»), posiblemente la más importante de la contem- 
poraneidad navarra. Aunque se haya discutido que —por su naturaleza 
jurídica y política— pueda considerarse pactada, la ley, que consagró la 
conversión del Reino de Navarra en provincia, fue la expresión legal 
—aceptada por las dos partes— de la intención política de convenir la 
reforma de los Fueros dotando a Navarra de un estatus peculiar para su 
integración en el Estado liberal. Con la consideración de reino, Navarra 
perdió sus instituciones privativas (Cortes, virrey, Consejo Real...), pero 
conservó su legislación civil y una estimable autonomía administrativa y 
económica, encarnada por una renovada Diputación, que no haría sino 
consolidarse e incrementarse desde entonces, constituyendo la esencia de 
la nueva foralidad navarra. Buenas manifestaciones de ello fueron el ré- 
gimen de convenio económico (actualizado en 1849, 1877, 1927, 1941, 
1969), que garantizó la autonomía fiscal de la provincia; la creación en 
1898 del Consejo Foral Administrativo como órgano asesor y consultivo 
de la Diputación (vigente hasta 1979); el Decreto-ley de 1925 para armo- 
nizar el régimen municipal de Navarra con la legislación común; y la pro- 
pia denominación de «foral» que acabó adquiriendo la Diputación, en 
principio y oficialmente, «provincial». 

La implantación del orden liberal durante las décadas centrales del 
siglo xIx, uno de cuyos elementos significativos fue el proceso desamor- 
tizador, no estuvo, sin embargo, exenta de tensiones. La: desamortización 
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eclesiástica, llevada a cabo entre 1838 y 1851, afectó a cerca de 9.300 Ha. 
(el 26,3 por 100 del clero regular, el 56,4 por 100 del secular y el 17,3 
por 100 de la Orden de San Juan), y la gran mayoría de sus compradores 
(334 de 351) tenían su residencia en Navarra, especialmente en las pobla- 
ciones mayores de 4.500 habitantes (Pamplona, Tudela, Estella, Tafalla y 
Corella). El volumen de ventas derivado de la desamortización civil —en 
Navarra, entre 1862 y 1898— fue modesto (unas 30.500 Ha., de las cuales 
algo más de la mitad pertenecían a la Ribera; el 56 por 100 de sus com- 
pradores eran vecinos de los lugares donde radicaban las fincas) por la 
opción de la Diputación navarra en favor de los comunales. Por otra 
parte, el peso de unas estructuras sociales similares a las del siglo XVIII y 
la beligerancia del catolicismo navarro desde mediados del xIx explican 
en parte la pervivencia del carlismo, que adoptaría formas violentas en la 
segunda guerra carlista (de escaso eco en Navarra, en julio de 1848) y, 
sobre todo, en la tercera. Impulsada la causa carlista, tras el fracaso de 
una primera sublevación (Oroquieta, 1872), por la acción del general Ollo 
y la presencia del pretendiente (Carlos VII), que inclinaron la contienda 
a su favor hasta 1874, la guerra cambiaría después de signo hasta su con- 
clusión, a comienzos de 1876, esta vez sin transacción. 

Desde la pacificación canovista hasta el nuevo enfrentamiento civil de 
1936-1939, tampoco faltaron rasgos peculiares en la evolución histórica de 
Navarra respecto a la española. Por una parte, conservó su especial régi- 
men económico-administrativo y lo consolidó, a pesar de las amenazas que 
se cernieron sobre él en varios momentos y que dieron lugar a serios 
conflictos con el gobierno central (el más importante de ellos fue la Ga- 
mazada», en 1893). Por otra parte, la religiosidad inherente a buena parte 
de la sociedad navarra condicionó algunas de las características del sistema 
político de la provincia (dirigido por redes caciquiles según la dinámica de 
la Restauración), en particular durante el reinado del Alfonso XIII: el 
dominio, en general y hasta 1914 al menos, del sector tradicionalista; la 
casi ausencia de parlamentarios del Partido Liberal, vinculado a reivindi- 
caciones anticlericales; la búsqueda de la unidad de las fuerzas católicas, 
que posibilitó la elección de un diputado nacionalista vasco; y —en otro 
plano— la importancia de las movilizaciones de masas, dirigidas en buena 
medida por El Pensamiento Navarro, contra la política de diversos gobier- 
nos considerada anticlerical. 

Estos perfiles se agudizaron durante la II República. Por una parte, la 
política laicista del gobierno provisional indujo a las fuerzas confesionales 
a apadrinar un Estatuto de Autonomía vasco-navarro, en cuya redacción 
participaron significativas figuras de esta provincia; pero esta solución se 
hizo constitucionalmente inviable y fue abandonada (en la conflictiva 
asamblea celebrada en Pamplona, en junio de 1932) por buena parte de 
las fuerzas políticas que la apoyaron (carlistas, republicanas y socialistas) 
para evitar que la autonomía de Navarra quedase a merced de unas ins- 
tancias en las que sería sólo una parte, y una de las menos importantes. 
Por otra parte, las elecciones de los años 1931-1936 mostraron en general 
la gran cohesión del dominante Bloque de Derechas, que incluyó —a ex- 
cepción del nacionalismo vasco— desde el tradicionalismo hasta la demo- 
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cracia cristiana, frente a la división de la izquierda (Partido Radical Socia- 
lista, PSOE y Partido Comunista) y la debilidad del centro (Partido Ra- 
dical). Y en tercer lugar, la beligerancia del carlismo llevó a la activa 
preparación de requetés para su participación en un hipotético levanta- 
miento armado contra la República que, desde la llegada de Mola a 
la capital navarra, tuvo en ella uno de los principales focos de la cons- 
piración. 

Desde que en la noche del 17 de julio de 1936 se cursaron desde 
Pamplona, Irurzun y Tafalla las últimas órdenes para la sublevación de las 
distintas regiones militares, Navarra quedó en manos del ejército insu- 
rrecto, por lo que no fue escenario directo de la guerra civil que se pro- 
longó hasta 1939. No se vio libre, sin embargo, de las represalias que se 
desataron sobre todo en ámbitos locales y que costaron entre unas 400 y 
800 vidas humanas, a las que habría que añadir los más de 4.500 navarros 
que —según cifras oficiales— murieron en el curso de la guerra. Efec- 
tivamente, al margen de la movilización forzosa, Navarra destacó por 
el número de voluntarios que aportó al ejército franquista (en torno a 
17.000, la mayor aportación provincial española) y que jugaron un impor- 
tante papel en la anulación de la resistencia republicana, primero en el 
frente norte (julio de 1936 a octubre de 1937) y después en otros frentes 
(Guadarrama, Teruel y Ebro, entre ellos). 

Esta vinculación de Navarra a la causa de los sublevados le permitió 
conservar, bajo el Estado franquista, buena parte de su autonomía eco- 
nómico-administrativa así como su Derecho foral. Durante estos años fue 
actualizado el convenio económico (1941 y 1969), pervivieron la Dipu- 
tación Foral y el Consejo Foral Administrativo, se creó un nuevo Tribunal 
Administrativo (en 1946) y se aprobó el texto del Fuero Nuevo como 
nueva Compilación del Derecho civil foral de Navarra. Todo ello confi- 
guró unas circunstancias favorables al desarrollo económico iniciado en la 
década de 1960 que contribuyó a transformar la estructura social navarra. 


SOCIEDAD Y ECONOMÍA 


Navarra ha sido tradicionalmente una región de carácter eminente- 
mente agrario en la que, sin embargo, no cabe hablar de arcaísmo por su 
capacidad de renovación de las actividades económicas y la progresiva 
adaptación a ellas de su tejido social. Ya desde finales del siglo XIX, y 
durante el primer tercio del xx, una agricultura basada esencialmente en 
la vid y el trigo (menor importancia tenía el aceite) supo responder a la 
crisis provocada por la competencia de granos americanos y por la fixolera 
mediante la ampliación de la superficie cultivada, la diversificación de cul- 
tivos (remolacha, patata), la especialización cerealista (y la existencia de 
los prados en el norte), la experimentación de nuevas variedades más pro- 
ductivas y resistentes, la difusión de fertilizantes químicos y maquinaria 
agrícola, la decidida acción de la Diputación en favor del progreso agrario 
y —desde el punto de vista del asociacionismo profesional— por la acción 
de un espíritu cooperativo de fuerte arraigo en Navarra a partir de sus 
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primeras manifestaciones en los umbrales de este siglo. Esta moderniza- 
ción de la agricultura —que se situó en un elevado nivel de competitividad 
dentro del mercado español— impulsó una cierta renovación de las tradi- 
cionales actividades industriales dependientes del sector primario (viníco- 
las, harineras, cárnicas) y, en todo caso, de carácter artesanal y familiar 
(siderometalurgia, diversos establecimientos del ramo textil) al que esca- 
paban muy pocas empresas (como la Fábrica de Orbaiceta, cerrada a 
finales del siglo xIXx). Pero la aparición, y desarrollo durante la primera 
mitad del presente siglo, de una siderurgia más moderna (Vera de Bida- 
soa, Alsasua, Pamplona), de nuevas actividades vinculadas al sector agro- 
pecuario (azucareras, féculas) o forestal (serrerías mecánicas), del sector 
hidroeléctrico (construcción de embalses) o la mejora de la red de comu- 
nicaciones (líneas ferroviarias de vía estrecha), no significaron sino un cre- 
cimiento industrial limitado, debido —entre otros factores— a la ausencia 
de tradición fabril, la insuficiencia de capitales, la mentalidad de una so- 
ciedad de raigambre rural y la emigración. 

Con todo, no fue sino desde finales de los años 1950 cuando tardía- 
mente —como en otras muchas regiones españolas— Navarra se incorporó 
al proceso de industrialización general, que mantuvo un fuerte dinamismo 
hasta el inicio de la crisis económica, entrados ya los años 1970. Este 
rápido desarrollo industrial fue desencadenante de grandes mutaciones de- 
mográficas, económicas, técnicas y espaciales que, en muy poco tiempo, 
transformaron la tradicional sociedad navarra, de carácter esencialmente 
rural, en una sociedad industrializada cuyas actividades económicas pri- 
mordiales son las industriales y terciarias. 

Globalmente, la población de Navarra ha crecido ininterrumpidamente 
desde la segunda mitad del siglo pasado, aunque a distintos ritmos y 
——<como consecuencia del desarrollo industrial y de la mecanización de las 
labores agrarias— combinando el despoblamiento del campo y la concen- 
tración demográfica en los centros urbanos, que «constituye el fenómeno 
más destacable desde el punto de vista geográfico. El incremento, muy 
leve hasta los años 1920 (329.796 habitantes frente a los 299.654 de 1860), 
se acentuó progresivamente hasta finales del decenio de 1950 (383.932), 
se disparó durante los años 1960 (464.867 en 1970), y prosiguió después a 
un ritmo decreciente (todavía intenso durante los años 1970, y muy lento 
en el decenio de 1980), cuando se dejaron sentir los efectos de la crisis 
económica, y una vez que hubo terminado la etapa álgida del éxodo rural. 

Ahora bien, mientras los asentamientos de tipo urbano se convertían 
en focos de atracción, el resto de Navarra veía emigrar una proporción 
más O menos importante de sus habitantes. Por eso, excluidos los vecinos 
de la aglomeración de Pamplona y de las cabeceras comarcales, la pobla- 
ción «rural», tras alcanzar su punto culminante en 1950, no ha cesado de 
retroceder (250.686 habitantes en 1860, 272.606 en 1950 y 204.666 en 
1986, equivalentes al 83,6, 71,3 y 39,9 por 100 de la población total, res- 
pectivamente). Pamplona y los asentamientos limítrofes han acaparado 
gran parte del crecimiento demográfico; el municipio capital ha multipli- 
cado por 2,5 veces su población de mediados de siglo, y por 8 la que tenía 
en 1860. Actualmente, el 47,9 por 100 de los navarros viven en la aglo- 
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E aglomeración sin Estella, 


Montaña sin la Navarra media Ribera sin Tudela, a E] Aglomeración de Pamplona 
urbana de Pamplona Tafalla y Sangúesa : - 


meración urbana de Pamplona. Las cabeceras comarcales, con un creci- 
miento muy lento, acogen solamente al 12,2 por 100 de la población na- 
varra y, salvo Tudela, puede afirmarse que se hallan prácticamente 
estancadas o en ligera regresión. 

Sobre el declive demográfico común padecido por el medio rural, las 
comarcas que más intensa y generalizadamente han sido afectadas por el 
despoblamiento son los valles pirenaicos y la cuenca de Lumbier-Aoiz, 
cuyos pobladores se habían reducido a menos de la mitad (al 42,1 por 100 
entre 1860 y 1986, seguidas de la Navarra Media (excluidas Estella, Ta- 
falla y Sangiiesa, su población se redujo al 56 por 100); fuera de la aureola 
dinámica que rodea la capital navarra, también la cuenca de Pamplona es 
una comarca claramente regresiva, ya que entre las mismas fechas había 
perdido la tercera parte de sus habitantes. En cambio la Navarra del no- 
roeste ha logrado conservar el 90 por 100 del volumen demográfico que 
alcanzó en 1860; la Ribera —especialmente la oriental— es la única co- 
marca que ha registrado un crecimiento real positivo: sin contar Tudela, 
su población de 1986 equivalía a 1,5 veces la de 1860. Parece evidente 
que la despoblación se ha visto favorecida por la falta de accesibilidad, el 
alejamiento de los centros urbanos, la inadecuación de las propiedades y 
explotaciones agrarias a las condiciones de la moderna agricultura y su 
reparto desequilibrado, el tamaño pequeño de los asentamientos, en fin, 
la escasez de recursos y la ausencia de industrias y servicios. 
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Excluidas la aglomeración urbana de Pamplona y las cabeceras comarcales 
de Tudela, Estella, Tafalla, Alsasua, Sangúesa y Aouiz. 


La población se agrupa, en los valles cantábricos, en pequeñas aldeas 
laxas situadas en los fondos de los valles y caseríos dispersos en laderas y 
cumbres. El resto de la Montaña y el norte de la Navarra Media se ca- 
racterizan por la abundancia de aldeas de 50 a 200 habitantes. Al sur de 
la Navarra Media y en la Ribera domina el hábitat concentrado con pue- 
blos grandes, en su mayoría superiores a 1.000 habitantes. 

Según el Padrón de 1986, la población de hecho de Navarra asciende 
a 512.676 habitantes, equivalentes al 1,3 por 100 de la población española. 
La densidad, de 49,2 habitantes por kilómetro cuadrado, es notablemente 
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más baja que la nacional (77,1); pero si se descuenta la población resi- 
dente en Pamplona y sus alrededores, el número de habitantes por kiló- 
metro cuadrado desciende prácticamente a la mitad (25,6). Además de la 
capital y los espacios periurbanos circundantes, las cabeceras comarcales y 
algunos núcleos de Navarra del noroeste y de las llanuras aluviales regadas 
del Ebro superan la densidad media provincial. El resto del territorio tiene 
densidades muy inferiores, particularmente la mitad oriental, que es la 
más desfavorecida desde el punto de vista físico. 


AGLOMERACIÓN URBANA DE PAMPLONA, 1986 


Varones Mujeres 


Desde hace 15-20 años se ha registrado en Navarra una tendencia al 
envejecimiento, agudizada por el último decenio, según indican las cifras 
referentes a la estructura por edades: en 1960, el 35,4 por 100 de la po- 
blación tenía menos de veinte años y el 13,7 por 100 más de sesenta; en 
1986, las proporciones respectivas habían pasado a ser de 29,2 y 18,7 por 
100. Mientras los focos receptores de población han llegado incluso a re- 
juvenecerse, las áreas emisoras, privadas por la emigración de muchos de 
sus jóvenes han envejecido acusadamente, acentuándose así las diferencias 
entre el medio rural y el urbano: en 1986, los mayores de sesenta y cinco 
años suponían el 13,3 por 100 de la población total, el 17 por 100 en la 
Navarra «rural», el 10,5 en la aglomeración urbana de Pamplona y el 12,6 
por 100 en el conjunto de las cabeceras comarcales; y los menores de 
quince años equivalían, respectivamente, al 21,0, 18,1, 23,2 y 21,8 por 
100. Las pirámides de edades ponen de relieve el ensanchamiento de las 
cúspides debido a la prolongación media de la vida, y la pronunciada re- 
ducción de los grupos más jóvenes, consecuencia de la disminución cre- 
ciente de los nacimientos (la tasa bruta de natalidad fue de 30,2 por 1.000 
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en 1900, 19,6 en 1950, 18,3 en 1970, 13,9 en 1981 y 10,9 en 1984; la de 
mortalidad, de 26,7, 10,0, 8,6, 8,5 y 8,0 por 1.000, en las mismas fechas). 
A ello hay que añadir el desequilibrio entre los sexos, claramente favo- 
rable a los varones en la Navarra rural (48,9 por 100 de mujeres en el 
medio rural, 51,4 por 100 en la aglomeración urbana y 50,2 por 100 en la 
totalidad de la provincia). En la actualidad, la población de Navarra se 
halla prácticamente estancada: entre 1981 y 1986 ha ganado poco más de 
5.000 personas, lo que supone un crecimiento medio anual de 0,2 por 100 
aproximadamente. La natalidad ha decrecido a un ritmo tal que hoy se 
encuentra a la altura de las bajas tasas de Europa occidental, y en el 
medio rural es muy frecuente que sea inferior a la mortalidad. 

El desarrollo industrial convirtió a la tradicional Navarra emisora de 
población (saldo migratorio de —102.647 habitantes entre 1900 y 1960), 
en una región de inmigración durante los años 1960 (+18.192 habitantes) 
y la segunda mitad del decenio de 1970 (+8.292 habitantes). De ahí que, 
en 1986, el 19,4 por 100 de sus habitantes hubiesen nacido fuera de Na- 
varra. De ellos, los oriundos de Castilla-León suponían el 21,5 por 100 
del total; los del País Vasco, el 15,9 por 100; el 15,0 por 100 los andalu- 
ces; el 12,2 por 100 los aragoneses; los riojanos el 10,6 por 100, etc. 

Los cambios en las estructuras ocupacionales se han manifestado 
——<como ocurre por regla general en las sociedades que se incorporan brus- 
camente al desarrollo industrial— en el espectacular retroceso de la po- 
blación activa agraria, el paralelo y fuerte incremento de los activos 
industriales, y el ascenso más tardío y moderado de los que se dedican a 
los servicios y, en una etapa posterior, en el estancamiento del sector 
secundario y el dinamismo del terciario, derivado del crecimiento de los 
servicios, el comercio y la burocracia: en 1950 el 53,7 por 100 de la po- 
blación activa correspondía al sector primario, el 48,2 por 100 en 1960, el 
25,3 en 1970, el 14,6 en 1981 y el 13,3 por 100 en 1986; para la industria 
las proporciones respectivas fueron de 20,8, 24,9, 42,1, 43,8 y 40,1 por 
100; y para el terciario, de 23,6, 24,0, 32,6, 40,7 y 46,6 por 100. En 
números absolutos, el empleo del sector agrario ha descendido de 73.362 
activos en 1960 a 20.470 en 1986; el industrial y el de servicios han crecido 
de 37.861 a 61.429 el primero, y de 36.536 a 71.570 el segundo. 

Teniendo en cuenta que la participación del sector primario en la renta 
navarra ha pasado del 35,4 por 100 en 1960 al 7,9 por 100 en 1984, se 
puede afirmar que el peso de las actividades agrarias ha decrecido mucho 
en cuanto al empleo y a la producción, aunque sigue manteniendo una 
indudable importancia. Los cambios que reflejan estas cifras han sido 
acompañados de grandes mutaciones estructurales en un sector agrario 
que presenta dos grandes regiones contrapuestas y complementarias como 
consecuencia de los contrastes geomorfológicos y bioclimáticos: una fun- 
damentalmente ganadera y forestal, que comprende la Navarra del no- 
roeste y los valles pirenaicos, y otra de vocación agrícola en el resto de la 
provincia. En la primera, las condiciones naturales, poco propicias para el 
cultivo, explican que las tierras de labor sean escasas (en torno al 14,4 
por 100 de la superficie total en la Navarra del noroeste y al 8,0 por 100 
en los valles pirenaicos) y se localicen casi exclusivamente los fondos de 
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los valles. En la segunda, donde el medio físico es mucho más favorable, 
el espacio agrícola, extendido a costa de los bosques, supone alrededor 
del 65,5 por 100 en la Ribera, el 47,3 por 100 en la Navarra Media y el 
38,4 por 100 en las cuencas prepirenaicas. 

A pesar de la reciente y ligera reducción del espacio agrícola (421.216 
hectáreas en 1965, 396.312 Ha. en 1981), el retroceso del barbecho 
(105.800 Ha. en 1974 y 64.717 en 1987) explica el incremento de la exten- 
sión real cubierta por los cultivos: en 1987 el ager sumaba unas 372.610 
Ha. (el 35,7 por 100 de la superficie de Navarra), ocupado principalmente 
por cultivos herbáceos (el 91,7 por 100 del total) y secano (82 por 100). 
Los cereales, en expansión, son los cultivos más extendidos (229.137 Ha., 
el 74,4 por 100 del espacio agrícola), seguidos por la vid (20.911 Ha.) en 
declive, las forrajeras (19.678 Ha.), las hortalizas (17.323 Ha.), la patata 
(4.409 Ha.) y el olivar (3.013 Ha.). 

En la Navarra húmeda del noroeste se practica tradicionalmente el 
policultivo atlántico-vasco: maíz y cultivos asociados (judía, nabos) y pa- 
tata. En los valles pirenaicos, particularmente en Aézcoa y Salazar, está 
muy extendido el cultivo de patata en detrimento de la ganadería. En 
ambas comarcas se ha registrado una notable expansión de las praderas 
artificiales con objeto de modernizar la producción pecuaria. Las cuencas 
se han especializado en el cultivo de cereales (trigo y cebada por igual), 
que alternan cada 3-4 años con leguminosas forrajeras (veza) o los recién 
introducidos colza y girasol. La vid, fuera de su ambiente bioclimático 
propicio, está en franco declive en la cuenca de Lumbier-Aoiz, y ha de- 
saparecido de la de Pamplona. En la Navarra Media y la Ribera domina 
la superficie cerealista (sobre todo de cebada), pero el ambiente medite- 
rráneo se deja notar en la presencia de viñedos (en Olite, San Adrián, 
Azagra, riberas del Alhama, se hallan los más extensos), olivares (sur de 
Montejurra, riberas del Queiles, principalmente) y regadíos, que adquie- 
ren su mayor amplitud a lo largo del Ebro y del Aragón. En los secanos 
del norte de la Navarra Media, el sistema de cultivo es muy parecido al 
de las cuencas, pero hacia el sur la aridez impone la modalidad de año y 
vez. En los regadíos dominan los cereales, sobre todo el maíz (34,9 por 
100 de la superficie regada), las hortalizas (espárrago, tomate, pimiento, 
alcachofa), los frutales, la alfalfa, el girasol, etc. Además de la cerealiza- 
ción de secanos y regadíos, hay que destacar la expansión de los almen- 
dros y del espárrago. 

Agudas son también las diferencias comarcales en cuanto a la impor- 
tancia de la ganadería, las clases de ganado predominantes y los sistemas 
de producción pecuaria. La Navarra del noroeste, la comarca ganadera 
por excelencia por sus recursos forrajeros y abundantes prados, acapara 
aproximadamente la mitad del ganado bovino de Navarra (fundamental- 
mente de ordeño), un tercio del lanar (lacho estante) y otro tanto del 
porcino (totales provinciales respectivos de 89.601, 598.721 y 426.128 cabe- 
zas). En los valles pirenaicos ha decaído la ganadería tradicional —vacuno 
de carne y lanar de raza rasa—, aunque subsisten algunos rebaños grandes 
que practican la trashumancia a la Ribera. En el resto de Navarra la impor- 
tancia de la ganadería (lanar de raza rasa, principalmente) ha sido y es 
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mucho menor, pero la gran capacidad alimenticia de la agricultura, espe- 
cialmente la de regadío, ha conducido en los últimos años a la creación 
de grandes vaquerías y granjas de porcino. A la Navarra Media y la Ri- 
bera corresponden aproximadamente el 59 por 100 del ganado porcino 
provincial, el 44 por 100 del lanar y el 30 por 100 del bovino. 

Alrededor de la mitad de la superficie de Navarra es de propiedad 
comunal —más extensa y rica en la Montaña que en la Zona Media y en 
la Ribera— y está formada esencialmente por terreno forestal (bosques, 
matorrales y pastos cubren el 87 por 100 de su extensión). La estructura 
social agraria privada se caracteriza por el predominio de la pequeña pro- 
piedad: los propietarios con menos de 20 Ha. suman el 94,9 por 100 del 
total y poseen el 44,7 por 100 de las tierras particulares; el 4,6 por 100 
tienen entre 20 y 100 Ha., con el 31,0 por 100 de la superficie; y el 0,5 
son dueños de más de 100 Ha. y del 47,1 por 100 de las tierras (casi la 
mitad de estas últimas, de terreno forestal). En la Navarra del noroeste y 
la Zona Media occidental dominan las propiedades y explotaciones peque- 
ñas; en los valles pirenaicos y las cuencas y la Zona Media oriental la 
propiedad mediana es la más significativa; y en la Ribera la distribución 
es más contrastada, con abundancia de pequeñas y grandes en detrimento 
de las medianas. Las grandes propiedades, abundantes también en las 
cuencas, suelen corresponder a antiguos señoríos o a corralizas. Las ex- 
plotaciones agrarias más significativas son igualmente las de 20-50 Ha., 
demasiado pequeñas para ser rentables, y ello a pesar de la concentración 
que han experimentado en los últimos decenios: entre 1962 y 1982 el nú- 
mero de explotaciones agrarias mayores de 0,1 Ha. descendió de 55.423 a 
41.974, y el tamaño medio ascendió de 17,7 a 23 Ha. El 76,9 por 100 de 
las tierras se llevaban en régimen de propiedad (en 1982). La gran frag- 
mentación de las propiedades en pequeñas parcelas es otro obstáculo, al 
que se ha puesto remedio mediante la concentración parcelaria, que desde 
1957 a 1986 ha afectado aproximadamente al 29 por 100 de la superficie 
labrada, sobre todo en las cuencas, la Zona Media occidental y el corredor 
del Araquil. A esta mejora hay que añadir el fuerte incremento de los 
rendimientos (38-39 Qm./Ha. de trigo, 82-83 de maíz), por el empleo de 
fertilizantes y de semillas de alta productividad, así como por la mecani- 
zación (un tractor por 27,4 Ha. labradas y una cosechadora por 167,3 Ha. 
sembradas de cereal), las repoblaciones forestales (coníferas sobre todo), 
y la ampliación del regadío. Todo ello junto al nuevo impulso registrado 
por el cooperativismo desde mediados del decenio de 1970, derivado en 
buena parte del ingreso de España en la CEE. 

El despegue industrial navarro desde finales de los años 1950 (el sector 
secundario aportó a la renta navarra el 26,7 por 100 en 1960 y el 41,3 por 
100 del VAB en 1984) vino impulsado principalmente por los siguientes 
factores: la situación geográfica de Navarra, lindante con las provincias 
Vascongadas, que ejercieron un efecto difusor en busca de espacio para 
su expansión industrial; la existencia de una buena y densa red de carre- 
teras; la abundancia de mano de obra procedente del campo navarro o de 
las provincias del centro y sur de España; el desarrollo de la enseñanza 
profesional, de grado medio y universitaria; en fin, la política de fomento 
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de la Diputación mediante ventajas fiscales que atrajeron capitales —au- 
tóctonos, vascos y catalanes principalmente— y, sobre todo, a través del 
Programa de Promoción Industrial puesto en marcha en 1964 (actualizado 
en 1972 con el Plan Navarra). Este programa (de buenos resultados, aun- 
que no llegara a realizarse plenamente) perseguía un desarrollo equili- 
brado de la provincia a través de la creación de polígonos industriales, 
sufragados unos enteramente por la Diputación, y de iniciativa municipal 
y subvencionados otros. fi 

El auge industrial ha sido acompañado de un fuerte crecimiento de 
sectores sin apenas tradición en Navarra que han desplazado a los tradi- 
cionales. Actualmente los principales ramos son: la metalurgia de trans- 
formación (la construcción de maquinaria acapara el 23,3 por 100 del 
VAB procedente del sector industrial en 1984, y la de material de trans- 
porte el 14,6 por 100), la explotación de minerales (17,8 por 100), subsec- 
tor alimenticio (14,6 por 100) construcción (11,2 por 100), papel y artes 
gráficas (6,7 por 100) y textiles (3,0 por 100). 

Pamplona y su periferia han sido el foco preferente para la instalación 
fabril (hoy absorbe poco menos de la mitad del empleo secundario de la 
provincia), y se caracteriza por la diversificación de sus industrias. Las 
ramas más representativas son la auxiliar del automóvil (Volkswagen), 
electrodomésticos (Super Ser), minería (Potasas de Subiza, heredera de la 
ya desaparecida Potasas de Navarra), cárnicas (Pamplonica, Argal, Mina), 
química (Unión Carbide), construcción, papel, mueble. Le sigue en im- 
portancia el eje del Ebro —en la ruta que une Cataluña y Bilbao por 
Zaragoza y Logroño—, que aglutina en torno a la cuarta parte del em- 
pleo, sobre todo Tudela y su comarca; es un área especializada en indus- 
tria agroalimentaria (conserveras, congeladoras), material de construcción, 
alabastro, química, metalurgia y electrónica. En la Navarra del noroeste, 
se hallan (con un 12-13 por 100 del empleo): el eje de la Barranca-Bu- 
runda, entre Pamplona y Vitoria, centrado en metalurgia y madera y con 
Alsasua y Olazagutía como centros principales; y los núcleos dispersos de 
los valles cantábricos, con grandes fábricas (Laminaciones de Lesaca y 
Papelera de Leiza), y pequeños centros más diversificados (Vera de Bi- 
dasoa). Las ciudades de la Navarra Media (Estella, Tafalla, Sangiesa) 
presentan una industrialización modesta que combina las características de 
la Montaña (metalurgia, papel, artes gráficas) y las de Navarra Media y 
Ribera (alimentación, confección, calzado). 

El sector industrial, de estructura excesivamente minifundista (la mitad 
de los obreros trabajan en empresas con menos de 50 trabajadores, y 
solamente una cuarta parte en las mayores de 250) intentó afrontar la 
crisis de los años 1970 mediante la atracción de empresas de tecnología 
avanzada, la renovación tecnológica y la reducción de los costos; y, en los 
años 1980, en particular tras el ingreso de España en la CEE, está pa- 
sando en parte a manos de empresas multinacionales. 

El crecimiento del sector terciario se refleja en el porcentaje de su 
participación en la renta navarra: del 37,9 por 100 en 1960, pasó al 50,8 
por 100 en 1984. En este último año, el comercio y la hostelería represen- 
taban el 28,6 por 100 del VAB del sector; los transportes el 17,1; banca 
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y seguros el 10,1; los servicios no destinados a la venta el 18,5; y otros 
servicios el 25,7. El subsector comercial (articulador, hasta los años 1930, 
de una economía tendente al autoabastecimiento en centros locales y dis- 
persos, y renovado únicamente en el primer tercio del siglo xx a través 
de las cajas de crédito rural y las cooperativas) ha experimentado, en los 
últimos veinte años y como consecuencia del proceso industrializador y de 
la nueva distribución espacial de la población, sensibles modificaciones. 
Entre ellas (nuevos tipos de establecimientos minoristas como autoservi- 
cios y supermercados, irrupción de grandes cadenas así como de coope- 
rativas de consumo y economatos, incremento de trabajadores asalariados 
y descenso de los autónomos) quizá la más importante haya sido la con- 
centración de la actividad comercial en Pamplona que (con 534 estableci- 
mientos mayoristas, en buena parte centralizados por Merca Iruña, y 3.183 
minoristas en 1981, frente a los 137 y 1.484 de 1960, respectivamente) 
absorbe hoy el 52 por 100 del comercio navarro, situándose por detrás 
Tudela, Estella y Tafalla. El turismo, impulsado por el Plan de Promoción 
del Turismo de la Diputación (1964), ha crecido en menor medida que en 
otras regiones españolas (entre 1965 y 1981, Navarra pasó del puesto 20 
al 27 entre las áreas turísticas), quizá porque su situación geográfica inte- 
rior y su climatología poco favorable han primado sobre una buena loca- 
lización (como zona de transición entre el valle del Ebro, el País Vasco 
septentrional y el surdoeste francés, lo que ha impulsado, a su vez, la 
mejora de los transportes) y sus atractivos artísticos y naturales. La aten- 
ción sanitaria se encuentra bien cubierta por el Hospital de Navarra, de- 
pendiente de la Diputación, las residencias sanitarias de la Seguridad 
Social de Pamplona, Tudela y Estella, y la Clínica Universitaria, entre los 
centros de mayor importancia. Y el nivel de los servicios financieros tiene 
un buen exponente en la labor pionera (en el ámbito nacional) que 
ha realizado la Caja de Ahorros de Navarra en el terreno de la informa- 
tización. 

Con todo, es el subsector educativo el más dinámico y el impulsor de 
las transformaciones, no sólo en el marco del sector de servicios sino de 
toda actividad navarra, como probablemente ha ocurrido en otras regiones 
españolas. Aunque la educación estuvo siempre bien atendida, al amparo 
de las atribuciones de que disfrutó la Diputación por su especial régimen 
administrativo, las transformaciones que se han producido en las tres úl- 
timas décadas han sido de considerable entidad. Las escuelas nacionales 
unitarias han sido sustituidas por las concentraciones escolares en zonas 
rurales. Los dos institutos que tenía el Estado en Navarra en torno a 1950 
(ambos en Pamplona) han pasado a ser 13 (5 en la capital y los 8 restantes 
en las cabeceras comarcales), lo que —junto a otras motivaciones— ha 
incrementado el peso de la enseñanza estatal respecto a la privada (18 por 
100 y 82 por 100, respectivamente, en 1950; 54,5 por 100 y 45,5 por 100, 
en 1982-83). La formación profesional se impartía, en este curso, en 18 
centros estatales (con el 51,6 por 100 del alumnado) y 24 privados. Y la 
enseñanza superior cuenta con la Universidad de Navarra, fundada en 
1952, de la que han salido ya más de 12.000 graduados universitarios na- 
varros (aproximadamente el 55 por 100 de su alumnado), y cuya proyec- 
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ción social se refleja en los más de 2.000 puestos de trabajo que mantenía 
en 1984 (la primera empresa privada de Navarra en creación de empleo); 
con otras seis escuelas universitarias, dependientes de la Universidad de 
Zaragoza, un Centro Regional de la Universidad Pública de Navarra 
(1986), cuya entrada en funcionamiento está prevista para los cursos in- 


mediatos. 


ASPECTOS DE LA CULTURA NAVARRA 


Desde las primeras manifestaciones artísticas que se conservan en Na- 
varra (huesos grabados del magadaleniense en la cueva de Berroberría, en 
Urdax; megalitismo neolítico y de la Edad de Bronce), las múltiples in- 
fluencias que han cruzado su territorio han conformado una cultura real- 
mente diversa y de ancestrales raíces (algunos de cuyos aspectos han sido 
estudiados por las figuras señeras, estrechamente vinculadas en la actua- 
lidad a la cultura navarra, de José Miguel de Barandiarán, Julio Caro 
Baroja o José María Satrústegui), reflejada en el heterogéneo conjunto de 
manifestaciones de lo que, amplio sensu, puede considerarse cultura po- 
pular. De las fiestas de San Fermín al Carnaval de Lanz o el «zampantzar» 
de Zubieta, pasando por los «encierros» del sur de Navarra o los «olent- 
zeros» de la cuenca de Bidasoa; del «mutildantza» de Elizondo a las jo- 
tas de la Ribera; de las romerías de Aézcoa a la de Ujué o la «javiera- 
da»; de las palomeras de Echalar (cuyos orígenes parecen remontarse al 
siglo XIV al menos) a los deportes rurales vascos o el juego de la pelota; 
y junto a ello, el «tributo de las tres vacas», los trajes típicos de Ocha- 
gavía, los «akelarres» de Zugarramurdi, los Festivales de Navarra, etcé- 
tera; no son más que algunos ejemplos de un acervo cultural riquísimo, 
que no puede exponerse en unas líneas. 

La dificultad de sintetizar la variedad interna de una región cuyo rasgo 
distintivo es —en todo caso— la unidad histórica, obliga a destacar aque- 
llos rasgos que, en el curso de los siglos, mejor han caracterizado la cul- 
tura navarra y que son —en nuestra Opinión— las bellas artes y el 
bilingúismo. 

Los tres grandes estilos que dieron a Navarra obras de indudable valor 
artístico son el románico, el gótico y el renacentista, aunque no faltan 
significativas muestras de las etapas anteriores y posteriores a esta secuen- 
cia. Dejando al margen las manifestaciones artísticas prehistóricas y ro- 
manas, las primeras muestras de arte religioso de interés aparecieron en 
los siglos Ix y X, tanto en el ámbito cristiano (iglesia prerrománica en 
Leyre) como en el islámico (mezquitas en Tudela y Valtierra). Pero fue 
en el siglo x1 cuando se inició el primer período de esplendor del arte 
navarro. Á dicha centuria pertenecen las cabeceras de Leyre y Ujué así 
como San Miguel de Aralar, caracterizados por su primitivismo y austeri- 
dad. En el tránsito del siglo xI al xIt, que presencia la expansión del 
románico, trabajó en Pamplona el maestro Esteban al frente de una es- 
cuela arquitectónico-escultórica cuya principal realización fue la desapare- 
cida catedral. Junto a Pamplona, otros importantes focos de difusión 
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dellirománico fueron los de Sangúesa (Santa María la Real, cuya portada 
sintetiza diversas influencias iconográficas procedentes incluso de la Eu- 
ropa nórdica), Estella (iglesias de San Pedro de la Rúa y San Miguel, así 
como el palacio de los Reyes, una de las escasas muestras en España de 
arquitectura civil) y —más tradicionalmente— Tudela (la Magdalena y la 
catedral, ya en el protogótico). A la influencia de estos focos y a la acti- 
vidad de numerosos canteros autóctonos obedece el florecimiento cons- 
tructivo que fructificó en abundantes iglesias distribuidas por la Navarra 
rural, con cripta unas (Leyre, San Pedro de Gallipienzo, San Martín de 
Unx), con pórtico lateral otras (Eusa, Larraya, Gazólaz, Larumbe), de 
tres naves unas terceras (San Pedro de Aibar, Muskilda en Ochagavía, 
San Miguel en Izaga, Santa María de Sangúesa), así como las dos origi- 
nales plantas octogonales de Eunate y Torres del Río. Las manifestaciones 
escultóricas de mayor interés (además de una amplia serie de Vírgenes y 
Crucificados) son el frontal de esmaltes de San Miguel de Aralar, el evan- 
geliario de Roncesvalles, el programa escultórico de Santa María de San- 
gúesa y las Vírgenes de Ujué y Santa María la Real (Pamplona). 
Finalmente, pertenece a esta época el trazado de núcleos urbanísticos 
como los de Estella, Sangitesa, Puente la Reina o los burgos de San Cer- 
nin y San Nicolás de Pamplona. 

Los monasterios cistercienses de La Oliva, Fitero e Iranzu, así como 
la colegiata de Tudela y el monasterio de Irache (ambos de cabecera ro- 
mánica) señalan en el siglo XI el tránsito hacia el gótico, que se caracte- 
riza —a diferencia del de otros reinos peninsulares— por la influencia 
francesa, acentuada con la entronización de las dinastías originarias de 
Francia, y —en menor medida— la inglesa. Junto a monumentos romá- 
nicos reconstruidos o ampliados en estilo gótico (San Pedro de la Rúa y 
San Miguel de Estella, Santa María de Sangúesa, San Pedro de Olite, 
Leyre, Ujué y probablemente San Nicolás de Pamplona) aparecen templos 
pertenecientes totalmente al nuevo estilo: la colegiata de Roncesvalles, 
considerada como la iglesia más puramente francesa de la Península, San- 
tiago de Sangúesa, el Santo Sepulcro de Estella, Santa María la Real de 
Olite, el Cerco de Artajona o San Cernin de Pamplona, todas ellas del 
siglo xn. Con todo, el xIv es el siglo de oro del gótico navarro, con las 
obras antológicas, en el ámbito peninsular y aun europeo, del claustro 
catedralicio de Pamplona, el santuario de Ujué y el conjunto monumental 
de Olite, además de las iglesias de San Pedro y Santa María de Viana, 
comenzadas en el siglo anterior, y de numerosas iglesias rurales cuya cons- 
trucción se prolongó en el xv. En esta última centuria se construyó la 
catedral de Pamplona. Es además muy abundante la imaginería (Crucifi- 
cados, Vírgenes, Santos) y la escultura monumental (portadas, claustros, 
sepulcros como el de Carlos TI en la catedral de Pamplona), así como la 
pintura mural o de retablos. En lo referente a la arquitectura civil, des- 
tacan el desaparecido castillo de Tafalla, el de Olite (de influencias fran- 
cesa e islámica) y los de Marcilla, Cortes, Sangúesa y el transformado de 
Javier, importantes estos dos últimos por su aparato defensivo. 

El Renacimiento, que llegó a Navarra procedente de Aragón (aunque 
no falta la influencia castellana), constituyó una nueva edad de oro de la 
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arquitectura, la escultura y la pintura en el siglo XVI. Iglesias de estilo. 
gótico renacentista —estilo «Reyes Católicos»>—, en general de una sola 
nave (Santiago de Puente la Reina, Santa María de Tafalla, Dominicos de 
Pamplona, capilla del Museo de Navarra, entre otras muchas de la Ribera 
y de la Barranca) y excepcionalmente de tres (San Juan Bautista de Cin- 
truénigo y la Asunción de Cascante). Es abundante también la ornamen- 
tación plateresca, que aparece en fachadas de palacios (casa del Deán de 
Tudela o de fray Diego de Estella), portadas de iglesia (Viana, Los Arcos, 
Cáseda, Aibar, Pamplona), claustros (Irache, Fitero) y en la torre de la 
iglesia de Los Arcos. Pero la más brillante manifestación del Renaci- 
miento navarro es la escultura, de gran expresividad y que recibe también 
la influencia francesa. Buenos ejemplos de ello son los retablos de estilo 
plateresco (San Juan de Estella) y sobre todo los más abundantes del 
estilo miguelangelesco de Juan de Anchieta o de su escuela (entre los que 
destaca el de Santa María de Tafalla). La pintura, de menor nivel que la 
escultura, queda reflejada sobre todo en los retablos. El barroco (al que 
pertenece el excepcional santuario de San Gregorio Ostiense) se introdujo 
en el siglo xvi de la mano de Órdenes religiosas (jesuitas, agustinos, 
carmelitas, trinitarios). Y en el xvi deben mencionarse los abundantes 
retablos, las fachadas (palacio arzobispal, seminario de San Juan), y el 
gran impulso adquirido por la arquitectura civil, que se materializa en los 
numerosos ayuntamientos, palacios o casas señoriales barrocos distribuidos 
por toda la geografía navarra. 

El bilingúismo —segundo hecho de relevancia cultural aludido— es he- 
rencia del plurilingúismo que en la Edad Media caracterizó Navarra: 
occitano, francés, mozárabe, árabe y hebreo se hablaron en el reino, ade- 
más de las dos lenguas autóctonas y más extendidas, el romance navarro 
(absorbido por el castellano desde comienzos de la Edad Moderna, aun- 
que se consideró lengua oficial el reino y se utilizó en la casi totalidad de 
la documentación navarra medieval no latina) y el vascuence, que en el 
siglo XVI se extendía hacia el sur hasta una línea que englobaba Etayo, 
Arróniz, Oteiza, Larraga, Tafalla, Olite, Pitillas, Santacara y Carcastillo. 
La regresión experimentada por esta zona vascófona en los siglos siguien- 
tes puede apreciarse en el mapa confeccionado por L. Bonaparte en 1863- 
1870, que situaba la frontera del vascuence al norte de los núcleos men- 
cionados. En 1970, según datos fiables, había 36.143 vasco-hablantes, de 
los que 29.718 utilizaban el dialecto alto-navarro septentrional, uno de los 
siete que se hablaban en Navarra. Este volumen suponía el 60 por 100 de 
los habitantes de la Navarra húmeda y de los valles pirenaicos, y el 7 por 
100 en el conjunto de la provincia. 

Desde 1970, se inició otro movimiento de «euskaldunización» impul- 
sado por la enseñanza de la lengua vasca (10.950 alumnos de EGB estu- 
diaban euskera en el curso 1894-85) y la docencia en vascuence que se 
imparte en las ¡kastolas que, en el curso 1986-87, eran no menos de 38, 
con 7.298 alumnos de preescolar, EGB y BUP. Sin embargo, no es fácil 
de momento valorar la trascendencia de éste u otros factores en la recu- 
peración del vascuence, cuyo uso oficial se regula por una ley foral apro- 
bada en 1986 que distingue en Navarra tres zonas: vascófona (cuyo límite 
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sur y este viene trazado por el corredor del Araquil, Irurzun, Imoz, Ul- 
zama, Anué, Esteríbar, Erro, Burguete, Garralda, Garayoa, las Abau- 
rreas y Villanueva de Aézcoa, todos ellos incluidos en esta zona), mixta 
(extremo nordeste de los valles pirenaicos hasta Burgui, Gúesa, Sarriés y 
Jaurrieta; así como el área comprendida entre la zona vascófona por el 
norte y los municipios de Aoiz, Pamplona, Puente la Reina, Vidaurreta, 
Estella y Abárzuza por el sur) y no vascófona (el resto de Navarra). Según 
datos que ha elaborado el gobierno de Navarra, que ha perfilado siete 
niveles de conocimiento del vascuence a partir de la información recogida 
por primera vez en el Padrón de 1986, y a falta de un estudio más dete- 
nido, la población de Navarra (cuyo total difiere ligeramente del dato del 
Padrón publicado) se distribuye, atendiendo a su conocimiento del eus- 
kera, como se refleja en el cuadro adjunto. 


| Zona vascófona — | vascófona | Zona mixta | | Zona mixta | | Zona no vascófona — | no | Zona no vascófona — | Total Navarra 


0 434,594 
1 6.315 1625 
52, 6.501 1827 
3 13.994 PS) 
4 8.837 EI 
5 16.658 ZO) 
6 25.563 4,99 
ToraL | 57.247 269.569 185.696 512.512 


Niveles: 

0.—<Erdaldunes»: no entienden ni hablan el euskera. 

1.—<«Cuasi euskaldunes pasivos»: entienden bien o con dificultad el euskera y no lo hablan. 

2.—<Cuasi euskaldunes sin alfabetizar»: entienden bien o con dificultad, hablan con dificultad, no leen ni escriben. 

3.—<«Cuasi euskaldunes alfabetizados»: entienden bien o con dificultad, hablan con dificultad, leen y escriben bien o 
con dificultad. 

4.—<Euskaldunes sin alfabetizar»: entienden y hablan bien, no saben leer ni escribir. 

5.—<«Euskaldunes parcialmente alfabetizados»: entienden y hablan bien, leen y escriben con dificultad. 

6.—<«Euskaldunes alfabetizados»: entienden, hablan, leen y escriben bien. 
La zona vascófona, con 61 municipios y 57.247 habitantes, representa el 11,17 por 100 de la población de Navarra; la zona 
mixta, con 48 y 269.569 respectivamente, el 52,60 por 100; la zona no vascófona, con 156 y 185.696, el 36,23 por 100. 


Aunque en la Edad Media no faltaron autores que se expresaron en 
hebreo, mozárabe, occitano, provenzal o francés, el castellano y el vas- 
cuence han sido las principales lenguas de una literatura navarra que no 
alcanza gran relieve. Entre sus obras y autores cabe destacar las Glosas 
Emilianenses, uno de los primeros documentos escritos en castellano, y el 
poema de Roncesvalles en la Edad Media; los cronistas José Moret y 
Francisco Aleson, Francisco Navarro Villoslada (Amaya o los vascos en el 
siglo VIII); los vascófilos Arturo Campión y Juan Iturralde y Suit, y José 
Yanguas y Miranda (autor del Diccionario de antigúiedades del Reino de 
Navarra), todos ellos del siglo XVII; y, en el presente siglo, han alcanzado 
proyección nacional los novelistas Félix Urabayen, José María Iribarren y 
Rafael García Serrano. Junto a ellos, algunos escritores navarros en len- 
gua vasca, como el renacentista Bernat de Echepare, autor del primer 
texto publicado en vascuence, axular (siglo xvH), Juan de Beriain o 
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Lizarraga de Elcano (XVII), se encuentran «entre los más representativos 
de literatura vasca. Más notable es, en cambio, la presencia de Navarra 
en la historia de la música. Sobresalió desde la Alta Edad Media la Chan- 
tría de la catedral de Pamplona (fundada en el siglo XIII) en el ámbito de 
la música cultual; y en el siglo xIx, Navarra llegó a reunir las figuras más 
destacadas de la música española: Arrieta, Gaztambide, Guelbenzu, Go- 
rriti, Astrain (compositor del popular «vals» sanferminero) y, sobre todo, 
Eslava, el tenor Gayarre (importante nombre en la historia de la ópera), 
Sarasate (ineludible en la del violín) y —ya en el xx— Remacha. 


LA VIDA POLÍTICA DE LOS ÚLTIMOS AÑOS 


Con el inicio de la transición democrática y al hilo de las elecciones 
constituyentes de junio de 1977 y generales de marzo de 1979, se perfiló 
un sistema de partidos que se puede caracterizar por los siguientes rasgos: 
la emergencia de un centro —en buena medida centro derecha— repre- 
sentado por UCD que predominó durante esos años salvo en algunos nú- 
cleos de la Ribera y el entorno de Pamplona (donde fue superado por el 
PSOE), y del noroeste de la provincia, donde fue desbancado por HB, 
por la coalición de nacionalistas vascos o por UPN, en este caso como 
reacción contra el nacionalismo vasco; la tendencia hacia la cohesión de 
la derecha, en principio dividida, en torno a UPN, partido (extendido por 
toda Navarra) al que sin embargo no se han incorporado sectores tradicio- 
nalmente derechistas como los demócratas de tradición cristiana (integra- 
dos en UCD) o el carlismo (fenómeno rural que evolucionó hacia 
posiciones de tipo socialista y que, en 1979, experimentó un rebrote en 
Tierra Estella y comarcas situadas a lo largo del camino de Viana a la 
cuenca, difícil de explicar a no ser por el recuerdo de las guerras civiles 
del siglo XIx); la presencia de partidos estatales de izquierda, como el 
PSOE (con mayor influencia al sur que al norte) y el PCE (cuya debilidad 
contrastó con su influyente papel en el ámbito estatal), junto a la diver- 
sificación de otros sectores izquierdistas en grupos de ámbito provincial 
que, entre la izquierda radical sobre todo, experimentaron una tendencia 
hacia la concentración en torno a HB; la ampliación del área de influencia 
del nacionalismo vasco, representado no sólo por el PNV sino también 
por otras agrupaciones en las que se ha producido la asimilación nacio- 
nalismo-socialismo, característica de la Europa de posguerra, primando en 
unas el componente socialista-comunista y en otras —la izquierda «abert- 
zale»— el nacionalista. 

Paralelamente, y en particular en la etapa constituyente, preocuparon 
a las fuerzas políticas y a la sociedad navarras dos grandes problemas 
estrechamente relacionados, pues ambos apuntaban a la forma de integra- 
ción de Navarra en el Estado de las Autonomías esbozado por la Consti- 
tución. En primer lugar, la resolución de la disyuntiva entre la con- 
figuración de una autonomía uniprovincial o la integración de Navarra en 
una Comunidad autónoma vasca, posibilidad esta última que se planteó 
abiertamente en dos Decretos-Leyes de enero de 1978, y hacia la que se 
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Elecciones legislativas y generales legislativas en Navarra 


Leg. 15-V1-1977 Grales. Leg. 1-111-1979 


Elec A it 363.713 
Porcentaje Participación ................. 70,66 
Votos válidos ........ do ZA 


Porcentaje Porcentaje 
Candidaturas Votos s/votos Escaños Votos s/votos Escaños 
válidos válidos 
CONGRESO 


Unión de Centro Democrático (UCD) ...... 
Partido Socialista Obrero Español (PSOE) ... 
Agr. Elec. Unión Navarra de Izquierdas 

(UNA a a 
Unión del Pueblo Navarro (UPN) .......... 
Alianza Foral Navarra (AFN) ....... AS 
cra" Batasuna (HB) 37 = IR oEEIS edo 
Coal. Nacionalista Vasca ................ 


Partido Comunista de Euskadi (PCE) ....... 
Agr. Elec. de Trabajadores de Nav. (ORT) .. 
Agr. Elec. Frente Navarro Independiente .... 
Feder. de la Democracia Cristiana ......... 
'ABG Elec Monte jura moss opens E 
Coal. Frente Democrático de Izquierdas ...... 
Partido Socialista Popular de Euskadi (PSP) .. 


SENADO 

Unión de Centro Democrático (UCD) ...... 
Partido Socialista Obrero Español (PSOE) ... 
Erente AUONÓMICO + cp aaa are 


ECOS e IS do ENS mio 
Porcentaje Participación 
VOS Vado rinitis eta 


> 
Porcentaje Porcentaje 
Candidaturas Votos s/votos Escaños Votos s/votos Escaños 
válidos válidos 
CONGRESO 


Partido Socialista Obrero Español (PSOE) ...| 112.186 
Unión Pueblo Nav.-Alianza Popular-Part. De- 

mócrata Popular (1986, UPN-Coal. Popular) | 76.255 
HeriBatasona (UB) e ee ate 34.744 
Unión del Centro Democrático (UCD) ...... 31.245 
Partido Nacionalista Vasco (PNV) .......... 16.363 
Centro Democrático y Social (CDS) ........ 12.278 
EdskadikotEskera (EEN a 8.399 
Partido Reformista Democrático (PRD) ..... 
IzquierdaUnida (IU) di 


SENADO 

Partido Socialista Obrero Español (PSOE) ... 

Unión Pueblo Nav.-Alianza Popular-Part. De- 
móctatanDopulal O e o too 

CDS (en representación de la Comunidad Au- 
O a aio O O 


NOTA: Se han excluido las candidaturas que obtuvieron menos de 3.000 votos y del 2 por 100. 
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mostraron proclives las fuerzas nacionalistas y, en un primer momento, el 
Partido Socialista; y, en segundo lugar, la reforma de las instituciones 
forales navarras para su democratización y actualización. 

La primera cuestión fue resuelta, por decisión política, en favor de la 
primera alternativa, consagrada en la Constitución de 1978 (art. 2.”, dis- 
posición adicional 1.* y apartado 2 de la disposición derogatoria) y, sobre 
todo, en la Ley de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de 
Navarra de 1982. Ambos textos, así como el Estatuto de Autonomía del 
País Vasco de 1979, contemplan y regulan, sin embargo, la posibilidad de 
incorporación de Navarra a la Comunidad Autónoma del País Vasco: el 
procedimiento previsto en el artículo 143 y la disposición transitoria 4.* de 
la Constitución, en la adicional 2.* de la Ley de Amejoramiento y en los 
artículos 2.” y 3.” del Estatuto vasco debe partir de una iniciativa del 
Parlamento foral navarro ratificada por referéndum en Navarra. 

Poco después de la promulgación de la Constitución (aceptada en Na- 
varra por el 75,7 por 100 de los votantes, con una participación del 66,6 
por 100) se inició la reforma de las instituciones políticas con la promul- 
gación del Real Decreto de 26 de enero de 1979 que, además de consagrar 
a la Diputación foral como organismo representante de la provincia, ins- 
tituyó el Parlamento foral como órgano de control de la Diputación y 
como instancia para entender concretamente en las cuestiones de la posi- 
ble incorporación de Navarra a Euskadi y de la ordenación de las ins- 
tituciones forales. Las elecciones para la constitución del Parlamento —ce- 
lebradas en abril de 1979 por merindades— reflejaron el sistema político 
aludido, de tal forma que el nuevo organismo quedó compuesto por: 
UCD, 20 escaños; PSOE, 15; UPN, 13; HB, 9; 6 representantes de aso- 
ciaciones electorales de merindad, que se agruparon en «Amaiur»; 3 na- 
cionalistas vascos; 1 carlista; 1 parlamentario de UNAI y 1 independiente. 
Para la presidencia de la Diputación resultante (integrada por 7 miembros, 
mayoritariamente de UCD) fue designado J. 1. del Burgo. 

Pronto surgieron problemas que afectaron a la estabilidad de la política 
interna navarra, como la descomposición de UCD (varios de sus parla- 
mentarios fueron sustituidos y no menos de 8 pasaron al Grupo Mixto) y 
la destitución de Del Burgo en abril de 1980, por presuntas irregularidades 
que posteriormente la justicia desestimó. Estos problemas motivaron una 
paralización de las instituciones, pero no impidieron la negociación con el 
gobierno central del «Pacto» —pues así se consideró en el preámbulo de 
su texto final— sobre Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral 
de Navarra. Ultimado en marzo de 1982, aprobado por el Parlamento 
foral y formalizado por las Cortes generales, con rango de Ley Orgánica 
y mediante el procedimiento de lectura única, entró en vigor en agosto de 
este año, pasando a estatuir la vida política de la nueva comunidad foral, 
cuyas instituciones son (art. 10) el Parlamento o Cortes de Navarra, el 
Gobierno de Navarra o Diputación Foral y el presidente del Gobierno de 
Navarra. 

Las elecciones generales de octubre 1982 perfilaron un mapa político 
cuyas características, confirmadas en las de junio de 1986, fueron: el 
fuerte ascenso del PSOE (duplicó sus votos), que se impuso como la pri- 
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Elecciones al Parlamento Foral de Navarra y al Parlamento Europeo 


P. Foral 3-IV-1979 P. Foral 8-V-1983 


Elio a 365.080 379.692 
Porcentaje Participación 70,76 70,86 
WO A A EA 253.877 264.081 


Porcentaje Porcentaje 
Candidatura Votos s/votos Escaños Votos s/votos Escaños 
válidos válidos 


Unión de Centro Democrático (UCD) ...... 20 
Partido Socialista Obrero Español (PSOE) ... 15 20 
Unión del Pueblo Navarro (UPN) .......... 13 13 
Alianza Pop.-Part. Demócr. Pop.-Unión Liberal 
A AT O O RA 8 
Hruibatas oa AB o ooo 9 6 
Agrup. Electorales de Merindad ........... ' 
Nacionalistas Vascos (1983, PNV) .......... 3 3 
Bartido' Cadista e da e rra 1 
Agr. Elec. Unión Navarra de Izquierdas 
CNI SO 1 
Agr. Elec. Independientes Forales Navarros .. 1 


EN VS A 
Euskadiko Eskerra De ia st 


Do bas , ; Ñ 
P. Europeo 10-VI-1987 
AS IA 393.326 393.326 
Porcentaje Participación 72,90 72,56 
Votos walidos rasa pe 283.395 281.831 
Motos a: CandidafITAS 0 alain cojo bz 277.176 
Candidaturas Votos s/votos Escaños Votos votos eadidaturas 
válidos 

Partido Socialista de Navarra (PSN-PSOE) ...| 78.453 83.111 29,98 
Unión del Pueblo Navarro (UPN) .......... 69,419 du ñ 
Hera Batasona (UB) ad o 38.138 | 13,65 7 40.523 14,62 
Centro Democrático y Social (CDS) ........ 21.022 7,52 4 27.540 9,94 
TN 19.840 7,10 4 18.991 6,85 
Unión Democráta Foral (PDF-PDP y PL) ....| 17.663 6,32 3 7.906 2,85 
Federación de Partidos de Alianza Popular 

PND LA 11.985 4,29 2 72.755 26,25 
EuskadikoEskerra (BE) ooo enero oo 0 9.618 3,44 1 9.453 3,41 
Batzarre-Asamblea de Izquierdas de Navarra 5.880 2 | 
Izquierda Unida (IU) ....00ooococcoooo 3.802 | 1,36 | 3.836 1,38 
Partido Nacionalista Vasco (EAJ-PNV) ...... 0,98 | | 2.574 0,93 
Partido de los Trabajadores-Unidad Comunista 0,35 | 1.131 0,41 
DS A E IA 9.356 3,37 


Porcentaje 
s/votos 
emitidos 


Porcentaje Votos válle Porcentaje 
Electores | participa- de s/votos 
ción emitidos 
361.243 | 66,63 | 223.011 | 182.207 
396.841 | 62,64 


230.643 | 99.815 


Constitucional, 6-XI1-1978 ....... 
Alianza Atlántica, 12-11-1986 ..... 


684 ESPAÑA 


mera fuerza política de la provincia, gracias:a su implantación en la Ri- 
bera, Pamplona y su comarca y parte de la Navarra del noroeste; el as- 
censo también de UPN, que ha aglutinado a otras fuerzas de la derecha, 
con apoyo electoral sobre todo en la Zona Media; la emergencia de HB 
como tercera fuerza política (la primera en algún pueblo de Aézcoa, aun- 
que casi la mitad de sus votos proceden de Pamplona); el descenso de las 
fuerzas centristas; y el mantenimiento de las nacionalistas en torno a EE 
—por la izquierda y al margen de HB— y al PNV, partido afectado en 
1986 por la crisis interna que daría origen a Eusko Alkartasuna, que se 
erigiría en el principal representante del nacionalismo moderado en Na- 
varra. Todo ello tuvo lugar en el marco de una tendencia a la simplifica- 
ción del sistema de partidos surgido en los primeros años de la transición 
y a la agrupación del electorado en torno a las fuerzas mencionadas, com- 
patible con la pervivencia de agrupaciones de muy escaso apoyo electoral 
y nula representación parlamentaria. 

En las elecciones al Parlamento foral de mayo de 1983 y junio de 1987 
(a las que UPN acudió en solitario, escindiéndose también en la segunda 
ocasión otros grupos de la derecha), ese mapa político se ha traducido en 
unas cámaras de diversificada y compleja composición política, carentes 
de mayorías estables, a las que de hecho no ha acudido HB, en las que 
las alianzas políticas no son fáciles ni —en ocasiones— duraderas y donde, 
finalmente, una fuerza pequeña por su representación puede convertirse 
en importante «partido bisagra» que incline la mayoría en determinada 
dirección. Los problemas de gobernabilidad a que esta situación ha dado 
lugar tuvieron uno de sus mejores ejemplos en la serie de requisitos le- 
gales que hubieron de cumplirse desde las elecciones de mayo de 1983 
hasta que, tras varias tentativas fracasadas y en'abril de 1984 (otra etapa 
de paralización institucional), el socialista G. Urralburu fuera designado 
presidente del Gobierno de Navarra, cargo para el que fue reelegido en 
1987. Pero esta complejidad política probablemente no es más que reflejo 
de una sociedad diversificada y compleja, cuyos contrastes son parte de 
los que —como se ha dicho— caracterizan a Navarra. 


NOTA BIBLIOGRÁFICA.—Para evitar una relación de monografías específicas sobre los te- 
mas apuntados, que sería bastante amplia, creemos oportunos remitir al lector interesado al 
Gran Atlas de Navarra, 2 vols., Pamplona, Caja de Ahorros de Navarra,1986, que constituye 
la más actualizada revisión sobre la casi totalidad de los mismos, elaborada por 50 
especialistas, y que ofrece una extensa información bibliográfica. 
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PAÍS VALENCIANO 


1. DELOS ORÍGENES AL SIGLO XVIHn 


El rasgo más característico de la evolución de la sociedad valenciana 
en el pasado es, sin duda, la ausencia de una conciencia social amplia que 
consolidara la convicción de constituir una comunidad diferenciada dentro 
del territorio de España. Las razones de este hecho son complejas y muy 
difíciles, si no imposibles, de precisar. Pero la evolución histórica permite 
poner de relieve algunos factores que pueden contribuir a explicar el por 
qué tan sólo muy recientemente los numerosos rasgos culturales y antro- 
pológicos diferenciados, resultado de la influencia de culturas muy diver- 
sas, han conducido a una cohesión social muy superior a la de otras 
épocas. Y al mismo tiempo, permite mostrar que aspectos muy destacados 
de esta evolución histórica han sido integrados de forma muy limitada en 
la interpretación general del pasado en la mayor parte de los estudios 
históricos realizados sobre la sociedad que habita el territorio de la actual 
Comunidad Valenciana. 

Uno de los mejores ejemplos, pero no el único, de lo que se acaba de 
señalar es la importante, y prolongada, presencia musulmana. A pesar de 
que durante más de cinco siglos la población y la cultura musulmana fue- 
ron mayoritarias y de que durante más de nueve, la influencia islámica 
fue muy destacada sobre una proporción relevante de sus habitantes, en 
bastantes estudios los orígenes históricos de la misma se pretenden iniciar 
sin referencia alguna a la etapa anterior a 1238 fecha de la conquista de 
la ciudad de Valencia por Jaime 1. 

La conquista de los territorios previamente habitados por estas comu- 
nidades por las tropas por él dirigidas, supuso el comienzo de una nueva 
etapa, con alteraciones sustanciales respecto al pasado, pero no una trans- 
formación radical desde la perspectiva de la organización social o la base 
étnica de los habitantes. El Reino de Valencia constituido por el monarca 
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catalano-aragonés inmediatamente después de la conquista (1232-1345) 
tuvo unos límites geográficos precisos, y una entidad jurídico-administra- 
tiva que no se corresponden con ninguna realidad anterior. Pero junto a 
este cambio radical en el ámbito geográfico o, no menos profundo, en las 
formas políticas de gobierno, muchos de los habitantes que residían en su 
territorio antes de la entrada de las tropas conquistadoras siguieron en él 
en los siglos siguientes. 

Ello tuvo necesariamente que influir, y de forma destacada, en la evo- 
lución posterior de la sociedad. Sobre todo teniendo en cuenta su impor- 
tancia numérica: en 1272 la población del nuevo reino fue evaluada en 
treinta mil cristianos y doscientos mil musulmanes. Y en el momento de 
su expulsión, la población disminuyó, al menos, en un 20 por 100. Un 
porcentaje sobre el que se basa el convencimiento de que, hasta bien 
entrada la época moderna, la historia del Reino de Valencia fue la de un 
territorio habitado fundamentalmente por musulmanes, con una estructura 
urbana dirigida por cristianos. 

Más que sintetizar las diversas tesis sobre las proporciones que man- 
tuvieron a lo largo del tiempo las poblaciones cristiana y morisca, lo que 
es relevante desde la perspectiva de estas páginas es que la presencia de 
la última, mayoritaria en todo caso durante varios siglos tras la conquista, 
produjo una fractura en la cohesión de la sociedad cristiana de importan- 
cia difícil de exagerar. A la contraposición de intereses, derivada de las 
diferencias de status jurídico entre los repobladores y la heterogeneidad 
de sus raíces culturales derivada de los distintos lugares de su procedencia, 
se sumó la diferente función cumplida por la población morisca para los 
distintos sectores sociales. Mientras para la grupos urbanos, la presencia 
de un contingente notable de población de origen musulmán, cuya con- 
versión al cristianismo era como poco dudosa, suponía un peligro perma- 
nente para su supervivencia, para los propietarios de tierras la mano de 
obra morisca era una garantía para el mantenimiento del cobro de sus 
derechos y rentas señoriales. 

La actitud favorable de los señores respecto a los moriscos queda re- 
flejada en la defensa de estos vasallos ante la actuación de la Inquisición 
o en la oposición a que se les expulsara manifestada en una fecha tan 
tardía como 1510. Sin embargo, que en vísperas del decreto que obligó a 
su expulsión esta posición hubiera cambiado no altera, en nuestra opinión, 
la importancia de las divisiones que tuvo que provocar la permanencia de 
los moriscos desde 1238 hasta 1609. Sobre todo teniendo en cuenta la 
oposición permanente de gran parte de la población cristiana reflejada en 
multitud de pequeños incidentes a lo largo de estos siglos y que alcanza 
uno de sus momentos más espectaculares en los bautizos forzosos y ase- 
sinatos masivos llevados a cabo por los agermanados. 

La derrota agermanada inicia, además, un prolongado período de de- 
clive caracterizado por la crisis de la economía y el enfrentamiento social 
que reforzará la consolidación del poder de la nobleza. La expulsión de 
los moriscos a principios del XVII, por otro lado, tuvo efectos desastrosos 
sobre la economía y la estructura social. A diferencia de otras zonas de 
España, éstos suponían, como se ha señalado, entre el 20 y el 30 por 100 
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de la población. Y el vacío demográfico en una sociedad en donde la 
fuerza de trabajo era el elemento decisivo de la producción, implicó una 
notable crisis de la agricultura que demostró el exceso de optimismo de la 
gran nobleza respecto a la rapidez de la repoblación. Las duras condicio- 
nes fijadas por los señores a los nuevos cultivadores, llevó al enfrenta- 
miento civil especialmente duro en las comarcas de la Safor, la Marina, el 
Marquesat de Albayda y el Comtat de Concentaina. El enfrentamiento 
abierto más importante, que tuvo lugar entre 1691 y 1693, la denominada 
Segunda Germanía, se saldó con una nueva victoria de la nobleza que 
acabó imponiendo en buena parte del territorio un régimen señorial ex- 
traordinariamente duro. 

Las consecuencias de la expulsión, sin embargo, no quedaron limitadas 
a las duras condiciones impuestas a los nuevos pobladores de los lugares 
que habían habitado los moriscos. Una buena parte de la burguesía ur- 
bana dedicada originariamente al comercio había orientado progresiva- 
mente su capital hacia el préstamo agrario —los llamados censals— cuyas 
posibilidades de devolución dependían en gran medida del cobro de rentas 
y derechos derivados de las condiciones de trabajo impuestas a la pobla- 
ción morisca. Su salida forzosa hizo desaparecer el mecanismo de explo- 
tación vigente hasta entonces y arruinó a buen número de censalistas. 

En resumen, por tanto, la desaparición del contingente de origen 
árabe, no implicó el surgimiento de una estructura social cohesionada den- 
tro de la cual el poder de la incipiente burguesía urbana fuera relevante. 
Los nuevos repobladores fueron, en buena parte, habitantes de otras zo- 
nas de España O campesinos muy pobres de las zonas circundantes inca- 
paces de ser un factor de desarrollo agrario. Las obligaciones impuestas 
por los propietarios de la tierra en nada contribuyeron a limar la tensión 
social que el enfrentamiento de las Germanías había puesto de relieve 150 
años antes. Y, por otro lado, el endeudamiento señorial afectó duramente 
al capitalismo urbano cuya trayectoria, desde su corta etapa de expansión 
en el siglo xv, no había sido brillante. 

Este panorama, en el que la consolidación del poder señorial y de la 
tensión social son las dos características más destacadas, es el dominante 
en una etapa decisiva en Europa para la consolidación del capitalismo 
como es el siglo XvI1. Y explica en gran medida lo limitado de las trans- 
formaciones posteriores que harían que la sociedad valenciana considerada 
en su conjunto, al igual que la española, quedara al margen del proceso 
de modernización social y crecimiento industrial que caracteriza a gran 
parte de Europa en los siglos siguientes. 

Sería difícil explicar la evolución posterior si, junto a los rasgos deci- 
sivos sintetizados hasta aquí, no se mencionara la evolución divergente, 
más positiva, de algunas zonas costeras que mantuvieron una relación con 
los mercados del exterior que impulsó su transformación. El dualismo de 
la economía valenciana, con un impacto evidente sobre el conjunto de la 
sociedad, es un hecho crucial de su evolución contemporánea cuya exis- 
tencia se esboza ya en el siglo XVII. Además de la ciudad de Valencia, y 
la que se configura como un puerto marítimo relevante en la redistribu- 
ción de mercancías. Pero en general, parece posible afirmar que en las 
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tierras de realengo y en aquellas adquiridas. por la burguesía urbana, el 
feudalismo sufrió a lo largo de esta etapa un proceso de erosión que fa- 
voreció, aún cuando fuera con carácter limitado, el desarrollo de la pro- 
ducción y la mejora en los niveles de vida de parte de la población. 

Un proceso de erosión que continuará durante la centuria siguiente 
que es de clara expansión económica para estas zonas litorales. El si- 
glo xvIi es una centuria de aceleración histórica, cuyos dos signos más 
evidentes son el crecimiento demográfico y la transformación agraria en 
las zonas mencionadas. La pérdida de las instituciones forales ante el im- 
pulso militar homogeneizador de los Borbones y la profundización del pro- 
ceso de uniformación lingúística, administrativa y económica bajo moldes 
castellanos tras la derrota de 1707, es paralelo a la consolidación del dua- 
lismo. De esta forma, durante esta centuria quedará claramente delimitada 
una estructura de la economía diferenciada en dos grandes zonas. Mien- 
tras en una, la pobreza y las duras condiciones de vida, provocadas en 
gran parte por el peso de los derechos señoriales, pero también por la 
geografía y el clima, son la norma; en otra se aprecia una transformación 
reseñable tanto económica como social. 

En unos casos, por el rezago de la cantidad estipulada como arrenda- 
miento respecto a la marcha de los precios, y en otros, seguramente ma- 
yoritarios, por las posibilidades que brinda la enfiteusis, la expansión de 
la demanda que caracteriza a este siglo dará como resultado la aparición 
de un sector de labradores ricos. Al mismo tiempo, el auge expandirá la 
actividad comercial, tanto de exportación como de importación, e indus- 
trial, en torno a la seda en la ciudad de Valencia, y a la lana en la zona 
de Alcoy. Se desarrollará, así, una incipiente burguesía agraria y comer- 
cial, y en menor medida, manufacturera con un comportamiento econó- 
mico que, en términos comparativos con otras zonas de España, puede 
ser calificado de dinámico. La importancia del aumento de la población 
es en sí mismo, y con todas las limitaciones que se quiera, un excelente 
indicador del dinamismo de la oferta para adaptarse a la demanda cre- 
ciente. 

Vinos, aguardiente, tejidos de seda y seda en bruto, constituyen la 
base de la actividad comercial vinculada a los mercados exteriores. Fran- 
cia, Inglaterra, y en menor medida, Holanda y las colonias americanas 
parecen haber sido los destinos principales de los intercambios. El puerto 
de Alicante, la ciudad, según Laborde, más comerciante de España, des- 
pués de Cádiz y Barcelona; Valencia y Vinaroz experimentaron un notable 
aumento de su actividad como resultado del crecimiento de la producción 
y de la proporción comercializada de ésta. 

La expansión supuso también un aumento espectacular de la superficie 
destinada a los cereales, y en especial, como ha estudiado MATEU, al 
arroz (E. MATEU, 1987), impulsado por el tirón de la demanda interna. 
Fue probablemente también por este motivo por el que la industria lanera 
creció de forma sustancial respecto a etapas anteriores. Aun cuando en un 
marco comparativo europeo, la profundidad de las transformaciones no 
puede ser exagerada —como ocurre con las que tuvieron lugar en otras 
zonas de España— la difusión de la manufactura lanera por el conjunto 
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del país alcanzó unas proporciones desconocidas hasta entonces. Organi- 
zada bajo el sistema de adelantos o putting-out, la actividad se vinculó 
claramente con las necesidades de mercado interior, a diferencia de la 
manufactura sedera, dando lugar a la aparición, en los primeros decenios 
del siglo xIX, de un islote industrial en las comarcas de l'Alcoia, el Com- 
tat, la Vall d'Albaida y les Valis del Vinalopó. 

Ello no implica que, en otras zonas, el feudalismo medieval más ana- 
crónico no sobreviviera hasta pasado el primer tercio del siglo XIX. Y que, 
además, lo hiciera, con especial dureza en términos comparativos con 
otras zonas de España. Un excelente indicador es que, en torno al 50 por 
100 de los ingresos totales en concepto de derechos señoriales provenían 
de la recaudación de los señoríos valencianos (P. RuIz, 1981, págs. 24 a 
26. Parece evidente, pues, que a falta de investigaciones más detalladas 
que valoren aspectos cruciales para conocer de forma precisa la situación 
económica a fines del siglo XvIH, el dualismo es el rasgo definitorio más 
exacto para resumir la situación en vísperas del comienzo de la lenta de- 
saparición del régimen señorial. 

Por otro lado, la expansión económica y la mejora en las condiciones 
de vida de una parte de la población durante el xvi no fue paralelo a 
un aumento de la conciencia de formar parte de una comunidad diferen- 
ciada. El fuerte contingente migratorio que se produjo, cuya existencia es 
imprescindible suponer para explicar tanto el que la población se duplicase 
entre principios y finales del siglo, como el crecimiento de la superficie 
cultivada con la técnica de cultivo existente, redujo todavía más la débil 
cohesión social de los valencianos. A la emigración de murcianos hacia las 
comarcas del Sur, se unió, según se ha señalado por los especialistas, la 
de aragoneses, catalanes y, en menor medida, franceses e italianos. Te- 
niendo en cuenta las tendencias demográficas del conjunto de la Península 
durante estos siglos, parece difícil suponer que una parte de los inmigran- 
tes no procedieran de los territorios de la que había sido la Corona de 
Castilla. Sobre una sociedad escasamente vinculada a una conciencia co- 
mún vino, pues, a añadirse un nuevo contingente migratorio no desprecia- 
ble consolidando la inviabilidad de cualquier tipo de cohesión cultural o 
lingúística. Al dualismo económico, que se acentuaría con el transcurso 
del tiempo, se sumará, por tanto, el dualismo lingúístico y cultural que, 
de esta forma, quedó unido a la especificidad de la sociedad valenciana. 


2. Los LIBERALISMOS RESPETABLES Y LA CONSTRUCCIÓN 
DEL ESTADO LIBERAL 


No puede extrañar, a la vista de lo señalado hasta aquí, que la evo- 
lución histórica durante la época contemporánea se vertebre «en torno a 
dos grandes ejes: por un lado, un notable dinamismo económico, y en 
parte también social, basado en la evolución de las zonas que habían ex- 
perimentado un mayor desarrollo previo de instituciones capitalistas. 
Y por otro, un reflejo cada vez más intenso en el terreno político de los 
acontecimientos clave de la escena española como consecuencia, tanto de 
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la aceleración de la vida política española como de la inexistencia de gru- 
pos regionalistas relevantes desde la perspectiva de la acción colectiva. 

Ello no implica que la política valenciana haya sido durante los dos 
últimos siglos un reflejo condicionado de la realidad española concentrada 
en la capital del reino. Precisamente la especificidad de su estructura eco- 
nómica y social dará como resultado rasgos propios no equiparables a los 
que existen en otras regiones de España. De esta forma, el desarrollo de 
las clases medias rurales y urbanas a partir de la revolución liberal darán 
la base sociológica de las distintas vertientes del republicanismo postpi- 
margalliano y del republicanismo blasquista. Y también, en gran medida, 
el sindicalismo y los movimientos católicos en sus diversas variantes tienen 
rasgos en la sociedad valenciana que no se constatan en otras zonas de 
España. Por no mencionar, por obvios, los diferentes intentos de articular, 
con poco éxito, el valencianismo político. 

Pero junto a estos movimientos interclasistas, en donde se constatan 
características propias de la realidad valenciana muy acusadas, los dos 
grandes bloques de la vida social articulan una trayectoria muy vinculada 
al conjunto de la realidad española. Así, mientras socialistas y anarquistas, 
pugnarán a partir de comienzos del siglo actual por atraerse al proleta- 
riado rural y urbano, la derecha, una vez articulada a través de los parti- 
dos de notables, se servirá del confortable marco que le brinda la práctica 
de la corrupción electoral y del caciquismo para tratar de frenar la mo- 
dernización. Sólo muy tardíamente, cuando la incorporación de las masas 
a la vida política lo haga inevitable, la derecha tratará de articular, con 
un éxito apreciable aun cuando difícil de comparar con lo ocurrido en 
otras regiones por la ausencia de investigaciones de carácter comparativo, 
organizaciones de masas al margen de los partidos tradicionales. 

Al igual que en el resto de España, en la sociedad valenciana, la pri- 
mera mitad del siglo XIX está asociada a la abolición del régimen señorial 
y a la penetración del capitalismo en las relaciones económicas. Un pro- 
ceso complejo de importantes consecuencias e inseparable de la peculia- 
ridad del señorío valenciano ya mencionadas. En el caso del País 
Valenciano, la interpretación que se dio en muchos pueblos al decreto de 
1811 y a la ley de 1837 generó una secuela de interminables pleitos pos- 
teriores entre señores y antiguos vasallos, en bastantes casos enfiteutas 
ricos. Los primeros querían garantizarse la conversión del señorío territo- 
rial o solariego en propiedad privada, una vez que el señorío jurisdiccional 
había pasado a ser propiedad de la nación. Los segundos, amparándose en 
no pocas ocasiones, en las peculiares condiciones que acompañaron a la re- 
población de las antiguas tierras ocupadas por los moriscos tras la expulsión, 
justificaban la inexistencia legal de tales señoríos territoriales. Con la ley de 
1837 y otras medidas posteriores la situación no mejoró para los señores. 
Los enfiteutas fueron los más beneficiados tanto en término de propiedad de 
la tierra como en términos de reducción de cargas y obligaciones. 

La desvinculación de la propiedad nobiliaria completa el proceso an- 
terior. Sabemos que el dominio directo de ésta pasó progresivamente a la 
burguesía a partir del Trienio, pero lo desconocemos prácticamente todo 
acerca de cómo afectó la desvinculación al dominio útil (P. Ruiz, 1981, 
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pág. 46). Por otro lado, el conocimiento que tenemos del largo proceso 
desamortizador es muy desigual. Y, en todo caso, insuficiente para alcan- 
zar conclusiones definitivas. Los resultados sugieren un aumento conside- 
rable del poder económico de la burguesía progresivamente vinculada al 
dominio útil de la tierra en la fase final del Antiguo Régimen, y también 
en menor medida de los medianos propietarios y de la nobleza y de la 
Iglesia (R. GARRABOU, 1985, págs. 127 y sigs.). 

Parece, pues, posible afirmar que el alcance de la revolución liberal 
sobre la sociedad valenciana fue importante. No pocas de las trabas lega- 
les e institucionales para la penetración del capitalismo ya no existían en 
vísperas de la Década Moderada. Conviene, sin embargo, no perder de 
vista que el Antiguo Régimen no había desaparecido por completo. Su 
supervivencia queda puesta de relieve, al menos, a través de dos hechos: 
la persistencia de la recaudación del diezmo y la reintroducción de las 
cargas feudales en las tierras de patrimonio real. E. SEBASTIÁ y J. A. 
PIQUERAS se han referido recientemente a este último punto en su inves- 
tigación sobre las propiedades que la Corona tuvo amortizadas en la Co- 
munidad Valenciana hasta mediados de 1865. Un patrimonio que era 
económicamente cuantioso y muy rentable (comarcas de l'Alcolaá, la Ri- 
bera del Xuquer, la Costera y l'Horta y dentro de ésta las poblaciones 
marítimas de Valencia), que —son sus propias palabras— «lejos de sucum- 
bir al embate antiseñorial sufre la cercenación de sus ramas más genéricas 
pero consigue sortear los decretos ambolicionistas para conformar una per- 
vivencia (feudal) que se singulariza por su vinculación a la Corona» (E. 
SEBASTIÁ y J. A. PIQUERAS, 1987, págs. 85 y 113). 

La caída de Espartero en 1843 inaugura una etapa de gobierno mo- 
derado que, con el breve paréntesis de dos años, se extiende práctica- 
mente hasta 1868. La importancia de estos años es de sobra conocida. Es 
entonces cuando cristalizan los bloques de poder y las estructuras econó- 
micas y sociales que configurarán la sociedad posterior. Y es durante este 
período, también, cuando se sientan las bases de la creación del marco 
institucional, administrativo y legal del estado liberal. La materialización 
de una política de orden y autoridad fue el lema compartido por la in- 
mensa mayoría de las facciones y personalidades que constituían tanto la 
opción moderada como la progresista. Sólo los demócratas y los republi- 
canos, al margen de los carlistas, quedaron fuera de la alianza que pro- 
tagonizan los «liberalismos respetables». Su no aceptación de la restricción 
del liberalismo político a los límites marcados por la Constitución de 1845 
los excluirá desde entonces del juego bipartidista que personifican los dos 
partidos mencionados. Su único protagonismo durante estos años (en fe- 
brero de 1848 y de 1854) se concretará por la vía de la insurrección, del 
pronunciamiento y de la algarada. Una presencia esporádia y simbólica de 
este liberalismo de izquierda por una parte, que queda completada en el 
otro extremo, por la fuerza residual del carlismo que tras sus dos fraca- 
sados intentos de asalto al poder —en 1833 y 1848— encarnarán al con- 
servadurismo neoabsolutista e inmovilista. 

La presencia de estas dos fuerzas políticas marginales al proceso de 
articulación del estado liberal constituye uno de los rasgos más destacado 
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de la vida política valenciana durante esta etapa que es, sin duda, una de 
las que más lagunas sigue presentando para un buen conocimiento de la 
evolución política de la época contemporánea. Así, y en relación con las 
dos fuerzas que se acaban de mencionar, es demasiado poco lo que co- 
nocemos para poder realizar afirmaciones contundentes acerca de su re- 
levancia y del papel que desempeñaron durante estos decenios. El 
protagonismo de la primera de ellas está asociado en Valencia y en Ali- 
cante a los sucesos de julio de 1854. La revolución será sinónimo del 
pronunciamiento de la guarnición de Valencia —siguiendo el ejemplo de 
la de Barcelona y Valladolid—; de insurrección armada que secundan dis- 
tintas poblaciones próximas (Albalat, Alcira, Alberique y Carlet), y que 
se extiende a Alicante. El control de la situación en Valencia por parte 
de la fracción más avanzada del liberalismo progresista no podrá tradu- 
cirse en realizaciones políticas concretas desde el momento en que Isa- 
bel II, haciéndose con el control de la situación en Madrid, reconduce la 
insurección progresista hacia los límites estrictos del moderantismo. 

El debate planteado por la historiografía española acerca de las causas 
de la revolución de 1854 apenas se ha iniciado en el caso valenciano. Sin 
embargo, la secuencia de los hechos en Valencia y en Alicante parece 
sugerir la conjunción de factores múltiples en su desencadenamiento. A la 
insatisfacción del ala izquierda del progresismo, motivada por el modelo 
político liberal contemplado en la Constitución de 1845, hay que sumar 
las dificultades económicas y la crispación social características de estos 
dos años, en los que se combinan la crisis de la actividad sedera, el en- 
carecimiento del precio del trigo y la incidencia del cólera, por una parte, 
y la revuelta campesina, por otra. Un tipo de protesta esta última que 
afecta, no sólo a las zonas agrarias más ricas-(en 1855 se localiza en 
Horta), sino también a las más atrasadas y deprimidas en donde, como 
en el caso del Maestrazgo, las partidas carlistas vuelven a reaparecer 
en 1856. 

No se trata, en absoluto, de establecer una relación mecánica entre las 
tres variables —pronunciamiento, crisis económica y conflictividad cam- 
pesina— para explicar el trasfondo de la revolución. Sólo de destacar que 
las tres están presentes, al igual que sucederá durante el Sexenio Revo- 
lucionario en el cual la localización geográfica preferente de las dos ideo- 
logías extremas será similar. Así, a partir de 1868, el bastión del 
republicanismo se localiza en la franja costera mientras que el carlismo 
reaparece en las zonas más montañosas y más pobres de la provincia de 
Castellón y de Valencia. 

Investigaciones futuras tal vez logren desvelar las razones del arraigo 
de estas dos ideología en áreas muy diferentes por su grado de dinamismo 
político y social y por sus cotas posteriores de crecimiento económico. 

No es menos necesario conocer la trayectoria de las principales fuerzas 
políticas del arco constitucional durante estos años centrales del siglo xIX. 
La implantación y el funcionamiento en el País Valenciano de las opciones 
que encarnan los «liberalismos respetables» —estudiados por 1. BURDIEL 
para el período del Estatuto Real (véase 1. BURDIEL, 1987)— son todavía 
una incógnita. Pero es evidente que la historia política de estos años es 
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inseparable de la existencia de estas organizaciones de notables y, por 
tanto, de la articulación de incipientes redes de clientelismo político por 
ahora desconocidas. 

El dinamismo político de una parte de la sociedad valenciana se pon- 
drá de relieve durante el Sexenio Revolucionario. Seis años ricos en acon- 
tecimientos, que aquí como en-el resto de España, responden a la crisis 
definitiva del liberalismo moderado; cierran el ciclo decimonónico de los 
sucesivos intentos frustrados del liberalismo progresista y del republica- 
nismo para afianzarse en el poder, y marcan el despeque de una ideología 
específica de clase entre los trabajadores: el internacionalismo. 

La expresión de estas tensiones la conocemos de forma muy limitada. 
El vacío historiográfico es absoluto respecto a las condiciones políticas que 
preceden a la revolución de 1868. Lo desconocemos todo acerca de cómo 
se concreta el proyecto político que representa la Unión Liberal, y de qué 
forma y por qué fracasa. Por otra parte, las pésimas condiciones econó- 
micas y sociales que preceden una vez más a los acontecimientos revolu- 
cionarios —crisis financiera de 1866, estudiada por C. RÓDENASs, (C. 
RODENAS, 1978); epidemias e inundaciones a lo largo de 1865 y 1866 
respectivamente y sus secuelas—, no han sido valoradas en su posible re- 
lación o independencia respecto a la crisis política. Algo parecido ocurre 
con la incidencia de la segunda guerra carlista. Las partidas reaparecen 
Ocasionalmente en distintos pueblos de las provincias de Valencia y Cas- 
tellón entre el verano de 1869 y los meses últimos de 1874, llegando in- 
cluso a ocupar algunos de ellos (Sagunto, Játiva, Liria, Gandía). 

En cambio, conocemos mucho mejor la evolución de otras fuerzas po- 
líticas destacadas de estos años. El republicanismo federal y el trasfondo 
obrerista del movimiento cantonal alcoyano son dos hechos relativamente 
bien investigados. La evolución del primero es indisociable, como en el 
resto de España, de la creación de Juntas Revolucionarias dirigidas por 
los líderes más conocidos del republicanismo local (J. Péris y Valero y 
E. Maissonave, entre otros). Sin embargo, la actitud moderada es el rasgo 
más característico de la junta de Valencia que se diferencia del extre- 
mismo de otras como la de Málaga. La tibieza y vaguedad de sus pro- 
puestas de progreso —<premio al trabajo, igualdad de derechos, justicia 
en todo y para todos»— remite, en suma, a la firme voluntad de defensa 
del orden social existente una vez han transcurrido los primeros momentos 
de euforia revolucionaria. 

Las elecciones generales de 1869 fueron para el republicanismo la oca- 
sión de poder refrendar el apoyo que les brindaban sectores muy hetero- 
géneos de la clase media (artesanos, comerciantes, pequeños industriales 
y profesionales). No conviene perder de vista, sin embargo, que el avance 
electoral, siendo muy importante en las tres provincias no logró desbancar 
a los candidatos monárquicos. En Valencia, estos últimos consiguieron 
ocho escaños frente a los seis del conjunto de las fuerzas republicanas, 
cuatro de los cuales correspondieron a los candidatos federales. En Ali- 
cante, la correlación de ambas fuerzas quedó equilibrada (tres escaños 
para cada opción). En Castellón, en cambio, se dio un apoyo mayoritario 
a los monárquicos, que obtuvieron cinco de los seis escaños. 
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La intensa conflictividad que estallará en los meses siguientes y cul- 
minará con la proclamación de cantones independientes en Alcoy, Caste- 
llón, Alicante y Valencia, responderá a causas muy diversas. El tema de 
las quintas fue de nuevo en 1869 como ya lo había sido en 1856, el de- 
sencadenante del levantamiento popular en Valencia. A la frustración pro- 
vocada por el fracaso de éste se añade la que crea posteriormente el 
régimen salido de la revolución septembrina. Los importantes avances po- 
líticos constitucionales no se traducen en la mejora de las condiciones de 
vida y de trabajo de los sectores sociales de rentas más bajas. Todo ello 
puede ayudar a explicar el carácter de conflicto de clases de la revolución 
cantonal de 1873. Un proceso muy complejo en el que se enfrentan un 
proletariado rural inspirado en el bakuninismo junto a otro de procedencia 
urbana más organizado y ligado orgánicamente a la AIT, frente a la bur- 
guesía adscrita ideológicamente al republicanismo federal que pocos meses 
antes había proclamado la I República. 

En efecto, a pesar de no contar el País Valenciano con grandes masas 
proletarias, constituía una sólida plataforma obrerista como lo demuestran 
las cifras de afiliados de las federaciones obreras valencianas adscritas a la 
Internacional. Y, aunque en el Congreso de Barcelona el representante 
por Valencia votó por la tendencia más conservadora, Alcoy —el enclave 
más fuerte del internacionalismo— se unió a la tendencia que represen- 
taba un nuevo tipo de sindicalismo más combativo. 

El carácter de la revolución cantonal en Alicante, Valencia y Castellón 
será muy distinto al del núcleo alcoyano en donde es claro el carácter de 
enfrentamiento entre clases. En la primera de las tres ciudades no pasó 
de ser un intento inocuo, breve y fracasado de transformar la situación 
existente. La vigilancia que brindaron los sublevados de Valencia a la su- 
cursal del Banco de España pone de relieve las profundas contradicciones 
de la insurrección. Algo parecido se constata en Castellón, en donde, ade- 
más, se produjo una negativa explícita a toda colaboración con el Cantón 
de Valencia. Buena prueba de la falta de articulación política y de ho- 
mogeneidad social de los valencianos. El resultado de la breve duración 
de esta experiencia fue, además, paradójico: facilitó el avance de las par- 
tidas carlistas que operaban en las zonas montañosas de Castellón. 

En cambio, el resultado final de este último embate revolucionario del 
republicanismo decimonónico no es tan sorprendente. Desde entonces, la 
escisión definitiva entre los federales y las recientes manifestaciones de 
extremismo social, aceleraron el retorno de los elementos más conserva- 
dores a la actividad política. En Valencia, la prensa local hacía un llama- 
miento a la cordura de la gran burguesía. Y así fue. A partir de ahora 
ésta dejará de apoyar toda posición radical. De esta forma la «aristocracia 
financiera» (Véase E. LLucH, 1976) se aliará con las fuerzas más conser- 
vadoras del mundo rural, y controlará los mecanismos principales del po- 
der durante los decenios siguientes. El régimen político de estabilidad y 
orden de la Restauración creará las condiciones para ello. La debilidad de 
la oposición durante buena parte del reinado de Alfonso XII y de Alfon- 
so XIII también. 

El republicanismo, por su parte, y al igual que ocurre en el resto de 
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España, tendrá que recuperar la credibilidad perdida. Pero las nuevas cir- 
cunstancias configurarán un panorama dominado por una mayor compe- 
tencia. A partir de entonces, a la derecha de la opción liderada por Blasco 
Ibáñez estará el partido liberal y, sobre todo, el catolicismo social. Los 
círculos católicos del padre Vicent serán la alternativa de los propietarios 
agrarios para contrarrestar la influencia del republicanismo o el socialismo, 
al igual que para evitar la difusión del ideario bakuninista entre la pobla- 
ción campesina. Y en el otro extremo del espectro político, la AIT, com- 
petirá también por la franja más radical que había apoyado a los 
republicanos. La articulación del sindicalismo de clase, sin embargo, será 
un proceso lento. La débil e inarticulada industrialización, lejos de favo- 
recer la implantación y cohesión de la UGT, potenciará el auge del anar- 
cosindicalismo. 

Paralelamente a la articulación de los bloques sociales centrales de los 
decenios siguientes, la economía sufrió una profunda transformación. Con 
lentitud, en comparación con lo ocurrido en otras zonas de Europa, la 
economía valenciana avanza claramente tras la transformación de la tierra 
en mercancía hacia una situación plenamente capitalista. Es demasiado 
poco lo que conocemos acerca de la evolución agraria en la primera mitad 
del XIX para ni siquiera intentar una síntesis de sus rasgos principales. 
Pero lo ocurrido a partir de la década de los cincuenta, refleja la profun- 
didad de los cambios anteriores. 

Así, parece indiscutible que desde finales de los años cuarenta, la se- 
dería trata de modernizar las técnicas de producción y que la etapa de 
expansión de la economía española tras la segunda guerra carlista coinci- 
dirá con el surgimiento de iniciativas financieras reseñables y con la ex- 
pansión de la industria textil. Aun cuando los dos primeros hechos 
tendrán una duración efímera, su existencia es reflejo de las transforma- 
ciones que se estaban produciendo. Todo indica que los esfuerzos para 
mejorar la competitividad en el sector sedero fueron especialmente inten- 
sos a partir de mediados del siglo. El aumento de los telares más moder- 
nos y la mecanización del hilado y del torcido son los dos rasgos más 
significativos de una modernización que no evitará la crisis de la que era 
la principal actividad industrial de la provincia de Valencia a partir de 
mediados de los años sesenta. La progresiva desaparición de uno de los 
dos pilares industriales básicos de la economía valenciana coincide, sin 
embargo, con la consolidación del sistema fabril en la industria textil al- 
coyana. La masiva sustitución del huso manual por el mecánico, la con- 
centración de la producción en fábricas por la disminución de costes que 
implica la mecanización pero también por la mayor estabilidad de la de- 
manda, y la aparición de la industria del algodón es un fenómeno que se 
inicia en los años cincuenta. 

En el mundo urbano, los rasgos de aceleración de la vida económica 
no son menos reseñables. El más destacado es el surgimiento de diversas 
iniciativas financieras en la ciudad de Valencia. Un síntoma claro del po- 
der económico alcanzado por los sectores urbanos y de su espíritu inno- 
vador, siempre en términos comparativos con otras zonas de España, para 
tratar de aprovechar el auge del Bienio Progresista. Más relevante que la 
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descripción de la trayectoria seguida por las principales entidades, es 
subrayar la adaptación empresarial a las nuevas oportunidades de inver- 
sión ligadas al impulso dinamizador, en este campo, de los progresistas. 
Porque como demostró CLEMENTINA RÓDENAS (RÓDENAS, 1978, páginas 
248 y sigs.) la inversión se dirigirá hacia los seguros, el ferrocarril, las 
obras públicas, los negocios urbanos y la reinversión en la agricultura, con 
una atención casi nula a la débil industria. Esto es, hacia las actividades 
que prometían mayores tasas de beneficios. 

A pesar de que la especulación, el tráfico de influencias e incluso la 
corrupción, debieron de tener un peso reseñable en estas iniciativas, no 
puede infravalorarse su impacto en la mejora de la red de transportes y, 
más en general, en la dotación de capital social fijo de la economía que 
abaratará la comercialización de los productos agrarios más competitivos 
e incrementará la oferta de mercancías. 

La no consolidación de esta «aristocracia financiera» como un grupo 
de poder destacado en el panorama español, aun cuando hubiera personas 
aisladas como el marqués de Campo o Mariano Reverter de un peso in- 
negable, debe ser relacionada con la expansión agraria que comienza en 
los años sesenta, que orientará de forma cada vez más mayoritaria el ca- 
pital hacia este sector. El crecimiento espectacular de la demanda exterior 
estimulará la extensión del sector comercializado de la agricultura; fomen- 
tará la innovación y la mejora de los cultivos, transformándola en el sector 
más dinámico y rentable en los siguientes decenios. 

El vino, hasta finales del xIx, y los cítricos, desde entonces hasta me- 
diados de los años sesenta del xx, son los dos productos más caracterís- 
ticos del auge. Pero no son los únicos. La pasa, el arroz, la almendra y 
los productos hortícolas aumentarán también su producción a un ritmo 
notable durante estos decenios. La rápida difusión del uso del guano para 
aumentar los rendimientos, es el exponente mejor conocido de la capaci- 
dad de los productores para adaptarse a las posibilidades que brindaba 
una demanda en aumento. La expansión del regadío, en bastantes casos 
mediante costosas perforaciones de pozos y no menos costosas transfor- 
maciones de tierra previamente no cultivada, reflejan también el esfuerzo 
realizado para aprovechar la expansión de la demanda europea. 

El auge tendrá consecuencias importantes sobre la distribución de la 
población aumentando la densidad de las comarcas del litoral y sus efectos 
inducidos fomentarán el crecimiento de la industria. El crecimiento del 
empleo y de la renta de sectores amplios de la población activa agraria 
generará una demanda que contribuirá decisivamente a la transformación 
de los sectores artesanales que producen bienes de consumo. La abundan- 
cia de mano de obra abundante y barata, en parte por la estacionalidad 
del trabajo en la agricultura, será, en el lado de la oferta, el factor que 
desempeñará un papel más importante en la expansión de actividades ar- 
tesanales como la fabricación de alpargatas y zapatos, intensivas en mano 
de obra. Junto a éstas, la cerámica, el juguete y, en menor medida, la 
construcción de maquinaria y el textil, se beneficiaron de los efectos in- 
ducidos por el auge agrícola y la legislación proteccionista sobre las colo- 
nias. Será entonces cuando queden consolidados los sectores industriales 
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sobre los que se basará, más de medio siglo después, la industrialización 
de la economía. De hecho, entre 1856 y 1900, el crecimiento de la pro- 
ducción industrial valenciana es (excluyendo el País Vasco y Navarra, para 
las que no se tiene información) el segundo más elevado de España tras 
Cataluña (J. NADAL, 1987, pág. 48). 

La importancia del crecimiento de la industria no puede ser exagerado. 
Una cosa es que el empleo del sector secundario y su contribución al PIB 
regional se expandiera, y otra, muy diferente, que se produjeran en estos 
decenios los complejos cambios que caracterizan la transformación de una 
sociedad agraria en una industrializada. Según los censos de población, 
entre principio de los años sesenta y finales de los ochenta, la población 
activa agraria sólo disminuyó en once partidos judiciales. Y en el censo 
de 1900, la población activa del sector primario cuadruplicaba la del se- 
cundario. Prueba evidente, por mucho que la proporción pueda ser mati- 
zada, de que el País Valenciano seguía siendo a principios del siglo xx 
una sociedad agraria. 

La relevancia de las transformaciones en la agricultura, por otro lado, 
no debe llevar a suponer que el atraso hubiera desaparecido a finales 
del xix. Éstas tuvieron lugar en una economía en donde, en general, la 
mejora de los cultivos fue escasa como ponen de relieve los informes de 
los ingenieros agrónomos; la especialización no había afectado a una gran 
parte del sector; la usura seguía siendo en muchos casos la única posibi- 
lidad de financiación en coyunturas recesivas y, en general, la demanda 
de bienes de subsistencia seguía siendo el componente principal de la de- 
manda agregada. El que en una economía en expansión, debido al au- 
mento de la demanda exterior, los cereales fueran el cultivo mayoritario 
del regadío valenciano a principios de los años ochenta es una prueba 
indiscutible de las limitaciones del proceso de modernización económica. 
Sin duda, la rentabilidad obtenida justificaba el mantenimiento de la de- 
dicación de un recurso escaso, como era la tierra de regadío, a estos cul- 
tivos. Pero ello no obvia dos implicaciones importantes. En primer lugar, 
que la mejora de los rendimientos en las tierras de cereales de secano, o 
de la articulación del mercado, fuesen insuficientes para liberar el uso de 
las mejores tierras y dedicarlas a los cultivos más rentables. Y en segundo 
lugar, que el coste de oportunidad en que se incurrió, fuese elevado por- 
que los cítricos tenían un valor añadido muy superior a los cereales o a 
la viña. 

La mayor competitividad del sector explica la menor gravedad de las 
repercusiones de la gran depresión de fines de siglo. Las masivas impor- 
taciones de trigo y harina que hundieron los precios y provocaron la ruina 
de multitud de pequeños y medianos propietarios de la España interior, 
disminuyeron, y de forma sensible, las tasas de beneficio de los cultiva- 
dores valencianos de cereales y arroz, arruinando a aquellos con menor 
volumen de ahorro. La agudización de la conflictividad campesina, el fe- 
nómeno del bandolerismo y la intensidad del movimiento emigratorio, 
junto a las protestas de los afectados, fueron las manifestaciones más evi- 
dentes de las consecuencias de la recesión. Pero, la mayor competitividad 
mencionada y la diversificación que se había alcanzado, junto a la expan- 
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sión vitícola de estos años y el comienzo de la expansión naranjera 
evitaron las desastrosas consecuencias que tuvo la crisis en otras regio- 
nes de la agricultura española. La heterogeneidad de las propuestas 
planteadas en el interrogatorio sobre la reforma arancelaria es, asi- 
mismo, un excelente exponente de las trayectorias contrapuestas de los 


principales cultivos. 


3. |LA CONSOLIDACIÓN DE UN SISTEMA PREDEMOCRÁTICO 


El período de mayor estabilidad política en la vida española contem- 
poránea lo constituye la Restauración. Para conseguirla, tan importante 
fue la articulación del poder político en torno a las dos furezas del arco 
parlamentario dinástico representadas en el partido conservador y en el 
partido liberal como la contención de la movilización social, y la propia 
debilidad de ésta en los decenios iniciales. Lo primero fue la pieza clave 
del nuevo régimen diseñado por Cánovas y sancionado por la Constitución 
de 1876. El buen funcionamiento del bipartidismo durante la mayor parte 
del reinado de Alonso XIII, tras haber alcanzado su mayoría de edad con 
el pacto de El Pardo, fue el factor que más contribuyó a hacer política- 
mente inviable los embates revolucionarios del pasado que habían culmi- 
nado en 1873 con el derrocamiento de la monarquía. Sin embargo, el 
turno pacífico de ambos partidos en el poder no respondió, ni antes ni 
después de la adopción del sufragio universal masculino, a la preferencia 
electoral de los españoles. Se trató, en suma, de un parlamentarismo frau- 
dulento y antidemocrático que sólo la movilización de sectores sociales 
amplios logrará resquebrajar. j 

Al igual que en otras zonas de España, en el País Valenciano la polí- 
tica municipal pasará a manos de las camarillas locales de los dos partidos 
tradicionales de turno unidas por el gobernador civil. Un modelo de or- 
ganización faccional o clánico destinado sobre todo a «ganar» elecciones 
con el mínimo de lucha posible. Se trataba de asegurar que el candidato 
previamente encasillado saldría elegido. Asegurar los votos prometidos a 
cambio de favores o desalentar a candidatos no deseables para ocupar un 
determinado distrito no siempre fue, sin embargo, tarea fácil. 

De ahí los asesinatos que tuvieron lugar en algunas poblaciones pró- 
ximas a Valencia durante las elecciones de noviembre de 1882 y las formas 
diversas de extorsión practicadas por delincuentes al servicio del partido 
liberal contra los «enemigos políticos» como ha sido documentado en el 
caso de Cirilo Amorós y su familia (véase A. YANINI, 1984, pág. 25). Sin 
embargo, sería erróneo reducir el caciquismo a este tipo de constantes 
intimidatorias o fraudulentas. El poder de estos notables-caciques radiaba 
también en los favores y prebendas que discrecionalmente podían otorgar 
a su clientela. El posible aplazamiento o exención del pago de los ar- 
bitrios municipales, las concesiones de licencias de obras o las arbitra- 
riedades relacionadas con el cupo anual de las quintas ofrecían un 
amplio abanico de posibilidades. Que es conocido que fueron practica- 
das de forma sistemática en la provincia de Castellón por los seguidores 
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del duque de Tetuán (el cossi tetuanista) durante la primera etapa de 
la Restauración (1864-1901). 

No puede extrañar, por tanto, que estas arbitrariedades se ejercieran 
en la distribución de recursos productivos escasos como ocurrió con el 
agua. El cambio en las ordenanzas de la Acequia Real del Júcar hizo que 
su dirección quedara supeditada al jefe político de la provincia. Y que los 
mayores propietarios acaparasen todos los órganos administrativos de ges- 
tión en detrimento de la enorme masa de campesinos propietarios de me- 
nos de 2,5 Ha. (R. PELLICER, 1988, pág. 15). Las estrechas relaciones 
que parecen existir entre poder político y poder económico durante estos 
decenios no han sido investigadas en profundidad. Pero todo apunta, sin 
embargo, a que se configuró una elite integrada por alcaldes, principales 
agentes del patronazgo en las zonas de pequeña propiedad, secretarios de 
ayuntamiento (en municipios pequeños su poder sobre los concejales, en 
no pocas ocasiones, analfabetos, era absoluto) y diputados. Estos últimos, 
abogados en su mayoría, podían ser propietarios, industriales o comer- 
ciantes de reconocido prestigio, como el marqués de Campo, pertenecien- 
tes a la aristocracia financiera O a la burguesía agraria, que dentro del 
sistema ejercían de agentes mediadores entre una Administración com- 
pleja e inaccesible y un electorado inculto y desconocedor de su funcio- 
namiento. 

Una relación, cliente patrón, que no puede disociarse del atraso eco- 
nómico y social existente a principios del siglo xx, en donde se combina 
pues, la violencia y la venta de favores. La progresiva depuración de los 
aspectos más violentos del sistema no debe llevar a suponer que su desa- 
parición se produjera en un plazo breve de tiempo. En 1878 y 1882, la 
respuesta de la Liga de Propietarios de Valencia al recrudecimiento de las 
luchas campesinas en la huerta de la capital fue el mantenimiento a toda 
costa del orden en los campos. La Guardia Rural —cuerpo armado de 
vigilancia al servicio del cacique y de su clientela— fue el instrumento en 
este caso. La Guardia Civil también se encargó de garantizarlo frente a la 
amenaza que, en determinados momentos y lugares, llegó a representar el 
bandolerismo político. La campaña contra los «roders» en 1888 y 1889, y 
el asesinato en 1900 en Torrente, de uno de los bandoleros más famosos 
son ejemplos de la lentitud del proceso. 

La estabilidad del orden social durante esta etapa es, sin embargo, 
indisociable de otros factores. La emigración, por ejemplo, cumplió cla- 
ramente esta función en algunas comarcas del Sur (la Marina Alta, el Baix 
Vinalopó, Horta de Alicante) al actuar a modo de válvula de escape de 
posibles tensiones sociales. Y, sin duda, el factor decisivo en la estabilidad 
de los valores de la sociedad tradicional sobre los que se asienta el sistema 
fue la intensa labor de propaganda de los principios del catolicismo social 
desarrollada por el padre Vicent a partir de 1891 y el respaldo que ésta 
alcanzó. 

La creación de círculos obreros, financiados principalmente por los pa- 
tronos, y la organización de congresos sociales para elevar y cultivar la 
conciencia social de la Iglesia y del católico seglar tuvieron un éxito no- 
table. En la diócesis de Valencia —que fue su centro de actuación— exis- 


702 ESPAÑA 


tían en 1893 un total de 40 círculos y 27 patronatos, que integraban a más 
de 16.000 socios. La colaboración y el apoyo que le brindaron algunas de 
las figuras más destacadas de la sociedad valenciana (J. M. Prósper Bre- 
món, el conde de Rótova y la familia Trénor Palavicino) fueron decisivos 
en la difusión que tuvo su labor. Su oferta al pequeño agricultor y al 
jornalero de alternativas concretas para mejorar su situación a través de 
las sociedades de socorro, cooperativas e instituciones de crédito agrario 
era una nueva forma de hacer política que no podía dejar de tener éxito 
entre los sectores de rentas más bajas. Éxito que igualmente acompañará, 
décadas más tarde, al Partido Social Popular fundado en Valencia por 
algunos de los más destacados colaboradores del padre Vicent y del cual 
saldrán, a su vez, los futuros dirigentes del principal partido de masas de 
la derecha agraria valenciana durante la II República. 

La opción conservadora valenciana articulada en torno a los partidos 
tradicionales de turno y el catolicismo social, constituye una de las par- 
celas del mapa político de la Restauración. -Rivalizando con ella estará el 
Partido Republicano: el blasquismo. Una organización, al principio del 
período, de notables radicales y nostálgicos de la experiencia de la 1 Re- 
pública, que, a finales de los años noventa, es ya el partido de masas de 
la pequeña burguesía de la ciudad de Valencia y su entorno. Este sector 
de la clase media será el que su líder carismático —Blasco Ibáñez— arti- 
culará en organizaciones estables. El desarrollo de este proceso que 
convierte al republicanismo blasquista en la fuerza política hegemónica 
de la capital durante los años comprendidos entre 1898 y 1911, es in- 
separable del liderazgo ejercido por el cosmopolita y polifacético no- 
velista valenciano. 

La recomposición del republicanismo comienza en 1890, cuando Sa- 
gasta promulga el sufragio universal masculino. La medida da lugar al fin 
del retraimiento político por parte de las numerosas facciones republicanas 
que crearán la Unión Republicana de cara a la elecciones de 1891. Los 
modestos resultados alcanzados en ellas, se ampliarían dos años más tarde 
cuando el republicanismo inaugura su presencia en la vida municipal de 
Valencia y Castellón. En el primer caso, obteniendo las tres actas y en el 
segundo, reservándose el distrito de la ciudad en el pacto establecido con 
los tetuanistas. El momento clave de la expansión tendrá lugar, sin em- 
bargo, en 1896, cuando se consuma la escisión definitiva entre la tendencia 
«legalista» defendida por Pi y Margall y la «revolucionaria» sustentada por 
Blasco Ibáñez —recién elegido presidente del Consejo Regional del par- 
tido— entre otros jóvenes radicales, convencidos desde 1891 de la nece- 
sidad urgente de renovación ideológica y organizativa. 

A partir de entonces, en Valencia se produce la desaparición progre- 
siva de la ortodoxia pimargalliana y el control creciente por parte del 
núcleo que se agrupa alrededor de Blasco y el periódico El Pueblo. Las 
elecciones generales de 1898 brindaron la primera ocasión para comprobar 
cuál de las dos opciones conectaba más con las aspiraciones de la pequeña 
burguesía. Los resultados fueron contundentes: F. Pi y Margall no llegó a 
conseguir 800 votos mientras que Vicente Blasco Ibáñez fue el candi- 
dato más votado, con más de 6.300. A partir de entonces, y hasta su 
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abandono de la vida política, que se concretará en su renuncia a pre- 
sentarse a las elecciones de 1907, nadie logró arrebatarle el escaño de 
la ciudad. 

Las razones del éxito del partido de Blasco Ibáñez en Valencia (de 
1901 a 1911 obtienen la mayoría en el Ayuntamiento y de 1903 a 1909 
esa mayoría es absoluta) radica tanto en su forma de hacer política como 
en el contenido de su proyecto de transformación social. Su contacto per- 
manente con su electorado potencial, y el funcionamiento del partido 
creando una amplia y renovada organización y movilizando a sus segui- 
dores y votantes tuvo un notable éxito. Era un funcionamiento radical- 
mente distinto al de los partidos tradicionales, que se constata también en 
el republicanismo castellonense desde fines del xIx (véase M. MARTÍ, 
1988 y E. PÉREZ, 1988). El reformismo radical de su programa, social- 
mente progresista, contribuyó también a ello. La laicidad y la limitación 
del poder de la Iglesia a su propio ámbito, el anticlericalismo y el cambio 
radical del sistema político (la revolución política) constituyen las reivin- 
dicaciones más importantes. A todas ellas hay que sumar las numerosas 
propuestas y movilizaciones puntuales que realizó el partido cada vez que 
los representantes de la vieja política violaban legal o ilegalmente las li- 
bertades individuales o de grupo: como los estados de excepción decreta- 
dos por los gobernadores civiles; las arbitrarias suspensiones de periódicos; 
la tortura policial; la amnistía de los presos políticos, como fue el caso de 
los miembros de la Mano Negra, y la movilización organizada para salvar 
a Ferrer de la pena de muerte (véase R. REIG, 1986, pág. 85). 

Por otra parte, la confluencia de intereses que se había producido en 
Cataluña de la mano de Prat de la Riba, no llegará a existir en el País 
Valenciano ni durante la Restauración ni durante la II República. La pe- 
queña burguesía valenciana será republicana y anticlerical pero no será 
regionalista. La escasa burguesía industrial y la aristocracia financiera se- 
rán conservadores pero no tendrán la más mínima aspiración de conquistar 
el Estado con una política valenciana. En estas condiciones no puede ex- 
trañar la debilidad del valencianismo político durante el primer tercio del 
siglo XX. 

El primer intento serio de evolucionar desde el provincialismo al re- 
gionalismo y al nacionalismo tiene lugar en 1902 a raíz del discurso de 
F. Barberá (vicepresidente de la entidad cultural Lo Rat Penat) titulado 
«De Regionalisme i Valentinicultura». Un texto folclórico y pretendida- 
mente apolítico (véase A. Cucó, 1971), cuyas ideas centrales pueden en- 
contrarse en otros muchos discursos pronunciados por otros miembros 
destacasos de la misma institución (cfr. F. FABREGAT, 1988, inédito). 

La creación en 1904 de Valencia Nova como escisión de Lo Rat Penat 
responde a unos presupuestos distintos a los anteriores. Buscaban pro- 
mover un amplio movimiento de solidaridad de todos los partidos políticos 
en nombre de los intereses generales de los valencianos y con el fin de 
conseguir la autonomía. Al año siguiente de la creación de Solidaritat 
Catalana convocarán la 1 Asamblea Regionalista Valenciana. La celebra- 
ción del segundo centenario de la abolición de los fueros brindó la ocasión 
para pronunciarse públicamente por la articulación de un pacto entre los 
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valencianos de las mismas características que el catalán, capaz —como 
señala A. Cucó— de impulsar una Renaixenga dinámica. No lo consi- 
guieron porque la estructura social del País Valenciano era muy diferente 
a la de Cataluña, excepto en la lengua de una parte de sus habitantes. Y 
la gran alianza propuesta quedó reducida a un proyecto defendido en so- 
litario por los marginales grupos que habían lanzado la iniciativa (Valencia 
Nova, Centre Regionalista y Joventut Valencianista). 

El fracaso del valencianismo político como movimiento de masas será 
a partir de entonces un hecho permanente. Los candidatos valencianistas 
tuvieron ya la ocasión de comprobarlo en las elecciones municipales de 
1909. Todos ellos fueron derrotados. Las razones que pueden ayudar a 
explicarlo son probablemente muchas. A la ausencia de interés de los 
principales sectores sociales, tal vez sería necesario añadir su machacona 
limitación a las cuestiones lingúísticas, en una sociedad bilingúe; la ausen- 
cia de programas concretos de acción en temas claves de la estructura 
política y social y su incapacidad para articularse como un partido mo- 
derno abandonando los cenáculos culturales. 


4. LA INCORPORACIÓN DE LAS MASAS A LA POLÍTICA 


Los años de la primera guerra mundial señalan en el País Valenciano, 
como en el resto de España, el inicio de un cambio importante que afec- 
tará al valencianismo. La evolución económica y social será muy distinta 
a la de los años precedentes. La crisis económica y la conflictividad social 
serán los rasgos definitorios de estos años, al tiempo que empieza a ma- 
nifestarse el resquebrajamiento del sistema político restauracionista. El 
punto álgido se alcanzará en 1917 con la revolución de agosto. Sin em- 
bargo, conviene no olvidar que el País Valenciano vive en principio una 
crisis propia, fruto de su particular orientación exportadora, sobre la que 
influye posteriormente la crisis general española. 

En efecto, la intensa movilización que protagonizan sectores sociales 
muy diversos está relacionada con las graves dificultades por las que atra- 
viesa la exportación citrícola. A la contracción del comercio exterior se 
añade la paralización del tráfico interior por falta de material ferroviario. 
La recesión que experimenta el cultivo y la comercialización de la naranja, 
tuvo efectos inducidos no menos negativos en las actividades industriales 
subsidiarias de aquel cultivo. La recesión no se agota en el negocio de la 
naranja. Los vinateros la sufren también. Las consecuencias sociales de 
todo ello fueron muy graves. Las huelgas y mítines se suceden sobre todo 
durante los meses de marzo y abril en el conjunto de las zonas citrícolas 
para denunciar la pasividad gubernamental ante la gravedad de la coyun- 
tura. La inflación deteriorará todavía más la convivencia social. 

El proyecto de ley de Alba, que gravaba los beneficios extraordinarios 
provocados por la guerra mundial será un factor de articulación social 
suplementario, con unas consecuencias políticas destacadas. Es a raíz de 
estas protestas, cuando sectores relevantes de la burguesía valenciana sa- 
len de su letargo y junto a las fuerzas catalanas y vascas participan acti- 
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vamente en la campaña contra el proyecto. La campaña culminará en 
enero de 1917, cuando Ventosa y otros representantes de la Lliga, viajen 
a Valencia con un objetivo muy claro: potenciar una plataforma política 
capaz de aglutinar en el País Valenciano a los distintos sectores burgueses 
en torno a una ideología similar a la que representaba la Lliga. El resul- 
tado de estos contactos entre los hombres de la Lliga, elementos ratpe- 
natistas y valencianistas y la burguesía financiera, fue Unió Valencianista 
Regional. Con este nuevo partido aspiraban —en palabras de uno de sus 
líderes y fundador del Banco de Valencia— «a reconstruir la región valen- 
ciana, con una Asamblea soberana en sus asuntos, y con un poder eje- 
cutivo responsable ante ella, debiendo el Estado español reintegrarle 
aquellas funciones propias del organismo regional y que hoy injustamente 
detenta, y sobre todo una Hacienda propia y bien dotada». 

El resultado de este aumento en el grado de cohesión social y política 
de los valencianos que dirigen miembros relevantes de la burguesía, pro- 
vocado por la caótica situación creada por la guerra mundial, fue un tibio 
y confuso acercamiento de los republicanos al valencianismo. El cambio 
de postura de los blasquistas liderados por Azzati, se puso de manifiesto 
en la declaración de la Asamblea del Partido de Unión Republicana 
Autonomista (PURA) y en la aparición de la Joventut Republicana Na- 
cionalista. La consolidación de una política económica protectora que 
afectaba la capacidad de exportación de la economía valenciana, difundirá 
la sensación entre grupos cada vez más amplios de valencianos de que sus 
intereses están siendo discriminados en las directrices de la política espa- 
ñola. La conflictividad social provocada por el aumento espectacular de 
los precios y la crisis del sistema político seguirán siendo, sin embargo, las 
dos preocupaciones cruciales de la inmensa mayoría de los ciudadanos. 

Es importante destacar la amplitud de la movilización social que siguió 
a los sucesos de Valencia con motivo de la huelga general ferroviaria de 
1917. La revuelta fue general: desde Castellón hasta Villena. Un proceso 
estimulado por los debates que unos meses antes habían tenido lugar en 
el V Congreso de la Federación Nacional de Obreros Agrícolas celebrado 
en Zaragoza. La amplia representación valenciana en aquella ocasión (la 
Federación Agrícola de Sociedades Obreras de la Región Valenciana, con 
10.000 personas federadas envió una nutrida representación) volvió a re- 
petirse con el VI Congreso, reunido en Valencia. Buenos exponentes, am- 
bos, de que amplios sectores campesinos empezaban a salir de su letargo 
y a organizarse al igual que lo estaba haciendo la burguesía. Los graves 
acontecimientos de 1919 es otra muestra de ello. 

Lo ocurrido en la actual Comunidad Valenciana en 1919 es inseparable 
de la implantación alcanzada por la CNT. El campesinado y un sector 
importante de los trabajadores urbanos habían estado canalizando a través 
de este sindicalismo revolucionario sus aspiraciones de mejores condicio- 
nes de vida y de trabajo. En diciembre de ese mismo año tuvo lugar en 
Valencia el Congreso de la Confederación Regional de Trabajo de Le- 
vante. Los 143.000 trabajadores que agrupaban las más de 65 delegaciones 
asistentes, demuestran el grado de implantación. La intensa conflictividad 
que estalla en Alcoy (con más de 6.000 trabajadores del sector textil en 
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huelga general durante dos meses), en Valencia (huelgas de tipógrafos, 
ebanistas, zapateros, etc...) y también en la Ribera Baixa (huelga de se- 
gadores) confirman tanto el protagonismo urbano y rural alcanzado por el 
anarcosindicalismo, como el descontento de amplios sectores de los tra- 
bajadores ante la situación existente. 

Un proceso creciente de toma de conciencia de la necesidad de alterar 
el marco político y la distribución de la renta que, por lo que respecta a 
los trabajadores, culmina en el Trienio bolchevique. La influencia de los 
sucesos revolucionarios en la pérdida de estabilidad del régimen fue im- 
portante. Ahora bien, si la aparición de tensiones que, es prueba del di- 
namismo de toda sociedad, contribuyó —de la forma que lo hizo en 
España— a la debilidad del Estado, ello cabe atribuirlo a la nula capaci- 
dad de respuesta política de la elite gobernante frente a las demandas de 
los grupos sociales. 

El rechazo sistemático de la igualdad política es un aspecto que con- 
viene destacar para relacionarlo con la fragmentación irreversible del bi- 
partidismo existente en 1920. El grado alcanzado en la socialización de la 
política en no pocas zonas exigía partidos de masas. Hacían falta organi- 
zaciones modernas de integración social, frente a los partidos de notables 
de representación individual, que defendieran los valores de estabilidad y 
orden de la burguesía. Del mismo tipo de las que se habían dotado res- 
pectivamente la pequeña burguesía republicana y la clase obrera anarco- 
sindicalista o socialista, pero, claro está, con un proyecto de trans- 
formación social distinto. Y muy similar ideológicamente a la que agluti- 
naba a la burguesía industrial catalana. Aquí es donde radicaba el pro- 
blema. Ni Dato, ni Canalejas, ni tampoco Maura habían creado una 
estructura de partido de estas características, que pudiera dar cauce a las 
demandas de sectores cada vez más amplios de la sociedad. El único in- 
tento procederá del catolicismo social, que fundará en 1921 el PSP. Pero 
no llegará a tiempo para sustituir a los desacreditados partidos de turno y 
renovar, organizativa e ideológicamente, al desgastado sistema político de 
la Restauración. La trayectoria de su precedente en el País Valenciano, la 
ARAC, pone de manifiesto que era posible crear un partido conservador 
moderno y además competir electoralmente con éxito. 

La Agrupación Regional de Acción Católica nacida en diciembre de 
1921 en Valencia como federación de partidos católicos, puede ser consi- 
derada como el primer grupo democristiano de España. En esta organi- 
zación —que se anticipa en casi un año a la fundación del Partido Social 
Popular— confluye la elite del catolicismo social valenciano. Lo contactos 
con la Confederación de Obreros Católicos de Levante se reflejan desde 
muy pronto en su programa. Á partir de su ideología tradicionalista, in- 
corpora el reformismo social católico, y se distancia claramente del sistema 
restauracionista. Así debe interpretarse su declaración en contra del caci- 
quismo y su voluntad regionalista, pero sin caer en el «localismo» de la 
ciudad de Valencia. 

Su rápida implantación es, sin duda, inseparable del arraigo anterior 
del proyecto del padre Vicent y del sindicalismo católico, pero también de 
la nueva forma de hacer política respecto a los partidos tradicionales. El 
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respaldo obtenido en las últimas convocatorias generales y locales que se 
celebraron antes del golpe de Estado de Primo de Rivera muestra la acep- 
tación alcanzada por la iniciativa. En las elecciones generales de abril de 
1923 logra que su candidato en Valencia salga elegido por mayoría. En 
las elecciones provinciales posteriores (junio) derrotará de nuevo a los 
candidatos ministeriales en la ciudad de Valencia, situando a sus dos can- 
didatos y al que competía por el distrito de Alcira-Alberique. 

Así pues, lo que no se atrevió a hacer el PSP en el resto de España 
lo hizo la ARAC en Valencia: presentar su programa ante el electorado 
conservador contando además con un periódico diario para difundirlo, y 
poner a prueba su incipiente organización electoral para evitar el fraude 
que sigue caracterizando a estas últimas elecciones previas a la Dictadura. 
La incorporación de dos de sus dirigentes a los Órganos de dirección del 
Partido Social Popular refleja la vinculación entre ambas iniciativas del 
catolicismo político en España. Una relación que volverá a ponerse de 
manifiesto durante la II República, cuando el partido formado por esa 
misma derecha valenciana a fines de la etapa dictatorial (Derecha Regio- 
nal Valenciana), que sumará al contenido católico que ya tenía su prece- 
desor una clara orientación agrarista, se integre en la CEDA (véase V. 
Comés, Trabajo de investigación inédito, 1988). 

La aparición de DRV en 1930 es el resultado más visible de la conti- 
nuación del proceso de articulación de las nuevas fuerzas políticas surgidas 
en los decenios anteriores, que va asociado a una creciente toma de con- 
ciencia de que los intereses económicos valencianos están en juego ante 
la tendencia autárquica de la política gubernamental. Un proceso que, 
excepto para la derecha agraria, estará lleno de dificultades durante la 
etapa autoritaria. La desaparición de las libertades democráticas y la fé- 
rrea decisión de mantener el orden público, contendrán la socialización de 
la política pero no conseguirán detenerla. De ahí que cuando se produzca 
la caída del dictador, el catolicismo social, el movimiento obrero, el va- 
lencianismo y el republicanismo emergerán de nuevo y actuarán de cata- 
lizador de las tensiones acumuladas durante los siete años de gobierno * 
autoritario. 

Así, a finales de enero de 1930, en Valencia y en bastantes de los 
pueblos próximos se arrancarán todos los rótulos de las calles con el nom- 
bre del dimitido general. A ello seguirá un período de huelgas que cul- 
minará con la convocatoria conjunta de huelga general por parte del 
sindicalismo (CNT-UGT) a fines de ese año. La izquierda obrera y revo- 
lucionaria se encontraba, pues, bien lejos de haber sido desarticulada. En 
el Congreso Extraordinario de la CNT, celebrado en 1931, se calculó que 
en 1930 había casi 60.000 afiliados en el País Valenciano. Cifra similar a 
la alcanzada por la UGT, que beneficiada por la tolerancia que Primo de 
Rivera mostró hacia ella, duplicaba el número de militantes en relación 
a.1922. 

Paralelamente tendrá lugar la reaparición del valencianismo, dividido 
en múltiples grupos. Una nueva opción hace su aparición a raíz del nom- 
bramiento del general Berenguer al frente del Ejecutivo. Se trata de la 
Agrupación Valencianista Republicana (AVR) que, con unos planteamien- 
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tos similares a los de Esquerra de Cataluña, se diferencia tanto de la 
derecha como de otros grupos valencianistas. La primera que, desde el 
comienzo del régimen autoritario se había brindado a colaborar con Primo 
de Rivera, había creado Acción Valenciana (1923). Sin embargo, la ma- 
nifiesta oposición del «cirujano de hierro» a toda expresión de regiona- 
lismo había paralizado esta iniciativa desde 1925. Los segundos habían 
intentado sin éxito durante la Dictadura: ganarse su propio espacio. Se 
trata del grupo que encabeza Tomás y Martí junto a F. Pizcueta, al que 
se suman diversas entidades culturales (Nostra Parla y Associació Protec- 
tora de L'Ensenyansa Valenciana), y que a partir de ahora tratarán de 
mostrar sus diferencias respecto al valencianismo de derechas. 

El resurgir del blasquismo, de larga tradición en las comarcas centrales 
del País Valenciano y en la ciudad de Valencia, no es menos destacado. 
Agrupado en torno al PURA y liderado desde 1929 por Sigfrido Blasco 
Ibáñez abandona toda aspiración autonomista para identificarse plena- 
mente con los planteamientos del radicalismo lerrouxista. La inviabilidad 
de su programa, políticamente integrador y socialmente conciliador, se 
pondrá de manifiesto muy pocos años después ante la gravedad de las 
tensiones que caracterizan el período republicano y por su propia inexpe- 
riencia en la gestión de los asuntos públicos. 

Porque, como es conocido, la II República no podrá tener un carácter 
centrista. El legado de atraso político y de injusticia social tras más de 
medio siglo de patrimonialización del poder por parte de la derecha lo 
haría imposible. El continuismo que había representado la Dictadura no 
había solucionado ninguna de estas carencias. Los siete años de gobierno 
autoritario sólo habían servido para zanjar definitivamente el problema 
marroquí. Pero desde luego no habían prestigiado a la institución monár- 
quica ni habían solucionado los fuertes desequilibrios económicos ni la 
desarticulación política parlamentaria. El resultado de las elecciones mu- 
nicipales de abril de 1931 fue la primera prueba. Con el rechazo a la 
figura de Alfonso XIII, la inmensa mayoría de la sociedad española, re- 
presentada en una pujante pero todavía poco articulada clase media y en 
una clase obrera dividida ideológicamente, se había decantado claramente 
por la erradicación de la vieja política; de aquellos que la habían encar- 
nado en los órganos de poder nacionales y locales con el respaldo de 
grupos económicos muy poderosos. 

En el País Valenciano el triunfo de la coalición republicana el 14 de 
abril responde a la misma aspiración de cambio. La victoria es arrolladora 
incluso en las zonas de tradición monárquica. Sólo algunas figuras de la 
coalición conservadora fueron elegidas; y lo fueron ante todo por su per- 
sonalidad. Así pues, el gran derrotado fue DRV. Su escasa implantación 
como partido de masas en vísperas de estas primeras elecciones democrá- 
ticas se había traducido en su inclusión en las listas presentadas por los 
monárquicos. Sin embargo, esta derrota inicial será sólo el primer paso en 
la consolidación de DRV como el gran partido de la derecha agraria. Luis 
Lucía, el líder indiscutible de esta organización moderna que logrará cap- 
tar para su proyecto agrarista y conservador a un sector importante de la 
clase media enriquecida con la exportación, tras reconocer el éxito repu- 
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blicano y acatar la voluntad mayoritaria del electorado, dedicará todas sus 
energías a demostrar que Diario de Valencia y la Derecha Regional Va- 
lenciana no son «guardias civiles al servicio de toda esa gente adinerada» 
(J. PALAFOX, 1982, pág. 35). 

Y lo logrará. Las 28 agrupaciones locales del partido existentes a fines 
de 1931, se habían convertido un año y medio después en 360, que cu- 
brían, además, una gran parte del País Valenciano. Su desigual distribu- 
ción geográfica refleja la vinculación de DRV al auge de la exportación 
citrícola. El cómputo general de zonas organizadas daba como resultado 
que mientras en Alicante y Castellón los porcentajes eran de 55 y 67 por 
100, en las comarcas centrales, llegaba al 93 por 100. De esta manera la 
clase dominante disponía en 1933 de una doble organización perfecta- 
mente estructurada. Por un lado, una vasta red de sindicatos agrícolas 
(alrededor de un centenar) ligados a la Cámara Agrícola. Por otro, las 
agrupaciones locales de la DRV. 

El impacto creciente de esta articulación se produce al mismo tiempo 
que la progresiva deteriorización de la precaria estabilidad política del ré- 
gimen republicano. La polarización de la sociedad española, y de la valen- 
ciana en particular, se pondrá de manifiesto a lo largo de 1933. Cuando 
esto ocurra, el partido de Luis Lucía será el defensor más eficaz de los 
valores del conservadurismo y de los intereses económicos de la burguesía 
agraria, lesionados por el aumento de la conflictividad laboral y el impacto 
de las medidas arancelarias de Ottawa. Sin embargo, la tensión social y 
los desacuerdos políticos harán inviable que las fuerzas políticas valencia- 
nas impulsen un proyecto autonómico conjunto. 

De nuevo, será imposible lograr el respaldo de los ayuntamientos de 
Castellón y de Alicante, a la iniciativa planteada por el de Valencia. 
Y este desacuerdo, frustrará el que el País Valenciano sea reconocido 
como región autónoma. A la rapidez que había acompañado la elabora- 
ción del anteproyecto de Estatuto —apenas un mes después de la procla- 
mación del nuevo régimen— a iniciativa del blasquismo mayoritario en el 
consistorio de Valencia, le seguirá, por tanto, la nada. La paralización de 
las conversaciones para impulsar un estatuto, sin embargo, no puede atri- 
buirse sólo a las reticencias de las dos ciudades mencionadas, aun cuando 
sea un fiel reflejo de la falta de cohesión social existente. La actitud di- 
letante del partido republicano influyó de forma destacada. El abandono 
del PURA repercutió, a su vez, en la posición de DRV, que se negó a 
seguir apoyando la iniciativa sin la presencia del partido mayoritario en 
Valencia. Desde entonces, el tema del estatuto non nato no iba a ser 
retomado. El aumento de la tensión social a partir de 1933, no es, sin 
embargo, la única razón que puede explicar este hecho. Las dificultades 
económicas tampoco. Ambos motivos hay que conjugarlos con la actitud 
de desinterés manifiesto del blasquismo desde principios del siglo xX, con- 
vencido de la escasa rentabilidad electoral de este punto y que en esta 
ocasión —a raíz del éxito que obtuvieron en las elecciones de noviembre 
de 1933— iba a confirmarse una vez más. 

La influencia que pudo desempeñar la amenaza de revolución social 
en la descomposición del blasquismo, que no concurrirá a las elecciones 
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de febrero de 1936, es difícil de precisar. Además de los sucesos de Casas 
Viejas que tuvieron, también en la sociedad valenciana, una indudable 
repercusión, el deterioro de la situación económica y social adquiere ma- 
yor gravedad desde fines de 1932. A principios de enero de 1933, la 
huelga general paraliza gran parte de la actividad. Los acontecimientos 
más graves rebasan el marco de los núcleos urbanos más importantes. Los 
enfrentamientos entre huelguistas y guardias civiles se producen en nu- 
merosas localidades (Bétera, Pedralba, Simat de Valldigna). Ello influirá 
en el giro hacia posiciones conservadoras y antirrepublicanas por parte de 
sectores cada vez más amplios de la sociedad valenciana. 

Un cambio de actitud que no es estrictamente valenciano y cuyo re- 
flejo más evidente es la rápida consolidación de una nueva fuerza política 
prefascista y antidemocrática como lo era la CEDA. Un proceso en el que 
también participa DRV, que se incorpora al nuevo partido claudicando en 
varios de los puntos programáticos fundamentales, esbozados por Luis Lu- 
cía en 1930. Porque parece evidente que la incorporación al partido de 
Gil Robles supuso una cesión importante de la autonomía política, que 
hasta entonces había mantenido DRV. Pero los objetivos prioritarios de 
la derecha valenciana en esos momentos eran defender la propiedad, la 
religión y la familia; los principios cristianos que, la para ellos temida y 
cada vez más próxima, revolución social estaba dispuesta a arrasa (véase 
J. PALAFOX, 1982, pág. 43). 

Los sucesos de octubre de 1934 aumentaron aún más la polarización 
social. La huelga general que se desencadena en toda España, tiene im- 
portantes repercusiones. Fue seguida de forma general en los principales 
núcleos de población como (Valencia, Alcoy, Elda, Elche, Alcira, Gandía, 
Cullera y Alcudia de Carlet). En Alicante, los concejales y el alcalde 
fueron detenidos. Poco después, como consecuencia directa de ésta, se 
producirá la destitución de los ayuntamientos de las ciudades más 
importantes, elegidos en las últimas elecciones. Paralelamente, se incre- 
mentan las detenciones arbitrarias. Los principales dirigentes de la CNT y 
algunos de la UGT serán encarcelados. Si la huelga de octubre había ra- 
dicalizado las posturas de la derecha, la represión que le siguió provocará 
fuertes reacciones en la izquierda obrera y republicana. 

La polarización de la sociedad valenciana en dos grandes bloques cada 
vez más irreconciliables será evidente. De un lado se alineará DRV, del 
otro los anarcosindicalistas y los socialistas de izquierda de Largo Caba- 
llero. En las elecciones de febrero de 1936, la tensión alcanzará su punto 
máximo desde 1931. La victoria del Frente Popular, seguida cinco meses 
después por la sublevación militar que protagonizan Mola y Franco desem- 
bocará en la guerra civil. Durante los tres años que dure el enfrentamiento 
armado, el País Valenciano tendrá un protagonismo social y político no- 
table. Por una parte, por el alcance que tendrá el proceso de colectiviza- 
ciones, y por la otra, por las funciones de capitalidad del régimen 
democrático que asumirá Valencia, en las últimas etapas del conflicto ar- 
mado. 

¿Cuál es la implicación de militares y civiles en los momentos iniciales 
de la sublevación de julio? Valencia, junto con Pamplona y Barcelona, 
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estaba dentro de los planes trazados por los insurrectos. La persona desig- 
nada en la tercera región militar para destituir al general Martínez Monje 
era el también general González Carrasco. El fracaso de sublevación en 
Cataluña tuvo importantes repercusiones en la ciudad valenciana. Gonzá- 
lez Carrasco no se atrevió a llevarla a cabo. Y los coroneles no estuvieron 
dispuestos a sumarse al levantamiento si aquél no tomaba la capitanía. La 
mutua indecisión hizo que a principios de agosto la situación estuviese 
completamente normalizada. El acuartelamiento de las tropas quedará sin 
efecto y Valencia estará en condiciones de enviarlas a Madrid (véase 
E. MAINAaR y J. L. PITARCH, 1986). 

La implicación de DRV en la insurrección está fuera de duda. El sec- 
tor mayoritario del partido constituyó la base de la trama civil de la fallida 
sublevación de Valencia, violando de esta forma la doctrina de la organi- 
zación: la aceptación de la legalidad y del poder constituidos. Sólo su 
fundador, Luis Lucía, y algunos de sus seguidores se marginaron de esta 
tendencia general. El telegrama que mandó desde Benicassim recordando 
los compromisos de lealtad democrática del partido, no sirvió de nada. 
Las dudas que había explicitado acerca de la eficacia de una solución mi- 
litar para hacer frente al deterioro de la convivencia ciudadana y sus te- 
mores de una represión general sobre el partido y su desarticulación si la 
sublevación fracasaba, tampoco. La corriente que representaba estaba en 
franca minoría. A partir de entonces el declive de su influencia en el 
partido será evidente. Así, una vez finalizada la guerra, el fundador de 
DRV será condenado a pena de muerte, conmutada más tarde, por la de 
confinamiento. 

El desarrollo de la guerra confirmaría el certero análisis del fundador 
de DRV en dos puntos: la represión sobre DRV y su desarticulación. 
Cinco de sus veintisiete candidatos a Cortes fueron asesinados en los me- 
ses inmediatos al frustrado levantamiento. Y sus militantes fueron blanco 
de las represalias. El partido como tal quedaría completamente desorga- 
nizado. Pero no sólo debido a la represión que se ejerció sobre sus mili- 
tantes, sino también por el empuje del movimiento revolucionario. 

A pesar de la violencia represiva inicial que se acaba de mencionar, el 
impacto directo del conflicto militar en la actual Comunidad Valenciana 
sería inexistente hasta principios de 1937, cuando la aviación y la marina 
franquistas iniciaron el bombardeo de las poblaciones del litoral. Los bom- 
bardeos de la ciudad de Valencia comenzaron a mediados de enero de 
aquel año y a partir de entonces, además de aumentar en intensidad, se 
generalizaron a toda la provincia. Durante 1938 y los primeros meses del 
año siguiente, fueron especialmente graves. Los puertos de Sagunto, Va- 
lencia y Gandía constituyeron el objetivo prioritario de la aviación fran- 
quista. En no pocas ocasiones, los bombardeos se realizaron sobre núcleos 
urbanos con el fin de debilitar la resistencia de la población civil. Atrás 
quedaron, por tanto, los meses iniciales del conflicto durante los cuales el 
País Valenciano había vivido la guerra como una amenaza lejana, y no 
sólo no había sufrido los estragos del hambre, sino que había podido abas- 
tecer a la capital del Estado con parte de los bienes agrarios producidos 
bajo el nuevo sistema de las colectivizaciones (véase E. MAINAR, 1986). 
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La significación del proceso colectivizador (en la agricultura, en el co- 
mercio y en la industria) difícilmente puede ser exagerado. Fue la plas- 
mación de la revolución obrera y campesina. Y, además, es importante 
tener en cuenta que la agricultura valenciana pasó a ser la espina dorsal de 
la economía republicana: como importante fuente de ingresos para sufragar, 
vía divisas obtenidas con la exportación de la naranja, los gastos del ejér- 
cito republicano; y como suministradora de- alimentos a las zonas leales des- 
de su posición, durante buena parte del conflicto, en la retaguardia. 

La significación del proceso radica en la conjunción de dos factores 
contrapuestos: por un lado, el limitado alcance de las tierras expropiadas 
—el 13,18 por 100 de la superficie útil— y luego colectivizadas —apenas 
un 4 por 100 de ésta— que se debió a la menor concentración de la 
propiedad y, por otro, la elevada rentabilidad de las explotaciones. Dos 
rasgos que no caracterizan a otras zonas de España como Jaén, Ciudad 
Real o Albacete, en donde la relevancia de las colectivizaciones agrícolas 
es, como señala A. BoscH (A. Bosch, 1983, pág. 372), incomparable- 
mente mucho mayor. 

Esta especificidad del campo valenciano fue contemplada en los pro- 
gramas de los partidos republicanos y del PC en claro contraste con los 
proyectos de revolución campesina de las sindicales (CNT y UGT) que 
propugnaban un proceso de una extensión mucho mayor. El resultado fue 
la puesta en marcha de 353 colectividades: 269 pertenecientes a la CNT, 
69 a la UGT y el resto gestionadas conjuntamente. La disparidad de cri- 
terios hizo que el proyecto careciera de homogeneidad en su funciona- 
miento y que las tensiones entre colectivistas e individualistas fueran 
notables. Los ataques a las colectividades cenetistas fueron especialmente 
intensos durante el invierno y la primavera de 1937. A lo largo del año 
siguiente, además, se sumaron las detenciones de los dirigentes más radi- 
cales y las devoluciones de tierras y cosechasa sus antiguos propietarios. 

La aplicación de las directrices del gobierno en esta materia (según 
decreto de octubre de 1936) tuvo otra consecuencia: el respaldo de un 
amplio sector del campesinado que hizo posible que un buen número de 
pequeños propietarios, arrendatarios y aparceros se agruparan en torno al 
tercer sindicato agrario, la Federación Provincial Campesina (FPC). Los 
ataques por parte de los dos sindicatos partidarios de un proceso general 
de colectivaciones, la FETT y la FRCL, fueron continuos. La competencia 
creada por esta nueva organización pasó a convertirse en un elemento más 
de preocupación de los colectivistas. Sobre todo, dado el pésimo funcio- 
namiento de la inmensa mayoría de las colectividades ante la ausencia de 
criterios unificados de funcionamiento y la falta de preparación de los 
dirigentes obreros. La FRCL no elaboró unas normas unificadas hasta 
junio de 1937. Y los esfuerzos para introducir una mínima racionalidad 
contable se vieron dificultados en no pocas ocasiones por la ignorancia de 
los miembros de las colectividades cenetistas. Y hubo, además, otro fallo 
no menos decisivo para explicar los pobres resultados obtenidos: el dese- 
quilibrio no subsanado entre colectividades ricas y pobres. Si a todo ello 
se suma la falta de brazos, abonos y simientes, no puede extrañar el des- 
censo de la producción agraria desde el inicio de la guerra. 
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Una situación recesiva que afectó al trigo, al arroz y también, al prin- 
cipal producto agrario de exportación: los cítricos. La creación del 
CLUEA (Consejo Levantino Unificado de Exportación Agrícola) bajo la 
dirección de la UGT y la CNT no logró subsanar el caos. Su intervención 
durante la campaña naranjera de 1936-37 no consiguió ni mantener los 
niveles de exportación, ni mucho menos subsanar los graves problemas 
estructurales de un sector que era vital para el funcionamiento de la eco- 
nomía de guerra (unificar marcas y calidades y además establecer la ins- 
pección de los envíos). Las causas que impidieron conseguir una mayor 
racionalidad en la exportación agraria, fueron, sin duda, muchas. Pero la 
que parece haber desempeñado un papel más relevante fue el enfrenta- 
miento ya mencionado entre colectivistas y partidarios de la libre expor- 
tación bajo control gubernamental. La formación del gabinete Negrín 
zanjó el enfrentamiento entre ambos grupos. Y la creación de la Central 
de Exportación de Agrios (CEA) supuso el fin del protagonismo del 
CLUEA en la esfera clave de la exportación de la naranja y una pérdida 
sustancial de protagonismo de las tesis colectivistas (véase A. BOSCH, 
1983, págs. 374 y sigs.). 

Al mismo tiempo se desarrollaron las colectivizaciones de las princi- 
pales empresas de la economía valenciana. No es posible todavía evaluar 
la relevancia de esta revolución obrera. Con todo, parece que el factor 
determinante de su puesta en práctica fue la propia evolución de la guerra 
y las necesidades militares del ejército republicano. Porque ni la UGT ni 
la CNT tenían previsto realizarlas. Por otro lado, el proceso no estuvo 
presidido por el clima de tensión social y de enfrentamiento político que 
acompañó a las colectivizaciones agrícolas. La arbitrariedad y la desorga- 
nización, también presentes en este caso, pueden ayudar a explicar el pé- 
simo balance que arroja el proceso colectivizador. El funcionamiento 
interno de los comités careció de criterios definidos; las directrices las 
marcaron desde arriba las fracciones sindicales y primó el autoritarismo 
(véase A. GIRONA, 1987, págs. 363 y sigs.). En suma, la improvisación y 
la falta de convicción se habían impuesto sobre la planificación y la bús- 
queda de la eficacia. 


5. EL FRANQUISMO: LA SUPRESIÓN DEL ESTADO DEMOCRÁTICO 


La victoria de las tropas franquistas supuso la instauración de un marco 
dictatorial con repercusiones destacadas sobre la trayectoria anterior de la 
sociedad valenciana. La desaparición de los partidos políticos, la represión 
generalizada de los primeros años sobre los sectores que habían perma- 
necido fieles a la República o habían apostado claramente por la revolu- 
ción, la supresión de las libertades democráticas y las formas de gobierno 
del nuevo régimen, discreccional y autoritaria, anularon en gran medida 
la movilización social que había caracterizado a los decenios anteriores. El 
proceso de modernización sufrió una brusca detención y nuevas formas de 
actuación política se instauraron en la sociedad española y, por ende, tam- 
bién, en la valenciana. 
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Sería inexacto, además de absurdo teniendo en cuenta la duración que 
tuvo la etapa dictatorial, suponer que el nuevo régimen no contó con 
importantes apoyos dentro de la sociedad. Caracterizar a la Dictadura del 
general Franco de forma exclusiva como un régimen represivo apoyado 
por sectores económicos oligárquicos, impide explicar rasgos definitorios 
tanto de su evolución a lo largo del tiempo, como de la forma en que se 
produce desde finales de los años setenta la transición a un sistema de- 
mocrático. La ausencia casi total de investigaciones sobre el período, prác- 
ticamente absoluta en el caso del País Valenciano, no impide, en nuestra 
opinión, que pueda afirmarse que el apoyo decidido prestado desde un 
comienzo por la Iglesia católica y por los grupos con mayor poder eco- 
nómico se superpuso sobre una adhesión evidente, por más que pasiva, 
de sectores de las clases medias que habían vivido aterrados los intentos 
revolucionarios de la etapa anterior. 

En la actual Comunidad Valenciana, parece claro, aun con el grado de 
provisionalidad motivado por la mencionada ausencia de investigaciones, 
que el progresivo avance de las tropas rebeldes a la República supuso una 
represión y depuración sistemática, tanto de los republicanos como de los 
sindicalistas y una sustitución de la elite política. El ascenso de los falan- 
gistas a los lugares claves de decisión fue acompañado, sin embargo, por 
la incorporación de dirigentes destacados de la derecha agraria y de los 
sectores más tradicionales de la vida política anterior. 

La «construcción del Nuevo Estado» tuvo que enfrentarse en su pri- 
mera etapa a dos problemas principales. El caos económico agravado por 
el intervencionismo autárquico y el hostigamiento de las partidas de gue- 
rrilleros. Aun cuando el hambre y la miseria debieron de constituir la 
norma de vida para una parte reseñable de los valencianos, la estructura 
de la propiedad de la tierra en algunas zonas y la buena marcha de las 
exportaciones agrarias contribuyeron a que probablemente aquéllas no tu- 
vieran el carácter generalizado que alcanzaron en otras zonas de España. 
La importancia de las partidas de la guerrilla, por otro lado, encuadradas 
en la Agrupación Guerrilera de Levante, en las zonas del Norte e interior 
hasta finales de los cuarenta fue significativa. La consolidación del régi- 
men, y el establecimiento de acuerdos con Estados Unidos y el Vaticano 
acabaron con su actividad. 

La necesidad de divisas por parte del régimen y la trayectoria expan- 
siva de la demanda exterior de los productos más destacados de la agri- 
cultura dieron como resultado, en estos años, la aparición de un sistema, 
«las cuentas de compensación», sobre el que se basó el origen o la am- 
pliación de una parte significativa de las grandes fortunas propiciadas por 
el franquismo. Como apuntó PICÓ, (J. PICÓ, 1982). el sistema consistía en 
que a los grandes exportadores se les permitía, con las divisas obtenidas 
con su actividad, la importación de los artículos básicos para el funciona- 
miento de la economía, y la venta libre de una parte de la cantidad im- 
portada. Acero, cemento, productos químicos, etc... fueron los principales 
bienes relacionados con esta actividad. Y como es fácil deducir, en unos 
años en que la escasez de este tipo de bienes era espectacular, las ganan- 
cias obtenidas por estas Operaciones no quedaban a la zaga. Los beneficios 
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de este sistema, sin embargo, no se limitaron a los exportadores con re- 
cursos e influencia suficientes para realizar estas Operaciones. Dado que 
la exportación agraria era el requisito para realizar, después, la importa- 
ción, los precios agrarios pagados a los productores mantuvieron unos ni- 
veles suficientes para mantener la rentabilidad y el nivel de vida de éstos, 
ampliando, al mismo tiempo, el empleo. 

Unos resultados que no se obtuvieron con otro de los negocios más 
característicos del franquismo, que se inicia ya en estos primeros años: la 
especulación inmobiliaria. La aprobación, ya en 1946, del Plan de Orde- 
nación Urbana de Valencia y su comarca da una idea de la celeridad con 
que se puso en marcha el proceso, proseguido en los decenios siguientes, 
de privatización y especulación del suelo. Un proceso que hipotecará de 
forma casi irreversible las posibilidades de plantear, en Valencia y otros 
núcleos relevantes, una ciudad al servicio de sus ciudadanos. 

Al lado de estos hechos, el soporte ideológico de la Iglesia católica 
será, en estos años de miedo y de miseria para importantes sectores de la 
sociedad, decisivo. El retorno a los valores morales de la tradición y su 
labor de garante de los mismos fue compensada ampliamente a través de 
las ventajas económicas obtenidas como la exención de la contribución y 
la retribución de sus miembros con cargo al presupuesto del Estado. 

Las durísimas condiciones de vida impuestas por el franquismo a los 
trabajadores, y en general al conjunto de los ciudadanos, harán, sin em- 
bargo, que la oposición, sindical fundamentalmente, no llegue a desapa- 
recer en ningún momento. Las detenciones periódicas, mal conocidas, son 
la mejor prueba de ello. Caben pocas dudas, sin embargo, de que la des- 
movilización y el miedo constituyen las características más destacadas de 
los años cuarenta y cincuenta. El papel subalterno otorgado a la burguesía 
valenciana por el régimen autoritario dará lugar, también, a incidentes 
diversos todavía poco conocidos. La destitución del alcalde de Valencia y 
del director de uno de los periódicos diarios, a consecuencia de la protesta 
pública del primero por la ausencia de ayuda estatal ante los problemas 
provocados por la riada del Turia de 1957 es, probablemente, sólo el ex- 
ponente mejor conocido. La labor social del arzobispo Olaechea, en la 
línea del catolicismo social de las décadas anteriores a la guerra civil, y la 
actividad, limitada pero evidente, de los valencianistas en Lo Rat Penat, 
muestran, por otro lado, unas diferencias apreciables con lo ocurrido en 
otras regiones de España. 

Unas diferencias que se constatan igualmente en el terreno económico 
durante los decenios posteriores. Al igual que en el resto de España, los 
años sesenta constituyen una década de cambio y transformación. La eco- 
nomía alterará de forma profunda su estructura con un crecimiento del 
sector secundario muy superior al de otras regiones del país. Porque se 
suele olvidar al referirse a la industrialización española que el proceso 
estuvo basado en las zonas industriales preexistentes, a las que se sumaron 
el cinturón de Madrid, Navarra y el País Valenciano. Los sectores de 
industria ligera surgidos a fines del xIx (cuero y calzado, alimentación, 
cerámica y mueble) serán la base del cambio de fisonomía económica con 
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importantes repercusiones sobre la estructura social (E. LLucH, 1976). Sin 
embargo, nuevas actividades, en especial las industrias químicas y los 
transformados metálicos, vendrán a sumarse al tejido industrial tradicional 
en fase de expansión (M. A. DOMINGO, L. GARCÍA y C. SUÁREZ, 1982). 

Los bajos costes salariales, posibles por el marco político autoritario 
pero también por la situación del mercado de trabajo, y el minifundismo 
empresarial serán dos rasgos destacados de este proceso de transformación 
profunda de la base económica de la región. El auge del sector secundario 
impulsará de forma decidida la construcción. En 1970, más de la mitad de 
la población vivía en núcleos urbanos de más de 20.000 habitantes, y casi 
un tercio del total en ciudades de más de 100.000. La demanda de vivien- 
das asociadas a la industrialización junto al aumento espectacular del tu- 
rismo, potenciará operaciones especulativas de gran envergadura, en los 
principales núcleos urbanos y en el litoral, y un deterioro significativo del 
hábitat. La ausencia prácticamente absoluta de previsión provocará graves 
deficiencias en la dotación de infraestructuras y en la administración de 
recursos escasos como el agua. 

La transformación de la sociedad valenciana en una sociedad industria- 
lizada tendrá como correlato un sensible aumento de la organización de 
los sindicatos de clase y de los movimientos cívicos y ciudadanos. La mo- 
vilización social experimenta una sensible aceleración aun cuando, hasta 
principios de los años setenta, no pueda afirmarse que se altera la carac- 
terística social básica del régimen que es la desmovilización ciudadana. El 
éxito de Comisiones Obreras en las elecciones sindicales de 1966 es, sin 
lugar a dudas, el mejor ejemplo de los cambios que estaban teniendo 
lugar (P. BENEYTO y J. Picó, 1982). 

La publicación del libro de JOAN FUSTER, Nosaltres els valencians (J. 
FUusTER, 1962) es otro hito en la recuperación de la movilización social. 
Aun cuando su influencia se circunscribió a círculos culturales minorita- 
rios, la capacidad de crear Opinión por parte de éstos potenciará nume- 
rosas iniciativas político-culturales en los años siguientes, de relevancia 
mencionable (la Fundación Gaetá Huguet, la editorial "Estel, els Premis 
Octubre, desde 1971 y sobre todo el Partit Socialista Valencia en 1964). 
Desde el principio, sin embargo, el valencianismo se centrará casi mayo- 
ritariamente en cuestiones culturales y lingúísticas. Y este hecho, dada la 
falta de articulación de la sociedad valenciana, provocará tan numerosas 
como estériles polémicas, limitando la atención a los problemas reales de 
una sociedad que desde 1975 sufre las consecuencias de la crisis. Su capaci- 
dad de influencia, sin embargo, hará que desde mediados de los años setenta 
la totalidad de los embrionarios grupos de la oposición democrática acepten 
la reivindicación de un Estatuto de Autonomía para. el País Valenciano. 

La influencia de estos grupos, que en los logros efectivos obtenidos es 
inseparable de la reivindicación descentralizadora e igualitaria surgida en 
la transición democrática en toda España, no tendrá reflejo electoral. En 
las sucesivas elecciones celebradas a partir de 1977, los partidos de ámbito 
estatal, UCD primero y el PSPV-PSOE después, obtendrán la mayoría de 
los sufragios. Caben pocas dudas, sin embargo, que en la creación del 
Consell del País Valencia, en 1978, y en el nivel de competencias trans- 
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feridas a partir de la aprobación del Estatuto de Autonomía, en 1982, el 
estado de opinión que crearon, con todas sus lagunas e insuficiencias que 
fueron cubiertas por otras fuerzas y en especial por el socialismo contri- 
buyó de manera decisiva al nivel de autogobierno alcanzado por los valen- 
cianos. 
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Provincias: Álava, Guipúzcoa y Vizcaya. 
Superficie: 7.261 km.? 
Población: 2,14 millones de habitantes. 


PAÍS VASCO 


INTRODUCCIÓN 


No es tarea fácil para un historiador actual elaborar una síntesis de la 
historia del País Vasco. Al margen de las lagunas historiográficas sobre 
ciertas épocas, así como la propia complejidad que supone abordar perío- 
dos y temas tan variados, la activa función que en la sociedad vasca se le 
ha otorgado a la historia, motiva que la reconstrucción de nuestro pasado 
resulte espinosa. Las peculiares condiciones que a lo largo de la historia 
ha disfrutado el País Vasco en sus relaciones con el poder central, han 
supuesto que desde estas provincias se elaborase una argumentación que 
basándose en lo que se entendía que era la tradición y la costumbre, 
buscaba justificar y defender el status que aquí se disfrutaba. Se va a 
producir así una utilización de la historia, un apoyo en ésta para defender 
lo que desde las provincias vascas se consideraban que eran prácticas ya 
establecidas, y que debían ser como tales, respetadas. Por su parte, el 
poder central responderá a estas valoraciones recurriendo asimismo a la 
historia con el objeto de demostrar la falsedad de las explicaciones que 
desde el ámbito vasco se realizaban. De esta forma, los análisis históricos 
se presentaban dentro de unos tintes polémicos, sacando a la historia de 
lo que debe ser su marco, y sirviéndose de los hechos históricos, ficticios 
O no, para afirmar o negar reclamaciones políticas O administrativas. 

Este modo de concebir la historia va a verse reforzado con la apari- 
ción, a fines del xIX, del nacionalismo, ideología que buscará en el pasado 
el soporte para sus reivindicaciones. Se acentúa así la tendencia a las ver- 
siones históricas interesadas, que pretenden legitimar determinadas reivin- 
dicaciones políticas. Este legado continúa proyectándose en la actualidad, 
si bien con otras variantes y desde unos criterios más rigurosos. Pero con 
todo, sigue instalada en nuestra sociedad una inclinación a elaborar una 
historia ideologizada que sirva a unos intereses concretos y a examinar el 
pasado desde las preocupaciones del presente. 
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Por otro lado, la ausencia de consenso sobre cuestiones que afectan a 
la propia construcción del País Vasco, añaden nuevas dificultades a la 
tarea del historiador. Así, por ejemplo, las discrepancias sobre el ámbito 
que abarca el territorio vasco, o las mismas divergencias sobre los supues- 
tos sobre los que se debe articular este país, son aspectos que dificultan 
la tarea del historiador, motivando en ocasiones que su labor sea juzgada 
de modo apriorístico y excluyente. 

Ante esta serie de problemas, no le queda más salida al estudioso de 
la historia, a la hora de encarar la historia del País Vasco, que buscar un 
distanciamiento respecto a los hechos y tratar de valorarlos en su propio 
contexto, sin proyectar sobre ellos nociones actuales. Aunque el historia- 
dor es un producto de su tiempo y de su sociedad y no puede sustraerse 
a esta influencia, debe, en cualquier caso, evitar otorgar a la historia una 
función ajena a la simple y a la vez compleja de proporcionar conoci- 
mientos de nuestro pasado, y debe huir de extrapolaciones en las que se 
tienda a interpretar los acontecimientos históricos desde las anteojeras del 
presente. 


1. EL MARCO GEOGRÁFICO 


Las tres provincias que engloban el País Vasco —Álava, Vizcaya y 
Guipúzcoa— son las de menor extensión territorial de España, abarcando 
el conjunto de ellas un total de 7.261 kilómetros cuadrados. A pesar de 
su reducida extensión, uno de los rasgos que más llaman la atención del 
País Vasco es su diversidad, con una orografía y unos paisajes cambiantes. 
Esta versatilidad geográfica tendrá importantes. consecuencias puesto que 
va a favorecer la emergencia de dedicaciones económicas variadas, así 
como el desarrollo de tipos de vida y costumbres diferentes. De ello se 
derivará el vigor y fuerza que van a adquirir subculturas distintas dentro 
del ámbito vasco, subculturas que en la vertiente Norte se verán, además, 
auspiciadas por lo intrincado del terreno y el aislamiento que como su 
consecuencia se producía. 

Por otro lado, el País Vasco va a tener desde el punto de vista geo- 
gráfico unas conexiones naturales distintas según el ámbito de que se 
trate. El relieve del país propicia que por el Oeste se produzca una con- 
tinuidad entre la zona oriental de Cantabria y el área vizcaína de las En- 
cartaciones, mientras que por el Este hay una clara vinculación con la 
parte septentrional de Navarra. Por su parte, el sur de Álava tiene una 
estrecha relación con la meseta castellana y con las riberas del valle del 
Ebro. Es, pues, un territorio con proyecciones diversas, lo que contribuirá 
a la heterogeneidad del país y, en definitiva, a su enriquecimiento cultural. 
Asimismo esa diversidad a la que estamos haciendo referencia, también 
se manifiesta en las distintas características que adopta el hábitat. Así, en 
Vizcaya y Guipúzcoa la población está dispersa en núcleos urbanos y ru- 
rales, mientras que en Álava lo predominante es la concentración en al- 
deas y pueblos, con un polo de atracción en su capital, Vitoria. 

En lo que se refiere al relieve del País Vasco, puede distinguirse, en 
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la línea de lo que estamos exponiendo, una vertiente cantábrica o septen- 
trional de un área meridional que se corresponde con la provincia de 
Álava. La vertiente septentrional está surcada por innumerables monta- 
ñas, entre las que se encajonan estrechos valles, adquiriendo el paisaje un 
aire laberíntico. El relieve va elevándose a medida que nos alejamos de 
la costa, ascendiéndose desde las colinas litorales de 300 y 600 metros, a 
una zona media de montañas de altitud moderada, para alcanzar ya más 
al Sur una línea de cumbres que alcanzan los 1.475 metros en el Gorbea, 
los 1.544 en el Aitzgorri y los 1.427 metros en el Aralar. La brusca mor- 
fología que caracteriza a esta zona viene condicionada por la orogenia que 
afectó al país, así como por la acción erosiva de los ríos, con abundante 
caudal y fuertes pendientes, además de por la fuerte pluviosidad, que po- 
sibilita la actividad erosiva de los ríos. 

En cuanto al área meridional, destacan dos grandes escalones, la lla- 
nada alavesa y el valle del Ebro, separados por un conjunto montañoso 
en el que sobresalen las sierras de Toloño con 1.263 metros y Cantabria 
con 1.436 metros. La llanada se caracteriza por constituir un espacio 
abierto y de fácil comunicación, localizándose en ella la mayor actividad 
de este área. 

Estas características del paisaje van a motivar que durante los primeros 
períodos de nuestra historia, el País Vasco meridional fuera lugar de paso 
de las corrientes culturales europeas, en tanto que la vertiente septentrio- 
nal, con su relieve abrupto, se mantiene mucho más aislada. Así, la lla- 
nada alavesa es escenario de las nuevas técnicas metalúrgicas de la Edad 
del Bronce, de las rutas dolménicas, del proceso de romanización, y es 
transitada por el Camino de Santiago ya en la Edad Media. 

En lo que respecta al clima, la vertiente cantábrica destaca por regis- 
trar pequeñas variaciones térmicas, con escasas oscilaciones mensuales. Es 
un clima templado marítimo de tipo oceánico, con temperaturas modera- 
das y precipitaciones frecuentes. Así, Bilbao y San Sebastián registran en 
el mes más cálido un temperatura media de 20”, y en el mes más frío 
tienen medias de 8,3 y 7,7” respectivamente, en tanto que las variaciones 
térmicas oscilan en ambos casos en torno a los 12”. La pluviosidad alcanza 
en Bilbao los 1.200-1.400 milímetros, mientras que la de San Sebastián es 
algo superior, llegando a los 1.600-1.700 milímetros. En la zona del inte- 
rior las precipitaciones son más abundantes debido a que las montañas 
actúan como pantallas de los frentes nubosos. 

En la llanada alavesa se asiste ya a un proceso de continentalización 
como consecuencia de su situación interior y de su altitud media por en- 
cima de los 500 metros. De esta forma, las temperaturas son frías durante 
el invierno y moderadas en el verano, no superando los 19” de media en 
esta última estación, y estando por debajo de 5” en los meses invernales. 
Es de todas formas perceptible la persistencia de la influencia climática 
cantábrica, y fruto de ello son las relativamente importantes precipitacio- 
nes que recibe Vitoria: 844 milímetros de media. Por su parte, las sierras 
meridionales tienen un clima mediterráneo continentalizado, con menores 
precipitaciones y contrastes térmicos más acusados. 

En la vegetación es también perceptible la disimetría entre la vertiente 
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cantábrica y la cuenca meridional. En la primera de las áreas, el bosque 
originario de robles y hayas ha disminuido considerablemente como con- 
secuencia de la acción humana, que deforestó los bosques con fines ma- 
dereros y para extender los cultivos. Frente al retroceso de estas especies, 
se ha producido un incremento notable del pino insigne como consecuen- 
cia del uso que se hace de él tanto en la industria papelera como en la 
construcción. Se ha producido así una repoblación forestal basada en el 
pino insigne, introduciéndose, asimismo, aunque en menor grado, el euca- 
lipto. En la vertiente meridional es todavía más visible la degradación de 
las especies originarias a causa de que la topografía facilita la extensión 
del terreno cultivado. Los bosques se encuentran únicamente en las mon- 
tañas, ocupando el matorral de tipo garriga extensas Zonas. 

La evolución que ha tenido la población en la reciente historia del País 
Vasco es un fiel indicador de los avatares económicos que las distintas 
provincias han atravesado. Situándonos en 1857, que es cuando se realiza 
el primer censo moderno, comprobamos cómo las provincias vascas reu- 
nían un reducido contingente de población, situándose entre las provincias 
españolas que menor número de habitantes contaban. En concreto, Álava 
es la última provincia por número de habitantes (96.398), mientras que 
Vizcaya (160.579) y Guipúzcoa (156.493) sólo superan a Soria, Segovia, 
además de a la otra provincia vasca. El desarrollo económico que se pro- 
duce en el último tercio del xIx en Vizcaya y Guipúzcoa va a tener un 
inmediato reflejo en la población, registrándose notables aumentos, en 
tanto que el estancamiento económico de Álava se traduce en su nulo 
crecimiento demográfico. El incremento poblacional entre 1857 y 1900 es 
espectacular en Vizcaya, aumentando sus efectivos en un 93,9 por 100, 
más modesto en Guipúzcoa (25,1 por 100), aungue por encima de la me- 
dia española (20,4 por 100), mientras que Álava mantiene pareja su po- 
blación. Esta tendencia se mantiene en las décadas siguientes, con un 
crecimiento sostenido de Vizcaya y Guipúzcoa, en tanto que Álava sigue 
estancada. De este modo, en 1950, Vizcaya cuenta con 569.188 habitantes, 
Guipúzcoa con 374.040 habitantes, y Álava ha engrosado su población 
sólo en 21.614 personas desde 1857. 

En la década de 1960-1970, el auge industrial propicia una nueva ace- 
leración demográfica, que en este caso afecta a todas las provincias vascas, 
Alava incluida. El País Vasco recibe importantes flujos migratorios de 
otras regiones españolas, pasando su población durante estos diez años de 
1.371.654 habitantes a 1.878.635. El fuerte ritmo de crecimiento dismi- 
nuye, sin embargo, en los años setenta-ochenta, coincidiendo con la crisis 
económica, y de este modo en el quinquenio 1975-1980 se registra un 
saldo migratorio regional negativo, al tiempo que las tasas de natalidad 
descienden notablemente para situarse por debajo de la media nacional. 
En concreto, entre 1970 y 1983 la tasa de natalidad del País Vasco baja 
del 20,9 al 10,8 por 1.000, en tanto que la media española se sitúa en el 
último de los años indicados en 12,5 por 1.000. Hay una creciente preo- 
cupación por el envejecimiento de la población en la Comunidad Autó- 
noma Vasca, con una tasa de natalidad que, en 1987, ha sido la más baja 
de Europa, sin que se atisbe una inflexión en esta tendencia. Los datos 
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de 1986 señalan que el problema afecta a las tres provincias en su con- 
junto, si bien tiene una especial repercusión en las dos costeras, pues 
Guipúzcoa registra una tasa de 8,94 por 1.000, Vizcaya de 9,26 por 1.000, 
mientras que la tasa de Álava es de 10,01 por 1.000 !. 


2. LA EVOLUCIÓN HISTÓRICA. DE LA PREHISTORIA 
A LA EDAD MEDIA 


2.1. La Prehistoria 


No es hasta los: siglos VIH-XI que las provincias vascas emergen a la 
historia, figurando, además, hasta el año 1200 englobadas dentro de dis- 
tintos reinos y con pueblos con características diferentes. No obstante, el 
territorio que actualmente conforma el País Vasco había sido ya poblado 
con mucha anterioridad. Las primeras muestras de actividad humana apa- 
recen en el Paleolítico, hace posiblemente 150.000 años, en un período 
interglaciar en el que el clima debió ser templado y húmedo. La vida que 
se desarrollará durante la Prehistoria en el territorio vasco es similar a la 
de otras áreas europeas, reproduciéndose en este ámbito los períodos que 
tienen lugar en otras partes de Europa. 

El País Vasco reunía los factores que, al parecer, propiciaban el po- 
blamiento en la Prehistoria, esto es, disponía de unas materias primas 
adecuadas para el nivel de recursos tecnológicos poseídos; contaba con 
especies animales y vegetales que permitían a los humanos su subsistencia; 
y, por último, el lugar tenía unas condiciones que favorecían su habitabilidad. 
En este sentido, tanto la variedad topográfica como climática del País Vasco 
constituirán importantes elementos cara al permanente poblamiento de esta 
zona. Así, por ejemplo, el buen clima bajo el que discurre el Paleolítico 
inferior permite que las terrazas fluviales de los afluentes del Ebro vasco 
sean escenario de la presencia de cazadores. Cuando en las otras fases del 
Paleolítico el clima cambie y se registre la glaciación, los grupos humanos 
buscarán las cuevas y abrigos de los montes vascos para protegerse. 

Es durante este primer período de la Prehistoria, durante el Paleolí- 
tico, cuando se hallan las primeras muestras de actividad humana en el 
País Vasco. Como hemos apuntado, tales muestras suelen datarse a partir 
de los 150.000 años, y se localizan en la parte sur del país, en las terrazas 
fluviales del Ebro. Los cambios climáticos que tienen lugar durante el 
Paleolítico originarán desplazamientos de la población, trasladándose 
desde el interior hacia las zonas costeras, donde habitan en cuevas de 


1. Datos extraídos de Jesús Altuna, «Prehistoria del País Vasco», en Cultura Vasca lI, 
San Sebastián, 1977. Manuel Ferrer, «Introducción Geográfica», en la obra País Vasco, Ma- 
drid, 1987. Rosario Galdós y Eugenio Ruiz Urrestarazu, «Transformaciones en la dinámica 
natural de la población en el País Vasco (1970-86). De una alta natalidad a valores infraeu- 
ropeos», en 1 Jornadas sobre Geografía de la Población Española (1970-1986), Salamanca, 
1987 (copia ciclostilada). Joseba Juaristi, «Introducción Geográfica», en la obra Historia de 
Euskal Erria, Bilbao, 1980. Del mismo autor Memoria(s) del conjunto provincial de Álava, 
Vizcaya y Guipúzcoa, Madrid, 1978. 
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escasa altitud. En este período se encuentran. ya abundantes testimonios 
de la presencia humana, y así en el Palelolítico superior se han localizado 
21 yacimientos en Vizcaya y 11 en Guipúzcoa. Estos grupos humanos te- 
nían una economía depredadora, alimentándose de la caza, recolección de 
vegetales silvestres, así como dela pesca y el marisqueo en la última fase 
de este período. La caza se hacía en grupo, produciéndose una creciente 
especialización y selección, de forma que se tiende a elegir a determinadas 
especies y a utilizar partes concretas del cuerpo de la pieza. 

Al Paleolítico le sigue un período de transición, el Mesolítico (10000- 
3500 a. de C.), en cuya fase se produce una paulatina transformación del 
paisaje. Se retiran las nieves y surgen los bosques, primero de abedules y 
de pinos, y después de hayas, robles y castaños. A su vez, desaparecen 
especies animales propias de climas fríos como el mamut y el rinoceronte 
lanudo, mientras que otras huyen hacia el Norte. La economía continúa 
siendo depredadora y consumidora, si bien se aprecia una mayor diversi- 
dad en las especies cazadas. La mayor benignidad del clima permite que 
se produzcan cambios en los hábitos de la población y que ésta vuelva a 
extenderse por otros ámbitos geográficos. De este modo, vuelve a regis- 
trarse la presencia de población en la zona meridional del país, al tiempo 
que, como ya ocurriera en etapas anteriores, de nuevo se localiza a grupos 
humanos residiendo al aire libre. 

El período que le sigue, el Neolítico (3800-2000 a. de C.), es poco 
conocido. La importancia y riqueza del Paleolítico ha centrado la atención 
de los investigadores en este período, en tanto que el Neolítico permanece 
lleno de sombras. Es, en cualquier caso, durante su transcurso cuando se 
registra un cambio importante como es que el hombre tiende a abandonar 
la economía depredadora y empieza a producir. Durante esta etapa se da 
la domesticación de los animales, y no hay seguridad de que existiera una 
actividad agrícola, entendida ésta en el sentido de un cultivo sistemático 
y no como mera recolección. La sociedad durante el Neolítico se va ha- 
ciendo más compleja, apreciándose una mayor organización a la par que 
hay una creciente especialización de los individuos. En el ámbito cultural 
también se manifiestan sensibles cambios, surgiendo la piedra pulimentada 
y la cerámica, e introduciéndose el ritual funerario megalítico. 

La domesticación de animales va a significar ya durante el Eneolítico 
y Edad de Bronce (2000-600 a. de C.) el desarrollo del pastoreo, que 
adquiere una importancia decisiva en la vida de las gentes, sobre todo en 
la zona montañosa. La dedicación a las labores pastoriles va a ocasionar 
la trashumancia de los pastores, que se desplazarán con sus rebaños a 
lugares muy distantes. Asimismo es llamativo la extensión que adquieren 
los enterramientos colectivos en dólmenes, cuya estructura consistía en 
una cámara cerrada por varias piedras verticales, sobre las que se colocaba 
otra u otras a modo de techo ?. 


S ; , : o , 
Jesús Altuna, ob. cit. Ignacio Barandiarán, «Las primeras formas de organización del 


hábitat y del territorio en el País Vasco», en El hábitat en la historia de Euskadi, Bilbao, 
1981. Ana Cava, «Estado actual del conocimiento del Neolítico en el País Vasco Peninsular», 
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Estos fenómenos se registran ya dentro de una época que se caracte- 
riza por las lagunas y carencias sobre los que elaborar la historia. Si esta 
ausencia era ya apreciable para el Neolítico, los siglos siguientes continúan 
bajo esa misma tónica, y la documentación existente sobre lo que acontece 
en el País Vasco es para ciertos momentos nula y para otros descompen- 
sada. Esto supone que hasta la alta Edad Media o después (siglos X-XI), 
hay ciertos períodos de la historia del país que permanecen en la oscuri- 
dad, mientras que en otros disponemos de fuentes para Álava, en tanto 
que los datos para la zona cantábrica son escasísimos. 


2.2. La antigúiedad 


Cuando Roma, en el siglo 1 a. de C., completa el dominio de Hispania, 
el territorio vasco se hallaba ocupado por cuatro tribus: los autrigones, 
caristios, várdulos y vascones, habiéndose apuntado la posibilidad de que 
estuvieran emparentados étnicamente entre ellos. Estos grupos estarían 
esparcidos de Norte a Sur, de forma longitudinal, estableciéndose en un 
espacio que comprendería desde el Cantábrico hasta el Ebro, extendién- 
dose por el Este hasta la actual Navarra y una parte de Aragón, territorio 
que era ocupado por los vascones. Roma controlará a estas cuatro tribus, 
y parece que mantiene una buena relación con los vascones, los cuales 
engrosarán su ejército. No obstante, algún autor (J. C. ELORZA) ha se- 
ñalado que esta actitud no fue homogénea entre las distintas tribus, pues 
si los vascones colaboraron con los romanos, los autrigones, en cambio, 
los combatieron. 

La romanización de este territorio va a ser incompleta, haciéndose pal- 
pable en la parte sur del país, en la llanada alavesa, así como en ciertas 
áreas de la costa. Los restos romanos son así abundantes en Álava, en 
tanto que en Vizcaya y Guipúzcoa son muy escasos, estando localizados 
por lo general en la costa o sus proximidades. El motivo de esta desigual 
presencia debe achacarse a la finalidad económica que para los romanos 
tenía su dominación, y las distintas expectativas que en este aspecto poseía 
cada zona. El área meridional resultaba atractiva para Roma, debido a la 
riqueza agrícola que contenía, y las posibilidades de aprovisionamiento 
que tanto en cereal como en vino ofrecía. Como contraste, los recursos 
agrícolas de la vertiente septentrional eran pobres, por lo que la zona no 
suscitaba el interés de Roma. En este área, los asentamientos suelen lo- 
calizarse en puntos de marcado interés económico. Así, por ejemplo, hay 
establecimientos romanos en Irún (Guipúzcoa) y Somorrostro (Vizcaya) 
para explotar las minas que existían, o en Forua (Vizcaya) para aprove- 
char sus condiciones de refugio marítimo. 

Ese proceso de aculturización romana que tiene lugar en el sur del 
país va a suponer la aparición en este territorio de un sistema de explo- 
taciones agrícolas similares a los de otros lugares del Imperio. Surgen de 
este modo los «fundos» y «villas», explotaciones agrícolas otorgadas a tí- 


en Veleia, núm. 5, 1988. Javier Fernández Eraso, Historia de Vizcaya. Prehistoria, San Se- 
bastián, s. a. 
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tulo personal e indivisibles, y que se cree tenían un tamaño medio. Esta 
zona, que en la actualidad se correspondería con Alava, va a ser también 
escenario de un proceso de urbanización merced a que es recorrida por 
calzadas romanas, surgiendo a su paso centros de población de cierta en- 
vergadura. Entre esas vías, la que mayor importancia tenía era la de Bur- 
deos a Astorga, que atravesando los Pirineos llegaba a Pamplona, para 
luego torcer hacia occidente, hasta el río Zadorra, ya en la actual Alava, 
para desviarse aquí hacia el Suroeste. Otra vía importante era la que iba 
desde Tarragona al Cantábrico, finalizando en la desembocadura del Bi- 
dasoa (Guipúzcoa). 

Una de las cuestiones que más discusión ha suscitado y suscita cuando 
se aborda esta época es la de la cristianización de estos territorios, for- 
mulándose dos opiniones encontradas: una que propone la rápida penetra- 
ción del cristianismo, en tanto que la otra considera que este fenómeno 
se produce tardíamente. Ambas han sido objeto de lecturas interesadas y 
muy sesgadas, que curiosamente perseguían un fin último similar. En con- 
creto, la primera de las teorías (rápida cristianización) ha sido utilizada 
para pretender demostrar las virtudes del pueblo vasco, mientras que la 
segunda ha sido manejada para afirmar que las singularidades del País 
Vasco —en este caso, su no cristianización frente a los otros pueblos— se 
remontaban a la historia más remota. La dificultad de dirimir la cuestión 
en un sentido u otro deriva de la escasez de fuentes escritas y arqueoló- 
gicas, que puedan proporcionar pistas seguras tanto sobre la presencia del 
cristianismo como sobre la persistencia del paganismo. 

Lo cierto es que la teoría que originariamente se postula y que sigue 
teniendo sus adeptos en la actualidad, es la de la rápida cristianización del 
país. Frente a ella, distintos historiadores de nuestro tiempo (JOsÉ MARÍA 
LACARRA, BARBERO y VIGIL, CARO BAROJA) retrasan la introducción 
del cristianismo a los siglos VI-IX, considerando .CARO BAROJA que posi- 
blemente hasta el siglo x no comenzara una cristianización sistemática. 
Esta tesis ha sido rechazada por ANDRÉS MAÑARICUA, para el cual la 
evangelización de los vascos comienza en el Bajo imperio, en los primeros 
años del siglo Iv, coincidiendo cronológicamente con otros países euro- 
peos. En cualquier caso, a la hora de debatir esta cuestión conviene no 
olvidar que el proceso de cristianización de la población debió realizarse 
sobre la base de amalgamar distintas culturas y creencias, con lo que los 
contenidos doctrinales de la nueva religión debieron ser bastante confusos; 
además, tal como nos recuerdan LARRAÑAGA y AZKÁRATE, una cosa son 
los orígenes y aparición del cristianismo y otra muy distinta su implanta- 
ción o consolidación. Es a estos dos autores a los que debemos la más 
reciente revisión de este tema, sosteniendo en su trabajo que los primeros 
indicios de cristianización se localizan en la zona meridional a fines del 
siglo Tv y principios del v, en tanto que ni durante la etapa romana ni con 
los visigodos parece que el cristianismo se introdujera en Vizcaya y Gui- 
púzcoa. No será, pues, hasta los comienzos de la Reconquista cuando 
se produzca la definitiva cristianización de estos territorios, promovida 
tanto desde el ámbito astur como desde una Navarra controlada por los 
carolingios. 
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Es muy poco lo que conocemos sobre lo que constituyó la historia de 
esta zona durante la época visigótica. El nombre de vascones se impone 
definitivamente, y desaparecen las referencias escritas a las otras tribus. 
En un texto del año 354 aparecen citados únicamente autrigones y vas- 
cones, y la última ocasión en que se menciona a los várdulos es en el 
año 456. Por tanto, a partir de esta fecha los textos nombran únicamente 
a los vascones, una tribu que desde la época romana parece ampliar su 
territorio a costa de los otros pueblos. 

Durante esta etapa hay un empobrecimiento general de la vida, que- 
dando interrumpida la circulación, y produciéndose un proceso de rurali- 
zación y consiguiente retroceso de los centros urbanos. Por otra parte, las 
relaciones que mantuvieron los vascones con los visigodos son por lo ge- 
neral conflictivas, produciéndose enfrentamientos armados entre ambos 
pueblos. Esa hostilidad es manifiesta desde el momento en que consoli- 
dado su poder en la Península, el reino visigodo pretende el dominio de 
estos territorios o, en su defecto, la contención de los vascones, para lo 
que se establecerían una serie de guarniciones. Hay noticias de esos en- 
frentamientos que ocasionaron que el área meridional fuera progresiva- 
mente controlada por los visigodos, si bien como contrapartida los vasco- 
nes pasaron a dominar las localidades más norteñas ?. 


3. LAS PROVINCIAS VASCAS DURANTE LA EDAD MEDIA. 
DE LA APARICIÓN DE ALAVA, VIZCAYA Y GUIPÚZCOA 
AL CONFLICTO DE BANDOS 


A partir del siglo VII comienza un proceso de asimilación de nuevas 
formas culturales, sociales y económicas, que proviniendo desde el Sur, 
van a influir en todo el ámbito vasco, introduciendo cambios fundamen- 
tales y dando lugar a la gestación de una nueva sociedad. Este tránsito, 
lento pero imparable, va a suponer la desaparición de una sociedad basada 
en el carácter gentilicio y con una economía rudimentaria, a otra funda- 
mentada en el concepto de territorialidad, en la jerarquía social y en la 
propiedad privada *. Dentro de esos cambios, es don JULIO CARO BaA- 


3 Entre otras fuentes se han manejado: Juan Aranzadi, Milenarismo vasco, Madrid, 
1981, págs. 234 y sigs. Agustín Azkárate, Arqueología cristiana. De la antigiiedad tardía en 
Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, Vitoria, 1988. Ignacio Barandiarán, «La romanización del País 
Vasco», en Historia de Guipúzcoa, San Sebastián, 1978. Julio Caro Baroja, El laberinto 
vasco, San Sebastián, 1984. Juan Carlos Elorza, «La romanización en el País Vasco», en 
Historia del Pueblo Vasco, San Sebastián, 1978, vol. 1. Fernando García de Cortázar y Ma- 
nuel Montero, Historia de Vizcaya, San Sebastián, 1980, vol. I, págs. 15 y sigs. Diccionario 
de Historia del País Vasco, 2 vols. San Sebastián, 1983. (Esta obra ha sido consultada en 
distintos apartados.) Koldo Larrañaga y Agustín Azkárate, «La cristianización del País 
Vasco. Estado de la cuestión y supuestos metodológicos para la redefinición de un debate 
secular», ponencia presentada al II Congreso Mundial Vasco (copia ciclostilada). Andrés 
Mañaricua, «La cristianización del País Vasco», en Historia del Pueblo Vasco, San Sebastián, 
1978, vol. I. Juan José Sayas, «Euskal Herria y los pueblos germánicos», ponencia presen- 
tada al II Congreso Mundial Vasco (copia ciclostilada). 

* Agustín Azkárate, ob. cit., pág. 511. 
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ROJA quien ha subrayado la importancia que tuvo la implantación del con- 
cepto territorial, de tal forma que a las gentes no se les agrupaba ya por 
la gentilidad, por los lazos de sangre que les pudieran aunar, sino por su 
pertenencia a un territorio. Ello propicia que el concepto de vascones sea 
arrinconado, y aparezca en su lugar el de Navarra, Alava y 


3.1. El tránsito hasta la incorporación a Castilla 


El territorio que en la actualidad comprende las provincias de Álava, 
Vizcaya y Guipúzcoa, se va delimitando a lo largo de los siglos VIII a fines 
del xv. A partir de este siglo, el espacio que abarca cada provincia es el 
que en la actualidad conocemos, y sólo quedarán fuera los señoríos de 
Orozco y Oñate, que se incorporan a Vizcaya y Guipúzcoa respectiva- 
mente en 1785 y en 1845. La primera vez que aparecen Álava y Vizcaya 
en la historia es en las crónicas de Alfonso III, redactadas hacia finales 
del siglo 1x, refiriéndose a ellas como poseídas por sus habitantes, y, aje- 
nas, por tanto, al control musulmán. Aunque no hay seguridad al res- 
pecto, el espacio que posiblemente comprendiera en ese momento Vizcaya 
iría desde el río Nervión al Deva, quedando fuera la zona de Orduña, 
Durango y Orozco, en tanto que Álava incluiría la Llanada y sus márge- 
nes. El corónimo Guipúzcoa no aparecerá hasta el año 1025, abarcando 
un espacio que llegaría por el Oeste al río Deva y por oriente a la altura 
del río Urumea. Dada esta división del territorio, resultaría que Guipúz- 
coa ocupaba el terreno de los antiguos várdulos, Vizcaya el de los caris- 
tios, y las Encartaciones el de los autrigones, mientras que Álava estaría 
compartida por estas tres tribus. 

Hasta el año 1200, en que quedarán definitivamente incorporadas al 
reino de Castilla, estas tres provincias van a oscilar entre unas monarquías 
vecinas u Otras, estando vinculadas según los'momentos bien al reino na- 
varro por un lado, bien al astur primero o al castellano después por otro. 
No puede ser objeto de este texto realizar un recorrido exhaustivo de las 
alternancias que en su adscripción a los distintos reinos registran las tres 
provincias, mas sí conviene referir someramente tales variaciones para en- 
tender cómo se va gestando el País Vasco. Lo cierto es que en la alta 
Edad Media, durante los primeros tiempos de la Reconquista, las crónicas 
nos presentan a Alava y Vizcaya como integrantes de la monarquía astur, 
y fuera, como ya hemos dicho, del dominio de los musulmanes. A su vez, 
por al año 800 se consolida el núcleo de Pamplona, apareciendo la mo- 
narquía que en principio se denominará de Pamplona y luego ya Navarra 
(hasta mediados del XII no adquiere tal denominación), y que pronto mos- 
trará su voluntad por incorporar a estas provincias. De esta forma, Álava, 
Vizcaya y Guipúzcoa se van a convertir en motivo de fricción de las mo- 
narquías vecinas de Navarra y Castilla, que van a ir reforzando su poder, 
y que aspirarán a ensanchar sus dominios y a englobar a estas provincias. 


Julio Caro Baroja, Introducción a la historia social y económica del Pueblo Vasco, San 


Sebastián, 1986, págs. 10-12. 
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Fruto de esas apetencias es la incorporación, entre los años 1024- 
1029,de las tres provincias a Navarra bajo el reinado de Sancho III. No 
durará mucho esta incorporación a Navarra, y en 1076, Álava, Vizcaya y 
parte de Guipúzcoa pasarán a control de la monarquía castellano-leonesa, 
bajo el reinado en ese momento de Alfonso VI. No obstante, a su muerte 
y tras la ruptura del matrimonio de su hija con el rey de Aragón y Na- 
varra, estas tierras volverán de nuevo a la órbita de la monarquía de 
Pamplona. Durante los siguientes años, las disputas entre las coronas de 
Castilla y Navarra sobre este territorio continúan, sosteniendo cada parte 
que razones históricas basadas en sus antiguos dominios avalaban sus preten- 
siones. El interés de los navarros venía, además, azuzado por la necesidad 
que tenían de encontrar una salida al mar, una vez que, en 1134, se produ- 
jera la separación de la monarquía navarra y aragonesa. Esta contraposición 
de intereses motiva que se originen diversos enfrentamientos armados, hasta 
que finalmente, en 1200, Alfonso VIII de Castilla consigue la definitiva in- 
corporación de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa a la corona castellana. 

De este modo, en 1200, tras la rendición de Vitoria y la entrega de 
Guipúzcoa, los dominios de Castilla se extienden hasta el Bidasoa, que- 
dando todo el territorio vasco bajo su tutela. No obstante, el régimen 
jurídico que va a tener cada territorio es distinto. Guipúzcoa era tierra 
realenga, sujeta directamente a la tutela del rey, quedando al margen de 
su autoridad Oñate y el valle de Léniz, que estaban bajo el control del 
linaje de los Guebara. En Álava, aproximadamente la mitad de su terri- 
torio era tierra realenga; la otra mitad era del señorío colectivo de la 
Cofradía de Arriaga, integrada por poderosos señores con autoridad plena 
sobre tierras y vasallos. Esta situación subsiste hasta 1332 en que las tie- 
rras de la Cofradía de Arriaga pasan a jurisdicción real. En lo que se 
refiere a Vizcaya, este territorio aparece a principios del siglo xI como un 
condado, disponiéndose en el año 1040 de la primera referencia documen- 
tal de un conde en la persona de Íñigo López, subordinado en ese mo- 
mento a la monarquía pamplonesa. Unos años después, en torno al 1076, 
parece que coincidiendo con su incorporación a la corona de León y Cas- 
tilla, el condado se convierte en un señorío jurisdiccional hereditario, asu- 
miendo su titular amplias funciones. El señorío permanecerá en manos de 
los descendientes de Íñigo López, con un intervalo en el que fue a parar 
al linaje de Ladrón, para finalmente, en 1379, recaer por vía sucesoria el 
título de señor de Vizcaya en el rey de Castilla. 


3.2. Población. Economía 


A lo largo de este período de la alta Edad Media (siglos vIII-x1), a la 
que ahora nos estamos refiriendo, Vizcaya y Guipúzcoa son territorios 
escasamente habitados, en tanto que Álava registra una mayor densidad 
demográfica. En el caso de esta última provincia, es perceptible en los 
siglos IX y X un proceso de poblamiento en el área de la Llanada, acen- 
tuándose en el transcurso del siglo XI el proceso de colonización del es- 
pacio alavés. En este mismo siglo XI disponemos de las primeras noticias 
sobre ocupación y explotación del suelo vizcaíno, siendo las zonas más 
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densamente pobladas la de Durango y el ámbito de la ría de Guernica. 
En cuanto a Guipúzcoa, dentro de su reducida población, ésta se localiza 
fundamentalmente en los valles que se encuentran en el tramo medio del 
río Oria y a lo largo del río Deva, así como en el entorno de San Sebas- 
tián. Esta población viviría en el caso vizcaíno y guipuzcoano con una 
dedicación casi exclusiva a la ganadería y a la explotación forestal, en 
tanto que en Álava se aprecia una mayor diversificación, poseyendo una 
agricultura más variada y desarrollando otro tipo de actividades, como la 
explotación del hierro y la sal. 

La dedicación ganadera de las dos provincias costeras va a suponer 
una escasa fijación de la población al terreno debido a la trashumancia 
que aparejaba su trabajo, a la par que posiblemente implicara unas deli- 
mitaciones confusas sobre la propiedad de la tierra y sus límites. Esta 
situación comienza a variar en el siglo XI1 y cristaliza ya en el siglo XII, 
con la paulatina asimilación de pautas provinientes del mundo mediterrá- 
neo, que van a suponer una estabilización de la población y una división 
jerárquica de hombres y espacio, con el consiguiente reforzamiento de la 
apropiación individual o familiar de las tierras. Este proceso es más rápido 
en Guipúzcoa que en Vizcaya, quizá porque, como señala JosÉ ÁNGEL 
GARCÍA DE CORTÁZAR, al estar menos habitada opone una menor resis- 
tencia a la introducción de las nuevas formas culturales; o,'tal vez, porque 
durante el período clave, el siglo XII, está más vinculada al poder político 
que la vecina provincia y ello hace que sea más susceptible a las influen- 
cias externas. Lo cierto es que durante este tiempo la economía avanza, 
apreciándose en Vizcaya y Guipúzcoa esa influencia mediterránea en la 
introducción del cultivo del cereal y del viñedo, al tiempo que amplian 
sus actividades productivas a sectores como las ferrerías —que disminuyen 
en Alava— y la pesca. Las nuevas relaciones que se estaban gestando se 
expresarán en el papel, cada vez más destacado, que tiende a asumir el 
dinero dentro de aquel mundo y su creciente utilización en las transaccio- 
nes. Este contexto más favorable propicia a su vez un incremento demo- 
gráfico en el siglo XII, que parece iniciarse en Álava, incremento que 
continúa en la centuria siguiente, posibilitando la existencia de flujos mi- 
gratorios de estas provincias hacia otros lugares *. 


3.3. La fundación de las villas 


Dentro de esta coyuntura, tiene lugar un hecho de enorme trascenden- 
cia, que supone una nueva utilización del espacio y origina unas nuevas 
relaciones del hombre con el medio y de los hombres entre sí. Tal fenó- 
meno es el proceso de urbanización que se produce en el País Vasco desde 


% Para esta parte de la Edad Media hemos consultado, entre otros, los siguientes tra- 


bajos: José Angel García de Cortázar, «La organización del territorio en la formación de 
Alava y Vizcaya en los siglos VII a fines del Xt», en El hábitat en la historia de Euskadi 
Bilbao, 1981. «La sociedad guipuzcoana antes del Fuero de San Sebastián», en El Fuero ds 
San Sebastián y su época, San Sebastián, 1982. José Ángel García de Cortázar y otros 
Introducción a la historia medieval de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya en sus textos, San Sebas- 
tián, 1979. Luis Suárez, «Introducción Histórica», en País Vasco, Madrid, 1987. 
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mediados del XII, y que tiene repercusiones en diferentes ámbitos de la 
vida. Su aparición supone el desarrollo de nuevas actividades económicas, 
el establecimiento de una mayor división del trabajo, la agrupación de la 
población, el surgimiento de unos núcleos que poseen una condición ju- 
rídica-administrativa especial, etc... Como ha explicado el profesor GAR- 
CÍA DE CORTÁZAR, el desarrollo de las villas supone la consolidación de 
un modelo social que gira en torno a la familia reducida o nuclear (padres- 
hijos), frente al sistema de familia extensa, reforzada por prácticas co- 
munales que existía en los «valles». Las villas, pues, se organizan sobre la 
base de la individualización del solar y de la familia, rompiendo con el 
sistema de familia extensa, a la vez que contribuyen a extender un modelo 
en el que la familia reducida aparece como centro de residencia y produc- 
ción (es el caso del caserío) ”. 

El proceso de creación de las villas en el País Vasco se extiende a lo 
largo de casi dos siglos y medio, desde mediados del siglo XII hasta apro- 
ximadamente finales del siglo xIv. A lo largo de este tiempo se fundan 
un total de 69 villas, que desglosadas por provincias resultan 23 en Álava, 
25 en Guipúzcoa y 21 en Vizcaya. Esas ciudades se constituyen bien sobre 
poblados preexistentes o bien sobre terreno no habitado, pretendiéndose 
en cualquier caso fijar a la población en ese punto. La distribución de 
estas villas por el territorio vasco resulta bastante descompensado, regis- 
trándose una elevada densidad en el área colindante entre Vizcaya y Gui- 
púzcoa, mientras que en la parte occidental de Vizcaya y Álava son pocos 
los núcleos urbanos creados. La fundación de las villas en estos territorios 
se deberá, en la mayor parte de los casos, a la iniciativa de la corona bien 
de Navarra O Castilla, y en el caso de Vizcaya de su señor, aunque, a 
veces, tal iniciativa la toman sus pobladores. 

Es en Álava donde primero tiene lugar el proceso de urbanización, de 
forma que para 1200, los reyes navarros habían creado 6 villas; ese pro- 
ceso es más lento en Guipúzcoa, existiendo en la fecha antes indicada sólo 
2 villas, siendo la última en incorporarse Vizcaya, que inicia una política 
de fundación de villas con su señor Lope Díaz (1214-1236). Posiblemente 
esta tardanza en la aparición de las villas en las dos provincias costeras se 
deba a la fortaleza de las estructuras tradicionales, que obstruían el sur- 
gimiento de una nueva ordenación y jerarquización del espacio. 

La fundación de las villas se produce a través de la concesión por parte 
de los reyes o el señor de Vizcaya de unas cartas-puebla a los centros 
elegidos, merced a las cuales esos lugares disfrutaban de una condición 
jurídica especial. Tales cartas-puebla, en el caso de las villas del País 
Vasco, van a estar inspiradas en dos fueros distintos: el de Estella y el de 
Logroño. Este último fuero tendrá una amplia aplicación y se seguirá en 
las villas de Álava, Vizcaya e interior de Guipúzcoa, en tanto que el fuero 
de Estella sirve como modelo en San Sebastián y villas guipuzcoanas de 
la costa. Con el objeto de animar al poblamiento de estas villas, estos 


7 José Ángel García de Cortázar, «Poblamiento y organización social del espacio vasco 
en la Edad Media», ponencia presentada al II Congreso Mundial Vasco (copia ciclostilada). 
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fueros concederán una serie de privilegios a sus habitantes, tales como la 
exención de impuestos de tipo señorial, o que las propiedades de los ve- 
cinos quedasen libres de cargas. Asimismo se les concedía un régimen mu- 
nicipal especial, y se otorgaba, además, a los vecinos de esa villa todos los 
derechos sobre un área próxima, que pasaba así a quedar bajo su control. 
Hay, no obstante, una diferencia entre las villas alavesas y guipuzcoanas con 
respecto a las vizcaínas, cronológicamente más tardías. En tanto que los ve- 
cinos «hidalgos» (los que tienen solar propio) de las primeras mantendrán su 
condición de estar libres de cargas fiscales, en cambio se tiene constancia 
que, por lo menos desde mediados del XIV, los de las villas vizcaínas se 
convertían al cabo de pocos años en «pecheros» del señor de Vizcaya y 
debían pagarle tributos jurisdiccionales. Esta distinta situación motiva que, 
en Guipúzcoa, las villas hayan incorporado, para fines del xIv, todo el te- 
rritorio dadas las favorables condiciones que ofrecían; por contra, en Viz- 
caya, los «hidalgos» que residen fuera de las villas se resisten a integrarse en 
ellas porque en tal caso perderían su estatuto privilegiado, subsistiendo así la 
división entre dos espacios distintos (las villas-la tierra llana). 

Hay coincidencia entre la historiografía a la hora de señalar que la 
creación de las villas estuvo básicamente inducida por dos tipos de motiva- 
ciones, que se producen en momentos cronológicamente distintos. Desde 
fines del siglo xI hasta principios del siglo XIv, son razones económicas 
destinadas a impulsar el crecimiento y, sobre todo, reforzar el tráfico co- 
mercial lo que propicia la fundación de las villas. A partir del siglo xIv, 
los motivos varían y son los factores defensivos los que priman, buscán- 
dose con las villas protección y seguridad, así como guarecer las fronte- 
ras. En cualquier caso, no debe soslayarse que la creación de las villas 
responde a un proyecto consciente de sus fundadores de establecer un 
nuevo marco social y transformar con ello la realidad existente. 


3.4. La economía. El conflicto de bandos 


Mientras se producen estos cambios, la economía vizcaína y guipuz- 
coana consolida, a lo largo de los siglos XII y XIv, las tendencias apun- 
tadas con anterioridad. De este modo, las bases productivas de las dos 
provincias costeras se hacen más complejas, con una creciente importancia 
de las ferrerías, así como de la pesca, que en su búsqueda de nuevas 
capturas llega cada vez a rutas más lejanas. Dentro de este proceso, el 
comercio va adquirir un fuerte desarrollo, estableciéndose un intenso trá- 
fico tanto terrestre como marítimo, comercializándose a través de los 
puertos vascos productos que se exportan hacia el occidente europeo, tales 
como la lana castellana. Esta fuerte actividad mercantil propicia el surgi- 
miento de una burguesía comercial, que desempeña la función no sólo de 
transportista o intermediario, sino también la de auténtico mercader, pro- 
pietario del producto con el que trafica. Este mercader vasco mantiene 
unas relaciones comerciales intensas, que le llevan a estar presente en casi 
todos los puertos de la Europa occidental y a lo largo del litoral de la 
Península. El desarrollo del comercio también repercute favorablemente 
sobre Alava, y más concretamente sobre Vitoria, que registra una intensa 
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actividad mercantil y artesanal, si bien como contrapartida, las ferrerías 
alavesas acusan una profunda crisis. Sobre este panorama se va a solapar 
una crisis económica de ámbito general, que en el caso del País Vasco se 
manifiesta desde mediados del siglo xtv. Esta crisis se traslucirá en un 
descenso de la demografía y en una disminución de las rentas rurales, ante 
lo que los hidalgos reaccionan incrementando sus exigencias sobre los la- 
bradores. Así, la crisis económica va a agudizar las tensiones que existían 
ya en la sociedad como consecuencia de los desajustes y reacomodaciones 
que se estaban produciendo con la aparición de las villas y las nuevas 
relaciones que se estaban gestando. En este marco es en el que tiene lu- 
gar la guerra de bandos que asolará las provincias vascas durante los 
siglos XIV-XvV. 

La atención que merece el proceso de creación de las villas no debe, 
en ningún caso, hacernos olvidar que la gran mayoría de la población se 
dedicaba a la agricultura y vivía en el medio rural. Dado lo intrincado de 
la orografía del país, el espacio físico elegido para residir por estos habi- 
tantes rurales eran los valles, en donde esa población, aún cuando podía 
estar diseminada en pequeñas aldeas, mantenía su cohesión a través de 
los lazos familiares, así como por la aceptación de unas normas consue- 
tudinarias. Igualmente, existía una afinidad de intereses, que derivaba so- 
bre todo de las responsabilidades comunes que tenían ante determinadas 
explotaciones económicas (diezmos, pastos...). Vivían, pues, estos habi- 
tantes organizados en «comunidades», sin que, al parecer, existiera una 
jerarquía de tipo señorial. No obstante, problemas de seguridad debieron 
forzar a estos grupos familiares «extensos» o integrantes del ámbito del 
valle, a buscar la protección de determinados «linajes» que les podían 
ofrecer esa seguridad, decisión a veces impuesta por los supuestos bene- 
factores que presionaban a esos grupos a tener que aceptar su tutela. 

Tales «linajes» se vertebraron así, bien sobre la base de la consangui- 
nidad bien sobre vínculos de dominio, estando encarnados cada uno de 
ellos en un «pariente mayor». El cargo de pariente mayor era hereditario, 
y entre sus funciones se contaba la de dirigir y proteger a familiares y 
encomendados, así como administrar y aumentar el patrimonio. A partir 
de cada linaje se van a crear un tejido de amplias relaciones bien a través 
de una política matrimonial que enlaza a gentes del mismo o distinto li- 
naje, bien por medio del desgajamiento del tronco común del linaje de 
otras ramas —normalmente segundones— que creaban sus propios solares. 
De este modo se iba forjando una tupida red de solidaridades cimentada 
en vínculos parentales, que tenían el efecto de agrupar a los linajes y 
formar entre ellos un «bando». De las distintas agrupaciones que se van 
dando resultará la formación de dos bandos: el de Oñaz y el de Gamboa, 
que integran a diferentes constelaciones de linajes y que van a protago- 
nizar un enconado enfrentamiento. 

La pugna entre oñacinos y gamboinos se extiende a lo largo de los 
siglos XIV-XV, determinando la vida de la sociedad vasca durante este 
tiempo. Esa lucha está estrechamente vinculada con la crisis económica 
antes referida y con los desajustes sociales que se están generando como 
resultado del desarrollo urbano. No es, en cualquier caso, esta pugna pri- 
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vativa del País Vasco, pues durante estos años Europa y dentro de ella la 
Península, son escenario, asimismo, de diferentes conflictos sociales. A la 
hora de aportar explicaciones sobre lo que fue la guerra de bandos, los 
medievalistas advierten contra el peligro de caer en simplificaciones o en 
razonamientos unicausales, y señalan que, coincidiendo con esa lucha, hay 
otros conflictos distintos, aunque todos ellos imbricados. Una de estas 
pugnas es la propia guerra de bandos, que opone a miembros del grupo 
nobiliario que intentan acrecentar su poder, reuniendo más hombres y 
rentas. Otro conflicto, quizá menos transparente, es el que enfrenta a los 
parientes mayores con los campesinos, que se resisten al incremento de 
gravámenes y prestaciones al que les somete la nobleza rural como con- 
secuencia de la crisis económica. Por último, un tercer tipo de conflicto 
—que a veces no se manifiesta de una manera tan diáfana como aquí lo 
presentamos— es el que se produce entre las villas y los parientes mayo- 
res, y que acabará por prevalecer sobre los otros dos. Este enfrentamiento 
entre las villas y los parientes mayores supone la contraposición de dos 
mundos, de dos sistemas sociales, que luchan por imponerse. La actitud 
de las villas frente a los bandos se fue paulatinamente delimitando, y si 
en el siglo xrv su postura no era todavía clara, en la centuria siguiente 
adopta una firme posición contra los parientes mayores. De este modo las 
villas, organizadas en hermandades y con el apoyo de la corona, van a 
protagoniar la ofensiva contra los banderizos, imponiéndose paulatina- 
mente a éstos. 

Tras su derrota, los parientes mayores entran en declive, perdiendo el 
papel que habían desempeñado en la sociedad vasca, si bien conservan su 
preeminencia social y controlan importantes clientelas. Se produce así una 
reacomodación de esta nobleza, que pasa a aceptar la autoridad del Es- 
tado y de la Iglesia, y a introducirse entre la burocracia de la corona, 
produciéndose paralelamente su castellanización. A otro nivel distinto, el 
fracaso de los parientes mayores supone la progresiva destrucción de la 
sociedad basada en los linajes, en el parentesco y en las solidaridades que 
a través suyo se establecían, para ir en cambio imponiéndose el modelo 
de familia individualizada o nuclear, y un nuevo tipo de relaciones eco- 
nómicas impulsadas desde las villas *. 


£ Además de las obras citadas en las notas 5-7, hemos manejado, entre otros, los si- 


guientes trabajos: Juan Aranzadi, ob. cit. Beatriz Arizaga, «Nacimiento y morfología urbana 
de las Villas guipuzcoanas medievales de los siglos XII-xIV», en Las formas del poblamiento 
en el Señorío de Vizcaya durante la Edad Media, Bilbao, 1987. «La actividad comercial del 
País Vasco en la Edad Media», ponencia presentada al II Congreso Mundial Vasco (copia 
ciclostilada). Ignacio Arocena, «Los parientes mayores y las guerras de bandos en Guipúzcoa 
y Vizcaya», en Historia del Pueblo Vasco, 1 San Sebastián, 1978. «Linajes, Bandos y Villas», 
en Historia General del País Vasco, vol. V, San Sebastián, 1980. Julio Caro Baroja, Intro- 
ducción a la historia... José Angel García de Cortázar, «Las villas vizcaínas como formas 
ordenadoras del poblamiento y la población», en Las formas del poblamiento... Gonzalo 
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4. EL País VASCO EN La EDAD MODERNA 


4.1. Factores generales 


Durante la época moderna se va a producir en el País Vasco un pro- 
ceso que, tomando distintas direcciones, va a afectar a su identidad. Coin- 
cidiendo en el tiempo, van a desarrollarse en este País diferentes 
orientaciones que, aun cuando puedan parecer contradictorias, van a coe- 
xistir y van a ser ingredientes esenciales en la definición que van adop- 
tando las provincias vascas. 

Se asiste así, por un lado, a lo largo de este tiempo a una creciente 
incorporación del País Vasco en las labores y empresas que desarrollaba 
la Corona, produciéndose a través de este mecanismo una integración más 
sólida del País en el resto de España. Desde el ámbito vasco hay una 
firme adhesión a la Corona y a lo que ella pudiera simbolizar, estando 
propiciada esta actitud por diversos factores. Hay, en este sentido, un 
reconocimiento por el importante papel que asume la Corona de Castilla 
en la pacificación de las provincias vascas con ocasión de la guerra de 
bandos, así como por determinadas medidas adoptadas que favorecen el 
desarrollo económico del País (fundación de villas, creación del Consulado 
de Bilbao en tiempos de Fernando el Católico...). Además, su inserción 
en la Corona de Castilla permite al País Vasco beneficiarse de su empla- 
zamiento geográfico y convertirse en una importante ruta comercial, 
siendo sus puertos escenario de un intenso tráfico con el norte de Europa. 
En esta misma dirección, la política imperial y el descubrimiento de Amé- 
rica van a reportar diferentes beneficios de índole económica al País. Por 
otra parte, los vascos van tener una activa participación en actividades 
claves en aquella época, figurando de forma destacada en la conquista y 
colonización de América, en actividades marineras, en el comercio y la 
banca, o bien ocupando cargos en el aparato administrativo de la Corona. 
A este respecto, es llamativo el elevado número de personas originarias 
del País que ejercen cargos administrativos, alcanzando varios de ellos 
posiciones preminentes. Así, en tiempos de los Austrias comprobamos 
como desde el reinado de Felipe II hasta el de Carlos II, hay, sobre un 
total de 321 secretarios del rey, 70 que son vascos. Se registra de este 
modo una más fuerte vinculación del País Vasco con el resto del territorio, 
apareciendo los vascos ligados a las distintas actividades que entonces se 
acometen en España. Muestra de la identificación del País y, en especial 
de sus élites, con la monarquía, fue el hecho de que en la crisis que se 
produce en 1640 con los distintos movimientos secesionistas que tienen 
lugar en España, como en la de 1700 con los problemas sucesorios enton- 
ces planteados, estas provincias se mantuvieron fieles a la Corona. 

Por otra parte, a raíz del conflicto entablado con ocasión de la sucesión 
de la Corona en la última de las fechas indicadas, estas tres provincias 
van a ser las únicas que, junto con Navarra, mantienen incólumes sus 
fueros. A través de los «decretos de nueva planta», Felipe V abolió a lo 
largo de los años 1707-1716 el sistema político-administrativo de Aragón, 
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Valencia, Mallorca y Cataluña, desapareciendo con ello sus Cortes y Di- 
putación. En adelante, exclusivamente Navarra y las tres provincias van a 
poseer en España un régimen especial y unas instituciones privativas. Den- 
tro del proceso de afirmación del régimen foral, son importantes los ca- 
pitulados de 1727, que suponen un reconocimiento por parte de la Corona 
de la particular condición de estas provincias, comenzándose a partir de 
ese momento a hablar de ellas como «Provincias exentas». Esta especial 
situación que disfruta el País Vasco va a propiciar que se vaya exten- 
diendo entre las gentes de este territorio una cierta conciencia de especi- 
ficidad, de pertenecer a un marco con unas instituciones y un régimen 
diferenciado. Un factor que facilita que vaya arraigando esta conciencia 
es la existencia de una lengua propia, el vascuence, de orígenes remotos 
y que pervive como un islote como única lengua pre-indoeuropea de toda 
Europa occidental. El profesor Mitxelena señaló en su momento que si 
los vascos existen como pueblo ello es en buena medida debido a la per- 
vivencia de su lengua a lo largo de los siglos ?. En este sentido, la posesión 
en el País Vasco tanto de una lengua como de un régimen administrativo 
propio son elementos que impulsan a lo largo de la Edad Moderna una 
cierta conciencia de afinidad y un sentimiento particularista. 

Hay, de este modo, un proceso que se desarrolla a lo largo de estos 
siglos en el que las gentes del País Vasco van hallando vínculos de identidad, 
e interiorizando esas diferencias que les significaban con respecto al resto de 
España. Este proceso se ve asimismo auspicado por las tensiones que a partir 
del siglo XVIII tienen lugar con el poder central como consecuencia de que 
éste genera una legislación cada vez más abundante con objeto de ir levan- 
tando un modelo de Estado moderno, lo que le lleva a chocar con la parti- 
cular situación de estas provincias. No obstante, este esfuerzo centralizador 
que se produce dentro del marco de las monarquías absolutas, no supone 
durante este período un ataque frontal al sistema foral, manteniendo las pro- 
vincias vascas sus instituciones. Esta fuerte y diferenciada personalidad que 
va desarrollándose en el País Vasco no implica, en cualquier caso, que exis- 
tiera ya una conciencia nacional vasca, ni siquiera, a nuestro modo de ver, 
que hubiera un sentimiento sólido de pertenecer a la comunidad vasca. Bajo 
el Antiguo Régimen, la conciencia de identidad regional —como también 
podría decirse la conciencia de identidad nacional española— estaba muy 
diluída, no dándose bajo este marco aquellas condiciones (acusado proceso 
de centralización, socialización de las ideas, alto grado de intercomunicación, 
desarrollo capitalista, etc.) que favoreciesen el asentamiento de un sentido 
profundo de comunidad, llámese bien vasca o española. 

Juntamente con esas dos orientaciones comentadas —integración en 
España y a la vez interiorización de la especificidad— va a existir un 
tercer ingrediente, que complementa la caracterización que se puede hacer 
del País Vasco durante la época moderna. Este sería la vinculación de las 
gentes con su ámbito provincial. No en vano el régimen foral es acusa- 
damente provincialista, promoviendo una estructuración del territorio de 
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corte provincial. A este respecto hay que hacer notar que el marco de 
actuación de las instituciones forales es el de cada provincia, lo que pro- 
picia que las gentes tengan como referencia su propio ámbito provincial 
dado que es aquí donde se adoptan importantes decisiones que afectan a 
sus vidas. Asimismo, el aislamiento e incomunicación en que se desenvol- 
vía aquella sociedad favorecía esa tendencia a fijar su atención en un nú- 
cleo administrativo más reducido como era el de la provincia. 

Hay, por otro lado, un proceso paralelo de reforzamiento institucional 
del marco provincial, siendo Vizcaya el caso donde es más visible este 
hecho. Se adoptan así en este territorio una serie de medidas conducentes 
a unificar a la provincia y a dotarla de una administración que englobara 
a todo el ámbito vizcaíno. Dentro de estos parámetros hay que situar «La 
Concordia» de 1630 por la que se rompía la división jurídica existente 
hasta ese momento entre villas y «tierra llana», pasando ambas a partici- 
par bajo similar condición en los órganos de gobierno del Señorío; un par 
de años antes, en 1628, la «Merindad de Durango», que existía como 
entidad diferenciada, llega a un acuerdo por el que se comprometía a 
acudir regularmente a las Juntas y no sólo cuando se tratara asuntos que 
le afectaran, como ocurría hasta entonces; hay asimismo esfuerzos durante 
el XVII para que otro bloque territorial institucionalmente segregado, las 
Encartaciones, se integrara plenamente en el Señorío, consiguiendo en 
este siglo la incorporación únicamente de algunos de sus municipios. 


4.2. El régimen foral 


La especificidad comentada en la que se desenvuelve el País Vasco 
deriva de la existencia de un régimen privativo: el de los fueros. No existía 
un único fuero para el País Vasco, sino que cada provincia tenía sus pro- 
pios ordenamientos, e incluso en el caso de Álava no disponía de un 
código unificado, siendo su reglamentación de procedencia diversa y a 
veces contradictoria. Había, pues, diferencias entre las normas que se apli- 
caban en unas provincias y otras, si bien lo fundamental era que los pi- 
lares sobre los que se levantaba el particular régimen de estas provincias 
y su misma condición jurídica eran similares, existiendo en lo sustancial 
una coincidencia en el régimen foral que disfrutaban. Sobre esta base, se 
puede caracterizar a los fueros como una legislación privativa que contenía 
una serie de disposiciones tanto de Derecho público como privado, a través 
de las cuales se regulaba la administración de las provincias vascas. Mas 
si ésta era su función interna, los fueros tenían también una función exter- 
na al entender las provincias vascas que su misma existencia legitimaba y 
otorgaba carta de naturaleza a las particularidades que aquí se disfrutaban. 

La existencia del régimen foral va a reportar una serie de beneficios 
concretos al País Vasco y a sus habitantes. Así estas provincias van a estar 
exentas de contribuir regularmente a la Hacienda central, y aunque reali- 
zarán pagos más o menos discontinuos a través del mecanismo del «do- 
nativo voluntario», gozarán de la condición de no tener obligaciones 
fiscales establecidas con la corona. Igualmente, habrá una exención rela- 
tiva en cuanto a los deberes militares, y, además, los habitantes de Gui 
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púzcoa y Vizcaya —no así los de Álava— tendrán el status de hidalgos, 
lo cual les aparejará ventajas de distinta índole. Por otra parte, el País 
Vasco era una zona franca, en la que los productos extranjeros entraban 
sin ningún tipo de gravamen al estar instaladas las aduanas en el interior, 
en los denominados puertos secos, esto es, Valmaseda, Orduña y Vitoria. 
Esta situación, aunque perjudicaba a determinados sectores económicos 
como los productores del hierro dada la competencia foránea, beneficiaba, 
en cambio, a los consumidores, que podían acceder a los artículos impor- 
tados con precios inferiores a los del resto de España, habida cuenta de 
la situación de libre comercio de esta zona. Por último, el fuero y en 
especial el de Vizcaya, otorgaba ciertos derechos procesales a los acusa- 
dos, a la par que regulaba aspectos esenciales del desenvolvimiento de la 
vida en esta sociedad, protegiendo a la familia como unidad económica e 
institucionalizando la troncalidad del caserío. 

A lo largo de la época moderna se registra una paulatina articulación 
del territorio, formalizándose, como hemos visto, unas nuevas relaciones 
de la corona con los distintos ámbitos territoriales, a la vez que en las 
provincias forales se produce una jerarquización y mejor articulación de 
sus centros de poder. De esta forma, en el País Vasco acaba de delimi- 
tarse el entramado institucional de las diferentes provincias, consolidán- 
dose sus centros administrativos y adquiriendo éstos unos contornos so- 
ciales más precisos. El carácter provincialista del fuero supondrá que sus 
Órganos de gestión se estructuren dentro de cada provincia, de suerte que 
cada territorio histórico va a contar con sus propias Juntas Generales y 
diputaciones, que son los máximos órganos de gestión que existían bajo 
el régimen foral. Las conexiones orgánicas a escala interprovincial de estas 
instituciones van a ser muy débiles, si bien existe un alto grado de ho- 
mogeneidad entre ellas dado que su campo de acción y funcionamiento es 
muy similar. : 

Dentro de este entramado institucional, las Juntas Generales eran el 
Órgano superior existente en cada territorio, representación de la provin- 
cia, y lugar en el que radicaba el poder administrativo. Las juntas van a 
articularse de forma diferente según cada provincia, si bien en cualquiera 
de los casos responden a un modelo de representación que tiene a las 
corporaciones locales como núcleo. De este modo, las Juntas Generales 
son una representación no de los habitantes, sino de la provincia, enten- 
dida ésta como un cuerpo político formado por municipios, que, reunidos 
constituyen las juntas. En el caso de Vizcaya, los ayuntamientos son con- 
siderados de similar rango, lo que se traduce en que los junteros o «apo- 
derados» sean depositarios de un único voto dado que encarnan a una 
entidad homogéneamente valorada (el municipio) y no al número de ha- 
bitantes. Esta particular organización supone que en las Juntas Generales 
de Vizcaya se vote por municipios, valiendo igual el sufragio de un ayun- 
tamiento densamente poblado que el de otro que lo estaba escasamente. 
Otra particularidad de las Juntas Generales vizcaínas es su composición, 
que refleja la antigua división que en su ordenación existía en esta pro- 
vincia y el proceso constituyente que en ella se sigue. Así, las juntas están 
formadas por los municipios de la «Tierra llana», de las «Villas», de las 
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«Encartaciones», de los «Concejos unidos de la Encartación», y de la 
«Merindad de Durango», reuniendo el conjunto de los ayuntamientos re- 
presentados dentro de cada bloque un número desigual de votos, si bien 
tales constelaciones de localidades ni votaban ni funcionaban en las juntas 
como cuerpo. En cualquier caso, con esta organización salen favorecidas 
las zonas rurales en perjuicio delas villas, que tenían una representación 
por debajo de su peso demográfico. El desequilibrio era especialmente 
visible en el caso de Bilbao, que con el 10 por 100 de la población de 
Vizcaya sólo contaba con un voto en las juntas. Este sistema originará 
diversas tensiones y el descontento de una burguesía comercial pujante, 
que comprueba que la fuerza que va adquiriendo en la provincia no tiene 
un adecuado reflejo institucional. 

Por su parte, el sistema de las Juntas Generales de Guipúzcoa era más 
ponderado, buscándose una relación entre la importancia económica que 
tuviera cada localidad y su poder de decisión en esta institución. El me- 
canismo elegido era que cada procurador tuviera un determinado número 
de «fuegos» o votos, que eran asignados en proporción a lo que contribuía 
el municipio que él representara a los gastos de la provincia. No obstante, 
examinando el funcionamiento de las juntas, se aprecia que había desa- 
justes en la proporcionalidad, y que el número de votos de los concejos 
no solía corresponderse con su contribución o número de habitantes (este 
último era otro posible baremo). En Álava, los procuradores acudían a 
las juntas enviados por las «hermandades locales», que era como se desig- 
naba a las unidades jurisdiccionales que se habían constituido para orga- 
nizar el territorio y evitar su dispersión en pequeñas entidades y el sola- 
pamiento de funciones. 

Las Juntas Generales de cada provincia eran las encargadas de desig- 
nar a la Diputación, que era un órgano ejecutivo de carácter temporal, 
encargado de regir la provincia entre cada reunión de las juntas. Con el 
tiempo, las diputaciones van ensanchando su influencia y poder, asu- 
miendo un mayor control sobre el conjunto de la provincia, y logrando en 
este sentido una fuerte tutela sobre los municipios. Hay así un paulatino 
reforzamiento de esta institución en detrimento de las juntas, a la par que 
se desarrolla un proceso en el que las diputaciones se presentan como la 
genuina encarnación de la provincia y garantes de sus fueros. 

Las atribuciones de estas instituciones eran de carácter administrativo, 
asumiendo un conjunto de funciones que les permitían la regulación de 
las provincias. Un instrumento importante del que disponían las juntas era 
el del «pase o uso foral», por el cual tales instituciones tenían una capa- 
cidad suspensiva —que no de veto— de las disposiciones reales. La fre- 
cuente aplicación del pase foral daba lugar a negociaciones entre las 
provincias vascas y la administración central acerca de la aplicación de 
cada norma, pues no en vano la definitiva solución del conflicto corres- 
pondía a la corona. Existía de este modo un cierto control sobre la ca- 
pacidad legislativa de la administración, pero de aquí no debe inferirse 
que el régimen foral propiciara la soberanía de estas provincias. Muy al 
contrario, los fueros daban por sobreentendida la soberanía de la corona, 
y en este sentido la monarquía disponía de amplios poderes no discutidos, 
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a la vez que sobre estas provincias operaban una serie de resortes que 
limitaban sus facultades: quedaba fuera de su campo de acción la instancia 
superior de justicia, las decisiones de las juntas podían llegar a ser revo- 
cadas por los órganos centrales... 

Todo el entramado institucional tenía su base en las corporaciones lo- 
cales, que eran los centros desde donde salían los representantes para las 
juntas, desempeñando, por tanto, un papel central en el sistema. En este 
ámbito de los ayuntamientos, se va a producir una paulatina y significativa 
restricción en las posibilidades de participación, delimitándose un sistema 
cada vez más cerrado. Se produce en este sentido una definición clasista 
de las corporaciones locales, de forma que los concejos abiertos van 
siendo sustituidos por ayuntamientos de acceso restringido y limitado a los 
económicamente fuertes. Con este objeto, desde mediados del siglo XVH 
se instrumentan mecanismos tales como que únicamente podían optar a 
ocupar un cargo en el municipio aquellos vecinos que poseyeran un cierto 
nivel de fortuna (los «millares»), o hubieran probado su condición de hi- 
dalgo, para lo cual era preciso efectuar un desembolso. Una vez pasados 
estos requisitos, la designación se efectuaba a través del sistema de insa- 
culación. Por su parte, en los organismos forales superiores, Juntas Ge- 
nerales y diputaciones, estos mecanismos restrictivos también operaban. 
Así, para poder acceder a las juntas se establecía esa misma exigencia 
censitaria de poseer un cierto nivel de fortuna, existiendo, por añadidura, 
otra exigencia selectiva como era la necesidad de saber leer y escribir 
castellano, lo que sólo estaba al alcance de los pudientes. Sobre estas 
bases es difícil sostener una de las opiniones que ha sido lugar común en 
el País Vasco, como era suponer que el régimen foral que aquí se disfru- 
taba era un paradigma de democracia. Bien es verdad que a la hora de 
considerar esta cuestión debe analizarse comparativamente a otros regí- 
menes, e incluso examinar separadamente las distintas instituciones exis- 
tentes en el país. Mas, de lo que no cabe duda es de que el régimen foral, 
cuando menos a partir de un cierto momento, tenía una base censitaria, 
que va a propiciar que los grupos de notables controlen sus respectivas 
provincias, circunstancia por otro lado nada escandalosa ni llamativa dado 
que es natural que los llamados grupos dominantes (y los notables lo eran) 
ejerzan ese dominio. 


4.3. La influencia del fuero. La mitología foral 


En este sentido es claro que, tal como se ha afirmado ya en diferentes 
ocasiones, el régimen foral era un marco que favorecía la hegemonía de 
los grupos sociales más poderosos. Mas una consideración sobre el fuero 
que se limitara a esta formulación o girara sólo sobre ella resultaría ali- 
corta y estrecha. Como ha explicado ARANZADI, el fuero, como símbolo 
de la existencia de un régimen privativo de estas provincias, suscitaba una 
amplio apoyo en aquella sociedad. Si a las fracciones dominantes les per- 
petuaba en el poder provincial, para las gentes comunes el fuero era no 
sólo el sostén de un tipo de sociedad en la que ellos podían disfrutar de 
unos beneficios concretos (libre comercio, etc.), sino también una referen- 
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cia cultural y el garante de sus modos de vida y costumbres. El fuero 
adquiere así varias proyecciones y significados, deviniendo para el pueblo 
en un instrumento a través del cual puede reflejar y expresar sus inquie- 
tudes y preocupaciones. Así, tras el fuero podemos encontrar, tal como 
señala el profesor CORCUERA, aspiraciones concretas que pueden variar 
según la coyuntura histórica, y que reflejan a su vez intereses distintos. El 
arraigo que la reivindicación foral encuentra en aquel contexto es, en 
buena medida, resultado de que a través suyo se cree estar defendiendo 
derechos y costumbres tradicionales, que formarían, por tanto, ya parte sus- 
tancial de la sociedad. El enraizamiento de este tipo creencia provocará, a 
partir del siglo XIx, que cuando en la sociedad vasca se considere que desde 
el exterior se está atentando contra esos derechos avalados por la historia, 
las reacciones violentas o contundentes encuentren un respaldo social. 

Paralelamente, a partir del fuero se socializa una imagen estereotipada 
del país de base conservadora que va a calar entre las gentes. Se va for- 
jando así durante la Edad Moderna una visión de un País Vasco centrado 
en el mundo agrario, inmerso desde fechas tempranas en la religión ca- 
tólica, y poseedor de unas leyes naturales (los fueros) que le aseguraban 
la justicia. Este tipo de nociones se difundirán a partir de una serie de 
mitos que desarrollados por diferentes autores a partir de los siglos xv 
y XVI, se mostrarán enormemente operativos, enraizándose en la sociedad 
y deviniendo en ideal normativo para las gentes. 

Estos mitos actuarán a dos niveles distintos: por una parte, sirven para 
afirmar la especificidad de estas provincias y reforzar con ello su particu- 
laridad jurídica, en tanto que, por otro, contribuyen a divulgar esa visión 
conservadora y arcaizante del país. De este modo, distintos autores van 
construyendo una mistificada «historia» del país, en la que se subraya el 
carácter pactado de la incorporación de estas provincias a la corona de 
Castilla; la independencia originaria de estos territorios, que se resistirían 
a las invasiones extranjeras; la predicación temprana del cristianismo; la 
descendencia de los naturales de estas tierras de Tubal, nieto de Noé, lo 
que les hacía ser nobles; el origen divino de la lengua autóctona... Estos 
argumentos o su desarrollo van a formar parte sustancial del discurso na- 
cionalista de Sabino Arana, que recoge muchos de estos mitos para afir- 
mar las excelencias del pueblo vasco y la necesidad de existir como núcleo 
independiente. Mas durante la Edad Moderna, cuando los pensadores del 
País Vasco realizan este tipo de formulaciones lo hacen desde la doble 
perspectiva de afirmar su condición de vascos a la par que españoles, 
resaltando en este sentido que el pueblo vasco sería un adelantado de 
España. Así se considera a los vascos como los genuinos españoles, siendo 
los primeros habitantes de España y origen de su monarquía. Bien es 
verdad que el jesuita LARRAMENDI (1690-1766) se refiere en sus escritos 
a la existencia de una «Nación Bascongada» que integraría a las zonas 
vascas de ambos lados del Pirineo y cuya lengua debía ser el vascuence. 
Mas, en cualquier caso, LARRAMENDI no pretende alimentar con este tipo 
de propuestas un proyecto nacional, lo que no entraba dentro de sus pre- 
supuestos, sino que con éstas y otras formulaciones buscaba oponerse a 
las formas de organización del Estado de la monarquía absoluta. 
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4.4. Las características de la economía 


Por otro lado, la economía del País Vasco va a desenvolverse sobre la 
base de la debilidad de su agricultura, deficitaria en granos y sin capacidad 
de autoabastecerse. Esta penuria era, sin embargo, solventada merced, 
sobre todo, al desarrollo de la industria siderúrgica, que sirviéndose de 
una mano de obra cualificada y de la utilización intensiva del trabajo, 
consigue colocar su producción en el exterior. Esta industría va a asumir 
un papel central en aquella economía al promover actividades derivadas 
(leñadores, carboneros, etc.), que son desempeñadas por agricultores, que 
encuentran así un complemento para su economía. De esta forma, el 
mundo agrario queda inmerso en la industria y expuesto a las coyunturas 
que en ella se produzcan, existiendo asimismo una estrecha relación entre 
el comercio y la siderurgia, dada la capacidad exportadora de ésta. Re- 
sulta así que la economía del País Vasco se vertebra a partir de la indus- 
tria ferrona, dependiendo, por tanto, toda ella de la demanda exterior, lo 
que le hace voluble y sujeta a los avatares del mercado. Este modelo 
económico no es, sin embargo, aplicable al sur del País Vasco, esto es, a 
buena parte de Álava y a La Rioja alavesa. Ésta es una zona que carece 
de recursos industriales, eminentemente agrícola y que se autoabastece, 
contando con áreas excedentarias tanto de granos como de vinos. Tales 
excedentes se canalizaban hacia Vizcaya y Guipúzcoa dado su déficit agrí- 
cola, estableciéndose una interrelación económica regional y una especia- 
lización dentro de este ámbito. 

Sobre este marco, la economía en el País Vasco se ve inmersa durante 
el siglo XVI en la coyuntura favorable que se produce en Europa. Hay un 
aumento de la población, en tanto que la agricultura registra un incre- 
mento del espacio roturado, ganando terreno el trigo. Durante este siglo, 
las ferrerías conocerán un importante auge'como consecuencia del au- 
mento de la demanda y de los intercambios, al tiempo que reciben nuevas 
inversiones provinientes del capital comercial. Igualmente, el comercio re- 
gistra una importante actividad, centrada tanto en la exportación de los 
hierros manufacturados como de los productos provenientes de Castilla 
(fundamentalmente la lana), mientras que se importaban paños del norte 
de Europa y aquellos artículos de subsistencia de los que se carecía en las 
provincias costeras. Este auge se trunca en el siglo XVI, entrándose en un 
período de crisis. En el caso del País Vasco costero, la razón fundamental 
de esta inversión se debe a que se registra una contracción de la demanda 
de los productos siderúrgicos, viéndose inmersa esta industria en un fase 
recesiva que repercute sobre el conjunto de la economía. Como ha expli- 
cado Luis MARÍA BILBAO, esta crisis de las ferrerías vascas es debida a 
su atraso técnico y a la incorporación al mercado de nuevos países, pero, 
sobre todo, está motivada por el desmantelamiento de los circuitos co- 
merciales, que se produce como resultado de los conflictos bélicos. Por su 
parte, Alava también sufre la crisis, que en este caso afecta al ámbito 
rural, y que es resultado de la inestabilidad de las cosechas y de los pre- 
cios, así como de la disminución de la demanda de las provincias costeras. 
De este período de recesión se saldrá con una marcado desequilibrio eco- 
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nómico entre las provincias vascas. Así, mientras Álava acusa profunda- 
mente la crisis y se queda atrasada con respecto a Vizcaya y Guipúzcoa, 
éstas, en cambio, resultan mejor libradas merced a la introducción cre- 
ciente del maíz en este siglo y a la reorientación de su sector terciario. 

En el xvi la economía del País Vasco vuelve a atravesar, en su pri- 
mera parte, una época de prosperidad, desarrollándose un pujante capi- 
talismo comercial que se erige en el núcleo dinamizador de la actividad 
económica de la región, mientras que la agricultura también registra un 
período de expansión, roturándose nuevas tierras. Este desarrollo agrícola 
comienza a mostrar su agotamiento a mediados de la centuria y alcanza 
su techo en el último tercio de este siglo. La producción se estanca o 
disminuye, evidenciándose que los métodos tradicionales de explotación, 
eran ya insuficientes para mantener la productividad. La toma de concien- 
cia de los problemas económicos motivará en buena parte la constitución, 
en 1764, de la Real Sociedad Bascongada de Amigos del País, que 
aglutinará a los sectores ilustrados de estas provincias con el objeto de 
promover el desarrollo capitalista en este ámbito. En esta dirección plan- 
tearán la necesidad de introducir reformas en el medio rural, eliminando 
aquellas explotaciones que por su tamaño o recursos tecnológicos fueran 
inviables. 


4.5. Las relaciones sociales 


En lo que respecta al funcionamiento que podía registrar aquel con- 
junto social, nuestra impresión, a la espera de investigaciones que arrojen 
nueva luz sobre esta cuestión, es que era una sociedad con un alto grado 
de cohesión. Esta homogeneidad se vertebraba en los ámbitos rurales lo- 
cales a partir de la casa y los bienes comunales, tejiéndose desde aquí una 
serie de obligaciones y prácticas comunes entre los habitantes de ese es- 
pacio, que tendrían el efecto de acercarles y de establecer sólidos vínculos 
entre ellos. Se establecerían así unas relaciones que vendrían determinadas 
por la fuerza de lo que don JULIO CARO BAROJA llama la noción de 
«vecindad», y que aparejaría un fuerte sentido de «comunidad» entre los 
habitantes de ese microespacio o espacio local. Persistiría de este modo lo 
esencial de la vieja organización de los «valles» que veíamos en la época 
medieval, habiéndose impregnado las gentes, cuando menos del medio ru- 
ral, de una cultura, de un modo de vida en el que la malla de los lazos 
sociales y económicos comunitarios formaban parte esencial. 

Asimismo esa cohesión de la sociedad vasca se manifestaba a otro nivel 
distinto, reaccionando más o menos colectivamente ante lo que se esti- 
maban agresiones del poder central al régimen privativo de estas provin- 
cias. Es en el siglo XVII y en especial en su último tercio, cuando se 
observa este tipo de comportamiento ante la mayor presión que ejerce el 
poder central sobre el régimen foral como consecuencia de los problemas 
financieros que tenía. Ante ello se produce una reacción en las provincias 
vascas de aunarse tras sus fueros, forjándose unos lazos de afinidad entre 
los distintos colectivos de la sociedad tras la defensa del sistema foral. 

Ello no quiere decir que la sociedad vasca se desenvuelva en una per- 
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fecta armonía, y que en su seno no se registren tensiones y conflictos entre 
distintos grupos sociales. Buena prueba de ello es el denominado «motín 
de la sal» de 1631-1634 o las machinadas de 1718 y 1766, que son los 
conflictos de mayor envergadura que se producen en el País Vasco du- 
rante este período. La última de las machinadas, tiene como foco de 
desarrollo el noroeste de Guipúzcoa y la zona limítrofe de Vizcaya, siendo 
el principal motivo que dio origen a esta protesta popular el alza de los 
precios de los granos. En cuanto a los otros dos levantamientos mencio- 
nados, el motín de la sal y la machinada de 1718, ambos se producen en 
principio por una conculcación del fuero —estanco de la sal en el primero 
de los casos, traslado de las aduanas a la frontera en el segundo, medida 
luego revocada—, que aparejaba una mayor presión fiscal y la elevación 
de los precios. Común a todas estas movilizaciones populares es el com- 
ponente social que contienen y que se manifiesta en los ataques y ame- 
nazas que se dirigen a los ricos, así como el distanciamiento y descontento 
que reflejan con respecto a las autoridades locales y provinciales, contra 
las que se canaliza la protesta. 

Bajo nuestro punto de vista, estos motines no contradicen la visión 
anterior, sino que la complementan. Los lazos de vecindad que podían 
operar en una cierta esfera o bien la solidaridad intraprovincial que existía 
en ciertos momentos, eran compaginables con la existencia, a Otra escala, 
de fricciones y de explosiones de descontento. Era una sociedad, O «co- 
munidad» si se prefiere, en la que coexistían como distintas líneas de 
fuerza las tensiones y los conflictos con la cohesión y el orden, entrando 
esos elementos a veces en colisión. Mas, dentro de esta multiplicidad de 
fuerzas, lo que primaba en aquel contexto era, a nuestro modo ver, la 
estabilidad bajo la que se desenvolvía aquella sociedad y los lazos comu- 
nitarios con los que las gentes del medio rural organizaban sus vidas. Éstas 
serían las características básicas de aquel medio, que vendría así definido 
por esa primacía de la estabilidad sobre la ruptura social. 


4.6. La cultura 


En lo que se refiere al desarrollo cultural en el País Vasco, de este 
período data el primer libro en vascuence, publicado en 1545, cuyo autor 
es el sacerdote vasco-francés DECHEPARE. Esta obra era una reunión de 
poemas, con composiciones de carácter religioso junto con otras en que 
se trata sobre el amor profano con libertad y gracejo. En el Xvu se asistirá 
a un florecimiento de la literatura escrita en vascuence en la parte vasco- 
francesa, mientras que en esta parte de los Pirineos es prácticamente ine- 
xistente, y aunque la lengua es ensalzada por distintos autores no es, sin 
embargo, cultivada. Ya en el siglo XVII se aprecia un cambio en esta si- 
tuación, influyendo en ello el mencionado jesuita guipuzcoano MANUEL 
DE LARRAMENDI, que aunque escribió la mayor parte de su obra en cas- 
tellano, fue el gran impulsor del uso escrito del vascuence, debiéndose, 
asimismo, a él la primera gramática de la lengua básica y el primer dic- 
cionario que de ella se publicó. La labor de LARRAMENDI fructificará en 
la publicación de algunas obras de religiosos en lengua vasca y que el 
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centro de la literatura euskérica se desplace desde el País Vasco septen- 
trional a Guipúzcoa. Asimismo, el promotor de la Real Sociedad Bascon- 
gada de Amigos del País, el conde de Peñaflorida, tiene algunas piezas en 
euskera, una de ellas firmada con el seudónimo de Luisa de la Misericor- 
dia, lo que ha motivado que hasta hace poco fuera atribuida a una reli- 
giosa. Estos someros apuntes nos confirman lo que nos dejara dicho 
KOLDO MITXELENA de que la literatura culta en euskera va a ser tardía, 
escasa y, además, de no muy alta calidad. 

En cuanto a la literatura en castellano, tampoco hay una producción 
que destaque, no existiendo, por ejemplo, un movimiento similar al de las 
distintas escuelas del barroco que se registra en otras regiones españolas 
durante el xvI1. Los temas preferentes objeto de tratamiento por los es- 
critores vascos son, según las épocas, la historiografía, la exaltación del 
vascuence y los temas religiosos. Dentro de este panorama hay algunos 
autores que destacan como es el caso de ALONSO DE ERCILLA (1533- 
1594), que aunque nacido en Madrid, mantiene estrechos vínculos con el 
País Vasco, y que es autor del poema épico La Araucana, de muy discu- 
tible calidad. Mayor entidad tiene FÉLIx MARÍA DE SAMANIEGO (1745- 
1801), nacido en Laguardia (Álava), sobrino del conde de Peñaflorida, 
con el que colabora en la creación de la Bascongada. Animado por éste 
escribe su Obra más conocida, las Fábulas, para que sirviera como for- 
mación para los alumnos de la Real Bascongada, siendo autor de algunos 
otros trabajos que, a diferencia de la recatada literatura del país, destacan 
por su desenfado ””. 


10 Sobre este período, algunos de los interesantes trabajos de los que nos hemos servido 
son: Juan Aranzadi, ob. cit. Jesús Arpal, La sociedad tradicional en el País Vasco, San 
Sebastián, 1979. «Familia y territorio en el País Vasco: de la sociedad tradicional a la socie- 
dad industrial», en Familia y cambio social en España, Madrid, 1982. Miguel Artola, «El 
Estado y las provincias vascas», en [X Congreso de Estudios Vascos, Bilbao, 1983. Kosme 
M.* de Barañano y otros, Arte en el País Vasco, Madrid, 1987. Luis Michelena, Historia de 
la literatura vasca, Madrid, 1960. Román Basurto, Comercio y burguesía mercantil de Bilbao 
en la segunda mitad del siglo XVIII, Bilbao, 1983. Luis María Bilbao, «Transformaciones 
económicas en el País Vasco durante los siglos XVI y XVI», en Historia del Pueblo Vasco, 2, 
San Sebastián, 1979. Pablo Fernández Albadalejo, La crisis del Antiguo Régimen en Guipúz- 
coa, 1766-1833: cambio económico e historia, Madrid, 1975. «Manuel de Larramendi: la par- 
ticular historia de Guipúzcoa», en Saioak, múm. 1, 1977. «El País Vasco: algunas 
consideraciones sobre su más reciente historiografía», en España en el siglo XVIII. Homenaje 
a Pierre Vilar, Barcelona, 1985. Emiliano Fernández de Pinedo, Crecimiento económico y 
transformaciones sociales del País Vasco, 1100-1850, Madrid, 1974. Gregorio Monreal, Las 
Instituciones Públicas del Señorío de Vizcaya, Bilbao, 1974. «Anotaciones sobre el pensa- 
miento político tradicional vasco en el siglo xvI», en Anuario de Historia del Derecho Es- 
pañol, Madrid, 1980. Alfonso de Otazu, El «Igualitarismo» vasco: mito y realidad, San 
Sebastián, 1973. José M. Portillo, «El marco institucional de las provincias exentas: elemen- 
tos constitucionales», en Ekonomiaz, núms. 9-10, 1988. Juan José Solozabal, El primer na- 
cionalismo vasco, Madrid, 1975. Aingeru Zabala, La función comercial del País Vasco en el 
siglo XVIII, San Sebastián, 1983. 
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5. LA EDAD CONTEMPORÁNEA. GESTACIÓN Y DESARROLLO 
DE UNA NUEVA SOCIEDAD 


5.1. El marco de la modernización 


En el período contemporáneo se va a producir un acusado contraste 
de dos corrientes que al decir de don JULIO CARO BAROJA habían coexis- 
tido a lo largo de la historia del País Vasco: el arcaísmo y la moder- 
nidad . Durante los siglos xIx y XX el «tiempo histórico» se acelera, 
la frecuencia con que los acontecimientos se suceden se intensifica, y el 
ritmo del cambio social adquiere una rapidez desconocida. En esos dos 
siglos, el País Vasco va a registrar una profunda transformación en todos 
los ámbitos, pasando de ser una comunidad básicamente rural, a una so- 
ciedad moderna, que gira en torno a la economía de mercado y a los 
intereses de clase y grupo. El País Vasco se convierte, en definitiva, a lo 
largo de este tiempo en una sociedad industrial de masas, modificándose 
simultáneamente las reglas sociales, y los hábitos y comportamientos de 
las gentes. 

Ese proceso de modernización no es, en cualquier caso, similar entre 
las distintas provincias, y cada una de ellas va a seguir unas pautas propias 
como consecuencia, básicamente, del desigual impacto que en cada caso 
tiene la industrialización. En tanto Vizcaya y Guipúzcoa son provincias 
con una alta densidad industrial ya en último tercio del siglo XIX y prin- 
cipios del siglo XX, y poseen una economía dinámica y en pleno desarro- 
llo, Álava, por el contrario, permanece estancada, y no regenera su 
anquilosada estructura productiva. Resultado de ello es que el foso entre 
Álava, por un lado, y Vizcaya y Guipúzcoa, por otro, se ensancha, cua- 
jando dos espacios dentro del País Vasco con desenvolvimientos econó- 
micos, sociales y políticos distintos. Este desequilibrio interno del País 
Vasco permanece vigente hasta la década de los cincuenta-sesenta de 
nuestro siglo, momento en el cual Álava es escenario de un importante 
proceso de industrialización, que le permite homogeneizar su estructura 
económica a la de las otras dos provincias. 

De cualquier manera, dentro del proceso que se registra durante estos 
siglos, son perceptibles dos momentos históricamente delimitables: un pri- 
mero que abarcaría aproximadamente hasta el último tercio del siglo XIX, 
y un segundo que comprendería desde ese período hasta nuestros días. El 
primero es un período en el que las fuerzas de la modernidad se van 
abriendo paso dentro de un contexto en el que lo tradicional está fuerte- 
mente arraigado, produciéndose una pugna solapada y a veces violenta 
(véase las guerras carlistas), entre ambas tendencias. A partir ya del úl- 
timo tercio del siglo xIx, los elementos que definen la modernidad han 
triunfado, de manera que nos encontramos con una sociedad distinta a la 
del período anterior, que registra unos nuevos comportamientos sociales, 
políticos e ideológicos. Algunas de las manifestaciones de ese nuevo con- 


” Julio Caro Baroja, Introducción a la historia..., págs. 28 y sigs. 
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texto que aparece con el despuntar del siglo son la socialización de la 
política, la emergencia de nuevas ideologías como el socialismo y el nacio- 
nalismo, o bien la consolidación de clase obrera como colectivo. En cual- 
quier caso, este proceso de modernización que se vive en la sociedad vasca 
no significa que «lo» tradicional y el mundo que representa desaparezcan 
de la sociedad vasca. Por el contrario, la vida política y social vasca va a 
estar impregnada de elementos y de referencias ideológicas tradicionales. 
La nueva sociedad que va emergiendo en el País Vasco, aún con las dis- 
tintas características que sigue cada provincia, mantiene una continuidad 
con la sociedad anterior, permaneciendo en ella vigentes ciertos elementos 
del antiguo orden. Por otro lado, esa transformación del tejido social que 
se produce en especial en el último tercio del siglo xIX y principios del xx 
motiva que la tradición, la rememoración del pasado, se convierta en un 
argumento recurrente en la sociedad vasca. Así, ante la desaparición de 
la sociedad tradicional y la pérdida de las referencias culturales inmersas 
en ella, se pretende cohesionar a las gentes en torno a ese mundo perdido, 
presentado muchas veces como una Arcadia ideal. 


5.2. La crisis de la foralidad tradicional. 
La primera guerra carlista 


Cuando el País Vasco entra en el siglo XIX lo hace arrastrando la crisis 
del modelo de Antiguo Régimen, y con una serie de problemas incubados 
en su seno que pronto se manifiestan en toda su intensidad. Previamente, 
la guerra contra la Convención francesa (1793-1795) pone en evidencia la 
endeblez del dispositivo defensivo Operante en el País Vasco y va a agu- 
dizar las tensiones entre estas provincias y la Administración central. En 
1794, las tropas francesas, tras un rápido avance durante el verano, ocu- 
pan buena parte de Guipúzcoa, suscitándose desde los medios guberna- 
mentales críticas acerca de la nula resistencia ofrecida por San Sebastián 
a los invasores. Al año siguiente, las tropas francesas continuan su avance, 
tomando las plazas de Bilbao y Vitoria. Uno de los acontecimientos que 
mayor convulsión provocó, fue la decisión adoptada en el año 1794 por 
las Juntas Generales guipuzcoanas de negociar directamente con Francia 
y proponerle la formación de una república independiente de Guipúzcoa 
bajo la tutela francesa. Esta postura no debe valorarse, en cualquier caso, 
como un precedente nacionalista, sino que responde a los esquemas fora- 
listas, y conforme a ello se mantiene un criterio provincialista en el que 
Guipúzcoa aparecería como sujeto y destinataria única de la acción. De 
todos modos, esta propuesta supuso una concreción de las teorías formu- 
ladas desde estas provincias sobre la independencia originaria y la integra- 
ción pactada en la corona de Castilla, causando la lógica inquietud en el 
gobierno, y avivándose su criterio de que era necesario revisar las bases 
sobre las que estaban asentadas las relaciones entre el País Vasco y el 
Estado. 

Por otra parte, el agotamiento del modelo del Antiguo Régimen mo- 
tiva que las tensiones internas existentes en la sociedad vasca afloren con 
intensidad, y se produzca una abierta contraposición entre los grupos de- 
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fensores del viejo orden y los que propugnan un nuevo sistema. Aunque 
el conflicto tenga unos perfiles más complejos que los que la necesaria 
brevedad de nuestra exposición nos permite presentar, a grandes trazos 
observamos cómo la sociedad vasca se debate durante estos primeros años 
del xix en una pugna que enfrentaría a dos bandos, encabezados por los 
notables rurales de diferente condición, por un lado, y por la burguesía 
comercial y/o urbana, por otro. Una primera muestra de este enfrenta- 
miento tiene lugar con ocasión de los incidentes que se producen en 1804 
en distintas anteigleisias vizcaínas, en la denominada «Zamacolada». En 
el origen de tales incidentes se encuentra el acuerdo a que llegan los no- 
tables rurales con la Administración, por el cual se habilitaba un nuevo 
puerto en la desembocadura del Nervión, lo que significaba que se rompía 
el monopolio comercial de Bilbao, ocasionando un serio perjuicio a los 
comerciantes de esta villa. Se consideró en Vizcaya que el acuerdo con- 
tenía una contrapartida, según la cual los naturales de esta provincia de- 
berían cumplir el servicio de milicias, motivo que será el desencadenante 
de los levantamientos que tienen su centro en los municipios circundantes 
de Bilbao. La protesta se dirigirá contra los notables rurales, y en ella 
toman parte los campesinos así como comerciantes y propietarios de Bil- 
bao, que instrumentan el movimiento en su propio beneficio, capitalizán- 
dolo y consiguiendo que no se establezca el nuevo puerto. 

Sobre este contexto, se produce la crisis foral que va a originar modi- 
ficaciones en el régimen que venían disfrutando las provincias vascas. Di- 
cha crisis hay que situarla dentro del contexto más amplio de la quiebra 
del Antiguo Régimen y del desarrollo del estado liberal-burgués, con los 
consiguientes procesos de centralización y homogeneización que se origi- 
naban en tales situaciones. Los estados liberales van a buscar una integra- 
ción real del territorio, creando un mercado nacional sin trabas y esta- 
bleciendo la igualdad jurídica de los habitantes; a la vez que se articula 
el territorio de un modo más centralizado para hacer efectiva la presencia 
del aparato administrativo. Estos propósitos, comunes a los nuevos esta- 
dos que nacen con el sistema liberal-burgués, chocan en el caso que tra- 
tamos, con la peculiar situación de estas provincias, que disfrutan, como 
hemos visto, de unas ventajas derivadas del sistema de Antiguo Régimen. 
Era, pues, inevitable que el Estado, en el desarrollo de que las que eran 
sus funciones inherentes en el nuevo marco burgués, colisionase con un 
régimen que, entre otras cosas, impedía con las aduanas interiores esa 
unidad de mercado, e imposibilitaba la homogeneidad jurídica al no con- 
tribuir los habitantes de este territorio a la Hacienda central. A éstos ha- 
bía un problema añadido cual era la grave situación que atravesaba la 
Hacienda pública, con un déficit creciente, que motivaba que el Estado 
contemplara con disgusto que estas provincias continuaran sin contri- 
buir, siendo además una foco de contrabando. 

Por todo ello, ya desde el último tercio del siglo xv la Administra- 
ción central pone en práctica una serie de medidas conducentes a presio- 
nar al régimen foral, y a hacer que éste, tal como existía, resultara 
incómodo para los propios vascos. De este modo, por ejemplo, se esta- 
blece un cerco arancelario sobre estas provincias, de forma que los pro- 
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ductos que desde ellas se enviaban hacia el mercado castellano debían 
soportar unos gravámenes que hacía que no fueran competitivos. Asi- 
mismo, se dejará a los puertos vascos fuera del tráfico directo con Amé- 
rica, en tanto que, por otra parte, la exigencia del donativo será cada vez 
más frecuente. Junto a estas medidas de tipo económico, se producirá a 
raíz de la guerra contra la Convención, una ofensiva ideológica alentada 
desde el gobierno con el propósito de demostrar que los supuestos histó- 
ricos que se manejaban en las provincias vascas para defender su régimen 
peculiar carecían de todo fundamento. Se trataba con ello de desarrollar 
un cuerpo teórico desde el que se pudiese ir cercenando el régimen foral. 

Mas los embates contra el sistema foral no se recibirán sólo desde el 
exterior, y desde la propia sociedad vasca se va a producir un movimiento 
que reclama determinadas modificaciones en el régimen que existía. Es la 
burguesía comercial la que encabeza este tipo de posicionamiento, cons- 
ciente de que el régimen foral estaba constriñendo sus posibilidades de 
desarrollo económico y le obstaculizaba en algunos casos el acceso a los 
órganos de poder. Asimismo, artesanos y manufactureros compartían esta 
actitud dada la competencia que soportaban de los productos extranjeros, 
que no encontraban ningún obstáculo para su entrada en estas provincias. 
La pretensión de estos colectivos no era la de eliminar el régimen foral 
en su conjunto, sino que su aspiración se centraba en modificar el empla- 
zamiento de las aduanas, trasladándolas a la frontera y puertos marítimos. 
En este propósito van a chocar sobre todo con los notables rurales, que 
quieren mantener el sistema inmutable, así como con los campesinos que 
en tanto que consumidores se verían perjudicados con el traslado y los 
gravámenes que soportarían en tal caso los productos importados. Las 
propuestas reformadoras del fuero serán rechazadas por las instituciones 
provinciales dado el dominio que en ellas ejercían los notables rurales, 
que ven en la intangibilidad del régimen foral una garantía del poder que 
disfrutaban. Esta confrontación, y con ella la crisis que atravesaba la so- 
ciedad vasca, adquirirá unos nuevos perfiles con el enfrentamiento armado 
que a partir de 1833 mantienen carlistas y liberales. 

La guerra carlista se extenderá en el País Vasco desde 1833 hasta 1839, 
siendo, sin duda, el ámbito geográfico donde el carlismo tendrá un mayor 
arraigo y sostén fundamental del enfrentamiento. El conflicto carlista será 
la forma específica en la que se expresa la crisis del Antiguo Régimen en 
la sociedad vasca, que se debate entre el estancamiento al que le aboca 
el viejo orden y el nuevo modelo de desarrollo que impulsaba la burguesía 
comercial. Con la guerra, los carlistas defendían básicamente una causa 
dinástica, la religión, y, una vez iniciado el conflicto, la cuestión foral. 
Pero más allá, el carlismo es un movimiento común a otros países del 
occidente y representa la oposición a los cambios que se estaban produ- 
ciendo como resultado del desarrollo capitalista. Es, en este sentido, un 
fenómeno contrarrevolucionario que se resiste a las transformaciones que 
la sociedad burguesa generaba, y en el cual se dan cobijo intereses distin- 
tos y complejas aspiraciones, aunados tras el común rechazo a las modi- 
ficaciones que en la sociedad se estaban dando. En este orden de cosas, 
el carlismo se nos presenta como un movimiento interclasista en el que se 
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encuentran diversas fracciones de clase como+el campesinado, el artesa- 
nado urbano, así como los pequeños notables rurales, que asumirán una 
función directiva, sin olvidar, en fin, al bajo clero que presta una cober- 
tura ideológica al movimiento. Frente a ellos, optan por el bando liberal 
la nobleza rural, los compradores de tierras de las desamortizaciones, y 
buena parte de las capas urbanas. 

Contra lo manifestado en algunas ocasiones, las guerras carlistas no 
son en modo alguno guerras nacionales; es más, en esta primera guerra la 
cuestión foral no aparece en los primeros momentos en la propaganda 
carlista, y es a partir de 1836, con el viraje liberal del gobierno, cuando 
el foralismo adquiere una creciente importancia en el discurso carlista. Es 
posible, no obstante, que la masa combatiente sí identificara desde un 
principio su lucha con los fueros, mas, en cualquier caso, cuando desde 
los distintos ámbitos del carlismo se reclama el fuero se quiere, a través 
suyo, reivindicar el viejo orden así como las ventajas fiscales y de distinto 
tipo que con él se disfrutaban, y de ninguna forma se considera que con 
ello se esté defendiendo un sistema que fuera la manifestación política del 
pueblo vasco. Además, como ha puesto de relieve la profesora MINA para 
el caso navarro, los fueros no son patrimonio de los carlistas, y desde las 
filas liberales también se desarrolla durante la guerra un discurso foralista, 
sólo que, a diferencia de los carlistas, defienden que el régimen foral debe 
tener un encaje dentro del Estado constitucional. 


5.3. La sociedad de mediados del XIX. 
La readaptación del fuero 


El final negociado que tiene el conflicto carlista ante la incapacidad de 
los liberales de obtener un triunfo concluyente en estas provincias, la 
asunción de los liberales vascos de los fueros, yla misma popularidad de 
éstos, van a ser factores que van a pesar en la solución que se da a la 
cuestión foral después de la guerra. En efecto, en octubre de 1839 se 
promulga una ley acerca de los fueros que se caracteriza por su ambigúe- 
dad pues en el primer artículo se señalaba que éstos quedaban «confir- 
mados», para a continuación indicarse que ello era «sin perjuicio de la 
unidad constitucional de la monarquía». Al margen de la clara voluntad 
reformadora que del texto legal se deducía, la ambivalencia contenida en 
este artículo dará pie a una dilatada discusión sobre el significado de la 
ley a lo largo de los años siguientes, y que tanto los partidarios de las 
restricciones forales como sus defensores se apoyen en ella para realizar 
interpretaciones diferentes. En cualquier caso, esta ley contiene una im- 
portante novedad como es que por vez primera y al margen de algún 
precedente no cumplido, la cuestión foral era tratada legalmente, otorgán- 
dosele un reconocimiento legal e incorporándose como una pieza más en 
el nuevo sistema constitucional que los liberales estaban vertebrando. 

Un paso importante en la política de modificación de los fueros se 
registra durante los años 1841-1843, años en los que se busca la nivelación 
y uniformización de las provincias vascas con respecto al resto del Estado. 
De este modo, se adoptan un conjunto de medidas que suponen una sus- 
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tantiva alteración de lo que había sido el régimen foral, suprimiéndose el 
pase foral y la figura del corregidor; trasladándose las aduanas a la fron- 
tera, y extendiendo a estas provincias los regímenes provincial, municipal 
y de administración de justicia, además del sistema de elección a Cortes 
que se había implantado con anterioridad. Una vez que caen los progre- 
sistas y suben los moderados al poder, se asiste a una actitud más com- 
prensiva por parte de la Administración hacia el hecho foral. Prueba de 
ello es un nuevo decreto sobre los fueros, en julio de 1844, que repone 
algunas de las instituciones que habían sido suprimidas durante el trienio 
anterior —en concreto, restablece las Juntas Generales y las diputaciones 
forales—, quedando a partir de este momento conformado un «nuevo» 
régimen foral en que el permanecen la exención fiscal y militar. 

A partir de este decreto se inicia una nueva dinámica que se caracte- 
riza básicamente por la recomposición del grupo dominante de las provin- 
cias vascas, así como por la reorientación del fuero. Tras el decreto de 
1844 y una vez obtenido el traslado de las aduanas, la burguesía urbana 
ya no desea que se introduzcan nuevas modificaciones en el régimen foral, 
y se muestra decidida partidaria del status que gozaban estas provincias, 
que les permitía, por ejemplo, continuar sin pagar a la Hacienda pública. 
Esta postura motiva que se produzca un entendimiento entre la burguesía 
rural y la urbana, que olvidan sus antiguas divergencias para funcionar 
cohesionadamente ante el objetivo, que en aquel momento se revela como 
central, de impedir que el gobierno del Estado introduzca alteraciones en 
el sistema que las provincias vascas disfrutaban. 

Al propio tiempo, el desarrollo del régimen constitucional va a exigir 
una adaptación doctrinal del fuero al nuevo contexto institucional y ad- 
ministrativo, de resultas de lo cual surge lo que los profesores PORTILLO 
y ORTIZ DE ORRUÑO han denominado con acierto como «la nueva fora- 
lidad». Se produce así una reformulación de la cuestión foral que se basa, 
por una parte, en adaptar el fuero a los conceptos dominantes en la 
época, considerándolo como una suerte de «constitución interna» O ma- 
terial de estas provincias, que frente a la Constitución formal del régimen 
liberal tendría su propia legitimidad en tanto que había demostrado su 
capacidad de regulación de cada estructura provincial a lo largo de la 
historia. Una segunda variante de esa reformulación consistiría en presen- 
tar el régimen foral como un régimen administrativo, sin pretensiones de 
que contuviera connotaciones políticas, sino como un sistema cuya función 
consistía en el «gobierno interior» de cada provincia. Esta caracterización 
venía sustentada en las amplias competencias que, contra lo que pudiera 
parecer, va a tener el régimen foral durante el período 1844-1876, dispo- 
niendo las diputaciones de variadas atribuciones que permiten asentar este 
nuevo discurso en el que se vincula el fuero con la autonomía administra- 
tiva. Paralelamente, las diputaciones ven reforzado su papel en las provin- 
cias, de forma que los grupos dominantes, a través del control que 
ejercían sobre tales instituciones, ensanchan su poder en los distintos te- 
rritorios, al tiempo que disponen de un amplio campo de competencias 
desde el que pueden gobernar cada marco provincial. 

Por su parte, la postura de la Administración ante la cuestión foral 


754 ESPAÑA 


había ido evolucionando a lo largo del siglo: Como señala el profesor 
CLAVERO, en los comienzos de la centuria se produce una abierta con- 
frontación entre constitucionalismo y foralismo, entendiéndose en buena 
lógica que un Estado liberal no podía consentir que existiera un régimen 
que quedaba al margen del Parlamento y sin control de éste. Se entendía 
que existía una contraposición entre el fuero en tanto que derecho que 
escapaba al poder legislativo, frente al poder que emanaba de los repre- 
sentantes del pueblo, que congregados elaboraban las leyes de la Nación 
en el Parlamento. Esta radical oposición se va diluyendo, y con el partido 
moderado en el poder hay una integración de la idea foral y una acepta- 
ción de su existencia material. En ello influyen diferentes factores tales 
como la sintonía política existente entre los gobernantes del Estado y los 
que dominaban en estas provincias, que posibilitaba que los primeros 
aceptaran la existencia de un régimen que era administrado desde unos 
parámetros sociales y políticos con los que se identificaban. Asimismo, y 
a pesar de que el proyecto de los moderados era vertebrar la Nación sobre 
un molde uniforme y rígidamente centralizado, la realidad es que el Es- 
tado que se levanta contiene importantes insuficiencias, que fuerzan a los 
representantes de ese Estado a tener que negociar con las oligarquías pro- 
vinciales, y en nuestro caso a tener que aceptar la existencia de un régi- 
men particular. Fruto de esta actitud de los moderados es el hecho de que 
la cuestión foral va a estar escamoteada al Parlamento, estableciéndose 
unos canales de regulación del fuero que marginaban al Legislativo —se 
opte por la vía del decreto—, y evitaban así tener que plantearse su re- 
forma global. 

Todo ello no es obstáculo para que durante la década de los cuarenta 
y principios de los cincuenta se produzcan diferentes iniciativas del go- 
bierno tendentes al arreglo de los fueros, gestiones que no llegan a fruc- 
tificar, manteniéndose el sistema foral incólume. En cualquier caso, esos 
intentos de modificación van a contribuir a crear una imagen de provisio- 
nalidad del régimen foral, motivando que se origine en las provincias vas- 
cas un movimiento de cohesión tras la defensa de los fueros. Así, la 
política de la sociedad vasca durante estos años centrales del xIX viene 
marcada por este aunamiento de los distintos sectores en torno al fuero, 
formándose un poderoso bloque en estas provincias, que se resiste con 
fuerza a toda alteración y constituye un factor más que explica la perma- 
nencia del sistema foral. 

La cohesión que existía en la sociedad vasca se fractura con el estable- 
cimiento en España, en 1868, de un régimen democrático, inaugurándose 
una nueva etapa en el Estado que se extiende a lo largo de seis años 
conocida como el «sexenio democrático». La instauración de ese nuevo 
sistema y las transformaciones políticas que se producen a raíz de la re- 
volución del 68, originan una profunda división de la sociedad vasca, que 
de nuevo vuelve a escindirse en dos grandes bandos delimitados por su 
pertenencia al carlismo o a las ideas liberales. El enconamiento de ese 
enfrentamiento vuelve a dar lugar a una guerra civil en el seno de la 
sociedad vasca, que esta vez finaliza con la derrota militar de los carlistas. 
Las razones que impulsan a importantes sectores de la sociedad vasca a 
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nuclearse tras el carlismo se hallan básicamente en su rechazo a las fór- 
mulas democráticas y laicas que inspiraba el sexenio, esperándose desde 
estos medios aprovechar el clima de inestabilidad política que se vive en 
este período para restablecer la monarquía tradicional. Dentro de la com- 
plejidad antes comentada que conforma al carlismo tanto en su base social 
como en discurso ideológico, este nuevo enfrentamiento va a poner otra 
vez de manifiesto su carácter contrarrevolucionario, y cómo detrás de dis- 
tintos sentimientos y actitudes, latía entre los carlistas un común rechazo 
de la sociedad liberal-burguesa y la defensa de las formas de vida y cultura 
tradicionales. 


5.4. La abolición foral y sus consecuencias. 
El Concierto Económico 


El final de la guerra carlista va a suponer la abolición de los fueros 
por medio de ley de julio de 1876, que establecía la obligación de que las 
provincias vascas contribuyeran económica y militarmente a la Nación. 
Esta ley dejaba, sin embargo, subsistentes los organismos forales, pero la 
intransigente postura que frente al gobierno se adopta en el país en esta 
desfavorable coyuntura da pie para que el Ejecutivo suprima estos restos 
de lo que había sido el sistema foral. No obstante, las provincias vascas 
van a seguir gozando de un régimen especial merced al régimen del Con- 
cierto Económico que se establece en febrero de 1878, y que va a conti- 
nuar otorgando una especificidad jurídica al País Vasco. La solución del 
Concierto refleja, por un lado, la buena disposición del gobierno hacia 
estas provincias, concediendo una fórmula que, de hecho, supone un re- 
conocimiento del particularismo histórico de esta región; pero, por otro, 
es asimismo expresión de la fortaleza de la burguesía vasca que consigue 
que la Administración arbitre una fórmula que resulta de su agrado. 

El régimen del Concierto Económico se mantiene vigente en Vizcaya 
y Guipúzcoa hasta la guerra civil, mientras que en Álava va a existir de 
forma ininterrumpida hasta nuestros días. Con el Concierto, la Adminis- 
tración buscaba básicamente regular las relaciones económicas entre el Es- 
tado y el País Vasco, para lo cual asigna a las provincias vascas una 
cantidad anual —el cupo—, que éstas recaudaban a través de los ingresos 
que obtenían de una serie de impuestos que estaban bajo su control. Ello 
va a suponer que estas provincias tuvieran una gran libertad fiscal, y que 
las diputaciones, en tanto que órganos encargados de recaudar distintos 
impuestos y gestionar esos fondos, contaran con unas amplias posibilida- 
des financieras, así como con la posibilidad de ayudar, vía impositiva, a 
determinados sectores productivos. Pero las atribuciones que se van a de- 
rivar del Concierto Económico no se limitan a la cuestión fiscal, y si ini- 
cialmente el marco competencial estaba ceñido a esta esfera, pronto queda 
desbordado, asumiendo las diputaciones diferentes competencias adminis- 
trativas, que les permiten mantener una importante capacidad de gestión 
en cada provincia. Por otro lado, la misma existencia del Concierto y los 
mecanismos que con él se ponen en juego —se hurta su consideración al 
Parlamento—, reflejan que el foralismo no ha muerto con la ley de julio de 
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1876, y una muestra palpable de ello será el Código Civil de 1889 que, como 
ha explicado BARTOLOMÉ CLAVERO, supone una consagración de los dere- 
chos forales y entre ellos, y muy principalmente, de los vascos. 

Pese a las ventajas de diferente índole que reporta el Concierto, la ley 
de julio de 1876 va generar un sentimiento de frustración en la comunidad 
vasca y que se produzca un fuerte movimiento de unanimidad fuerista. Se 
extenderá la creencia de que la Administración ha arrebatado injusta- 
mente las que «eran nuestras seculares libertades», según la terminología 
de la época, adquiriendo virtualidad una dinámica que tendía a ver las 
relaciones entre estas provincias y el Estado en términos de confrontación. 
Asimismo, la abolición foral contribuirá a que las gentes del País Vasco 
perciban que tienen una problemática común, ahondándose la afinidad 
entre ellas, y que se vaya fortaleciendo la conciencia de sentirse vascos e 
integrantes de una sola comunidad. Paralelamente, las distintas formacio- 
nes y grupos que actúan en la vida pública se declaran fueristas, al tiempo 
que toma cuerpo toda una retórica que presenta a los fueros como la 
expresión del autogobierno que estas provincias habían gozado a lo largo 
del tiempo y encarnación de los derechos que les asistían. Con la abolición 
foral va a verse así reforzada la reconstrucción mitificada de la historia 
del país, que es presentada como una sociedad ideal, sin desajustes inter- 
nos y paradigma de la armonía social. Esta visión utópica se ve propiciada 
por el hecho de que el fuero, a medida que pasa el tiempo, va perdiendo 
significado concreto, quedando como instrumento simbólico, por medio 
del cual se afirma la personalidad singular del país. De este modo, el 
fuero va a servir en aquella sociedad como soporte y fuente legitimadora 
de las reivindicaciones que reclaman mayores cotas de auto-administra- 
ción. Mas no es ésta la única funcionalidad del fuero, pues a través de él 
se difunde y populariza un discurso ideológico de corte tradicionalista, que 
contribuye a que las concepciones conservadoras sean dominantes en la 
sociedad vasca. 


5.5. La industrialización y su impacto 


Como hemos indicado más arriba, durante el último tercio del 
siglo XIX y principios del XX se consolida tanto en Vizcaya como en Gui- 
púzcoa el proceso de industrialización, produciéndose como su resultado 
una transformación del tejido social, del espacio y de los hábitos y cos- 
tumbres de las gentes. Un factor importante que propicia la aparición y 
desarrollo de la industria moderna es el traslado, en 1841, de las aduanas 
a la frontera, lo que permite a los centros fabriles de estas provincias 
acceder sin trabas al mercado nacional, que era el que mejores expecta- 
tivas les ofrecía, a la par que les protege de la competencia externa. 
Desde este momento hay un proceso, ya sistemático, de establecimiento 
de industrias en estas dos provincias, si bien es después de la segunda 
guerra carlista, a partir de 1876, cuando este proceso acelera su ritmo. En 
el caso de Vizcaya es determinante para su desarrollo industrial la acu- 
mulación de capital que se produce como consecuencia de la exportación 
del mineral de hierro que había en la provincia. El mineral se comercializa 
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principalmente hacia Inglaterra, desde donde, en ocasiones, se aprovecha 
este tráfico volviendo los barcos con carbón, con lo que se conseguía abas- 
tecer las fábricas de un producto del que se carecía en la región y, a la 
vez, abaratar los costes del transporte. Aunque una parte de los beneficios 
de la exportación van a las compañías extranjeras, otra buena parte queda 
en manos de la burguesía vizcaína, que dispone así de importantes recursos 
financieros con los que hacer frente a las elevadas inversiones que exige el 
tipo de industria que había en esta provincia. En efecto, la industria vizcaína 
se vertebra sobre la base del sector sidero-metalúrgico, lo que comporta que 
los costes fijos requeridos para establecer las empresas sean altos, por lo que 
era necesario contar con una fuerte disponibilidad de capital. 

La industria guipuzcoana va a encajar en unos moldes muy diferentes 
de la vizcaína, configurándose como un modelo distinto de industrializa- 
ción. En tanto que en Vizcaya la industrialización es intensa y rápida, 
estando geográficamente muy concentrada, en el caso de Guipúzcoa la 
industria se introduce más lentamente y de manera dispersa, estando los 
establecimientos desparramados a lo largo de la provincia. Asimismo, 
frente al monocultivo vizcaíno, la industria en Guipúzcoa se caracteriza 
por su diversidad sectorial, comprendiendo, además de la siderometalur- 
gla, diversas ramas tales como la textil, la papelera, la alimenticia, etc., 
con un tipo de establecimientos que, por lo general, exigían unas inversio- 
nes previas modestas. Igualmente, la industria guipuzcoana se erige sobre 
la base de la pequeña y mediana empresa, contra una mayor concentra- 
ción obrera que se registra en la vecina provincia. Éstas y otras caracte- 
rísticas van a hacer que el proceso de cambio que se produce durante los 
últimos años del xIx y principios del xx discurra por cauces distintos entre 
una y otra provincia, y en tanto en Vizcaya esa modernización va a ser 
brusca, originando un rápido y profundo cambio de su estructura social, 
en cambio en Guipúzcoa la transformación es más sosegada, sin que se 
produzcan cambios traumáticos, adecuándose paulatinamente la provincia 
al nuevo marco. 

De este modo va a resultar que el proceso de modernización tiene un 
impacto diferente en cada provincia vasca, y si Álava mantiene una eco- 
nomía de corte tradicional, la industrialización de Guipúzcoa y Vizcaya 
sigue vías divergentes. Ello va a incidir en el distinto comportamiento que 
registra cada provincia y así en el caso de Vizcaya, el brusco dislocamien- 
to de la sociedad tradicional favorece la emergencia de tensiones y el en- 
durecimiento de las relaciones sociales y políticas. Por su parte, la más 
acompasada modernización de Guipúzcoa crea un contexto en el que el 
enfrentamiento entre los distintos colectivos y partidos está más atenuado, 
manteniéndose una mayor cohesión social, características estas últimas que 
asimismo se dan, sólo que ampliadas, en Álava. 


5.6. Las nuevas pautas de la sociedad vasca 


En cualquier caso, como ha señalado con acierto JUAN PABLO FUSI, 
desde fines del xIx y más expresamente ya en el siglo xx, en la sociedad 
vasca se registran una serie de características que, aunque con distinta 
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intensidad, son comunes a toda la región y marcan un punto de inflexión 
en la evolución histórica de este país. Así, según el profesor FUsI, al que 
seguimos en su explicación, el desenvolvimiento del País Vasco a lo largo 
de nuestro siglo vendría marcado por: 

a) Un proceso creciente de socialización de la política, resultado del 
desarrollo de los partidos de masas, del progresivo interés de las gentes 
por las cuestiones públicas, y, como su extensión, de un aumento de la 
participación ciudadana en la vida política. 

b) Una paulatina extensión de la identidad vasca, que se convierte en 
elemento definidor del País Vasco. De este modo, y aún subsistiendo con 
fuerza los particularismos provincialistas, se va forjando un nexo de unión 
entre los distintos territorios históricos, y delimitándose como un espacio 
político único como consecuencia de que las gentes van percibiendo que 
integran una sola comunidad. 

c) El pluralismo político e ideológico, coexistiendo diferentes culturas 
y una amplia gama de opciones políticas. 

d) La importancia que paulatinamente va adquiriendo la reclamación 
de mayores cotas de autogobierno, plasmándose esa petición en la reivin- 
dicación de un estatuto de autonomía para el País Vasco. 

Asimismo, a medida que transcurre el siglo, el problema de la nacio- 
nalidad vasca va teniendo una creciente importancia, logrando la formu- 
lación nacionalista una paulatina incidencia en la sociedad vasca. En 
cualquier caso, la hegemonía del nacionalismo en la vida política es 
un fenómeno muy reciente, pues hasta 1975 no conseguirá constituirse 
como una opción predominante. Con anterioridad, hay que esperar has- 
ta la II República para que el nacionalismo se erija en la primera opción 
política en el País Vasco, y ello dentro de un panorama que destaca por 
el equilibrio de fuerzas. En efecto, hasta 1936 distintas formaciones polí- 
ticas se van a repartir el apoyo popular, contando según qué áreas mayor 
potencia una fuerza u otra. Estas distintas opciones implantadas en el país 
serán la nacionalista, la republicano-socialista, la carlo-integrista, y, por 
último, la monárquica de componente españolista, que cristalizarán en 
diferentes culturas. Había, de este modo, en el País Vasco una gran va- 
riedad política por provincias y zonas, que dará lugar ya en tiempos de 
la IT República a una triangulación de la vida política entre las dos pri- 
meras opciones antes referidas más la derecha españolista que integraría 
a monárquicos y carlo-integristas. 

Por otro lado, desde principios de siglo se aprecia una nueva redefi- 
nición del problema vasco, sobre la base de que las reivindicaciones fo- 
ralistas se van traduciendo en una formulación ya más acorde con los 
tiempos, tendiéndose así a demandar un Estatuto de Autonomía para es- 
tos territorios. Esta paulatina asunción en la sociedad vasca de esta recla- 
mación viene propiciada por la vaguedad normativa en la que estaba 
sumido el régimen del Concierto, que daba lugar a distintas colisiones 
entre la Administración y las provincias vascas. Ante ello, se va tomando 
conciencia en estas provincias de que era necesario llegar a una fórmula 
que supusiera un reconocimiento político de la facultad del País Vasco de 
poseer una serie de competencias, a la vez que se delimitaban cuáles eran 
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esas competencias que debía asumir. Se producen de esta manera distintas 
iniciativas tales como la Liga Foral Autonomista de Guipúzcoa en los años 
1904-1906, o el movimiento de los años 1917-1919, que, aún manteniendo 
la retórica foralista, buscan ampliar y asentar la autonomía de estas pro- 
vincias sobre bases firmes. Mas no será hasta la II República cuando esta 
aspiración cobre auténtica dimensión y se reclame ya la creación de un 
marco político vasco unitario. Sin embargo, la conjunción durante el pe- 
ríodo republicano de varios factores como, por ejemplo, el enfrentamiento 
inicial del PNV con el gobierno y su política intransigente a lo largo de 
esta etapa, la desvinculación de Navarra del proyecto autonómico, la falta 
de flexibilidad de la izquierda que no acepta soluciones que no estén bajo 
su control, van a motivar que la concesión del Estatuto de Autonomía se 
posponga a 1936, ya en plena guerra civil, y que debido a los avatares de 
la guerra, su vida sea efímera. Hay que esperar, pues, a 1979 para que el 
régimen autonómico se implante en el País Vasco de modo estable. 


5.7. Nacionalismo. Socialismo 


La aparición del nacionalismo en la última década del xIx hay que 
relacionarla con la frustración que pudo originar la Ley del 76 y, sobre 
todo, con el desconcierto que suscita el fenómeno industrializador en Viz- 
caya. En efecto, la formulación nacionalista de Sabino Arana viene mar- 
cada por ser una reacción defensiva ante la transformación acelerada que 
se estaba produciendo en la sociedad vizcaína, y conecta con un sector 
social que encuentra en su mensaje la mejor respuesta a las profundas 
perturbaciones sociales que estaba viviendo. Es, en este sentido, un fe- 
nómeno que inicialmente sólo arraiga en Vizcaya, tardando varios años en 
cuajar en Guipúzcoa, en tanto que en Álava la implantación del nacio- 
nalismo es reciente. 

El proyecto de Sabino Arana supone un corte con el foralismo en 
tanto que introduce el elemento de la nacionalidad vasca, que es su apor- 
tación sustancial, definiendo lo que serían los elementos constitutivos de 
la nación vasca. No obstante ese corte, su pensamiento es deudor de las 
construcciones foralistas previas, que retomadas por Sabino les va a dar 
una proyección diferente que le sirve para afirmar la existencia originaria 
de la nación vasca. Desde esta base, el proyecto sabiniano se monta sobre 
el fundamento de la tradición y de la añoranza de un pasado mitificado, 
estando recorrido, tal como ha explicado ANTONIO ELORZA, por dos hilos 
conductores comunes al pensamiento prenacionalista y nacionalista como 
son el arcaísmo y el integrismo. Sobre esa rememoración idealizada de la 
antigua sociedad, Arana construye una elaboración radical que toma como 
referente negativo a España, que es presentada como una colectividad de 
naturaleza moral perversa. El componente integrista del pensamiento de 
Arana se materializa en el soporte teocrático de su formulación, que le 
hace concebir su proyecto político como una forma de difundir una con- 
cepción religiosa de la vida y apartada de las malas costumbres. Á partir 
de este principio, se explican, en buena medida, otras dos piezas angulares 
del postulado de Arana como son el racismo y el antimaketismo o xeno- 
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fobia, pues se trataría, desde su concepción, de preservar la pureza de la 
raza vasca frente a la irreligiosidad e inmoralidad que caracterizaría al 
pueblo español. Este planteamiento viene acompañado por la reivindica- 
ción de independencia de los seis «pueblos» o «Estados» vascos integrados 
bajo el Estado francés y español, para constituir así la nación vasca. No 
obstante, esa reclamación queda modificada al final de su vida cuando 
sostiene un proyecto no demasiado bien conocido de una Liga Vasco Es- 
pañolista con la que, cambiando su objetivo anterior, pretendería una amplia 
autonomía dentro del Estado para Euskadi español. Este viraje dará pie a 
que el discurso sabiniano contenga dos posibles lecturas, cristalizando, como 
vamos a ver, esta ambivalencia en la confrontación entre dos líneas que se 
declaran ambas como fieles intérpretes del pensamiento de Arana. 

A medida que transcurre el siglo, el nacionalismo registra una signifi- 
cativa evolución, variándose el mensaje sabiniano y limándolo de sus as- 
perezas. Esa evolución viene caracterizada por la contraposición antes 
citada que va a existir en el seno del nacionalismo entre una línea posi- 
bilista por un lado, frente a otra intransigente u ortodoxa cerrada por 
otro. Triunfan en esta pugna los posibilistas, lo que se traduce en el de- 
sarrollo de una orientación que combina el mantenimiento de los prin- 
cipios doctrinales de Arana con una praxis política marcada por la adap- 
tabilidad y adecuación al medio. Una manifestación de ello será el rele- 
gamiento del objetivo independentista y la aceptación de la unidad del 
Estado español, al tiempo que la política nacionalista se centrará en el 
desarrollo de la cultura vasca con el objeto de así lograr la recuperación 
del «alma nacional vasca». Esa evolución culminará en la II República, en 
la que el PNV se presenta ya como un partido democristiano y populista, 
cuya lucha gira en torno a la consecución del Estatuto de Autonomía, si 
bien manteniendo un lenguaje nacionalista radical con el que se quería 
enlazar con la ortodoxia sabiniana y que daba a su mensaje una cierta 
indefinición y ambigúedad. 

Otro fenómeno resaltable que tiene lugar como consecuencia del pro- 
ceso de modernización, es la aparición, a fines del xIx, de un potente 
movimiento obrero que se dota de organizaciones políticas y sindicales 
propias. Dentro del País Vasco, es en Vizcaya donde los trabajadores van 
a alcanzar más rápidamente un mayor peso como tal colectivo, incidiendo 
no sólo en la vida laboral, sino constituyendo una opción que influye de- 
cisivamente en la vida política de esta provincia. Son los socialistas los 
que logran un mayor arraigo entre la clase obrera, tanto a través del 
partido como a través de la UGT, y los que en buena medida canalizan 
la expresión del sentir de los trabajadores. Esa penetración de los socia- 
listas entre los obreros vizcaínos viene propiciada por el destacado papel 
que asumen en la vida laboral y por su decidida defensa de los intereses 
de los trabajadores, lo que motiva que éstos tiendan a considerarles como 
la opción que mejor defiende sus aspiraciones y a identificarse con ellos. 
Los socialistas, en efecto, asumen una función dirigente en los importantes 
conflictos sociales que se producen en Vizcaya en los años 1890-1910, que 
se caracterizan en esta provincia por ser un período de intensa agitación 
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laboral, en la que sobresalen los mineros que protagonizan durante este 
tiempo enconadas huelgas. 

Durante ese período de 1890-1910, el socialismo vizcaíno desarrolla 
una línea de contenido obrerista y confrontación laboral, priorizándose la 
actividad en el mundo del trabajo, al tiempo que se rechaza cualquier 
entendimiento con los partidos «burgueses», republicanos incluidos. Esta 
orientación es auspiciada por Facundo Perezagua, un toledano que se ins- 
tala en Bilbao en 1885 y que rápidamente se erige en líder del partido. 
Pronto otra figura emerge en el socialismo vizcaíno, Indalecio Prieto, que 
va a propugnar una línea diferente de la de Perezagua, y del choque entre 
ambos va a salir triunfante Prieto, que ya en los comienzos de la década 
1910-1920 se convierte en líder del socialismo, liderazgo que mantiene 
hasta la guerra civil. Prieto va a primar la actividad política, reacomo- 
dando al PSOE en una orientación democrática y republicana, en la que 
se buscaría la colaboración con otras fracciones sociales y en especial la 
alianza con los republicanos, en detrimento de una estrategia que giraba 
en torno a la lucha contra la burguesía. Asimismo, con Prieto los socialis- 
tas van a desarrollar en el mundo laboral una línea moderada, en donde 
se busca la negociación y el pacto y se tiende a evitar la confrontación. 

El socialismo va a registrar un continuado crecimiento a lo largo de 
estos años, si bien será en Vizcaya donde mantiene el núcleo de su fuerza. 
Así, de los 775 votos logrados por los socialistas en las elecciones locales 
de Bilbao en 1891, pasan, diez años después, a contar con doce concejales 
en este ayuntamiento, para, en 1918, salir elegido por vez primera en el 
País Vasco un socialista como diputado a Cortes, designación que recae 
en Indalecio Prieto, que es reelegido hasta 1923 por el distrito de Bilbao. 
Ya en la II República, los socialistas obtendrán siete diputados en el País 
Vasco a lo largo de las tres elecciones que se celebran. Su incremento 
sindical será también notable, alcanzando en la II República alrededor de 
los 50.000 afiliados, lo que le convertía en el primer sindicato del País 
Vasco, con una hegemonía indiscutida en Vizcaya, si bien en Guipúzcoa 
era superado por el sindicato nacionalista Solidaridad de Trabajadores 


Vascos. 


5.8. El desenvolvimiento cultural 


En cuanto a la evolución cultural, los procesos de cambio que se re- 
gistran en el País Vasco motivan que la sociedad que va surgiendo sea 
más compleja y variada, y que como su reflejo, las expresiones que en los 
distintos ámbitos de la cultura se van produciendo sean más ricas y diver- 
sas. Hay, en este sentido, en la época contemporánea una acentuación de 
la heterogeneidad cultural de Euskadi, desarrollándose diferentes tradicio- 
nes culturales que parten de supuestos muy variados y que invalidan cual- 
quier interpretación unidimensional de la cultura que ha existido y existe 
en el país. 

Refiriéndonos al género literario, tanto la literatura euskérica como la 
literatura vasca escrita en castellano forman parte del patrimonio cultural 
del país, y ambas lenguas son vehículos de expresión del pensamiento e 


762 ESPAÑA 


inquietudes existentes en esta comunidad. Á este respecto, existe en el 
País Vasco, desde principios del xIX, una amplia producción literaria en 
una y otra lengua que coexiste sin conflictos hasta los primeros años de 
la Restauración (1875 y sigs.), y sin que el empleo de cualquiera de las 
dos lenguas supusiera la defensa de una determinada identidad nacional. 
Según los especialistas, la obra literaria que se publica hasta casi el fin de 
siglo tiene, por lo general, un escaso valor, mas gozará de una estimable 
proyección social y servirá para apuntalar, a través de la recreación de 
una serie de imágenes, la ideología dominante. Común a esta literatura es 
su cultivo del género romántico y su gusto por la novela histórica, cons- 
truyendo una pseudohistoria del pasado del país basada en la leyenda y 
en el mito con el objeto de dar soporte a la especificidad del País Vasco, 
contribuyendo con ello a ir gestando una conciencia colectiva vasquista. 
Dentro, pues, de esa corriente dominante de corte romántico-fuerista se 
inscriben autores tales como JUAN ANTONIO MOGUEL (1745-1804) y Pe- 
DRO PABLO ASTARLOA (1752-1806), precursores de una primera genera- 
ción de escritores nacidos en torno a 1810-1820, entre los que se cuentan 
a JUAN V. ARAQUISTAIN, NAVARRO VILLOSLADA O ANTONIO TRUEBA, 
como literatos en lengua castellana, o a «Bilintx» y al labortano ELISSAM- 
BURU en euskera, así como JOSEPH-AUGUSTIN CHAHO, que escribe en 
francés. A éstos les sigue una segunda generación nacida en torno a 1833- 
1848, en la que se incluyen a MANTEROLA, ARRESE BEITIA O MARCELINO 
SOROA, que escriben en euskera, en tanto que VICENTE DE ARANA, BE- 
CERRO DE BENGOA O los navarros ARTURO CAMPIÓN y OLÓRIZ lo hacen 
en castellano. 

Esta relativa homogeneidad de la literatura vasca se rompe con el fin 
del siglo, con una generación nacida alrededor de los años 1863-1873. Esa 
ruptura afecta por un lado a la comprensión de lo que es la cultura vasca 
y los elementos que la conformaban, registrándose un divorcio entre una 
generación «euskaldunista» formada por los SABINO ARANA, EVARISTO 
DE BUSTINZA, DOMINGO AGUIRRE, etc. y la «generación del 98» vasca, 
integrada, entre otros, por los UNAMUNO, BAROJA, MAEZTU, SALAVE- 
RRÍA, etc. Pero, sobre todo, este último sector va a protagonizar una 
ruptura con el tardoromanticismo imperante en la literatura vasca, aban- 
donándose este movimiento que tanta influencia había tenido por otros 
estilos diferentes. No obstante, a los noventayochistas vascos les costará 
deshacerse de la influencia de la literatura anterior, que se hace presente, 
sobre todo, en sus años juveniles, existiendo de hecho una relación con- 
tradictoria de rechazo y fidelidad con la generación precedente. No es 
preciso abundar sobre el impacto que sobre la literatura española tuvieron 
los noventayochistas vascos, en especial sus dos figuras cimeras, BAROJA 
y UNAMUNO, que aún expresando una problemática variada y universal 
ya propia de una sociedad de masas, mantienen en varias de sus obras un 
regusto que refleja sus raíces vascas. 

Las siguientes generaciones de escritores no alcanzan la relevancia de 
ésta, apreciándose, además, una inclinación a mantener esa visión polari- 
zada de la cultura vasca, fragmentada entre su decantación por el «espa- 
ñolismo» o por el «vasquismo». Así, la «generación del 14» se situaría en 
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la primera de las órbitas (ZUGAZAGOITIA, MOURLANE MICHELENA O 
SÁNCHEZ MAZAS, nacido en Madrid), en tanto que en la del «27» se 
aprecia una tendencia dominante hacia el vasquismo (LIZARDI, LAUA- 
XETA, ORIXE), aunque también en esta generación se cuenten a literatos 
que no comulgan con esa inclinación y que a diferencia de los citados 
escriben en castellano (ZUNZUNEGUI O el primer CELAYA, entre otros). 
En la segunda mitad de los cuarenta aparece una generación de poetas 
vascos de indudable calidad y que influirán en el conjunto de la poesía 
española. Sus representantes más cualificados son ÁNGELA FIGUERA, 
BLAS DE OTERO y GABRIEL CELAYA, encabezando estos dos últimos el 
movimiento de la poesía social que se produce en los años cincuenta y 
sesenta, cultivando, asimismo, a lo largo de su vida otro tipo de estilos. 


5.9. El franquismo 


Volviendo a la evolución histórica, nos encontramos que el triunfo de 
los rebelión militar y la instauración del régimen franquista va a suponer 
la laminación de toda referencia pública vasquista y la supresión de cual- 
quier vestigio que supusiera un reconocimiento de la especificidad del país 
Vasco, con la sola excepción de Álava, cuya decantación por el bando de 
los sublevados es premiada con el mantenimiento del Concierto Econó- 
mico. Dentro de la afirmación de una idea esencialista y totalitaria de 
«España» frente a la «Antiespaña» de los valores democráticos, Franco 
impone un régimen rígidamente uniformizado, en el que se aplica una 
política de castellanización y represión de las expresiones de lo autóctono. 
Hay, de este modo, una imposición por la violencia de un determinado 
concepto de nación española, eliminándose por la fuerza otros conceptos 
O aspiraciones nacionales como el catalán o el vasco. Este carácter coac- 
tivo en el que se instala el franquismo le permitirá perdurar, pero al 
mismo tiempo le deslegitimará como Estado, y no impedirá la reproduc- 
ción de esos anhelos nacionales reprimidos. Asimismo, esa misma actua- 
ción violenta del régimen en nombre de España, provoca una identi- 
ficación entre la idea de España y la opresión nacional y política, de manera 
que el nacionalismo vasco, en tanto que encarna una ideología opuesta 
a esa idea represora, encontrará un contexto favorable desde el que 
emerger con fuerza y una simpatía en el Estado entre los grupos de la 
Oposición. ñ 

Sobre este marco, determinados factores inciden para que la reivindi- 
cación nacionalista surja con nuevas características. Por una parte, la po- 
lítica del régimen origina que las señas de identidad de lo vasco se vean 
seriamente amenazadas, con un palpable retroceso de la cultura euskaldún 
y una lengua vasca que es recluida ante la desprotección oficial. Esta si- 
tuación provoca un sentimiento agónico acerca de la supervivencia de lo 
que eran los rasgos definidores de lo vasco, y como su consecuencia, que 
la reivindicación nacional vasca se manifieste con una mayor radicalidad y 
virulencia. Por otro lado, Euskadi registra profundas transformaciones so- 
ciales como resultado de un nuevo proceso industrializador durante los 
años 1950-1975 —<que esta vez sí afecta a Álava—, afluyendo un impor- 
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tante número de emigrantes, calculados en torno a las 900.000 personas 
entre 1950-1970, generándose como resultado de todo este proceso una 
sociedad asentada sobre un nuevo tejido social. Asimismo, desde los años 
sesenta la sociedad vasca es escenario, al igual que la del resto de España, 
de un proceso de secularización y de modificación de hábitos y costum- 
bres, todo lo cual causará un profundo impacto en una comunidad tan 
aferrada a lo tradicional como la vasca, a la par que el mayor grado de 
intercomunicación que en aquel período se vive permitirá un mayor co- 
nocimiento de ideas y experiencias internacionales. Los cambios de dis- 
tinto tipo que se van produciendo van a provocar a partir de los sesenta 
la afloración de nuevas tensiones, y el desarrollo de una notable conflic- 
tividad que afecta especialmente a las relaciones laborales. 

Marcada por estas coordenadas surge, en 1959, ETA. Su aparición está 
relacionada con la inactividad que mantenía el PNV, lo que incita a un 
sector vinculado a este partido a promover una nueva organización que 
dé respuesta a las tensiones y descontentos que se vivían. En sus primeros 
momentos, ETA no tiene perfilado el modelo de nacionalismo a adoptar, 
mas la política represiva del franquismo aboca a que se elija la opción del 
nacionalismo intransigente y radical. Así, como ha señalado GURUTZ JÁU- 
REGUI, ETA va a ser la resultante de la combinación de dos factores: el 
pensamiento de Arana y el franquismo. La formulación sabiniana estaba 
planteada sobre la base de concebir Euskadi como un territorio ocupado 
por España, haciendo el franquismo efectiva esta tesis. ETA se instala 
sobre esta imagen de un territorio ocupado por una potencia extranjera, 
y desde este supuesto desarrolla su política. A la hora de la elaboración 
de sus principios ideológicos y políticos, se producirá la confrontación en 
el seno de ETA entre varias tendencias, imponiéndose a partir de 1966 la 
corriente «tercermundista», que tendrá como eje esa idea de la ocupación 
de Euskadi, y la adopción de la vía revolucionaria de los países del tercer 
mundo, incluyéndose en esta estrategia la lucha guerrillera. De aquí de- 
rivará la definición de ETA como «movimiento socialista vasco de libera- 
ción nacional», y que, por tanto, la desaparición del régimen franquista 
no suponga el abandono por parte de ETA de sus métodos de lucha dado 
que, desde su perspectiva, quedaba por conseguir la parte fundamental de 
su objetivo, esto es, la obtención de un Estado vasco socialista e indepen- 
diente. 

Con intermitencias, ETA demuestra su capacidad de acción, ocasio- 
nando entre 1968 y 1975, 43 muertes, y asesinando en 1973 al entonces 
presidente de gobierno, Carrero Blanco. El régimen, incapaz de otra res- 
puesta, reacciona a esta intensa actividad con una dura represión, que 
tiene el efecto de hacer viable la estrategia de ETA de acción-represión, 
a la vez que le otorga una popularidad creciente que lleva a sectores, 
sobre todo jóvenes, a identificarse con esta organización, y a provocar una 
mayor sensibilidad entre la población hacia la cuestión nacional. Parale- 
lamente, las movilizaciones en la sociedad vasca adquieren cada vez mayor 
entidad, destacando especialmente las protestas que tienen lugar en 1970 
con motivo del juicio a unos militantes de ETA en Burgos, a los que se 
condena a muerte, aunque luego la pena es conmutada, y las que se pro- 
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ducen en 1975 con ocasión de otro juicio y posterior fusilamiento de dos 
miembros de la organización. Entre tanto, se produce en ETA un proceso 
de decantación ideológica y política, afirmándose como hegemónico en la 
organización el sector militar en detrimento de las fracciones más sensibles 
a la cuestión social. Ello va a significar la primacía en ETA de la acción 
violenta frente a la política, produciéndose a la par en la organización y 
en su entorno una exaltación de valores de corte militarista, y que vayan 
germinando sentimientos intolerantes y antidemocráticos. El paso de una 
organización política a una banda terrorista estaba ya incubado en el pe- 
ríodo franquista. 


5.10. De la transición a la democracia 


La muerte de Franco en 1975 y la restauración de la monarquía va a 
inaugurar una nueva dinámica y da paso al establecimiento gradual de la 
democracia. Con la nueva situación, el marco bajo el que se va a desen- 
volver Euskadi va a cambiar profundamente, y se va a producir un reco- 
nocimiento político de la singularidad histórica de este territorio, conce- 
diéndose las aspiraciones nacionales que habían sido más sentidas por la 
oposición democrática vasca durante la época franquista. De este modo, 
se adoptan medidas como la legalización de la bandera vasca, la concesión 
de un régimen de preautonomía con la creación de un Consejo General 
Vasco, se restauran las Diputaciones forales y Juntas Generales abolidas 
desde 1876, a la vez que se derogan tanto esta Ley de 1876 como la de 
1839. Este proceso de reconocimiento de la identidad vasca alcanza su 
momento culminante en 1979, con la aprobación del Estatuto de Auto- 
nomía, que concede un nivel de autonomía para el País Vasco sin igual 
en la historia, constituyéndose un gobierno vasco con amplias competen- 
cias y restituyéndose los Conciertos Económicos. 

Por otra parte, las elecciones que se celebran durante estos años ponen 
de manifiesto la hegemonía del nacionalismo en la sociedad vasca, so- 
liendo reunir el conjunto de las opciones nacionalistas alrededor del 60-68 
por 100 de los votos emitidos. Es el PNV el que acapara el mayor número 
de votos en el campo nacionalista, alcanzando en torno al 30-40 por 100 
de los sufragios en las elecciones que se celebran entre 1979 y 1984, si 
bien la escisión de EA motiva que en las autonómicas de 1986 baje al 
23,64 por 100 de los votos. Otra formación que dentro del campo nacio- 
nalista recibe un porcentaje elevado de votos es HB, brazo político de 
ETA, que obtiene unos resultados crecientes que le permiten alcanzar el 
19 por 100 de los sufragios en las elecciones de 1987. Dentro de este 
panorama, la única opción de ámbito estatal que cuenta con un sólido 
apoyo en la sociedad vasca es el PSOE, que aparece como la segunda 
fuerza del país, oscilando su porcentaje de votos desde 1983 entre un 20- 
25 por 100. 

Estos datos electorales demuestran, pues, el predominio del naciona- 
lismo, pero también reflejan el pluralismo en el que continúa moviéndose 
la sociedad vasca, aunque es un pluralismo más atenuado que el que exis- 
tía con anterioridad a 1936 en razón a esa mayoría que ahora disfrutan 
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las opciones nacionalistas. En cualquier caso, dende ese pluralismo se ma- 
nifiesta quizá de manera más intensa es en la propia diversidad cultural y 
sociológica de la sociedad vasca, con una riqueza y variedad mayor que 
lo que a veces se desprende de algunas lecturas simples del mapa político. 
De hecho, en el País Vasco conviven distintas culturas con diferentes raí- 
ces (cultura euskaldún, española, vasco-francesa, además de las culturas 
provinciales y locales), formando todas ellas parte de la identidad de Eus- 
kadi y de sus rasgos definidores. 

Junto a esta hegemonía del nacionalismo, el otro factor clave sobre el 
que discurre la vida del País Vasco es el terrorismo protagonizado por 
ETA. A pesar de los importantes logros autonómicos antes comentados, 
ETA va a seguir con su actividad, enfrentándose ahora con la democracia 
y adoptando actitudes cada vez más totalitarias, que le llevan, por ejem- 
plo, a considerarse el representante del pueblo vasco y a hacer caso omiso 
del veredicto de las urnas. Atrapada por la espiral de la violencia y con 
una estrategia de guerra de desgaste, ETA continúa con su campaña de 
atentados, que ocasiona entre 1979 y 1986, 387 muertes. Así, con el 
tiempo ETA ha devenido en una fracción que desde una lógica militarista 
y utilizando el señuelo de la alternativa KAS, pretende imponer por la 
violencia sus criterios a la sociedad. Sin embargo, a pesar de sus caracte- 
rísticas antidemocráticas, ETA y su representación en la vida política, HB, 
mantienen un estimable apoyo popular. En ello han incidido varios fac- 
tores que pasamos brevemente a enumerar: 

a) El retraso con que un vez instaurada la monarquía se adoptan 
medidas reclamadas por la sociedad. Durante la transición, cuestiones 
como la legalización de la «ikurriña» y la amnistía se resuelven tarde y 
con vacilaciones, manteniéndose, además, por parte de los primeros go- 
biernos de la monarquía una política continuista en una materia tan sen- 
sible en el país como la de orden público. Esa lentitud provocará la 
desconfianza de ciertos sectores hacia el nuevo régimen, y que la política 
descalificadora de ETA pueda encontrar un sustento. 

b) La falta de visión del gobierno del Estado, que tarda en aceptar 
el papel central que por su incidencia en la sociedad vasca había de jugar 
el PNV. Se mantiene así un distanciamiento entre el gobierno y el PNV, 
que va a cristalizar en la exclusión de este partido de la ponencia consti- 
tucional, y que, a su vez, los nacionalistas propugnen la abstención en el 
Referéndum sobre la Constitución. Como es conocido, la Constitución, 
aunque es aprobada en Euskadi, registra un alto índice de abstenciones, 
el 55,4 por 100 del censo. 

c) La política que ha desarrollado hasta cierto momento el PNV tanto 
desde el partido como desde el gobierno que, como ha señalado PATXO 
UNZUETA, va a servir de paraguas ideológico del abertzalismo radical y 
concede los pretextos desde los que los violentos se encuentran legitima- 
dos para actuar. La línea de permanente confrontación que mantiene el 
gobierno vasco durante la era Garaicoetxea frente a la Administración 
central, propicia el victimismo de la comunidad vasca y contribuye a afir- 
mar la creencia de que esta nacionalidad continuaba oprimida. Por otro 
lado, el PNV va a manejar un tipo de argumentos tales como que Euskadi 
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rechazó la Constitución, que el Estatuto era de mínimos, que debe apli- 
carse el derecho de autodeterminación, que había vínculos ideológicos con 
ETA aunque sus medios eran reprobables, etc., que tienen el efecto de 
crear en la familia nacionalista un marco de comprensión hacia ETA, y 
que en este ámbito no se tuviera la suficiente sensibilidad en la lucha 
contra el terrorismo. q 

d) La crisis económica, que generaba un ambiente de crispación que 
va a alimentar la actividad etarra. 

Con respecto a esta última cuestión, hay que hacer notar que la crisis 
económica se hace sentir con especial fuerza en Euskadi. Los factores que 
explican esta recesión son, por un lado, externos, incidiendo la subida de 
los precios del petróleo y de las materias primas, el derrumbe de los mer- 
cados internacionales y la aparición de nuevas tecnologías. Pero asimismo 
influyen elementos estructurales endógenos como la descapitalización de 
la industria vasca, su obsolescencia, la dedicación a sectores no competi- 
tivos, etc. Sobre todo ello planea el terrorismo, que sigue lastrando cual- 
quier salida y es un importante factor de desactivización industrial. Esta 
situación ha provocado un fuerte desempleo, el aumento de los stokcs, la 
falta de inversiones, y, en definitiva, el empobrecimiento de una sociedad 
como la vasca que había liderado, junto con Cataluña, el proceso indus- 
trial en España. Distintos indicadores reflejan la gravedad de esta rece- 
sión. Así, si tomamos el índice 100 para España, comprobamos cómo la 
renta por habitante disminuye en la Comunidad Autónoma de 146,4 en 
1971 a 114 en 1983, en tanto que la población ocupada decrece entre esos 
mismos años de 756,4 (en miles personas) a 644,3. Más en concreto, en 
el año 1985 la tasa de paro ascendía en Álava al 18,9 por 100, en Gui- 
púzcoa al 23,1 por 100 y en Vizcaya al 24,8 por 100 de la población activa. 
Por su parte, el PIB va a tener una tasa anual acumulativa inferior a la 
del resto de España, aumentando el 1,8 en el período 1971-1983, por el 
3,3 de España o el 4,3 de Madrid. 

El panorama, pues, de la sociedad vasca era sombrío, y se definía, 
entre otros, por los siguientes elementos: actividad terrorista instalada en 
la sociedad; ausencia de determinación del gobierno vasco para encarar 
los problemas internos del país; Administración central con falta de legi- 
timidad en Euskadi; degradación moral de la población, que observaba 
pasivamente la actuación de ETA, y desvertebración social y política, ca- 
reciéndose de unos valores esenciales que fueran compartidos por la so- 
ciedad. 

No obstante, los datos más recientes inducen a pensar que importantes 
cambios se están produciendo en Euskadi y parece quebrarse la desespe- 
ranza con la que se observaba la situación de este territorio. La formación 
de un gobierno de coalición, tras las elecciones vascas de noviembre de 
1986, entre dos fuerzas hasta ese momento consideradas como antagónicas 
como los socialistas y el PNV, abre una nueva dinámica en Euskadi, en 
la que el consenso entre las fuerzas democráticas vascas se hace posible. 
Fruto de ello es, en enero de 1988, el pacto de Ajuria Enea contra la 
violencia entre los partidos políticos vascos con representación parlamen- 
taria, con la consabida excepción de HB. Al margen del inequívoco posi- 
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cionamiento de todos los partidos frente ETA, este pacto también supone 
una explícita afirmación de los métodos democráticos —Jlo que en Euskadi 
no deja de ser importante—, así como el reconocimiento de que el pro- 
blema central de esta comunidad es el terrorismo y que ante él es nece- 
saria la confluencia de todos los sectores. En este sentido, los partidos 
nacionalistas democráticos han adoptado una decidida postura de rechazo 
a ETA y a sus seguidores, lo que ha contribuido al cambio de actitud que, 
respecto al terrorismo, se vive en Euskadi. Hay, frente a la apatía ante- 
rior, una creciente movilización de la población vasca contra ETA, siendo 
cada vez más los que de forma distinta manifiestan su repulsa a la orga- 
nización terrorista. Es posible que esta vigorización de la opinión no con- 
siga acabar por sí sola con el terrorismo, pero sí contribuirá al menos a 
aislarlo y a hacer de él un fenómeno con menores apoyos, y, a partir de 
aquí, poder plantearse que su fin-está más próximo sa 


2 La bibliografía manejada para la elaboración de esta parte ha sido: Julio Aróstegui, 
«El carlismo y los Fueros vasco-navarros», en Historia del Pueblo Vasco, 3, San Sebastián, 
1979. «El carlismo y la guerra civil», en La era isabelina y el sexenio democrático, Madrid, 
1981. Cámara de Comercio, Industria y Navegación de Guipúzcoa, Guipúzcoa en los años 
80. Evolución económico-industrial, San Sebastián, 1987. Luis Castells, Modernización y di- 
námica política en la sociedad guipuzcoana de la Restauración, 1876-1915, Madrid, 1987. 
Bartolomé Clavero, El Código y el Fuero, Madrid, 1982. Javier Corcuera, Orígenes, ideología 
y organización del nacionalismo vasco, 1876-1904, Madrid, 1979. Antonio Elorza, Ideologías 
del nacionalismo vasco, San Sebastián, 1978. «Cultura e Ideología en el País Vasco Contem- 
poráneo», ponencia presentada al II Congreso Mundial Vasco (copia ciclostilada). Pablo 
Fernández Albadalejo, «Guipúzcoa 1839-1868: La recomposición de una sociedad», en Mo- 
neda y Crédito, diciembre 1980, núm. 155. Juan Pablo Fusi, Política obrera en el País Vasco 
(1880-1923), Madrid, 1975. El País Vasco. Pluralismo y nacionalidad, Madrid, 1984. «““El 
Sitio” y el pluralismo cultural vasco», Conferencia pronunciada en la sesión inaugural de la 
renacida sociedad «el Sitio», Bilbao, 1981. Fernando García de Cortázar y Juan Pablo Fusi, 
Política, nacionalidad e Iglesia en el País Vasco, San Sebastián, 1988. Manuel González Por- 
tilla, La formación de la sociedad capitalista en el País Vasco, San Sebastián, 1981. Gurutz 
Jáuregui, Ideología y estrategia política de ETA. Análisis de su evolución entre 1959 y 1968, 
Madrid, 1981. Jon Juaristi, El linaje de Aitor, Madrid, 1987. «Cien años de literatura espa- 
ñola en el País Vasco», en Letras de Deusto, enero-abril, 1988. María Cruz Mina, Fueros y 
revolución liberal en Navarra, Madrid, 1981. Manuel Montero, «La minería de Vizcaya du- 
rante el siglo XIX», en Ekonomiaz, núms. 9-10, 1988. José María Ortiz de Orruño, «La 
Hacienda foral de Alava», tesis doctoral (inédita), Vitoria, 1987. José María Portillo, Los 
poderes locales en la formación del régimen foral. Guipúzcoa (1812-1850), Bilbao, 1987. José 
Ramón Recalde, La construcción de las naciones, Madrid, 1982. «Crisis de legitimidad en 
los años 60», ponencia presentada en el Congreso Internacional «La oposición al régimen de 
Franco», Madrid, 1988. Patxo Unzueta, Sociedad vasca y política nacionalista, Madrid, 1987. 
Los nietos de la ira, Madrid, 1988. 

Otras obras importantes sobre este mismo período: Joseba Aguirreazkuenaga, Vizcaya en 
el siglo XIX: las finanzas públicas de un Estado emergente, Bilbao, 1987. José Extraminana, 
Historia de las guerras carlistas, San Sebastián, 1980. José Mari Garmendia, Historia de E TA, 
San Sebastián, 1979. Vicente Garmendia, La ideología carlista (1868-1876), Zarautz, 1984. 
José Luis de la Granja, Nacionalismo y 11 República en el País Vasco, Madrid, 1986. Ignacio 
Olábarri, Relaciones laborales en Vizcaya (1890-1936), Durango, 1978. Antonio Rivera, Si- 
tuación y comportamiento de la clase obrera en Vitoria (1900-1915), Bilbao, 1985. 
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Provincia: La Rioja. 
Superficie: 5.034 km.? 
Población: 0,25 millones de habitantes. 


LA RIOJA 


La Rioja constituye un espacio geográfico perfectamente diferenciado, 
socialmente significativo, históricamente relevante y, sin embargo, políti- 
camente fragmentado. En efecto, los límites de La Rioja en tanto que 
región natural, escenario histórico o formación social, no coinciden exac- 
tamente con los límites administrativos establecidos para la provincia o 
comunidad autónoma del mismo nombre, si bien es cierto que ésta incluye 
a la parte más amplia y representativa de aquélla. La Comunidad Autó- 
noma de La Rioja se halla en el norte de la Península Ibérica, circundada 
por las provincias de Álava, Navarra, Zaragoza, Soria y Burgos. Su situa- 
ción la revela, por tanto, como tierra de transición, encuentro y paso, 
cruce de caminos entre Castilla, Vascongadas, Aragón y Navarra. De cual- 
quier manera, diversas porciones de la entidad regional riojana se encuen- 
tran hoy distribuidas entre algunas de las provincias colindantes, sin que 
la pertenencia de dichas áreas a Otras comunidades autónomas haya des- 
vanecido su idiosincrasia matriz, dando lugar de este modo a zonas que 
mantienen no ya una semejanza de paisajes, tipos humanos, usos y cos- 
tumbres, sino incluso su denominación original por delante de la referida 
a las respectivas provincias en las cuales se encuentran inmersas. Tal es el 
caso de la llamada Riojilla burgalesa o, más claramente, de la Rioja na- 
varra de la conocida como Rioja Alavesa. Pese a todo ello, la continuidad 
entre lo que constituye en nuestros días la Comunidad Autónoma de La 
Rioja y los ámbitos riojanos no incluidos en ella pero colindantes, es evi- 
dente. No en vano, hablamos de una región donde la interacción del hom- 
bre con su entorno natural ha generado, con el devenir de los tiempos, 
un pueblo de personalidad indiscutible. La Rioja ha sido y es lo suficien- 
temente extensa como para acoger en su seno a un colectivo humano que 
posee caracteres sociales, económicos y culturales propios. Pero al mismo 
tiempo, ha sido y es lo suficientemente reducida como para circunscribir 
dicho colectivo en el marco de un espacio natural perfectamente diferen- 
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ciado. Es en este espacio, a la par nítido y abierto, donde enraíza en 
buena medida la identidad de un país que sólo recientemente ha comen- 
zado a hacerse consciente de su propia historia. 


1. FELPAÍS DE LOS SIETE VALLES 


La región natural de La Rioja se encuentra ubicada en el ángulo no- 
roccidental de la depresión del río Ebro y comprende asimismo una serie 
de sistemas montañosos adyacentes. Es menester subrayar este hecho, 
puesto que se tiende con frecuencia a circunscribir el país a un conjunto 
de fértiles comarcas ribereñas situadas junto al curso alto del Ebro, lo 
cual es un error. Tales comarcas, pese a su importancia demográfica y 
económica en el contexto regional, constituyen tan sólo una parte, y no 
la más extensa, del territorio riojano. Así, de los 5.034 kilómetros cuadra- 
dos que configuran la Comunidad Autónoma de La Rioja, casi la mitad 
corresponde a áreas de montaña, una tercera parte a zonas de llanuras y 
el resto al variopinto escenario de transición entre unas y Otras que se 
conoce como somontano. Además de existir una relación estructural estre- 
cha entre las tierras bajas y sus rebordes montañosos, dichos ámbitos que- 
dan integrados en un conjunto unitario gracias a la extraordinaria red 
fluvial que articula el país, forjando un espacio ameno y misceláneo de 
notoria individualidad. Es decir, La Rioja constituye uno de esos dominios 
geográficos con fisonomía clara, fácilmente diferenciable gracias a una 
orografía precisa y al conjunto de sus condiciones naturales. Empero, pre- 
senta un acusadísimo contraste entre su mitad meridional y la septentrio- 
nal. Mientras que el curso del Ebro ha modelado en esta última un relieve 
de formas suaves y fácil acceso, aquélla corresponde a un tramo monta- 
ñoso de gran amplitud y morfología elevada. El río Ebro penetra en La 
Rioja por las Conchas de Haro, auténtico monumento geológico donde 
las estribaciones más meridionales del sistema Vascocantrábrico, confín 
bioclimático de la España húmeda, se quiebran para dejar los montes 
Obarenes por un lado y, más allá del vértice de Toloño, la sierra de 
Cantabria por el otro. La Rioja de ribera y somontano queda así abrigada 
de las influencias cantábricas, con lo que su clima se hace continental, 
aunque atenuado por los aires que remontan el Ebro desde el Mediterrá- 
neo. Antes de abandonar la región, el gran río ibérico discurre por La 
Rioja sobre lo que se conoce como una fosa téctonica, es decir, un macizo 
hundido a consecuencia de alteraciones orográficas ocurridas durante la 
era terciaria, hace unos setenta millones de años. Su cauce se encuentra 
flanqueado por frecuentes terrazas fluviales y glacis o suaves rampas de 
piedemonte. En su tramo superior serpentea encajonado, describiendo nu- 
merosos meandros y formando una llanura aluvial muy estrecha, domi- 
nada por escarpes. Después ensancha su cauce y la llanura aluvial, 
adquiriendo un perfil más apacible. 

El hundimiento que dio lugar a la depresión del Ebro durante la re- 
ferida era terciaria tuvo gran importancia en la configuración del relieve 
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riojano, puesto que coincidió a su vez con una elevación de tierras que 
permitió erigir y consolidar tanto las sierras subpirenaicas que conforman 
el estrecho borde norte de La Rioja como los núcleos noroccidentales del 
sistema Ibérico, conocidos desde muy antiguo como montes Idúbedas, 
cuya amplitud ocupa la mitad septentrional de la región, desplegándose 
de poniente a levante hasta encontrar el Moncayo, para trazar de ese 
modo la divisoria de aguas entre el Duero y el Ebro que separa a La 
Rioja de la meseta castellana. El sistema Ibérico riojano está formado por 
montañas de relieves agresivos, entre las cuales destacan las cotas del Ce- 
bollera (2.147 metros), los Picos de Urbión (2.288 metros) y la cima del 
majestuoso San Lorenzo, techo de La Rioja con 2.362 metros de altitud. 
Este sector montañoso alberga el nacimiento de siete largos y ramificados 
ríos que fluyen desde las altas cumbres vertebrando de sur a norte La 
Rioja y fraccionándola en siete dilatados valles que hacen un todo conti- 
nuo al abrirse y confundirse junto a la vega del Ebro. Dichos ríos son, de 
oeste a este, los siguientes: Tirón, Oja, Najerilla, Iregua, Leza, Cidacos y 
Alhama. La importancia de estos afluentes en la configuración e identifi- 
cación del territorio riojano es fundamental. 

Tanto las características del medio físico como la posición del territorio 
riojano en el contexto peninsular confieren a la región un paisaje vegetal 
de extraordinaria diversidad que adquiere, con el paso de las estaciones, 
tonalidades de inenarrable hermosura, particularmente durante la prima- 
vera y el otoño. A la existencia de tal paisaje ha contribuido no solamente 
la acción combinada de elementos orográficos, morfológicos y climáticos, 
sino también la propia actividad humana desplegada a lo largo de siglos y 
aun de milenios. Así, cuando los siete valles que recorren transversal- 
mente La Rioja se abren hacia la depresión que domina el Ebro, preva- 
lece el mosaico multicolor de un paisaje agrícola salpicado aquí y allá por 
bosques de ribera y sotos naturales de gran belleza. El paisaje agrario 
hegemónico en La Rioja de la llanura y el somontano es producto de las 
transformaciones operadas por la mano del hombre en un marco cuyas 
condiciones climáticas y topográficas han sido y son muy favorables para 
el asentamiento. No en vano, los suelos son feraces, la atmósfera luminosa 
y el agua abundante. Ya hace más de diez siglos, los árabes que se esta- 
blecieron en algunas comarcas de La Rioja llamaron a ésta Velez Assikia o 
tierra de las acequias. El paisaje forestal de la región se encuentra por el 
contrario en las montañas del sur. Allí, las precipitaciones son mayores y las 
temperaturas estivales más moderadas, por lo cual existen hermosísimos bos- 
ques, especialmente en el sector occidental de la cordillera. En las montañas, 
lo variopinto de la fauna y flora riojana adquiere todo su esplendor. 

La secular distribución comarcal de La Rioja se basa en la diferencia 
entre las grandes áreas de la montaña, por una parte, y las del somontano 
y la ribera, por otra. Aunque tales áreas son mutuamente complementa- 
rias y se encuentran integradas por las relaciones socioeconómicas y cul- 
turales que se establecen a través del cauce de los siete ríos, es posible 
discriminar en ellas ciertos espacios geográficos y humanos de rasgos co- 
munes. Así, en la mitad norte de la Comunidad Autónoma, la más den- 
samente poblada, se distinguen las comarcas de la Rioja Alta y la Rioja 
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Baja, separadas entre sí por una zona de transición situada en torno a la 
campiña de los ríos Iregua y Leza. Es en esta Rioja Media donde se 
encuentra la capital, Logroño. La Rioja Alta corresponde a los tramos 
inferiores de los ríos Tirón, Oja y Najerilla. Es algo más fría y húmeda. 
Destaca precisamente por la amplitud de su somontano. Tiene como centros 
neurálgicos a Santo Domingo de la Calzada, Haro y Nájera. La Rioja Baja 
se ubica en el curso inferior de los ríos Cidacos y Alhama. Es más seca, 
pero el Ebro ofrece a su paso una generosa llanura aluvial. Gira en torno a 
las ciudades de Calahorra, Arnedo y Alfaro. Por su parte, en la extensa 
comarca de las montañas, hoy escasamente poblada, cabe señalar, entre 
otros, tres conjuntos particularmente significativos: la sierra de la Demanda 
y los Cameros. La sierra de la Demanda se halla ubicada en el curso alto 
de los ríos Tirón, Oja y Najerilla; el denominado Camero Nuevo, en torno 
a los tramos superiores del Iregua, y el Camero Viejo, actualmente bastante 
desforestado, circundando al valle encumbrado del río Leza. Las localidades 
serranas más importantes son Ezcaray y Torrecilla en Cameros. Tanto en el 
llano como en las serranías, los habitantes de La Rioja tienden a agrupar 
sus viviendas familiares en pueblos y aldeas, que gustan de emplazar al go- 
deo de las solanas, sobre laderas, a caballo de las colinas, a orillas del Ebro, 
o jalonando las riberas de los ríos. Dado que el hábitat es más bien concen- 
trado, a cada pueblo suele corresponder un municipio. En nuestros días, la 
Comunidad Autónoma está formada por 174 municipios, aunque de muy 
diverso tamaño. 


2. UN CRUCE DE CAMINOS EN LA HISTORIA 


Si hay una circunstancia capaz de glosar el carácter histórico de La 
Rioja, cuando menos hasta algo más allá de la baja Edad Media, tal es 
la de su ubicación en el cruce de dos caminos fundamentales. Uno pro- 
cedente de las entrañas de Europa: el mítico camino de las estrellas, trans- 
formado por la cristiandad en Ruta Jacobea. Por él, o por sus 
proximidades, han llegado a este confín del planeta celtas, godos, francos, 
sajones y judíos. Otro remonta el río Ebro desde el Mediterráneo. Si- 
guiendo su cauce navegaron las influencias del mundo clásico y hallaron 
remanso iberos, romanos o árabes. La Rioja fue, por tanto, tierra de paso 
y encuentro, abierta a la invasión y al movimiento de pueblos, muy ape- 
tecible para el asentamiento y, en virtud de ello, crisol de civilizaciones. 
De hecho, hay en lo riojano poco de exclusivo y mucho de mestizo. Por 
eso se da en este país una conciencia de identidad en la que no ha lugar 
para el exclusivismo étnico. De igual manera, el talante sociable y hospi- 
talario que caracteriza a las riojanas y a los riojanos es, quizá, el resultado 
más evidente y refinado de un proceso de adaptación colectiva al tránsito 
de viajeros y del aprendizaje que la relación con éstos entrañaba. Tal es 
una de las consecuencias de haber sido cruce de caminos en la historia. 
Sin embargo, cuando los caminos de la historia fueron otros, La Rioja 
perdió su relativa vigencia de antaño para quedar sumida durante largo 
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tiempo en el aislamiento y el olvido. Hoy se ha convertido en un país de 
transición entre regiones o nacionalidades quizá más sedimentadas, y sin 
duda mejor reconocidas. 

Cuando las tropas del Imperio romano llegaron al territorio de lo que 
constituye en nuestros días La Rioja, unos dos siglos antes de Cristo, lo 
encontraron ocupado en su mayor parte por tribus beronas, de raigambre 
según parece céltica. Había también pelendones en algunas zonas de mon- 
taña, así como vascones, de origen preindoeuropeo, que habían extendido 
sus dominios hasta la ribera del Ebro. La romanización de estas tierras 
resultó muy intensa y generó importantes transformaciones en la vida de 
los pueblos indígenas. Las de mayor trascendencia fueron comunes al 
resto de la Península, es decir, la introducción de la lengua latina y del 
cristianismo. Calahorra, que fuera la ciudad romana de mayor entidad en 
el espacio geográfico riojano, cuna de Quintiliano y Prudencio, se conver- 
tiría pronto en una sede episcopal de gran relevancia. Los árabes, por su 
parte, penetraron en La Rioja a comienzos del siglo vi, abriendo con 
ello un período de correrías bélicas entre sus propios ejércitos y las mili- 
cias de los incipientes reinos cristianos. Paradójicamente, el impacto dife- 
rencial de la cultura árabe y los avatares de la repoblación cristiana 
posterior sirvieron para delinear los contornos históricos de la región y 
establecer el cariz de las comarcas riojanas. La presencia musulmana fue 
apenas perceptible en las áreas de montaña, breve en los valles riojalte- 
ños, sutil en las zonas centrales y, sin embargo, muy persistente en la 
actual Rioja Baja, donde el influjo de la media luna caló profundamente. 

Con el progresivo y forzado abandono árabe de las márgenes del Ebro, 
éstas fueron repobladas por gentes descendidas de las montañas circun- 
dantes, así como otras procedentes del norte. A la Rioja Alta acudieron 
importantes contingentes vasconizantes, por lo que la lengua vasca se 
mantuvo allí y en la Demanda hasta hace unos cuatrocientos años, de- 
jando su huella en la toponimia. Por el contrario, como muestra de di- 
versidad, el culto al Corán pervivió otro tanto en el recóndito valle del 
río Alhama, sito en el extremo sudoriental de la región, donde convivie- 
ron pacíficamente durante siglos comunidades de musulmanes cristianos y 
judíos. Aún hoy es posible identificar allí un habla de notorias influencias 
semíticas. En medio de todo ello, la ciudad de Nájera quedaba convertida 
en corte de reyes, capital de su homónimo reino primero y sede de la 
dinastía de Pamplona después, pasando a ser un punto crucial de la Ruta 
Jacobea, por la cual llegaron hasta La Rioja, desde todos los rincones del 
Viejo Continente, los genéricamente llamados francos, que se establecie- 
ron al amparo de los fueros otorgados a villas y ciudades. El de Logroño, 
en concreto, dio lugar a una familia de fueros que se extendió por la 
propia región y por la vecina Euskal Herria. Tales fueros vinieron a esti- 
mular las actividades comerciales y contribuyeron a que la cultura riojana 
brillara con luz propia. Gracias al mecenazgo regio, numerosos cenobios 
eremíticos de raigambre visigoda se transformaron en florecientes centros 
monásticos, entre los que sobresalían San Millán de la Cogolla, Santa Ma- 
ría de Nájera, San Martín de Albelda, San Prudencio de Monte Laturce, 
Cañas y Valvanera. Además de colonizar agrícolamente nuevas tierras y 
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favorecer de ese modo la repoblación de los valles riojanos, los monjes se 
dedicaban también al ejercicio de las letras, por lo que dichos monasterios 
fueron, de este modo, punta de lanza de un renacer cultural. En sus escri- 
torios y bibliotecas se compilaban y miniaban multitud de textos sagrados o 
códices jurídicos e históricos. Un buen ejemplo lo constituye el Chronicón 
Albeldense, fechado en la segunda mitad del siglo XI. En el monasterio de 
San Millán, epicentro de la vida monacal riojana, existía una auténtica es- 
cuela caligráfica, y de su biblioteca surgió, en el marco de una cultura que 
se alejaba ya del latín clásico, el primer texto en lengua romance del que se 
tiene noticia, las denominadas Glosas Emilianenses, del siglo X. Este testi- 
monio trasluce las influencias lingúísticas y culturales del dialecto riojano me- 
dieval, con algunos rasgos típicos de la región y otros de clara influencia 
castellana, navarra o aragonesa. Entre las Glosas aparecen también anotacio- 
nes escritas en euskera. No es de extrañar que, algún tiempo después, allí 
mismo, en el portaleio de Suso, Gonzalo de Berceo abriera con el roman 
paladino de su obra lírica, no exenta de connotaciones didácticas, la brillante 
nómina de los literatos en lengua castellana. 

A lo largo del siglo XII se sucedieron inacabables las disputas fronte- 
rizas entre Castilla y Navarra por el control de La Rioja, hasta que un 
laudo arbitral, solicitado a Enrique II de Inglaterra y dictado en 1177, la 
concedió como apéndice periférico oriental al ya para entonces heterogé- 
neo reino castellano. Entre tanto, el nombre de Rioxa o Rioiia aparecía 
documentado por vez primera en el Fuero mirandés de 1099. Su etimo- 
logía es discutible, aunque parece lógico considerar que proceda de río 
Oja, de manera que la definición otorgada a un valle en particular se 
expandió progresivamente hasta abarcar a una región natural e histórica 
ya existente. Durante la Baja Edad Media y los inicios de la Edad Mo- 
derna, en esta tierra de labradores sometidos a un severo régimen señorial 
se articuló y prosperó la economía regional, aunque de forma oscilante e 
irregular. Se afianzaron los cultivos de la vid, los cereales, algunas legu- 
minosas, los frutales, el cáñamo o el lino. Tanto la apicultura como la 
sericultura llegaron a ser también actividades pujantes. La ganadería lanar 
serrana alcanzó gran importancia, gracias entre otras razones a los privi- 
legios otorgados a La Mesta, lo cual desencadenaría pronto una flore- 
ciente industria textil que trajo la prosperidad a los Cameros y la 
Demanda. Asimismo, se activaron ferias y mercados, al igual que los cir- 
cuitos comerciales entre el campo y las ciudades, haciéndose patente una 
coyuntura de complementariedad, dentro de cada valle, entre las tierras 
llanas y las áreas de montaña. El nivel de vida en La Rioja de estos 
momentos era relativamente superior al de otras zonas limítrofes. Sin em- 
bargo, su marginación cultural era también evidente. La imprenta, por 
ejemplo, llegó a Logroño en 1501, con treinta años de retraso, aunque lo 
hiciera de la mano del mismísimo Gillén de Brocar. Más aún, sus edicio- 
nes tropezaron frecuentemente con la intolerancia del tribunal de la In- 
quisición, que acabaría por afincarse precisamente en aquella villa. El 
marasmo Cultural cedió levemente con las primeras fundaciones jesuíticas 
y el establecimiento, en 1559 y en Logroño, de un Colegio de Humani- 
dades destinado a la educación de la burguesía riojana de la época. La 
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misma ciudad dispondrá también de uno de los primeros corrales de co- 
medias de España, inaugurado en 1604. La lírica del siglo XVII contará 
asimismo con dos notables exponentes originarios de estas tierras: Esteban 
Manuel de Villegas y Francisco López de Zárate. Con todo, la situación 
no era de las peores que hallarse pudiera en las Españas. Entre tanto, La 
Rioja había vivido episodios de notable agitación con motivo de la rebe- 
lión de las Comunidades, durante la cual Logroño llegó a sufrir un tan 
prolongado como infructuoso asedio por parte de tropas francesas que 
pretendían aprovecharse de la incertidumbre reinante a este lado de los 
Pirineos. 

El camino hacia La Rioja actual no fue fácil. Pese al desarrollo eco- 
nómico de centurias precedentes, la región llegó aislada al emprendedor 
siglo XVIII. La industria textil serrana empezó a declinar y, aun cuando 
los cuidados del vino habían comenzado a ser exigentes, no existía posi- 
bilidad de dar salida a los considerables excedentes vinícolas, a causa de 
la inexistencia de una adecuada comunicación terrestre con otras regiones. 
Junto a ello, al sustituir la dinastía de los Borbones a la de los Austrias 
se impuso una organización centralista y castellanizante que afectó en 
buena medida a La Rioja, cuyas comarcas fueron repartidas entre las in- 
tendencias de Burgos y Soria. Empero, la bonanza de otros tiempos había 
sentado las bases para el activismo social y político de ciertas elites ilus- 
tradas del país, que no se resignaron al estado de cosas existente y vinie- 
ron a alentar una serie de demandas políticas racionalizadoras, entre las 
que se encontraba el proyecto de unificar los dispersos territorios riojanos 
en una entidad regional propia. En 1790 se creó la Real Sociedad Eco- 
nómica de Cosecheros de La Rioja Castellana, con la intención de solicitar 
mejoras en la penosa red de comunicaciones, protección ante los privile- 
gios de las colindantes «provincias exentas», Alava y Navarra, así como 
hacer de La Rioja una provincia propia. Puesto que todo ello trascendía 
los intereses vitivinícolas, aunque fueran éstos los más sensibilizados y el 
auténtico motor de las reivindicaciones, la Real Sociedad se extendió 
pronto por toda la región. En adelante, los llamamientos para que se 
creara la provincia de La Rioja se multiplicarían. 

El país, en cualquier caso, continuó prosperando, aunque no al ritmo, 
modo y cadencia potenciales, debido a los problemas mencionados. Es el 
momento en que dos ingenieros riojanos, los hermanos D”Elhuyar, des- 
cubren el wolframio y surge una figura riojana con categoría dentro de la 
literatura dramática: el comediógrafo costumbrista Manuel Bretón de los 
Herreros; sin olvidar, por supuesto, a otro escritor coterráneo destacado 
en su género: el ingenioso e irónico fabulista Félix María Samaniego. La 
limitada vitalidad dura, sin embargo, hasta que los ejércitos de Napoleón 
invaden España a principios del siglo xIx, sembrando a su paso desolación 
y expolio. Pero incluso esta ocasión bélica dio lugar a que se manifestaran 
de nuevo los síntomas de una conciencia colectiva que buscaba su ade- 
cuada expresión administrativa y política. Así, haciendo caso omiso de la 
partición entre Burgos y Soria, la resistencia riojana frente al invasor galo 
se organizó a través de una Real Junta de la Comisión de Armamento e 
Insurrección General de La Rioja, reuniendo en una sola demarcación a 
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todas las comarcas riojanas y estableciendo su centro operativo en la lo- 
calidad camerana de Soto. Así, no resultará extraño que, en octubre de 
1821, las entonces Cortes constitucionales acordaran finalmente declarar a 
La Rioja como provincia independiente. La noticia fue recibida por los 
riojanos con regocijo o, como cuentan las crónicas, con luminarias y ho- 
gueras. En enero de 1822 se creaba por decreto la provincia de Logroño, 
que incluía a toda la demarcación geográfica e histórica de La Rioja. Sin 
embargo, la reacción absolutista de Fernando VII, tras el Trienio Liberal, 
anuló las decisiones del gobierno anterior y aquel decreto quedó sin 
efecto. Los pueblos de La Rioja volvieron a ser repartidos entre las pro- 
vincias de Burgos, Soria, Álava, Navarra y Aragón. Las quejas de los 
riojanos fueron tales y de tal magnitud que, en septiembre de 1826, un 
decreto específico restituía la provincia riojana con sus límites completos, 
como habían quedado establecidos en 1822. Pero el gobierno de la nación, 
probablemente amedrentado por las provincias afectadas con la nuevas 
distribución, y quizá cauteloso para no avivar resentimientos carlistas en 
Álava y Navarra, dio marcha atrás en su decisión al año siguiente. Por 
fin, en noviembre de 1833, otro Real Decreto suscrito por Javier de Bur- 
gos diseñaba una versión mermada de La Rioja que, como provincia de 
Logroño, ha persistido hasta nuestros días. , 

Mientras tanto, algunas mejoras en el transporte habían permitido ini- 
ciar la comercialización de productos autóctonos, actualizar el utillaje y 
las técnicas agrícolas y surgir una industria conservera, aunque no pudie- 
ran evitar el declive de la industria textil serrana. En particular, gracias a 
la iniciativa del marqués de Murrieta se establecieron finalmente en La 
Rioja los sistemas bordeleses de elaboración y crianza de vinos. El des- 
pegue vitivinícola de la región se vio favorecido'por la crisis de la filoxera 
ocurrida poco después en Francia y por la creación de grandes bodegas 
financiadas por capital aristocrático. Así, el paulatino desarrollo econó- 
mico regional se hizo notorio y un siempre relativo bienestar se hacía 
sentir en aspectos tales como el analfabetismo, puesto que La Rioja man- 
tuvo, durante finales del pasado siglo y principios del presente, tasas que, 
si bien elevadas, eran sensiblemente inferiores a las de la media nacional. 
Pero el desarrollo económico acarreó también numerosas transformaciones 
sociales, como el trasvase de la población desde las áreas rurales a los 
núcleos urbanos o desde la montaña hacia la ribera, así como una mayor 
secularización, que fue resultado del influjo de la Ilustración y de los an- 
tagonismos generados con motivo de las pugnas entre el clericalismo tra- 
dicionalista y la monarquía liberal. En efecto, durante las guerras carlistas 
los liberales hallaron un bastión en La Rioja, cuya tradición política liberal 
es un legado decimonónico, eventual y no exento de caciquismo provin- 
ciano O tintes mesocráticos. Práxedes Mateo Sagasta, por ejemplo, era un 
riojano nacido en la localidad camerana de Torrecilla. Y aunque es cierto 
que desde las primeras elecciones con sufragio universal hasta los comicios 
de 1923, los escaños correspondientes a la provincia fueron en su mayoría 
para el Partido Liberal, no lo es menos que durante la Segunda República 
el electorado riojano se desplazó hacia los partidos de la derecha. Con 
todo, la pujanza del liberalismo burgués facilitó durante mucho tiempo la 
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estabilidad del tejido social, lo cual explica en parte la debilidad del mo- 
vimiento obrero en la región, que sólo alcanzó relevancia a partir de la 
segunda décadf' de nuestro siglo. Tras la guerra civil que enfrentó a los 
españoles entre 1936 y 1939, La Rioja quedó sumida en una nueva crisis 
de marginación durante los largos años del autoritarismo franquista. Una 
economía agraria próspera no era suficiente para afrontar los retos que 
acarrearía un progresivo desarrollo de la sociedad industrial y, de hecho, 
todo parecían obstáculos para que se iniciara el proceso de modernización. 
El estancamiento económico de la región vino además acompañado de un 
lacerante desvanecimiento cultural. Habrían de transcurrir varias décadas, 
hasta que La Rioja se hallara en mejores condiciones económicas, aco- 
giese instituciones culturales de alto rango y la estructura del sistema po- 
lítico fuese favorable, para que se pudiera superar tan tedioso 
adocenamiento. Todo lo cual coincidirá, ya bien entrados los años setenta, 
con el período de transición democrática y la transformación de La Rioja 
en una de las diecisiete comunidades autónomas de España. 


3. FORMAS TRADICIONALES DE VIDA Y EXPRESIONES 
DE LA CULTURA POPULAR 


Los modos de vida que han ocupado tradicionalmente a los riojanos 
han quedado en la práctica circunscritos al mundo de lo rural, a los ám- 
bitos que el vertiginoso desarrollo de la sociedad industrial todavía no ha 
desbaratado por completo. Sin embargo, su legado persiste en las múlti- 
ples y ricas manifestaciones de cultura popular. Una de aquellas formas 
de vida gira en torno a la agricultura y tiene en La Rioja una raigambre 
milenaria. Los muchos quehaceres agrícolas eran realizados tradicional- 
mente a mano o mediante la ayuda de yuntas de tracción animal, lo cual 
requería el uso de rústicos aperos y un utillaje de factura artesanal, como 
es el caso de las azadas de diversos tamaños y formas, los ligones, las 
layas, los forcates, los trillos con piedras de sílex incrustadas, las hoces, 
los corquetes y las horcas de hierro Oo madera. Tales instrumentos servían 
para llevar a cabo numerosas técnicas de labranza, como corresponde a la 
gran diversidad de cultivos existentes en la región. Así, entre las técnicas 
básicas que reclama el cereal se encuentran las estacionales de labrado, 
siega y trilla. El cuidado de la vid requiere las de poda, labrado, edrado, 
cavado, deshijuelo, despunte o vendimia. Las labores hortelanas, por su 
parte, son muy sofisticadas. Con todo, la agricultura riojana ha cambiado 
profundamente a lo largo de las últimas décadas, al igual que la función 
misma de los agricultores. La aparición de nuevos cultivos, el uso de so- 
fisticados métodos hasta hace bien poco desconocidos y la intensa meca- 
nización del campo, han trastocado la fisonomía del agro riojano. 

El pastoreo constituye también uno de los modos de vida primordiales 
en la sociedad tradicional riojana. Los tres tipos más característicos en el 
país han sido el estante, el trasterminante y el trashumante. El pastoreo 
estante recibe tal nombre porque se realiza durante todo el año en las 
mismas tierras. Es el más habitual en las áreas del somontano y la ribera, 
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donde persiste en mutua conveniencia con la agricultura. La modalidad 
trasterminante ha desaparecido. Consistía en utilizar pastos de invierno en 
la ribera del Ebro para aprovechar en verano los de la montaña. La tras- 
humancia, por su parte, ha sido la forma de vida pastoril más importante 
en La Rioja. Consistía en trasladar el ganado desde las dehesas de verano, 
sitas en los Cameros o la Demanda, a los pastos que Extremadura o An- 
dalucía ofrecían durante el invierno, para retornar a la frescura de las 
sierras al llegar la primavera. En la actualidad sólo quedan tres rebaños 
trashumantes en La Rioja. 

El tercero de los modos de vida tradicionales más característicos en La 
Rioja es la artesanía, desarrollada sobre la base de los recursos naturales 
que ofrece el entorno inmediato y en relación directa con las actividades 
agrícolas y ganaderas. Tal es el caso de cesteros, aladreros, alpargateros, 
escriñeros, paleros, ebanistas, escoberos, sogueros o tejedores, que han 
trabajado con habilidad y destreza materiales modestos como la madera, 
el mimbre, la lana, el lino, el cáñamo, la paja o el biércol. Curtidores, 
sobadores, boteros y pellejeros utilizaban las pieles de los animales; los 
herreros de ferrería forjaban metales; los numerosos alfareros modelaban 
cacharros y tinajas de arcilla y barro, con el buen hacer de sus manos, y 
aún hoy quedan algunos. En este ingenioso empeño por conjugar lo útil 
con lo bello, acaso fue la artesanía textil serrana la que mayor relevancia 
adquirió, en especial la referida a la transformación de las lanas que pro- 
porcionaba el ganado trashumante. La artesanía del cáñamo y del lino, 
por su parte, era propia de las zonas llanas o los lugares de contacto entre 
las áreas cultivadas del somontano y las primeras estribaciones de los Ca- 
meros. 

La casas riojanas reflejan el esfuerzo del ser- humano por adaptarse de 
la mejor manera posible a las condiciones del medio físico. Están cons- 
truidas mediante el empleo de materiales autóctonos y sus modelos res- 
ponden a las necesidades de los diversos modos de vida tradicionales en 
el país. Aunque todas cumplen genéricamente las funciones de granero, 
protección de la familia o de los bienes y delimitación del espacio social, 
a cada actividad corresponde una vivienda con ciertas peculiaridades pro- 
pias. Así, por ejemplo, el cuadro doméstico del agricultor dedicado al 
cereal posee una estructura adecuada para cobijar la yunta de labor y 
almacenar el grano. La vivienda del viticultor introduce como elemento 
distintivo una bodega, localizada en el subsuelo. La casa del ganadero es 
de mayor tamaño, ya que ha de albergar al rebaño en las cuadras de la 
planta baja. En la del artesano, las cuadras son sustituidas por el obrador 
O taller de trabajo. En la Rioja Alta, abundante en roca arenisca, la pie- 
dra es el principal elemento constructivo, generalmente trabajada en sille- 
ría. En la Rioja Baja, por el contrario, el empleo del barro como material 
de construcción es una constante. En la sierra se tiende al uso de piedras 
en mampostería y de la madera. En las zonas intermedias del somontano 
coexisten materiales y técnicas constructivas procedentes tanto de la ribera 
como de la montaña. Con frecuencia, produce tristeza ver el estado de 
degradación en que se encuentra buena parte de la variopinta y pintoresca 
arquitectura tradicional riojana. Las razones son diversas. Entre ellas cabe 
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mencionar el progresivo deterioro de los edificios, la falta de sensibilidad 
por parte de los riojanos para acomodar las remodelaciones de las vivien- 
das o las construcciones de nueva planta a las características propias del 
entorno circundante, o la ausencia de medidas efectivas destinadas a pro- 
teger y mejorar la calidad de vida y el medio ambiente en los espacios 
rurales. 

La vida tradicional de agricultores, pastores y artesanos era fuerte- 
mente comunitaria y estaba impregnada de creencias religiosas que eran 
percibidas en buena medida como amparo para cosechas, bienes, animales 
y personas. Entre las devociones que mayor influjo han ejercido y ejercen 
todavía en la región destaca la referida a la Virgen de Valvanera, patrona 
de La Rioja, cuya imagen se venera en una abadía sita en los montes 
Distercios, en el corazón agreste y bellísimo de la Demanda. Otros lugares 
sagrados de gran influencia son: San Millán de la Cogolla; la ermita que 
alberga a la Virgen de Lomos de Orios, en Villoslada de Cameros; la del 
Santo Cristo de Ambas Aguas, o la iglesia que da cobijo a la Virgen de 
la Vega en Haro. Entre las expresiones más espectaculares de la religio- 
sidad popular riojana cabe mencionar las procesiones del Jueves y Viernes 
Santo en San Vicente de la Sonsierra, donde desfilan los severos discipli- 
nantes llamados picaos. Al elenco de tales devociones, cada pueblo añade 
las relativas a sus propios santos O patronos, cuyas memorias coincidían y 
coinciden con las fiestas de cada localidad. 

Las fiestas venían a interrumpir temporalmente las absorbentes y cícli- 
cas Ocupaciones cotidianas de la sociedad tradicional riojana. En ausencia 
de éstas, el ocio eventual se destinaba, como aún es costumbre en nues- 
tros días, a reforzar las redes locales de relación intersubjetiva mediante 
actividades colectivas tales como el juego de la pelota en los frontones o 
las reuniones de cuadrilla en forma de meriendas, tanto al aire libre como 
en el acogedor espacio de las bodegas; de hecho, hoy persisten esas y 
otras actividades que, además, han dado lugar a costumbres cotidianas 
tales como el chiquiteo, una auténtica institución social consistente en reu- 
nirse con amigos o familiares a determinadas horas del día, para conversar 
y pasear relajadamente mientras se discurre por entre las cantinas y bares 
habituales, degustando pequeños vasos de vino o mosto y, si se tercia 
algún que otro pincho de especialidades gastronónicas. Antaño, sin em- 
bargo, las fiestas no consistían únicamente en ocio y divertimento, sino 
que eran también una verdadera sucesión de ritos llenos de significado 
para quienes los practicaban. Muchas de ellas persisten todavía hoy y son 
comunes a numerosas localidades de La Rioja. En ellas se mezclan lúcidos 
y dramáticos, sagrados y profanos. Así ocurre con el peculiar y endogá- 
mico sorteo de las mozas, que tiene lugar el último día de cada año en 
muchos pueblos serranos; los habituales fuegos de invierno, que recuerdan 
la antiquísima costumbre berona de saltar y bailar al aire libre durante las 
noches de plenilunio; el carnaval, que comienza en jueves lardero e in- 
vierte el ritmo de la vida social; la quema del Judas, muñeco de trapo y 
paja que simboliza el final de la cuaresma; las joviales fiestas de prima- 
vera, con la colocación de los mayos y las enramadas; las estivales de agua 
y fuego, o las romerías aderezadas con danzas típicas de gran interés. 


782 ESPAÑA 


Entre las numerosísimas fiestas populares que perduran cabe destacar las 
de San Mateo o de la vendimia, de ámbito regional, que se celebran en 
Logroño a finales de septiembre; la romería y batalla del vino, que tiene 
lugar el 29 de junio en los riscos de Bilibio, junto a la ermita de San 
Felices, cerca de Haro; las fiestas de San Cosme y San Damián, en Ar- 
nedo; las de Alfaro y Calahorra; las ancestrales procesiones de las don- 
cellas en Santo Domingo de la Calzada coincidiendo con el 11 de mayo y 
en Sorzano el tercer domingo de ese mismo mes; la romería del pan y el 
queso, en Quel; asimismo, las fiestas patronales de Anguiano, en torno al 
22 de julio, donde se baila la renombrada danza de los zancos. En cual- 
quier caso, las fiestas se celebran con gran esplendor y participación en 
todos los rincones de La Rioja, región jaranera donde las haya. Apenas 
hay pueblo, pequeño o grande, que no disponga cuando menos de una 
peña, es decir, de una cuadrilla numerosa de hombres y mujeres, de todas 
las edades, que anima con su charanga los festejos, acondiciona los cha- 
mizos o locales típicos en los cuales se degusta la bebida inexcusable de 
las fiestas riojanas: el zurracapote —elaborado a base de vino, azúcar, 
canela y frutas—, y colorea con su indumentaria de blusones y pañuelos 
distintivos las calles por las cuales discurre al compás de pasacalles y aires 
de jota. La jota riojana, elemento básico del acerbo musical de la región, 
es híbrida en estilo, métrica y sentido de sus homónimas navarra y ara- 
gonesa, aunque algo más grácil que éstas. La gaita o dulzaina, junto con 
el tamboril, son los instrumentos más comunes a la hora de acompañar 
las danzas joteras. Durante los acontecimientos festivos es también habi- 
tual que los grupos folclóricos hagan uso de trajes típicos regionales. En 
los pueblos de la ribera consiste, para las riojanas, en un jubón de paño, 
una saya corta del mismo tejido, un pañuelo de percal en la cintura y otro 
blanco sobre la cabeza, todo ello acompañado de albarcas y peales de 
bayeta. La indumentaria del hombre es más austera: un calzón corto, cha- 
leco cerrado, chupa y anguarina. Las mujeres de la montaña visten con 
una chambra negra bordada con puntilla blanca en los bordes del cuello 
y las mangas, la falda roja o verde, orlada con franjas de terciopelo negro, 
un delantal negro también bordado y un mantón de merino; lazo de co- 
lores en el pelo, medias blancas y zapatos negros. Los cameranos, por su 
parte, llevan camisa blanca y faja de colores verde o rojo, pantalón de 
pana a media pierna, chaleco de terciopelo con chaqueta negra encima, 
pañuelo de colores y, en Ocasiones, un sombrero de fieltro; las alpargatas 
son blancas y van sujetas con cintas también de color negro. 

Otro legado importante de la cultura y los modos de vida tradicionales 
es el arte culinario. En éste como en otros aspectos, La Rioja es una 
región de transición, ya que se encuentra inmersa entre los límites de tres 
áreas gastronómicas españolas, a saber: la de los asados castellanos, la de 
la salsa verde, propia de la cornisa cantábrica y, finalmente, la del chilin- 
drón, característico del valle del Ebro. La gastronomía de La Rioja se 
beneficia, ante todo, de productos regionales, agrícolas y cárnicos, de pri- 
mera calidad. Entre ellos hay algunos tan sofisticados como los espárragos 
o los pimientos, y verduras muy populares que resultan prácticamente des- 
conocidas fuera de la región, cual es el caso de la deliciosa borraja. Tal 
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variedad de hortalizas permite preparar incomparables menestras. Las 
chuletas al sarmiento son el asado típico de La Rioja. La salsa verde, 
aderezo de almendra, perejil y ajo, se utiliza no sólo para preparar los 
pescados, sino también para condimentar en ocasiones la carne. El chilin- 
drón, elaborado con tomate y pimiento, se presenta aquí de muy diversas 
maneras, tales como el pisto o la fritada, y es muy característico de la 
gastronomía riojana. De la combinación entre unas y otras formas de co- 
cinar han surgido manjares tan exquisitos como los pimientos rellenos. 
Otros platos característicos de la gastronomía riojana son: el calderete, 
guiso de patatas con carnes y verduras, aderezado con chorizo y laurel; 
las pochas, con su acompañamiento habitual, o con codorniz; los caparro- 
nes; las patatas con chorizo; los guisos de caza; las migas; el conejo con 
arroz O caracoles; el patorrillo; los callos, o la socorrida sopa de ajo. Junto 
a todo ello, hay numerosos platos preparados a base de champiñón, em- 
buchados de cordero o morcilla dulce. Los pescados del cercano Cantá- 
brico se acompañan en esta tierra de un modo jugoso y singular. Entre 
los postres y dulces típicamente riojanos destacan la navideña compota, 
los mazapanes de Soto, la camuesada, los fardelejos de Arnedo, el melo- 
cotón al vino o las pastillas de café con leche. Mención aparte merece el 
queso fresco de cabra que se elabora en la sierra de Cameros. Pero ade- 
más de buenos comedores, los habitantes del país de los siete valles son 
también selectos bebedores. Acompañamiento esencial de sus ágapes son 
los extraordinarios y archiconocidos vinos de la tierra, elaborados en unas 
ocasiones según el canon tradicional y en otras siguiendo métodos indus- 
triales. Entre ellos se incluyen los claretes aromáticos de San Asensio y 
Cuzcurrita, los tintos de grado propios de Cenicero, los aptos para crianza 
que se producen en torno a Haro, los suaves de la Rioja Alavesa o los 
que al grado añaden más cuerpo, procedentes en tal caso de la Rioja 
Baja. La calidad de los vinos tintos riojanos se basa en la singular bondad 
de las uvas que se obtienen en la región: la tempranilla, que proporciona 
suavidad, ligereza y dotes para una buena crianza; la conocida como ma- 
zuelo, que aporta color; la que lleva por nombre graciano, fuente de bri- 
llantez, frescura y aroma; la uva garnacha, que añade carnosidad y calidez 
a los caldos. Los blancos riojanos son elaborados con la variedad viura y, 
ocasionalmente, algo de malvasía. La garnacha, por su mayor frutosidad, 
es el tipo de uva más indicada para la elaboración de vinos rosados o 


claretes. 


4. ECONOMÍA Y SOCIEDAD EN LA RIOJA ACTUAL 


La sociedad riojana de hoy ya no es una sociedad eminentemente ru- 
ral, aunque lo rural tenga todavía un peso específico notable en la idiosin- 
crasia de la región, ni predominan en ella las formas tradicionales de vida. 
En cambio, como corolario de un paulatino proceso de modernización 
acelerado desde los años cincuenta, la mayoría entre los más de 270.000 
riojanos vive en ciudades y sus constantes demográficas son las propias de 
una sociedad avanzada. Sin embargo, el crecimiento de la población ha 
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sido escaso durante el siglo xx. Tanto las tasas de natalidad como las de 
mortalidad registraron una vertiginosa caída y el saldo migratorio se man- 
tuvo negativo hasta bien entrada la década de los setenta, en que La Rioja 
pasó a ser una región receptora de inmigrantes. A lo largo de ese tiempo, 
se ha producido además un notable crecimiento de la población urbana en 
detrimento de la rural. Baste señalar que la capital, Logroño, se ha mul- 
tiplicado por seis en poco más de ochenta años y acoge en nuestros días 
a más de 120.000 personas. A principio de siglo la población rural englo- 
baba a la mitad de los riojanos; hoy, la mayoría habita en núcleos urba- 
nos. Pero aún más que urbanitas, los riojanos de nuestros días son 
ribereños. Las áreas de montaña han sufrido un éxodo brutal y rápido de 
sus efectivos humanos. Sólo cinco de cada cien riojanos permanece en 
ellas, donde la densidad de población apenas supera los cinco habitantes 
por kilómetro cuadrado: es la Rioja rala. En cambio, la densidad en el 
llano es de 94 habitantes por kilómetro cuadrado: es la Rioja densa. El 
trasvase del campo a la ciudad y la despoblación de las sierras ha dado 
también lugar a una serie de áreas funcionales dentro de la región, do- 
minadas por núcleos urbanos que polarizan los flujos comerciales y las 
demandas de servicios que se generan en sus entornos respectivos. El área 
funcional más extensa corresponde, lógicamente, a la ciudad de Logroño, 
cuya influencia alcanza a toda La Rioja. En la comarca de la Rioja Alta se 
encuentran las de Haro, Santo Domingo de la Calzada y Nájera. En la Rioja 
Baja, las de Calahorra y Arnedo. Cabe señalar que las áreas funcionales de 
Logroño y Calahorra trascienden con su influjo los límites de la Comunidad 
Autónoma, de manera que un considerable número de localidades sitas en 
la Rioja Alavesa o la ribera navarra basculan hacia ellas. 

La distribución por sectores de la población activa riojana revela una 
economía diversificada. De cada diez riojanos en edad laboral, apenas dos 
se encuentran dedicados a tareas agrícolas, cuatro están ocupados en tra- 
bajos industriales y otros tantos se hallan vinculado a un expansivo sector 
de servicios que supone ya la mitad del valor añadido bruto generado en 
la región, el cual tiene en el comercio y el turismo, tanto estival como 
invernal, dos de sus actividades más dinámicas y prometedoras. Sin em- 
bargo, la agricultura posee todavía una gran importancia en la estructura 
económica de La Rioja, no sólo por su incidencia directa en la producción 
total regional, sino porque de ella derivan buena parte de las actividades 
realizadas por otros sectores productivos de la región. Paradójicamente, el 
potencial agropecuario fue durante mucho tiempo un obstáculo para el 
adecuado desarrollo económico de La Rioja, pero con la recesión indus- 
trial de los años setenta devino un factor de estabilidad que ha contribuido 
a que el país mantenga sus parámetros económicos mucho menos deterio- 
rados que los de otras regiones básicamente industriales, favoreciendo in- 
cluso una expansión industrial propia. En conjunto, la economía riojana 
es una economía compensada que, pese a los importantes problemas que 
padece, ha alcanzado un estadio de prosperidad envidiable. Dicha pros- 
peridad ha convertido a La Rioja en una de las comunidades autónomas 
de España con mayor renta per cápita. Como consecuencia, es patente el 
peso de las clases medias en la estructura social regional aunque, a dife- 


LA RIOJA 785 


rencia de otras sociedades con similares pautas de estratificación y nivel 
de vida, la sociedad civil riojana se encuentra todavía poco articulada, ya 
que prima un individualismo poco proclive al asociacionismo. Diríase que 
los riojanos son personas de sociabilidad acusada, pero de solidaridad 
débil. 

La Rioja es uno de los jardines agrícolas del planeta. Debido a las 
características de su suelo y de su clima, así como al esmero con el que 
arañan la tierra, la región posee una agricultura privilegiada, de gran ca- 
lidad y elevados rendimientos. La superficie labrada, unas 200.000 Ha., se 
encuentra fundamentalmente en las zonas del somontano y la ribera. Las 
explotaciones son, en general, de dimensiones reducidas, están trabajadas 
familiarmente en régimen de propiedad y se encuentran sobremecaniza- 
das. El número de los agricultores ha descendido sensiblemente a lo largo 
de nuestro siglo, por lo que configuran un grupo social algo envejecido, 
aunque el actual relevo generacional parece augurar un progresivo reju- 
venecimiento del campo riojano. Hay pocos grandes agricultores, bastan- 
tes medianos y muchos, la gran mayoría, pequeños. Además, son muy 
numerosos los riojanos que trabajan la tierra a tiempo parcial. 

La agricultura riojana es muy variada. Genéricamente, es posible dis- 
tinguir entre los cultivos extensivos de secano y los intensivos de regadío. 
Los primeros exigen poca mano de obra, abundante maquinaria y una 
razonable extensión de tierra. Corresponden, por tanto, a los cereales, el 
olivo y la vid. Son más propios del ancho somontano riojalteño. Los cul- 
tivos de regadío requieren fincas más acotadas y mucha mano de obra. Se 
dedican sobre todo a hortalizas y frutales, característicos de las cuencas 
bajas de los ríos Najerilla e Iregua, así como de la Rioja Baja. Por su 
volumen, prestigio e imagen, el cultivo de la vid y la producción del vino 
requieren una mención especial. La Rioja reúne una serie de condiciones 
excelentes para la viticultura. La superficie dedicada al viñedo supera las 
40.000 Ha. y los rendimientos son muy altos, pero el cultivo de la vid 
adolece en La Rioja de problemas tales como la excesiva parcelación de 
las explotaciones, su difícil mecanización, la vejez de las cepas y la carestía 
de mano de obra. Acaso el problema más grave del sector sea la disocia- 
ción entre los viticultores, o productores de uva y vino cosechero, por un 
lado, y las bodegas, por el otro. Se calcula que aproximadamente un 40 
por 100 de la uva riojana es elaborada por las cooperativas y un 30 por 
100 por los propios cosecheros. Las bodegas compran a unas y otros el 
vino para embotellarlo, envejecerlo, etiquetarlo y venderlo. Crece la pre- 
sencia de capital multinacional en las bodegas riojanas, así como el pro- 
ceso de concentración mediante el cual algunas grandes compañías 
controlan gran parte de la exportación y comercialización de los selectos 
caldos de la región. Para velar por la calidad de todos ellos existe un 
Consejo Regulador de la Denominación de Origen. 

Las hortalizas y los frutales son también productos agrícolas riojanos 
de merecida fama, que además se han visto favorecidos por un importante 
incremento de las superficies de regadío durante las dos últimas décadas. 
Su producción es de tal capacidad que origina con frecuencia grandes ex- 
cedentes. La hortofruticultura riojana sustenta una pujante industria con- 
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servera de gran tradición —en 1848 se fundó en Logroño la primera 
fábrica española dedicada a las conservas y en pocos años proliferaron por 
toda la ribera riojana—, que curiosamente manipula y comercializa más 
del doble de la propia producción, importándola a tal fin de otras regio- 
nes. Tales productos van destinados principalmente a los mercados del 
norte de España. Junto a los viñedos, hortalizas y frutas, el sector agrario 
riojano ofrece una notable producción de patatas, champiñón, cereales y 
leguminosas. Las aptitudes ganaderas de La Rioja son también muy fa- 
vorables, aunque la producción se destina en buena medida al consumo 
interno o a surtir a industrias derivadas, tales como la chacinera. 

La industria riojana es una realidad con grandes posibilidades poten- 
ciales y acuciantes problemas actuales. Durante mucho tiempo, fueron las 
montañas del sur las que cobijaban a la mayor parte de esa industria, 
fundamentalmente textil y maderera. Pero los establecimientos tradicio- 
nales se vinieron abajo y la ribera se convirtió, paulatinamente, en el eje 
de un proceso industrializador que se aceleraría durante los años sesenta, 
apoyado en actividades ya existentes tales como las relativas a la vinicul- 
tura, la conservería y una incipiente industria metalúrgica, cuyos rasgos se 
habían creado en la segunda mitad del siglo xIx. Desde principios de siglo 
existía, además, una importante industria del mueble que arranca de las 
serrerías sitas en áreas forestales. La industria textil que aún persiste pro- 
cede de los lavaderos de lana y telares próximos a las zonas ganaderas. 
Análogamente, la del calzado tiene como origen la ancestral artesanía de 
la alpargata. También existe, desde que comenzara el siglo, una impor- 
tante industria de artes gráficas. En sus inicios, por tanto, la industria 
riojana estuvo muy vinculada a la producción agraria y a la artesanía más 
evolucionada. Por ello, el desarrollo industrial resultó natural y espontá- 
neo, diversificado a partir de iniciativas y capitales locales. Empero no 
resultó fácil. La Rioja quedó prácticamente marginada en la unificación 
del mercado español acaecida a finales del siglo xIX. La industria textil 
serrana, que pudo haber sido la clave de la industrialización riojana, 
quedó frustrada tanto por la supresión de la Mesta como por las devas- 
tadoras invasiones napoleónicas, una política comercial española de im- 
portación de lana extranjera y la competencia de los telares catalanes. 
Posteriormente, los esfuerzos industrializadores se han visto mermados por 
la presencia de graves contraincentivos. En primer lugar, las situaciones 
fiscales más favorables en las vecinas Álava y Navarra, que alentaron y 
alientan la fuga de empresas al otro lado del Ebro. En segundo término, 
la creación en 1964 de sendos Polos de Desarrollo en las también limítro- 
fes provincias de Zaragoza y Burgos. El cerco se vio agravado por las 
deficiencias en la red de comunicaciones, subsanadas parcialmente tiempo 
después. Ello congeló una eventual expansión industrial en La Rioja y 
produjo un estancamiento en la vida regional, con emigración hacia otras 
regiones más industrializadas, como el País Vasco, y la imposibilidad de 
que muchos técnicos o licenciados riojanos pudieran ejercer en su propia 
tierra. Pese a todo, se produjo un desarrollo fabril endógeno, concentrado 
en buena parte alrededor de la capital. 

Logroño es el núcleo más industrializado de la región, absorbiendo 
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buen parte del total de establecimientos industriales. Existen otros dos 
centros industriales secundarios, de entorno y evolución dispar. El pri- 
mero, situado aguas arriba del Ebro, corresponde al triángulo formado 
por Haro, Santo Domingo de la Calzada y Nájera, con ramificaciones 
hacia Cenicero, Ezcaray y Baños de Río Tobía. En esta zona se localiza 
la potente industria vitivinícola, así como importantes actividades referidas 
al subsector químico, la fabricación de muebles y la construcción. El se- 
gundo núcleo se localiza en la Rioja Baja; tiene sus vértices en Calahorra, 
Arnedo y Alfaro, y se extiende por Quel, Autol, Aldeanueva de Ebro y 
Rincón de Soto. Aquí predomina la industria conservera, la fabricación 
de productos metálicos, la cerámica y las manufacturas de calzado. Entre 
los problemas más notables de la industria riojana se encuentran la ausen- 
cia de industrias básicas, la existencia de redes comerciales no del todo 
incisivas, O la atomización. Casi toda la industria regional está formada 
por pequeñas y medianas empresas, e incluso son frecuentes los estable- 
cimientos de carácter estrictamente familiar. El 87 por 100 de las empresas 
riojanas no alcanza los 25 empleados, el 95 por 100 tiene menos de 50 
empleados, el 98 por 100 menos de 100 y el 99 por 100 menos de 200. 
Esta estructura empresarial afronta evidentes limitaciones financieras y ha 
generado en derredor una importante economía sumergida. Sin embargo, 
ha contribuido también a amortiguar los efectos de la crisis económica 
desatada con los años setenta. Un problema que merece comentario 
aparte, por amenazar el futuro industrial de la región, es el de la persis- 
tencia de seculares agravios comparativos, financieros y fiscales, entre las 
empresas que se asientan en la Comunidad Autónoma y las que lo hacen 
al otro lado del Ebro, en Álava o Navarra. En tal sentido, La Rioja 
continúa sufriendo las consecuencias de hallarse en el lado desfavorecido 
de una economía de frontera. 

Pese al bienestar inducido por la vitalidad económica de las últimas 
décadas, el panorama científico y cultural en la sociedad riojana continuó 
paupérrimo hasta bien entrados los años setenta, si exceptuamos indivi- 
dualidades tales como las del matemático Julio Rey Pastor, el oftalmólogo 
Ramón Castroviejo o el historiador Luis Díez del Corral, que por lo de- 
más han desarrollado o desarrollan sus actividades fuera de la región. En 
1946 se creó oficialmente el Instituto de Estudios Riojanos, que pronto 
derivó en un organismo ritualista, aunque no dejara de publicar la revista 
Berceo y una colección de libros sobre temas regionales con algunos títulos 
de interés, lo que no es poco en un medio donde primaba el consumismo 
inculto o un narcisismo provinciano aderezado con la hagiografía de ni- 
miedades locales. El cambio de signo no se atisbó hasta 1973, año en que 
se concede a La Rioja un colegio universitario donde se podrían cursar 
los primeros ciclos de ciertas carreras científicas y humanísticas. La reten- 
ción durante tres años de algunos estudiantes riojanos, que de otro modo 
se veían obligados a emigrar a las universidades de Zaragoza, Madrid o 
Barcelona, entre otras, así como la estimulante presencia de cualificados 
profesores universitarios, sirvió para activar una inquietud cultural que, al 
coincidir con la democratización del sistema político español, dio lugar a 
un movimiento intelectual y artístico desconocido hasta entonces. El Ins- 
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tituto de Estudios Riojanos, apoyado por la Diputación Provincial primero 
y por la Comunidad Autónoma después, entró en una etapa de floreci- 
miento investigador y cultural. Los departamentos del Colegio Universi- 
tario abrieron vías inexploradas en la investigación de la historia regional, 
la geografía o el patrimonio artístico, dando a conocer sus resultados a 
través de revistas especializadas y sin perder de vista horizontes académi- 
cos más universales. Las letras, en especial la poesía, brotaron del erial 
en que se encontraban inmersas. Con el amparo de las nuevas institucio- 
nes políticas, regionales y locales, surgieron compañías de teatro, se crea- 
ron revistas literarias y se organizaron manifestaciones culturales de todo 
tipo. Se recuperaron también entidades de raigambre, cual es el caso del 
Ateneo Riojano. Con todo, la mayoría de los riojanos cualificados en los 
campos de las artes y las ciencias continúa emigrando y conserva a La 
Rioja como un paisaje en la memoria. Es, entre otras, la consecuencia 
de una carencia fundamental, que se ha transformado en la principal 
demanda de la sociedad civil riojana: la creación de una universidad en 
la región. Una Universidad adecuada a las dimensiones y expectativas 
de La Rioja, capaz de complementar el dinamismo económico del país 
y de facilitar el acceso de los riojanos a la educación superior, estimu- 
lando con todo ello la vida social y cultural de esta tierra. Quepa 
recordar que La Rioja es la única comunidad autónoma que carece 
de ella. 


5. AUTONOMÍA REGIONAL Y VIDA POLÍTICA 


La Rioja constituye, entre las regiones europeas, uno de los más claros 
ejemplos de cómo el sentir de unidad territorial y de vida en común se 
mantiene con gran vitalidad, sin que ello haya dado lugar a expresiones 
conflictivas que cuestionen la legitimidad del Estado, en este caso el es- 
pañol, del cual forma parte. Por eso, cuando una vez iniciada la transición 
democrática, a finales de 1975, en las denominadas nacionalidades histó- 
ricas se hicieron explícitos los deseos de autogobierno y se desencadenó 
una suerte de agitación autonomista en otras zonas de España, La Rioja 
no quedó al margen del proceso, aunque aquí las demandas populares 
tuvieron más un carácter de afirmación regional que de reivindicación po- 
lítica en sentido estricto. Pronto surgieron grupos sociales tales como el 
Colectivo Riojano o la Asociación de Amigos de la Rioja —continuadora 
en buena medida de aquella Sociedad Económica Riojana del xvii—, 
dispuestos a movilizar los recursos humanos, simbólicos y políticos nece- 
sari0s para que la entidad regional riojana fuese reconocida en el contexto 
de la nueva articulación territorial del Estado. «La Rioja existe, pero no 
es», rezaba el estribillo de una copla jotera que se hizo popularísima en 
esos momentos, para significar que el hecho regional riojano no era ade- 
cuadamente considerado en la regionalización española que se estaba lle- 
vando a cabo. Después de tantos siglos de abandono, marginación y 
aislamiento, el resto de los españoles habían olvidado que La Rioja era 
algo más que vino. De ahí el empeño, prioritario, en afirmar la propia 
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Parlamento español, para ser sancionado y promulgado después por el 
Rey: «La Rioja, entidad regional histórica dentro del Estado español, se 
constituye en Comunidad Autónoma para el ejercicio de su autogobierno, 
de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto, que es su norma 
institucional básica», reza el título preliminar. Algunos días más tarde en- 
traba en vigor. En julio de 1982 llegaron las primeras transferencias. En 
La Rioja se hacía posible, por vez primera, el hecho histórico del auto- 
gobierno. Acaso la concesión de éste se vio favorecida al ser visto como 
un método para evitar la formación de fronteras rígidas entre el centro 
castellano y la periferia vasca. En tal caso, la autonomía habría institucio- 
nalizado políticamente a La Rioja como país de transición. 

El autogobierno de La Rioja se ejerce por una serie de Órganos, co- 
lectivos unos y unipersonales otros, establecidos en el Estatuto de Auto- 
nomía. En primer lugar, la Diputación General, constituida en la 
actualidad por 33 diputados. Es la cámara representativa y legislativa de 
la Comunidad Autónoma. Su función consiste, junto a las competencias 
comunes, en aprobar el presupuesto y las leyes en aquellas materias que 
son competencia exclusiva de la Comunidad, elegir al presidente del eje- 
cutivo regional, ratificar su programa de gobierno y llevar a cabo el con- 
trol parlamentario de su gestión. En segundo lugar, la responsabilidad del 
poder ejecutivo corresponde al presidente de la Comunidad, elegido por 
la Diputación Provincial y nombrado por el Rey. El presidente, máximo 
representante de la Comunidad Autónoma, dirige y coordina el gobierno 
de La Rioja. Finalmente, el Consejo de Gobierno es el órgano ejecutivo 
colegiado de la Comunidad Autónoma. Lo componen el propio presidente 
y los consejeros que este mismo nombra y cesa. El número de consejeros 
no puede exceder, en todo caso, de diez. Tras la entrada en vigor del 
Estatuto de Autonomía, se constituyó una Diputación General provisional, 
a cuyo frente estuvo el parlamentario ucedista Javier Rodríguez Moroy, 
hasta que tuvieron lugar las primeras elecciones autonómicas en marzo de 
1983. En ellas obtuvo mayoría absoluta el Partido Socialista de La Rioja, 
brazo regional del Partido Socialista Obrero Español, que formó gobierno, 
bajo la presidencia de José María de Miguel, hasta junio de 1987. Una 
vez celebrados los segundos comicios regionales, que confirmaron en La 
Rioja un sistema de partidos relativamente pluralista y polarizado, pasó a 
presidir la Comunidad Autónoma el candidato de Alianza Popular, Joa- 
quín Espert, gracias a un acuerdo con el pequeño Partido Riojano Progre- 
sista y a la abstención de los parlamentarios del Centro Democrático y Social 
durante la sesión de investidura, ya que el Partido Socialista de La Rioja 
había vuelto a ser la formación política más votada por los electores riojanos. 


6. LA RIOJA MONUMENTAL 


El cuadro monumental en La Rioja es amplio y surtido, adecuado a la 
fisonomía de la región. Hay detalles significativos del legado artístico ro- 
mano y visigótico. Aunque lo musulmán y mozárabe es escaso —apenas 
algún templo rupestre— el románico, presente por doquier, es digno de 
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voluntad popular crecientemente volcada en favor del reconocimiento de 
La Rioja como entidad regional con personalidad propia. Cierto que las 
circunstancias no eran fáciles. Hubo incluso algún ministro de Administra- 
ción Territorial que, por ignorancia, jamás se tomó en serio la posibilidad 
de que La Rioja fuera una comunidad autónoma uniprovincial, y llegó a 
denegar el régimen preautonómico cuando éste le fue solicitado por los 
parlamentarios riojanos, arropados por un paquete de cuarenta mil firmas 
recogidas con cierta premura y escasos medios. Pero en esta cuestión y en 
este momento, a los representantes riojanos les faltaba todavía convicción 
y, como consecuencia, capacidad de convicción. Ante tal estado de cosas, 
se constituyó una Coordinadora por la Autonomía de La Rioja, que aglu- 
tinaba a diversas entidades políticas, sociales y culturales de la región. El 
8 de octubre de 1978, en el marco de una campaña por el autogobierno, 
se celebró en Nájera el primer Día de La Rioja, bajo el lema «La Rioja 
empieza a caminar». Así, un año después, el 4 de octubre de 1979, tres 
días antes de que se celebrara en Haro el multitudinario segundo día de 
la región, el Ayuntamiento de Logroño, ya para entonces elegido demo- 
cráticamente, desencadenó de forma inesperada el proceso de autonomía, 
basando su propuesta en el artículo 143 de la Constitución. Las institucio- 
nes comenzaban a hacerse eco del sentir popular. Ahora se hacía necesa- 
rio, según lo estipulado en la Carta Magna, que la Diputación se sumara 
a la iniciativa, así como al menos las dos terceras partes de los municipios, 
siempre que su población representara a la mayoría del censo electoral. 
En caso contrario, habría que esperar cinco años para formular nueva- 
mente la solicitud. Pero la iniciativa logroñesa prosperó y fue refrendada, 
en tan sólo tres meses, por 171 de los 174 ayuntamientos de la provincia. 
Faltaron tres: Quel, porque deseaba la autonomía por la vía del artículo 
151 de la Constitución; Entrena, porque no deseaba ninguna, y Bergasillas 
Bajera, porque envió su acuerdo afirmativo fuera de plazo. La Diputación 
se había pronunciado también favorablemente. 

El paso siguiente consistía en la elaboración de un proyecto de Esta- 
tuto a cargo de una asamblea formada por los diputados provinciales y los 
ochos parlamentarios correspondientes a La Rioja en las Cortes Genera- 
les, todos ellos miembros de diversos partidos políticos (Unión de Centro 
Democrático, Partido Socialista Obrero Español y Alianza Popular), ex- 
cepto un senador independiente. La negociación fue tensa. Mientras tanto, 
el 12 de octubre de 1980 se había celebrado el tercer día de la región, en 
esta ocasión en Calahorra y, en noviembre, la provincia de Logroño cam- 
biaba su denominación para adoptar feliz y formalmente el nombre de La 
Rioja. Por fin, en abril de 1981 se aprobó el anhelado proyecto de Esta- 
tuto, con los votos a favor de los representantes centristas y socialistas, y 
pese a los votos negativos de Alianza Popular; un proyecto de Estatuto 
más bien modesto de contenidos, cuya rúbrica tuvo lugar en el monasterio 
de San Millán de la Cogolla el 8 de mayo de ese mismo año, por lo que 
es conocido como el Estatuto de San Millán. Tras un período de trámite, 
no exento de serias dificultades, entre las que se incluían informes eco- 
nómicos desaconsejando las autonomías uniprovinciales, cerca de un año 
después resultó aprobado por mayoría absoluta en las dos cámaras del 
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Parlamento español, para ser sancionado y promulgado después por el 
Rey: «La Rioja, entidad regional histórica dentro del Estado español, se 
constituye en Comunidad Autónoma para el ejercicio de su autogobierno, 
de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto, que es su norma 
institucional básica», reza el título preliminar. Algunos días más tarde en- 
traba en vigor. En julio de 1982 llegaron las primeras transferencias. En 
La Rioja se hacía posible, por vez primera, el hecho histórico del auto- 
gobierno. Acaso la concesión de éste se vio favorecida al ser visto como 
un método para evitar la formación de fronteras rígidas entre el centro 
castellano y la periferia vasca. En tal caso, la autonomía habría institucio- 
nalizado políticamente a La Rioja como país de transición. 

El autogobierno de La Rioja se ejerce por una serie de órganos, co- 
lectivos unos y unipersonales otros, establecidos en el Estatuto de Auto- 
nomía. En primer lugar, la Diputación General, constituida en la 
actualidad por 33 diputados. Es la cámara representativa y legislativa de 
la Comunidad Autónoma. Su función consiste, junto a las competencias 
comunes, en aprobar el presupuesto y las leyes en aquellas materias que 
son competencia exclusiva de la Comunidad, elegir al presidente del eje- 
cutivo regional, ratificar su programa de gobierno y llevar a cabo el con- 
trol parlamentario de su gestión. En segundo lugar, la responsabilidad del 
poder ejecutivo corresponde al presidente de la Comunidad, elegido por 
la Diputación Provincial y nombrado por el Rey. El presidente, máximo 
representante de la Comunidad Autónoma, dirige y coordina el gobierno 
de La Rioja. Finalmente, el Consejo de Gobierno es el órgano ejecutivo 
colegiado de la Comunidad Autónoma. Lo componen el propio presidente 
y los consejeros que este mismo nombra y cesa. El número de consejeros 
no puede exceder, en todo caso, de diez. Tras la entrada en vigor del 
Estatuto de Autonomía, se constituyó una Diputación General provisional, 
a cuyo frente estuvo el parlamentario ucedista Javier Rodríguez Moroy, 
hasta que tuvieron lugar las primeras elecciones autonómicas en marzo de 
1983. En ellas obtuvo mayoría absoluta el Partido Socialista de La Rioja, 
brazo regional del Partido Socialista Obrero Español, que formó gobierno, 
bajo la presidencia de José María de Miguel, hasta junio de 1987. Una 
vez celebrados los segundos comicios regionales, que confirmaron en La 
Rioja un sistema de partidos relativamente pluralista y polarizado, pasó a 
presidir la Comunidad Autónoma el candidato de Alianza Popular, Joa- 
quín Espert, gracias a un acuerdo con el pequeño Partido Riojano Progre- 
sista y a la abstención de los parlamentarios del Centro Democrático y Social 
durante la sesión de investidura, ya que el Partido Socialista de La Rioja 
había vuelto a ser la formación política más votada por los electores riojanos. 


6. LA RIOJA MONUMENTAL 


El cuadro monumental en La Rioja es amplio y surtido, adecuado a la 
fisonomía de la región. Hay detalles significativos del legado artístico ro- 
mano y visigótico. Aunque lo musulmán y mozárabe es escaso —apenas 
algún templo rupestre— el románico, presente por doquier, es digno de 
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atención. No en vano, la llegada de los cluniacenses a La Rioja, a finales 
del siglo X1, y la de los Cistercienses, que en 1140 fundaron en Yerga su 
primera abadía peninsular, supuso el abandono de la ecléctica arquitectura 
del período repoblador y la introducción del estilo netamente europeo, 
favorecido además por la ruta jacobea. Aunque penetró tardíamente, el 
románico arraigó con fuerza en el país, alcanzando su plena difusión du- 
rante el siglo xIn y persistiendo hasta el xv, por lo que es frecuente 
observar en los monumentos riojanos una construcción sucesiva en la que 
se entremezclan o superponen elementos románicos, transicionales y pu- 
ramente góticos. El gótico es, en La Rioja, más abundante que el romá- 
nico, particularmente en lo que respecta al gótico tardío, flamígero o 
renacentista. El patrimonio arquitectónico de signo religioso viene acom- 
pañado de importantes elementos figurativos y piezas notables del arte 
mobiliar, como las trabajadas en orfebrería. La escultura románica en La 
Rioja, por ejemplo, alcanza en su versión funeraria una de las facetas más 
interesantes. Cabe mencionar, asimismo, que a lo largo de toda la región 
son muchos y muy esplendorosos los conjuntos de imaginería religiosa 
existentes. El barroco es, de alguna manera, el estilo genuino de esta 
tierra, a la que no faltan numerosos ejemplares de arquitectura civil, mi- 
litar y señorial. Buena parte del patrimonio pictórico y escultórico riojano 
se encuentra custodiado en diversos museos distribuidos a lo largo del 
territorio de la región. Pueden destacarse, entre ellos, el Museo regional, 
sito en Logroño; el Museo Diocesano, en Calahorra; los parroquiales de 
Ezcaray o San Román de Cameros, o los que existen en los monasterios 
de Cañas y San Millán de la Cogolla. 

El recorrido artístico por la Rioja Alta es ameno y estimulante. Su 
conjunto arquitectónico más importante es el de la catedral de Santo Do- 
mingo de la Calzada. Construida en cuatro tiempos, del antiguo templo 
románico subsiste un sorprendente conjunto escultórico situado en la gi- 
rola del templo. La iglesia fue reconstruida y ampliada según los cánones 
góticos. Finalmente, el alegre barroco riojano añadió la guinda de una 
torre exenta señera, esbeltísima y audaz. A la feliz armonía alcanzada por 
conceptos y estilos diferentes se une un complemento escultórico notable 
y lienzos de mérito. Damián Forment dejó aquí su firma en un excelente 
retablo. El sepulcro en alabastro del santo, obra del siglo XV, es asimismo 
interesante. En la ciudad calceatense merecen también una visita el con- 
vento herreriano de San Francisco y el barroco de las Bernardas. A pocos 
kilómetros de allí, en la localidad de Bañares, es posible contemplar la 
iglesia románica de Santa María de la Antigua, con una portada abierta- 
mente protogótica, así como la singular arqueta recubierta con insólitas 
placas de esmalte y elaborada en el siglo XIv, que contiene las reliquias 
de San Formerio. Las piezas románicas de interés se multiplican por el 
somontano y la ribera riojalteños, erigidas por lo común en piedra de 
sillería. Sin afán de exhaustividad, pueden hallarse ejemplos en Villaseca, 
Gabálrruri, Arce, San Asensio, Fonzaleche o Cerezo de Río Tirón. Mención 
especial reclaman los casos de Ochánduri y Tirgo, así como la basílica de 
Santa María de la Piscina, situada en las proximidades de San Vicente de la 
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Sonsierra, fechada en la segunda mitad del siglo xt y considerada como el 
testimonio arquitectónico más genuino y puro del románico en La Rioja. 

Hacia el norte, la diligente y jovial villa de Haro ofrece, entre sus recur- 
sos monumentales, la iglesia de Santo Tomás, neogótica, deslumbrante por 
la unidad, armonía y regularidad espacial de su interior, en el que se en- 
cuentra además un retablo barroco de gran riqueza. En el exterior, sobresale 
la espléndida fachada plateresca. El ayuntamiento jarrero, por su parte, es 
un buen edificio neoclásico. Junto a ello, cabe señalar la preciosa casa pla- 
teresca de Paternina o el elegante santuario barroco dedicado a la Virgen de 
la Vega. A corta distancia de Haro se encuentra Anguciana, que posee una 
bonita torre gótica, así como Sajazarra, donde se puede contemplar un cas- 
tillo de hermosas proporciones, además de un puente romano apreciable, al 
igual que el de Cihuri. En Casalarreina se encuentra el convento de la Pie- 
dad, antiguo palacete fechado en 1508, llamativo por la ornamentación pla- 
teresca de su pórtico. Uno de los mejores conjuntos riojanos de arquitectura 
civil señorial es el de San Asensio, pueblo caracterizado también por poseer 
una de las numerosas torres dieciochescas, esbeltas y ufanas, que contraseñan 
el estilo de la región, como ocurre igualmente en Briones, Ábalos o Cuzcu- 
rrita. Otra expresión barroca, esta vez en forma de retablo, puede hallarse 
en la iglesia gótica de Leiva. Las manifestaciones góticas en la Rioja Alta 
son numerosísimas, y ejemplos de gran interés pueden contemplarse en Fon- 
cea, Grañón, Villalba, Cellorigo, Bobadilla, Negueruela o Cidamón. El mo- 
nasterio de Cañas es un auténtico hito del gótico más puro. 

Ya en las estribaciones de la Demanda, el románico vuelve a deleitar con 
la ermita de Nuestra Señora de Tres Fuentes, en Valgañón, o la interesan- 
tísima pila bautismal que se conserva en Ojacastro. Otras piezas románicas 
de interés se encuentran en Villavelayo, Ledesma de la Cogolla y Matute, 
sin olvidar, por supuesto, la bellísima y alegre ermita de San Cristóbal, en 
Canales de la Sierra, con una singular galería porticada profusamente de- 
corada. En Mansilla se encuentra un ejemplar único de la orfebrería ro- 
mánica: una cruz argentífera procesional del año 1109. Los valles altos del 
Oja y del Najerilla acogen también monumentos góticos tales como la 
iglesia de Santa María la Mayor, en Ezcaray, o la del monasterio de Val- 
vanera, donde hay una preciosa talla románica que representa a la Virgen 
del mismo nombre. En Ezcaray puede admirarse, además, el retablo de 
San Miguel, del siglo Xv, así como el de San Roque, ya en tránsito hacia 
el Renacimiento. Más al este, en un marco paisajísticamente incompara- 
ble, se encuentra San Millán de la Cogolla, con sus dos monasterios: Yuso 
y Suso. San Millán de Suso, legendario, comprimido, fascinante y reco- 
leto, está edificado sobre un cenobio visigótico rupestre. A la construcción 
mozárabe se sumó después otra románica. Conserva el admirable cenota- 
fio del Santo, fechado en la segunda mitad del siglo XII. En cambio, el 
monasterio de abajo, o de Yuso, es uno de los grandes ejemplares del 
gótico tardío. El claustro es de diseño renacentista y en su sacristía se 
custodian las singulares arquetas que conservan los restos de San Millán y 
San Felices, adornadas con placas de marfil y considerada la primera como 
una obra maestra de la eboraria hispana medieval, magistralmente labrada 
en el propio taller emilianense durante el siglo XI. 
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Camino de la Rioja Media, la antigua sede real de Nájera, de inconfun- 
dible trazado medieval, muestra el legado de Santa María la Real. La iglesia 
actual, gótica pero severa, dispone de un buen retablo barroco, un claustro 
hermosísimo adornado de filigranas flamígeras, una extraordinaria sillería en 
el coro alto y una apreciable talla románica de la Virgen con el Niño. En el 
templo se encuentra también un panteón o galería funeraria correspondiente 
a la dinastía navarra, entre cuyos sepulcros destaca sobremanera el de doña 
Blanca, esculpido a mediados del siglo Xu. Retrocediendo desde Nájera por 
las veredas del Camino de Santiago, en Tricio se puede contemplar la ermita 
de Nuestra Señora de los Arcos, llamativa construcción en la que se amal- 
gaman lo romano, lo paleocristiano, lo medieval y lo barroco. A poco dis- 
tancia, Santa Coloma ofrece importantes vestigios del siglo xI en la actual 
iglesia del XVI, cuyo martyrium acaso proceda del siglo v. Más adelante, 
Navarrete muestra, además de una iglesia parroquial que es joya indiscutible 
de la arquitectura renacentista riojana e incluye un monumental retablo ba- 
rroco, la portada del antiguo hospital jacobeo de San Juan de Acre, realizada 
a inicios del siglo xt. En Entrena, a pies del Moncalvillo, puede apreciarse 
arte de factura gótica en el convento de las clarisas. 

Antes de alcanzar Logroño, el río Ebro discurre bajo las ruinas del 
impresionante puente romano de Mantible. Ya en la capital de La Rioja, 
reclama la atención la aguja más original de todo el gótico español en sus 
formas primerizas: la que, con base octogonal, se levanta sobre el crucero 
de la iglesia de Santa María del Palacio. En el interior del templo, quizá 
el más antiguo de los monumentos logroñeses aunque los añadidos pos- 
teriores se hayan sucedido hasta hace dos siglos, se puede contemplar un 
hermoso retablo renacentista y una bella talla románica en piedra policro- 
mada. Á escasa distancia se encuentra la iglesta de San Bartolomé, con 
una llamativa portada de arquivolta ojival abocinada adornada con una 
iconografía humanizada de cariz arcaizante, un tanto rústica si se la com- 
para con la extraordinaria de la muy próxima acrópolis de Laguardia. 
También en Logroño es digna de atención la iglesia de Santiago, obra 
sobresaliente del gótico flamígero en La Rioja, con portada barroca y un 
grandioso retablo. Otra cita inexcusable en el recorrido monumental a 
través del patrimonio riojano es la colegiata de Nuestra Señora de la Re- 
donda, en la cual destacan sus dos torres barrocas, gemelas y altísimas, 
desde las cuales se divisa, más allá del Ebro, la emparentada de Oyón. 
Fue en el siglo xv cuando comenzó a construirse la iglesia que constituye 
hoy el cuerpo central de La Redonda. En el siglo XVI se amplió el tem- 
plo, añadiendo una girola con diversas capillas. El retablo principal es 
barroco, hay una sillería de Arnaldo de Bruselas y un lienzo atribuido a 
Miguel Angel. Mención aparte merece la belleza de su fachada a modo 
de retablo. La ciudad muestra además un atractivo palacio barroco que 
aloja en nuestros días al Museo regional, y el antiguo convento de la 
Merced, actual sede del parlamento autónomo riojano. 

Siguiendo el curso del río Iregua para penetrar de nuevo en las mon- 
tañas del Sistema Ibérico, pueden hallarse retablos de indudable impor- 
tancia en Alberite, Albelda y Clavijo, donde son visibles todavía las ruinas 
del legendario castillo medieval. En Viguera aparece nuevamente una 
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pieza románica de relevancia: la ermita de San Esteban. Más allá, las 
iglesias de San Pedro y San Andrés, ambas en Torrecilla en Cameros, 
muestran curiosísimas estructuras de raíz islámica con ábsides de planta 
casi circular cubiertos por bóvedas nervadas. En Villanueva y Villoslada son 
notables dos templos barrocos: la iglesia de la Virgen de los Nogales en la 
primera y la ermita que alberga a la Virgen de Lomos de Orios en el tér- 
mino municipal de la segunda. Románica es la sutil imagen de Nuestra Se- 
ñora de Castejón, en Nieva de Cameros. En Ortigosa merecen atención el 
ojival tardío de la iglesia de San Martín y el conjunto de sus casas solariegas. 

Al retornar de nuevo hacia la ribera, Agoncillo y Alcanadre muestran 
sendos restos romanos correspondientes, respectivamente, a un puente y 
un acueducto. No lejos, en la iglesia de Murillo de Río Leza puede apre- 
ciarse la eventual madurez del renacimiento riojano. El gran monumento 
que se descubre en Arnedo es la iglesia de Santo Tomás, modelo del 
último gótico realizado en una sola y amplísima nave. En la localidad de 
Arnedillo, famoso por su balneario, destaca la ermita de Nuestra Señora 
de Peñalba. Calahorra, la capital eclesiástica de la región, además de ló- 
gicos restos romanos, muestra en su templo catedralicio un espacio gótico 
de gran unidad y considerable contenido escultórico y pictórico. En su 
mayor parte fue erigido entre los siglos XV y XVI, aunque sus porciones 
más antiguas datan del siglo x1I1. En Calahorra se encuentran también la 
iglesia gótica de San Andrés, la neoclásica de Santiago y un ejemplo de 
arte trentino en la iglesia del convento de San Francisco. Aguas abajo del 
Ebro, la ciudad de Alfaro muestra la iglesia de San Miguel, con una gran 
fachada clasicista. En el extremo sudoriental de La Rioja, el somero y sin 
duda incompleto cuadro artístico descrito toca a su fin por entre el es- 
pléndido castillo de Cornago, localidad en la que se vislumbra también la 
ermita románica de San Blas, y la iglesia de Santa Ana, muy influenciada 
por el manierismo; en Cervera del Río Alhama, la de San Gil ofrece, ya 
al filo con Aragón, un nostálgico campanario mudéjar. 
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Provincia: Ceuta. 


Superficie: 19 km.? 
Población: 67.187 habitantes. 


Provincia: Melilla. 
Superficie: 13,4 km.? 
Población: 65.271 habitantes. 


CEUTA Y MELILLA 


1. PRELIMINAR 


Dentro del conjunto nacional hispano Ceuta y Melilla son un caso 
aparte. Ni las dificultades que emanan de las regiones históricas, con pro- 
bada vocación nacionalista, ni las que se derivan de la especificidad geo- 
gráfica y productiva de otras varias, admiten un punto de comparación 
con el caso de Ceuta y Melilla. 

Al factor de la discontinuidad territorial con el Estado peninsular se 
suma el hecho de la implantación urbana de las dos ciudades en el terri- 
torio de otro estado vecino (Marruecos), con el que España tiene trato 
diplomático desde hace siglos. La discontinuidad territorial de Baleares y 
Canarias no presenta especificidad diferenciadora tan contundente como 
la de Ceuta y Melilla, y ello es debido a que al haber mar por medio, los 
reinos berberiscos no pudieron ejercer sobre aquellos archipiélagos el 
mismo tipo de acción reivindicativa que sí desplegaron, en cambio, sobre 
las plazas ibéricas situadas en el norte de África. . 

Recuérdese que a lo largo del siglo Xv, las dinastías reinantes en Cas- 
tilla, Portugal y Aragón potenciaron su volcamiento sistemático hacia la 
frontera meridional de sus reinos. Éstos no acababan simplemente en Al- 
Andalus, donde los nasríes de Granada tardarían en sucumbir al empuje 
de las cabalgadas y razzias de las tropas cristianas. Por vía marítima, 
desde las costas ganadas a la religión triunfante, o desde los puertos de 
embarque de el Algarve portugués, los bajeles ibéricos se aprestaron du- 
rante aquel siglo a emprender un comercio regular —nunca interrumpido 
del todo— y a sostener una pugna continua —salpicada siempre de parén- 
tesis conciliadores— con los reinos de Berbería, desde Túnez a Fez. 

Ceuta, posesión lusitana en la boca del estrecho de Gibraltar' desde 
1415, y Melilla, ganada por el duque de Medina Sidonia en 1497, son dos de 
las ocupaciones ofensivo-defensivas que la Cruz hizo entonces en tierras 


royo da Tia 
== de 1902 


Tratado de 1904 


de la Media Luna; y que se extendieron desde Bujía y La Goleta hasta 
Larache y Santa Cruz de la Mar Pequeña, como puede verse en el mapa. 

Intervención ibérica en la costa-frontera del norte de África y paralelo 
rechazo berberisco de la ocupación de aquellos fortines por las huestes 
cristianas: éste es el resumen de un forcejeo secular. 

Sin retener la existencia de esta pugna históricamente renovada, en 
poco puede entenderse la especificidad de Ceuta y Melilla dentro del con- 
junto nacional hispano. 

Todo el transcurso de los tiempos que van desde el asentamiento ibé- 
rico en el norte de África, a principios del siglo xv, hasta la actualidad. 
no es inteligible si no se recupera el marco de época en que se inició el 
tema, al menos en el sentido y dimensión modernos ' 

Cuando las dos ciudades —entonces fortalezas— fueron gobernadas 
por España, pasaron de ser fortines a presidios y colonias penitenciarias; 
luego, ya entrado el siglo XX, y en función de los intereses españoles en 
la zona de protectorado en Marruecos, Ceuta y Melilla fueron denomi- 
nadas territorios de soberanía en el norte de África. Función cambiante 
de dos ciudades fronterizas en la historia, cuyas características concretas, 
según las coyunturas, revisaremos a vuelapluma más adelante. 


1 


Africanistas (García Figueras) e historiadores (Rumeu de Armas) han abordado el tema 
de la colisión ibero-magrebí en el norte de Africa. Obra más reciente es la de A. C. Hess, The 
forgotten Frontier. A History of the Sixteenth Century Ibero-African Frontier, Chicago, 1978. 
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Y, también, más adelante, plantearemos el tema de las reivindicaciones 
marroquíes sobre las dos ciudades españolas dentro de las coordenadas 
globales que determinan la cuestión del estrecho de Gibraltar, y, natural- 
mente, el contencioso hispano-británico-marroquí, todavía no resuelto. 

Ceuta y Melilla son un desafío para el Estado de las Autonomías fijado 
por la Constitución española de 1978 y consolidado en el transcurso de los 
años. Y lo son por la especificidad de su emplazamiento geográfico, por 
el marco histórico en que se ejecutó su conquista, por las mutaciones 
funcionales que han experimentado en el correr de los siglos y —por úl- 
timo, y no por ello menos importante— debido al contencioso existente 
entre España y Marruecos de una parte, y España-Reino Unido de otra, 
en aguas del estrecho de Gibraltar. 


2. EL MARCO GEOGRÁFICO DE CEUTA Y MELILLA 


Con el marco geográfico de las dos ciudades españolas en el norte de 
África pasa lo mismo que con su historia, y si nos apuran, con los tiempos 
que corren. Es decir, que están en África pero son de soberanía hispana; 
dependen de un estado europeo, pero son objeto de reclamación por un 
estado musulmán. Hay que situarlas, por tanto, en la vía de agua que 
desde el mar de Alborán se prolonga hasta el estrecho de Gibraltar, flan- 
queada ella desde territorio español por el británico peñón y desde terri- 
torio marroquí por la hispana ciudad de Ceuta. 

Esta situación geográfica, en el final de una vía de agua tan codiciada 
como es la del estrecho, ha conferido a Ceuta y Melilla (especialmente a 
la primera) características muy típicas, a pesar de que tanto la una como 
la otra se han resentido del aislamiento que las separa, respectivamente, 
de la sierra Bullones y de las estribaciones del Rif oriental. El retropaís 
marroquí ha sido para las dos ciudades una barrera china, o sea, un serio 
impedimento al establecimiento de comunicaciones regulares con el terri- 
torio en que están geográficamente instaladas. 

El historiador francés F. Braudel captó el drama de aquellas posesiones 
cuando escribió que «sobre el inmenso país magrebí, los españoles no ejer- 
cieron ninguna influencia considerable. El país se les escapó económica- 
mente; políticamente su sumisión fue más aparente que real, y religiosamente 
permaneció irreductiblemente hostil. Prisioneras entre el mar y los estados 
indígenas, las fortalezas españolas experimentaron desde el inicio de la con- 
quista momentos extremadamente difíciles en los que, con frecuencia, había 
que luchar más contra el hambre que contra los enemigos» ? 

En consecuencia, el mar y las comunicaciones marítimas han sido —y 
son— para Ceuta y Melilla el cordón umbilical que les ata a la Península. 
Ceuta tiene a su favor la corta distancia que le separa de Punta Europa 
(22 kilómetros), mientras que Melilla, perdida en el confín rifeño, cuenta 


2 Cfr. F. Braudel, «Les espagnols et Afrique du Nord de 1492 a 1577», en Révue 
Africaine, Argel, vol. XLIX (1928), págs. 231-233. 


802 ESPAÑA 


con un pequeño aeropuerto que mantiene, *vía Málaga, un bombeo aéreo 
con España. 

Ceuta está situada a 35” 54” de latitud norte y a 5” 16” de longitud oeste. 
La ciudad se extiende a lo largo del mar, mientras que un corto istmo la 
une con el monte Hacho, de unas 230 Ha. y una altura aproximada de 150 
metros. Ceuta tiene en la actualidad 19 kilómetros cuadrados. 

El puerto de Ceuta fue declarado de interés general por ley de 7 de 
mayo de 1880, cuando en pleno sistema político de la Restauración se 
acometió la tarea de modernizar la infraestructura portuaria del país. En- 
tre el antepuerto, dársena comercial y pesquera, y otras instalaciones ane- 
xas el puerto de Ceuta tiene actualmente cerca de 1.300.000 metros 
cuadrados de superficie de servicio. El puerto, la navegación, la vía de 
comunicación marítima, en suma, lo es todo para la ciudad, su población 
y su futuro. 

En cuanto a Melilla, diremos que se agrupa en torno al casco antiguo 
y se extiende hacia poniente y levante para toparse con algunas estribacio- 
nes del Rif oriental, siendo la del monte Gurugú la más conocida. Su 
latitud es de 35" 17” y su longitud de 2” 24”. La extensión de Melilla en la 
actualidad es de 12 kilómetros cuadrados. 

Como en el caso de Ceuta, el puerto lo es casi todo para la ciudad, 
aunque posea bastante menos superficie de servicio y las condiciones rei- 
nantes para el fondeamiento y atraque de los barcos no sean tan favora- 
bles como en Ceuta: los vientos del levante causaron y, todavía en la 
actualidad causan, serios daños a la navegación. El puerto de Beni-Ensar, 
ya en territorio marroquí, ha detraído últimamente mucho tonelaje y co- 
mercio al puerto de Melilla. Ñ 

La fisonomía de las dos ciudades es asaz hispana, desde los recintos 
que en tiempos las protegieron de los asedios berberiscos hasta sus res- 
pectivas calles mayores (Ceuta = calle Real / Melilla = calle Príncipe). El 
tráfico que una y otra ciudad mantienen con Algeciras y Málaga contri- 
buye a la fluidez humana y comercial de su población; el retropaís marro- 
quí constituye una tierra extranjera de la que proceden y retornan a diario 
centenares de campesinos rifeños que han hecho del pequeño contrabando 
su ganapán y oficio, después de haber merodeado todo el día en los ba- 
zares, tiendas y quioscos españoles de las dos ciudades. Al límite de las 
aduanas española y marroquí, que intentan filtrar el tráfico entre los dos 
países, hay siempre, aguardando al viajero, un petit taxi colectivo que se 
dirige preferentemente a Tetuán, si el punto de partida es Ceuta, o a 
Nador, si es Melilla el punto de arranque de la expedición ?. 


3 


E. Arques y Díaz de Villegas, por parte española y G. Hill, por parte inglesa, han 
estudiado la función que Ceuta y el peñón juegan en la geografía del estrecho de Gibraltar. 
El Departamento de Investigaciones Europeas, del Centro de Estudios de Economía y Geo- 
grafía en Madrid, ha organizado un encuentro hispano-magrebí titulado «España-Marruecos- 
Portugal: la puerta de Africa» (20-27 enero de 1987). Dentro de un marco de comprensión 
así es como Ceuta-Melilla; España-Marruecos, y el área del Mediterráneo occidental, pueden 
pasar de ser manzana de la discordia a cordón umbilical entre continentes y civilizaciones. 
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3. EL PROCESO HISTÓRICO 


Habíamos puesto de relieve en la nota prelimitar a este trabajo cómo 
la dialéctica defensa-asedio fue una constante de la historia de Ceuta y 
Melilla desde que cayeron estas ciudades en poder de los cristianos en el 
siglo XV. Defensa del fortín con milicias metropolitanas o mercenarias, y 
asedio de la plaza por parte de las tropas cabileñas circundantes, «engan- 
chadas» por el sultán de Marruecos para Operaciones muy concretas. 

El asedio marroquí organizado por tierra, fue repetido desde finales 

del siglo xvI hasta el XIX. La empresa más aparatosa fue la llevada a 
cabo por el sultán Muley Ismail (1692) cerca de Ceuta, sin que consi- 
guiera incorporar aquella preciada salida del reino marroquí a las aguas 
del Mediterráneo. De hecho, los diferentes recintos de Ceuta —desde 
punta de la Almina hasta el Foso y la Muralla Real— testimonian el 
grado de aplicación defensiva que practicaron los usufructuarios de la 
plaza desde 1415. 
- No olvidemos, empero, que tanto Ceuta como Melilla y los peñones 
de posesión española en Vélez (210x100 metros) y Alhucemas (170Xx80 
metros) fueron vulnerables desde el mar. Es decir, no tanto las plazas- 
fuertes como los peñones; pero incluso aquéllas sufrieron algunos «estro- 
picios» en la navegación de los bajeles que las unían con la costa de la 
metrópoli por parte de los piratas berberiscos, amenaza nada despreciable 
hasta avanzado el siglo XVIII. 

Si bien Ceuta estuvo más al abrigo de la tutela peninsular, Melilla, por 
el contrario, padeció sensiblemente de su aislamiento rifeño. Ya en el 
tratado de 1782, firmado por España y Marruecos, apunta la garantía que 
la monarquía católica desea obtener del sultán de Marruecos en lo ati- 
nente al aprovisionamiento y seguridad de las plazas. Diecisiete años des- 
pués —o sea, en 1799— los firmantes del Tratado de Mequínez establecen 
en su artículo 15 que «es bien notorio cuán inquietos y molestos son los 
moros fronterizos de Melilla, Alhucemas y el Peñón (de Vélez), que a 
pesar de las reiteradas Órdenes de su Majestad marroquí para que conser- 
ven la misma buena correspondencia con las espresadas plazas, no han 
dejado de incomodarlas continuamente». En el artículo de marras se con- 
viene que «las fortalezas españolas usen del cañón y mortero en los casos 
en que se vean ofendidas, pues la esperiencia ha demostrado que no basta 
el fuego del fusil para escarmentar dicha clase de gente» *. 

A largos períodos de tregua sucedieron eruptivas manifestaciones de 
asedio que pusieron en peligro, si no la posesión, sí el avituallamiento de 
las plazas en víveres y agua. La conjunción de tantos factores adversos 
había obligado a la Corona española a irse retirando progresivamente de 
las plazas militares del noroeste de Africa. En 1689, poco después de la 


% Arribas Palau y Lourido Díaz son buenos investigadores de este período de las rela- 
ciones hispano-marroquíes. Un trabajo de síntesis para el siglo siguiente es la obra de 
D. Sevilla Andrés, África en la política española del siglo x1x, Madrid, CSIC, 1960. 
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pérdida de Larache, en la costa atlántica, un poeta anónimo escribía pa- 
téticamente: 


«¿Qué importa, ni qué daño ha procedido, 
por haber perdido la Mamora? 
Y que Alarache se ha perdido ahora 
¿qué presagio fatal puede haber sido? 
Si Melilla se pierde, ¿qué hay perdido? 
¿Y si este mismo riesgo Ceuta llora? 
¿Si Orán, también, que el Evangelio adora, 
si Alcorán se viere reducido? 
¿Qué importa que las playas andaluzas, 
de la ley evangélica enemigos, 
inunden berberiscos tafetanes? 
Que resuciten los valientes Muzas 
y faltando Witizas y Rodrigos, 
¿qué importa que haya sobre de Julianes?» 


A Larache siguió la evacuación de Orán en 1791. Y en más de una 
ocasión, cuando se implantó en España el régimen liberal, los diputados 
a Cortes expresaron sus dudas sobre la oportunidad de seguir mante- 
niendo la posesión y defensa de Ceuta, y sobre todo, de los denominados 
presidios menores: Melilla, Vélez, Alhucemas y las islas Chafarinas, de 
tardía incorporación a la Corona española (1848). 

Entramos, de este modo, en una centuria a lo largo de la cual los fortines 
españoles en el norte de África, sin perder nunca su función originaria, pa- 
saron a la historia en calidad de presidios del reino y colonias penitenciarias. 

La voluntad de reforma penitenciaria estuvo en la atmósfera del 
mundo jurídico y filosófico del siglo XVI; pero por encima de la máxima 
de adecuar las penas a los delitos y transgresiones cometidos por malhe- 
chores y criminales, el Antiguo Régimen tendió a encerrar en el ostra- 
cismo más invulnerable a los elementos sociales estimados altamente 
peligrosos para los principios de seguridad y propiedad de los habitantes 
del reino. Dentro de estas coordenadas, que no harán sino reforzarse en 
el siglo xIx con el triunfo de los nuevos códigos, sistemas de prisión y 
colonias penitenciarias, es donde procede insertar la «ampliación funcio- 
nal» que registraron las ciudades españolas en el norte de África. 

En el siglo xvi abundaron las designaciones de «cuarteles de deste- 
rrados», «casillas de vivanderos» y «alojamientos de confinados» en la 
plaza de Ceuta. Ésta empezó entonces a «competir» con El Ferrol, Cádiz, 
Cartagena y, finalmente, Almadén, cuando se instituyó el presidio minero. 
Del Reglamento para la provisión de los presidios de África, promulgado 
en 1745 y reinando Felipe V, se pasó a las pragmáticas pertinentes del 
reinado de Carlos III. El régimen liberal concibió la Ordenanza General 
de los Presidios del Reino (1834) y creó una «Dirección General de Pre- 
sidios». Dentro de esta nueva ordenación legal y sistema de implantación 
penal aparecen los presidios de África claramente deslindados de los «de- 
pósitos correcionales» (para reos condenados a prisión menor) y de los 
«presidios peninsulares» (destinados al cumplimiento de sentencias que 
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castigaran al delicuente a un máximo de ocho años). En consecuencia, a 
África se deportarían los reos que tuviesen que cumplir condenas superio- 
res a ocho años, o que fuesen castigados con cadena perpetua. 

El proceso no había acabado todavía. La administración metropolitana 
vino a concebir —en particular para Ceuta— una función todavía más 
severa, aunque escrupulosamente reglamentada: la proclamación de aque- 
lla plaza como colonia penitenciaria, cuya sede estaría en el interior de la 
fortaleza del monte Hacho (1889). 

Nada extraño tiene que a pesar de los tiempos de progreso material 
que corrían y los aires de intercambio y fomento del comercio que sopla- 
ron durante la segunda mitad del siglo xIx, los «presidios» españoles en 
el norte de África permanecieran sumidos en un letargo general. Tal y 
cual Madoz nos los describe en su famoso Diccionario: «Privada Ceuta de 
la comunicación y movimiento, de los goces y bienestar peculiares de los 
pueblos que el comercio y la industria vivifican, puede calificarse como una 
verdadera colonia militar (y penitenciaria) y nadie habrá que así no la cali- 
fique al desembarcar en un profundo foso entre dos altas murallas; al adver- 
tir la multitud de guardias y centinelas que a cada paso se encuentran; al 
recorrer sus angostas calles cruzadas casi exclusivamente por militares y des- 
terrados; al ver en la mezquindad de los edificios particulares, y lo insignifi- 
cante del corto número de establecimientos mercantiles e industriales» ?. 

Ahora bien, siempre que se procede con cautela en el análisis de los 
fenómenos históricos se comprueba —aunque con diferencia de grado— 
cómo no están ni el ayer ni el mañana escritos. Así, Ceuta y Melilla jamás 
pudieron prever el crecimiento urbano y aumento demográfico, fomento 
del comercio y relevancia histórico-militar (¡naturalmente!) que adquirie- 
ron durante la primera mitad del siglo xxX. 

El fenómeno estuvo estrechamente ligado a la crisis que Marruecos 
atravesó entre 1880-1912 y a las aspiraciones europeas a intervenir en los 
asuntos internos de aquel país. Desde la Conferencia de Madrid a la de 
Algeciras (ya en 1906), los gobiernos de España no pudieron permanecer 
indiferentes a aquellas aspiraciones, que procedían principalmente de 
Francia. A regañadientes el poder civil, y con claro fervor intervencionista 
por parte de muchos jefes y oficiales del ejército español, España inter- 
vino en Marruecos, consintió en el establecimiento de un protectorado 
hispano-francés al norte y al sur, aproximadamente, del río Sebú, y esgri- 
mió en las conferencias y reuniones internacionales pertinentes los «dere- 
chos históricos» y la posesión de los presidios en calidad de títulos 
crediticios para actuar en el territorio del «vecino meridional». El esplen- 
dor de Ceuta y Melilla vino de la mano de la acción española en Marrue- 
cos: de esto no cabe la menor duda, ya que está objetivado por la historia 
contemporánea de las relaciones hispano-marroquíes * 


5 Cfr. Pascual Madoz, Diccionario geográfico-estadístico-histórico de España y sus pose- 
siones de ultramar, 1848, vol. VI, pág. 375. 

6 Cfr. V. Morales Lezcano, Colonialismo hispano-francés en Marruecos: 1898-1927, Madrid, 
Siglo XXI ed., 1976, y España y el norte de África. El protectorado en Marruecos: 1912-1956, 
Madrid, Aula Abierta (UNED), 1984, 2.* edición con prólogo de J. Caro Baroja (1986). 
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El problema, sin embargo, residió en la fuerte ligazón que unió a las 
ciudades a las campañas que el ejército de África tuvo que realizar en el 
Rif. Si se sigue con alguna atención la ubicación administrativa, judicial, 
religiosa y universitaria de las dos ciudades, se comprobará que hasta 
finales del siglo xIX dependieron de Cádiz, Málaga y Granada (en materia 
de estudios) pero el establecimiento del protectorado en Marruecos im- 
pulsó la creación de las comandancias generales de Ceuta y Melilla, y a 
partir de 1927 —al concluir la guerra del Rif— las dos ciudades fueron 
vinculadas en lo administrativo con el resto del territorio de protección 
español, cuya cabeza visible era la villa de Tetuán. 

Durante los años treinta, la concesión de municipios a las ciudades 
españolas en el norte de África, bajo la figura estelar de un gobernador 
del poder central, no impidió que el ejército de África poseyera todavía 
mano alta en las comandancias. 

Como es harto sabido, fue en esas comandancias donde se inició el 17 
de julio de 1936 la guerra civil española, coincidiendo con el «aterrizaje» 
del general Franco en el aeropuerto de Tetuán procedente de Las Palmas. 
Al término de la guerra civil, Ceuta y Melilla conocieron una aparatosa 
dimensión nacional en el discurso y la propaganda de la Dictadura en 
calidad de «cunas» del alzamiento militar. 

El alto comisario en Tetuán —un virreinato muy codiciado por los 
generales del franquismo— fue gobernador general de las comandancias 
militares de la zona, plazas de de soberanía (como se vino a denominar a 
Ceuta y Melilla entonces) incluidas. Esta vinculación continuó hasta 1956, 
cuando España y Francia devolvieron su plena soberanía al sultán de Ma- 
rruecos en la persona de Mohamed V. Ceuta, Melilla, los peñones y las 
islas Chafarinas volvieron de nuevo a quedar aisladas, como lo habían 
estado durante siglos, sin retropaís hacia el que volcarse, y con la única 
posibilidad histórica de mantener —más sólidamente que nunca— su vin- 
culación con la Península. 

Un pensador español nada desconocido (nos referimos a Ortega y Gas- 
set) escribió hace decenios unas cuantas líneas preñadas de sentido común 
sobre el norte de África: «Es desmesurado, es irritante la influencia que 
sobre mi generación ha tenido el vocablo Melilla..., en 1909, cuando me- 
jor andaba uno de su mocedad, otra vez Melilla, barranco del Lobo, se- 
mana sangrienta. Desde entonces, toda la historia de España gira en torno 
a un eje de cuyos polos uno es Melilla» ?. 

En efecto: la derrota del ejército español en Annual (1921), la guerra 
civil española (1936-39) y la pervivencia del militarismo en el gobierno de 
la nación a través de algunos generales «africanistas» tan destacados como 
Orgaz, Varela, García Valiño y Mizián han teñido indeleblemente la his- 
toria contemporánea de España, pero no porque Melilla, o las ciudades 


7 Cfr. Ortega y Gasset, «Abenjaldún nos revela el secreto», apud M. de Epalza, «El 


filósofo Ortega y Gasset y lo árabe», en Revista del Instituto Egipcio de Estudios Islámicos 
(1976-78), págs. 95-114. ; 
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del norte de Africa (dichas de soberanía española) sean un polo de esa 
historia, sino porque —según nuestra modesta opinión— uno de esos po- 
los de los que hablara Ortega ha sido y, si nos apuran, sigue siendo Ma- 
rruecos. 


4. ESTRUCTURA SOCIOECONÓMICA 


La población de Ceuta y Melilla ha estado en estrecha relación con los 
avatares históricos de las dos ciudades. 

Los dos fortines no tenían más de unos tres mil habitantes hacia 1800, y 
ello incluyendo la población de la guarnición militar y los deportados. El 
crecimiento demográfico fue muy lento a lo largo de la segunda mitad del 
siglo XIX, tal y como puede observarse en los dos gráficos, pág. 808. 

Ahora bien, a partir del arranque del siglo xx, las dos plazas de so- 
beranía experimentaron un crecimiento demográfico de tipo exponencial 
sólo explicable por un concurso de factores concomitantes: 

a) Comienzo de las campañas del ejército español en Yebala (1912 
en adelante) y guerra del Rif (1921 en adelante); este estado de guerra 
trajo en jaque a muchos oficiales, suboficiales, soldados, colonos, emplea- 
dos, buhoneros y toda una farándula humana que se asentó en las dos 
ciudades mientras duró la lucha armada. 

b) Luego, a partir de los años treinta, con la pacificación obtenida en 
el Rif a duras penas, la tasa de crecimiento demográfico fue más suave 
que durante el período anterior; aun así, el ensanche de las dos ciudades 
a partir de los viejos cascos urbanos dio cabida tanto a la población de 
aluvión que continuó asentándose en Ceuta y Melilla como a los hijos de 
ceutíes y melillenses arraigados en las plazas de soberanía desde hacía 
varias generaciones. 

En consecuencia, las campañas militares, primero, y la implantación 
del protectorado, después, dieron a Ceuta y Melilla un cierto esplendor 
urbano entre 1930-55 y muy particularmente a la última, como revela el 
aumento de población recogido en el gráfico (1900 = 10.000 almas apro- 
ximadamente / 1950 = poco más de 80.000) *. 

También la composición etnocultural —y no sólo sociológica— es de 
interés sobrado en el caso de las dos plazas de soberanía. 

Como en otros enclaves de poblamiento europeo fuerte, pero practi- 
cado fuera de Europa, Ceuta y Melilla tuvieron siempre pequeñas mino- 
rías religiosas —como la musulmana y la judía—; y desde el período de 
entreguerras contaron con algunos núcleos de comerciantes hindúes y si- 
rio-libaneses atraídos por las franquicias portuarias concedidas a las dos 
ciudades. Apellidos hebreos como los Levy, GArzón, Serfaty, Salama, et- 
cétera, estuvieron vinculados desde fin de siglo con actividades mercantiles 


y religiosas importantes. 


8 Datos extraídos del Anuario estadístico de los territorios de soberanía de España en el 
norte de África, Madrid, 1956-58. 
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El número de musulmanes residentes, por el contrario, no fue muy 
elevado, a excepción de aquellos que se enrolaron en tropas indígenas y 
hacían alguna labor menestral. El problema, en puridad, se ha planteado 
más recientemente. 

Veamos cómo se desarrolló a partir de los años sesenta. 

Ceuta y Melilla experimentaron un boom —si cabe— de resultas de la 
descolonización de Marruecos, la repatriación de la población española 
establecida en el protectorado y, en menor medida, de la guerra de Argel. 
Aludimos, por tanto, a ese período que transcurrió entre 1956-62. La evo- 
lución de los acontecimientos en el Magreb a partir de entonces, y muy 
particularmente el contencioso hispano-marroquí en torno a Ifni y el Sá- 
hara occidental, deterioraron el esplendor relativo de las dos plazas de 
soberanía. Según el censo de 1981, la población de derecho de Ceuta era 
de 62.861 habitantes, mientras que Melilla le iba a la zaga con 53.593: el 
descenso con respecto a treinta años atrás es considerable. 

Al recorte demográfico hay que añadir un problema espinoso: el aumento 
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de la población musulmana en las dos ciudades. El fenómeno, a la escala 
que se presenta actualmente, data de los últimos veinte años precisamente. 

La comunidad musulmana, que reclama hoy su derecho al título de la 
nacionalidad española, consta de 12.027 habitantes en Ceuta (9.121 son 
nativos de la ciudad y 2.906 han nacido en Marruecos), mientras que en 
Melilla asciende la comunidad "musulmana a 16.866 miembros (11.914 de 
los cuales son nativos y 4.952 han nacido en Marruecos) ”. La solución al 
problema de la nacionalidad de las dos comunidades musulmanas afinca- 
das en las ciudades españolas del norte de África constituye, sin lugar a duda 
alguna, uno de los desafíos más delicados que se le han presentado a la 
administración de Madrid desde el advenimiento del sistema democrático. 

Ceuta y Melilla han estado ligadas al mundo bélico y penal hasta que 
la cuestión de Marruecos saltó a primer plano internacional hacia 1900. 
Su ubicación periférica dentro del Estado español hizo que la administra- 
ción central, obedeciendo (como en el caso de Canarias) a la especificidad 
de su situación, concediera a las dos plazas un régimen de exención fiscal 
materializado en las franquicias portuarias (mayo de 1863). Ahora bien, 
de poco sirve una disposición, por muy recta que sea su intención, cuando 
no se cuenta con los medios materiales para actualizar el contenido que 
recoge en sus términos. 

Ceuta tuvo que esperar a 1909 para ver cómo se iniciaban las obras 
del puerto que habría de activar, ciertamente, el comercio, amen de per- 
mitir que el régimen de franquicias atrajera algún capital y fomentara las 
transacciones en la plaza. Melilla, a causa de las dificultades naturales de 
su bahía, tuvo que esperar todavía más (en rigor, hasta los años veinte) 
para que se construyeran el espigón de abrigo, el muelle y el cargadero 
de mineral que transportaba las piritas extraídas de San Juan de las Minas. 

Nada puede extrañar que la extroversión comercial de las dos ciudades 
haya potenciado el sector terciario en detrimento de la agricultura y la 
industria. Solamente las compañías de petróleo en Ceuta pueden consi- 
derarse como ejemplo incontrovertible de presencia industrial: la primera 
en sentar sus reales fue la firma vasca Ibarrola; más tarde siguió su ejem- 
plo la Cepsa, y terminaron por establecerse también dos pequeñas firmas, 
Petrolífera Ducar, S. A., y Atlas, S. A. En cuanto a la pesca, las dos 
ciudades cuentan con cofradías y flotas de cierta relevancia, pero que tam- 
poco han dado origen a una industria del salado y conservera competitiva. 

Con una estructura económica vertebrada en torno al comercio —y al 
contrabando—, la consecuencia lógica y natural es la dependencia de la 
población activa que habita en las dos ciudades del sector terciario. Por 
ejemplo: los servicios ocupan a 12.585 ceutíes mientras que la actividad 
que da ocupación a su población, en segundo lugar, es la construcción 
(1.339 empleados). 

Sin posibilidades de comunicación con el retropaís marroquí, carentes 
de proyecciones económico-financieras alternativas, Ceuta y Melilla se han 


9 Cfr. Estudio estadístico de las comunidades musulmanas de Ceuta y Melilla, Madrid, 
Instituto Nacional de Estadística, 1987. 
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aferrado a la tradición librecambista de los, puertos francos, lo cual ha 
forzado a la comisión española negociadora del Tratado de Adhesión a las 
Comunidades Económicas Europeas a encontrar una vía satisfactoria tanto 
para los enclaves en el norte de África como para los países miembros de 
la CEE. El texto del Protocolo número 2 del Tratado de Adhesión recoge 
en nueve artículos tanto la especificidad de Canarias como la de Ceuta y 
Melilla; y aunque la complejidad que ofrece el caso de los dos enclaves 
africanos no guarda punto de comparación con Canarias (pequeña poten- 
cia agrícola y turística, lo cual no es el caso de Ceuta y Melilla), ello no 
resta importancia al tema en la medida en que lo que se halla En juego 
es la supervivencia económica de la población ceutí y melillense '” 


5. CEUTA Y MELILLA EN EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS 


La inserción de las posesiones españolas en el norte de África dentro del 
marco constitucional de la nación apareció expresamente en el artículo 10 de 
la Constitución de 1812, que cometió el fallo de delimitar un territorio poco 
después amputado por la independencia de los virreinatos americanos. Las 
constituciones subsiguientes tuvieron la precaución de no proceder a delimi- 
taciones expresas en cuanto al ámbito territorial de su aplicación. El artículo 
8.” de la Constitución de la Segunda República calificó de «irreductibles» los 
límites del Estado español, sin otra addenda que aquella que rezaba como 
sigue: «Los territorios de soberanía del norte de África se organizan en ré- 
gimen autónomo en relación directa con el Poder central.» 

La Constitución de 1978 ha optado también por no definir el ámbito 
de su aplicación. Véase si no, todo el título VHI, capítulo primero, artí- 
culos 137-139. Si bien se alude en él a las peculiaridades regionales —en 
particular las insulares—, no aparece una mención expresa de Ceuta y 
Melilla si no en el «paquete» de disposiciones transitorias. 

La transitoria quinta dice textualmente: «Las ciudades de Ceuta y Me- 
lilla podrán constituirse en Comunidades Autónomas si así lo deciden sus 
respectivos Ayuntamientos, mediante acuerdo adoptado por la mayoría 
absoluta de sus miembros y así lo autorizan las Cortes Generales, me- 
diante una ley orgánica, en los términos previstos en el artículo 144.» 

No puede hacerse menos que subrayar la discreción formal del texto, 
sin que ello no signifique que en su día —como recogió el Diario de 
Sesiones en ambas cámaras— más de un diputado o senador de la etapa 
constituyente (casos de García Margallo y Xirinacs) enriquecieran el tema 
del tratamiento a dispensar a las ciudades norteafricanas pensando, con 
visión de futuro, tanto en la persistente reivindicación marroquí sobre 
Ceuta y Melilla como en la presunta cobertura militar a obtener para ellas 
en caso de que se acelerara el ingreso de España en la OTAN (lo cual, 
dicho sea de paso, no estaba nada claro entonces). 


1% Cfr. Fernando Mansito, «La situación especial de Canarias, Ceuta y Melilla», en Pa- 


peles de Economía Española, 1985, págs. 424-437. 
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La fórmula jurídico-política escogida es muy aséptica, ciertamente, sin 
dejar de primar, por encima de todo, la voluntad y determinación de los 
habitantes de las plazas representados en sus respectivos ayuntamientos; 
de esta manera se evita el tener que mencionar la consulta popular o 
referéndum sobre la españolidad de Ceuta y Melilla entre los habitantes 
de aquellas ciudades (cuya respuesta será siempre altamente afirmativa, 
pero que implica el riesgo de costar caro cuando llegue la hora de nego- 
ciar el tema del peñón de Gibraltar en la medida en que un referéndum 
pueda volverse contra la reivindicación española). 

A pesar del encaje encontrado a Ceuta y Melilla en el ordenamiento 
constitucional (art. 68.2: «Ceuta y Melilla estarán representadas cada una 
de ellas por un Diputado»; art. 69.4: «Las poblaciones de Ceuta y Melilla 
elegirán cada una de ellas dos Senadores»), la impresión final resultante, 
a la luz de las circunstancias que reinan en el Magreb, es algo incómoda. 
En este sentido hay que señalar cómo el Estatuto de la Comunidad Au- 
tónoma de Andalucía sólo aceptó recoger algunas «relaciones de especial 
colaboración» con Ceuta y Melilla (adicional tercera), dando de lado a las 
aspiraciones «andalucistas» de núcleos de opinión ceutíes y melillenses 
bastante nutridos *' 


TABLA 1.—Lista de diputados y senadores más votados en Ceuta 
y Melilla: modelo, casi perfecto, de sucursalismo 


Año electoral | Candidatura ESepnoS RA Núm. de votos Congreso 
Congreso Senado 


Núm. de vo- 
tos Senado 


Ceuta UCD 8.808 (36,35 %) | 16.624 
Melilla UCD , 10.723 (56,59 %) | 19.264 
Ceuta UCD 2 11.020 (52,15 %) | 21.061 
Melilla UCD 2 9033 OL 1670) WAREZ TO 
2 
Ceuta PSOE 1 sena- | 11.698 (45,76 %) | 17.844 
Melilla PSOE dor 10.291 (49,35 %) | 19.814 
suplente 
2 
Ceuta at: ce ze 10.937 (52,30 %) | 20.849 
Melilla (CP y 9.082 (50,56 %) | 13.538 
Popular PDP) 


Si pasamos revista somera a los resultados de los comicios celebrados 
entre 1977-1987, que aparecen tabulados a continuación y por separado, 
cabe destacar en el proceso electoral de Ceuta y Melilla los siguientes 
rasgos generales: 

a) La población de las ciudades norteafricanas revela un comporta- 
miento electoral claramente sucursalista; es decir, en las elecciones de 
1977-79, la UCD obtuvo respectivamente en Ceuta el 56,59 por 100 y 
51,76 por 100 de los votos emitidos y en Melilla el 56,59 por 100 y 51,76 


1 Cfr. A. Remiro Brotons, La acción exterior del Estado, Madrid, Tecnos, 1984, pági- 
nas 56-68. 
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por 100. Los dos diputados previstos por la Constitución pertenecieron al 
grupo político liderado entonces por Adolfo Suárez. 

El cambio de signo político producido en las elecciones de 1982, que 
arrojó para el PSOE un 45,75 por 100 en Ceuta y un 49,35 por 100 en 
Melilla, hicieron de la formación política encabezada por Felipe González 
la corriente más votada por el electorado español de aquellas plazas, po- 
seyendo este viraje de sintonización nacional una significación cualitativa 
de trascendencia, toda vez que AP —+en solitario o en coalición con el 
PDP— no logró imponerse entonces en distritos electorales tan hipersen- 
sibles, por tradición histórica, a los enfoques ranciamente conservadores 
cuando no residualmente posfranquistas. En las elecciones de junio de 
1986, el PSOE sufrió un voto de castigo en Ceuta y, sobre todo, en Me- 
lilla, debido a los disturbios que conmovieron a aquellas ciudades porque 
las peticiones de la comunidad musulmana llamada Terra Omnium, enca- 
bezada a la sazón por Aomar Mohammedi Dudú, no fueron inteligente- 
mente resueltas por el delegado del gobierno Manuel Céspedes. 

También en las concejalías de los ayuntamientos los electores se han 
decantado por los partidos de fuerte implantación nacional, en ausencia 
de formaciones políticas de inspiración independentista. 

b) Ceuta y Melilla tienen planteado un problema singular que no se 
presenta en ninguna otra parte del territorio nacional regido por la Cons- 
titución de 1978. Aludimos a la existencia de una población musulmana, 
que en Ceuta constituye el 17 % del total censado y que representa en 
Melilla el 21 %. Se trata de una población joven de edad, socialmente 
marginada, en su mayoría no dotada de la nacionalidad española a la que 
aspiran, y bastante envenable no sólo por las reacciones racistas de algu- 
nos sectores «españolistas» sino también por la atención que Marruecos 
presta al tema y la explotación que de ello puede hacer a través de vo- 
ceros irredentistas tan caracterizados en aquel país como es el partido del 
Istiklal. 

Como analizaremos a continuación, en las líneas finales de este trabajo, 
el reto que plantean las comunidades musulmanas de Ceuta y Melilla es de 
envergadura; pero si la política es el arte de lo posible, veremos en la prueba 
de los hechos si los gobiernos de la nación aciertan a resolver en el futuro 
inmediato, con equidad y fineza, el tema de la integración de esta conside- 
rable minoría religiosa y cultural dentro del tejido social hispano. 


6. EL CONTENCIOSO HISPANO-MARROQUÍ 


Somos del criterio que intentar abstraer la especifidad del caso ceutí y 
melillense del contencioso hispano-marroquí contribuye a fomentar una 
visión deformada, o por lo menos incompleta, de la cuestión en juego ”. 


12 Un estudio fiable por el excorresponsal de El País en Rabat, Domingo del Pino, lleva 


el título La última guerra con Marruecos: Ceuta y Melilla, Barcelona, Argos-Vergara, 1983. 
Al final de la obra, el autor resume los puntos de apoyo sobre la españolidad de las plazas. 
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El contencioso hispano-marroquí se inició al término de la evacuación 
española y francesa del protectorado. Corría entonces el año 1956, pero 
el control administrativo español de territorios como Tarfaya, Ifni y Sá- 
hara occidental hizo que el Trono y los partidos políticos del joven estado 
marroquí convirtieran a España en la béte noire que, en amplísima me- 
dida, había sido para el Norte de Africa, hasta aquel momento, la Re- 
pública francesa y su residente general en Rabat. 

El 15 de abril de 1958, la Misión permanente de España en las Nacio- 
nes Unidas entregaba una nota verbal a la organización onusina afirmando 
que después de la entrega de la zona de Tarfaya a las autoridades marro- 
quíes, «el proceso de la unificación de Marruecos, en cuanto consecuencia 
de su independencia, había llegado a su final en lo que a España concer- 
nía». El error, el craso error, consistió en que Madrid creyera en ello, a 
pesar de ser consciente de las reivindicaciones del partido del /stiklal sobre 
Ifni (retrocedido en 1969), Sáhara occidental (evacuado por España en 
1976 luego de firmar los Acuerdos de Madrid en noviembre de 1975), y 
—last but not the least— Ceuta y Melilla. 

Así como el régimen de Franco mantuvo una posición oscilante, am- 
bivalente, en cuanto a la españolidad de Ifni y el Sáhara occidental, de- 
cretadas «provincias» en 1962, nunca accedió a consentir, por el contrario, 
en la reivindicación marroquí sobre las plazas de soberanía en base a: 

a) El derecho de prescripción, de ocupación hispana efectiva a lo 
largo de los siglos, de Ceuta, Melilla y peñones adyacentes; 

b) el elevado porcentaje de población española de las dos plazas, y 
su obvia vocación de integración en el conjunto nacional hispano, y 

c) las resoluciones de la ONU, en particular la 1514, de 14 de diciem- 
bre de 1960, que establece lo siguiente: «Toda tentativa encaminada a 
destruir parcial o totalmente la unidad nacional y la integridad territorial 
de un país es incompatible con las finalidades y principios de la Carta de 
las Naciones Unidas». 

La refutación marroquí de los puntos de apoyo españoles se basa, por 
su parte, en los siguientes extremos: 

a) La unidad territorial del reino no está cerrada todavía, siendo su 
objetivo final la consecución de lo que el patriarca del Istiklal, Allal el- 
Fassi, denominó «fronteras naturales» de Marruecos; 

b) la distorsión económica y comercial que supone la posesión española 
de Ceuta y Melilla, los dos grandes puertos de Marruecos en aguas del Me- 
diterráneo y foco de contrabando sistemático en el interior del reino alauí, y 

c) las resoluciones de la ONU que se inspiran en el derecho de des- 
colonización tendente a poner fin a desequilibrios territoriales —o de otra 
naturaleza— que se remontan a épocas de hegemonía europea en las re- 
laciones internacionales y que, a partir de 1945, han perdido paulatina- 
mente su razón de ser y de pervivencia ””. 


13 Quien quiera adentrarse en la tesis marroquí puede consultar, de Rachid Lazrak, Le 
contentieux territorial entre le Maroc et L*Espagne, Casablanca, Dar el Kitab, 1974, págs. 201 
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El contraplanteamiento oficial del reino.de Marruecos al punto de vista 
español sobre Ceuta y Melilla ha ido incorporando a su núcleo inicial la 
ampliación, la globalización del tema. Se trataría, según Rabat, de la ne- 
cesidad de operar un reajuste territorial en las riberas del estrecho de 
Gibraltar, de tal manera que la retrocesión del Peñón a España obligaría 
automáticamente a que ésta potencia cediera Ceuta y Melilla al reino de 
Marruecos. 

No es nuestra intención dimensionar internacionalmente el asunto de 
marras porque hacerlo así desbordaría los límites temáticos y las restric- 
ciones de redacción estipuladas; no nos parece correcto, sin embargo, de- 
jar estas líneas dedicadas a Ceuta y Melilla (caso aparte dentro del 
conjunto nacional hispano) fuera del contexto más amplio en que el inter- 
locutor marroquí, al menos, desea situarlo constantemente. Las especula- 
ciones probabilistas, de inspiración diplomática y militar, no han faltado 
hasta el momento; todas ellas pretenden encontrar una salida a este as- 
pecto territorial de lo que Rabat estima último tramo del contencioso his- 
pano-marroquí. 

En la inteligencia, naturalmente, que hay otros componentes de ese 
contencioso como son los acuerdos pesqueros hispano-marroquíes. Por no 
hablar de la solución definitiva que se escoja para el Sáhara occidental, 
territorio sobre el que, en teoría, España, —potencia mandataria en el 
momento de la retrocesión a Marruecos y Mauritaria—, posee títulos ju- 
rídicos que la acreditan para intervenir en la celebración de un referéndum 
reiteradamente aplazado ”*. 

Los planteamientos catastrofistas sobre las relaciones hispano-marro- 
quíes son el más desaconsejable método de intelección y solución del con- 
tenciso entre los dos países vecinos; la mutilación de los términos amplios, 
complejos, en que ha de situarse el contencioso constituye el otro método 
de impedir que el «ajuste fino» entre las dos partes pueda abrirse paso y 
ver la luz algún día. 


14 ¡ ¡ 
Otros aspectos de las diferencias que separan a España y Marruecos, en Vicenc Fisas 


Armengol, «El contencioso con Marruecos y el futuro estratégico de España», en Affers 
Internationals, Barcelona, CIDOB (primavera 1983), págs. 19-45. Nadie ha de llamarse a 
engaño sobre el asunto del Sáhara Occidental, que sigue ensombreciendo la inteligencia con 
Rabat, toda vez que Marruecos propugna el desentendimiento español en el tema, mientras 
que Madrid, sobre todo durante los gobiernos de UCD, mantuvo la tesis de la «responsa- 
bilidad» final que pesaba todavía sobre la potencia exmandataria; cfr., sobre el particular 
Francisco Villar, El proceso de autodeterminación del Sáhara, Valencia, F. Torres ed., 1982. 
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La Editorial Espasa-Calpe publica —en cinco vo- 
lúmenes— una obra de carácter enciclopédico titu- 
lada ESPAÑA, que supone la revisión y puesta al 
día autorizada de los grandes temas y cuestiones 
que conforman la cultura, la ciencia, la economía, 
la historia y, en general, la realidad española con- 
temporánea, para ponerla al alcance de un amplio 
público. Este volumen corresponde a la Economía. 


La obra ESPAÑA está conformada por los si- 
guientes volúmenes: 
Tomo 1: 

SOCIEDAD Y POLÍTICA 

Coordinado por Salvador Giner 
Tomo Il: 

ECONOMÍA 

Coordinado por José Luis García Delgado 
Tomo III: 

CULTURAS 

Coordinado por Javier Tusell 
Tomo IV: 

CIENCIA 

Coordinado por José María López Piñero 
Tomo V: 

AUTONOMÍAS 

Coordinado por Juan Pablo Fusi 


Cada uno de los tomos integra al más relevante 
equipo de especialistas en las materias que consti- 
_tuyen el contenido temático antes enunciado. 


